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		Al releer, después de quince años, este texto, reviví los sentimientos de angustia con los que enfrenté las vicisitudes narradas. En retrospectiva, me doy cuenta de cómo la gravedad de los acontecimientos absorbió la totalidad de mi energía y atención, llevándome a sacrificar parte de mi vida familiar y social. Por ello reconozco, con claridad creciente, que si fui capaz de soportar la responsabilidad y la tensión de conducir el país en esos días difíciles fue gracias a que tengo la fortuna de contar con el afecto incondicional de mi esposa Paloma y de nuestros hijos Miguel, Margarita, Enrique, Federico y Gerardo.

		Paloma me brindó su total solidaridad. Quiero, una vez más, destacar la labor eficaz, discreta y comprometida que ella realizó como presidenta de los patronatos del DIF y del Voluntariado Nacional. Ahora, su respaldo a mi determinación de publicar este libro es, como todo el apoyo que siempre me ha brindado, invaluable para mí.

		Finalmente, el ejemplo de mi madre, que no sólo no se doblegó ante la adversidad, sino que nos enseñó la satisfacción que produce el deber cumplido, guió siempre mis acciones.

		A todos ellos, con cariño y gratitud, dedico este libro.

		

		Ciudad de México, octubre de 2003
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		Prefacio

		

		ACEPTÉ MI POSTULACIÓN A LA CANDIDATURA PRESIDENCIAL con la plena conciencia de que el país atravesaba por una circunstancia singularmente compleja. A los problemas estructurales, resultado de situaciones históricas, se sumaban los causados por doce años de malos manejos económicos. En el lapso entre el surgimiento de mi candidatura y mi arribo al poder, el país sufrió un proceso inflacionario creciente, del orden de 100% anual, y una fuga masiva de capitales, la cual se incrementó con la nacionalización de la banca y el control de cambios. Estos hechos crearon un ambiente de confrontación entre el gobierno y las fuerzas productivas del país, que sentían que se había violado el Estado de derecho. En este entorno de recriminaciones mutuas y búsqueda de culpables, los mexicanos de menores ingresos tenían cada vez más dificultades para satisfacer sus necesidades mínimas.

		Viví momentos muy difíciles. Sabía que las circunstancias me obligaban a cambiar el rumbo de nuestro desarrollo. La conciencia de la gravedad de la situación me llevó a querer dejar una memoria histórica de lo que estaba ocurriendo. Traté de tomar notas al respecto, pero las presiones sobre mi tiempo y el peso de la responsabilidad me lo impidieron. Decidí buscar a alguien que me apoyara en esta tarea, pues sabía que lo que no se anota sobre la marcha, en buena medida se pierde. La noche anterior a asumir la Presidencia invité a Alejandra Lajous Vargas a incorporarse a mi equipo de trabajo como Cronista de la Presidencia de la República.

		Alejandra pronto integró un talentoso equipo de historiadores. El producto de su trabajo está a la vista: escribieron y publicaron seis volúmenes, uno por año, de Las razones y las obras. Gobierno de Miguel de la Madrid. También clasificaron y catalogaron cerca de 40 000 documentos de mi administración, que fueron entregados al Archivo General de la Nación.

		Sin embargo, lo que ahora quiero aclarar es que, para guiar a sus colaboradores, Alejandra Lajous sostuvo conmigo entrevistas regulares, cada dos o tres semanas. En dichas ocasiones me hacía preguntas a las que yo respondía con amplitud. Por instrucciones mías, ella redactó el resultado de esas conversaciones y sometió, cada tres meses, esos textos a mi revisión. Ellos componen el cuerpo de este libro.

		Al preparar la publicación no modifiqué idea o concepto alguno; sólo acepté que se añadieran los datos necesarios para su comprensión. El texto quedó como fue dicho y aprobado en su momento. No omití pasajes o comentarios, aunque algunos de ellos puedan lastimar a personas que mucho estimo, ni tampoco suprimí verdades duras de aceptar, porque estoy convencido de que, a la postre, la verdad siempre beneficia. Sólo conociendo nuestro pasado y reflexionando sobre él podremos orientar mejor nuestro futuro.

		Publico este testimonio porque mi compromiso con México es permanente.
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		MIGUEL DE LA MADRID HURTADO

		

	
		

		_____ PRIMER AÑO _____

		

	
		

		Diciembre de 1982

		

		RECIBÍ UN GOBIERNO MUY DESARTICULADO. Su poder se desgastó de una manera tremenda en los meses anteriores a mi toma de posesión. Ahora hay que reconstruirlo, volverle a dar ascendencia y capacidad de acción. La situación es realmente crítica. Debo tomar medidas tan drásticas que me preocupa la tensión social que puedan generar. No tengo alternativa, porque si seguimos retrocediendo, podemos caer en un caos que dé pie a un gobierno dictatorial.

		Pero antes de iniciar la narración del estado en que encontré el gobierno, quiero asentar las circunstancias que me llevaron a la Presidencia de la República. Ello servirá para entender mejor el entorno.

		

	
		

		Camino a la Presidencia

		

		La sucesión presidencial constituye un proceso muy complejo e incierto. Llegado el momento, lo único que se puede hacer es esperar. Uno de los aspectos más interesantes de esa etapa consistió en observar la actitud de Fidel Velázquez. El viejo líder obrero organizó, utilizando como intermediario a su lugarteniente Joaquín Gamboa Pascoe, varios desayunos en casa de éste. En las primeras ocasiones nada más nos estuvimos midiendo. Ya después, él me dijo: “Yo estoy esperando a que López Portillo me diga por dónde va la cosa. Nunca me muevo solo en este terreno, pero si a usted se le hace, yo lo apoyaré”.

		Estoy seguro de que tuvo conversaciones similares con los otros precandidatos. Pasado el momento, me ha contado que algunos, como Javier García Paniagua, Pedro Ojeda y Agustín Alanís, no solamente platicaban con él en esos términos, sino que directamente le hacían la corte y le pedían ayuda y apoyo. Por cierto, mucha gente considera que había una gran cercanía entre García Paniagua y Fidel Velázquez. Esto no es exacto. La verdad es que don Fidel se estuvo esperando. Yo, por mi lado, nada le pedí; ni siquiera busqué los encuentros que tuve con él.

		El día en que se tomó la decisión fue el lunes 21 de septiembre. López Portillo había pasado el fin de semana anterior en Monterrey, donde el sábado 19 anunció que era necesario adelantar el proceso. Tal declaración venía al caso, pues con anterioridad había dicho que no destaparía al candidato del PRI hasta después de la reunión internacional que se realizaría en Cancún en el mes de octubre. Yo tenía acuerdo ese lunes 21. Fui a él, traté mis asuntos y cuando terminé, me despedí. Le dije:

		—Señor Presidente, esto es todo lo que le tenía que tratar. Si está de acuerdo, me retiro.

		—No es todo —me contestó. En ese momento supe lo que me iba a decir. Me preguntó:

		—¿Está usted fuerte?

		—¿Como para qué, señor Presidente? —respondí.

		—Como para la Presidencia de la República.

		—Sí, lo estoy.

		—¿Está usted preparado?

		—Sí, estoy preparado.

		—Pues prepárese más, porque va a ser usted.

		Entonces me explicó por qué me había escogido. Señaló que yo tenía las cualidades necesarias para el puesto, pues era el más capaz para modernizar el sistema y mi acceso al poder significaría un relevo generacional. Añadió que la opinión pública ya estaba preparada para mi candidatura. Me dijo:

		—Va a ser esta semana.

		—¿Debo hacer algo? —pregunté.

		—Trate de que no se le note. No lo comente, ni siquiera con su esposa Paloma. Puede ser el jueves o el viernes.

		Pasaron los días y no me avisaba nada. El viernes estaba invitado a una gira de trabajo con él. Así que el Estado Mayor mandó pedir mi maleta y yo la entregué. Llegó el miércoles sin que hubiera recibido ningún mensaje. Ese día, mientras comía con Adolfo Lugo en el comedor de la Secretaría de Programación, hablaron por teléfono del Estado Mayor para decirme que el Presidente me invitaba a desayunar el viernes 25, a las 8:30 de la mañana. Pregunté, puesto que íbamos a salir de viaje, si debería presentarme al desayuno de traje o con ropa informal. Me contestaron que sería mejor que lo hiciera de traje y que después podría cambiarme.

		Llegué a Los Pinos, e inmediatamente el Presidente me pasó al comedor de la parte de arriba de su casa. Abajo, en la biblioteca, tenía a Javier García Paniagua y, en su despacho, a los dirigentes de los sectores del PRI. En otro salón estaban los líderes de las cámaras de Diputados y de Senadores. Arriba me condujo a su recámara, por cierto con la cama todavía destendida, y me dio unos periódicos para que esperara. Me dijo: “Voy a hacer la maniobra y luego le llamo”. A los pocos minutos subió y me preguntó:

		—¿Qué tal se lleva usted con García Paniagua?

		—Bien —le contesté—. Él agregó:

		—Es un elemento muy valioso. Sabe muchas cosas, cosas que a veces uno mismo ignora. Puede ser un buen secretario de Gobernación.

		Le comenté que tenía ciertas reservas, porque sabía que Javier era proclive a la violencia física. Entonces López Portillo me dijo:

		—Pues en ocasiones eso se necesita.

		—Sí. La diferencia está en que García Paniagua la tiene como primera solución y yo como última.

		—¿Tiene inconveniente en que lo deje como jefe del partido?

		—Déjemelo, vamos a observarlo.

		Luego bajamos a la biblioteca, donde estaba esperando García Paniagua. Ahí, López Portillo me dijo:

		—Licenciado de la Madrid, el presidente del partido me informa que después de realizar una profunda auscultación, todos los sectores se manifiestan a su favor y le proponen la candidatura del partido a la Presidencia de la República.

		García Paniagua tenía el semblante muy rígido, aunque supongo que todos lo teníamos igual en ese momento. Me dijo que dejaba la presidencia del partido a mis órdenes.

		—Quédate, somos amigos —le contesté.

		—Se necesita una gente de confianza —respondió.

		—¿Por qué no continúas? Podemos trabajar juntos —insistí.

		Entonces López Portillo dijo: “Yo ya acabé mi tarea, ahora le toca al partido”. Dicho esto, nos llevó al despacho donde estaban los líderes de los sectores y nos dejó.

		Pasados los comentarios del caso, los dirigentes me preguntaron cuándo quería yo que se hiciera la ceremonia formal. Les contesté: “Hoy”. Me dijeron que era muy precipitado, y me sugirieron que se hiciera al día siguiente en la mañana. Yo insistí en que fuese ese mismo día, así que todo se organizó para ese mismo viernes.

		Me imagino que Fidel Velázquez ya lo sabía, porque el miércoles hubo una cena en la Secretaría de Relaciones Exteriores para un visitante extranjero, no me acuerdo quién, y a la salida, Gamboa Pascoe me detuvo y me dijo: “Lo felicito, ya supe”. Así que si Gamboa estaba enterado, seguramente también don Fidel.

		De los tres que López Portillo había considerado para la candidatura, Jorge Díaz Serrano fue el primero en quedar descartado. Sus posibilidades se acabaron cuando salió de Pemex a mediados de 1981. En junio de ese año se adelantó a bajar los precios del petróleo sin consultar al gabinete. Yo personalmente creo que López Portillo lo había autorizado. De cualquier forma, José Andrés de Oteyza le desató una lucha brutal. Para ello se alió con José Ramón López Portillo.

		Tiempo después escuché decir que el Presidente había tenido que correr a Díaz Serrano, porque si no lo hacía, ya no lo podría parar. Éste ya contaba con mucha prensa, con Carlos Hank González, con todos los contratistas, con el sindicato de Pemex y, desde luego, con la famosa conexión Bush.

		Así que el otro finalista en la sucesión presidencial fue Javier García Paniagua. El presidente López Portillo lo tuvo como una opción hasta el último momento. Por ello su reacción, al conocerse la decisión, fue violenta. Tomó el proceso como si se hubiera organizado directamente en su contra. Respondió visceralmente.

		En privado, con amigos, despotricó, pateó escritorios, mordió el tapete, dio todo género de muestras físicas de su enojo. Su irritación lo llevó a hablar mal de López Portillo. Dijo, incluso a gente cercana a José Ramón, que las cosas no iban a salir bien, que López Portillo lo había traicionado y que nos iba a mandar matar, tanto al Presidente como a mí.

		A los pocos días, López Portillo me habló para decirme que García Paniagua se estaba portando mal. Yo le contesté: “Así es”. Él añadió:

		—¿Qué quiere que hagamos?

		—Quítelo —le dije.

		—Vamos a ver —contestó.

		Por su lado, García Paniagua me llamó y me dijo que López Portillo le había perdido la confianza. Quería saber si yo también se la había retirado. Aproveché para decirle:

		—Pues mira, sí hay motivos para que te haya perdido la confianza. Dicen que nos vas a mandar matar. Corrígete, cambia de actitud, haz declaraciones fuertes.

		No atendió mi recomendación. Pasaron tres semanas entre esa fecha y la de mi protesta como candidato del PRI, así que tuvo mucho tiempo para aclarar su postura y no lo hizo. Al contrario, en esos días se armó un gran barullo.

		Él, por su parte, me aclaró que no pensaba participar en mi gira electoral, pues consideraba que su presencia podría disminuir la mía. Yo lo invité a reconsiderar, manifestándole mis dudas sobre su argumento. Le hice ver que, en mi opinión, tenía que acompañarme cuando menos a las capitales de los estados. Luego me informó que no iría a mi primera gira, porque lo había citado el Presidente.

		El 14 de octubre, cuando estaba en el hangar del PRI para iniciar esa gira, me habló por teléfono López Portillo y me dijo:

		—He considerado que tendrá una campaña mejor apoyada por el PRI si quito a García Paniagua. Así que he nombrado a Pedro Ojeda Paullada. Javier se está portando de una manera muy rara. Lo que voy a hacer es un enroque. Voy a mandar a Javier a la Secretaría del Trabajo y a Pedro al PRI.

		Colgamos, y me puse a pensar en lo que significaba el cambio. Por otro lado, me dije, “ahora es cuándo”. Así que me comuniqué de nuevo con el Presidente y le dije:

		—Si hay cambios en el partido, creo que éstos deben ser completos. Quiero que se quite a Guillermo Cosío Vidaurri y a González Cosío, que son gente muy cercana a García Paniagua, y que ocupen la secretaría general y la oficialía mayor Manuel Bartlett y Adolfo Lugo, respectivamente.

		—No es cosa mía —me contestó López Portillo. Platíquelo con Pedro Ojeda.

		Le hablé a Pedro y le pedí esos cambios, diciéndole que el Presidente me los había autorizado. Ojeda me contestó que él se encargaba de que ese mismo día se realizaran.

		No sé cómo haya ocurrido en ocasiones anteriores, pero durante mi campaña el partido estuvo dividido en dos. Trabajó tanto para mí como para el Presidente. López Portillo puso a Pedro Ojeda en la presidencia del partido, pero Pedro se portó de una manera muy institucional.

		En mi caso, sólo hasta el momento en que se determinó que yo iba a ser el candidato del PRI, me pregunté realmente cómo plantear mi plataforma de acción. Sin embargo, debo reconocer que en cuanto me nombraron secretario de Programación y Presupuesto pensé que era presidenciable.

		Entonces empezó un juego muy interesante: el orientado a alcanzar la candidatura presidencial. En este juego intervienen varios factores. Tres, en mi opinión, son los principales. El primero ocurre en el ámbito de la relación personal entre el secretario de Estado y el Presidente de la República. En esa relación, el secretario debe ser capaz de ver hacia dónde se dirige el Presidente, qué es lo que realmente quiere lograr; debe también ser capaz de confrontar lo que el Presidente quiere con la realidad, y, finalmente, transmitirle esa reflexión a través de un diálogo en el que también le dé a conocer su propia concepción de la realidad. Este juego es complejo: en él les va mal a los que siempre dicen que sí, y peor aún a los que siempre dicen que no. El segundo factor se da en las relaciones entre el secretario de Estado y el resto del aparato gubernamental. Aquí, aparte de la relación que el secretario tenga con el Presidente, es importante la fama que pueda ir cobrando como un ser conflictivo o incapaz de llegar a conclusiones efectivas. De ser así, también perdería la partida. El tercer factor determinante es la imagen que el secretario proyecta ante la opinión pública.

		Creo que, además de haber jugado con éxito este juego, el hecho de que fui capaz de elaborar el Plan Global de Desarrollo constituyó uno de los factores que hicieron que la decisión se orientara a mi favor. Así me lo dijo López Portillo, quien me señaló que él consideraba que una de las aportaciones fundamentales de su gobierno había consistido en darle un empujón a la planeación. Destacó que, independientemente de otras cualidades, de todos, yo era quien había demostrado una mayor capacidad para crear un esquema global, en el que lo múltiple y diverso de nuestra realidad nacional cobraba un orden coherente.

		En esta tarea me fue muy útil analizar los errores de Carlos Tello y de Ricardo García Sáinz. Esto me permitió elaborar una lista de lo que no se podía ni debía hacer, lo que me ayudó a determinar aquello que era factible y deseable. Este reto me enriqueció enormemente. El puesto de secretario de Programación y Presupuesto fue, de todos los que tuve en mi carrera pública, el que mejor me preparó para desempeñar la responsabilidad presidencial.

		López Portillo me comentó también que, en su momento, él se había hecho la siguiente reflexión: si lo del petróleo sigue bien, el Presidente debe ser Jorge Díaz Serrano; si hay inseguridad en el país, la persona adecuada es Javier García Paniagua, y si el país enfrenta problemas económicos, el indicado es Miguel de la Madrid.

		

		Volviendo a la campaña, es importante señalar que, por todas sus características, ofrece una visión única del país. El conocimiento de nuestra realidad que me dio fue lo que hizo posible que madurara la armazón conceptual de mi plataforma de acción.

		Por eso, sobre la marcha empecé a sistematizar las tesis que compusieron la plataforma ideológica de mi campaña. A finales de diciembre, en vísperas de la gira que hice a Tuxtla Gutiérrez, vi la necesidad de conceptuarla y me reuní con mis colaboradores —Manuel Bartlett, Carlos Salinas, Miguel González Avelar, Enrique González Pedrero y Emilio Gamboa— para analizar los diferentes rubros de la realidad, cuestionándonos el significado actual de los postulados que forman la ideología de la Revolución mexicana. En ese proceso cotejamos los contenidos ideológicos propios de nuestra evolución histórica con las demandas reales de nuestra sociedad en el momento actual. Aglutinamos puntos que pudiesen formar unidades, surgiendo de ahí las tesis que fueron desarrolladas y expuestas en los discursos que posteriormente pronuncié.

		De manera que yo considero que sí se puede llegar a la Presidencia con una idea clara de por dónde deben ir las cosas, pero sólo a partir de que se llega a ella es posible definir la estrategia y planear la táctica para la realización de un proyecto específico.

		

	
		

		Desacuerdo con la nacionalización de la banca

		

		El desprestigio del gobierno comenzó desde mediados de 1981, cuando bajó el precio del petróleo; sin embargo, la devaluación de febrero de 1982 y el aumento salarial de 10, 20 y 30% en marzo lo ahondaron enormemente. Fue un terrible fin de fiesta. Baste recordar que entre 1979 y 1980 la economía había crecido a un ritmo superior a 8% anual.

		El anuncio del descubrimiento de grandes reservas probadas de hidrocarburos y el notable incremento del precio del petróleo en 1978 hicieron que los pronósticos acerca del crecimiento acelerado de la economía hasta finales de siglo fueran muy optimistas. Se habló incluso de “administrar la abundancia”. Este enfoque no sólo evitó que se tomaran las medidas necesarias para superar el debilitamiento estructural de la economía, sino que lo profundizó.

		El país pasó entonces a depender de los abundantes recursos que produjeron las ventas de petróleo. Con ellos se financió el sector público, se obtuvieron las divisas que requería toda la economía y se garantizaron los créditos externos. Las tasas de inversión y de crecimiento fueron muy altas, pero también creció mucho el déficit del sector público, pues las ventas de petróleo permitieron al gobierno no aumentar sus precios y tarifas, mantener baja la inflación e insignificante el desliz del tipo de cambio. Las exportaciones mexicanas no petroleras se encarecieron, abaratándose comparativamente los productos importados.

		El petróleo se convirtió en el eje central de la política macroeconómica. Por ello, cuando a mediados de 1981 empezó a caer la cotización del crudo en los mercados internacionales y México tuvo que reducir el precio de su petróleo para mantenerse en el mercado, resultó necesario recortar el gasto del sector público. La disponibilidad de crédito externo permitió suplir la deficiencia de divisas y, a pesar de la sobrevaluación del peso en relación con el dólar, el gobierno decidió no modificar el tipo de cambio.

		Esta situación hizo suponer a un número cada vez mayor de ahorradores y especuladores que la devaluación del peso era inminente, provocando una enorme salida de capitales del país. Se trató de subsanar la pérdida de reservas internacionales mediante más endeudamiento externo, ahora en buena medida de corto plazo; sin embargo, la situación se hizo insostenible, y en febrero de 1982 se dio una devaluación de cerca de 100%. Entre mayo de 1981 y febrero de 1982 salieron del país alrededor de 20 000 millones de dólares.

		Con la devaluación surgieron tendencias recesivas y se creó un clima de creciente desconfianza. En ese contexto y con objeto de restituir parcialmente el poder adquisitivo de los trabajadores, el gobierno decretó en marzo un incremento salarial de 10, 20 y 30%, según el sueldo que cada persona recibiera. Con esta medida se continuó la política expansionista y se anuló el efecto positivo que trae una devaluación, pues el aumento salarial evitó el abaratamiento de las exportaciones y disparó los precios dentro del país.

		El déficit financiero del gobierno creció desmesuradamente, y en agosto se dio una segunda devaluación y se implantó un sistema de cambio dual, con un tipo de cambio controlado y otro libre. El peso cayó de nuevo un poco más de 100 por ciento.

		Ese mismo mes, cuando la profundidad de la crisis económica se hizo del conocimiento público, el deterioro del gobierno fue tan grande que llevó a López Portillo a tomar una medida drástica: la nacionalización de la banca, como reacción emotiva extrema. ¡Qué trágico ver el desplome de López Portillo en sus últimos tres meses de gobierno!, ¡cómo destruyó la imagen de la Presidencia de la República!, ¡qué severo el daño que con ello se causó!

		Desde principios de 1982, su hijo José Ramón fue su asesor principal, a quien más escuchaba. Y claro, José Ramón, rodeado de amigos, recibía influencias. Sé que desde febrero empezó a instar a su padre a la nacionalización de la banca. López Portillo me dijo, por el mes de mayo, que estaba obligado a considerar todas las opciones que permitiesen salir de la crisis económica. Mencionó desde el control de cambios hasta la necesidad de nacionalizar la banca. Me ofreció que no tomaría medidas de peso sin consultarlo antes conmigo.

		En esa ocasión, y en otras posteriores, me dijo que le apenaba mucho la situación en que me estaba dejando el país, pero que las circunstancias lo obligaban a tomar decisiones. Yo siempre le respondí que respetaría su gobierno hasta el final y que entendía que era él quien tenía que tomar todas las decisiones hasta el término de su mandato. No obstante, le hice ver que, en mi opinión, nacionalizar la banca constituía una medida que en nada ayudaba a la situación económica por la que atravesaba el país y, en cambio, abría el riesgo de que expropiáramos un cascarón vacío, pues de perderse la confianza, podría darse un retiro masivo de ahorros. Así, la banca nacionalizada podría convertirse en un aparato que se nos escurriera de las manos. Finalmente, dejé claro que sí consideraba necesario que se me consultara esa decisión.

		Mi relación con el Presidente era respetuosa pero distante, pues desde febrero de 1982, cuando la atención pública se centró en los problemas económicos del país, sentí la necesidad, para evitar que se apagara mi campaña, de hacer pronunciamientos fuertes que crearan en la ciudadanía la expectativa de que mi gobierno implicaría un cambio. Ello tenía por objeto ir separando las posturas del candidato de las del gobierno.

		Dentro de este periodo de distanciamiento se dio una situación muy especial, pues cuando se decidió que yo sería el candidato, López Portillo me comentó que no sabía qué hacer con David Ibarra, su secretario de Hacienda, a quien ya le había perdido la confianza. En realidad, ésta era la culminación de un proceso muy largo en el que David Ibarra no sólo había caído de la gracia de López Portillo, sino que incluso éste ya le tenía aversión personal. Mi respuesta consistió en señalar que comprendía que le resultara muy difícil trabajar con un secretario de Hacienda que no le inspiraba confianza, pero que la decisión sólo podía ser suya. En abril sustituyó a David Ibarra por Jesús Silva Herzog. Al realizar el cambio, me dijo: “Nombro a su amigo para hacer más fácil la transición, a lo cual ayudará el que Silva Herzog y usted sean amigos de Miguel Mancera”.

		En julio me dijo que el control de cambios sería una medida que él sentía que podía tomar solo, porque era reversible. Añadió que ya tenía los borradores de los decretos para la nacionalización bancaria, pero que desde luego los tenía congelados, pues sus asesores jurídicos les encontraban fallas legales. Insistió en que no tomaría la medida sin antes consultar conmigo. Yo le reiteré mi punto de vista, haciéndole explícito que tal decisión afectaría gravemente a mi gobierno. Sé que para esas fechas también había consultado con Silva Herzog, de quien igualmente había recibido un comentario negativo. La verdad es que no me comunicó su decisión de nacionalizar la banca hasta el 31 de agosto a las 8:30 de la noche, por conducto de José Ramón. Yo sospeché esa posibilidad sólo desde esa mañana o, tal vez, desde el día anterior.

		Al entrevistarse conmigo, José Ramón comenzó exponiéndome toda la teoría en la que habían fundado la nacionalización de la banca. Habló de las razones por las que los banqueros eran indignos de confianza, pero centró la justificación de la medida en la voluntad de su padre de conservar la fortaleza del gobierno, a fin de entregarme un gobierno vigoroso. Pacientemente lo escuché y, cuando terminó, le dije:

		—Si su padre ya tomó esa decisión, quiero decirle que disiento totalmente. Le advierto que recibirá aplausos durante quince días…

		—No son aplausos lo que busca —interrumpió José Ramón.

		—Bueno, es una forma de hablar —respondí—. Recibirá aplausos durante quince días, se organizará el sistema político, habrá manifestaciones en el Zócalo, la gente de izquierda se pondrá feliz. Sin embargo, antes de que salga, va a sufrir un grave desprestigio por los efectos negativos de la medida.

		—Si el Presidente hace esto, es para darle más dimensión a la Presidencia de la República y podérsela entregar fortalecida —replicó.

		—Lo que me va a entregar es una mariposa atravesada por un alfiler. Un país lleno de odios y sin poder de negociación con el exterior —repuse.

		—Es muy grave lo que está diciendo. Le pido autorización para comentárselo al Presidente.

		—No solamente le doy mi autorización, le pido que se lo comente. Sin embargo, si ya lo ha decidido, dígale usted que tendrá mi solidaridad política.

		Esa misma noche del 31 de agosto, me vinieron a ver Silva Herzog y Mancera para decirme que querían renunciar. Tenían conocimiento de lo que iba a ocurrir, pues acababa de realizarse una reunión de gabinete a la que habían asistido los secretarios de Hacienda, Gobernación, Defensa y Marina. En ella, López Portillo les había comunicado su decisión, a fin de que se tomaran las medidas de seguridad necesarias. Allí fue donde se resolvió que el Ejército custodiara las sucursales bancarias. A Mancera le informé que su renuncia ya no iba a ser necesaria, pues López Portillo había decidido sustituirlo por Carlos Tello. A Silva Herzog le dije que su obligación era mantenerse en el puesto y tratar de afrontar desde ahí las circunstancias: no podíamos dejar todo en manos de unos locos.

		Esa noche me quedé pensando en la actitud que yo debería tener durante el informe presidencial. Tomé la determinación de aplaudir con parsimonia cuando se mencionara la nacionalización bancaria. Deseaba que quedara claro que aplaudía por protocolo, pero sin ningún entusiasmo. Sin embargo, por preparado que yo haya estado, no dejó de ser un trance muy difícil el que tuve que vivir ese primero de septiembre de 1982. La medida implicaba para mí una grave falta de respeto y la sospecha de que el Presidente pretendía condicionar mi gobierno.

		A partir del primero de septiembre empezó una etapa diferente en mi relación con López Portillo. Fueron momentos muy difíciles, porque yo suponía que el Presidente estaba muy acelerado y temía que pudiera tomar otras medidas graves. Por ello pedí verlo.

		Fui a desayunar con López Portillo el 3 de septiembre. Sólo entonces me di cuenta del nivel emocional de desconcierto por el que estaba atravesando. Me recibió con expresiones como ésta: “A lo mejor nos ha tocado la responsabilidad histórica de desencadenar la Tercera Guerra Mundial, el holocausto de la humanidad”, refiriéndose a la posibilidad de una moratoria de la deuda externa, que hundiría el sistema financiero internacional. También me llegó a decir: “Tal vez a nosotros nos corresponda promover la revolución social en México”. Fue entonces cuando decidí que mi comportamiento, para asegurar una transmisión pacífica del poder, debería orientarse a tratar de tranquilizarlo, a no hacer nada que lo pudiera agitar y llevar realmente a cumplir con esos propósitos o amenazas que me soltaba con frecuencia.

		En esa ocasión, me explicó que no me había consultado su decisión de nacionalizar la banca por el riesgo de que estuviera en desacuerdo. Además, como de todos modos iba a tomar la medida, pensó que era mejor no consultarme, para evitar un rompimiento serio conmigo. Con la mayor calma posible, le dije que lo que había que hacer era ver hacia adelante, pensar en lo que íbamos a hacer.

		—Usted —le dije— ha tomado una medida que a mí me tocará instrumentar, y yo veo que esta medida es jurídicamente débil, que los principios en que se apoya son discutibles ante el Poder Judicial.

		López Portillo respondió que realizaría una reforma constitucional para consignar la nacionalización de la banca. Al escuchar esto, lo único que me quedó fue pedirle que la modificación constitucional se hiciera en términos que me dejaran margen de maniobra. Le comenté que buscaría la forma para que los bancos se convirtieran en sociedades de capital mixto, cosa que le sorprendió. Recuerdo que exclamó: “¡Qué barbaridad!”. No obstante, traté de hacerle ver la conveniencia de ello, pues sin la confianza del sector privado, los bancos dejarían de captar dinero. Cuando terminé mi exposición, López Portillo sugirió que ese punto fuera dialogado a través de intermediarios. Él propuso a Carlos Vargas Galindo, y yo a José Sáenz Arroyo.

		El hecho real es que la nacionalización de la banca no le aportó a López Portillo ni beneficio económico, ni provecho político. Económicamente, empeoró los problemas por los que atravesaba el país. Políticamente, el respaldo que obtuvo le duró sólo un mes, continuando después el deterioro de su imagen, la propagación de dimes y diretes, y un clima de incertidumbre económica y política. Si la medida tuvo apoyo popular inicial, fue porque el pueblo siempre ha identificado a los banqueros como explotadores y porque incluso los industriales y comerciantes se sentían agraviados por ellos. Sin embargo, la nacionalización de la banca también abrió heridas que le ganaron a López Portillo enemigos permanentes.

		La consecuencia política de esta medida fue la radicalización de la sociedad, su polarización. Creó un ambiente conflictivo, un avispero que complicó y dificultó la labor de mi gobierno. Es insostenible la tesis que justifica la nacionalización de la banca como necesaria políticamente. No es cierto que para el primero de septiembre el deterioro del prestigio del gobierno planteara la posibilidad real de un golpe de Estado, pues ya estaba próximo el relevo presidencial: yo ya había establecido contacto con personas, grupos y sectores que confiaban en mi cordura y capacidad.

		A partir de esa fecha, me dediqué a aconsejar y a tratar de frenar a aquéllos con quienes yo podía tener un acercamiento. Recibí a muchos extranjeros, les sugerí que yo tenía ideas diferentes de las de López Portillo, sin poder ser demasiado claro o abierto. No obstante, sí les hice ver, les hice sentir, que mi Presidencia no continuaría por ese camino; al contrario, buscaría la solución de los conflictos que sus medidas habían creado.

		Me visitaron inversionistas extranjeros y gente como Kissinger y Rockefeller. Para recibir al juez Clark, quien entonces era presidente del Consejo Nacional de Seguridad de los Estados Unidos, consulté con López Portillo, ya que se trataba de algo muy delicado. Él estuvo de acuerdo en que se realizara la entrevista, pues pensó que ello ayudaría a calmar al gobierno norteamericano. Clark me dijo que ellos entendían que la situación era muy difícil para mí, por lo que querían que yo supiera que si se me ofrecía algo, “cualquier cosa”, estaban a mi disposición… La forma en que Clark me presentó sus puntos de vista fue muy insinuadora, por lo que mi respuesta consistió en decirle que lo único que yo podía pedirles era que, en la medida de lo posible, le brindaran su apoyo al gobierno mexicano, a fin de que transcurriera tranquilamente el tiempo que faltaba para que yo asumiera la Presidencia de la República.

		También tuve que recibir y calmar a los empresarios. Ellos me dijeron, en un momento dado, que estaban dispuestos a unirse todos y hasta me hicieron insinuaciones veladas de acción política violenta. Yo tuve que frenarlos, pedirles que dejaran de hablar, que suspendieran reuniones como aquellas de “México en la libertad”, en las que cuestionaban que en nuestro país se viviera en un Estado de derecho. Me llegaron a hacer caso cuando menos en un 90%. También los obreros me buscaron. Me decían: “¿Qué hacemos?, no hay gobierno”. Yo les contestaba: “No lo hay. No hagan nada, vamos a esperar hasta el primero de diciembre”.

		La inquietud estaba en grado de ebullición. Se habló mucho de que si yo apoyaba o no la nacionalización bancaria, de que si esto implicaba un rompimiento con López Portillo o no, y por eso me vi en la necesidad de hablar. Algunas ideas avancé cuando la Cámara de Diputados me declaró Presidente electo.

		A mediados de septiembre ya se mencionaba la conveniencia de elevar a rango constitucional la nacionalización de la banca. López Portillo me dejó leer los proyectos y tuve la posibilidad de hacer algunas modificaciones que sentí importantes para dejar la puerta abierta a la formación de una banca mixta. Logré cambiar el texto de manera que no se dijera que los bancos serían organismos descentralizados, sino simple y llanamente instituciones, quedando abierto el camino para definir después qué tipo de instituciones. Quienes fungieron como enlaces en esta negociación fueron Carlos Vargas Galindo y Sergio García Ramírez, por parte de José López Portillo, y José Sáenz Arroyo, por la mía. García Ramírez fue invitado a participar cuando quedó claro que la negociación entre Vargas Galindo y Sáenz Arroyo no progresaba, porque el primero se negaba a aceptar que los bancos pudieran ser organismos de capital mixto.

		Para entonces, lo realmente preocupante era que corrían en el aire rumores de que habría más nacionalizaciones. Se mencionaban la televisión y la industria alimentaria. Se decía que el presidente López Portillo pensaba enviar a la Cámara de Diputados un proyecto de Ley Orgánica del Banco de México hecho por Carlos Tello, así como algunas reformas al Código Penal elaboradas por el Procurador que adelantaban el camino de la renovación moral que había sido bandera de mi campaña presidencial. Traté de aguantar y de calmar a la gente, de no hacer nada que pudiera provocar la ira de López Portillo, pero ya para la tercera semana de octubre le dije a José Ramón:

		—Oiga, ¿cuál es la actitud de su padre? ¿Qué es lo que quiere realmente? ¿Limitar la posibilidad de mi gobierno, marcarme el paso por donde debo caminar? Entre más avance con medidas específicas, más tendré que rectificar el primero de diciembre y más triste será el espectáculo que tendremos que dar. No me dejo cinchar. Entre más me fuercen, más voy a rectificar.

		Ese mismo día recibí, con todas las formalidades del caso, el recado de que el Presidente quería desayunar conmigo donde yo quisiera. Inmediatamente contesté señalando que yo iría a desayunar a Los Pinos, pero López Portillo me preguntó que si no quería yo invitarlo a desayunar a mi casa. Así que finalmente hubo un desayuno en mi casa que nos permitió carearnos a fondo. Yo le hice ver que si insistía en promulgar otras leyes, como la que elevó a rango constitucional la nacionalización de la banca, referentes a la reglamentación del Banco de México o sobre delitos de funcionarios públicos, yo me vería en la necesidad de cambiar esas leyes el primero de diciembre. Tendría que hacerlo, simple y llanamente, por un principio de autoridad. No podía aceptar leyes que ni siquiera conocía.

		—Ya cambió usted al director del Banco de México —añadí—. Es su decisión y su responsabilidad, pero como en mi opinión Carlos Tello no tiene capacidad, no va a durar ahí más que los días que le restan a su gobierno.

		Le hice ver que ya en la calle, en la boca de todo el mundo se hablaba de un distanciamiento entre él y yo. Él me contestó: “Usted sabe que eso no es cierto”. Yo le dije: “Sí, pero eso se dice y en política las apariencias son hechos”. Fue entonces cuando llegamos a un pacto. Él ya no seguiría moviéndome las cosas y tratando de determinar lo que yo podría hacer o no hacer en el futuro. Me reiteró su actitud de no ejercer presión en la formación y definición de mi gobierno.

		En ese desayuno me hizo referencia a algunos de sus amigos. Me preguntó qué pensaba hacer con Rosa Luz Alegría. Le dije que nada, que yo no podía darle posición de relevancia, pero que le buscaría trabajos de asesoría. Me trató el caso de Tello y de José Andrés de Oteyza y le ofrecí darles alguna protección, pero no necesariamente puestos públicos. En ese momento, él todavía creía que conservaría un gran prestigio. Por eso me preguntó si yo deseaba que se quedara en México o se fuera de viaje, haciéndome ver que el peso político que había cobrado con motivo de la nacionalización de la banca podría menguar mi presencia en mis primeros meses como Presidente. Respondí que esa decisión era suya, que hiciera lo que juzgara más conveniente, que yo no podía, ni debía, determinar lo que sería su vida privada.

		En lo que se refiere a José Ramón, debo decir que me decepcionó su actitud. Cuando yo lo enfrenté y le pregunté qué participación había tenido él en la nacionalización de la banca, y cómo era posible que trabajando conmigo jamás me hubiera comentado nada, me negó todo; simple y llanamente, me negó todo. Esto yo lo considero deslealtad. En este sentido, Tello es el más consistente. Es el único que no se apena por su participación y responsabilidad. Pero volviendo a José Ramón, él llevará la carga de haber sido uno de los principales artífices del desprestigio de su padre. También fue él, con financiamiento de Hank, quien construyó las casas de la colina. Yo tengo la tesis de que quien la hace, la paga. Ya le dije eso a Hank, que a ver cómo ayuda a López Portillo a salir del problema que le representan esas casas.

		El final del sexenio fue trágico. Mil novecientos setenta y seis también lo fue. Yo tuve entonces la oportunidad de participar de cerca, y pensaba que si hubiera una cámara oculta que filmara lo que estaba pasando en Los Pinos y lo diera a conocer al público, la gente se horrorizaría de cómo puede llegar a manejarse el gobierno. Por ejemplo, en esa época, Luis Echeverría de pronto se dormía en las juntas. Había que estar ahí sin saber si continuar la reunión o velarle el sueño. Era una situación muy desagradable. Estaba tan deteriorado el estado de ánimo del Presidente, tan inestable, que uno verdaderamente sentía temor al escuchar a algún funcionario, como Fausto Zapata, decir que todos los problemas de México eran causados por los ricos, que él llevaba allí, en la mano, la lista de los 40 hombres más importantes de México, que había que declararles la guerra, que lo que se requería era apresarlos esa noche.

		En esa ocasión me quedé temblando ante la posibilidad de que el Presidente dijera: “Sí, ¿verdad?, qué buena idea, vamos a hacerlo”. Echeverría dejó pasar la sugerencia. Eso lo hace a uno reflexionar sobre la realidad del sistema, el riesgo que un momento de locura puede acarrear. Yo me preguntaba qué pasaría si realmente hubiera dicho que sí. ¿Empezaría una guerra civil o el Ejército daría un golpe de Estado? Hay un gran peligro en el enloquecimiento de los presidentes. Los locos hacen enloquecer al Presidente, porque la locura es contagiosa.

		Los colaboradores cercanos al Presidente pueden causarle mucho daño y, con ello, hacerle daño al país. Pueden destruir procesos que después son muy difíciles de reconstruir. Pienso ahora que hubo un quebrantamiento en la clase dirigente, que posiblemente ocurrió por razones generacionales. El hecho es que todo se llegó a cuestionar; por ejemplo, se puso en tela de juicio el desarrollo estabilizador. No me refiero a si estuvo bien o mal cuestionarlo, sino a la forma en que se hizo y los resultados políticos que ello trajo.

		Este cuestionamiento lo hicieron, durante el gobierno de Luis Echeverría, políticos como Horacio Flores de la Peña, quien utilizó a nuevas generaciones que se dedicaron a resaltar los rasgos efectivamente equivocados, las obsolescencias, los rezagos que caracterizan al gobierno. Lo grave fue que lanzaron un movimiento con una concepción económica muy endeble, que no reconoció que la política de industrialización del país estaba alcanzando sus límites, porque el crecimiento de la producción estaba restringido al mercado interno. El ritmo de nuestra economía disminuyó gradualmente, debido a que nuestros productos no tenían ni la calidad ni los precios requeridos para competir internacionalmente.

		En lugar de enfrentar esta realidad y combatir las restricciones del comercio internacional, Luis Echeverría reorientó la política para hacer del Estado el motor de la economía, impulsando la inversión mediante obras públicas y el crecimiento del consumo vía subsidios. Esta estrategia expansionista no se hizo acompañar de una política de ingresos públicos sana, pues fue financiada por métodos inflacionarios, preponderantemente la emisión de circulante y la contratación de deuda externa. Como era de esperarse, todo ello terminó en una devaluación, después de 22 años de haberse mantenido constante el tipo de cambio.

		Además, es importante destacar que, al no atacar el problema de fondo, se acentuaron los vicios estructurales arraigados en nuestro sistema económico desde muchos años atrás. Me estoy refiriendo a problemas tales como un aparato productivo y distributivo desequilibrado, desintegrado y muy vulnerable a fluctuaciones económicas externas e internas; baja productividad del sector agropecuario; un aparato comercial desmedido; amplios segmentos industriales excesivamente protegidos, y graves desigualdades sociales. A ello se unieron enfoques fiscales y financieros inadecuados, que impidieron que se tomaran las medidas necesarias para mantener un tipo de cambio realista y elevar los ingresos públicos para financiar el gasto gubernamental. Este crecimiento de la economía, apoyado exclusivamente en el incremento del aparato del Estado, agudizó el grave desorden en la ejecución del gasto público que ya existía.

		El problema originado en Flores de la Peña pasó al gobierno de López Portillo, quien también tuvo una concepción errónea de la economía y las finanzas. Para ellos, la inflación no es mala; todo está bien mientras se siga creciendo. Y claro, ahora se está pagando esa equivocación.

		Se me ha entregado un sistema político desmembrado; un sector productivo desquiciado, porque hay que reconocer que la nacionalización bancaria rompió abruptamente su estructura, buena o mala, sin tener a la vista un proyecto alternativo estructurado. De la administración pública, lo menos que se puede decir es que aflojó, aflojó mucho. Lo que necesitamos no se puede hacer de golpe.

		La situación es grave. Las cifras disponibles hablan de una importante caída del PIB, de aumentos significativos en el desempleo y la inflación, así como de un crecimiento desmedido de la deuda externa, con vencimientos a corto plazo que comprometen las divisas que recibe el país. Esto sin mencionar la terrible devaluación del peso. Existe el temor de que se produzca una ola de quiebras con severísimas consecuencias para el aparato productivo y el empleo.[1]

		Por ello, hemos adoptado una estrategia para evitar la debacle, que nos obliga a frenar la economía, con todos sus riesgos y sus injusticias. Porque si no frenamos, no solamente no mejora el país, sino que se nos va para atrás con un impulso muy fuerte. El problema actual va más allá de lo que se puede resolver con una purga. Es urgente controlar el desorden político y económico para no caer en un gobierno de tipo fascista. No podemos olvidar que hay fuertes tendencias conservadoras en el sistema y que la posición de Estados Unidos es clara.

		

	
		

		Nueva tónica

		

		El país está muy herido y al Presidente le corresponde funcionar como gozne de unión, tratando de apaciguar el encono entre las diferentes clases sociales. Mi tarea principal es política y consiste en crear un ambiente de confianza. Mi trabajo ha tenido que ser, desde el primer momento, hablar con distintos grupos, tranquilizarlos, activarlos. Para lograr esto, me pareció imperioso demostrar la fortaleza del gobierno. Por eso decidí actuar con firmeza desde el primer día de diciembre. El tono del mensaje de toma de posesión, en el que reconocí la gravedad de la crisis y propuse medidas concretas para enfrentarla, tendió a hacer sentir a la gente que había gobierno, que había capacidad de liderazgo y de toma de decisiones.

		El Programa Inmediato de Reordenación Económica, que di a conocer ese día, plantea bajar el déficit público para reducir la inflación. No hay otro camino que ajustar los precios y las tarifas del sector público para acercarlos a su verdadero costo, disminuyendo con ello subsidios que distorsionan los patrones de consumo. Para proteger el empleo, el programa propone que, en el corto plazo, la reducción del gasto recaiga en los sectores menos intensivos en mano de obra. Asimismo, se inició ya un programa de emergencia para crear empleos temporales en el medio rural y en las zonas urbanas críticas. Las medidas para preservar la planta productiva son orientar el gasto público al apoyo de los productos nacionales sustitutos de importaciones, mantener un tipo de cambio realista y ayudar a las empresas a superar su crisis de liquidez, facilitándoles la reestructuración de su deuda externa.

		Además, nuestro programa de ajuste contiene disposiciones explícitas para asegurar el abasto de bienes básicos a precios relativamente bajos, así como para conservar la proporción del gasto dedicada a la política social. Finalmente, el programa reconoce que si bien la economía mexicana enfrenta una situación grave que requiere acciones inmediatas, es igualmente necesario dar los primeros pasos para resolver los problemas estructurales.

		En mi discurso de toma de posesión también delineé una serie de estrategias para mejorar la situación general. Éstas fueron la renovación moral de la sociedad; la formalización de la planeación del quehacer del gobierno en todos sus niveles; la sanción jurídica de la rectoría económica del Estado, para asentar la obligación gubernamental de promover el bienestar económico general y delimitar su papel en la economía; el fortalecimiento del federalismo, y la democratización.

		Determiné con Silva Herzog cómo manejar el problema de la deuda externa que, a estas fechas, alcanza ya una cifra récord, superior a los 87 000 millones de dólares. Se trata de una de las deudas más grandes del mundo. Lo más apremiante es el monto anual que debe pagarse en las amortizaciones del principal y por concepto de intereses.[2]

		Desde un comienzo decidí resolver el problema de la deuda por la vía de la negociación y no de la confrontación. Conjuré la amenaza de la suspensión de pagos que se vivió en los meses anteriores a mi toma de posesión, tan temida en el ambiente internacional, pues pondría en una situación crítica al sistema financiero mundial, en virtud del monto de la deuda mexicana. Otros grandes países deudores, como Argentina y Brasil, se encontraban a la expectativa del curso de acción que seguiría México. Se hablaba entonces de la posibilidad de una ruina del sistema financiero mundial de proporciones comparables a la vivida en la década de los treinta.

		Volver la espalda a los compromisos internacionales del país hubiera significado aislarlo de la comunidad financiera internacional cuando más se la necesitaba, cortando de tajo sus disponibilidades crediticias en el futuro y con el riesgo adicional de represalias comerciales e incautaciones de activos nacionales en el extranjero por parte de algunos acreedores.

		Tuve que actuar, decidir, proponer soluciones, porque así lo exige la situación, pero sin ignorar las dificultades que se avecinan. Presenté mi Programa Inmediato de Reordenación Económica sabiendo que no funciona en el corto plazo, porque la inflación se acerca peligrosamente a 100% y no es posible absorber la cantidad de circulante existente, que este año casi ha duplicado su monto total. Sé que la moderación de la inflación ocurrirá, en el mejor de los casos, en junio o julio. Mi meta ideal es bajarla a 60% en 1983. Es una meta difícil.

		Me preocupa la situación económica del país, pues sus efectos serán duros para la población. Más concretamente, me intranquiliza la tensión social que mis medidas puedan generar. También me preocupa que la crisis económica me impida entrar a resolver los problemas de estructura. Ni modo, en una primera etapa tengo que limitarme a salvar el momento.

		En este contexto, me orienté a reedificar la figura del Presidente de la República. La seriedad, austeridad, discreción y honestidad son virtudes demandadas en la Presidencia. Adolfo Ruiz Cortines las tuvo y, por ello, la primera ceremonia a la que asistí como Presidente fue la del noveno aniversario de su muerte. Además, la necesidad de mejorar la imagen del Presidente y del gobierno mexicano en el exterior me llevó a conceder varias entrevistas a corresponsales extranjeros.

		Por otro lado, como creo que la imagen del Presidente está ligada a la de los funcionarios que lo rodean, el primer día de trabajo de mi gobierno me reuní con los miembros de mi gabinete para concientizarlos de la gravedad de la situación económica del país, tanto cuantitativa como cualitativamente. Les señalé las medidas de renovación moral que deberán regir a los funcionarios públicos. Enfaticé la necesidad de gobernar con el ejemplo, de resolver los problemas con las leyes y de mantener viva la consulta popular. Les dije que todo gasto de prensa y publicidad tiene que autorizarse y centralizarse en Gobernación, que no deseo declaraciones improvisadas a la prensa, que éstas fomentan contradicciones y dispendio, por lo que sólo deben ocurrir cuando haya una razón autorizada para ello.

		Para funcionar, las reglas del juego necesitan ser aceptadas e impuestas por mis colaboradores directos. El equipo que integré es diferente de fondo y de forma de los que lo antecedieron. La composición de su equipo cercano denota el estilo del Presidente. Su acción depende del aliento que éste le dé. Luis Echeverría y José López Portillo formaron gabinetes dispares, por no mantener una coherencia en la visión de lo que se debía hacer. Debido a ello, no hubo consistencia en sus equipos. En el grupo de Echeverría había gente tan disímbola como Hugo Margáin y Horacio Flores de la Peña. En el equipo de López Portillo esto se acentuó, pues él cree en la dialéctica, esto es, en la necesidad de tener polos opuestos para escuchar opiniones encontradas y, entonces, derivar en el justo medio. A mí me parece que tal concepto termina por inhibir toda política. Yo tengo una visión clara de lo que debo hacer e invité a colaborar conmigo a quienes sé que comparten mis puntos de vista. El que mis colaboradores formen un grupo cerrado no me impide crear y mantener los conductos de comunicación necesarios con la opinión pública. Conozco las críticas de quienes sostienen una opinión diversa; muchas de ellas son interesadas.

		En la primera semana de diciembre también me reuní con los gobernadores y con los miembros del PRI. Recibí su apoyo y ofrecí estar atento a sus actividades y planteamientos. Fueron reuniones separadas las que tuve con el Comité Ejecutivo Nacional del PRI, con el sector obrero, con el sector campesino, con el sector popular, con la diputación priista y con los miembros del Senado.

		Por otro lado, acudí personalmente a la Suprema Corte de Justicia, a fin de reiterar mi respeto por la división de poderes y para hacer congruentes las reformas al Código Penal con la nueva Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, que estaba promoviendo ante el Congreso de la Unión.

		

	
		

		Fuerzas Armadas: relación de poder

		

		Desayuné con las Fuerzas Armadas. Escogí para ello un recinto militar, evitando, como lo hice también con el Poder Judicial, que los militares acudieran a Palacio. Quise darles su lugar. Propuse a las Fuerzas Armadas un acercamiento entre sí, procurando así subsanar el sesgo de indiferencia que el Ejército tiene por la Armada. No me limité al halago tradicional. En mi discurso traté temas de política militar, lo que creo que fue bien recibido. Además, orienté tanto al secretario de Defensa como al de Marina en las líneas políticas que ellos deberían seguir, a fin de dar participación al Ejército y a la Armada en el ámbito de las diferentes competencias del gobierno. Con ello busco que este sector, mediante un mayor conocimiento y participación, sea cada vez más solidario con las políticas del Ejecutivo.

		Naturalmente, la reunión sirvió para concretizar el mando que asumí sobre las Fuerzas Armadas. Yo confío plenamente en la lealtad del Ejército, porque creo que la imagen que ha proyectado en nuestra sociedad se fundamenta en su lealtad a las instituciones. El Ejército es básicamente muy leal, más leal que la burocracia y que los obreros. Ésa, su lealtad, es la mayor fuerza que tienen los militares. El Ejército mexicano es pequeño y no muy fuerte; depende totalmente del Ejecutivo, ya que en la medida en que el gobierno sea débil, ellos se sienten amenazados. Saben que de existir un movimiento social amplio, ellos no podrían contenerlo. Por eso la fortaleza del Ejecutivo es una condición indispensable para su supervivencia. Un Presidente débil los dañaría. Si ellos critican la desorganización, la indisciplina y la corrupción, es porque desean un Ejecutivo fuerte.

		Cabe también aclarar que las posibles críticas que ciertos sectores del Ejército pudieron hacer en el pasado sobre la corrupción del sector público están limitadas por el hecho de que ellos también tienen lo suyo. El Ejército tiene una clara conciencia de su situación, de que su supervivencia está estrecha y directamente ligada a la fortaleza del Ejecutivo. Por eso son leales, por eso no albergo temor en ese sentido.

		

	
		

		Reglas del juego

		

		Volviendo a la primera semana de mi gobierno, sentí necesario plantearles a varios grupos de la sociedad las reglas del juego que esperaba operaran durante mi régimen. Recibí tanto a los directores de los principales medios de comunicación como a comentaristas, columnistas y editorialistas. Les destaqué que la falta de veracidad intencionada es delictiva, y que también se tipificaría el delito de deslealtad en el uso inadecuado de la información gubernamental. Señalé que las disposiciones legales aclaran los límites de su acción y que dichas disposiciones protegen a toda la sociedad, lo que también a ellos beneficia.

		Me reuní también con todos los dirigentes de los partidos políticos. A ellos les expuse mi voluntad de diálogo y de apertura política. La reunión se desarrolló muy positivamente.

		De las audiencias concedidas en esa semana, la más conflictiva fue la que sostuve con los empresarios. En ella, Manuel Clouthier, del Consejo Coordinador Empresarial, señaló que deseaba hablarme de manera honesta, frente a frente. Tuve que pararlo y hacerle ver que el diálogo que íbamos a sostener no era entre iguales, pues él representaba a un grupo y yo a todo el Estado.

		Les hice ver que estaba abierto a platicar con ellos sobre problemas específicos relacionados con su actividad productiva, pero no a discutir problemas de ideología o doctrina, aclarando que este tipo de discusiones correspondían al ámbito de los partidos políticos. Propuse que los empresarios deseosos de abordar problemas ideológicos lo hicieran por medio del partido político al que pertenecieran o con el que más simpatizaran, y no organizando reuniones y campañas publicitarias como “México en la libertad”. Les aclaré que, en caso de persistir su intromisión en el terreno ideológico, me vería forzado a pedirle a mi partido, el PRI, que respondiera mediante una contraofensiva ideológica.

		Finalmente, los empresarios me plantearon que las reformas legislativas significaban un avance del estatismo. Yo los invité a estudiar dichas reformas antes de comentarlas. Mi actitud los impactó considerablemente, por lo que decidí concederles una audiencia posterior para suavizar el diálogo.

		

	
		

		Reorganización administrativa

		

		Decidí realizar modificaciones importantes en el aparato de gobierno, como se pone de manifiesto en la Ley Orgánica de la Administración Pública. Mi intención es reorganizar el gobierno federal para hacerlo más eficiente; también deseo adelgazar la administración, pues el burocratismo tiene un alto costo para la sociedad. Ello explica que haya eliminado organismos autónomos como el SAM, Coplamar y la Coordinación General de Proyectos de Desarrollo, que corresponden a un fenómeno muy especial. Tanto el SAM como la Coordinación de Proyectos estuvieron muy influidos por la relación personal de López Portillo con quienes los dirigieron.

		López Portillo conformó su grupo de asesores con quienes él llamaba “sus muchachos” para que generaran proyectos. Les dio cuerda y de ahí surgió el SAM. La Coordinación de Proyectos se creó como resultado de su amistad con Moctezuma, y tal vez del deseo de compensarlo por haberlo removido de la Secretaría de Hacienda cuando quitó a Tello de la SPP. Independientemente del origen de esos organismos, y del hecho de que ello les diera un matiz especial, en lo personal soy muy poco creyente en este tipo de mecanismos. Los organismos autónomos nunca se institucionalizan, nunca penetran realmente en la sociedad. Creo más conveniente centrar mi esfuerzo en mejorar las instituciones ya existentes.

		Sólo una Secretaría es creación mía, la Contraloría General de la Federación. Originalmente pensé en formar un departamento; pero Rojas me dijo que prefería que le diera el título de secretaría para tener más peso político, y estuve de acuerdo. De alguna manera entiendo que en el fondo es una cosa psicológica; no necesariamente implica que podrá ampliarse o tener más personal que un departamento. De hecho, es lo mismo una secretaría que un departamento; todo depende de la concepción y, sobre todo, de la disciplina con que se manejen las cosas.

		En el caso de la Reforma Agraria, no fue el hecho de que se hubiese convertido en secretaría lo que propició que aumentara tanto en personal y funciones, sino que en aquella época, Echeverría, con el concepto de la reforma agraria integral, le brindó a su amigo Augusto Gómez Villanueva otras opciones, otras posibilidades en esa dependencia. Éstas, a la larga, se han entremezclado con las funciones de la Secretaría de Agricultura.

		En lo que se refiere a estas dos secretarías, yo he señalado con gran claridad las diferencias: la Reforma Agraria tiene por objeto la organización jurídica y política de los campesinos y de la tierra, y la de Agricultura y Recursos Hidráulicos debe organizarse para la producción en el campo. También los departamentos de Turismo y Pesca fueron transformados en secretarías; otro tanto se podría decir de ellos.

		

	
		

		Iniciativas de ley: aumento del IVA y economía mixta

		

		Las iniciativas de ley que mandé al Congreso fueron organizadas para darle al conjunto un sentido de paquete. Éste incluyó movimientos como el derecho a la salud o el referente al calendario electoral, que significaron una estrategia para distraer. En el centro del paquete iban las cuestiones fundamentales. El ajuste económico propuesto busca aumentar el ingreso, al incrementar la tasa del IVA de 10 a 15% e imponer una sobretasa de 10% al impuesto sobre la renta de las personas físicas para los causantes cuyo ingreso excediera un monto equivalente a cinco veces el salario mínimo, y disminuir el gasto, lo cual permitirá afrontar los problemas de coyuntura. Las reformas constitucionales en materia económica tuvieron por objeto definir con mayor precisión nuestro sistema alrededor de los principios de rectoría del Estado, economía mixta y planeación democrática. El objetivo fue dar certidumbre y modernizar los textos.

		La ley sobre el daño moral provocó numerosas críticas entre periodistas y escritores, quienes afirmaron que atentaba contra la libertad de expresión. Le pusieron como sobrenombre “Ley Mordaza”. La prensa perdió interés en hechos de mayor trascendencia —como la devaluación del peso en 100%— para concentrar su esfuerzo en la petición de que esta ley no fuera ratificada por el Senado. Considero que la reacción de los periodistas se debe a que veían afectados sus ingresos económicos al no poderse dedicar, como ocurría con frecuencia, a la extorsión.

		Sin embargo, la importancia de esta campaña periodística radicó en el hecho de que se distorsionó la información a fin de extender la crítica a todo el paquete legislativo. Para lograr su objetivo, los periodistas torcieron entrevistas, como la realizada con Fidel Velázquez, a fin de mostrar que grupos importantes de la sociedad no apoyaban las medidas tomadas por mi gobierno. Concretamente, hablaron de un supuesto condicionamiento del apoyo del sector obrero. El origen de esta afirmación falsa se encuentra en el deseo tanto de los periodistas de desacreditar las medidas propuestas en el paquete legislativo, como de ciertos grupos de izquierda de que esto ocurriera. Este autoengaño de la prensa puede ser aprovechado por los líderes de la CTM para fortalecer su imagen entre sus bases, aun sabiendo que la información es inexacta.

		La sobrerreacción ante el proyecto de Ley sobre Daño Moral sirvió como bola de humo, distrayendo la atención de la opinión pública de las medidas graves que estábamos tomando. El circo fue tan grande que aun el diputado priista Amador Toca Cangas sostuvo una postura contraria a la del gobierno. La explicación es, simplemente, que Toca Cangas se alocó. No se aguantó las ganas de hablar. Lo mismo ocurrió con Hugo Margáin y Gonzalo Martínez Corbalá. Habrá que cuidarlos.

		Las múltiples reacciones a las iniciativas presentadas obligan a reconocer que no estaban tan pulidas como sería de desearse, pero la premura impidió una consulta más amplia. Preferí lanzar el paquete, aceptando la posibilidad de que fuese modificado, a detenerlo por temor a ello. La crisis exige actuar con rapidez. Atendí a las consecuencias que esto tuvo en la opinión pública, así como a la presión de las fuerzas reales del PRI, y decidí ceder en aspectos menores para lograr la aceptación de aquellos verdaderamente importantes. Me abrí para no dejar lastimaduras, pero los aspectos principales se mantuvieron. Considero que esta transacción fue buena, ya que promovió el juego de poderes y mostró una actitud negociadora del gobierno.

		

	
		

		Reordenación económica y medidas democratizadoras

		

		Algunos han dicho que las modificaciones que propuse al Congreso de la Unión significan cambios radicales y responden al agotamiento de nuestro sistema político. Yo creo que están equivocados. Mi gobierno propone cambios, cambios importantes, cambios que significan reformas trascendentes; sin embargo, esto de ninguna manera implica que se proponga un cambio de sistema, como a veces se sugiere.

		Hoy día, con motivo de todo, se habla del sistema político mexicano, cuando antes se usaba la palabra régimen. Considero que este cambio es influencia de las escuelas estructuralistas sociológicas. Yo pregunto, ¿qué es un sistema? Lo entiendo como un conjunto de ideas, principios, normas, instituciones, relaciones y prácticas de operación. Estoy convencido de que el pueblo mexicano sigue siendo fiel a las ideas, principios, normas y relaciones que recoge la Constitución de 1917. En ese sentido, queremos la continuación y el perfeccionamiento del sistema. Se desea que continúen el federalismo, la economía mixta, la búsqueda de la democracia, etc. Todos los principios fundamentales siguen siendo válidos, lo que queremos es que tengan vigencia, que realmente se apliquen.

		Por eso, lo que yo creo es que, cuando se habla del agotamiento del sistema, del fin del sistema, la crítica va dirigida en realidad a las prácticas de operación. En mi opinión, no es válido reducir todo el sistema a las prácticas de operación. Estoy de acuerdo en que éstas deben modificarse, pero para mantener el sistema. Lo que yo propongo no es un cambio radical, es un cambio en las prácticas de operación, un cambio en el estilo. Debe entenderse como una reforma, no como una revolución. Cambio de sistema es pedir el cambio al socialismo, al neoliberalismo, al fascismo. Quienes realmente desean ese cambio son muy pocos.

		Yo busco modernizar el sistema que nos rige y satisface, y considero que la modernización representa la “autonomización” relativa del Estado y la sociedad; esto es, la delimitación de campos y esferas de acción. Por ahora, es necesario que sea el Estado el que impulse el fortalecimiento de la sociedad. Sin embargo, hay que aclarar que la autonomización de la sociedad debe verse en sus varios y distintos niveles. Existe una autonomización real de los empresarios, de los obreros y de los profesionistas, que forman la parte moderna de nuestra sociedad. Cabe reconocer que los empresarios sí se enfrentan y responden al régimen, que a los obreros no se les puede manejar como se quiera y que los profesionistas tienen formas y canales de expresión.

		Sin embargo, junto a ellos hay una sociedad tradicional que todavía está sujeta a la conducción, al paternalismo del Estado. El concepto de sociedad tradicional es demasiado amplio; dentro de él hay que diferenciar grupos y regiones. Hablando de los campesinos, es muy distinto hablar de los de Sonora que de los de Chiapas, ya que los de Sonora tienen una organización mucho mayor, mucho más integrada, mucho más contestataria.

		Por ello, el sector social campesino, actualmente debilitado, desorganizado e incapacitado, requiere los instrumentos propios del Estado para alcanzar el fortalecimiento necesario para actuar. Trataré de satisfacer los requerimientos básicos de los campesinos que siempre han estado desatendidos y marginados. Para dar más a los campesinos se tendrá que retirar parte del apoyo que hasta ahora han recibido los trabajadores y los grupos urbanos. Por ende, uno de mis principales problemas será enfrentar las presiones y el malestar político de la sociedad industrial, de la sociedad urbana.

		Es necesaria una acción mucho más decidida, mucho más vital del PRI en las ciudades, para contener los problemas políticos que ahí puedan presentarse. El PRI tiene mucho trabajo por hacer para ganar las elecciones. Tiene que movilizarse o perderemos más plazas. La democratización del PRI y el respeto a los partidos de oposición restarán, en principio, fuerza al Poder Ejecutivo, ya que harán que la selección de funcionarios y representantes del partido surja más de las bases y sea menos una decisión de la cima. El respeto a los partidos de oposición implicará reconocer la pérdida de ciertas plazas electorales, pero servirá para legitimar y revitalizar al PRI.

		Los problemas que el PRI enfrenta en este proceso se pusieron en evidencia durante las elecciones municipales realizadas el 5 de diciembre en cuatro entidades federales. Éstas dejaron un saldo de varias alcaldías ocupadas por inconformes. El problema central, en este caso, no está en el número de municipios que gane la oposición, sino en la violencia que generan los caciques priistas que no aceptan la reforma política. Ellos son los responsables. Esto ocurre porque los caciques están desatendidos por el PRI, ya que la selección de candidatos del partido a menudo no considera los liderazgos locales e impone candidatos impopulares o desconocidos. De este proceso electoral, lo más importante fue la pérdida de la ciudad de San Luis Potosí a manos de los partidos Acción Nacional y Demócrata Mexicano.

		La reordenación económica que propongo requiere para su ejecución un gran poder de parte del Presidente de la República y, en este sentido, parece contradictoria con la voluntad democratizadora expresada en la revitalización de los partidos políticos y en la descentralización política y económica propuesta por mi régimen. No obstante, considero necesario iniciar las dos vertientes, pues la reordenación económica se orienta fundamentalmente a la superación de la crisis actual, y las medidas democratizadoras a la modificación de realidades estructurales.

		

	
		

		Una función presidencial: la agitación social

		

		Creo que es importante lanzar tesis. Un ejemplo de ello se refiere al Distrito Federal. Nadie ignora que sus problemas repercuten negativamente en la vida económica de todo el país. Por ello, he apuntado que el Departamento del Distrito Federal debe ser autosuficiente. Pero, por el momento, sólo es el planteamiento de una tesis. Sé que hay riesgos al hacerla del conocimiento de la opinión pública, porque ésta va a suponer que el gobierno resolverá todos los obstáculos para lograr la deseada autosuficiencia, y se crearán expectativas que no se pueden satisfacer. Sin embargo, hay que estar conscientes de que si no se plantean las tesis, no se desencadena el proceso para que se estudie el problema. Se cae en la rutina.

		La función del Presidente es plantear tesis e ideas que, al generar expectativas, pongan en acción las fuerzas de presión social necesarias para movilizar al gobierno y hagan trabajar a los funcionarios públicos en el sentido deseado. También le corresponde al Presidente ver que se busque, dentro del aparato gubernamental, la forma de dar respuesta a esas presiones. Su función es tanto de agitador social como de administrador de la agitación. Tiene que construir la demanda política a sabiendas de que también le corresponde ver que esta demanda vaya encontrando respuesta en el seno del gobierno. Si no es él quien lanza la tesis, quien promueve el proceso, la inercia hace que no se resuelvan los problemas.

		

	
		

		Grupos de presión: un esbozo

		

		Los principales grupos sociales que enfrenta el Poder Ejecutivo son los empresarios, los obreros, los campesinos, las clases medias y la prensa. Al hablar sobre los empresarios hay que distinguir dos grupos: el primero es el de los ideólogos, compuesto por el Consejo Coordinador Empresarial, la Coparmex y el Grupo Monterrey. El segundo lo forman los pragmáticos, esto es, la Concamin, la Concanaco y la Canacintra. Los empresarios tienen un proyecto ideológico propio, ya que en el fondo son líderes políticos. Sin embargo, no sienten que los partidos políticos sean los instrumentos adecuados para su trabajo. A ellos hay que irlos manejando, entendiendo que ocasionalmente se atacan unos a otros, pero que esto es parte de su estrategia.

		Del movimiento obrero organizado he recibido un claro apoyo. Yo cedí en sus peticiones en materia de impuestos (como bajar el IVA de las medicinas a 6%, en lugar de aplicarles una tasa de 10 o 15%) y en apoyar al Fonacot. Además, incluí al sector social en las reformas a la Constitución en el capítulo económico y respaldé públicamente, el 22 de diciembre, los planteamientos del Congreso del Trabajo. Considero que este sector está planchado.

		Las declaraciones de Fidel Velázquez sobre la necesidad de imponer una escala móvil de salarios deben verse como una manifestación de los esfuerzos de este líder por quitarle banderas a sus adversarios, para presentarse como la vanguardia obrera, y no como una exigencia efectiva de esa medida. Al contrario, se modificó la Ley del Trabajo para evitar que la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos pudiera reunirse a revisar el salario a petición de cualquiera de las partes, limitando esta posibilidad a la petición exclusiva del secretario del Trabajo. Con ello se impide que se promuevan intempestivamente los aumentos salariales de emergencia, ya que elevar de golpe los salarios para recuperar el poder adquisitivo es una falsa salida, pues esto desata la espiral inflacionaria y estimula la quiebra de empresas y el desempleo. En términos concretos, los obreros pedían aumentos salariales de 30 a 35% y se logró que aceptaran 25%. Esa medida será revisada en julio o agosto, cuando es de desearse que sólo se otorgue un aumento salarial de 12%. La serie de compromisos que hice con los trabajadores dio origen a la formación del paquete básico de consumo popular. Yo les torcí el brazo a los empresarios para que lo aceptaran, porque necesitamos hacernos cargo de que la inflación y la carestía es lo que más lastima la vida cotidiana. Ojalá funcione.

		La presión de los campesinos no es menor que la de los empresarios o los obreros, pero se trata de un grupo menos verbalizado y más disperso, aunque no por ello menos importante. Si no se les atiende, surgen conflictos a lo largo y ancho del país. Su presión no es tan notoria por medio de su central, como lo es mediante su protesta múltiple.

		En el sector campesino he comenzado un ataque a la corrupción y al burocratismo. Existen corruptelas en todos los niveles. Las hay de los funcionarios, de los líderes campesinos, de los acaparadores, de los mismos campesinos. Lo más difícil es que esas corruptelas están asociadas y forman un conjunto, un sistema complejo. Por el momento he decidido darles a los titulares de las dependencias un apoyo, un fortalecimiento para que inicien un sistema de control, de investigación, de capacitación. Quiero darles algún tiempo para realizar los ajustes que sientan necesarios, a fin de lograr el control político requerido para ir cerrando compuertas. También es importante fortalecer el ánimo de los líderes campesinos, para que, a través de ellos, se puedan ir detectando estos problemas.

		Creo que se pueden detectar las corruptelas en todos los niveles mediante un sistema de vigilancia informal que, de hecho, no ha existido. Para este efecto, es necesaria una observación. Hasta ahora no ha habido nada sistemático, y se requiere el establecimiento de una policía confidencial que pueda ir detectando el enriquecimiento ilegítimo.

		En lo que al burocratismo se refiere, habrá que ser cuidadoso en su tratamiento. No es posible concebir el despido masivo de todos los empleados excedentes, pues precisamente por el contacto que ellos tienen con el campo, me pueden hacer travesuras. Es necesario entender esto como un proceso gradual. En primera instancia, hay que congelar el problema, es decir, evitar que se contrate más gente. No es posible entender la modernización exclusivamente por la vía de los despidos masivos.

		En el fondo, la situación del campo es tan mala que el solo hecho de imponer ciertos principios básicos de orden hará que se obtengan resultados sorprendentes. No se pueden tomar, en este momento, medidas más radicales. Existen fenómenos compensatorios. Desde diciembre ha empezado a llover, y esta lluvia ha ayudado enormemente a tranquilizar la inquietud en el campo y a que mejoren las perspectivas de los campesinos. Estoy muy alentado porque esto me da un respiro. Espero que mi buena estrella continúe.

		Las clases medias presionan con el rumor, la incertidumbre y la falta de confianza. Tienen ciertos foros de expresión, como son los sindicatos universitarios o los colegios de profesionistas, estos últimos cooptados por el PRI. La heterogeneidad de este grupo hace difícil su acercamiento, por lo que he decidido reforzar la CNOP para hacerla más efectiva.

		La prensa también debe considerarse como grupo de presión, aunque su heterogeneidad hace imposible tratarla como unidad política. Con ella, lo que sirve más es el diálogo y apretar tuercas.

		

	
		

		Enero de 1983

		

	
		

		Mensaje de Año Nuevo

		

		EN LOS PRIMEROS DÍAS DE ENERO ENVIÉ A LA NACIÓN, a través de la televisión, un mensaje de Año Nuevo. En él expuse lo realizado en el mes de diciembre y traté de aclarar las principales dudas que campeaban en el ambiente. El mensaje central consistió en reafirmar mi voluntad de salir de la crisis sin menoscabo de la democracia.

		

	
		

		Seguridad pública: reestructuración de la policía

		

		El día 12 de enero ordené la reestructuración de los cuadros policiacos, pues la Dirección de Investigación para la Prevención de la Delincuencia era un nido de hampones. El tratamiento que la prensa dio a este asunto fue muy amarillista, haciendo sentir a la opinión pública que se vivían momentos de inseguridad total. El ambiente de intranquilidad cundió. Ramón Aguirre me informó que, según las estadísticas, aun cuando su confiabilidad plantea dudas, la criminalidad había bajado en comparación con los meses respectivos del año anterior.

		Considero probable que atrás de este fenómeno de histeria colectiva exista la acción organizada de importantes grupos económicos que buscan desprestigiar al gobierno. Sin embargo, hay que reconocer que el problema, más que la delincuencia en sí misma, es el ambiente creado por la prensa. La angustia de la población obedece a mil causas, entre ellas la situación económica del país y la dureza de las medidas correctivas.

		

	
		

		Programa de empleo

		

		El día 18 se dio a conocer el programa de empleo, que es una medida compensatoria para evitar que ascienda desmedidamente el desempleo. Busca mantenerlo en 8%, lo que supone crear entre 500 000 y 700 000 puestos, aunque sean temporales. De hecho, significa una reestructuración del gasto público que disminuye el gasto industrial y se orienta a programas de mano de obra tales como carreteras, mantenimiento ferroviario y servicios. Estos gastos van a aumentar activos fijos y, por ello, no es un programa keynesiano. Sin embargo, considero que esta medida coyuntural no modifica el tipo de industrialización existente. Los cambios estructurales requieren mucho más que eso.

		Los criterios con los que se seleccionó a los coordinadores regionales del programa de empleo obedecieron al deseo de incluir a miembros de la clase política tradicional, a gente con experiencia en el manejo de hombres y conflictos. La selección fue hecha por Carlos Salinas y tuvo por objeto lograr la adhesión de individuos de diferentes tendencias y generaciones a los programas de gobierno.

		Siento que ya tengo control de los puestos clave y, por lo tanto, puedo incluir a estos hombres que, de hecho, cuentan con sus propias clientelas. Soy consciente de que muchos de ellos son polémicos, como Manuel Bernardo Aguirre, Teófilo Borunda, Luis Farías y Jorge Rojo Lugo, pero su inclusión permite sumar más de lo que resta. Su presencia elimina posibles focos de oposición. Sé que algunos de ellos no favorecieron mi precandidatura, pero de esta manera los neutralizo. Estoy convencido de que no pasa nada si los excluyo, pero también de que el incluirlos puede traer algunos beneficios.

		

	
		

		Mercado petrolero: llamada de atención

		

		En el mes de enero cayeron los precios del petróleo en el mercado libre. La situación se tornó incierta. Se conoce la situación del mercado libre de Rotterdam, pero no la de las ventas contratadas. Ante ello, México reiteró su posición de no ampliar el nivel de sus ventas, ni vender por abajo de los precios de la OPEP. En este momento, lo único posible es mantenerse atentos a las diferentes variables que pueden determinar la situación, como la política petrolera de Inglaterra y Noruega —lo deseable es que mantengan una política similar a la de México— y la actuación de la OPEP en su reunión de febrero.

		La OPEP está dividida; de hecho, en riesgo de entrar en proceso de disolución. Esta organización surte menos de la mitad de la oferta del mercado libre y aproximadamente 34% del total mundial, incluyendo a los países socialistas. Su fuerza, sin embargo, se encuentra en las reservas petroleras de Arabia Saudita, factor que sigue siendo determinante en el mercado. Finalmente, hay que esperar para ver si la baja del petróleo produce efectos positivos sobre las tasas de interés. En estas circunstancias es prematuro tomar cualquier medida. Hay que esperar y observar.

		En el mercado petrolero internacional concurren tanto las fuerzas libres del mercado como la intriga y el espionaje. El mercado petrolero mundial es muy especial; en él participan los representantes del mundo capitalista y los árabes. Es un mercado misterioso, en el que se dan cosas raras, en el que hay que aceptar que está vigente el rejuego del mundo árabe, su política y su religión.

		A México le tomó desprevenido su importancia como productor; somos débiles en inteligencia y en diplomacia petroleras. Hasta ahora hemos actuado de manera improvisada y esto lo debemos corregir. Desde los primeros días de mi gobierno envié a Europa una delegación formada por Eliseo Mendoza Berrueto y Jorge Eduardo Navarrete para que establecieran un primer acercamiento con ese mundo. Es importante que nos conozcan, que nos vean. Nosotros no somos miembros de la OPEP; sin embargo, debemos establecer con ellos una mayor comunicación, hacernos presentes, aprender más sobre lo que es ese mundo y, en caso de que se llegara a juzgar conveniente, participar del espionaje. Tenemos que conocer más el mundo petrolero, tenemos que dejar de ser novatos en ese terreno.

		

	
		

		Guatemala: incidente fronterizo

		

		De la intromisión de tropas guatemaltecas en territorio mexicano el día 28, debe entenderse, simple y llanamente, que se les fue la mano, de seguro como resultado de órdenes de jerarquías inferiores.

		La actitud del gobierno guatemalteco de negar categóricamente el hecho es buena, aunque no corresponda a la realidad, pues la situación sería muchísimo más compleja si se hubiera reconocido su intromisión en nuestro territorio. México ha presionado para que cuiden mejor la frontera. Eso es todo; no hay por qué pensar que es una provocación, pues Guatemala nada gana con ello y menos aún Estados Unidos.

		

	
		

		Contadora: formación del Grupo

		

		En lo que se refiere a Centroamérica, el riesgo inminente que existía en la zona en el momento en el que Reagan tomó el poder ha ido disminuyendo. En sus inicios, la posición del Presidente norteamericano hacía realmente temer un estallido. El solo paso del tiempo y el hecho de que los Estados Unidos no hayan actuado de una manera más agresiva en Centroamérica han ayudado a la estabilización de la zona. El riesgo de precipitar el conflicto existe por la posibilidad de un error de cualquiera de las partes. Hay que cuidarlo.

		Durante el sexenio anterior, la posición de México respecto a Centroamérica ayudó a la estabilización de la zona, pero dada la falta de apoyo a nuestra postura, México pagó un alto costo. El tono estridente y la naturaleza de las medidas del momento —como el comunicado firmado con Francia, en el que se solicitaba ante la ONU que se reconociera la representatividad de las agrupaciones revolucionarias para negociar políticamente— causaron gran irritación en varias partes del mundo, particularmente en Estados Unidos. Esto no sólo por la rivalidad que siempre ha existido entre este país y Francia, sino por la existencia de la Doctrina Monroe. La situación se hizo tan conflictiva que López Portillo empezó a moderar su postura a finales de su sexenio.

		Ahora la posición de México consiste en reconocer que es un país económicamente débil, que no puede continuar apoyando de una manera tan amplia a Centroamérica. A Nicaragua le hemos ayudado mucho, le hemos prestado mucho dinero. Los nicaragüenses deben a México aproximadamente 500 millones de dólares.[3] Además, les hemos entregado mucho petróleo y piden más. Ahora México les hace ver que no está en posibilidad de continuar con ese tipo de apoyos. Estamos cuidando que el Acuerdo de San José, en el que México se comprometió a entregar petróleo al igual que Venezuela, sea cumplido también por Venezuela. Los centroamericanos deben darse de santos si se cumple este acuerdo.

		La política actual de México hacia Centroamérica consiste en tratar de conseguir que otros países latinoamericanos apoyen nuestra posición, para evitar ser los únicos en promover una solución política al conflicto armado en Centroamérica. Estamos logrando un acercamiento con Venezuela y hay interés en Colombia y Panamá. En los primeros días del mes ya hubo una reunión de nuestros cancilleres en la isla panameña de Contadora. Aprovechamos el comunicado conjunto para recalcar los sentimientos de solidaridad que unen a nuestros cuatro países, y constituimos el Grupo Contadora. Colombia se ha comprometido a invitar al grupo a Perú, a Ecuador y a Bolivia. México, por su parte, está buscando un acercamiento con Brasil para estos propósitos.

		Esto es lo que hemos llamado la “ofensiva de paz” de México. Hay que ampliarla a toda Latinoamérica. La idea es lograr que sea el mayor número posible de países latinoamericanos los que apoyen la solución política del conflicto centroamericano. Resulta más conveniente que sea un grupo latinoamericano el que apoye nuestra política.

		Hemos platicado con los Estados Unidos sin prejuicios. Les hemos informado lo que estamos haciendo y lo que vamos a hacer. Se los decimos directamente, porque sabemos que de todas maneras obtendrán esa información. A nosotros nos conviene mucho más tener un diálogo abierto con los norteamericanos para que conozcan directamente nuestro punto de vista. Les hemos dicho que también puede haber un apoyo, un interés de parte de los europeos; que habrá que buscar, además de la participación de Francia, la de España y la de los países escandinavos.

		A los cubanos les hemos explicado que el horno no está para bollos. Han entendido que no es momento para que actúen. También hemos trabajado para moderar a Nicaragua.

		En todo este proceso, México no busca un liderazgo abierto, aunque evidentemente se nos reconoce como un país que tiene capacidad de conducción. Se nos ha dado ese lugar. Ahora bien, nosotros no buscamos estridencias, de manera que lo que estamos ejerciendo tal vez sea un “liderato confidencial”. A mí no me interesan los espectáculos. No me interesa la grandiosidad que con ello se pueda lograr. Me interesa la efectividad.

		También considero importante vender más la política exterior de México en términos internos. Antes, esta política la manejaba un grupo muy exquisito, que se deleitaba dionisiacamente en sus decisiones. Yo le he indicado a Sepúlveda que se reúna con académicos, empresarios y obreros, para explicar las acciones que estamos tomando y las políticas que hemos decidido adoptar. Al informar abierta y francamente, tanto a los norteamericanos como a los diferentes sectores de nuestra sociedad, estamos evitando la suspicacia que éstos sentían frente a la política exterior que desarrollaba López Portillo.

		

	
		

		Mis colaboradores: acomodos iniciales

		

		Entrando al terreno de la acción política, y antes de abordar mi relación con los diferentes grupos de la sociedad, debo decir que, de los funcionarios de mi régimen, lo que me ha resultado más difícil es mantener la disciplina presupuestaria. Los funcionarios invariablemente me piden más dinero para sus proyectos. Esto es una constante, tanto entre los miembros del gabinete como entre los gobernadores.

		Por otro lado, señalé a los secretarios de Estado que, al contestar los informes de los gobernadores, no deben juzgar lo escuchado, sino transmitir un mensaje del Presidente. Entre los discursos pronunciados en estos días, destacó el de Jesús Reyes Heroles, en Puebla, el día 15. Dado el prestigio de este funcionario, tuvo una gran repercusión. Reyes Heroles es un hombre polémico, un relegado del gobierno anterior que supo permanecer en silencio cuatro años y que cuenta con una amplia clientela de simpatizantes en los medios intelectuales y de prensa. Su discurso tuvo un fraseo acertado, pues Reyes Heroles tiene mucho oficio; sobre todo, fue un discurso oportuno y valiente.

		Las críticas a Héctor Hernández encabezadas por el periodista Manuel Buendía son resultado de una vieja enemistad entre ellos. Buendía forma parte de un grupo con Miguel Ángel Granados Chapa, Enrique Rubio, Armando Labra y Manuel Aguilera. Todos ellos, desde hace tiempo, están distanciados de Héctor Hernández.

		Respecto a las críticas hechas a Luis Martínez Villicaña por presentar como nuevo un plan de Coplamar, considero que este hecho no tiene la importancia que se le quiso atribuir. En efecto, el plan es de Coplamar, pero lo importante es que este gobierno decidió darle presupuesto y, por ende, vida. Es una decisión política.

		En lo que se refiere a la existencia de un plan agrario, éste se está afinando, como tantos otros. Su bosquejo se halla en el discurso que pronunció Martínez Villicaña el 6 de enero en Veracruz.

		

	
		

		Grupos de presión: midiendo el terreno

		

		Me preocupa que la tensión social de las medidas tomadas para la reordenación económica pueda incidir en la lucha salarial. Esto puede llegar a ser muy peligroso. La CTM ejerce el liderazgo obrero y, para poderlo conservar, sus líderes buscan mantenerse a la vanguardia, enarbolando banderas a veces irracionales. No quiero decir que los líderes sean irracionales, sino que dicen necesitar ese tipo de banderas para mantener el control de sus bases. Ejemplo de ello es su petición de congelar los precios en un periodo de inflación.

		La agresividad de las declaraciones de la CTM creció en el mes, por lo que decidí mandarles recados por medio de los secretarios del Trabajo y de Comercio para que no hicieran peticiones imposibles que ni el mismo Presidente puede satisfacer, como la congelación de precios. También les sugerí que no afirmaran que el gobierno ha roto el pacto de solidaridad, pues esto no es cierto. En la tercera semana de enero su agresividad disminuyó.

		En el sector de los trabajadores aseguré el apoyo al SNTE, pues en el proceso de descentralización de la SEP hay que evitar la desintegración del magisterio, que sería un rico botín para los opositores.

		Asistí a principios de febrero al XIII Congreso Ordinario del SNTE, en el que se eligió a Alberto Miranda Castro como nuevo líder nacional. Sé que no hay seguridad de que éste cumplirá con los postulados de renovación moral propuestos por mi gobierno, pero hay que señalar que una de las grandes falacias sobre la Presidencia de la República es considerar que el Presidente pone y quita gente a su gusto. Tiene injerencia, pero dentro de un marco que sólo permite acomodar cosas, escogiendo al menos malo. En este caso, se hizo una transacción honorable. He recibido informes que me llevan a suponer que este líder es más capaz que el anterior.

		Por otro lado, Jonguitud tuvo el tino de permitir la presencia en el congreso de algunas delegaciones de la disidencia, mismas que se hicieron sentir con porras y gritos. Por su parte, Jonguitud está irritado, porque siente que no lo ayudamos en las elecciones para la presidencia municipal de San Luis Potosí. Está irritado, pero también está limitado. El SNTE, como todo organismo amplio, y éste afilia a 500 000 maestros, es múltiple y tiene sus juegos políticos internos. En su seno hay líderes que simpatizan con la descentralización, pues ella les dará mayor autonomía relativa frente a la centralización de su propio mando. Sea como fuere, al gobierno le conviene la permanencia y fortaleza del SNTE, que es un sindicato que lo apoya y con el cual tiene un gran poder de negociación.

		En estos días la Iglesia ha tenido una mayor injerencia en los temas de actualidad. Esto es inevitable y natural en una sociedad más abierta; no representa ningún problema en tanto no intervenga en temas concretos, sino que se mantenga en lo que llama su ministerio moral.

		La Iglesia está dividida, pues en su seno existen diferentes grupos con distintas tendencias ideológicas. Yo trataré de conocerlos para buscar acercamientos adecuados, cuidando que no se les pase la mano en sus declaraciones, sobre todo porque subsisten grupo jacobinos cuyo enfrentamiento hay que evitar.

		La Iglesia es una fuerza muy importante, determinante en cuanto a políticas demográficas. Acepta los medios naturales de control natal y se opone terminantemente al aborto. Por ello, sobre este punto no puedo externar opinión alguna. Deben ser los diferentes grupos de la sociedad los que aborden el tema.

		La campaña de prensa contra los ex funcionarios pone en evidencia que las relaciones del gobierno anterior con los medios de comunicación funcionaban con correas muy desgastadas. Sin embargo, la actual crisis económica por la que atraviesan los medios de comunicación, que los obliga constantemente a pedir dinero al gobierno, permitirá que con un costo menor se llegue a un arreglo que asegure un mayor control. No es posible dejar que sigan envenenando el ambiente.

		

	
		

		Ánimo de venganza: campaña contra ex funcionarios

		

		El ánimo de venganza del pueblo aumenta. Con el campo minado, yo tengo que dedicarme a cortar mechas. Desayuné con López Portillo, recibí a Carlos Hank, pienso visitar a Miguel Alemán Valdés, que está muy enfermo, y pronto tendré una entrevista con Luis Echeverría. Es necesario hacerles sentir que no están siendo perseguidos, aunque el ánimo popular esté muy encendido.

		En verdad hay un claro deseo de venganza contra los corruptos. Temo que este ánimo se desborde. Si pongo contra la pared a personas como Hank, que gozan de gran poder, su reacción podría provocar un ambiente de guerra civil, pues moverían toda su influencia y poder económico. No siento que la situación actual permita comités de salud pública, ni creo en principio que se deban formar. Yo apenas estoy en un proceso de toma del poder y, además, la crisis no nos da espacio para los sacudimientos políticos que podrían provocar los inculpados. Finalmente, considero que la sangre llama a más sangre y que, cuando se empieza con la guillotina, todos terminan guillotinados.

		Sé que la prensa, por móviles propios, está ejerciendo presión para que tome medidas radicales contra los jefes de grupos políticos, pero prefiero aguantar esta provocación, aunque se lastime mi imagen ante la opinión pública, aunque se me califique de tapadera o de blandengue. Después de sopesar los pros y los contras, prefiero esto a dejar que los ánimos se desborden.

		No descarto la posibilidad de que importantes grupos económicos tengan participación en la campaña de prensa contra los ex funcionarios. Esto es, que atrás de ellos se encuentren los empresarios y, particularmente, los ex banqueros. Por ello, acepté ir a comer el viernes 14 a casa de Agustín Legorreta. Mi objetivo fue tranquilizar a los ex banqueros, haciéndoles saber que yo no los considero traidores a la patria, y que el gobierno no desea manejar las empresas de los bancos. Los insté a que se reincorporaran a la vida activa.

		

	
		

		Empresarios: posición ideológica

		

		A pesar de mis esfuerzos, los empresarios desataron una campaña de agresión contra el gobierno. Probablemente los ex banqueros participaron, pues están respirando por la herida. El sector empresarial me ha endosado su odio contra el régimen anterior. Los empresarios ven a los diferentes gobiernos como parte de un mismo régimen, de un mismo partido. El cambio de funcionarios no modifica su concepto del régimen.

		Por otro lado, sus expectativas respecto a mi gobierno eran enormes. Deseaban el regreso de la banca a sus antiguos dueños o, cuando menos, el pago inmediato de sus acciones y la devolución de las empresas controladas por los bancos. También esperaban el auxilio incondicional del gobierno para solucionar sus problemas cambiarios. En menos palabras, consideraban que yo tendría que favorecerlos sin condición. Mi postura ha sido diferente de la que ellos esperaban; mi voluntad de mantener la dignidad del gobierno les es ajena. Por ello atacan, buscando presionarme a fin de que actúe con mayor celeridad y profundidad en su beneficio. Por ello les contesto con una medida tan fuerte como la movilización del PRI. Deseo demostrarles que no me dejaré presionar y que, en todo caso, tengo una capacidad mucho mayor que la de ellos en ese terreno.

		La nacionalización de la banca ha hecho sentir a los empresarios que el sistema ya no les garantiza nada, que tienen que pelear el todo por el todo. Argumentan que se les expropió lo principal, pues ahora está en manos del gobierno favorecer a unos grupos sobre otros, adjudicarse ciertas empresas o rematar otras, discriminar en el otorgamiento de créditos, etc. Para ellos, la nacionalización de la banca fue una estocada al corazón.

		Este malestar e incertidumbre de los empresarios explica que a partir del primero de septiembre de 1982 se hayan pronunciado en temas como el Estado de derecho, los límites del presidencialismo y los avances del capitalismo de Estado. Yo comprendo su inquietud, pero les aclaré desde el día 3 de diciembre que no quería que continuaran su argumentación ideológica contra el Estado, señalándoles también lo que sucedería en caso de que persistieran.

		Pese a ello, continuaron su embate. El fenómeno humano envuelto en esto es importante; en él actúan las personalidades, las vanidades y las vocaciones políticas frustradas de los líderes empresariales. Quien me llama la atención es José María Basagoiti, pues mientras habla, invoca constantemente al Espíritu Santo y menciona el nombre de Dios.

		La respuesta del PRI a las declaraciones insolentes hechas por Basagoiti y José Luis Coindreau en la reunión nacional de representantes de comercio, efectuada en Toluca el día 24, se publicó en un desplegado en todos los periódicos el día 27. Sé que les causó gran irritación, pero la medida surtió efecto, ya que se percataron de los riesgos que conlleva su actitud. Se dieron cuenta de que lo que digo, lo hago.

		La primera reacción de Basagoiti y sus adláteres consistió en calificarme como un hombre de carácter autoritario. Por otro lado, los directivos de la Concamin, la Canacintra y la Concanaco se asustaron. Clouthier, quien en el pasado ha destacado por su agresividad, se agachó. De hecho, acababa de hablar con él para invitarlo a la mesura y encargarle que cuidara a Emilio Goicoechea. Seguramente Clouthier se apenó por lo ocurrido en el foro organizado por Goicoechea.

		El freno a la actitud de los empresarios fue complementado por el secretario de Gobernación, quien les señaló que sus opiniones deberían limitarse al terreno de la política económica. Bartlett los invitó a la concordia, pero les hizo ver que si se manifestaban en temas propiamente políticos, la respuesta también sería política. El secretario de Programación los invitó a hablar en el acto inaugural de los foros de consulta para la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo, aclarándoles que esperaba que su participación se diera en el ámbito de un diálogo institucional cuidadoso. Finalmente, yo les mandé decir que no me revolvieran el agua, pues con ello harían más difícil la solución de sus peticiones concretas. Podrían ellos solos “chicanear” la solución de sus problemas.

		No debe perderse de vista que la lucha ideológica de los empresarios tiene como fin fortalecer su posición en las negociaciones específicas que realizan con el gobierno. Yo veo dos formas de doblegar la presión empresarial que, en mi concepto, es promovida fundamentalmente por sus líderes y no por los empresarios mismos. Hecha esta diferencia, y aceptando que los líderes empresariales tienen un cierto arrastre entre sus representados, ya que son intermediarios entre ellos y el gobierno, he decidido combatirlos ideológicamente a través del PRI y, de manera concreta, relacionándome directamente con los empresarios sin la mediación de sus líderes. Ello explica por qué me estoy reuniendo con los empresarios regionales. La distinción regional, y no por cámara, desplaza a los líderes, lo que también explica su enojo.

		Cuando pienso en el enfrentamiento que tanto Echeverría como López Portillo tuvieron con los empresarios, considero que no corresponde al Presidente de la República o a sus secretarios polemizar directamente con algún sector de la sociedad, ya que el Ejecutivo debe mantenerse por encima de cualquier pleito. Por ello, preferí dejarles saber que, en un contexto como el actual, se vuelve difícil resolver el problema de los antiguos banqueros.

		Los empresarios entendieron. Su participación en el convenio tripartita firmado en la Secretaría de Comercio el primero de febrero, así como sus intervenciones moderadas en el acto sobre planeación democrática al día siguiente, demuestran que ya se van a calmar. Por cierto, las palabras de Alfonso Pandal en ese acto fueron inteligentes. Las entiendo como un retobo elegante, pues efectivamente —como lo señaló Pandal— es muy difícil deslindar la política económica de la política-política. Las palabras de Clouthier, por otro lado, provocaron que los partidos políticos lo atacaran por afirmar que corresponde a las empresas determinar la política económica del país, y al Estado sólo armonizar su ejecución. Tales grupos calificaron su postura como propia de los “Chicago Boys”.[4]

		Afortunadamente, los empresarios son torpes. El peligro estaría en que fueran más inteligentes que nosotros. Sea como fuere, considero que la firmeza de mi acción propició un sentimiento de seguridad tanto entre los empresarios como entre otros grupos. Demostró que el Presidente no se deja empujar. No amenaza: advierte, pero cumple con sus advertencias.

		Ahora bien, sé que ellos buscan otras salidas a su presión. Por ejemplo, me han dicho que la iniciativa privada está promoviendo un acercamiento real con el PAN y que está contribuyendo con ese partido entregándole mensualidades de 12 millones de pesos. También están usando el amarillismo como forma alternativa de ataque, exagerando los problemas de seguridad o la guerra declarada contra los ex funcionarios, concretamente contra López Portillo y sus allegados. El problema de la inseguridad ha alcanzado niveles de psicosis pública. Es un tema muy delicado, que nos obligará a actuar frente a los medios de comunicación, de seguir la campaña de prensa.

		El control político de los órganos de la iniciativa privada no significa que cambie la política real de inversión de los empresarios. La cosa no es tan sencilla. Continúa un clima negativo en cuanto a decisiones económicas. Los empresarios se sienten amenazados, humillados, violados. Dudan honestamente sobre sus perspectivas. Esto no cambiará hasta que se instaure un clima de confianza, lo cual tendrá que pasar por resolver el problema de la indemnización bancaria. Es vital restablecer la confianza en el mundo de los negocios. Por ello, se ha propiciado la inversión extranjera, que deberá orientarse para evitar que se destine a la compra de activos existentes. Debe ser instrumental y ubicarse dentro de los rubros que se le indiquen. La verdad es que la recuperación económica será difícil.

		

	
		

		Imagen del gobierno

		

		El mes de enero fue bueno para balancear mi imagen. En diciembre, la izquierda me calificó de reaccionario por la formación de la banca mixta, decisión que este grupo entendió como un retroceso. Me atacó, entre otras cosas, por haber incluido el término “sector privado” en la Constitución. En enero, dada la disputa entre los empresarios y el PRI, la derecha me calificó de socializante por definir en la Constitución la rectoría del Estado en el terreno económico e incluir el término “sectores sociales”. El saldo de los dos meses hizo que quedara tablas.

		En general, enero fue más positivo que diciembre. En adelante, me propongo alimentar a la opinión pública con una noticia por semana. Quiero que sientan que el gobierno está activo. En algunas ocasiones la daré yo, y en otras dejaré que lo hagan los secretarios de Estado.

		

	
		

		Febrero de 1983

		

	
		

		Límites de la consulta popular

		

		EN FEBRERO SE INICIÓ LA CONSULTA POPULAR, que dará fundamento al Plan Nacional de Desarrollo 1983-1988. La consulta popular ya está hecha; se hizo, de facto, a partir de las opiniones captadas durante mi gira electoral. Además, se ha realizado un seguimiento de las opiniones de la disidencia, por lo que el mapa lo tenemos. La consulta que ahora comienza servirá tanto para enriquecer la información como para dar cumplimiento al compromiso contraído durante mi campaña.

		Lo que se inicia es una consulta, no un plebiscito. Aclaro esto, porque estoy consciente de que algunos puntos pueden llegar a generar un amplio consenso y, no por ese solo hecho, ser aceptados. La petición de castigo a los ex funcionarios corruptos, que sigue sacudiendo a la opinión pública, surgió de la consulta popular realizada durante mi campaña electoral y fortaleció el lema de renovación moral que yo había propuesto. Ha alcanzado un consenso peligroso. Lo uso como ejemplo para dejar claro que hay cosas que no voy a consultar. Sin embargo, en términos generales, considero que sería un mayor riesgo político adoptar una postura autónoma y autoritaria, y negarse a escuchar las demandas de la sociedad.

		

	
		

		Mis colaboradores: formas de trabajo

		

		La caída de los precios internacionales del petróleo nos ha obligado a preparar escenarios económicos alternativos. Ello invita a reflexionar sobre la eficacia con que el aparato de gobierno responde en las situaciones de emergencia. El funcionamiento del aparato de gobierno debe entenderse en el contexto de una interacción constante con el Presidente de la República. Un aparato en funciones, un aparato activo, da elementos de juicio y propone iniciativas al Presidente.

		Por el momento, yo siento que los miembros de mi gabinete han estado viviendo una especie de efecto de catapulta, es decir, una situación en la que todos los problemas se les han venido encima. Sin embargo, estoy satisfecho de su participación, aunque creo que podremos avanzar de manera más sistemática cuando el flujo con el que aporten tesis y programas se vuelva más rutinario, más estable. En este sentido, la frecuencia con que se reúne el gabinete económico es positiva, pues da la posibilidad de que sus componentes intercambien ideas y opiniones, y propongan programas de acción.

		El papel del Presidente debe consistir en buscar que haya comunicación y colaboración entre los diferentes miembros de su gabinete, evitando que las relaciones entre ellos se descompongan por pugnas internas. Me consta que, en el pasado, en muchas ocasiones han sido los mismos presidentes quienes han promovido estas pugnas entre sus colaboradores. Yo creo que esto es un error: el consejo de Maquiavelo, divide y vencerás, debe emplearse con los enemigos y no con los colaboradores. Pero aun pensando en un equipo que funcione con armonía, como en el caso de las burocracias más avanzadas, en las que efectivamente existe un servicio de carrera, la verdadera eficacia estriba en que se organicen en torno a un liderazgo claro.

		Por otro lado, cabe reconocer que en la sociedad actual es imposible confiar en la discreción de otros, aun si suponemos buena voluntad. Todos tienen un amigo íntimo a quien contarle lo confidencial. Todo se sabe, lo que entorpece y dificulta la función del gobierno. Un ejemplo de ello es el revuelo de opiniones que causó la supuesta declaración de Héctor Hernández en el sentido de que el control de precios es ilusorio. Lo que realmente ocurrió fue que Héctor Hernández afirmó en una reunión cerrada con ciertos diputados que el congelamiento de precios era ilusorio, pues provocaría o bien un incumplimiento masivo o bien una depresión en la producción. Alguien filtró la información a los periodistas, quienes naturalmente la tergiversaron.

		

	
		

		Fuerzas Armadas: relación simbólica

		

		Las Fuerzas Armadas son una parte muy importante del aparato de gobierno. Por ello, creo que debo cuidar los pequeños detalles que para mí no representan ningún esfuerzo y que para ellos pueden ser importantes. Esos detalles pueden ser tan pequeños como el que les agrade profundamente que el Presidente salude a la bandera al modo militar, es decir, taconeando.

		He tomado otras medidas en este sentido. De hecho, dudé en asistir a las fiestas organizadas para el Día de la Lealtad y lo consulté con el general Arévalo, aclarándole mi deseo de participar lo menos posible en ceremonias y actos formales. Él me dijo que sentía necesaria mi presencia por ser el primer año, de manera que asistí. Pedí que tuvieran lugar actos de naturaleza marcial en lugar de los espectáculos artísticos acostumbrados. Estos cambios satisfacen al Ejército y lo acercan más al Ejecutivo.

		Por otro lado, sí considero importante mi participación en las ceremonias conmemorativas de los símbolos nacionales. Definitivamente creo que hay que estimular aquellas situaciones emotivas que puedan unir y dar cohesión a nuestra sociedad. El culto a la bandera y al himno son elementos que, bien entendidos y trabajados de manera sistemática, pueden servir como un factor aglutinante. Constituyen un proceso educativo. Mi postura al respecto ha quedado claramente expuesta en el decreto que, para el uso de la bandera y del himno, expedí el 24 de febrero.

		

	
		

		Problemas estructurales en las empresas públicas

		

		En lo que se refiere a las empresas públicas, tengo una política coyuntural y estructural que busca su saneamiento económico. Si es necesario, se eliminará al personal excedente que impide su eficiencia. Por ejemplo, los directivos de Dina han condicionado su negociación con el sindicato al despido de 2 500 trabajadores. Por otro lado, en la Compañía de Luz y Fuerza del Centro, encargada de dar servicio a la zona metropolitana, hay un excedente de 3 500 empleados que no tienen trabajo y que serán despedidos. En situación similar se encuentran muchos otros empleados del gobierno que son simple y llanamente “aviadores”,[5] lo que limita mucho su negociación sindical.

		La política de reordenación del sector público provocará conflictos con los sindicatos afectados, que no sólo tratan de evitar los despidos, sino que promueven, como táctica para aumentar su poder, el acrecentamiento de la contratación. Sin embargo, estoy dispuesto a avanzar en el camino señalado, aunque se tenga que llegar a la quiebra de industrias no estratégicas. Espero manejar los conflictos que se presenten con los sindicatos involucrados en forma aislada y casuística, haciendo los ajustes políticamente necesarios.

		En cuanto a la reacción que esto pueda generar en el movimiento obrero organizado, que tradicionalmente ha criticado la ineficiencia de las empresas públicas, espero una actitud comprensiva ante la necesidad de ir eliminando a los empleados públicos innecesarios.

		Por otro lado, la heterogeneidad de los probables despedidos hace difícil concebir su reubicación en el marco de los programas de empleo, pues la gente que queda desempleada no es la misma que aquélla a la que se dirigen los nuevos programas. De hecho, la reestructuración del gasto público se orienta a reducir el gasto industrial en favor de aquel que propicie el empleo de mano de obra rural, beneficiando, en la medida de lo posible, a los sectores rurales sobre los urbanos. Estas medidas implican un costo político que indiscutiblemente tendrá que ser considerado. Debemos ser realistas; no es posible imponerlas a cualquier costo.

		

	
		

		Problemas estructurales en el comercio

		

		El comercio es una parte sumamente importante del sector servicios, pero cuando hablamos de él debemos desagregar más. Tenemos la tendencia a hablar de las cosas en bloque, cuando de hecho no son homogéneas. Definitivamente hace falta un plan de modernización que evite el intermediarismo. El comercio, como reflejo de nuestra sociedad, tiene un sector moderno y otro tradicional. El sector moderno atiende a las clases medias y altas, mientras que el tradicional, el más caro, es el que da servicio a los pobres. Por eso, desgraciadamente, compra más barato el rico y más caro el pobre.

		Hay que reconocer que todo el sector comercio exige un gran replanteamiento. Los estudiosos tienen 40 años tratando de ponerse de acuerdo en cómo hacer un código de comercio y todavía no han llegado a ninguna conclusión. Existe un número enorme de reglamentos, muchos de ellos prácticamente desconocidos. Habrá que revisar todo con mucho cuidado para eliminar las normas que sólo entorpecen.

		Se ha hablado mucho del sistema nacional de abasto. Es necesario pensar en él no sólo en términos de crear más centrales, ya que además del problema de las instalaciones físicas hay que regularizar y reglamentar adecuadamente el desarrollo del comercio. Se tiene que profundizar, considerando los diversos enfoques posibles. No se puede actuar mientras no se tenga un panorama que exhiba los verdaderos problemas del comercio. En este sentido, la discusión de qué le toca al Estado y qué le toca a la iniciativa privada equivale a bordar en el vacío. Mientras no exista un verdadero diagnóstico y un verdadero plan general de acción, es ocioso el intento por determinar qué le toca a cada quien. El sistema comercial es uno de los problemas estructurales de la economía mexicana.

		

	
		

		Gobernadores: impresiones iniciales

		

		En estos tres primeros meses de gobierno he tenido acuerdos con casi todos los gobernadores de los estados. Son muy distintos entre sí. Hay unos más educados, más cultos; otros que lo son menos. Los hay de chile, de dulce y de manteca. Todos, sin embargo, están conscientes de la crisis, lo cual no obsta para que cada uno de ellos me trate de presentar los problemas de su entidad como únicos y me pida dinero y apoyo. Esto yo lo entiendo, porque creo que su función consiste en ser promotores de sus estados, en presentar sus problemas como especiales, como singulares. Además, a ellos no les corresponde hacer frente a la problemática global, sino atender la propia.

		Hasta el momento no he sentido con los gobernadores ningún problema de disciplina política, lo que es un buen comienzo. Sin embargo, debo reconocer que me preocupan algunos de ellos, así como la naturaleza de la problemática social de ciertos estados. Por eso, he tomado medidas preventivas para evitar sorpresas mayores.

		En la frontera sur, Yucatán, Chiapas, Oaxaca e incluso Guerrero, hay conflictos sociales. En Chiapas hay peligro de una trifulca política. Por ello, he pedido a los titulares de las secretarías de Gobernación, Relaciones y Defensa que establezcan un contacto sistemático con el estado para prever cualquier problema. Al mismo tiempo, le he pedido a la Secretaría de Programación y Presupuesto que elabore un plan de acción que combata la problemática social y económica de Chiapas. En ese estado, el gobernador Absalón Castellanos es serio y enérgico, pero hay quienes dudan de su sensibilidad política.

		Del gobernador Graciliano Alpuche Pinzón, de Yucatán, la opinión que prevalece es mala. Algunos señalan que no tiene talento político, que lo mejor que se puede decir de él es que es un buen hombre. En lo que se refiere a Pedro Vázquez Colmenares, de Oaxaca, es un gobernador capaz. Es hábil, trabajador, serio y responsable, pero requiere apoyo. Es muy difícil dar apoyo cuando no hay dinero. Sin embargo, yo creo que en ciertas ocasiones esto se logra gastando saliva, hablando con la gente. También eso es importante.

		Guerrero sigue siendo un estado envuelto en conflictos sociales difíciles, aunque el auge turístico de Acapulco está ayudando mucho a cubrir el problema de desempleo en el área. Hay amago de que renazcan las guerrillas. Alejandro Cervantes Delgado es sensato y prudente, a pesar de que algunos piensan que le falta vigor.

		La otra zona difícil, por el momento, es la frontera norte. El primer problema político que tendré que enfrentar en esa zona es la sucesión en Baja California. Será la primera vez que tomaré esta decisión yo solo. Influí en la selección del gobernador de Tabasco, Enrique González Pedrero, y en la del de Jalisco, Enrique Álvarez del Castillo, pero eso todavía ocurrió en el gobierno de López Portillo, así que fue una decisión compartida. Ahora me corresponde tomarla solo y es una situación un tanto compleja, porque el actual gobernador, Roberto de la Madrid, está desacreditado.

		Baja California es tradicionalmente difícil, pues cuenta con una derecha fuerte. Hay muchos precandidatos, aproximadamente 50, pero parece que ninguno es muy bueno. El problema de seleccionar al mejor entre ellos es un reto. Yo he establecido dos canales para sondear la opinión pública y conocer mejor las características de los precandidatos. Estoy manejando como ductos independientes de información a Gobernación y al PRI, lo que me da la oportunidad de ponderar la información que me entreguen.

		La frontera norte es un área difícil por el tipo de gente y los problemas que ahí se presentan. Es una región que se siente desestimada, desatendida. Su estrecha relación con Estados Unidos también nos crea problemas complejos, como el de las divisas. Sin embargo, yo no siento que sea cierto, como algunos afirman, que es un área particularmente desnacionalizada. Desde luego que las clases medias y altas reciben una gran influencia de la sociedad norteamericana; pero, para ser equilibrados, deberíamos también evaluar la influencia mexicana en el sur de Estados Unidos.

		En ocasiones se menciona, para ejemplificar la supuesta desnacionalización, que la televisión que ven y el tipo de productos que adquieren son exclusivamente norteamericanos. Vale aquí mencionar que recientemente el gobierno norteamericano puso un límite a la expansión de Televisa en los Estados Unidos, pues ya resultaba la cadena más importante de la Unión Americana. Es el primer caso de una transnacional mexicana que los “patriotas” americanos frenan, porque les causa un problema interno. Así que reconozcamos también la influencia que nosotros tenemos del otro lado, antes de juzgar esa región, que es muy especial y muy delicada.

		

	
		

		Descentralización y reforma municipal

		

		La descentralización es uno de los principales programas de mi gobierno. Sin embargo, empiezo a sentir que, por lo menos en lo que se refiere al terreno educativo, no se tomaron en consideración todos los conflictos que este proceso traería. Del sindicato estamos oyendo rechinidos por aquí y por allá. Habrá que replantearse todo esto, pero indiscutiblemente se procederá. El sector salud presenta menos obstáculos en este terreno.

		Este proceso dará mayor fuerza a los gobernadores. Sin embargo, ellos ven con preocupación la reforma al artículo 115 constitucional que propuse, pues no sólo fortalece políticamente al municipio, al generalizar la representación proporcional en los cabildos y precisar el procedimiento que se debe seguir para la suspensión del ayuntamiento, sino que le da más facultades administrativas y, lo más significativo, especifica los rubros económicos que pertenecen a la hacienda municipal. El hecho de que la descentralización llevará el dinero directamente de la Federación a los municipios angustia políticamente a los gobernadores. Sienten que si los municipios reciben de manera directa el dinero, difícilmente podrán tener un control político sobre ellos. Esto también tenemos que revisarlo con más calma, porque hay que reconocer que la descentralización podría convertirse en el elemento revitalizador de los cacicazgos en aquellos municipios donde aún subsisten grupos políticos atrasados.

		De lo que no cabe duda es de que la descentralización significa un cambio, sea que dé fuerza en ciertas áreas a los gobernadores o se la disminuya en otras. Por ello, pienso que las características esenciales de los futuros gobernadores deben ser, en principio y desde luego, mejor preparación pero, sobre todo, capacidad de afrontar y aceptar el reto del cambio.

		Creo que se debe innovar en el estilo político. Lo que me pregunto es si existe el material humano para hacerlo. En la selección de gobernadores es importante considerar dos cosas: por un lado, que sean buenos candidatos, puesto que si no tienen un arrastre suficiente, hay el peligro de que pierda el PRI y gane la oposición. Por otro lado, que tengan la capacidad de ser buenos gobernantes. Desgraciadamente, no siempre van unidas estas dos características. A veces quien es un buen candidato no es un buen gobernante, y viceversa. Ser un buen candidato es un requisito indispensable en las circunstancias actuales; sin embargo, no por ello podemos o debemos descuidar el otro aspecto.

		

	
		

		Grupos de presión: relación incierta con el gobierno

		

		En lo que se refiere a mis colaboradores directos, tengo un alto grado de influencia. Hay disciplina y creo que esto se debe, en buena parte, al tipo de gente que escogí. En lo que toca a las relaciones entre el gobierno y la sociedad, o el gobierno y los factores reales de poder, he encontrado un gobierno muy desgastado, muy desarticulado. Por ejemplo, en el caso de los empresarios no he podido controlar plenamente sus expresiones. Mi relación con ellos todavía se encuentra muy entre azul y buenas noches. La relación con la prensa ha sido muy difícil también. Exige una acción casi diaria y, sin embargo, los resultados todavía son muy insatisfactorios.

		En cuanto a mi relación con los trabajadores, reconozco que han actuado de una forma muy respetuosa, incluso afectuosa. Están participando de una manera solidaria con el gobierno, pero sé que me lo van a cobrar. Los campesinos, por su parte, hasta ahora no me han dado ningún problema; ni a nivel de organización ni de liderato. Sin embargo, hay que estar atentos, porque pudiera ser que los líderes campesinos se me apoltronen y surjan problemas graves en el campo.

		Hay que reconstruir el poder del gobierno y volverle a dar ascendencia. A veces pienso que esto se está logrando, que se le está imprimiendo una nueva fortaleza y vigor, pero en ocasiones siento que aún falta mucho para lograrlo.

		

	
		

		Empresarios: temores y suspicacias

		

		Como dije, por ahora las relaciones más difíciles que enfrento son con los empresarios y con los periodistas. Los empresarios están liderados, en buena medida, por el grupo de criollos: Emilio Goicoechea y José María Basagoiti, entre otros. Estos señores tienen una idiosincrasia muy especial: sienten que los mexicanos normales deben ser vistos “para abajo”, como gente de medio pelo.

		El sector capitalista en México es increíblemente egoísta, increíblemente limitado, increíblemente ignorante. Sus actitudes son realmente incomprensibles en ocasiones. Ahora que trato a los empresarios, veo la altanería e insolencia con que actúan. Se sienten una casta divina, un grupo privilegiado que está por encima de los problemas del país. Ahora entiendo por qué, en un momento dado, encolerizaron a López Portillo, aunque también me doy cuenta de que encolerizarse de nada sirve, pues no conduce a ningún lado.

		Los empresarios son, por desgracia, el grupo que económicamente está manteniendo al país. Por eso es tan importante no enojarse con ellos por su ignorancia de lo que realmente es México. Hay que frenarlos, pero ello requiere, al igual que el freno a la prensa, trabajo y tiempo. No se trata de actuar de una manera intensiva, pues ello no resuelve el problema. Hay que dejar que pase el tiempo, que las cosas se vayan moderando solas. López Portillo me dejó a los empresarios muy encabritados.

		Estoy intranquilo ante la posibilidad de que la caída de los precios del petróleo agrave la actual coyuntura económica, porque subsiste el ambiente de desconfianza del sector empresarial hacia el gobierno. Hace unos días tuve una plática con Lorenzo Servitje, quien me entregó una nota muy representativa de la forma de pensar y las preocupaciones de su sector. Ellos temen de manera permanente que estemos tratando de imponer un proyecto socialista, lo que debe entenderse como parte del trauma de la nacionalización bancaria. Las reformas constitucionales que promoví, como la rectoría del Estado o la participación de los sectores sociales en el desarrollo económico, los han atemorizado. La planeación les ha afectado menos.

		Yo promoví esas medidas con la intención de calmarlos, de hacerles ver que había reglas del juego que respetarían la participación del sector privado. Pero ellos lo han entendido como la puerta para una intromisión lenta del proyecto socialista. Esto me ha dejado el agua como para chocolate. Su actitud nos complica mucho las cosas. De ellos espero la peor reacción frente a cualquier medida. Su suspicacia ante todo lo que hago se advierte, en el momento actual, en la acusación que me hacen de sostener tesis laboristas por el acercamiento que he tenido con Fidel Velázquez.

		

	
		

		Ánimo de venganza: reacción contra López Portillo

		

		La intranquilidad es grande, pero estoy convencido de que el ambiente envenenado que vive la Ciudad de México no tiene comparación con lo que ocurre en el resto del país. Aquí siguen moviendo mucho las reacciones contra López Portillo; tratan de presionarme y de obligarme a actuar en contra suya. Siento que es necesario resistir y aguantar, aunque me critiquen y ello tenga un costo muy alto. Estoy convencido de que si actúo contra López Portillo, el problema se volvería a la postre contra mí, pues en el sistema mexicano el Presidente es la figura clave y los ex presidentes no dejan de ser vistos como un reflejo de la Presidencia. Ahora piden que me vuelva contra López Portillo y, si lo hiciera, de inmediato pedirían que me fuera contra Echeverría. ¿Quién vendría después?

		El sistema está lleno de defectos, pero no se puede romper de golpe. Si me lanzo contra los ex presidentes y otros ex funcionarios importantes, se generaría una inseguridad entre la gente del sistema, la cual inmediatamente movería sus fuerzas para pedir que, si bien los funcionarios culpables sean castigados, también lo sean los empresarios que se enriquecieron en contubernio con ellos. Acto seguido, me pedirían que también persiguiera a los líderes obreros. Si aceptara perseguir a los funcionarios, a los empresarios y a los líderes obreros, y permitiera que esto se extendiera, ¿quién cerraría la puerta?, ¿dónde estaría el límite? Podría desatarse una guerra civil. Estoy dispuesto a frenar esta moción, aunque mi prestigio se vea afectado.

		Me preocupa y me irrita el crecimiento de la actitud de venganza contra López Portillo. Estoy muy molesto porque sé que sirve de pretexto a la derecha para agitar, y que me están endosando el problema. Lo estoy tratando de frenar con medidas concretas. A los banqueros ya les hice saber que, mientras continúe este ambiente, es imposible considerar la indemnización de los bancos. El secretario de Gobernación está en contacto con todos los periódicos, pero cuando no salta uno, salta otro. A veces logra sacar el tema, pero entonces aparece en las cartas a la redacción.

		Sé que son los empresarios quienes están detrás de todo esto. Es innegable que la rabia contra López Portillo ha crecido de manera constante. Por ello, la respuesta que la Procuraduría General de la República dio a la demanda de Burgoa, en el sentido de que su acusación no procedía, es conveniente, pues define la posición del gobierno. Yo tengo la impresión de que tanto la clase política como el Ejército ya estaban preocupados de que realmente se llegara a procesar a López Portillo. Espero que la respuesta de la Procuraduría calme, cuando menos, a este segmento de la opinión, y que los ímpetus en torno a este asunto se vayan dispersando. No cabe duda de que esta presión, esta rabia, no tiene precedente en nuestra historia. Habrá que esperar para ver qué ocurre.

		Yo entiendo, en el terreno humano, la tragedia que esto debe significar para López Portillo, porque indiscutiblemente la historia hará recuento de ello. Ahora el ex presidente ya está totalmente derrotado. Me ha dicho que no quiere irse de México, pues su deseo es hacer frente a la situación, incluso pensaba en organizar una rueda de prensa o en aparecer en televisión. Por supuesto, yo le sugerí que no lo hiciera.

		Vino a verme en los primeros días de marzo Roberto Casillas y me preguntó qué debía decirle a López Portillo. Quería que yo le manifestara si debía o no salir de viaje, si debía o no vender sus casas. Yo le dije que sobre esos puntos no quería emitir mi opinión. Lo que quiero es que López Portillo se responsabilice de sus propias decisiones, para que después no pueda decir que se fue de México porque yo se lo pedí, o que se quedó a petición mía.

		Le dije a Casillas que en este momento no quiero dar mi opinión, porque todavía no he tenido que tomar decisiones al respecto. Le hice ver que no sé cómo puedan venirse las cosas en una semana, en un mes, en tres meses. Espero que haya entendido con claridad que sí me resulta conveniente que López Portillo deje de ser un tema central para la opinión pública. Si se fuera de viaje bajarían los chismes, los dimes y diretes que lo han rodeado usualmente: que si se fue a Acapulco, que si se le vio en tal lado… Este tipo de cosas no le benefician, ni tampoco me benefician a mí; pero quiero que sea él quien tome sus decisiones.

		

	
		

		Imagen del gobierno

		

		En los tres meses que llevo como Presidente me he podido dar cuenta de las inercias y resistencias que tiene el país a los cambios. No obstante, dada la coyuntura de una grave crisis económica, creo que es importante juzgar a fondo los límites del poder presidencial. Aun así, en estos tres meses, mi poder ha ido creciendo. Tengo la posibilidad de hacer muchos juegos, hay mucho margen de maniobra. La función de la Presidencia es catalizadora. Permite la comunicación con todos, y esto es lo que va acrecentando su margen de maniobra.

		Yo siento que el ambiente en general está cambiando, que ya se respira un clima menos hostil. Algunos empresarios empiezan a reanimarse y, en estos últimos días, he notado entre ellos una actitud más respetuosa. Esto se debe, en buena medida, a las faenas que he tenido que hacer, a las horas que he dedicado a hablar con ellos. Por ejemplo, a finales de febrero me reuní una hora entera con Espinosa Yglesias, media hora con Zamacona, una hora con Basagoiti. En fin, creo que este diálogo los ha ido ubicando en una posición de mayor respeto hacia el Poder Ejecutivo. El fenómeno, claro, es acumulativo; empieza a filtrarse y se manifiesta en sus tipos de expresión.

		También siento que ya empieza a menguar el afán de perseguir a López Portillo. Por su lado, el grupo de López Portillo ya está menos nervioso, lo que también es bueno para mí. En general, siento que ya hay mayor adhesión. El otro día hice un experimento: me bajé en la esquina de Madero y Gante y caminé desde allí hasta Palacio Nacional. Fue una experiencia positiva. Las personas me saludaron amablemente. Me aplaudieron. No sentí agresividad ni violencia. Me llamó la atención un señor que estaba dentro de una relojería, quien al verme pasar gritó: “Así se camina cuando se tiene la conciencia tranquila”. Esto me dio gusto, porque pienso que la imagen de un gobierno responsable y respetable ya se está filtrando. Por eso estoy optimista.

		

	
		

		Marzo de 1983

		

	
		

		Renovación moral: concesiones y caso Díaz Serrano

		

		MARZO FUE, DE ALGUNA MANERA, UN VERANITO. Me permitió un respiro antes de que se levantara la ola de nuevo.

		La ceremonia conmemorativa de la expropiación petrolera fue un acto importante. Los discursos del director de Pemex, Mario Ramón Beteta, y del líder del sindicato petrolero, Salvador Barragán, generaron expectativas y comentarios.

		Barragán escogió ese 18 de marzo para exponer la particular visión que de nuestra historia tiene el sindicato petrolero. En su discurso, los presidentes de la República y los directores de Pemex fueron juzgados de acuerdo con las concesiones concretas que le dieron al sindicato. Joaquín Hernández Galicia, “La Quina”, quien representa el poder tras el trono en ese gremio, ya me había dicho otro tanto. Resulta claro que ellos no parecen considerar, por cinismo o primitivismo político, que las concesiones que han obtenido sean excesivamente ventajosas y, menos aún, instrumentos para la corrupción. Por ello, se han comprometido conmigo a sanear Pemex, sin ver en esto una amenaza a sus intereses.

		Resulta difícil deslindar qué de todo esto es autojustificación y qué una concepción primitiva de las relaciones laborales. A ellos les parece perfectamente razonable que el sindicato tenga concesiones, que subcontrate con grandes utilidades, pues, según su decir, las dedican a obras de naturaleza social, funcionando así como agentes redistribuidores de la riqueza. En última instancia, señalan que los empresarios han ganado más que ellos con los contratos de Pemex.

		Es muy difícil conocer lo que realmente ocurre en el mundo que gira en torno a Pemex. Mario Ramón Beteta todavía no lo sabe. Tal vez ni Díaz Serrano lo sepa después de cinco años de haber manejado esa empresa. Por ejemplo, hay quienes sostienen que “La Quina” es un líder honesto, cuya fuerza consiste precisamente en haber destinado los ingresos del sindicato a obras que benefician a sus trabajadores, justificando este procedimiento como el costo real de la paz en Pemex.

		Lo que es un hecho es que tanto la administración pasada como la antepasada dieron grandes concesiones al sindicato de Pemex. Esto no debe verse como una decisión exclusiva de los ex directores, sino como una decisión política más amplia. Tal vez se consideró que era el costo necesario para garantizar el funcionamiento y la efectividad de la empresa. Es indiscutible que una huelga en Pemex afectaría gravemente a la empresa y al país en su conjunto.

		El problema estriba en que las concesiones obtenidas por el sindicato están plasmadas en su contrato colectivo y en que los líderes sindicales las consideran logros concretos de los trabajadores. Por lo menos, así lo afirman. No hay que perder de vista que el sindicato pedirá más en cada ocasión, y que su meta será manejar totalmente la empresa, como ocurrió después de la expropiación. El hecho es que será muy difícil modificar los términos del contrato colectivo y que su renegociación constituirá un problema político muy serio. Tal vez sea posible influir en la forma de aplicación del contrato. En todo caso, las modificaciones deberán ser graduales.

		En lo que se refiere a las denuncias por corrupción que se han presentado contra Jorge Díaz Serrano ante la Procuraduría General de la República, hay que reconocer que están mal fundamentadas. El Partido Socialdemócrata habla de todo y no concreta nada; su denuncia, presentada el 18 de marzo, es política. La del Partido Mexicano de los Trabajadores, puesta el día 22, está mejor fundamentada, pero no ofrece elementos comprobatorios. La posibilidad de integrar un expediente efectivo en este terreno se encuentra en las implicaciones que se deriven de los expedientes de Ignacio de León y de Jesús Chavarría, funcionarios de Pemex ya sentenciados.

		Ante la opinión pública, Jorge Díaz Serrano es claramente culpable. Su amistad íntima con De León y Chavarría es elemento incriminatorio suficiente. Para la Procuraduría General de la República, la cosa no es tan fácil. Se requieren pruebas concretas. El trámite tiene que ser ortodoxo, y es difícil pensar que Díaz Serrano, como director de Pemex, haya firmado algún papel que pueda constituir prueba en su contra.

		Yo no puedo actuar fuera de la ley en este caso, aunque amplios sectores de la opinión pública continúen condicionándome su confianza a que castigue a los corruptos. También se menciona entre ellos a Carlos Hank González, aunque por el momento la atención parece concentrarse en Díaz Serrano. La culpabilidad comprobada de Chavarría y De León se une a la convicción popular de que los problemas actuales de México se deben al mal manejo de Pemex. Habrá que esperar para ver cómo evoluciona el expediente de Díaz Serrano en la Procuraduría.

		

	
		

		Abril de 1983

		

	
		

		Contadora: agravamiento del conflicto centroamericano

		

		MARZO CONCLUYÓ CON LA APARICIÓN DE PROBLEMAS DIFÍCILES. En los últimos días del mes, el conflicto centroamericano se volvió explosivo. Desde entonces resultaba claramente perceptible que los Estados Unidos estaban dispuestos a apoyar un movimiento armado para derrocar a los sandinistas. A partir de aquel momento, Nicaragua ha sufrido invasiones por el norte, movimientos contraguerrilleros en el sur y aun en el centro. La actuación de personajes como Edén Pastora y Fernando Chamorro, entre otros, parece confirmarlo. Washington está convencido de que no es posible tratar con los sandinistas, pues Nicaragua se ha convertido en un reducto de la acción soviética y cubana. Considera que Nicaragua es una base socialista a partir de la cual se están promoviendo movimientos desestabilizadores en los demás países centroamericanos, con el peligro consiguiente para los países de América Latina en general y, por ende, para su propia seguridad nacional. Los norteamericanos se encuentran totalmente cerrados para negociar con Nicaragua.

		El temor de que se precipitara una guerra en Centroamérica me decidió a acelerar las acciones del Grupo Contadora que, de hecho, había estado bastante inactivo desde los pronunciamientos que hizo a principios de año. Alenté al Presidente de Colombia, Belisario Betancur, con quien me reuní el 9 de abril en Cancún, para que no dejara a México solo en esta moción de paz. Le pedí que ayudara a integrar al grupo a Panamá, Venezuela y Costa Rica. Esta última ya se estaba moviendo hacia nosotros. Venezuela, que se había alejado, se estaba acercando de nuevo. Panamá, por su situación histórica, era el miembro más vulnerable del grupo.

		Me mantuve en contacto con los presidentes de esas naciones y traté de ampliar el margen de maniobra del grupo. Busqué el apoyo de Ecuador, Perú y Bolivia, consciente de que la densidad dará mayor viabilidad a nuestra política centroamericana.

		Con Belisario Betancur tuve un buen entendimiento. Su apoyo al Grupo Contadora significa un giro en la política internacional de Colombia, que la ubica más cerca de la postura de México y menos sujeta a las posiciones norteamericanas.

		Betancur me explicó que su interés por desarrollar una política exterior más liberal se relaciona con la política de apertura democrática que trata de establecer internamente. Su objetivo es neutralizar el apoyo cubano a las guerrillas en Colombia. Betancur siente que, al liberalizar su política externa, podrá tener un acercamiento con Cuba, y que ello permitirá moderar y limitar la actividad guerrillera en su país. Aun sin relaciones formales, parece que, desde entonces, estos dos países ya han comenzado a establecer un diálogo.

		El nudo gordiano del conflicto en Centroamérica es Nicaragua. Así lo dije francamente en la entrevista que tuve, el día 30 de abril, con un grupo encabezado por el comandante Henry Ruiz, ministro de Planificación de Nicaragua y miembro de la dirección del Frente Sandinista. Les hice ver que los Estados Unidos afirman que el proyecto que se está desarrollando en Nicaragua está promovido por los soviéticos y por los cubanos. De ahí que resulte tan poco conveniente para la causa de la paz en Centroamérica el que ellos anden haciendo peregrinaciones a Moscú para retratarse con Yuri Andropov. Les pedí que actuaran en forma sensata; que me ayudaran a la pacificación de Centroamérica insistiendo en que su revolución es nacionalista, evitando que cunda en diferentes medios la convicción propalada por Estados Unidos en el sentido de que Nicaragua es utilizada por la URSS como pie de entrada para la expansión socialista en América.

		Las bases que nosotros consideramos necesarias para que haya una verdadera negociación son iguales para todos los países centroamericanos. Les estamos pidiendo que se abran al diálogo; que inicien un proceso de desarme; que no intervengan o traten de introducirse en los movimientos internos de sus vecinos, y que procuren la salida de todos los asesores militares extranjeros. Por cierto, a ese respecto, los norteamericanos aseguran que los nicaragüenses tienen asesores de todo el bloque socialista: soviéticos, checoslovacos, húngaros, polacos, etcétera.

		Insistí, cuando hablé con ellos, en que si no arreglan sus relaciones con Estados Unidos, estarán siempre en peligro. El peligro podrá aumentar o disminuir, pero estarán en riesgo constante. Les hice ver que aun en México, donde tradicionalmente les hemos manifestado nuestro apoyo, existen ciertos grupos de empresarios mojigatos que me han manifestado su temor por la política centroamericana que estoy desarrollando.

		Los nicaragüenses aseguran que su acercamiento a los soviéticos es defensivo, que están conscientes de que esta dependencia no les conviene; pero dicen que es su única posible respuesta a las agresiones concretas de las que han sido objeto por parte de Estados Unidos. Señalan que la penetración en su territorio de 2 000 somocistas armados, denunciada ante la ONU el 24 de marzo, así como el impulso a la guerrilla contrarrevolucionaria, son hechos promovidos por los norteamericanos, quienes también le están cerrando al gobierno sandinista toda posibilidad de acción en el terreno económico.

		Afirman que, en última instancia, si es necesario, están dispuestos a morir. Pero a México no le interesa el martirologio de Nicaragua. Para nosotros una guerra en Centroamérica representa un alto riesgo político, porque es evidente el peligro de contagio. Estoy convencido de que una guerra centroamericana haría que en México se radicalizaran los grupos de izquierda y aun las guerrillas; proliferarían las manifestaciones y se crearía un ambiente muy tenso. Lo mismo ocurriría en toda América Latina. Por eso, la guerra centroamericana encierra un alto riesgo político para México y para toda América Latina. La paz regional representa para nosotros un interés vital.

		Lo que los países latinoamericanos podemos hacer para evitar la guerra está limitado por lo que los países directamente involucrados pongan de su parte. Cuando les he expuesto esto a los nicaragüenses, no me han dado argumentos de fondo en contra. Ellos aseveran que su revolución es nacionalista y que buscan la instalación de un gobierno pluralista. Como muestra de su buena fe señalan que por ello no llevaron a cabo elecciones inmediatamente después del triunfo armado, para dar tiempo a la reorganización de la sociedad. Afirman que su economía es mixta; que 60% de su producción la realiza la iniciativa privada. Dicen que sólo en ese contexto quieren fortalecer a los sectores sociales y que, por otro lado, mantienen una política de no alineación. En realidad, tratan de decirnos que hacen lo mismo que nosotros.

		En cuanto a la ayuda que reciben, aseguran que ésta proviene en gran parte de organismos internacionales y de varios países europeos. En fin, sostienen que la aportación que reciben del bloque socialista, en cifras, no es superior al 25 por ciento.

		Yo traté de hacerles ver que su liga con los socialistas aumenta el riesgo de la guerra y es insostenible, pues provoca e irrita profundamente a los norteamericanos, quienes han manifestado que no aceptarán ni un paso más de la penetración soviética y cubana en Centroamérica. Les expresé con claridad que si los norteamericanos decidieran invadir Centroamérica, México se rasgaría las vestiduras y se lamentaría, pero no podría actuar. Hoy podemos ayudarlos como mediadores, pero necesitamos su colaboración para que salgan del área tanto los soviéticos como los americanos. Sólo así se dejarán de matar.

		En Cuba reconocen estar muy preocupados por el empeoramiento de la situación en Centroamérica. Temen la intervención de Estados Unidos en el área y saben el riesgo que esto implica para ellos. Nosotros tratamos de mantenerlos informados y propiciamos que conserven una actitud serena.

		La cuerda está tirante, porque la actitud de George Shultz es muy rígida. Shultz busca el establecimiento de un nuevo gobierno en Nicaragua, pues considera que ya están agotadas todas las posibilidades de diálogo y de entendimiento con los sandinistas. También desea que Cuba vuelva a la comunidad americana.

		En el diálogo que sostuve aquí en México, el 19 de abril, con Shultz, Regan, Baldrige y Enders, les señalé que nuestros objetivos en Centroamérica son la paz, la democracia y el desarrollo. Esta afirmación les gustó. Aclaré que el orden de esta búsqueda es determinante, pues es un orden secuencial. Añadí que debemos estar conscientes de que las decisiones que ahora se tomen respecto a Centroamérica determinarán las relaciones entre los Estados Unidos y toda la América Latina hasta el año 2000. Finalmente, les hice ver con toda claridad que a México tampoco le conviene la presencia de nuevas bases soviéticas en América Latina, pues significa un riesgo para nuestra paz y estabilidad. Estas afirmaciones les resultaron muy gratas y así me lo expresaron.

		Por su parte, ellos me dijeron: “Ustedes han estado bien en la táctica y mal en la estrategia. Han hecho cosas que los favorecen temporalmente, pero que a la larga han propiciado la participación de los soviéticos en América”. Con ello hacían referencia al apoyo que hemos brindado a Nicaragua y a nuestra posición ante el conflicto interno en El Salvador; esto es, a que reconocimos al Frente Farabundo Martí como una organización revolucionaria con la representación para negociar políticamente. Sienten, con razón, que México ha coqueteado, durante las dos pasadas administraciones, con estos grupos socialistas. Para mí era determinante hablar con claridad frente a los visitantes norteamericanos. Necesito evitar el riesgo de una mala interpretación de parte de los Estados Unidos. Si no lo hago, pueden alborotarnos a la derecha y al Ejército.

		Siento que Shultz es un hombre mejor dispuesto a la negociación que Enders. En realidad, el más conservador en la Unión Americana es el mismo presidente Reagan, pero Enders sólo va detrás de William Clark, el asesor presidencial para asuntos internacionales. De cualquier forma, los norteamericanos saben que la situación es delicada. Piensan que si avanza el socialismo en América Latina será en demérito de la figura y la política propuesta por el presidente Reagan; pero también saben que de haber una maniobra sangrienta, Centroamérica puede convertirse en el Irán de Reagan. Por ello, si bien los norteamericanos sostienen en este momento una posición dura, en la que consideran imposible negociar con los sandinistas y prefieren orientar sus esfuerzos a la desestabilización del gobierno nicaragüense, también están conscientes de que la capacidad negociadora del Grupo Contadora es la única alternativa al enfrentamiento. Por ello, resultó infundado nuestro temor a su inconformidad por las acciones del Grupo Contadora. Los norteamericanos manifestaron su aprecio por nuestro esfuerzo, pero se mantienen escépticos ante la posibilidad de que el Grupo logre resultados efectivos.

		Nosotros insistimos en que nuestra lucha es por lograr una paz negociada con garantías; es decir, entendemos con claridad que el trato de paz negociada solamente será efectivo si pueden darse garantías que satisfagan ampliamente a los países involucrados. Les pedí que nos ayudaran en la negociación influyendo sobre Honduras y El Salvador. Este último país está viviendo momentos muy difíciles, pues tiene un gobierno débil y un ejército corrupto. Según informaciones que hemos recibido, solamente 20% del armamento que reciben las guerrillas en El Salvador procede de Nicaragua; el 80% restante es armamento que la guerrilla le quita al ejército, que el ejército le vende a la guerrilla o que se compra en el mercado negro.

		Las acciones realizadas por el Grupo Contadora han evitado el estallido del conflicto. Cada día que pasa es peligroso; cada día ganamos tiempo en la búsqueda de una paz negociada. El diálogo es fundamental en este proceso. Por ello, les he hecho ver a los Estados Unidos que México es el único país al que oyen con confianza Cuba y Nicaragua. Les dije que Cuba, a la que nosotros mantenemos informada, está consciente del riesgo que existe actualmente, y se está portando en forma razonable. Insistí, por otro lado, en que no se puede privar a Nicaragua de un segmento de sus relaciones exteriores: hay que aceptar que Nicaragua tiene el derecho de relacionarse con el bloque socialista.

		La visita de Shultz me dejó claro que las relaciones entre Estados Unidos y la Unión Soviética están sumamente tensas. Jorge Espinosa de los Reyes, nuestro embajador en Washington, me dijo que el embajador de la Unión Soviética —que tiene 21 años en Washington y es el decano del cuerpo diplomático— le comentó que nunca antes, en su experiencia, habían estado tan tensas las relaciones entre los soviéticos y los americanos.

		El 12 de abril, el director del Eximbank, William Draper, me dijo una frase que me impresionó: “Ahora ustedes son la segunda prioridad para los Estados Unidos. El único problema mayor que tienen es una posible guerra nuclear”.

		Pero volviendo sobre la visita de Shultz, Enders, Regan y Baldrige, cabe mencionar que originalmente sólo iban a venir a la III Conferencia Binacional México-Estados Unidos los tres primeros funcionarios: Shultz y Enders como representantes de la política, y Regan del dinero. Sin embargo, yo solicité que también viniera un representante del comercio, lo que explica la presencia de Baldrige.

		En este sentido, mi interés era hacer sentir a los norteamericanos que pueden ayudarnos por medio del comercio. Nos deben permitir exportar ya que, por el momento, es difícil pensar que nos puedan brindar ayuda adicional en el terreno de la negociación de nuestra deuda externa. La presencia de un representante del comercio era, en todo caso, simbólica, pero establecía la importancia que para nosotros tiene un trato positivo del gobierno norteamericano en ese terreno, pues en la situación actual resulta muy difícil que podamos concurrir de manera libre al mercado internacional. Por ello debemos buscar la forma de evitar el proteccionismo norteamericano respecto a nuestros productos de exportación.

		La administración pasada estuvo a punto de lograr un arreglo comercial bilateral con los Estados Unidos, mismo que se suspendió en el último momento, pues los norteamericanos ya estaban en la disposición de esperar al nuevo gobierno para cerrar cualquier trato. En lo sustantivo, este acuerdo significa que otorguen a nuestras exportaciones el beneficio de la prueba del daño, a cambio de lo cual exigen que haya ciertas normas para evitar que nosotros otorguemos subsidios excesivos a nuestras exportaciones hacia Norteamérica. Con la visita de Baldrige, las negociaciones en este terreno se han reabierto. También se volvió a abrir el tema del atún. Todo esto significa que ya se están normalizando las relaciones que estaban suspendidas. La misma reunión binacional constituye una prueba de ello.

		Los norteamericanos dejaron ver su voluntad de apoyo, demostrando que México tiene para ellos un interés vital. Respecto a la viabilidad de nuestra política económica, les he hecho ver que, con ciertas flexibilidades que me son indispensables para asegurar la estabilidad política, continuaremos con el programa propuesto. En el terreno del financiamiento también hubo resultados positivos. Creo que sobre esto ya no tienen ninguna duda.

		La tensión en Centroamérica, pese a nuestros esfuerzos, siguió cobrando fuerza. El 16 de abril, Brasil detuvo un par de aviones libios que llevaban oculta una carga de armamentos para Nicaragua. El Presidente brasileño me comentó después que su país no había tenido alternativa, pues habían pretendido engañarlos diciéndoles que la carga era de medicinas. De cualquier forma, el incidente cayó como anillo al dedo, en el momento adecuado, para dar elementos comprobatorios al discurso que Reagan pronunció ante el Congreso de su país el día 27 de abril, en el que inscribía el conflicto centroamericano en el contexto de la confrontación entre los Estados Unidos y la Unión Soviética.

		Hay quienes han querido presentar ese discurso como el parto de los montes, cuando en realidad no dijo nada nuevo. El discurso que yo pronuncié en Cancún el día 28, durante la cena que ofrecí a Figueiredo, en el que condené cualquier tipo de intervencionismo en la región centroamericana, no fue una contestación al de Reagan. Ya lo tenía hecho, y no sentí necesario modificarlo.

		La posición del Grupo Contadora es clara y está logrando adeptos en los Estados Unidos. Los pronunciamientos de Figueiredo durante su visita a México, en abril, fueron más allá de lo que habíamos previsto. En ellos externó el apoyo sin reservas que Brasil brinda a las gestiones del Grupo Contadora. Señaló que la solución al conflicto centroamericano exige la participación de las naciones latinoamericanas e identificó el origen de la crisis en las condiciones económicas y sociales que viven esos pueblos.

		El Grupo Contadora sigue trabajando afanosamente y, sin embargo, todavía no existe un acuerdo pleno sobre la estrategia que debemos seguir para lograr la paz negociada en Centroamérica. En todo caso, esa estrategia no incluye la participación de diferentes grupos políticos dentro de cada país; se refiere simplemente a las relaciones entre países.

		Yo siento que las naciones centroamericanas no están cooperando lo suficiente para lograr la paz negociada. En Honduras y Guatemala permea claramente la posición de los Estados Unidos. En El Salvador el gobierno es más moderado. Las posibilidades de que Centroamérica ayude para que se dé en el área una paz negociada dependen en mucho de la posición de Nicaragua. No bastan las invitaciones que el canciller nicaragüense Miguel d’Escoto ha hecho para que visiten su país grupos norteamericanos. Hace falta que el gobierno sandinista haga declaraciones tajantes y abiertas; que ofrezca garantías a Estados Unidos de que Nicaragua no quiere depender de la Unión Soviética. Estas declaraciones, además de exponer su postura de no alineación, deben dejar muy claro que Nicaragua no buscará exportar su revolución, que tratará de mantener una economía mixta y que congelará su carrera armamentista.

		La posibilidad de que esto ocurra es incierta, pues en Nicaragua hay dos bandos: aquellos que sí están dispuestos a abrirse en este sentido y aquellos que prefieren morir antes que negociar con Estados Unidos. Yo creo que si los pasos que he mencionado se dieran, sí habría posibilidad de una paz negociada, porque a Reagan no le conviene un conflicto armado que pudiera llegar a ser prolongado y sangriento. Al contrario, el Presidente norteamericano podría presentar, por razones electorales, un acercamiento real con Nicaragua como una victoria personal, pero no veo que esto esté sucediendo.

		

	
		

		Visita del Presidente de Brasil, João B. Figueiredo

		

		Abril fue un mes muy activo para nuestras relaciones internacionales. El día 26 recibí en visita oficial al Presidente de Brasil, João Baptista de Oliveira Figueiredo. Fue la primera que tuve de un presidente extranjero, y significó un primer acercamiento importante entre México y Brasil.

		Había ciertas expectativas de que esta visita fuera difícil, ya que las relaciones que Echeverría y López Portillo mantuvieron con Brasil fueron distantes. Concretamente, las entrevistas entre estos presidentes mexicanos y sus contrapartes habían sido poco exitosas, e incluso alcanzaron cierto tono negativo, como ocurrió con la visita que López Portillo realizó a Brasil en julio de 1980. En esa ocasión, la relación personal entre los presidentes, tan importante en este tipo de reuniones, se vio ensombrecida por los comentarios que la prensa brasileña hizo durante la misma estancia de López Portillo en ese país. Éstos se generaron por ciertas actitudes personales de la señora López Portillo. Se reseñó que había hecho volar un piano hasta el cuarto de su hotel y que su vestimenta era estrafalaria. Estos detalles, aunque banales, dieron pie a tensiones innecesarias.

		Había otros elementos que parecían indicar que el encuentro entre Figueiredo y yo tendría un ambiente difícil. Los brasileños querían darle a la reunión un tono muy formal, incluso distante. Por ejemplo, considerando que el encuentro tendría lugar en un centro turístico tropical como lo es Cancún, hicimos consultas para saber el tipo de ropa que nuestros visitantes juzgaban adecuado. Nos hicieron saber que Figueiredo llegaría de traje y corbata y que deseaba que las cenas oficiales fueran de traje oscuro. Nosotros sugerimos que las pláticas entre él y yo se dieran en un ambiente más informal, a lo que se nos contestó que Figueiredo asistiría sin corbata.

		Otro detalle indicativo de la actitud de los brasileños fue la respuesta de la esposa de Figueiredo, quien ante nuestra invitación para que hiciese visitas a los sitios arqueológicos de la península de Yucatán, manifestó su preferencia por permanecer sola en su hotel. Este panorama no mejoró cuando Figueiredo bajó de su avión con un semblante muy adusto, muy seco. Al instante comprendí que el saludo iba a ser de sólo “un cuarto de abrazo”.

		Por otro lado, la reunión estaba muy preparada. El servicio exterior brasileño es muy capaz y, gracias a ello, desde un mes antes teníamos los borradores de todos los documentos, incluso de los discursos que habrían de pronunciarse. Es importante reconocer que muchas de las iniciativas fueron suyas. La visita estaba encaminada sólo a afinar algunos puntos de esos documentos y, sobre todo, era para que Figueiredo y yo pudiéramos conocernos.

		Después de esta primera visita oficial, tengo la impresión de que la simpatía y confianza que pueden generar los presidentes en su trato personal es muy importante.

		Aparte de la relación positiva que logramos establecer el presidente Figueiredo y yo, la reunión se dio en el contexto de una buena disposición de nuestras dos naciones. A ello contribuyó el hecho de que ya no se está compitiendo por el liderazgo en América Latina. Brasil, de hecho, ha resuelto, gracias a la capacidad de su servicio exterior, todos sus problemas fronterizos, dando con ello fin a sus supuestas ambiciones imperiales en América del Sur. También ayudó al éxito de la reunión el hecho de que los brasileños se encuentren apachurrados y humillados por su actual situación económica.

		Lo fundamental, sin embargo, consistió en hacerles sentir que yo no tengo prejuicios definitivos contra los gobiernos militares. Esto fue muy importante, porque hasta este momento México había manifestado su recelo respecto al gobierno brasileño, actuando como si ese país tuviera un gobierno dictatorial absoluto, demostrando desconfianza por los militares, a quienes implícitamente calificaba de gorilas. Creo que esto era una postura equivocada, pues yo encontré en Figueiredo una voluntad democratizadora. De hecho, casi la mitad de sus gobernadores son de la oposición. No es por tanto un gobierno dictatorial; simple y llanamente funcionan de una manera diferente a la de nosotros.

		La visión de Brasil como la palanca norteamericana en América del Sur también es falsa. Respecto a sus relaciones exteriores, yo sentí a Figueiredo bastante independiente. Brasil ya no puede ser considerado como el subimperio.

		Este cambio en nuestra actitud permitió que el clima de la reunión fuera muy satisfactorio. Me parece que todos los acuerdos que logramos son viables, aunque estoy muy consciente de que se requiere mucha perseverancia de nuestra parte para hacerlos efectivos.

		Las pláticas entre Figueiredo y yo resultaron agradables y enriquecedoras, aunque debo confesar que la forma en que se desarrollaron fue para mí una sorpresa. Nuestras primeras conversaciones se dieron en el trayecto entre el aeropuerto y su hotel. En esa ocasión, como parecía natural, hablamos de cosas intrascendentes.

		Lo sorprendente fue que cuando llegaron las pláticas oficiales, continuamos con temas personales irrelevantes: él me platicó sobre su padre; hablamos sobre los hijos y la familia. Mientras la charla amistosa se prolongaba, yo me preguntaba: “¿Por dónde iniciaré los temas que debemos tratar?”. Sabía que éstos estaban definidos en los borradores, pero sentía que era necesario abordarlos personalmente con el presidente Figueiredo. Estuve esperando, dejando que él llevara la conversación para ver si empezaba a tocar alguno de los asuntos que teníamos que tratar. Pero no, continuaba con una conversación como la que hubiera podido ocurrir entre dos amigos. Mientras pasaba el tiempo, yo, desconcertado, me preguntaba: “¿Qué no vamos a hablar de nada?”. Decidí por fin empezar con mucho cuidado a tocarle ligeramente algunos de los temas importantes, a lo que él me contestaba con una frase afirmativa de apoyo y descartaba el tema. No quería entrar propiamente en materia. Seguíamos platicando y, de nuevo, buscaba yo la ocasión para mencionarle algún asunto que sintiera delicado y, de nuevo, me respondía afirmativamente con una frase y continuaba contándome anécdotas. Por ejemplo, en un momento dado, le sugerí la posibilidad de realizar una reunión entre los intelectuales de México y Brasil, a lo que contestó con cierto desinterés: “Sí, cómo no, que se junten”. Propuse entonces que también lo hicieran los comerciantes. Su respuesta fue: “Dígame usted qué reuniones quiere y las realizamos”. Con ello liquidó el tema.

		Pensé que cuando menos el asunto de Centroamérica requeriría un diálogo más abierto, pero cuando empecé a tratar ese tema me interrumpió para decirme: “Nosotros apoyamos plenamente su postura y estamos de acuerdo en hacer una declaración en ese sentido”. Así que me fui dando cuenta de que su estilo consistía en dejar que nuestros colaboradores afinaran aquellos borradores, que de hecho ya habíamos aprobado, y que la plática entre él y yo fuera totalmente informal. En el fondo, su interés consistía en propiciar un conocimiento mutuo de nuestras personalidades. Naturalmente, yo me di cuenta de que él, entre anécdota y anécdota, registraba perfectamente los puntos que yo le tocaba, pero le parecía más importante desarrollar un ambiente de confianza y naturalidad entre nosotros.

		Este diálogo informal me permitió conocer mejor algunos de nuestros propios aspectos como nación y como gobierno, pues la necesidad de explicarnos frente a otros nos lleva a conocer y comparar los rasgos que nos caracterizan. En un sentido amplio, la comparación entre las dos naciones me permitió apreciar que somos países muy similares en problemas y objetivos.

		En un análisis más concreto, me di cuenta de que el sistema político mexicano es más articulado que el brasileño, y que en nuestro país el Estado cuenta, a pesar de los desgastes, con mayor poder y margen de maniobra que el Estado brasileño. Al hablar de margen de maniobra me estoy refiriendo al hecho de que aquí contamos con un partido mayoritario muy disciplinado y que, por otro lado, el Poder Ejecutivo tiene un alto grado de influencia sobre todos los sectores de la sociedad. El Presidente de Brasil me comentó, en un momento dado, que él gobierna contra todos. Me dijo que el ejército lo apoya en su mayoría, pero que, fuera de ello, gobierna contra los obreros, los empresarios, el clero y la prensa. En Brasil, donde la sociedad es más fuerte, organizada y contestataria, el Presidente tiene que hacer componendas de intereses para poder gobernar.

		No cabe duda de que entre más adelantada es una sociedad, más difícil resulta gobernarla, y la brasileña es más fuerte que la nuestra. Por ejemplo, y en comparación, yo reconozco que no puedo decir que la selección de mi gabinete estuvo influida por diversos grupos políticos; al contrario, formé un equipo homogéneo sobre el que tengo absoluto control y en el que mis colaboradores no tienen compromisos de lealtad más que conmigo.

		Otra comparación que pude establecer y que me resultó satisfactoria fue la de mi equipo frente al equipo brasileño. Sentí que había equivalencia en la preparación y capacidad de ambos grupos. La única diferencia notoria fue el promedio de edad, que en el caso de los brasileños debió andar por los 65 años, en tanto que en el nuestro era aproximadamente de 42 años. Por otro lado, no sentí que hubiera ninguna diferencia de fondo por el hecho de que varios de los funcionarios brasileños fueran militares.

		Creo que la reunión fue muy positiva. Figueiredo se fue muy bien impresionado de nosotros. Al despedirse, me dijo que no dejaba a un colega sino a un amigo. Se despidió dándome un fuerte abrazo. Nuestro acercamiento quedó expuesto en el comunicado conjunto de México y Brasil. Las declaraciones de Brasil fueron más allá de lo que esperábamos. Su apoyo al Grupo Contadora fue cabal. Todo esto permite concluir que, pese a las dificultades que preveía para esta reunión, logramos un desarrollo muy alentador, con un primer acercamiento de fondo entre México y Brasil.

		

	
		

		Negociaciones salariales: posición de la CTM

		

		Abril fue difícil, pues mientras actuábamos para fortalecer nuestra política centroamericana, tuvimos que enfrentar, en casa, los problemas y las presiones que derivaron de la solicitud de aumento salarial de emergencia que interpuso la CTM ante la Secretaría del Trabajo. Esto ocurrió el 11 de abril, y tuvo como antecedente inmediato los aumentos en los precios de la leche y de la gasolina, anunciados los días 4 y 6 de abril, respectivamente.

		El aumento en el precio de la leche demostró, según Fidel Velázquez, el fracaso de la política de contención de precios. Su crítica, ahora dirigida contra el gobierno, fue el epílogo de una larga cadena de protestas por el encarecimiento de la vida. Hasta ese momento, el máximo líder obrero atribuía el fenómeno exclusivamente a la falta de solidaridad de los empresarios.

		Ahora bien, no era posible dejar de aumentar el precio de la leche, pues estaba bajando la producción. Los ganaderos de la leche ya estaban matando las vaquillas. Éstas son realidades que si no reconocemos en su momento, después se hacen cada vez más difíciles de enfrentar.

		Fidel Velázquez me señaló que el alto costo de la leche se debe a que su esquema de producción es malo. Sí lo es, pero no se puede cambiar por decreto. En cuanto a la gasolina, estamos siguiendo el camino que nos trazamos, que es el de valorizar los precios del sector público. Sé que la gente ya está cansada de nuevas medidas; querría que dejáramos las cosas quietas. Tal actitud existe aun en mi gabinete, pero si dejo que la inercia nos gobierne, las cosas pueden empeorar con rapidez, lo que provocaría periodos de escasez de determinados productos, con la consecuente irritación popular.

		La decisión de subir el precio de la gasolina se tomó en el marco de una disciplina política clara. En todo caso, no se discutió más allá de si el aumento debía ser de tres o de cuatro pesos. Fui yo quien se inclinó porque el aumento fuera de cuatro pesos, pensando en que el golpe psicológico no sería distinto y que, sin embargo, el diferencial me daría un margen para cubrirme de los imponderables que puedan presentarse en el curso del año.

		La petición del aumento salarial de emergencia destapó un problema muy delicado y me obligó a gobernar, de manera constante, en el filo de la navaja: entre una racionalidad económica y un manejo político.

		El proceso se inició cuando todavía no tenía una estrategia general respecto al movimiento obrero y, menos aún, una táctica concreta. Tal ausencia resulta, como tantas otras cosas, de la carencia de estudios que permitan hacer planteamientos sistemáticos o que auxilien en la toma de decisiones. No sé si esos estudios jamás se hicieron o si simplemente nuestra costumbre obliga a todo presidente a empezar su gestión con el escritorio vacío.

		Para modificar tal situación, le había encomendado a la Secretaría del Trabajo y a la Secretaría de Gobernación que estudiaran las centrales obreras y a sus líderes; en fin, que prepararan un mapa real de lo que es el movimiento obrero. Éste es muy complejo, porque la CTM, que es el núcleo central, tiene un liderazgo muy disparejo en los distintos estados de la República. La CROC, que cuenta con líderes más activos, le está robando clientela a la CTM y a la CROM, mientras mantiene una postura más cercana al gobierno. También están los sindicatos de industrias estratégicas que son, en sí mismos, otro universo. Aunque formalmente militan en la CTM, de hecho tienen una dinámica autónoma.

		Sin embargo, reflexionando en un terreno más amplio, la CTM ha ido cobrando mayor peso político al trascender la esfera laboral y plantear enfoques globales sobre la sociedad mexicana. Sus tesis han influido en el acontecer político, y han llegado a ser retomadas por el gobierno. Este proceso se inició en la época de Echeverría, cuando éste alentó a jóvenes economistas para que le brindaran apoyo ideológico al movimiento obrero. Entre ellos puede contarse a Armando Labra, Ifigenia Martínez y Jesús Puente Leyva. Por su parte, el movimiento obrero se ha beneficiado con este tipo de apoyos, pues reconoce que necesita una mayor solidez ideológica para defenderse. Otros individuos trataron de hacer lo mismo para la CNC, pues este grupo tampoco es capaz de plantear, por sí mismo, tesis más amplias. Sin embargo, este esfuerzo no encontró el ambiente necesario para prosperar.

		El régimen de López Portillo se inició, al igual que éste, con un control de las demandas salariales. Hubo entonces que compensar al movimiento obrero permitiéndole exponer sus puntos de vista en el nivel macro. Esto ha continuado en el presente. Ahora la CTM cuenta con jóvenes intelectuales como Arturo Romo, de quien me dicen que se acercó a la CTM por medio de Rodolfo Echeverría Ruiz, y que actualmente es embajador. Otro caso sería Ángel Aceves, quien dirige el IEPES y es un economista estudioso. Aceves es más útil, más político que Romo.

		La función de estos individuos podría calificarse como de intermediarios entre la CTM y el gobierno. Su fuerza dentro de la confederación depende del contacto real que tengan con el Presidente y sus secretarios. Si éstos se enfrían con ellos, inmediatamente pierden influencia. Su intermediarismo también funciona en el otro sentido: permite al Presidente usarlos para enviar mensajes y orientaciones a la CTM.

		La CTM continuará fortaleciéndose ideológicamente, pues ya probó la miel que le significa opinar sobre los asuntos de gobierno. Seguirá demandando la solución de asuntos concretos, pero su negociación abarcará peticiones más amplias e, incluso, posiciones de gobierno para su gente. Sobre este último punto, cabe mencionar que me llegaron a solicitar una secretaría de Estado. Les di una subsecretaría en Pesca, que ocupa Alfonso Calderón. Para compensar esta petición, metí un subsecretario de clara orientación empresarial, Francisco Cano Escalante, en Comercio.

		En la situación actual, es importante apoyar a la CTM y no a los sindicatos independientes. El país necesita fortalecer sus instituciones y lograr un equilibrio político sólido. Yo prefiero una alianza franca con el movimiento obrero organizado, que andar con apoyos fatuos a sindicatos independientes. Lo que se necesita es fortalecer alianzas que puedan ser efectivas. Por ello, he propiciado un claro acercamiento con Fidel Velázquez. Su presencia sigue siendo determinante y su actitud, en los primeros meses de mi gobierno, había sido muy solidaria. Un reflejo del apoyo que nos brindó el viejo líder en esos meses se encuentra en lo que, con buen humor, me platicó Farell. Me dijo, algún día que conversamos en el mes de marzo, que había visto desmejorado a Fidel Velázquez, más delgado y cansado. Esa noche no pudo dormir tranquilo: soñó que se moría don Fidel y se despertó sudando.

		En ese contexto, en el que nuestra relación con el movimiento obrero organizado era de franca alianza, quiso probarnos don Fidel. El 11 de abril, la CTM presentó al secretario del Trabajo un documento en el que solicitaba la reunión inmediata de la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos, señalando la necesidad de un aumento salarial de emergencia. Pedía, en ese mismo documento, la congelación de las rentas.

		Para saber hasta dónde era posible o necesario elevar el salario, tuve que evaluar, además de los factores económicos, el estado de ánimo del movimiento obrero. Necesitaba saber hasta dónde puedo continuar estirando la cuerda, consciente de que si ésta se estira demasiado, pueden ocurrir problemas como los que atravesaron, en esos días, países que de hecho tienen una situación mejor que la nuestra. Baste con observar las manifestaciones obreras ocurridas en São Paulo o las dificultades que tuvo Francia.

		Otro factor importante para evaluar la situación fue reconocer que si bien la demanda de aumento salarial se funda en el encarecimiento real de la vida, la decisión de Fidel Velázquez, al destapar un problema tan delicado, debe entenderse como parte de su estrategia global. Esta estrategia consiste en tomar la delantera en determinados problemas, para evitar que sus propios líderes se le salgan de control o que los sindicatos independientes lo rebasen.

		Para medir el estado de ánimo de los trabajadores tuve presente que Fidel Velázquez, en sus peticiones, siempre tiende a cubrirse más de lo que se descubre. Por ejemplo, el hecho de que el desempleo no haya alcanzado el nivel negativo que en un momento dado supusimos, se ha convertido, en su opinión, en una prueba de que a los empresarios no les está yendo tan mal y que, por tanto, pueden y deben dar un poco más al movimiento obrero.

		Hubo enormes expectativas sobre cómo procederíamos ante el problema salarial. En verdad era un asunto delicado, pues si no lo manejábamos con todo cuidado podía dar al traste con nuestro programa económico, al dejarle la rienda suelta a la inflación. El momento era crítico, por lo que el peso de mi evaluación sobre los estados de ánimo resultaba determinante. Ésta es la responsabilidad que un sistema como el nuestro impone al Presidente.

		A los empresarios les pedí que mantuvieran una posición discreta. Les mandé decir que no era el momento para estridencias verbales, pues si ellos lanzaban ataques contra don Fidel, éste se vería en la necesidad de hacer lo mismo, creándome un ambiente muy difícil para las negociaciones. Lo entendieron y me hicieron caso. Creo que ahora ya puedo decir que los tengo planchados, cuando menos en un 90 por ciento.

		Recibí, el 20 de abril, a un grupo de empresarios encabezado por Fernando Marina, presidente de la Canaco. De esa reunión me quedó claro que si bien los empresarios se encontraban a la expectativa, me estaban observando. Me dieron a entender su mensaje: “Ahora vamos a ver quién manda”. En concreto, les dije que mi posición consistía en buscar la moderación salarial. Ellos destacaron que el tiempo y el monto eran determinantes, por lo que los tranquilicé diciéndoles que la decisión no se tomaría antes del primero de mayo, como en esos días empezó a exigir Fidel Velázquez. Por táctica política, no podía ceder ante ese tipo de presiones. Don Fidel y yo somos amigos, pero quise que sintiera que nuestra alianza no significa sometimiento.

		Desde luego pensamos en dar respuesta a las otras peticiones que Fidel Velázquez planteó ante la Secretaría del Trabajo, pues a nosotros en nada nos beneficia lastimar su imagen pública o su credibilidad ante el movimiento obrero organizado. Además, estamos conscientes de la necesidad de proteger con más energía el consumo de los trabajadores. Por ello, de inmediato promovimos programas gubernamentales que den mayor apoyo a la canasta de productos básicos y nos dedicamos a desarrollar un plan de vivienda. Teníamos que hacer algo, pero lo haríamos con la calma requerida. El día 13 anunciamos que se reuniría la Comisión Nacional de Salarios Mínimos, aunque no en forma automática e inmediata, sino de acuerdo con lo estipulado por la ley.

		Por su parte, la Secretaría del Trabajo le preguntó a Fidel Velázquez si ya tenía los estudios necesarios para solicitar un aumento salarial de emergencia, esto es, estudios que señalaran cómo repercutiría el aumento en la economía nacional o cómo se afectaría la balanza de pagos. Don Fidel contestó que esas cosas técnicas nos las dejaba a nosotros. Pero nosotros le hicimos ver que no estábamos en tiempos normales, que esta negociación se estaba realizando en medio de una crisis y que, por ello, las dos partes, tanto el gobierno como el movimiento obrero organizado, debían involucrarse y responsabilizarse de las decisiones, porque si éstas acarreaban problemas políticos, las dos partes seríamos afectadas.

		La Comisión Nacional de Salarios Mínimos tarda cuando menos 30 días hábiles en hacer los estudios y las negociaciones necesarias, por lo que nada podía decidirse hasta finales de mayo. Esto lo aclaramos con don Fidel, haciéndole ver que no podíamos acatar su petición de fijar los salarios mínimos antes del primero de mayo sin demeritar la fuerza del gobierno. En ese momento pareció entender nuestra posición: no dio muestras de disgusto. Sin embargo, el ambiente crecía en tensiones y expectativas. El esperado anuncio sobre los aumentos salariales y la perspectiva del desfile del primero de mayo calentaban el ambiente.

		A pesar de la tensión política que ello significaba, decidí no anunciar el aumento salarial hasta la tercera semana de mayo, con la idea de que los nuevos salarios mínimos entraran en vigor el primero de junio. Lo hice así al apreciar que don Fidel había actuado en forma autónoma, es decir, sin negociar su decisión con las otras organizaciones que componen el Congreso del Trabajo. Esto provocó, por tanto, malestar y disgusto entre los dirigentes de la CROC, la CROM, la COR y otras organizaciones obreras que no aceptan el liderazgo abierto de don Fidel. El Congreso del Trabajo es todo menos monolítico, y esta situación de diferencia interna entre ellos me permitió concluir que la presión que estaban ejerciendo sobre el gobierno era manejable. Por eso, opté por una solución que nos dejara justamente a la mitad del camino entre la fecha propuesta por Fidel Velázquez y la que nosotros habíamos previsto a principios de año.

		Respecto a los estudios económicos que solicité a la CTM y al Congreso del Trabajo para medir el impacto que los aumentos en los salarios tendrían en los productos finales al consumidor, con el fin de hacer corresponsables a los líderes obreros de la decisión, no tuve ninguna respuesta. De hecho, don Fidel no preparó estudio alguno y mi petición no le hizo ningún efecto. Él tiene años de negociar los aumentos salariales con base en el regateo, por lo que ni siquiera una crisis económica de la magnitud de la que ahora atravesamos hace posible cambiar su forma de operar. En el fondo, esto demuestra el gran primitivismo de nuestras organizaciones sindicales.

		La verdad es que los asesores que auxilian a Fidel Velázquez son profesionales de una calidad muy mediana que, posiblemente para justificarse ante él, le presentan de vez en cuando estudios económicos. Cuando don Fidel ve que esos estudios tienen jiribilla política, los toma y los hace suyos.

		También me he dado cuenta de que entre los asesores de don Fidel hay grandes divergencias. Por un lado se encuentran los tradicionales, como Porfirio Camarena y Reyes Medrano, que tienen muchos años de estar trabajando para la CTM. Por el otro lado, hay jóvenes como Arturo Romo y Ángel Aceves, que han decidido hacer carrera política apoyándose en el movimiento obrero. Entre ellos mismos hay profundos desacuerdos y esto se agrava por el recelo que sienten de todos los asesores los líderes de los sindicatos. Esta situación es aprovechada por Fidel Velázquez para jugar, dándose un margen de movimiento entre ellos. Por ejemplo, esta petición de alza salarial no fue negociada por don Fidel con los otros líderes de la CTM, lo que de hecho no importa demasiado, pues éstos manifiestan gran disciplina en torno a su líder, aunque seguramente les irritó mucho que ni siquiera los haya consultado.

		Ahora bien, si esta forma tan peculiar de proceder de don Fidel nos dio un margen de tiempo para responder a su petición salarial, también es cierto que sentimos la necesidad de precipitar algunas acciones que teníamos planeadas, a fin de dar rápida respuesta a sus otras demandas. Antes del primero de mayo sacamos los programas de vivienda del Departamento del Distrito Federal y de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología. También hicimos movimientos, si no para incrementar cuando menos para recalcar nuestra acción respecto a los productos básicos, como importar productos para combatir prácticas especulativas o ampliar líneas de crédito de Fonacot para la adquisición de productos básicos por medio de la Conasupo. Reconozco que si bien se habían dado los pasos necesarios para apoyar los productos básicos, no se había hecho la suficiente propaganda o promoción sobre ello.

		

	
		

		Giras de trabajo por los estados

		

		La negociación salarial marcó, junto con la labor internacional, el desarrollo del mes de abril. Pero no fue lo único; el ritmo de mis actividades continuó como siempre. Junto a los problemas específicos hay cosas rutinarias que, no por serlo, pierden importancia o utilidad. Tal es el caso de las giras de trabajo que realizo en los diferentes estados de la República.

		El pueblo necesita la presencia física, tangible, del Presidente de la República. La satisfacción de esta necesidad es el objetivo principal de mis giras de trabajo. Sin embargo, el alcance de éstas es más amplio: propicia la interacción de diversos funcionarios. El Presidente se sirve de las giras para conocer y darse a conocer al pueblo, al gobernador anfitrión y a los funcionarios federales que lo acompañan. También se beneficia al observar las relaciones entre dichos funcionarios. A la postre, el Presidente aprovecha el tiempo y el espacio de las giras para ir acercando e involucrando tanto al gobernador como a los funcionarios federales con sus metas políticas y programáticas.

		La presencia del Presidente de la República en diferentes localidades brinda la oportunidad de que diversos grupos de la sociedad le hablen en forma directa; con ello sienten que son considerados y atendidos por el gobierno y honrados frente a la comunidad. Por ello, me parecen positivas las participaciones breves de muchas personas. Por ejemplo, en Morelos, hubo una reunión en la que hablaron por turno, durante uno o dos minutos, los 19 ayudantes de un presidente municipal. Su problemática la puedo conocer desde mi oficina, pero desde ahí no es posible transmitirles mi interés por resolver sus problemas, ni la satisfacción de habérmelos transmitido personalmente.

		En lo que se refiere a los gobernadores, las giras exhiben de manera inequívoca su estilo personal de gobernar. Ello es apreciable no sólo por la forma en que éstas se desenvuelven, sino también, y de manera importante, por aquello que escogen mostrarme. Debido a ello, no he querido establecer un procedimiento único para las giras. Esto lastimaría la susceptibilidad de los gobernadores, pues los haría sentir que se tienen que sujetar a un cartabón impuesto. Prefiero adaptarme a las características de cada gobernador, percibiéndolos como realmente son y aceptando que su comportamiento debe variar según el grupo social al que estén enfrentando, que no se puede usar la misma receta para tratar a la sociedad moderna que a la tradicional. Por eso he dejado que cada gobernador marque las pautas en las giras por sus estados, tratando de atender sus sugerencias. Les he pedido que se coordinen con la Secretaría Particular y con el Estado Mayor, a fin de crear un proceso de emulsión en el que se respeten las iniciativas de los gobernadores, dentro del marco de austeridad que yo he propuesto.

		Para los gobernadores, el objetivo fundamental de las giras es transmitirme, con acciones, la convicción de que, gracias a su intervención, las fuerzas sociales de su estado me apoyan. Pero, en la realidad de nuestro sistema político, es el gobernador quien necesita el apoyo del Presidente: por eso requiere su presencia en el estado, por eso lo presenta al pueblo como el factor de todo bien. En este esfuerzo también es claro que el gobernador busca congraciarse con el Presidente en pago del apoyo recibido o para preparar el camino del que habrá de pedir.

		La justificación de que diversos funcionarios federales acompañen al Presidente durante las giras de trabajo por los estados es múltiple. Ellos deben asistir para aprender, sobre la marcha, a entender al Presidente y lo que éste quiere lograr. El Presidente los lleva para acercarlos a las trincheras, para que vean con sus propios ojos el espacio físico y humano donde sus decisiones deben convertirse en realidades.

		Por otro lado, la presencia de los funcionarios propicia el diálogo directo con los gobernadores, como frecuentemente ocurre durante los tiempos de transportación entre un acto y otro. Por ejemplo, en la gira de Morelos, Lauro Ortega le reclamó a Horacio García Aguilar que la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos no lo esté ayudando. Las giras también sirven para “balconear” a los secretarios de Estado, esto es, para dejar que sean vistos cerca del Presidente y, con ello, fortalecer su imagen, pues al Presidente le sirven mejor secretarios con presencia y prestigio.

		Finalmente, las giras también permiten a los funcionarios federales convivir y dialogar. Su participación en las giras o el tiempo que dedican a acompañarme en ceremonias y actos públicos debe tener un límite razonable. Para medir tal situación, le pedí a Carlos Salinas que analizara la proporción de su tiempo que me dedica, y encontré que ésta es menor que la que yo le dedicaba, como secretario de Programación y Presupuesto, a López Portillo.

		Considero que las giras de trabajo por los estados deben cerrar con las palabras del Presidente, quien debe retomar lo más significativo de la visita y, con ello, brindarle su apoyo al gobernador. El tono que deberá emplear depende del foro, aunque es claro que las palabras del Presidente tendrán un doble auditorio, el local y el nacional.

		El viernes 8 de abril visité el estado de Morelos. La experiencia fue positiva, pues además de lograr escaparme de mi oficina y descansar de las jornadas tensas que ahí tengo, pude ver y palpar la actividad del gobernador Lauro Ortega. Su estilo es tradicional: le gusta gestionar todo personalmente. Pero no cae de lleno en lo que podría denominarse un estilo caciquista, pues su solución a los problemas de los pueblos sí tiene estructura. Por ejemplo, presenciamos en Tehuixtla el fin de un proceso en el que normalmente Ortega se sienta frente al pueblo y a los funcionarios locales para escuchar los problemas de la localidad y buscar su solución. El gobernador escucha las peticiones, ve si éstas son razonables y decide si entregará o no el dinero para su solución. Si la decisión es afirmativa, le da el dinero a un comité de vecinos para que éste lo administre, aunque el depósito en el banco lo establezca en cuenta mancomunada de los vecinos y el presidente municipal, a quien también hace responsable de su buen uso. Con ello establece una participación real de la comunidad en el manejo del dinero que se le asigna.

		En Morelos me resultó satisfactorio ver que el gobernador tiene animados a los empresarios de su estado. Por ejemplo, Cintrón, quien durante mi campaña electoral habló con un tono crítico que me obligó a intervenir para marcarle un alto, ahora se manifestó muy positivo. Don Lauro me lo había advertido, diciéndome que ya notaría el nuevo tono de los empresarios. Pude apreciar que los ha acercado al gobierno, que los ha hecho participar y comprometerse. Resultado de ello es el comité empresarial que encabeza Alina Rivera Torres, el cual ha acordado comercializar los productos que los diferentes pueblos puedan producir.

		Es sorprendente ver cómo el gobernador investiga qué productos tienen demanda nacional o extranjera y organiza a los pueblos para su producción, dejando a los empresarios el problema de la comercialización. Así descubrió que había demanda en los Estados Unidos de tarántulas, alacranes y lagartijas, y tiene gente cazándolos, o incluso criándolos, para la exportación. También encontró una demanda estadounidense de un millón y medio de jaulas para pájaros, hasta ahora provistas por Taiwán. El hecho es que organiza a los pueblos para que produzcan aquéllo en lo que ya tiene asegurado un mercado, sin importar lo que esto pueda ser. Creo que incluye hasta chalequitos para perro. Esta concepción, aparentemente bucólica, permite un desarrollo intermedio, pues da ingresos por exportaciones.

		Todo esto lo promueve Ortega con recursos del estado. Un primer resultado de este esfuerzo se puede ver en Ahuehuetzingo, donde la presidenta municipal me dijo que el programa estatal de desarrollo ha permitido dar empleo a todos los habitantes del pueblo, reincorporar a otros que lo habían abandonado y que aún tiene 50 empleos que ofrecer.

		En fin, habrá que esperar para ver cómo funciona esto a la larga, para ver si no se generan más expectativas que resultados. Sea como fuere, Lauro Ortega está en la escala superior de los gobernadores activos, que resuelven más problemas que los que dan. La verdad es que tengo a varios gobernadores muy echados y, por contraste, Lauro Ortega resulta loable.

		A Tlaxcala fui el 14 de abril. Ahí, el gobernador Tulio Hernández aprovechó su discurso, por cierto muy bien armado retóricamente, para dejarme ver su postura ante los convenios que se han firmado entre los estados y la Federación. Concretamente, señaló que el Convenio Único de Desarrollo firmado con la Secretaría de Programación y Presupuesto no debe entenderse como una camisa de fuerza para la entidad, sino que hay que adaptarse a las peculiaridades de ésta. Dijo también que el convenio con la Contraloría General de la Federación, primero de su naturaleza, tampoco deberá entenderse como una fiscalización a los estados, pues ello significaría que éstos son tratados como menores de edad.

		La importancia de estas observaciones consiste en que seguramente reflejan el sentir de la mayoría de los gobernadores, pues defienden la autonomía de los estados. Las entiendo, pero si he establecido estos controles sobre la actividad de los estados es porque tengo que cuidar que la descentralización de recursos no vaya en demérito de la eficacia global del aparato gubernamental que, sin ser perfecta, puede abatirse.

		Ahora bien, es evidente que la relación entre los funcionarios federales y los funcionarios estatales requerirá siempre un estira y afloja y, si acaso un delegado federal se pone difícil, el gobernador reaccionará.

		En esta gira, como en otras, la prensa ignoró las palabras del gobernador, dando importancia sólo a las mías. Me parece inadecuado que sólo se destaquen las palabras del Presidente de la República y se releguen las de su interlocutor. Habrá que buscar la forma de cambiar esto. Los gobernadores requieren que se les reconozca mayor peso, pues de hecho son muy importantes.

		Por otro lado, el 15 de abril se reunió el Gabinete de Comercio Exterior. En esa ocasión se aprobó el documento que se publicaría el 9 de mayo, relativo a la simplificación y agilización de trámites administrativos para la exportación. Las modificaciones que impusimos fueron una respuesta a las constantes quejas que los exportadores venían haciendo por el burocratismo proveniente del régimen anterior. Pero el problema central para los exportadores es, sin duda, el control de cambios. Hay que simplificarlo. Sin embargo, la posibilidad de hacerlo está estrechamente vinculada con el volumen disponible de divisas. El margen de maniobra no permitía, en ese momento, simplificarlo a un ritmo más acelerado.

		Por otra parte, existen fenómenos enraizados en la complejidad de nuestra propia sociedad que entorpecen las exportaciones. Por ejemplo, me informan que los aduaneros, que ya no pueden cobrar mordida por las importaciones, ahora se están compensando con las exportaciones.

		También en el mes de abril decidimos aumentar las tarifas aéreas, ferroviarias y de puentes y caminos federales. De este gobierno se puede decir lo que se quiera, menos que no toma decisiones.

		

	
		

		Mayo de 1983

		

	
		

		Día del Trabajo: temor a la violencia

		

		ASÍ LLEGÓ EL DÍA DEL TRABAJO, que es una fecha trascendente en nuestro calendario político. Se especuló mucho sobre el desarrollo que tendría el desfile de ese primero de mayo. Yo sabía que la situación iba a estar caliente, con el riesgo de llegar incluso a la violencia. Sabía que había maniobras organizadas para desafiar al gobierno.

		Había evidentes tensiones en las mismas filas del Congreso del Trabajo ante la negociación salarial y la expectativa de que ese día se anunciarían los salarios mínimos. Otros hechos de los días previos al desfile abrían la posibilidad de un distanciamiento serio entre los trabajadores y el gobierno. El ambiente se estaba encendiendo y tuvimos que actuar con rapidez para evitar complicaciones mayores. Concretamente, el Departamento del Distrito Federal resolvió unos días antes los problemas entre los trabajadores del Metro y de los autobuses, quienes ya habían realizado varios paros.

		A los sindicatos universitarios que amenazaban con irse a la huelga el 11 de mayo, les ofrecimos que se les tomaría en cuenta al determinar los aumentos salariales y les advertimos que, si se lanzaban a la huelga, que en el fondo se originaba en problemas de lucha interna, la declararíamos ilegal. Esto los hizo desistir y se limitaron a realizar un paro de 24 horas el 29 de abril. Los partidos políticos de oposición, que pretendían aprovechar el Día del Trabajo para hacer manifestaciones de protesta contra la política gubernamental, simple y llanamente no tuvieron el eco necesario para crearnos problemas serios.

		La posición del gobierno respecto al desfile del primero de mayo consistió en sugerirle al Congreso del Trabajo, que es el que organiza este evento, una actitud liberal. En concreto, sugerimos que se abrieran a la posibilidad de que participaran, bajo su control, las organizaciones disidentes afiliadas a ese organismo.

		Por otro lado, di instrucciones para que, durante el desfile, la policía sólo acordonara el sitio por donde iban a pasar los trabajadores, y para que evitara a toda costa intervenir en los pleitos que pudieran surgir. Naturalmente, yo tenía el temor de que hubiese violencia y quería evitar, en el caso de que ésta se desatara, un enfrentamiento entre los trabajadores y las fuerzas públicas. Incluso solicité al Estado Mayor, que tradicionalmente vigila la fachada de Palacio, que mantuviera sus fuerzas dentro de Palacio Nacional. Propuse que fueran los mismos trabajadores los encargados de guardar el orden.

		En principio, el Congreso del Trabajo estuvo de acuerdo en permitir la participación de sus grupos disidentes, aunque poniéndoles ciertas condiciones. Ahora el CT siente que esos grupos violaron los compromisos contraídos y, por tanto, se encuentra muy molesto con ellos. Concretamente, en lo que se refiere al magisterio, el Congreso del Trabajo había acepado que la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación participara junto con el SNTE, asignándole el sitio exacto en el que deberían marchar. Pero, en el último instante, Jonguitud, en un acto que podría considerarse de rebeldía a las sugerencias del gobierno, decidió que los trabajadores del SNTE apretaran filas para inhibir la participación de la Coordinadora. Los dos grupos venían preparados para los golpes: armados con reatas y palos. Inevitablemente se dieron sus buenos golpes. Para mí lo importante es que las fuerzas del orden público no hayan participado en ese zafarrancho, porque sé que me andan buscando, que quieren encontrarme con uno o varios muertitos. Con el desfile les demostré que no voy a caer en su provocación.

		Creo que fue un desfile bueno, ordenado en su mayoría, aunque haya habido ciertos desbordamientos. Entre estos últimos puede contarse la participación no prevista de los miembros del STUNAM o de los integrantes del Partido Revolucionarios de los Trabajadores. Al pasar frente al balcón presidencial, sus gritos y pancartas fueron agresivos. Esto no debe sorprendernos: sabemos quiénes son, conocemos sus objetivos y la manipulación de la que son objeto. Cuando escuché sus gritos increpadores, entre los que destacaba “¡Ésos son los que irán al paredón!”, no me enojé porque no fue una sorpresa, porque estoy preparado para que en una situación como la que está atravesando el país, con una crisis económica que afecta severa y directamente a los trabajadores, ellos se desahoguen con gritos de esa naturaleza. Mientras todo quede en eso, el saldo naturalmente debe ser considerado como positivo. Yo creo que les sorprendió que yo no mostrara el enojo que ellos tanto desean. Por otro lado, los dirigentes del PRT me expresaron posteriormente que no había sido gente suya, sino infiltrados, quienes gritaban las frases ofensivas.

		Los golpes que hubo ocurrieron del otro lado del Zócalo y no frente al balcón presidencial. Considero que esto es positivo, pues pudo haber ocurrido de otra manera, cuando los trabajadores del Congreso del Trabajo que venían justo atrás de los grupos de “colados” los empezaron a empujar para evitar que bloquearan el desfile, tal como pretendían hacer. Los empujones no pasaron a incidentes mayores, a pesar de que los ferrocarrileros, quienes me parece que seguían al STUNAM y al PRT, cuentan con fuerzas de choque, retaguardias y toda la estrategia necesaria para el enfrentamiento.

		Así que haciendo un balance del desfile del primero de mayo, puedo decir que lo considero como positivo. Mi percepción del ambiente que imperaba entre los trabajadores, en ese momento, es que estaban apretados, pero no enojados.

		Los incidentes ocurridos durante el desfile y los comentarios que suscitaron provocaron un aumento en las tensiones dentro del movimiento obrero. Las expectativas de la sociedad crecieron, pues Fidel Velázquez declaró, el 3 de mayo, que era inminente el anuncio del aumento al salario mínimo. Pronto sabríamos la estrategia que pensaba emplear para presionarnos. Pero como la negociación salarial habría de convertirse en el problema central del mes de mayo, prolongándose hasta junio, primero anotaré otros hechos que también tuvieron repercusión en mayo, mes que resultó bastante movido.

		

	
		

		El campo: insuficiencia de precios de garantía

		

		El 9 de mayo se anunciaron los nuevos precios de garantía para los principales productos agropecuarios. Ello significó un aumento promedio de aproximadamente 80%. Sin embargo, los costos de producción en el campo se habían elevado en cerca de 120%, lo que significa que los nuevos precios, por sí solos, eran insuficientes para recapitalizar el campo. Lo que se buscó con ellos fue evitar una precipitación dramática de la crisis en el sector agropecuario.

		El camino para determinarlos fue largo. El gabinete agropecuario —compuesto por los secretarios de Hacienda, Programación y Presupuesto, la Contraloría General, Agricultura y Recursos Hidráulicos, Comercio y Fomento Industrial y la Reforma Agraria— trabajó cerca de cuatro meses en ello. En el proceso de toma de decisión se escucharon los puntos de vista de todos los secretarios involucrados, pero, claro, no a todos se pudo satisfacer. Por ejemplo, el secretario de Agricultura me dijo que si realmente quería favorecer la producción y el empleo en el campo, lo que debería hacer era fijar primero los precios de garantía, acomodando después los otros factores económicos para resistir el impacto.

		Esto no es posible, porque si así se actuara y se elevaran en forma importante los precios de garantía, se produciría un impacto inmediato en los precios en su conjunto y, por consiguiente, en los salarios. La única forma de evitar ese fenómeno es aumentar decididamente los subsidios, pero ello nos llevaría a romper los límites del déficit que nos hemos fijado, y la inflación terminaría por aniquilar cualquier efecto benéfico que con tales precios se hubiese buscado.

		Así que fijamos los nuevos precios de garantía en el nivel más alto que pudimos, pero tomando en cuenta dos premisas inalterables: 1] el límite de lo que se podía repercutir al consumidor y 2] el límite presupuestal para subsidios. Sobre el primer punto, debe recordarse que existían acuerdos para ligar los salarios mínimos con los precios al consumidor de los productos básicos. Hicimos cálculos con base en un aumento salarial de 18% y obtuvimos la frontera de lo que podría pagar el comprador por ellos. El segundo factor estaba, en lo esencial, predeterminado a la baja.

		Inevitablemente fue el consumidor urbano el más favorecido, pues es quien tiene la organización política necesaria para concertar acuerdos sobre precios y salarios. El desequilibrio entre el campo y la ciudad sólo podrá ser contenido mediante la moderación de los salarios y la acción de los subsidios. Esto, necesariamente, tiene que ser gradual. Sin embargo, debemos estar conscientes de que esta desigualdad se manifiesta en la protesta campesina, que si bien no se expresa en forma tan política como la de los grupos urbanos, no es por ello menos grave. Consiste en dejar de sembrar, en desemplearse y emigrar a las ciudades. Nuestro problema estriba en que la medición de esta protesta silenciosa y desordenada es prácticamente inexistente.

		La información sobre los problemas de los campesinos es incierta. Los informes verbales que me dan —únicos con los que cuento— frecuentemente son contradictorios. Por ejemplo, durante el tiempo que duró este proceso para fijar los precios de garantía, un día me decían que si no fijábamos los precios para tal fecha, los campesinos no sembrarían sus tierras y, antes de esa fecha, me informaban que ya todos los campos estaban sembrados.

		Es muy difícil tomar decisiones en un ambiente de tanto desconocimiento. Ahora me doy cuenta de que todo el país es un gran cuarto oscuro en el que hay que caminar a tientas. Poco sabemos de los problemas de los campesinos: no tenemos formas de medir su realidad. Con frecuencia debo actuar con base en la sensibilidad y la intuición, apoyándome exclusivamente en los informes verbales que recibo de diferentes grupos.

		Me han hablado de que hay malestar en el campo, pero eso no impidió que tomara decisiones. La palabra malestar asusta a todos. Me dicen, por ejemplo: “Si subimos el precio de la gasolina, va a crecer el malestar”, a lo que tengo que responder: “Pues que haya malestar; yo también lo siento”. Sé que el malestar es generalizado y, sin embargo, tenemos que actuar, tenemos que tratar de resolver los problemas. No podemos dejar que la inercia o el temor nos gobiernen.

		Hay malestar entre los productores agrícolas, pero también existen formas viciosas de compensarlos, como puede ser que no se les cobren créditos que se les otorgan. Esto ocurre aunque levanten cosechas, pues tanto los campesinos como los agricultores ya se acostumbraron a que el dinero que les presta Banrural es, en el fondo, un regalo. Esto se debe a que todas las prácticas que relacionan al gobierno con el sector rural están muy descompuestas por la falta de disciplina; están sumidas en la corrupción y la ineficiencia. En el campo resulta prácticamente imposible diferenciar entre los elementos del gobierno y aquéllos a los que deben beneficiar. Los agentes de Banrural, por ejemplo, están estrechamente ligados a los productores beneficiados por el crédito, lo que explica, en buena medida, las razones por las que no se les cobra el crédito.

		Tenemos que elevar la eficiencia burocrática. Por ello me encuentro satisfecho con el método seguido por el gabinete agropecuario para trabajar este problema. He tratado de lograr que los gabinetes especializados —el económico, el de salud, el de comercio exterior y el agropecuario— funcionen con un esquema de trabajo piramidado, esto es, reuniendo primero a los técnicos, después a los subsecretarios y, finalmente, a los secretarios. De esa manera la labor se realiza en equipo y las conclusiones que me presentan vienen avaladas por los secretarios, pues ya son resultado de documentos preparatorios. Sólo así pueden ser conclusivas estas reuniones.

		En algún momento sentí que en el gabinete agropecuario no existía suficiente comunicación entre sus integrantes. En especial, que los secretarios no estaban leyendo y trabajando suficientemente sobre los documentos preparados por los técnicos. En esas circunstancias, resultaba difícil tomar decisiones. Por ello, les pedí que volvieran a reunirse e hicieran el trabajo previo.

		Ya hoy los gabinetes están trabajando de manera sistemática. El gabinete económico —formado por los secretarios de Hacienda, de Programación y Presupuesto, de la Contraloría General, de Energía, Minas e Industria Paraestatal, de Comercio y Fomento Industrial, y del Trabajo— se está reuniendo cada semana. Mi actitud en este tipo de reuniones consiste en tratar de distender el ambiente, pues creo que de esta manera todos pueden trabajar mejor.

		Quien inició e impulsó mucho el trabajo de los gabinetes especializados fue López Portillo. La diferencia entre lo que ocurría entonces y lo que está ocurriendo ahora es, sustancialmente, la forma de trabajo propia del Presidente. La forma de trabajar de López Portillo consistía en enfrentar a la gente. Esto ocurría particularmente en el seno del gabinete económico. En una primera etapa, cuando estaban ahí tanto Tello como Oteyza, se daban verdaderas batallas campales en las que incluso se utilizaban gestos y expresiones muy fuertes, tales como señalar que determinada postura era fascista e implicaba una traición a la patria. El ambiente era desagradable, porque el gabinete parecía estar dividido entre buenos y malos, entre progresistas y reaccionarios. Yo participé durante la etapa en que se enfrentaban Tello y Oteyza con Moctezuma, pues yo era subsecretario y asistía como apoyo de Moctezuma. Cuando la situación llegó a ser insostenible, López Portillo decidió que abandonaran el gabinete tanto Tello como Moctezuma. Con ello se calmó un poco el ambiente, pero en el fondo la lucha seguía siendo sorda.

		Por otro lado, me parece que durante las reuniones no se trataban los temas con suficiente sistema: no había trabajo previo a las presentaciones; los subsecretarios asistían para matizar ahí la opinión de los técnicos. Finalmente, el presidente López Portillo daba cierto tipo de parámetros, y parecía osado rebasarlo.

		

	
		

		Renovación moral: casos de Everardo Espino y Roberto Martínez de la Vara

		

		Pero volviendo a los eventos que singularizan el mes de mayo, cabe apuntar que el día 9 fueron acusados de peculado, ante la Procuraduría General de la República, Everardo Espino, Vladimir León, Francisco Algorri y Roberto Martínez de la Vara López Portillo.

		La información que yo tenía era que habían sustraído del presupuesto de la Comisión Nacional de la Industria Azucarera la cantidad de 112 millones de pesos, que habían depositado en cuentas privadas sin justificar su uso. Ello parecía comprobar el peculado. Sin embargo, surgieron una serie de embrollos que nos hicieron ver que no teníamos la madeja bien desenredada. En la Procuraduría, Espino presentó cajones con recibos que comprobaban el destino de buena parte de ese dinero. Esencialmente, eran pagos hechos a la prensa y al PRI. Espino señaló que había realizado esos gastos por órdenes muy superiores. Pero yo recuerdo, por haberlo comentado tiempo atrás con López Portillo, que éste negó haberle dado instrucciones a Espino en ese sentido.

		Sea como fuere, el hecho es que esos recibos nos pusieron en una situación muy difícil, porque si exhibíamos su contenido, la prensa desataría un tremendo follón. Podía declarar que el dinero que había recibido era por servicios prestados y que, en todo caso, la prensa no era culpable de la corrupción de los funcionarios. No venía al caso, en este momento, reavivar un asunto tan complicado. Mucho menos aún lastimar el prestigio del PRI. De cualquier forma, hubo los elementos suficientes para proceder y, aunque finalmente se procesó a Espino solamente por 39 millones de pesos, creo que el impacto simbólico fue importante; como también lo fue en el caso de Lidia Camarena, la funcionaria de Productos Pesqueros en el sexenio pasado, a quien se le comprobó un fraude por 10 millones de pesos.

		Vladimir León y Francisco Algorri pudieron demostrar que sólo habían sido ejecutores de las órdenes de Espino, cuya firma medió en todas las entregas de dinero que ellos hicieron. Por ello, yo considero que su responsabilidad está muy atenuada, sobre todo en un sistema como el nuestro, en el que un subalterno difícilmente puede poner en duda la palabra o la firma de su superior.

		No detuvimos a Roberto Martínez de la Vara López Portillo, sobrino del ex Presidente, porque la sola denuncia en su contra suscitó un gran nerviosismo entre los grupos políticos allegados a López Portillo. Por ejemplo, el hijo de Rubén Figueroa le habló a Emilio Gamboa para preguntarle si era cierto que existía una orden de aprehensión contra su padre. El profesor Hank, por su lado, también se alteró mucho, y supe que la familia López Portillo se encontraba en cónclave familiar. Seguramente todos se preguntaban: “¿Quién seguirá?”. López Portillo se movió, aconsejado por Hank y por conducto de Galindo Ochoa. Este último repartió dinero a la prensa para que la información sobre el asunto se manejara veladamente y las noticias relativas pasaran a las páginas interiores de los periódicos.

		El 16 de mayo me enteré por el periódico que López Portillo iba a salir del país. Le pedí al Estado Mayor que me investigara qué había de cierto en ello. La respuesta que recibí fue que el ex Presidente efectivamente iba a salir de México, pero que me hablaría para despedirse. Cuando lo hizo, me preguntó cómo me iba, y yo le contesté que podía ver que las cosas estaban difíciles; que me veía en la necesidad de aceptar males menores para evitar males mayores. Espero que haya entendido esta frase y el mensaje que con ella le quise dar.

		El día 19 me vino a ver Hank González. Me dijo que López Portillo estaba muy lastimado, porque no se le avisó que se denunciaría a su sobrino. Me llegó a decir que si López Portillo hubiese sabido lo que iba a ocurrir, él mismo hubiera llevado a su sobrino a la Procuraduría. Este argumento es infantil.

		Puede concluirse que este asunto, si bien no fue brillante, por lo menos dejó hechos claros: por un lado, Espino se encuentra en la cárcel y, por el otro, existe orden de aprehensión contra el sobrino de López Portillo. En este asunto, como en tantos otros, hay que irse acostumbrando a que no siempre se gana, ni siempre se puede lograr todo lo que uno se propone.

		

	
		

		Elecciones: sucesión en el gobierno de Baja California

		

		El miércoles 11 de mayo el PRI destapó a Xicoténcatl Leyva como su candidato a la gubernatura de Baja California. Para tomar la decisión correspondiente recibí información tanto de la Secretaría de Gobernación como del PRI. Gobernación me pasó una carpeta con los datos biográficos de todos los precandidatos y el PRI me dio su visión de las cosas. Los mecanismos de información funcionaron y de hecho coincidieron en muchos puntos, pero no obtuve los resultados que yo hubiera deseado: no estaba claro quién podía ser el candidato adecuado.

		La mayoría de quienes fueron precandidatos están relacionados entre sí y con los miembros de las administraciones anteriores. Todos, además de ser políticos, son hombres de negocios muy ricos y mutuamente asociados. No parecía haber, a primera vista, ningún bajacaliforniano que mantuviera una actitud independiente y que contara con la suficiente fuerza local para ser candidato. Esto último es determinante para ganar las elecciones, pues en ese estado la derecha es fuerte.

		Resultó frustrante tener el proyecto y la voluntad para imponer a un cierto tipo de gobernador y, sin embargo, no encontrar el elemento humano con que lograrlo. Para ubicarme mejor ante las opciones, ensayé una modalidad que me sugirió Bartlett, la cual consistió en dialogar personalmente con los cinco precandidatos más destacados y escuchar de viva voz su opinión sobre la problemática y el futuro del estado.

		Lo que me animó a apoyar a Leyva fue el hecho de que era el precandidato más independiente de los grupos de poder de Roberto de la Madrid y de Milton Castellanos, quienes tienen mucho peso en el estado, sobre todo desde que se unieron después de haber estado peleados. De hecho, y como resultado de pactos internos, ellos manifestaron simpatía por todos los precandidatos. No vetaron a ninguno. De cualquier forma, Leyva era el más independiente, entre otras cosas, por no pertenecer a ningún grupo de negocios. Esto no quiere decir que no tenga su dinero, sino que ha destacado más como profesionista, labrándose un buen prestigio en el sector obrero. Finalmente, tiene la edad adecuada, 42 o 43 años, para que su presencia signifique un cambio generacional.

		Éstas fueron las razones que animaron mi decisión. Lo subrayo, pues sé que la prensa destacó que Bartlett apoyaba la candidatura de Óscar Baylón Chacón y Lugo Verduzco la de Francisco Santana, lo que llevó a varios a suponer que, por ello, yo apoyé la tercera opción. Esto es falso, como también lo es que alguno de los funcionarios mencionados haya tratado de influir en mí ponderándome a algún precandidato en particular. Ahora bien, si en algunos sectores de la opinión pública mi decisión fue interpretada como una demostración de que no voy a apoyar más a Gobernación que al PRI, o viceversa, entonces puedo concluir que se logró un subproducto positivo.

		En este proceso de sucesión estatal fui sumamente respetuoso, al instrumentar mi decisión política por medio del PRI. En el sexenio pasado, cuando se destapaba a un candidato a gobernador, lo primero que hacía éste era entrevistarse con el Presidente de la República, para ver después al secretario de Gobernación y, finalmente, al presidente del partido. A Gobernación le correspondía organizar la gran ceremonia: su titular era quien llamaba al candidato, al gobernador, al PRI, a los sectores que conforman el partido. Ahora fue el presidente del partido quien le comunicó a Leyva la decisión de postularlo como candidato, y fue también el presidente del partido quien habló con los líderes sectoriales nacionales y quien giró las instrucciones al aparato local para poner en marcha la candidatura. No fue sino después de todo esto que Leyva se entrevistó con el secretario de Gobernación y, finalmente, conmigo. Así que le dimos una vuelta completa al proceso.

		Por otro lado, cuando el presidente del PRI me preguntó que cómo manejaríamos las presidencias municipales, yo le dije que eso lo resolviera él, que se pusiera en comunicación con la Secretaría de Gobernación para ver la información confidencial que ahí se tiene, y que platicara con los precandidatos. Yo no quise participar directamente, para dejar que el aparato político cumpliera sus funciones.

		Creo que es muy importante fortalecer el PRI. Considero que Adolfo Lugo Verduzco está haciendo una tarea seria: está viajando, está promoviendo cambios y, con ello, le está dando un mayor nivel a la presidencia del partido.

		En la toma de protesta de Xicoténcatl, el 17 de mayo, Lugo Verduzco arremetió contra el PAN. Censuró la reunión que ese partido sostuvo en Hermosillo, el 22 de abril, con funcionarios de la embajada norteamericana, miembros de la iniciativa privada y dignatarios eclesiásticos. El traspié del PAN fue utilizado por el PRI como parte de la lucha electoral. El tema ocupó a la opinión pública durante varios días y motivó recriminaciones exageradas de parte de algunos partidos de oposición.

		

	
		

		Chiapas: plan de desarrollo

		

		El 12 y 13 de mayo dimos a conocer, durante mi gira por el estado, el Plan Chiapas.

		Chiapas es posiblemente la entidad que tiene la población y la situación social y económica más heterogéneas en todo el país. Por un lado, 28% de su población es considerada indígena y, en este sentido, es el estado que, relativamente, tiene más indígenas en la República. Por otro lado, la falta de comunicaciones ha permitido que subsista una organización política basada en cacicazgos.

		Este atraso político lleva aparejada una mala distribución de la tierra. El grupo económicamente más poderoso es el de los cafetaleros, quienes mantienen una vida arcaica. Me dijo el gobernador que todavía tienen cárceles privadas en sus fincas, a las que reducen a los trabajadores cuando se emborrachan. Perdura ahí una forma de explotación sumamente atrasada, pues la actitud de los finqueros parte de la idea de que pronto se les va a quitar todo cuanto poseen y que, por tanto, no vale la pena hacer ningún esfuerzo por mejorar las condiciones de vida de sus trabajadores. Están decididos a sacar, a la brevedad, todo el dinero que les sea posible. No están realizando ningún esfuerzo de reinversión.

		El estado es rico en recursos naturales. Sin embargo, su población está mal distribuida, ubicándose en las zonas altas, que son más pobres. Ahí se encuentran los indios, y como no existen vías de comunicación, éstos han permanecido aislados, conformando grupos verdaderamente decadentes, con poca posibilidad de ser incorporados al progreso sin romper definitivamente sus esquemas culturales. En este sentido, Chiapas sólo es comparable con Oaxaca, puesto que Yucatán tiene una población más homogénea.

		Otro aspecto problemático en Chiapas es el enfrentamiento entre los grupos de misioneros protestantes y los sacerdotes católicos. El protestantismo en Chiapas ha penetrado, logrando, en muchas ocasiones, que algunas comunidades no solamente se conviertan al credo que ellos predican, sino también que adopten ciertas actitudes vitales y éticas que han repercutido en la mejoría de su nivel de vida. Este fenómeno, naturalmente, causa celo e irritación entre los sacerdotes católicos, quienes son los primeros en promover las invasiones de tierras en esos pueblos.

		A los problemas propios de la entidad, ahora se suman los que resultan de ser frontera con Guatemala. Actualmente viven en el territorio chiapaneco entre 30 000 y 50 000 refugiados, quienes ya están teniendo enfrentamientos con nuestra población, que los rechaza.

		Yo creo que lo que resultará más efectivo para la modernización en el Plan Chiapas es el establecimiento de vías de comunicación. Esto, sin duda, transformará las estructuras de la sociedad chiapaneca.

		El Plan Chiapas, que representa la mayor inversión que destinaremos a un solo estado, busca modernizar la entidad. Su habitual problemática política y social se agrava por su ubicación estratégica: su frontera con Centroamérica le da relevancia política y sus recursos petroleros la ubican en la perspectiva de un cambio acelerado.

		Es posible considerar que la enorme inyección de recursos que se destinó a esa entidad puede traer modificaciones en sus estructuras económicas, sociales y de dominación, como de hecho ocurrió en Tabasco durante el sexenio pasado. Ahí, el desarrollo petrolero cambió la situación del estado: dañó severamente la agricultura y la ganadería; provocó una fuerte migración a las ciudades, y dio lugar a una inflación superior a la nacional y al surgimiento de grupos de presión política antes inexistentes, como el de los transportistas o el mismo sindicato petrolero.

		En el caso de Chiapas siempre ha existido un marasmo social. En el sexenio pasado, el gobierno del estado tuvo, gracias a la bonanza petrolera, mucho dinero disponible, pero lo gastó de una manera sumamente desordenada. Ahora nosotros, con el Plan Chiapas, creamos una estrategia que significa un adelanto en materia de orden, concepto antes inexistente.

		Ahora bien, es imposible prevenir y planear nuestra actuación ante todos los problemas que se puedan presentar. Lo único que está a nuestro alcance es estar alertas y funcionando de manera eficiente. En realidad, como se puede ver, mucho en la acción de gobernar es echarse al agua. No es posible detenerse hasta lograr una organización perfecta y cabal, para entonces entrarle a los problemas. Las circunstancias no nos permiten ese tiempo; hay que aventurarse a hacer las cosas, aunque, claro, dentro de parámetros racionales.

		Por ello es necesario crear planes para todos los estados. Así podremos decirles a los gobernadores: “Aquí está tu chamba”. Sólo así estaremos en condiciones de definir metas y caminos.

		Sin embargo, hay gobernadores que son verdaderamente impermeables al trabajo ordenado, otros tienen temperamento abúlico y se encuentran decididos a no dejarse perturbar por la crisis y sus problemas. El gobernador de Guanajuato, Enrique Velasco Ibarra, por ejemplo, está muy enamorado y se ha abandonado en aras de un romance que seguramente ha de ser muy bonito, pues me informan que se pasa las tardes caminando por el campo. Acaba de casarse y parece que lo único que le interesa es vivir una especie de luna de miel permanente. A Graciliano Alpuche Pinzón, de Yucatán, lo veo muy limitado. Y Carlos Jonguitud, de San Luis Potosí, está muy enojado con nosotros porque no lo apoyamos para ganar la presidencia municipal de su capital, elección para la que ya tenía las boletas electorales preparadas. Ahora resiente que no lo ayudamos a aplastar a Salvador Nava, el presidente municipal panista que ganó esas elecciones. De manera que aun haciendo planes, resulta difícil lograr que los gobernadores asuman su responsabilidad y se pongan a trabajar.

		La única forma de superar esta situación consiste en procurar que las estructuras gubernamentales funcionen con la mayor eficacia y que cumplan adecuadamente sus atribuciones. Pero mientras esto sucede, no se puede dejar de actuar. Hay que prever los problemas que se puedan ir presentando, pero entendiendo que las estructuras políticas reaccionan a base de retos; los planes concretos representarán retos concretos para los gobernadores.

		

	
		

		Muerte de Miguel Alemán

		

		Miguel Alemán Valdés murió el sábado 14 de mayo. Sus homenajes fúnebres cobraron una gran dimensión debido, fundamentalmente, a la promoción que de ellos hizo Televisa. No debe olvidarse que éste es un grupo ligado a la familia Alemán. La ceremonia luctuosa ocurrió conforme a las ordenanzas militares. De hecho, no son muy claras las formalidades que deben utilizarse cuando muere un ex presidente, pero sí lo son respecto a quienes han tenido mando militar. Así que, por analogía, yo decidí que se le diesen esas honras fúnebres a Miguel Alemán. Sé que ello causó críticas, particularmente entre los grupos intelectuales, pero yo siento que no era momento para andarse con pequeñeces.

		La actuación de Alemán como Presidente de la República tuvo un saldo positivo: ayudó a afianzar el civilismo y consolidó la estabilidad del sistema. Manuel Ávila Camacho ya había hecho mucho en este sentido; ya había salvado al gobierno revolucionario del cataclismo que representó el cardenismo. Es indudable, por otro lado, que Alemán le dio al país un impulso modernizador, aunque también debe reconocerse que afinó los sistemas de control político, creando con ello una etapa de baja politización social.

		Como ex Presidente, Miguel Alemán se organizó para salir y vivir como el más rico. Hasta donde yo tengo información, le sigue Echeverría. En el caso de López Portillo, yo creo que la imagen de su riqueza sobrepasa por mucho a la realidad; imagen provocada por las famosas casas y por los gastos excesivos que realizaron durante su sexenio las personas cercanas a él. Ruiz Cortines salió sin dinero y López Mateos y Díaz Ordaz tampoco hicieron gran fortuna.

		En cuanto al papel y la importancia de los ex presidentes, debo reconocer que todavía no he tenido el tiempo suficiente para formarme una opinión definitiva, pero hasta donde he podido apreciar conservan ciertos sectores de opinión que les son favorables. Por tanto, siguen con influencia en algunos grupos. Obviamente, los grupos que los consideran y los sectores de la opinión pública que los atienden son aquéllos con los que estuvieron relacionados y a quienes beneficiaron durante sus regímenes presidenciales.

		Hasta ahora, yo no he sentido presiones de Echeverría o de López Portillo en asuntos de gobierno. Considero que la influencia de los ex presidentes no es suficiente para una acción positiva, pero sí lo es para una acción negativa: tienen en su poder los elementos necesarios para agitar, para molestar, pero no para actuar.

		En México, el sistema de no reelección implica que la gente no quiere que los ex presidentes se metan en política. El pueblo parece exigirle al nuevo Presidente que no se deje influenciar por los ex presidentes, como si le dijeran: “No te dejes influir, porque si lo haces, serás vulnerable y te perderemos el respeto”. Por ello los ex presidentes no pueden ser muy fuertes. Por otro lado, yo pienso que a los ex presidentes se les deben dar muestras de consideración y cortesía.

		

	
		

		Negociaciones salariales: prueba para el gobierno

		

		De todas las funciones que corresponden a un presidente y cuya enumeración es larga, las más significativas son su carácter de conductor de las crisis y de gran coordinador del aparato gubernamental. Si esto es cierto en todos lados, lo es más aquí, donde las cosas parecen tan poco claras y las apreciaciones personales que el Presidente pueda hacer resultan determinantes en la toma de decisiones. El proceso de las negociaciones salariales me enseñó vivamente esta realidad.

		La estrategia política y el estilo de negociar de Fidel Velázquez estaban cada vez más claramente determinados por su afán de conservar el liderato máximo entre los trabajadores organizados del país. Este método, que por lo visto le ha resultado muy efectivo durante 42 años, consiste en impulsar, cuando siente que ello destacará su liderazgo, un proceso de presión política.

		El método es eficaz para los fines de don Fidel, pero a veces resulta costoso para el conjunto del movimiento. Tal fue el caso de lo que sucedió en esta ocasión. El 12 de mayo, Velázquez, en forma autónoma, decidió promover emplazamientos generales a huelga a fin de que, antes del 30 de mayo, fecha determinada para los estallamientos, se fijara un aumento de 50% a los salarios mínimos. Su acción puso en evidencia la división en el seno del Congreso del Trabajo: los líderes de la CROC, la CROM y la FSTSE declararon inicialmente que no consideraban que los emplazamientos fueran el mejor camino para la negociación y se manifestaron reacios a apoyar tal moción. Sin embargo, la presión de la CTM y el ambiente que ésta creó obligaron a que esas centrales se unieran, aunque no sin resentimiento, a las demandas de don Fidel. El 16 de mayo, el Congreso del Trabajo acordó emplazar a huelga en los términos propuestos por la CTM.

		El arranque de Fidel Velázquez obedeció a que estaba molesto y sentido con nosotros, sobre todo porque no anunciamos los salarios mínimos cuando él lo solicitó. Es claro que decidió revirarnos y por ello lanzó los emplazamientos a huelga. En su malestar pudo haber influido, aunque él diga que no, el acercamiento del secretario del Trabajo a la CROC. Tal vez temió que si no actuaba para demostrar lo incontestable de su liderazgo, otros grupos obreros podrían cobrar mayor aliento. Tampoco debe descartarse que su razonamiento pudo estar envuelto por cierta sensibilidad senil. Sea como fuere, es posible que don Fidel se haya dicho: “¡Voy a ver hasta dónde calo!”.

		A partir de la fecha en que se anunciaron los emplazamientos y durante dos semanas, Farell no buscó a Velázquez. Al contrario, como se hizo público por la prensa, el 13 de mayo el secretario del Trabajo lo dejó plantado en la inauguración del Congreso de Alijadores. En este terreno, no cabe duda, Farell juega rudo.

		El lunes 16 de mayo se reunió el gabinete económico para evaluar el impacto que diversos porcentajes de aumento en los salarios mínimos tendrían sobre el conjunto de la economía del país. La verdad es que los miembros de ese gabinete se me estaban ablandando. Llegaron a sugerirme, de manera velada, que permitiéramos hasta 20% de aumento salarial. Tuve que decirles: “Nada de 20. No es posible, a estas alturas, dar 20% de aumento salarial, pues perderíamos todo lo que hemos ganado en estos seis primeros meses. Ustedes más bien ofrezcan 12.5%, como originalmente habíamos programado, cediendo, en caso de necesidad, sólo hasta 15 por ciento”.

		A Farell le dije: “Nos amarramos en 15%. Ésta es una decisión y asumimos todas las consecuencias que puedan venir con ella”.

		En esa semana hubo una conversación entre Farell y Fidel Velázquez que, según me platicaron, fue muy brusca. Farell le dijo a don Fidel que le dábamos 15% de aumento salarial, a lo que éste contestó que eso era una broma.

		—El 15 —insistió Farell.

		—En ese caso, nosotros votaremos en contra de la decisión de la Comisión Nacional de Salarios Mínimos —replicó don Fidel.

		—Pues voten en contra —respondió Farell.

		—Nos ampararemos contra esa decisión —advirtió don Fidel.

		—Usted bien sabe —le dijo Farell —lo que pueden tardar los amparos.

		—Pues en ese caso lanzaremos una huelga general —amenazó don Fidel.

		—Que yo me veré en la necesidad de declarar inexistente —concluyó Farell.

		Mi decisión de ofrecer sólo 15% de aumento fue una posición en esta técnica de regateo que parece ser la única que conoce y entiende Fidel Velázquez. Para él, no tienen sentido las evaluaciones y los estudios económicos para fundamentar la toma de decisiones.

		Por otro lado, llamé a los secretarios de Gobernación, del Trabajo, de Programación y Presupuesto y de Comercio, y les pedí que se reunieran con don Fidel y con Blas Chumacero. Me reportaron que esa reunión también había estado sumamente tensa. Después de oírlos, les dije: “Nos aguantamos”. Entonces añadí, dirigiéndome a Farell: “Llame a la Comisión Nacional de Salarios Mínimos y que determinen 15% de aumento. Declare usted inexistente cualquier huelga que se presente”.

		—Esto puede implicar mucho —replicó Farell.

		—Sí —respondí.

		—¿Qué hacemos si los servicios públicos también se van a la huelga? —preguntó.

		—Los requisamos. Pero —añadí— prepárese, porque los obreros no van a seguir a Fidel Velázquez. En este momento, lo que ellos más desean es defender su empleo. Considere que tal vez ha llegado el momento en que se desintegre la CTM. Dispóngase para actuar con las otras centrales. Nosotros debemos tenerlas prevenidas para que, en caso necesario, absorban a los trabajadores que abandonen la CTM. También prepárese para cambiar los contratos colectivos de las empresas públicas a favor de esas centrales.

		Mientras hablaba, sentí la impresión que mis palabras causaban en mis colaboradores. Mi firmeza los asustó, y en realidad la gravedad de mis planteamientos no era para menos. Yo también estaba angustiado, pero no se los dije. Lo que les dije fue: “Si tenemos que entrarle al problema, le entramos”. Añadí que, en todo caso, yo saldría en televisión para explicar la razón de nuestras acciones y los problemas que enfrentábamos.

		Entonces les pedí que se reunieran con los gobernadores para obligarlos a que asumieran su responsabilidad y nos ayudaran en este proceso, pues muchas veces se quedan al margen.

		También les pedí que se reunieran con los empresarios, que les dijeran que no fueran a ceder en sus contratos con los obreros más allá de lo que realmente podían pagar, porque yo no iba a entrar a salvarlos ni iba a pagar sus facturas. Insistí en que se les concientizara de que las negociaciones salariales estaban en sus manos y de que deberían manejarlas con mucho cuidado, pues si cedían demasiado no debían esperar que después el gobierno les diera subsidios para salir adelante.

		Todos estábamos muy alterados. No sé cómo les haya ido a mis interlocutores, pero cuando menos yo, me quedé varias noches sin dormir.

		Fidel Velázquez se dio cuenta de que nos estábamos moviendo; de que se llamó a los gobernadores para explicarles la situación, y se habló por separado con Rafael Camacho, de Querétaro, y con Emilio González, de Nayarit. En esto fuimos muy claros, pues cuando ellos preguntaron por qué se les había llamado por separado, se les dijo sin tapujos: “Porque ustedes tienen compromisos con la CTM”.

		También se enteró don Fidel de que hablamos con los empresarios y de que estábamos preparando a las otras centrales.

		Hecha la maniobra, Farell me dijo que iba a ir a ver a don Fidel, pues sabía que estaba enojado, triste y sentido.

		—¿Con quién está sentido? —pregunté.

		—Conmigo —respondió Farell.

		—¿Y conmigo? —insistí.

		—No, dice que con usted no.

		—Pues dígale, cuando lo vaya a ver, que el sentido soy yo, porque él empezó este movimiento. Dígale que no me puedo quedar parado, mirando, mientras pasan todas estas cosas. Dígale que ningún presidente, o por lo menos yo no, va a tomar una decisión con la pistola en el pecho. Pero trátelo con cariño.

		En esa reunión, don Fidel le dijo a Farell que todo lo que hacía era para ayudarnos, para luchar contra los empresarios, que son unos soberbios, unos egoístas, unos desnacionalizados. Añadió que lo único que quería era darles un calambre. ¡Vaya argumento! Había que advertirle que no se le fuera a pasar la mano.

		En este nuevo espíritu, Velázquez le ofreció a Farell un pacto de solidaridad entre obreros y empresarios. La idea de este pacto era normar ciertos criterios sobre productividad y eficiencia, así como sobre el combate contra las prácticas especulativas, entre otros aspectos. En él, los obreros renunciarían a sus amenazas de huelga y moderarían sus peticiones salariales, a cambio de una actitud de moderación en los precios y las utilidades.

		Fue en esa ocasión cuando Fidel Velázquez sostuvo, por primera vez, que ya no le importaba el salario mínimo. Aseguró que lo que a él le importaba, y por lo que iba a luchar, era el salario contractual. Esta postura la hizo pública el 24 de mayo. Ante este cambio, les insistí a mis secretarios: “Si ya no le importa a don Fidel el salario mínimo, denle 15% de aumento. Y si presiona, cedan dos puntos, hasta 17 por ciento”.

		La actitud empresarial en todo este proceso fue de reconocimiento y de respeto a la faena que estábamos haciendo. El problema que tengo con ellos es que no tienen un liderazgo organizado: están divididos y cada uno jala por su lado. Los comerciantes, como lo externaron, querían que se diera un aumento salarial fuerte, para que así no bajaran sus ventas. Los industriales, por su parte, deseaban que el aumento fuera lo más moderado posible, pues se daban cuenta de los efectos que un incremento fuerte provocaría en la producción.

		Por otro lado, este proceso me ha servido para descubrir, con sorpresa, la falta de información existente sobre los límites económicos de cada área industrial. Concretamente, quise saber qué porcentaje de aumento salarial resistiría cada una de las áreas industriales, esto es, cuánto podría darse sin desquiciar la industria textil, la siderúrgica, etc. El hecho es que ni los obreros ni los empresarios ni el gobierno me pudieron informar. Al gobierno le corresponde la visión general, pero yo creo que los empresarios sí deberían tener esa información.

		En fin, todo esto nos lleva a ver que el capitalismo en que vivimos es muy lírico, que, en el fondo, también aquí estamos inmersos en un cuarto oscuro en el que los instrumentos de medición son muy imperfectos o de plano inexistentes. Por tanto, las decisiones se tienen que tomar, en buena medida, con base en apreciaciones subjetivas.

		El proceso ha sido aleccionador. Yo creo que los empresarios también han aprendido su lección. Les ha quedado clara la pauta que seguirá el gobierno y, más concretamente, mi actitud frente a las negociaciones. Vieron que soy firme, que no me dejo empujar. Ahora les tocó a los obreros, pero los empresarios saben que no seré diferente con ellos.

		Por eso no me explico la actitud de Goicoechea. No entiendo si forma parte de una conjura y, en todo caso, qué propósitos tiene. No sé de qué le pudiera servir tratar de debilitar al gobierno. Tal vez su actitud se fundamente simple y llanamente en la estupidez o, más probablemente, en la mezcla de estupidez y deseo de desacreditar al gobierno. Me he hecho esta reflexión como resultado de la escena que me hizo durante la LXV Asamblea de la Concanaco, que tuvo lugar el 23 de mayo en Monterrey.

		Lo que ocurrió fue que cuando se me invitó a asistir, le pedí a Héctor Hernández que sondeara el camino. Goicoechea le dijo que todo iba a estar muy bien, que él tendría una actitud muy moderada. Por eso decidí asistir. Sin embargo, ese lunes 23 de mayo los encabezados de todos los periódicos señalaban: “La Concanaco no acepta la rectoría del Estado”. Goicoechea me hizo saber que estaba apenado por esos titulares, pero que, efectivamente, esto era lo que estaba asentado en los documentos de la organización. Señaló, no obstante, que aprovecharía su discurso para matizar la situación. El hecho de que esto no sólo no haya sido el caso, sino de que ese discurso incluyera tres párrafos muy insolentes, cuyas afirmaciones califico de grosería e inmadurez, hace incomprensible su actitud. Su necesidad de sentirse “muy gallito” lo lleva a incurrir en ataques personales. ¿De qué otra manera puedo entender su referencia a los técnicos noveles?

		En esa misma asamblea Héctor Hernández fue abucheado. Lo abuchearon desde unas galerías que estaban oscuras, seguramente ocupadas por porras organizadas para ese efecto, pues enfrente de nosotros, en el área iluminada, nadie se movió. Cuando esto ocurrió, yo me pregunté qué debía hacer. Decidí, en ese instante, que si había un segundo abucheo me retiraría abruptamente. Esto no ocurrió, pero al declarar inaugurada la asamblea les dije algunas cositas que yo creo que habrán entendido.

		La actitud de Goicoechea ha sido reprobada por la opinión pública. Los obreros y los campesinos se le echaron encima, y los comentaristas políticos aprovecharon para darle los coscorrones que siempre quieren dar a los empresarios. Si bien este rechazo público es bueno para nosotros, a mí no me resuelve el problema de tener ahí un grupo dolido, crítico, amargo.

		Goicoechea se reeligió, como es tradición en los organismos empresariales, que generalmente nombran a sus líderes por un año y les dan la reelección por otro más. Esto significa que voy a tener que cargar con él un año más. Ni modo.

		A finales de mayo, la opinión pública estaba muy confundida porque recibía información contradictoria. El viernes 20, Fidel Velázquez propuso que se llegara a un entendimiento respecto a salarios, precios y utilidades y, al día siguiente, la CTM aseguró que se habían hecho 170 000 emplazamientos en todo el país. El lunes 23, Velázquez afirmó que si a los obreros no les convencía el aumento que determinara la Comisión Nacional de Salarios Mínimos recurrirían al amparo. Al día siguiente, la CTM informó que los sindicatos afiliados a esa central deberían desistirse de sus emplazamientos y solicitar sólo 25% de aumento salarial. También afirmó que la tardanza en la fijación de los salarios mínimos era benéfica para la central obrera, pues dejaba a los trabajadores en libertad de convenir con las empresas.

		Ya nadie entendía lo que estaba pasando y el público se empezó a aburrir. La ola de expectativas comenzó a disminuir, aunque surgieron críticas de los partidos de izquierda. Por su parte, el jueves 26, la CTM y el Congreso del Trabajo anunciaron que muchas empresas habían revisado sus contratos colectivos y otorgado más de 25% de aumento salarial. La desinformación continuaba, pues ese mismo día la CTM propuso a las 33 centrales y sindicatos del Congreso del Trabajo su proyecto, ya comentado con Farell, de un pacto de solidaridad que comprometiera a los sectores oficial, obrero y empresarial a mantener estáticos los precios y los salarios.

		El viernes 27 Fidel Velázquez dio a conocer que la CTM ampliaba hasta el 9 de junio el plazo para que las empresas otorgaran 25% de aumento salarial. El STUNAM no acató este llamado y el 30 de mayo estalló la huelga en 10 universidades. Pararon actividades, entre otras, la UNAM, la Universidad Autónoma Metropolitana y la Universidad Pedagógica Nacional, abriendo un nuevo flanco en el conflicto.

		Nuestra información, a finales de mayo, revelaba que muchos líderes obreros tenían la sensación de estar entrampados, de que don Fidel los había colocado en una situación en la que no parecía haber una salida clara. Aun en la CTM, muchos dirigentes estaban enojados porque sentían que los asesores de don Fidel lo habían precipitado en una maniobra de emplazamientos a huelga carente de base jurídica. Sabían que la Secretaría del Trabajo estaba lista para declarar ilegales esas huelgas, y por ello estaban haciendo propaganda para que se arreglaran los obreros con los empresarios. Les estaban pidiendo a sus agremiados que se desistieran de sus emplazamientos a huelga o, cuando menos, que los prorrogaran por 10 días.

		La tensión para nosotros tampoco disminuía, pues por los datos que conocía, de los miles de emplazamientos que se habían registrado, solamente se habían celebrado unos 300 convenios entre trabajadores y patrones. Los medios de comunicación señalaban que esos convenios se ubicaban en torno a 20 o 25% de aumento salarial, pero la verdad es que no sabíamos con exactitud si los empresarios realmente se habían comprometido y qué tan definitivos eran los acuerdos sobre el porcentaje.

		En cuanto a los salarios mínimos, éstos no se habían fijado porque la Comisión Nacional de Salarios Mínimos había suspendido sus reuniones para dar lugar a la elaboración del pacto de solidaridad obrero-empresarial que habían solicitado los trabajadores. El Congreso del Trabajo había nombrado una comisión negociadora para redactar el proyecto de pacto, compuesta por miembros de diversas organizaciones de obreros. Del lado empresarial estaban asistiendo representantes de la Concamin, la Canacintra y la Canaco. La Concanaco no iba; se le citaba, pero no asistía, lo que refleja una actitud de rebeldía infantil.

		Nosotros queríamos que primero saliera el pacto y después se fijaran los salarios mínimos. Incluso queríamos que el pacto apareciera antes de que se presentara el Plan Nacional de Desarrollo. Esto no fue posible, pues de nuevo los trabajadores habían cambiado de idea. Ahora insistían en que primero se fijaran los salarios y después se anunciara el pacto.

		El hecho de que los salarios mínimos tardaran tanto en ser anunciados era bueno para nosotros. El peligro estribaba, sin embargo, en que los obreros quedaran muy lastimados. Ante ello, no teníamos más alternativa que ir resolviendo los problemas sobre la marcha, a sabiendas de que después podían presentarse segundas fases provocadas por resentimientos. Por el momento, la única solución era ir bordando y remendando hoyos para salir adelante, elaborando un verdadero trou-trou.

		El desarrollo de las negociaciones salariales me llevó a recordar con frecuencia el símil que alguna vez escuché para definir la actuación de los líderes obreros. Éstos, me dijeron, actúan como si estuvieran auscultando detalladamente un brazo: van tocando poco a poco, parte por parte, y ahí donde sienten blandito, ahí aprietan. Por eso, yo quise mostrarles, en esta primera auscultación, lo duro que puedo ser.

		No creo que mi manejo de la negociación salarial haya sorprendido demasiado a don Fidel. Él siempre ha sentido necesario calar a los presidentes para ver hasta dónde puede jugar con ellos. Ahora descubrió que a mí no me va a presionar, pero no pienso que ello le haya causado un impacto severo; simple y llanamente le sirvió para ubicarse. Por eso mis relaciones con él siguen siendo excelentes. Le he pedido a Farell que procure organizar sus reuniones con don Fidel al mediodía; que lo invite a comer, le sirva bastantes chincholes, lo apapache y le diga que yo lo quiero mucho.

		A principios de junio, en aras de nuestra alianza, dejamos que don Fidel levantara su cosecha; esto es, pospusimos el anuncio de los salarios mínimos para que él realizara cuantas negociaciones contractuales le fueran posibles. Así nos lo pidió, porque en las negociaciones obrero-patronales directas se estaban logrando arreglos en los que cada empresa estaba dando lo que realmente podía conceder; y esto, en muchas ocasiones, significaba un incremento superior al que pensábamos autorizar para los salarios mínimos. Esta vía de arreglo contractual se refiere a los salarios en general y abarca los diferentes niveles. En cambio, las alzas a los salarios mínimos que se anunciaron posteriormente sólo afectaron, como su nombre lo indica, a aquellos que ganan menos.

		De cualquier forma, cuando recibí la petición de don Fidel de posponer el anuncio de los nuevos salarios mínimos, recurrí a Farell para que indagara la opinión de los empresarios. Me interesaba saber cómo sentían las negociaciones bilaterales. Farell me reportó que los empresarios estaban contentos, pues en estas negociaciones, los obreros mostraban conciencia de que no podían pedir salarios muy elevados.

		Lauro Ortega, al visitarme el 2 de junio, me dijo que en Morelos ya se había resuelto el problema salarial, pues había llamado a los empresarios y a los obreros y les había pedido que se arreglaran. Cuando le pregunté en qué términos habían sido estos arreglos, me contestó que en torno a 10%. De manera que sí estaba funcionando el proceso de negociación contractual. Volvíamos a lo que la ley estipula: una relación directa entre obreros y empresarios. Esto reubica la responsabilidad de las decisiones tanto en los empresarios, que se habían acostumbrado a dejar que fuera el gobierno quien negociara con los obreros, como en los líderes obreros, quienes deben medir el nivel real de lo que cada empresa puede dar, sin depender, como lo habían venido haciendo, de que el gobierno explorara esta posibilidad. Así que, finalmente, todo este enredo parecía estar resolviéndose bien.

		El 10 de junio se cerró un capítulo en el proceso de negociación salarial. Ese día se dieron a conocer los salarios mínimos. El aumento fue de 15 por ciento.

		

	
		

		Junio de 1983

		

	
		

		Negociaciones salariales: corresponsabilidad de las partes

		

		CREO QUE ES IMPORTANTE QUE HAYA PASADO ESTA NEGOCIACIÓN SALARIAL, en la que algunos creyeron ver la crisis más aguda de lo que va de mi administración.

		Deseo un cambio de fondo, porque ya no quiero que en estos casos el desgaste sea para el gobierno, en general, y para el Presidente, en lo personal, al tener éste que negociar sector por sector, área por área, punto por punto. Ya no quiero que el país vuelva a sufrir el desgaste de dos meses de incertidumbre, como ocurrió durante estas pasadas negociaciones.

		Mi interés por limpiar y sanear al movimiento obrero es decidido. Lo he demostrado con hechos, y lo dije con claridad y fuerza el 9 de junio en Guadalajara. En esa ocasión quise hacer público, para que lo entienda con claridad el movimiento obrero, que no me gustó la forma como se manejaron durante el proceso de la negociación salarial y que no quiero que me lo vayan a repetir. Ya no es posible aceptar que actúen en forma errática, pidiendo 50% de aumento salarial para luego bajarse intempestivamente a 25%. Tampoco es aceptable que el único trabajo de los líderes obreros sea hacer declaraciones en los periódicos.

		Quiero cambios cualitativos que impidan que los trabajadores me sigan presionando sin corresponsabilizarse. Por ello, cuando Fidel Velázquez me planteó, mientras comíamos el viernes 10 de junio, el famoso pacto de solidaridad entre los obreros y los patrones, le dije que no podía aceptarlo, pues suponía una congelación de precios que yo sabía que no se podía cumplir. Añadí que buen trabajo me ha costado tratar de recuperar la confianza en el gobierno, como para salir con promesas que de antemano sé que van a fallar.

		Lo que necesito es que los trabajadores hagan verdaderas negociaciones con los empresarios, pero no están preparados para ello. No saben hacerlas. Es necesario presionar para que madure el movimiento obrero, para que aprenda a negociar. Lo mismo puede decirse de los empresarios. Ambos deben capacitar a sus grupos de asesoría y apoyo para que los ayuden en las negociaciones.

		Recapitulando sobre el proceso, Fidel Velázquez nos pidió, cuando le advertimos que los salarios mínimos deberían incrementarse en sólo 15%, que se prorrogara la fecha en que éstos se iban a dar a conocer. En otras palabras, cuando comprendió que no cederíamos a sus presiones, orientó sus esfuerzos al desarrollo de las negociaciones contractuales.

		Ya ubicado en este nuevo frente, nos pidió que diéramos una pauta para el desarrollo de esas negociaciones; esto es, una pauta como la que significó el aumento de 10, 20 y 30% anunciado por López Portillo en 1982. Si hubiésemos cedido a esta solicitud, el proceso de negociación contractual hubiera sido más ordenado, pero hubiera tenido resultados económicos nefastos. No lo hicimos y, sin embargo, Fidel Velázquez siguió su juego, logrando que varios de los arreglos entre los trabajadores y los patrones se dieran por arriba de 15%. Naturalmente los cacareó mucho, pues ello ayuda a su imagen y le permite conservar la dirigencia máxima del movimiento obrero.

		En este proceso de negociación salarial, el gobierno mostró su autoridad. En primer lugar, no cedimos ni en el monto ni en la fecha que originalmente nos solicitó Fidel Velázquez. En segundo término, no accedimos a su petición de marcar una pauta para el desarrollo de las negociaciones contractuales.

		De mayor trascendencia en el largo plazo puede resultar el hecho de que estas negociaciones se dieron directamente entre los trabajadores y los patrones, eliminando por primera vez, en muchos años, el papel del Estado como árbitro obligado en ellas. Si podemos mantenernos en esta línea será un cambio de fondo que podrá representar un verdadero parteaguas en el estilo de las relaciones que el Estado sostiene tanto con los trabajadores como con los patrones, pues ambos grupos de la sociedad volverán a desarrollar actividades que les corresponden y que, hasta ahora, el Estado había venido realizando por ellos.

		La modificación en la forma de negociar implicará un cambio en la conducta de ambos grupos. Los líderes obreros de cada empresa tendrán que moverse más para defender los intereses de sus agremiados directos y, en esa medida, deberán ser más responsables ante las bases que representan, pues de su actuación dependerán los logros concretos. Esto alterará todas las relaciones internas en las centrales obreras, ya que la descentralización de la negociación fortalecerá al movimiento obrero, obligando a los líderes a competir individualmente. De ocurrir esto, habrá un movimiento obrero más activo, que si bien hará más complejo y laborioso el trabajo del gobierno, responderá mejor a la complejidad real de la sociedad.

		La negociación directa también alterará la forma de proceder de los empresarios, pues los obligará a asumir su papel y, con ello, su responsabilidad. Hasta ahora, ha sido muy cómodo para ellos dejar que el Estado funja como intermediario, sin compartir con él el desgaste político y la responsabilidad que tal función implica.

		Cuando comenté con Felipe González la situación por la que estábamos atravesando y la forma como en México se dan las negociaciones salariales, el Presidente socialista no salía de su asombro. En España, la negociación salarial se da directamente entre obreros y patrones; el gobierno sólo les advierte que si pasan de ciertos niveles habrá repercusiones en la competitividad de los productos españoles en el exterior. De manera que el nivel de injerencia y responsabilidad de nuestro gobierno en este proceso sorprende aun a los socialistas. La comparación pone en evidencia los extremos del paternalismo gubernamental en el que se ha desarrollado nuestra sociedad, deformación que ha llegado a considerarse natural. Esto es lo que hay que modificar.

		La forma de negociar de Fidel Velázquez con el Estado lleva una fuerte carga de inercia. Sin embargo, es importante reconocer que se mueve con habilidad durante el proceso mismo de la negociación. Según las reacciones que va encontrando de parte del gobierno, cambia de señales, buscando siempre la salida que le permita mantenerse, ante la opinión pública, en su posición de máximo dirigente obrero. Su liderazgo le cuesta barato, pues lo maneja mediante declaraciones a la opinión pública, sin necesidad de recurrir a grandes movimientos.

		En el proceso actual, su liderazgo quedó en una situación de claroscuro, pues no logró lo que se propuso. Sin embargo, supo salir del atolladero mediante los arreglos contractuales. Difundió ampliamente los aumentos fijados por arriba de 15%, pero ello no altera el desgaste que el proceso mismo le acarreó. Si bien sigue siendo el máximo líder del movimiento obrero organizado, debe reconocerse que ya no tiene el mismo poder de presión. Su autoridad no sufrió un resquebrajamiento grave dentro de la CTM, pero sí se debilitó considerablemente ante las otras centrales obreras, tales como la COR, la CROM y la CROC. Su forma de actuar, precipitada y autónoma, las alejó de la CTM y las acercó al gobierno, el cual tendrá que premiar su disposición de apoyo en los momentos más críticos de la negociación, dándoles más espacio y posibilidad de juego. Con los grandes sindicatos estratégicos, don Fidel debió quedar muy sentido, pues si bien sus líderes le manifiestan gran respeto, se mantuvieron totalmente al margen durante este proceso.

		Ante el gobierno, es innegable que la posición de Velázquez sufrió un cierto resquebrajamiento. Nuestras relaciones se han enfriado, pues si bien sigo convencido de la conveniencia de que el Estado tenga alianzas institucionales firmes con el movimiento obrero organizado, he aclarado que éstas están condicionadas a que el gobierno tenga una salida decorosa, esto es, a que la relación no implique sometimiento al aliado.

		En cuanto al futuro político del movimiento obrero, considero indeseable, aun a mediano plazo, que éste llegara a formar un partido clasista. Siento que nuestra sociedad no tiene la articulación necesaria para funcionar con base en el fraccionamiento clasista de los grupos políticos. Yo creo que en México resultan convenientes los partidos pluriclasistas, como el PRI. Las tesis de interés nacional deben surgir del diálogo interno entre todos los grupos que representa el PRI. Por ello, lo que debe buscarse es el restablecimiento del equilibrio de los sectores que conforman el partido. La CTM no debería tener una fortaleza mayor que la de la CNC o la de la CNOP.

		En este proceso de negociación salarial, los empresarios se distinguieron por su falta de iniciativa. Dejaron que el gobierno se plantara, que contuviera los salarios y que sufriera solo el desgaste que ello implica. Si bien es cierto que yo al principio les pedí que no fomentaran una polémica agria, también lo es que ellos hubieran podido dar la cara un poco más, exponiendo con claridad razonamientos que convencieran a la opinión pública de la imposibilidad de aumentar los salarios en forma importante. En fin, debieron participar más y no agazaparse esperando a que el gobierno diera la pauta. El único que más o menos actuó fue Jacobo Zaidenweber.

		Probablemente una de las razones de esta falta de iniciativa de los líderes empresariales es que entre ellos hay grandes diferencias y no existe un liderazgo unido. Tal vez, en el fondo, se encuentra el hecho de que los líderes empresariales ya no saben cómo moverse. Se les ha hecho ver que la forma en que se habían manejado durante los últimos 12 años, dedicándose a las críticas generales y presionando con argumentos ideológicos, no va a funcionar durante mi gobierno. La verdad es que ya no saben cuál es su función y esto los aleja de sus representados. Los empresarios temen que lo único que estén logrando los líderes empresariales sea un distanciamiento del gobierno.

		En la gira de trabajo que hice los días 9 y 10 de junio por el estado de Jalisco, invité a Prudencio López y a Alberto Bailleres. Ellos aprovecharon la ocasión para preguntarme qué debían hacer con las organizaciones empresariales. Les contesté que debían manejarlas. De alguna manera es triste ver que ni aun los empresarios, que supuestamente representan el grupo más moderno y sofisticado de nuestra sociedad, saben cómo manejar sus organizaciones políticas. Incluso ellos vienen a pedir consejo y orientación al Presidente.

		El desarrollo de las negociaciones salariales les dio más oxígeno y posibilidad de acción a los empresarios. Ello ocurrió al abrirse las negociaciones bilaterales. El cambio les gustó, porque sienten que en esa negociación pueden relacionarse mejor con los líderes obreros, con quienes pueden hablar de situaciones concretas de las empresas. También influye el hecho de que estos líderes son para ellos mucho más manejables que los dirigentes nacionales. Ahora bien, debemos reconocer que este proceso de negociación bilateral, que satisface tanto a los empresarios, se caracteriza actualmente por un factor determinante a su favor: la abundancia de mano de obra.

		La actitud general de los empresarios respecto a las políticas que está siguiendo el gobierno ha mejorado. Parece que la estrategia económica que he impuesto los ha convencido. Claro, existen algunos que quisieran una política económica en la que hubiera menos gasto público y en la que no se aumentaran tanto las tarifas y los impuestos. No obstante, en general, todos están de acuerdo en la política que estamos siguiendo y solamente buscan que ésta sea más eficiente.

		La complejidad de este proceso salarial también me permitió conocer mejor a mis colaboradores. Se movieron bien. Cada uno jugó el papel que le correspondía. Sin embargo, el proceso también hizo evidente la importancia que para ellos tiene una orientación de mi parte. La necesitan para poder trabajar, pues al recibirla se sienten mucho más seguros de sí mismos. Esto es lógico, pues a los secretarios lo que más les importa es no “quemarse” con el Presidente. De manera que si el Presidente les dice por dónde tienen que caminar, trabajan con confianza, tranquilos. Pero, independientemente del temor que puedan albergar, es importante destacar lo decisivo que es que el Presidente defina la actitud con que deben tratarse los problemas; hay que reconocer que el sistema no opera solo: el Presidente necesita dirigir la maniobra.

		Esta última afirmación es válida en un sentido más amplio. Por ello, creo que fue muy importante sacar adelante el Plan Nacional de Desarrollo, que representa una definición amplísima de la política y las actividades de cada una de las áreas del gobierno. El plan fue propuesto como un documento cualitativo y, en ese terreno, constituye un planteamiento muy macizo.

		Tenemos que definir las pautas de nuestro desarrollo. Vamos trabajando y estamos listos para entrar a nuevos capítulos, que seguramente serán polémicos. Para hacerlo, no tengo otra opción que fortalecer el poder presidencial, pues si no lo hago, corro el riesgo de que todos, al mismo tiempo, ataquen al gobierno.

		El fortalecimiento del poder presidencial no significa una concentración de poder, sino tan solo la creación del ámbito necesario para su ejercicio. Su uso adecuado debe fortalecer el juego democrático. En nuestro contexto, esto significaría fortalecer al Poder Judicial; dar más juego a los gobernadores; propiciar mayor libertad en la opinión publica; fortalecer al PRI y, dentro de él, a los sectores campesino y popular; fomentar un mayor diálogo con los diferentes sectores de la sociedad. En fin, lo que resultó claro es que en este momento no debemos temer al fortalecimiento del poder presidencial. Lo que más daño nos puede causar es justamente la falta de gobierno.

		La negociación salarial realzó la capacidad reguladora del gobierno, el cual cobró mayor ascendencia entre los empresarios, al tiempo que disminuyó su prestigio entre los grupos de izquierda.

		Las huelgas de la Universidad Autónoma Metropolitana, la Pedagógica y la UNAM, que estallaron a fines de mayo, pusieron en evidencia que los sindicatos de “izquierda” pensaban retar al gobierno. Pero antes de tratar los problemas que enfrentamos en el sector educativo en particular, y con los grupos de izquierda en general, quisiera terminar un tema que de alguna manera ya inicié.

		

	
		

		Visita del Presidente del gobierno español, Felipe González

		

		Recibí la visita oficial del Presidente español el 4 y 5 de junio. Felipe González es muy inteligente y tiene simpatía. Es suave de forma y manifiesta mucho respeto y afecto por México. Nuestro intercambio personal se facilitó tanto por una cercanía generacional como por la analogía y afinidad que siempre ha existido entre los españoles y los mexicanos. Nuestra conversación fue fluida y de inmediato pudimos entrar a temas concretos. González tiene un gran deseo de que prosiga el acercamiento entre México y España.

		Nuestra plática, así como mis lecturas preparatorias, me dejaron ver que el socialismo significa algo muy distinto en España que en México o en Latinoamérica en general. Aquí se infiere que su meta es necesariamente la socialización o nacionalización extensiva y creciente de la economía, para desembocar en el comunismo. Allá, por el contrario, se acepta que el mercado es la guía económica natural.

		Los europeos entienden el mercado como un mecanismo de regulación y no, como insisten en presentarlo con criterio decimonónico nuestros socialistas, como el mito o tabú del capitalismo. Por ejemplo, en España, el Partido Socialista está contra todos los monopolios, sean éstos estatales o privados. Por ello, está promoviendo que aquellas empresas que pertenecen exclusivamente al Estado pasen a formar parte de un esquema de economía mixta, en el que éste sólo conserve 60% de la propiedad. De manera que, en este momento, el gobierno socialista español está en proceso de reprivatizar muchas de las empresas públicas. Cabe enfatizar que esta postura es impulsada por la Comunidad Económica Europea, que la exige a sus agremiados, por lo que puede entenderse como una política aceptada en toda Europa.

		El socialismo español, y en buena medida también el francés, propone un esquema muy parecido al nuestro: busca implantar la rectoría económica del Estado, la economía mixta y la democracia plural. Quizá, esos regímenes sean más liberales que el nuestro en la búsqueda de una democracia competitiva, pero ello se debe, más que a una diferencia de esquemas, a la diferencia en la naturaleza de nuestras sociedades. La sociedad española está mucho más integrada que la nuestra y ello facilita la actividad del gobierno. Al existir una mayor conciencia social, se producen consensos operativos, aunque permanezcan las diferencias ideológicas.

		En el terreno del intervencionismo estatal, podemos decir que aventajamos a los españoles. Esto se debe a que naciones como la nuestra, en las que las fuerzas sociales todavía están en proceso de construcción, el Estado es el elemento coagulante de carácter nacional. De hecho, los estados han sido, en los siglos XIX y XX, los integradores de las nacionalidades. Esto es evidente en Latinoamérica, África y Asia, donde las descolonizaciones dejaron sociedades sumamente desarticuladas.

		Como la regulación estatal también resulta necesaria en las sociedades avanzadas, la intervención del Estado ha ido creciendo en todas partes. Sin embargo, yo considero que el crecimiento del intervencionismo estatal no es un factor positivo en sí mismo. Como todo, su beneficio dependerá de la forma en que se dé. Lo que sí resulta cierto es que la fuerza de un gobierno depende de su capacidad para influir sobre los fenómenos políticos, económicos y sociales que lo rodean. En ese sentido, podemos afirmar que el gobierno mexicano actual es más fuerte, relativamente, que el gobierno español. Insisto, la heterogeneidad de nuestra sociedad y lo parcelado de nuestras fuerzas políticas requieren una mayor intervención estatal.

		En nuestro contexto, las diferencias sociales se manifiestan en posturas políticas extremas, burdas, ingenuas, haciendo que todo arreglo entre grupos se dé por debajo del agua. El movimiento obrero, por ejemplo, siente la necesidad, por principio, de repudiar al sector empresarial, obligándose por ello a mantener oculta cualquier negociación con los empresarios. Nuestro primitivismo político llega al extremo de hacer imposible el trato aun entre partidos políticos.

		Pero si a esta intolerancia manifiesta entre los diferentes sectores de la sociedad le añadimos las diferencias regionales y culturales, entenderemos con mayor claridad por qué la pieza articuladora indispensable en nuestro sistema político es el presidencialismo. ¿Quién puede sentar en la misma mesa de negociación a los indígenas de Chiapas y a los representantes del Grupo Monterrey? ¿Quién puede negar que el único interlocutor en común que tienen los dos grupos, y que a la vez es responsable del bienestar de ambos, es el Presidente de la República?

		En México, la función articuladora del presidencialismo lo lleva a conformar un liderato que trasciende las condiciones de la sociedad. El Presidente no puede limitarse al proceso de negociación entre grupos, que es prácticamente inexistente; su función requiere que los oriente y conduzca. Por ello, en el contexto de nuestra sociedad, el presidencialismo, como manifestación del intervencionismo estatal, resulta indispensable.

		

	
		

		Huelgas universitarias

		

		Junio comenzó con huelgas en varias universidades del país. Los sindicatos de la UAM, la UPN, la UNAM y 10 universidades de provincia habían demandado, como casi todos los sindicatos del país, aumentos salariales más elevados que los que nuestra economía podía conceder. La diferencia consistió en que mientras los demás trabajadores limitaron sus peticiones a la capacidad económica de sus empresas, o esperaban el anuncio de un aumento al salario mínimo, los centros educativos se fueron a la huelga el 31 de mayo.

		La decisión de los sindicatos universitarios seguramente estuvo influida por la convicción de que el ambiente era propicio para formar un frente intergremial de rechazo a la política económica del gobierno, el cual, erróneamente pensaban, podría conducir a una huelga general. El paro masivo realizado el 27 de mayo por la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación, que exigía 100% de aumento salarial, fue apoyado por 200 000 maestros, así como por miembros del SUNTU, de los sindicatos del Politécnico, El Colegio de México y Radio Educación, entre otros. Esta acogida hizo que la CNTE citara a una gran marcha al Zócalo para el 9 de junio.

		La actitud de la CNTE debe enmarcarse dentro del enfrentamiento que tiene con el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación. Esta rivalidad, avivada el primero de mayo, hacía prever que el SNTE también tendría que moverse en el terreno salarial, para no perder fachada ante sus bases. El encarecimiento de la vida y la insuficiencia de los salarios eran innegables.

		Finalmente, el ambiente estaba caldeado por los recientes conflictos en la Preparatoria Popular. Ahí, el enfrentamiento de grupos antagónicos ya había dejado, en el curso de mayo, un muerto y varios heridos. La agitación interna fue creciendo, y el primero de junio unos 700 alumnos de la Preparatoria Popular de Tacuba realizaron una marcha de la Normal Superior al Zócalo, y de ahí a la Secretaría de Gobernación. Durante la manifestación, los estudiantes golpearon a tres policías preventivos y los dejaron malheridos.

		La forma en que desde sus inicios se coligaron los diversos movimientos del sector educativo hizo evidente la presencia del PSUM y del PRT. La izquierda, confundida y descontenta por su pérdida de terreno en las pasadas elecciones presidenciales, busca ahora mayor presencia en las decisiones políticas. El principal peligro estriba en que, para lograr un mayor espacio político, pretenden organizar grandes manifestaciones y agitaciones en la calle, a fin de provocar una acción represiva del gobierno. Parece claro que andaban buscando un “10 de junio” o tal vez hasta un “2 de octubre”. Cualquier acción represiva sería utilizada por ellos para desprestigiar a la autoridad pública y, con ella, a la figura presidencial. Su objetivo es debilitar al gobierno hasta lograr su desestabilización. Sólo así podrían ganar el espacio político perdido.

		Cada uno de estos grupos tiene su propia historia y su propia problemática. Sin embargo, para mí tienen el denominador común de estar infiltrados por miembros del PSUM y del PRT, que buscan presentarlos, mediante el conflicto salarial, como un bloque opositor a las políticas del gobierno. Entendí desde el principio que la izquierda aprovechaba la coyuntura abierta por las negociaciones salariales, y el desgaste que provocaron, para retar al gobierno. La participación del SUTIN hizo evidente que estaban utilizando todas sus fuerzas. Por ello, la respuesta también necesitaba ser global, aunque no necesariamente inmediata.

		Mi primera decisión fue la de actuar con paciencia, aprovechando la experiencia que me dio la reciente crisis salarial. No se declaró de forma inmediata la inexistencia de las huelgas universitarias, porque sentí que si el gobierno actuaba violentamente podría ayudar a coagular el movimiento. Por el momento, lo esencial era romper la posibilidad de un verdadero frente político del sector educativo.

		Recordemos que alrededor del 30 de mayo, además de la UNAM, se fueron a huelga la UAM y la UPN. También lo hicieron las universidades, preparatorias y centros de enseñanza superior de Zacatecas, Guerrero, Tabasco, Yucatán, Michoacán, Puebla, Baja California y Nayarit. El miércoles primero de junio, el rector anunció que pediría a la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje que declarara inexistente la huelga en la UNAM, mientras que las autoridades universitarias ofrecieron a los trabajadores un aumento de 1 700 pesos mensuales.

		Por su parte, los líderes del STUNAM, el SUNTU y el SUTIN señalaron, en conferencia de prensa, que la carestía había rebasado los límites que pueden soportar los trabajadores e hicieron un llamado a la solidaridad con su movimiento. Ese mismo día, los estudiantes, maestros y trabajadores de las escuelas superiores del Politécnico realizaron un paro de labores de 24 horas en apoyo a las demandas salariales.

		El jueves 2, miles de trabajadores de los sindicatos universitarios, del SUTIN, y de la CNTE efectuaron una manifestación. El viernes 3, unos 54 000 maestros del SNTE suspendieron sus labores en las escuelas primarias y secundarias de Puebla, Baja California, Yucatán y Veracruz para realizar manifestaciones y mítines en demanda de aumentos salariales de 100 por ciento.

		El sábado 4, miles de maestros de la CNTE efectuaron manifestaciones y se posesionaron de las oficinas delegacionales de la SEP para solicitarme la renuncia del secretario de Educación Pública. Al mismo tiempo, contingentes del SUNTU, el STUNAM, el SITUAM y el SUTIN iniciaron un “plantón” ante la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje. El miércoles 8, el rector de la UNAM retiró el ofrecimiento de un aumento de emergencia de 1 700 pesos mensuales a cada trabajador. El jueves 9 tuvo lugar la primera gran manifestación encabezada por los dirigentes de la CNTE, el SUTIN, el STUNAM, el SUNTU y el SITUAM. Marcharon de la Normal Superior al Zócalo.

		A finales de la primera semana de huelga, hablamos con Evaristo Pérez Arreola, quien fungió como el interlocutor del STUNAM ante el rector y la Secretaría de Gobernación. Le dijimos que si el sindicato levantaba su huelga, nosotros estaríamos dispuestos a apoyarlo para que obtuviera el 50% de los salarios caídos, así como algunas prestaciones, tales como despensas para los trabajadores y el edificio que con anterioridad se le había ofrecido al sindicato. Le dejamos claro que nuestras proposiciones sólo tendrían vigencia mientras el STUNAM no se mezclara con otros grupos sindicales y le advertimos que, de hacerlo, el sindicato recibiría un trato hostil. Insistimos en que para lograr cualquier acuerdo, primero debería levantar la huelga. Quisimos que el SUNTU pagara el costo político de su actuación, asumiendo su responsabilidad por haber iniciado la huelga.

		El gobierno intervino en forma directa para controlar los sindicatos universitarios y el rector quedó agradecido por ello, pues bien sabe que sin el apoyo del gobierno no puede sostenerse. Nuestra intervención también impidió que otros grupos gubernamentales jugaran, como en el pasado, con el sindicalismo universitario.

		Reflexionando rápidamente sobre lo que ha ocurrido en ese terreno, podría señalarse que las fuerzas políticas de izquierda, al comprender que no podían penetrar el sindicalismo obrero o campesino, concluyeron que su clientela natural era el mundo universitario, magisterial y estudiantil. Esto es así porque estos grupos tienen un buen nivel cultural y, sin embargo, no están ligados al Estado.

		El movimiento de 1968 fue un resultado de ese proceso. Por su parte, la reforma política lo fortaleció al legalizar las actividades de los grupos de izquierda. Su avance también debe entenderse como un reflejo de la incapacidad del PRI para penetrar en el mundo universitario. Esto debe modificarse. El PRI debe competir en la lucha político-ideológica que se da en la academia.

		De 1976 a 1978, las autoridades universitarias dieron la batalla al sindicalismo, proponiendo, mediante la reglamentación de la Ley Federal del Trabajo, una reforma laboral. Si no lograron su objetivo, cuando menos dejaron clara su oposición a que la operación cotidiana de la UNAM quedara en manos de los grupos de izquierda, los cuales le restan pluralidad al trabajo académico.

		Sea como fuere, la huelga universitaria se planteó como un problema de los empleados administrativos, absurdamente erigidos en factótum de la Universidad, a pesar de sus intentos fallidos por atraer a su causa al personal académico.

		Los problemas de la Preparatoria Popular los pudimos resolver, de momento, entregando a los manifestantes un local de trabajo adicional. Sin embargo, su problema de fondo es el reacomodo de grupos y facciones políticas en el mundo estudiantil. Lo mismo puede decirse de las escuelas normales y del Instituto Politécnico Nacional. En estos casos, la lucha política entre grupos se da por el reparto del botín, ya que una forma tradicional de negociar con ellos consistía en darles puestos en el gobierno, becas y dinero. En el sexenio pasado participaron en estas actividades gente como Hank, Durazo, Pedro Ojeda y Gustavo Carvajal. La Federal de Seguridad también trataba de controlarlos. Nuestro problema con ellos es que estamos tratando de desmontar todo eso.

		La situación es compleja, porque estas agrupaciones estudiantiles, interesadas en provocar una acción represiva del gobierno, pertenecen a grupos de izquierda del más amplio espectro. Nos han mostrado mapas sobre su composición y son realmente complicados: hay maoístas, trotskistas, anarcos, sandinistas, guevaristas, bolcheviques, etc. Naturalmente, están infiltradas por el PSUM, el PRT, el PMT. Tienen, por otro lado, contacto con varias universidades de provincia, como las de Guerrero, Sinaloa y Puebla, entre otras; con los guerrilleros de Nicaragua y El Salvador; con todas las embajadas socialistas a las que se pueden acercar. En fin, constituyen una verdadera olla de grillos.

		Sin embargo, son grupos peligrosos, pues encuentran en las ideas marxistas, que difícilmente comprenden a fondo, una forma de expresar su rechazo a lo existente y de sublimar su frustración por la marginación en que viven. El caso más dramático es precisamente el de los alumnos de la Preparatoria Popular, que son los rechazados de las preparatorias oficiales. Este grupo está constituido por muchachos desnutridos y de baja capacidad intelectual. Constituyen, de hecho, el verdadero lumpen del estudiantado. No hemos encontrado una fórmula para solucionar el fondo de este problema, que exigiría su incorporación a la actividad productiva. Al contrario, ahora parece factible que aumente el número de jóvenes que, por todas las razones descritas, forman verdaderas hordas de agitación.

		El mismo jueves 9 de junio en que se realizó la enorme manifestación de los grupos de izquierda, el SNTE emplazó a huelga para el 20 de agosto. Esto fue inevitable, pues los dirigentes del SNTE temieron que la actividad de la CNTE los rebasara.

		El movimiento magisterial representa, por su dimensión, un área de conflicto muy grave. La CNTE también está infiltrada por elementos muy radicales del PSUM y del PRT. Nuestra situación en este conflicto se vio agravada pues Jonguitud, que es el líder del SNTE y también gobernador de San Luis Potosí, estaba sentido con nosotros porque no le ayudamos a hacer frente al pésimo ambiente que tenía en la capital de su estado. Además, es un hombre rígido y violento que pretende resolver los problemas a golpes.

		Jonguitud, aunque todavía cuenta con el apoyo de la mayoría del SNTE, tiene que reconocer que está perdiendo terreno. Se le han salido elementos en Chiapas, Oaxaca, Hidalgo y el Valle de México. En este sentido, la CNTE está ganando la partida, pues está creciendo. Para el gobierno, este problema es muy grave, pues los maestros se encuentran en todos los rincones del país y tienen un alto nivel cultural y una tradición de movilización. El peligro estriba en que el SNTE se desmorone y deje abierto el control del magisterio a grupos opositores al gobierno.

		Por ello, evitamos romper las negociaciones y el diálogo con la CNTE. Tanto el secretario de Educación como el de Gobernación los están recibiendo. Nuestro máximo avance consistió en haber acordado, en medio de los conflictos, la formación de una comisión compuesta por la Secretaría de Educación Pública, el SNTE y la CNTE.

		Estamos atendiendo el problema magisterial con un fortalecimiento del diálogo. Queremos escuchar cuáles son sus problemas sindicales y entender qué alianzas tienen con otros grupos, en qué área son conciliables sus puntos de vista y en cuáles son irreconciliables.

		Mientras trabajábamos en este sentido, continuaban las manifestaciones. El viernes 17 de junio, unos 50 000 integrantes del SNTE realizaron una manifestación que concluyó frente a la SEP. Al salir yo del edificio del Departamento del Distrito Federal, me encontré con que los manifestantes estaban en el Zócalo. Crucé entre ellos y entré a Palacio Nacional sin ningún incidente, pero la agitación seguía. El 20 de junio, la actividad docente fue suspendida en prácticamente todo el país a consecuencia del paro nacional organizado tanto por la CNTE como por el SNTE. Por otro lado, los líderes del SUNTU, del SUTIN y de la CNTE realizaron una segunda marcha de la Normal Superior al Zócalo.

		Además, mientras el conflicto en el sector educativo seguía, enfrentábamos huelgas abiertas en el cine, en la industria del cemento y del hule, y prórrogas en los emplazamientos a huelga de Teléfonos de México y otras empresas públicas. Los arreglos contractuales entre empresas y trabajadores continuaron, no sin cierta fricción.

		

	
		

		Uramex: huelga

		

		El SUTIN se fue a la huelga por razones políticas, puesto que en negociaciones anteriores ya se había pactado con él que todo aumento al salario mínimo beneficiaría a sus trabajadores. Los miembros del SUTIN se fueron a la huelga con el señuelo de una huelga general en el país, pero al ver que se arreglaba nuestro problema con el movimiento obrero organizado, sintieron que se quedaban colgados. Y cuando vieron que estábamos sacando adelante el conflicto con la Universidad, quisieron salirse del problema.

		En esas circunstancias, y tras el grave desgaste que todo el país sufrió con las negociaciones salariales, el jueves 23 de junio los trabajadores del SUTIN decidieron levantar su huelga. Los sorprendimos, pues nos negamos a recibir las instalaciones. Les dejamos sentir que no podían salirse tan fácilmente. Les hicimos ver que su huelga, que fue política, recibiría también trato político.

		“Nos sobran 2 300 de sus trabajadores —les dijimos—. De manera que nos vamos a sentar a negociar nuevas condiciones de trabajo, porque como está, la empresa no funciona”.

		Nuestra decisión sorprendió a la izquierda, la cual ha querido ver en este asunto la prueba del autoritarismo gubernamental. Nosotros, en cambio, pensamos aprovechar la irresponsabilidad del SUTIN para reestructurar todo el régimen nuclear. Uramex debe subsistir, pero sólo para extraer uranio. La transformación de este mineral tiene que quedar en manos de una dependencia gubernamental y no de un organismo descentralizado, pues dados los avances tecnológicos, quien logra enriquecer el uranio puede elaborar una bomba atómica y, como es lógico suponer, no vamos a dejar que esta posibilidad quede en manos del SUTIN. Sin embargo, no consideramos conveniente poner de entrada todas las cartas sobre la mesa. Nos decidimos por una estrategia de acomodo a las reacciones del SUTIN y del Congreso del Trabajo.

		Respecto a las relaciones entre estos dos organismos, cabe mencionar que Antonio Gershenson, el líder del sindicato, está casado con una hija de un dirigente de la petroquímica que es muy amigo de don Fidel. Así que la participación del SUTIN en el Congreso del Trabajo se debe a relaciones familiares. El Congreso del Trabajo, por su parte, justifica la presencia de este sindicato en sus filas con el argumento de que don Fidel siempre ha tenido el objetivo de ir domesticando a los sindicatos independientes. Esto difícilmente ocurre; sin embargo, ellos ponen como ejemplo su triunfo sobre los telefonistas, pues efectivamente su líder, Francisco Hernández Juárez, tenía posiciones muy radicales que don Fidel ha ido moderando.

		Ante el Congreso del Trabajo nuestra estrategia, en este caso, consistió en decirle a don Fidel: “Puesto que ustedes son gente que se comunica con el SUTIN, ayúdennos a resolver el conflicto”. Le dijimos que necesitábamos desbaratar esa maniobra política y que, por otro lado, se trataba de un asunto de seguridad nacional. Hemos recibido su apoyo, aun cuando muchos editorialistas opinan lo contrario. Por ejemplo, nosotros llegamos a tener conocimiento de que en el Congreso del Trabajo se estaba preparando una declaración fuerte a favor del SUTIN y se lo hicimos saber a don Fidel, quien se encargó de bloquearla.

		

	
		

		Universidad Nacional Autónoma de México: fin de la huelga

		

		Los trabajadores de la Universidad Nacional Autónoma de México levantaron su huelga el 27 de junio, sin que se les concediera aumento salarial y aceptando el pago de sólo 50% de los salarios caídos.

		La solución de la huelga universitaria se retrasó por complicaciones internas entre las fuerzas laborales de la Universidad. En ese proceso fue determinante el hecho de que el secretario general del STUNAM, Evaristo Pérez Arreola, no quería tomar decisiones que implicaran su desdoro personal: hubiera querido capitalizar la huelga a su favor.

		El rector, por su parte, en todo momento se mostró deseoso de encontrar un acuerdo con el gobierno, exhibiendo con ello su dependencia. Su actuación, de cualquier forma, fue bastante criticada. A muchos les hubiera gustado que fuera él mismo quien gestionara ante el gobierno el aumento de los sueldos universitarios. Otros, en cambio, sintieron que el rector debió haber asumido el problema cabalmente y buscado la solución en su propio presupuesto. Otros más criticaron el hecho de que se adelantó al ofrecer a los trabajadores un aumento salarial determinado, para después retirar ese ofrecimiento.

		La principal crítica que se le hizo al gobierno por el manejo del conflicto universitario giró en torno al hecho de que se hubiesen concedido aumentos salariales a las empresas productivas y no al área de servicios del Estado. Esta decisión nos trajo otras repercusiones, entre las que pueden contarse el paro realizado el 22 de junio por los trabajadores de la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos y las múltiples protestas que a partir de esa fecha realizaron los empleados de las secretarías de Relaciones Exteriores, de Desarrollo Urbano y Ecología, de Pesca y de Comercio y Fomento Industrial, entre otras.

		Para calmar estas demandas salariales, sin tomar una medida global, acudimos a tabuladores y a mejoras salariales efectivas, así como a la regularización de prestaciones y otras técnicas que nos permitieron un acercamiento al desarrollo del servicio civil, porque hay que reconocer que hasta ahora ha existido mucha irracionalidad en todo esto. La ejecución de nuestro programa de respuesta a las peticiones salariales de los grupos burocráticos se preparó para los meses de julio y agosto, dejando para septiembre la posibilidad de un aumento salarial generalizado. Sin embargo, la situación del Ejército, la Marina y la policía era tan irregular, que decidí mejorar su situación desde el primero de junio.

		La posibilidad de legislar para evitar que el personal administrativo pare con sus huelgas la actividad de las universidades está limitada por el hecho de que tal legislación conduciría a una limitación general de la posibilidad de huelga en todos los servicios públicos esenciales. Es una solución racional, pero resulta muy difícil de implantar, pues el movimiento obrero organizado la entendería como una agresión, aunque sólo se aplicara en el sector universitario, ya que les representaría un riesgo potencial.

		Lo ideal sería encontrar una fórmula para que los trabajadores de los servicios públicos esenciales mantuvieran su capacidad de presión sin recurrir a paros. De facto, el gobierno no ha permitido el paro de tales servicios, pues la requisa ha sido empleada en el sector de las comunicaciones y de los energéticos. Aunque el movimiento obrero siempre se ha manifestado en su contra, de hecho ha aceptado las requisas. Ello demuestra que se vive una situación ficticia, pues si bien la Constitución no limita la posibilidad de las huelgas, las leyes sí lo hacen. Por el momento no es posible abordar ese terreno legislativo.

		

	
		

		Freno a los sindicatos disidentes

		

		Mi decisión de limpiar el área sindical me obligó a preguntarme hasta dónde continuaríamos manteniendo privilegios para ciertos sindicatos que, a su vez, claramente estaban demeritando a las empresas.

		En Uramex, independientemente de los errores de la empresa, las condiciones de trabajo que exigía el sindicato excedían lo que podía calificarse como un manejo racional. En las universidades, los sindicatos de trabajadores se han vuelto predominantes, al grado de impedir la facultad de administrarlas. En Guerrero, Puebla y Sinaloa, las universidades están tomadas totalmente por grupos de izquierda, y esto no es sano para su vida democrática.

		No podemos tolerar indefinidamente la existencia de feudos de agitadores que llevan a las instituciones a perder su independencia ideológica y a utilizar sus presupuestos con fines políticos, en detrimento de la función para la que fueron creadas. Por otro lado, estos sindicatos se han ido convirtiendo en fuentes de financiamiento para los grupos disidentes dentro del sindicalismo mexicano, porque hay que reconocer que, en los numerosos sitios donde el movimiento obrero organizado ha actuado con torpeza o abandono, han surgido lunares de disidencia.

		Por ello, decidí actuar con firmeza en el caso de los movimientos de huelga que se plantearon con un tono eminentemente político. El resultado fue que las universidades tuvieron que levantar sus huelgas sin aumento salarial y que se tomó la decisión de liquidar a 2 300 trabajadores de Uramex. Sus dirigentes, relacionados por medio del PSUM y el PRT, pretendieron formar un frente de resistencia para vulnerar las políticas de mi gobierno. A ellos se unieron los dirigentes de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación, que controlaban la Normal Superior. Tal situación, así como el deterioro académico de esa escuela, me indujo a anunciar su reestructuración el primero de julio.

		Puede entenderse que estos hechos revierten la llamada “tendencia democrática” que se inició en los años setenta, cuando Luis Echeverría decidió dar espacios dentro de las instituciones públicas, particularmente las académicas, a un sindicalismo independiente, en el que se ubicaron muchos elementos que habían manifestado su descontento en 1968. La presión política que los grupos de izquierda ejercían sobre el sistema, y que se puso de manifiesto durante la huelga universitaria de ese año, llevó al gobierno a crear áreas, dentro del mismo Estado, en las que éstos se pudieran desarrollar bajo cierto control.

		Esta decisión se tomó porque, en esos años, los grupos disidentes no tenían otras posibilidades de expresión: la vía electoral les estaba vedada. Se pensó, tal vez, que si no se les abría un camino de expresión dentro del orden legal, recurrirían al extralegal, como de hecho ocurrió entonces con el incremento de las guerrillas, tanto rurales como urbanas. Hay que recordar que ésa fue la época de mayor actividad de Lucio Cabañas y Genaro Vázquez en Guerrero, y también de la Liga 23 de Septiembre en las ciudades.

		Pero yo creo que el proceso que dio origen a la llamada “tendencia democrática”, más que una negociación fue un chantaje. Sea como fuere, no creo que el objetivo de limitar la acción de los grupos de agitadores se haya logrado. Los grupos disidentes incrustados en las instituciones públicas financian métodos y acciones que conducen a la violencia. Utilizan el dinero que tienen y la presión que generan para minar, por todos los caminos posibles, como las invasiones de tierra o el robo de autobuses, la acción del gobierno.

		Otro hecho importante que hoy día podemos comprobar es que estos grupos han demeritado profundamente las empresas o instituciones en las que actúan, con un costo enorme, no solamente en el campo económico cuantitativo, sino también en aspectos cualitativos. En el caso de la Universidad Nacional, podríamos decir que el costo histórico del deterioro del nivel académico es ya insostenible.

		Otro elemento que valdría la pena mencionar es la existencia de una profunda crisis económica que obliga a reconsiderar la capacidad del Estado de mantener a estos grupos, asignándoles recursos que se requieren urgentemente para otros propósitos. Hay que entender que la crisis abre nuevas opciones, en tanto que cierra algunas de las antiguas. Decidí cerrar las antiguas opciones de la “tendencia democrática”, al mismo tiempo que fortalecí el camino a la expresión de la oposición por la vía electoral.

		Esta nueva opción, abierta a partir de la reforma política de 1977, cobra viabilidad no sólo por mi voluntad decidida de respetar el voto, sino también porque la misma reforma política creó una serie de mecanismos que inhiben el fraude electoral. Los llamados alquimistas, o sea aquellos personajes que se encargan de alterar la votación, tienen un margen de maniobra mucho menor, dada la presencia de los partidos tanto en las casillas electorales como en la Comisión Federal Electoral.

		Las decisiones que he tomado respecto a los sindicatos disidentes buscan frenar la descomposición de instituciones vitales para el sistema, no combatir la existencia misma de la izquierda. Por ello, el gobierno continuará manteniendo, con sus anuncios, la viabilidad económica de ciertas publicaciones periódicas, como el diario Unomásuno, que representan tribunas desde las cuales los sindicatos afectados y sus simpatizantes pueden defender sus posturas y, si lo desean, ampliar sus críticas a las políticas globales del gobierno. Considero conveniente dejarles esa fuente de desahogo mientras se organizan para expresarse por la vía electoral, pues si además de reducir sus opciones laborales les cerramos sus órganos de expresión pública pueden caer en una amargura que los lleve a la clandestinidad y a posturas aún más radicales.

		Tampoco creo conveniente limitar el uso libre de la calle, tan frecuentemente ocupada por estos grupos. Siento que las múltiples manifestaciones organizadas por los grupos de izquierda han logrado los efectos contrarios a los que se propusieron. Su acción, entre más agresiva más despierta la conciencia conservadora de la gran mayoría de los mexicanos. Por ello, lo único que dichas manifestaciones han conseguido es hacerle el juego a la derecha.

		

	
		

		Situación económica: avance de la inflación

		

		La inflación, a finales de junio, había alcanzado una tasa anual de 115%. Esto parece poco alentador, pero en el fondo ha sido un éxito que hayamos podido frenar su tendencia desorbitada al alza. El desarrollo de la inflación en 1983 no está tan fuera de nuestras previsiones, aunque sí de los montos que anunciamos. La causa reside en el hecho de que, al iniciar mi gestión, estaban muy contenidos los costos; su piso era muy bajo, dado el control de precios. Las primeras medidas que tomamos y que liberaron algunos de esos precios controlados, como ocurrió con las tarifas eléctricas y la gasolina, incidieron en la inflación.

		Otro factor importante en este sentido es que la demanda no ha disminuido tanto como se esperaba. Esto se debe a fenómenos como la sustitución de importaciones, el aumento de las exportaciones, el fortalecimiento del turismo y la recuperación económica de la zona fronteriza. Sin embargo, es difícil medir estos fenómenos o por lo menos algunos de ellos. Muestra de esto es que ha crecido mucho el rubro de errores y omisiones de la cuenta corriente.

		Dada la situación económica, es posible sostener que cualquier aumento superior a 20% en los salarios mínimos hubiera implicado el colapso del Programa Inmediato de Reordenación Económica. Lo sorprendente fue que muchos estaban dispuestos a conceder ese porcentaje. No faltaron empresarios que otorgaron porcentajes superiores, lo que prueba que sólo al gobierno le interesa el éxito del PIRE. Los empresarios sólo se preocupan por la solución de su conflicto laboral y no por el efecto que sus medidas puedan tener en el conjunto de la economía.

		Yo creo que entre los factores que han determinado que la crisis económica no se haya convertido en una crisis social está, en primer lugar, el hecho de que los grandes grupos políticamente organizados tienen interés en la subsistencia del sistema, pues saben que dependen de él. Hay, en realidad, una comunidad de intereses entre el Estado y ellos, y estos grupos son la mayoría. Otro aspecto más coyuntural es el proceso gradual de concientización que se ha hecho sobre la crisis.

		Además, hemos defendido el empleo no sólo mediante la creación de programas emergentes, sino ayudando a salvar la planta productiva. Para compensar la pérdida del ingreso familiar, hemos mantenido y aun aumentado proporcionalmente las funciones y el gasto de las instituciones dedicadas al bienestar social o relacionadas con él. Uno de los aspectos a los que he dado prioridad es el abasto, en particular de los artículos de consumo básico y, entre ellos, de los alimenticios.

		Finalmente, considero que también cuenta el que la sociedad siente que tiene un gobierno decidido a enfrentar los problemas y a buscar su solución.

		

	
		

		Julio de 1983

		

	
		

		Elecciones: fortalecimiento de la derecha en Chihuahua y Durango

		

		EN LAS ÚLTIMAS SEMANAS DE JUNIO, algunos representantes de la Iglesia católica hicieron declaraciones reivindicando el derecho de los sacerdotes a la participación política plena. El PSUM apoyó esa posición. Por su parte, otros voceros autorizados de la Iglesia declararon que respetarán el statu quo.

		Estas diferencias se deben a que dentro de la misma Iglesia católica existe un panorama muy diverso: hay un grupo de centro, otro de derecha y otro de izquierda. El grupo de centro, que es el mayoritario, no presenta ninguna hostilidad hacia el gobierno. El grupo de derecha, que está conformado principalmente por los obispos Manuel Talamás Camandari, de Ciudad Juárez; Carlos Quintero Arce, de Sonora, y Antonio López Aviña, de Durango, es crítico del gobierno y tiende a apoyar las posturas del Partido Acción Nacional. Finalmente, el grupo de izquierda, compuesto por los prelados del sureste, principalmente por Juvenal Porcayo Uribe, de Tapachula; Samuel Ruiz García, de San Cristóbal de las Casas; Guillermo Ranzahuer González, de San Andrés Tuxtla, y Bartolomé Carrasco Briseño, de Oaxaca, también censura al gobierno, pero ellos lo hacen en apoyo a las posturas del PSUM, del PRT y del PST.

		De cualquier manera, la mayoría de los sacerdotes están conformes con que se mantenga la situación vigente, pues reconocen que en México todavía existen grupos jacobinos y que el ambiente no está maduro para un cambio constitucional que suprima las limitaciones a la actividad política plena de los sacerdotes. Saben que tales acciones podrían suscitar un gran movimiento de rechazo.

		Pero el peligro, desde luego, no se encuentra en el voto que puedan emitir los sacerdotes, sino en su influencia desde el púlpito para orientar el voto de sus feligreses. Se me informó que, de alguna manera, esto comenzó a ocurrir en los estados del norte. Ahí, el clero hizo evidente su simpatía por el PAN, lo que contribuyó a su éxito electoral.

		Efectivamente, el domingo 3 de julio se realizaron elecciones tanto para presidentes municipales como para diputados locales en Chihuahua y Durango, y sólo para diputados locales en Campeche, Michoacán y Zacatecas. El PRI ganó 77% de los sufragios en las cinco entidades, logrando victorias absolutas en Michoacán, Zacatecas y Campeche. Sin embargo, el PAN triunfó en las capitales de Durango y Chihuahua, obteniendo en ese estado un total de nueve presidencias municipales, entre ellas Ciudad Juárez. Este número puede parecer bajo si se considera que existen 67 municipios en Chihuahua. No obstante, su significado real estriba en que fueron los municipios más poblados donde ganó el PAN, por lo que 70% de la población de Chihuahua quedó bajo su gobierno.

		Lo ocurrido en Chihuahua causó un impacto profundo tanto en el seno del PRI como en la opinión pública. La inquietud de la prensa se agrupó en dos líneas. En primer término, están aquellos periodistas que se preguntaron por qué el PAN ha ido ganando cada vez más terreno y, con ello, analizaron en forma crítica la función desempeñada por el PRI. En segundo término, se encuentran aquellos que se refieren a las consecuencias mismas de las elecciones.

		En el primer grupo hubo muchos que entendieron los triunfos del PAN como resultado del apoyo directo de los ex banqueros, los empresarios, el clero y funcionarios de los Estados Unidos. Otros más reflexivos señalan que los resultados de las elecciones son consecuencia de la crisis económica.

		Yo considero que, en el fondo, se trata de un reflejo de la crisis económica, que sin lugar a dudas lastimó y sigue lastimando a amplios sectores de la población, particularmente en el área fronteriza. A esto debe unirse el desprestigio del gobierno en los últimos años, en especial por los graves fenómenos de corrupción ampliamente difundidos. Por último, también influyeron en el fortalecimiento electoral de la derecha los ecos de la nacionalización de la banca, que afectó al conjunto del sector privado.

		Se me informó que el Partido Acción Nacional recibió apoyos monetarios de los empresarios, tanto de los estados del norte como de otras entidades. Resulta claro que éstos se organizaron para financiar aquellas áreas en las que sintieron más vulnerable al PRI. Es posible que hace unos meses los empresarios en general hayan considerado con seriedad la posibilidad de incorporarse a las filas panistas, pero probablemente al acercarse a ese partido tomaron conciencia de que el PAN no tiene una gran consistencia y, sobre todo, de que no podrían manejarlo fácilmente.

		El PAN está compuesto, en forma importante, por sectores de la pequeña y mediana burguesía, que seguramente no están dispuestos a entregar a los grandes empresarios el esfuerzo que durante años han venido realizando para lograr una tradición electoral. Los empresarios, al darse cuenta de las limitantes de ese partido, decidieron dar apoyos selectivos a los candidatos que sintieron viables. Esto influyó para que el PRI no tuviera problemas en los estados de Campeche, Yucatán y Michoacán. Claro que allí también fue determinante el hecho de que nada más se votara para diputados locales, en tanto que en el norte del país se sufragó también para presidentes municipales. Esto afecta, pues los ciudadanos sienten a los diputados locales como lejanos, en tanto reconocen la influencia que los presidentes municipales tienen sobre sus problemas cotidianos.

		La relación entre los empresarios y el PAN se está haciendo abierta. El 5 de julio, Antonio Toledo Corro, gobernador de Sinaloa, me informó que ya se había registrado en Mazatlán un candidato del PAN para las elecciones de noviembre. Tanta anticipación resulta sorprendente, pero tal vez lo sea más el hecho de que Emilio Goicoechea y el representante de la Canaco de Mazatlán lo hayan acompañado a inscribir su registro.

		Creo que José Luis Mejías tiene razón cuando dice que amplios sectores del empresariado tienen una filosofía demócrata-cristiana. Hay que reconocer que la Coparmex y los comerciantes son claramente simpatizantes de esta tendencia reaccionaria. Por ello, van a continuar luchando políticamente en el terreno electoral e, ignorando mis advertencias, seguirán utilizando para ese fin la influencia de sus organizaciones. Ello no impedirá que los empresarios actúen con dos caras al buscar, por un lado, un acercamiento con los funcionarios del gobierno y, por el otro, al realizar acciones encaminadas a vulnerar las políticas gubernamentales por medio de las organizaciones que les son afines.

		Ahora bien, en lo que se refiere a las críticas al PRI, la prensa ha exagerado en mucho su debilidad. En México, aun los que están con el PRI lo critican. Siempre ha ocurrido lo mismo y, aunque me preocupa, sé que no es nada nuevo. Recuerdo con claridad que, cuando inicié mi campaña electoral, todos me advirtieron que el PRI tenía serias fisuras y que era un partido desintegrado, desgastado, con el que me sería muy difícil hacer una campaña razonable. Si a estos fenómenos generales añadimos el pleito con García Paniagua y la separación de la llamada clase política tradicional, muchos consideraron que me resultaría casi imposible apoyarme en el PRI para preparar mi elección.

		Las interpretaciones exageradas llegaron a su extremo cuando a Fidel Velázquez se le ocurrió decir, al darse a conocer mi candidatura a la Presidencia de la República, que el apoyo del movimiento obrero no era incondicional. Eso bastó para que la prensa hiciera un gran escándalo, diciendo que Fidel Velázquez me brindaba un apoyo condicionado. No fue así, como tampoco lo fue la incapacidad operativa del PRI para realizar una campaña presidencial exitosa. En realidad, pudimos resolver sobre la marcha los problemas que se presentaron.

		Volviendo a lo que ocurrió en Chihuahua, allí hubo abandono de la lucha. Las acciones, omisiones y comentarios de los mismos priistas fomentaron la crítica y el rechazo. Ahora todos se culpan unos a otros. Los delegados del PRI le echan la culpa al gobernador, el gobernador a los delegados, los delegados a las autoridades centrales y éstas a las regionales. Hay un grave problema de culpabilidad recíproca, en la que nadie reconoce haber fallado.

		Sin embargo, en los estados, los problemas del PRI están directamente ligados a la capacidad y eficiencia de los gobernadores, pues éstos delimitan su acción. Ellos influyen necesariamente en la selección del delegado del PRI en su entidad, así como en la de los candidatos a puestos de elección popular. En ese sentido tengo un problema severo, porque con la herencia de gobernadores que recibí, no parece fácil mejorar la eficacia del partido.

		Por otro lado, ya existe dentro del PRI la conciencia de que se necesita algo nuevo y, sobre todo, de que se ha abandonado el trabajo permanente, constante, rutinario. El sector campesino está desconcentrado. El movimiento obrero está anquilosado; hay que reconocer que ha presentado pésimos candidatos a los puestos de elección popular. Nosotros mismos no atendemos suficientemente a este sector, negándole la representatividad que merece.

		Actualmente el PRI es una mezcla de miedo al cambio y de ánimo renovador. Todos, sin embargo, quieren que el partido se fortalezca y que gane absolutamente todas las elecciones. El problema estriba en que unos quieren volver a métodos más tradicionales, e incluso están dispuestos a hacer “lo que haga falta” con tal de ganar, mientras que otros quieren una renovación plena.

		Lo fundamental es que el PRI sigue siendo una fuerza política efectiva y que no ha perdido su voluntad de poder. Esto es determinante, pues lo más grave que puede ocurrirle a un partido es que pierda esa voluntad de poder y que sus miembros sientan que ya no tienen futuro. Por ello, mientras haya una clara voluntad de poder en todos los miembros del PRI, lo que tenemos que hacer es madurar el programa reconstructivo.

		Desde principios de año, Adolfo Lugo me dijo: “Déjeme salir de las elecciones de este año, recuperando con ellas la capacidad de triunfo, y el año próximo podré lanzarme a la reestructuración de fondo”. Por ahora, Lugo se ha ocupado de los cuadros horizontales del partido, pues teóricamente el PRI debería tener 40 000 comités seccionales y en realidad sólo cuenta con 10 000. En lo que se refiere a elecciones, su número en este año ha sido realmente elevado y, en ellas, el PRI ha obtenido entre 70 y 80% de los votos.

		De cualquier manera, es importante que el PRI sienta las elecciones de julio como un verdadero acicate; que comprenda que es necesario cambiar algunas rutinas; que ya no puede seleccionar a la ligera a los candidatos a elección popular, puesto que ahora sus contendientes pueden ganarles la partida. Ya no es posible dejar que determinados sectores del partido seleccionen arbitrariamente, o por tradición, a determinados diputados o presidentes municipales. Hay que hacer un estudio cuidadoso y realista de quiénes pueden triunfar.

		El estudio de la recomposición de la vida política de los partidos en México será sumamente interesante. La derecha se reorganizará para lograr mayores triunfos, el PRI lo hará para defenderse de los grupos opositores y la izquierda tendrá que buscar la forma de conseguir una participación electoral efectiva.

		

	
		

		Contadora: países involucrados, países interesados

		

		El claro apoyo que Felipe González dio al Grupo Contadora tuvo para México una significación simple y llanamente moral; pero, por otro lado, la fuerza moral es la única que tiene México en este conflicto.

		Para junio, ya casi todos los países latinoamericanos y europeos habían apoyado al Grupo Contadora, al igual que muchas organizaciones políticas en diversas partes del mundo. Incluso el embajador itinerante de los Estados Unidos, Richard Stone, quien me visitó el lunes 13 de junio, manifestó un apoyo abierto al grupo.

		La visita de Stone me permitió ver que los Estados Unidos están haciendo dos juegos al mismo tiempo: el de la guerra y el de la negociación. Subrayan mucho el aspecto militar, probablemente para lograr una mejor negociación. Los nicaragüenses también están jugando a los audaces: reciben más armamento socialista, se preparan para la guerra y utilizan la agresividad verbal. Realizan acciones como la expulsión de diplomáticos norteamericanos de Nicaragua, que les costó el endurecimiento de la postura de Estados Unidos.

		Sin embargo, para junio, los nicaragüenses estaban más abiertos a la negociación. En ese cambio pesa el hecho de que ellos saben que Cuba y la Unión Soviética no van a entrar a defenderlos en caso de una guerra. Esto se ve limitado, sin embargo, porque entre los líderes nicaragüenses hay quienes realmente creen que el socialismo marxista es la única vía de solución para su país, y en ese terreno están dispuestos a comportarse como adolescentes políticos.

		El Grupo Contadora ha tenido que vivir episodios singulares, en los que ciertos líderes radicalizados, obcecados, ni siquiera quieren dialogar en torno a una mesa. Es muy difícil lograr un acuerdo amplio entre todos los países centroamericanos, por lo que en el fondo la única posibilidad de una negociación real tiene que darse entre los Estados Unidos y Nicaragua. Al respecto, Felipe González me dio la razón, entendiendo que debe lograrse un arreglo honorable que limite el armamentismo. Tal acuerdo puede darse formalmente entre Nicaragua y Honduras que, en este caso, representa el títere de los Estados Unidos.

		A finales de julio estaba aumentando el riesgo de eventos más graves en Centroamérica. El conflicto había caído en un callejón sin salida, poniendo en duda la acción del Grupo Contadora, que si bien había servido para contener la tensión en el área, no había logrado su objetivo central: la negociación entre las partes en conflicto.

		Tal circunstancia me hizo pensar que deberíamos reunirnos los presidentes de los países miembros del Grupo Contadora. La idea fue muy bien recibida por Belisario Betancur, quien convenció a Luis Herrera Campins, que albergaba ciertas dudas sobre la conveniencia y oportunidad de la reunión. Ricardo de la Espriella aceptó con mucha facilidad al saber que los otros tres ya estábamos de acuerdo.

		La convocatoria la hice un martes para el sábado siguiente. La reunión tuvo lugar en Cancún el 16 y 17 de julio. El comunicado conjunto que se publicó al término de la reunión hace hincapié en la necesidad de fortalecer la vía del entendimiento político para solucionar los conflictos de Centroamérica. Propone congelar el armamentismo e iniciar la reducción del inventario actual de armas; proscribir la existencia de instalaciones militares extranjeras; crear mecanismos adecuados para evitar incidentes fronterizos; impedir el trasiego de armas de un país a otro, y promover la distensión y la comunicación entre los gobiernos del área. Propone también, naturalmente, las medidas necesarias para una supervisión internacional que dé garantías a todas las partes involucradas.

		Fue elaborado, en gran medida, por la cancillería mexicana que, de hecho, ya tenía mucho del trabajo adelantado. La reunión resultó exitosa, porque se ratificó la solidaridad del grupo y, con ello, se aumentó su prestigio.

		Las acciones que de ahí se derivaron se convinieron con facilidad; estuvieron permeadas por el sentido de urgencia y de peligro. Para dramatizar la situación, yo propuse que, el mismo día en que diéramos a conocer el comunicado, mencionáramos que lo enviaríamos tanto a Reagan como a Castro. Creo que esto generó un cierto impacto.

		El hecho es que lo enviamos tanto a los “países involucrados” como a los “países interesados”. Con esta terminología definimos durante esa reunión a los países del área centroamericana, por un lado, y a los demás países de América, por el otro.

		Durante la reunión de Cancún acordamos que cada uno de los cuatro presidentes del Grupo Contadora hablaría personalmente con cada uno de los cinco presidentes centroamericanos. Yo realicé esa tarea entre el lunes y el miércoles siguientes a la reunión. La respuesta que recibí de todos los mandatarios fue formalmente buena. Me agradecieron la atención y expresaron su gran interés en examinar con cuidado el documento que se les envió.

		Por su parte, tanto Estados Unidos como Cuba respondieron por carta. Castro brindó su apoyo a la búsqueda de un acuerdo negociado, siempre y cuando se respetara la participación de los guerrilleros salvadoreños. Enfatizó que Cuba secundaría toda solución que resultara aceptable para Nicaragua y para las fuerzas revolucionarias de El Salvador. Al hacernos llegar su carta, nos dejó saber que consideraría positiva su publicación.

		Por ello, cuando recibimos la carta de Reagan, pensamos que sería buena idea publicarlas juntas. Nuestro secretario de Relaciones Exteriores hizo las consultas pertinentes al gobierno norteamericano, el cual aclaró que prefería que la carta de Reagan no se publicara. Adujo como pretexto que la había enviado a diferentes países de Centroamérica y que, como seguramente todavía no había alcanzado su destino, resultaba indeseable que en esos países se conociera a través de la prensa. El hecho es que Reagan, en su carta, señalaba que el problema centroamericano debía dilucidarse en la OEA. Esto significa, evidentemente, que no considera que el Grupo Contadora sea el foro adecuado.

		Otro de los compromisos que hicimos en Cancún fue que los presidentes que estuvimos ahí tendríamos acercamientos directos con los mandatarios de los países centroamericanos o con sus personeros. Yo recibí el jueves 21 a Henry Ruiz, ministro de Planificación de Nicaragua. Durante esa entrevista, me di cuenta de que los nicaragüenses ya están convencidos de que tienen que negociar. Ahora los duros son los Estados Unidos y, por consecuencia, Honduras.

		La viabilidad de las medidas que propone el comunicado conjunto de Cancún estriba en que éstas significan, en el fondo, un arreglo honorable para todas las partes. También partimos del supuesto de que a nadie beneficia la guerra.

		A Estados Unidos le conviene la congelación de la intervención socialista en Nicaragua, aunque esto no conlleve la necesidad de acabar con el régimen nicaragüense actual. Debe respetarse la posibilidad de subsistencia de ese gobierno, así como su derecho a conservar sus alianzas con los países socialistas.

		Por otro lado, partimos del convencimiento de que Nicaragua no representa un interés vital para la Unión Soviética, y que a ésta no le conviene que el conflicto centroamericano se traduzca en una confrontación con los Estados Unidos. También hicimos un llamado a la comunidad internacional, especialmente a los países industrializados, para que apoyen a los países centroamericanos a superar su grave crisis económica. Esto es necesario si quiere evitarse el incremento de la relación entre Nicaragua y la Unión Soviética. Es de suponerse que hay muchos países industrializados interesados en limitar esta relación. Finalmente, la experiencia cubana ya demostró que si los países occidentales se cierran a la problemática de un país pobre, éste se verá en la necesidad de recurrir al apoyo de los socialistas. Dicho de otra forma, si a Cuba se le hubiese planteado una opción como la que ahora pretendemos ofrecerle a Nicaragua, Cuba no sería lo que hoy es.

		Los mismos países latinoamericanos tienen que comprender que, en la medida de sus posibilidades, deben ayudar a la subregión. México ya lo ha hecho. Posiblemente es el que más ha hecho, aunque Venezuela también ha ayudado. Brasil, pese a las dificultades por las que hoy atraviesa, debe ser capaz de brindar algún otro tipo de apoyo, aunque sólo sea asistencia técnica.

		El entusiasmo del Grupo Contadora se fundamenta no en la idea de lograr una maniobra quijotesca, sino en la conciencia de la necesidad de la paz en la región. Fue México quien promovió la formación del grupo mediante sus relaciones con Venezuela y al apreciar el cambio en la postura de Colombia. Panamá, por su parte, está consciente del peligro que le significará una guerra en el área. Sabe que de ocurrir ésta, inmediatamente aumentarían los efectivos militares norteamericanos en la Zona del Canal, y que con ello podrían perder todo lo que han ganado en los últimos años.

		De los otros presidentes involucrados, Betancur es el más activo. En ello influye su carácter; es un activista con vocación por la política exterior. De manera tal vez más definitiva, pesa el hecho de que está iniciando su gobierno, en tanto que Herrera Campins está por terminarlo, lo que lo obliga a actuar con más cautela. A De la Espriella le queda un año, y sabe que es posible que después de él predomine un grupo militar más conservador, lo que lo lleva a actuar con moderación.

		

	
		

		Paro camionero

		

		La crisis económica ha hecho que afloren una serie de antagonismos que estaban profundamente arraigados. Tal es el caso de los problemas entre los trabajadores y los autotransportistas. El problema reciente, que dio lugar a que, entre el 14 y el 20 de julio, se paralizara la Central Camionera del Sur y la transportación de pasajeros y de carga a los estados de Morelos y Guerrero, tiene en su origen un doble conflicto. Por un lado, se trata de un problema obrero-patronal, pues en ese gremio las condiciones de trabajo de los operarios son realmente injustas. De hecho puede hablarse de relaciones leoninas. Los dueños de los autotransportes han abusado sistemáticamente de los trabajadores, infringiendo los más elementales derechos laborales. Encontramos que ni siquiera acostumbraban pagar el Seguro Social o el Infonavit.

		Esto pudo soslayarse durante la época del auge económico, porque los operadores del autotransporte lograban compensar esas carencias con un mayor volumen de trabajo. Así, tenemos que trabajadores que laboraban arduamente podían llegar a ganar, antes de las devaluaciones, hasta 150 000 pesos mensuales. Esto, naturalmente, no alteraba la situación injusta de origen, que surgió de la connivencia entre los dueños del autotransporte y los líderes sindicales, a menudo asociados con ellos, lo que explica su total descuido y abandono de aquéllos a quienes debían representar.

		Por otro lado, la negligencia del movimiento obrero organizado hizo que los disidentes, que es una forma elegante de llamar a los agitadores, aprovecharan algunos resquicios que la crisis abrió para apoderarse de los sindicatos. Los nuevos grupos empezaron a presionar a los autotransportistas mediante el secuestro de camiones y, dadas las tensiones existentes, los mismos dueños del autotransporte buscaron arreglos con ellos. Fue entonces cuando los grupos de la CTM y de la CROC protestaron.

		Nosotros hemos conversado con los miembros del Congreso del Trabajo y les hemos hecho ver que su abandono de la lucha obrera efectiva fue lo que creó este problema. También les dijimos a los autotransportistas que este asunto requería una solución de fondo. De esta manera queríamos devolverles, tanto a los dueños del transporte como a los líderes sindicales, el problema que ellos mismos gestaron.

		Sin embargo, en el mes de julio aumentó el número de unidades secuestradas por los disidentes, lo que llevó a los sindicatos cetemistas de Flecha Roja, con apoyo de la empresa, a tomar la Central Camionera del Sur. Con ello crearon un conflicto que rebasaba lo que el gobierno podía soportar, pues tenían paralizada una parte importante del país. Las autoridades federales y estatales tuvieron que intervenir para recuperar los camiones secuestrados, incluyendo los que habían sido trasladados a la Universidad Autónoma de Guerrero. Ello significó una maniobra peligrosa para el gobierno, ya que dicha universidad es un nido de agitadores que se opusieron físicamente al rescate de los autobuses. Hubo varios heridos e incluso se habló de un muerto. Por otra parte, se tuvieron también que apostar patrullas para garantizar la circulación y seguridad de las carreteras.

		El universo del autotransporte es muy rudo en todas partes del mundo. Los problemas en ese gremio normalmente se arreglan a balazos. Aquí la situación no es distinta. Isidoro Rodríguez, que es el empresario del transporte más importante del país, está asociado tanto con Joaquín Gamboa Pascoe como con Carlos Hank González. El problema se complica, porque Rodríguez ha ido haciendo de lado a Rubén Figueroa, quien a su vez también es “amigo” de Gamboa Pascoe. En fin, creo que este problema presentará nuevos episodios.

		

	
		

		Escuela Normal Superior de México

		

		El viernes primero de julio informó la prensa que el secretario de Educación, Jesús Reyes Heroles, había creado una comisión encargada de elaborar un proyecto de reestructuración académica y administrativa de la Escuela Normal Superior de México, en virtud de que en la última década ésta no había cumplido con los objetivos que le dieron origen. En tanto, el director de la Normal, Jaime Neri, fue notificado de su cese en el cargo, por haber desacatado el acuerdo que estableció la desconcentración de los cursos foráneos de verano y la prohibición de impartirlos en el Distrito Federal.

		Esta última noticia causó repercusiones inmediatas. La CNTE y el PSUM, agrupaciones en las que se apoya Neri, protestaron. Por su parte, el martes 5, la SEP reiteró que las clases para maestros foráneos se llevarían a cabo en Querétaro, Aguascalientes, Veracruz y Sonora. Sin embargo, ese mismo día, Jaime Neri, quien se negó a aceptar su destitución, declaró inaugurados los cursos de verano para maestros foráneos en la Normal Superior. Inmediatamente después, cerca de 7 000 estudiantes-maestros realizaron una manifestación que concluyó en el Zócalo. Ahí empezaron los ataques verbales entre las autoridades de la SEP y los miembros de la Normal. El martes 12 de julio, 7 000 maestros-estudiantes efectuaron una marcha a la Secretaría de Gobernación.

		El ambiente seguía caldeándose. El jueves 21, los estudiantes de la Normal realizaron, a partir de las nueve de la mañana, un plantón en la esquina de Paseo de la Reforma e Insurgentes. Por más de cuatro horas, los normalistas rechazaron el diálogo en el que se les exhortó a deponer su actitud y permitir el libre tránsito de automóviles. Dada su intransigencia, la policía tuvo que intervenir para abrir la circulación. Hubo varios heridos, pero ningún muerto.

		Las organizaciones de izquierda quisieron magnificar los hechos acusando de represión a las autoridades capitalinas. El sábado 23, en una asamblea de solidaridad con los estudiantes y maestros de la Normal, representantes de numerosas organizaciones políticas acordaron convocar a una movilización general para el siguiente jueves 28.

		El reto era claro, como también lo era la postura del gobierno. No habríamos de permitir que este feudo de la CNTE continuara subordinando sus compromisos institucionales y pedagógicos a la función política de servir, en los meses de vacaciones, como centro de movilización magisterial de izquierda. El deterioro académico y administrativo de la Normal es ya intolerable.

		Su anunciada marcha no logró el apoyo esperado. A lo sumo, hubo 12 000 manifestantes. Todo transcurrió en forma pacífica y evidenció que los maestros de la Escuela Normal no pudieron incrementar su apoyo. Se reiniciaron las pláticas entre los representantes de la Normal y las autoridades de la SEP, aunque las posibilidades de acuerdo parecían muy remotas, pues la Secretaría había afirmado que la reestructuración de la educación no era negociable, que en septiembre se darían a conocer los nombres de las nuevas autoridades de la Normal y que estaba preparando un sólido proyecto académico mediante consultas con ameritados profesores.

		Estamos decididos a desalojar, aunque sea por la fuerza, a quienes se han apoderado del edificio de la Normal y viven allí.

		

	
		

		Renovación moral: caso Díaz Serrano

		

		El miércoles 29 de junio, la Procuraduría General de la República, con base en la denuncia presentada por la Contraloría General de la Federación, solicitó a la Comisión Permanente del Congreso de la Unión el desafuero del senador Jorge Díaz Serrano. El legislador fue acusado de defraudar a Pemex por 5 000 millones de pesos en la compra de dos buques-tanque gaseros.

		El proceso para desaforarlo fue muy complejo. Requirió que la Comisión Permanente convocara, el 12 de julio, a una sesión extraordinaria para integrar la Comisión Instructora que sustanciara los procedimientos consignados en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. El sábado 30 de julio, la Cámara de Diputados, convocada a un segundo periodo extraordinario de sesiones, resolvió por unanimidad de votos retirar el fuero constitucional a Jorge Díaz Serrano, separarlo de su cargo en el Congreso y solicitar a la Procuraduría General de la República el ejercicio de la acción penal correspondiente. Horas después, Díaz Serrano se entregó voluntariamente y quedó detenido en el Reclusorio Preventivo Sur.

		El proceso generó expectativas y comentarios en la opinión pública. Durante todo el mes de julio aparecieron noticias y editoriales al respecto. Hubo especulaciones de todo tipo. Algunos llegaron a suponer que se preparó el asunto para que el proceso comenzara justo en los días anteriores a las elecciones en el norte del país. Esto no es exacto. No se escogió el momento para proceder en contra del ex director de Pemex, se actuó cuando se tuvo el expediente completo.

		La actitud personal de Díaz Serrano —consistente en declararse inocente, expresar su voluntad de permanecer en el país y defenderse, y hacer explícito su “fervor” por las instituciones y su “fe” en la justicia— demuestra su serenidad y sangre fría. No obstante, en todo momento temimos que se fugara del país.

		Por otro lado, fue él quien promovió que varios grupos de opinión señalaran que el proceso en su contra podría minar el sistema, en tanto que rompía lealtades políticas que tradicionalmente se habían respetado. Tal argumento se basaba en que el ex funcionario fue de los colaboradores más cercanos del presidente López Portillo, y en que familiares de éste fueron mencionados como interesados directos en el fraude.

		Esa apreciación, promovida por el mismo Díaz Serrano, fue no solamente interesada, sino también excesiva. En todo caso, debió hablarse del gobierno y no del sistema. Aun así, debe reconocerse que lo que desprestigia al gobierno son los hechos que dieron origen al proceso, que no hizo sino reconocer lo que ya todo mundo sabía.

		La opinión pública informada se manifestó satisfecha por el hecho de que Díaz Serrano fuera procesado, pero al respecto hubo siempre que tener presente que esa opinión reacciona de una manera muy veleidosa: puede primero clamar venganza, para después pedir piedad.

		La importancia del proceso radicó en los efectos preventivos que pueda tener para el mismo gobierno. Es sano que se conciba el principio moral de que “el que la hace, la paga”. Indiscutiblemente que ahora los funcionarios trabajarán con más cautela. Mis colaboradores sabrán el riesgo que conlleva actuar de manera deshonesta, y mi familia podrá comprender mejor por qué la tengo tan limitada. Luego entonces, creo que el juicio de Díaz Serrano dará frutos positivos en el corto y en el mediano plazos.

		Por otra parte, es innegable que el proceso enfrió mis relaciones con López Portillo y su grupo. El ex Presidente regresó a México, según él, para asistir a la boda de una sobrina nieta, aunque en realidad lo hizo para ver qué estaba pasando. Yo me enteré de que tanto él como sus hermanas estaban muy inquietos, y que pensaban visitar, en forma ostensible, a Díaz Serrano. Envié al procurador general de la República para que les informara la situación que guardaba el proceso. García Ramírez me dijo que López Portillo le había comentado que no pensaba pedirme una cita, pero que si yo lo llamaba, platicaría conmigo. Por ello, decidí invitarlo a comer el miércoles 13 de julio.

		López Portillo estaba muy impactado. Me dijo que pensaba que Díaz Serrano era inocente y que, en su defensa, podría sacar a relucir elementos que dañaran al sistema. Le respondí que discrepaba de su opinión, que yo estaba convencido de que Jorge Díaz Serrano era culpable, no sólo del delito de peculado, sino también de haber propiciado una alta ineficiencia y corrupción en Pemex, por lo que también debería exigírsele alguna responsabilidad.

		Le dije que si Díaz Serrano complicaba su defensa utilizando argumentos que pudieran dañar al sistema, me vería en la necesidad de actuar en consecuencia, profundizando hasta donde fuera necesario para esclarecer las cosas. Le pregunté: “¿Qué clase de presidente sería yo si con una simple amenaza me cruzara de brazos y dejara caer un proceso tan importante? Entonces sí que estaría en peligro el sistema”. Añadí que había ponderado con mucho cuidado las cosas antes de iniciar el proceso, definiendo qué sería más dañino, si una acción o una omisión, y que concluí que era necesario actuar.

		En cuanto a la actitud de los miembros de su grupo, o a las medidas que éstos pudieran tomar para tratar de vulnerar las acciones de mi gobierno, considero que el único con la fuerza potencial para hacerlo es Carlos Hank González. Pero, precisamente porque tiene muchos intereses, tendrá que medirse mucho. Hay otros funcionarios que son mencionados reiteradamente por la opinión pública como culpables. Entre ellos destacan Arturo Durazo y, en menor grado, Fernando Rafful.

		Así que, por lo pronto, el único grupo al que hemos llamado a cuentas, por corrupción, es el de funcionarios de la administración pública. Esto se debe a que la demanda política ha influido, en forma definitiva, en la prioridad de las acciones. La necesidad de recuperar el prestigio del gobierno es urgente.

		La posibilidad de actuar sistemáticamente contra los empresarios corruptos todavía está limitada por los graves problemas de resentimiento que subsisten en la clase empresarial.

		En cuanto a los líderes obreros, no contamos con elementos suficientes para proceder, ya que ellos no tienen que rendir cuentas de sus acciones al gobierno, sino a sus representados. Lo único que hemos podido adelantar en ese terreno es un planteamiento que Farell ha negociado con Fidel Velázquez, en el que se busca la depuración del movimiento obrero. Don Fidel reconoce que dentro de sus centrales hay elementos que se dedican a la extorsión, y está de acuerdo en que actuemos en su contra, porque así recupera la CTM sus parcelas de poder. No es posible por el momento promover más a fondo la limpieza y el reajuste sindicales.

		

	
		

		Agosto de 1983

		

	
		

		Partido Revolucionario Institucional:

		enfrentamiento con la COCEI en Juchitán

		

		EL DOMINGO 17 DE JULIO, EN LA VENTOSA, CERCA DE JUCHITÁN, Oaxaca, un grupo de campesinos de la Coalición Obrero Campesina Estudiantil del Istmo invadió terrenos de pequeños propietarios, alegando que se trataba de tierras comunales. La policía estatal intervino para desalojar a los campesinos de la COCEI, pues ya se había iniciado la riña entre éstos y los pequeños propietarios del lugar.

		Este hecho cobró singular relevancia, porque el alcalde de Juchitán, Leopoldo de Gyves, era quien encabezaba a los campesinos invasores. De Gyves había llegado al poder en 1981, postulado por la coalición formada por la COCEI y el Partido Comunista Mexicano. Su singularidad, al obtener el triunfo en una alcaldía tan conflictiva, dio notoriedad a los hechos del 17 de julio, que fueron retomados y magnificados por la prensa y los partidos de izquierda, destapándose así la polarización existente entre los juchitecos. El asunto tuvo un realce adicional por la circunstancia de que el clima de violencia de la localidad estaba enmarcado en la contienda electoral para diputados locales, calendarizada para culminar el domingo 7 de agosto.

		Pronto se intensificó la hostilidad real y verbal entre los miembros del PRI y del gobierno estatal, por un lado, y los de la COCEI y el Partido Socialista Unificado de México, sucesor del PCM, por el otro. El asunto estaba candente. Influían en él factores antiguos y nuevos. Problemas agrarios y políticos siempre relegados y situaciones producto de nuevas realidades. Sin embargo, lo que resultaba determinante en el momento de los incidentes era la actitud asumida por las autoridades municipales, quienes manipulaban los problemas de la localidad para sus propios fines políticos.

		Los partidos de izquierda cobraron interés en la COCEI desde finales de 1976, cuando su radicalismo se hizo notorio. En 1980 esta agrupación se alió, para fines electorales, con el PCM; desde entonces cuenta con su apoyo y con el del Partido Revolucionario de los Trabajadores. Para estos grupos, Juchitán simboliza la posibilidad de controlar un gobierno. Esto no quiere decir que los miembros de la COCEI se identifiquen plenamente con dichos partidos políticos y, menos aún, que se subordinen a ellos, pues de hecho la COCEI tiene sus propias fuentes de poder. Su radicalismo excede al del PSUM y, por consecuencia, sus acciones a menudo se salen del control de dicho partido.

		El “triunfo” municipal de la COCEI generó, desde sus inicios, malestar político en el área. Los miembros del PRI afirman que se hizo una entrega indebida de la alcaldía de Juchitán, como resultado de una cierta actitud de promoción de la izquierda por parte de las autoridades gubernamentales federales. Ello hace que los priistas de Juchitán sientan que las autoridades centrales los traicionaron en aras de una maniobra política más amplia.

		Como candidato presidencial me percaté, cuando fui a Juchitán, de que la propaganda antipriista difundida en el área centraba sus críticas precisamente en el hecho de que el PRI hubiese entregado Juchitán a los comunistas. Durante mi recorrido por las calles del pueblo, muchos vecinos se asomaban por las ventanas y me gritaban: “¡Saque a los comunistas de aquí!”. Claro que esos vecinos eran los ricos del pueblo, los que tenían casas desde donde asomarse, los que se atreven a externar sus opiniones. Sea como fuere, es indiscutible que el ambiente estaba profundamente polarizado. La tensión se podía respirar.

		Tal situación hizo crisis en el proceso de la contienda electoral para diputados locales. No sólo se exacerbaron los ánimos, sino que se desenmascararon actitudes inaceptables. La COCEI dio claras muestras de que estaba dispuesta a hacer lo que fuera necesario, incluyendo la utilización de instrumentos violentos, como las invasiones de tierras, para afianzarse en el poder. Sus miembros no estaban dispuestos a dejar el control de una alcaldía que les había permitido utilizar los fondos municipales para fomentar la agitación social en el país, fortaleciendo con ello sus propios fines políticos. Habían hecho de Juchitán su feudo particular.

		Mi decisión de impedir que los fondos públicos se destinen a fines ajenos a aquéllos para los que fueron otorgados no habría de encontrar aquí una excepción. Estoy convencido de que tolerar situaciones de esa naturaleza crea un proceso de descomposición de las instituciones.

		La movilización del PRI para fortalecer su actividad en Juchitán creó un ambiente de rivalidad que culminó, el domingo 31 de julio, en un enfrentamiento violento con los miembros de la COCEI, al cierre de las campañas electorales. La situación exigió la intervención de la policía y, como el ambiente de tensión no cedió, el miércoles 3 de agosto el Congreso de Oaxaca declaró desaparecido el Ayuntamiento de Juchitán. Ese mismo día, el gobernador de Oaxaca designó un consejo para suplir al alcalde Leopoldo de Gyves.

		Los coceístas mantuvieron en su poder el palacio municipal, en tanto que en la ciudad de Oaxaca la Comisión Estatal Electoral aprobó el aplazamiento de las elecciones para diputado local en el municipio de Juchitán. Tuvimos que suspender esa elección para que se bajara un poco la presión política, pues ésta estaba conduciendo a la violencia física entre grupos.

		Yo sé que actuar como lo hicimos en Juchitán puede crear problemas al desatar grupos violentos prácticamente incontrolables; en este caso, aun para el PSUM. Pero considero que un peligro global mayor es el desprestigio del concepto de autoridad que indiscutiblemente sobrevendrá si el gobierno permite que subsistan juegos políticos como éste. Ante tal amenaza, prefiero el riesgo del enfrentamiento con grupos violentos aislados, a los que, en todo caso, trataré de ir calmando.

		El verdadero problema de Juchitán es de tenencia de la tierra, cuya regularización es entorpecida por los caciques regionales. Nadie ha entrado a fondo para resolver este problema; no lo hizo la COCEI ni tampoco el gobierno local o federal. Yo creo que es necesario crear un Plan del Istmo para resolver los problemas fundamentales del área. Sería, además, la única forma en que, si triunfa el PRI en las elecciones, pueda reconquistarse el consenso en el área.

		Los acontecimientos de Juchitán me preocupan en el contexto de lo que siento un problema más amplio: la crisis y la desorientación de la izquierda. Su problema es que no tiene una estrategia y está dividida. Varios grupos, entre ellos la COCEI, se le salen de control a los partidos organizados, y pretenden utilizar métodos violentos.

		La izquierda está en crisis desde las elecciones presidenciales, cuando los problemas económicos y políticos del país hicieron evidente que el pueblo mexicano favoreció el voto conservador, aflorando ostensiblemente su horror por los comunistas. Desorientados ante sus fracasos electorales e imposibilitados para actuar, los partidos de izquierda han elegido como táctica la crítica de mis acciones ante la crisis. Han querido progresar a mis costillas, pero de hecho lo que ha progresado es su división interna. Existen tantos grupúsculos que se odian entre sí, que realmente no hay con quién dialogar. El PSUM y el PRT, con quienes formalmente establezco contacto, tienen tanta lejanía de los grupúsculos violentos como nosotros. La inexistencia de una izquierda organizada me hace imposible el diálogo real con ellos y, sin embargo, la amenaza de su violencia subsiste.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos:

		entrevista con el presidente Reagan

		

		La entrevista que sostuve con el presidente Ronald Reagan el día 14 de agosto, en Baja California, tuvo por objeto crear un clima de comunicación, reactivar acciones gubernamentales bilaterales que revitalicen el funcionamiento de los mecanismos ordinarios de nuestra relación y, mediante el trato personal, disipar las posibles tensiones.

		El presidente Reagan y yo conversamos en privado durante dos horas, de las cuales dedicamos hora y media a Centroamérica. Lo que pudo haberse ganado con esa plática es brindar al Presidente norteamericano más elementos de juicio sobre nuestra postura. Creo que el diálogo que con él sostuve fortaleció, a sus ojos, la imagen de que nuestro país actúa de buena fe.

		También traté de hacerle ver que las propuestas del Grupo Contadora son sensatas y viables. Insistí en los riesgos para la región de una política armamentista, que acerca la posibilidad de una guerra sin salida y envenena el ambiente entre Estados Unidos y la América Latina, al romper el concepto de solidaridad continental.

		El presidente Reagan me escuchó, tal vez sólo por cortesía, o tal vez movido por el hecho de que su política hacia Centroamérica está agitando no sólo a la opinión internacional, que de hecho no le importa, sino también a la opinión interna norteamericana, la cual le es vital. Los norteamericanos están muy divididos en cuanto a su política centroamericana. Nuestra acción en Contadora nos ha prestigiado ante ellos, porque necesariamente reconocen que la vía bélica es sumamente riesgosa.

		Los demócratas nos apoyan abiertamente y quieren utilizar la política latinoamericana como arma electoral, por lo que todos sus precandidatos me han pedido entrevistas. Los republicanos también están divididos. Por ahora, la política centroamericana la ha estado ejecutando William Clark. Él ordenó las maniobras de la flota norteamericana frente a las costas nicaragüenses, sin consultar con el Pentágono ni con el Departamento de Estado. Los militares están muy molestos, pues ellos piensan que si han de entrar en Centroamérica, lo harán para arrasar, y no para actuar a medias, como sucedió en Vietnam.

		En todo caso, yo creo que el presidente Reagan reafirmó la impresión de que México está actuando de acuerdo con su leal saber y entender, y no como resultado de un juego más amplio promovido por la Unión Soviética. De haberse logrado esto, el avance sería importante, pues es conocido que el mandatario norteamericano tiende a creer en las teorías conspirativas que señalan que todo el que no actúa de acuerdo con la conveniencia norteamericana, lo está haciendo por impulso y promoción directa de la Unión Soviética.

		Aquí cabría hacer un paréntesis para señalar que, en la opinión pública mexicana, nuestra postura hacia Centroamérica ha sido mucho más ampliamente aceptada de lo que fue la política estridente que, respecto a Nicaragua, siguió López Portillo. Es posible que la ultraderecha esté en contra de nuestra política centroamericana, pero en general tal actitud ha bajado de tono. No por ello debemos olvidar que fácilmente puede volverse a provocar una reacción en ese sentido.

		Un incidente reciente puso en evidencia la sensibilidad de la opinión mexicana respecto a nuestra relación con los socialistas. Me refiero al torpe anuncio que hizo la Secretaría de Hacienda el 6 de septiembre, en relación con el préstamo que le hicimos a Cuba. La imagen que se proyectó, y que irritó profundamente a la opinión pública, fue la de que estábamos regalando millones de dólares a los cubanos, divisas que no tenemos.

		Pero volviendo al presidente Reagan, cabe señalar que es un gobernante con ideas claras, aunque bastante simples. Es de esas personas que tienen odio irracional al comunismo y que consideran que ya es hora de frenar la agresividad soviética. En verdad, me resulta sorprendente que un Presidente de los Estados Unidos pueda estar encerrado en un esquema de política exterior tan simplista como lo es el bipolar. Y señalo esto sin desconocer que la Unión Soviética ha ido avanzando, de hecho, sobre los intereses americanos, y que dentro de los Estados Unidos se ha creado la sensación de que los soviéticos les están tomando el pelo.

		Reagan ataca verbalmente a la URSS con una enorme frecuencia. Hace grandes escándalos para desprestigiar o herir a los soviéticos, como ocurrió con motivo del avión sudcoreano derribado por éstos, o como fue negar el permiso para que aterrizara el avión de Gromiko en Nueva York. Sin embargo, la URSS ni reacciona ni altera su política: sigue minando los intereses norteamericanos en el sureste asiático, en África, en el Medio Oriente y en América Latina. Parecería que los soviéticos tienen más malicia política y que, en el fondo, los detalles no les importan. Dejan a los Estados Unidos actuar solos, sin contestarles, mientras ellos avanzan en sus posiciones políticas.

		Por otro lado, hay que considerar que los rusos tampoco tienen tantas alternativas. Ellos también están sufriendo una crisis económica de productividad y de abasto; tienen inquietudes frente a los satélites y una relación muy delicada con China.

		En verdad, esta época es de las más frustrantes en materia de política internacional; no parece haber salida a ninguno de los problemas existentes. Parece una época estéril y, al mismo tiempo, peligrosa, en la que el enfrentamiento entre la Unión Soviética y los Estados Unidos deja poco margen de maniobra a los demás países.

		Sobre la forma de gobernar del presidente Reagan, acerca de la que se especula tanto, mi impresión es que él lleva el control básico del gobierno, aunque sin meterse en detalles. En ese sentido, le da un gran juego a los ejecutores. Su política económica ha tenido, por el momento, un éxito considerable. Ha logrado abatir la inflación mostrando tendencias a la recuperación del empleo; sin embargo, esto ha ocurrido al tiempo que ha crecido el déficit gubernamental, lo que genera una presión inflacionaria latente. Debe remarcarse que un elemento central de su política económica ha sido la sanidad financiera y, sin embargo, el gasto militar la está echando por la borda.

		De más gravedad es el hecho de que no se han tocado los problemas estructurales de productividad y obsolescencia de la planta industrial, lo que se refleja en la pérdida de competitividad de la economía norteamericana. Si esta realidad no es afrontada, los movimientos macroeconómicos no solucionarán los problemas de fondo y el ciclo recesivo puede reiniciarse en cualquier momento. En tal caso, los afectados seremos todos los países del mundo occidental, porque ante los desajustes de su economía, los norteamericanos tienen mecanismos muy poderosos para cubrirse. Por lo pronto, la política económica de Reagan ha tenido resultados positivos en el corto plazo, y eso es lo importante para efectos electorales.

		En lo que se refiere a las políticas migratoria y comercial de los Estados Unidos, hay que aceptar que éstas son vistas actualmente como políticas residuales, esto es, aquellas que deberán ajustarse según caminen las cosas en otros rubros. Frente a los problemas comerciales o migratorios se percibe una falta de concepción política. Tal parece que se está actuando en forma exclusivamente doméstica, o sea, sólo atendiendo a las presiones de los intereses internos.

		Otra concepción elemental de los norteamericanos se aprecia en su deseo de exportar su ideología a los demás países del mundo. Ellos se siguen concibiendo como los adalides de la libertad y de la democracia. No obstante, su egocentrismo los lleva a señalar que los países occidentales tienen que esperar a que se dé la recuperación económica en Estados Unidos para aspirar a lograr la suya propia. Parecen decir a los otros países: “Espérense, pues si nos va bien a nosotros, también les va bien a ustedes”.

		Los intereses de Estados Unidos no van a variar y, por ello, a los mexicanos nos resulta igual si gobiernan los demócratas o los republicanos. En el fondo, la única diferencia entre ellos es que los demócratas son más suaves de forma y los republicanos son más cínicos.

		Para concluir mi opinión sobre Reagan, diré que él en lo personal sabe agradar. Es un buen showman: cuenta chistes y es ameno. Políticamente, tiene buenas maneras, pues a pesar de que durante la entrevista yo le dije algunas cosas fuertes, él escuchó con serenidad y cortesía, e incluso se mostró afectuoso.

		

	
		

		Imagen del gobierno en el exterior

		

		Mi entrevista con Reagan fue significativa, porque para México es muy importante mantener relaciones cordiales con Estados Unidos. Necesitamos evitar que nuestro trato esté permeado por el recelo, pues sabemos que cualquier acción irreflexiva de nuestra parte puede traer como consecuencia una reacción grave de parte suya. Recordemos que ellos pueden complicar nuestros asuntos internos.

		Precisamente por nuestra vulnerabilidad, resulta importante preocuparnos sistemáticamente por un desarrollo adecuado de nuestra imagen en el exterior. Lo hemos hecho y, la verdad, hemos obtenido resultados mayores que nuestro esfuerzo. Manuel Alonso, el director de Comunicación Social de la Presidencia, ha ido a Estados Unidos a buscar a los directivos de los principales diarios; ha platicado con ellos; les ha tenido alguna atención, y los ha invitado tanto a mi toma de posesión como al Primer Informe de Gobierno. Por otro lado, hemos logrado un servicio de noticias que insertamos mediante tarifas reguladas en las cadenas televisivas norteamericanas.

		Nuestra política internacional ha sido bastante activa; los secretarios han viajado de manera sistemática a diversas áreas. Hemos penetrado sin necesidad de discursos rimbombantes. Nuestra imagen ha mejorado en los Estados Unidos y en Europa, así como ante determinados bloques, por ejemplo, entre los árabes. A ellos nos hemos acercado con una mayor comunicación en el área del petróleo.

		En América Latina, nuestras relaciones han mejorado no sólo por nuestra actividad en Contadora, sino también porque hemos estrechado nuestra relación con Venezuela, Colombia y Brasil. Por otro lado, se nos otorgó la presidencia del Grupo de los 77, y a Silva Herzog se le nombró, en el Fondo Monetario Internacional, vocero para América Latina, así como Ministro de Finanzas del Año.

		Hemos logrado una buena relación con los socialistas. Los cubanos reconocen que, durante mi primer año de gobierno, les he enviado más secretarios de Estado que cualquier otro gobierno mexicano en ese mismo lapso. Notan que nuestro acercamiento a ellos no ha sido consecuencia, como ocurrió en el pasado, de que el gobierno enfrentara algún problema con la izquierda y buscara un acercamiento con ella por medio de los cubanos.

		En fin, nuestras relaciones públicas con el exterior han sido, hasta el momento, bastante exitosas. Por lo menos así parecen mostrarlo los recientes reportajes que han sacado periódicos de diversas partes del mundo sobre nuestro país.

		

	
		

		Primer Informe de Gobierno: qué decir y cómo decirlo

		

		Aunque en agosto ocurrieron cosas importantes, todo el mes estuvo permeado por el reto y la novedad que me significó la elaboración de mi Primer Informe de Gobierno. Su trascendencia, enmarcada en una ceremonia que ha hecho tradición entre nosotros, lo convierte en el foro anual más importante para el Presidente de la República.

		Mi intención original fue hacer del informe un mensaje breve dirigido a los televidentes; sin embargo, acabé concediendo, como tradicionalmente ha ocurrido, un espacio a cada secretaría. Cambié de idea, porque sentí que la sociedad mexicana, que en muchas ocasiones sólo obtiene información parcelada y de baja calidad, estaba esperando que yo le brindara información sobre cada una de las partes del gobierno, formando con ella un todo coherente.

		Fui temiendo, al ir analizando posibles versiones de un informe-mensaje corto, no satisfacer las amplias expectativas generadas en diversos grupos de la sociedad. Creo que muchas de las personas que escuchan el informe lo hacen con distracción, y sólo ponen interés cuando se menciona al sector en que intervienen o con el que están directamente relacionados. Por ello, consideré necesario mencionar a todos los sectores.

		Estas expectativas, presentes siempre, cobran mayor intensidad cuando se trata del Primer Informe, pues la sociedad considera que este acto es importante en el proceso de definición de un Presidente entrante. Debido a ello, en el fondo me parece que éste fue un informe de transición, ya que espero que para el año entrante el ambiente de expectativa haya cambiado y yo pueda hacer un informe más conciso.

		Respecto a su elaboración, creo que esta vez se trabajó de una manera más institucional de lo que se había hecho con anterioridad. La SPP, como siempre, juntó el material esencial para el informe, pero antes de presentármelo se preocupó porque éste fuera validado por cada una de las dependencias.

		El primer documento constaba de aproximadamente 220 páginas, que se dividieron, conforme a la estructura del Plan Nacional de Desarrollo, en Introducción, Política del Estado mexicano, Política económica general, Política social, Políticas sectoriales, Política regional y Mensaje político. Después de este primer documento, se preparó una versión más concisa de acuerdo con los lineamientos generales que yo di, en los que señalé que no deseaba que el mensaje durara más de dos horas.

		En la primera versión resumida que se me entregó, todo el material fue organizado de acuerdo con una estructura correspondiente a las tesis de mi plataforma electoral. Yo solicité esto, porque me pareció que podría ser una forma novedosa de presentar las cosas pero, al escucharla, me di cuenta de que no era realmente lo que yo quería. Fue entonces cuando la SPP me presentó una nueva versión concisa, en la que se seguía el mismo orden que el señalado en el primer documento.

		Para analizar estos trabajos formé una Comisión del Informe Presidencial, en la que participaron los miembros de mi staff. Esto lo hice para cubrirme de los riesgos, es decir, para que dicho grupo ayudara a detectar errores o problemas, y también porque me gusta el trabajo en equipo. En esto, la elaboración del informe fue diferente de la acostumbrada en los años anteriores, pues, hasta donde yo sé, López Portillo trabajaba sólo con su hijo José Ramón y con Rosa Luz Alegría.

		El proceso me fue muy útil, pues me fue indicando el tono y el contenido que debería tener el informe. Ahora bien, yo estaba consciente de que estos trabajos de apoyo tenían un límite, y que era necesario que yo me hiciera cargo del texto personalmente. El material que se me entregó estaba suficientemente articulado para facilitarme una redacción fluida, aunque no creo que la versión final haya tenido más de un 15% del material de la última versión que recibí.

		La estructura del informe tuvo tres vertientes. Por un lado, las tesis de mi campaña electoral; por otro, el Plan Nacional de Desarrollo, y, finalmente, una estructura que lo relacionaba con las dependencias del gobierno. Ahora bien, estos tres rubros ya estaban relacionados entre sí en el Plan Nacional de Desarrollo, pues éste contempla tanto la división sectorial como los conceptos ideológicos expresados en las tesis de mi campaña. No es que yo me haya propuesto explícitamente unir estas estructuras, sino que la concepción de la realidad que me ha ido dando la elaboración de esos documentos ha arraigado en mí. En efecto, yo creo que tanto la elaboración de las tesis como del Plan Nacional de Desarrollo afinaron mi punto de vista sobre la realidad y éste, necesariamente, apareció en el informe.

		Esta congruencia entre los principales documentos que he producido asusta a algunos, quienes temen que esa misma coherencia desemboque en rigidez. Sin embargo, yo siento que es necesario que el Presidente dé pautas consistentes, pues sabe que éstas serán retomadas por diferentes grupos para desarrollarlas y enriquecerlas. Los postulados que he hecho seguramente serán comentados por el PRI, por los miembros del partido en las dos cámaras, por los gobernadores, por los presidentes municipales, y marcarán el camino ideológico para los administradores públicos. En cuanto al temor de que la coherencia caiga en inflexibilidad, creo que lo que hay que fortalecer en este país es nuestro sentido de perseverancia.

		Mi experiencia personal al elaborar el informe fue grata, aunque debo reconocer que hacia mediados de agosto, después de mi entrevista con Reagan, empecé a sentirme nervioso al ver que el tiempo se venía encima y yo no tenía el documento listo. Sin embargo, cuando pude sentarme a escribirlo y saqué adelante el capítulo político, advertí que me sería fácil continuar.

		En realidad, la elaboración del informe representó una distracción respecto a mis labores usuales que no me aportó ninguna novedad informativa. A nivel reflexivo, sólo confirmé y afiné conceptos e impresiones que ya tenía. Pude medir los logros y los límites de cada secretaría de Estado. Encontré que en esta evaluación nada me sorprendió. Lo que me resultó grato, novedoso, fue el proceso de armar el discurso. Fue un trabajo intenso, pero no agobiante.

		En lo que se refiere a la ceremonia misma del primero de septiembre, creo que es poco lo que se puede cambiar. Constituye una de las pocas ceremonias que cuenta con cierta tradición, sin perder su sentido político. Por ejemplo, no creo que se justificara modificar el recorrido tradicional al Palacio Legislativo. Respecto a la ceremonia misma, considero que sería deseable leer un documento más breve.

		En cuanto a mi deseo de que no hubiera aplausos, he oído muchos comentarios. Mi conclusión es que para los que están en el Palacio Legislativo, y que podríamos llamar el grupo participante de la sociedad, resultaría más agradable que sí los hubiera. No puede negarse que esto permitiría más comunicación entre el Presidente y el público, así como recalcar ciertas ideas centrales. Además, los aplausos permiten medir la reacción de la gente y, finalmente, rompen el tedio de una lectura larga, al permitir a la gente ponerse de pie y estirar las piernas. Por otro lado, creo que a quienes no están en el Palacio Legislativo sí les resulta más agradable que no se aplauda. Los televidentes sólo perciben en los aplausos un culto a la personalidad.

		La respuesta formal al informe por parte de un legislador es también tradicional. En esta ocasión, la de Irma Cue me resultó grata. Creo que fue buena y digna. No se precipitó en conclusiones y, si bien subrayó algunas ideas, lo hizo en forma decorosa.

		La salutación que los altos funcionarios y demás invitados especiales hacen al Presidente en Palacio Nacional me parece bastante absurda. Creo que no agrega nada al informe y sí resulta tediosa para el Presidente. Al cansancio y a la tensión del día, hay que añadir dos o tres horas de saludos formales.

		Ahora bien, dejando la forma y pasando al fondo del informe, es evidente que destaca el énfasis que di a la revolución educativa. Y digo énfasis, porque el problema estructural de la educación apareció desde mi plataforma electoral. Sin embargo, en esta ocasión se avanzó sustantivamente en el tratamiento del tema, ya que se habló de reformas sectoriales e institucionales que en la campaña no fueron abordadas. Claro está que en la campaña destacaron, como es lógico, temas más taquilleros: la renovación moral y la descentralización. Pero el problema de la educación siempre me ha preocupado mucho, y por ello lo traté con frecuencia durante mi campaña.

		Creo que los planteamientos que hice en este Primer Informe son sustancialmente correctos y consistentes con los principios básicos de mi gobierno. Quise realzarlos por lo que ha pasado en ese sector desde que tomé posesión, es decir, por el riesgo de conflicto con el SNTE, dada la descentralización; por la aparente falta de entendimiento entre el secretario de Educación y el SNTE, dado el carácter del primero; por los emplazamientos de huelga de ese sector, particularmente el universitario, y por la forma en que controlamos los problemas universitarios y los de la Escuela Normal Superior. Tales acciones sin duda habían creado ciertos resquicios que requerían un recubrimiento político, al que yo quise dotar de gran relieve con el énfasis tan especial que di al tema en mi Primer Informe.

		Planteo la revolución educativa como un anuncio y una invitación. Todavía no existe un programa concreto para desarrollarla, pero siento que hay ocasiones en que el Presidente debe promover una agitación dentro del mundo burocrático para lograr el avance y la resolución de problemas que, de otra forma, quedarían empantanados en la inercia administrativa. Yo creo que lo que dije en el informe es lo que piensa toda la gente a la que le preocupa el problema de la educación.

		Un tema que tuve que cuidar mucho en esta ocasión fue el relacionado con la banca nacionalizada. Se me pidió que anunciara que se desvincularían de los bancos las casas de bolsa, las compañías de seguros y todos los bienes que no son indispensables para la prestación del servicio bancario o que no tienen carácter estratégico para los fines del Estado. Preferí no hacerlo, porque sentí que es un asunto delicado, para el que todavía no tenemos un plan concreto. Más aún, todavía no estoy seguro de cómo se debe actuar al respecto. Es un tema vulnerable que no está suficientemente maduro. Por ello me pareció inadecuado, en este primer aniversario de la nacionalización de la banca, proponer medidas que pudiesen interpretarse como reprivatizadoras. Hay que estudiar más este asunto antes de hacer cualquier anuncio.

		Reconocí, sin embargo, la necesidad de formular tanto una ley para trabajadores bancarios como una nueva legislación bancaria. La primera, porque la indefinición actual de la situación laboral de los empleados bancarios nos abre un frente muy vulnerable, y la segunda porque la nacionalización de la banca altera la realidad legal anterior a ella y exige modificar la ley del Banco de México, la del Mercado de Valores, la de Títulos y Operaciones de Crédito, etcétera.

		Estoy consciente de que en el informe adquirí compromisos importantes, difíciles de cumplir, pero que, en todos los casos, sentí necesarios. Hay problemas que tengo que enfrentar, aunque no sepa en qué medida lograré su solución. Creo que esto es parte del proceso de agitación del aparato burocrático que me interesa promover. Reconozcamos que los compromisos son definiciones, y que éstas le corresponden al Presidente. Ahora bien, idealmente, el Presidente no debería comprometerse hasta no tener estudiada a fondo la operatividad del planteamiento. Sin embargo, en la realidad el Presidente tiene que adelantarse para que el aparato burocrático busque la solución.

		Entre los temas particulares que consideré ineludible tocar están: la planeación familiar, ya que nuestro avance social depende, en mucho, de nuestra capacidad para limitar el crecimiento de la población a 1.9%; el Programa Nacional Hidráulico, que exige el uso más racional de un recurso fundamental tan escaso; el Programa Nacional de Alimentación, que deberá abarcar en forma integral todo el espectro de la problemática alimentaria. En el terreno económico, también ofrecí fomentar nuevas inversiones, pues éstas son indispensables para salir de nuestra postración actual.

		En cuanto a la administración pública, anuncié la integración del Sistema Nacional de Control, Evaluación y Fiscalización, que está en proceso de diseño y que espero poder presentar en noviembre de este mismo año. Sin él, la renovación moral estaría incompleta.

		En ese terreno, hablé también del servicio público de carrera. Éste es uno de esos proyectos que siento que hay que iniciar, aunque no podamos saber en este momento cuándo se terminará. Esta limitación se convierte en frustración cuando se tiene que abordar el tema de la reestructuración de las procuradurías y, sobre todo, de las policías. El problema es enorme y es casi imposible calcular el tiempo que transcurrirá antes de ver resultados positivos. Sin embargo, ya he enviado iniciativas de ley para reestructurar las procuradurías y he hablado con seriedad y energía en reuniones con los jefes policiales y les he pedido una mayor eficiencia de sus corporaciones.

		Me comprometí también a cosas que, en sentido estricto, están fuera de mis manos. Entre ellas estarían la elevación de los niveles de eficiencia y honestidad de toda la sociedad y, en particular, de los servidores públicos, así como todo lo que he llamado “cambios estructurales”. En realidad, estos compromisos son metas que, si no reiteramos constantemente, serán fáciles de olvidar. Respecto a ellas, mi trabajo es, esencialmente, un esfuerzo concientizador. Yo debo aclarar hacia dónde queremos caminar.

		El único tema importante que abordé en mi toma de posesión y que ahora omití fue el de la participación ciudadana en el Distrito Federal. Lo hice no sólo porque todavía no tengo un esquema sobre el que podría trabajar en este terreno, sino también porque la situación electoral del país hace que, por el momento, resulte poco atractiva su consideración.

		Otro aspecto importante consiste en señalar que hay algunas similitudes claras entre este Primer Informe de Gobierno y el Plan Nacional de Desarrollo. Éstas serían, en primer término, que ambos realizan un diagnóstico de la realidad en un tono objetivo y veraz. En ellos no hay miedo de decir las cosas que en el fondo todos sabemos. Esto representa una novedad pues, aunque no se dice nada que no sea sabido, se contribuye positivamente a la credibilidad del gobierno y se abre la puerta a un juego polémico más objetivo. Este lenguaje realista no es manejado por otros grupos políticos.

		La izquierda no tiene disposición de entender la realidad. Sus intelectuales liberales han logrado algún éxito con libros que, aunque con parcialidad, diagnostican segmentos de nuestra realidad. Su problema estriba en que todo análisis desemboca en una crítica acérrima del sistema político. Sus propuestas son muy magras en el terreno ideológico, ya que para ellos nada puede mejorar hasta que México sea socialista.

		La derecha tampoco tiene una plataforma ideológica clara. Hasta ahora ha vivido de criticar lo existente, obstinada en señalar que nada podrá mejorar mientras no cambie el PRI.

		Ambas posturas son profundamente estériles. Me preocupa de verdad la pobreza conceptual de la oposición, su incapacidad de conocer y de diagnosticar la realidad para proponer soluciones. El resultado es que ante los documentos que nosotros hemos presentado, ellos se han quedado callados, sin comentarios. Por eso hubo tan pocas críticas válidas al Plan Nacional de Desarrollo y por eso, también, han faltado críticas de fondo al Primer Informe de Gobierno.

		Por otro lado, es difícil saber si el Primer Informe satisfizo las expectativas de la sociedad. Creo que lo que me dijo mi oculista es una buena síntesis de la realidad. Me platicó que la gente le dice: “Sabemos que no estamos bien, pero estamos mejor”. Esta frase es interesante, porque implica la aceptación del mal y de que no podemos avanzar más rápido, pero también la aceptación de que necesitamos seguir actuando. Yo la comparto plenamente.

		Si bien creo que los programas y acciones del gobierno han respondido a las expectativas de la sociedad, también considero que ésta tenía la ilusión de que caminaríamos más rápido, de que saldríamos a mayor velocidad de la crisis. Siento que no hay decepción o enojo en la sociedad, siento que me tienen paciencia, e incluso lástima, por los problemas que he tenido que enfrentar. Creo que, por ahora, la opinión pública acepta que el gobierno sabe a dónde quiere ir y, por ello, le está dando la oportunidad de seguir actuando.

		Como reflexión personal, concluyo que el informe cierra una etapa de mi gobierno. No en sentido estricto, porque no modifica nada en el terreno político ni en el económico ni en el social. Ahí, las proposiciones ya estaban definidas desde el Plan Nacional de Desarrollo. Ahora es cuestión de ejecutarlas y, en caso dado, de medir el énfasis en función de la realidad. Sin embargo, sí creo que el informe cierra una etapa en la relación entre el Presidente y la opinión pública, una etapa psicológica o de sensibilidad que corresponde a la apreciación pública de la figura presidencial. Creo que la forma en que presenté el informe y lo que en él dije fueron las últimas señales que estaban esperando ciertos grupos de la sociedad para normar su criterio sobre mi forma de actuar.

		Considero que efectivamente ha terminado el periodo de propuestas, de los planes, de los programas, de los proyectos. Ahora viene la etapa de hacer las cosas. Se ha agotado el tiempo para los grandes planteamientos; un tiempo que, sin duda, tuvo lo suyo de encantador, de atractivo, de excitante. Ahora viene la triste realidad operativa, administrativa. Se hacen o no se hacen las cosas.

		Ya no puedo salir con cañonazos de ilusión y de expectativas. Necesito encontrar, y he estado pensando en ello, la forma de sustituir el efecto que sobre la población tuvo el surgimiento de grandes programas. La disminución de la inflación va a ser importante. Sin embargo, sé que no sólo de pan vive el hombre, y que voy a tener que encontrar formas de seguir motivando a la sociedad. Tal vez me dedique a los discursos cívicos, pues, en verdad, yo creo que una de las principales funciones de los gobernantes es despertar emociones y promover la voluntad de acción. No sé cómo, no he visto con claridad por dónde, pero de alguna manera es necesario crear un liderazgo moral para iniciar una cruzada reconstructiva de nuestro espíritu nacional.

		Estoy consciente de que por ahora las expectativas de los ciudadanos no podrán orientarse por el lado del crecimiento económico, sino más bien hacia el mejoramiento en la calidad de nuestras vidas. Si durante mi gobierno se lograra avanzar en forma significativa en la renovación moral y en la revolución educativa, dejaría yo un país diferente.

		

	
		

		Septiembre de 1983

		

	
		

		Situación económica: recapitulación y perspectivas

		

		TODAVÍA ESTAMOS LEJOS DE SUPERAR LA GRAVE CRISIS ECONÓMICA que venimos padeciendo desde 1982. Sin embargo, hemos evitado que la tasa de inflación continuara en un ritmo ascendente. Este cambio en la tendencia es notable, ya que cuando la inflación pasa de ciertos niveles, su aceleración es más rápida que en las etapas iniciales. Recordemos que algunos analistas económicos vaticinaban que, para mediados de 1983, México alcanzaría una inflación de entre 150 y 200% anual.

		La tijera que aplicamos —mayor ingreso del sector público, por un lado, y reducción del gasto, por el otro— ha dado resultados positivos. La inflación de julio, agosto y septiembre nos da una tendencia de 50% anual. Ahora bien, si la medimos de punta a punta, es decir, de septiembre de 1982 a septiembre de 1983, es de 90%. El hecho de que en estos meses la inflación haya estado por debajo de 4% mensual es resultado de que estamos logrando, para mi sorpresa, la meta que nos propusimos en la reducción del gasto. El monto del déficit público será, este año, de 8.3 por ciento.

		La reducción sistemática y permanente de la espiral inflacionaria constituye nuestro mayor reto. Lograremos el éxito deseado cuando nuestra inflación no sea mucho más elevada que la de aquellos países con los que comerciamos. Actualmente, la distancia resulta todavía enorme, pues los Estados Unidos, con los que sostenemos la mayor parte de nuestras relaciones económicas, han logrado que este año su inflación descienda a 3 o 4% anual.

		Internamente, la crisis subsiste porque la inflación ha encarecido los bienes y servicios, haciendo que la mayoría de los mexicanos pierdan capacidad adquisitiva y, por consecuencia, vean deteriorado su nivel de vida. Además, al contraerse la demanda, las empresas no están trabajando en el nivel de su capacidad instalada y, finalmente, las medidas de austeridad nos han impedido crear suficientes empleos para satisfacer la demanda de quienes arriban al mercado de trabajo.

		En tales circunstancias, necesitamos hacer un esfuerzo por mantener la planta productiva. A ello han contribuido los programas especiales que hemos puesto en marcha. Sin embargo, la planta productiva ha sido dañada por la contracción de la demanda, la reducción de las importaciones y la falta de flujos financieros. Esto último es particularmente evidente en las empresas que, endeudadas en dólares, sextuplicaron el servicio de su deuda.

		Hasta ahora, el número de quiebras en las empresas ha sido menor que el que estimamos a finales de 1982. Ello se debe a que algunos empresarios han aumentado sus exportaciones, otros han disminuido su producción y otros más han sustituido importaciones. Sin embargo, la mayoría de los empresarios se han apoyado, para salir de sus problemas, en reservas de inventarios o de capital, lo cual significa que pronto pueden agotar esos colchones, poniendo en riesgo la supervivencia de sus empresas.

		En ese caso, el gobierno tendrá que hacer algo más para ayudar al mantenimiento de la planta productiva, pues sólo así se evitará el desempleo masivo y el agravamiento de la crisis. Creo que, de ser necesario, tendríamos que tomar medidas que incluyesen financiamientos especiales del gobierno o, incluso, la toma temporal de acciones.

		Actualmente, la mayoría de las empresas tienen, dada la reducción de la demanda, capacidad productiva ociosa. En esas condiciones no es posible esperar que los empresarios inviertan. Traen dinero de fuera sólo en la medida de lo necesario, aunque ahora sus dudas son más de naturaleza económica que de naturaleza política.

		Por otro lado, las inversiones, detenidas en septiembre de 1982, se reiniciaron desde diciembre. A pesar de ello, realmente no existe un proceso de inversiones nuevo. Tal situación se refleja en el hecho de que la banca ha logrado una fuerte captación de ahorro y, sin embargo, el financiamiento y la inversión están prácticamente paralizados.

		Para promover la inversión estamos otorgando selectivamente créditos a tasas subsidiadas a través de fondos de fomento. No hemos querido uniformar las tasas activas por debajo del piso de costos, pues perderíamos todo control sobre los créditos y la iniciativa privada seguramente aprovecharía para especular con dólares y con terrenos. Además, por el momento consideramos necesario no meter a la circulación cantidades importantes de dinero, aunque ello tenga un alto costo para el Estado.

		En esta crisis no podemos perder de vista el peligro del desempleo. Hasta ahora se ha evitado que continuara la caída drástica del empleo iniciada en 1982. Nosotros hemos logrado mantener la misma planta de diciembre pasado a la fecha. En realidad, ésta se ha incrementado muy ligeramente. A ello han contribuido tanto la subsistencia de la planta productiva como los diversos programas especiales de generación de empleo emergente que ha puesto en marcha el gobierno federal. En ellos hemos tenido buen cuidado de que, al mismo tiempo, dejen a la comunidad activos permanentes.

		El empleo es el reto fundamental de la política de desarrollo. La incapacidad de nuestro sistema económico y social para absorber adecuadamente a la población trabajadora es lo que está en el fondo de todos nuestros problemas.

		A corto plazo vamos a seguir afrontando un problema serio en este terreno. No generaremos en este año la cantidad suficiente de empleos para la nueva fuerza de trabajo. Una situación análoga, aunque no tan grave, la avizoramos para el año próximo. Yo creo que sólo a partir del tercer año de gobierno empezará la generación de empleo en cantidades apreciables. Esta demora nos dejará un rezago acumulado que difícilmente podremos absorber.

		El empleo está ligado al crecimiento económico, y este año la economía ha decrecido entre 3 y 5%. Para 1984, cualquier cifra superior a cero es una meta razonable, sin que sea sensato pensar en más de 2% en el mejor de los casos. Ya en 1985 puede esperarse un crecimiento de 3, 4 o 5%. Como puede verse, el año próximo tendremos la muy difícil tarea de combinar la lucha contra la inflación con la batalla por la recuperación económica.

		Hemos logrado una mejoría importante en las cuentas externas, pero el ajuste se ha producido más por una baja drástica en las importaciones de todo tipo, que por el crecimiento de nuestras exportaciones o por el incremento del turismo. No podemos sostener esta situación por mucho tiempo.

		El ajuste de las cuentas externas nos ha permitido contar con las divisas suficientes para cubrir el servicio de la deuda y para efectuar las importaciones más indispensables, a efecto de no paralizar el aparato económico. En México, las importaciones tienen un carácter estratégico. Si bien sólo representan alrededor de 10% del producto nacional, su falta, sobre todo en el área industrial, provoca problemas serios de producción. En el campo, la dificultad para importar insumos indispensables incide en la producción agropecuaria general, aunque el contenido importado del gasto de inversión y operación sea muy bajo.

		Nuestra política cambiaria se ha orientado a mantener un tipo de cambio que dé competitividad a nuestras exportaciones e impida el abaratamiento excesivo de las importaciones. También hemos tratado de mantener un tipo de cambio congruente con los diferenciales de inflación entre México y Estados Unidos, pues sólo así se pueden evitar fluctuaciones erráticas en las cotizaciones del peso.

		El jueves 22 de septiembre, el Banco de México anunció que el peso se deslizaría diariamente en el mercado libre 13 centavos frente al dólar, lo que equivale a una tasa de 32% anual y a un promedio mensual de 2.3%. Se tomó la medida para dar tranquilidad cambiaria y como respuesta a la presión de nuestros acreedores para el pago de la deuda. Además, la medida evita que los empresarios tiendan a deshacerse de inmediato de su deuda en dólares, lo cual nos generaría una mayor presión de divisas.

		El deslizamiento trajo pocas repercusiones sobre el mercado cambiario; tuvimos días de sobredemanda, pero en realidad no hubo ningún problema serio. El Banco de México quería que iniciáramos este proceso desde agosto, pero yo quise que pasaran el Informe de Gobierno y las fiestas patrias, pues creo que de vez en cuando es necesario que la gente tenga un veranito.

		Hemos logrado reconstituir la reserva monetaria, que había llegado a un nivel de liquidez prácticamente nulo a finales del año pasado. Ello nos impedía manejar adecuadamente el tipo de cambio, por lo que éste dio los brincos que todos conocemos. Todavía no hemos incrementado la reserva monetaria a un nivel adecuado, pero no cabe la menor duda de que ahora tenemos un margen de maniobra mayor del que disponíamos al inicio de mi gobierno.

		Como un primer ajuste, lo que hemos hecho ha sido razonable, indispensable y, además, ineludible. Pero debemos tender a un mayor equilibrio en el sector externo, fundamentalmente basados en un aumento en la capacidad de exportación del país, tanto de mercancías como de servicios.

		No es posible ya contar con el crédito externo masivo que usamos en años pasados, pues los mercados financieros internacionales no lo permiten y, sobre todo, porque hacerlo afectaría la disponibilidad de divisas y limitaría muy seriamente el margen de maniobra de los presupuestos públicos.

		Nuestras dificultades se agravan, porque el panorama de la economía internacional es muy negativo: el sector externo no se fortalece; subieron las tasas de interés en todo el mundo; continúan las políticas proteccionistas en los países desarrollados; el ambiente internacional se torna sumamente peligroso; la recuperación económica de Estados Unidos no se ha consolidado; la economía mundial está estancada, y América Latina está tronando, lo que necesariamente nos dará un coletazo. En estas circunstancias, parece difícil abrirle paso a nuestras exportaciones, pues nos falta capacidad empresarial y, en especial, de mercadeo. Hay que recordar que nuestra planta industrial creció muy sobreprotegida y no tuvo que abrirse brecha en el exterior.

		Así que vamos a tener que vivir de manera permanente con el tema de la deuda y de la escasez de divisas. Solamente hemos redocumentado la deuda de 1982, 1983 y 1984. En 1985, en principio, deberíamos de volver a iniciar ciertos pagos. En ese momento lo que habrá que hacer es tratar de renegociar.

		Yo soy de la idea de que la deuda debe refinanciarse constantemente. El problema es el ritmo en que el país puede endeudarse más, considerando el costo que habrá que pagar por el servicio de su deuda. Esto debe calcularse en función de la capacidad del país para generar divisas. En el sexenio pasado apostaron a que el petróleo daría suficientes divisas para pagar el servicio de la deuda, y se equivocaron.

		Entendamos que de manera permanente tendremos que seguir captando nuevo dinero a los plazos más amplios y a las tasas más bajas posibles. En tales circunstancias, debemos evitar que se repita una crisis por falta de divisas. Por ello, necesitamos llevar la recuperación económica en forma lenta y gradual.

		En realidad, es muy difícil planear a mediano y a largo plazos en circunstancias como las actuales. Hay que hacerlo por etapas y ser muy flexibles en el corto plazo. Nuestra primera meta era sobrevivir, y todavía lo es, pero como el éxito lleva al éxito y el fracaso al fracaso, creo que si este primer año es bueno, el segundo también lo será. Los largos plazos no son más que la suma de cortos plazos vistos con perspectiva.

		El ritmo de la recuperación económica dependerá de la medida en que se recupere la confianza, y yo no sé qué tanto tiempo lleva una recuperación sustancial de la confianza. Sé que el proceso se acelera o se retrasa en función tanto de hechos económicos como políticos.

		

	
		

		Prensa: un grupo difícil

		

		El desliz del peso fue una noticia importante. El mercado la tomó bien, pero hubo desorientación entre la opinión pública no ilustrada. Así que por el lado técnico, real, no tuve problemas, pero en cambio sí los hubo con los columnistas, quienes aprovecharon el hecho para dar rienda suelta a su resentimiento contra el gobierno.

		La prensa constituye un grupo de lo más difícil. El 19 de septiembre tuve una reunión con los directores de los principales periódicos que me recordó escenas de la película Viridiana. Entre ellos se odian y se desprecian, por lo que es verdaderamente imposible, cuando están juntos, que se desarrolle una conversación normal. Esto es desagradable para mí, pues tengo que estar inventando los temas de conversación. En realidad sé que es inútil juntarlos, así que si lo hago de vez en cuando es sólo por razones simbólicas.

		Los periodistas están enojados, en el fondo, porque ganan menos dinero. Esto se debe tanto a la situación económica general del país como al hecho de que reciben menos dinero del gobierno. Posiblemente subsisten algunos “embutes”, pero éstos son mucho menores —en número y monto— que los que recibían con anterioridad y que los que quisieran recibir.

		El gobierno les está dando regularmente a los diferentes periódicos una cuota por publicidad oficial, lo que les permite subsistir a nivel de flotación. A los periodistas les irrita, sin embargo, que ese dinero no les llegue en lo personal. Así que reporteros que antes podían ganar hasta cinco millones de pesos mensuales, ahora se sienten muy molestos, porque seguramente no pueden llevarse más que una vigésima parte de esa suma. Por ello, su actitud es de pulla constante contra el gobierno. Agreden todas nuestras políticas para ver si así nos rendimos y les soltamos más dinero. Tendremos que resistir sus embates con paciencia, esperando que la sociedad sea la primera en cansarse de actitudes negativas invariables. Sin embargo, y mientras eso ocurre, pienso seguir el consejo que da Galbraith en sus memorias: siempre contestar con firmeza a los críticos, obligándolos a pensar antes de atacar de nuevo. Yo creo que no hay batallas pequeñas, que por eso siempre debemos responder cuando nos critican.

		

	
		

		Sindicato magisterial: un acercamiento

		

		El acto conmemorativo del XI Aniversario de Vanguardia Revolucionaria, el 27 de septiembre, se dio en el ámbito de un mayor acercamiento entre el gobierno y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación.

		Carlos Jonguitud Barrios, presidente vitalicio de Vanguardia Revolucionaria y líder máximo del SNTE, estaba molesto conmigo porque no lo dejé ganar “a su manera” las elecciones municipales de diciembre pasado en la ciudad de San Luis Potosí. Sin embargo, cuando en junio Salvador Nava, el triunfador de esa plaza con apoyo del PDM y del PAN, pidió que la Comisión Permanente del Congreso de la Unión sometiera a Jonguitud, en su calidad de Gobernador constitucional del estado de San Luis Potosí, a un juicio político, yo apoyé a Jonguitud. Esto volvió a darle confianza.

		Nuestro acercamiento se fortaleció porque no metí las manos, o cuando menos lo hice de manera muy velada, en las elecciones internas del SNTE. Finalmente, resultó determinante el hecho de que yo no haya buscado la descentralización educativa a rajatabla. Ésta se está llevando a cabo en forma gradual y escuchando la opinión del sindicato.

		

	
		

		Seguridad pública: graves limitantes

		

		Los habitantes de la Ciudad de México sienten que la delincuencia ha llegado a niveles sin precedente. Para algunos, esto es producto de la crisis, mientras que otros sugieren que la policía se abstiene de cumplir con su labor preventiva. Algunos más piensan que la policía o los antiguos agentes de la DIPD participan activamente en la delincuencia. Finalmente, hay quienes señalan que los cuadros de mando provenientes del Ejército están enfrentados con la policía. Seguramente que todo esto ha de ser cierto. El hecho real es que no existe una policía profesional y que no se ha atendido el proceso de su formación. Ahora no nos queda más remedio que caminar gradualmente.

		La procuradora me dijo que le había hecho un examen psicométrico a los elementos de la policía judicial y que 60% de ellos habían resultado psicópatas. Otro porcentaje bastante alto se encontraba en lo que los psiquiatras llaman border line.

		La policía judicial, la preventiva, la Dirección Federal de Seguridad, la policía de inmigración, la sanitaria, las estatales, todas están corrompidas. A los peores elementos se les ha ido encarcelando, pero con resultados limitados: sólo se ha logrado apresar a 30 de aproximadamente 10 000.

		Lo que sí puede verse es que la gente que tenemos en las dos procuradurías, tanto en niveles de mando como en los cuadros medios, es muy diferente de sus predecesores. Ahí el asunto ya cambió. La falla sigue estando en la base, pero, ¿qué podemos hacer cuando las circunstancias nos obligan a formar policías con cursos de sólo cuatro meses?

		

	
		

		Contadora: peligro de guerra en Nicaragua

		

		El miércoles 21 de septiembre, los cancilleres del Grupo Contadora presentaron una iniciativa ante la Asamblea General de la ONU para que el tema de la paz en Centroamérica fuera incluido en el XXXVIII periodo de sesiones. Con ello se buscaba que las Naciones Unidas avalaran la actuación del Grupo Contadora, reconociéndolo como el más adecuado para realizar las negociaciones en torno a la paz en Centroamérica.

		Esto ocurrió al tiempo que The New York Times publicó que, de acuerdo con documentos del Departamento de Estado, el subsecretario de ese ministerio, Paul Thayer, ordenó a las fuerzas armadas norteamericanas que se prepararan para ampliar sus operaciones en Centroamérica. Asimismo, la Comisión de Inteligencia del Senado estadounidense aprobó el plan del presidente Reagan para ayudar a las fuerzas contrarrevolucionarias en Nicaragua.

		En ese contexto, no resultó sorprendente que las delegaciones de Guatemala, Honduras y El Salvador lanzaran, el sábado 24, una ofensiva diplomática en contra de la comparecencia del Grupo Contadora ante la Asamblea General de la ONU. Los Estados Unidos temían que ese debate dañara su imagen.

		En tales circunstancias, el coordinador de la Junta de Gobierno de Nicaragua hizo suya la demanda original, y encontró la oposición abierta ahora también de Costa Rica. Los cancilleres del Grupo Contadora, al ver que la moción dividía a las naciones del área, trataron de convencer a Nicaragua de que retirara su petición. El intento resultó fallido. El martes 4 de octubre, en las Naciones Unidas hubo una acalorada discusión en la que el Grupo Contadora quedó peligrosamente colocado en medio de la confrontación Este-Oeste, como diplomáticamente se llama al enfrentamiento entre los Estados Unidos y la Unión Soviética. Finalmente, la mesa directiva de la Asamblea General de la ONU aceptó la propuesta nicaragüense de que el tema de la seguridad centroamericana fuera tomado en cuenta como un punto urgente y prioritario durante el periodo de sesiones en vigor.

		Nicaragua pidió la inclusión del problema centroamericano en la agenda de la ONU, aun a riesgo de poner en peligro las gestiones del Grupo Contadora, porque se siente acosada, sentenciada: le han ido cerrando el paso. Tiene en su contra no solamente al aparato rebelde somocista, sino también la actitud cada vez más agresiva de Honduras y Costa Rica. El boicot económico en su contra se agudizó con los ataques contrarrevolucionarios a depósitos petroleros de Nicaragua y con las amenazas de que hundirían los buques mexicanos que suministraran petróleo a ese país.

		Estas amenazas, así como los rumores propalados por la prensa en el sentido de que los Estados Unidos nos estaban presionando para que le cobráramos a Nicaragua lo que nos adeuda, fueron maniobras para causar en México temor respecto al costo de nuestra política centroamericana, pues el petróleo que llega a Nicaragua no va en buques mexicanos. Además, aunque seguramente no les agrada a los norteamericanos el apoyo que brindamos a Nicaragua, hasta ahora no nos han presionado para que lo cancelemos.

		Los nicaragüenses saben, como lo sabemos todos, que los Estados Unidos están jugando en una doble vía, y que mientras apoyan a Contadora, continúan atacándolos. Esto es innegable; la misma prensa norteamericana lo ha analizado en innumerables ocasiones. En la primera semana de octubre, la revista Newsweek señaló que la CIA tiene un presupuesto estimado en 80 millones de dólares para dirigir una guerra generalizada contra el gobierno de Nicaragua, y para ayudar a unos 10 000 contrarrevolucionarios en el campo de batalla.

		La desesperación de los nicaragüenses los llevó a acudir a la ONU, que es otro foro de escándalo internacional. Yo les concedo la razón, porque Contadora sólo es una instancia negociadora diplomática que no tiene ningún ámbito real de poder. Además, los países centroamericanos que participan en Contadora no han mostrado una voluntad política firme. Ni siquiera Nicaragua lo ha hecho. La verdad es que todos quieren a Contadora, excepto los países involucrados. Ellos la han tolerado sólo porque representa una fuerza moral. En el fondo, los demás países centroamericanos quisieran tirar al régimen sandinista y, si no fuera por Contadora, ya se hubieran unificado y apoyado en los Estados Unidos para lograrlo.

		Tal vez ése es el sentido de que el jefe del Estado guatemalteco, Óscar Mejía Víctores, haya convocado, el viernes 30 de septiembre, a una reunión del Consejo de Defensa Centroamericano, que es el organismo que reúne a todos los secretarios de Defensa de Centroamérica, con excepción de Nicaragua. Sea como fuere, el ambiente en esos días se volvió denso y peligroso.

		En ese contexto, es posible que la gravedad de la problemática nicaragüense, al subsumirse en la actuación de Contadora, cobre mayor presencia en Naciones Unidas.

		

	
		

		Octubre de 1983

		

	
		

		Programa del Sureste: búsqueda de integración

		

		EL 12 DE OCTUBRE PUSE EN MARCHA EL PROGRAMA DEL SURESTE, que abarca los estados de Tabasco, Campeche, Yucatán, Quintana Roo, Chiapas y la parte istmeña de Veracruz y Oaxaca.

		El objetivo del programa es ampliar la integración del sureste, que es la zona más subdesarrollada del país. Para enfatizar su importancia, hice una gira de cuatro días por los estados de Campeche, Tabasco, Yucatán y Quintana Roo. El Programa del Sureste es prioritario para mi gobierno, porque considero impostergable combatir el rezago histórico del bienestar social en esa área.

		El sureste, ahora estratégico en términos geopolíticos y económicos, se caracteriza por la irregularidad en la tenencia de la tierra y por los fenómenos de sobreexplotación humana que aún persisten y que han dado cabida a la penetración de la izquierda.

		El atraso crónico del sureste se debe a causas muy complejas. Muy probablemente la composición racial del área sea determinante. Ahí, la gran cantidad de población indígena dispersa y heterogénea ha hecho que el proceso de mestizaje avance con mayor lentitud que en otras regiones del país.

		Durante la Conquista y la Colonia, el desarrollo del centro del país fue medular, pues ahí coincidían las grandes concentraciones de población indígena y las minas, que fueron el punto de atracción de los españoles. El norte fue siempre una zona de colonización en la que los indígenas, dada su naturaleza nómada y bárbara, fueron expulsados o aniquilados por los españoles. Por eso el norte es una zona mucho más criolla. Ahí se dio una reducción gradual de la población indígena.

		En el siglo XIX, el norte fue favorecido por la expansión de los ferrocarriles, en tanto que las condiciones geográficas del sureste lo mantuvieron escasamente comunicado. De allí la dispersión poblacional, la insalubridad y la dificultad del desarrollo.

		El sureste tiene, además, una tradición conflictiva. Los gobiernos federales han tenido que crear, en cada época, estrategias para preservar su unión. Primero hubo que retener Chiapas, después fue necesario, para coartar su vocación separatista, dividir políticamente la península de Yucatán. Sólo así pudo debilitarse el poder de Mérida y fortalecerse el de la Federación. Juárez fue quien determinó la separación de Campeche, y Quintana Roo surgió como resultado de la guerra de castas.

		Más recientemente, la Federación invirtió en grandes obras hidroeléctricas y, finalmente, en la exploración y descubrimiento de la zona petrolífera. La explotación petrolera, que ahora es el pilar de nuestra economía, ha vuelto más compleja la situación del sureste, pues las modernas instalaciones requeridas están sobrepuestas en un medio en el que subsisten vestigios prehispánicos. Además, su avance ha destruido equilibrios tradicionales, haciendo que se agreguen nuevos problemas a los que nunca fueron resueltos. Todo esto ha hecho que la oposición de izquierda penetre en esa zona, haciéndola crítica también en términos políticos.

		Finalmente, debemos reconocer que, geopolíticamente, el sureste es un área peligrosa, pues está frente a Cuba, frente a Centroamérica y frente al Caribe. Su situación es más delicada que la del resto del país, dada la posibilidad de una guerra centroamericana.

		De manera que el Programa del Sureste tiene una altísima prioridad para mi gobierno. Los gobernadores del área tienen la disposición de apoyarlo; su capacidad para ejecutarlo es cosa diferente. El que más me preocupa es Alpuche Pinzón, el gobernador de Yucatán, pues Eugenio Echeverría, de Campeche, tiene su dinámica propia, y aunque ha sido acusado de corrupción y nepotismo, como varios de los otros, es capaz de hacer cosas: ha ampliado la frontera agropecuaria del estado y tiene control político de la entidad. En Yucatán sólo se mencionan las cosas negativas.

		Pedro Joaquín Coldwell, de Quintana Roo, es bueno, y Absalón Castellanos, de Chiapas, también lo hace bien: le pone entusiasmo a su tarea. Agustín Acosta Lagunes, de Veracruz, es bueno aunque tiene sus críticas, y Pedro Vázquez Colmenares, de Oaxaca, también trabaja bien. Si este último tiene problemas, es porque el estado los tiene también.

		A Guerrero no lo incluimos en el programa porque no quisimos extender tanto el concepto del sureste, aunque esta entidad tiene, en la sierra de Guerrero, una cierta analogía con Chiapas. La diferencia de Guerrero es que tiene a Acapulco, que siempre ha servido como fuente generadora de empleo y de recursos.

		Como dije, la presentación del programa me llevó a cuatro estados entre el 12 y el 15 de octubre. Las diferencias entre los gobernadores de Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo son notables y, por consecuencia, también lo fueron las giras. El esfuerzo de realizarlas es válido, pues estoy convencido de que la presencia del Presidente de la República resulta integradora. Los resultados son muy variados y dependen mucho del gobernador. Sin embargo, aun cuando las giras puedan resultar fallidas, como ocurrió en Yucatán, el Presidente puede, al sentir la ausencia del gobernador, retomar un problema. Así lo hice allí con el caso del henequén. De manera que, en ocasiones, las giras también pueden servir para llenar vacíos.

		

	
		

		Granada: el Mediterráneo americano

		

		El 14 de octubre el primer ministro de Granada, Maurice Bishop, fue derrocado. Cinco días después, el 19, murió balaceado por la policía al tiempo que tenía lugar una manifestación realizada por sus partidarios. La información que yo he tenido es que hubo un pleito interno y que el ala izquierda se inconformó con Bishop, porque éste era muy personalista. Debido a ello vino el golpe de Estado y con él el asesinato. Entonces, los Estados Unidos decidieron intervenir: el 25 de octubre invadieron Granada.

		Ahora que los norteamericanos ya se posesionaron de las islas del Caribe, el peligro es que formen un “Mediterráneo” americano en el que nosotros quedemos atrapados en el centro.

		Los Estados Unidos me pidieron apoyo y simpatía para su invasión, pero nuestra tradición histórica, que mantiene vivo el recuerdo de las invasiones que nosotros mismos hemos sufrido, nos impide aceptar acciones de ese tipo; aunque ellos nos juzguen ingenuos y piensen que no entendemos la Realpolitik.

		Por otro lado, es cierto que ya había en Granada personal cubano construyendo un aeropuerto. Esto bastó para que Reagan afirmara que Cuba tenía planeada la ocupación de la isla, y que ésta ya había sido convertida por Moscú y La Habana “en un bastión para la exportación del terror y la antidemocracia”.

		El hecho es que los norteamericanos se posesionaron de esta isla del Caribe, y que los demás países nos enteramos cuando los hechos ya estaban consumados. De manera que el límite de nuestra acción fue la queja. No pudimos hacer nada más. Los países europeos y la misma Gran Bretaña armaron un poco de ruido para que no se dijera que habían dejado pasar el asunto inadvertidamente, pero en el fondo no pueden ni quieren hacer nada.

		Realmente, Ronald Reagan, en lo personal, está creando un ambiente de armamentismo y de bipolaridad muy peligroso. Lo ocurrido en Granada es muy preocupante. Constituye un acto de la mayor trascendencia en términos históricos, pues demuestra que los Estados Unidos se han atribuido el albaceazgo del imperio británico. Lo han hecho, porque ya no están dispuestos a tolerar ningún avance adicional de los socialistas en un área que ellos consideran de alta prioridad para su seguridad nacional. Los norteamericanos han decidido brindar a las islas caribeñas el apoyo militar y económico que Inglaterra ya no puede ofrecer.

		Reconozcamos que la descolonización británica en el Caribe dejó multitud de naciones que, por su tamaño y población, resultan ridículas, ya que no son viables como naciones independientes. Tal situación hizo que surgiera un movimiento de confederación entre ellas que, al no prosperar, las dejó a la deriva y a merced de las ambiciones de los poderes mundiales. Antes se pensaba que este conglomerado podía tener una identidad propia, una cierta autonomía o, en todo caso, depender de Canadá, que se sentía el heredero de la Commonwealth en esta parte de América y que había manifestado cierta vocación de patronazgo.

		La invasión norteamericana de Granada, y lo que ello significa, ha traído problemas de toda naturaleza. La Organización de los Estados Americanos, al admitir en su seno a todas estas pequeñas naciones, dándoles poder de votación, ha demeritado la fuerza de los países latinoamericanos. Esto se vio claramente en la última reunión de la UNESCO, que tuvo lugar en París a finales de octubre, cuando un grupo de países caribeños, apoyados por algunos centroamericanos y por las dictaduras latinoamericanas, quisieron remover a México del Consejo Ejecutivo de esa organización.

		México se movió y logró el apoyo de otros países. No obstante, el riesgo de que la votación de estas pequeñas naciones demerite la comunidad latinoamericana está siempre presente. Debemos recordar que esa comunidad caribeña, ahora más que nunca, gravita más alrededor de Estados Unidos que de Hispanoamérica.

		Por otra parte, la opinión pública norteamericana consideró que la invasión de Granada fue un éxito táctico. Se ha transmitido la imagen de que Reagan es un Presidente firme y hábil. Él mismo se ha encargado de subrayar que la acción realizada en Granada debe contrastarse con lo ocurrido en Irán, donde la falta de decisión trajo como resultado que se tomaran rehenes norteamericanos.

		Ahora bien, en cuanto a las consecuencias que la acción sobre Granada pueda tener en el conjunto de la problemática centroamericana, existen dos hipótesis. La primera señala que, después de lo ocurrido en Granada, Reagan se siente más libre para actuar en lo que él considere “un caso de emergencia”. Esta suposición apuntaría a que lo ocurrido en Granada hace más factible la intervención en Nicaragua.

		La segunda hipótesis es que mientras más cerca está el proceso electoral norteamericano, más riesgosa resulta, para la imagen del Presidente, otra acción militar. Se presume que si lo ocurrido en Granada generó una imagen positiva en la opinión pública, sería poco deseable invadir Nicaragua, pues ello podría provocar resultados imprevisibles. Así que esta hipótesis apunta a que no se tomarán medidas nuevas, a menos que sea estrictamente necesario, esto es, a menos que se pueda comprobar que ha aumentado el riesgo de penetración socialista en el área.

		El peligro real, en el caso de que Nicaragua fuera invadida con lujo de violencia y derrocado el régimen sandinista, consiste en que los residuos de ese régimen se infiltrarían en todo el país e iniciarían un largo conflicto de guerrillas. Podría darse una situación como la del Líbano, donde la guerrilla parece permanente, sin que se vislumbre solución.

		En Líbano, la fuente de abastecimiento de los rebeldes está cercana, pues tienen proximidad con la Unión Soviética. Aquí, su abastecimiento tendría que venir de Cuba. Así que, en el hipotético caso de que fuera derrocado el régimen sandinista, sus residuos, junto con los cubanos, armarían guerrillas en toda Centroamérica, y entonces sí que los Estados Unidos no se tentarían el corazón para atacar directa y frontalmente a Cuba. Esto significaría una terrible masacre, pues el pueblo cubano se defendería hasta el final.

		

	
		

		Visita del Presidente de Costa Rica, Luis Alberto Monge

		

		Los días 17, 18 y 19 de octubre, el Presidente de Costa Rica, Luis Alberto Monge, visitó nuestro país oficialmente. Lo invité con la intención deliberada de demostrar que México tiene interés por toda el área centroamericana y no sólo por Nicaragua. Escogí a aquel mandatario con el que pensé que me podía ser más fácil dialogar. Además, tenía interés en lograr un acercamiento con los costarricenses, pues nuestra relación era un tanto distante.

		Conocí a Monge cuando yo era candidato y él Presidente electo. Gustavo Carvajal me lo llevó a Yucatán. Nuestra relación se enfrió cuando, en febrero de este año, el canciller costarricense, Fernando Volio Jiménez, quiso aprovechar su estancia en México para entrevistarse conmigo y entregarme una carta de Monge. No lo recibí porque no estaba previsto que lo hiciera, y porque en ese momento Costa Rica andaba promoviendo el Foro Pro Paz y Democracia, impulsado por Estados Unidos y contrario a algunas de las tesis mexicanas.

		Era necesario superar la tensión causada por este incidente, pues estoy seguro de que una relación fría con Costa Rica en nada nos ayuda. En este sentido, el objetivo de la visita presidencial se cumplió.

		Costa Rica está en una situación ambivalente respecto a Nicaragua, pues aunque se declara neutral, básicamente es anticomunista, o sea que no siente simpatía por Nicaragua. En el interior del país hay un equilibrio delicado entre conservadores y liberales, por lo que Monge tuvo que hacer un gobierno de coalición. Él es liberal, pero Volio es ultraderechista. De cualquier forma, el gobierno está muy presionado por la opinión pública interna, ya que en Costa Rica la prensa está en manos de los empresarios.

		Monge, que es un hombre ilustrado y un político de carrera amplia, está muy preocupado por la situación centroamericana. Imputa muchas culpas a Nicaragua y, en esa medida, también a Cuba y a la Unión Soviética. Y claro, nadie puede negar la injerencia de esos países en el proceso nicaragüense.

		Yo he empezado a cambiar de tono al tratar el asunto. Si bien originalmente señalé que el conflicto centroamericano no estaba inscrito en la confrontación entre los Estados Unidos y la Unión Soviética, ahora he matizado la afirmación, señalando que no debería estar inscrito en tal confrontación. El primer paso claro en el reconocimiento de esta realidad insoslayable se dio en la reunión de Cancún, cuando decidimos enviar nuestro comunicado conjunto tanto a Reagan como a Castro. Queríamos que quedara claro que no somos ni ingenuos ni tampoco solapadores.

		

	
		

		Izquierda: promoción de marchas

		

		El primero de octubre, un grupo de más de 1 000 indígenas chiapanecos, organizados por la Central Independiente de Obreros Agrícolas y Campesinos, inició una muy publicitada marcha a la Ciudad de México. En ese momento sus peticiones no eran claras, aunque hablaban de libertad para campesinos encarcelados; reconocimiento del Sindicato de Obreros Agrícolas; reacomodo e indemnización para los afectados por la presa Itsantún; cambios de régimen de propiedad y agilización de los expedientes en trámite, e incremento de los créditos a los pequeños productores del campo.

		En realidad, el objetivo de sus organizadores, claramente relacionados con otras fuerzas de izquierda, no era resolver problemas u obtener decisiones, sino llegar a la Ciudad de México. Esto fue así, porque la marcha era una maniobra paralela al paro de labores que, a nivel nacional, estaban organizando el PSUM, el PRT y sus satélites. La marcha estaba programada para llegar a la Ciudad de México el día 17, y el paro debía realizarse el día 18.

		La marcha de los indígenas chiapanecos fue planeada para que llamara la atención de la opinión pública, haciendo que los campesinos miserables que la protagonizaron se convirtieran en un espectáculo desafiante y en una bandera de lucha contra el sistema. Por ello resultaron inútiles nuestros esfuerzos por llegar a un arreglo con ellos. Los emisarios que mandamos a todo lo largo del trayecto regresaron convencidos de que los marchistas estaban cerrados al diálogo y empeñados en llegar a la Ciudad de México.

		Esto ocurría al mismo tiempo que los grupos de izquierda empleaban todos sus recursos para organizar una movilización nacional que paralizara al país el día 18. Empezaron a organizarse para este fin desde agosto o tal vez desde julio. Su objetivo era lograr una conmoción nacional que les diera la presencia política suficiente para presionar por un cambio en la política económica, mismo que han pretendido desde el inicio de mi gobierno.

		En todo este asunto, lo que a nosotros nos atemorizaba era la posibilidad de la violencia callejera. Temíamos que tuvieran que intervenir la policía o el Ejército y que ello suscitara situaciones de violencia que después permitieran a estos grupos imputarnos actitudes represivas. Sabemos que éste ha sido su objetivo: crear víctimas para poder tildar al gobierno de autoritario y represivo.

		Durante la etapa de gestación del llamado Paro Cívico Nacional, no permanecimos inactivos; hicimos lo posible por restarle fuerza. Modulamos la toma de ciertas decisiones, a fin de que no se le echara más leña a la hoguera. Concretamente, en el área de precios y tarifas, detuvimos toda decisión hasta después del 18 de octubre, lo que congestionó nuestro calendario.

		También realizamos una tarea preparatoria de cierta importancia política, orientada a disuadir a la opinión pública de participar en este tipo de movimientos. En ella logramos la colaboración de la prensa, de la radio y de la televisión, que dieron poca cobertura al asunto. También obtuvimos una actitud prudente de parte del movimiento obrero organizado, que hizo explícito su rechazo al paro. Finalmente, movilizamos a todo el aparato político, lo que mostró que el sistema sí funciona.

		El resultado del paro, para ellos, fue decepcionante. No lograron la agitación deseada salvo en Guerrero, donde sí hubo violencia aguda; el paro pasó inadvertido en el resto de la República. Tal hecho significó un deterioro para la izquierda, que nosotros, naturalmente, nos encargamos de subrayar. Con apoyo de los medios de comunicación, le sacamos jugo a su fracaso, pero sin destacar los problemas de violencia. Nos abstuvimos de exhibir la evidencia de los actos vandálicos cometidos durante esa jornada, porque sentimos que el hacerlo aumentaría la intranquilidad ciudadana y fomentaría sentimientos morbosos.

		En fin, es lógico pensar que los partidos y organizaciones políticas de izquierda continuarán, pese a su desencanto, buscando el momento y la oportunidad de lograr movilizaciones nacionales. Sin embargo, ahora actuarán con más cautela.

		Por otro lado, nosotros indujimos a los 360 indígenas de Chiapas que finalmente llegaron a la Ciudad de México el 17 de octubre, a que no participaran en el Paro Cívico Nacional del día 18. No hubo ningún problema para lograrlo, pues ellos mismos se dieron cuenta de que el paro había fracasado y no quisieron desgastarse con él. Sus líderes prefirieron proyectar una imagen exitosa. Rápidamente firmaron los acuerdos necesarios con el secretario de la Reforma Agraria y emprendieron el retorno.

		Ahora bien, la apariencia de que por llegar a la Ciudad de México se resolvieron las demandas de los indígenas, estimula la posibilidad de que se organicen marchas similares. Así, el 17 de noviembre, un grupo de 8 000 seudoestudiantes, maestros, trabajadores y campesinos de Guerrero iniciaron una marcha a la Ciudad de México para demandar a los gobiernos federal y estatal la entrega de un subsidio por 3 000 millones de pesos para la Universidad Autónoma de Guerrero.

		En el camino hicieron tropelía y media: asaltaron coches e interrumpieron el tráfico. Al llegar aquí, la Secretaría de Educación les repitió que tenían que hacer cuentas claras del dinero que se les había entregado, antes de pedir la dotación de un subsidio mayor. Esto bastó para que se regresaran.

		En este caso, la opinión pública fue sumamente negativa para los marchistas. Muchos opinaron que el gobierno debía ser más estricto y evitar este tipo de actos. Sin embargo, nosotros concluimos que convenía dejarlos llegar a la Ciudad de México para evitar la represión, pues sabemos que lo que ellos buscan, de nueva cuenta, es provocarnos, con la esperanza de que esto se traduzca en pifias del gobierno.

		

	
		

		Sindicato petrolero: corrupción y grescas entre sus líderes

		

		Mientras transcurrían los sucesos que he narrado, permeaba el ambiente político del país una riña de alcances fenomenales: la de los líderes petroleros. Su trascendencia consistió en que fueron exhibidas las estructuras más viciadas de nuestro sistema político. La historia, en síntesis, es la siguiente.

		El 8 de agosto, Salvador Barragán Camacho, secretario general del Sindicato de Trabajadores Petroleros de la República Mexicana, cometió un grave error de cálculo, pues denunció ante la Procuraduría General de la República a Héctor García Hernández, secretario de Educación y Previsión Social del Comité Ejecutivo del sindicato. Lo acusó de haber defraudado 958 millones de pesos al sindicato e hizo público este asunto mediante una conferencia de prensa.

		El error de cálculo consistió en que Barragán Camacho creyó tener armas suficientes para evitar que el proceso se volteara en su contra, a pesar de que García Hernández, conocido en el medio como “El Trampas”, era socio tanto suyo como de Joaquín Hernández Galicia, “La Quina”.

		Las consecuencias no se hicieron esperar. Ocho días después de la denuncia, el 23 de agosto, el principal grupo disidente dentro del sindicato, el Movimiento Nacional Petrolero Independiente Lázaro Cárdenas, acusó a “La Quina” y a Barragán Camacho de usar el membrete del sindicato para disfrutar de concesiones de Pemex. Este grupo dijo que para sanear Petróleos Mexicanos era indispensable que primero se democratizara el sindicato petrolero. Aunque tímida, ésta fue la primera manifestación pública de la lucha intergremial existente entre los petroleros.

		Unos días después, el 29, ocurrió aquello que seguramente Barragán Camacho creyó imposible: “El Trampas” cantó. Efectivamente, García Hernández publicó en la prensa nacional una carta dirigida a mí, en la que pedía que se realizara una auditoría al sindicato petrolero, al tiempo que responsabilizaba a Joaquín Hernández Galicia y a Salvador Barragán Camacho de cualquier cosa que le pasara y del destino de 20 000 millones de pesos entregados en efectivo.

		Ese mismo día, Fidel Velázquez hizo evidente su postura ante el proceso que se iniciaba. Declaró enfáticamente que el sindicato petrolero se manejaba con limpieza y honestidad, y que el Estado no estaba facultado para realizar auditorías en los sindicatos.

		Finalmente, el 31 de agosto, el PDM, el PPS, el PAN y el PSUM pidieron, haciéndose eco de la opinión pública, que las autoridades federales investigaran a fondo la corrupción en el sindicato.

		Así que en el curso del mismo mes de agosto aparecieron aquellos elementos que se harían reiterativos: la lucha intergremial; las acusaciones de “El Trampas” contra “La Quina” y Barragán Camacho; el apoyo absoluto de Fidel Velázquez a los máximos líderes petroleros, y la presión que los partidos políticos y la opinión pública ejercieron sobre el gobierno para que éste interviniera a fondo en el caso. Pronto estos factores fueron subiendo de tono y entremezclándose con hechos violentos que los agravaron.

		El 8 de septiembre, Héctor García Hernández fue secuestrado por elementos de “La Quina” y de Barragán Camacho en McAllen, Texas. Una hora antes de que esto ocurriera, “El Trampas” había declarado a un enviado de Excélsior que tenía pruebas de que los maquinadores y beneficiarios de la corrupción sindical en Petróleos Mexicanos eran Barragán Camacho y Hernández Galicia. Señaló también que el poder económico y político de éstos era tan grande, que seguramente la Procuraduría General de la República los estaba protegiendo.

		Ese mismo día tuvo lugar en la Ciudad de México una reunión plenaria de los secretarios seccionales del sindicato para aclarar, según declaraciones del mismo Barragán Camacho, las falsas imputaciones de que estaban siendo objeto los líderes petroleros con motivo de la acusación de fraude contra García Hernández. Durante la reunión, el secretario de la Sección 33 de Tampico, Abelardo Dosal, declaró que el sindicato era víctima de una campaña iniciada por dos secretarios de Estado a quienes calificó de “churumbeles”, refiriéndose a Reyes Heroles y a Farell, que son hijos de españoles. El orador amenazó con que, de continuar los ataques, el movimiento petrolero, en unión con otros sindicatos, podría hacer una revolución. Naturalmente, rechazó la posibilidad de que se practicara una auditoría al sindicato.

		Es difícil precisar lo que pasó durante esa reunión sindical, pero me han dicho que ocurrió de todo: se repartieron sumas importantes de dinero, bebieron, discutieron. En fin, parece que fue una reunión tormentosa. El hecho, sin embargo, es que al salir de ella, Óscar Torres Pancardo, secretario general de la Sección 30 del sindicato y presidente municipal de Poza Rica, Veracruz, murió en un “accidente” automovilístico.

		Todo lo que rodea ese “accidente” tiene visos de anormalidad. El chofer del vehículo fue asesinado, con una bala que entró por el temporal izquierdo. Sin embargo, los testigos del carro escolta dicen que se “suicidó” al ver que había chocado y que su jefe había muerto.

		Las irregularidades cometidas en todo lo relacionado con este asunto fueron calificadas por la opinión pública como manifestaciones claras de la impunidad de que gozan los líderes petroleros. Naturalmente, esta situación deterioró la imagen tanto del sindicato como del gobierno ante la opinión pública.

		La prensa se ocupó ampliamente de estos hechos. Se escribieron un sinnúmero de editoriales en los que se enfatizó la corrupción dentro del sindicato. Se habló de la venta de plazas, la desviación de fondos, la venta ilegal de petróleo, las acciones “gansteriles” de sus líderes y la lucha intergremial en el sindicato petrolero. Las interrogantes y especulaciones fueron muchas, pero la principal se refería a la respuesta que daría el gobierno.

		Muchos editorialistas me atribuyeron la maniobra de descubrir la corrupción del sindicato de Pemex como un paso más en la campaña de renovación moral. Otros, en cambio, vieron en ella el destape de un conflicto interno por ganar posiciones ante el relevo de los líderes seccionales del sindicato, programado para finales de año, el cual, en última instancia, repercute en el cambio de secretario general del Comité Ejecutivo que tendrá lugar en 1984.

		Quienes me atribuyeron la maniobra me concedieron más fuerza de la que tengo, lo que no es malo para mi imagen pública. Lo cierto es que la causa fundamental del enfrentamiento entre los líderes petroleros fue el proceso de sucesión. El año entrante vence la prórroga del periodo de dirigencia de Barragán Camacho, que de cuatro años se había extendido a seis. Sin embargo, desde ahora han empezado a renovar la dirigencia de las diferentes secciones del sindicato, pues debemos entender que éste es una especie de confederación de feudos, en la que, hasta ahora, “La Quina” ha podido establecer un equilibrio por medio de Barragán Camacho.

		Cabe también mencionar que la secretaría general del sindicato es, de acuerdo con un pacto interno, rotativa. El sistema está dividido en tres zonas. Éstas son la norte, que incluye Tamaulipas, San Luis Potosí, la parte norte de Veracruz y Chihuahua; la centro, correspondiente a la cuenca del Papaloapan, la zona centro de Veracruz, incluyendo Poza Rica, y las refinerías de Salamanca, Azcapotzalco y Tula, y la sur, que abarca el sur de Veracruz, incluyendo Minatitlán, Campeche y Tabasco. A cada zona le toca la secretaría general por cuatro años.

		Barragán Camacho pertenece a la Sección 1 de Ciudad Madero, Tamaulipas, correspondiente a la zona norte. Arribó al cargo en sustitución de Óscar Torres Pancardo, de la Sección 30 de Poza Rica, que está en la zona centro. El próximo turno le corresponde a la zona sur, en la que la sección 10 de Minatitlán es la más importante. A ella pertenece “El Trampas”.

		Todo parece indicar que Barragán Camacho trató de utilizar el acuerdo de renovación moral que hizo conmigo para manipular la sucesión sindical. Pero cuando el asunto comenzó a salírsele de las manos, tanto él como “La Quina” quisieron verme, pues se dieron cuenta de que el proceso de García Hernández los estaba perjudicando.

		Yo no los recibí, porque no tenía detalles de lo que estaba ocurriendo y porque todavía estaba tratando de esclarecer quién es realmente “La Quina”: ¿el ladrón o el bandolero social? Necesitaba un cuadro más claro de cuáles eran las fuerzas en juego, para determinar una estrategia que pudiera guiar mis acciones. Mientras tanto, preferí pedirle al secretario de Gobernación y al director de Pemex que me torearan a los líderes petroleros, al tiempo que obtenían la información necesaria.

		La prensa insistía en que “La Quina” y Barragán Camacho se habían adelantado a las posibles investigaciones de la Procuraduría, ya que éstas podrían involucrarlos. Se decía, pues, que la denuncia contra “El Trampas” tenía por objeto mostrarme que el sindicato era capaz de realizar la renovación moral en las filas sindicales. Tales opiniones concluían retándome a que tomara las medidas necesarias para acabar con los privilegios y el poder político de los líderes petroleros.

		Los hechos se sucedían. El viernes 9 de septiembre, Fidel Velázquez declaró que siempre han existido grupos que pretenden desarticular el sindicato petrolero, y advirtió que no lo lograrían, por ser éste un gremio macizo y fuerte. El sábado 10, Héctor García Hernández, “El Trampas”, fue consignado, mientras los partidos de oposición solicitaban a la Procuraduría General de la República y a la Contraloría General de la Federación que se investigara a fondo la corrupción en el sindicato.

		El domingo 11, la disidencia petrolera, ahora envalentonada por las frecuentes críticas al sindicato, llegó a acusar a “La Quina” y a Barragán Camacho de ser culpables “del 85%” de la situación económica que vive México. Señaló que, durante la administración de Díaz Serrano, fueron ellos quienes saquearon el país. En esa ocasión, el Movimiento Nacional Petrolero pidió que se desaforara al senador Barragán Camacho para que respondiera ante las autoridades por la corrupción en el sindicato y por la muerte de Torres Pancardo.

		El desprestigio de los líderes brotaba por todos lados. Hubo muchos artículos que hablaban de excesos en la vida privada de estos caballeros. En uno de ellos, tal vez no muy fidedigno pero sí muy sonado, Irma Serrano afirmaba que había presenciado, hacía ocho meses, cómo Barragán Camacho y “La Quina” cruzaban apuestas en Las Vegas hasta por 800 000 dólares en un solo tiro.

		Por su parte, ambos líderes decidieron en esos días dar entrevistas de prensa. “La Quina”, aparte de afirmar que él nunca había robado un centavo a los trabajadores, destacó que el petróleo es lo único que trae dinero a México, y que los “nacionalistas-revolucionarios” no debían permitir que los reaccionarios aprovecharan los errores de los hombres para echar más lodo o suciedad a las instituciones, pues sólo buscaban que “nos pongamos de rodillas” para beneficiar intereses bastardos.

		Barragán Camacho fue más claro. El martes 13 de septiembre, en conferencia de prensa, acusó al titular de la Secretaría de Educación Pública, Jesús Reyes Heroles, de atacar sistemáticamente al sindicato. Ese mismo día, Fidel Velázquez brindó el respaldo total de la CTM al sindicato y a sus líderes Barragán Camacho y Hernández Galicia. Señaló que el sindicato petrolero era atacado desde fuera y que ello afectaba al movimiento obrero en general.

		El ambiente se estaba poniendo muy difícil. Las declaraciones de don Fidel demostraban que se estaba expandiendo el temor, dentro del movimiento obrero, de que yo quisiera utilizar la renovación moral para hacer una reestructuración sindical. Por ello, el lunes 19 de septiembre, al inaugurar la asamblea del Sindicato de Telefonistas, dije que las tareas de renovación moral y de reestructuración del sindicalismo corresponden exclusivamente a los trabajadores. Hice esta declaración para que se viera que yo no tenía un plan preconcebido para reorganizar el movimiento obrero.

		Si Lázaro Cárdenas lo hizo, fue porque no había un sindicalismo fuerte. Ahora que hay un movimiento sindical con posiciones importantes y con un peso político determinante, no puedo meterme a reordenarlo o, por lo menos, no puedo hacerlo mientras combato una crisis de la magnitud de la que hemos vivido en este año.

		Para mí es indispensable un entendimiento razonable con los obreros. La opinión pública, por lo menos la más informada, entiende las cosas: sabe que no puedo hacer todo al mismo tiempo; sabe que no puedo atacar a fondo el problema del sindicato petrolero sin considerar, por ejemplo, el peligro de boicot a las instalaciones de Pemex. Además, si entrara yo a resolver el problema de la corrupción en Pemex, tendría que hacer otro tanto en la gran mayoría de los sindicatos. No creo que la situación sea muy diferente en sindicatos como el de la Comisión Federal de Electricidad o el de Ferrocarriles.

		En fin, el proceso ha tenido repercusiones amplias. Ha sido interesante observar cómo don Fidel ha aprovechado la circunstancia de que “La Quina” anda bocabajeado para acercárselo. Ahora don Fidel se da el lujo de recibir, orientar y aconsejar a quien antes se comportaba en forma muy autónoma. Las relaciones entre ellos, que incluso eran un poco tirantes, se han fortalecido mucho.

		Mientras tanto, la disidencia petrolera también aprovechaba las circunstancias. El sábado 24 de septiembre, el Movimiento Nacional Petrolero acusó a Joaquín Hernández Galicia y a Salvador Barragán de haber asesinado a los dirigentes petroleros Heriberto Kehoe, en diciembre de 1976, y Óscar Torres Pancardo. Ese mismo día, el gremio petrolero de Naranjos, Veracruz, se manifestó en las calles para acusar al líder petrolero local de deshonestidad, nepotismo y corrupción. El domingo 25, algunos trabajadores transitorios de varias zonas petroleras denunciaron la venta de plazas en el sindicato.

		En octubre, los grupos disidentes continuaron moviéndose, haciendo acusaciones cada vez más graves a los líderes petroleros y exigiendo de manera más abierta la intervención del gobierno.

		La prensa siguió publicando muchos editoriales al respecto, aunque cada vez con menos información, pues ni al sindicato ni al gobierno le convenía que el asunto siguiese tan candente. Sin embargo, los ataques continuaron, ahora dirigidos a los “negocios” del sindicato.

		El 27 de septiembre se dijo que el sindicato recibió, en febrero de 1980, la concesión para comprar la barita utilizada en la perforación de pozos. Se habló de ganancias ilícitas superiores a los 14 000 millones de pesos, de empresas fantasmas y de un perjuicio a Pemex por el 45% del valor de lo cobrado.

		El 23 de octubre, el Movimiento Nacional Petrolero dijo que los líderes del sindicato habían recibido de Pemex el contrato de venta de los residuos de las refinerías de Salamanca, Tula, Cadereyta y Minatitlán. Añadió que los líderes vendían este producto, llamado slop oil, a una compañía norteamericana por 130 000 millones de pesos anuales.

		Durante agosto, septiembre y octubre, la mecha que mantenía vivo el fuego fue el proceso contra “El Trampas”. Se le había acusado de defraudar al sindicato desviando el dinero que, en su representación, cobraba a Pemex como parte del 2% que la empresa deduce del monto total de las obras y servicios ejecutados por contratistas libres y que entrega al sindicato para obras de beneficio social.

		Inicialmente se dijo que “El Trampas” había cobrado ese dinero sin la debida autorización del sindicato. A pesar de las pruebas que García Hernández dio al respecto, Petróleos Mexicanos cometió el error, el 25 de septiembre, de notificar a la Procuraduría que desde diciembre no existían antecedentes de que García Hernández estuviera autorizado para realizar dicho cobro.

		Todo esto avivaba el interés de la opinión pública, sobre todo por la enorme cantidad de dinero de la que se hablaba y por las irregularidades de todo tipo que caracterizaron la muerte de Torres Pancardo. El comportamiento general de los líderes petroleros hizo que el público sintiese que se estaba destapando una verdadera cloaca.

		“El Trampas” exhibió documentos que demostraron claramente que sí estaba autorizado por el Comité Ejecutivo del sindicato para cobrar esos cheques. Su explicación, dada a conocer desde el 30 de agosto, era muy clara. Él cobraba los cheques cuando se lo indicaba Barragán Camacho, pues no era el único autorizado para hacerlo, y depositaba ese dinero en una cuenta bancaria personal, para después girar contra ella y entregar el dinero a quien se le indicara. Según sus declaraciones, se lo dio todo a Barragán Camacho y a “La Quina”. La explicación es clara. Ahora habrá que ver si puede comprobar esas entregas.

		Impulsado por ellos mismos, el asunto iba creciendo, pues García Hernández y Barragán Camacho constantemente se hicieron acusaciones en las que cada vez daban a conocer más irregularidades. Salvador Barragán afirmó que se presentaría al juzgado para un careo con “El Trampas”, lo que después no hizo. Las bravuconadas continuaron, pues “El Trampas” acusó a Barragán Camacho, a “La Quina” y a funcionarios medios de Pemex, de corrupción, en tanto que Barragán anunció que en días próximos presentaría otra denuncia judicial contra García Hernández.

		Pero el asunto no quedó ahí. Tras estas escenas que desgastaron tanto la imagen del sindicato y del mismo gobierno, ocurrían los eventos que en el fondo las explicaban: se adelantaron las elecciones para renovar los comités ejecutivos en las secciones del sindicato. Es lógico suponer que “La Quina” se movió para evitar las manifestaciones de inconformidad dentro del gremio. Resulta importante señalar que, el viernes 7 de octubre, Barragán Camacho destituyó a David Ramírez Cruz, el líder de la sección de Minatitlán que buscaba la reelección y, con ello, el liderazgo del sindicato.

		Para finales de septiembre yo tenía conocimiento de que el problema de la sucesión consistía en que Salvador Barragán Camacho quería reelegirse. Para hacerlo, necesitaba reformar los estatutos del sindicato, situación con la que “La Quina” no estaba de acuerdo, pues sentía que era necesario respetar el pacto interno para mantener el equilibrio entre los líderes petroleros. Su decisión no obedecía a que la gente de la zona sur fuera suya, pues en realidad conforman otro grupo con el que “La Quina” no tiene relaciones muy cordiales. Sin embargo, temía que si no se respetaba el pacto, podría alebrestársele todo el sindicato.

		“La Quina” ha entrado en una relación de frialdad con Barragán Camacho, porque siente que éste ha cometido errores en el manejo sindical y ha difundido, con sus excesos personales, una imagen negativa para el sindicato. “La Quina” continúa siendo el factótum en el sindicato, pero para conservar dicha posición necesita el apoyo del gobierno.

		Decidí aprovechar el desgaste que este escándalo ha significado para el sindicato para moderar algunas de sus posiciones. En realidad, mi única opción en este momento es aprovechar la fuerza relativa que la situación me brinda. Yo sé que el problema creado por los petroleros está afectando negativamente la imagen del gobierno, pero también sé que el desgaste del sindicato es mayor que el nuestro, y eso es lo que hay que aprovechar.

		En todo momento tuve presente que la acción del gobierno en este asunto estaba limitada por la necesidad imperiosa de evitar que se afectara el desarrollo de la empresa. Por ello, a pesar de que hubo cosas anómalas e irregulares en todo este asunto, no fue posible que nos metiéramos a limpiar lo que hay de equivocado en el sindicato petrolero. Tampoco podemos destruirlo, porque no tenemos con qué sustituirlo.

		El sindicato es una confederación de feudos muy compleja, en la que resulta difícil saber quién es quién, dónde están, cuáles son sus fuerzas. Para actuar en terreno más firme, había pedido al director de Pemex y a los titulares de Gobernación y del Trabajo que tantearan el camino. Necesitaba serenar a los líderes petroleros para evitar que continuaran actuando en forma que nos dañaba a todos, y para sacarles un pacto de renovación.

		Finalmente, el 21 de octubre recibí a Joaquín Hernández Galicia, quien durante todo este tiempo me había estado solicitando una entrevista. “La Quina” llegó menos extrovertido, confianzudo y prepotente de lo que había sido en otras ocasiones. No mencionó para nada que él representaba al gremio más importante del país, ni trató de impresionarme demostrándome que podía ser distante, como lo hizo poco después de iniciado mi gobierno, cuando me dijo que no había venido a mi toma de posesión porque le habían dicho que en esa ocasión yo lo mandaría matar.

		Joaquín, porque debo aclarar que los líderes petroleros y yo nos tuteamos desde la época en que yo trabajé en Pemex, estaba sereno y respetuoso, consciente de que no era el momento para desplantes. En fin, Beteta y Bartlett, que me lo habían venido toreando, hicieron una buena labor.

		Desde el primer momento me resultó claro que “La Quina” tenía miedo; miedo por el deterioro que para el sindicato han significado los eventos recientes y las opiniones críticas que la prensa ha vertido sobre ellos. Me dijo que estaba convencido de que Reyes Heroles era quien estaba armando las campañas de prensa contra el sindicato.

		Su acusación no me sorprendió, porque sé que mi amistad con Reyes Heroles le obsesiona. Ya me había hecho patente que no había olvidado que Jesús Reyes Heroles, cuando fue director de Pemex, lo constriñó e incluso trató de dar poder a líderes contrarios. Recuerdo que durante mi campaña electoral, cuando estuve en Ciudad Madero, los líderes petroleros me preguntaron, sin esconder su recelo, si les iba a poner a Reyes Heroles en Pemex. Antes de la toma de posesión, me pidieron que mejor les dejara a Moctezuma, así que el nombramiento de Beteta seguramente los habrá sorprendido.

		Sea como fuere, mi respuesta ante la acusación que ahora hacía Hernández Galicia a Reyes Heroles consistió en desechar la posibilidad de que fuera cierta. Le dije que yo no podía permitir que un miembro de mi gabinete se comportara de esa manera. Le pedí, además, que abandonara la idea de que mis secretarios eran quienes lo estaban atacando, pues de ser ése el caso, ello implicaría que yo estaba detrás del asunto, lo que desde luego no era cierto.

		Le aclaré que expresamente les había preguntado tanto a Reyes Heroles como a Farell si ellos tenían alguna participación en tales campañas, y ambos me lo habían negado enfáticamente. Así que la única explicación de que ellos hubieran participado en este asunto es que tuvieran una actitud doble.

		—Precisamente ésa es la forma de ser de Reyes Heroles —me contestó “La Quina”, e insistió en que estaba participando en esas campañas de prensa.

		Yo le repetí que estaba seguro de que no era el caso, pues tenía confianza en lo que mis colaboradores me decían. Le pregunté si tenía pruebas para hacer tal afirmación, y él me respondió que había traído cuatro testigos que había dejado en la antesala. Entre ellos estaban Francisco Hernández Hernández, ex dirigente de la CNC, Samuel Terrazas Zozaya, ex secretario general del sindicato petrolero, y por cierto un individuo a quien Reyes Heroles ayudó cuando fue director de Pemex, y otros dos más que no identifiqué claramente. Me dijo que estas personas podían atestiguar que Reyes Heroles los había maltratado verbalmente.

		Le pregunté si estos hechos eran recientes, y contestó que eran anteriores a mi administración. Entonces le hice ver que sus pleitos con Reyes Heroles, cuando éste era director de Pemex, no son mi problema. Añadí, además, que Reyes Heroles está ahora en otra rama totalmente distinta.

		En cuanto al pleito con Farell, me explicó que éste proviene de la época en que Farell trató de meterlos al Seguro Social. Yo insistí en que Farell sólo estaba cumpliendo con su obligación, pero “La Quina” me dijo que se había molestado porque “no nos consultó”.

		Después se soltó diciéndome que lo que pasaba es que tanto Reyes Heroles como Farell eran gachupines, y que tenían ese carácter español tan grosero. Insistió en que no eran como nosotros, pues no se sabían controlar. Yo le dije que tal vez ése era el caso, dando con ello una salida al tema.

		El tono de la conversación estaba dado. Entonces “La Quina” reconoció que había corrupción en el sindicato. Pero me dijo:

		—Yo soy derecho, soy honrado; jamás he tomado dinero del sindicato. Si tengo algo, es porque me he dedicado con algún éxito a la ganadería. Ahora estoy dispuesto a luchar para limpiar el sindicato. Quiero quitar a esos líderes que venden plazas o se roban el dinero de los trabajadores. Voy a hacer la renovación moral en el sindicato para secundarte.

		—Mira, Joaquín —le contesté— no es para secundarme. Hay que reconocer que las cosas que antes se podían hacer y no se veían mal, ahora no se pueden hacer ni se ven bien. Y si nos vamos a renovar, es para que no se nos derrumbe el sistema, porque se nos derrumba a todos. Piensa que el país que teníamos ya se acabó, y que si no actuamos se va a acabar el sistema de vida que conocemos. Se van a acabar juntos las virtudes y los defectos. Por eso yo creo que hay que tratar de conservar las virtudes, deshaciéndonos nada más de los defectos. Yo considero que hay que hacer un saneamiento interno, pero el saneamiento de los sindicatos les toca a ustedes. Una parte me toca a mí, y ésa es la que corresponde al aparato gubernamental. Si yo lo saneo, pues lo de ustedes se va a hacer más notorio. Antes, todo el mundo le entraba por igual, pero si ahora cambia el gobierno, entonces lo que ocurra en los sindicatos, en la prensa y entre los empresarios se va a hacer más notorio. El sistema exige nuevas medidas, así que la renovación moral no la vas a hacer para apoyarme; la tenemos que hacer para que sobrevivan las cualidades del sistema de vida que conocemos.

		Como puede verse, el diálogo que sostuve con “La Quina” no fue muy normal, al menos para mí. El nivel intelectual y moral de mis interlocutores es el que me fija la pauta, pues si yo no hiciera el esfuerzo por buscar a cada quien su nivel, no podría dialogar con muchos grupos de nuestra sociedad. Los petroleros tienen una mentalidad primitiva, a pesar de su éxito relativo. Hay que recordar aquello que decía Ruiz Cortines: “Cada quien es inteligente para alguna cosa”, y no cabe la menor duda de que “La Quina”, a pesar de ser un hombre burdo, ha sido muy inteligente en lo suyo.

		Pronto surgió el tema de la sucesión en el sindicato petrolero. Al respecto, “La Quina” me dijo:

		—Yo sé que “Chava” se quiere reelegir, pero la verdad es que ha cometido muchos errores que han dañado la imagen del sindicato. Estos errores se deben a su forma de ser. Si él es gastador, mujeriego y escandaloso, si ha cometido excesos, es culpa de su mujer; ella lo hace sufrir mucho. Pero yo lo voy a poner en orden. De acuerdo con nuestro pacto de rotación, ahora le toca la Secretaría General del Comité Ejecutivo a la zona sur, así que el nuevo líder será Sebastián Guzmán Cabrera. Es un ladrón y un traidor. Pero yo lo voy a disciplinar. Por otro lado, voy a tener que sacar a varios líderes locales, como ése de Salamanca, Ramón López Díaz, el que asesinó a su secretaria y está huyendo.

		Y vaya que si la historia que me contó ejemplifica la forma de ser de esos líderes. Según “La Quina”, López Díaz, en una borrachera con amigos, se puso a jugar a la ruleta rusa. Todos se apuntaron con la pistola, hasta el hijo del líder, pero fue a la muchacha a quien “le tronó”.

		Ése es el medio de los petroleros. Por ello a Pemex no le conviene meterse en la sucesión sindical. No hay ningún candidato que realmente nos merezca confianza. Es mejor que los problemas afloren entre ellos y que entre ellos se juzguen, siempre y cuando esto no desemboque en una violencia general en el sindicato.

		El panorama es difícil. Sin embargo, todos aquéllos a quienes pregunté coincidieron en decirme que “La Quina” era el menos malo de los líderes. Beteta fue dramático al respecto. El 11 de octubre, al concluir la reunión del gabinete económico y cuando todavía estaban presentes Bartlett, Salinas, Farell y Rojas, me dijo que sin “La Quina” Pemex no podía funcionar. Por ello, después de escuchar a Hernández Galicia le dije:

		—Mira Joaquín, vamos a entendernos. Yo creo que tú eres el líder petrolero más destacado y que nos conviene trabajar en armonía. Yo estoy dispuesto a respetar la autonomía sindical en tanto no rebase los marcos legales y no haya violencia. Si tú te propones sacar adelante al sindicato, yo te apoyaré. Yo no pretendo meterme en los asuntos internos de ustedes.

		La respuesta de “La Quina” fue adquirir el compromiso de sanear el sindicato en dos años. Me dijo respecto a los líderes:

		—Sé quiénes son y cómo ponerlos en orden.

		Después me preguntó:

		—¿Con quién debo entenderme?

		—Con el director de Pemex, con el secretario del Trabajo y con el secretario de Gobernación. Y si tienes algún problema muy serio, pues ven conmigo.

		De Beteta me dijo que, aunque al principio le había parecido un alzado, ahora se llevaba bien con él. Con Farell —añadió— no tenía por qué tratarse. Lo interrumpí para decirle:

		—Cómo que no. Te tienes que entender con él para lo del sindicato. Tienen sus papeles medio chuecos, ¿no?, le dije. No le quedó más remedio que aceptarlo.

		Respecto a Bartlett, Hernández Galicia me contó que Acosta Lagunes, el gobernador de Veracruz, le había platicado que cuando yo estuve en campaña electoral por ese estado, les había preguntado a Bartlett y a él si creían que “La Quina” era honesto. El gobernador de Veracruz dijo que él inmediatamente había respondido afirmativamente, en tanto que Batlett había dicho que no lo creía.

		Al escuchar la anécdota, comenté que lo que Bartlett seguramente había dicho en esa ocasión era que algunos opinaban que no lo era. Le aclaré, además, que Bartlett debía dudar de todo, pues para eso estaba, para investigármelo.

		El asunto no pareció importarle demasiado a “La Quina”, quien me dijo, en fin, que ahora ya se llevaba bien con Bartlett. Por mi parte, la indiscreción que la anécdota reveló no me sorprendió, pues he llegado a hacerme a la idea de que es parte natural de la vida política.

		Por otro lado, es de señalarse que antes de que pasara una semana me habló Farell para informarme que lo había buscado “La Quina”, a quien había encontrado menos prepotente que lo usual. Aprovechó la ocasión para decirle:

		—¿Cómo quiere que nos entendamos, bien o mal? Porque yo me sé entender de las dos maneras.

		“La Quina”, sorprendido, le había dicho que “mejor bien”.

		Pero, en fin, yo siento que el pacto que hice con “La Quina” fue decoroso. Con otros presidentes, el arreglo era, simple y llanamente, “yo te apoyo, tú me apoyas”. Ahora, por lo menos, fue una transacción calificada, condicionada a que realmente el sindicato lleve a cabo una renovación moral.

		Claro que habrá que ver lo que significa para “La Quina” sanear su gremio. Ya veremos si no significa sanearlo a su manera, esto es, quitando a los líderes que no se llevan bien con él. No se puede ser demasiado optimista. Hay que entender que los líderes petroleros tienen una mentalidad muy primitiva.

		Aun cuando reconozco que el pacto fue insatisfactorio, sé que por ahora no tengo una mejor opción. Habrá nuevos episodios; es un asunto que no está concluido. Estoy consciente de que ha significado un desgaste para el gobierno, de que hay quienes se preguntan: ¿cómo es posible que el gobierno pueda tolerar la corrupción y el desacato a la ley? Y así es, tienen razón en preguntárselo, porque está mal. Pero, ¿qué otras opciones de manejo hay por el momento?

		Creo que la opinión pública tiene que comprender que no podemos hacerlo todo, por lo menos no todo al mismo tiempo, y que en las condiciones económicas actuales es indispensable evitar que se afecte el desarrollo de Pemex, o que se deteriore nuestra relación con los trabajadores organizados en general.

		

	
		

		Noviembre de 1983

		

	
		

		Centroamérica: diferencias entre la guerrilla de El Salvador y de Nicaragua

		

		LA CUESTIÓN CENTROAMERICANA ESTÁ CALIENTE y se está calentando aún más. Por ello, no resultó sorprendente que el jueves 10 de noviembre me visitaran tanto el embajador itinerante de los Estados Unidos, Richard Stone, como el jefe de Estado nicaragüense, Daniel Ortega.

		Sin embargo, cabe aclarar que fue casual el hecho de que hayan coincidido el mismo día. Stone estaba realizando una visita por el área y me había pedido, aunque no con demasiada anticipación, una cita. Cuando ésta ya estaba acordada, Daniel Ortega decidió hacer una gira para visitar a los presidentes de los países del Grupo Contadora. Si Ortega vino primero a México, y aquí coincidió con Stone, fue porque Nicaragua le tiene más confianza a México que a cualquiera de los otros países del Grupo Contadora.

		Así que, aunque no fue preparado, puede considerarse significativo el hecho de que ambos hayan estado en México el mismo día. Demuestra que podemos dialogar con las dos partes en conflicto y, en principio, influir en los acontecimientos.

		Richard Stone es una de las caras amables de los Estados Unidos. Inició la conversación diciéndome que su país agradece el esfuerzo que realiza el Grupo Contadora y que continúa apoyando la búsqueda de una paz negociada. Su afirmación me obligó a responderle que me daba mucho gusto que los Estados Unidos ratificaran su apoyo a Contadora y que, sin embargo, a veces resultaba muy desorientador escuchar a otros voceros autorizados de su gobierno manifestarse abiertamente contra los sandinistas, pues parecía que la política norteamericana se manejaba por dos carriles simultáneamente.

		Al escuchar esto, Stone y su acompañante, el embajador de Estados Unidos en México, John Gavin, se rieron, pues para nadie es un secreto que el Senado norteamericano acaba de aprobar la continuación de las actividades “encubiertas” de hostigamiento contra Nicaragua, así como el apoyo militar y económico de la Agencia Central de Inteligencia a unos 15 000 contrarrevolucionarios que combaten al gobierno sandinista. Tanto esto como los planes auspiciados por los Estados Unidos para que Condeca protagonizara la invasión de Nicaragua, han sido mencionados por la prensa norteamericana.

		Para salir del paso, Gavin dijo, mientras reía, que la política norteamericana se manejaba por cuando menos cuatro carriles. Con ello tuvieron que reconocer abiertamente que se están moviendo en el frente de la negociación y de la agresión al mismo tiempo.

		El hecho, como quiera que sea, es que los norteamericanos han afinado su esquema para una posible negociación en Centroamérica. En primera instancia, ahora consideran necesaria la búsqueda de un acuerdo tanto entre los diferentes gobiernos como entre las fuerzas políticas y sociales en el seno de cada país. Este último punto, propuesto por el Acuerdo Franco-Mexicano, fue el que en su momento los escandalizó tanto. Por ello, su cambio sólo puede entenderse como resultado de que han reconocido que en El Salvador, si dejan que las cosas lleven su ritmo, la guerrilla más radical va a triunfar. Ahora están convencidos de que el gobierno de ese país necesita negociar con las fuerzas en conflicto.

		Pero al aceptar esta proposición, pretenden aplicar a Nicaragua la receta de El Salvador. Tal postura ignora que son ellos quienes están sosteniendo en Nicaragua la lucha contra el gobierno. Al escudarse tras una misma fórmula para situaciones diversas, piden que los sandinistas dialoguen y lleguen a un acuerdo con el clero, con los empresarios, con la prensa y con algunos grupos contrarrevolucionarios.

		Estos requerimientos concretos forman parte del esquema de cuatro puntos que tienen en mente para una negociación en Centroamérica, y que de hecho coincide con lo que México ha propuesto y los sandinistas han aceptado. Los cuatro puntos son: que Nicaragua sostenga una postura de no alineamiento con el bloque socialista; que se comprometa a no promover la subversión entre sus vecinos; que se produzca un proceso democrático interno, y que se mantenga el esquema de economía mixta.

		Los sandinistas están de acuerdo con estos puntos. Ellos reconocen que no quieren alinearse con la Unión Soviética o con los socialistas, pero para no hacerlo requieren la ayuda económica de otros países, incluso, en el largo plazo, de los mismos Estados Unidos. Están de acuerdo en que no haya subversión en los países vecinos, siempre y cuando se les brinden a ellos las seguridades necesarias para no verse ahogados. Desean que exista una democracia plural. Afirman que ya están dialogando con la Iglesia, con los empresarios y con la prensa. Naturalmente, se encuentran más renuentes a platicar con los “contras”. Quieren que haya elecciones, pero en el plazo y con las modalidades que ellos fijen. Finalmente, están también de acuerdo en que se fomente la economía mixta.

		Parecería que al afinar el esquema se está más cerca de la solución, pero en realidad no es el caso. El problema se torna más candente porque en él influye la situación mundial, esto es, la mayor tensión en las relaciones entre la Unión Soviética y los Estados Unidos. Por su parte, Guatemala, Honduras y el gobierno de El Salvador mantienen una posición ultradura, porque se sienten amenazados. Costa Rica está cada vez más cerca de ellos, a pesar de que el 13 de noviembre renunció Fernando Volio, su canciller ultraderechista.

		La situación real en Nicaragua es que ya están invadidos. Daniel Ortega me mostró un mapa de las fuerzas contrarrevolucionarias dentro de su país y, aunque existe una concentración en la parte noroeste, hay un franja que rodea todo el país y que apunta hacia Managua. Con este mapa fue con el que Ortega vino a pedirnos que hiciéramos algo.

		México tiene un mayor compromiso con Nicaragua del que tiene con El Salvador, porque en Nicaragua el acoso al gobierno constituido es en buena medida externo, en tanto que en El Salvador se está dando un proceso de guerra civil. Nosotros hemos querido mantenernos al margen de la problemática interna de cada país, y hemos luchado por la solución de los problemas entre los diversos países. He decidido mantenerme al margen del esfuerzo por detectar fuerzas concretas dentro de la política interna de los diversos países centroamericanos. Creo que no conviene brindar apoyo político y económico a ese tipo de grupos, aunque ésta haya sido la política que aplicaron Echeverría y López Portillo.

		

	
		

		Iglesia católica: beligerancia renovada

		

		A mediados de noviembre tuvo lugar la XXXII Asamblea Plenaria de la Conferencia del Episcopado Mexicano. Con ese motivo, algunos obispos hicieron declaraciones en las que puede apreciarse el deseo de reclamar derechos que la Constitución les limita.

		Esta beligerancia renovada de la Iglesia en México se debe, en primer término, al actual clima de crisis y el consecuente desprestigio del régimen, situación que quieren aprovechar todos los grupos de presión para ver qué sacan y cómo lucran. En esto la Iglesia no se distingue de los empresarios, de los obreros o de la prensa.

		Algunos eclesiásticos han solicitado la revisión de artículos constitucionales precisamente cuando ya han probado el peso de su influencia en las elecciones. Su éxito, que consiste en hacerle el “caldo gordo” al PAN, se demostró en Chihuahua. Por ello, en Baja California fue conveniente cambiar al obispo antes del proceso electoral, servicio por el cual hemos de pagar una buena cuenta. Lo cierto es que precisamente porque ya conoce el peso político de su influencia, la Iglesia no quiere permanecer al margen.

		Pero viendo más lejos, creo que su actitud trasciende la coyuntura. Pienso que existe un segundo factor, el más determinante en la actitud de la Iglesia católica mexicana: el proceso de politización y socialización que está viviendo la Iglesia en el mundo.

		La politización de la Iglesia se debe, en alguna medida, a la influencia del Papa. Desde Roma llegan a México consignas mundiales que se filtran. Por ejemplo, la iniciativa de tratar de recapturar la educación nacional aparece en una pastoral reciente del Papa.

		Ahora bien, creo que la actitud del Papa también debe enfocarse de una manera más amplia, pues los sacerdotes consideran que es su obligación evangélica predicar la moral, y que esta prédica ya no puede limitarse a una moral íntima, personal, sexual, familiar. Piensan que su prédica debe orientarse necesariamente a los problemas de la sociedad, pues de ellos derivan las conductas privadas.

		La Iglesia está consciente de que si se margina de la problemática social, puede marginarse de la realidad. Esto es producto de una socialización que, en el sentido más amplio, caracteriza nuestra época. Cada vez más, y en todos los ámbitos, parece imposible sustraerse de los problemas sociales en que se desenvuelve el hombre; la Iglesia tampoco puede hacerlo. Visto con perspectiva histórica, tal vez pueda decirse que la Iglesia ha ido flexibilizando sus normas de moral privada en la medida en que ha ido cobrando más interés por la moral social.

		Aquí en México, los sacerdotes tienen conciencia de que su influencia es realmente enorme y abarca a todas las clases sociales. Siendo así, hay que evitar caer en la trampa del enfrentamiento clásico entre gobierno y religión. Hay que entender que lo que está pasando en la actualidad no es la repetición del proceso vivido en el siglo XIX, y que tampoco tiene nada que ver con el problema de los cristeros. Plantearlo así sería simplificar nuestra realidad.

		Creo que hay que actuar con cautela, respetando un proceso histórico inevitable y tratando de convencer a la jerarquía eclesiástica de que lo que más les conviene es estar con nosotros y no tratar de subvertir a los gobiernos revolucionarios, lo que equivale a subvertir el proceso histórico concreto de nuestro país.

		

	
		

		Renovación moral: temor a la acción de la Contraloría

		

		Los procesos contra Salomón Nahmad y Jorge Flores Vizcarra han despertado temores en la opinión pública sobre el modo de proceder de la Contraloría. Se ha hablado de la posibilidad de que la Contraloría sea instrumento de venganzas políticas y de que, por otro lado, los funcionarios con manejo de presupuesto, inhibidos por la vigilancia estricta, estén entorpeciendo la administración gubernamental. Se pide, además, piedad para los acusados.

		Esto es parte de un fenómeno general en el que primero la gente clama por la acción, y cuando ésta se ejerce, empieza la reacción de “pobrecito”. Las críticas que se hacen encuentran múltiples pretextos. Tal vez el más socorrido es que nos entretenemos con “cacahuates”, cuando debíamos ocuparnos de casos más sustantivos.

		Pero a las críticas generales se unen las críticas particulares, pues cada uno de los acusados tiene su propia clientela. Nahmad, quien fue consignado el jueves 20 de octubre como presunto responsable de los delitos de ejercicio abusivo de funciones e irregularidades en el manejo del presupuesto del Instituto Nacional Indigenista, del que era director general, es visto por antropólogos e intelectuales como un “santón”. Su labor entre los indígenas le valió el apoyo de éstos, quienes protestaron por su aprehensión con un “plantón” frente al Instituto.

		A su vez, los intelectuales y antropólogos formaron un comité de apoyo y defensa de Salomón Nahmad, que durante un par de semanas movió a la opinión pública con sus escritos. Efectivamente, si uno analiza el currículum de Nahmad, resulta que es esencialmente positivo, lo que por desgracia no lo libera de los errores cometidos.

		El caso de Flores Vizcarra, quien era delegado político en Coyoacán hasta el 16 de noviembre en que fue acusado de fraude por cerca de 12 millones de pesos, movió a la clase política, de la que el acusado es un miembro típico. Aquí la protesta abierta vino de los miembros del Ejido Nuevo Santa Úrsula, en Coapa, aunque también irritó mucho a los priistas de carrera, que se sintieron lastimados con el desprestigio de Flores Vizcarra.

		Yo creo que en estas circunstancias no hay más que perseverar en la línea de acción, independientemente de quién sea o de cuánto sea. La renovación moral no puede medirse según los montos, ni puede detenerse ante quienes iniciaron su gestión conmigo. Respecto al pasado, hemos actuado en los casos en los que ha sido posible integrar un expediente suficiente para hacerlo.

		Estoy consciente de que en la realidad todavía estamos muy mal en cuanto a controles y en cuanto a disciplina y, sin embargo, también veo el riesgo de la “controlitis” o de que se genere una atmósfera policiaca. Mi conclusión es que siempre habrá quien piense que es suficientemente listo para burlar todos los controles o, simple y llanamente, quien actúe en forma imprudente. Por eso se justifica una cuota mínima de miedo. Debe permear el concepto de que “el que la hace, la paga”.

		Claro que ello debe lograrse, y ahí está lo difícil del equilibrio, evitando rigideces y obstáculos en el aparato burocrático. Además, hay que tener una actitud diferente para aquellos que cometen errores de buena fe, aunque esto sea muy difícil de evaluar.

		En fin, yo creo que el miedo que genera la Contraloría va a ser permanente, e incluso considero que hay que fomentarlo. Tenemos que actuar para justificar el sistema y para satisfacer la demanda política de combatir la corrupción. Tal es el caso del momento actual, con la reciente aparición y gran éxito del escalofriante libro Lo negro del Negro Durazo, que orienta la mayor exigencia política en este terreno: la aprehensión del ex jefe de la policía.

		

	
		

		Presupuesto de 1984

		

		El martes 15 de noviembre envié al Congreso de la Unión la Ley de Ingresos y el Proyecto de Egresos de la Federación para 1984. La diferencia principal en la elaboración y concepción del presupuesto de este año respecto a aquellos que yo presenté cuando era secretario de Programación y Presupuesto se encuentra en el hecho de que este documento se da como parte de un proceso ubicado dentro de una estrategia más amplia aprobada desde la Presidencia de la República.

		El presupuesto de este año se elaboró en el marco del Programa Inmediato de Reordenación Económica, el cual por necesidad elaboramos y pusimos en marcha al iniciar mi gestión, así como en el marco de un Plan Nacional de Desarrollo ya editado. Todo esto dio orientaciones importantes al presupuesto, pero lo más importante, tal vez, es que la política económica está aprobada con convicción a nivel del Presidente de la República. Esto hizo que el proceso fuera poco conflictivo en relación con los anteriores.

		Durante el gobierno de López Portillo, los miembros de su gabinete se dividían en expansionistas y restrictivistas, formándose lo que él mismo titulaba “verdaderas iglesias”. Yo, en cambio, no he tolerado discusiones conceptuales de fondo, aunque, claro, cada uno de los miembros del gabinete ha pedido más dinero y ha tratado de obtenerlo, pero sin que por ello haya llegado la sangre al río. No ha habido retos o frases pomposas, como ocurría antes, cuando se decía que si no se entregaba tal o cual cantidad se estaba poniendo en riesgo la soberanía nacional o la acción de la justicia social.

		Ahora se dio una discusión enmarcada, en la que si bien hubo jaloneos, nunca se llegó a un trance dramático, como de hecho ocurría con frecuencia durante las administraciones de López Portillo y de Echeverría. Otra diferencia importante es que antes siempre existía el temor de que en el último instante el Presidente cambiara de opinión.

		Un factor que facilitó mucho el proceso fue la clara conciencia de que yo le doy mucha importancia a la disciplina presupuestaria. Por otro lado, la Secretaría de Programación y Presupuesto cuidó mucho que no se me presentaran conflictos trabados. Desde septiembre, según avanzaba la elaboración del presupuesto, me fueron informando de los problemas que se iban presentando, lo cual me permitió asegurar que en todos los casos se llegara a arreglos bilaterales entre la Secretaría de Programación y Presupuesto y las otras secretarías interesadas.

		Además, en mis acuerdos con los diferentes secretarios pude percibir sus presiones y sus necesidades. Ellos me las fueron exponiendo y también me fueron señalando sus diferencias de opinión con la Secretaría de Programación y Presupuesto. En esos casos yo siempre les recomendé que trataran de arreglarse y que me avisaran si no lo lograban. Así que se ejerció un poder de negociación y no de enojo.

		El éxito presupuestal de 1983 es innegable, aun cuando el presupuesto de ese año se gestó en un momento en que no había gabinete con el cual negociar las diferentes partidas, lo que me obligó a determinarlas sin apoyo en el diálogo. Lo cierto es que logramos mantener el PIRE y resistimos la prueba de los hechos.

		Dos fueron los factores determinantes que nos permitieron lograrlo: que el país contaba con reservas en todos los órdenes y que funcionaron bien los programas de empleo. En un momento dado acepté estos programas porque no tenía otra cosa que ofrecer para paliar la crisis en términos sociales. Su éxito, sin embargo, ha sido una sorpresa para mí.

		Aquí cabría reflexionar sobre cómo pudo realmente darse un ajuste de la magnitud del que se realizó en este año, esto es, qué fue lo que permitió disminuir el déficit público de 18.5 a 8.3%. Es difícil saberlo, porque no conocemos con detalle y en forma específica la situación real en la que se encontraba la sociedad a la que aplicamos determinadas medidas económicas. Éste es un tema que habrá que estudiar a fondo más adelante. Tengo la impresión de que el país ha logrado el reajuste gracias a que teníamos reservas de toda naturaleza, y creo que en la explicación histórica que sobre esto deberá darse algún día, debe enfatizarse la estrategia política del ajuste económico.

		En cuanto a la Ley de Ingresos, mi gobierno rechazó la proposición empresarial de disminuir el IVA para reanimar la demanda y, con ella, la actividad económica en general. Después de considerar detalladamente con Silva Herzog si era posible bajar dos o tres puntos el IVA, vimos que los cálculos de ingreso-gasto no nos lo permitían sin repercusiones en la carga fiscal. Por lo menos no era posible hacerlo este año. El esfuerzo tarifario es de 500 000 millones de pesos y parecía imposible dejar de compensarlo con el esfuerzo fiscal.

		A pesar de la baja recaudación del IVA y de la gran evasión, será posible mantener el nivel de ingresos que necesitamos. Sin embargo, creo que tan pronto como se pueda, tal vez en 1985, sería conveniente reducir el IVA en algunos renglones.

		En cuanto a egresos, el presupuesto de 1984 privilegia aquellos rubros que generan empleo y castiga al sector industrial, particularmente a Pemex. Ésta fue una decisión muy difícil de tomar, pero vimos que en el corto plazo resultaba necesario dar prioridad a aquellos sectores que brindan mayor ocupación a la mano de obra como, por ejemplo, comunicaciones y transportes.

		Sin embargo, lo fundamental para recuperar los niveles de empleo es inducir al sector privado a que se mueva. La demanda está deprimida, pero ellos tienen capacidad ociosa. La generación de empleos en la iniciativa privada se dará tanto en el uso de esa capacidad ociosa como en el desarrollo de las exportaciones, rubro en el que todavía tienen un margen muy amplio de acción.

		De manera que una de mis principales preocupaciones para el año entrante será fomentar el sector privado. Para lograrlo trabajaré no solamente con actitudes concretas al respecto, sino tratando de eliminar las trabas burocráticas que normalmente obstaculizan su desarrollo. Tenemos que atacar políticas al menudeo para resolver problemas específicos. Debemos hacer análisis por sectores para conocer mejor la situación y tenemos que brindar más crédito a los particulares. Esto último se logrará porque vamos a tener una menor demanda de crédito interno de parte del gobierno. Así que para fomentar la iniciativa privada es necesaria, esencialmente, una labor de bordado fino.Uno de los principales logros del primer año de mi gobierno ha sido mantener la disciplina presupuestaria. Esto se logró sin un costo político significativo, esto es, sin graves protestas y sin ataques excesivos a la Secretaría de Programación y Presupuesto.

		Creo que la ausencia de respingos importantes ante la disciplina presupuestaria no debe atribuirse tanto a una actitud de miedo o borreguismo de parte de los funcionarios, sino al hecho de que se tomó conciencia de la gravedad de la crisis y de la necesidad de un gobierno fuerte que articule lo heterogéneo y controle las fuerzas centrífugas. En este sentido, la campaña de comunicación social sobre la problemática económica ha tenido éxito no nada más entre los ciudadanos, sino también entre los funcionarios.

		Finalmente, pienso que en el programa económico de 1984 debemos hacer un esfuerzo enorme por tratar de evitar que se deterioren más los salarios. No es prudente seguir disminuyendo el nivel de vida de los mexicanos. ¿Lograremos disminuir la inflación sustancialmente? Es imposible determinarlo. Lo único que se puede asegurar es que existe una tendencia a la baja y que, si todo funciona bien, como espero que ocurra, es posible aspirar a 40% anual.

		

		
			[1] El PIB cayó 0.5%. Al final de 1982, el desempleo ascendió a 10%. La inflación fue de 98.9 por ciento [N. del E.]
		

		
			[2] La deuda llegó a 87 588 millones de dólares, equivalentes a 134 324 millones de dólares del año 2000. Ello representó 89% del PIB y 1 359% de las reservas internacionales del país ese año. El servicio de la deuda significó 54.6% de las exportaciones petroleras y 32.1% de los ingresos totales del país en cuenta corriente [N. del E.].
		

		
			[3] Las cifras en pesos o en dólares que se mencionan a lo largo del texto se encuentran convertidas a su equivalente en dólares del año 2000 en un apéndice [N. del E.].
		

		
			[4] Se denomina “Chicago Boys” a quienes, influidos por la escuela de economía de la Universidad de Chicago, proponen dejar que las leyes de la oferta y la demanda rijan la economía, con la menor intervención posible del Estado [N. del E.]
		

		
			[5] Se le llama “aviador” a la persona que cobra un sueldo sin trabajar [N. del E.].
		

		

	
		

		_____ SEGUNDO AÑO _____

		

	
		

		Diciembre de 1983

		

	
		

		Elecciones: recapitulación de 1983

		

		MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y TRES FUE UN AÑO DIFÍCIL en el terreno electoral. Tuvimos que enfrentar, en medio de la crisis económica y del desprestigio causado por los últimos gobiernos, la renovación de las autoridades en 1 158 ayuntamientos. También se realizaron, en varios estados, comicios para elegir 230 diputados de mayoría relativa y 80 de representación proporcional. En Baja California, la fórmula electoral incluyó la elección de gobernador constitucional.

		Pronto resultó claro que el Partido Acción Nacional estaba capitalizando la difícil coyuntura a su favor. De manera que, aunque el PRI continuó ganando la gran mayoría de las elecciones, la fuerza panista se volvió peligrosa, sobre todo en el medio urbano y, más aún, en las capitales estatales.

		Cuando yo llegué al gobierno, ya habíamos perdido las ciudades de Hermosillo y Guanajuato. Durante lo que va de mi administración se han perdido San Luis Potosí, Chihuahua y Durango. La fuerza electoral del PAN en estos dos últimos estados preocupó seriamente a la clase política priista. Se llegó a decir, en ese medio, que la forma en que yo permitía los triunfos de la oposición exhibía la existencia de un diseño para cambiar el sistema político mexicano, aprovechando la crisis económica y el repunte del PAN.

		Tal situación me puso en una posición difícil, pues no puedo arriesgarme a que mi partido crea que yo tengo un proyecto diferente del de la conciliación nacional, ya que perdería su apoyo, demeritando con ello la autoridad y la eficacia del gobierno.

		Tuve que aceptar la evidencia de que los triunfos de la oposición intranquilizaban a las fuerzas que dan sustento al PRI, al extremo de ponerlas en riesgo de desintegración y, con ello, perder el “arreglo nacional”. Los obreros estaban violentamente contra el PAN. Parecían dispuestos, en caso de que se llegara a lo que ellos llamaban un triunfo excesivo del PAN, a responder con acciones fuertes, posiblemente violentas, lo que hubiera puesto en peligro todo el programa económico.

		La rebelión interna de las fuerzas del PRI daría al traste con la idea de que el gobierno es capaz de manejar situaciones concretas. Si dejo que se debiliten las fuerzas reales en que me he apoyado, puedo tropezar en mis objetivos fundamentales, que son la superación de la crisis económica y el cambio cualitativo del sistema.

		Por ello, lo primero que tengo que hacer es evitar que la crisis económica se me convierta también en crisis política. Estoy convencido de que para combatir la crisis económica y para modificar, sin destruir, el sistema político que tenemos, necesito fortaleza política.

		El crecimiento del panismo me preocupa severamente. Su tendencia a ganar las capitales estatales es peligrosa. Una ola de triunfos en ese nivel me puede traer problemas de falta de control, ya que los panistas podrían formar un bloque de capitales de estado para obstaculizar la labor del gobierno.

		De momento, estuvimos frente al riesgo de la ejemplaridad, esto es, de que al caer en manos de los panistas unas capitales, esto promoviera la caída de otras. Temí que la estrategia panista fuera precisamente la de organizar un dominó interno, en el que una ficha tirara a la siguiente, pues ello podría conducir al debilitamiento del gobierno en términos generales.

		Por ello, alenté al PRI para que luchara con sus mayores fuerzas contra la creciente ola panista, la ola azul. Yo mismo atendí más de cerca los procesos electorales posteriores al de Chihuahua. Hice giras de trabajo por los estados de Baja California y de Sinaloa justo antes de que tuvieran lugar los concursos electorales, a fin de que mi presencia y la del aparato federal sirvieran de telón de apoyo a los priistas de la localidad.

		El esfuerzo por fortalecer al PRI no ignora que, tal vez, los triunfos de la oposición pudieran favorecer en el largo plazo la credibilidad del gobierno, en el sistema y en el partido. De momento, sin embargo, hubo que ponderar los riesgos de corto plazo, y reconocer que la autoridad del gobierno es un valor fundamental en nuestro sistema.

		Nuestra decisión de permanecer en control del poder necesariamente produjo reacciones distintas en cada área, porque cada quien tiene su estilo. El PRI ha actuado en ciertos lugares con rudeza, pues ésa ha sido su única forma de responder. La novedad, tal vez, es que ahora el PAN también juega rudo, y que en aquellos lugares donde puede, también realiza alquimia o relleno de ánforas.

		Sea como fuere, sé que la forma en que se ha actuado ha generado grandes dudas sobre la limpieza de ciertos procesos electorales. Sé que se ha hablado de que el PRI actuó en forma muy brusca en Mexicali, en Mazatlán, en Culiacán y en la ciudad de Puebla.

		Por otro lado, el fenómeno del panismo tiene algo de patológico. No fueron realmente panistas, sino líderes empresariales, quienes se presentaron a competir por las presidencias municipales de esos lugares. Baste analizar las características de Eugenio Elorduy, de Mexicali; Jorge del Rincón, de Culiacán; Humberto Rice, de Mazatlán, y Ricardo Villa Escalera, de Puebla, para saber que tienen un proyecto político de participación que se orienta a buscar el debilitamiento del sistema. No creo que en esas circunstancias convenga facilitarles el paso. Villa Escalera, que es sinarquista, incluso utilizó brigadas violentas.

		La regla de los procesos electorales es que las organizaciones locales deben responsabilizarse del proceso y, en todos estos casos, la posición de las autoridades locales ha sido que ganó el PRI. Por mi parte, no he querido que el Poder Ejecutivo Federal, por medio de Gobernación, se erija en la instancia revisora, a menos de que se presenten pruebas evidentes. Nosotros debemos actuar solamente como garantes del orden constitucional.

		En este sentido, la Secretaría de Gobernación abrió las puertas a los panistas que alegaban fraude electoral en Mexicali. Durante tres días se trabajó y no pudieron los opositores presentar pruebas relevantes, de manera que ellos mismos se dieron cuenta de que no tienen elementos para comprobar, formalmente, el supuesto fraude.

		Por otro lado, los actuales partidos de oposición no son viables ni han hecho ninguna aportación política de importancia. Les doy la razón en muchas de sus críticas y en algunas posiciones, pero conceptualmente están cerrados; ni siquiera es posible dialogar con ellos.

		Debo decir que sí estoy decepcionado, pues al iniciar mi gobierno tenía la esperanza de poder dialogar con los partidos de oposición. Pensé que podría expresarles mi plan de gobierno, lograr ciertos consensos operativos, para que una vez que fuera posible, y dentro de ciertos marcos, atender sus críticas. Pero no fue así. Para el PAN nada es posible mientras subsista el PRI, y la izquierda lo condiciona todo a que se acabe el sistema capitalista y se imponga el socialismo. Considero que sus actitudes son inconducentes y estériles, por lo que es imposible tratar de entenderse con ellos.

		Por el momento, cualquier triunfo que se les reconozca, los dejará insatisfechos. De todos modos seguirán criticando todos y cada uno de los actos del gobierno. Yo pienso que la crítica de la oposición debería ser más selectiva, para evitar que los partidos políticos que la integran se conviertan en lo que de hecho son: un muro de lamentaciones.

		La izquierda se encuentra en una situación muy diferente de la de la derecha, ya que no ha representado un problema electoral. En realidad, la izquierda ha perdido terreno en las votaciones, lo que hace suponer que deben estar reconsiderando su situación. Tienen motivos de preocupación: no les han servido las estrategias de movilización popular, de provocación y de desestabilización, ni tampoco han aumentado los votos a su favor.

		Frente a ellos voy a seguir la táctica de la paciencia: dejar que se desangren solos. Por otro lado, ya he tomado medidas para desmantelar sus feudos presupuestales. En Juchitán, por cierto, triunfó sin duda el PRI, por lo que el PSUM sólo tendrá un alcalde en Guerrero.

		La relación de los presidentes municipales panistas con los funcionarios priistas es variada, porque los triunfos del PAN se han dado en diferentes lugares y como resultado de problemas distintos. Esta relación está ligada directamente a las características del gobierno local.

		En Hermosillo no tengo clara cuál es la situación, lo que me hace pensar que no es problemática. En San Luis Potosí el conflicto es mayúsculo y se debe a las personalidades que ahí se enfrentan: Jonguitud está dispuesto a hacer todo lo que esté en su poder para que Nava fracase, y Nava desea exhibir a toda costa a Jonguitud, de manera que ahí siempre tendré un peligro latente.

		En Guanajuato, Velasco Ibarra ha logrado un entendimiento con su presidente municipal, Rafael Villagómez, quien aunque es del PDM, no está muy pegado al sinarquismo. Así que allí no hay pique y las cosas caminan. En Durango, el presidente municipal panista, Rodolfo Elizondo Torres, está enfrentado con los miembros panistas del ayuntamiento, por lo que el gobierno del estado le está abriendo las puertas a un mayor acercamiento. En Chihuahua, Luis H. Álvarez apenas empieza, pero ahí el gobernador es muy moderado, por lo que posiblemente las cosas caminen sin mayor conflicto.

		Es importante cuidar el estado de ánimo de la población, sobre todo ahora que entramos al segundo año consecutivo de crisis económica, pues desgraciadamente el malestar se acumula. Sin embargo, yo siento que el revuelo causado por el PAN con motivo de las elecciones ha ido perdiendo fuerza. La irritación que ciertos procesos electorales causaron ha ido bajando. Aunque los panistas, los intelectuales y ciertos grupos específicos queden resentidos, no hay protesta social de importancia. De manera que lo que me permitirá recuperar la confianza de las mayorías es salir de la crisis económica y controlar la inflación.

		Los mexicanos, en general, sienten miedo de que se pierda la estabilidad del sistema. Políticamente, la pregunta que se hacen es hasta dónde va a aguantar el sistema y, con él, el PRI. Ya no está en juego la posibilidad de una revolución, como ocurría hace un año, sino la capacidad del sistema para contener las presiones internas. Se preguntan por nuestra relación de fuerzas frente a grupos corporativos de la sociedad, como por ejemplo los sindicatos, los empresarios, la prensa, porque hay que aceptar que también a la gente que está fuera del PRI le preocupa lo que pasa dentro de este organismo.

		Todos reconocen que, con sus cosas buenas y malas, el PRI es el gran sistema de negociación que le ha dado paz social a México por 50 años. La misma derecha, por medio de algunos empresarios, me ha manifestado su resquemor por los triunfos del PAN.

		Al PRI hay que renovarlo, pero no puedo hacerlo súbitamente y mientras trabajo por conservar la fuerza política que me es indispensable. Además, no creo que debamos encerrarnos en la trampa de pensar que la democratización es exclusivamente una acción interpartidista. La transparencia electoral, aunque sustantiva, no es el único camino en el que debemos ahondar.

		Los postulados clásicos de la democracia occidental representan aspiraciones limitadas por realidades ineludibles. En nuestra circunstancia actual debemos atender la forma y dirección en que actúa el gobierno. Yo creo que es muy importante: 1] lograr un mayor prestigio del Poder Ejecutivo; 2] dar más relevancia a los poderes de la Unión; 3] fortalecer el federalismo, pues en el municipio libre está nuestro verdadero potencial de democratización; 4] crear nuevos sistemas participativos, como los foros de consulta popular, y 5] abrir la política de comunicación social a una mayor participación, para lograr que su contenido refleje mejor lo que somos como nación.

		El voto se ha emitido como una calificación de la acción pasada. Las críticas que refleja son muy válidas, pero yo no puedo pagar, en este momento, todos los errores del pasado. No puedo llegar hasta el suicidio político en un afán por limpiar las culpas del sistema. Más que el prestigio que pueda darme la transparencia electoral, me interesa la efectividad y la posibilidad de continuar gobernando. No puedo permitir que cunda la desestabilización del sistema.

		Yo tengo más confianza en que lograremos la democratización a través del PRI. Para ello, hay que modernizarlo, haciendo más participativa la selección de candidatos a puestos de elección popular. Los defectos tradicionales en este terreno se deben a causas muy diversas. Es un proceso largo en el que se da la lucha y la negociación. En él, el factótum es el gobernador del estado, quien, sin embargo, tiene que trabajar dentro del esquema del PRI.

		El gobernador quiere que los presidentes municipales le sean afines, por lo que trata de filtrar su candidato para ver si el PRI local lo acepta, pues siempre hay el riesgo de que lo rechace o haga otra proposición. En principio, el presidente del PRI local es gente del gobernador, así que los problemas empiezan cuando éste negocia la postulación con los sectores del PRI estatal, pues hay que atender las presiones de cada uno de ellos, y escuchar y negociar con sus líderes.

		Una vez que el gobernador ya trabajó con el PRI local, presenta sus candidatos al PRI nacional, el cual entonces determina si la selección es aconsejable. En caso de que considere que alguno de los seleccionados será un candidato impopular, debe promover un cambio, pero atendiendo a los equilibrios locales. El PRI nacional negocia con el gobernador y con el PRI local, los que a su vez pueden rechazar la proposición central. El PRI nacional tiene que cuidar que la planilla propuesta cuente con el apoyo de los priistas estatales, pues son ellos quienes deberán promover al candidato. Si no tienen ánimo para hacerlo, éste tendrá una campaña deslucida.

		Esta forma de selección no siempre es buena, pues se tiene que contemporizar con muchas fuerzas, con las consiguientes desventajas. La oposición es más libre en este terreno, por lo que ha centrado su atención en postular candidatos populares con arrastre e, incluso, con el apoyo económico necesario para promover sus campañas.

		No me acuerdo en qué sitio me platicaron que el PAN localizó a un médico de gran popularidad en el pueblo, que no era panista, a quien le propusieron que abanderara su causa. Al hacerlo, arrolló con la votación. Nosotros no podemos actuar de esa manera. La mecánica de nuestro partido exige que mantengamos las formas de organización, de conciliación y de negociación que lo caracterizan.

		Sin embargo, podemos promover que se seleccionen candidatos más populares, convenciendo a todos los escalones del partido de que deben ser más cuidadosos, pues no estamos dispuestos, en todos los casos, a apoyar la selección que hayan hecho. El miedo al fracaso es el mejor acicate.

		En todo caso, debemos estar conscientes de que recibimos un PRI debilitado, cuya dimensión y complejidad hacen imposible un cambio rápido. Por ello, y a pesar de todo, la oposición ganó más municipios que en años anteriores, con lo que sin duda ha logrado un avance.

		El año próximo será muy movido en términos políticos, aunque más tranquilo que éste en lo que toca a elecciones. Tendremos que articular la demanda social, promover la gestoría partidista, actualizar la ideología del partido y realizar algunos cambios en el Comité Ejecutivo Nacional del PRI.

		Pienso mover a todo el PRI: verticalmente dentro de sus secciones y horizontalmente mediante los grupos regionales. Tengo que prepararme para las elecciones de 1985. En ese año se realizarán las votaciones intermedias para diputados federales, que normalmente tienen un alto índice de abstencionismo, y los comicios para elegir a siete gobernadores. En 1986 habrá elecciones de 13 gobernadores.

		Mi trabajo es fortalecer al PRI, que es el único mecanismo político viable en este país. Será de su renovación de lo que podamos esperar avances. Mi convicción en este sentido me hace uno de los presidentes de la República más priistas que han existido.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos: visita de Henry Kissinger

		

		El 13 de diciembre recibí a la Comisión Bipartidista sobre América Central, encabezada por Henry Kissinger. Esta comisión está encargada de elaborar un documento que recomiende al presidente Reagan la política que Estados Unidos debe seguir respecto a Centroamérica para atender objetivos de mediano y de largo plazos. El propósito de su visita fue recoger opiniones y atender a la sensibilidad de los mexicanos para poder formular el reporte que les pidieron. Su trabajo puede calificarse como de fact finding.

		La comisión, aunque bipartidista, en el fondo es conservadora, pues buen cuidado tuvieron de invitar a aquellos demócratas que están más cerca de la postura de los republicanos. En última instancia, esta comisión tiene por objeto justificar la política exterior de Reagan.

		Durante la reunión, yo expuse nuestra política centroamericana, hice hincapié en que el conflicto en América Central pone en juego las relaciones entre América Latina y los Estados Unidos en su integridad. Insistí en que las opciones que ahora se escojan para resolver los problemas habrán de determinar, de manera importante, la naturaleza y la orientación futura de la región. Al terminar, hice algunas preguntas que el rector de la Universidad de Boston contestó con la agresividad que caracteriza a quienes sostienen y apoyan la política de Reagan.

		Kissinger, además de alabar la forma en que hemos afrontado la crisis económica, enfatizó que estaba sorprendido por la coherencia con la que los mexicanos manejábamos nuestra política exterior. Dijo que tanto en la Cancillería como en el Senado había escuchado lo mismo que yo les estaba diciendo. Señaló que, además de la coherencia interna con que nos manejábamos, destacaba la coherencia lógica de nuestro raciocinio. Añadió que en los Estados Unidos no es posible elaborar una política externa de mediano y largo plazos, pues hay más factores y variables que considerar.

		Henry Kissinger me cayó bien, porque su actitud fue respetuosa. Yo tenía de él una imagen que me generaba cierta suspicacia: lo imaginaba como el ejemplo del cinismo, de la política del poder. Sin embargo, conmigo se manejó en forma prudente, atenta, casi diría yo que melosa, lo que resulta excepcional si consideramos las reacciones que sus visitas han producido en los diversos países en que ha estado.

		

	
		

		Centroamérica: situación en Nicaragua

		

		El sábado 17 de diciembre vino a México Henry Ruiz. Lo encontré más sereno de lo que vi a Ortega en su última visita. Los nicaragüenses están más tranquilos, porque sienten que los ataques militares de los contrarrevolucionarios no han generado descalabros importantes. Ahora están convencidos de su superioridad militar.

		Además, tienen esperanzas de que su situación mejore, pues recientemente sostuvieron en Nicaragua un diálogo con Langhorne Motley, el subsecretario para Asuntos Interamericanos del Departamento de Estado norteamericano, de quien creyeron recibir un principio de trato bilateral.

		Su optimismo, claro, es relativo, pues Honduras ha ratificado su postura, y Costa Rica ya se encuentra invadida por los norteamericanos, que penetraron al país como asesores civiles. En El Salvador, el gobierno y el ejército están a punto de caer, y esto también les preocupa mucho a los nicaragüenses, pues temen que si la guerrilla radical gana, la intervención militar norteamericana será abierta y casi automática. Por ello, Nicaragua está propiciando una negociación entre los rebeldes y el gobierno. Cuando me plantearon esta situación, les dije que, dado que ellos son tan amigos de los rebeldes salvadoreños, resultan los más indicados para promover ese tipo de relación.

		

	
		

		Iniciativas de ley: paquete mal valorado

		

		El segundo periodo de sesiones de la LII Legislatura, si nos atenemos a la prensa, pasó casi sin incidentes. Esto demuestra que existe una laguna en los periódicos que, en lugar de atender al contenido de las iniciativas y a los argumentos de los debates, se dedican a narrar anécdotas personalizadas. Esta falta de profesionalismo redunda en una imagen negativa de los legisladores y oculta al público el proceso legislativo. Estas fallas no pueden ser subsanadas por el sistema editorial de las cámaras, aunque éste esté funcionando con eficacia. Ahí habrá que hacer algo.

		La prensa criticó que los parlamentarios hayan tenido que legislar sobre las rodillas, al vapor, lo cual es una exageración, pues este año mandé en septiembre, octubre y noviembre todas las iniciativas que se presentaron. Fallé en cuanto que hubiera querido que la última llegara al Congreso el 15 de noviembre, y esto no ocurrió hasta el 30 de ese mes. Sin embargo, puedo decir que no se envió ninguna iniciativa en el mes de diciembre.

		El problema de fondo, tal vez, es que fueron demasiadas las iniciativas que mandamos, lo que provocó fallas tanto técnicas como de negociación política. Así ocurrió con la Ley de la Reforma Agraria; las de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología, que fueron las leyes de Vivienda, de Bienes Inmuebles y de Asentamientos Humanos, así como con las del Distrito Federal, tanto la Ley Orgánica como la Ley de Egresos.

		En cuanto a la Ley de Policía y Buen Gobierno, considero que los legisladores no tuvieron razón en hacer un pequeño escándalo para promover lo que en el fondo fue un retoque mínimo. En los otros casos, sí creo que hubo fallas del Poder Ejecutivo. Por ello, y para asegurarme de que las iniciativas que presentemos en 1984 tengan más calidad, pienso urgir a las dependencias del Ejecutivo a que me digan cuál es su programa legislativo antes de que termine enero de ese año.

		Algunas negociaciones resultaron difíciles, como la de la Ley de los Trabajadores Bancarios, que produjo resistencia del sector de los trabajadores, y la de la Ley de Turismo, que enojó al sector privado, porque sintió que aumentaba excesivamente la capacidad de control de la Secretaría. Los empresarios de este sector se dieron cuenta de que la Secretaría ya está madurando y le están saliendo los dientes.

		Tuvimos algunas críticas a la Ley de Vivienda, por los renglones relativos a los materiales de construcción. En este caso, lo más importante fue que nosotros la concebimos para paliar las inquietudes sobre una supuesta ley inquilinaria, aunque creo que desgraciadamente no se logró el objetivo.

		Es necesario robustecer la comunicación entre el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo. Conviene fortalecer las áreas jurídicas de las dependencias, organizar las negociaciones previas con los legisladores y, según el caso particular, escuchar la opinión de los interesados. La instancia institucional de mediación entre ambos poderes es la Secretaría de Gobernación, pero a ésta le es imposible cubrirlo todo.

		En términos comparativos, podemos decir que el proceso legislativo fue exitoso: se aprobaron todas las iniciativas salvo una, referente a descuentos para la vivienda. Es natural que exista una gran colaboración entre los poderes, pues tenemos que entender que los legisladores priistas son miembros del mismo partido que quienes estamos en el Ejecutivo, y que por tanto compartimos una misma ideología. Pero el hecho de que hayan apoyado nuestras iniciativas de ley no significa que esto se dio en forma automática.

		Yo sí creo que en mi gobierno el Poder Legislativo ha tenido un mayor margen de acción. Casi todas las iniciativas que envié sufrieron alguna modificación o retoque. En eso, el adelanto es notable. Cuando yo fui subdirector de Crédito, me tocó elaborar ciertas iniciativas, redactar el dictamen legislativo y aun el discurso con las que algún diputado debería defenderlas. Ahora son definitivamente los miembros del Congreso quienes dictaminan y defienden las leyes.

		Las comisiones del Congreso de la Unión han trabajado para modificar y perfeccionar, hasta donde pueden, las leyes que les enviamos. Pero también debemos entender que hoy día en ningún país del mundo es el Poder Legislativo el que prepara las iniciativas. Las leyes son cada vez más complicadas y, por eso, es imposible que los diputados las proyecten.

		En los congresos modernos, la función legislativa es de control político, tanto de la política económica como de la política en general. En este sentido, yo creo que ha aumentado mucho el nivel de responsabilidad de los legisladores. Cuando ven fallas, nos las hacen ver y las corrigen. En alguna ocasión, se me han acercado para preguntarme si a mi juicio convenía corregir las fallas que habían encontrado en las iniciativas que enviamos. Yo siempre les he dicho que cumplan con su trabajo.

		

	
		

		Negociaciones salariales: división en el movimiento obrero

		

		El 29 de diciembre, la Comisión Nacional de Salarios Mínimos acordó que éstos aumentarían 30.4% a partir del próximo mes de enero. La determinación del monto implicó una negociación intensa y difícil. Fidel Velázquez, que tiene todos los años del mundo en esto, y por tanto más experiencia que varios de nosotros juntos, insistió inicialmente en que se diera un aumento de 50% que, según él, sería suficiente para todo el año. Pero, ¿quién podía garantizarnos que después no pediría más?

		El 50% era inaceptable para nosotros, por el impacto que tendría sobre la economía. Nos echaría todo a perder. Nuestra insistencia en la moderación se debe a que sabemos que la situación actual de las empresas es muy dispareja. Muchas de ellas se verían en serios apuros si el salario mínimo subiera en forma abrupta, independientemente del problema inflacionario general. Por ello, la postura del secretario del Trabajo consistió en ofrecer, por el momento, entre 25 y 30%, aclarando su disposición a revisar los salarios en julio.

		En el terreno público, los líderes obreros actuaron con más prudencia que a mediados de año, cuando decidieron destapar el problema salarial para demostrarnos su enojo, porque —pese a su oposición— aumentamos los precios de la leche y de la gasolina. Ahora, cuando menos, Fidel Velázquez no agitó a la opinión pública solicitando montos determinados; solamente habló de la necesidad de un salario constitucional.

		Claro que tenemos que entender eso del salario constitucional dentro del marco de lo que nuestra economía puede dar, esto es, de la capacidad real de las empresas para otorgarlo. Si no fuera así, sería muy deseable pedir un salario mínimo similar al norteamericano o apoyarnos en cualquier otro parámetro que nos gustara.

		Don Fidel es a veces difícil de entender. Presiona por un salario que sabe que destruiría nuestro programa económico y luego declara a la televisión, el día 19 de diciembre, que la política de austeridad del gobierno es acertada, que el desempleo se está controlando y, en fin, hace declaraciones que bien podría haber hecho yo.

		Pero volviendo a las negociaciones, avanzó el mes de diciembre sin que se llegara a ningún acuerdo. Parecía que las circunstancias nos obligarían a tomar uno de dos caminos: o bien la Comisión Nacional de Salarios Mínimos decidía con dos votos a favor y uno en contra, esto es, con el apoyo empresarial y gubernamental y el veto del sector de los trabajadores; o bien se prolongaba la negociación cuanto fuese necesario. Ello significaba que no se lograría el arreglo, como tradicionalmente ocurre, en la semana anterior a la Navidad, y tal vez ni siquiera antes de fin de año.

		Farell se inclinaba por la segunda opción, pues consideraba que el suspenso producido por la demora terminaría por voltear a la base trabajadora contra sus líderes, sobre todo si se llegaba hasta enero sin que hubiese un acuerdo. Yo, por el contrario, temía que una situación de suspenso prolongada diera la impresión de que la tensión era muy grande, lo que me inclinaba a que el problema se arreglara en el curso de diciembre, aunque fuera con el voto en contra de los obreros. Prefería, en todo caso, que se reconociera que el gobierno había inclinado la balanza en el sentido que consideraba conveniente.

		Antes de Navidad, Fidel Velázquez nos dio la esperanza de que nos íbamos a arreglar. Sin embargo, en los días que le siguieron, la situación se volvió a complicar. Durante mis vacaciones de Navidad en Puerto Vallarta, tuve que estar pendiente y en contacto constante para ver cómo continuaba el proceso de la negociación salarial, lo que me impidió desconectarme mentalmente de los problemas, aunque de todos modos descansé, porque, claro, el ritmo de trabajo cambió mucho. El hecho es que hasta los últimos días de diciembre tuvimos que trabajar en este proceso.

		El día 28, Fidel Velázquez nos dijo que el Congreso del Trabajo definitivamente no aceptaría que el aumento salarial fuera de sólo 30%; advirtió que el mínimo aceptable sería 40%. Farell le explicó que el monto propuesto no era un capricho del gobierno, sino pieza crucial de la política económica que estábamos siguiendo, para la cual los salarios son determinantes, y que el cálculo del presupuesto federal se había apoyado en la consideración de que los salarios aumentarían 30% en enero y 15% o 20% en julio.

		Pese a toda la explicación, don Fidel insistió en que el Congreso del Trabajo, en forma unánime, había decidido no aceptar ninguna proposición inferior a 40%. Entonces Farell insinuó que algunas centrales parecían estar en disposición de aceptar 30%, pero don Fidel reiteró, de manera tajante, que había unanimidad absoluta en torno a la decisión de no aceptar un monto inferior a 40%. Añadió que el Congreso del Trabajo votaría en contra de la resolución de la Comisión Nacional de Salarios Mínimos, en caso de que ésta acordara un monto inferior.

		Estando así las cosas, Bartlett entró a la negociación, tal como se filtró en la prensa. Le dijo a don Fidel que el voto en contra de la Comisión Nacional de Salarios Mínimos significaba una decisión muy seria desde el punto de vista político, ya que daría la apariencia de un rompimiento entre el gobierno y el movimiento obrero. Bartlett lo exhortó a considerar las consecuencias de un acto de esa naturaleza, y le dijo que, aunque difíciles de prever, desde luego tenderían a debilitar al movimiento obrero.

		Don Fidel alegó la existencia de una gran tensión social, la necesidad de mantener la paz social y el temor de que si no se daba un aumento sustancial al salario mínimo, las bases podrían rebasar a sus dirigentes. Bartlett aceptó que los problemas existían, pero insistió en que si bien el rompimiento político con el movimiento obrero podría dañar al gobierno, perjudicaría más al movimiento obrero. Quedaron en que al día siguiente, el 29, se reunirían todos los representantes del Congreso del Trabajo con Farell y con Bartlett.

		En esa reunión, se vio que no todas las organizaciones obreras estaban apoyando a Fidel Vélázquez, es decir que él había estado alardeando de su apoyo. La CROC, la CROM, la CRT y los mineros, que son quienes tienen representación en la Comisión Nacional de Salarios Mínimos, demostraron su solidaridad política con mi gobierno. Reconocieron que la intensidad de la crisis económica exigía el apoyo a las decisiones del Ejecutivo. Así que a Fidel Velázquez no le quedó otra alternativa que solidarizarse.

		Tal desenlace explica que en los primeros días de enero los líderes de las diversas organizaciones laborales se hayan acusado mutuamente de traición, situación que debe entenderse como parte de un proceso de ajuste que no calificaría yo de crítico.

		Lo ocurrido deja ver que, fuera de la CTM, las centrales están cansadas de que don Fidel se arrogue la representación de todos y se luzca con su poder conjunto. Hay que reconocer que muchos líderes le tienen celos y resentimiento. En el mediano plazo, eso podría profundizar un hecho que hoy ya es una realidad: don Fidel no es un líder absoluto. Existe, por la naturaleza misma de las organizaciones laborales, una pugna natural entre todas las centrales por la titularidad de los contratos colectivos. Los gobiernos anteriores al mío habían dado su apoyo a la CTM, manteniendo limitadas a las otras centrales. Nosotros, en cambio, las estamos ayudando a que se desarrollen con mayor independencia.

		La pugna entre las centrales obreras fortalece al gobierno, dándole la posibilidad de tener mayores iniciativas ante el movimiento laboral. La realidad es plural y nosotros debemos actuar en consecuencia. Nuestra táctica, desde luego, consiste en no echarnos en los brazos únicos y exclusivos de don Fidel, pero esto no quiere decir que exista un plan para demeritarlo. Sólo buscamos un manejo hábil, lo que significa que el secretario del Trabajo tiene que manejarse en forma directa y con personalidad propia frente a cada una de las organizaciones laborales.

		Finalmente, la relación del gobierno con diferentes centrales obreras es un buen ejercicio preventivo ante la perspectiva de la desaparición física de don Fidel. Nos está permitiendo aprender a lograr una mayor capacidad de persuasión entre distintos grupos.

		El problema de fondo es que tenemos un liderato obrero viejo, anquilosado, en gran parte corrupto. Mientras el país fue progresando económicamente, el gobierno y el movimiento obrero realizaron un pacto de tolerancia bastante efectivo: a cambio de apoyo político, el gobierno no se metía para nada con los líderes o las bases, dejando que los dirigentes fueran hasta donde sus bases los aguantaran.

		En la coyuntura actual, por el contrario, si dura mucho el demérito salarial, es indiscutible que la base trabajadora se va a intranquilizar y les va aguantar cada vez menos a sus líderes. Don Fidel está molesto y preocupado, porque siente intranquilidad en la base y teme que haya un movimiento de revisión de la relación base-líder, y la verdad es que no está preparado ni acostumbrado a ese tipo de actitudes.

		Por otro lado, los líderes obreros están en una situación de desconcierto: no saben bien a bien cómo va su relación con el gobierno. También están intranquilos por la situación del sindicato petrolero, pues saben que los estamos apretando gradualmente. Éstas son señales para el movimiento obrero en general, como también lo es el hecho de que se tenga detenido en la Procuraduría General de la República el proceso contra Hernández Galicia y Barragán Camacho. Sin duda todo esto les preocupa. A mí me conviene la situación de incertidumbre y de angustia del movimiento obrero. Mi duda es hasta dónde puedo estirar la cuerda.

		Concluyendo, habrá que aceptar que el triunfo que nos dio esta negociación salarial puede todavía tener costos ocultos. La forma en que se realizó abre la puerta a que pronto nos vuelvan a solicitar la revisión de los salarios mínimos. Tal vez lo hagan desde marzo. Ello dependerá de cómo vaya nuestra relación con el sector obrero, que hay que reconocer que no es estable. También influirá, naturalmente, la evolución de la situación económica.

		

	
		

		Recuento de 1983 y perspectivas para 1984

		

		Ojalá que en 1984 podamos salir adelante tan bien como en 1983, aunque como me dijo el procurador el otro día: “Va a ser el tercer año consecutivo de jaqueca”. Sin embargo, el año que termina nos ha enseñado que la crisis es llevadera; que por mucho que nos quejemos, no ocurrió aquello que realmente puede calificarse como crisis, como cuando visité Chile en 1974 y vi las calles vacías y colas en los mercados. Aquí todo mundo se queja de la crisis, pero los almacenes están llenos, los mercados, aunque con productos caros, están surtidos. No falta ningún alimento y la gente está saliendo de vacaciones. Claro, todos están más apretados —en especial la clase media, cuyo ahorro se ha demeritado— ya no pueden darse los lujos que se daban antes, pero no se les ha llegado a abrumar.

		Lo que más me preocupa del año que pasó es la lentitud de las dependencias del Ejecutivo para actuar. No sé por qué es así, no sé si a algunos funcionarios les falta energía o carecen de entusiasmo, o si es que hay una burocracia excesiva que lo empantana todo. Hubo insuficiencias, falta de cumplimiento de programas, falta de entusiasmo en determinadas áreas.

		Reconozco que el problema de las elecciones me dejó un mal sabor de boca. Creo que esto le pasa a todo aquél con una idea de democracia al estilo occidental, como yo la tengo. No considero realmente que si hubiéramos actuado de otra manera se hubiera perdido el poder; lo hubiésemos conservado, pero desgastado, y hoy estaríamos en una situación diferente. Así que hay que aceptar cosas desagradables en aras de objetivos de más largo plazo.

		En 1984 tenemos dos riesgos esenciales: que la inflación continúe demeritando el nivel de ingreso, lo que puede generar protesta social y dificultad en la relación obrero-patronal y, por otro lado, que se agrave la recesión económica. Están además los imponderables de siempre: las lluvias, los precios del petróleo y las tasas de interés. Así que 1984 va a ser un año de riesgos.

		También será año pastoso, aburridón, que no va a tener el encanto del primer año. Implica riesgos políticos, pues tendré que pagar las cuentas que debo. Los partidos de oposición están enojados; en realidad, están enojados conmigo todos aquellos que pretendieron ampliar su poder político y no lo pudieron hacer. Seguiré pagando, también, el haber mantenido la nacionalización bancaria. Voy a tener que pagar todo lo que no he concedido: salarios a los obreros, mayor obsecuencia con la iniciativa privada. Frente a eso, claro, está el hecho de que ya se ha visto que sí sé hacer política.

		Yo he llegado a la conclusión de que la situación es tan difícil que el conflicto va a ser permanente, por lo que no debo desesperarme. El gobierno es, por naturaleza, el centro de los conflictos y mi chamba es enfrentarlos.

		Por otro lado, creo que mi imagen es buena. Se me considera serio, trabajador, que le entro a los problemas y que éstos, pese a las grandes dificultades, se han empezado a superar. No hay entusiasmo ni glamour para mí, pero yo no podría aspirar a ello.

		Será interesante ver qué pasa con el estado de ánimo de la gente. Me impresionó mucho lo que me dijo recientemente María de los Ángeles Moreno, subsecretaria de Programación y Presupuesto: “Ojalá la crisis dure bastantito, pues está cambiando el ánimo de la gente. Le está sacando cosas buenas a todo mundo”. Será interesante ver qué ocurre si logramos controlar e incluso superar la crisis.

		La actitud que tome la clase dirigente es fundamental, porque realmente es impresionante su capacidad para voltear la actitud nacional. Nosotros lo hemos conseguido en un año. Creo que una de las cosas más importantes que hemos logrado es que los mexicanos ya no se sientan tan desvalorizados. La forma en que estamos superando la crisis, y el modo en que esto es visto en el extranjero, empiezan a crear la sensación de que, finalmente, cuando queremos, podemos.

		

	
		

		Enero de 1984

		

	
		

		Imagen del gobierno ante la sociedad y ante mis colaboradores

		

		EL MES DE ENERO SIEMPRE ES SECO, ABURRIDO. Además hay que enfrentar la cuesta de enero. Para sacudir ese ánimo pesado, característico del mes, programé varias reuniones de “arranque del año”, a fin de dar directrices, orientaciones y animar a los grupos a que renueven su trabajo.

		También es importante dejar sentir que el país camina. Ése fue el sentido del mensaje televisado que dirigí a la nación con motivo del Año Nuevo, así como de las reuniones que sostuve con todo el gabinete, con los gobernadores, con el sector campesino, con el popular y con el obrero.

		La imagen que yo quise promover con el mensaje de Año Nuevo es la de un Presidente un tanto plano. Yo creo que la situación es tan delicada y que la gente recuerda tan claramente las imágenes de elocuencia y de prepotencia de mis predecesores, que lo que ahora quiere es algo diferente. No considero que en este momento deba yo buscar una imagen impactante: tengo que manejarme con un perfil mucho más moderado.

		Por otro lado, precisamente el hecho de que los editoriales de finales de año hayan reconocido que he fortalecido mucho el poder de la Presidencia de la República, me inclina a pensar que puedo y debo evitar actitudes de prepotencia. El mejor camino es el de la sencillez, dando una imagen de sobriedad: eso es lo que quiere la gente. Por eso, ante las críticas que se me pudieran hacer en este sentido, yo diría que fue una imagen preparada para tal efecto.

		Ahora bien, debo reconocer que no me resultó satisfactoria la forma que tuvo este mensaje. No me gustaron la iluminación ni el manejo de las cámaras, y también tengo dudas sobre el escenario.

		Las reuniones con el gabinete y con los gobernadores me sirven para recordar pautas que ya he fijado. En esas reuniones no he entrado en el fondo de los temas políticos; más bien he dado directrices de actuación. Entre ellas destacan la búsqueda de coherencia y cohesión, la necesidad de una mayor comunicación entre mis colaboradores cercanos y la renovación moral.

		Con el gabinete quise también tener la atención de informarles sobre la política del gobierno, porque no quiero que las secretarías sean vistas como compartimentos estancos. Aproveché la reunión para ratificar un estilo de trabajo y pedirles que afianzaran y renovaran el dinamismo del gobierno, a fin de mantenernos así a la vanguardia de los acontecimientos y poder cumplir nuestros programas con hechos concretos.

		Destaqué la necesidad de que las dependencias del Ejecutivo fortalezcan sus áreas jurídicas y amplíen su comunicación con las comisiones del Poder Legislativo, con el propósito de mejorar el procedimiento y la oportunidad para la preparación de las iniciativas de ley. Aclaré que en la mayoría de las ocasiones sería conveniente consultar opiniones y preparar el pensamiento y la actitud de los legisladores federales y, en algunos casos, de los gobernadores de los estados.

		Asimismo, les pedí que ampliaran la comunicación de las dependencias del Ejecutivo con los sectores social y privado. Reiteré que la disciplina presupuestal es esencial para el cumplimiento de los objetivos que nos hemos fijado. Señalé que dentro del primer semestre deben quedar finiquitadas las etapas de diseño y publicación de programas, y enfaticé que el reto fundamental es su ejecución eficaz.

		Comenté que debemos dar mayor difusión al esfuerzo que estamos haciendo para promover el desarrollo social. Pedí mayor coordinación para atender los asuntos del campo, dando prioridad al desarrollo del sector social. Finalmente, recomendé a todos dar apoyo a los programas de control en el crecimiento del gasto corriente, particularmente el burocrático, e implantar y perfeccionar la operación de los sistemas de control de gestión.

		Estoy conforme con la manera en que se han desarrollado las cosas hasta ahora, aunque, claro, se pueden mejorar la comunicación y el trabajo en equipo, ya que es natural que en todo gobierno, dadas las diferentes competencias y los fines de política competitivos con instrumentos entrecruzados, surjan celos, piques. Incluso es posible que esto ocurra por razones institucionales, esto es, que se está tratando de destacar una área sobre otra.

		No es posible, además, que todos los secretarios tengan la misma línea de pensamiento; lo que importa es que diriman sus diferencias en forma civilizada y serena. En términos generales creo que lo han logrado, pero la tarea de mantener cohesión en el equipo es algo que nunca termina.

		La reunión con los miembros de mi gabinete me obliga a pensar en su composición, pues estoy consciente de que ello es una responsabilidad personal del Presidente. En un balance final, los errores que sobre la marcha se les atribuyan a los diferentes secretarios de Estado recaerán sobre mí, pues con el paso del tiempo todo será entendido como responsabilidad del Presidente.

		En general, encuentro negativo para el país el movimiento de sus principales funcionarios. No es bueno moverlos mucho, porque esto repercute en todo el ambiente político. Los cambios llaman a más cambios y éstos empiezan no sólo a ser esperados, sino incluso promovidos por quienes están abajo. Sin embargo, si yo llegara a estar convencido de que algún secretario no está funcionando, lo puedo cambiar sin que ello genere un problema demasiado serio, pues es atribución del Presidente nombrarlos y removerlos libremente.

		Mi actitud la percibe la gente. Como dijo Manuel Buendía en su artículo periodístico que hacía alusión al toreo: a diferencia de los presidentes anteriores que fueron de estilo sevillano, yo soy rondeño: más serio, más sobrio, con menos espectáculo.

		La reunión con los gobernadores se da en un ambiente distinto que la del gabinete, pues con los secretarios de Estado existe una relación de mayor cercanía. Yo los nombré, además de que muchos de ellos me acompañaron en el transcurso de diferentes trabajos y en mi campaña electoral. Sus nombramientos obedecen no sólo a su capacidad, sino también a una relación personal de confianza que yo tengo en ellos.

		Con los gobernadores la relación es distinta. Ellos sienten que tienen su propia base de poder, pues llegaron a sus puestos como resultado de procesos políticos electorales y, por ello, se sienten más autónomos. Además, son más mañosos.

		Claro, los gobernadores se manifiestan y actúan con disciplina política, y tienen, definitivamente, una dependencia económica. Sin embargo, no cabe duda de que actúan frente a mí en forma más autónoma de lo que lo hacen los secretarios de Estado. En última instancia, el Presidente también puede remover a algún gobernador, pero yo me he resistido a pensar seriamente en hacerlo, porque sería regresar a etapas ya superadas y daría una muestra de prepotencia presidencial. Yo creo que el país necesita la estabilidad de sus instituciones, y que muchas veces lo que más reflejan los cambios es inseguridad.

		En mi reunión con los gobernadores, les pedí que pusieran especial atención en atender los aspectos sociales, particularmente en lo que se refiere a política de control de precios, políticas de abasto y políticas de fomento a la producción, con todo lo que ello significa, pues debemos entender que el combate a la inflación no debe darse solamente restringiendo la demanda, sino también incrementando la oferta.

		En el orden político, propuse desarrollar nuevas modalidades en el ejercicio democrático del poder, cuidando el perfeccionamiento de los procedimientos electorales.

		Por otro lado, insistí en la necesidad de dar prioridad al desarrollo de cuerpos de seguridad profesionales; sanear y hacer más eficientes la justicia laboral y la justicia agraria; atender la coordinación de la Federación y los estados en las políticas relativas al campo, y ratificar el proceso de descentralización de la vida nacional. Finalmente, insistí en la necesidad de reafirmar y practicar el principio de la renovación moral.

		

	
		

		Chiapas: gira de trabajo

		

		El 17 de enero realicé la primera gira de trabajo del año. Fui a Chiapas, porque la marcha de los campesinos chiapanecos fue explotada por los partidos de oposición para transmitir la imagen de que esa entidad federativa tiene muchísimos problemas que las autoridades no atienden.

		En la gira pude evaluar el primer plan estatal que propusimos, y mostrar que los planes no son modas. Me interesa ver cómo se están instrumentando, qué trabajos se han realizado en su ejecución y cuál es su secuencia para 1984.

		Quedé satisfecho, pues se me informó que se había cumplido 82% de lo planeado para 1983. Además, me alentó que las resoluciones y acciones agrarias del estado significaran el 25% del total nacional; esto es, que en 1983 se hizo en Chiapas tanto como en los 10 años anteriores. Esta visita me dejó una buena imagen del gobernador Absalón Castellanos, y me tranquilizó, pues Chiapas es de los estados más pobres y conflictivos que tenemos.

		Durante esa gira se dieron a conocer los resultados agrícolas nacionales, que fueron muy positivos, ya que la producción agrícola fue superior en 40% a la de 1982. Esto es producto, como lo dije en Chiapas, no sólo de agua y buen clima, sino también de organización y trabajo de los campesinos y del gobierno.

		Hay información que a veces no es conocida por el público y que debiera serlo. Los resultados agrícolas son un ejemplo de ello. Debemos hacer más propaganda, sin caer en triunfalismos, de hechos positivos que estimulen a la gente. Creo que debemos dar a conocer, en forma gradual pero consistente, que actualmente existen 30 000 obras públicas en marcha.

		

	
		

		Renovación moral:

		medidas preventivas y correctivas contra la corrupción

		

		El 19 de enero, la Procuraduría Fiscal denunció ante la Procuraduría General de la República al ex director de la Policía del Distrito Federal, Arturo Durazo Moreno, por fraude fiscal. Sus casas fueron cateadas en esa fecha, y al día siguiente se le acusó de contrabando y acopio de armas.

		La opinión pública recibió la noticia con júbilo, pues su fama como narcotraficante, estafador y corruptor del cuerpo policiaco estaba muy extendida. La rabia popular en su contra es enorme. Todos quisieran verlo encarcelado, aunque reconocen que será difícil aprehenderlo físicamente; como ex policía y gánster tiene muchas conexiones que lo pueden proteger. Recordemos que la corrupción policiaca no es exclusiva de México. Por ejemplo, cuando estuvimos a punto de apresar a los defraudadores de Pemex, Jesús Chavarría e Ignacio de León, nos dijeron que fue la misma policía de Houston la que les informó lo que iba a ocurrir.

		Ahora bien, las demás acusaciones públicas que se le han hecho a Durazo, sobre todo aquellas contenidas en el libro Lo negro del Negro Durazo, son muy difíciles de comprobar, porque no es suficiente el testimonio de una persona.

		Por otro lado, es de dudarse la conveniencia de escarbar mucho más a fondo en todo lo que rodea a Durazo. Tenemos que aceptar que existen intereses creados que reaccionarían. Yo creo que no hay que darle mucho vuelo a la matraca. Habrá que ver qué reacción hay en la policía y en la delincuencia. La situación pone nervioso al Estado Mayor, pues cree que aumentan los riesgos de seguridad para mí y para mi familia.

		El riesgo de escarbar en el basurero también consiste en que baja la moral de la población, pues todos, de alguna manera, se sienten cómplices al haber tolerado semejantes monstruosidades. Considero que el camino es hacer ver que las cosas están cambiando, que la renovación moral es un programa serio y profundo, no la excusa para crear un clima de terror o de escándalo político.

		Hay que destacar que ya ha tenido su impacto en reformas constitucionales, en una nueva Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en modificaciones a la Ley de Contratos de Obras Públicas y en disposiciones administrativas que están haciendo énfasis en los aspectos preventivos de actos corruptos por parte de funcionarios públicos. Hay también avances importantes en los programas administrativos relativos a la seguridad pública y a la administración de justicia.

		La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos ha modificado actitudes; por ejemplo, en lo que se refiere a los regalos de Navidad. Yo devolví a directores de periódicos, a empresarios de buen nivel y a otros, los regalos que excedían lo que la ley me autoriza a aceptar.

		Con los sindicatos he hecho lo mismo. Por ejemplo, los petroleros, hace algunos meses, me preguntaron si me podían regalar una pintura de Morelos. Cuando me la trajeron me di cuenta de que era la misma que poco antes me habían ofrecido en venta por un millón y medio de pesos, pues es del siglo XIX. Yo la mandé valuar y me dijeron que era una copia, por cierto no de las mejores, por lo que no debía valer más de 500 000 o 750 000 pesos, así que decidí no comprarla.

		El sindicato de petroleros me envió la pintura con un certificado de autenticidad que señalaba que el valor de la obra era de seis millones de pesos. No sé si les tomaron el pelo o ellos me lo quisieron tomar a mí. El hecho es que al recibir el cuadro decidí cumplir con la ley y enviarlo a la Contraloría General de la Federación para que pasara a formar parte del patrimonio nacional. Lo mismo tuve que hacer esta Navidad con el reloj de mármol rodeado de candelabros que me mandó el sindicato de maestros.

		Regresé muchos regalos, aunque éstos ya no sean como los que llegaban antes. Por ejemplo, Manuel Espinosa Yglesias les mandó a todos los altos funcionarios una charola con dulces poblanos, señalando que le hubiera gustado enviar un regalo más significativo, pero que estaba consciente de que la ley lo prohibía. Yo no he querido darle mucha publicidad al hecho de que no acepté regalos, porque no quiero que se piense que lo estoy haciendo para ensalzarme.

		

	
		

		Pemex: combate al contratismo

		

		El lunes 30 de enero, la Secretaría de Programación y Presupuesto acordó que en las obras públicas por administración directa no podrán participar terceros como contratistas bajo ninguna circunstancia, sean cuales fueren las condiciones particulares, la naturaleza jurídica o modalidades que éstos adopten, incluidos los sindicatos, asociaciones, sociedades civiles y demás organizaciones o instituciones similares.

		Al día siguiente, el titular de la Contraloría General de la Federación exhortó a los responsables de las dependencias públicas a revisar sus programas de inversión para dar cumplimiento escrupuloso al acuerdo de la Secretaría de Programación y Presupuesto.

		Con esta disposición culminó una de las maniobras más trascendentes que ha efectuado mi gobierno, pues aunque es una medida general, afectará directamente al sindicato petrolero, cuyo contrato colectivo estipulaba el derecho a contratar y subcontratar hasta 50% de las obras y servicios que realice Pemex, aun cuando a últimas fechas sólo habían usado 28% aproximadamente.

		El fin de esta prebenda puede significar para el sindicato petrolero una merma de 20 000 o 30 000 millones de pesos anuales, sobre todo si se considera que estas contrataciones se hacen normalmente con un sobreprecio de 30% respecto a la competencia.

		Desde mi campaña electoral pensé en la necesidad de acabar con el contratismo; me llevó más de un año lograrlo. El primer acto en este difícil trayecto fue la reforma al artículo 134 constitucional de diciembre de 1982. En ella se proponía la ampliación del principio de licitación pública abierta, esto es, de concursos abiertos para asegurar al Estado las mejores condiciones en sus adquisiciones, arrendamientos, enajenaciones, prestaciones de servicios y contratación de obras, y se determinó no dejar una discrecionalidad administrativa irrestricta en los casos en que el principio de licitación pudiera ser ineficaz. La Secretaría de Programación y Presupuesto es la encargada de la ejecución y de la interpretación administrativa de esta ley.

		Tal modificación obedeció al hecho de que el antiguo texto era tan rígido que no se podía cumplir, lo que dio lugar a abusos de distinta naturaleza. El sindicato petrolero, por mencionar sólo el caso más destacado, logró que Pemex le adjudicara un porcentaje creciente de sus obras y servicios. Pero como el sindicato no contaba con las empresas necesarias para realizar dichos trabajos, de hecho se planteaba sólo como intermediario para dar o vender esos contratos a las llamadas “empresas amigas”. Lo peor del sistema anterior es que dio lugar a sobreprecios extraordinarios.

		La idea de acabar con el contratismo surgió durante mi campaña, pero no fue posible concebir desde entonces la estrategia ni la oportunidad. Esta última, que es determinante, se fue creando durante 1983. A ello contribuyeron los líderes petroleros con la denuncia de “El Trampas” y todos los episodios que le siguieron. Su desprestigio fue total y trascendió al ámbito internacional. Tal situación nos preparó el clima de opinión pública y nos presionó a actuar. No podíamos ignorar que hasta en revistas extranjeras se dijera que la renovación moral se paraba en el quicio del sindicato petrolero.

		Tan pronto se destaparon los problemas del sindicato petrolero empecé a buscar la forma de combatir su corrupción. La batalla requería obrar en muchos frentes. Por ello decidimos actuar con cautela, pero cuidando de no caer en la tolerancia, como de hecho había ocurrido en el caso de Pemex desde la expropiación petrolera. Resultaba necesario acabar con esa tolerancia para no ser considerados cómplices.

		Como la historia de los abusos sindicales en Pemex es muy larga, también lo es la lista de las áreas en que hay que apretar. Aparte del problema del contratismo, el contrato colectivo del sindicato les otorga ventajas totalmente injustificadas, como la que señala que todos los contratos personales que realice la empresa deben celebrarse con anuencia del sindicato, lo que da pie a la compra-venta de plazas y al abuso de empleados transitorios. Existen situaciones semejantes en el manejo de las prestaciones de vivienda y salud y, sobre todo, en el de las cuotas sindicales, que juntas suman miles de millones de pesos.

		Mientras definía un plan de acción concreto, pedí a la Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado, con base en una sección de la Ley Federal del Trabajo que es totalmente letra muerta, que rindiera adecuadamente cuentas de sus finanzas a sus agremiados, entregándole copia a la Secretaría del Trabajo. Pensé que tal vez esto llevara a las demás bases sindicales a presionar para que haya un poco más de transparencia y orden en las finanzas de los sindicatos.

		Por otro lado, retocamos la Ley de Obras Públicas de 1983, para hacerle ciertas modificaciones aclaratorias. La Secretaría de Programación y Presupuesto coordinó este trabajo y, para ello, consultó a los sectores interesados, entre los que destacan las dependencias del Ejecutivo y particularmente Pemex. También se consultó a la Cámara Nacional de la Industria de la Construcción.

		La suspicacia que en los líderes petroleros despertaron nuestros movimientos fue realmente menor. Conversaron con la Secretaría de Programación y Presupuesto sobre las modificaciones a la ley en cuestión, y “La Quina” me pidió los cambios que ellos sentían que podían afectarlos, como lo relativo a ciertas tareas de mantenimiento en las plantas. Evalué su petición y me di cuenta de que era bastante intrascendente, por lo que accedí, pues estaba seguro de que a pesar de ello la ley nos daba las bases suficientes para poner en orden al sindicato.

		Ya en enero de 1984 tuve tres o cuatro reuniones para elaborar un plan de acción concreto. En el diseño y ejecución de la maniobra que realizamos a finales de ese mes, participaron las secretarías de Programación y Presupuesto, Gobernación, Trabajo y Contraloría, además de Pemex. Después, intervino también la de Defensa.

		Todo estaba preparado para atacar por el lado del contratismo. Decidí actuar con rapidez, pues temí que si dejábamos correr más tiempo, el clima de opinión pública favorable pudiera desaparecer. Además, así dábamos curso a la medida en el primer mes de vigencia de la Ley de Obras Públicas.

		Las reuniones sirvieron para madurar nuestro plan y prever sus efectos en los diferentes ámbitos. Se convino en no hacer la medida ad hoc para Pemex, sino darle carácter general. Por tanto, se vio qué problemas causaría en el terreno sindical y cuáles en el mismo sector público. Se previeron diversos escenarios de respuesta y nos preparamos para una posible reacción violenta de parte de los petroleros.

		Se afinó el plan de protección a las instalaciones estratégicas, a fin de que, en caso de necesidad, el Ejército pudiera tomar posesión de todas las instalaciones petroleras. Se contempló también la posibilidad de que, en caso de violencia, la Procuraduría General de la República desahogara las denuncias contra Barragán Camacho y Hernández Galicia. Finalmente, se planeó la labor política que habría de realizarse ese día.

		Cuando trabajaba en esto, recibí el 12 de enero a Joaquín Hernández Galicia. Lo hice porque debo recibir periódicamente a todos los líderes nacionales que me quieran ver. Debo estar en contacto con la clase dirigente, sean líderes obreros, campesinos, estudiantiles o empresariales. Necesito saber qué piensan, qué quieren, y tratar de llevar con ellos una relación de cordialidad. En este caso, precisamente porque estaba planeando medidas objetivas para hacer más eficiente y honesto el mundo petrolero, quería ver hasta dónde era posible llevar la fiesta en paz con el sindicato.

		Hernández Galicia, por su parte, quisiera verme una vez al mes, o más si fuera posible. Tiene mucho interés en ganarme como amigo, en obtener mi confianza. Cuando finalmente me ve, repite constantemente frases como: “Tennos confianza, nosotros estamos contigo”. Así que soy yo quien fija el ritmo de las entrevistas y lo que hemos de tratar. Cuando me platica, hay cosas que sólo oigo y otras a las que sí contesto.

		En esta ocasión, “La Quina” me platicó de la vida sindical, particularmente de las elecciones recientes. Me dijo que habían ganado en Minatitlán, lo que es determinante, pues la próxima sucesión corresponde a la sección sur.

		Hernández Galicia me enfatizó que, a fin de atemperar las cosas y cumplir lo que me había ofrecido, su gente en Salamanca había sido víctima pasiva de la violencia de sus opositores. Resulta que López Díaz, a quien ellos habían expulsado a raíz del suceso de la ruleta rusa, trató de recuperar su posición y durante la asamblea electoral los había agredido. Me trajo la grabación para comprobarme que sus seguidores se habían dejado golpear, no obstante lo cual habían impuesto a su candidato. En su opinión, la fuerza pública había cumplido su propósito de mantener la tranquilidad en los actos sindicales, particularmente los agentes de la Federal de Seguridad, ya que ni el gobernador de Guanajuato ni los funcionarios de Pemex habían sido muy entusiastas en su apoyo.

		También me pidió más apoyo político para mejorar la imagen del sindicato, pues está preocupado por su desprestigio y quiere realizar una campaña publicitaria. Naturalmente, me reiteró su compromiso de sanear el sindicato.

		Como el juego que él tiene es complejo, quiere hacerse de confianza platicando sus asuntos sindicales, para luego aprovechar esa confianza y ejercer influencia en otros temas. Ahora me criticó al secretario de Agricultura, a la Conasupo y a Mario Ramón Beteta. De este último, me dijo que había incrementado el personal de confianza y que estaba creando una superestructura burocrática innecesaria en Pemex.

		Así que él anda sondeando para ver hasta dónde llega y nosotros también. Me ofreció tanto en privado como en público, la renovación moral del sindicato y yo decidí darle una ayudadita.

		Por otro lado, el 9 de enero tuve una comida con Fidel Velázquez en la que hablamos de las vías y modalidades necesarias para realizar una labor de depuración en los sindicatos. Se tocó el tema del contratismo y don Fidel se mostró conforme con la medida para combatirlo, pues reconoce que existen abusos inconvenientes. Así que también cuidé que, en ese momento, mis relaciones con Fidel Velázquez fueran buenas, aunque él se queje de manipuleo gubernamental en el movimiento obrero.

		La decisión de acabar con el contratismo fue trascendente y requirió mucho movimiento. El 30 de enero, Bartlett reunió en su oficina a los gobernadores de los estados petroleros. Cuando les informó lo que iba a ocurrir, no lo podían creer. Les pareció sorprendente que yo me animara a tomar una decisión de esa magnitud. En fin, servirá para que se den cuenta de lo que es capaz el gobierno.

		Farell, por su parte, platicó con don Fidel, y Beteta, a su vez, lo hizo con Hernández Galicia.

		No creo que nuestra disposición haya tomado por sorpresa a los petroleros, pues en esa conversación Hernández Galicia le dijo a Beteta: “¿Qué necesidad tenían ustedes de que el Ejército se preparara para tomar las instalaciones?”, ante lo cual Beteta tuvo que fingir ignorancia.

		Estábamos listos para actuar y ellos lo sabían, así que lo importante fue que no resultó necesario hacerlo. Los petroleros se quedaron quietos, y por eso considero que ésta es una de las maniobras que mejor me ha salido.

		El 31 de enero, Salvador Barragán Camacho declaró que el Sindicato de Trabajadores Petroleros de la República Mexicana acataba con beneplácito el contenido del acuerdo. Beteta respondió con unas palabras de agradecimiento. Sé que los petroleros tienen que estar planeando una estrategia de respuesta, pero nosotros estaremos listos. Además, el momento para la reacción violenta ya pasó.

		La medida que tomamos es muy importante, no solamente por lo que representa para Pemex, sino también para otros sindicatos. Yo tenía conocimiento de que el Sindicato de Telefonistas iba a solicitar condiciones similares a las del sindicato petrolero.

		La reacción popular ha sido muy positiva. Los legisladores del sector obrero opinaron que, de prosperar el acuerdo, México habría superado una de las etapas más corruptas de su historia, y calificaron la medida como saludable, porque dará transparencia al ejercicio presupuestal aprobado por el Congreso de la Unión.

		Por su parte, la oposición juzgó la medida como buena. El PAN expresó que aun cuando es de carácter general, afectará especialmente a Pemex, que sin embargo deberá someterse a la nueva disposición, pues la Constitución está por encima de sus estatutos sindicales.

		El problema del contratismo no está todavía solucionado. Habrá que ver en qué medida se ejecuta a fondo este acuerdo. El arranque fue muy limpio, pues las partes afectadas no tienen otra alternativa que ajustarse. La razón es una buena arma. En este caso, estuvo acompañada de un buen trabajo de equipo, tanto de diseño como de ejecución.

		Tomar decisiones de esta magnitud, que según muchos pueden poner al país de cabeza, es un reto enorme. Sin embargo, cuando las cosas salen bien, me fortalecen anímicamente y me infunden energía para tomar otras medidas.

		Por su parte, los líderes petroleros nos expresaron en conversaciones posteriores que ya esperaban la medida, y nos han pedido que también la apliquemos con rigor a los contratistas privados. Desde luego, ofrecimos hacerlo, pero estoy seguro de que ésa no será la única petición que me hagan los petroleros.

		Además, un hecho posterior agravó la situación. El domingo 12 de febrero, en la columna periodística de Joaquín López Dóriga, apareció publicado un documento confidencial que Samuel del Villar me había presentado. El tema era, ni más ni menos, la necesidad y conveniencia de destruir el liderazgo de Hernández Galicia.

		El documento es muy confidencial, pues en él se descubren no solamente una serie de proposiciones delicadas, sino también situaciones de hecho poco conocidas, como el que los petroleros aportaban dinero al SUTIN o al STUNAM, o las diferencias esenciales entre Alberto Miranda del SNTE y Hernández Galicia.

		Cuando este documento salió a la luz pública, Samuel le dijo a Gamboa que seguramente las filtraciones venían de mi Secretaría Particular, y sólo después mencionó la posibilidad de que lo hubieran sustraído de su oficina o de su casa. Así que si esto afirma es porque algo tendrá en la conciencia.

		Samuel se ha comportado de manera vehemente e imprudente en el medio petrolero y me está causando una estática grave. Su torpeza llega al extremo de haberle puesto al documento, como encabezado, “Para Miguel de la Madrid de Samuel del Villar”.

		Ese documento cayó en manos de López Dóriga porque se lo dieron los petroleros. Realmente me cuesta trabajo entender por qué lo hicieron, puesto que también merma su prestigio. Como son muy elementales, a veces no actúan de la manera que uno considera racional.

		En todo caso, hay que aceptar que Hernández Galicia, por razones tácticas o tal vez como resultado de un delirio de persecución, piensa que tiene muchos enemigos y que los presidentes constantemente están realizando un balance entre el apoyo que él puede brindarles mediante el sindicato y el que pueden obtener de sus enemigos. Cree que sólo después de algún tiempo, después de intentar golpearlo, los presidentes se dan cuenta de su patriotismo y de la necesidad de su apoyo.

		Por el momento, su principal enemigo es Jesús Reyes Heroles, a quien considera el genio del mal. También está contra Farell y, ahora, contra Salinas. Piensa que Salinas es un aliado de Reyes Heroles, y ahora dice que tiene intereses en empresas contratistas.

		Así que empiezan las reacciones. Por lo pronto, el 17 de febrero ya hubo una reunión de petroleros en Veracruz, donde se habló de la necesidad de pedir preferencia en el contratismo. Criticaron a Reyes Heroles y a Pemex por la superestructura burocrática que ha creado, y dijeron que ya hay varios secretarios que se han acercado a ellos para pedirles apoyo en la sucesión presidencial de 1988.

		Ellos necesariamente van a presionar para ver si recuperan algo. Será importante ver cómo se da el juego interno en Pemex, pues los líderes seccionales pueden apoyar o presionar a Hernández Galicia como resultado del acuerdo del 30 de enero.

		El 28 de febrero recibí de nuevo a Joaquín Hernández Galicia. Esta visita no tuvo más objetivo que ratificar su posición: me hizo ver que no se opone ni se opondrá al acuerdo para evitar el contratismo. Señaló, sin embargo, que tal vez surjan problemas de aplicación en lo relativo a la conservación y el mantenimiento de las plantas petroleras, aunque no me especificó cuáles podrían ser.

		Por otro lado, dijo que los petroleros se habían sentido agredidos por un discurso reciente del director de Pemex, en el que había dicho que no se permitiría el medro de ningún gremio. Yo le dije que Beteta me lo había informado, pero que era una interpretación equivocada de ellos, puesto que la referencia no era para ningún gremio en particular.

		En general, ya no lo noté tan quejoso; se siente bien atendido por Gobernación.

		Me pidió también que el gobierno acelere el proceso contra “El Trampas”, y me informó que piensa seguir su lucha depuradora en el sindicato, lo que tal vez dé lugar a otras consignaciones.

		Finalmente, comentó que, ante la situación existente entre el gobierno y el sindicato, hay políticos que buscan a los petroleros, pero que ellos no hacen caso de esos acercamientos, porque son muy institucionales. Yo le dije que efectivamente ése era el caso, por lo que no estaba preocupado, pues sabía que ellos entendían que su relación tenía que ser con quien fuera el Presidente de México.

		Cuando él me platica estas cosas, no me dice quiénes los buscan. Su táctica consiste en tratar de impresionarme, y yo, claro, no me dejo: no le rasco al asunto, ni les pregunto detalles. Sé que de todos modos me voy a enterar.

		Se trata, sin duda, de diputados, senadores y gobernadores que aprovechan la coyuntura para demostrarles su amistad, destacando que no comparten la actitud del gobierno respecto al sindicato. Lo hacen para ver qué sacan o, en última instancia, por pura “grilla”, esto es, sin propósito ulterior y sólo por sentirse importantes. Por ejemplo, el gobernador de Tlaxcala, Tulio Hernández, quien ya me había informado que tenía buena relación con “La Quina” y Barragán, me comentó recientemente que los líderes petroleros lo habían invitado a la ceremonia del 18 de marzo. Sin embargo, planteó que no pensaba ir, porque tal vez su presencia podría ser malinterpretada. Mi respuesta consistió en decirle que así era, que seguramente se podría malinterpretar…

		Por otro lado, alguien me dijo que Enrique Cárdenas González, ex gobernador de Tamaulipas, haciendo gala de su filiación, había llevado a los líderes petroleros con Echeverría.

		En fin, por mi parte, me limité a insistirles a los líderes que mejoraran sus relaciones con Pemex y con los secretarios a los que tienen que tratar. Les dije que lo que yo deseaba era que mantuviéramos una relación digna y respetuosa.

		Ahora bien, los posibles obstáculos que el acuerdo del 30 de enero pudiera encontrar aparecerán durante la negociación del contrato colectivo del sindicato petrolero. Parece ser que el sindicato va a pugnar porque Pemex realice obras por administración y no por contrato, lo que implicaría una contratación masiva de trabajadores y, por tanto, más fuerza para ellos. La inconveniencia de su postura es evidente, pero habrá que enfrentarla políticamente.

		El sindicato siempre ha buscado concesiones y las ha logrado desde tiempos del presidente Miguel Alemán, cuando era director de Pemex Antonio J. Bermúdez. Fue entonces cuando la empresa requirió contratar compañías particulares para ejecutar determinadas obras, y como el sindicato argumentó que éstas eran materia de trabajo, Pemex le dio concesiones compensatorias, tales como un porcentaje del total contratado. Más tarde, le concedió la posibilidad de actuar como intermediario ante las compañías contratadas, lo que dio lugar a abusos impresionantes.

		De cualquier forma, tenemos que entender que la lucha de todo sindicato se orienta a lograr una mayor afiliación y, por tanto, siempre tratará de obstaculizar que el patrón contrate trabajo por fuera.

		Esta forma de lograr beneficios es diferente de la que se ha planteado en la Constitución para la consolidación del sector social. Esta última es una tendencia internacional que se desarrolla de manera bastante espectacular en Alemania, donde los sindicatos controlan, entre otras cosas, el sistema bancario. Pero allá, precisamente porque son alemanes, saben distinguir muy bien entre el manejo del sindicato y el de sus empresas filiales. Éstas trabajan de manera muy profesional: les contratan ejecutivos especiales y les forman sus consejos de administración como a cualquier otra empresa. Así que los sindicatos se vuelven empresarios. Este modelo llama la atención de nuestro movimiento obrero organizado, pero lo que pasa es que aquí no tiene todavía la madurez y la preparación para realizar algo parecido.

		En el terreno legal está prohibido que el sindicato opere empresas directamente, pero desde luego no lo está el que tenga empresas filiales, como ha quedado claro en el nuevo texto constitucional. Lo difícil es que pueda organizarlas sin caer en los vicios que lo caracterizan, como el nepotismo y la corrupción, que hacen imposible mantener sanas sus empresas.
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		Seguridad pública: remoción del jefe de la Policía Judicial Militar

		

		EL 2 DE FEBRERO ME INFORMÓ BARTLETT que el ex presidente Luis Echeverría se había quejado de que su equipo de seguridad estaba siendo investigado por la Policía Judicial Militar. Esto me llevó a tomar una decisión que desde hacía algún tiempo venía arrastrando. Le pedí a Bartlett que hablara con el general Arévalo para que ese mismo día removiera de su cargo al jefe de la corporación policiaca en cuestión. El asunto era delicado, porque fue Arévalo quien lo nombró y lo protegía.

		Yo había estado recibiendo informes, tanto de Gobernación como de la Procuraduría, de que la Policía Judicial Militar se estaba extralimitando en sus funciones: realizaba investigaciones políticas y andaba persiguiendo delitos del orden común. También sabía que habían creado un gran aparato para ello.

		Por todo esto, ya traía yo el gusanito de que algo había que hacer al respecto. Este asunto de Echeverría me pareció que era la gota que derramaba el vaso. Yo no puedo permitir que se hagan investigaciones tan delicadas si no es por orden expresa mía. Así se lo manifesté a Arévalo, quien ese mismo día me pidió una cita fuera de agenda.

		La capacidad de decisión de un gobernante se fortalece en la medida en que una maniobra delicada le sale bien. En este caso, me sentía fuerte anímicamente por el éxito reciente del acuerdo contra el contratismo, sin que se hubieran provocado reacciones violentas de parte del sindicato petrolero. Ello me ayudó a tomar esta decisión, y acentuó mi convencimiento de que el no tomarlas, arguyendo el riesgo de crear una conmoción, con frecuencia es sólo el reflejo del temor de hacer frente a decisiones delicadas. Cada vez que he determinado hacer aquello que a juicio de muchos alteraría el orden establecido en el país, me he topado con que no pasa nada. Las cosas salen bien en la medida en que estén fundamentadas en la razón. Por ello, la razón es la mejor de las armas para consolidar un poder no autoritario.

		Estoy consciente de que si me equivoco, perderé poder. Por eso, si bien hay que tener el valor de tomar decisiones, también es indispensable asegurar que éstas sean razonables.

		

	
		

		Partido Acción Nacional: Convención Nacional

		

		La Convención Nacional del PAN tuvo lugar del 10 al 12 de febrero. En ella, Pablo Emilio Madero sustituyó a Abel Vicencio Tovar en la presidencia del partido.

		Nosotros no intervinimos en el cambio, pero nos mantuvimos informados. Vimos que el grupo de Jesús González Schmall, ligado al internacionalismo democristiano, causaba temor entre los panistas tradicionales, quienes lo consideraron “acelerado”. Por ello apoyaron a Madero, quien también gozaba de la simpatía empresarial. Así que Madero parece ser un buen candidato para el PAN en su conjunto. Es razonable, es una figura nacional, puesto que fue candidato presidencial, tiene el respeto de la mayoría y el apoyo de los empresarios.

		El PAN se ha ido transformando en un partido que persigue posiciones electorales y que ha olvidado su ideología. En su demérito puede decirse que tiende a convertirse en un partido electorero que sólo busca capitalizar la crítica al gobierno para ganar posiciones. Representa un riesgo para el PRI, puesto que la política económica es dura y genera protestas.

		Acción Nacional será el receptáculo del voto crítico, particularmente del voto urbano. Tiene apoyo empresarial y del clero, pero dudo, como por ahí se afirma, que reciba apoyo abierto y decisivo de los Estados Unidos, aunque en ese país exista simpatía por el bipartidismo.

		La Convención Nacional del PAN, y particularmente las declaraciones críticas de Madero en torno a las relaciones entre el Estado y la Iglesia, abrieron de nuevo la puerta al debate sobre las limitaciones constitucionales a la educación religiosa y a la personalidad jurídica de los sacerdotes. En él participaron varios jerarcas religiosos, algunos de los cuales incurrieron en ataques directos al Estado.

		Esta polémica es inconveniente, pues implica riesgos políticos inaceptables por el momento. Por ello, lo mejor es dejarla pasar con el menor conflicto posible.

		La oposición de la Iglesia a los artículos 3o. y 130 constitucionales ha sido permanente; por ello se desató la guerra cristera. Emilio Portes Gil logró un arreglo entre el Estado y la Iglesia en 1929, sin modificar la Constitución, pero aceptando que el Estado sería muy tolerante ante la actividad eclesiástica. No obstante, el clero mexicano nunca ha quitado el dedo del renglón, y esto es una bandera para Acción Nacional.

		El clero me dice que su situación es absurda, surrealista, kafkiana. Acepta que la separación entre el Estado y la Iglesia es definitiva, pues así lo exigen los tiempos. Empero, insiste en una revisión sobre su estatus jurídico, ya que la falta de personalidad de los sacerdotes les complica enormemente su situación patrimonial, y ya están cansados de vivir apoyados en prestanombres. Las relaciones con el Vaticano no les preocupan tanto.

		Yo he establecido contacto con diferentes grupos de la Iglesia, ya que su heterogeneidad actual implica que no hay un líder único respetado por toda la clerecía. Les he hecho ver que el país no está maduro para la revisión que ellos quieren, que podría provocar un conflicto nacional.

		Además, en este momento no quiero añadir el ingrediente religioso a la crisis económica y social, pues ya bastante compleja es la situación tal como está.

		

	
		

		Problemas estructurales en abasto de productos básicos

		

		El sábado 11 de febrero, en una asamblea a la que asistieron 18 000 tablajeros, éstos acordaron realizar un paro de cuatro días a partir del lunes 13.

		Todavía no tengo un diagnóstico de cuál es el fondo del problema que llevó a los expendios de carne a un paro. Por lo visto, existe tanto una baja en la producción ganadera como un aumento de sus exportaciones propiciada por el tipo de cambio actual. Además, la distribución de la carne es ineficiente y obsoleta.

		El alza de precios se tradujo en una baja del consumo que puso en crisis a los tablajeros, quienes quieren resolver el problema pidiendo que el gobierno controle el precio de la carne. Esta solución es simplista, pues sólo conduciría a una mayor baja en la producción.

		Lo que hay que hacer es reconocer que la estructura distributiva de la carne en el país es ineficiente, y que éste no es un problema de coyuntura. Es necesario aceptar que mientras hubo auge, hubo dinero para todos, aun para las carnicerías de barrio, pero ahora que estamos en una etapa de crisis, están saliendo a la luz vicios estructurales.

		Lo mismo se debe decir de la tortilla. Necesariamente debemos caminar hacia su harinización, pues el sistema de nixtamal es también obsoleto. Tenemos que orientarnos a una producción industrial, si queremos ser eficientes.

		Yo había pedido que se hiciera un estudio, con objeto de identificar qué aprovechamiento es el más adecuado para el subsidio que se da a este producto básico, pues la Conasupo ha tenido mucho éxito con el programa de leche rehidratada que vende en sus tiendas. En ese caso, el subsidio llega a quien realmente lo necesita.

		En fin, me presentaron un primer proyecto en el que inmediatamente vi bemoles, así que pedí un segundo estudio. Fue entonces cuando Jorge de la Vega, quien dirige la Comisión Nacional Alimentaria, se entrevistó con un grupo de senadores. Al dar respuesta a preguntas directas, habló de la posibilidad de fijar un doble precio para la tortilla, lo que dio motivo a tantas críticas y caricaturas.

		Hay que reconocer que el problema es de fondo y es grave. El intermediarismo excesivo prospera por la falta de medios de acopio, por las necesidades y carencias de productores pequeños, por el acaparamiento de los pocos y mal organizados mercados de mayoreo y, en general, por la falta de información sobre qué productos se necesitan y en dónde.

		Tenemos que avanzar en la conformación de un mercado nacional moderno. Para ello, debemos promover acciones concretas para crear más centros de acopio, más terminales rurales de carga y más mercados de mayoreo y menudeo.

		

	
		

		Cambio de gobernador en Yucatán

		

		Sin escándalos ni movimientos abiertos en su contra, logramos persuadir al gobernador de Yucatán, general Graciliano Alpuche Pinzón, de que solicitara una licencia en el desempeño de su cargo, haciéndole ver que no podía manejar los problemas del estado. Esto, que equivale a una remoción, ocurrió el 16 de febrero.

		No tuve un esquema apriorístico para destituirlo, ni lo tengo respecto a otros. En general, quería darles a todos los gobernadores la oportunidad de actuar. Yucatán me preocupó, porque se puede encender, dando lugar a perturbaciones de la paz social. No quise esperar a que se ahogara el niño para tapar el pozo, sobre todo porque llegué a la convicción, después de haber pedido información a diferentes secretarios de Estado y de haber consultado de manera informal a la población yucateca, de que el gobernador no podía con el paquete.

		Traté el asunto con el secretario de la Defensa, pues Alpuche es militar. El general Arévalo me dijo que Alpuche estaba dañando el prestigio del Ejército, por lo que no sentía que su remoción creara malestar entre las Fuerzas Armadas.

		Cuando el PRI y Gobernación me consultaron el problema, les pedí que platicaran a fondo con él, para ver si lograban su retiro sin escándalo. Se consiguió por la vía de la convicción y sin las amenazas de pisarle la cola que algunos suponen, aunque es conocido por su nepotismo y amiguismo, y, sobre todo, porque en lo que se refiere a sus amigos, soltaba el gato a retozar en lo relativo a dinero. Pero lo más importante es que el consenso de la opinión en Yucatán lo considera poco apto.

		Por otro lado, uno de los aspectos importantes que tuvimos que analizar fue el de las futuras elecciones en ese estado, pues si no se hacía algo, el PRI podía perder, entre otras cosas, la presidencia municipal de Mérida. El mayor conflicto político se debía a que el candidato de Alpuche a la dirección de la Liga de Comunidades Agrarias no es de la confianza de la CNC.

		La decisión a favor de Víctor Cervera Pacheco se tomó comparando su personalidad con la de Víctor Manzanilla Schaffer. Con Cervera Pacheco, que es el político yucateco con más currículum, se encontró al candidato adecuado. Tiene enemistad con Carlos Loret de Mola, pero en otros sectores hay tolerancia para él. Cuando Cervera estuvo en la CNC, la mantuvo sin sobresaltos. Hizo un papel decoroso, aunque no haya sido un líder brillante, pero eso también se debe a que ésa era la política esperada de la CNC. Durante mi campaña electoral, Cervera se alineó conmigo, a pesar de que había rumores de que simpatizaba con García Paniagua.

		Cervera fue bien recibido en Yucatán, casi se podría decir que con entusiasmo, pues la medida se consideró preventiva de un mal mayor. El conflicto en Yucatán pudo haberse extendido a todo el sureste, ya que Mérida es la capital política tradicional del área.

		En la actualidad hay otro gobernador que me tiene preocupado: Enrique Velasco Ibarra, de Guanajuato. Se le puede calificar de frívolo, pues no atiende su trabajo y tiene al estado desarticulado.

		

	
		

		Relación con los ex presidentes

		

		El 16 de febrero desayuné con José López Portillo. Éste fue el último episodio de una situación embarazosa para todos: el pleito entre los ex presidentes. Mis dificultades con ellos se hicieron evidentes desde el viernes 16 de diciembre, cuando el Centro de Estudios Económicos y Sociales del Tercer Mundo, del cual es director el ex Presidente de la República Luis Echeverría, cerró sus puertas e indemnizó a la mayoría de su personal. El hecho fue provocado por la suspensión de la partida económica que el gobierno federal asignaba a ese organismo.

		La versión oficial de por qué se le retiró el subsidio federal al Centro es que los programas de ese centro de estudios no son prioritarios y que, en un momento como el actual, en que hay escasez de recursos, es necesario retirarle el subsidio, al igual que se hizo con otras entidades similares.

		Pero en el fondo, la medida fue para frenar al licenciado Echeverría, quien estaba desarrollando una actividad que no se justificaba. El hecho significativo es que quería utilizar el Centro para tratar de impulsar su interpretación particular del pensamiento de izquierda. Además, había estado haciendo una serie de declaraciones, en una de las cuales me calificó de “ingenuo”, por no estar de acuerdo con el populismo.

		Yo consideré que esto no era adecuado y le di instrucciones al secretario de Gobernación de que platicara con él y le hiciera ver que mi gobierno no iba a aceptar su activismo. El argumento que él dio fue que sólo estaba siguiendo su ideología nacionalista y que no se detendría en su lucha contra el imperialismo. Agregó que estaba dispuesto a continuar, aun a costa de su propia vida y, en fin, le recetó a Bartlett todas sus teorías sobre el Tercer Mundo.

		El secretario de Gobernación, a quien yo le había dado instrucciones de que fuera muy suave en la forma, le contestó después de escucharlo que no podía aceptar la argumentación que le estaba dando, sobre todo si venía de un ex secretario del mismo ramo, pues bien sabía él que sus acciones, en el fondo, significaban una actividad política. Le dijo que el gobierno no podía permitir que en materia de política exterior él lanzara una voz propia, diferente de la oficial y en competencia con ella.

		Bartlett agregó que le estaba haciendo el juego a la Unión Soviética, pues su aceptación de la vicepresidencia del Consejo Mundial de la Paz no podía interpretarse de otra manera, ya que él no podía ignorar que ese país es el que financia y controla a dicho organismo; que su presidente, el señor Chandra, de la India, no es otra cosa que un empleado de los soviéticos y que todo eso era un garlito.

		El licenciado Echeverría respondió que la situación del organismo está cambiando, pero se le escapó decir: “Aun cuando le retiren el subsidio al Centro de Estudios del Tercer Mundo, seguiré actuando como lo estoy haciendo”. Así que él mismo nos dio la fórmula para detenerlo.

		Cuando se soltó el rumor de que se le retiraría el subsidio al Centro, Echeverría le pidió una cita a Carlos Salinas. Cuando éste le confirmó lo que iba a ocurrir, el licenciado Echeverría le preguntó si podía conseguirle una cita conmigo. Habló sobre la posibilidad de que: “Al hablar con el Presidente, éste reconsidere su posición”. Salinas le respondió que la decisión estaba tomada y que no era susceptible de revisión, por lo que era mejor que no pidiera una cita, pues podría darse una situación penosa para él.

		Así las cosas, el asunto se destapó en el Congreso de la Unión, donde el PSUM, el PPS y el PST defendieron a Echeverría. Ya revoqué el acuerdo de 1976 mediante el cual funcionaba el subsidio. En este acuerdo, por cierto, se estipulaba que el presupuesto del Ceestem debería aumentarse anualmente 15%, lo que hice religiosamente el primer año.

		Echeverría pidió la liquidación de los trabajadores del Ceestem, y yo decidí concederla, porque creo que al enemigo que huye, hay que tenderle puente de plata. El hecho es que había 250 comisionados de la Secretaría de Educación, a los que se les pagaba sobresueldo con el subsidio de 200 millones de pesos. Así que en realidad el subsidio anual era de alrededor de 500 millones de pesos. El licenciado Echeverría participó en la liquidación del personal para evitar problemas.

		Sé que este asunto no va a terminar aquí, pues Echeverría quiere que el Centro siga funcionando, aunque él tenga que financiarlo personalmente.

		Por otro lado, estoy investigando si el Ceestem tiene propiedades en forma directa o por interpósita persona. Sé que hay unos ranchos en Tabasco y en Chiapas, una casa en Guanajuato y ciertas instalaciones en Nayarit. El inmueble de San Jerónimo es propiedad de Echeverría, y durante el tiempo de funcionamiento del Ceestem, él estuvo cobrando renta por su utilización. Él se reservó la propiedad del inmueble por si el Ceestem se liquidaba.

		Así que Echeverría seguirá actuando, pero ahora lo hará, cuando menos, sin fondos federales. Es un hombre que, mientras viva, será muy inquieto: está obsesionado con defender su prestigio ante la historia. Por eso le dictó a Luis Suárez el libro Echeverría en el régimen de López Portillo. El enfoque central del libro consiste en condenar a su sucesor, lo que me pareció lamentable.

		Los adelantos de su libro, promocionados en artículos en Excélsior y Siempre! los días 18 y 25 de enero, respectivamente, provocaron que López Portillo publicara en El Universal, el 25 de enero, un telegrama que sólo decía: “¡¡¿¿Tú también, Luis??!!”.

		A partir de ese momento se exacerbó la opinión pública contra los ex presidentes. Su figura se demeritó, pues el pleito les restó prestigio y exhibió su falta de madurez y de responsabilidad nacional en momentos en que el país sufre grandes dificultades. Tal situación afectó negativamente al gobierno, al sistema y al partido, sobre todo porque ocurrió al tiempo que se hablaba del desgaste del sistema, del PRI y del desprestigio de la institución presidencial.

		En este contexto, López Portillo tuvo el arranque de regresar repentinamente a México el 11 de febrero. Justificó el viaje con la excusa de que venía a ver los problemas administrativos de sus casas, pues parece que su mantenimiento implica gastos enormes, y que además había que saldar cuentas de arquitectos y proveedores.

		El hecho es que, cuando llegó, me envió un recado en el que me mandaba saludar respetuosa y afectuosamente, deseándome éxito. Así que decidí invitarlo a desayunar a Los Pinos.

		Llegó sereno, cordial. Me platicó lo que estaba haciendo y cómo estaba. Desde luego, me dio su interpretación del problema. Él entiende los ataques de que es objeto como parte de una maniobra de diversos grupos por demeritar al sistema por esa vía. La atribuye a los ex banqueros, a los líderes empresariales, a los Estados Unidos, es decir, a la derecha interna y externa que busca debilitar el sistema político mexicano. Dice que tiene información de que Echeverría es un factor en la campaña de desprestigio en su contra.

		Desde su punto de vista, su antecesor está buscando su salvamento histórico con un rompimiento de eso que se ha dado en llamar “el docenato” o la “docena trágica”, lo cual no es válido, pues cada uno tiene que hacerse responsable de lo que le corresponde.

		Por otro lado, me confesó que el telegrama inspirado en la frase de Julio César “Tu quoque, Brutus?”, fue un arrebato emotivo propio de la vena literaria que lo llevó a escribir Don Q. Yo le dije que había tratado de parar su publicación, pero que se me había escapado El Universal. También le hice ver que había hecho intentos por apaciguar, aunque no con mucho éxito, el ambiente de envenenamiento.

		Me dijo que sabía de esos esfuerzos y, por tanto, dio muestra de no tener resentimiento conmigo. Sin embargo, advirtió que desde el momento en el que un Presidente llega con la bandera de la renovación moral, cede espacio al ataque por corrupción.

		Yo le dije que estaba consciente de que se está atacando al sistema por diferentes circunstancias y que, en mi opinión, la única forma de defenderlo consiste en trabajar y resolver los problemas para sacar al país de la crisis económica. Añadí que sólo así se iría mitigando el desprestigio. Finalmente, le di mi punto de vista sobre su enfrentamiento con Echeverría, ubicando la culpa fundamentalmente en este último. En su caso, le dije, la gente lamentaba que se hubiera desbocado.

		Estoy consciente de que en la medida en que la tensión entre López Portillo y yo disminuya, se reduce también la probabilidad de sus reacciones intempestivas.

		Respecto a Echeverría, no tengo expectativas de controlarlo. Él tiene, como algunos dicen, un proyecto político: quiere hacer cosas que lo mantengan en la palestra. Va a reabrir el Ceestem, alimentándolo con recursos propios, que los tiene en abundancia, y con recursos internacionales.

		

	
		

		Uramex: divisiones en el sindicato

		

		El 17 de febrero, la Secretaría del Trabajo ratificó a Arturo Whaley como secretario general del Comité Ejecutivo Nacional del SUTIN, lo que fortaleció su posición.

		Éste fue el epílogo de un movimiento iniciado en su contra desde el 23 de enero, cuando los integrantes de las secciones 2 y 8 del SUTIN decidieron, en asamblea, revocar el mandato del CEN que preside Whaley y nombrar como nuevo secretario a David Bahena.

		El 26 de enero, Whaley dio a conocer los fundamentos legales que invalidan su destitución. El sábado 28, con el apoyo del Congreso del Trabajo y la solidaridad de 73 organizaciones independientes, Arturo Whaley fue ratificado en la dirigencia del CEN del SUTIN.

		Este asunto hizo que el problema de Uramex y el SUTIN volviera a captar la atención del público, que estaba a la expectativa desde finales de diciembre, cuando la Cámara de Diputados hizo un llamado para que las partes involucradas resolvieran sus diferencias.

		Por otro lado, el 8 de febrero concluyó el plazo de seis meses que Escofet había dado para reabrir la empresa y, lejos de que esto ocurriera, el SUTIN denunció a la prensa, el 14 de febrero, el desmantelamiento de que estaban siendo objeto las plantas de Uramex en Chihuahua y Hermosillo. El día 13 protestó por lo mismo, pero en San Luis Potosí. Los equipos se llevaron a la Comisión de Fomento Minero.

		En el fondo, lo que nos impide resolver el problema de Uramex es que no podemos cerrar la empresa sin modificar la ley que la estableció. Habíamos preparado la situación y tomado la decisión de que esto entrara al final del último periodo legislativo, pero Fidel Velázquez nos indicó que diciembre estaba ya muy cargado y que no creía conveniente tocar el asunto en el Congreso de la Unión.

		Además de la ley que ha dado vida a Uramex, hay que cuidar ciertos obstáculos técnicos. No creo que la explotación de un mineral deba ser hecha por una sola entidad, sino que cada yacimiento debe atenderse de manera aislada. La explotación del uranio puede quedar, en todo caso, en el Consejo de Recursos No Renovables, y su procesamiento puede realizarse por la Comisión de Fomento Minero o por una comisión de seguridad que existe en materia nuclear.

		El problema está en que de la transformación del uranio se apoderó un grupo que es foco de agitación política general. Su posición consiste en decirnos: “Ustedes hacen política desde los sindicatos, ¿por qué nosotros no?”. Pero nosotros somos quienes decidimos a quién se estimula para que desarrolle la actividad política y a quién se desestimula.

		El SUTIN es inaceptable para el gobierno, porque se ha mezclado sistemáticamente con grupos que buscan la desestabilización del país. Sus acciones se salen de todo cauce ortodoxo. Gershenson, en particular, es especialista en explosivos y, como tal, estuvo en la cárcel.

		Ahora sólo estoy esperando el momento oportuno para ejecutar una decisión tomada. Ya me están haciendo un estudio para ver cómo podemos resolver los obstáculos del caso. Por lo pronto, se ha ido indemnizando a los trabajadores y solamente quedan en el SUTIN cerca de 500 personas. Así que numéricamente no es un problema importante, aunque es de esos casos que la izquierda mantiene como bandera contra el gobierno.

		

	
		

		Partido Revolucionario Institucional:

		el partido y los líderes sindicales

		

		Del 20 al 22 de febrero el líder de la CTM en Nuevo Laredo, Pedro Pérez Ibarra, promovió una huelga general en la localidad, lo que derivó en actos de violencia en su contra, que culminaron con daños a su residencia y a los talleres de un periódico de su propiedad, así como en gasolineras y centros comerciales.

		Esta situación se originó, en el fondo, como resultado del deterioro en las relaciones entre el alcalde Ricardo de Hoyos Arizpe y el líder cetemista. Pérez Ibarra está molesto, porque cuando hubo que elegir alcalde para Nuevo Laredo no se le concedió la posición para uno de sus allegados, sino que se nombró a un candidato de transacción.

		El pleito se trabó porque Pérez Ibarra quería que los trabajadores de las empresas contratistas del municipio se afiliaran a la CTM, en tanto que el alcalde, para tener mayor margen de maniobra, trató de que formaran otro tipo de sindicato.

		Pérez Ibarra está muy desprestigiado y sin embargo mantiene el control del movimiento obrero local. Al promover él la huelga general, surgieron actos de violencia inducidos por el alcalde y, probablemente, por el gobernador.

		Este tipo de conflicto ocurre en varias localidades e, incluso, en algunos estados donde el líder obrero es un cacique político y económico. En realidad, en cada entidad de la República existe un Fidel Velázquez, es decir, un cacique obrero local.

		La confederación de estos caciques es la que da fuerza y sustento al mismo don Fidel. Hay casos críticos como el de Agapito González en Matamoros; el de Heliodoro Hernández Loza en Jalisco; el del senador Raúl Caballero en Nuevo León, y el de Refugio Mar de la Rosa en Chihuahua. Esto representa un problema para el PRI, pues la negociación con el sector obrero es mucho más fuerte y difícil que con el sector campesino o con el sector popular.

		Yo me metí a fondo en la selección de los candidatos a diputados y senadores que tomaron posesión unos meses antes de que yo lo hiciera. Entonces pude darme cuenta de cómo se da la negociación entre el movimiento obrero y el gobierno que, de hecho, es permanente, pues además de la selección de candidatos a diputados y senadores federales, abarca también la selección de candidatos a diputados locales y a presidentes municipales.

		A cada sector del partido se le asigna un número de posiciones y ahí empieza el “estira y afloja”, porque siempre cada uno de los sectores quiere que se le den más posiciones para su grupo. Cada sector concentra en el CEN del PRI sus propuestas, en las que ofrece ternas para cada uno de los distritos que le tocaron. Esto ya es un avance, puesto que antes presentaban directamente sus planillas.

		El partido tiene ya una idea sobre las características de cada distrito y recoge informes sobre la personalidad de cada uno de los precandidatos propuestos en las ternas, así como sobre otros factores, tales como la opinión del gobernador y la del presidente del PRI estatal, que generalmente coincide con la del gobernador, puesto que es gente suya. Corresponde al partido a nivel central hacer la composición, para lo cual platica con cada uno de los sectores.

		Las ternas que propone la CTM son, a su vez, el resultado de negociaciones internas del sector obrero, el cual tiene que considerar cuántas y cuáles corresponden a cada una de las centrales obreras o a los gremios importantes. Así que para llegar a presentar sus posiciones, la CTM ya hizo un proceso de transacción, entre otros, con los petroleros, los electricistas, la CROM, la CROC y los caciques regionales. De la terna propuesta, ya sabemos que quien viene en primer lugar es el escogido por Fidel Velázquez.

		El PRI estudia en qué casos se puede conceder la candidatura al que viene en el primer lugar o si habrá que sugerir al que viene en segundo o tercer lugar. Hay casos extremos en que no se escoge a ninguno. Esto es un proceso constante: es la chamba del presidente del partido.

		Cuando se va a negociar con el sector obrero y se le dice a Fidel Velázquez el número de posiciones que le corresponden, normalmente aprovecha para echar un rollo, en el que dice que es necesaria la renovación dentro del partido, que la selección de candidatos debe ser más cuidadosa, y todo aquello que los partidos de izquierda interpretan como una voluntad de renovación de don Fidel y que, en el fondo, no es más que la lucha por más posiciones. Pero una vez establecido el número de éstas, don Fidel aparece con su staff y todavía da orientaciones y lanza largas filípicas. La segunda etapa ya es una conversación privada entre Fidel Velázquez y Adolfo Lugo Verduzco.

		La presión que el sector obrero ejerce sobre el gobierno es constante. Tenemos que entender que éste es el papel que a ellos les corresponde. Así que aquellos que piensan que todo lo decide el Presidente por dedazo están en un grave error, aunque no dudo que en este país el Presidente pueda tener una mayor influencia que en otros lados.

		Ésta es la problemática que va a enfrentar el PRI en su renovación. La situación de Nuevo Laredo podría reproducirse en muchos casos: siempre que el PRI se niegue a seleccionar al candidato del cacique. Habrá que enfrentar esta situación con habilidad.

		

	
		

		Situación latinoamericana

		

		El 23 de febrero pedí autorización al Congreso de la Unión para viajar a Colombia, Brasil, Argentina y Venezuela. Consideré necesario hacer una gira internacional, porque hasta ahora me he limitado a promover desde aquí al Grupo Contadora y a recibir la visita de presidentes extranjeros. No creo que deba permanecer en una actitud de quietud en una época que se caracteriza por la entrevista directa.

		Además, el momento es oportuno, porque Latinoamérica está apuntando hacia una democracia. Hay signos de que hasta en Uruguay, y aun en Chile, se está liberalizando la situación. Finalmente, la crisis económica interna exige replantear las relaciones de cooperación internacional de México.

		En el terreno interno, me parece que es un momento adecuado para salir, porque ya no está en duda la estabilidad interna, como lo estuvo el año pasado, cuando incluso en el ámbito internacional se llegó a cuestionar si el gobierno duraría sólo unos meses o si sería capaz de tomar las riendas en la crisis. Ahora ya se vio que sí hay gobierno, que hay autoridad y que el país está caminando.

		Habrá críticos de mi viaje; críticos que se molesten porque el viaje significa un gasto, o aquellos partidarios extremos de los Estados Unidos que piensan que no tenemos por qué relacionarnos con los países latinoamericanos.

		Por otro lado, habrá quienes se preocupen por el riesgo de problemas durante mi ausencia. Sin embargo, yo tengo el recuerdo de que siempre que el Presidente sale del país, se da una tregua nacional. Nadie busca crear problemas, pues tanto los miembros del gobierno como los grupos de presión están conscientes de que la estabilidad es esencial para su juego, y que resulta peligroso jugar durante la ausencia del Presidente.

		Con el viaje espero lograr, esencialmente, un acercamiento político. Quiero ratificar mis buenas relaciones con Betancur, llevar a cabo una primera entrevista oficial con Lusinchi, fortalecer el acercamiento México-Brasil, y tener un encuentro con Alfonsín, que significará todo un reencuentro de México y Argentina. La cercanía de nuestras relaciones con estos países latinoamericanos permitirá una mayor cooperación económica.

		Por otro lado, no quiero que nos encerremos en la política de Contadora, sino que con este viaje, que será de trabajo y no de promoción personal, quede claro que nuestras relaciones exteriores se interesan por toda Latinoamérica y se amplían más allá del problema actual de América Central.

		Ahora bien, han ocurrido en los últimos meses varios hechos llamativos relacionados con el área centroamericana, pero que aún no han tenido, en el fondo, repercusiones de importancia. En primer lugar, el 11 de enero apareció el Informe Kissinger, que vino a ser la confirmación y el aval de la política de Reagan. Quizá con él se dio un peso específico mayor a la problemática económica y política del área, aunque la reacción en los mismos Estados Unidos fue de escepticismo, pues se consideró que el informe sólo era una maniobra del Presidente.

		En el ámbito salvadoreño se ha hecho más evidente la intención del FDR y el FMLN de formar un gobierno de representación amplia y un ejército mixto. En ese contexto apareció la convocatoria a elecciones generales, lo que representa un intento por desarrollar dentro de El Salvador una vida institucional que dé un marco de democracia a lo que está ocurriendo.

		El resultado de las elecciones, que tendrán lugar en marzo, aún está por verse. Si gana D’Aubuisson, que es la extrema derecha, la situación se radicalizará y se tornará más difícil. En cambio, si gana cualquiera de los otros candidatos, podría avanzar el esquema de un entendimiento entre el gobierno y la guerrilla.

		En cuanto a la renuncia del Presidente panameño, el 13 de febrero, la única información que tengo es que se debe a un distanciamiento entre Ricardo de la Espriella y la Guardia Civil.

		Respecto a los anuncios sobre una posible militarización de Costa Rica, no tengo más información que la que ha salido en los periódicos, pero supongo que es resultado de esas altas y bajas que tiene la política costarricense, como resultado de los pactos que el presidente Monge tiene que hacer, tanto con los conservadores de su propio equipo como con aquellos grupos nacionales que quisieran la entrega total a los Estados Unidos. Dado el contexto difícil en que se mueve Monge, se entiende que a veces aparezcan noticias sorprendentes y aun contradictorias.

		La situación centroamericana sigue igual. Sepúlveda está optimista porque los cambios presidenciales en Venezuela y Panamá no sólo no obstaculizaron el desarrollo de la política del Grupo Contadora, sino que fue ratificada.

		Por otro lado, los grupos de trabajo de Contadora están ya formulando un documento que aparecerá a finales de abril, y que permitirá que se continúe de una manera más específica con el proceso de negociación.

		Así que la ganancia real de Contadora es que no se ha agotado, y que existe en torno suyo un consenso internacional favorable. Incluso en Estados Unidos, donde el Grupo Contadora no es visto con demasiada simpatía por el gobierno, ha adquirido el respeto de la opinión pública y el apoyo de los demócratas. Todo esto ayuda a la contención de la violencia.

		

	
		

		Marzo de 1984

		

	
		

		Sindicato petrolero: reacción a las medidas para combatir el contratismo

		

		EL 18 DE MARZO SE CONMEMORÓ, EN NUEVO PEMEX, TABASCO, el XLVI aniversario de la expropiación petrolera. A la ceremonia asistieron cerca de 2 000 personas, como es tradicional en esa festividad petrolera. Su importancia radica en que el gremio la asocia con la segunda independencia nacional, la independencia económica. Por ello, no es posible limitar la magnitud del evento que organizan sin dar la impresión de que se está disminuyendo el mérito mismo de la expropiación petrolera. Yo impuse cierta moderación al no asistir acompañado de todo mi gabinete, como ocurría anteriormente.

		Lo más importante en esta ocasión fue que los líderes petroleros quisieron aprovechar el escenario para combatir el desprestigio que los agobia. Debido a ello, insistieron en que durante la ceremonia hicieran uso de la palabra 29 líderes seccionales, además del mismo Barragán Camacho. Su objetivo era demostrar, enumerando las obras de acción social del sindicato, que el dinero recibido de la empresa ha sido empleado adecuadamente.

		Beteta, quien en esa ocasión rindió su informe anual de labores, trató de evitar que los petroleros usaran la ocasión para su beneficio. El asunto me llegó, pues Beteta planteó la posibilidad de que interviniera mi Estado Mayor para evitar que hablaran los líderes seccionales. No estuve de acuerdo con su propuesta, porque hubiera dado lugar a una fricción innecesaria y provocado el resentimiento del sindicato y, sobre todo, porque pienso que hay que dejar fluir las cosas, no tenerlas constreñidas. El sindicato petrolero debe manifestarse como es.

		La ceremonia se inició con el discurso de Beteta, quien en todo momento mantuvo un tono ejecutivo. Señaló que Pemex está, por primera vez en 10 años, en números negros. Dijo que la empresa obtuvo utilidades de 800 000 millones de pesos, que pasaron a formar parte de las reservas patrimoniales de la nación por medio de los impuestos. Añadió que durante 1983 Pemex pagó en efectivo impuestos por un billón 160 mil millones de pesos y entregó 347 000 millones de pesos más, correspondientes a impuestos retenidos a terceros. Finalmente, dijo que en ese lapso se amortizaron 2 000 millones de dólares de la deuda de Pemex y se logró un ingreso de divisas al país por 16 517 millones de dólares.

		En contraste, los discursos de los líderes petroleros resultaron poco serios. El tono insolente es ya un estilo entre ellos, como lo demuestran las palabras de Barragán Camacho, quien se atrevió a decir: “Entre más hemos defendido con eficacia a la industria, más nos han agredido; entre más leales somos a los presidentes de la República, más nos deforman. Tal parece que es mejor no ayudar a nadie, ni ser leal, para que no se nos ataque”. En el fondo, más que insolentes, carecen de buenas maneras.

		De cualquier forma, la impresión que causaron sus intervenciones fue mala, pues su afán por justificarse resultó evidente. Peor aún, no lograron su propósito de rendir cuentas. Quienes sumaron las cifras que ellos mencionaron se dieron cuenta de que éstas difícilmente alcanzan los 5 000 millones de pesos, cantidad muy inferior a la que el sindicato ha recibido. Así que sus palabras, en última instancia, provocaron irritación y enojo por el alto grado de desprestigio que ya tiene el sindicato.

		La intervención más agresiva tuvo lugar durante la comida que siguió a la ceremonia. Ahí, Sebastián Guzmán, quien probablemente será el futuro dirigente del sindicato, pidió que se replantearan las relaciones entre la empresa y el sindicato, a fin de que las obras de mantenimiento y operación, que se venían realizando por contrato, sean ahora administradas por la empresa.

		Ésta es su respuesta a la disposición contra el contratismo del 30 de enero pasado. Quieren eludirla parcialmente, recuperando la fuerza que perdieron en la venta de contratos, al obligar a la empresa a utilizar a sus agremiados en tareas que antes se contrataban. Cuando menos, ahora está clara su tirada.

		

	
		

		Viaje a países de América Latina: definiciones políticas y económicas

		

		El 26 de marzo inicié mi primera gira internacional como Presidente de la República. Fui a cinco países de América Latina: Colombia, Brasil, Argentina, Venezuela y Panamá. El viaje duró 12 días, del 26 de marzo al 7 de abril. Su objetivo general fue estrechar, en todos los órdenes, las ligas de México con América Latina.

		En lo particular, me propuse dialogar con los presidentes de las naciones visitadas sobre los principales problemas que confronta el mundo, ante los cuales América Latina debe adoptar una posición. El viaje me permitió pulsar, directamente, la incidencia de esos problemas en la región y comprobar que los latinoamericanos tenemos el talento y la madurez para enfrentarlos con firmeza, serenidad y espíritu constructivo.

		La experiencia fue valiosa, en primera instancia, porque me permitió confirmar que México cuenta con un sistema político y de gobierno adecuado a nuestra realidad. Desde el punto de vista político, somos un país más estable y ordenado que los que visité. Ello nos permite tener un gobierno más eficaz. Esto contrasta con lo que vi, pues allá los gobiernos enfrentan disputas permanentes por la autoridad, lo que los hace ser frágiles al tener escasa capacidad para hacer frente a los problemas.

		En Colombia existe una estructura bipartidista singular, en tanto que no hay diferencia ideológica entre los partidos. Al apreciar esto, pregunté cómo podía un joven elegir entre el Partido Liberal y el Partido Conservador, y me contestaron que esto ocurre por razones de tradición familiar o social, pero no por razones ideológicas.

		Históricamente el pacto entre ambos partidos, al ser derrocado en 1957 el general Gustavo Rojas Pinilla, dio lugar a una reforma constitucional que determinó que los liberales y los conservadores se alternaran en la Presidencia de la República hasta 1974. Sin embargo, en 1972 se prorrogó la vigencia de la reforma hasta 1982.

		El Partido Liberal tiene más afiliados, pero como lo que determina el éxito en las elecciones es la capacidad para ganar el voto no partidista, los triunfos se dan con márgenes estrechos. Ello hace que ambos partidos tengan una fuerza política muy grande. Reflejo de ello es la necesidad que tuvo el gobierno actual de repartir los puestos de gabinete entre los dos partidos.

		Por otro lado, los ex presidentes conservan gran fuerza; participan en las discusiones de importancia y se requiere su consenso en la toma de decisiones importantes. El ejército también tiene una gran presencia política de trasfondo. El general Carlos Bermúdez, jefe de mi Estado Mayor, platicó con algunos de los generales colombianos, quienes le dijeron que ellos son los árbitros de la lucha política. Así que, pese a que Colombia tiene en Belisario Betancur un Presidente hábil y valeroso, con encanto personal, popularidad y una clara concepción de lo que está haciendo, tiene también problemas importantes en el núcleo del poder.

		Brasil está en transición hacia una democracia franca. Los militares tomaron el poder en 1964, y con ello se inició una etapa en la que se gobernó con autoritarismo y represión. Lentamente los militares empezaron a abrirse y ahora existe en Brasil vida en los partidos políticos, discusión parlamentaria y una prensa libre. Se acepta la crítica y no se restringe la cultura en la televisión o en otros medios de comunicación. Sin embargo, permea la sensación de que los militares ya están desgastados. Ellos mismos lo saben y están dispuestos a retirarse, a condición de entregar el poder a un gobierno que no sea ni comunista ni populista.

		Lo grave del momento es que el gobierno de Figueiredo da la impresión de que ya no tiene voluntad de gobernar, de que se encuentra de salida y sólo le preocupa evitar que se instale un gobierno opositor que juzgue con dureza la etapa del gobierno militar. Por ello, ante la exigencia popular de que se reforme la Constitución para permitir el voto directo en las elecciones presidenciales, en lugar del actual voto indirecto por medio del Poder Legislativo, Figueiredo sostiene que tal cambio no debe darse en las próximas elecciones, sino en las subsecuentes.

		Ésta es la gran discusión del momento, como pude apreciar en mis pláticas con intelectuales, partidos políticos y empresarios. La mayoría de la población quiere que las elecciones sean directas. Así lo demuestran las manifestaciones del 10 de abril en Río de Janeiro, con un millón de asistentes, y la de São Paulo el día 16 del mismo mes, a la que asistieron dos millones de manifestantes. Pregunté a miembros de la oposición qué pasaría si el gobierno no cedía. Me dijeron que por el momento están presionando lo más posible, pero que en ese caso, necesariamente llegarían a una transacción.

		El líder del Partido Movimiento Democrático Brasileño, Ulisses Guimarães, que ya es un hombre de bastante edad, me preguntó sobre la impresión que me causaba Brasil en esta transición. Le dije que sentía que la efervescencia política opacaba los problemas de la crisis económica, y aproveché para preguntarle qué pensaban hacer para enfrentar ese problema. Me explicó que para tomar las medidas radicales que la crisis requiere, se necesitaba que el gobierno estuviera legitimado por el voto popular; de ahí la importancia del proceso electoral.

		El señor Guimarães señaló que el actual gobierno está desgastado, debilitado, como lo demuestra la dimensión del juego político en la calle, en el Congreso o en la prensa. Me insistió mucho en que si el próximo gobierno no tiene la fuerza y la legitimidad necesarias, será inestable y difícilmente podrá resolver los grandes problemas económicos del momento.

		En Argentina existe una gran esperanza democrática con el presidente Raúl Alfonsín. El pueblo está respirando oxígeno. La República está siendo reestructurada: funcionan el Congreso y las instituciones, se lucha contra la represión y se castiga a los culpables. La prensa es libre. En fin, se siente en el ambiente que los argentinos están ilusionados en el terreno político.

		Sin embargo, en lo que refiere a la crisis económica, el gobierno argentino no sólo carece de una tesis clara, sino que propone un manejo utópico de la economía. Los argentinos creen que con la democracia se arreglará todo. Pretenden bajar la inflación de 400 a 200% y reducir el déficit público de 16 a 8%. Al mismo tiempo, quieren un crecimiento económico de 5% y un aumento de los salarios reales de 7%. Estas cifras, como es evidente, no casan.

		Pregunté a Alfonsín cómo pensaba lograr sus metas económicas, y me respondió que reanimando al sector agropecuario con innovaciones tecnológicas y poniendo a trabajar la capacidad industrial ociosa. Por otro lado, su gobierno espera una gran renegociación de la deuda externa. Para ello, está dispuesto a reducir el gasto militar y a racionalizar la burocracia. Sin embargo, todavía no tiene un plan específico.

		A Alfonsín le falta conciencia de los problemas económicos, lo que puede ser muy grave, dado el peso básico que la economía tiene en cualquier esquema político o administrativo. Además, el actual gobierno no tiene experiencia administrativa, pues desde 1966, año en que fue derrocado el gobierno de Arturo Illia, han gobernado los militares o los peronistas. Estos últimos, organizados en el Partido Justicialista, representan un problema serio para el actual gobierno, pues tienen fuerza en el Senado, cuentan con varias gubernaturas y concejos municipales y, sobre todo, dirigen al movimiento obrero, que en Argentina tiene un liderato viejo y corrupto.

		Alfonsín se ha propuesto la lucha contra los peronistas al tiempo que realiza una depuración militar audaz. En este momento, los argentinos tienen a tres ex presidentes en la cárcel y jubilaron de un solo golpe a 30 oficiales de alto rango. Por su parte, la comunidad empresarial está en contra del gobierno, porque no ve un programa económico claro que pueda sacarlos adelante.

		De manera que el gobierno de Alfonsín es un gobierno frágil, cuestionado por las fuerzas políticas y con metas económicas contradictorias.

		Venezuela es un país más estructurado, con un sistema realmente bipartidista, en el que los partidos políticos sí tienen diferencias ideológicas. Por un lado está el Partido Acción Democrática, de orientación socialdemócrata, y por el otro se encuentra el Partido Social Cristiano, fundado ideológicamente en la democracia cristiana. El primero acaba de suceder en el poder al segundo, y es muy crítico de lo que éste hizo. La fuerza de los partidos es análoga, y por ello se da en el Congreso una discusión política de grandes dimensiones.

		El presidente Jaime Lusinchi parece un hombre sensato, sereno, poco demagógico, que tiene ideas claras de por dónde van las cosas. En fin, creo que será un gobernante responsable y serio.

		Panamá es un caso peculiar. Mi visita tuvo lugar cuando el presidente Jorge Illueca tenía apenas dos meses en el poder, al que llegó como resultado de la renuncia, forzada por los militares, de Ricardo de la Espriella, quien según dicen andaba coqueteando con la oposición.

		Además, cuando llegué, faltaba sólo un mes para la elección presidencial. El candidato oficial del grupo Torrijos era Nicolás Ardito Barletta, y su opositor el ex presidente Arnulfo Arias, de 83 años, quien en las tres ocasiones en que ocupó la Presidencia fue derrocado por los militares. Arias representa a la derecha fascista y es enemigo de los militares, a quienes acusa de corruptos. La estimación que en ese momento se hacía era que los militares no permitirían el triunfo de Arias.

		La fuerza de los militares en Panamá puede ejemplificarse con una anécdota. Al llegar a Panamá, el presidente Illueca me preguntó cómo quería que organizáramos las pláticas. Le sugerí que él y yo conversáramos en privado durante media hora, al cabo de la cual podríamos invitar a participar a nuestros cancilleres. Sugerí que al concluir esa segunda plática, se incorporaran los miembros de mi comitiva y los funcionarios panameños que él propusiera.

		Cuando llegamos al Palacio de Gobierno, Illueca y yo nos dirigimos al despacho presidencial, y cuando íbamos a iniciar nuestro diálogo, entró el coronel Manuel Antonio Noriega, jefe de las fuerzas armadas, acompañado de otro coronel. Se sentaron sin ningún preámbulo, dispuestos a participar en la plática. Dada esa circunstancia, hubo que hacer pasar a los cancilleres.

		La presencia de estos coroneles, que se meten al despacho presidencial sin pedir autorización, es tan grande que cuando yo hablaba, sentía la necesidad de dirigirme no sólo al Presidente de la República, sino también a ellos. Los volteaba a ver, pues ellos intervenían en la plática sin que el Presidente se lo autorizara.

		En realidad, ya conocía a los militares, pues acompañaron a De la Espriella al visitarme cuando yo tenía la calidad de Presidente electo. Son simpáticos, y de hecho se organizó una plática agradable. De cualquier forma, la falta de respeto a la figura presidencial y de disciplina demuestran quiénes mandan y, por ende, la inestabilidad del gobierno panameño.

		Este viaje me permitió confirmar que en países como los nuestros, en los que la sociedad no está suficientemente articulada, se necesitan gobiernos fuertes. De no ser así, la sociedad se desbalaga ante una disputa permanente por el poder.

		Aquí en México tenemos, en lo político, una democracia sui géneris, con lacras, sin tanto lucimiento, con problemas en las elecciones, pero efectiva. Nuestro sistema de gobierno realmente toma en cuenta las posiciones de los diversos sectores de la sociedad, y con ello logra un manejo efectivo del poder.

		Esto se debe a la fuerza del presidencialismo y a la enorme disciplina política existente, la cual se funda en el hecho de que la sociedad civil está entretejida con el gobierno y participa en él. Los obreros, por ejemplo, son parte del PRI, lo que los entrelaza y comunica con el núcleo del poder. Esta comunicación es real y propicia que las fuerzas sociales se involucren en los procesos de toma de decisión. Por lo mismo, también es real su apoyo al gobierno.

		En otro terreno, cabe afirmar que en México tenemos una organización tecnocrática y administrativa muy superior a la que observé en los países visitados. Aquí los servidores públicos tienen experiencia, pues pese a los cambios presidenciales, hay continuidad para ellos. En este ámbito, sólo Brasil es comparable.

		Como gobernante, encuentro que la disciplina política y la tradición presidencialista, que reconoce en el Presidente al árbitro supremo, permiten un gobierno más efectivo. Sin embargo, también estoy consciente de los riesgos de un presidencialismo excesivo, que pueda ser neurótico o caprichoso. Por ello creo que, sin amarrarle las manos al Presidente, debemos promover la división de poderes, el fortalecimiento del federalismo y el respeto a la libre expresión.

		En conclusión, el viaje me permitió reafirmar la validez de nuestro sistema político y la necesidad de buscar que se desarrolle al máximo de sus posibilidades, sin descuidar por ello los mecanismos y prácticas de estabilidad y disciplina.

		En otro orden de cosas, cabe reconocer que la postura de los Estados Unidos es un factor de permanente consideración. Lo fue respecto a mi viaje a América Latina. Cuidé, por tanto, que mi actuación no entrara en conflicto con los intereses norteamericanos, aunque no por ello dejé de señalar los problemas de naturaleza económica que nos aquejan y que están estrechamente relacionados con su política económica, o bien nuestra postura ante el conflicto centroamericano, en el que también tenemos desacuerdos esenciales.

		Sin embargo, traté de no agravar las fricciones entre las dos naciones. De hecho, el gobierno norteamericano vio favorablemente nuestra participación en la organización del préstamo que, el 30 de marzo, varios países latinoamericanos hicimos a Argentina para que pudiera cumplir con las obligaciones del servicio de su deuda y continuara sus negociaciones con el Fondo Monetario Internacional.

		Esta acción tuvo más rechazo entre los mismos mexicanos, pues aquí resultó sorprendente que nuestro país, que tiene dificultades para pagar su propia deuda, prestara dinero a otro país. Pero hay que resignarse a que no es posible esperar que todos los problemas sean entendidos por toda la gente. Hay temas, como los mecanismos del mundo financiero internacional, que resultan inaccesibles para muchos.

		Por otro lado, la actitud de nuestros partidos de izquierda está sesgada por su deseo de acabar con el Fondo Monetario Internacional. Ellos quisieran que cayera el templo, matando por igual a Sansón y a los filisteos.

		Creo que Estados Unidos no sólo no resintió mi viaje, sino que, por el contrario, éste fortaleció nuestra posición frente a ellos. De hecho, puso en evidencia nuestra voluntad de lograr el acercamiento necesario entre los países de la región, a fin de conformar una verdadera política latinoamericana.

		La afinidad cultural e histórica entre las naciones iberoamericanas se revitaliza al reconocer que en estos momentos todos padecemos una profunda crisis económica, la cual nos obliga a enfrentar problemas similares. En estas circunstancias, es claro que el acercamiento entre los países de América Latina nos puede ayudar a analizar conjuntamente nuestros problemas, a buscar soluciones de cooperación mutua y a asumir posiciones conjuntas en el diálogo internacional.

		Respecto al conflicto centroamericano, el consenso en torno a la posición del Grupo Contadora es total. Por ello, el tema sobre el que sentí mayor inquietud fue el económico, particularmente el relativo al crítico problema de la deuda externa que, con diferentes grados de agudeza, nos agobia a todos.

		No es posible pretender arreglar el problema del endeudamiento externo de todos los países latinoamericanos con una sola fórmula. Me he opuesto al concepto de bloques de deudores para negociar colectivamente con los acreedores, porque el sistema financiero internacional no está acostumbrado a considerar los problemas con este enfoque global. Forzar ese camino no daría resultados pragmáticos positivos.

		Sin embargo, creo que es válido y deseable el acercamiento de los países latinoamericanos para cambiar impresiones sobre su situación, para llegar a tesis y criterios concretos, y para asumir ciertas posiciones coordinadas de negociación global ante la economía internacional. Esta meta constituyó uno de los motivos centrales de mi viaje.

		Concretamente, en el viaje confirmé que el sentir de las naciones visitadas respecto a la deuda externa es similar al nuestro. Ubican este problema como un asunto de la mayor importancia, tanto para los países deudores como para los acreedores. Todos sostenemos que no se puede desligar el aspecto netamente financiero de la deuda, de su conexión con otros aspectos de la relación económica internacional, particularmente de las relaciones comerciales.

		Así, los problemas de la deuda externa de los países en proceso de desarrollo no se resolverán solamente con fórmulas financieras. Será necesario dotar a los países deudores de capacidad de pago para hacer frente a sus obligaciones. Ello implica que los países subdesarrollados necesitan mayores posibilidades de exportación, que equilibren sus balanzas de pagos y que les generen remanentes para hacer frente al servicio de su deuda. Claro está, también desde el punto de vista financiero habrá que buscar la reestructuración de la deuda, sobre todo por lo que toca a plazos, pero también a costos.

		El problema de la deuda es encontrar fórmulas para que se pueda pagar, en beneficio de acreedores y de deudores, y para que no alcance niveles que ahoguen las posibilidades de crecimiento de los países o que interrumpan los flujos del comercio mundial.

		Por ello, la gira que realicé por cinco países latinoamericanos fortaleció mi convicción de que, en la medida en que los países de América Latina seamos capaces de formular planeamientos sistemáticos, objetivos y viables, se facilitará nuestro diálogo con los países industrializados. Yo creo que ya llegó el momento de adoptar una actitud pragmática y a la vez ambiciosa. Creo que debemos rebasar la etapa del debate y de las declaraciones generales, y que debemos encontrar fórmulas específicas, aunque sean graduales, para lograr los objetivos de un reordenamiento de la economía mundial que sea más favorable para los países en desarrollo.
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		El campo: cambios a la ley agraria, marchas campesinas y productividad agrícola

		

		LA PRENSA ALIMENTA LOS INTERESES DE LOS GRUPOS URBANOS y, por ello, hace en general poca mención de los problemas del campo, los cuales desconoce tanto como sus lectores. Cuando finalmente los aborda, genera inquietud y confusión, pues rara vez explica el contexto en que se ubican sus afirmaciones altisonantes.

		La inquietud que sienten los lectores es válida, ya que lo que pasa en el campo nos afecta a todos. Toca, además, un aspecto primordial de nuestra idiosincrasia. La tenencia de la tierra, el estado de ánimo de los grupos campesinos y la productividad agrícola real han sido tradicionalmente aceptados como factores básicos de nuestro desarrollo económico y social.

		La susceptibilidad y la suspicacia respecto a lo que ocurre en el campo van acompañadas de viejas pasiones. Nadie olvida que fue en el malestar campesino donde prendió el fuego de nuestra Revolución. Tampoco se pasa por alto la eterna discusión sobre si las decisiones que se tomaron entonces siguen ahora siendo válidas. Ideologías e idiosincrasias contrapuestas, crecimiento demográfico inmoderado y empobrecimiento relativo, todo esto hace del campo mexicano un asunto espinoso y difícil.

		Saco esto a colación, porque de diciembre a abril la prensa se ocupó frecuentemente de estos temas. En diciembre y enero se habló mucho de las modificaciones y adiciones que hicimos a la Ley de la Reforma Agraria. Entre enero y abril hubo varias marchas campesinas a la Ciudad de México, ninguna en sí misma importante, pero sí lo suficientemente llamativas como para hacerse notar. En esos mismos meses, particularmente en enero y febrero, se discutieron las cifras sobre la productividad agrícola de 1983 y la importación de granos para 1984. Finalmente, al terminar abril, culminó una campaña orquestada contra Horacio García Aguilar, secretario de Agricultura y Recursos Hidráulicos.

		El 30 de noviembre de 1983 envié a la Cámara de Senadores una iniciativa para modificar y adicionar la Ley de la Reforma Agraria. El sentido de los cambios propuestos es facilitar el proceso de regulación de la tenencia de la tierra, problema que afecta a 50% del territorio nacional, frena la inversión en el campo, impide una mayor productividad y ocasiona graves conflictos entre los campesinos, quienes toman en sus manos el problema, dada la lentitud de las autoridades para resolverlo.

		La irregularidad en la tenencia de la tierra ha sido ocasionada por mil factores, entre los que destacan la ignorancia de la gente y la ineficacia y corrupción de las autoridades. El excesivo crecimiento demográfico también ha echado leña al fuego. El problema existe y debe afrontarse. Hacerlo implica reconocer, aunque sea muy impopular, que prácticamente ya no hay tierra que repartir. La labor que me propongo es enorme y urgente, aunque poco lucidora. Se enfrentará, además, con muchos intereses creados.

		El primer paso, necesariamente, implicaba la modificación de la ley agraria existente. Preparando el terreno, Luis Martínez Villicaña, secretario de la Reforma Agraria, presentó y discutió el proyecto de ley con varios grupos. Desde ahí se manifestaron las opiniones contrarias a las modificaciones, aunque en ningún caso se sustanciaron. El hecho es que el liderato campesino todavía está en manos de quienes cambiaron la ley por última vez, lo que explica que la consideraran perfecta y por tanto intocable.

		Por otro lado, es cierto que nuestro proyecto de ley tenía fallas y que fue insuficiente el proceso previo de discusión y negociación. De cualquier forma, decidimos enviarla al Congreso.

		Al llegar al Senado, se repitió la escena y se abrió nuevamente la discusión. La ley fue modificada en 60 puntos por los senadores, y finalmente fue aprobada con la ausencia de dos legisladores. Esto hizo que se retardara su paso a la Cámara de Diputados, que la recibió el 26 de diciembre, cuatro días antes de que concluyera el periodo legislativo. Causó molestia entre la diputación campesina, por lo que fue aprobada tres días después, con la ausencia de 45 diputados priistas y el abandono del salón plenario de una parte de la oposición parlamentaria. Baste esto para imaginar el revuelo que causó en la prensa.

		Las críticas se centraron en el hecho de que el secretario de la Reforma Agraria quedó facultado para firmar las resoluciones agrarias. La suspicacia aumentó, pues no se estipuló la obligatoriedad de publicarlas en el Diario Ofiial. Con esto, se concluyó que se le estaba dando una excesiva autonomía de acción. Esta afirmación es falsa, pues los asuntos agrarios, antes de llegar a ser resoluciones, pasan por las comisiones agrarias mixtas y por el cuerpo consultivo estatal.

		Por otro lado, es necesario entender que me resulta físicamente imposible, dado su número, firmar personalmente todas las resoluciones agrarias. Tan sólo los certificados de inafectabilidad que deben expedirse alcanzan la cifra de cerca de medio millón. Ello también explica que no se publiquen en el Diario Oficial. Lo que hemos hecho, en cambio, es publicar las resoluciones agrarias en los periódicos locales.

		Otro aspecto que causó críticas, pero que nosotros consideramos indispensable, fue la modificación en el sistema de elección de las autoridades ejidales, que implica que el Consejo de Vigilancia en el ejido debe ser elegido en forma directa y bajo el principio mayoritario. Antes, las autoridades de los ejidos eran nombradas por mayoría de votos entre dos planillas, y la perdedora asumía el cargo de Consejo de Vigilancia, planteándose desde el inicio una situación de rivalidad y conflicto.

		En general, se criticaron los mecanismos para agilizar los trámites y se señaló que su simplificación daba mayor poder a los gobernadores y a los delegados agrarios. Si esto es grave, me parece que lo es más aquello que contribuye a la lentitud burocrática, que no sólo no evita los abusos, sino que parece facilitarlos.

		Finalmente, se criticó la ampliación de uno a tres años de los contratos que celebran las empresas forestales con los ejidatarios de zonas boscosas, que tienen por objeto dar más estabilidad al proceso, dando tiempo a que las empresas madereras cubran sus costos de operación. Originalmente habíamos pensado en ampliarlo a cinco años, pero nos resistimos a hacerlo por las evidentes críticas que esto traería, al entenderse como un beneficio para los industriales.

		Las críticas se hicieron, a pesar de que quedó claramente especificado que, aun durante la vigencia del contrato, podrían revisarse los precios. Debemos dejar claro que no son las empresas forestales las que realizan la explotación irracional de los bosques. Ello ocurre al margen de toda ley o contrato. Tal vez las únicas áreas de explotación racional sean aquellas que se sujetan a un contrato.

		En fin, las críticas fueron perdiendo presencia con el solo paso del tiempo, pues de hecho nunca se sustentaron con argumentos sólidos.

		La Ley de la Reforma Agraria cobrará mayor sentido en la medida en que empiece a funcionar el concepto de desarrollo rural integral, que implica, en el fondo, la mejor coordinación y eficacia de las entidades públicas encargadas del campo. La clave para que esto ocurra se encuentra en el gabinete agropecuario, que debe formular los planes y programas de acción correspondientes a cada dependencia, ventilando en su seno las discrepancias. Además de eso, debe revisarse el funcionamiento de las entidades del sector público para tratar de limitar su corrupción y aumentar sustancialmente su eficacia.

		En cuanto a los campesinos, es difícil saber qué esperan realmente del desarrollo mexicano. No creo que tengan grandes expectativas, pero tampoco se encuentran en una actitud de apatía o pasividad. Cuando hay una falta de nuestra parte, los campesinos presionan, pero lo hacen en diferente grado, puesto que son muy diferentes los campesinos del noroeste que los indígenas de Chiapas. Hay lugares en los que tenemos que estar más vigilantes para ver que no estalle el conflicto, pues sabemos, además, que los partidos de oposición están al acecho para penetrar los núcleos en los que hay descontento.

		Tal es el caso de la Central Independiente de Organizaciones Agrícolas y Campesinas, que está ligada a los campesinos del Pacto Ribereño, esto es, a aquellos que en Tabasco reclaman cifras multimillonarias por los daños ecológicos producidos por Pemex. Su liderazgo es corrupto y está enredado con cuanta facción opositora al gobierno existe.

		La CIOAC criticó vehementemente las modificaciones a la Ley Federal de la Reforma Agraria, e inició, a principios de febrero, una marcha a Villahermosa para acusar al gobernador Enrique González Pedrero de haberse apoderado del dinero que Pemex entregó para indemnizar a los campesinos del pacto. El asunto es absurdo, y nos representa un punto de malestar constante, pues en realidad Pemex indemnizó en forma colectiva al área dañada, precisamente para evitar que los dirigentes, comprobadamente corruptos, se quedaran con el dinero. La CIOAC, de cualquier forma, hace noticia en los periódicos.

		Por otro lado, el 13 de febrero, cerca de 200 campesinos del ejido de San Andrés Cuexcontitlán, Estado de México, iniciaron una marcha a la Ciudad de México para pedir mi intervención en la solución de un problema de tierras. Éste sería el ejemplo de esas pequeñas marchas, bastante frecuentes, que hacen que la gente de la ciudad tome conciencia de que existen problemas en el campo.

		El 15 de febrero, un grupo de campesinos del valle de Toluca y del norte del Estado de México llegaron, después de tres días de camino, a las oficinas centrales de la Secretaría de la Reforma Agraria. Pidieron la restitución de tierras ejidales y bienes comunales, así como la aplicación de acciones penales contra caciques y acaparadores de parcelas. Señalaron que, desde el 27 de agosto pasado, el gobierno del estado les había prometido una solución.

		El 5 de marzo, los dirigentes del Frente Nacional Agrario anunciaron en Salvatierra, Guanajuato, el inicio de la caravana de solidaridad nacional campesina hacia la Ciudad de México. El día 12, cuando finalmente llegaron, denunciaron que los funcionarios agrarios “dan largas a los asuntos y en muchas ocasiones están coludidos con los caciques para consumar los despojos de tierras comunales y ejidales”. Ese día comenzaron un plantón frente a Palacio Nacional. Tres días después regresaron a sus lugares de origen, luego de dialogar con las autoridades de la SARH y de Banrural. Una comisión de 12 representantes se quedó para negociar con el titular de la SRA.

		El lunes 26 de marzo, la Coordinadora Nacional Plan de Ayala convocó, desde Tuxtla Gutiérrez, a cinco regiones del país para realizar una marcha a la Ciudad de México. Los motivos fueron típicos, esto es, una política agraria que termine con el latifundismo y acelere el reparto de tierras, así como el cese de la “represión” en el campo. Concretamente, pedían solución a expedientes agrarios rezagados; un alto a los actos de la policía estatal, y la liberación de determinados campesinos.

		El lunes 2 de abril se unió a esta marcha la Unión Campesina Independiente, del norte de Puebla y centro de Veracruz; la Alianza Campesina Revolucionaria, de los estados de Guanajuato, Colima y Jalisco, y la Organización Campesina Emiliano Zapata, de Chiapas.

		El 3 de abril, la Coordinadora Nacional Plan de Ayala continuó su jornada nacional de lucha contra la política agraria del gobierno, con la realización de mítines y marchas en Chiapas, Oaxaca, Michoacán, Guanajuato, Jalisco, Veracruz, Colima y Puebla. El día 8, los contingentes campesinos pertenecientes a la coordinadora empezaron a llegar a la Ciudad de México. El 10 decidieron hacer un “plantón indefinido de 20 000 campesinos” en el Zócalo.

		El hecho es que su presencia constituyó una presión. Montaron guardia en las oficinas de la Reforma Agraria, así como en la Secretaría de Gobernación. El secretario de la Reforma Agraria les propuso formar grupos de trabajo por paquetes de problemas y se manifestó dispuesto a fungir como negociador ante las instituciones correspondientes.

		El PAN, el PSUM, el PST y el PPS expresaron su apoyo a los campesinos y manifestaron que si el Estado no resuelve los graves problemas que enfrenta el campo, “hay riesgos de desestabilidad social”. Aun el clero aprovechó para señalar que el campo está cada día más olvidado.

		Luis Martínez Villicaña reiteró al día siguiente su disposición al diálogo, pero advirtió que en los problemas del campo “no habrá soluciones sobre las rodillas”. Declaró que las marchas eran un camino equivocado para gestionar respuestas a planteamientos concretos, pues dan margen a que organizaciones con diferentes intereses aprovechen la situación.

		El jueves 12 se instalaron en la SRA tres mesas de trabajo para escuchar las demandas de la Coordinadora Nacional Plan de Ayala, pero el titular de esa dependencia condicionó la resolución de los problemas planteados al desalojo del plantón de campesinos en el Zócalo. El viernes 13 se levantó el plantón.

		Finalmente, el 17 de abril, 400 campesinos de San José de los Amoles, Guanajuato, hicieron una marcha del Monumento a la Revolución a la Secretaría de Gobernación en la Ciudad de México. Acusaron de represión al gobernador Velasco Ibarra y fueron apoyados por el PST.

		Estos datos sirven para ejemplificar la protesta campesina, por lo menos la más politizada, pues la más usual consiste en abandonar la tierra y emigrar a las grandes ciudades.

		En fin, a pesar de estas manifestaciones, vale la pena señalar que la situación en el campo no se está agravando. Por el contrario, en ciertas partes hay una mejoría relativa. Lo importante es que la penetración de los partidos de oposición en esta área ha bajado entre el momento en que tomé posesión de la Presidencia de la República y la actualidad.

		Ahora bien, en lo que refiere a los resultados de la producción agropecuaria, el ingeniero García Aguilar anunció en enero que había aumentado 140% entre 1982 y 1983. En marzo, el director de la Conasupo, José Ernesto Costemalle, informó que la reserva alimentaria es de casi seis millones de toneladas de productos básicos, lo que representa dos millones más de toneladas que el nivel del año anterior, cuando se importaron 9.5 millones de toneladas para satisfacer las necesidades nacionales. Por tanto, se prevé la necesidad de comprar a Argentina y a Estados Unidos siete millones de toneladas de granos básicos, cifra inferior en 30% a lo importado en 1983.

		El hecho es que los datos dados por el secretario de Agricultura no casaron perfectamente con los del director de la Conasupo, lo que dio lugar a comentarios y críticas. Yo considero inevitable que el primero sea optimista, por la naturaleza misma de su trabajo, y que el segundo, por la misma razón, sea pesimista. Este último quiere importar la mayor cantidad de alimentos para asegurar que no habrá desabasto.

		Además, la diferencia en las cifras también puede entenderse como resultado de que en el campo la estadística es todavía muy defectuosa. Sin embargo, lo que sí se puede asegurar es que la producción agropecuaria de 1983 fue sustancialmente mejor que la de 1982. Ello se debe no solamente al buen clima, sino también a una mejor organización y control de las fuerzas de producción para aprovechar ese buen clima.

		Los resultados todavía nos colocan, sin embargo, en una situación muy lejana de la autosuficiencia alimentaria. Yo no creo que ésta sea factible en el curso de mi sexenio. Tal vez se pueda reducir el déficit mejorando la eficiencia, pero considero que serán necesarios cuando menos dos o tres años más para lograr la autosuficiencia. Por lo pronto, lo único que podemos hacer es fijarnos la meta de aumentar la producción y disminuir la importación.

		Es importante señalar que se está realizando una reestructuración de la SARH. Esta Secretaría es inmensa: cuenta con cerca de 180 000 empleados y tiene viejos y profundos problemas de corrupción. García Aguilar ha luchado contra la corrupción; ha roto mafias y grupúsculos, y ha disuelto comisiones que no parecían tener otro sentido que el de cohechar a periodistas y gobernadores.

		Naturalmente, los afectados han lanzado una campaña perfectamente orquestada para desprestigiar al secretario, a fin de lograr su remoción. A finales de abril esto se hizo muy evidente. No obstante, la realidad señala que hay producción, que se está sembrando y que ha disminuido la importación de alimentos. En estas condiciones, yo no puedo permitir el triunfo de esa campaña.

		Lo que ha fallado es la comunicación social. No se están explicando los nuevos objetivos ni los logros alcanzados. Esto implica, tal vez, que García Aguilar necesita más trato político. Además, aunque fuera cierto lo que algunos me dicen, en el sentido de que el titular de la SARH no está trabajando con suficiente ahínco, éste no es el momento para cambiarlo, pues parecería que estoy cediendo a la presión. Además, quien lo sucediera podría concluir que si no se alínea con los corruptos, su puesto está en peligro.

		

	
		

		Contadora: estancamiento de las negociaciones

		

		Varios hechos me llevaron, precisamente en los días anteriores a mi viaje a Estados Unidos y Canadá, a revisar a fondo la pertinencia de las gestiones del Grupo Contadora. Esta tarea, de por sí difícil, se veía presionada por mi urgencia por definir cómo tratar el asunto centroamericano frente a Reagan. Entre los factores que tomé en consideración, estuvo la posición de los Estados Unidos, que si bien apoyan verbalmente lo que propone Contadora, continúan sosteniendo a los “contras”. Supuestamente, éstos son exiliados nicaragüenses a quienes la CIA comenzó a armar y a preparar en Honduras en 1981, a fin de interceptar el flujo de armas que el gobierno nicaragüense enviaba a los rebeldes de El Salvador, pero de hecho se han orientado a buscar el derrocamiento del gobierno sandinista.

		Hoy día los “contras”, que empezaron siendo 2 000, cuentan con una fuerza de aproximadamente 14 000 hombres y han pasado de los ataques eventuales a una estrategia organizada para destruir la economía nicaragüense a base de interrumpir carreteras, volar estaciones eléctricas y asaltar convoyes del gobierno. La novedad en este proceso consiste en que, desde principios de 1984, los “contras” minaron los puertos nicaragüenses, lo que dañó a buques de diversas banderas.

		Mientras esto ocurre, en Estados Unidos hay una gran división entre el Poder Ejecutivo y el Legislativo sobre lo que se debe hacer en Centroamérica, pero el hecho es que se sigue imponiendo la posición del Presidente norteamericano, quien busca acabar con el gobierno sandinista por medio de la violencia. Para Reagan, ésa es la única forma de terminar con el peligro de la expansión comunista en Centroamérica.

		Honduras, El Salvador y Costa Rica, por su parte, siguen fielmente la posición norteamericana. Guatemala, sorprendentemente, se ha mostrado más prudente, más sensata.

		Nicaragua también dice estar a favor del proyecto de paz propuesto por el Grupo Contadora, pero en realidad no da muestras de tener el ánimo de realizar una negociación a fondo. Los nicaragüenses dicen que están dispuestos a dialogar, pero que los Estados Unidos no les permiten un acercamiento.

		De hecho, el acercamiento de los nicaragüenses es con los soviéticos y con los cubanos, de quienes reciben apoyo militar. Mientras ellos viajen del brazo de Fidel Castro a Moscú y continúen apoyando la guerrilla en El Salvador, la situación de Centroamérica no tiene solución.

		El proceso de Contadora, como señaló Sepúlveda por instrucciones mías en la reunión de cancilleres de Contadora que tuvo lugar entre el 29 de abril y el primero de mayo en Panamá, no sólo está estancado, sino que está demeritándose. Tal afirmación fue nuestra respuesta ante la declaración conjunta que el 25 de abril habían hecho Honduras, Costa Rica y El Salvador, en la cual se proponían buscar una solución política a la crisis que vive Centroamérica. Sepúlveda les hizo ver que la formación de subgrupos dentro del área boicotea la influencia de Contadora, esfuerzo que, por otra parte, si consideran parcial e ineficaz, sería mejor suspender.

		En esa ocasión, México puntualizó que sin una voluntad política clara de las partes, capaz de traducirse en acciones específicas para lograr la paz, no se podía avanzar, por lo que resultaría mejor suspender las actividades del Grupo Contadora. Colombia sostuvo la misma posición.

		Ante la amenaza de acabar con Contadora, los cancilleres centroamericanos se asustaron e insistieron en que la labor debía continuar. Nicaragua y Costa Rica, que estaban enfrentados por el supuesto apoyo que el grupo antisandinista Alianza Democrática Revolucionaria recibe en Costa Rica, suspendieron hostilidades y pidieron la intervención de Contadora para resolver pacíficamente sus diferencias.

		En Estados Unidos, la Cámara de Representantes aprobó por unanimidad, el 8 de mayo, una resolución de apoyo a los acuerdos que resulten de las gestiones de paz del Grupo Contadora. Pero las declaraciones eran insuficientes para considerar que habría un cambio. La capacidad de Contadora para lograr resultados concretos seguirá preocupándome.

		Mis dudas sobre su viabilidad crecieron al notar un decaimiento en el ánimo de los presidentes de Colombia y Venezuela. Para ellos, la autoridad moral de Contadora peligra en tanto los sandinistas continúen ayudando a la guerrilla salvadoreña. De hecho, Venezuela comenzó a comportarse de manera escurridiza y Panamá, que es un país inestable, puede variar de posición repentinamente. Así que la unidad misma del grupo se puede romper.

		De acabarse las gestiones de Contadora, México seguiría sosteniendo sus principios de política internacional. En la práctica, sólo nos quedaría la posibilidad de rasgarnos las vestiduras frente a la violación del principio de no intervención. Hasta ahora, Contadora ha servido a México, pues le ha permitido compartir sus posturas internacionales, y ha logrado aplazar el riesgo de una guerra regional en América Central.

		Contadora ha servido también para entablar un mecanismo de diálogo entre países que antes no se hablaban y ha precisado un esquema de pacificación. Además, está trabajando en diversos grupos técnicos para proponer fórmulas normativas, proyectos de acuerdos, de convenios y de tratados para lograr la paz y, sobre ella, un esfuerzo de cooperación para el desarrollo económico y social de los pueblos de América Central.

		De cualquier forma, el 4 de mayo, cuando vino el enviado especial de los Estados Unidos para Centroamérica, Harry Shlaudeman, le transmití mis dudas sobre el proceso, y le hice ver que estaba revisando a fondo la oportunidad de Contadora. Comenté que si no se podía lograr un avance razonable en la pacificación del área, tal vez lo mejor sería suspender sus actividades.

		Shlaudeman se limitó a tomar nota y reiteró que los Estados Unidos apoyaban la moción de paz propuesta por el Grupo y que su función, en concreto, consistía en apoyarla para que tuviera éxito. Sin embargo, en esa misma entrevista, me entregó una carta del presidente Reagan en la que imputaba a los sandinistas todos los problemas de Centroamérica.

		A Nicaragua, Cuba y la Unión Soviética también les dije, con todas sus palabras, que Contadora estaba perdiendo razón de ser. Finalmente, filtré la idea en las entrevistas de prensa que concedí antes de viajar a Canadá y los Estados Unidos.

		La verdad es que por esos días sentí que nos encontrábamos en un callejón sin salida. Mi información directa de lo que realmente está ocurriendo en Centroamérica es insuficiente. Me informan los embajadores militares que tenemos en Guatemala y Honduras, así como nuestros agregados militares en Guatemala, Costa Rica y Panamá. Naturalmente, los militares son pronorteamericanos y anticomunistas. Por ello, pondero su información con la que me entrega Relaciones Exteriores, que usualmente tiene un matiz antinorteamericano.

		Sin embargo, saber lo que realmente ocurre es casi imposible, pues los nicaragüenses me aseguran que sus relaciones con los guerrilleros salvadoreños se han atenuado, en tanto que los Estados Unidos afirman que han aumentado, y que los nicaragüenses avisan por radio a los rebeldes salvadoreños lo que va a ocurrir, y les brindan apoyo de todo tipo.

		En mi opinión, los nicaragüenses continúan apoyando a los guerrilleros salvadoreños, pero en menor escala. Además, creo que guardan esta acción como la última carta de negociación con los Estados Unidos. Por otro lado, creo que Cuba sigue apoyando, por todos los medios posibles, la expansión de la guerrilla comunista.

		Ahora bien, hay quienes opinan, como los norteamericanos, que lo que hay que hacer es golpear en definitiva a los sandinistas, para evitar que se siga extendiendo la guerrilla comunista en Centroamérica. Otros, como yo, pensamos que acabar con los sandinistas sólo serviría para dispersar a los guerrilleros por todo el continente americano, aumentando así las posibilidades de conflicto en otros países.

		Lo que sí debe quedar claro es que para que haya un arreglo serio, los compromisos tienen que ser serios. Mi apoyo al gobierno sandinista se basa en la suposición de que éste dejaría de molestar a sus vecinos. Si esto no es así, el problema no tiene solución.

		Por ello, yo creo que la solución depende de una negociación política entre Estados Unidos y Nicaragua, lo que no es fácil, pues en ambos países hay elementos muy radicales.

		Así que Contadora está en el peor de los mundos: no tiene facultad de decisión ni atribuciones jurisdiccionales, solamente es una instancia conciliadora, y conciliar tiene sus límites, sobre todo cuando las partes involucradas no tienen voluntad de arreglarse.

		Decidí planteárselo así a Reagan, haciéndole ver que si los norteamericanos no toman acciones efectivas, es mejor suspender lo de Contadora. Llegué a esta conclusión, pues estoy consciente de que si Contadora no logra algo específico, algunos pueden llegar a acusarnos de sólo haber servido de parapeto a las acciones norteamericanas, mientras otros podrán pensar que nos prestamos para encubrir las acciones nicaragüenses.

		

	
		

		Guatemala: ataques a refugiados

		

		El 30 de abril, 200 soldados guatemaltecos penetraron en territorio mexicano y atacaron el campamento El Chupadero, ubicado en Chiapas, seis kilómetros al norte de la frontera. Según el parte médico, cuatro hombres, una mujer embarazada y un niño de seis años fueron torturados y asesinados.

		La afluencia de refugiados guatemaltecos a México se inició en 1980, cuando el presidente Romeo Lucas García desató una campaña para acabar con la guerrilla radicada en las montañas de Huehuetenango y el Quiché. La acción militar ha incluido el asesinato de aquellos campesinos a quienes considera sospechosos de apoyar a los rebeldes. Muchos sobrevivientes cruzan la frontera mexicana para escapar de la agresión. Actualmente existen poco más de 40 000 asilados en campamentos establecidos por el gobierno mexicano. Sin embargo, debe haber muchos más dispersos por el sureste.

		El gobierno guatemalteco siempre ha visto con desconfianza nuestro apoyo a los refugiados y sostiene, aunque se le ha probado lo contrario, que quienes se albergan en los campamentos son, en su mayoría, guerrilleros. Por ello, en el curso de los últimos años, las tropas guatemaltecas han cruzado en varias ocasiones la frontera mexicana para matar o secuestrar a los refugiados.

		El 2 de mayo, la Secretaría de Relaciones Exteriores presentó una enérgica protesta ante la Cancillería de Guatemala y responsabilizó a ese gobierno por la reciente incursión de hombres armados en nuestro territorio. El gobierno de Guatemala respondió que el incidente fue provocado por los guerrilleros y responsabilizó al gobierno de México por la seguridad de aquéllos a quienes brinda refugio.

		Nuestra respuesta, como lo anunció Manuel Bartlett el 9 de mayo, consistió en proponer el traslado de los refugiados de Chiapas a Campeche, esto es, en alejarlos de la frontera para evitar que sean agredidos violentamente. Esto reduce su movilidad, e inevitablemente coarta la posibilidad de que regresen a Guatemala.

		Esta decisión, que me propusieron conjuntamente Gobernación, Defensa y Relaciones Exteriores, fue negociada con la ONU y con Guatemala. Sin embargo, su aplicación, iniciada el 29 de mayo, ha sido obstaculizada por los mismos refugiados quienes, ante la inminencia de su reubicación, se han dispersado por la selva chiapaneca. Su resistencia ha encontrado apoyo en el PSUM y en la Iglesia católica.

		La actitud de los refugiados obedece a que son gente muy apegada a su tierra. Si están fuera de ella es porque temen por su vida. La mayoría son indios monolingües que no hablan español.

		La presión migratoria en nuestra frontera sur puede agravarse, pues no veo ninguna salida de corto plazo a la pésima situación política que vive Guatemala. El arribo de refugiados es un problema con el que tendremos que aprender a vivir, ya que no tenemos forma de impedir la migración. ¿Cómo, si los Estados Unidos no pueden controlar su frontera sur, vamos nosotros a poder con los centroamericanos? No tenemos policía y apenas estamos construyendo una carretera fronteriza. Además, no creo que sea positivo llenar de militares la zona.

		El flujo de refugiados guatemaltecos debe servirnos como recordatorio constante de que no podemos permanecer indiferentes ante la violencia y la inestabilidad que cunden en Centroamérica.

		

	
		

		Mayo de 1984

		

	
		

		Día del Trabajo: bombazos contra Palacio Nacional

		

		EL TRADICIONAL DESFILE DEL DÍA DEL TRABAJO duró más de cinco horas. Marcharon entre un millón y un millón doscientos mil trabajadores. Fue, en términos generales, un desfile ordenado. El movimiento obrero organizado manifestó, de manera respetuosa, su protesta por las repercusiones de la situación económica prevaleciente. No tuvo tono de protesta política; fue una protesta contra la carestía y una demanda de mejoras salariales.

		Este desfile no tuvo la violencia física entre los trabajadores que caracterizó al del año pasado, cuando se batieron a palos los maestros, dejando un saldo considerable de lesionados. Ahora el ambiente estaba menos tenso, pues no existía la presión de unas negociaciones salariales en marcha ni la voluntad política de grupos opositores para organizar una acción coordinada de los trabajadores universitarios, los nucleares y la parte disidente del magisterio contra la política económica del gobierno.

		A pesar de que no hubo enfrentamiento entre los trabajadores, lo que desgraciadamente caracterizó al desfile fueron los incidentes violentos provocados por pequeños grupos de agitadores, especialmente las dos bombas molotov y la bomba de humo lanzadas contra Palacio Nacional. Una de las bombas incendiarias entró en un balcón donde se encontraban varios invitados, y le provocó quemaduras de alguna envergadura a Alejandro Carrillo Castro, director general del ISSSTE. Las otras bombas se estrellaron contra la fachada del edificio, sin ocasionar daños personales.

		Estos hechos fueron provocados por grupos que no excedían las 10 000 personas, dispersos en tres o cuatro lotes. Estaban compuestos por jóvenes de aproximadamente 20 años, pertenecientes a la clase media estudiantil y organizados por la Asamblea Nacional Obrero Campesino Popular, en la que participan el PSUM, el PRT y otros partidos no registrados, que reclutan sus clientelas fundamentalmente en las preparatorias populares.

		Estos actos de violencia causaron irritación e indignación entre la mayoría de los trabajadores. Sus líderes inmediatamente manifestaron inconformidad por el hecho de que se les hubiera permitido participar. Señalaron como inaceptable que grupos ajenos a los trabajadores hubiesen utilizado su movilización para dimensionar su presencia, opacando la importancia y el sentido de un desfile masivo de los trabajadores.

		Al respecto, cabe reconocer que a mí me consultaron si debía o no permitirse el acceso de dichos grupos al desfile, pues como éste lo organiza el Congreso del Trabajo en coordinación con el gobierno, nos es fácil saber lo que va a ocurrir. Decidí que los dejaran entrar, porque ya sabía que iba a ser un desfile de protesta y no consideré conveniente impedir las expresiones de descontento.

		Además, temí que se diera una confrontación violenta en los puntos donde se les cerrara el paso, o bien que se organizara un desfile alternativo. Creí, en fin, que iba a ser un desfile parecido al del año anterior.

		Todo hace pensar que para el próximo desfile del primero de mayo tendremos que reconsiderar las medidas de seguridad. Habrá que ver si se le impide el paso a esta gente o si conviene infiltrar dichas fuerzas con grupos policiacos. El peligro está en que esos grupos extremistas podrían provocar la violencia entre los trabajadores, agresiones a quienes se encuentran en Palacio Nacional o bien una reacción excesiva de las fuerzas del orden público.

		Fuera de los incidentes mencionados, la protesta de los trabajadores se confinó a la exposición de mantas y a gritos. La mayoría tenía por objeto patentizar las dificultades económicas de la clase trabajadora. Sin embargo, la CTM filtró algunas más agresivas referidas a la inflación, al abuso de los comerciantes o a la ineficiencia en el control de los precios. La protesta subió de tono entre algunos grupos del movimiento obrero, entre los partidos de izquierda y entre ciertas secciones disidentes de la FSTSE, como las de la Secretaría de Agricultura y la Secretaría de Pesca.

		Ahora bien, las mantas son mensajes de los líderes. Ellos son quienes las elaboran y quienes deciden lo que tiene que ir inscrito en ellas. Su agresividad responde al temor de los líderes de ser rebasados por sus bases. Por ello, se afanan en presentar ante los trabajadores una posición de vanguardia, aunque sepan que hay situaciones a las que el gobierno no puede responder.

		De cualquier forma, las mantas y los gritos sí transmiten un mensaje y constituyen una presión para el Presidente de la República, pues le hacen sentir la fuerza de su protesta. Esto es cierto, aunque sepa que los dirigentes obreros están dispuestos a realizar negociaciones específicas.

		Por otro lado, el desfile cumple varias funciones: sirve de desahogo a los trabajadores que manifiestan abiertamente su descontento; permite a los líderes demostrar su capacidad de movilización, y da la oportunidad al gobierno para hacer gala de su respeto a la libertad de expresión.

		Finalmente, parece que el desfile libera un sentimiento de sadismo al imponer al Presidente de la República la obligación de presenciarlo durante más de cinco horas y resistir los insultos, por molestos que éstos sean. El desfile significa el costo que el sistema impone al Presidente. Por ello, hay que evitar que cada año sea más largo, aunque cada vez haya más trabajadores. De otra manera, su desarrollo puede ser exponencial.

		El estado de ánimo de los trabajadores, como el de muchos otros grupos sociales, es de irritación. Están adoloridos y quisieran que el gobierno resolviera mágicamente los problemas. Se resisten a aceptar la realidad. Sus líderes evaden las discusiones de tipo económico, pues no tienen respuesta ante los argumentos que les damos para explicar nuestras medidas. Ellos quisieran que aumentáramos los salarios sin que ello repercutiera en la inflación. Al carecer de otros argumentos, culpan de la situación a los comerciantes.

		Ésa es su lucha; la nuestra consiste en reducir la inflación, pero sin permitir que se agrave la recesión económica. Tenemos que continuar gastando y tenemos que permitir que suban los precios, aunque ello irrite a los trabajadores.

		El desfile me dejó con un sentimiento de preocupación, no por la situación del movimiento obrero organizado —que me es conocida—, sino por la impresión que me causó la existencia de grupos encolerizados, dementes, enajenados. Quienes causaron los incidentes violentos en el desfile fueron jóvenes agresivos, en su mayoría, a juzgar por su forma de vestir, de clase media. Había entre ellos una buena rociada de “güeritos” y también de refugiados centroamericanos.

		Estos jóvenes tenían una gran organización, como lo demostró su capacidad para infiltrarse y ubicarse donde quisieron. La forma rítmica en que movían los brazos para protestar daba un poco la idea de una tabla gimnástica. Las leyendas y los gritos estaban perfectamente preparados. Su agresividad estaba exaltada pues, según me dicen, antes del desfile se repartieron alcohol y drogas. En cuanto a la bomba que cayó en el balcón, ésta salió de atrás de una manta, lo que hace pensar que estaba bien previsto lo que hicieron.

		Estos grupos representan fenómenos patológicos de la sociedad. En toda sociedad hay grupos de esta naturaleza; lo que importa es la capacidad para enfrentarlos y manejarlos. En las circunstancias por las que atravesamos, me preocupa que se conviertan en detonadores de una violencia latente. No cabe duda de que existe el riesgo de que se produzcan movimientos espontáneos de grupos desesperados ante las dificultades del momento, y que surja la necesidad de reprimirlos, lo que puede representar la chispa que prenda un gran fuego.

		Por otro lado, la actitud de las fuerzas de seguridad, que tuvieron que resistir la abundante provocación, es de molestia, de coraje y de miedo ante lo ocurrido. Saben que son minoritarias y que si se les pierde el respeto, están perdidas. El hecho de que se insulte al Presidente de la República, hasta llegar a las mentadas de madre, ofende a los líderes obreros y a las fuerzas de seguridad.

		Los incidentes violentos no pudieron soslayarse. Como allí estaba toda la prensa nacional, el asunto fue noticia en los periódicos. La reacción inmediata de los partidos políticos fue de repudio a los actos violentos ocurridos durante el desfile. Todos negaron su participación en lo ocurrido, y yo les doy el beneficio de la duda, porque pude ver cómo los líderes estaban tratando de controlar a la gente que se desbocaba. En fin, hay que reconocer que en ese tipo de actos es fácil que haya quienes se salgan de control.

		De cualquier forma, nosotros decidimos capitalizar el incidente, sin dejar de ubicarlo en el contexto de una marcha ordenada de nueve millones de trabajadores en toda la República. De hecho, los editoriales de los días siguientes destacaron la cordura del gobierno al resistir la provocación y prepararon el ambiente para que pudiéramos capturar a los culpables.

		Por otro lado, al asistir el miércoles 2 de mayo a la inauguración de los trabajos de la XXIII Convención General Ordinaria del Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Similares de la República Mexicana, y escuchar los discursos de apoyo del secretario general del sindicato, Napoleón Gómez Sada, y del presidente de la Convención Minera, Benito Ortiz, sentí la necesidad de darles una respuesta satisfactoria. Además, para ese momento yo sabía que horas antes los líderes del Congreso del Trabajo, Fidel Velázquez y el capitán Homero Flores, habían presentado en Gobernación una protesta por lo ocurrido el día anterior.

		Así que teniendo a Farell a mi izquierda y estando don Fidel a la izquierda de éste, le dije al secretario del Trabajo que yo creía que era necesaria una declaración enérgica contra la violencia. Farell se lo comentó a don Fidel y éste asintió con la cabeza en forma decisiva.

		Contesté a las palabras de los líderes obreros señalando que era motivo de orgullo para todos la actuación del movimiento obrero organizado el día anterior. Destaqué que trataron de empañar el desfile grupos minúsculos de agitadores, infortunadamente en su mayoría reclutados entre jóvenes estudiantes, en un marco de maniobras de agitación, en el que reconocemos injerencia extranjera. Mencioné esto porque sé que en la Asamblea Nacional Obrero Campesino Popular participan simpatizantes de los cubanos, de los soviéticos y de otros grupos socialistas.

		Yo creo que también hubo algo de parte de los norteamericanos. Esto último puede explicarse si se piensa que a ellos, en cierta medida, les conviene que haya inquietud, que el gobierno se sienta presionado y débil. Un gobierno acosado hace más fácil para ellos negociar desde una posición más favorable a sus intereses. No creo que esto estuviera relacionado con mi próximo viaje a Estados Unidos, sino que es una actitud sistemática, que en mi opinión es un tanto demencial.

		Desde tiempo atrás se ha hablado de ligas entre los trotskistas y la CIA. La participación de la CIA en este sentido tendría por objeto dividir a la izquierda, pues en la medida en que los trotskistas capten más simpatías, disminuyen las de grupos más fuertes de izquierda, como lo es entre nosotros el PSUM.

		Sentí necesario hacer declaraciones fuertes, porque tengo que cuidar que lo ocurrido el primero de mayo no me desprestigie. No puedo permitir que las fuerzas de seguridad y los trabajadores organizados me pierdan el respeto o me consideren un blandengue. Hablé de la injerencia extranjera para dramatizar el asunto y preparar a la opinión pública por si hubiera necesidad de reprimir a esos grupos de agitadores.

		El ambiente está listo para que una chispa lo prenda. El desánimo que parece invadir a tanta gente puede tornarse violento, desesperado. Si logramos evitar esto y empieza a caminar la economía, el desánimo irá pasando. Así que por el momento lo que hay que hacer es evitar la violencia.

		Todo esto condujo a que el 5 de mayo fueran aprehendidos los principales activistas de la Preparatoria Popular de Tacuba. El plantel fue tomado por los granaderos al día siguiente. Cuatro días después ya se conocía la identidad de quien había lanzado la bomba.

		El 23 de mayo la SEP y la UNAM anunciaron el cierre definitivo de dicho plantel, dando oportunidad a los alumnos con la documentación escolar necesaria de incorporarse a otras escuelas de los sistemas de educación media superior. Todo ello ocurrió sin ninguna protesta social de consideración y más bien con el beneplácito de la mayoría de la población.

		

	
		

		Viaje a Canadá y Estados Unidos. Centroamérica y deuda latinoamericana

		

		La coyuntura y el desarrollo de mi viaje a América Latina crearon la oportunidad para mi viaje a Canadá y Estados Unidos. Concretamente, el presidente Reagan me invitó a visitar su país cuando me habló por teléfono a Venezuela para felicitarme por la promoción que México organizó para evitar que Argentina faltara a sus compromisos financieros internacionales. Esto ocurrió el 6 de abril.

		El viaje a América del Norte debe ser visto como parte de un proceso que se inició cuando decidí visitar Colombia, Brasil, Argentina, Venezuela y Panamá. El viaje fortaleció mi conciencia latinoamericana. La intensificación del conflicto centroamericano que resultó del minado de puertos nicaragüenses realizado por los “contras”, el agravamiento de la situación financiera de los países deudores como consecuencia del alza en las tasas de interés norteamericanas y este viaje crearon un contexto particularmente sensible, en el que resultaba determinante mostrar consistencia entre lo dicho en América del Sur y lo que habría de expresar en Estados Unidos y en Canadá.

		La destacada importancia que en nuestras relaciones exteriores tienen los Estados Unidos se explica si recordamos que compartimos con ellos una frontera de 3 000 kilómetros, en la que se registra diariamente el cruce de dos millones de personas; que con ese país sostenemos dos tercios de nuestro comercio exterior; que de él viene 80% de la inversión extranjera directa; que los bancos norteamericanos son acreedores de la mayor parte de nuestra deuda, y que la influencia cultural entre ambos países es sumamente intensa.

		La importancia que para nosotros tiene Canadá estriba en que su potencialidad económica brinda la oportunidad de ampliar nuestro comercio exterior, así como en el apoyo que esa nación da a nuestra política exterior.

		El viaje a Canadá se arregló a fin de dar la imagen de un recorrido continental, y se utilizó como preámbulo a mi visita a Estados Unidos. Se planteó como un viaje sin problemas, ya que existe simpatía natural entre los dos países y nuestras relaciones comerciales son buenas, aunque en los últimos dos años el intercambio ha disminuido de 1 000 a 500 millones de dólares.

		El viaje a los Estados Unidos, en cambio, requirió ser pensado y planeado con todo cuidado, pues el ambiente en que se realizara afectaría el proceso de todas las negociaciones que sostenemos con ese país.

		La construcción de un ambiente adecuado resultaba difícil, pues aparte de los múltiples asuntos bilaterales concretos, tales como los problemas de migración, de comercio o de financiamiento, yo deseaba tratar, con el vigor que en mi opinión exigía, el problema de la deuda latinoamericana. Sabía, por otro lado, que el presidente Reagan daría gran importancia al tema centroamericano. Mantener una postura firme y digna, pero sin caer en la agresividad, era mi meta. En principio, había que evitar que nuestra disidencia sobre el conflicto centroamericano impidiera el desarrollo de un clima de cordialidad.

		Con la decisión de hablar con franqueza y claridad, partí a Canadá el día 6 de mayo por la tarde. En mi primer discurso traté el tema del armamentismo. Lo hice porque México y Canadá siempre han compartido una posición crítica ante este problema real y, sobre todo, porque me permitía orientar desde otro ángulo mi crítica a la política de gasto norteamericana. No cabe duda que los Estados Unidos han tenido que incurrir en un enorme déficit fiscal para sostener el costo de un armamentismo creciente, lo que afecta las tasas de interés bancarias, que a su vez repercuten sobre los países deudores.

		El armamentismo es un tema central en la política norteamericana y un área muy sensible desde que, en noviembre pasado, la URSS suspendió indefinidamente las conversaciones sobre la limitación de proyectiles nucleares. Por lo mismo, había que subrayar que, además del peligro de una guerra generalizada, el armamentismo norteamericano obstaculiza la recuperación económica de América Latina. Enfaticé que cada día la crisis consume expectativas vitales en los pueblos en desarrollo, por lo que era urgente eliminar los obstáculos a la negociación económica internacional. De esta forma relacioné temas, haciendo mis intervenciones congruentes con lo expresado en América del Sur.

		En Canadá expresé con fuerza mi preocupación por la situación económica latinoamericana. Me llevó a ello la tendencia al alza en las tasas de interés internacionales, que en los últimos dos meses habían registrado tres cambios que sumaron punto y medio, así como la angustia que al respecto percibí en los países latinoamericanos que visité.

		Lo que hice fue señalar que el costo del servicio de la deuda se había convertido en un problema crítico para los países latinoamericanos, y que su solución no se hallaba sólo en medidas financieras, sino también en medidas comerciales que nos permitieran regenerar nuestra capacidad de pago.

		Por otro lado, mi tratamiento del problema centroamericano sorprendió a muchos, pues externé las dudas que al respecto abrigaba. Hablé de la falta de voluntad política de las partes involucradas y mencioné directamente a Washington y a Managua. Sepúlveda, por su parte, se mostró pesimista sobre las perspectivas inmediatas de paz en el área y señaló que, en su opinión, no tenía sentido que Contadora continuara negociando sobre conceptos abstractos.

		Cuando hablé con Trudeau sobre el tema, me manifestó su gran preocupación al respecto, que por cierto es real, como lo demuestra el hecho de que Canadá haya aumentado su ayuda económica a Centroamérica. Yo, por mi parte, di mi punto de vista. Le dije que lo que ocurría en Centroamérica era importante para ellos, pues indiscutiblemente repercutiría en el desarrollo del Caribe, donde se encuentran las antiguas colonias inglesas, en las que ellos tienen responsabilidad y ascendiente. El aumento de la influencia de Estados Unidos en Centroamérica significa, en el corto plazo, un aumento de la influencia de ese país sobre el área del Caribe, en detrimento de la de los demás.

		Trudeau se mostró muy pesimista respecto al futuro, tal vez porque dejaba el poder en menos de un mes. De cualquier forma, sostuvo que, en su opinión, no habrá cambio en la política exterior de Reagan, la cual seguirá siendo dura y anticomunista, porque le está dando una imagen de eficiencia y fortaleza ante la opinión pública norteamericana. Reagan busca su reelección y continuará por el camino que a su juicio lo llevará al triunfo.

		Ello hace imposible, según Trudeau, influir sobre la política norteamericana en Centroamérica, e impide que se reinicien las pláticas sobre desarme o que se dé la posibilidad de un diálogo Norte-Sur en el terreno económico.

		Trudeau piensa que sólo después de las elecciones presidenciales norteamericanas de noviembre próximo, en las que seguramente ganará Reagan, podrá éste reconsiderar su política exterior. Aun esto dependerá del resultado de su campaña y de la votación. Es claro que esta opinión parte del supuesto de que el gobierno norteamericano sólo modifica sus posturas como resultado de una presión interna y nunca como respuesta ante una presión internacional.

		Mi gira a Canadá terminó el 8 de mayo y el 14 de ese mismo mes partí para Washington, donde permanecí hasta el día 17. Mi visita oficial a Estados Unidos transcurrió en un ambiente de tensión. Resultaba difícil saber qué manejo le pensaba dar el presidente Reagan, quien necesariamente supeditaba todas sus acciones al desarrollo de su campaña electoral.

		Antes de partir, el Departamento de Estado nos había hecho saber que no consideraba conveniente que hubiera un comunicado conjunto, por lo que yo ya sabía que sólo iba a tener dos discursos de fondo: al recibir la bienvenida, que representaría mi único foro ante el Poder Ejecutivo, y el que había de pronunciar ante el Congreso. Lo demás serían brindis de carácter social. También habíamos acordado, antes del viaje, que todos los discursos utilizarían un lenguaje moderado.

		Por ello me sorprendió que en medio de la ceremonia de bienvenida, en la que se cuidó mucho la forma y se logró una escenificación espectacular en la que los soldados suben y bajan banderas o caminan mientras toca la banda, el presidente Reagan, que no pudo resistir la tentación, haya abordado en forma agresiva el tema centroamericano. Su argumento fue el de siempre: “Lo que complica la situación [centroamericana] y la hace aún más peligrosa es la intervención de una coalición totalitaria que ha socavado lo que habíamos esperado que fuera una revolución democrática. Estos totalitarios han estado echando gasolina en el incendio al mandar cantidades masivas de armamentos a Centroamérica y al alentar la tiranía y la agresión”.

		Lo grave fue que después añadió: “Los gobiernos responsables de este hemisferio no pueden darse el lujo de cerrar los ojos ante lo que está ocurriendo”, para finalmente amenazarnos al decir: “Como adversarios [Estados Unidos y México], nuestros horizontes serían limitados; como amigos… nos espera un universo de oportunidades”.

		Cuando Reagan terminó de leer su discurso me pregunté qué debía yo hacer. Mi discurso tenía un lenguaje moderado, por lo que mientras subía al podio pensaba que tal vez sería necesario improvisar sobre la marcha para reforzar lo que llevaba escrito. Sin embargo, mientras lo fui leyendo me di cuenta de que mi discurso contenía con claridad nuestros puntos de vista.

		Así, mientras Reagan utilizó un lenguaje innecesariamente duro, el mío fue diplomático. Hablé del derecho internacional, de la autodeterminación de los pueblos, de la no intervención, de la igualdad jurídica de los estados, de la solución pacífica de las controversias y de la cooperación internacional para el desarrollo. Sin embargo, a nadie habrá escapado que tras la jerga diplomática había una crítica de fondo a la política norteamericana en Centroamérica.

		En el Departamento de Estado quedó la sensación de que el tono del discurso de Reagan había sido inadecuado, llegando al extremo de aclararnos que ellos no habían incluido determinados párrafos. De manera que fueron los asesores personales de Reagan, o el Presidente mismo, quienes los añadieron. En fin, tal parece que cuidaron mucho la forma de la ceremonia de bienvenida, pero no el fondo.

		Por mi parte, en todo momento insistí en que Contadora es la única opción viable para resolver el conflicto centroamericano, pero aclaré también que su viabilidad es responsabilidad de todas las partes. Sin embargo, en mis intervenciones públicas di mayor peso al problema económico de Latinoamérica.

		Tanto en mi discurso ante el Ejecutivo como en el que di ante el Congreso, enfaticé que el esfuerzo que el pueblo mexicano está realizando para superar su crisis económica requiere la comprensión y la cooperación en el campo del comercio y de las finanzas, a fin de evitar que las condiciones internacionales frustren la acción interna. Señalé que el punto crítico es el servicio de la deuda externa y el alto y creciente nivel de las tasas de interés. Reiteré el enfoque de que el costo del dinero es sólo un factor de corto plazo, por lo que la solución más amplia y de fondo es la regeneración de nuestra capacidad de pago mediante las exportaciones.

		El momento de mayor fuerza incisiva de mis intervenciones públicas fue cuando ante el Congreso, pregunté: “¿Cómo explicarnos que a los países en desarrollo se nos exija reducir el gasto público, cuando otros hacen de un déficit creciente la palanca esencial de su recuperación? ¿Cómo aceptar que el aumento unilateral de las tasas de interés haga nugatorio un severo esfuerzo de ajuste económico con abatimiento del bienestar? ¿Cómo se justifica que, en la interdependencia, unos cuantos disfruten de la prosperidad mientras otros, la mayoría, padecen limitaciones y sacrificios?”.

		Cuando hablé con Reagan y Shultz, les dije que el problema centroamericano está distrayendo su atención sobre una crisis que es mucho más grave, pues afecta a toda América Latina. Creo que están obsesionados con un problema que en el fondo tiene solución y pretenden ignorar, en cambio, el destino de 250 millones de personas. Por ello, me esforcé en hacerles ver la posibilidad dramática de la quiebra económica de Bolivia o Perú.

		La fortaleza con que hablé es resultado de la angustia que al respecto percibí en los gobiernos suramericanos. En todos lados hay preocupación por el tema, pero sobre todo en Argentina, que actualmente está presionando lo más que puede, llegando incluso a alardear sobre la suspensión del pago de su deuda.

		Respecto a las conversaciones privadas entre Reagan y yo, él sugirió que nosotros nos dedicáramos a hablar sobre Centroamérica y que nuestros colaboradores trataran los asuntos bilaterales. En el Salón Oval hablamos con claridad, en ese tono informal que le gusta a Reagan, en el que él me dice “Migüel” y yo le digo “Ron”.

		La conclusión fue que él se manifestó dispuesto a sostener un diálogo bilateral entre Estados Unidos y Nicaragua. Cuando llegamos a ese punto, señalé que no pensaba conveniente que entráramos en detalles, que eso lo podría tratar después con Shultz, porque tengo entendido que la clave con Reagan es nunca hablar de detalles, pues no le interesan. Sólo habiendo terminado el tema de Centroamérica pude abordar la problemática latinoamericana.

		Al término de nuestra conversación, nos reunimos con nuestros delegados. Shultz estaba tratando el convenio comercial y dijo que se había avanzado mucho en cuanto a la posibilidad de que Estados Unidos otorgara a México la prueba del daño. Al respecto, me informaron que desde el punto de vista del Ejecutivo estaban dispuestos a firmar, pero que había un problema con la industria farmacéutica, lo que seguramente haría que el acuerdo fuera obstaculizado por el Congreso norteamericano. Esto es posible, pues siendo ése un momento crítico en la campaña electoral, cualquier ruidito que puedan hacer los grupos privados pone nerviosos a los colaboradores de Reagan.

		Sin embargo, también es posible suponer que hayan hecho ese planteamiento para ver si me podían sacar alguna concesión. Enfrenté tal posibilidad diciendo que era una lástima que no saliera ningún acuerdo de esta visita, pues seguramente el pueblo de México estaba esperando que yo regresara con algo concreto. Aclaré que, pese a ello, no me parecía adecuado que se tratara de aprovechar mi visita para precipitar un arreglo sobre el problema de la industria farmacéutica. Después de que hablé se hizo un gran silencio.

		Lo que caracterizó mis conversaciones con los norteamericanos fue la franqueza. Ésta se dio sin rispideces, aunque debo reconocer que sí causó sorpresa. Posiblemente no esperaban un diálogo tan abierto. El resultado, sin embargo, fue positivo. A Contadora le veo nuevas posibilidades. La idea de suspender sus gestiones preocupó mucho a Shultz y provocó reacciones emotivas en el Senado, particularmente del senador Christopher Doddi, quien enfáticamente pidió que no se interrumpieran. El entendido, como ya señalé, fue que se harán nuevos intentos de pláticas, más a fondo, entre los norteamericanos y los nicaragüenses.

		Esto, en el fondo, no es sorprendente, pues para los norteamericanos, desde el punto de vista práctico, es malo que se suspenda la gestión de Contadora, ya que los deja solos con el problema. Además, acabar con Contadora crearía una opinión internacional en su contra, lo que tendría un costo para su prestigio. Mi respuesta consistió en decir que esperaría un plazo razonable.

		En cuanto a los convenios financieros, Shultz me dijo que los Estados Unidos deseaban colaborar con México, por lo que aproveché para decirle que yo sentía necesario que empezáramos a hablar de la reestructuración de la deuda relativa al periodo 1984-1988, evitándonos la necesidad de hacer arreglos cada año. Shultz se mostró dispuesto.

		El viaje fue exitoso a pesar de que se dio en un clima de gran dificultad y de que, como después me lo reconoció el ex presidente Echeverría, hablé con más claridad frente a los norteamericanos de lo que hasta ahora se había hecho. Sin embargo, hubo un incidente al que se le dio una dimensión desmesurada y que empañó la visión que en México se tuvo de mi viaje: los artículos periodísticos de Jack Anderson, publicados por The Washington Post. En ellos, el autor asevera que, de acuerdo con la costumbre mexicana de que los presidentes se enriquezcan deshonestamente, yo he transferido, según informes de la CIA, cantidades espectaculares de dinero a cuentas en Suiza.

		Esta calumnia acaparó la atención del público mexicano. La Secretaría de Gobernación trató de evitarlo induciendo a los periódicos mexicanos a no publicarla durante mi visita. Esta decisión fue ampliamente criticada después, al señalarse que tratar de ocultar el asunto sólo lo magnificó. Es difícil saber lo que hubiera sucedido si Gobernación no interviene, pero yo creo que el efecto hubiera sido todavía peor. En fin, el hecho es que causó un sinnúmero de especulaciones.

		La mayoría de los periodistas apuntaron que tal calumnia sólo podía entenderse como parte de una estrategia norteamericana para hacer más vulnerable la voz de México. Lo triste es que en mucha gente sembró la duda sobre mi honestidad, situación por otro lado explicable si uno considera casos notorios de nuestro pasado reciente. Sea como fuere, el daño a mi prestigio fue considerable.

		En un desayuno con la directora de The Washington Post, Katharine Graham, le expresé mi malestar por la calumnia de Jack Anderson. Para aclarar mi posición, le dirigí una carta, que publicó.

		Además, le pedí a nuestro embajador en los Estados Unidos, Jorge Espinosa de los Reyes, que presentara una protesta diplomática ante el Departamento de Estado, y yo mismo me quejé de esta situación con el presidente Reagan y con el secretario de Estado, George Shultz. Ambos insistieron en que Anderson era un periodista muy desprestigiado, que incluso los agredía a ellos, por lo que no debía dar demasiado peso al asunto. No obstante, les pedí que contestaran la protesta diplomática enviada. El Departamento de Estado lo hizo, pero en forma tibia. Se limitaron a reconocer mis esfuerzos por implantar en México la renovación moral.

		El episodio me causó tal malestar que consulté con el Procurador General de Justicia, Sergio García Ramírez, si debía o no demandar judicialmente a Jack Anderson. García Ramírez me contestó que, en su opinión, no debía hacerlo, pues implicaría someterme a la jurisdicción norteamericana.

		Mi interpretación del asunto es que algún funcionario norteamericano, que puede ser de tercer o de primer nivel, pensó: “De la Madrid viene en actitud de machito a defender sus tesis sobre Centroamérica; hay que hacerlo entrar en razón”.[1]

		La calumnia de Anderson y el tratamiento noticioso que se hizo en México sobre detalles tan intrascendentes como que fue un subsecretario quien me recibió cuando llegué a Estados Unidos, desorientaron a la opinión pública nacional sobre el significado de mi viaje.

		Tal vez los equívocos al respecto estén reflejando, en el fondo, el antinorteamericanismo del mexicano. La mayor conciencia sobre los problemas de la deuda externa y de nuestra dependencia de Estados Unidos ha revitalizado tal actitud.

		Cuando empecé mi gobierno, no le eché la culpa de lo que ocurría a causas exteriores. Dije que teníamos que resolver nuestros problemas internos para dar respuesta a las dificultades del momento. Sin embargo, durante estos viajes he tenido que poner énfasis en los problemas que nos vienen desde el exterior.

		Reconocemos circunstancias que están fuera de nuestra capacidad de decisión y que igualmente nos afectan. No tenemos más remedio que ajustarnos a las dificultades que de ellas se derivan, porque no hacerlo redundaría en un mayor daño para nosotros. El reconocimiento de esta situación causa frustración y coraje y es entendido por cada cual según sus intereses particulares. Ello influyó, seguramente, en el peso negativo que en el ambiente del momento creó mi viaje a los Estados Unidos. No queda más alternativa que esperar a que se dejen sentir los resultados positivos del viaje, y sus logros sean apreciados en su justo valor.
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		Negociaciones salariales:

		cuestionamiento obrero a la política económica

		

		DURANTE MAYO, SEGÚN LO HABÍAMOS ACORDADO DESDE DICIEMBRE del año anterior, se llevaron a cabo las negociaciones para fijar el monto del segundo aumento al salario mínimo del año.

		Estas negociaciones fueron mucho menos agresivas que las de 1983, pues las centrales obreras no amenazaron con movilizaciones populares como forma de presión. Su petición de aumento era de 40% y, sin embargo, aceptaron el 5 de junio la propuesta oficial de 20.2% de incremento, a cambio del compromiso gubernamental de que, en lo que restara de 1984, bajarían las tarifas telefónicas y se suspendería la elevación progresiva del precio del gas doméstico y de la energía eléctrica.

		Se determinó que el aumento sólo fuera de 20.2% para defender la estrategia de empleo, aun a costa del deterioro salarial, pues sabíamos que con dicho porcentaje seguiría cayendo el poder adquisitivo del salario y, con él, el de la demanda. Sin embargo, se consideró que un aumento salarial modesto era la única forma de mantener la expectativa de control y disminución de la inflación. De haber aumentado más los salarios, hubiese cundido la inseguridad entre la iniciativa privada, dando lugar al aumento del pánico cambiario existente en esos días, lo que hubiese terminado por deteriorar la situación económica.

		La negociación incluyó el estancamiento de ciertas tarifas de los servicios estatales, lo que contraría la política de elevación paulatina de las tarifas del sector público. Sin embargo, analizados los costos, la medida representaba para el Estado un sacrificio económico mucho menor que el de aumentar los sueldos.

		Esta decisión se tomó a pesar de que estábamos conscientes de que nos haría más difícil reiniciar los aumentos a partir de enero. Desgraciadamente, la situación nos obliga a movernos por episodios. Aun así, tuvimos cuidado de que la negociación incluyera el alza a los precios de la tortilla y el pan que dimos a conocer el 6 de junio.

		Curiosamente, Fidel Velázquez no estuvo en México cuando se realizó la negociación; parece que andaba en un congreso obrero en Yugoslavia, al que asiste cada año. Al regresar se inconformó con lo que habían aceptado sus representantes, y señaló que todo había sido un engaño de Farell. La situación llegó a tal extremo que Farell tuvo que mostrarle los documentos firmados por el presidente del Congreso del Trabajo.

		Cerrado este recurso, don Fidel decidió preparar un “Documento de intenciones” que, según él, resumía propuestas para fortalecer el poder adquisitivo del salario. Así, el 14 de junio, los miembros del Congreso del Trabajo entregaron a Farell, para que me lo hiciera llegar, un documento que contenía, en términos descomedidos, un severo cuestionamiento a la política económica, particularmente en lo que toca a gasto público, política salarial y relaciones financieras con el exterior.

		De hecho, el documento calcó las críticas del PSUM y culminó la advertencia al gobierno del peligro de que se afectara la concordia y la convivencia social en el país en caso de que no se actuara de inmediato conforme a su demanda en materia de precios, servicios públicos, producción y abasto de básicos, créditos al consumo, arrendamiento de vivienda, política fiscal y salarios.

		Al leer el documento, decidí responder de inmediato, pues me pareció inaceptable que se hiciera, como forma de presión, una crítica global al manejo de la economía. Quise dejarles claro y de inmediato que “así no nos llevamos”.

		Por ello, al día siguiente, durante la inauguración del XXXI Congreso Nacional de la CROC, señalé con marcado énfasis que el gobierno de la República no aceptaba presiones ni iba a torcer el rumbo por maniobras que quizá en otros tiempos se hubiesen podido justificar. Añadí que no era el momento de flaquear ni de hacer transacciones que aparentemente nos hicieran más populares.

		Esto no fue todo: pedí que se preguntara en forma directa a cada uno de los líderes que habían firmado ese documento, si de verdad estaban de acuerdo con lo que éste decía.

		Las respuestas fueron inmediatas. El periodista Francisco Cárdenas Cruz, quien yo sospecho que tiene comunicación directa con Porfirio Camarena, dedicó su columna política durante dos semanas a tratar de magnificar el enfrentamiento entre el gobierno y los trabajadores. Respecto a mis afirmaciones en la CROC, su respuesta traslució lo que de hecho fue el sentimiento de don Fidel. Preguntó: “¿Por qué el Presidente tuvo que responderle tan súbita como rudamente al sector obrero que es, con mucho, el más golpeado por la crisis, al que más sacrificios le exigen, y que lo único que demanda son acciones gubernamentales inmediatas que eviten un mayor abatimiento en su nivel de vida y en el de las mayorías nacionales?”.

		Mientras la primera reacción en los cuarteles de la CTM fue de sorpresa, los líderes de las otras centrales retiraron su apoyo al documento en cuestión. Ello fue un sainete, pues resultó difícil para los líderes desdecirse de posiciones que habían firmado.

		El 16 de junio el líder de la CROC, Alberto Juárez Blancas, retiró su apoyo al documento por considerar, “en atención a las palabras orientadoras del Presidente… que no son momentos para hacer demandas”. Añadió que el documento engañaba a los obreros y a todo el pueblo de México.

		Las declaraciones de Juárez Blancas iban cargadas de rencor contra don Fidel, por lo que aprovechó para señalar que el movimiento obrero se encontraba fragmentado desde hacía años, y que sería bueno discutir en un foro sobre quién lo estaba dividiendo, quién impulsaba pugnas, quién utilizaba membretes para vender intereses de los trabajadores y quién estaba contra la democracia. En escasas 24 horas, Juárez Blancas planteó la conveniencia de que la CROC se separara del Congreso del Trabajo, y luego se retractó.

		Al día siguiente de las declaraciones de Juárez Blancas, el día 18, Fidel Velázquez amenazó con que el Congreso del Trabajo tendría que determinar su respuesta frente a los pronunciamientos de la CROC, pues consideró que la actitud de esta central debilitaba al movimiento obrero y le hacía el juego al sector empresarial.

		Aprovechó don Fidel para hacerse el desentendido, cuando menos públicamente, de lo que yo había dicho, señalando que mis palabras en la asamblea de la CROC no podían referirse al movimiento obrero, al que yo había reconocido en muchas ocasiones como mi mejor aliado. Un día más tarde, don Fidel se referiría a la CROC como una organización servil y entreguista.

		A la CROC siguió la Confederación Revolucionaria de Trabajadores. El día 18 su líder, Mario Suárez, desconoció y reprobó el “Documento de intenciones”, señalando que “el hecho de haberlo firmado no implica que esté de acuerdo con él”. Explicó que: “No analicé el documento; lo firmé no sé por qué, lo firmé por un acto de disciplina. La verdad es que llegué media hora después, cuando la reunión ya había terminado. Llegué tarde porque no tenía automóvil”.

		La torpeza política de Juárez Blancas y de Suárez contrasta con la destreza de Fidel Velázquez. En medio de las recriminaciones que se lanzaban las distintas centrales obreras, aseguró que la CTM representaba algo más que una alianza con el gobierno, como había afirmado Farell de la CROC. Dijo que la CTM representa al proletariado nacional y representa al decoro frente a otras instituciones, porque no es servil de nadie ni incondicional; es amiga de quienes tienen en sus manos los destinos del país y actúa como tal en la solución de los problemas nacionales sin mengua de su autonomía.

		Por su parte, Juárez Blancas soltó en su oportunidad una frase que seguramente creyó que lo redimía: “No voy a pelear con Fidel. Si él dice que me rajé, él se ha rajado veinte mil veces”.

		La respuesta de las demás organizaciones del Congreso del Trabajo fue de censura, calificando la actitud de la CROC como claudicante. De cualquier forma, tuvo efecto el reproche que significó nuestro acercamiento a diversos líderes. Fidel Velázquez supo que estábamos investigando a las centrales obreras para conocer si había apoyo real al documento y según éstas se le fueron separando, temió quedarse solo.

		Por ello, cuando en Guadalajara, el 19 de junio, encontré el ambiente adecuado para llamar a la concordia a los trabajadores de la CTM y de la CROC, invitándolos a reforzar la alianza del movimiento obrero con el Estado y a mantener y ampliar el diálogo respetuoso de concertación en las medidas que continuaran adoptándose para vencer la crisis, Fidel Velázquez bajó sus lanzas. Ese mismo día, aseveró estar de acuerdo con la tónica propuesta en Guadalajara, pues la alianza entre los obreros y el Estado debe fortalecerse para que la unidad del proletariado sea invulnerable.

		El capítulo se cerró ya sin mayor problema con la respuesta escrita que di al “Documento de intenciones”, explicando con detalle las medidas y esfuerzos que se han realizado para controlar la crisis y los logros que se han obtenido. Asimismo, descarté la necesidad de replantear la estrategia de desarrollo, y afirmé que se mantendría el rumbo fijado. Mi respuesta terminó con el anuncio de que el día 26 de junio, el gabinete económico se reuniría para comentar con los miembros del Congreso del Trabajo las acciones específicas que éstos solicitaban.

		Sobra decir que esa reunión se realizó en el mejor de los ambientes, pues la línea del Congreso del Trabajo era, para esos momentos, de congratulación por la continuación del diálogo entre la clase trabajadora y el Estado.

		Resulta interesante anotar que en una entrevista privada que tuve con don Fidel en esos días, éste me confesó que había sido errónea la forma en que se redactó el “Documento de intenciones”. Me dijo que él no se había fijado en el proemio, que era el que contenía la crítica a la política económica del gobierno.

		Además, me insistió en que nosotros también teníamos que entender que los líderes necesitan un margen de maniobra para criticar, para mover banderas. En el fondo lo que me quiso decir es que no fuéramos tan sentidos, que el documento no significaba nada de fondo. Ellos dicen que su apreciación de la política económica del gobierno es positiva, pero que el deterioro del poder adquisitivo del salario inquieta a la base obrera y que ellos tienen que argumentar a favor de la protección del salario.

		Por otro lado, se quejan de que los empresarios no han cooperado con el gobierno en forma tan intensa como lo han hecho los trabajadores. En fin, toda su argumentación no fue más que una disculpa.

		Hay que entender que el error del que habla don Fidel estuvo en su forma de “tantear” para ver hasta dónde podía llegar. Su actitud consiste en decir “al que no habla, Dios no lo oye”. En el fondo, ellos mismos aceptan que estos episodios forman parte de un juego político. Están acostumbrados a que el gobierno deje pasar sus críticas y ataques, hasta que el desacuerdo acabe por sí mismo.

		El caso es que yo no estoy dispuesto a permitir críticas globales a la política económica, pues ellas significan un enfrentamiento total. No me parece aceptable su forma de negociación, en la que hacen críticas agudas por un lado, y por el otro piden las perlas de la virgen. No estoy dispuesto a aceptar que lleguemos a un arreglo, para que luego lo desconozcan y vuelvan a los empujones.

		Yo creo que la forma en que he reaccionado es útil. Quiero que ellos sepan, cuando menos, que el Presidente tiene la piel delicada, por lo que deben cuidarse de lo que dicen. Les he respondido con seriedad: hice que el gabinete económico se reuniera y les contestara por escrito y de manera amplia.

		Espero que la manera en que he procedido los conduzca, poco a poco, a cambiar el tono y la estrategia de su forma de negociar; en fin, que ésta se modernice. Por el momento, sin embargo, sé que ellos están esperando el próximo round.

		El diálogo real que este episodio significó no dejó un saldo negativo. Sin embargo, existen periodistas pendientes de la oportunidad para fomentar la turbulencia social. Magnificaron la discusión entre el movimiento obrero y el gobierno; hablaron de cisma en el PRI, y señalaron que Farell trataba de sabotear a los obreros organizados. Estos columnistas actúan, en parte, por iniciativa propia y, en parte, porque son voceros de aquello que los líderes no están dispuestos a decir directamente.

		Existe aquí un fenómeno interesante. La figura de Fidel Velázquez no fue reivindicada por los grupos de izquierda, como abanderado de los intereses del proletariado, hasta 1978. Antes, lo catalogaban como el máximo exponente de los “charros”, esto es, de los líderes vendidos a las autoridades. Este cambio se debió a que, en enero de aquel año, la CTM publicó un documento denominado “Unidad de la clase obrera para promover el cambio social, económico y político”, en el que, con la ayuda de sus nuevos asesores, la CTM trascendía las meras demandas laborales para formular planteamientos económicos generales, a fin de “revertir los términos de acumulación del capital en favor del Estado y la clase trabajadora”.

		El documento, que significó la inserción del movimiento obrero en la discusión inaugurada por la reforma política, fue ratificado por el Congreso del Trabajo en junio de 1978. A partir de entonces, se inicia una serie de reuniones para definir el sector social y sus intereses. En ellas, el movimiento obrero fue haciendo planteamientos que incluían la nacionalización de la banca, de la industria farmacéutica y de la industria alimentaria. Esto hizo pensar o desear a ciertos grupos de izquierda que don Fidel estaba encabezando la lucha “proletaria” contra el Estado “burgués”, lucha que, ya entonces, reconocían que la izquierda era incapaz de dar.

		Por ello, han estado viendo en todas las acciones de don Fidel, que en realidad no son diferentes de las que realizaba antes de 1978, manifestaciones de la lucha de clases. Esta interpretación de los hechos beneficia a ambas partes. Al movimiento obrero, y particularmente a sus asesores, debe gustarle mucho esta nueva imagen épica de don Fidel, en tanto que a los miembros de la izquierda les permite sentirse más cerca de los grupos sociales reales. Por eso se estimulan y alimentan mutuamente.

		En este contexto, periodistas como Cárdenas Cruz tienen eco cuando magnifican cualquier desavenencia entre los trabajadores organizados y el Estado, sobre todo si la ubican, aunque veladamente, en el ámbito de la lucha de clases. Eso los lleva, además, a adivinar rupturas en cualquier intercambio.

		No hay tal ruptura, lo que hay es evolución. Los acontecimientos de mayo y junio sólo fueron manifestaciones de situaciones ya existentes. Pusieron en evidencia las crecientes fisuras del movimiento obrero organizado, que en realidad dista mucho de tener el carácter monolítico que algunos le asignan.

		Analizando la composición real del movimiento obrero a partir de la cúpula, debe recordarse que el Congreso del Trabajo fue propiciado por el gobierno en 1966, a fin de coagular las fuerzas del movimiento obrero. A partir de 1968, y dado que en el conflicto político de ese año el movimiento obrero actuó como aliado del Estado, éste le ayudó a construir sus oficinas, como recientemente lo hizo con la CTM. El edificio de esta central se inició en el régimen de José López Portillo y a mí todavía me tocó pagar una parte de la obra.

		El Congreso del Trabajo se creó como un foro en el que pudieran concurrir las diversas centrales a fin de unificar sus posiciones sindicales y, a partir de ello, dialogar con el gobierno. Sin embargo, Fidel Velázquez ha venido actuando como si el Congreso del Trabajo fuera su propiedad privada. Lo maneja como cree conveniente, sin preocuparse mucho por la opinión de los demás líderes obreros.

		Tal situación ha desembocado en que Alberto Juárez Blancas de la CROC, Antonio J. Hernández de la CROM, Mario Suárez de la CRT y Ángel Olivo Solís de la COR, tengan un pique personal contra don Fidel. Cada uno de ellos se ha acercado al gobierno para manifestarle su descontento con la forma en actúa Fidel Velázquez. Se quejan de que el Congreso del Trabajo es manejado por Ramiro Ruiz Madero, su oficial mayor, quien es un personero de don Fidel. Él es el encargado de convocar a las juntas y de hacer los documentos.

		La queja de los líderes descontentos termina en una reclamación al gobierno: “Tú tienes la culpa, tú has dejado a Fidel Velázquez actuar como vocero de todo el movimiento obrero y lo favoreces con los contratos colectivos del gobierno. A ello se debe que se haya vuelto vanidoso; lo has crecido demasiado”. Ahora nos piden que busquemos un equilibrio.

		Pero además de los conflictos que pueda haber en el seno del Congreso del Trabajo, conviene también hacer notar las divisiones internas de la CTM. Por un lado, están los líderes de los sindicatos nacionales de empresa o de rama industrial, como los petroleros, los petroquímicos, los electricistas, los ferrocarrileros, los azucareros, los mineros. Estos líderes tienen su propia fuerza y aspiran a un canal de comunicación directa con el gobierno. Por eso, aunque le demuestran gran respeto a don Fidel y le piden consejo con frecuencia, se reservan su autonomía.

		Por otro lado, están las federaciones estatales. Allí, la historia se repite, pues en cada estado existe un líder que emula a Fidel Velázquez. Estos líderes estatales son muy fidelistas, pero los más fuertes mantienen su autonomía respecto a don Fidel.

		Un buen ejemplo de ello fue lo ocurrido en Jalisco durante la gira de trabajo que mencioné páginas atrás. Antes de salir a ese estado, le pregunté al gobernador si, dada la circunstancia de enfrentamiento entre los líderes nacionales de la CTM y de la CROC, el ambiente era propicio para que yo realizara en Guadalajara un acto con los trabajadores. El gobernador me dijo que sí, pues tanto el líder de la CTM, Heliodoro Hernández Loza, como el de la CROC, Salvador Orozco Loreto, se encontraban en la mejor disposición.

		Cuando llegué, encontré un gran acercamiento entre los líderes, quienes en sus discursos me manifestaron su plena lealtad y señalaron que en Jalisco no hay divisiones entre la CTM y la CROC, como tampoco las hay entre los trabajadores y el gobierno, o entre los trabajadores y los empresarios.

		Así que me pusieron la oportunidad en bandeja y aproveché para hacer ese llamado a la unión entre los trabajadores. Sus discursos fueron realmente sorprendentes, porque ocurrieron justo a la mitad del pleito entre sus dirigentes nacionales.

		Después de esta reunión con los trabajadores, que tuvo lugar el 19 de junio, hablé con el gobernador, quien me explicó que Hernández Loza se manifiesta muy amigo de don Fidel, pero no lo deja entrar al estado, y que lo mismo ocurre con Loreto, quien tampoco deja entrar a Jalisco a Juárez Blancas. Es muy interesante ver cómo la lealtad de estos líderes estatales también está ligada a la autonomía relativa que exigen de sus respectivos líderes nacionales.

		La otra división existente en el seno de la CTM es la que se da entre los líderes representativos y los jóvenes asesores. Los líderes están molestos y celosos de los asesores, pues sienten que en ocasiones éstos los meten en problemas. Entre los líderes destacan Hernández Galicia, Rodríguez Alcaine y el mismo Gamboa Pascoe; entre los asesores están Porfirio Camarena, Ángel Aceves y Arturo Romo.

		Así que las recientes negociaciones salariales dejan ver, una vez más, que el movimiento obrero no es monolítico ni cuenta con la disciplina que algunos le atribuyen.

		

	
		

		Situación económica: recapitulación y perspectivas

		

		El realismo económico no deja margen de maniobra y hace que el saneamiento económico tenga costos sociales severos. La dureza de las medidas genera dudas y temores, sobre todo porque se cruzan en el tiempo decisiones inaplazables y a menudo contradictorias que destacan nuestra coyuntura crítica.

		Lo ocurrido el 6 de junio es un claro ejemplo de ello. Ese mismo día, el Diario Oficial publicó el acuerdo de la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos que determinó en 20.2% el aumento de los salarios mínimos, y la Secofi anunció un incremento de 26% en el precio de la tortilla y de 50% en el del pan.

		La simultaneidad de estas medidas, que habían sido negociadas en forma conjunta con los trabajadores, dio pie a muchos periodistas para criticar la política económica del gobierno. Los líderes obreros no resistieron la tentación y se unieron a las voces de reclamo. Esto ocurrió en un ambiente de por sí dubitativo sobre la viabilidad de nuestra política económica.

		Quienes orientaron sus críticas a destacar una incongruencia entre la política de salarios y la de precios y tarifas volvieron a sacar a la luz su censura con motivo del alza de la gasolina ocurrida el 13 de abril. En realidad, desde entonces se hicieron evidentes las dudas de muchos sobre la capacidad del gobierno para controlar la inflación.

		El aumento en el precio de la gasolina tuvo un efecto más psicológico que real, pues en abril el índice de inflación fue de 4.5%, ligeramente inferior al de marzo.

		La toma de decisiones relativa a precios y tarifas es difícil. Hay, aun dentro del gabinete económico, quienes quisieran que subiéramos menos los precios. Ello implicaría bajar el gasto público, lo que en mi opinión es inadecuado en la coyuntura actual, tanto en términos económicos como políticos. Se necesita de la obra pública como soporte del Programa Inmediato de Reordenación Económica; si bajáramos el gasto, aumentaría el desempleo.

		No podemos contener los precios; tenemos que continuar con la estrategia gradual de ajuste, manteniendo una política realista frente a la inflación. Es difícil, pues obliga al gabinete económico a trabajar a contracorriente y a enfrentar el desgaste que ello implica.

		En términos externos, las decisiones sobre precios y tarifas también son difíciles, pues hay que estar conscientes de que se tiene que atender a una doble clientela. Subir los precios es, para la mayoría de la gente, una fuente de desánimo y desaliento, pues ellos sólo saben trabajar y consumir, y son pocos los que pueden ahorrar. La misma medida, para aquellos que tienen que decidir si invierten o no, si compran bonos, si aumentan su capacidad productiva o si traen dinero de los Estados Unidos, alienta sus expectativas de superación de la crisis, porque les demuestra que el gobierno se está apegando a la política económica que ha propuesto.

		Si bien nuestra política de precios provocó reacciones distintas, lo que indiscutiblemente afectó de manera negativa el ánimo de todos fue el alza en las tasas de interés norteamericanas. La primera en más de seis meses ocurrió el 19 de marzo, la segunda fue el 9 de abril, la tercera el 8 de mayo y la cuarta el 25 de junio. Cada una de ellas significó un incremento de medio punto, lo que para nosotros representa una erogación adicional, en cada ocasión, de aproximadamente 350 millones de dólares anuales.

		Además de afectar nuestro presupuesto, las crecientes tasas internacionales frenaron la tendencia bajista de las tasas de interés nacionales, lo que nos impidió abatir el costo de la deuda interna. Ello significó un aumento imprevisto en las cargas presupuestales por deuda interna y, por tanto, un menor margen de maniobra en el gasto federal. Además, desalentó a la iniciativa privada.

		Ante esta situación, en el mes de mayo, los presidentes de Argentina, Brasil, México y Colombia condenamos el ascenso inmoderado de las tasas de interés internacionales. Adicionalmente, se formuló una solicitud latinoamericana a los mandatarios de las naciones industrializadas que se reunieron en Londres a mediados de junio, para establecer un diálogo Norte-Sur sobre el problema de la deuda externa del área.

		El problema aquí es explicar a la opinión pública lo que se puede hacer y lo que no se puede hacer, pues existe un peligro en la forma en que se está manejando la conciencia sobre la deuda externa. El hecho de que mucha gente hasta ahora desconocedora del problema haya tomado conciencia de él, nos pone también en una situación delicada.

		La información que se difunde no valora el logro que significa que en abril hayamos suscrito un crédito a 10 años, en el que participaron cerca de 500 bancos, por un monto de 3 800 millones de dólares. El alargamiento de los vencimientos del pago de la deuda ha sido opacado por el alza de las tasas de interés, que se atribuye a la política económica norteamericana. El ambiente se ha calentado de tal manera que muchos quisieran que el gobierno tomara una actitud revanchista y que se negara a pagar lo que debemos.

		Por otra parte, la jugada de Argentina, al rehusarse el 11 de junio a aceptar, como condición necesaria para recibir un préstamo, el programa de austeridad propuesto por el Fondo Monetario Internacional provocó un sismo en el mundo financiero internacional e infundió ánimo a quienes proponen la formación de un club de deudores. La respuesta de Alfonsín, que yo entendí como una maniobra de simulación, hizo que el tema de la deuda externa se ubicara más en el terreno político que en el de la negociación real.

		El efecto para nosotros fue inmediato. El PSUM, el PST, el PRT, el PPS y la CTM solicitaron que México declarara unilateralmente la moratoria de sus pagos al exterior, y que convocara a los demás países deudores a secundar la moción. El ambiente para ese tipo de proposiciones era particularmente propicio en los días anteriores a la reunión de Cartagena, esto es, la reunión de cancilleres y ministros responsables del área financiera de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela, que tuvo lugar en Cartagena de Indias, Colombia, los días 21 y 22 de junio.

		Nuestras acciones, orientadas a presionar a los países acreedores a reconsiderar su enfoque sobre la deuda, jamás plantearon la posibilidad de una moratoria o la conveniencia de formar un club de deudores. Nos negamos a considerar actitudes simplistas, o a echar buscapiés, como lo ha hecho Argentina.

		Estoy convencido de que nosotros no podemos jugar con fuego, pues nuestra vulnerabilidad es muy grande. No podemos retar a todo el mundo financiero internacional, ni declarar una guerra económica a los Estados Unidos, pues tenemos que considerar lo que podría ocurrir si hubiera algo de verdad en la hipótesis de que esa nación promovió alguno de los acontecimientos de mayo pasado.

		Sin embargo, el hecho de que algunos países latinoamericanos aparentemente sostengan una postura desafiante, hizo que algunos grupos cuestionaran la solidaridad de México con América Latina. Por ello Silva Herzog y Sepúlveda, antes de salir a Cartagena, tuvieron que reiterar que México no rompería la unidad latinoamericana.

		El problema de la deuda externa y del alza de las tasas de interés tiene muchas facetas. Mientras que los grupos de izquierda reaccionan de una manera, otros grupos sociales responden a los mismos hechos en forma muy diferente.

		Para las clases medias, siempre temerosas de una devaluación que minimice sus ahorros, el alza de los precios y las tasas de interés significa un incentivo para comprar dólares. Por eso, en el curso de mayo y junio se sintió una demanda exagerada de divisas en las ventanillas bancarias. Hubo escasez en la mayoría de los bancos, con largas colas para comprar los 500 dólares permitidos.

		Sin embargo, no hubo entonces una verdadera fuga de capitales. Lo que hubo fue, fundamentalmente, malestar entre las clases medias y escándalo entre los periodistas. Estos últimos, y sobre todo aquellos que se consideran de izquierda, insistieron en que la inflación se encontraba fuera de control. Dieron rienda suelta a su espíritu alarmista y presentaron como inminente “la venta masiva de empresas paraestatales a la iniciativa privada”, asunto desatado desde principios de abril a raíz de una información periodística que señalaba a hombres de negocios encabezados por Emilio Azcárraga Milmo como compradores interesados.

		Otro elemento que se utilizó como caja de Pandora para criticar la política económica actual fue una entrevista concedida el 29 de mayo por Antonio Ortiz Mena a Excélsior. Al reaccionar contra Ortiz Mena, muchos criticaron la política económica que restringe el gasto público.

		Estas críticas contrastan con los elogios que en círculos internacionales se hicieron al programa de ajuste económico seguido por México. Ello demuestra que el avance es entendido de acuerdo con las expectativas o con los prejuicios de quien juzga. Sobre los prejuicios no podemos hacer nada, pero sobre las expectativas sí.

		En este terreno, la expectativa más importante es la que se refiere al nivel de inflación anual. Nosotros fijamos a principios de año la meta de reducir el ritmo de la inflación a 40%. Fue una cifra ambiciosa y lo sabíamos desde el principio, pero yo creo que en un programa económico, la cifra de control de la inflación debe ser ambiciosa, mientras que la de crecimiento debe ser modesta. Tenemos que decir que la inflación será baja, aunque después tengamos que explicar por qué no se cumplió el objetivo. Desde hace varios meses tengo la expectativa de que la inflación anual sea de 50 o 55%, pero si lo reconozco, es probable que ésta suba. En este terreno, las expectativas cuentan tanto como la realidad.

		Todavía no tengo una explicación integral de por qué ha subido la inflación, ya que en ella convergen un conjunto de factores. Mi imposibilidad de precisar la causa se debe, en buena medida, a que Hacienda y la SPP me han presentado cifras diferentes sobre la cuenta corriente, esto es, sobre el monto del déficit. Ya están trabajando para cotejar información y cerrar las cifras.

		De cualquier forma, el déficit no se va a disparar. Yo he aceptado que fluctúe entre 5.5 y 6.5% del PIB, esto es, hasta un punto más de lo ofrecido, porque la reserva presupuestal de contingencia, precisamente equivalente a 1% del PIB, que pensaba utilizar a mediados de año para reactivar la economía, fue absorbida por el alza de las tasas de interés internacionales.

		Creo que en estas circunstancias 6.5% no es tan malo, aunque hará más difícil el proceso de reordenación económica. Lo que sí cabe reconocer es que las reducciones en el gasto público sólo han sido podas superficiales y no han alcanzado los niveles estructurales. Habrá que meterse a fondo y revisar programa por programa para poder determinar cortes sustantivos.

		Por otro lado, ya hay signos de recuperación económica. Éstos se dan por ramas. Así, la producción agrícola presenta perspectivas halagüeñas. Se perfilan cosechas récord de trigo y ha aumentado la producción de maíz, frijol y arroz. La producción de azúcar puede ser la más alta de la historia.

		En el sector industrial, cifras preliminares para el mes de mayo nos indican que la producción es 7.2% mayor que en diciembre de 1983. El sector eléctrico observa una tasa de crecimiento de 6.8% respecto a finales de 1983. La industria manufacturera ha vuelto a crecer, después de haber disminuido 8.1% durante el año pasado. Su nivel de producción a junio fue 6.5% mayor que el registrado en diciembre de 1983.

		Aun en la construcción, el sector más afectado por la crisis, se presenta ya una recuperación. A este mes, su tasa de crecimiento fue de 6.8% respecto a diciembre. El turismo, que tuvo un crecimiento de 25% en 1983, sigue aumentando.

		Espero que los signos de recuperación que se observan en la mayoría de los sectores productivos se consoliden durante el resto del año, de tal manera que no sólo evitemos la continuación de la caída en la actividad económica, sino que volvamos a crecer, aunque sea a un ritmo modesto.

		Lo más alentador es que se ha evitado el crecimiento del desempleo abierto. Un signo promisorio es el número de asegurados permanentes del Seguro Social, que de mediados del año pasado a mediados de éste ha crecido en más de 5 por ciento.

		Por otro lado, ya no hay tanto problema de financiamiento en las empresas. No ha habido quiebras o despidos masivos. En general, la iniciativa privada tiene otra actitud a partir de principios de marzo, cuando pusimos a la venta las acciones de las empresas industriales, comerciales y de servicios propiedad de la banca nacionalizada.

		Los empresarios creyeron que no les iba a cumplir en ese terreno. La medida contribuyó a que se recuperaran del desánimo que les provocó lo que ellos sintieron como un proceso excesivamente lento. Sin embargo, hay que reconocer que la nacionalización de la banca amargó a algunos, dejándoles una sensación de vulnerabilidad frente a los caprichos del poder.

		Con la venta de las empresas de los bancos, el 9 de marzo cambió notablemente la actitud del grupo de Espinosa Yglesias y de Banamex. Ha cambiado el ánimo general de los empresarios. Cuando me visitan, ya no me hablan del intervencionismo de Estado, como lo hicieron todavía en abril, cuando se discutió el Programa Nacional de Fomento Industrial y Comercio Exterior. Entonces los empresarios se quejaron de que si antes faltaba planeación, ahora ésta era excesiva.

		Su bandera actual es la crítica a la burocratización, al reglamentismo, a la lentitud de los trámites y a una supuesta paralización debido al temor a la Contraloría. Hay mucho de cierto en lo que dicen y por ello vamos a actuar. Les he pedido que puntualicen sus quejas, que me digan dónde está el problema y en qué aspectos concretos se centra. Les he pedido que me hagan proposiciones específicas.

		Se quejaron, por ejemplo, de que el sistema tributario está descapitalizando a las empresas, pues las tasas fiscales son muy altas, dado que su base no ha sido revisada. Hablaron de porcentajes de depreciación y de tarifas. Yo ya le pedí al secretario de Hacienda que hiciera una revisión a fondo del sistema tributario.

		Por otra parte, me piden que en la intermediación financiera no bancaria no participe el Estado, pues quieren sacarle la vuelta a la nacionalización de la banca. Obviamente yo voy a ver hasta dónde podemos ceder y hasta dónde es excesivo lo que solicitan.

		Para dar respuesta a sus planteamientos, voy a poner en marcha el programa de simplificación administrativa en todas las dependencias del Ejecutivo, con calendarios concretos. Además, voy a promover que los particulares actúen como grupos de presión, por medio de comisiones mixtas con las entidades públicas. En lo que refiere a la parálisis por el temor a la Contraloría, creo que hay algo de cierto, pero también creo que es un pretexto.

		Finalmente, un aspecto central del proceso económico es el tipo de cambio. Existe la duda manifiesta por parte de algunos grupos sobre la suficiencia de un desliz de 13 centavos diarios en la relación del peso con el dólar. La respuesta es que hasta ahora ha sido suficiente. La reserva monetaria sigue aumentando como resultado de la relación entre importaciones y exportaciones. Hay que estar pendientes para ver si éste es un elemento de juicio suficiente o no, pero la captación bancaria es positiva, lo que demuestra que hemos sido capaces de hacer que la banca nacionalizada funcione con eficiencia, revirtiendo la desintermediación financiera que había sufrido el sistema en los dos últimos años.

		Las importaciones no se han disparado y las exportaciones no petroleras han crecido 50% respecto al año pasado, alentando nuestros esfuerzos por promover el comercio exterior que, por lo pronto, ya beneficiaron a las compañías acereras.

		Por otro lado, la fuga de capitales no es apreciable y el ingreso de divisas es más sustantivo, aunque estoy seguro de que existe evasión al control de cambios. Sobre ello habrá que tomar medidas, aunque no sean dramáticas.

		En fin, con sus grandes complicaciones y riesgos, el Programa Inmediato de Reordenación Económica está funcionando.

		

	
		

		“Mayo negro”

		

		Si mayo fue un mes difícil, junio no fue mejor. En mayo nos enfrentamos a un conjunto lamentable de hechos aislados: la incursión guatemalteca en nuestra frontera sur, con un saldo de seis muertos en el campamento de refugiados de El Chupadero; el bombazo contra Palacio Nacional durante el desfile del Día del Trabajo, que intranquilizó a muchos por lo que pudo haber ocurrido, porque hizo deslucir la importancia del desfile obrero y por las declaraciones que yo mismo hice atribuyendo el incidente a fuerzas extrañas; la interpretación distorsionada de mi viaje a los Estados Unidos, que fue entendido como un enfrentamiento y, por tanto, un reconocimientos del supuesto asedio estadounidense a nuestra política exterior; las calumnias de Jack Anderson, que fueron magnificadas en importancia y contribuyeron a fortalecer el temor a la CIA, vulnerando de paso mi prestigio público; el regateo propio de cualquier negociación salarial, que algunos periodistas presentaron como un castigo salarial para los trabajadores y un castigo político para sus líderes. Esto en el terreno político.

		En el terreno económico, al alza de las tasas de interés en Estados Unidos se sumó un pánico cambiario que llegó a generar presión especulativa contra el peso y la solicitud de devaluación por parte de algunos empresarios.

		Estos eventos cristalizaron en la opinión pública el 30 de mayo, fecha en que fue acribillado el periodista más leído de México, Manuel Buendía.

		Esta tragedia fue interpretada por todos, sin mayor cuestionamiento, como un hecho político. Los directores y el personal de los periódicos lo calificaron como un atentado al periodismo nacional y a la libertad de expresión. Los periodistas asumieron que su integridad física y moral estaba en peligro e hicieron cundir una sensación de temor e incertidumbre ante el futuro.

		Al día siguiente del asesinato, un grupo conocido de periodistas formó un comité para vigilar que se llevara a cabo el esclarecimiento pleno del asunto. El primero de junio, la CTM demandó la expulsión del país de los agentes de la CIA y la aplicación rigurosa de la ley a los terroristas de ultraderecha, a los que atribuyó el asesinato de Buendía como parte de una estrategia para desestabilizar al país.

		Pronto surgieron todo tipo de versiones que conectaban perniciosamente la infortunada coincidencia de hechos negativos ocurridos en mayo. Ya avanzado junio se acuñó el término “mayo negro”.

		Aun sin determinar el origen de la conjura, la enumeración secuencial de los hechos, en los que unos se presentaban como antecedentes de otros, cargó el ambiente de inquietud y desconcierto. En el fondo, estos planteamientos estaban orientados a descubrir, en la incursión de soldados guatemaltecos, el alza de las tasas de interés internacionales, el discurso con el que me recibió Reagan en Washington y los artículos de Jack Anderson, una presión abierta y efectiva del gobierno norteamericano para vulnerar nuestra política centroamericana.

		El incidente del primero de mayo y los roces propios de toda negociación salarial, así como la presión especulativa interna contra el peso, fueron ligados entre sí para demostrar un supuesto forcejeo entre el gobierno y los trabajadores y el gobierno y los empresarios, y con ello el “fracaso” de la política económica y de la capacidad del gobierno de generar consenso.

		Era evidente que los promotores de esas críticas, y seguramente en alguna medida sus clientelas, estaban esperando un acto de fuerza de mi parte, algo que milagrosamente sacara a la opinión pública de ese ambiente catastrofista. Sin embargo, yo siempre tuve claro que una acción aparatosa en ese momento sería artificial y, por tanto, efímera. Sabía que no había salida milagrosa ni acción fácil.

		El único camino posible consistía en ir absorbiendo los problemas que, aunque aparecieron en un mismo periodo, tenían origen y desarrollos independientes. Había que esperar a que la opinión pública se serenara y a que operara el instinto de conservación social, de manera que al no agravarse las cosas pudiera asimilarse lo ocurrido.

		En un análisis más objetivo, se puede decir que el malestar empezó desde que iniciaron su ascenso, en marzo, las tasas de interés internacionales. Al elevarse éstas, creció también la expectativa de que la inflación fuera mayor. Es cierto que en materia económica, si no nos cuidamos, retrocedemos.

		Por otra parte, en abril influyó desfavorablemente el hecho de que hayamos tenido que subir el precio de la gasolina, que afectó al consumo popular e hizo que creciera la insatisfacción de las clases medias y populares.

		En ese contexto, los acontecimientos de mayo sirvieron para subrayar el ambiente de insatisfacción ya existente.

		La inquietud obrera tampoco es un fenómeno que pueda circunscribirse al mes de mayo. El cuestionamiento que el Congreso del Trabajo hizo a la política económica del gobierno y la respuesta tajante que tuvimos que darle ocurrieron en junio. Éste fue un episodio más en una relación necesariamente difícil en la etapa de austeridad que atravesamos.

		Los fenómenos externos obedecen a sus propias causas. Nuestras dificultades con Guatemala persisten. El problema de los refugiados puede agravarse. La presión sobre nuestra frontera sur aumentará en la medida en que se agrave el conflicto centroamericano.

		La verdad es que no existe una auténtica voluntad de diálogo entre Estados Unidos y Nicaragua. Vemos que Shultz va a Managua y que días después el Senado norteamericano autoriza fondos para apoyar a los “contras”. Vemos también cómo los nicaragüenses, molestos por esto, deciden ir a ver a sus amigos soviéticos.

		Las calumnias de Jack Anderson seguramente vienen como respuesta de gente que no está contenta con nuestra política exterior, particularmente con nuestra política hacia Centroamérica. Ahora, en qué nivel del aparato norteamericano se está manejando esta presión, es algo que ignoro. Desconozco si son elementos medios o superiores del aparato gubernamental norteamericano quienes están empujando a Anderson. En todo caso, el problema no es temporal ni puede resolverse con una medida determinada.

		Respecto a Buendía, existe ahora la duda de que haya sido un profesional quien lo asesinó. La forma en que lo mataron, el lugar y la hora llevan a la policía a sostener la hipótesis de que seguramente fue un resentido por una ofensa directa. Sus argumentos suenan lógicos. La policía señala que un asesino profesional siempre tira a la cabeza, en tanto que Buendía recibió tres balazos en el cuerpo; que un profesional tira desde una distancia mayor de la que se le disparó a Buendía, pues ello implica menor riesgo de ser visto o detenido; que busca un lugar más aislado y no un estacionamiento a las seis y media de la tarde o, en todo caso, usa silenciador.

		En fin, con esta nueva hipótesis parece difícil que pueda hallarse al asesino de Buendía, pues el panorama sobre las posibilidades de quién pudo haberlo asesinado se abre aún más. La ofensa directa que supone la policía pudo haber sido de tipo político, ideológico, religioso o privado. Por ahora, ya se han hecho exámenes exhaustivos de sus columnas para conocer a sus enemigos. Entre ellos se encuentran la CIA, los petroleros, el Opus Dei, los “tecos”;[2] en fin, son tantos grupos y tantas posibilidades, que no veo fácil que la policía pueda encontrar al culpable.[3]

		Así que los problemas que mayo destapó seguían presentes en junio, pero ahora con la carga de tensión e incertidumbre que la prensa les añadió. Ésta, durante todo el mes, estuvo picando crestas, subrayando lo negativo, tratando de dar lugar a pleitos entre funcionarios. De hecho, la prensa se convirtió en junio en un problema en sí misma.

		Mi posición, en todo momento, fue la de guardar prudencia. Me resultaba claro que una sobrerreacción ante los hechos nos podría llevar a callejones sin salida. Una respuesta global o en todos los frentes al mismo tiempo sólo hubiera servido para radicalizar conductas y, con ello, efectivamente convertir un conjunto lamentable de hechos aislados en el principio de una ruptura del consenso.

		Los problemas hay que resolverlos uno por uno. Tenemos que ir sorteando la insatisfacción y las presiones de cada sector de la sociedad, para después hilvanar soluciones posibles. Lo primero que hay que reconocer es que existen segmentos de opinión. Sus diferencias dependen del grado de penetración de ciertos factores en la conciencia de cada grupo.

		Desde luego, el ambiente de la Ciudad de México es mucho más negativo que el del resto del país. En el Distrito Federal todo es crítica e incertidumbre, en tanto que en otros lados he encontrado una solidaridad básica con el gobierno. En muchos foros y de diversa manera he recogido el mensaje de diferentes grupos que preguntan: “¿Qué podemos hacer para apoyar al gobierno?”.

		

	
		

		Cambio de gobernador en Guanajuato

		

		El 26 de junio el gobernador de Guanajuato, Enrique Velasco Ibarra, solicitó al Congreso del estado, por motivos personales, licencia para ausentarse del cargo por más de 90 días.

		Este hecho, que fue claramente entendido como una remoción definitiva, sólo formalizó lo que era una realidad: el gobernador no pudo o no quiso encarar la grave responsabilidad de gobernar a su estado. Su abulia ante el poder se fue agravando, hasta hacer la situación insostenible.

		Enrique Velasco Ibarra recibió el apoyo de López Portillo, de quien era secretario particular, para ocupar la gubernatura de Guanajuato, sin tener ningún antecedente de trabajo o ninguna liga efectiva con el estado. Eso no es singular; sí lo es, en cambio, que tan pronto como llegó al gobierno, enloqueció.

		La historia parece chusca, pero en el fondo es sintomática. Al llegar a Guanajuato se enamora perdidamente de una muchacha y tiene conflictos públicos con su mujer, de la que finalmente se divorcia, en medio de un gran escándalo local, para casarse con la joven. Estos asuntos, que pertenecen al ámbito privado, se convirtieron en el centro de la vida del mandatario guanajuatense, quien descuidó totalmente el gobierno y delegó en sus colaboradores toda responsabilidad. Se creó un vacío de poder en el que no se solucionaban los problemas agrarios y surgían problemas políticos. Mientras tanto, el gobierno se encontraba en un estado de corrupción generalizado. El secretario de Finanzas, Raúl Robles, que tenía compañías constructoras e inmobiliarias que hacían grandes negocios, era el factótum de lo que ocurría en Guanajuato.

		Tan grande era el desinterés del gobernador que, en medio de una crisis y una etapa de austeridad y escasez como la que estamos atravesando, se acumulaba dinero en la caja del gobierno… Velasco Ibarra jamás pidió créditos ni presentó programas de trabajo. Esto me sorprendió desde que fui secretario de Programación y Presupuesto. Ya como Presidente, pude comprobar que no cumplía con las tareas mínimas que se esperan de un gobernador.

		Velasco Ibarra se presentaba sólo en las ocasiones protocolarias, pues en realidad jamás buscó una entrevista conmigo. Cuando lo llegué a ver en privado, me hablaba de sus proyectos, que eran absurdos o intrascendentes. Recuerdo que mencionó su deseo de formar un instituto de biogenética y que me planteó la necesidad de hacer un viaje para establecer un mayor acercamiento con la ONUDI. El problema de Velasco Ibarra fue que no ejerció el poder.

		Después de la experiencia de Yucatán, Gobernación y el PRI pretendieron repetir la faena y lo llamaron para decirle, el 7 de junio, que la situación política del estado, a un año de las elecciones, era muy precaria. Le señalaron la necesidad de sustituir, dada la información que de ellos se tenía, a su secretario general de Gobierno, Mauricio Clark Ovandía; a su secretario de Finanzas, Raúl Robles Álvarez, y a su procurador de Justicia, Enrique Gómez Guerra; como relevos se le sugirieron a Salvador Rocha Díaz, Fernando Gutiérrez Ortega y Miguel Ángel García Domínguez, respectivamente.

		Tuvo que aceptar, pero se negó a renunciar. Argumentó que la presión de que era objeto representaba una falta de respeto a la soberanía del estado. En fin, trató de defenderse pero, al cabo de ocho días, regresó a Gobernación y dijo que los cambios lo habían desgastado, que había irritación en la ciudadanía y que en tales circunstancias prefería dejar la gubernatura.

		La forma en que procedimos fue muy criticada. Se dijo que era una muestra clara de centralismo político y una falta total de respeto al pacto federal. Se criticó también la ausencia de una explicación pública.

		Todo ello es cierto, pero organizar la destitución de un gobernador de otra manera, es decir, promoviendo que sea derrocado por las fuerzas locales, puede tener un alto costo social. Agitar el ambiente político en un estado puede significar, incluso, peligro de violencia, ya que mientras el gobernador está en funciones, el Congreso y todo el aparato político lo reconocen como su jefe nato.

		Por otro lado, encontrar algún asunto grave que involucre directamente al gobernador y en el que se le pueda demostrar que hubo corrupción resultaría muy útil y tendría, además, un efecto de ejemplaridad. Pero no es fácil formar un expediente en ese sentido, pues hay que tener acceso a información que difícilmente se puede obtener mientras el gobernador esté en funciones. Hacerlo resultaría una labor muy compleja, lenta y riesgosa, pues se requiere que todos los hechos sean plenamente comprobables; de lo contrario, las consecuencias podrían ser muy serias.

		Ahora bien, desde el punto de vista de los gobernadores, tenemos que entender que si ellos aceptan que se les destituya de esa manera es porque tienen cola que les pisen. Si no la tuvieran, darían la pelea. De estar yo en su situación, respondería amenazando con un pleito de frente, seguro de que en caso de un enfrentamiento, no sería yo el único dañado.

		Al analizar la forma en que hemos actuado, me hice una reflexión que creo que podría justificar nuestras acciones desde un punto de vista teórico-doctrinal. Cuando Gobernación le pide a un gobernador su renuncia, no debe entenderse como un acto de gobierno, sino como uno de partido, independientemente de quien lo ejecuta. El partido no puede sostener a quien ha demostrado su incapacidad para gobernar. Claro, este argumento sólo es efectivo en la medida en que exista una alianza cabal entre el partido y el estado. De cualquier forma, el cambio de gobernadores nos desprestigia y hiere, aun cuando se logre sin violencia.

		La pregunta de fondo es qué es peor, si el desgaste de un mal gobierno estatal o el uso inadecuado de una forma constitucional. Ubiquemos las críticas, reconociendo que la mayoría fueron hechas por los columnistas intelectualizados, porque la verdad es que hay mucha gente de Guanajuato que piensa que lo malo fue que el cambio no se diera antes. Pero claro, los que están conformes con el cambio no lo gritan.

		El problema del cambio de gobernadores sigue preocupándome, porque hay otros que están en fila y, si no actuamos, ponemos en peligro las elecciones de 1985. El gobernador de Chihuahua, Óscar Ornelas, es un buen hombre; desafortunadamente, mientras todos lo empujan, el PAN crece de manera desmedida. José de las Fuentes Rodríguez, gobernador de Coahuila, no trabaja más de tres horas, según me dicen, en las mañanas, pues las tardes las dedica a tomar copas con los amigos.

		En un segundo grupo vendrían los gobernadores de Tamaulipas, Emilio Martínez Manautou, y de Veracruz, Agustín Acosta Lagunes, aunque no son los únicos merecedores de crítica. La problemática que ellos me presentan, en todo caso, es de menor graduación.

		

	
		

		Julio de 1984

		

	
		

		Prensa: política de comunicación social

		

		EL 9 DE JULIO, FERNANDO PÉREZ CORREA sustituyó a Javier Wimer en la Subsecretaría de Gobernación encargada de la comunicación social. Este cambio significó nuestro reconocimiento de la veracidad de lo que por esos días era un tema recurrente en la prensa: la ineficiencia del sistema de comunicación social del gobierno.

		Al regresar de Washington, a mediados de mayo, encontré exasperante la actitud de la prensa, que orientada a criticar el sensacionalismo de Anderson, incurría en su propio amarillismo, haciendo que ese incidente privara a nuestra política exterior de lo significativo de la visita a Estados Unidos. La mejor reseña del sentido y la importancia de ese viaje apareció en la revista norteamericana Time, lo que fue poco halagüeño para nosotros.

		Mi primera reacción fue de enojo con los medios informativos mexicanos. Me pareció injusto que tomaran los artículos de Anderson, a los que por cierto interpretaron como una maniobra burda de los servicios de inteligencia norteamericanos, como una excusa para vociferar contra la reacción de Gobernación, que había, de acuerdo con ellos, tratado de evitar que esa información se difundiera mientras durara mi estancia en Estados Unidos. El resultado de su actitud era doblemente negativo: magnificaba lo dicho por Anderson y desprestigiaba la intervención de la Secretaría de Gobernación.

		El ambiente de crítica a la actitud del gobierno respecto a la información llevó a varios periodistas a retomar y sumar el argumento absurdo de que el gobierno había negado información del bombazo del primero de mayo. Esta crítica fue gratuita, pues el hecho en cuestión salió en todos los periódicos al día siguiente de que ocurrió. Algunos señalaron que yo no había hablado sobre el asunto al terminar el desfile obrero, sin entender que mi obligación era tratar de minimizarlo para evitar que toda la importancia del desfile se perdiera en ese incidente. No quise magnificarlo, lo que es muy diferente de que haya yo tratado de ocultarlo.

		El ambiente de malestar y agresión de la prensa creció con el asesinato del periodista Manuel Buendía. Fue entonces cuando surgió el término “mayo negro”, con el que se buscó encadenar hechos negativos, pero aislados.

		Junio transcurrió en un ambiente pesado, pero al fin volátil. El tiempo para demostrar que el mundo no se nos venía encima fue breve. La supuesta conspiración maléfica se disolvió en la nada y, sin embargo, subsistió la queja contra nuestra capacidad para informar.

		La prensa, vocera de la catástrofe, recriminaba ahora al gobierno su confusión. Todo era culpa de quienes no informaban con amplitud y claridad suficientes.

		El episodio no dejó de preocuparme, pues aun reconociendo la irresponsabilidad y frivolidad de muchos de los periodistas y el interés que algunas personas o grupos pudieran tener en desprestigiar al gobierno, resultaba evidente que la comunicación entre éste y los medios de información era poco satisfactoria. De hecho, cada quien aprovechó el momento para externar sus dudas o intereses.

		Así, se cuestionó la capacidad de comunicación del gobierno con el sector obrero, haciendo referencia naturalmente a las recientes negociaciones salariales. Se amplió la crítica para decir que el gobierno está encerrado, que no le interesa informar, lo que significa un desprecio a la ciudadanía.

		De ahí el salto al reino del rumor fue corto. Surgieron versiones sobre supuestos pleitos entre los miembros de mi gabinete y sobre la próxima salida repentina de algunos de ellos. Se dijo que el Presidente está solo, que el gabinete no actúa. Se inventó una supuesta conversación televisada en la que se informaba que mi esposa era dueña de un castillo en Francia. En fin, había un ambiente que exigía una respuesta que aparentemente no estábamos capacitados para dar.

		La credibilidad del gobierno llegó a ser cuestionada, cuando menos por Mejías —uno de los periodistas más influyentes— al detectar contradicciones en las afirmaciones de diferentes funcionarios públicos. Resultaba evidente que la coordinación de la información proporcionada por el gobierno era ineficaz. Esta tarea correspondía a la Secretaría de Gobernación.

		Hablé con Bartlett, pues algo no estaba funcionando. Bartlett me dijo que Wimer no ponía el empeño necesario en su trabajo y que, por ello, él se lo saltaba y acordaba directamente con Mauro Jiménez Lazcano, director general de Información, y con Jesús Hernández Torres, director general de Radio, Televisión y Cinematografía. Por su parte, Wimer me dijo que el secretario no le daba las facultades suficientes para actuar.

		Resultaba claro que, cuando menos, había un problema de relación humana que estaba entorpeciendo el desarrollo de esa área. Autoricé a Bartlett a sustituir a Wimer con una gente suya. Al poco tiempo también fue sustituido Jiménez Lazcano por Alberto Peniche.

		El paso dado no fue suficiente para tranquilizarme, pues el problema de comunicación social me preocupa profundamente. Estoy convencido de que, pese a las críticas, informamos más y mejor que antes, pero también estoy convencido de que es necesario lograr un cambio cualitativo en ese terreno, pues la realidad actual así lo exige.

		Informar es democratizar. Por ello me preocupa que no seamos capaces de transmitir a la opinión pública nuestros logros y nuestras metas. Nos faltan profesionales en la formulación de mensajes, gente con oficio en ese terreno. Debemos asumir la tarea de formarlos; necesitamos encontrar gente capacitada en el análisis de cada una de las áreas de nuestro quehacer y brindarle información amplia, a fin de que con su propio criterio informe a la sociedad.

		Esta idea me viene a la cabeza porque me sorprende que, cuando afirmo alguna cosa que se ha dicho mil veces, haya gente que responda como si estuviera hablando de alguna rareza. Considero que también al gobierno a veces le falta capacidad de respuesta frente a ciertos ataques. Debemos responder, aunque la respuesta implique reconocer nuestras deficiencias.

		Aun las críticas relacionadas con temas muy delicados, como el referente a la ineficacia y a los abusos de la policía, pueden frenarse con una respuesta clara y honesta. Un ejemplo es la situación que provocó el desplegado que publicó Jorge Díaz Serrano el día 11 de julio, en el que afirma que su hijo fue secuestrado y torturado por considerársele sospechoso del asesinato de Buendía.

		El desplegado creó un enorme malestar, que se incrementó porque, en esas fechas, fueron detenidas e interrogadas 30 personas relacionadas, de una forma u otra, con el conflicto centroamericano. Entre ellas se encontraba el periodista Adolfo Aguilar Zinser, hijo del conocido penalista Adolfo Aguilar y Quevedo.

		Los hechos nos obligan a reconocer que fue alguno de los grupos policiacos el que realizó estas actividades extralegales, aunque haya sido falso que se haya torturado al hijo de Díaz Serrano. El problema de la ineficacia en la administración de justicia es una realidad que ya hemos admitido y que necesitábamos reiterar antes de que se supusiera indiferencia o complacencia de nuestra parte ante estos actos.

		Por ello, el día primero de agosto, fecha en que asistí a la Procuraduría General de la República, pronuncié un discurso fuerte al respecto. Con ello desinflé las críticas y cuestionamientos que se multiplicaban en la prensa. Esto confirmó mi tesis de que debemos hablar y explicarnos, tanto sobre los temas de consenso como sobre aquellos que resulten conflictivos.

		

	
		

		Sindicato petrolero: sucesión en la dirigencia

		

		Existe el rumor de que Joaquín Hernández Galicia busca nuevamente ser elegido secretario general del sindicato petrolero. Algunos interpretan su deseo de ocupar el liderato abierto de los petroleros como una maniobra relacionada con su deseo de suceder, en su momento, a Fidel Velázquez.

		Todavía no tengo información suficiente para saber qué tan viable es esta supuesta aspiración de “La Quina”. Lo que sí sé es que Joaquín Hernández Galicia considera que Chava Barragán Camacho no debe reelegirse en la secretaría general del sindicato, pues está desprestigiado por los abusos que ha cometido y, sobre todo, porque según su pacto interno, el puesto le toca ahora a la sección sur.

		También sé que Chava quiere reelegirse, pues me lo ha dicho él mismo, y que Sebastián Guzmán, el supuesto sucesor arreglado, es, en palabras de “La Quina”, “un traidor y un corrupto al que habrá que poner en orden”.

		Hasta ahora, Hernández Galicia no me ha dicho abiertamente que quiere ser el líder, pero sí me ha mandado recaditos en ese sentido por interpósita persona. No ha sido tan franco como Salvador Barragán, que cuando se ha entrevistado conmigo me dice: “Yo sí quiero reelegirme, y si el gobierno me apoya… puedo lograrlo”. La forma de plantearlo parece la petición de un favor, que me obliga a hacerme el desentendido y contestarle: “Qué interesante, platícalo con Joaquín y luego me informan cómo van las cosas”.

		Me pregunto si los líderes petroleros estarán dispuestos a aliarse con “La Quina”, o si la ruptura del pacto traería consecuencias graves. Tengo la impresión de que Hernández Galicia tiene, dentro del sindicato, el mayor poder de liderato. Sin embargo, no ha habido ninguna acción extraordinaria que pueda comprobarlo. Sólo ha habido escarceos. Nadie actúa sin la aquiescencia del gobierno, pues teme que una maniobra de esa magnitud provoque a sus enemigos internos.

		Desde el punto de vista del gobierno, el brindar apoyo es una facultad que debe manejarse con cautela, pues existe el riesgo de favorecer a un núcleo que no cuente con el apoyo interno y de propiciar, en consecuencia, una imposición impopular. Antes de determinar cualquier acción, esperaré los informes de la Dirección de Pemex y de la Secretaría de Gobernación.

		Sin embargo, por el momento resulta claro que la iniciativa la lleva “La Quina”. Chava ha sido muy vulnerado. Prueba de ello es que en la primera semana de julio su secretario particular fue consignado por vendeplazas. Por otro lado, en la reunión masiva que me organizaron los dirigentes petroleros en Tampico el 4 de julio, resultó evidente el mayor arrastre de Hernández Galicia.

		Esa reunión, en torno a la cual organicé una gira de trabajo por el estado de Tamaulipas, fue promovida por los líderes petroleros, quienes quisieron llevarme a su mera mata para demostrarme que están conciliados con el gobierno. La reunión fue imponente. Había allí más de 15 000 petroleros organizados para hacerme sentir, con sus porras y gritos, la fuerza real de su sindicato.

		Su acercamiento a la política del gobierno consiste en demostrar, según ellos, que están dispuestos a llevar a cabo la renovación moral del sindicato. Para lograrlo han metido a la cárcel a varios líderes vendeplazas e, incluso, hacen la faramalla de rendir cuentas a sus agremiados. Así que por lo visto los líderes petroleros consideran conveniente pregonar su acercamiento con el gobierno, dejando claro que hemos superado incidentes sin llegar al pleito.

		Por mi parte, he respondido positivamente a sus aproximaciones, y he aprovechado la ocasión para voltearles sus afirmaciones sobre el avance de su renovación moral, hasta convertirlas en retos permanentes. He insistido, como lo hice durante esa reunión masiva en Tampico, en que el sindicato está en su derecho de exigir a los líderes que traicionan a los trabajadores que paguen con la sanción correspondiente su conducta ilícita. Así que a mí también me conviene tenerlos cerca, para poder maniobrar.

		Un presidente debe tomar en cuenta los factores reales de la sociedad, entendiendo que todos los grupos sociales tienen su historia y su presente. Creo que es importante incidir sobre los procesos internos en un sindicato tan importante como el petrolero. Por el contrario, no me interesa fomentar la crítica de quienes acusan al gobierno de ser bravero, de quienes dicen que ya me peleé con los empresarios, con los obreros, con los Estados Unidos y con los periodistas, como ocurrió durante el “mayo negro”. No quiero darles bases para sus argumentos.

		Reconozco, sin embargo, que el desprestigio de los petroleros me toca al acercarme a ellos, pero yo tengo que evitar aislarme de los interlocutores en los diversos grupos de la sociedad. Debo tratar con ellos, y no solamente los petroleros tienen aspectos negativos, los tienen también los líderes de muchos otros sindicatos, al igual que los empresarios, los periodistas y prácticamente todos los grupos de la sociedad.

		No gobierno en el paraíso terrenal, no puedo estar rodeado de arcángeles y querubines. Tengo que tratar con los grupos que componen esta sociedad. Por eso recuerdo lo que dijo algún maquiavelista: “Hay que aprender a lavarse las manos en agua sucia”.

		

	
		

		Mis colaboradores: renuncia de Horacio García Aguilar

		

		El lunes 16 de julio por la tarde mi secretario, Emilio Gamboa, interrumpió mi acuerdo con Bernardo Sepúlveda para informarme que Horacio García Aguilar había enviado una tarjeta en la que señalaba que, en virtud de que le había perdido la confianza a Carlos Sierra, su oficial mayor, había decidido pedirle la renuncia. Dio a conocer su decisión a los funcionarios de la SARH por medio de un oficio, en el que también nombró, en forma interina, a la contadora pública Esther Díaz de Vargas, entonces encargada de la Subdirección General de Auditoría Interna, para fungir como oficial mayor.

		Al enterarme de lo ocurrido, me molesté profundamente. Decidí no tolerar una acción de ese tipo, pues el puesto de oficial mayor es un cargo de nombramiento presidencial. Tomé bruscamente la red telefónica y pedí a quien me contestó que informaran al ingeniero García Aguilar que lo estaba buscando el Presidente.

		Al terminar esta llamada, pedí que se reincorporara a mi despacho Bernardo Sepúlveda, quien había aguardado en un cuarto adjunto. Seguramente percibió mi malestar, pues de inmediato dio por terminados los puntos que me traía a acuerdo. Unos minutos después se reportó telefónicamente García Aguilar.

		Hablé con él en términos muy severos. Le dije: “Ingeniero, ha cometido un grave error político. Ha usurpado las facultades del Presidente y, en México, nadie está por encima del Presidente de la República”. Le di la instrucción de que reinstalara de inmediato a Carlos Sierra en la Oficialía Mayor.

		Trató de explicar su conducta diciendo que había tenido un altercado con Sierra, porque éste era muy altanero. Lo interrumpí para decirle: “Las causales están fuera de discusión”, a lo que él respondió enfatizando que no había querido ofenderme, que había tratado de comunicarse con Gamboa poco después de las tres de la tarde para darle a conocer su decisión de remover a Carlos Sierra y poderla consultar conmigo, pero que en ese momento no lo había localizado ni recibido respuesta suya. “De cualquier forma”, contesté para terminar la conversación, “el hecho ocurrió y me resulta ofensivo”.

		Yo tenía claro, pues García Aguilar me lo había dicho en un acuerdo anterior, que no se entendía con Carlos Sierra. En esa ocasión me dijo que éste le obstaculizaba el ejercicio presupuestal y había nombrado a dos directores sin consultarlo. Yo le respondí que lo disciplinara.

		El asunto era delicado, porque había sido yo quien le había mandado a Sierra cuando él me dijo que el oficial mayor que tenía, que él había nombrado, no le estaba funcionando. Le recomendé a Sierra, a quien yo conozco desde hace años, porque me pareció, después de leer el currículum de la subdirectora de Auditoría Interna, a quien él proponía para el puesto, que no tenía el perfil adecuado. Cuando le recomendé a Sierra, le dije que se entrevistara con él para ver si le caía bien, pero él lo nombró de inmediato; sin embargo, creo que desde el principio le tuvo celos.

		El lunes en la noche estuve reconsiderando lo ocurrido. Me di cuenta de que mi irritación obedecía, en realidad, a que el error cometido por García Aguilar había sido la gota que derramó el vaso. En el fondo, su problema era la falta de talento político. Es grave, pues, en última instancia, un funcionario de ese nivel tiene que ser esencialmente un político.

		García Aguilar no tenía buen ambiente en el gabinete ni tampoco entre los gobernadores o los productores. A ello se debió que el problema de la asociación ganadera estuviera tanto tiempo sin resolverse. No tenía, además, ninguna idea de la importancia de la comunicación social, como lo prueba el hecho de que tuviera como jefe de prensa a su cardiólogo. Cuando vino la campaña de prensa en su contra, le dije: “Tenemos que responder a sus enemigos, tenemos que reaccionar”. Para ayudarlo, le pedí a Manuel Alonso que le buscara a alguien para el puesto de comunicación social. Rechazó a quien le propusimos, pues García Aguilar tiene desconfianza de todo el mundo.

		Yo creo que sus colaboradores cercanos eran unos intrigantes y unos desconfiados. El factótum en la SARH era el ingeniero Ignacio Mercado Flores, subsecretario de Agricultura y Operación, única persona con quien él acordaba, pues los otros subsecretarios acordaban con Mercado.

		Durante el tiempo que el ingeniero García Aguilar colaboró conmigo, fui observando su desarrollo y consideré que, en cierto sentido, los problemas que tenía eran lógicos, pues la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos es gigantesca y tiene grandes problemas de corrupción. Juzgué que sus dificultades eran fundamentalmente de encuadre político. Traté de ayudarlo, pero no se dejó. Así que debo reconocer que no pude con el tercio. Me equivoqué. Creí que quien había sido un magnífico director del FIRA podría ser un buen secretario de Agricultura y Recursos Hidráulicos.

		Habiéndome hecho estas reflexiones el lunes en la noche, el martes a media mañana le pedí a Gamboa que se cerciorara de que García Aguilar hubiese cumplido las instrucciones que le había dado. Para ello, le sugerí que hablara con Carlos Sierra. Me informó que Sierra todavía no había recibido ningún llamado de García Aguilar, por lo que él había decidido hablarle al secretario para preguntarle por qué no había cumplido con las instrucciones que le di. El ingeniero García Aguilar respondió que estaba a punto de hacerlo.

		Decidí entonces decirle a Gamboa: “Vaya usted a visitar a García Aguilar con la excusa de que él lo implicó a usted al señalar que había tratado de localizarme antes de cesar a Sierra. Hágalo tomar conciencia de la gravedad de su error y condúzcalo a que tome una determinación al respecto, pero no le pida la renuncia”.

		Gamboa fue a la oficina de García Aguilar y le dijo:

		—Señor secretario, el Presidente lo ha apoyado. Cuando usted ha querido cambiar funcionarios, se lo ha concedido; lo ha defendido de ataques en la prensa; lo ha respaldado frente al gabinete, pidiendo, como a usted le consta, que todos le manifestaran su solidaridad. ¿Qué le hubiera costado, en ese contexto, consultarle su decisión? No está bien que le corresponda usted en esa forma…

		—¿Vino usted a pedirme mi renuncia? —interpuso García Aguilar.

		—No, yo simple y llanamente quiero que usted tome conciencia de que ha ofendido al Presidente de la República. Solamente quiero aclarar lo que ha sucedido.

		Para entonces ya había tomado yo la decisión de sustituir a García Aguilar con Eduardo Pesqueira, quien tiene personalidad: es dinámico y buen promotor.

		El miércoles, al regresar de una ceremonia con motivo del CXII aniversario luctuoso de don Benito Juárez, a la que había asistido todo el gabinete salvo don Horacio, me entrevisté con Pesqueira, a quien esa mañana hice regresar de una gira de trabajo en la que se encontraba como director del Banrural. Antes de hablar con él, recibí la renuncia escrita de don Horacio García Aguilar, quien se la entregó a Gamboa, le expresó su interés en hablar conmigo y le pidió que me preguntara si yo quería hablar con él.

		Decidí recibirlo. ¡Qué trago tan amargo! El más amargo que he tenido en términos emotivos en lo que va de mi administración. Don Horacio me dijo que su error se debía a su inexperiencia política, la que yo conocía desde que lo nombré. Añadió que él había servido durante 40 años al Estado mexicano con honradez y que su remoción dañaría su prestigio. Finalmente, me pidió: “Déjeme entregar la cosecha récord de trigo o por lo menos esperar hasta finales de mes a que se entreguen las obras hidráulicas de Monterrey”.

		“No es posible —le respondí—, lo siento. Usted ha sido un buen colaborador, pero yo no puedo aceptar, sin desgastarme, que se me usurpen funciones. Vaya usted a la oficina de Gamboa, ahí se encuentra Eduardo Pesqueira. Póngase de acuerdo con él para ir a la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos, donde Manuel Bartlett le dará posesión como nuevo secretario de Agricultura”.

		A Pepe Gamas lo nombré en el Banco Nacional de Crédito Rural, porque me lo sugirieron tanto Pesqueira como Silva Herzog. Además, así tendrá una situación propia y cuidará una institución que me importa mucho. Gamas me sirvió con inteligencia y lealtad, así que dejarlo ir me significó un sacrificio. Sin embargo, ahora el sector agropecuario tendrá más peso específico en el gabinete.

		El nombramiento de Pesqueira fue bien recibido, lo que se añade al hecho de que tenemos en Luis Martínez Villicaña un muy buen secretario de la Reforma Agraria; a que Gamas seguramente hará un buen papel en Banrural, y a que Jorge de la Vega contribuye con su propio peso en la Comisión Nacional Alimentaria. De esta manera habrá ahora un mayor equilibrio entre el gabinete agropecuario y el gabinete económico.

		Designé a Manuel Velázquez de la Parra para sustituir a Gamas en el Secretariado Técnico de Gabinetes. Velázquez de la Parra, quien inició mi gobierno como subsecretario de Vivienda, es el único funcionario que ha renunciado a su puesto por iniciativa propia. Él me buscó para decirme que no se entendía con Javelly, pues no le gustaba la forma en que éste trabajaba. Javelly se sorprendió cuando yo se lo informé. De cualquier forma, Velázquez de la Parra renunció, demostrando un desapego poco usual del poder.

		La destitución de García Aguilar servirá para dejar ver a los demás secretarios de Estado que no tienen un seguro de vida. Hará que se cuiden más aquellos que ya están en la mira de la opinión pública.

		Lo que me apena de este asunto es el sentimiento con el que se quedó don Horacio. Sé que le dijo a Bartlett que lo que había ocurrido era una injusticia, que la sanción que yo le había impuesto era desproporcionada a su error. Yo siempre guardé la esperanza de que con orientación y guía podríamos salir adelante. Sin embargo, su torpeza al destituir a Sierra sin consultarme me hizo ver que esto no era posible. Ese acto hizo que se corriera para mí una cortina y dejara yo fluir sentimientos que hasta entonces tenía velados. No deja de resultarme sorprendente el pensar que ese lunes 16 en la mañana, antes del incidente, tuve una junta con García Aguilar y Carlos Salinas para analizar la reestructuración de la SARH, en la que todo ocurrió de manera normal. El planteamiento que se me hizo me pareció adecuado en lo sustantivo. Ese mismo lunes en la noche sentí con fuerza el deseo de destituirlo.

		Lo que ocurrió me molestó mucho, incluso me generó una cierta pasión, pues de golpe me di cuenta de lo pesado que me resultaba tener que estar permanentemente defendiendo a García Aguilar, asumiendo la responsabilidad de orientarlo y suplirlo en el gran hueco que dejaba ante la opinión pública. En ese momento tomé conciencia del cansancio y el malestar que me provocaba sostener esa situación.

		Sin embargo, el desenlace me dejó una sensación desagradable, pues sé que fui tremendamente severo con Horacio García Aguilar. El error que cometió posiblemente se lo hubiera tolerado a un secretario de Estado que estuviera trabajando muy bien. Pero la toma de decisiones en ocasiones así es. No creo que mi decisión haya sido infundada o precipitada; de lo que estoy consciente es de que fue un hecho concreto el que me hizo reconocer mis verdaderos sentimientos respecto a la actuación de García Aguilar como secretario de Agricultura y Recursos Hidráulicos.

		En ese sentido, fue una experiencia novedosa, dura, intensa. Ahora ya aprendí que no se acaba el mundo cuando se toma una decisión de esta naturaleza. Así que, como lo ha señalado algún editorialista, finalmente se acabó la que parecía una paciencia inagotable de mi parte.

		

	
		

		Revolución educativa: programa de gran alcance

		

		Hay conceptos que, por más que los hemos explicado, no han penetrado en la sociedad. Tal es el caso de la revolución educativa, que ha aparecido como una pregunta recurrente en las entrevistas que he concedido.

		Es preciso mostrar los contenidos específicos de este gran esfuerzo anunciado por el gobierno, para distinguir así lo que es propiamente la reforma profunda de lo que podrían calificarse como actividades normales de la secretaría del ramo. Hay que enfatizar que la revolución planteada implica una actitud nueva, que hace hincapié en la calidad, frente a las tareas cotidianas para mejorar la educación y la generación de conocimientos en su conjunto.

		Ciertamente, la revolución educativa no se planteó, en mi Primer Informe de Gobierno, a partir de un esquema positivo de proposiciones de transformación, sino a partir del reconocimiento crítico de las grandes fallas del sistema educativo. Por ello, tal vez, gran parte de la opinión pública considera que se trata de un elemento retórico, vacío de acciones efectivas. Esta idea se fortalece con el hecho de que el diagnóstico de los problemas, si bien nunca había sido tan abiertamente asumido por un presidente, no es novedoso.

		Se pueden distinguir algunos programas fundamentales que dan contenido a la revolución educativa: descentralización y regionalización de la educación básica; formación de maestros por medio de su profesionalización; integración de proyectos entre universidades para formar un sistema nacional universitario; establecimiento de un sistema nacional de investigadores; mejoramiento de los libros de texto, empezando por los de educación básica; introducción de sistemas electrónicos para la educación; el Programa Nacional de Bibliotecas, y el Programa Cultural de las Fronteras.

		El hilo conductor de la revolución educativa es crear un auténtico sistema educativo, en el que los subsistemas superen su aislamiento y se conecten orgánicamente para cumplir los fines que el desarrollo del país requiere de la educación. La tarea merece el calificativo de revolucionaria por el nivel, el esfuerzo extraordinario, el mayor ritmo y la amplitud de la acción que nos hemos propuesto realizar.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos: Ley Simpson-Mazzoli

		

		Seis días después de que el presidente Reagan declaró que los Estados Unidos habían perdido el control de sus fronteras, la Cámara de Representantes norteamericana aprobó, el 20 de junio, tras cuatro años de arduos enfrentamientos, el proyecto de Ley Simpson-Mazzoli.

		Este proyecto de ley, que tiene por objeto regular la entrada a Estados Unidos de extranjeros en busca de empleo, fue precedido, el 12 de junio, por una enmienda de ley que obliga a los empleadores estadounidenses de más de cuatro personas a que se aseguren de que sus empleados extranjeros tengan la documentación obligatoria para trabajar en ese país. La Ley Simpson-Mazzoli significa un paso importante en este terreno, al estipular que los patrones que contraten trabajadores a sabiendas de que son indocumentados serán objeto de sanciones severas, que pueden incluir hasta el encarcelamiento.

		Por otro lado, la Ley Simpson-Mazzoli ofrece amnistía a quienes llegaron a ese país antes del primero de enero de 1982.

		La maniobra de Reagan, al empujar con sus declaraciones la aprobación del proyecto de ley, fue de sondeo. No siendo definitiva la aprobación, puede así medir las reacciones que provoca el proyecto y, por tanto, su viabilidad política.

		Los efectos de la votación en la Cámara de Representantes fueron inmediatos. Según el Movimiento Mexicano-Estadounidense, su resultado fue devastador en los estados sureños de la Unión Americana, donde los atemorizados patrones de indocumentados iniciaron despidos precautorios y aplicaron severas restricciones al empleo de personas con rasgos físicos latinoamericanos.

		Las respuestas políticas surgieron en ambos lados de la frontera. De hecho, empezaron desde el 12 de junio, cuando se aprobó la enmienda de ley. Así, por ejemplo, el dirigente del Consejo Nacional de la Raza, Raúl Izaguirre, acusó a los medios de información estadounidenses de infundir un sentimiento antimexicano y presionar para la aprobación de la Simpson-Mazzoli.

		Días después, el 23 de junio, el precandidato demócrata Jesse Jackson criticó el proyecto de Ley Simpson-Mazzoli por ser injusto con los mexicanos. Añadió: “El día que no se permita la entrada de trabajadores mexicanos a los Estados Unidos, ese día se echarán a perder millones de dólares en cosechas”.

		En México, el asunto inmediatamente levantó ámpula. El espacio que le dedicaron los periódicos durante días consecutivos fue significativo; puso en evidencia el temor de que millones de mexicanos fueran deportados violentamente, con un severo costo para su dignidad personal y con la amenaza de ampliar dramáticamente el número de desempleados en nuestro país.

		Aparte de columnistas y editorialistas, los periódicos se llenaron con las opiniones críticas de todos los partidos políticos. La CTM, el CT, la FSTSE, la CNC, así como muchas otras organizaciones sociales, mostraron su total rechazo al proyecto legislativo estadounidense, por considerarlo discriminatorio y racista. Muchos añadieron a sus críticas la opinión de que la ley, en el fondo, buscaba presionar a México para que cambiara su política exterior.

		La embajada de Estados Unidos en México se sintió en la necesidad de emitir un comunicado el 22 de junio para rechazar los argumentos críticos externados frecuentemente en los diarios.

		La Secretaría de Relaciones Exteriores señaló, en primera instancia, que México no podía intervenir ni jurídica ni diplomáticamente para impedir la aprobación de la Ley Simpson-Mazzoli, porque no es posible inmiscuirse en las acciones legislativas del vecino país del norte. Sin embargo, percibimos que la inquietud del público era demasiado grande para dejar el asunto ahí.

		Por ello, impulsé a la Secretaría de Relaciones Exteriores y a Gobernación, así como al Senado de la República, para que manifestaran, sobre todo con acciones, que no nos limitaríamos a lamentarnos y esperar. Quise que la opinión pública viera que el problema nos preocupaba; que lejos de estar dormidos, buscábamos ya soluciones ante la posibilidad de que se aprobara en forma definitiva la mencionada ley.

		Nuestra reacción serviría, además, para mostrar a los norteamericanos la importancia que el problema tiene para México y la inquietud que genera entre nosotros.

		El 26 de junio la oficina de prensa del Senado de la República emitió un comunicado en el que afirmó que, en caso de que se aprobara el proyecto de Ley Simpson-Mazzoli, México apoyaría los derechos humanos y laborales de sus trabajadores en Estados Unidos, estuvieran documentados o no. Añadió que buscaría acuerdos bilaterales que regularan adecuadamente la condición de los trabajadores migratorios.

		Ese mismo día, la SRE emitió un documento en el que señalaba que pondría en acción todos los recursos disponibles para proteger a los mexicanos que pudieran ser afectados por la mencionada ley. Asimismo, agregó que por elemental equidad, la contribución de estos trabajadores a la actividad económica estadounidense debía ser correspondida con un trato justo y digno.

		El 6 de julio me reuní con los secretarios de Gobernación, Trabajo, Relaciones Exteriores, Programación, Comercio y Desarrollo Urbano, así como con el líder del Senado, y les ordené la ampliación de acciones para lograr la protección jurídica de los derechos humanos y laborales de los mexicanos en Estados Unidos, así como la preparación de medidas concretas para atender a los compatriotas que ya estaban siendo repatriados por efectos del proyecto de Ley Simpson-Mazzoli.

		Finalmente, pedí la elaboración de un estudio a fondo sobre el problema migratorio hacia el vecino país del norte, de modo que pudiera ser atendido dentro de los planes y programas de desarrollo nacional.

		El 12 y 13 de julio, Sepúlveda se reunió con nuestro embajador en Estados Unidos y con los cónsules generales de México en ese país, e hizo declaraciones fuertes en el sentido indicado. El 21 de julio, por cuarta ocasión en la historia de las relaciones entre México y Estados Unidos, se reunieron los gobernadores de los seis estados fronterizos mexicanos y de los cuatro colindantes del lado norteamericano. Nosotros impulsamos esta reunión para tratar el problema de los trabajadores indocumentados y sus repercusiones en los dos países. En todo momento se tuvo buen cuidado de no criticar el derecho de los norteamericanos de aprobar la famosa ley.

		En todo el espectáculo de respuesta que montamos, la única nota discordante fue la declaración de nuestro embajador Espinosa de los Reyes, quien tuvo a bien decir que la ley no era tan grave ni era evidente que fuera a ser aprobada. Aunque apegada a la realidad, su opinión fue desatinada y provocó una reacción negativa en el país.

		Mientras tanto, el 14 de julio, el Partido Demócrata demandó a su gobierno “una política de inmigración justa y humana… que refleje nuestra herencia de inmigrantes”. Al día siguiente, los delegados hispanos ante la Convención Demócrata acordaron la integración de un frente unitario contra el proyecto de Ley Simpson-Mazzoli, y se comprometieron a presionar a los legisladores demócratas para que encabezaran en el Capitolio un movimiento para bloquear las reformas de las actuales leyes de inmigración.

		Al ver estas reacciones, así como las de muchas organizaciones chicanas, Reagan retiró la ley el 25 de julio, por encontrar “inaceptable la versión aprobada por la Cámara de Representantes”. Así que, de aquí a noviembre, definitivamente no va a pasar. Lo que ocurrirá después de esa fecha dependerá de si Reagan es reelegido, lo que parece probable, dado que está peligrosamente arriba en la competencia electoral.

		Ahora bien, en lo personal, tengo dudas de que la Ley Simpson-Mazzoli sea aprobada y, en todo caso, que se aplique. Parto de la hipótesis de que la realidad manda, por lo que, mientras la economía norteamericana se esté recuperando, se generarán ofertas de empleo, lo que matizará la aprobación o aplicación de la ley.

		

	
		

		Desprestigio de López Portillo y Durazo: dos libros

		

		Carlos Loret de Mola escribió un libro llamado El juicio, apoyándose en dos entrevistas largas que le dio José López Portillo. Una fue aquí en “la colina”, seguramente animado por Galindo Ochoa, puesto que Loret no fue el único con quien habló el ex Presidente, y otra tuvo lugar en Roma.

		El libro tiene grandes pretensiones, pues en él, supuestamente, seis ex presidentes y Quetzalcóatl dialogan con López Portillo. Lo que dice López Portillo en ese libro, en respuesta a los cuestionamientos que le hacen los otros personajes, corresponde, en gran parte, a lo que el ex Presidente piensa.

		Las afirmaciones de López Portillo, que significan su defensa ante las decisiones tomadas durante su sexenio, se han revertido contra él; han tenido un efecto de bumerán. Cabe imaginar la reacción del lector cuando López Portillo afirma que la responsabilidad de la deuda pública no le corresponde a él, sino al pueblo de México…

		Puede considerarse que Loret se alejó, porque lo que en ese libro se asienta sólo puede servir para terminar de hundir la imagen de López Portillo. En el fondo, el libro revela una ingenuidad extraordinaria de parte del ex Presidente, quien no midió la diferencia entre expresar sus opiniones ante amigos o ex colaboradores, y hacerlo ante un periodista que, por profesión, lógicamente las publicará.

		El libro de Loret de Mola ha sido recibido con beneplácito por los enemigos de López Portillo, pues les da base para propagar su desprestigio. Ellos se han encargado de magnificarlo y alabarlo. Los amigos, por el contrario, han lamentado su publicación.

		Para impulsar las ventas, Loret de Mola sacó en los últimos días de julio unos avances del libro en Excélsior. Poco después de la aparición de esos artículos, López Portillo, por medio de ciertos mensajeros, me consultó lo que debía hacer.

		Yo estuve reflexionando al respecto. Consideré la posibilidad de sugerirle que se desdijera, pero luego pensé que eso sería contraproducente, pues Loret argumentaría que las opiniones de López Portillo eran verídicas, lo que a la postre sólo serviría para aumentar la polémica. Así que le mandé decir que, en mi opinión, lo mejor que podía hacer era callarse, pues se iba a venir una reacción muy fuerte en su contra, por lo que había que evitar echarle más leña al fuego.

		El libro creó bastante revuelo, pero no tanto como en un momento dado supuse. Es un indicio de que ya hay una cierta saturación en lo que respecta a los ataques al pasado. Claro, hay grupos vehementes contra López Portillo, que permanecerán así seguramente para siempre. Entre ellos están la ultraderecha, representada por Impacto, Julio Scherer y las partidarias de Díaz Serrano, la Michelena y Manú Dornbierer, así como ciertos sectores de derecha en el extranjero, asociados con nuestra derecha interna.

		Para culminar estos libros de desprestigio sobre el pasado, acaba de aparecer otro del mismo autor que escribió Lo negro del Negro Durazo, José González, que ahora presenta capítulos en los que critica a la señora López Portillo.

		No deja de ser lastimero ver la situación de maledicencia en la que han caído el ex Presidente y su familia. Es verdaderamente brutal ver cómo aquel hombre que fue tan halagado, ahora se encuentra destrozado.

		Recientemente leía yo el libro de Saavedra Fajardo Idea de un príncipe político cristiano, que tiene una frase que me impactó: “Sobre la autopsia de tu antecesor analiza sus defectos para evitar caer en ellos”. Es tremendo por el uso mismo de la palabra autopsia; sin embargo, es cierto que resulta útil ver los errores de quienes nos antecedieron para evitarlos. De manera que nosotros tendremos los nuestros, pero no ésos.

		

	
		

		Agosto de 1984

		

	
		

		Partido Revolucionario Institucional: XII Asamblea

		

		LA PREPARACIÓN DE LA XII ASAMBLEA NACIONAL DEL PRI, efectuada en la Ciudad de México los días 23, 24 y 25 de agosto, logró movilizar, en el curso de cinco meses, a 12 millones de priistas en 38 000 asambleas. Este conjunto de reuniones distritales, municipales y estatales, iniciadas desde abril, animó a las bases priistas y dotó a la acción partidista de un ritmo que, para agosto, ya había alcanzado un ambiente de clímax.

		Por eso decidimos realizar la Asamblea Nacional del partido a finales de agosto. Posponerla hubiese implicado correr el riesgo de perder el ambiente de expectativa y efusión que se había generado, lo que en mi opinión era absurdo, pues no comparto con nuestros tradicionalistas políticos —que por cierto son muchos— el tabú de que agosto, en espera del informe presidencial, debe ser el mes del silencio.

		Lo importante era demostrar que hemos sacado el partido a flote. Mil novecientos ochenta y tres fue un año de elecciones y, sin embargo, no limitamos nuestro esfuerzo a ganarlas, sino que trabajamos para darle vida al partido, para infundirle un sentido de continuidad y permanencia.

		Por ello, tal vez el aspecto más renovador de la XII Asamblea Nacional fue el trabajo preparatorio que para ella se realizó, faceta poco valorizada por los partidos de oposición o por la opinión pública intelectualizada. Sin embargo, el hecho de que en la asamblea se utilizara un nuevo lenguaje caracterizado por la autocrítica, en el que el concepto de renovación se empleó con toda naturalidad, implica que ya había permeado hasta las bases la necesidad de realizar un cambio. El nuevo lenguaje revela ya el primer paso en la búsqueda por modificar ciertas conductas partidistas, y pone en evidencia la importancia de las reuniones que precedieron a la asamblea.

		El planteamiento sobre la necesidad de renovar el partido comenzó durante mi campaña presidencial. Sin embargo, de manera más concreta, el proceso de renovación tomó impulso a partir del LV aniversario del partido, en marzo de 1983. Ahí se planteó la necesidad de reconocer los problemas como método para buscar su solución.

		Se señaló desde entonces con toda claridad que el problema central del PRI es el de la selección adecuada de candidatos a puestos de elección popular. Es importante apuntar que al llegar la XII Asamblea Nacional, esto estaba ya en boca de todos, tanto priistas como opositores.

		La oportunidad de modificar conductas arraigadas en los mandos priistas se da por la coyuntura política que tenemos que enfrentar. Las elecciones de 1983 demostraron que el PRI se encuentra en una situación sin precedente, diametralmente opuesta a la época en que la sola acción del gobierno sumaba votos al partido. El año pasado, el desprestigio de los gobiernos anteriores restó votos al PRI y fortaleció al Partido Acción Nacional.

		La conciencia de las dificultades que debemos enfrentar en las elecciones de 1985 sirvió de acicate a la acción partidista y favoreció una disposición para el cambio. Todo ello fue lo que creó el ambiente de expectativa en torno a la XII Asamblea Nacional.

		En su preparación, serví de guía y di orientación, pero no trabajé los documentos al detalle con los dirigentes partidistas. No tenía sentido que lo hiciera, aun cuando los documentos pudieran mejorarse, porque son ellos mismos quienes, a su manera, los tienen que ir elaborando. Los documentos del partido tienen que reflejar a quienes deben acatarlos.

		Ideológicamente, el PRI no requiere grandes novedades. Su esquema en este terreno, que es el mismo desde la época de Cárdenas, se forma a partir del proyecto histórico de la Revolución mexicana que sigue vigente. Las adecuaciones que desde entonces se le han hecho no son de fondo. Ávila Camacho eliminó el sector militar, y más recientemente se introdujeron al partido elementos tecnocráticos para realizar labores de planeación. Todo ello sin alterar el esquema cardenista.

		La XII Asamblea se propuso actualizar la Declaración de Principios y el Programa de Acción, pero sin hacer ningún cambio radical. Más bien se trató de modernizar el lenguaje, aunque naturalmente conservando cierta pimienta demagógica, a fin de matizar conceptos desligados de la realidad actual.

		Así, se le bajó el tono a la noción de lucha de clases, pues contradice nuestro llamado permanente a la armonía social. Se cambió la definición de que el PRI es un partido de los trabajadores para señalar que lo es de los mexicanos comprometidos con la doctrina de la Revolución mexicana, la cual se define. De esta forma, el partido se presenta como de todos.

		Se intentó eliminar referencias a que el partido pide la nacionalización de las industrias farmacéutica y alimentaria, pues es un hecho que yo no las voy a llevar a cabo. Pero los asesores de don Fidel, Romo y sus secuaces, saltaron, negándose a bajar banderas que les han aportado nuevas clientelas.

		En fin, se modernizó el lenguaje del partido, al introducir en sus documentos las siete tesis que surgieron durante mi campaña electoral. Ahora lo que conviene, con las elecciones de 1985 a la vista, es sistematizar los puntos de enfrentamiento con la oposición, a fin de darles respuestas contundentes.

		Los estatutos se modificaron para dar cabida a un Consejo Consultivo del CEN formado por cinco personas: los dirigentes de cada uno de los tres sectores del partido y los líderes de los diputados y los senadores. Se hizo en atención a la solicitud que el sector obrero había hecho, desde mediados de abril, para reducir el CEN a fin de permitir la participación de los tres sectores en la toma de decisiones.

		Por otro lado, se formó una Comisión de Honor y Justicia para sancionar políticamente a los miembros del partido que se desentiendan de sus compromisos, y para reconocer a quienes destaquen, por su vocación y convicción, en su quehacer político.

		Pero la renovación del partido no está en la modificación de sus estatutos, sino en la voluntad de hacerlos cumplir. El partido tiene una organización formal adecuada. El problema está en que los comités municipales y seccionales, que son su base de organización, sólo existen de membrete. Lo original es tratar de crear los 40 000 comités seccionales que supuestamente existen, esto es, fortalecer la estructura horizontal del partido, que ha estado muy descuidada y a la que corresponde trabajar durante las elecciones. La meta de renovación en este terreno es ardua, pues consiste en hacer que el partido funcione de acuerdo con lo establecido.

		El otro aspecto importante de mencionar, pues muchos creyeron que implicaría cambios estatutarios, es el de la selección de los candidatos priistas. Esto no fue así, porque hacer cambios orientados a realizar elecciones de tipo primario hubiera creado problemas serios en ciertas áreas. Por lo menos sería el caso en las grandes ciudades o en el nivel estatal, donde dejarle un juego libre a las fuerzas políticas dentro del PRI podría producir una confrontación violenta entre ellas.

		La imposición de elecciones primarias significaría un cambio total en la estructura del partido. Por el momento, tuvimos que limitarnos a aprobar la consulta directa mediante el voto secreto sólo para los candidatos a presidentes municipales de los municipios pequeños, conservando la forma de convenciones, con representación de los sectores, en los municipios grandes.

		Considero que podremos evitar que sean nombrados como candidatos del partido los amigos, los parientes y los choferes de los “influyentes”. El hecho de que se actúe para que la selección se haga con criterio y objetividad puede ser, en sí mismo, un avance importante.

		Debemos estar conscientes de que en todos los partidos de todos los países hay cedazos, hay procesos de selección. No podemos caer en ideas románticas al respecto. Tenemos que entender que nuestro partido tiene una realidad operativa en la cual la gran mayoría de sus miembros, sobre todo quienes gozan de poder, no están dispuestos a aceptar modificaciones tajantes.

		Resulta satisfactorio ver que los líderes de los sectores han declarado que en el momento actual lo más importante para el PRI es seleccionar buenos candidatos, esto es, candidatos que cuenten con auténtica militancia priista y con integridad personal. Ello es útil, pues significa que ésos son los argumentos que ellos esgrimirán, como primer filtro, para seleccionar a los candidatos de sus sectores. Asimismo, nos da la oportunidad, cuando el caso lo requiera, de objetar su selección apoyándonos en sus propias palabras.

		La Asamblea removió también expectativas en favor y en contra de la permanencia de Adolfo Lugo Verduzco como dirigente del partido. Hay incluso quienes se cuestionaron si la coyuntura política favorecía una mayor autonomía relativa del presidente del partido respecto al Presidente de la República.

		Este planteamiento, como parte de otros que buscan disminuir la fuerza del presidencialismo en México, no corresponden a la realidad de lo que está ocurriendo. La crisis ha hecho que las instituciones políticas se cuelguen del Presidente de la República. De hecho, la sociedad está pidiendo más presidencialismo o, cuando menos, de cierto tipo de presidencialismo.

		La posible modificación de los estatutos para dotar de una mayor independencia formal al presidente del partido no cambia la realidad, ni tampoco garantiza una mayor independencia del partido en años posteriores, pues dentro de nuestras instituciones no hay norma que esté a prueba de las personas. Además, no tenemos en el partido el precedente histórico de un liderazgo fuerte, por lo que no sabemos qué alteraciones provocaría en nuestro sistema político.

		Los presidentes del partido se han limitado a cumplir la función de intermediarios entre el Presidente de la República y el gran aparato partidista. Así, el presidente del partido negocia políticamente con los líderes de los sectores, que tienen su propia dinámica y presentan demandas políticas que tenemos que atender, y con la estructura horizontal del partido, compuesta por los dirigentes priistas en los niveles estatal y local. Con el diálogo cruzado que logre, atendiendo las demandas tanto de la estructura vertical como de la horizontal, hará las combinaciones requeridas para presentar o enfrentar a los gobernadores con las opciones de candidatos a puestos de elección popular.

		Para realizar este trabajo cuenta, en todo momento, con la guía y el apoyo del Presidente de la República. Por ello creo que Adolfo Lugo Verduzco, quien es una persona cercana a mí, puede continuar realizando un buen trabajo.

		En términos más amplios, lo que yo quiero hacer es volver al juego ortodoxo del PRi, que consiste en dejar las elecciones de presidentes municipales y de diputados locales, en primera instancia, en manos del gobernador, quien tiene que atender a los intereses y a la realidad política de cada localidad para tratar de seleccionar a los candidatos que efectivamente respondan a las fuerzas políticas del lugar. Para escoger candidatos también requerirá una negociación con los diferentes sectores del partido. Así, el gobernador es el ponente de las ternas, después de recibir las peticiones de los sectores y de percibir la realidad del Estado en el nivel local.

		Habiendo hecho el gobernador su composición, se la presenta al Comité Ejecutivo Nacional, el cual la sanciona o modifica, y Gobernación monitorea el proceso, de manera que se forme un diálogo entre el gobernador, el Comité Ejecutivo Nacional del partido y la Secretaría de Gobernación.

		Yo no intervengo en este proceso, solamente me mantienen informado y, desde luego, estoy listo por si entre ellos no se arreglan. Tampoco intervengo en la selección de funcionarios priistas de nivel estatal; eso es producto de un diálogo entre el gobernador, el PRI estatal y las fuerzas locales.

		Lo que estoy tratando de hacer es dejar que el aparato opere. No manejo al partido muy en corto. Al contrario, dejo que realice su propio proceso político. Mi papel será diferente en el caso de las gubernaturas y las diputaciones federales.

		Lo más importante para el PRI en el momento actual es que se reavive, que trabaje con más energía. El éxito dependerá de que se ejecuten las ideas contenidas en nuestro lenguaje de renovación.

		

	
		

		Segundo Informe de Gobierno.

		Valoración del momento y de mis colaboradores

		

		El compromiso de informar el primero de septiembre al Congreso de la Unión sobre el avance de la administración en el último año significa, en nuestra tradición política, la ocasión más importante que el Presidente tiene para dirigirse de manera sistemática al mayor número de mexicanos.

		Por ello, la elaboración del informe de gobierno es una responsabilidad muy personal del titular del Ejecutivo, quien está consciente de que su contenido servirá para dar a conocer hechos y avances, pero también, de manera sustantiva, para enviar un mensaje político a la nación. Además, a nadie escapa que la forma de su presentación trasluce la orientación personal que el Presidente quiere imprimir a su régimen.

		Sé que algunos presidentes pedían a las diferentes dependencias del Ejecutivo que enviaran información a un grupo encargado de hacer la síntesis, y que ellos sólo se ocupaban del mensaje político. Yo, por el contrario, considero que la elaboración del informe debe ser un trabajo personal del Presidente.

		Así, este año, cuando recibí a principios de agosto el material organizado por la SPP, que incluía un resumen hecho por cada secretaría de Estado, consideré que me correspondía el trabajo que faltaba, que consistía en estructurar la información. No sentí necesario convocar a reuniones para afinar los documentos, como lo hice el año pasado, puesto que en esta ocasión tenía una idea más concreta del tipo de informe que quería.

		Me pareció que el camino más corto era elaborarlo directamente. A ello dediqué, en gran medida, todo el mes de agosto. Tuve listo el primer borrador desde el día 15, así que me quedaron dos semanas para afinar mis ideas y pulir el escrito. En realidad fue un mes de reflexión. El informe sólo fue el producto inmediato que me brindó la ocasión para evaluar muchas cosas.

		Lo que determina la elaboración del informe es el criterio de oportunidad definido por el momento. Me detuve a reflexionar en las preguntas que de cualquier forma me hago todos los días: ¿En qué momento se encuentra el país?, ¿dónde estamos respecto a nuestras metas?, ¿qué dudas tiene la gente?, ¿qué conviene que el Presidente diga?, ¿qué tono corresponde darle?, ¿cuáles son las ideas que hay que machacar?

		Dada la heterogeneidad de nuestra sociedad, la percepción de la realidad es diferente para cada grupo y, por tanto, también lo es su opinión del gobierno. Creo que de parte de los empresarios hay más confianza en el gobierno; los obreros me entienden y aguantan, porque saben que no tengo margen de maniobra; sin embargo, continúan presionando.

		Los políticos reconocen que sí sabemos hacer política; los que critican son los marginados políticos, para ver si así regresan. Los partidos de oposición han cambiado la orientación de su crítica: antes la dirigían al pasado, pero ahora parece resultarles más efectivo centrarse en el presente.

		Los académicos de izquierda, como Pablo González Casanova, Gastón García Cantú o Carlos Tello y sus amigos de Nexos, tratan de demostrar que el gobierno está equivocado, que ni le están saliendo ni le van a salir las cosas. En ellos vemos una estrategia de crítica, es decir, se han dado cuenta de que el gobierno no es permeable a sus ideas, por lo que han decidido desatar su batalla.

		A pesar de lo anterior, en general, considero que el gobierno ha ganado en respetabilidad. Respecto a mi posición como gobernante, siento que ha aumentado mi influencia y que se ha afianzado la opinión de que sé gobernar y resolver problemas.

		Sin embargo, también hay quienes califican de gris al gobierno. Piensan que le falta retórica, que es muy administrador, muy cerebral. Estas opiniones no tienen connotación ideológica, sino que parten del hecho de que también en política existen temperamentos tropicales.

		Muchos quisieran que hubiese más movimiento, aunque significara conflicto. Consideran que de vez en cuando es bueno promover una invasión de tierras, tomar por la fuerza una fábrica o, cuando menos, fomentar discusiones fuertes. Añoran los eventos que consideran estimulantes y entretenidos, pues parten de la idea de que la política debe ser un espectáculo permanente. Su constitución psicológica los inclina a proponerse cosas espectaculares, pues tienen humor para la batalla y gusto por el olor a sangre. En una palabra, quisieran una política a ritmo de salsa.

		Dejando de lado las extravagancias o los intereses personales, mi impresión general al preparar el informe fue que la gente está más serena, aunque en el fondo conserva muchas dudas. Algunas de éstas son concretas, como las referidas a la viabilidad de nuestra política económica, a la capacidad de todos para mantener el esfuerzo o a la autenticidad de la renovación moral. Otras se extienden a cuestionar nuestro sistema político, económico o social.

		El hecho de que subsistan estas dudas impide decir, aunque hayamos avanzado, que estamos en otra etapa. Podemos decir que ya pasó lo peor de la crisis, pero seguiremos en ella mientras continúen presentándose tantos cuestionamientos. Por ello, el mensaje central del Segundo Informe de Gobierno consistió en señalar que estamos logrando avances, que hemos mejorado respecto a como estábamos, pero que todavía nos queda una tarea ardua y pesada, en la que subsisten, además, grandes riesgos.

		También quise transmitir la idea de que, aun cuando salgamos de la crisis, lo que hay de fondo en las carencias seculares del país nos obligará a mantener el ritmo y el nivel de esfuerzo que hemos puesto en estos dos años. En el informe dije que no estábamos empeñados en una simple empresa de supervivencia, sino en un proceso nacional de renovación del país.

		Al elaborar el informe, mi gran preocupación fue la síntesis. Resulta difícil si se desea mencionar el número suficiente de temas para que todos los sectores de la administración pública se sientan considerados. La alternativa es presentar un mensaje político que sólo envuelva las áreas fundamentales, lo que creo que resultaría satisfactorio exclusivamente para los grupos de opinión más analíticos.

		Opté porque el documento conservara su tono de informe, lo que me obligó a ser muy selectivo con el material que me enviaron. Al analizar cada sector y dentro de él los temas que convenía incluir, me di cuenta con toda claridad dónde había huecos. Tanto la calidad del material que enviaron como la falta de sustancia en algunos temas o la inoportunidad de otros, me permitieron evaluar el trabajo de cada área. Este ejercicio hizo que sedimentaran en mí ciertas preocupaciones, y evidenció aquellos asuntos a los que tendré que dedicar más atención en fecha próxima.

		El análisis de la información enviada por cada dependencia también me permitió caracterizar a mis colaboradores. Algunos secretarios de Estado han alcanzado el límite de su capacidad, en tanto que otros siguen ampliándose en un proceso de crecimiento sostenido.

		En el curso del mes de agosto profundicé o di nueva forma a algunos conceptos que había expuesto con anterioridad. Lo hice para dar mi respuesta honesta y razonada a los cuestionamientos que más inquietan a la sociedad.

		Así, por ejemplo, desde que tomé el poder encontré que, dadas las acciones de los últimos gobiernos —sobre todo en sus últimos meses—, existía verdadero pánico ante la posibilidad de que el poder del Presidente se usara en forma caprichosa o neurótica. La sensación de vulnerabilidad y, por tanto, de recelo ante las posibles personalizaciones del poder, resultaba fuente de desaliento y rechazo para muchos.

		Mi respuesta no podía limitarse a asegurar que yo no caería en ese tipo de actitudes. Sentí necesario abordar este problema medular de nuestro sistema político, señalando que el único contrapeso real del poder personal es el poder institucional. Destaqué que lo que nos permitió superar los momentos más críticos fue el arraigo de nuestras instituciones. Por ello, añadí que nuestra única garantía de que México mantendrá el rumbo que nos ha marcado nuestro proceso histórico consiste en fortalecer las instituciones, tanto las del Estado como las de la sociedad civil.

		Ahora bien, para que esto pueda darse, estoy convencido de que desde la cabeza del Estado tenemos que fomentar y alentar la organización institucional de la sociedad civil. Como las instituciones sociales interactúan con las del gobierno, necesitamos dejarlas participar más y fomentar un verdadero diálogo con ellas, pues en ocasiones lo que necesitan es orientación. Nada hay más desalentador para estos grupos que encontrar cerradas las puertas del gobierno. Con sólo oírlos y reaccionar ante sus demandas, podemos hacerles sentir que vale la pena su esfuerzo.

		Otro tema que traté abiertamente en el informe fue el del deterioro del bienestar social de la población. Destaqué, después de reconocer su magnitud, que es el aspecto más preocupante de la crisis. Lo es, pues en última instancia la supervivencia del Estado depende de la capacidad que tengamos de revertir este proceso. Insistí en que mientras no mejoren los aspectos más generales de la economía, no se podrá avanzar en este terreno. Necesitamos salir del clima inflacionario y recuperar el crecimiento económico. Todo lo demás que podamos hacer sólo significa poner parches.

		En otro nivel, lo que debemos hacer es tratar de permear el concepto de igualdad a todos los instrumentos de gobierno, para que en todo momento los funcionarios se cuestionen a quiénes y a cuántos benefician las medidas que están tomando. Ello nos lleva al aspecto que considero que debe englobar a todos los demás: la renovación moral.

		En mi informe dije que la renovación moral es la columna vertebral de la renovación de toda la sociedad. Para explicarlo, traté de enfatizar lo positivo de la renovación moral y no sólo sus aspectos correctivos. Lo positivo se conecta con el cambio social, esto es, con la necesidad de abrir para renovar, con la obligación de cumplir un deber frente a la sociedad, con la voluntad para afrontar las dificultades del cambio.

		En la primera etapa, la renovación moral se orientó fundamentalmente a los funcionarios, porque teníamos que dar el ejemplo y porque era, de alguna manera, reconocer una culpabilidad. Ahora que contamos con más respetabilidad, es el momento de ampliar el concepto a toda la sociedad, para hacer ver que la renovación también le corresponde a ella. Idealmente, quisiera que esto desembocara en una cruzada cívica.

		La recapitulación que hice con motivo del informe me sirvió también para medir las posibilidades y los límites de mi acción. Si miro para atrás, siento que el tiempo ha pasado muy rápidamente, pues veo que las cosas avanzan con lentitud. Cuando veo para adelante y pienso en todo lo que falta por hacer, me doy cuenta de las limitaciones que hay en un periodo gubernamental de seis años. Tengo que reconocer que no voy a lograr todo lo que me propuse, y surge entonces la pregunta: ¿Cómo hacer que ciertas cosas fundamentales queden afianzadas para que no puedan ser destruidas tan fácilmente?

		Por otro lado, y precisamente al cobrar conciencia de las limitaciones que el tiempo impone, resulta necesario impedir que cunda el desánimo en la administración por las cosas que no se van a remediar en el curso de nuestra gestión. Todos debemos tener claro que si deseamos dejar una huella positiva, tenemos que trabajar con el mismo ahínco hasta el final.

		

	
		

		Septiembre de 1984

		

	
		

		Telmex: requisa

		

		EL VIERNES 7 DE SEPTIEMBRE EL GOBIERNO FEDERAL, por conducto de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, requisó todos los bienes de la empresa Teléfonos de México para garantizar la prestación de servicios y la seguridad de una operación vital para la economía nacional.

		La requisa tuvo lugar cinco días antes de que venciera el emplazamiento a huelga formulado por el Sindicato de Telefonistas de la República Mexicana, en demanda de un aumento salarial de emergencia de 20.2%. Esta acción se hizo necesaria por el tortuguismo, el sabotaje y la irregularidad en la prestación del servicio.

		Telmex informó que el movimiento del sindicato en demanda de aumento salarial había ocasionado —desde el 20 de agosto— 665 paros y que se habían acumulado 43 756 quejas por mal servicio y 531 por falta de atención en las líneas.

		Por otro lado, teníamos conocimiento de que el líder del STRM, Francisco Hernández Juárez, pretendía encabezar un movimiento que trascendiera el ámbito de Telmex, orientado a formar un frente político con varias empresas paraestatales. Con ello quiso aprovechar la coyuntura de inquietud que afloró en dichas empresas desde mediados de julio, cuando el secretario de Trabajo de la CTM destacó que las entidades descentralizadas no habían otorgado a sus trabajadores el aumento salarial generalizado de 20.2%, correspondiente al aumento convenido para los salarios mínimos en junio, en tanto que la mayoría de las corporaciones privadas sí lo habían hecho.

		A finales de julio, el día 27, Fidel Velázquez se reunió con los líderes de los sindicatos de empresas paraestatales para informarles que el gobierno de la República no había autorizado estas nuevas partidas presupuestales, por lo que no podrían conceder un aumento de 20.2% a sus contratos colectivos. No obstante, el 16 de agosto, el pleno de dirigentes del Congreso del Trabajo solicitó formalmente al gabinete económico, en una reunión efectuada en la Secretaría de Hacienda, el incremento mencionado a los contratos colectivos de las empresas paraestatales.

		Ese mismo día, esto es, antes de que se iniciaran las negociaciones entre los directivos de empresas y los dirigentes de sindicatos, el STRM emplazó a huelga a Telmex para el 27 de agosto. Posteriormente, el emplazamiento fue diferido al 12 de septiembre.

		En esta coyuntura, resultaba claro que el emplazamiento y las maniobras de tortuguismo e, incluso, sabotaje promovidas por Hernández Juárez fueron toleradas por los líderes del Congreso del Trabajo, quienes se mantuvieron a la expectativa. Por ello y para evitar un problema mayor, actuamos con fuerza al imponer la requisa.

		Francisco Hernández Juárez busca ampliar su liderazgo sindical. Pretende alcanzar renombre como líder independiente y progresista. Es un hombre batallador que cuenta con simpatías dentro del movimiento obrero organizado y del PSUM. Ello lo llevó a confiar en que su movimiento sería secundado por otros líderes de esa tendencia, como los del Sindicato Mexicano de Electricistas o los de la Asociación Sindical de Pilotos Aviadores, entre otros. En el fondo, es posible que haya aspirado a convertirse, con este enfrentamiento, en el líder máximo de los sindicatos de empresas paraestatales.

		La requisa duró 52 días, lo que resultó muy desgastante tanto para el gobierno como para el sindicato. Esto fue así porque decidimos no ceder en lo que nosotros consideramos un principio de autoridad.

		El hecho es que desde que se requisó se habían realizado investigaciones para determinar lo que estaba pasando en el sindicato de telefonistas. Doscientas cincuenta personas fueron investigadas para ver quiénes estaban violando el reglamento y provocando la irregularidad en el servicio telefónico. Se determinó que sólo eran 37 los empleados involucrados en las maniobras de sabotaje, por lo que al requisar se decidió rescindirles el contrato.

		Hernández Juárez, naturalmente, solicitó que todos los trabajadores fueran reinstalados en sus puestos, ya que aceptar el castigo de quienes “jalaron con él” en sus maniobras deterioraba su liderazgo. Ése fue el punto central que impidió una solución expedita del problema, pues nosotros decidimos no ceder, ya que ello implicaría tolerar ilegalidad en la acción sindical. Además, estábamos conscientes de que cualquier logro de Hernández Juárez podría convertirse en una bandera para los otros sindicatos de empresas estatales.

		La requisa ocurrió cuando otros sindicatos ya estaban aceptando los 4 000 pesos de aumento al salario ofrecido por las empresas paraestatales. Desde el 3 de septiembre, los trabajadores de la Constructora Nacional de Carros de Ferrocarril y del Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Similares de la República Mexicana habían aceptado esta suma.

		La requisa provocó la crítica inmediata del Congreso del Trabajo y de otros grupos políticos, los que señalaron que agredía en fondo y forma el derecho de huelga, cancelando las prerrogativas consagradas en la Ley Federal del Trabajo. No obstante la dureza de la reacción de las organizaciones laborales y los editorialistas de izquierda, durante el mes de septiembre todos los sindicatos de las empresas estatales fueron aceptando que la situación económica del país no permitía un aumento salarial superior a los 4 000 pesos mensuales que se les ofreció.

		El proceso de negociación con el STRM se vio matizado, en todo momento, por el hecho de que a finales de septiembre debía realizarse la elección de su Comité Ejecutivo Nacional. Hernández Juárez declaró desde el 9 de septiembre que la requisa tenía por objeto instaurar un liderazgo sindical espurio, lo que en realidad no era cierto. Nuestra meta sólo consistía en evitar que cundiera el desorden entre las empresas paraestatales.

		En este contexto, el 11 de septiembre Hernández Juárez anunció que el STRM había decidido prorrogar, una vez más, su emplazamiento a huelga, y aceptar el aumento de 4 000 pesos si el gobierno les ofrecía esa cantidad. El 19 de septiembre, en una junta en la Secretaría del Trabajo, Emilio Carrillo Gamboa, director de Telmex, reiteró la disposición expresada por la empresa de firmar el convenio que otorgaba a los trabajadores el aumento en cuestión, con retroactividad al 15 de julio pasado.

		No se logró el arreglo, pues Hernández Juárez, con apoyo del Congreso del Trabajo, manifestó que no firmaría ningún convenio mientras la empresa amenazara con despedir a algunos trabajadores suspendidos. El ambiente siguió calentándose.

		Aun así, Francisco Hernández Juárez fue reelegido el 30 de septiembre como secretario general del STRM. El Congreso del Trabajo tomó una postura más activa en el conflicto a partir del lunes 8 de octubre, cuando un pleno de representantes de las 34 organizaciones que lo constituyen acordó visitar al titular de la Secretaría del Trabajo para pedirle el levantamiento de la requisa y la reinstalación de los trabajadores despedidos.

		Esta solicitud obligó al secretario de Comunicaciones y Transportes, Rodolfo Félix Valdés, a afirmar, el 9 de octubre, que la requisa en Telmex se mantendría mientras no se garantizara un servicio eficiente a la ciudadanía.

		Al tiempo que esto ocurría, tuvo lugar otro conflicto en el que el gobierno actuó con toda prudencia para no herir al movimiento obrero, lo que seguramente sirvió para matizar la actitud del Congreso del Trabajo en el problema de la requisa.

		Lo que sucedió fue que el sindicato de la empresa paraestatal Compañía Operadora de Teatros, encargada de operar un número importante de cines en la Ciudad de México, decidió, con el fin de presionar al gobierno para obtener el famoso aumento de 20.2% en su contrato colectivo, suspender el descanso escalonado de sus trabajadores a fin de paralizar el servicio los domingos. Esta situación se inició el 19 de agosto y no se resolvió hasta el 19 de octubre.

		Para solucionar este problema, decidimos recurrir a una figura que la ley permite a los patrones cuando la empresa se encuentra en una situación económica difícil: plantear un “conflicto económico”. Con esto, la empresa puede replantear toda su situación laboral.

		Ello asustó a los líderes, pues no estaban preparados para una medida tan drástica. La maniobra resultó y el sindicato aceptó los 4 000 pesos mensuales que se dieron en todas las empresas paraestatales.

		Lo interesante en este caso fue que Fidel Velázquez sabía que nosotros teníamos conocimiento de que el sindicato de COTSA era una pocilga en la que se realizaban todo tipo de maniobras fraudulentas, como tener el doble del personal necesario, realizar subcontrataciones ilegales de servicios, inflar las nóminas con personal inexistente, etc. Tal vez lo único que no sabía don Fidel es que teníamos preparadas denuncias penales en caso de intransigencia por parte de los líderes de COTSA.

		Don Fidel orientó a los líderes en cuestión para que llegaran a un acuerdo con el gobierno a fin de evitar que éste se viera en la obligación de exhibir la realidad del sindicato y desprestigiar con ello al movimiento obrero.

		El asunto de COTSA contribuyó, de cualquier forma, a que la tensión aumentara. La prolongación del conflicto con los telefonistas lesionaba al Estado por las múltiples críticas de que era objeto, pero lesionaba también de manera significativa al sindicato.

		Los disidentes del STRM empezaron a hacer ruido. El miércoles 10 de octubre, Rosina Salinas, su dirigente, criticó severamente a Hernández Juárez. Este último, desesperado, retó públicamente al Congreso del Trabajo a brindarle un apoyo más efectivo.

		La efervescencia entre los trabajadores subió de tono. El 17 de octubre, la administración de la requisa de Telmex denunció que había resurgido el vandalismo del sindicato de telefonistas contra la empresa. Informó que se había realizado un paro de labores de 40 minutos en todo el servicio nacional e internacional de la ciudad de Monterrey, lo que afectó a millones de usuarios de la región noreste del país. Las acciones vandálicas del sindicato, señaló la administración, iban desde “pintas” en los muros, pisos, ventanas, puertas, equipos de oficina y de transporte, hasta la lentitud en labores de instalación, reinstalación y reparación de líneas y aparatos telefónicos.

		Informaciones de este tipo se repitieron durante varios días, referidas a diferentes regiones del país. La crítica señalaba que estas acusaciones sólo buscaban desprestigiar a los trabajadores telefonistas. La realidad es que la población atestiguaba la ineficiencia del servicio telefónico.

		El Congreso del Trabajo continuó moviéndose. El 22 de octubre, sus dirigentes señalaron que el problema de los telefonistas había rebasado el ámbito sindical, para convertirse en un problema político. Afirmaron que a partir de ese momento se harían responsables de su solución definitiva. De hecho, el CT había ofrecido su arbitraje en el punto central que impedía el avance de la negociación, o sea, la reinstalación de 37 trabajadores.

		Sin dejar de medir la dimensión de solidaridad que una requisa tan prolongada generaba en el medio laboral, mantuvimos el principio de autoridad. Así, insistimos en el despido de las personas a las que se les pudo comprobar su participación en actos de sabotaje. Para nosotros era claro que doblegarnos ante las presiones de Hernández Juárez daría pie al desorden en otras empresas estatales, lo que llevaría a una radicalización de los líderes aliados al gobierno.

		El 24 de octubre, después de casi dos meses de conflicto, se firmó el convenio que puso fin al problema en Teléfonos de México. Los puntos fundamentales de solución fueron un aumento de 4 000 pesos mensuales con retroactividad al 15 de julio pasado; el compromiso de la empresa de reinstalar a los telefonistas despedidos —previo arbitraje del Congreso del Trabajo— y la promesa de la empresa de gestionar el levantamiento de la requisa.

		Hubo que ceder en la expresión formal del acuerdo para darle una salida decorosa al sector laboral. Sin embargo, mantuvimos nuestro punto, pues a todos los involucrados les quedó claro que el arbitraje que realizará el Congreso del Trabajo no podrá favorecer a quienes hayan utilizado sistemas autodefensivos o violentos para reclamar un derecho. Insistimos en la necesidad de hacer respetar la ley, cualesquiera que sean las consecuencias de ello.

		Este episodio puso en evidencia que enfrentamos nuestros retos y que no nos vamos a dejar influenciar por los sectores minoritarios de opinión que plantearon el problema en términos de una rigidez y una agresividad innecesarias del gobierno frente al movimiento obrero organizado. Estamos convencidos de que, para la mayoría de la sociedad, la firmeza del gobierno es un activo importante. Demostramos que no se nos están saliendo las cuentas del collar.

		

	
		

		Situación económica: perspectivas de cierre para 1984

		

		El 18 de septiembre, el gabinete económico me presentó un documento sobre las perspectivas de cierre para la economía en 1984 y las líneas de acción para el último cuatrimestre del año.

		Estos documentos, que me presentan en forma regular, son importantes, pues me permiten revisar lo que está ocurriendo y, sobre todo, imaginar lo que va a venir. Ésta es una de las tareas básicas para un Presidente: prever qué giros puede dar una situación y tomar las medidas necesarias para orientar su desarrollo.

		En este momento tengo que centrar mi atención y llevarle el mecate corto a los problemas económicos. Éstos son los que más me preocupan, porque sé que el ambiente político, el económico, el social y el psicológico dependen de la evolución que tenga la realidad económica. En este sentido, puede decirse que soy marxista…

		La perspectiva del desarrollo económico del año, en septiembre, estimaba que la meta de crecimiento del producto interno bruto en 1984 podría situarse entre 1 y 2%, lo que derivaba de un proceso de recuperación económica gradual. La inflación fue calculada en ese momento en torno a 50%, de diciembre a diciembre. Esto significa que ya se reconocía que la meta de 40% era inalcanzable.

		Se habló de que la persistencia de las expectativas inflacionarias, la aceleración del crecimiento del medio circulante y los elevados precios en algunos sectores específicos dificultaron la desaceleración de la inflación. La realidad es que la inflación es muy terca y ya tiene un piso muy alto.

		Con una inflación calculada en 50%, se reconocía que el deterioro real de los salarios sería de alrededor de 6% para todo el año. Por otro lado, las importaciones crecieron 27.6%, en tanto que la exportación de productos no petroleros aumentó 34.9%. Se estimó un superávit en cuenta corriente de entre 3 000 y 4 000 millones de pesos.

		El punto más delicado fue el concerniente al déficit del sector público. El compromiso original era bajarlo a 5.5%, aunque nos dimos un margen de 1%. El documento en cuestión apuntaba que éste sería de 6.5% del PIB, pero señalaba que en esa estimación no se incluía una cantidad significativa de intereses devengados, que podía representar en el curso del año hasta 2% del PIB, la cual se pagará posteriormente. Esto no afectará nuestra relación con el Fondo Monetario Internacional, pues haremos un arreglo contable similar al que hemos hecho en otros años, transfiriendo ese 2% de déficit al año entrante.

		La explicación de por qué el déficit sobrepasó lo estimado es múltiple. Desde luego influyeron las tasas de interés externas, pero también debe reconocerse que hubo presiones para la ampliación del gasto que excedieron el margen disponible de reservas presupuestales y de posibles ingresos adicionales del sector público.

		Medir los efectos del déficit es imposible, ya que el sector privado tuvo una recuperación menor que la esperada, lo que hace que el problema no sea tan grave, pues hubo mucha captación de recursos por parte del sistema bancario y menos deuda interna de lo programado. Sin embargo, el problema me preocupa, aunque lo que cuenta aquí es la tendencia.

		Ahora, que ya llegamos a un acuerdo con el Comité Asesor de Bancos para alargar los vencimientos de 48 000 millones de dólares que estaban programados entre 1985 y 1990, lo que vamos a hacer es revisar las necesidades de deuda y capitalización de cada una de las grandes empresas del Estado, a fin de buscar el saneamiento de todas.

		En general, el problema de recuperación del ritmo de crecimiento depende de la inversión del sector público, que no tiene dinero para invertir, y del sector privado, que está dañado financieramente y tiene un mercado abatido. Así que el camino parece presentarse por el lado de las exportaciones; decirlo es fácil, pero en realidad representa una tarea inmensa.

		El manejo de la economía requiere también una tarea inacabable de armonización de mis colaboradores, pues según va pasando el tiempo, cada uno de ellos se va aferrando más a sus propias ideas y, además, cada uno de ellos tiene sus propias expectativas. Así que tampoco ahí se puede dejar floja la cuerda.

		Esta situación es delicada, pues en México una secretaría maneja los ingresos y otra los egresos. Esto hace que haya diferencias entre sus titulares, quienes tienen ópticas diferentes respecto a lo que se debe hacer. Por eso es importante que el Presidente dé instrucciones claras sobre el camino a seguir. Si no lo hace con cuidado puede deshacer la política económica de sus secretarios.

		La explicación histórica de esta división es que durante el régimen de Gustavo Díaz Ordaz, cuando Antonio Ortiz Mena era el secretario de Hacienda y tenía bajo su control tanto los ingresos como los egresos, llegó un momento en que Díaz Ordaz le tuvo desconfianza, porque consideró que el poder económico que ese funcionario había acumulado le había cercenado poder al Presidente. La destitución de Ortiz Mena en agosto de 1970 dio lugar a una reacción contra lo que había ocurrido y es la explicación del giro que en la administración económica dieron primero Echeverría y luego López Portillo.

		Yo considero que la función del Presidente es escuchar puntos de vista distintos y entender el juego de la personalidad y el poder. Debe ser él quien defina la solución y, por eso, la responsabilidad de todas las grandes decisiones, así como de todas las grandes culpas, recae en él. Sin embargo, no le corresponde al Presidente vigilar los detalles o la instrumentación de las decisiones.

		Finalmente, el desarrollo económico también está influenciado por los climas de opinión pública. Digo climas porque son muchos: el de la prensa sólo es uno; los otros los obtengo por la vía de entrevistas y por las opiniones que me llegan por medio de diversas personas.

		Claro que el problema es siempre ponderarlos. Tengo que evaluar quién me está informando, si lo está haciendo de buena fe o con segunda intención y, en todo caso, si tiene las fuentes adecuadas de información. También tengo que estar consciente de que hay áreas extrovertidas, pero que tienen poco peso y, en otros casos, grupos que tienen poca posibilidad de expresión, pero cuyo peso es fundamental. Así que necesito una observación y una ponderación permanentes. Este trabajo nunca acaba.

		

	
		

		Prensa: surgimiento de La Jornada

		

		El diario La Jornada, fundado por Carlos Payán, Héctor Aguilar Camín y Miguel Ángel Granados Chapa, inició su publicación el 19 de septiembre. Surgió como resultado de un pleito interno en el periódico Unomásuno y, por tanto, se planteó como otra válvula de escape de la izquierda.

		Arrancaron con la convicción, que no sé de dónde sacaron, de que el gobierno los iba a apoyar. Esto no es posible; no podemos crear un periódico al gusto y medida de cada capilla o cada vez que un grupo se divide. Tampoco corresponde al gobierno arbitrar las diferencias entre grupos privados. ¿Con qué criterio determinaría quiénes son los buenos, los capaces, los honestos? ¿Cuál sería su situación si a los meses de haber apoyado un nuevo periódico éste se subdividiera? ¿Cómo evitaría que surgieran divisiones en otros diarios?

		En el caso en cuestión, correspondía al grupo separatista darse cuenta de que la situación económica no permitiría al gobierno mantener un número mayor de periódicos. Debieron dirimir internamente sus diferencias, entender que el gobierno no podría asumir como suyo el problema de que Manuel Becerra Acosta, director de Unomásuno, les haya escamoteado las acciones.

		Además, Payán y su grupo conocían la decisión de mi gobierno de racionalizar la situación de la prensa nacional. Sabían que, dado que ningún periódico es autosuficiente, el gobierno había decidido apoyar selectivamente, de acuerdo con su circulación y prestigio, a los 10 diarios más importantes. Era evidente que el gobierno considera un sinsentido la proliferación de periódicos en la Ciudad de México.

		En ese contexto, suponer que les daríamos facilidades para abrir un nuevo periódico fue absurdo, porque los recursos que se requieren para ello son gigantescos y el país no está para tanta generosidad.

		Por otro lado, los articulistas de La Jornada tienen las puertas abiertas para escribir en diferentes lados. De hecho, lo están haciendo en las revistas Punto, Nexos, Siempre! y a veces en Proceso. Yo les llegué a sugerir la posibilidad de fortalecer la revista Nexos, haciéndola más frecuente.

		Así que no fue por falta de espacio en los medios de comunicación por lo que decidieron crear un periódico. Lo hicieron porque desean cristalizar en La Jornada la fuerza crítica y opositora que no logran concretar los partidos de izquierda. Con el nuevo periódico pretenden crear un foro no institucionalizado para el diálogo con el gobierno o, más probablemente, un instrumento político para atacar y desgastar al gobierno, pues su proyecto de país es diferente del nuestro.

		Esta gente ha desertado de los partidos políticos de izquierda porque los encuentran desordenados, conflictivos e ineficaces, y porque no funcionan a la altura de sus expectativas. Prefieren dejar, a quienes estamos dispuestos a enfrentar la realidad, el compromiso que significa la participación en un partido político.

		Más aún, quieren que el gobierno, al que desprecian por transigir con los grupos de poder, por tener que aceptar sus limitaciones y deformaciones, y por tener que relacionarse con los Estados Unidos, les proporcione los medios para hacerlo.

		Existen foros para que estas personas se expresen: están los partidos políticos que son el medio institucional para ello. Preferiría apoyarlos para que hagan periódicos partidistas, porque cuando menos no habría el engaño de una supuesta objetividad. Pero planteada la situación en los términos actuales, no veo ninguna razón por la que les deba dar apoyo.

		Además, es imposible ignorar que son gente con biografía. Granados Chapa anuncia cada semana el estallido de algún problema que demostrará la incapacidad del gobierno; Aguilar Camín augura cada mes “idus” destructivos, y la mujer de Payán es activista del PSUM que participa en la “pinta” de paredes y actividades similares.

		No puedo apoyarlos, aunque ello implique la frustración de muchos, aunque haya talento que se amargue y se vuelva contra mí. El problema de esta gente —que no me corresponde resolver— es que poco a poco va manifestando sus propias frustraciones e incapacidades al centrar su esfuerzo en criticar al gobierno, en oponerse a todo, sin buscar salidas en el ámbito de la realidad.

		Existen oportunidades que ellos no quieren aprovechar; información que no quieren conocer. Actúan motivados por prejuicios o, cuando menos, éstos dominan su afán de saber y expresarse. Son ingenuos y agresivos, por ello tengo que desalentarlos.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos:

		las torpezas de John Gavin

		

		El 19 de septiembre Adolfo Lugo Verduzco, presidente del PRI, afirmó en una entrevista de prensa en Guadalajara que “algunas declaraciones del embajador Gavin han sido imprudentes. Tengo la convicción de que el señor embajador no entiende aún la idiosincrasia del pueblo mexicano y nuestro profundo sentimiento nacionalista y de respeto hacia los demás países. Asimismo, me da la impresión de que el señor embajador no conoce suficientemente nuestro sistema político, que es producto de nuestra experiencia histórica y de nuestra realidad nacional”.

		Esta declaración, que pronto fue secundada por varios partidos políticos, desató una cascada de críticas contra el embajador de Estados Unidos en México. Periodistas, políticos, dirigentes sindicales y mandatarios estatales se sumaron a la “cargada”. Varios grupos llegaron a pedir que el señor Gavin fuera declarado persona non grata en México.

		El asunto, dada la actitud de Gavin, siguió candente en los periódicos casi dos meses. Sin embargo, la irritación venía de atrás y sigue en el aire.

		Las razones de ello son muchas, unas conocidas por todos, otras sólo por algunos. Entre las cosas evidentes se encuentran sus visitas reiteradas a gobernadores, alcaldes, empresarios y miembros del Episcopado, en vísperas de las elecciones estatales en el norte del país; sus juicios burdos sobre la situación de México, acompañados de recomendaciones políticas a partidos y gobierno, así como la insolencia de sus respuestas cuando se critica su conducta.

		El hecho es que Gavin se ha propuesto, saltándose a la Secretaría de Relaciones Exteriores, abrir su propio canal de diálogo con los funcionarios públicos. Se propone fortalecer la presencia de la embajada norteamericana mediante un acercamiento directo con las secretarías de Estado.

		Cuando se le ha llamado la atención, haciéndole ver que viola las reglas de nuestro sistema, alega que tiene derecho de ver a quien quiera, ya que en los Estados Unidos no se limitan las posibilidades de intercambio del embajador mexicano. Se niega a aceptar que se trata de un sistema político diferente. Aunque sabe que no nos gusta, continúa viajando por toda la República y entrevistándose con quien se deja.

		Su impertinencia llega al extremo de que en un viaje a Chihuahua, a finales de agosto, tuvo a bien invitar a una comida al gobernador del estado, que es priista, al presidente municipal, que es panista, al obispo y a los presidentes del PRI y del PAN estatales, pretendiendo colocarse como el gran árbitro de las diferencias nacionales, capaz de mediar entre las fuerzas políticas existentes. Esto es inaceptable. Naturalmente, el gobernador y el presidente del PRI se negaron a asistir, por lo que los panistas tuvieron que, o quisieron, cargar con la etiqueta de proyanquis.

		El último episodio de ese viaje consistió en que el 31 de agosto, en Tijuana, Gavin acusó al PRI, o en todo caso a los medios de comunicación, de decir verdades a medias al señalar que el PAN ha hecho alianzas con partidos estadounidenses, cuando miembros del PRI también han asistido a eventos electorales norteamericanos.

		A pesar de que él mismo había preparado reiteradamente el camino, Gavin se enfureció por la respuesta de Lugo Verduzco, la cual, aunque parezca increíble, lo sorprendió. El 21 de septiembre, en medio de un torrente de críticas, la embajada de Estados Unidos en México emitió un comunicado en el que señaló que las relaciones entre México y Estados Unidos eran excelentes y que “no debía permitirse que alegatos irresponsables —manifestados antes de tener conocimiento pleno de los hechos— interfieran con la forma normal como se conducen los intercambios entre nuestras dos grandes naciones”.

		Esta respuesta provocó aún más la ira de sus críticos, quienes diariamente, durante mes y medio, acusaron a Gavin de intervenir en asuntos que no eran de su incumbencia solicitando que se le pusiera un “hasta aquí”, e incluso proponiendo que se pidiera al gobierno norteamericano su remoción. Todo esto, acompañado por los desplantes de altanería de parte de Gavin, se tradujo en un mayor repudio entre nosotros del famoso embajador.

		Las razones que éste tenga para actuar como lo hace seguramente giran en torno de un deseo de notoriedad personal que lo haga visible a los ojos del presidente Reagan, a fin de ascender en el escalafón político norteamericano. Sin embargo, por ingenuidad o torpeza, está logrando su descrédito, pues evidentemente viola su papel como diplomático.

		Estando así las cosas, se difundieron tres noticias que alimentaron fuertemente el ánimo antinorteamericano entre nuestra población. El 26 de septiembre, el Departamento de Estado norteamericano, por conducto de su vocero Alan Romberg, dijo que eran “totalmente infundados” los alegatos del jefe del PRI en México, pues el embajador Gavin no había trascendido los límites de sus responsabilidades diplomáticas.

		El viernes 28 de septiembre, el diario norteamericano The New York Times denunció que sectores duros del gobierno estadounidense trataron de alterar reportes de la CIA, a fin de presionar al gobierno de México para que modificara su política centroamericana. La nota periodística informaba que esa actitud provocó la renuncia del principal analista latinoamericano de la CIA, John R. Horton, tras presiones del propio director de esa organización de espionaje para que cambiara un informe sobre México, a fin de que se presentaran los problemas económicos y políticos de nuestro país como una amenaza a la seguridad interna, así como un peligro para la seguridad de América Central y Estados Unidos.

		El tercer hecho que provocó revuelo en la opinión pública fue la aparición de un documento del Grupo Heritage sobre la situación de México. En él se concluía que era conveniente ejercer presión sobre México para modificar sus tendencias socialistas, pero sin desestabilizar el país.

		La declaración del Departamento de Estado en apoyo a Gavin era lógica, pues el aparato norteamericano tiene que sostener a su embajador. Es evidente que Gavin los mantiene informados. La duda está en qué tono da a sus informaciones.

		En cuanto al reporte de la CIA, yo no tenía conocimiento previo del hecho. Lo único que conocía era la nota periodística aparecida el 2 de abril en la revista Newsweek, en la que se señalaba que el presidente Reagan había ordenado al Departamento de Estado elaborar un “plan maestro” para convencerme de las virtudes de la política norteamericana hacia Centroamérica. Esta noticia se unía a otra publicada por la misma revista en el mes de marzo, en la que se decía que Reagan condicionaría la ayuda económica a México al apoyo de su política en Centroamérica. Sin embargo, la manipulación de información por parte de la CIA no me resultó sorprendente, pues es de todos conocido que dicha agencia es capaz de maquinar cualquier cosa que considera conveniente a sus intereses.

		Esta percepción es pública. El ambiente pavoroso que existe en torno a la Agencia Central de Inteligencia ya ha sido incluso objeto de una serie televisada: Washington Behind Closed Doors. Yo considero que la CIA es capaz de todo, pero que tenga yo pruebas de ello, es cosa diferente.

		El documento del Grupo Heritage expone la visión conservadora que puede haber en Estados Unidos sobre México. Para ese grupo de opinión, la política exterior mexicana es prosoviética. Consideran que esta política empezó a desarrollarse con Luis Echeverría, siguió con José López Portillo y que yo, de alguna manera, la continúo.

		Debido a ello, proponen que se influya sobre México, a fin de promover la formación de un Estado restringido en su participación como rector de la economía y sin la presencia de los sectores sociales, esto es, de espalda a su tradición política revolucionaria. Obviamente, alientan la formación de un sistema bipartidista que permita el arribo de un partido conservador al poder.

		El documento en cuestión y las pugnas internas de la CIA exhiben la existencia de grupos ultraconservadores y su enfrentamiento con otros más moderados en el seno mismo del gobierno de Estados Unidos. Tenemos que aceptar que la sociedad norteamericana está dividida por segmentos y grupos, entre los que existe una discusión permanente.

		Contrario a lo que diferentes grupos de opinión expresaron a lo largo de todo el mes de octubre, yo creo que no nos conviene tomar una postura abierta frente a estos hechos. Lo que nos conviene es hacer la suerte de Tancredo. Protestar en mis entrevistas privadas con funcionarios norteamericanos sobre el asunto de la CIA puede resultar riesgoso e inútil, pues ellos podrían atribuirlo a un escándalo de la prensa y yo me encontraría en una situación en la que no puedo probar nada.

		En cuanto a Gavin, resulta necesario torearlo, evitando caer en su trampa, pues ello le brindaría la posibilidad de alegar ante el Departamento de Estado que en México existe un ambiente antinorteamericano promovido desde el mismo gobierno. Lo que hay que hacer es dejarlo que se equivoque, que tropiece con la realidad, para que su rechazo surja de la sociedad misma.

		

	
		

		Problemas de la Cervecería Moctezuma y de otras empresas

		

		El 26 de septiembre, el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal dispuso que la Cervecería Moctezuma fuese intervenida. Esta agrupación de empresas vinculadas con el proceso cervecero fue fundada hace 138 años, y actualmente da empleo a más de 4 000 trabajadores.

		La intervención fue consecuencia de la demanda que en su contra presentaron varios bancos acreedores, encabezados por el Bank of America, debido a la negativa de la empresa, desde hace dos años, a negociar la liquidación de sus deudas.

		Para ubicar la magnitud de la empresa y de sus problemas, vale la pena anotar algunas cifras. Sus adeudos totales en el extranjero, según información de la Bolsa Mexicana de Valores, ascienden a poco más de 87 000 millones de pesos, de los que ha ingresado al Ficorca casi 76 000 millones de pesos, a un tipo de cambio de 145 pesos por dólar. Esto representa casi 90% del valor de sus activos. Entre sus principales acreedores extranjeros destacan el Chase Manhattan Bank, el Bank of America y el Morgan Guarantee Trust.

		Por otro lado, la empresa debe más de 7 000 millones de pesos por concepto de diversos impuestos. Sus ventas en el segundo trimestre de 1984 mostraron un incremento de 29.8%, al alcanzar los 20 000 millones de pesos, con una pérdida acumulada de 1 500 millones de pesos.

		La animadversión surgió porque no hubo un diálogo adecuado entre los directivos de la Cervecería Moctezuma y sus acreedores. Dicen que Bailleres, el principal accionista y presidente del grupo, no actúa de buena voluntad, que tiene dinero que no quiere destinar a resolver el problema y que ha administrado mal la empresa.

		Bailleres, por su parte, reconoce que ha habido errores administrativos, por lo que ha cambiado al personal. Afirma que su penetración en el mercado ha bajado como resultado de las prácticas inmorales de mercadotecnia de sus competidores, tales como la obtención de exclusividad en determinados pueblos o municipios, donde mediante sobornos han comprado a las autoridades locales.

		Por otro lado, Bailleres dice que no tiene dinero fuera de México, pero que, además, no considera conveniente mancomunar los problemas de la Cervecería Moctezuma con los de sus otras empresas. Acusa a los acreedores de haberse comportado en forma rígida e intolerante.

		Durante largo tiempo hubo todo tipo de presiones para que el gobierno entrara a resolver esta situación. Sin embargo, nos mantuvimos al margen para obligar a la empresa a enfrentar sus problemas. Ahora, en cambio, ante la posibilidad de que se declare la quiebra de la Cervecería Moctezuma, tenemos que actuar. A México no le conviene que una empresa de esa magnitud falle en el pago a sus acreedores.

		El principio de dejarla a su suerte, haciendo que quienes le prestaron dinero a la ligera carguen con los efectos, es bueno, pero no creo que el estatus crediticio de México permita en este momento apegarse a él. El gobierno no debe meter dinero a este pleito, pero sí ayudar para que haya un arreglo razonable y a que, de ahora en adelante, se cumplan los compromisos adquiridos.

		El 2 de octubre, la Secretaría de Hacienda informó la decisión del gobierno federal de apoyar a los consorcios industriales del sector privado mexicano que, como en el caso de la Cervecería Moctezuma o del Grupo Alfa, entre otros, no tienen la capacidad económica suficiente para cumplir con los compromisos derivados de su endeudamiento externo. Se determinó también que el sistema bancario nacionalizado integre un comité especial para adquirir “temporalmente” acciones de empresas establecidas en territorio nacional.

		Ese mismo día se decretó la suspensión de pagos de la Cervecería Moctezuma. El jueves 4 de octubre, el apoderado legal de la Cervecería anunció que el gobierno federal había concedido a la empresa un plazo de tres años para el pago de impuestos sobre la producción y servicios correspondientes a los últimos 20 meses. Al día siguiente, la Cervecería anunció que transcurridos los tres años en que estén suspendidos los pagos de capital e intereses liquidará totalmente su deuda en un solo documento por 80 000 millones de pesos.

		Es evidente que particulares y gobierno tenemos que buscar soluciones que eviten la quiebra o paralización de las empresas endeudadas con el extranjero. El Grupo Alfa ha estado en tratos con sus acreedores externos y ha planteado, entre otras cosas, la posibilidad de que éstos acepten acciones como pago parcial del adeudo que tiene con ellos. En estos casos, los problemas surgen porque la negociación incluye la participación en el control de la empresa.

		La fórmula es aplicable a las empresas paraestatales. Nosotros ya estamos tratando de conseguir capital extranjero para la siderúrgica Lázaro Cárdenas-Las Truchas, porque nos damos cuenta de que no tenemos dinero para continuar la operación de esa empresa y que pararla representaría una pérdida gigantesca.

		Tenemos que reconocer que la única forma de continuar con ese proyecto es atrayendo capital extranjero. Si lo logramos, habrá que hacer una amplia labor de comunicación social para que se entienda por qué, aun en proyectos prioritarios, nos vemos en la necesidad de dejar entrar al capital extranjero.

		

	
		

		Mis colaboradores: comparecencias en la Cámara de Diputados

		

		Durante el mes de septiembre, en un nuevo ejercicio de información y colaboración de poderes, los secretarios de Estado, el jefe del Departamento del Distrito Federal y los procuradores de Justicia presentaron personalmente, ante las respectivas cámaras, sus informes de labores.

		El objetivo de este ensayo fue darle sentido a un trámite que no tenía valor alguno. Los informes de actividades de las secretarías no eran conocidos ni por los secretarios del ramo, quienes se limitaban a firmar el oficio de remisión al Congreso de la Unión. Al llegar los informes al Poder Legislativo, ni siquiera entraban a asamblea, sino que se turnaban directamente a la comisión respectiva, la cual no les daba ninguna respuesta.

		Al obligar a los secretarios a realizar personalmente su informe ante la Cámara, los estoy forzando a que realmente se den cuenta de lo que dice, lo que necesariamente los hará recapacitar sobre el conjunto de la actividad de su Secretaría. Además, como seguramente irán acompañados de sus colaboradores, éstos podrán enterarse de lo que está ocurriendo en las diferentes áreas de la entidad donde trabajan.

		El informe presidencial, por necesidad, cada vez tendrá que ser más sintético. Es necesario complementarlo con los informes de los secretarios de Estado. Pero hay que entender que se trata de un informe y no de una comparecencia. No puede ser una comparecencia, porque ello sólo beneficiaría a la oposición, al crearle una tribuna que no tiene.

		Las comparecencias sólo deben ocurrir cuando haya una justificación para su realización. Este año, comparecieron ante el Poder Legislativo 10 secretarios de Estado y el jefe del DDF.

		En general, las comparecencias han sido mal manejadas. El desfogue de los diferentes diputados, particularmente los de la oposición, pero también los del PRI, hace que sus preguntas se conviertan en verdaderas peroratas, lo que desprestigia al Congreso. En el fondo, la actitud del Poder Legislativo es como la de los adolescentes: quieren lograr cosas, pero no saben cómo, ni tienen la consistencia necesaria en su trabajo.

		

	
		

		Octubre de 1984

		

	
		

		Chiapas: conflicto agrario

		

		EL 7 DE OCTUBRE, EN EL MUNICIPIO DE VENUSTIANO CARRANZA, Chiapas, tuvo lugar un enfrentamiento originado por antiguos problemas de tenencia de la tierra. En el rancho El Robiar murieron nueve campesinos pertenecientes a la Coordinadora Nacional Plan de Ayala, y otro más, militante de la CNC, resultó herido.

		Esta matanza revela la problemática situación en que se encuentra Chiapas. Ello se debe a que el gobierno descuidó por muchos años el problema de la tenencia de la tierra, dejando que triunfaran los cacicazgos y que cundieran el desorden y el descuido.

		Nosotros hemos elaborado, precisamente para contener la violencia, un mapa de los puntos donde existe mayor irritación, y hemos procedido a realizar muchas acciones agrarias. Lo malo, desde el punto de vista de la imagen del gobierno ante la opinión pública, es que no se sabe lo que no ocurrió, es decir, la cantidad de problemas que se lograron solucionar por esa vía. Creo que en los últimos años hemos hecho más que en los 10 o 20 años anteriores, pero estamos en una carrera contra el tiempo, que no siempre ganamos.

		Chiapas es un estado conflictivo; ahí tienen presencia los partidos de izquierda, Acción Nacional y el clero politizado de Samuel Ruiz. Se ha procurado dialogar con todos los grupos para evitar la agitación, pero hay instigadores de izquierda que tienen como meta evitar que haya un arreglo entre las partes en conflicto, aunque ello desemboque en la violencia.

		Por otro lado, lo ocurrido en el municipio de Venustiano Carranza ejemplifica la ineficiencia de la CNC, que se encuentra alejada de sus bases. Hernández Posadas ha sido un líder activo, pero ha tenido que enfrentar los problemas del campo con un organismo que durante todo el sexenio pasado trabajó a fuego lento. Ahora lo estamos apoyando para que la CNC se convierta en gestora real de los intereses campesinos y contribuya a evitar que se desborde la inquietud en el campo.

		

	
		

		Sindicato magisterial: enfrentamiento con la SEP

		

		El 12 de octubre, Alberto Miranda Castro, líder del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación, hizo público el enfrentamiento existente entre ese organismo y la Secretaría de Educación Pública. Miranda Castro señaló a la prensa que “el sistema operativo de la SEP y su titular Jesús Reyes Heroles están fallando”.

		Como es evidente, la relación entre la SEP y el SNTE es de desconfianza recíproca. El secretario de Educación se queja del sindicato y éste lo tacha de autoritario. La relación entre ellos siempre ha sido mala; tienen un ciclo recurrente de crisis y de arreglos en que se avanza un poquito. Es en los momentos de avenencia cuando Reyes Heroles puede avanzar en su proyecto de descentralizar la educación e imponer el bachillerato para los maestros.

		Naturalmente, esta relación tirante inhibe el avance de la revolución educativa. Por ejemplo, en el terreno de la descentralización, que el SNTE ve como una amenaza a su integridad e influencia, se ha dado una situación muy ambigua. Al inicio de este régimen, se creó un tipo de comité consultivo estatal para la descentralización educativa, en el que el sindicato tenía una amplia participación. Al terminar el primer año de gobierno se disolvieron dichos comités en algunos estados, a fin de crear otro tipo, en el que la participación del sindicato fuera más limitada. Sin embargo, la confusión aumenta, pues en otros estados se sigue creando el primer tipo de comité.

		En cuanto al bachillerato obligatorio para los maestros, los líderes del SNTE dicen estar de acuerdo con Reyes Heroles en cuanto a su conveniencia, pero señalan que disienten de la forma en que se ha organizado y sostienen que ellos tienen derecho de imponerle las modalidades que juzguen adecuadas.

		En realidad, desde el 23 de marzo en que se publicó el Acuerdo Presidencial que establece que la educación normal tendrá el grado académico de licenciatura, de modo que para cursarla será requisito indispensable acreditar previamente los estudios de bachillerato, las diferencias entre la SEP y el SNTE se han ventilado públicamente.

		El mismo día en que apareció el Acuerdo, el SNTE lo calificó de “unilateral” y de “golpe a la educación normalista”, juzgando que no tomaba en cuenta la opinión de los maestros, ni preveía que quienes obtuviesen el bachillerato no querrían continuar con la carrera de maestros, en tanto que los grupos marginados no tendrían acceso a este tipo de educación. Obviamente, ellos ignoran el argumento esgrimido por la SEP, en el sentido de que se están formando maestros en cantidades superiores a las requeridas, por lo que el esfuerzo debe ahora centrarse en elevar su nivel académico. La lógica del sindicato es simple: entre más maestros, mayor será su fuerza.

		El episodio se repitió en septiembre, cuando se dio a conocer el plan de estudios para la licenciatura del maestro normalista. Por otro lado, el problema de la educación normal encuentra en la Universidad Pedagógica Nacional un foro de enfrentamiento permanente. La UPN está subutilizada, pues ha caído en manos de extremistas que forman parte de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación y que se autodenominan “movimiento democrático”. El problema es que este grupo no ha sabido qué hacer con ella.

		Tanto la SEP como el SNTE reconocen que la UPN está muy mal, que hay que cambiarla, pero no se ponen de acuerdo en cómo hacerlo. El SNTE quiere su control y la SEP no se lo quiere dar. Mientras tanto, la Universidad Pedagógica está paralizada en toda la República, pues tiene ramas en todos los estados.

		Cuando Jonguitud me solicita una entrevista, y nunca sé si va a venir en su calidad de gobernador de San Luis Potosí o de presidente vitalicio de Vanguardia Revolucionaria, me dice: “Yo soy muy amigo de Chucho”, para luego achacar todos los problemas a que éste tiene un carácter muy difícil, a que no lo llama a dialogar ni le consulta las decisiones que afectan al magisterio. Yo, sin embargo, tengo que dar toda la autoridad al secretario.

		De cualquier forma, me pesa que no podamos resolver los problemas, que no podamos avanzar en un terreno tan importante.

		

	
		

		Seguridad pública: conflicto entre Excélsior y el secretario de Protección y Vialidad

		

		El martes 16 de octubre, el general Ramón Mota Sánchez, secretario de Protección y Vialidad del Distrito Federal compareció ante la Comisión del Distrito Federal de la Cámara de Diputados.

		Esta comparecencia tuvo varias particularidades. La primera fue que se invitó, sin que hubiera precedente de ello, a la prensa capitalina. La segunda consistió en que la comparecencia se dio en un ambiente de hostilidad y expectativa, pues dos días antes el diario Excélsior había desatado una campaña de desprestigio contra el general Mota, a raíz de un supuesto allanamiento de sus instalaciones.

		La historia del allanamiento puede entenderse de varias maneras. Los hechos fueron que, el domingo 14 de octubre, un grupo de voceadores ebrios provocaron a unos policías, quienes los fueron siguiendo hasta las inmediaciones del edificio de Excélsior. Ahí, los voceadores enfrentaron a los policías, los golpearon y desarmaron, y luego entraron en el edificio del rotativo.

		Los policías pidieron apoyo para entrar a detener a sus agresores. Según Excélsior, los policías entraron con lujo de violencia a la casa editorial, penetrando hasta los departamentos de reparto y rotativas, para apresar a quienes calificaron de modestos expendedores de periódicos.

		Este incidente bastó para que se hablara de allanamiento de morada, aunque la ley permite a la policía preventiva entrar en un domicilio, sin la orden judicial respectiva, cuando se trata de un delito flagrante. No obstante, el incidente se magnificó, llegándose a hablar, absurdamente, de un ataque a la libertad de prensa.

		Se unieron a Excélsior, desde el primer día, el PSUM, el PAN, el PPS y PST, así como la Unión de Voceadores y Expendedores de Periódicos de la República Mexicana y la Unión de Periodistas Democráticos, para criticar desmedidamente a las fuerzas de seguridad.

		En ese contexto tuvo lugar la comparecencia. El ambiente de prejuicio contra el general Mota encontró, en la torpeza de sus expresiones, la coyuntura para dar rienda suelta a los ataques. Mota habló de que sin la participación social, la policía no puede ser una isla de pureza. Habló también de la necesidad de que el ciudadano contribuya a la seguridad pública mediante la autoprotección de su persona, de su hogar y de su trabajo.

		Estas afirmaciones bastaron para que en los días siguientes proliferaran editoriales que señalaban que Mota había confesado la absoluta incapacidad de la policía para dar garantías a la población. Se dijo que incitaba a los ciudadanos a armarse para autodefenderse.

		En fin, los periódicos, principalmente Excélsior, señalaron con alarma la situación de inseguridad que se vive en el Distrito Federal. Calificaron a Mota de inepto, corrupto, prepotente y corresponsable moral de los crímenes, entre otras cosas.

		El escándalo que provocó la comparecencia hizo evidente que fue un error permitir la entrada de los periodistas a dicho acto. Peor aún, hubo torpeza en el manejo del asunto, tanto por parte de la Cámara de Diputados como del Departamento del Distrito Federal, pues en realidad debieron cuestionarse sobre la conveniencia de que Mota asistiera a una entrevista de ese tipo, ya que para nadie era una secreto que el jefe de la policía es un soldado seco, autoritario y poco avezado en conferencias de prensa o en el diálogo parlamentario.

		Según el líder de la Cámara, había una gran presión externa a favor de solicitar la comparecencia de Mota, sobre todo porque ya habían asistido otros secretarios del DDF. Sin embargo, he tenido informes que sugieren que hubo una verdadera conspiración para hacer caer a Mota.

		Es claro que se manifestó la enemistad del gremio periodístico. Incluso, es posible concebir que lo del supuesto allanamiento haya sido una emboscada que sirvió para calentar el ambiente.

		Un elemento sospechoso es que Víctor Payán, quien fue jefe de prensa de Durazo y es actualmente un reportero con gran poder en el Excélsior, tuvo una participación activa en la promoción de las críticas a Mota. Payán es enemigo del actual jefe de prensa de la policía, un señor Íñigo, pero ello no es suficiente para explicar su afán de desprestigiar a Mota ni la razón por la que tuvo eco entre los periodistas.

		Resulta necesario entender que en ese medio hay intereses que reaccionan ante cualquier saneamiento de las corporaciones policiales. Baste señalar que algunos reporteros de la fuente policiaca tenían, hasta la llegada de Mota, plazas en la policía; otros eran cómplices de los fenómenos de extorsión, y otros más tenían facilidades para obtener permisos en bares y cantinas o para lucrar con la prostitución. Mota ha lesionado sus intereses y no resulta sorprendente que deseen su remoción.

		Por otro lado, no es imposible que gente ligada al sexenio anterior, atemorizada por el recelo que provocó la revisión de la cuenta pública de 1982, haya organizado este tinglado, consciente de que se trata de una de las áreas más vulnerables del gobierno. No podemos negar que existen hechos que dan base a los ataques periodísticos, a los que gustosamente se unieron los malquerientes del gobierno, los amarillistas y los tremendistas.

		Hay problemas reales de seguridad pública, causados por fallas de la policía, que todavía tiene muchos malos elementos. Mota se ha esforzado por disciplinarlos, imponiendo sanciones, pero seguramente subsisten prácticas delictivas dentro de la policía.

		Sabemos, y siempre lo hemos sabido, que regenerar a la policía es un problema que lleva tiempo. Debemos también reconocer que la crisis económica por la que atravesamos provoca el aumento de cierto tipo de delitos. Todo ello sirve de municiones contra Mota y afecta el prestigio del gobierno, pues toca cuerdas muy sensibles de la sociedad.

		El tema de la seguridad pública se mantuvo candente durante dos semanas. La tormenta no cedió hasta el 20 de octubre.

		

	
		

		Ánimo de venganza: Cuenta Pública de 1982

		

		En el mes de octubre hubo inquietud y revuelo en torno al dictamen de la Contaduría Mayor de Hacienda sobre la Cuenta Pública Federal y del DDF de 1982. El informe sobre el resultado de la revisión de dicha cuenta, escrito por Miguel Rico, se extralimitó al calificar como altamente ineficientes a la mayor parte de los programas desarrollados en ese año y al señalar que había descubierto graves errores administrativos que condujeron a fuertes erogaciones económicas, sin la justificación de documentos que acreditasen su aplicación. En él también se habló de “sospechosas maniobras” en las que participaron empresas privadas y que arrojaron muy cuantiosas pérdidas a la administración pública.

		Este dictamen revivió un sentimiento popular insatisfecho, expresado de mil maneras: “Que paguen los culpables”. Obviamente, los partidos políticos de oposición, sobre todo el PAN y el PDM, insistieron en que se fincaran “responsabilidades penales, civiles o administrativas a todos los funcionarios del régimen lópezportillista que saquearon al país”.

		Estas afirmaciones fueron seguidas por otras que ridiculizaron el esfuerzo actual de renovación moral y que terminaron en severas críticas al gobierno. Por ello, tal vez, algunos diputados priistas sintieron necesario salir a la palestra para asegurar que la Cámara de Diputados no sería cómplice ni solaparía irregularidades de ningún funcionario público o de industriales que hubiesen incurrido en actos ilícitos en el manejo de la hacienda pública en el último año del gobierno del presidente López Portillo.

		Cundió la incertidumbre sobre a dónde conduciría esta polémica, pues nadie ignora que hubo desorden en el gasto y sobregiro en la Cuenta Pública de 1982. Ahí estuvo el anticlímax: la Contaduría Mayor de Hacienda sólo encontró elementos suficientes para fincar responsabilidades contra un ex delegado del Distrito Federal.

		El episodio fue desafortunado, pues aparte de que nos llovieron críticas, se dañó la credibilidad del gobierno. Otro aspecto importante fue que Carlos Hank, el ex regente, y su grupo se pusieron muy inquietos, se asustaron. No es imposible considerar que fueron ellos quienes promovieron la campaña de desprestigio contra el general Ramón Mota, jefe de la policía capitalina. Tal vez pensaron que con ello se harían extrañar, al tiempo que desacreditaban la capacidad del actual gobierno para resolver los problemas.

		De lo que estoy seguro es que faltó coordinación entre la Contaduría Mayor de Hacienda, el liderato de la Cámara, las comisiones del Congreso y el Poder Ejecutivo. Iniciado el escándalo ya no fue posible hacer nada, pues no puedo pedirle a Rico que no haga su trabajo. Lo que he hecho es pedirle a mis colaboradores que se acerquen a Rico y que lo cuiden.

		

	
		

		Noviembre de 1984

		

	
		

		Contadora: boicot al Acta de Paz

		

		DURANTE MUCHOS MESES, LA CANCILLERÍA MEXICANA, por estar más preparada para ello que otras, elaboró y negoció los documentos que conformaron el Acta de Contadora para la Paz y la Cooperación en Centroamérica. Fue un trabajo arduo por su evidente complejidad.

		No obstante, satisfacer los requerimientos y las exigencias de países enfrentados y endurecidos por la guerra pareció, cuando menos durante la mayor parte del mes de septiembre, una meta al alcance de la mano. La sensación de estar muy cerca de un objetivo tan deseado y necesario dimensionó la frustración e incertidumbre que nos dejó el no poder concretarlo. Todo quedó suspendido en el aire, obligándonos a cuestionarnos si realmente la posibilidad de la paz estuvo cerca o si creerlo fue sólo un espejismo.

		Los hechos fueron los siguientes. El 7 de septiembre, durante la VII Reunión Conjunta de Cancilleres del Grupo Contadora, que tuvo lugar en la ciudad de Panamá, se terminó la versión revisada del Acta de Paz de Contadora. El día 14, Costa Rica y Guatemala señalaron que se encontraban en disposición de suscribir el documento.

		El día 19, el asesor norteamericano de Seguridad del presidente Reagan, Robert McFarlane, aseguró que Estados Unidos encontraba en el proceso de Contadora “la fórmula de solución” de sus diferencias con Managua. El día 20, Belisario Betancur informó que Honduras y El Salvador aceptaban el Acta. Al día siguiente, el gobierno de Nicaragua aceptó en su totalidad el Acta de Paz propuesta por el Grupo de Contadora y anunció su decisión de firmarla de inmediato y sin modificación alguna.

		Estas manifestaciones públicas del deseo de los países centroamericanos de firmar el Acta fueron las que nos llevaron a suponer que la meta era alcanzable. Por otro lado, y en reconocimiento al hecho de que Cuba y Estados Unidos tienen injerencia en el conflicto centroamericano, los invitamos a que firmaran también. Cuba nos dijo, informalmente, que lo haría si los países centroamericanos la firmaban, lo cual entendimos como un signo positivo.

		Nuestro optimismo comenzó a nublarse el 26 de septiembre, fecha en que José Napoleón Duarte, durante una visita a Guatemala, habló de la necesidad de condicionar la aceptación del Acta, a fin de lograr la efectividad del documento. Sin embargo, abordó el tema con vaguedad. Sin duda ello era una consigna norteamericana, pues este viraje coincidió con comentarios en el mismo sentido en Estados Unidos, y ocurrió justo después de la visita sorpresiva que Shlaudeman realizó a El Salvador el día 24.

		La oposición estadounidense a la firma del documento se hizo evidente de manera grotesca el 28 de septiembre, cuando, con motivo de la reunión de cancilleres de Centroamérica, Contadora, la Comunidad Económica Europea, España y Portugal, se dio a conocer que el gobierno de Estados Unidos había exhortado a los cancilleres europeos, de manera secreta, a que no firmaran el Acta. El tiro le salió mal a los estadounidenses, pues los europeos aceptaron el Acta e hicieron pública la presión norteamericana.

		La expectativa sobre el significado que para los estadounidenses puede tener la opinión internacional duró poco. El primero de octubre el gobierno norteamericano informó, de manera oficial, que no firmaría el Acta, pues en su opinión requería modificaciones. Los voceros norteamericanos tuvieron buen cuidado de señalar que no se trataba de un rechazo al principio de Contadora, sino a algunos mecanismos específicos de seguridad.

		Su maniobra, a partir de ese momento, fue de dilación. Usaron cuanta argucia fue posible para evitar definiciones en un área tan sensible en vísperas de sus elecciones presidenciales, y también porque querían esperar a que pasaran las elecciones nicaragüenses programadas para el 4 de noviembre, convencidos de que podrían utilizar el evento para desprestigiar a los sandinistas. Ello implicaba, como siempre, manifestarse a favor de las gestiones del Grupo Contadora, torpedeando al mismo tiempo sus posibilidades de concreción.

		Como era de suponerse, Honduras y Costa Rica retiraron de inmediato su apoyo al Acta de Paz. Guatemala reflejó una actitud discreta y más imparcial.

		Así, a partir de octubre, nos encontramos en un impasse. El diálogo, en sus aspectos formales, continuó. Mientras se iniciaba la discusión sobre aspectos específicos del Acta, siguieron las reuniones de Manzanillo entre Víctor Hugo Tinoco, de Nicaragua, y Harry Shlaudeman, de Estados Unidos. Sin embargo, la posibilidad de una paz negociada en Centroamérica había prácticamente abortado, cuando menos en el corto plazo.

		Los nicaragüenses me dicen que los norteamericanos sostienen una posición inflexible en las reuniones de Manzanillo. Quieren acciones unilaterales de parte de Nicaragua, sin simetría de su parte. Piden, por ejemplo, el retiro de asesores militares de los nicaragüenses, pero sin ellos comprometerse a nada.

		Por otro lado, los nicaragüenses me dicen que están acosados, que la guerrilla de los “contras” los está desangrando económicamente, y que su situación ya es crítica, pues la estrategia norteamericana de vencerlos por hambre está triunfando. Se sienten ahorcados y vigilados. Piensan que los Estados Unidos aprovecharían como excusa para invadirlos cualquier ayuda extraordinaria que pudieran recibir de la Unión Soviética u otro país socialista.

		En ese contexto, recibí el jueves 11 de octubre a George Shultz, quien regresaba a Estados Unidos después de haber asistido a la toma de posesión de Nicolás Ardito Barletta en Panamá. Su conversación conmigo fue franca y directa. Yo comencé diciéndole:

		—Señor Shultz, me encuentro confundido y perplejo por lo que ha ocurrido recientemente en Centroamérica. Durante largos meses trabajamos para preparar el Acta de Paz de Contadora y cuando finalmente tuvimos el documento listo, recibimos reacciones positivas de todos los gobiernos centroamericanos. Sin embargo, de repente, Estados Unidos hizo algunas observaciones al documento que nosotros encontramos un tanto confusas, pero que de cualquier forma hicieron que, en forma inmediata, Honduras, Costa Rica y El Salvador cambiaran de opinión. Esta situación me tiene muy preocupado. Por ello, yo quisiera constatar ciertos hechos que me ayuden a fijar el rumbo que México debe seguir en torno al Grupo Contadora. Quisiera saber si existe o no la voluntad política para llegar a un acuerdo, porque de no ser éste el caso, quisiera evitar un ejercicio ingenuo de nuestra parte. Tal vez México deba retirarse de estas negociaciones.

		El planteamiento de esta posibilidad era nuestra única arma para presionar a los norteamericanos, pues es evidente que a ellos no les convenía la disolución de Contadora unos días antes de su elección presidencial. Sin embargo, Shultz tampoco desconocía el costo que nos representaría “tirar la toalla” antes de tiempo. Sabe que mientras la comunidad internacional conserve esperanzas en la viabilidad de Contadora, nosotros tenemos que resistir, por frustrante que resulte. Una acción dramática de nuestra parte, que por otro lado difícilmente aceptarían nuestros socios de Contadora, sería más espectacular que efectiva.

		Shultz aprovechó para revirarme:

		—Señor Presidente, la actitud de ustedes hacia el Acta de Paz de Contadora consiste en actuar como si nos encontráramos frente a una obra acabada, que no puede mejorarse. Y, puesto que nosotros sí tenemos observaciones que hacerle, al tiempo que usted me manifiesta sus dudas sobre la oportunidad de su participación en el proceso de negociación, ello me hace que pensar que maybe you should withdraw.

		—Tal vez sí —contesté—. Eso es precisamente lo que estoy pensando. Es el momento para ello. Lo que quiero dejarle claro es que no estoy peleando un documento, sino que deseo conocer la actitud política de Estados Unidos, pues indiscutiblemente es un factor determinante en el proceso centroamericano. Quisiera que me aclarara la posición en que nos encontramos a partir de su conocimiento de lo complejo que es tratar con los países centroamericanos y del hecho de que Estados Unidos sabe que forma parte, aunque de manera indirecta, del proceso de Contadora. Es importante que me hable abiertamente, pues de esta conversación depende mucho.

		—Yo estoy autorizado por el presidente Reagan para decirle que el gobierno de los Estados Unidos sí tiene una clara voluntad política de luchar por la paz y la estabilidad, y que considera que Contadora es la opción más viable. La muestra de nuestra voluntad es que estoy aquí platicando con usted, que vengo de hablar tanto con gente en El Salvador como con el presidente Betancur, y que he platicado con Sepúlveda en todo momento y en cualquier parte del mundo en que lo he encontrado. Nosotros deseamos dialogar, como lo prueban las conversaciones de Manzanillo que usted sugirió al presidente Reagan. En cuanto al Acta, quiero decirle que no la rechazamos, que consideramos que es un excelente documento. Sin embargo, sí tenemos observaciones en lo que refiere a los mecanismos de supervisión, a la simultaneidad de los compromisos y a los mecanismos de seguridad. Nosotros queremos cooperar para que se logre un acuerdo satisfactorio para todos.

		—Qué bueno que el presidente Reagan y usted tengan la voluntad política para seguir adelante en este proceso. Sin embargo, yo creo que el esfuerzo debe traducirse en el logro de objetivos. Creo que tenemos que trabajar de tal manera que los Estados Unidos se involucren en el proceso, no de manera formal, pero sí que sigan los trabajos de concepción y desarrollo de Contadora. Ello implica que los Estados Unidos deben tratar con todos los gobiernos de Centroamérica. Creo que ello nos ubicaría en otra etapa.

		—Nosotros así lo entendemos, y para que haya consecución de los objetivos, vamos a dedicar a ello al embajador Shlaudeman.

		—Esta conversación es una buena base para cambiar la sensación de desaliento del Grupo Contadora. Yo sugiero que tomemos pasos concretos en los próximos días o semanas; aconsejo también que mientras se revisa el Acta de Paz, haya acciones y actitudes que reduzcan la tensión del área.

		—Estoy de acuerdo en que se tomen pasos en los próximos días o semanas.

		—Secretario Shultz, el tono de nuestra conversación es provechoso. Yo le reitero que lo que pase en Centroamérica será determinante para el tipo de relaciones que existan entre Latinoamérica y Estados Unidos por lo que queda de este siglo. Latinoamérica tiene graves problemas económicos y una democracia incipiente que hay que cuidar. Yo creo que, bien entendidas las cosas, es posible replantear las relaciones entre México y Estados Unidos, pero para ello es necesario remover las piedras que hay en el camino. Es necesario eliminar nuestras diferencias frente a Centroamérica.

		—Señor Presidente, yo también quisiera manifestarle que me encuentro muy satisfecho por esta conversación. Quisiera además transmitirle que el presidente Reagan me ha pedido que le externe la admiración que le tiene; que le diga que es grato para nosotros hablar con usted, pues sentimos que es una persona confiable.

		Ése fue el tono en el que se desarrolló la conversación con Shultz. Yo quise, además, dejar rastro de que no solamente tratábamos los asuntos centroamericanos, aunque en el fondo así haya sido. Por ello tocamos muy lateralmente, y la prensa lo retomó, el arreglo sobre el problema farmacéutico, lo que hará viable que los Estados Unidos nos otorguen la prueba del daño.

		El otorgar la prueba del daño a México sería una cierta muestra de buena voluntad de los norteamericanos hacia nosotros. No es la maravilla, pero sí nos permitiría una mayor defensa procesal en nuestros intercambios comerciales. Todo está listo para la firma, pero tenemos que esperar a que pasen las elecciones norteamericanas, pues por ahora nada se mueve en aquel país.

		Volviendo a Centroamérica, la tensión en el área, lejos de menguar, fue creciendo durante todo el mes de octubre. El hito en este ambiente fue la reunión que organizó el Presidente salvadoreño José Napoleón Duarte con los guerrilleros de su país. El 15 de octubre se reunieron en el poblado de La Palma cinco miembros de la delegación gubernamental, encabezados por el Presidente de la República, y seis líderes guerrilleros del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional y del Frente Democrático Revolucionario.

		Monseñor Arturo Rivera y Damas, arzobispo de San Salvador, fue el único testigo. Éste informó que “en un ambiente de seriedad y respeto mutuo, se acordó la formación de una comisión mixta, formada por cuatro delegados del gobierno y cuatro del FMLN y el FDR que, bajo la moderación de un representante de la Iglesia católica, tratarán asuntos en pro de la paz”.

		Esta reunión significó un avance importante, y confirmó que la elección de Duarte, realizada el 6 de mayo, realmente favoreció la opción de la negociación política para la pacificación, sobre la opción violenta extremista que presentaba Roberto d’Aubuisson. Creo que la situación en El Salvador es mejor que antes, pues el ex presidente Magaña ya se encontraba en una situación muy débil, acosado por fuerzas internas y externas.

		Eso no quiere decir que Duarte no esté presionado por D’Aubuisson y los militares, quienes se oponen a cualquier tipo de avance social, como los programas de reforma agraria, y que pugnan por una solución militar que acabe con los guerrilleros. Lo que no sé es qué posibilidades reales tenga Duarte de llevar a cabo su proyecto. La situación en El Salvador es muy difícil e incierta.

		De cualquier forma, nosotros le estamos dando a Duarte apoyo simbólico. Por ello, enviamos a Sepúlveda y a González Avelar a su toma de posesión. También estamos considerando la posibilidad de nombrar un embajador ahí. Por lo pronto, estamos elevando el rango de nuestros diplomáticos en El Salvador.

		Además, hemos tratado de ayudar a los salvadoreños cuando nos lo han solicitado. Por ejemplo, les facilitamos, para salvar la vida de 73 rehenes, la salida de cinco guerrilleros que tomaron un supermercado el 12 de mayo. También los auxiliamos a resolver el problema del transporte aéreo de los guerrilleros que viven en México o querían pasar por México para asistir al diálogo al que los convocó Duarte.

		En el mes de noviembre, prácticamente coincidieron las elecciones en Nicaragua y en Estados Unidos. El domingo 4 tuvieron lugar las de Nicaragua. El resultado fue positivo, pues se logró una movilización real. La votación fue copiosa. Contendieron siete partidos y los sandinistas obtuvieron 67% de ese voto. Todo ello es, sin duda, un resultado apreciable, sobre todo si consideramos las condiciones socioculturales de la población nicaragüense.

		Las elecciones dieron a los sandinistas una legitimidad formal de la que carecían, lo que les permite una mayor negociación interna. Esta posibilidad se ve fortalecida por el cambio que las elecciones imprimieron al mando sandinista, al sustituir la dirección colegiada, que auspiciaba diferencias tácticas entre los comandantes, por las figuras jurídicas de Presidente y Vicepresidente de la República.

		Por otro lado, mediante el proceso electoral se creó también una Asamblea Constituyente encargada de redactar una nueva Constitución. En este punto, sin embargo, no veo con claridad su estrategia. El vicepresidente Sergio Ramírez me comentó que la elaboración de la nueva Constitución puede llevarles hasta dos años.

		Yo les hice ver que nuestra experiencia en México es diferente, que aquí nuestra última Constitución tardó solamente tres meses en cristalizar. Los invité a ponderar la conveniencia de un tiempo tan largo y de poner a la consulta de toda la población lo que debe ser la Constitución, pues en mi opinión el prolongar el proceso sólo servirá para vulnerarlos.

		Yo siento que después de las elecciones, los sandinistas se han comportado, en ciertas áreas, en forma más moderada. Han reafirmado su no alineamiento, su voluntad de una democracia general y de fomentar una economía mixta. Buscan una paz con más diálogo interno.

		Sin embargo, todo ello está mediatizado por el bloqueo económico y la campaña de desprestigio que los Estados Unidos le han impuesto a Nicaragua. Los nicaragüenses buscan apoyo fuera de los Estados Unidos, pero Latinoamérica no tiene las posibilidades ni la voluntad de hacerlo, y Europa Occidental se halla muy fría.

		Es un hecho que los nicaragüenses han ido perdiendo el favor de la opinión pública internacional. Ésta se ha ido enfriando en algunos países latinoamericanos, en los mismos países de Contadora y, sobre todo, en ciertos países europeos, entre los que destacan marcadamente España y Francia. Ello se debe a que los sandinistas han cometido errores tácticos importantes.

		En el terreno interno, destaca su creciente conflicto con la Iglesia católica, su actitud cada vez más cerrada ante la clase empresarial y su control excesivo de la prensa. En el terreno externo, se encuentra su recurrencia creciente a los países socialistas; un diálogo cada vez más ríspido con Estados Unidos y la queja permanente de sus vecinos.

		Es indudable, por otra parte, que la feroz campaña que los Estados Unidos han organizado contra los sandinistas ha contribuido a la caída de su prestigio internacional. No es exagerado decir que los tiene verdaderamente asediados. De cualquier forma, el resultado neto de ello es un cierto enfriamiento de la opinión pública hacia Nicaragua.

		En noviembre, la tensión alcanzó niveles dramáticos. El día 6, la cadena estadounidense de televisión CBS, con base en declaraciones de funcionarios de inteligencia, afirmó que un carguero soviético, que podría llevar a bordo aviones de combate Mig-21, navegaba probablemente hacia Nicaragua. En los días subsecuentes, voceros norteamericanos afirmaron que no se podía excluir el uso de la fuerza en caso de que se concretara la entrega de aviones de guerra soviéticos a Nicaragua.

		Los nicaragüenses, por su parte, negaron categóricamente ante el Consejo de Seguridad de la ONU que hubiesen recibido aviones de combate soviéticos y acusaron a los Estados Unidos de lanzar una campaña de mentiras para justificar una intervención militar directa en su país. Preventivamente, el 8 de noviembre, el gobierno sandinista llamó a las armas a toda la población de Managua; retuvo en esa capital a 20 000 estudiantes que debían partir al norte del país a realizar la zafra, y convocó a una reunión urgente del Consejo de Seguridad de la ONU, ante lo que ellos consideraron la posibilidad de una invasión inminente de parte de los Estados Unidos.

		La situación se fue exacerbando, pero afortunadamente no estalló la violencia. Nosotros sabemos bien que, en el caso de que los nicaragüenses caigan, lo que va a ocurrir es que se dispersarán las guerrillas por toda la selva centroamericana. Y si los norteamericanos no han podido acabar con las guerrillas en El Salvador, menos podrán acabar con las guerrillas en toda Centroamérica. Tal vez la idea de los norteamericanos es perseguirlos ahí y la idea de los nicaragüenses es morir como héroes latinoamericanos.

		La mayor agresividad norteamericana puede vincularse al triunfo abrumador del presidente Ronald Reagan en las elecciones del 6 de noviembre. Sin embargo, yo considero que la posición norteamericana frente a Centroamérica no ha variado en nada. El gobierno norteamericano continúa avalando las gestiones del Grupo Contadora, al tiempo que por debajo del agua promueve una actitud de hostilidad; continúan las reuniones de Manzanillo, mientras en Estados Unidos se hacen declaraciones agresivas respecto a Centroamérica.

		Seguramente, el segundo periodo de Reagan será igual que el primero, la única diferencia que hemos notado es que Shultz se ha endurecido. Seguramente lo hace para impresionar positivamente a Reagan y asegurar su permanencia en el gabinete. En fin, sus declaraciones son ahora tan duras como las de Reagan.

		Los países que formamos el Grupo Contadora mantenemos el interés en pacificar el área, aunque vemos las dificultades de nuestro propósito. La opción de suspender totalmente las gestiones del Grupo Contadora provocaría una elevación de riesgos, y el continuarlas, sin lograr resultados claros, puede convertirnos en solapadores involuntarios de los intereses norteamericanos y de las tonterías nicaragüenses.

		Sin embargo, por ahora tenemos que continuar, pues la mayor parte de la opinión pública internacional todavía ve con esperanza la posibilidad de que el mecanismo de Contadora funcione. De hecho, estamos bajo una presión internacional para continuar con las gestiones de Contadora. No podemos zafarnos tan fácilmente de esta empresa, pues podríamos ser acusados de haber aventado el paquete a medio camino.

		Por ello, los presidentes de Venezuela y de Colombia, en sus respectivos viajes a Estados Unidos y a México en los primeros días de diciembre, aprovecharon para apoyar la moción de Contadora, disipando cualquier duda sobre su voluntad política de continuar el proceso. El viaje del presidente Lusinchi a Estados Unidos tuvo objetivos más amplios, pero no cabe duda que sirvió también a los intereses de Contadora. Las declaraciones del Presidente venezolano resultaron sorprendentemente fuertes, si consideramos que Venezuela ha practicado siempre una política de mayor acercamiento a los Estados Unidos.

		Sin embargo, tanto Colombia como Venezuela ven con más dureza a Nicaragua. Por ejemplo, la relación entre Colombia y Nicaragua se deterioró a raíz de que los nicaragüenses publicaron una serie de mapas en los que ciertas islas, que los colombianos sentían suyas, aparecen como territorio nicaragüense. Esto fue motivo de un gran escándalo en la opinión pública colombiana, e hizo que surgiera la duda en Colombia de la conveniencia de enviar una misión a la toma de posesión de Ortega. Belisario Betancur señaló que se conformaba con que se retiraran de la circulación los mapas en cuestión.

		Por otro lado, los nicaragüenses, pese a los errores que están cometiendo, pretenden un apoyo generoso. Sergio Ramírez me pidió mi presencia en Nicaragua para la toma de posesión de Ortega. Le dije que lo consideraría, pero desde luego no pienso asistir, porque ello provocaría un gran escándalo en México y en Estados Unidos.

		En cuanto a la posibilidad de concretar un nuevo documento a partir del Acta de Paz de Contadora, se están realizando consultas en el nivel de subsecretarios para ver si es posible que se extracte una síntesis básica, mediante la cual se pueda encontrar un cese a las hostilidades.

		El Acta que se presentó originalmente fue un documento muy ambicioso; casi resultó una enciclopedia. Ello se debió a que todas las partes pedían un documento complejo. Sin embargo, ahora he recomendado a nuestra Cancillería que trate de sintetizar los puntos fundamentales, sobre todo los que se refieren a la violencia, a la hostilidad y a la seguridad. Quiero que este documento también tenga objetivos muy concretos de vigilancia y de certidumbre. Pero vamos a tener que ser más gradualistas frente a este problema.

		Si se llega a firmar el Acta de Paz, el Grupo Contadora debe permanecer como un grupo de supervisión, junto con la ONU y la OEA. Los Estados Unidos no quieren que la supervisión recaiga en la ONU, organismo al que ahora están debilitando. Ellos quisieran que fuera la OEA, pero como a nosotros no nos gusta esa propuesta, ni tampoco les gusta a los nicaragüenses, la solución es que la supervisión sea tripartita.

		En realidad, estamos en un mar de confusiones. Nicaragua no quiere un mayor acercamiento con los soviéticos, pero no tiene más remedio que recurrir a ellos. A los soviéticos no les conviene ese acercamiento de Nicaragua, pero no pueden volverle la espalda. Los Estados Unidos no desean que esto ocurra, pero lo están propiciando, y nosotros, que tampoco lo deseamos, no podemos evitarlo.

		

	
		

		Seguridad pública: robo al periódico Excélsior

		

		El tema de la seguridad pública resurgió vigorizado el 7 de noviembre, cuando cinco individuos armados robaron la caja de la Cooperativa del Excélsior, llevándose alrededor de 36 millones de pesos de la nómina que debía pagarse al día siguiente. De nuevo los hechos me provocaron suspicacia, pues el asalto se dio en condiciones muy particulares. Realizado en el interior de unas instalaciones en las que hubiera sido posible disponer por teléfono que se cerraran las puertas mientras los ladrones llegaban, el asalto fue aprovechado otra vez para ensañarse contra Mota y exagerar su crítica hasta el ridículo.

		Víctor Payán se dedicó a picar periodistas. Se habló de que la Ciudad de México está en manos de la delincuencia, de que la ciudadanía vive completamente insegura y de la absoluta ineficiencia y complicidad de la policía. En todos los tonos se pidió la remoción del general Mota Sánchez.

		Quienes sienten antipatía por el gobierno vieron en el problema de la seguridad pública elementos suficientes para demostrar su inoperancia y la falsedad de la renovación moral. Tan exagerada fue la situación, que hubo reacción en su contra. Algún editorialista llegó a denunciar la participación de Víctor Payán y a preguntarse en su artículo si la inquina mostrada contra el general Mota no tenía, entre otros propósitos, el tender una cortina de humo alrededor de Durazo o hacer que éste fuera añorado bajo el grotesco supuesto de que durante su jefatura, con todo y la corrupción, habíamos tenido seguridad.

		De cualquier forma, el ambiente se fue poniendo muy pesado y, sin embargo, las críticas a Mota no fueron frenadas con respuestas concretas por parte del gobierno. Los ataques al gobierno llegaron a un punto que me pareció inaceptable, cuando algunos comentaristas señalaron que la responsabilidad del problema de la seguridad pública en la Ciudad de México correspondía al Presidente de la República. Le hablé al regente y le dije: “Ramón, la gente está planteando esto como si fuera mi problema, y esto no se vale”.

		Aguirre justificó su falta de ánimo para defender a Mota, porque no está satisfecho con él. Lo acusa de ser difícil y de tener mal ambiente. Dice que está encerrado en su oficina y no se hace presente en las colonias y frente a los comerciantes; en fin, que no atiende las relaciones públicas que su puesto exige. Aguirre insiste en que Mota tiene que hacer más faena política.

		El general Mota es leal, disciplinado y honesto, pero efectivamente le ha faltado malicia política. A la prevención con que es visto en el DDF debe sumarse que no tiene la simpatía del actual mando del Ejército, lo que también me obliga a hacer una ponderación. Sin embargo, no quise destituirlo en medio de la tormenta, preferí aguantar el chaparrón para luego reflexionar con tiempo.

		Por otro lado, hay gente que se cree con la calificación para sustituirlo, pero cuando me mencionan algunos nombres, pienso que son inadecuados. No voy a cambiar a Mota si no tengo a alguien mejor para ese puesto.

		El problema es complejo y requiere la atención del Presidente. Es necesario estudiar caso por caso, corporación por corporación, porque todos hablan mal de todos. Si uno se apoyara en lo que un grupo dice del otro, no quedaría títere con cabeza.

		Yo he tratado de poner el acento en los límites que son tolerables dentro de cada corporación. He dado instrucciones para que no se pasen de ciertas líneas. He forzado acciones, como en el caso de la lucha contra el narcotráfico, que ya están dando resultados. Esto se hizo evidente el 10 de noviembre, en que se informó que se habían localizado y destruido 3 000 toneladas de mariguana.

		La opinión pública se encuentra muy preocupada por los problemas de seguridad y es muy crítica. Se ha trabajado mucho, pero no es suficiente. El problema de la seguridad es muy grave en todas las policías. Tenemos que trabajar de manera hábil y prudente.

		

	
		

		Pemex: estallidos en San Juan Ixhuatepec

		

		En la madrugada del 19 de noviembre ocurrió una de las tragedias más graves en la historia de nuestro país: 11 estallidos consecutivos de gas butano en una subestación de Pemex y en algunas plantas de abasto particulares semidestruyeron el pueblo de San Juan Ixhuatepec, ubicado a sólo dos kilómetros del Distrito Federal.

		Las explosiones causaron, hasta donde se tiene conocimiento, 452 muertos, 4 248 heridos, el desalojo de 1 600 familias y 31 000 personas desplazadas. Además, 88 casas habitadas por 179 familias fueron destruidas, 16 casas sufrieron daños mayores y 1 300 daños menores.

		La intensidad de la tragedia es insoslayable. Sin embargo, hubo amarillismo en los medios de comunicación, particularmente en Televisa y, sobre todo, en el noticiero del señor Zabludovsky. Las repetidas imágenes de los muertos, de los heridos y del entierro colectivo fueron, sin lugar a dudas, una exhibición de morbo que estuvo coloreada por un tinte emotivo antigubernamental.

		El peritaje oficial se inició de inmediato. En él intervinieron peritos de la Procuraduría General de la República y de la de Justicia del Estado de México, así como técnicos de la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, de la Secretaría de Energía, Minas e Industria Paraestatal y de Petróleos Mexicanos. El 22 de diciembre, la Procuraduría General de la República informó que la tragedia se produjo a consecuencia de una fuga masiva de gas en las instalaciones de Pemex, por lo que esta empresa paraestatal se comprometió a pagar los daños materiales y las indemnizaciones correspondientes.

		El peritaje fue difícil, pues las instalaciones y sus alrededores quedaron calcinadas. Por otro lado, hubo que estar abierto a la posibilidad de que hubiesen intervenido fuerzas extrañas.

		La capacidad de respuesta del aparato estatal ante el accidente fue sorprendente. Casi en forma inmediata se combatió el fuego, se ubicaron camas en los hospitales, se instalaron albergues para dar ropa, comida caliente y medicinas a los damnificados. Sólo en la Ciudad de México podríamos haber actuado con tanta eficiencia.

		Además, la solidaridad de la población capitalina ante esta tragedia concentrada y espectacular fue notable. En forma abundante se donó sangre, ropa, medicinas y dinero.

		El 3 de diciembre se emitió un boletín de prensa en el que se informó con precisión de los alcances del siniestro y de la formación, a fin de atender de la mejor manera posible los problemas derivados del accidente, de un grupo intergubernamental integrado por las dependencias del sector salud, la Conasupo, las secretarías de Gobernación, Defensa Nacional y Desarrollo Urbano y Ecología y el gobierno del Estado de México.

		En él se informó también, en respuesta a la inquietud popular, que la distribuidora de gas de Pemex en San Juan Ixhuatepec no sería rehabilitada y que las empresas gaseras serían retiradas de la zona.

		Se dieron todas las ayudas de carácter humanitario posibles, como medicinas y albergues, pero también se restituyeron casas y se apoyó a los que sufrieron daños materiales. Informamos, el mismo 3 de diciembre, que el Estado de México ya había entregado 139 viviendas, lo que es una cifra superior a la de casas destruidas, ya que en muchas de esas casas vivía más de una familia.

		Además, se realizaron 16 reparaciones mayores, y se brindó asesoría técnica y se entregaron materiales para 1 020 reparaciones menores. Pemex, por su lado, se preparó para pagar las indemnizaciones correspondientes a partir de los primeros días de enero de 1985.

		Al reflexionar sobre la responsabilidad oficial en el accidente, uno comienza por preguntarse quién dejó que se llevaran a cabo asentamientos irregulares en torno a las instalaciones de gas, pues sabemos que las plantas fueron construidas en los años sesenta, cuando estaban en medio del campo.

		La historia de los asentamientos humanos marginales, que se van dando en forma espontánea y a los que luego las autoridades municipales dan servicios, es frecuente. De manera que la falta de rigor en el cuidado de la seguridad física de la gente es un problema que se ha ido dando a través del tiempo, por lo que no podríamos centrar la culpabilidad en sólo un funcionario.

		En el fondo yo creo, y así lo he dicho, que se trata de una responsabilidad colectiva: es culpa de quienes permitieron los asentamientos humanos junto a esas empresas, pero también lo es de los individuos que se asentaron en áreas tan peligrosas, pues debemos reconocer que cada individuo es responsable por su vida. Finalmente, la culpabilidad fundamental recae en Pemex, por no tener la seguridad industrial requerida.

		La Ciudad de México está llena de peligros, como lo está toda la República. Baste pensar en la multitud de asentamientos irregulares cerca de áreas potencialmente peligrosas. La realidad es que los cambios poblacionales han superado la capacidad de un desarrollo ordenado en el área urbana.

		Visto este problema con serenidad, es necesario reconocer que resulta imposible acabar con él de golpe. Lo único que podemos hacer es trabajar en las cosas más obvias, buscando mecanismos preventivos. Por ello ordené la creación de una comisión específica que estudiara minuciosamente las condiciones de seguridad de las instalaciones industriales, y recomendara, con apoyo en información técnica confiable, los programas de seguridad correspondientes.

		Sin embargo, el análisis es difícil, porque habrá que estudiar, entre otras cosas, los problemas de costo y de producción. Por ejemplo, respecto a la refinería de Azcapotzalco, me trajeron recientemente un informe que señala que el costo de su traslado implica algo así como 600 000 millones de pesos, lo que es una fortuna de la que no disponemos. Además, su reubicación crearía problemas de producción y abasto.

		Por otro lado, la refinería no solamente está rodeada de casas habitación, sino que aun dentro de sus instalaciones existe una colonia petrolera que se resiste a salir de ahí. Así que la posibilidad de reubicar a la gente, formando fajas de seguridad, es prácticamente nula.

		A los interesados pronto se les olvida la posibilidad de un siniestro, y empiezan las protestas cuando se les sugiere un cambio. Entre los afectados por el accidente de San Juan Ixhuatepec ya han surgido protestas porque consideran muy pequeñas las casas que se les dieron.

		La lección fundamental que derivamos de todo esto es la necesidad de cuidar más las instalaciones riesgosas.

		

		
			[1] Posteriormente pude investigar que quien había alentado la calumnia de Jack Anderson había sido Constantin Menges, quien trabajaba en el Consejo de Seguridad de los Estados Unidos y formaba parte del grupo de ultraderecha del gobierno de Reagan. Lo que no pude averiguar es si Menges lo hizo con el conocimiento del presidente Reagan.
		

		
			[2] Los “tecos” son un grupo estudiantil de extrema derecha, en Guadalajara [N. del E.].
		

		
			[3] Al ver que no progresaban las pesquisas, nombré como procurador especial, con el consentimiento del grupo de amigos de Manuel Buendía, al licenciado Miguel Ángel García Domínguez, a fin de que se dedicara exclusivamente a la investigación de su asesinato. Se dotó a dicha Procuraduría Especial con amplitud de recursos humanos, materiales y financieros.
		

		Infortunadamente, las tareas del licenciado García Domínguez no lograron que las investigaciones fueran conclusivas durante mi gobierno. Sin embargo, sirvieron de base para que seis meses después se localizara al autor intelectual del crimen. Éste resultó ser el licenciado José Antonio Pérez Zorrilla, quien fungía, en el momento del crimen, como titular de la Dirección Federal de Seguridad. Al parecer, Pérez Zorrilla había observado que las investigaciones que realizaba Buendía sobre el narcotráfico lo estaban alcanzando. Pérez Zorrilla fue sujeto de juicio y, a la fecha de publicación de este libro, permanece en la cárcel.
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		Diciembre de 1984

		

	
		

		Universidad Nacional Autónoma de México: sucesión en la Rectoría

		

		EL 5 DE DICIEMBRE, LA JUNTA DE GOBIERNO de la UNAM —compuesta por 15 notables que en principio representan todas las corrientes universitarias— designó nuevo rector de esa casa de estudios, por un lapso de cuatro años a partir del 2 de enero de 1985, al doctor en derecho Jorge Carpizo MacGregor. Esta decisión resultó sorprendente, pues la mayoría de los universitarios daba como un hecho que el rector saliente, Octavio Rivero Serrano, se reelegiría con el apoyo del gobierno.

		La designación de Carpizo, que también a mí me tomó por sorpresa, es positiva, no sólo porque su rectorado no representa un riesgo político para nosotros, sino porque exhibió la independencia de que goza la Junta de Gobierno de la UNAM. El episodio fue entendido como una reafirmación de la autonomía universitaria y, por tanto, fue recibido con entusiasmo por diversos sectores de la sociedad.

		A mediados de noviembre, y faltando sólo tres semanas para la fecha en que debería determinarse quién ocuparía el puesto más importante en la educación superior en México, caí en la cuenta de que tenía poca información al respecto. Los secretarios de Educación y Gobernación, que se mantenían atentos al proceso, no me habían manifestado ninguna opinión definida o clara al respecto. Se habían limitado a señalar que lo más sobresaliente en el proceso de sucesión en la UNAM era la falta de acción política interna; esto es, que en su opinión sólo había personas interesadas en ocupar la Rectoría universitaria, pero no corrientes políticas o ideológicas importantes. Tal situación los llevó a concluir que no se habían abierto opciones reales ante la candidatura de Rivero Serrano.

		Por mi parte, siempre he estado convencido de que no nos corresponde hacer política universitaria desde el gobierno, y menos levantar candidaturas artificiales. Por ello, había limitado mi participación en este proceso a conversar con Rivero Serrano. En el curso de 1984 lo recibí seis veces.

		Durante esas entrevistas, el rector reconoció que su gestión era calificada por la comunidad universitaria de gris, por lo que añadió que, en caso de ser reelegido, cambiaría de tónica. Sin embargo, no perdía ocasión para recalcar que durante su gestión la Universidad no le había causado problemas al gobierno, dejando entrever que esto era el resultado de su capacidad para resolver conflictos sin recurrir a la violencia.

		Su argumentación, desde un punto de vista egoísta y cínico, no dejaba de tener su atractivo para mí, pues tengo tantos problemas encima, que es un respiro que la Universidad no sea otro más. Sin embargo, no ignoraba yo que los problemas en la Universidad se habían podido resolver, en buena medida, gracias a la intervención y al apoyo que varias secretarías de Estado le habían brindado en momentos críticos.

		No cabe duda de que Rivero Serrano mantenía una buena relación con el gobierno: con frecuencia nos pedía ayuda y se la dábamos. Baste mencionar que la participación de las secretarías de Gobernación y del Trabajo para resolver la huelga de mayo y junio de 1983 fue determinante, y que, más recientemente, lo habíamos ayudado a solucionar el problema de la ENEP-Aragón y a sacar adelante el contrato colectivo para 1985.

		Así que si bien Rivero Serrano representaba una opción aceptable para el gobierno, me resultaba irritante el supuesto de que lograría su reelección gracias a su sumisión al poder público o a la simpatía de que gozaba en ciertas cúpulas gubernamentales, particularmente en la Secretaría de Gobernación. Las circunstancias hacían necesario poner énfasis en que el gobierno no consideraba adecuado participar en la selección del rector.

		En mi opinión, y a pesar de que en México la educación superior siempre ha estado bajo la tutela y el impulso del Estado, sólo en casos muy excepcionales, en los que realmente las circunstancias de la Universidad o del país así lo exijan, el gobierno debe intervenir en la selección del rector; en general, debe abstenerse de hacerlo. Hasta donde yo sé, sólo en el caso de Javier Barros Sierra el gobierno tomó la iniciativa de hablarle a cada uno de los miembros de la Junta de Gobierno para hacerles saber que veía con mucha simpatía su candidatura.

		En el caso en cuestión, la permanencia de Rivero Serrano parecía una solución basada en la inercia, lo cual de ninguna manera era bueno, pues la Universidad se encontraba abatida por la ineficiencia y el desánimo. Los editoriales que aparecían en esos días contrapunteaban mis declaraciones, en las que demandaba una Universidad crítica que analice la realidad con rigor científico y honestidad intelectual, y con el supuesto apoyo del gobierno a los aparatos administrativos universitarios que habían ahogado, en aras del control institucional, su liderazgo intelectual.

		En realidad, el crecimiento económico del país ha dado lugar a un aumento constante en la demanda de estudios superiores. A ello obedeció la creación de la Ciudad Universitaria, que a su vez se convirtió en un polo de atracción para los estudiantes de provincia. El rector Ignacio Chávez quiso limitar, a fin de conservar cierta calidad académica, el ingreso a la UNAM. Ello provocó un movimiento que lo obligó a dejar la Rectoría y otorgó el “pase automático” a los egresados de las preparatorias, lo que significó que se apoyó el crecimiento a cambio de la calidad. Pronto la saturación hizo que se hablara de una universidad de masas.

		Si bien la Universidad no escapó nunca por completo a la política de grupos, la represión del movimiento estudiantil de 1968 se tradujo en una politización mucho mayor, caracterizada por el resentimiento. Esto fue un campo fértil para los grupos de oposición, que encontraron en la Universidad su clientela natural. Así, se relajaron los mecanismos de disciplina que requiere el trabajo universitario, mismo que además fue determinado crecientemente por criterios políticos y no académicos.

		Después de 1968, el movimiento estudiantil entró en un proceso de paralización y dispersión. Durante el rectorado de Pablo González Casanova, la movilización universitaria se trasladó de los estudiantes a los trabajadores, con la creación y posterior fusión de los sindicatos de trabajadores y de académicos. La intransigencia de este sindicalismo obligó a González Casanova a renunciar, a finales de 1972. Su sucesor, Guillermo Soberón, contuvo las aspiraciones extralaborales del sindicato, pero el conflicto se exacerbó por la influencia que llegó a tener el Partido Comunista, después PSUM, en el sindicato de trabajadores de la UNAM.

		Por otro lado, el creciente número de estudiantes hizo necesario, desde principios de los años setenta, abrir nuevas opciones educativas. Así surgieron nuevos sistemas en la educación media: los planteles de Ciencias y Humanidades y el Colegio de Bachilleres. En cuanto a universidades, se abrió la Universidad Autónoma Metropolitana, así como varias instituciones particulares, y se destinaron presupuestos mayores a las universidades públicas de los estados.

		Sin embargo, la problemática universitaria no se resolvió con esta ampliación, porque los nuevos establecimientos públicos heredaron los problemas de la UNAM. Ello ha hecho que, actualmente, los egresados de la Universidad Nacional tengan cada vez más dificultades para encontrar acomodo en el mercado de trabajo.

		Estas reflexiones me llevaron a considerar que si bien el gobierno no debía intervenir en la selección del rector, sí debía hacer clara y patente su posición, esto es, dejar que la Junta de Gobierno eligiese a quien considerara más capaz de levantar a la Universidad, en el entendido de que el gobierno no condicionaba esa selección.

		Hablé con Bartlett y con Reyes Heroles al respecto. A su vez, Reyes Heroles se comunicó con Soberón, quien, por su ascendencia natural en el medio académico, era mencionado como una influencia posible. Todos aseguraron que no habían intervenido en dicho proceso.

		Así las cosas, el 3 de diciembre, dos días antes de la elección, se publicó un extenso documento firmado por 18 de los 21 centros e institutos del área de investigación científica de la UNAM, mismo que entregaron a la Junta de Gobierno, en el que analizaban la gestión del doctor Rivero Serrano al frente de la institución. En él lo calificaron como un rector “carente de un concepto académico”, que “renunció voluntariamente a la autonomía que le fue concedida”. En el documento se responsabilizaba a Rivero Serrano de haber aislado académica y políticamente a la Universidad Nacional; de mostrar un interés menor por el significado de la investigación; de haber canalizado apoyos financieros desproporcionados a funciones no sustantivas; en fin, de convertir su rectorado en “una gestión sin hegemonía”, en “un poder sin dirección”.

		La crítica descarnada de este documento fue inmediatamente complementada por numerosos artículos editoriales firmados por diversos universitarios, que también se oponían abiertamente a la reelección de Rivero Serrano.

		Parecía que en el último instante, y ante el persistente rumor de que el rector ya “tenía arreglada” su reelección, reaccionaron violentamente quienes hasta ese momento habían guardado silencio. Supuestamente, Soberón destapó esta posibilidad al transmitir a sus allegados en el medio universitario que el gobierno no tenía candidatos ni trataría de influir en la selección.

		El último episodio en esta cadena de sorpresas fue que a las cinco de la tarde del día en que habría de determinarse quién debía conducir los destinos de la UNAM, Rivero Serrano se comunicó con Bartlett para informarle que tenía asegurados los votos para su reelección…

		No conozco los detalles de lo ocurrido, pero es claro que la Junta de Gobierno cumplió libremente su tarea.

		El viernes 14 de diciembre Carpizo me vino a ver. Me habló de sus proyectos: eliminar el pase automático de las preparatorias públicas a la Universidad; descentralizar y desburocratizar la Universidad; hacer un rectorado más participativo; racionalizar el presupuesto, y corregir el desequilibrio que beneficia a los trabajadores administrativos sobre los académicos, entre otras cosas.

		Me dio gusto ver el entusiasmo con que Carpizo tomó su nueva labor. El rector también señaló que tiene verdadera simpatía por este régimen y expresó su deseo de mantenerse en contacto conmigo.

		

	
		

		Elecciones de medio periodo: candidatos a las gubernaturas

		

		El espectro de las elecciones de julio de 1985 estuvo presente durante todo 1984. La renovación a realizarse en esa fecha de los mandos gubernamentales en los estados de Campeche, Colima, Guanajuato, Nuevo León, Querétaro, San Luis Potosí y Sonora, así como de la diputación federal, estuvo coloreada por la creciente presencia del Partido Acción Nacional y por un mayor sentimiento regionalista en el ámbito político.

		Para principios de diciembre el tema ya era obsesivo entre los editorialistas políticos, pues era indiscutible que había llegado el momento de que el PRI determinara quiénes serían sus candidatos a las gubernaturas estatales. Desde entonces esperaban su anuncio, que en lo posible yo retrasé hasta enero, pues diciembre, por ser el mes de las fiestas navideñas, resulta poco adecuado para empezar campañas políticas.

		La inquietud imperante se justifica por la importancia real que en cada entidad federativa tiene el ejecutivo estatal. Por lo mismo, las precandidaturas empiezan a manifestarse desde aproximadamente un año antes de la fecha en que debe tomarse la decisión. Van surgiendo nombres en las columnas políticas, promovidos por simpatizantes o inducidos directamente por los interesados. Empieza así un juego en el que se manifiestan apoyos y críticas.

		En realidad, es un proceso con un alto grado de espontaneidad. Tanto el PRI como Gobernación lo van siguiendo, a fin de elaborar, cada uno por su lado, un expediente por precandidato. En él reúnen la información pública y privada del contendiente, indispensable para su valoración.

		Yo he querido que el proceso de auscultación política se centre en el PRI; esto es, que sea el partido quien consulte la viabilidad de los precandidatos con los líderes políticos y sociales del lugar. Gobernación realiza esta tarea en los círculos no políticos, como son los grupos empresariales y los líderes de opinión que no se acercan al partido.

		A mí me empiezan a informar de manera sistemática unos dos meses antes de que sea necesario hacer el balance final. Tanto el PRI como Gobernación trabajan razonablemente bien. Los nombres que manejan son básicamente los mismos; las investigaciones, los datos y la calidad del trabajo es equivalente. De cualquier forma, para mí es importante tener cuando menos dos fuentes independientes de información y opinión.

		Mi evaluación personal de las características de los precandidatos se apoyó en normas generales y no en preconcepciones específicas sobre el perfil que cada uno de ellos debería tener. En todos los casos, cuidé que cumplieran los requisitos legales, pues aunque las constituciones de los estados son muy regionalistas y han hecho reformas que a veces parecen extralegales o casuísticas, promovidas siempre por grupos de poder locales que tratan de evitar la entrada de terceros, sentí que cualquier cambio sería interpretado como un acto de manipulación del centro para lograr determinados fines; esto es, que se entendería como una medida con dedicatoria.

		Por ello, pedí que no se tocaran las constituciones estatales existentes, prefiriendo hacer, cuando fuese necesario, interpretaciones riesgosas de sus enunciados. La única excepción fue la del estado de Sonora, donde en los últimos días del mes de diciembre, y para mayor tranquilidad de Lugo Verduzco y de Rodolfo Félix, impulsamos la modificación de la Constitución en lo relativo a los requisitos de arraigo de los candidatos a gobernador.

		El ambiente de inquietud por los procesos electorales dentro del PRI desembocó en triunfalismo cuando se dio a conocer, el 18 de noviembre, que en el Estado de México se había triunfado en 118 de los 134 municipios y en los 34 distritos electorales. Estos resultados eran indicativos, pues la parte medular del proceso electoral de 1984 culminaba precisamente con estas elecciones, seguidas por las de Yucatán, Hidalgo y Coahuila. Debido a ello, me pareció importante evitar que los éxitos de esas elecciones se extrapolaran al reto que habremos de enfrentar en 1985.

		Así, decidí instar a los priistas a no perder el ritmo de trabajo y a no confiarse en que los triunfos previsibles aseguraban el éxito electoral en 1985. Me pareció importante reforzar el ánimo de lucha y superación del partido, enfatizando el hecho de que si el PRI trabaja y se organiza, puede ganar, pero si pierde el impulso, se arriesga de nuevo a recibir un susto.

		Quise evitar que cundiera un nuevo ambiente en el que los priistas, satisfechos por haber frenado el crecimiento de “la ola azul”, como se llamó al proceso ascendente que tuvo la votación panista en 1983, dejaran de reconocer que las elecciones de 1985 van a estar muy peleadas. Es innegable que la lucha electoral en Nuevo León, Sonora, Guanajuato, San Luis Potosí y el Distrito Federal va a ser difícil.

		Por ello, el 25 de noviembre, en la ciudad de Chihuahua, les di un espolonazo a los priistas al señalar que “los revolucionarios de hoy no vamos a vivir usufructuando la historia” y llamando a todos a asumir responsabilidades y a corregir lo que esté torcido, como las hipocresías políticas “que se han filtrado en nuestro propio partido”.

		Para remarcar lo dicho en esa ocasión, y puesto que las elecciones en Yucatán, realizadas el 25 de noviembre, le dieron al PRI el triunfo en los 106 municipios y las 15 diputaciones de mayoría, aproveché cuanta ocasión tuve para insistir ante funcionarios del partido en que debemos dejar de lado los viejos estilos viciosos de hacer política, y aceptar que el cambio social debe conducirse conforme a nuestros valores, pero con revisión de las fórmulas de trabajo.

		El 1 y 2 de diciembre se realizaron las elecciones municipales de Coahuila e Hidalgo, respectivamente. En Hidalgo, el triunfo fue claro, obteniendo el PRI 83 de las 84 alcaldías. En Coahuila, los resultados fueron de 35 alcaldías para el PRI y 3 para la oposición. Sin embargo, la votación fue cerrada, lo que provocó a finales de mes un escándalo que amerita tratarse por separado.

		En realidad, yo no me metí en detalle en esos procesos, pero sí pude darme cuenta de que en el Estado de México se realizó una campaña política profunda, moderna, en la que se movieron gente y recursos con resultados positivos. En Yucatán, Víctor Cervera Pacheco logró darle un vuelco total a la situación de descontrol dejada por Alpuche Pinzón, retomando el liderazgo perdido y fortaleciendo enormemente al PRI. En Hidalgo también se realizó un trabajo intenso, y sólo en Coahuila fue necesario que el CEN del PRI interviniera en el proceso, tratando de suplir el desinterés y desánimo del gobernador.

		Pero volviendo a los primeros días de diciembre, la inquietud de los priistas sonorenses por arrancar la campaña electoral del partido en ese estado se hizo incontenible. Ello se debía a que el PAN había postulado, desde el 22 de septiembre, la candidatura de Adalberto Rosas, político populista de 42 años de edad, muy conocido en el estado por los actos espectaculares que realiza. Como ejemplo de su singularidad, cabe mencionar que en una ocasión llegó en motocicleta a un mitin celebrado en un estadio, e hizo una entrada triunfal al derribar con su vehículo una casa en llamas, al estilo de los mejores dobles cinematográficos.

		Otra medida que le dio popularidad fue su decisión, supuestamente para protestar contra fraudes electorales, de recorrer poco más de 1 000 kilómetros a lo largo del territorio sonorense, en un acto que él mismo denominó “marcha de la democracia”. Arrancó el 19 de febrero de 1983 y llegó a la meta 37 días después. Lógicamente, los periódicos locales comentaron cotidianamente su avance y su estado de salud.

		Ante el temor de un mayor fortalecimiento de Rosas, los priistas locales sentían impostergable arrancar su propia campaña política. En este contexto, al principio consideré que nuestro candidato debía ser una gente domiciliada y conocida en el estado. Sin embargo, se me fue informando que las fuerzas políticas de la entidad estaban muy fraccionadas. En primer lugar, los grupos están claramente delimitados por zonas geográficas. Está el grupo del norte, con cabecera en San Luis Río Colorado; el grupo del centro, en Hermosillo, y el grupo del sur, en Ciudad Obregón.

		Además de estar muy enfrentados entre sí, los grupos están compuestos por varios segmentos de influencia, cada uno de los cuales tiene su propio líder.

		En estas circunstancias, era difícil pensar que hubiera algún elemento capaz de superar la cobertura zonal, alcanzando realmente una proyección estatal. La realidad confirmó que ninguno de los candidatos de arraigo local tenía el prestigio suficiente para lograr la unidad del estado.

		Por otro lado, el grupo de gente cercana al gobernador, entre la que había precandidatos, no está muy prestigiado en la comunidad. La verdad es que Sonora está muy bien en el terreno económico, pero no en el político. El gobernador Samuel Ocaña no tiene el consenso de la comunidad: desconfían de él y de su gente.

		Esto se debe a que los sonorenses todavía están resentidos por las acciones que tomó el centro durante la presidencia de Luis Echeverría. La destitución escandalosa de Carlos Armando Biebrich en 1975 y la expropiación intempestiva de latifundios en el Valle del Yaqui días antes de que Echeverría dejara el poder los dejaron heridos. La imposición de Alejandro Carrillo Marcor nunca contó con simpatías, como tampoco las tuvo la postulación de Samuel Ocaña, ya que ambos fueron originalmente miembros del PPS. Ello disgustó a la sociedad sonorense, que es esencialmente conservadora. Ocaña es un buen gobernador, pero su popularidad también se ve afectada por el conflicto abierto que tiene con el arzobispo.

		Así que después de escuchar muchas opiniones para lograr un verdadero diagnóstico, se concluyó que los grupos locales están tan peleados entre sí, que tenía que venir un tercero a arreglar la situación.

		Al hacer la auscultación entre las fuerzas de poder locales, y después de que cada grupo de opinión se manifestaba a favor de cierta candidatura, se les consultaba su opinión sobre Rodolfo Félix Valdés, entonces secretario de Comunicaciones y Transportes y, por tanto, el sonorense de más prestigio en el ámbito nacional. En todos los casos, los grupos auscultados lo situaron por encima de los candidatos locales, aunque manifestando dudas de que yo lo dejara ir.

		Sus dudas eran válidas, pues yo me resistía a aceptar la pérdida que para mi gabinete significaría la salida de un espléndido secretario de Estado. Sin embargo, como en Sonora hay que dar una batalla importante contra el PAN, acepté que Rodolfo Félix Valdés fuera nuestro candidato. Su capacidad profesional, que lo ha distinguido como ejecutor eficaz y un hombre de carácter sobrio poco afecto a “la grilla”, lo hacen encuadrar bien con el temperamento del pueblo sonorense, que es contrario a los políticos hablantines.

		La candidatura de Félix Valdés, formalizada el 11 de diciembre, fue bien recibida. Confío en que pronto podremos probar que en Sonora nunca ha habido verdadero panismo; lo que hay, y nos proponemos combatir, es antipriismo.

		Salvo en el caso de Sonora, todos los candidatos a las gubernaturas estatales que se dieron a conocer en enero son gente con arraigo local.

		En el caso de Nuevo León, las elecciones pueden ser más difíciles que en Sonora, porque allí el PAN postuló la candidatura de Fernando Canales Clariond, que es un empresario con brío y organización, y desde luego una gente mucho más seria que Adalberto Rosas.

		Nuestra respuesta, anunciada en los primeros días de 1985, favoreció a Jorge Treviño Martínez, diputado federal encargado de la Comisión de Hacienda y Crédito Público. Treviño Martínez está arraigado en la entidad, donde desarrolló toda su carrera profesional. Su mujer también es neoleonesa y toda su familia se encuentra allá. Es un hombre confiable, cuya trayectoria profesional lo ha prestigiado como un hombre “decente”, factores que sin duda facilitarán su trato con el poderoso sector empresarial de la entidad.

		Treviño no era el candidato del gobernador saliente Alfonso Martínez Domínguez, lo que sin duda hará más complejo el proceso electoral. Al respecto, consideré que si cedía a las presiones de Martínez Domínguez en Nuevo León, tendría que hacer lo mismo en el caso de San Luis Potosí, donde también hay un gobernador fuerte con deseos de dejar secuela. Hacerlo hubiera significado un retroceso que no podemos permitir: el retorno del PRI a lo que fue en su origen, una federación de feudos.

		En el curso de enero, el PRI postuló a Rafael Corrales Ayala para la gubernatura de Guanajuato; a Mariano Palacios Alcocer para Querétaro; a Elías Zamora Verduzco para Colima; a Abelardo Carrillo Zavala para Campeche y a Florencio Salazar Martínez para San Luis Potosí.

		

	
		

		Negociaciones salariales: acuerdo general

		

		El 26 de diciembre, el presidente del Congreso del Trabajo, Mateo de Regil, anunció que después de hora y media de discusión, las 34 organizaciones que representa habían aceptado la propuesta del gobierno federal de incrementar 30% los salarios mínimos a partir del primero de enero de 1985, a reserva de que seis meses después se acordara otro aumento.

		En esta ocasión, la negociación para fijar el monto del incremento salarial fue fácil, pues desde el 18 de noviembre Fidel Velázquez había señalado que la CTM no pediría ningún porcentaje específico de aumento. “Vamos a dejar que el gobierno lo proponga —dijo—, que asuma su responsabilidad”.

		Al día siguiente, todas las organizaciones del Congreso del Trabajo adoptaron unánimemente esa postura. Por supuesto, enfatizaron que, según estudios hechos por ellos, en los últimos tres años los obreros habían “prácticamente” perdido 90% de su poder de compra.

		Los empresarios, por su parte, se mantuvieron quietos, aunque también hicieron las declaraciones consecuentes: “O damos sueldos elevados o mantenemos el empleo”.

		Fidel Velázquez me había dicho que dejaría que el gobierno fijara el monto de los salarios, pues quería evitar que la negociación salarial desbordara el ámbito laboral y adquiriera caracteres políticos. Concretamente, temía que el conflicto redundara en divisiones dentro del Congreso del Trabajo.

		Yo no descarté la posibilidad de que nos estuviera tendiendo una emboscada, en la que nos dejara hacer una proposición concreta, para luego darse a la lamentación y al ataque. Sin embargo, esto no ocurrió. Nuestra propuesta fue aceptada sin mayores reclamos.

		

	
		

		Elecciones: violencia panista en Coahuila

		

		El sábado 29 de diciembre, en Piedras Negras, los panistas se enfrentaron a las fuerzas de seguridad pública cuando intentaron impedir que tomara posesión el alcalde priista.

		El choque, que dejó un saldo de dos muertos y decenas de heridos, demostró hasta dónde están dispuestos a ir los panistas cuando sienten que han sido víctimas del fraude electoral, sobre todo en el norte, donde existe un panismo que ve más cerca la victoria. En este caso, la población enardecida arremetió con palos y piedras contra el automóvil del gobernador José de las Fuentes e incendió el palacio municipal y varias patrullas.

		Las pasiones se desbordaron desde el primero de diciembre, pues el triunfo del PRI fue muy cerrado y, sobre todo, porque no dudo que hubo irregularidades. Los panistas manifestaron su inconformidad desde el 4 de diciembre, tratando de tomar el palacio municipal.

		Dos semanas después, cuando se dio a conocer que el dictamen del Colegio Electoral favorecía al PRI, los simpatizantes del PAN comenzaron a bloquear diariamente la carretera México-Piedras Negras, así como el puente internacional que comunica a esa población con Eagle Pass, Texas.

		A partir de los trágicos acontecimientos del 29 de diciembre, el Ejército tuvo que patrullar las calles para evitar nuevos estallidos de violencia. Mientras tanto, las estaciones de radio de Texas, en Estados Unidos, magnificaban los hechos. Según ellas, Piedras Negras estaba sumido en un clima de terror y represión que no sólo afectaba a los panistas, sino a la población en general.

		En Monclova, la situación era más compleja. Ahí, según la información que yo recibí, sí ganó el PRI, aunque no por una mayoría amplia. Sin embargo, no pudo asentar su triunfo.

		El 11 de diciembre, cuando el Congreso del estado rechazó por improcedentes las acusaciones de fraude electoral que presentó el PAN y emitió el dictamen en que se declaró triunfador al PRI en el municipio, los panistas realizaron un gran mitin en la plaza principal y bloquearon la carretera que comunica a Saltillo con Monterrey. Lo grave empezó el 28 de diciembre, cuando los partidarios de Acción Nacional en Monclova se apoderaron del palacio municipal.

		La falta de cuidado por parte del gobernador José de las Fuentes fue palpable durante todo el proceso electoral. No cuidar el palacio municipal es una prueba clara de sus errores, y demuestra la dependencia que tiene el Presidente de los gobernadores. Ellos son los jefes políticos en los estados; tienen que medir el clima político y las acciones que deben realizar. Si no actúan o lo hacen torpemente, el poder federal, por medio de Gobernación, por mucho que detecte el problema y oriente su solución, no lo puede resolver.

		El caso de Monclova es difícil, pues en los tres años anteriores estuvo gobernada por el PAN y, a raíz de estas elecciones, se hizo una coalición del PSUM y el PAN para oponerse al PRI. El PSUM intervino, mediante un grupo maoísta llamado Unión de Masas Proletarias, dirigido por Adolfo Orive, para acrecentar el disturbio. Este grupo está adiestrado en las “tácticas de lucha”…

		Por otro lado, es posible que el PAN haya recibido dinero de empresarios resentidos con el gobierno. Lo que es indiscutible es que tanto en Monclova como en Piedras Negras, el PAN recibió apoyo de las radiodifusoras norteamericanas que están ligadas a los intereses económicos de este lado de la frontera, las cuales difundieron proclamas panistas contra el PRI, las autoridades locales y el gobierno del estado.

		Con el palacio municipal en sus manos, resultaba difícil parar a los panistas en Monclova. El primero de enero, con diferencia de una hora, protestaron como alcaldes, en lugares y ante representantes diferentes, los candidatos del PRI y del PAN. Ahí empezó un largo proceso para llegar a una solución negociada, lo que implicó enfrentar los intereses de los grupos políticos locales que, para ese momento, se habían ya radicalizado.

		El ambiente de violencia y de desorden que cundía en la entidad afloró en Escobedo, donde un grupo de panistas secuestró, desnudó y peló a rape al alcalde priista a unas horas de que había rendido su protesta. En calzoncillos, el presidente municipal fue atado a un árbol en la plaza pública. Actos similares ocurrieron en las alcaldías de Nadadores y Parras. A su vez, los priistas tomaron la alcaldía de Frontera, donde oficialmente ganó el PAN.

		El primero de febrero, después de 32 días de conflicto y 17 reuniones en las que se dialogó por más de 80 horas, el PRI y el PAN convinieron en instalar en Monclova un cabildo mixto integrado por seis regidores priistas, seis panistas y un alcalde sin filiación política. De cualquier forma, la designación de Alfonso Villarreal Martínez como presidente municipal causó que grupos de militantes de ambos partidos organizaran manifestaciones de protesta.

		La forma en que se resolvió el problema no dejó satisfecho a nadie, pero cuando menos se pudo regresar a la tranquilidad, que era lo que la mayor parte de la gente de Monclova deseaba. No podemos perder de vista que la generalidad de la población está despolitizada, y que cuando surgen desórdenes no les interesa quién triunfe, sino que se restablezca el orden.

		Fue ilustrativa en este sentido la visita que con ese fin me hicieron los clubes de rotarios y leones coahuilenses, así como los comerciantes de Monclova. Ellos me pidieron que interviniera el poder federal, aun rompiendo todas las normas, para restablecer el orden. Afortunadamente no fue necesario hacerlo.

		Los hechos violentos que el proceso electoral desató en Coahuila empañaron la credibilidad del PRI y del gobierno, tanto en foros internos como internacionales. Además, acrecentaron el temor y la tensión sobre lo que pueda ocurrir en julio de 1985, pues fueron interpretados como augurios de fuertes confrontaciones entre el PRI y el PAN en dicha elección.

		En fin, lo que quedó claro es que en el norte existe un panismo agresivo, capaz de aprovechar los errores del PRI y dispuesto a recurrir e incluso a provocar la violencia. Por ello, el 12 de marzo, cuando recibí la salutación de los candidatos del PRI para la diputación federal les hice énfasis en que teníamos que ganar de manera limpia. Les dije: “No necesitamos fraudes ni componendas para mostrarnos a nosotros mismos y al pueblo de México nuestros triunfos electorales. Hay que buscar triunfos limpios, claros, transparentes, para que la legitimidad del gobierno siga siendo el arma fundamental del pueblo de México”.

		Finalmente, y como nota al margen, vale la pena desmentir el rumor que ligaba los acontecimientos de Coahuila con la renuncia del subsecretario de Gobernación Jesús Dávila Narro. Este funcionario salió porque incurrió en errores.

		

	
		

		Enero de 1985

		

	
		

		Recuento de 1984 y perspectivas para 1985

		

		LA CARACTERÍSTICA FUNDAMENTAL DE 1984 ES QUE FUE TODO MUY INTENSO. Tengo la sensación de que me ha tocado presidir en una situación de emergencia permanente. Cada semana sucede alguna cosa que me obliga a tomar una decisión importante. Llevo una Presidencia llena de sobresaltos.

		Los resultados del año pasado pueden evaluarse de muchas maneras. Una de ellas consiste en analizar la relación del Estado con los principales grupos de poder de la sociedad. Desde ese ángulo, y respecto a la relación del gobierno con los obreros organizados, el año fue, en lo esencial, satisfactorio.

		Lo central fue haber logrado una moderación salarial —punto fundamental del Programa de Reordenación Económica— sin que se diera una ruptura en la relación. Desde luego existen tensiones entre nosotros, pero no jaloneos violentos.

		En el año hubo tres momentos en que dichas tensiones se hicieron más evidentes. El bombazo del primero de mayo provocó el primero, pues permitió que grupos extraños al movimiento obrero organizado dislocaran la tónica del desfile del Día del Trabajo. Todavía hoy no sé si fue o no una decisión acertada permitir la participación de estos grupos en el desfile.

		La segunda ocasión en que tuvimos un roce con el movimiento obrero fue en junio, como resultado de la intervención de Gobernación para asegurar que se fijara en un monto razonable el salario mínimo. La irritación del movimiento obrero se tradujo en un documento público en el que criticaron acremente mi política económica. La dureza de mi respuesta resquebrajó más la endeble unidad del Congreso del Trabajo, ocasionando un enfrentamiento entre la CTM y la CROC.

		La tercera dificultad seria que tuvimos en el año surgió a raíz de que frenamos de tajo la pretensión de los telefonistas de extender su influencia al ámbito de todas las empresas paraestatales. Con ello cortamos el fortalecimiento de grupos izquierdistas dentro del Congreso del Trabajo.

		La fricción que hubo en los momentos de tensión no es comparable con la importancia del logro del gobierno en materia salarial. Por ello hay que pensar, si queremos entender el verdadero contexto de esta relación, que independientemente de la habilidad de los funcionarios públicos, el movimiento obrero ha alcanzado una clara conciencia de la profundidad de la crisis en la que está el país. Esto lo atribuyo al hecho de que los líderes se han dado cuenta de que la demanda de las bases se orienta más a la conservación del empleo que a la defensa del salario.

		Por otro lado, el movimiento obrero, y en particular Fidel Velázquez, no ignoran las consecuencias que tendría un desacuerdo con el gobierno. Valoran el apoyo material que reciben, como el mantenimiento del edificio de la CTM o los subsidios directos a las organizaciones menores, y no menosprecian el peso político que les da el ser aliados del gobierno, pues de ello dependen ciertas posiciones políticas en las cámaras legislativas o en los gobiernos municipales.

		Finalmente, los líderes obreros saben muy bien que si se deja correr la agitación de izquierda, también a ellos los puede rebasar.

		En nuestra relación con el sector campesino, lo evidente es que no ha habido un clima notable de agitación. Las marchas campesinas de los primeros meses del año no fueron representativas y, en todo caso, se encontraron salidas a sus demandas.

		Los problemas de violencia se han dado en zonas muy específicas, pues salvo en Chiapas y las Huastecas, las demandas están muy dispersas. Por ello hemos alentado el fortalecimiento de las organizaciones campesinas que pueden realizar una verdadera gestoría en el campo. Sin embargo, lo que más ha contribuido a este clima de paz es el número muy importante de acciones, que tal vez no se han destacado suficientemente, para regularizar la tenencia de la tierra, entregar la tierra disponible, desahogar expedientes rezagados, realizar trabajos de deslinde, etcétera.

		Otro factor determinante de la tranquilidad en el campo ha sido la fijación oportuna de los precios de garantía a los productos agrícolas que, aunque en algunos casos insuficientes, han venido a atenuar la disparidad de ingresos entre el campo y la ciudad.

		Con los empresarios nuestra relación continúa a empujones. Hay muchos que no olvidan la nacionalización bancaria, que están resentidos y que seguramente lo estarán siempre. A ello hay que agregar las dificultades actuales de las empresas, por su endeudamiento y por la depresión del mercado.

		En fin, el grupo empresarial es un gremio que perdió la dinámica y la perspectiva; que hoy se pregunta cuál es su destino. Ante estas dudas, que muchos sienten provocó la acción del gobierno, piensan: “Nos la tiene que pagar el gobierno”.

		Una de las formas de castigarnos consiste en hacer crecer la oposición. Por ello muchos empresarios están apoyando al PAN. Tienen la ilusión de que van a capitalizar el descontento existente, y en efecto han ganado más posiciones políticas. Sin embargo, yo no puedo pelearme con ellos; tengo que seguir negociando hasta vencer su resistencia a encontrar un acuerdo con el gobierno.

		Por ello, y con el objeto también de fomentar el ahorro interno, cedí a su solicitud de separar la actividad bancaria reservada al Estado de otras actividades crediticias, las cuales se desarrollarán en forma concesionada. La realidad es que necesitamos a los empresarios para fomentar el desarrollo.

		La relación del gobierno con los medios de comunicación es muy deficiente. El problema principal es la pésima calidad de los medios de difusión. Es innegable que éstos se orientan más al amarillismo que a la información.

		Por nuestra parte, y pese al énfasis que desde el inicio de mi gobierno puse en la importancia de la comunicación, todavía estamos muy lejos de tener una presencia orientadora ante ese sector. Muestra de ello es nuestra nula capacidad para influir sobre publicaciones de coloración antigobiernista como Proceso o Impacto.

		En cuanto a la televisión, el gobierno se ha quedado muy rezagado frente a los grupos privados, y no estamos preparados para presentar mejores opciones. Ni siquiera hemos sido capaces de formar buenos analistas que den a conocer y expliquen las posiciones del gobierno. Así que en el terreno de los medios de comunicación, siento que estamos muy atrasados.

		Hay otros grupos de poder, dentro del mismo sistema político, que dificultan la acción de gobierno. Sobresalen entre ellos algunos gobernadores. Su impericia o abulia hace que resten más de lo que suman.

		Por otro lado, estoy sintiendo un cambio de ambiente en mi gabinete, pues según avanza el sexenio cada secretario va “feudalizando” más sus posiciones y, en consecuencia, se van burocratizando los procesos de ejecución.

		En la primera ocasión en que se reunió el gabinete económico este año, les dije a sus integrantes: “Señores, somos buenos arquitectos, pero malos ingenieros. Podemos planear bien lo que debemos hacer, pero somos malos para realizar lo que nos hemos propuesto”. Ésa es la realidad, pues en el terreno de la ejecución intervienen muchos factores y se depende de mucha gente.

		Para que las cosas se realicen de acuerdo con la línea que fija el Presidente, es necesario que los secretarios entiendan lo que deben hacer y lo cumplan; que supediten su vanidad a su deber; que movilicen a sus subsecretarios; que los subsecretarios no tengan enfrentamientos entre sí; en fin, que se superen los problemas humanos, de personal. Éste es el reto al que nos enfrentamos.

		El fin de la etapa de formulación de políticas me ha obligado a adaptar el proceso de toma de decisiones. Para empezar, ha disminuido la frecuencia con que se reúnen los gabinetes especializados, pues además de que su dimensión los ha convertido en foros en que la gente está inhibida, su función —en esta etapa de ejecución— se limita a la vigilancia. Me resulta más útil tener reuniones con grupos más pequeños, en las que abiertamente se encaren los problemas y se tomen decisiones, y sólo después, a fin de formalizar las decisiones y abrir la oportunidad de la opinión, reúno a los gabinetes.

		Los problemas de mi gabinete son, en última instancia, menores que los que tienen que enfrentar los gobiernos de composición. Aquí, cuando menos, pude nombrar a todos los secretarios sin tener que compartir la selección. Aun así, el problema de su coordinación es inherente al cargo presidencial. Sin embargo, a la luz de los problemas estructurales que padecemos y que la crisis ha hecho cada vez más evidentes, resulta exasperante enfrentar la falta de coordinación del aparato burocrático.

		El problema de fondo es que entre más observamos y conocemos la crisis, más grande la encontramos. La dificultad para resolver los aspectos coyunturales estriba en que están enclavados en problemas estructurales. Éstos son de todo tipo y resultan, a fin de cuentas, del hecho de que en México se atraviesan y empalman muchas sociedades en diferentes etapas históricas.

		Hay problemas que podemos y debemos enfrentar, como racionalizar la participación de la industria paraestatal en la economía. Tenemos que reconocer que su crecimiento indiscriminado no ha logrado los objetivos redistributivos que se propuso. Respetando las áreas prioritarias y estratégicas en que el Estado continuará interviniendo, debemos proceder a vender, liquidar o transferir aquellas entidades públicas que ya cumplieron los propósitos para los que fueron creadas, que duplican funciones realizadas por otros organismos o cuya operación resulta demasiado onerosa. Ello contribuirá al abatimiento de los subsidios gubernamentales y del gasto corriente en general.

		Existen, en cambio, problemas en los que no hay para dónde moverse. Un ejemplo es el caso de la corrupción policiaca. Es imposible destituir a todos los policías, pues no tenemos con quién sustituirlos y, sin embargo, resulta insoportable la mala calidad de muchos elementos.

		Los problemas secundarios que esto trae son innumerables. Baste mencionar que al regreso de mi viaje a la India, me encontré con que elementos de la Policía Federal de Caminos, con el afán de extorsionar a cuatro oficiales del Ejército que salían de la zona de tolerancia de Atlixco, los habían torturado y finalmente asesinado. El problema llegó hasta mí, dimensionado hasta convertirse en pleito entre el Ejército y la Policía Federal de Caminos, en el que la primera corporación me exigía la destitución del jefe de la segunda.

		Otro problema estructural que ha aflorado de manera recurrente es el del abasto de ciertos productos básicos. La escasez de carne en el Distrito Federal fue extrema durante todo el mes de enero. Al analizar personalmente el caso, concluí que todo era problema: menor hato de ganado, sobreexplotación por parte de los ganaderos, abuso de los introductores e ineficiencia de los tablajeros.

		Por abordar sólo el último punto, lo primero que destaca es que existen 10 000 tablajeros a los que hay que conceder una utilidad de 100% entre la carne vendida en canal y la carne vendida al menudeo, pues la dimensión de su operación es mínima. A pesar de la ineficiencia económica que ello significa, las amas de casa quieren seguir comprando en la carnicería de barrio, pues ello es parte de su rutina diaria. Además, quieren que les hagan cortes especiales que supervisan personalmente, mientras platican con el carnicero. De manera que los hábitos de la sociedad inhiben la racionalización del medio productivo.

		El problema de la carne resulta tan difícil como el de la tortilla. Recientemente, el Departamento del Distrito Federal puso a la venta en sus tiendas tortillas harinizadas que costaban 10 pesos menos por kilo que las vendidas en tortillerías. Pero como saben ligeramente diferente, la gente las rechazó; prefieren hacer colas y pagar más para comprar su tortilla “calientita”… Nuestra búsqueda por racionalizar la producción y el comercio es frenada por las actitudes vitales de un importante porcentaje de nuestra población.

		El enorme conjunto de este tipo de situaciones es lo que nos ubica como un país subdesarrollado. Ésa es nuestra realidad y sobre ella tenemos que actuar. Por lo mismo, resulta más fácil hacer el diagnóstico y determinar lo que debemos hacer, que hacerlo. Nuestra voluntad de ejecutar se empantana con frecuencia en realidades que se resisten al cambio.

		Esto es muy evidente cuando hablamos de vincular el fomento industrial y el comercio exterior. De nuevo, nuestras necesidades nos obligan a modificar realidades muy complejas, como la falta de desarrollo tecnológico o la baja productividad que nos caracteriza. También pesa la mala ubicación regional o la falta de integración de la pequeña y mediana industrias. Tenemos el diagnóstico, pero eso no basta para que se dé el cambio estructural.

		Nuestra vulnerabilidad también está determinada por fenómenos externos. Al evaluar la marcha de la economía durante 1984, no podemos dejar de apreciar la importancia de que hayan subido las tasas de interés internacionales y de que haya bajado el precio del petróleo.

		Los resultados finales, a pesar de todo, entreveraron aspectos positivos y negativos. Logramos bajar la inflación de 80 a 60% y, sin embargo, la economía creció en 3.5%. La política cambiaria fue buena y, salvo algunos pánicos recurrentes, la situación estuvo bajo control.

		Sin embargo, se incurrió en un mayor déficit presupuestal del programado, pasando de 6.5 a 6.9%, sin contar los intereses devengados no pagados por 2%. Ello significa que si en 1985 no actuamos con mano fuerte, las cosas se nos pueden descomponer. Por ello decidí, a principios de este año, un recorte importante al gasto público y poner a la venta empresas estatales no prioritarias.

		En general creo que la economía marchó por el camino correcto, pero que faltó énfasis, profundidad y capacidad de ejecución. Debido a ello, el problema económico sigue siendo el que más me preocupa.

		En el terreno de la política interna, 1984 fue un año de paz, en el que el PRI se reafirmó en las elecciones municipales. El crecimiento del PAN no fue tan espectacular como en 1983. Su límite está en que sólo mantiene una presencia crítica, sin plantear ningún tipo de alternativa ni contar realmente con elementos capacitados para gobernar. No obstante, es innegable que la sociedad ha evolucionado y exige una mayor pluralidad política.

		Yo tengo que enfrentar y desahogar esta demanda, pero lo tengo que hacer imponiéndole un ritmo, pues no puedo ignorar, ni dejar de ponderar, las influencias que la empujan o detienen.

		En primer término, destaca la repercusión que sobre nuestra sociedad tiene el esfuerzo del actual gobierno estadounidense por propagar, no sólo entre nosotros sino en todo el mundo, su posición neoconservadora. De manera más amplia, tenemos que enfrentar esa actitud por parte de la sociedad norteamericana que eligió y apoya a dicho gobierno.

		Resulta igualmente necesario entender que, embarcados en su cruzada, los norteamericanos ven con poca simpatía nuestro sistema político. Para ellos somos un país medio socialista, que se legitima en una Revolución que propuso formas de tenencia de la tierra diferentes de la propiedad privada y una economía mixta en la que el sector público desempeña un papel muy dinámico.

		Su falta de entendimiento de nuestro proceso histórico beneficia e impulsa a los grupos más tradicionales de México. Esto es delicado, pues en México tenemos muchos “polkos”.[1] Baste ver la noticia aparecida el 5 de febrero y atribuida a Adán Elizondo, vicepresidente de la Coparmex: “Empresarios regiomontanos demandaron al gobierno que adopte la política del Presidente estadounidense Ronald Reagan, cuya plataforma se basa en una escasa participación del régimen en la actividad económica del país”.

		Ante esta situación, en la que sabemos que es cierta la liga del PAN con los empresarios, los Estados Unidos y el clero, tenemos que valorar las presiones a favor de que se destape una pluralidad política que, en el fondo, busca imponer en México el bipartidismo, abriendo así la puerta a que también aquí triunfe el neoconservadurismo.

		Por otro lado, ante esta demanda de mayor pluralidad política, tengo que considerar las posibles reacciones dentro del PRI, sobre todo si dejamos que la puerta se abra demasiado rápido. Los hábitos políticos de los priistas son poco democráticos, y obligarlos a un cambio total de la noche a la mañana podría provocar violencia, pues muchos simplemente no están dispuestos a perder el poder. No puedo ignorar, por ejemplo, que los obreros reaccionan de manera fuerte y que los grandes caciques son capaces de crear grandes problemas.

		Mi principal obligación es evitar la violencia, tanto de los partidos opositores como del nuestro. Es claro que la mayor parte de la gente está despolitizada y lo que quiere es que las autoridades eviten que los núcleos politizados interrumpan sus actividades diarias.

		Estas reflexiones hacen que me incline, por el momento, a esforzarme para conservar todas las gubernaturas en las elecciones de julio de 1985. Tampoco creo conveniente perder municipios en la línea fronteriza. Ello requiere escoger con cuidado a los candidatos del PRI, aunque implique limitar las aspiraciones de determinados grupos dentro del partido.

		Tenemos que cuidar las campañas electorales y ver que todo el proceso se desarrolle de la mejor manera posible. Sin embargo, habrá que esperar el resultado de las elecciones para ver cuál es la demanda, en qué ámbitos, dónde, con qué fuerza. Considero preferible, en todo caso, soltar municipios no fronterizos y más diputaciones federales.

		Lo cierto es que no podemos dejar que el PAN capitalice el ambiente de descontento, ni tampoco podemos tolerar un clima de desprestigio para el PRI. Las elecciones de 1985 son, sin duda, la cuestión política más importante del año.

		Por otro lado, hemos desarrollado una vigorosa política internacional. Indiscutiblemente, ello nos ha provocado algunas tensiones con Estados Unidos. Mil novecientos ochenta y cinco se inició con un creciente sentimiento de inquietud por parte de la opinión pública en general, que percibía un deterioro en nuestras relaciones con Estados Unidos. Salvo entre los sectores más progresistas, se cuestionaba con frecuencia la conveniencia de que México desempeñara un papel más activo e independiente en la escena internacional, pues se temía que la ira del “Gigante del Norte” se tradujera en medidas de represalia contra nuestro país.

		Mi punto de vista es que nuestro país correría mayores riesgos si adoptara una actitud pasiva en la vida internacional, aceptando la subordinación de sus intereses. Tal actitud constituye prácticamente una renuncia a la soberanía nacional, pues la historia nos ha demostrado que los países que dejan de tener una política autónoma, se vuelven más vulnerables a que las fuerzas del exterior le impongan determinaciones, y terminan por perder su independencia. Creo que sin doblegarnos a las presiones norteamericanas, debemos mejorar nuestras relaciones, pues no podemos dejarlas a merced de una inercia negativa.

		Mil novecientos ochenta y cinco se vislumbra desde el inicio como un año difícil. El ambiente de paz y contención está coloreado por diversos cuestionamientos de fondo. La gente está consciente de que la economía se nos puede caer, sobre todo si continuamos aflojando por el lado del gasto público. El resentimiento de los empresarios, por la nacionalización de la banca y por las reformas constitucionales que emprendí, hace que me sigan calificando de “lombardista”.[2]

		En cuanto a las elecciones, la opinión pública se pregunta qué va a pasar: ¿Se va a imponer el PRI? ¿Va a ganar el PAN? ¿Habrá violencia? En el terreno de la política exterior miran con angustia nuestro enfrentamiento con los americanos.

		En general, el deterioro en el nivel real de vida hace que la mayoría de los mexicanos, o cuando menos las clases participantes, se sientan irritados y apachurrados.

		En fin, la ausencia de una cultura política sólida hace poco viable que el descontento se traduzca en una respuesta electoral que signifique quitarnos un par de estados o la mayoría en el Congreso. Ello sería catastrófico, pues me temo que caeríamos en la anarquía y el caos.

		Ante la coyuntura actual, lo que nos va a salvar es que todavía controlamos un poderoso aparato institucional y que contamos con la mejor gente. No es éste un momento en el que el país resista giros violentos.

		

	
		

		Desarme: visita a la India

		

		Cuando Rajiv Gandhi me invitó a Nueva Delhi a una reunión de los mandatarios de los seis países que en mayo de 1984 hicimos un llamado conjunto en pro del desarme, ya habían aceptado los otros cinco gobernantes, por lo que me vi obligado a asistir. La reunión tuvo lugar el 28 de enero de 1985.

		El comunicado firmado el 22 de mayo de 1984, en el que Argentina, India, Grecia, México, Suecia y Tanzania demandamos a las potencias atómicas poner fin a la carrera armamentista, fue promovido por un grupo de 600 parlamentarios de 30 países, denominado “Parlamentarios por un Orden Mundial”, formado en el ámbito de las Naciones Unidas. Yo estuve de acuerdo en que México participara, porque la causa era noble y concordaba con nuestra política exterior en ese terreno.

		Además, creo que aun cuando las conversaciones para el control y la reducción de armamento tienen una naturaleza esencialmente bilateral, es necesario subrayar la responsabilidad de las grandes potencias ante todas las naciones del orbe.

		Sin embargo, cuando Indira Gandhi, quien tenía poco tiempo de haberse hecho cargo de la jefatura de los países no alineados, trató de reunirnos, la moción me preocupó, porque pensé que su interés consistía en organizar un espectáculo internacional que le sirviera para afirmar su nuevo liderazgo. Por ello, cuando se me consultó, señalé que consideraba inoportuno realizar dicha reunión.

		Poco después tuvo lugar la muerte de la señora Gandhi. Su hijo, que la sucedió en el poder, vio en esta coyuntura la posibilidad de hacer su debut internacional.

		Por otro lado, la reunión encontraba entonces mayor justificación, ya que en noviembre de 1984, a raíz de la reelección de Ronald Reagan, los soviéticos manifestaron que, con el fin de eliminar la amenaza de la guerra y mejorar radicalmente la situación internacional, deseaban mejorar sus relaciones con Estados Unidos. Los americanos respondieron positivamente y el 28 de noviembre los gobiernos de Moscú y Washington anunciaron su decisión de reanudar el dialogo sobre el control de la carrera armamentista, suspendido desde diciembre de 1983.

		Las gestiones que en favor del desarme hagamos diversas naciones ante las potencias nucleares pueden calificarse de románticas, pues su objetivo se limita a crear un foro en el que se escuche nuestra protesta por un peligro que es común a todas las naciones y del que son responsables sólo unos cuantos. La efectividad de reuniones como la de Nueva Delhi es dudosa y, sin embargo, resulta necesario hacerlas, pues no podemos permanecer en la inactividad.

		Además, consideré conveniente darle peso al tema del desarme para diversificar nuestra política exterior, evitando que se limite sólo al problema de Centroamérica y Contadora. Al aceptar la invitación tuve cierto temor de que mi viaje fuese entendido, por la opinión pública mexicana, como la manifestación de un nuevo ánimo de liderato. Para evitar esta interpretación, montamos una campaña explicativa. Creo que la gente recibió bien el tema por su nobleza esencial y aceptó la conveniencia de mi viaje.

		Para preparar la reunión de Nueva Delhi, las representaciones gubernamentales de cada uno de los seis países participantes trabajamos en la elaboración de una serie de documentos. México intervino activamente, no sólo porque la lucha contra el armamentismo ha sido uno de los principios de política exterior en que hemos sido más consistentes, sino porque nuestro embajador y Premio Nobel de la Paz, Alfonso García Robles, es muy respetado por su dedicación y gran conocimiento del tema. Fue él, según tengo entendido, quien redactó el documento final.

		Por tanto, lo que habría de ocurrir en la reunión de Nueva Delhi ya estaba preparado por los grupos técnicos. Los mandatarios prácticamente no discutimos los documentos, centrando nuestra atención en lo que habríamos de hacer después de emitir la declaración conjunta. De manera que la reunión consistió en una serie de entrevistas bilaterales entre los mandatarios que ahí nos reunimos.

		Tratar a los diferentes jefes de Estado fue interesante. Gandhi me pareció, en primera instancia, un hombre tímido; luego me di cuenta de que más bien se trataba de un hombre discreto, sereno. Actúa como si tuviera una gran experiencia política. Papandreu me causó muy buena impresión. Tiene un tono profesoral y sus planteamientos fueron sistemáticos.

		A Alfonsín ya lo conocía, y Nyerere me impresionó por su gran sentido del humor. Él quería que la Declaración Conjunta fuera más fuerte, que incluyera la prohibición del armamento espacial. Sin embargo, decidimos que el documento fuera sobrio, pues existía el peligro de que tuviera un tono tercermundista, emotivo, que le restaría impacto. Era necesario no pedir cosas que sabíamos ya habían rechazado las grandes potencias nucleares.

		Por otro lado, quedamos en declarar cierta satisfacción por el acuerdo alcanzado en Ginebra el 8 de enero, en el que los Estados Unidos y la Unión Soviética decidieron reiniciar negociaciones bilaterales sobre armas espaciales y nucleares, tanto estratégicas como de alcance intermedio. Nyerere, viendo que no había un ambiente adecuado para la promoción de sus ideas, se limitó a presentarlas en su exposición personal. Palme, como viejo lobo de la política exterior sueca, es un defensor a ultranza de la neutralidad.

		El común denominador entre los mandatarios ahí reunidos fue una irritación fundamental contra Estados Unidos, país al que califican de belicista y soberbio. Cada uno de ellos manifestó tener agravios en su contra.

		La Declaración de Nueva Delhi reconoció como el objetivo proclamado de esas negociaciones el prevenir una carrera de armamentos en el espacio y terminar con la que se desarrolla en la Tierra, a fin de culminar con la eliminación de las armas nucleares en todas partes. Reiteramos también nuestro llamado a una suspensión que abarque los ensayos, la producción y el emplazamiento de armas nucleares y su sistema de lanzamiento. También hicimos hincapié en que anualmente se gastan miles de millones de dólares en armas, en contraste con la dramática pobreza en la que viven dos tercios de la población mundial.

		En mi discurso señalé que defender la civilización es un derecho y un deber inalienable de todos los pueblos. Enfaticé que el armamentismo no es ajeno a la crisis económica internacional, pues quienes se arman incurren en enormes déficit para hacerlo y, con ello, propician elevadas tasas de interés que encarecen el financiamiento para el desarrollo y estimulan la inflación mundial. De esta manera, las naciones endeudadas terminan por subsidiar la carrera armamentista.

		Durante la reunión, acordamos que para promover los principios expuestos en la Declaración Conjunta, cada uno de nosotros, al entrevistarnos con dirigentes de las potencias nucleares, abogaríamos por el desarme. De estas acciones tendríamos informado al grupo. También nos propusimos mantenernos atentos a las pláticas sobre desarme en Ginebra, así como tratar de aprovechar el próximo aniversario de la ONU, cuando cumplirá 40 años, para coincidir los seis en Nueva York y hacerle una promoción conjunta a nuestros planteamientos pacifistas.

		Hicimos llegar la Declaración de Nueva Delhi, según lo habíamos anunciado, a los embajadores de las cinco potencias nucleares acreditadas en la India. Resultó muy comentado el hecho de que el embajador de Estados Unidos no se encontrara ese día en Nueva Delhi, por estar visitando Pakistán, país con el que la India tiene mayores puntos de irritación… Por su parte, los soviéticos, que tienen una política exterior muy formalista, le dieron la bienvenida al documento, señalando que lo analizarían con gran interés…

		La actitud de Estados Unidos frente al documento equivalió a decir: “Vamos a ver. Esto no es un juego para niños”. Lo que todos vimos es que las grandes revistas norteamericanas, como Time o Newsweek, no le dedicaron ni una sola línea a la junta, lo que hace pensar que existe bastante más control del gobierno sobre esas publicaciones de lo que ellos reconocen.

		Para sopesar el efecto que este tipo de acciones o viajes pueden tener en nuestra relación con Estados Unidos, lo primero que debemos reconocer es que muchos mexicanos temen que una actitud independiente de nuestra parte nos haga acreedores de represalias. La única respuesta posible consiste en reconocer que si bien una política exterior activa representa un riesgo para el país, una actitud pasiva nos haría correr mayores riesgos.

		México no tiene elementos para sostener una política exterior fuerte. No contamos ni con fuerza económica ni con fuerza militar. Sin embargo, estamos persuadidos de la conveniencia de tener una política exterior independiente, por razones de subsistencia y de soberanía, tanto política como económica. Nuestros principios, como la búsqueda de soluciones pacíficas en las controversias, son la expresión de un interés. Sabemos que quienes hoy se impongan en Centroamérica, mañana lo harán en México. Es importante ir haciendo cada vez más evidente al público que la defensa de los principios de nuestra política exterior significa la defensa de nuestros intereses, es decir, que los principios tienen su sentido pragmático.

		Mi viaje a Yugoslavia obedeció a la necesidad de hacer una escala, dada la enorme distancia que existe entre México y la India. Desde el principio de mi gobierno, Yugoslavia me había extendido una invitación para visitarla. Además, es un país con el que tenemos afinidad. Ellos también desarrollan, dada su cercanía y dependencia de la Unión Soviética, una política exterior de supervivencia.

		Por otro lado, hay ligas afectivas entre Yugoslavia y México, tanto por la visita que nos hizo Tito como, en términos más personales, por la que yo les hice cuando fui secretario de Programación y Presupuesto.

		Fue interesante la visita, porque es ilustrativo entender su postura de política exterior, su concepción de las relaciones Este-Oeste y su participación en el Grupo de los No Alineados. Además, porque en Yugoslavia existe gente muy profesional. Por ejemplo, cuando habló conmigo el presidente del Consejo de Presidentes, pues allá todo lo manejan en grupos colegiados muy formalistas, apoyó el diálogo en unas tarjetas que traía a mano, lo que le permitió presentar razonamientos lógicos muy redondeados.

		Vale también la pena anotar que fuimos muy bien recibidos, y que nuestras visitas permiten a México dejar velitas prendidas en diferentes partes del mundo y así aumentar su prestigio internacional.

		En general, el conjunto del viaje me permitió ratificar el peso específico que México tiene en la comunidad internacional. A veces esto no es claramente entendido por los mexicanos y, sin embargo, es una realidad la consideración que en el exterior nos manifiestan. Por ejemplo, es notable que Felipe González, por instrucciones del rey Juan Carlos, se haya trasladado a Palma de Mallorca para cenar conmigo durante la escala técnica de mi avión. Lo mismo ocurrió en Portugal, que es un país con el que México casi no tiene ninguna relación.

		Esto ratifica el gran respeto que por México sienten los jefes de Estado con quienes estuve en Nueva Delhi. Ellos ponderan y exaltan la congruencia de la política exterior mexicana. “Estos valientes viven al lado de los Estados Unidos —piensan— y sin embargo son capaces de tener una política exterior independiente”.
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		Mercado petrolero: sobreoferta y baja del precio del crudo

		

		EL LUNES 4 DE FEBRERO, la SEMIP Y PEMEX INFORMARON que México había reducido en 1.25 dólares el precio del barril de crudo ligero tipo Istmo, con lo que su cotización pasó de 29 a 27.75 dólares. El crudo pesado tipo Maya conservó su precio de 25.50 dólares el barril. De mantenerse estos precios durante todo el año, México dejará de recibir divisas en 1985 por unos 300 millones de dólares.

		La fragilidad del mercado petrolero internacional se hizo palpable a partir del 17 de octubre de 1984, cuando Gran Bretaña decidió bajar el precio del petróleo del Mar del Norte en 1.35 dólares por barril. La medida fue seguida al día siguiente por Noruega y, de inmediato, Nigeria reaccionó reduciendo en dos dólares por barril el precio de su petróleo, a fin de mantener su clientela, ya que Gran Bretaña y Noruega son sus grandes competidores.

		Estas disposiciones forzaron a la OPEP a reunirse inmediatamente en Ginebra. Su situación, como cartel de productores, era débil, pues Nigeria, además de reducir su precio, estaba vendiendo por abajo de la mesa más petróleo del que correspondía a su cuota. Esta indisciplina de los países productores, que echan al mercado más petróleo cada vez que necesitan dinero, desacredita a la OPEP y daña a todos los productores. Inglaterra, Noruega y la URSS hacen otro tanto, lo que crea una sobreoferta que deprime el precio.

		El ambiente de inestabilidad en el mercado petrolero nos afecta gravemente, por lo que estamos empeñados en colaborar para que este mercado se ordene. Francisco Labastida, secretario de Energía, Minas e Industria Paraestatal, ha viajado cuantas veces ha sido necesario para promover el diálogo en este sentido.

		Labastida fue como observador a Ginebra el 22 y 23 de octubre pasado, cuando se planteó la posibilidad de limitar la producción de petróleo como estrategia fundamental para mantener estables los precios del energético. El temor real era la posibilidad de que se iniciara una guerra de precios, en la que si la OPEP bajaba los suyos, los países ávidos de divisas lo harían aún más, cayendo los precios como en un tobogán.

		La junta de la OPEP en Ginebra se interrumpió el 23 de octubre, para ser reanudada el día 29, a fin de que una delegación, formada por los representantes de ocho países productores y exportadores de petróleo —México entre ellos— y encabezada por el ministro saudita de petróleo, Ahmed Zaki Yamani, viajara a Nigeria para tratar de convencer a las autoridades de ese país de que reconsideraran su decisión de abatir en dos dólares el precio del barril de petróleo.

		Nuestra participación en este tipo de acciones demuestra un cambio importante en la actitud de México hacia los problemas del mercado petrolero internacional: hemos abandonado la actitud de mantenernos al margen para tratar de contribuir activamente a su ordenación.

		El lunes 29 de octubre, la OPEP decidió reducir sus niveles de producción de petróleo de 17.5 millones de barriles diarios a 16 millones. Tres días después anunció que, con la excepción de Nigeria e Iraq, los restantes miembros de la organización estaban de acuerdo en la forma en que se distribuyó el esfuerzo por recortar la producción petrolera.

		El jueves primero de noviembre, los titulares de Pemex y de la SEMIP anunciaron la decisión del gobierno de México de reducir en 100 000 barriles diarios sus ventas externas de petróleo durante ese mes, así como de mantener el precio de 29 dólares por barril de crudo tipo Istmo y de 25.50 por barril de tipo Maya.

		El 5 de diciembre, Francisco Labastida inició un viaje por Estados Unidos, Canadá, Arabia Saudita y Kuwait, a fin de dialogar con sus homólogos para prever la posible desestabilización del mercado del crudo como resultado de la menor demanda al finalizar el invierno en los países consumidores.

		En Washington se entrevistó con el secretario de Energía, Donald Hodel, quien es un hombre bastante primitivo y considera que “los arbitrarios intentos de la OPEP por fijar artificialmente la producción para mantener elevados los precios” no sirven a los intereses ni de los consumidores ni de los productores… Parece que están más conscientes del daño que ocasionaría el desquiciamiento del mercado petrolero en el Departamento de Estado y en la Tesorería.

		Las compañías petroleras norteamericanas saben, por su parte, que si baja demasiado el precio del petróleo, les resultaría incosteable la producción. Así que la posición de Estados Unidos ante el problema es incierta.

		Al reunirse con los ministros de petróleo de Arabia Saudita y Kuwait, Labastida encontró en el primero una actitud retadora. Parece que los sauditas quisieran provocar una guerra de precios, convencidos de que ésta afectaría dramáticamente al mundo desarrollado. Se preguntan: ¿Qué pasaría con los bancos occidentales si dejan de recibir el flujo de capital de los petroleros, al tiempo que éstos dejan de pagar su deuda? Nosotros tratamos de convencerlos de que hay que evitar el crack, porque éste sería un escenario de tragedia.

		Cuatro días antes de la reunión, que tuvo lugar el 15 de diciembre, Yamani había declarado que cualquier cambio en el sistema de precios de crudo en el Mar del Norte abriría la puerta a una guerra de precios. Lo cierto es que una baja considerable en los precios del petróleo no se limitaría únicamente al mercado del crudo, sino que podría afectar la capacidad de pago externo de muchos países exportadores, lo que provocaría fuertes daños a la estabilidad financiera y a la economía mundial.

		La sobreoferta hizo que el viernes 28 de diciembre la compañía Phillips Petroleum redujera en un dólar su precio de compra del crudo, es decir de 29 a 28 dólares el barril. La Conoco y la Mobil Corporation rebajaron también en 1.30 dólares su precio de compra. Esto estaba encaminado a arruinar el esfuerzo de la OPEP para evitar la caída de los precios mundiales de petróleo.

		Al día siguiente, la OPEP realizó la reunión de fin de año que tenía programada y concluyó sus trabajos con la aprobación de una fórmula de compromiso para reducir la diferencia entre los crudos ligeros y los livianos, manteniéndose el precio oficial de referencia de 29 dólares por barril para la variedad “árabe ligero”.

		Entre el 11 y el 16 de enero la Texaco, la Gulf Corporation y la Exxon también redujeron en un dólar su precio de compra. Esta presión a la baja se agravó por la decisión de Gran Bretaña de establecer el precio de su producto conforme al mercado libre.

		El 30 de enero los ministros de la OPEP decidieron, después de tres días de arduas negociaciones —en las que México participó como observador—, abandonar el precio preferencial del crudo arábe ligero y reducir en 1.60 dólares el precio por barril.

		El lunes 4 de febrero, nosotros redujimos 1.25 dólares el precio de nuestro barril de petróleo. El 6 de febrero anunciamos un recorte importante del gasto público, necesario por varias razones, pero que la opinión pública aceptó como inevitable ante la baja del precio del petróleo. Lo grave es que el mercado continúa inestable y subsiste la tendencia a la baja.

		

	
		

		Situación económica: ajuste de emergencia

		

		El 6 de febrero se reconoció el riesgo de una recaída en la lucha por resolver la crisis económica, por lo que se acordó recortar el gasto público e iniciar la liquidación, transferencia o venta de empresas públicas no estratégicas ni prioritarias. Esto ocurrió a poco más de un mes de que el Congreso de la Unión hubiese aprobado el presupuesto de 1985.

		Inicialmente se habló de reducir en 100 000 millones de pesos el gasto, pero el 17 de febrero se informó de manera oficial que la disminución sería de 250 000 millones de pesos e incluiría la cancelación de 80 000 empleos en el gobierno y la venta o liquidación de 236 empresas públicas. Este ajuste de emergencia fue la respuesta necesaria a las desviaciones del Programa Inmediato de Reordenación Económica que mostraron los resultados de 1984.

		En 1984 no se cumplieron las metas financieras. Gastamos demasiado, lo que si bien nos permitió crecer 3.5% en lugar del 1% programado, también hizo que nuestro déficit pasara del 5.5% programado originalmente a 6.9%, y ello sin considerar la existencia de intereses devengados no pagados por casi otro 2%. Finalmente, la inflación descendió menos de lo que esperábamos, pues bajó de 80 a 60% y no a 40% como originalmente propusimos.

		Por su parte, los diversos indicadores de empleo mostraron una tendencia a la recuperación; no obstante, el salario mínimo perdió poder adquisitivo, si bien en menor grado que en 1983.

		Los factores anteriores, así como el que el índice inflacionario de enero de 1985 haya alcanzado 7.4% y el precio del petróleo haya descendido, afectándonos en alrededor de 300 millones de dólares anuales, hicieron indispensable aplicar medidas drásticas que nos permitan abatir la inflación. Ésa sigue siendo nuestra meta, pues estoy convencido de que es la única forma de garantizar un proceso de mejora, gradual pero firme, en el poder adquisitivo de los salarios, el mantenimiento de la recuperación económica y la generación de empleos.

		El ajuste no representó un cambio de fondo; sólo fue un cambio en la forma de instrumentar las decisiones. En otras palabras, significó que se hicieran las cosas que yo había ordenado y que no se habían hecho. Esto es cierto, pues desde que vinieron las alzas en las tasas de interés norteamericanas en el primer trimestre de 1984, pedí al gabinete económico que tomara las medidas necesarias para asegurar que el déficit anual no excediera de 6.5%. Sin embargo, cuando en octubre me informaron sobre el estado de la economía, la situación ya estaba desbordada. No tomé medidas en ese momento, porque la diferencia de criterios y métodos de trabajo de la SPP y la SHCP me impidió conocer, hasta enero de 1985, la magnitud de la desviación.

		Las causas pueden encontrarse en el ascenso de las tasas de interés internacionales, en las severas presiones internas sobre el gasto público o en el desorden financiero de las empresas públicas. Desgraciadamente, también influyó la falta de coordinación entre el secretario de Hacienda y Crédito Público y el de Programación y Presupuesto, lo que entorpeció la ejecución de las decisiones tomadas.

		Al evaluar la situación económica de 1984, les pregunté irritado a los miembros del gabinete económico: “Díganme si la situación que enfrentamos se debe a la falta de decisiones de mi parte, o bien si las decisiones que he tomado son equivocadas”. Después de tragar saliva, los ejecutores de mi política económica no tuvieron más remedio que aceptar que ni faltaban decisiones ni eran éstas equivocadas; que lo que faltaba era que las cumplieran.

		Los desacuerdos entre Silva Herzog y Salinas obedecen a la falta de coincidencia en criterios, a la desorganización en el trabajo y a problemas temperamentales y emotivos. El hecho es que ni siquiera se pueden poner de acuerdo en qué es el déficit. Discuten, según el caso, si debe manejarse el déficit contable, el déficit presupuestal, el déficit fiscal o el déficit económico.

		Lo grave es que no pueden ajustar su forma de trabajo para presentarme propuestas alternativas de acción. Lo que ha ocurrido es que cuando me presentan en forma conjunta una opción, la apruebo creyendo que están cubiertos los intereses de ambos lados. Sin embargo, resulta que luego me viene a ver Silva Herzog para decirme que no hay dinero suficiente para lograr lo acordado. De nuevo los llamo y les pido que se pongan de acuerdo, y de nuevo empieza el círculo.

		Para fomentar el diálogo entre ellos he decidido reunirlos mensualmente en la Comisión de Gasto-Financiamiento, haciéndoles ver la necesidad de que establezcan una comunicación más eficaz entre sí. Pero el problema es que no basta con que los secretarios platiquen; lo que se necesita es que sus equipos hagan un seguimiento adecuado de sus acuerdos. En realidad, mis expectativas de que Silva Herzog y Salinas se entiendan son relativas, lo que me obliga a reconocer, con desencanto, que tengo que llevarles la rienda más corta y resolver los problemas que ellos no solucionan.

		El significado que en términos económicos tiene el monto del recorte presupuestal sólo permite afirmar que, por lo pronto, estamos en la plataforma adecuada para no sobrepasar el déficit presupuestado, lo que no asegura nada, pues para cumplir la meta se requiere disciplina presupuestal, entre muchos otros factores.

		En términos políticos, el recorte provoca irritación y malestar entre los funcionarios y sus clientelas, ya que todos piensan que el trabajo que realizan es fundamental y que el recorte debe darse “en los bueyes del compadre”.

		En términos externos, la iniciativa privada opinó que la medida es positiva, pues deja ver que al tercer año de gobierno nos seguimos ajustando a la política económica que propusimos desde el inicio. Sin embargo, se expresaron dudas, que yo comparto, sobre la capacidad de ejecución del gobierno. Para fortalecer nuestra credibilidad, no basta con anunciar programas; es necesario mostrar resultados.

		Por otro lado, el anuncio de la venta de empresas paraestatales causó una tormenta entre los periodistas y los partidos de izquierda. Su crítica, apasionada y emotiva, calificó la medida de reaccionaria, reprivatizadora y desnacionalizadora pues, según ellos, implica el abandono de la rectoría económica del Estado.

		Esta respuesta, más ideológica que racional, era previsible, pues la venta de empresas paraestatales rompe la tendencia expansionista del Estado propuesta desde la Constitución de 1917 y justificada por los regímenes posrevolucionarios como un mecanismo promotor y regulador de la economía, orientado al logro de una mayor justicia social.

		El expansionismo estatal deriva de la vertiente socialista de nuestra Constitución, que fue alentada por Lázaro Cárdenas. Después de él siguió una etapa de moderación; se pensó que, si se continuaba por ese camino, había el riesgo de que todo quedara en manos del Estado, lo que significaba reventar la cuerda del contrato social. A partir de entonces hubo una actuación más equilibrada, que aceptó la necesidad de trabajar en combinación con la empresa privada, por lo que de manera premeditada se alentó su desarrollo. Sin embargo, el gobierno conservó su capacidad de intervención en la economía tanto por la vía de la regulación como por la de la participación directa.

		Del régimen de Manuel Ávila Camacho (1940-1946) al de Gustavo Díaz Ordaz (1964-1970), el Estado trató de guardar un equilibrio, centrando su esfuerzo en sus tareas naturales; esto es, en la promoción de la infraestructuras de la salud, de la educación y de la seguridad, así como del desarrollo de áreas estratégicas como la electricidad o el petróleo.

		Luis Echeverría (1970-1976) cambió esa situación. Posiblemente el impacto de la crisis de 1968, que hizo evidentes los excesivos privilegios de la burguesía, lo llevó a pensar que para acelerar la justicia social era necesaria la presencia de un Estado más promotor. En su afán por buscar un contrapeso al poder de la burguesía, amplió considerablemente el gasto público y adquirió o creó un gran número de entidades paraestatales. Sin embargo, su política financiera no fue consecuente, pues hubo mayor gasto, pero no mayor ingreso público, y la burguesía siguió enriqueciéndose aceleradamente.

		José López Portillo se propuso recomponer las relaciones entre el Estado y el sector privado. Así, aumentó el diálogo e, incluso, hizo amistad personal con los miembros del Grupo Monterrey, que había sido el más afectado por los ataques de Echeverría. Con López Portillo la iniciativa privada se subió al carro, pues el petróleo daba para todo. Pero cuando en 1981 se vino la quiebra de la política económica de López Portillo, por la baja del precio del petróleo y el alza de las tasas de interés, la iniciativa privada manifestó su decepción y comenzó a recriminar al gobierno. Así que, para despedirse, López Portillo les reviró nacionalizando la banca.

		Yo me propongo reestructurar el esquema de la economía mixta con una acción más cualitativa de parte del gobierno, pues para este momento es claro que el enfoque cuantitativo no dio los resultados esperados. El Estado debe ser rector de la economía, pero reconociendo la necesidad de la participación de los particulares.

		Lo anterior nos obliga a reconsiderar la magnitud del esfuerzo público y a buscar su eficacia. Debemos revisar el tamaño del sector paraestatal en relación con su productividad y con la capacidad financiera real del Estado. Tenemos que partir de la necesidad urgente de reducir el déficit gubernamental y mejorar el ingreso, lo que nos obliga a obtener más dinero de la sociedad y a disminuir el uso gubernamental del crédito. Al respecto hay que reconocer que es insostenible y antieconómico que el gobierno absorba de 75 a 80% del crédito disponible, cuando sólo es capaz de producir 25% del producto.

		Por otro lado, también en los aspectos regulatorios existen problemas. Se requiere desreglamentar la economía y simplificar los trámites para fortalecer la eficacia del gobierno. Habrá que determinar qué le corresponde manejar al Estado y qué debe quedar en manos de los particulares, a la luz de un análisis cualitativo de los requerimientos del Estado para realmente cumplir la rectoría económica que se ha propuesto.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos:

		caso Camarena y “operación intercepción”

		

		El sábado 16 de febrero, destacamentos especiales de migración, aduanas y de la policía antimotines de Estados Unidos endurecieron las medidas de revisión y control para el ingreso a ese país en todos los puntos de la frontera mexicana.

		Este operativo sin precedente, que consistió en la revisión de cada automóvil o transeúnte al cruzar los pasos fronterizos hacia el norte y que llegó a incluir el cierre temporal de garitas, ocasionó severos trastornos en las poblaciones correspondientes, donde las filas de automóviles para cruzar la frontera alcanzaron los cinco kilómetros de longitud, haciendo que sus pasajeros perdieran alrededor de cuatro horas en el cruce. El virtual cierre de la frontera fue bautizado con el nombre de “operación intercepción”.

		El gobierno mexicano se enteró de esta grave medida por la vía de los hechos, pues fue adoptada por el gobierno norteamericano de manera unilateral y sin que mediara gestión diplomática. Su objetivo supuesto consistía en prevenir la introducción de estupefacientes a Estados Unidos. Sin embargo, las autoridades aduanales norteamericanas reconocieron, sin ningún empacho, que estaba orientada a presionar a las autoridades mexicanas, pues sentían que nuestro gobierno no había puesto “el interés adecuado” en la búsqueda del agente norteamericano de la Drug Enforcement Agency, Enrique Camarena Salazar, secuestrado en Guadalajara el 7 de febrero anterior.

		El secuestro de Camarena ya había desatado una reacción severa de parte del embajador norteamericano John Gavin. El martes 12 de febrero, cinco días después del secuestro, Gavin y el director de la DEA, Francis Mullen, según ellos desesperados porque el gobierno mexicano no se movilizaba con agilidad en la búsqueda del desaparecido, dieron una conferencia de prensa en la que afirmaron que, en el último trimestre, 30% del total de la heroína que entró a Estados Unidos provenía de México. Añadieron que en México hay 75 grandes narcotraficantes y 18 bandas importantes, y que Guadalajara es el centro nacional del tráfico ilícito de drogas.

		Por su parte, el jueves 14, el procurador general de Justicia de Estados Unidos, William French Smith, envió un cable a su colega mexicano, Sergio García Ramírez, en el que enfatizaba la atención con que el gobierno norteamericano seguía las acciones policiales destinadas a localizar a Camarena, y urgía a que éstas se realizaran con mayor eficiencia.

		El problema del narcotráfico, en el que el secuestro de Camarena fue sólo un incidente, cobró notoriedad en todo el país. Su gravedad es insoslayable, por lo que tenemos que enfrentar la parte que nos corresponde. El gobierno debe evitar respuestas fáciles pero inconducentes, como la que tantos mexicanos repitieron en esos días: “Si hay proveedores es porque existe demanda” o “¿cómo pueden los americanos exigirnos un control del narcotráfico, del que ellos mismos son incapaces?”.

		La ira de los mexicanos ante las acusaciones norteamericanas es válida, pues resulta claro que la actitud agresiva de la DEA se explica como una respuesta a las múltiples críticas de que ha sido objeto dentro de la Unión Americana, precisamente por ser incapaz de controlar el narcotráfico internamente. La respuesta de la DEA, además de señalar que no tiene presupuesto ni elementos suficientes para combatir eficazmente el narcotráfico en Estados Unidos, ha consistido en orientar su ataque a los países productores.

		Este cambio de estrategia hace que la atención se centre sobre nuestros problemas de corrupción e ineficacia, y no sobre los suyos. Lo grave de este enfoque es que sí tenemos cola que nos pisen. En México existe corrupción en la policía y las sumas millonarias del narcotráfico han creado complicidad o tolerancia de algunas autoridades. Además, debemos reconocerlo, hemos orientado nuestro combate a la quema de productos o a su decomiso, pero no hemos desarrollado una política de combate contra las cabezas del narcotráfico.

		Estas consideraciones de ninguna manera modificaron nuestra indignación por la “operación intercepción”. Por ello, nuestro secretario de Relaciones Exteriores declaró, al día siguiente de su inicio, que dicho operativo no tenía justificación ni como medida para frenar el narcotráfico ni para apresurar las investigaciones en torno al secuestro del agente estadounidense Enrique Camarena. En cambio, añadió, había provocado una grave irritación entre los habitantes de la zona fronteriza. Sepúlveda aclaró que se había pedido a nuestro embajador en Estados Unidos, Jorge Espinosa de los Reyes, que hiciera una gestión diplomática para conocer el motivo de una acción de esa naturaleza.

		El lunes 18 de febrero hablé con el embajador Gavin sobre el tema, y le hice ver nuestro malestar por el hecho de que hubieran elevado un asunto policiaco a nivel político. La conversación, en la que también estuvieron presentes Sepúlveda, Bartlett y García Ramírez, se centró en el tema del narcotráfico.

		El miércoles 20, Gavin viajó a Washington para exponer al presidente Ronald Reagan sus puntos de vista sobre el particular, pues era indiscutible que por esos días existía en México un ambiente generalizado de irritación contra Estados Unidos. Su forma prepotente de actuar nos había ofendido, dejándonos una sensación de humillación.

		Las reacciones públicas no se hicieron esperar. La Comisión de Asuntos Fronterizos del Senado de la República, representantes empresariales, partidos políticos y organizaciones obreras coincidieron en criticar la “operación intercepción” y en calificarla de injustificada. Mientras tanto, en Estados Unidos la prensa justificaba la presión ejercida sobre México como la única forma de combatir el narcotráfico, favorecido por la corrupción gubernamental.

		La decisión de realizar la “operación intercepción” la tomaron, aparentemente, entre el Departamento de Aduanas y la DEA. Sin embargo, es evidente que lograron movilizar a las altas esferas, ya que el mismo presidente Reagan me escribió una nota al respecto. Nosotros respondimos con una nota diplomática que llevó al Departamento de Estado el embajador Espinosa de los Reyes el jueves 21 de febrero.

		Yo cuidé personalmente la redacción de esa nota, porque los compañeros de Relaciones Exteriores a veces toman el tono de los Niños Héroes y piensan que la forma de enfrentar a los Estados Unidos es “al sonoro rugir del cañón”. Yo no creo en esas cosas, y por ello cuidé el lenguaje haciendo que la nota se limitara a explicar por qué la “operación intercepción” era ineficaz.

		Ese mismo jueves me comuniqué con nuestro embajador en Estados Unidos, quien por cierto es una persona discreta, ponderada y pragmática, para conocer la reacción de los norteamericanos. Espinosa de los Reyes me dijo que el Departamento de Estado había mostrado cierta vergüenza por la “operación intercepción”, y que le había señalado que la decisión no les había sido consultada y se había dado fuera de su área de control.

		De hecho, no rechazaron los argumentos que nosotros les dimos. Sin embargo, a mí me pareció inaceptable, como lo hizo Gustavo Díaz Ordaz en 1969, limitar la responsabilidad de una medida de esa naturaleza al error de autoridades menores. Por ello le pregunté a Espinosa de los Reyes su opinión sobre la conveniencia —que me planteaba Sepúlveda— de que tuviera yo una conversación telefónica con el presidente Reagan sobre el particular. Espinosa de los Reyes me aconsejó esperar hasta el lunes, para ver la reacción de los norteamericanos. Sin embargo, Sepúlveda, que ya estaba muy nervioso, me pidió que la hiciera a la brevedad. Así que el mismo jueves en que se entregó la nota diplomática solicité, a través de las telefonistas y como es usual hacerlo en este nivel, que transmitieran al presidente Reagan mi interés por hablar con él. Nos contestaron que al día siguiente, viernes 22, el presidente Reagan estaría disponible a partir de la una de la tarde.

		Como siempre, recibíamos un doble mensaje de los norteamericanos. Mientras se mostraban razonables ante nuestro embajador y el presidente Reagan daba muestras de disponibilidad al diálogo, el Departamento de Estado difundió, por medio de la embajada de Estados Unidos en México, ese mismo jueves 22 de febrero, un estudio en el que se señalaba que en los dos últimos años el programa de México para combatir el narcotráfico había sido menos eficaz que en años anteriores, dado que “la corrupción desempeña una función importante en este deterioro”.

		De cualquier forma, justo al llegar la una de la tarde del viernes, me habló Reagan, adelantándose a mi llamada. Estuvo, como siempre, muy amable. Con el tono que uno imagina al ver sus fotografías, inmediatamente me dijo: “It’s so nice to hear you, Migüel”.

		Después de esas breves palabras habituales de saludo, le pregunté si tenía una traductora a mano, pues es usual que la haya en ese tipo de conversaciones telefónicas. Yo quería hablar en español, porque mi dominio del inglés es limitado, y al hablarlo pierdo sutileza y movimiento en la expresión. Reagan me dijo que desgraciadamente no tenía quien le tradujera, poniéndome en una situación que en un primer momento me resultó desconcertante. Me tragué el malestar y accedí a hablar en inglés, pues yo quería que esa conversación tuviera un espíritu positivo.

		Inicié la plática diciéndole que sentía una gran pena e indignación por la desaparición del agente Camarena, y que haría todo lo posible por localizar a los culpables. Sin embargo, también le dije que sentía una enorme pena e indignación porque, en las últimas semanas, aproximadamente 10 agentes mexicanos habían perdido la vida en la lucha contra el narcotráfico. Añadí que en mi opinión estamos en una guerra contra quienes promueven ese tráfico ilícito y que, como en todas las guerras, hay bajas de los dos lados; que resultaba natural que en la medida en que se fortaleciera nuestro ataque al enemigo, aumentarán las bajas.

		Por otro lado, le dije que no negaba las deficiencias en el combate contra este ilícito, pero que, precisamente porque estábamos en una guerra, era necesario redoblar nuestro esfuerzo y nuestra cooperación. Insistí en que sólo con una mayor cooperación lograríamos una mayor efectividad, porque el narcotráfico es un delito de alcance internacional.

		Reagan aceptó mis argumentos, y señaló que la presión que él había recibido de su gente para que se tomara una medida de protesta surgía precisamente de que ésta se encontraba insatisfecha con la cooperación que hasta el momento habíamos brindado. Agregó que le habían informado que un juez mexicano había soltado a Miguel Félix Gallardo, conocido como uno de los cabecillas del narcotráfico y me pidió, en suma, ayuda para aclarar esos asuntos.

		Le respondí reiterándole mi decisión de combatir el narcotráfico y le ofrecí que yo personalmente supervisaría con mis colaboradores esta lucha. Fue entonces cuando le di nuestros argumentos de por qué la “operación intercepción” no tenía sentido. Le dije que cerrar las garitas era ineficaz, porque el narcotráfico difícilmente pasa por ellas, sobre todo cuando nuestra frontera es tan amplia, y éste puede penetrar por cielo, mar o tierra. En cambio, agregué, la supervisión estaba causando graves problemas en los dos lados de la frontera.

		También le pedí que me ayudara con sus colaboradores a resolver este problema que empaña nuestras relaciones. Añadí que sentía que había muchos problemas en la relación entre nuestros países, por lo que yo quería que representantes de los dos gobiernos se reunieran, a fin de lograr una mayor colaboración entre ellos.

		Concretamente, le solicité que el secretario Shultz recibiera a mi secretario de Relaciones Exteriores para que realizaran una evaluación de la situación. También mencioné la conveniencia de que se reuniera la Comisión Binacional para hacer un balance global de nuestra relación. Cuando oyó esto, me preguntó: “¿Cuál comisión?”, dejando claro que nunca había oído hablar de ella. Finalmente, añadí que consideraba conveniente que en el curso del año nos reuniéramos él y yo personalmente para ver cómo lograr una mejor colaboración.

		La conversación con Reagan surtió efecto, pues para el lunes 25 se regularizó el paso en los principales puntos de la frontera. Sin embargo, no todo era miel sobre hojuelas: enfrentábamos problemas en varios campos. En el terreno interno se habló mucho de los daños económicos que estaba causando en el área fronteriza la llamada “operación intercepción”, incluso se llegó a mencionar que había escasez de ciertos productos básicos.

		Por otro lado, sectores de opinión se manifestaron alarmados por nuestra política exterior y hasta contrarios a ella. Como ejemplo puede mencionarse que el presidente de la Coparmex, Alfredo Sandoval González, afirmó el lunes 24: “Quisiéramos ver más seguido a nuestro secretario de Relaciones Exteriores negociando hábilmente el interés de México en Estados Unidos y no en otros rumbos del planeta que no son vitales para nuestro país”.

		En el ámbito externo, la DEA prosiguió su campaña de presión contra nosotros. El domingo 24, Francis Mullen concedió una entrevista a la cadena de televisión norteamericana ABC, en la que acusó a la Policía Judicial Federal y a la Dirección Federal de Seguridad de México de brindar protección a los narcotraficantes que presuntamente secuestraron a Enrique Camarena.

		De hecho, Mullen dio a conocer datos que desgraciadamente resultaron ciertos. Por lo mismo, resultaba grave la forma en que nos estaban “exhibiendo”. La conocida revista Newsweek, que venía tratando todas las semanas el tema del narcotráfico, dio a conocer información que dañaba nuestro prestigio.

		En ese doble contexto de cooperación y desafío, decidí recibir el lunes 25, en acuerdo privado, al embajador Gavin, quien acababa de regresar de Estados Unidos. Es poco usual que yo reciba a Gavin en audiencia privada, pues darle acceso frecuente de esa manera podría demeritar la posición de Sepúlveda como secretario de Relaciones Exteriores. Sin embargo, en esta ocasión quería hablar frontalmente con él, y ofrecerle la oportunidad, en caso dado, de que me diera algún recado específico.

		En el curso de nuestra conversación, le pregunté: “Embajador Gavin, ¿dónde está el corazón de la discrepancia entre ustedes y nosotros?”. Me contestó que no existe un asunto que por sí mismo explique el sentimiento de irritación que ellos experimentan; que éste se debe a un conjunto de asuntos.

		En primer término, mencionó nuestra divergencia en el terreno de la política exterior multilateral; concretamente, nuestra actitud respecto a Centroamérica, nuestras relaciones con Cuba y nuestra actuación en la ONU, donde México frecuentemente vota de manera abierta y sonora en flagrante discordancia con los Estados Unidos.

		En segundo término, mencionó aspectos administrativos que la Cancillería no cubre, como las autorizaciones para contratar empleados en la embajada, las franquicias diplomáticas, la devolución expedita de impuestos; en fin, una gran cantidad de pequeños asuntos administrativos en los que ellos encuentran que el gobierno de México actúa con injustificada lentitud.

		Finalmente, señaló como otro factor de fricción el trato que se le da a la embajada norteamericana en la Cancillería. Me dijo que Bernardo Sepúlveda no lo recibe, lo remite a tratar con sus subsecretarios. El hecho es que los Estados Unidos no están acostumbrados a ese trato. Entienden como natural que todos los países del mundo den prioridad a su relación con ellos, como una consecuencia directa de su fortaleza política, económica y militar.

		Existen otros aspectos que también inciden de manera importante en el ánimo de nuestra relación. Entre ellos está nuestro esfuerzo por regular la industria farmacéutica, lo que, al afectar de manera directa a las trasnacionales, ha provocado un forcejeo que lleva ya casi dos años, así como la aparente negativa del gobierno de México, el 17 de enero, a otorgar el permiso requerido por la IBM para instalarse en nuestro país. En términos más amplios, están las quejas por la Ley de Inversiones Extranjeras, así como los roces continuos por motivos fronterizos.

		Gavin me dijo que lo del narcotráfico solamente fue la gota que derramó el vaso. Sin embargo, señaló que el recién nombrado procurador Edwin Meese daría a García Ramírez datos que permitirían comprobar que funcionarios federales y locales se encontraban mezclados en dicho tráfico ilícito.

		Para dejar clara mi voluntad de cooperación para superar el ambiente de tensión existente en las relaciones entre México y Estados Unidos, le dije a Gavin: “Hágame una lista de los asuntos que tenga pendientes con el gobierno de México. Yo los voy a supervisar personalmente. No le aseguro que todos puedan resolverse de manera positiva, porque en ocasiones hay diferencias en nuestros intereses, pero cuando menos le aseguro que ustedes sabrán las razones por las que un asunto no avanza. Por otro lado, también le pediré a mi gobierno que me haga una lista de asuntos que nosotros sentimos que están desatendidos por ustedes”.

		Para concluir, Gavin se quejó de que la prensa malinterpreta sus afirmaciones, por lo que líderes políticos, sindicales y el partido mismo salta a increparlo. Yo le dije que no puedo asegurar el control de la prensa, que tenemos influencia sobre ella, pero no la podemos manejar; que le corresponde a él, al igual que a todo mundo, cuidar personalmente su imagen pública.

		Lo que quedó claro, tanto por los hechos como por la conversación con Gavin, es que la relación entre México y Estados Unidos rebasó la línea de mi equipo. Voy a tener que supervisarla personalmente, pues no puedo limitarme a desear que mis colaboradores actúen de manera eficaz. Creo que en ciertos terrenos se nos ha pasado la mano, lo que ha contribuido a deteriorar una relación que es determinante para nosotros.

		Estoy convencido de que Gavin es culpable de envenenar nuestra relación con Estados Unidos; sin embargo, no podemos tomar sus agresiones de manera personal. Menciono esto, porque para ahora ya existe un pique serio entre Gavin y Sepúlveda. Aquél dice que éste lo tiene congelado y lo desprecia, y Sepúlveda no pierde ocasión para hablar mal de Gavin. Esto no nos conduce a ningún sitio, pues mientras exista tensión en nuestra relación, nunca nos van a quitar a Gavin de encima. Nosotros debemos buscar eficacia en nuestras relaciones, por lo que no podemos perdernos en el cuidado de honores o vanidades individuales.

		Nos conviene superar el ambiente de tensión que existe en nuestras relaciones con Estados Unidos. Por ello mandé, el 27 de febrero, a Héctor Hernández a tratar con los norteamericanos los asuntos de comercio pendientes. Antes de partir, le dije que en la batalla que se está dando por la industria farmacéutica, no pretenda ganar en todos los frentes; que se conforme con obtener 80% de lo que nos hemos propuesto y deje el 20% restante para después. Este asunto también nos ha creado dificultades con Europa y Japón.

		Héctor Hernández me aseguró que el problema farmacéutico está en vías de solución. Sin embargo, yo a veces siento que los secretarios son demasiado optimistas en lo que refiere a la solución de sus asuntos; siempre tienen deseos de darle buenas noticias al Presidente.

		A Sepúlveda lo mandé a hacer “la visita de las siete casas”. A partir del 10 de marzo estuvo en Washington y se entrevistó con George Shultz, secretario del Departamento de Estado; James Baker, secretario del Tesoro; Malcolm Baldrige, secretario de Comercio; John Block, secretario de Agricultura, y Paul Volcker, presidente de la Reserva Federal. También se entrevistó con el jefe de asesores de Reagan y con el representante para asuntos comerciales, William Brock.

		Silva Herzog, por su parte, ha estado viajando constantemente para lograr el acuerdo con el Fondo Monetario Internacional, que se firmó el 29 de marzo, y que significa un avance en el proceso de reestructuración de la deuda externa.

		En México hay sentimientos mezclados respecto a los Estados Unidos. Por un lado, hay resentimiento, odio y antipatía, lo que provoca una actitud beligerante. Por otro lado, hay temor al daño que, por muchos caminos y formas, nos pueden hacer los norteamericanos. Finalmente, también existe admiración por su desarrollo. Así que resulta prácticamente imposible encontrar una política que signifique la mezcla adecuada para satisfacer ese conjunto complejo de sentimientos. Es entonces cuando el Presidente tiene que decir hasta dónde hay que presionar o ceder, y cuáles son los puntos básicos y esenciales que hay que cuidar.

		Esto no resulta fácil cuando los norteamericanos nos dicen una cosa y hacen otra, al tiempo que yo tengo que trabajar apoyándome en estructuras tan vulnerables como las corporaciones policiacas, que están carcomidas por la corrupción.

		Así, por ejemplo, el mismo día 25 en que recibí a Gavin, la revista Time publicó unas declaraciones suyas, totalmente innecesarias y que sólo pueden entenderse como una agresión para nosotros. Dijo que el PRI debería tomar más en cuenta las aspiraciones de muchos mexicanos que lo critican “no sólo por no ser revolucionario, sino por no evolucionar”.

		La situación, compleja de por sí, se enturbió más ese mismo día, porque la Policía Judicial Federal tuvo que reconocer que Rafael Caro Quintero, presunto narcotraficante y sospechoso del secuestro de Enrique Camarena, había huido en avión amparado por credenciales de la Dirección Federal de Seguridad y de la Policía Judicial de Jalisco. Para contrarrestar esta mala noticia, el general Arévalo, secretario de la Defensa Nacional, informó que en lo que va del sexenio han muerto 315 militares, entre oficiales y tropa, en combates con los narcotraficantes.

		El miércoles 27 de febrero, el director de la DEA, Francis Mullen, renunció a su cargo “por motivos de salud” y fue sustituido por John C. Long.

		Por otro lado, la Procuraduría General de la República anunció su decisión de instalar formalmente un servicio de atención a extranjeros que hagan consultas o denuncias de carácter jurídico, el cual estará en coordinación con la Secretaría de Relaciones Exteriores.

		Nuestros esfuerzos por deslindar responsabilidades y castigar a quienes hubiesen caído en corrupciones se manifestaron, entre otras cosas, en hechos como que el Ministerio Público de Tijuana informó que el expediente penal en el que hace cinco años se absolvió a Miguel Félix Gallardo, calificado por la DEA como “el gran padrino de la mafia mexicana”, había sido enviado a la Ciudad de México para ser analizado minuciosamente por la Procuraduría General de la República.

		De cualquier forma, el sábado 2 de marzo los norteamericanos, que ya habían regularizado el paso de los principales puntos de la frontera, nos impusieron el cierre de nueve pasos fronterizos secundarios, con el argumento de que habían recibido amenazas anónimas y no tenían la capacidad para garantizar la seguridad de esos puntos.

		A partir del 4 de marzo, la opinión pública centró su atención en los sucesos policiacos que condujeron a la localización del cadáver del agente especial de la DEA, Enrique Camarena Salazar, y del piloto mexicano Alfredo Zavala. Estos acontecimientos, que señalaban a Rafael Caro Quintero como autor intelectual del asesinato, se vieron coloreados por la denuncia que presentó César Octavio Cosío Vidaurri, ex director de Educación Pública del estado de Jalisco y hermano del presidente del PRI en el Distrito Federal, por el secuestro de su hija Sara, que atribuyó al famoso fugitivo. Cosío aclaró que el pasado diciembre su hija ya había sido secuestrada por Caro Quintero, quien la dejó en libertad con la condición de que considerara un eventual matrimonio con él. Esto dio a todo el asunto un toque de telenovela.

		Mientras tanto, nuestras relaciones con Estados Unidos se empañaban cada vez más por las frecuentes informaciones adversas que sobre nuestro país daban a conocer los medios de comunicación. En ese contexto llegó Sepúlveda a Washington el 10 de marzo.

		La visita de Sepúlveda tuvo por objeto manifestar nuestra actitud de diálogo y nuestra búsqueda de negociación para arreglar los problemas. Sepúlveda tuvo la impresión de haber sido bien recibido.

		Los norteamericanos reconocieron que la “operación intercepción” había significado una sobrerreacción de su parte. Aceptaron que el camino empleado no era el correcto, pero se limitaron a responsabilizar por tal situación a autoridades medias.

		No obstante, insistieron en que para ellos el narcotráfico es un problema vital, por lo que les preocupaba percibir que se había demeritado la actuación de las autoridades mexicanas en su combate. Como prueba, señalaron que cada vez entra a Estados Unidos más droga producida en México o transportada a través de nuestro país.

		Sepúlveda les hizo ver que el combate contra el narcotráfico es una actitud invariable del gobierno mexicano. En todo caso, comentó, lo que se requiere es una conversación más fluida entre ambos países para hacer más eficaz este combate.

		La visita de Sepúlveda no fue la única. En la búsqueda por mantener un diálogo con los norteamericanos, deliberadamente he enviado a otros funcionarios a que platiquen con ellos. Los he autorizado a que, además de sus asuntos específicos, traten también otros temas. En tal circunstancia se encuentran Silva Herzog, Hernández, García Ramírez, Beteta y Manuel Alonso, entre otros.

		A pesar de nuestro esfuerzo por mejorar las cosas, los mensajes contradictorios seguían. El martes 12 de marzo, el periódico El Día dio a conocer que la cadena norteamericana de televisión NBC había emprendido una nueva campaña de desprestigio contra México, al pasar una serie de minirreportajes en los que se presenta, como prototipo del hambre y el desempleo que imperan en el país, los tiraderos de basura de Ciudad Juárez.

		Al mismo tiempo, Gavin dijo que el “sólido liderazgo” del Presidente mexicano en el combate contra el narcotráfico significa un estímulo para Estados Unidos, por lo que la administración de Washington solicitó al Congreso un incremento de casi 25% en la ayuda económica que presta al programa mexicano de lucha contra la producción de narcóticos.

		Este dato se publicó el 14 de marzo, al tiempo que también se daba a conocer que el encargado de seguir el tráfico de estupefacientes en el Departamento de Estado, John Thomas, declaró ante una comisión senatorial que en México el tráfico de drogas continuaba con la aparente bendición de algunos dirigentes gubernamentales.

		Lo trágico de sus aseveraciones es que en buena medida eran ciertas. Su presión sobre nosotros fue efectiva, y nos obligó a entrar de lleno en un asunto complejo y espinoso, pero inaplazable. Mi decisión al respecto era clara: nuestra acción para combatir la complicidad de las autoridades en asuntos ilícitos no tendría más límites que la necesidad de contar con elementos probatorios.

		Por ello, y aunque para muchos significó la reivindicación de las actitudes de Gavin, la Procuraduría General de la República reconoció la existencia de nexos delictuosos entre narcotraficantes y agentes policiales, y presentó ante el Ministerio Público Federal a 13 elementos de corporaciones policiales del estado de Jalisco y federales, de quienes se presumía que estaban involucrados en el secuestro y posterior asesinato del famoso agente estadounidense.

		Para comprender lo que está pasando en nuestras relaciones con los Estados Unidos hay que entender que ellos tienen una sociedad tremendamente diversificada; que su sistema político, según lo explican sus mismos politólogos, funciona mediante un proceso permanente de presiones que se entrelazan, esto es, que existe una gran cantidad de grupos de presión que interactúan, y en el que cada uno procura el logro de sus intereses.

		La fuerza de cada grupo depende de la composición que se va dando en los distintos momentos. Por ello tienen cabida y peso específico declaraciones o actitudes contradictorias. Esto es válido tanto para su política interna como para sus relaciones internacionales. Nosotros tenemos que evaluar y ponderar cada una de las declaraciones o acciones que nos atañen y, sobre todo, tratar de entender el mapa que forman en su conjunto.

		Así, tengo que considerar interpretaciones más generales de lo que está ocurriendo. Evaluarlas es difícil, pero no puedo descartar que tengan algo de cierto. En ese sentido, la más viable a considerar en este momento señala, en lo que se refiere a la evolución que las relaciones entre México y Estados Unidos han tenido durante mi gobierno, que si bien inicié mi mandato en un momento en que las relaciones con los Estados Unidos estaban muy tirantes, tomé decisiones que les parecieron acertadas. Además, la conversación que sostuve con Ronald Reagan en octubre de 1982, como Presidente electo, parece haber dado un buen resultado.

		Así que en una primera etapa los norteamericanos se dijeron: “Vamos a ayudar a México para que no se desbarranque ahora que tiene un gobierno serio que está tomando medidas. Tenemos que evitar que México caiga en default financiero, pues ello podría provocarnos la descomposición del sistema internacional”. Por ello recibimos su apoyo y pronto empezamos a escuchar que en los Estados Unidos se decía: “Qué buen gobierno tiene México”, aunque algunos mantenían la duda, por el hecho de que éramos nuevos, de que se fuera a romper el orden político.

		Pero según avanzamos y hubo progreso en el terreno económico y se vio nuestra capacidad en el manejo político, se les pasó el susto. Entonces se pusieron a reflexionar sobre los problemas estructurales de México que siempre los han molestado: la economía mixta, la ley de inversiones e incluso la fortaleza del gobierno, de la que antes dudaban, y que ahora veían como excesiva, como antidemocrática, es decir, que no correspondía a su esquema político bipartidista.

		Entonces empezaron las críticas: “Este gobierno no está cambiando las cosas fundamentales”. Fue en ese momento cuando surgió la idea de debilitarnos para poder seguir presionando en beneficio de sus propios intereses. Esto es, cuando México estuvo al borde del precipicio nos ayudaron, pero tan pronto vieron que nos retirábamos del peligro, sintieron la necesidad de presionarnos para no perder su influencia. Para vulnerarnos ahora plantean: “¿Que este gobierno es de renovación moral? Pues ahí está el problema del narcotráfico, para que se vea que no es cierto”.

		De manera que en las relaciones entre México y Estados Unidos siempre habrá un “estira y afloja”. Hay etapas mejores y etapas peores, ciclos, pero nunca vamos a tener una relación totalmente pacífica. Por ello debemos tener la mente clara; permanecer tranquilos; entender que nosotros no estamos en capacidad de presionarlos; medir el significado dramático de la desproporción de nuestros poderes. Tenemos que actuar, pero con tranquilidad y con eficacia.

		

	
		

		Partido Revolucionario Institucional:

		método de selección de candidatos a diputado

		

		El jueves 28 de febrero se dieron a conocer los nombres de los 300 precandidatos del PRI a diputados federales. Así culminó un proceso que se inició en noviembre de 1984 y del que me empezaron a informar a partir de enero de 1985. Se trata de un trabajo mucho más complejo de lo que piensa la gente, que cree que todo se resuelve con un simple dedazo del Presidente.

		En noviembre, el CEN del PRI les pidió a sus sectores que presentaran sus propuestas, lo que de inmediato movilizó a las organizaciones en todos sus niveles. Por ejemplo, en el sector obrero, que fundamentalmente es la CTM disfrazada en el Congreso del Trabajo, se empieza a negociar con las federaciones nacionales y estatales, pues todas las agrupaciones quieren colar cada vez más candidatos, y cada uno de los líderes obreros está dispuesto a dar una verdadera lucha por impulsar a sus hijos y a sus yernos.

		En el sector campesino sucede algo análogo; la CNC tiene que atender las demandas de las ligas agrarias. En la CNOP la situación se complica por la diversidad de organizaciones existentes, lo que también abre la posibilidad de colocar en ese sector a quienes el Poder Ejecutivo considera necesarios.

		Tanto el PRI como Gobernación recaban opiniones para ir formando listas tentativas. El PRI tiene abiertos los mecanismos de diálogo con los sectores y con una multiplicidad de grupos, en tanto que Gobernación dialoga con los gobernadores y con los líderes. Yo mantengo abierta e independiente mi comunicación con estos dos canales de información.

		La primera decisión que me pidieron, en enero, correspondió a la distribución de posiciones en el Congreso de la Unión. Mi indicación fue que se respetara lo más posible la distribución existente, pese a las presiones de los diferentes sectores por aumentar su representación. El Ejército, por ejemplo, que cuenta tradicionalmente con cuatro curules, mandó 16 recomendados.

		Además de los líderes sectoriales —en todos los niveles— y de los gobernadores, los secretarios de Estado también tienen interés en colocar gente de su confianza en la Cámara de Diputados. Ello se debe a que les interesa que haya diputados conocedores de su tema que los representen en las comisiones respectivas. A mí también me interesa la presencia de legisladores capaces, dispuestos a defender la posición del Ejecutivo. Así que yo confío en que no actúen como representantes de un secretario, sino como agentes del Poder Ejecutivo.

		El CEN del PRI, por su parte, trata de promover, a guisa de premio, a personas con militancia partidista. En esta ocasión tenía la idea de incluir a grandes personajes del pasado reciente, pero a mí me pareció que esto sería inadecuado, pues podría ser entendido como un síntoma de debilidad.

		Para cada curul llega a haber 10 candidatos: ahí empiezan los cedazos. Gobernación prepara estudios sobre la naturaleza del distrito, calificando si es difícil o no y por qué, así como las fichas biográficas de los precandidatos. En ellas debe determinarse, entre otras cosas, si tienen referencias abiertas de corrupción o antecedentes penales.

		Cuando analizo las listas, parto del principio de que todas las personas que vienen listadas quieren ser diputados. Como de hecho no se les consulta directamente, cuando empiezan a filtrarse nombres en las columnas políticas, aquellos que no quieren serlo se encargan de hacérnoslo saber. El soltar nombres a la prensa también nos sirve para sondear la aceptación del público.

		Yo veo difícil que el proceso se realice de otra manera, pues la enorme sopa que se cocina suma todos los ingredientes de la política nacional.

		De lo que estoy convencido es de la necesidad de que demos una clara apariencia de legitimidad a todo el proceso electoral. Las elecciones de julio tienen que despejar el ambiente de incredulidad. Yo creo que es aceptable que la oposición se lleve entre 20 y 25 diputaciones federales, así como las alcaldías y diputaciones locales que gane. Lo que sí creo es que no podemos1 perder ninguna gubernatura.

		La noche del lunes 4 de marzo vi por televisión las asambleas en las que protestaron los candidatos del PRI. Me dejó un buen sabor de boca ver imágenes de auditorios llenos, alegres; de la capacidad de movilización del partido, e incluso del nivel de los candidatos, que se refleja en las declaraciones coherentes que muchos hicieron. Lo más admirable es la capacidad de movilización del aparato priista; de todos lados surgen personas, posibilidades y acción. Ése es el producto indiscutible de nuestra experiencia.

		

	
		

		Marzo de 1985

		

	
		

		Mis colaboradores: renuncia de Marcelo Javelly

		

		EL LUNES 11 DE MARZO GUILLERMO CARRILLO ARENA sustituyó a Marcelo Javelly Girard como titular de la Secretaría de Desarrollo Urbano, Vivienda y Ecología. Este cambio obedeció a que Javelly no supo asumir plenamente su función como secretario de Estado.

		El miércoles 6 de marzo, cuando le anuncié que pensaba relevarlo, me preguntó cuál había sido su error. Le dije que no había sido capaz de articular la Secretaría con el resto del gabinete, con los gobiernos de los estados y con las clientelas propias de dicha dependencia. En otras palabras, que no había sido capaz de ejercer la influencia y la actividad que se requerían.

		Su justificación fue que la Secretaría de Desarrollo Urbano, Vivienda y Ecología es una entidad nueva que requirió adaptación y reconstrucción, pero ése es, en el fondo, el problema de todas las secretarías.

		En realidad, Marcelo creó en torno suyo un ambiente de antipatía general que lo fue desgastando. Yo lo ayudé, sobre todo dándole tiempo, pero le faltó el talento político y administrativo para ser miembro del gabinete.

		Cuando le informé mi decisión no hubo una escena tan difícil como la que viví con García Aguilar, pues Marcelo es más controlado. Además, yo traté de manejar las cosas con el mayor tiento posible, e incluso le di algunos días para que entregara la Secretaría.

		Seleccioné a Guillermo Carrillo Arena por su experiencia profesional en las áreas de desarrollo urbano y vivienda, así como por el hecho de que tiene habilidades políticas comprobadas. Yo se las aprecié desde que manejó el Fideicomiso Acapulco, en el que se le presentaron problemas tan espinosos como el traslado de la gente asentada en el área del anfiteatro a la Colonia Renacimiento, o como el trato necesario con Rubén Figueroa.

		Por otro lado, Carrillo Arena había hecho labor de partido, lo que sin duda le enseñó a tratar con mucha gente.

		Además, los reportes que recibí de su desempeño fueron positivos; en realidad lo calificaron de sobresaliente. En el Seguro Social fue muy eficaz: García Sáinz siempre habló bien de él, incluso Javelly había pensado en él cuando Velázquez de la Parra me pidió su relevo como subsecretario. Por ese entonces le pedí a García Sáinz que sondeara la situación. Éste me dijo que Carrillo Arena no estaba dispuesto a ocupar el cargo, pero más tarde Carrillo Arena me hizo saber que García Sáinz lo había malinterpretado.

		Yo creo que Carrillo Arena es el candidato más apropiado para el puesto, pero claro, la selección de la gente es el mayor riesgo del mando. Para mí, es cada vez más evidente que el éxito de la función de mando estriba en saber escoger a los colaboradores, pues está uno en sus manos. Aun cuando las políticas estén definidas, los planes y los programas integrados y las decisiones básicas tomadas, queda el problema sustantivo de la ejecución.

		

	
		

		Muerte de Jesús Reyes Heroles

		

		El lunes 13 de marzo murió, víctima de cáncer pulmonar, don Jesús Reyes Heroles, quien hasta ese día fuera mi colaborador en el cargo de secretario de Educación Pública. México perdió a un gran hombre y yo a un maestro y amigo.

		Durante toda la gestión de Reyes Heroles, la relación de la Secretaría de Educación Pública con el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación fue muy tensa, aunque sin llegar a explosiones mayores. Su política consistía en ir avanzando por donde podía, aunque nunca logró calmar las quejas del sindicato.

		Esa situación ha cambiado a partir de que ocupó el cargo Miguel González Avelar, quien ha trabajado con mucha mano izquierda. Ha calmado tanto la situación, que recientemente le dije: “No la calmes tanto que no pase nada”.

		

	
		

		Fondo Monetario Internacional: acuerdo

		

		En la última semana de marzo, las autoridades financieras mexicanas enviaron al FMI la tercera y última Carta de Intención correspondiente al acuerdo de facilidad ampliada que dicho organismo estableció con México en noviembre de 1982.

		En ese documento México se comprometió a mantener en 1985 una estricta disciplina en el programa de ajuste económico, especialmente ante el reciente debilitamiento del mercado petrolero internacional, y ofreció mantener una política cambiaria realista y flexible, así como iniciar una revisión completa de la política comercial para reducir el proteccionismo. El aval del FMI es indispensable en el proceso de renegociación de nuestra deuda externa y, por tanto, nos es vital.

		Este año la negociación con el FMI fue tardada, porque dicho organismo estaba preocupado por la falta de cumplimiento de nuestras metas económicas, particularmente por el monto del déficit, y porque encontró demasiado lento nuestro proceso de liberalización del comercio. Sin embargo, se logró concertar el acuerdo, porque nosotros ya habíamos afrontado los problemas derivados del incumplimiento de las metas. Así, el 6 de febrero recortamos el gasto público e iniciamos la liquidación o venta de algunas empresas paraestatales.

		Estas medidas tuvieron por objeto ubicarnos en la plataforma adecuada para contener el déficit público, programado para 1985 en 5.3% del PIB. La nueva meta es muy difícil de cumplir, sobre todo porque le pedí a la Comisión Gasto-Financiamiento, compuesta por los titulares de las secretarías de Hacienda, Programación y la Contraloría, así como por el director del Banco de México, que no difirieran el esfuerzo de absorber los intereses devengados no pagados, que no contabilizamos en 1984 y que significan aproximadamente 2% del PIB.

		En cuanto a la liberalización del comercio, nuestra política ha sido la de ir sustituyendo permisos de importación por aranceles. Sin embargo, en el contexto de la presión que sobre el particular ejerció el FMI, surgió el intento de agilizar el proceso mediante los Dimex, que son permisos abiertos para que los exportadores importen libremente insumos por el equivalente a 40% del valor de sus exportaciones, salvo algunos productos específicamente listados.

		Este instrumento, propuesto por el área financiera, provocó diferencias de opinión tanto dentro como fuera del sector público. Los industriales y el movimiento obrero, y con ellos las áreas gubernamentales que los atienden, objetaron no la apertura de las importaciones, sino el ritmo con que debe realizarse, pues temen que si se hace de manera rápida quiebren muchas empresas y, por tanto, baje el empleo.

		Sin embargo, yo estoy convencido de que tenemos que liberalizar el comercio a la mayor velocidad posible, lo que implica buscar el equilibrio entre lo deseable económicamente y lo posible políticamente. El caso es que los Dimex, que se dieron a conocer formalmente el 5 de junio, no fueron un instrumento tan efectivo como yo hubiera deseado. De cualquier forma contribuirán, junto con la eliminación progresiva de permisos de importación, a acabar con los oligopolios que producen ganancias desmedidas y que, por su estructura de costos, crean además presión inflacionaria y restan competitividad a la economía.

		La disminución del gasto público, anunciada desde principios de febrero, canceló nuestro plan original que señalaba a 1985 como un año de franca recuperación económica. A nuestros problemas internos se une un panorama amenazado por la tendencia a la baja del precio del petróleo. En esas condiciones, sólo podemos proponernos no perder lo hasta ahora alcanzado.

		

	
		

		Mayo de 1985

		

	
		

		Contadora: embargo comercial norteamericano contra Nicaragua

		

		EL PRIMERO DE MAYO EL PRESIDENTE RONALD REAGAN ordenó un embargo comercial norteamericano contra Nicaragua, prohibiendo toda transacción comercial directa entre los dos países y suspendiendo el tráfico aéreo y marítimo. Este paso dramático alejó la posibilidad de lograr una paz negociada en el área.

		A partir de septiembre de 1984, los Estados Unidos y sus satélites en Centroamérica han dificultado las gestiones de Contadora. Ello se hizo evidente el primero de octubre, cuando rechazaron oficialmente el Acta de Contadora para la Paz y la Cooperación en Centroamérica, presentando objeciones que antes no habían manifestado. Los sucesos subsecuentes, que desembocaron en el embargo, forman parte de un proceso claramente orientado a evitar la consolidación de un arreglo que suponga la supervivencia del régimen sandinista.

		En ese marco se ubican las modificaciones al Acta de Paz propuestas por Honduras, Costa Rica, El Salvador y Guatemala el 20 de octubre de 1984 y rechazadas en forma rotunda el día 31 por la Cancillería nicaragüense, que consideró que sólo reflejaban la política de Estados Unidos en la región. Las modificaciones planteadas a espaldas del Grupo Contadora pusieron en peligro el equilibrio alcanzado en los pasados 20 meses de negociaciones.

		El siguiente paso desestabilizador fue que, el 18 de enero, los Estados Unidos suspendieron unilateralmente su participación en las conversaciones que venían sosteniendo con Nicaragua en el puerto de Manzanillo. Además, ese mismo día, Washington notificó a la Corte Internacional de La Haya que se retiraba del procedimiento que ese órgano instruyó para aclarar la cuestión del minado de puertos nicaragüenses, realizado por la CIA a partir del 20 de marzo de 1984.

		Estas provocaciones iban acompañadas de una retórica esquizofrénica. Por ejemplo, los norteamericanos justificaron su retiro de Manzanillo diciendo que suspendían el diálogo bilateral para permitir un mayor desarrollo del Grupo Contadora.

		El siguiente paso consistió en mover a Costa Rica, y luego a Honduras y El Salvador, para agrandar un incidente menor hasta convertirlo en la causa de que se suspendiera la reunión de cancilleres del Grupo Contadora programada para el 13 de febrero. Los detalles fueron los siguientes: el 20 de agosto de 1984, el estudiante nicaragüense de derecho José Manuel Urbina se asiló en la embajada de Costa Rica en Managua. El 24 de diciembre fue arrestado por la policía sandinista por haberse negado a cumplir el servicio militar obligatorio y fue sentenciado por un tribunal militar a cinco años de cárcel. Costa Rica sostuvo que el estudiante había sido sacado por la fuerza de la embajada y solicitó su retorno, en tanto que Nicaragua afirmó que había sido arrestado en la calle y se negó a devolverlo.

		Nosotros mediamos para tratar de evitar que este incidente desembocara en la suspensión de las conversaciones de paz, pero la falta de voluntad de las partes hizo imposible un arreglo. Fue entonces cuando di instrucciones a Sepúlveda para que Contadora no volviera a actuar hasta no ser llamada, pues consideré que habíamos agotado los recursos de nuestra iniciativa. Le dije: “Si se ha de morir el niño, pues que se muera. No podemos mantenerlo indefinidamente con vida artificial”.

		Naturalmente eso afectó el ambiente de la Cancillería, pues no hay duda de que México ha sido el alma de Contadora y que la participación de los otros países ha sido marginal.

		La intransigencia ante el absurdo incidente Urbina hizo que las gestiones de Contadora entraran a un callejón sin salida. Para salir de él, aprovechando la próxima coincidencia de mandatarios y cancilleres en Montevideo el primero de marzo, con motivo de la toma de posesión de Julio María Sanguinetti, el comandante Ortega me habló en los últimos días de febrero y me anunció que, para fomentar la reducción de tensiones en el área, su gobierno renunciaría a la presencia de 100 instructores militares cubanos y declararía una moratoria indefinida en la adquisición de armas. Añadió que, como parte de esta “ofensiva de paz” destinada a dar nuevo aliento a las pláticas de paz auspiciadas por el Grupo Contadora, Nicaragua entregaría a México a José Manuel Urbina.

		Le respondí que la moción me parecía muy positiva, pero que creía que sería más adecuado que entregara a Urbina a Contadora, pues en la opinión de muchos, México era considerado como demasiado parcial a Nicaragua, lo que no beneficiaba a nadie. Sobre estas bases pudo llevarse a cabo una reunión informal en Montevideo.

		La decisión de Nicaragua de darle un nuevo impulso a las negociaciones de paz también fue importante para ganar la buena voluntad de los congresistas norteamericanos dispuestos a oponerse a la iniciativa del presidente Reagan para apoyar económicamente a los “contras”.

		Tanto en la reunión de Montevideo como en la que tuvo lugar el 15 de marzo en Río de Janeiro, con motivo de la fallida toma de posesión de Tancredo Neves, Estados Unidos y los países centroamericanos pidieron que se reanudara el proceso de Contadora. En Brasilia acordaron una reunión oficial para el 11 y el 12 de abril en Panamá.

		En ese contexto, el 30 de marzo Belisario Betancur inició un viaje de auscultación por Centroamérica, México y Estados Unidos, a fin de conocer más detalladamente la actitud de los distintos países respecto a Contadora. Estando Betancur en Washington, Ronald Reagan anunció su plan de paz para Centroamérica.

		El plan proponía un alto al fuego en Nicaragua, seguido de pláticas entre los “contras” y el gobierno sandinista bajo los auspicios de los obispos católicos; la realización de nuevas elecciones, y el compromiso de que Nicaragua no promovería ninguna actitud político-militar tendiente a desestabilizar a sus vecinos en Centroamérica.

		Con este plan, se proponía que mientras se realizaban las pláticas, el Congreso norteamericano aprobara la utilización de 14 millones de dólares presupuestados para ayudar a los “contras”, pero cuya disposición los legisladores se habían negado a autorizar. La administración de Reagan —según el plan de paz— usaría ese dinero para ayuda humanitaria, y sólo en caso de que no hubiera avance en las pláticas después de 60 días, destinaría el dinero a dar apoyo militar a los “contras”. Betancur, a quien sólo le anunciaron el plan a medias, incurrió en una inconsistencia al calificarlo como una propuesta constructiva.

		Reagan me habló por teléfono el lunes 8 de abril, cuatro días después de haber anunciado su propuesta, para pedirme —como lo hizo con todos los presidentes de los países de Contadora y algunos otros de América Latina— que apoyara su plan de paz. Me dijo directamente: “I want you to endorse it, Migüel”.

		Le respondí que cualquier esfuerzo orientado al diálogo me parecía muy positivo, pero que México, dados sus principios de política internacional, encontraba que la parte del plan en que se solicitaba que el gobierno de Nicaragua entablara el diálogo con sus opositores escapaba al ámbito de acción de Contadora, pues se refería a un hecho de política interna. Así que de una manera suave le dije que no podía apoyar su plan.

		Tres días después de esta conversación, el 11 de abril, me habló por teléfono Daniel Ortega, preocupado por conocer la posición de México al respecto, pues los voceros de la Casa Blanca señalaron que el plan había motivado respuestas positivas de Panamá, Colombia, Venezuela y, “de un modo menos efusivo, también de México”.

		Yo le dije al presidente Ortega que esa información era amañada, pues resultaba evidente que el gobierno norteamericano tenía interés en dar la imagen de que los países latinoamericanos apoyaban su propuesta.

		Con ese fin me había hablado Reagan y me había visitado el embajador Shlaudeman. Ambos me habían insistido en la importancia de que se diera un proceso de diálogo interno en los países centroamericanos; en ello centraban la posibilidad de lograr la paz en la región. Yo les hice ver que coincidía con el plan en lo tocante a la urgencia de llegar a un arreglo sobre cesación de hostilidades como requisito previo para un verdadero diálogo internacional e interno; que en ese sentido se seguiría trabajando durante la reunión de Contadora en Panamá.

		Al respecto, considerábamos que en una primera etapa se debería buscar un acuerdo que permitiera cesar hostilidades, interrumpir la carrera armamentista, retirar a los asesores extranjeros y verificar los compromisos. Agregué que, en ese sentido, la propuesta del presidente Reagan podía ser un paso constructivo en el proceso de diálogo.

		Respecto a las modalidades del diálogo en el interior de cada país, nuestra posición había consistido en señalar que eso escapa a Contadora, que no puede intervenir en asuntos que son del dominio reservado de cada país.

		“Comandante —le dije— he estado en contacto con el presidente Betancur, y me ha dicho que coincide plenamente con la postura de México. Sin embargo, ambos queremos ver qué parte de la propuesta de Reagan es rescatable”.

		Añadí que con ese fin le había preguntado a Harry Shlaudeman, con quien me había entrevistado el día anterior, qué posibilidades veía de que al establecerse un diálogo en Nicaragua se reanudaran también las conversaciones de Manzanillo. Me contestó que lo veía posible, por lo que quise dejar apuntada la posibilidad de que dicho diálogo se diese en torno al proceso constitucional. Creo que entendió la idea y se abrió positivamente a esta perspectiva.

		Para concluir le dije a Ortega: “Yo entiendo, Comandante, que el gobierno de Nicaragua no encuentra aceptable la proposición de Reagan, pero le sugiero que ante una situación que tiende a la escalada, busque en el plan de paz de Reagan aquello que sea rescatable, pues en el mundo en que vivimos, hay que tomar en cuenta tanto lo deseable como la realidad”.

		Ortega, que como es natural se encontraba enardecido, me dijo que ellos no cederían ante las presiones de Reagan y seguirían trabajando para que el Congreso norteamericano negara la ayuda de 14 millones de dólares a los “contras”.

		Le insistí en que era necesario considerar que Reagan tenía un compromiso muy grande frente a la opinión pública norteamericana y que, por lo mismo, había que darle una salida, pues arrinconarlo sólo exacerbaría su postura. Añadí que, en mi opinión, un rechazo total al plan de Reagan podría tener efectos negativos en el mismo Congreso norteamericano, en tanto que, en la medida en que se aceptara alguna parte de la propuesta, se haría más tolerable el rechazo de otras.

		“La batalla en el Congreso norteamericano —le dije— no tiene resultados claros. Hemos visto cómo en otras ocasiones el Congreso llega a transacciones con el Ejecutivo. La experiencia nos enseña que cuando se radicalizan las posturas, el Poder Ejecutivo tiene la ventaja. Yo me inclinaría a buscarle aspectos positivos a la propuesta de Reagan o, en todo caso, a interpretarlos de esa manera. Hay que buscar fórmulas relativas; quitar la idea, en los Estados Unidos y en otros países, de que existe una rigidez excesiva de parte de Nicaragua. En todo caso, haga una contrapropuesta que abra nuevas perspectivas, que ubique la propuesta de Reagan como una más y no como la única alternativa a discutir. Abra el panorama, no lo cierre”.

		La verdad es que los nicaragüenses estaban desesperados, y tenían razón para ello; yo también lo estaría en su lugar. Económicamente los están ahorcando y en el terreno internacional han perdido prestigio. Aun entre los países de Contadora se oye la expresión: “Estos muchachos no tienen remedio: tienen vocación de mártires”.

		Por algunos días el panorama se oscureció para Reagan. El 12 de abril, Nicaragua rechazó de manera formal la propuesta norteamericana, señalando que su aceptación significaría el triunfo de una política ilegal de fuerzas, que resquebrajaría seriamente el actual ordenamiento jurídico del mundo y pondría en peligro el futuro soberano de las naciones de América Latina.

		El día 17, Colombia y El Vaticano desmintieron públicamente al gobierno norteamericano, quien había informado su supuesto apoyo al plan de paz de Reagan. Aun Venezuela, que siempre tiene una actitud más jabonosa por su cercanía histórica con Estados Unidos y su fervor anticomunista, no se dobló ante la presión norteamericana, porque tiene conciencia del riesgo que representa para toda América Latina apoyar una intervención de esa naturaleza. Así que ninguno de los países de Contadora o de América Latina apoyaron el plan de Reagan.

		Tras este fracaso, el 24 de abril la Cámara de Representantes asestó una severa derrota a la política centroamericana del presidente Ronald Reagan, que gira en torno a la suposición de que los “contras” son fundamentales para detener la expansión del comunismo en el área, al cortar toda asistencia militar y logística a los contrarrevolucionarios nicaragüenses. De los 14 millones solicitados, los congresistas decidieron destinar 10 para los refugiados y los otros cuatro para promover el acuerdo de paz propuesto por el Grupo Contadora.

		En ese contexto, en el que muchos congresistas norteamericanos desafiaron a su Presidente en apoyo de la supervivencia de los sandinistas, Daniel Ortega cometió el grave error táctico de iniciar, el 28 de abril, un viaje por la Unión Soviética y por varios países de Europa Oriental. Con ello, no sólo le jaló el tapete a los demócratas liberales que lo habían apoyado en el Congreso norteamericano, sino que deterioró el prestigio de Nicaragua en el mundo occidental, pues destacó su mayor acercamiento con los soviéticos.

		La respuesta norteamericana no se hizo esperar. El primero de mayo, Reagan decretó su embargo comercial contra Nicaragua, el cual, por lo que valga, fue rechazado unánimemente por todas las naciones del mundo.

		A mí me habló Ortega cuando estaba en Yugoslavia para pedirme que lo ayudara a que Contadora condenara el embargo. Esto fue justamente cuando estábamos en el proceso de consulta para ese fin, pero le adelanté que desde luego nos opondríamos al embargo. Aproveché su llamada para decirle: “Comandante, tome acciones que lo ayuden. Extienda su viaje a otros países, para que no parezca que fue usted nada más a ver a los soviéticos. Haga declaraciones sonoras subrayando que Nicaragua quiere una economía plural, que desea un sistema político pluripartidista, que apoya las gestiones de Contadora, que se compromete a no ayudar a los movimientos subversivos en los países vecinos o que piensa retirar asesores extranjeros”.

		Por lo que vi en la prensa, parece que me hizo caso. El hecho es que Ortega, cada vez que se mete en problemas, me habla y me pide ayuda, pero no me consulta antes de actuar.

		El deterioro real de la relación entre Estados Unidos y Nicaragua hace casi imposible la labor de Contadora. Por ello, lo que quiero es que Contadora cumpla su objetivo. Para ello hay que lograr que se firme una Acta de Paz, y entonces poderles decir a todos: “Señores, ya hemos cumplido con nuestro trabajo: aquí está el Acta. De ahora en adelante les toca a ustedes cumplir con los puntos que aquí se han estipulado”.

		Con esta idea, orienté a nuestro subsecretario para que en la reunión de Panamá del 14 al 16 de mayo se evitara empantanar la discusión en el Plan Reagan o en el embargo norteamericano. Le di instrucciones para que se tratara de avanzar en la solución de los problemas relativos al Acta de Contadora.

		Desde luego no es que piense yo en una clausura formal o muerte anunciada de Contadora; lo que pasa es que no podemos continuar con el ritmo de decenas de juntas de Contadora en las que nosotros hemos escrito todos los documentos y elaborado todo el papeleo. Creo que con todo esto hasta Sepúlveda está ya harto de Contadora.

		Por otro lado, la situación real es que ya se han lastimado demasiado los Estados Unidos y Nicaragua. Ronald Reagan se encuentra muy comprometido con los “contras” y Ortega ha calificado a Reagan como un nuevo Hitler. Así que, aunque se firme el Acta, los norteamericanos van a tratar de tirar a los sandinistas y éstos se van a agarrar de lo que puedan para defenderse.

		Contadora debe concluir, porque yo siento que ya es necesario echarles la pelota a las naciones directamente involucradas. Basta de que Estados Unidos y Nicaragua se declaren partidarios de Contadora y luego hagan lo que quieran. La situación de escudarse en Contadora para hacer o dejar de hacer llegó al colmo cuando el Consejo de Seguridad de la ONU se negó a tratar el asunto del embargo norteamericano a Nicaragua, señalando que debía ser tratado por Contadora.

		Finalmente, el enfriamiento de los países europeos respecto a los sandinistas ha bajado las expectativas internacionales sobre la posibilidad de éxito de Contadora. Ello nos abre una salida.

		De cualquier forma, el esfuerzo realizado en Contadora significa otra etapa de la política exterior mexicana. Hasta antes de Contadora, habíamos tenido una actitud esencialmente aséptica, en la que nos limitábamos a hacer excelentes discursos y notas. Ahora hemos entrado en combate, hemos montado una maniobra que ha servido para diferir el conflicto armado en la región y, por qué no decirlo, todavía nos permite albergar una pequeña esperanza de que Contadora pueda tener éxito.

		

	
		

		Día del Trabajo: ausencia de trabajadores independientes en el desfile

		

		Cerca de un millón de trabajadores de organizaciones pertenecientes al Congreso del Trabajo participaron en el desfile conmemorativo del primero de mayo. Los contingentes del movimiento obrero organizado demandaron mejoras salariales, un combate más enérgico contra la carestía y castigo para los comerciantes especuladores. También expresaron su solidaridad con nuestra política exterior. El desfile transcurrió en un ambiente de absoluto respeto y tranquilidad.

		Tras esta apabullante expresión de apoyo del movimiento obrero organizado al gobierno, estuvo la decisión, en respuesta a la solicitud expresa de Fidel Velázquez, de impedir a los trabajadores independientes sumarse al desfile. Esta decisión tuvo su costo, pues en cuatro ocasiones hubo escaramuzas entre los elementos de seguridad pública y los contingentes de trabajadores independientes que pretendieron integrarse al desfile. El saldo fue de 49 lesionados y 27 detenidos. Por su parte, el Congreso del Trabajo “disciplinó” a sus contingentes más combativos para evitar manifestaciones agresivas.

		Naturalmente nos llovieron críticas de parte de los sectores “liberales” de la sociedad, a quienes no les corresponde, para su beneficio, ponderar los factores que determinaron nuestra forma de actuar. El hecho es que la indignación de los líderes del Congreso del Trabajo por el bombazo que opacó la presencia del movimiento obrero organizado en el desfile de 1984 los llevó al extremo de insinuar que, si no garantizábamos que no se repetirían incidentes similares este año, ellos preferirían no participar en el desfile.

		Por mi parte, siento que es necesario dar la sensación de que tenemos un límite. De no ser así, las cosas se nos pueden ir de las manos hasta producir un rompimiento del orden social. Éste sería provocado no por los agitadores que en realidad son insignificantes, sino por las fuerzas reales de poder, que tienen al orden como primera meta.

		Fidel Velázquez le ha comentado a Emilio Gamboa que en ocasiones siente que mis reacciones son demasiado suaves. Ello me preocupa, pues si cunde un ambiente en el que se me considera un Presidente débil, se crea el clima propicio para un golpe de Estado. Yo no puedo permitir que los obreros, el Ejército, los norteamericanos o la sociedad en su conjunto piensen que soy blando. La mayoría de la sociedad quiere un gobierno fuerte que garantice la seguridad y la estabilidad, y evite una situación de anarquía, que desembocaría en la explosión de la lucha de clases y en la violencia social, clima que propiciaría la intervención extranjera.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos:

		el problema del narcotráfico y el incidente de Muñoz Ledo

		

		El 2 de mayo, durante una larga reunión que tuve con Sepúlveda, decidí cambiar la tónica de nuestro diálogo con Estados Unidos. Consideré necesario hacerle saber al gobierno norteamericano que su actitud en los últimos meses, y particulamente a raíz del asesinato de Camarena y de la “operación intercepción”, había tocado el límite de mi tolerancia.

		Una serie de hechos que a continuación narraré me llevaron a concluir que resultaba imperioso, en aras de la dignidad y de la soberanía nacional, responder con firmeza a lo que entonces estimé una campaña de desprestigio y desestabilización contra nuestro gobierno. Guardar silencio en esa coyuntura me pareció indigno.

		El 30 de abril, The New York Times publicó un artículo escrito por su corresponsal en México en el que se señala que cuando menos un miembro de mi gabinete, junto con el hijo, no es claro si del mismo o de otro miembro del gabinete, están relacionados con el tráfico de drogas. Para mayor claridad, el artículo dice que el embajador Gavin advirtió que era prematuro caer en la trampa de la autocomplacencia frente a la detención de narcotraficantes realizada por las autoridades mexicanas, pues lo que había salido era apenas la punta del iceberg.

		Tan pronto como leí la nota, me comuniqué con el procurador general de Justicia, Sergio García Ramírez, y le dije que me parecía inaceptable quedarnos callados ante aseveraciones que lesionaban el corazón del prestigio de nuestro gobierno. Le pedí que se comunicara ese mismo día con la embajada norteamericana y aclarara con Gavin de dónde había salido esa información, pues todas las pistas lo señalaban como la fuente.

		Lo más grave e irritante de este asunto es la historia que había tras él y que se inició con la entrevista que concedí a Gavin el 25 de febrero. En esa ocasión, ubicada en el contexto de la “operación intercepción”, Gavin me dijo que las autoridades norteamericanas habían realizado investigaciones que descubrían la participación de políticos federales y locales en el narcotráfico. Además, añadió, tenían conocimiento de que Caro Quintero había comprado y repartido 200 automóviles Grand Marquis entre diversos funcionarios.

		Con esos datos en mente, hablé con García Ramírez, que tenía programada para el 22 de marzo una entrevista con su colega norteamericano Edwin Meese, y le dije que nos preparáramos para abrir una caja de Pandora, de la que podrían salir serpientes y alimañas. Le dije que tratara de inducir a Meese a que nos diera elementos claros que nos permitieran fincar responsabilidades concretas, aclarando ante el procurador norteamericano que yo estaba dispuesto a perseguir este asunto hasta donde hiciera falta; que no tendría límite para actuar, siempre y cuando hubiera responsabilidades concretas y pruebas suficientes.

		La entrevista de García Ramírez con Meese fue bastante decepcionante, pues el procurador norteamericano jamás mencionó la participación en el tráfico de drogas de otras autoridades que no fueran la Policía Judicial Federal, y ello sin dar ningún elemento específico que nos permitiera actuar. Se limitó a señalar, ante la insistencia de García Ramírez, que daría instrucciones al director de la DEA para que se pusiera en contacto con el procurador mexicano, y que le pediría que sus elementos pasaran información a nuestra policía. Así que en lugar de abrirse una gran caja de Pandora, lo que se abrió fue una cajita de Olinalá.

		Por otro lado, García Ramírez tuvo una buena impresión de Meese, pues éste aceptó que gran parte del problema de la droga se encuentra en los Estados Unidos. El procurador norteamericano reconoció que ellos también tienen severos problemas de corrupción en la policía y que han fracasado en el combate contra el narcotráfico. Sin embargo, como es natural, nos pidió que México no cejara en su lucha contra este delito.

		Lo grave de este asunto consiste en que los norteamericanos no nos dan pruebas claras y concretas de aquéllo de lo que nos acusan y, sin embargo, filtran a la prensa rumores que vulneran nuestro prestigio. Ésta es claramente la actitud de Gavin. La insolencia llega al extremo de haberme dicho, durante una entrevista que le concedí el 19 de abril, no en forma de rumor, sino de aseveración, que el hijo del general Arévalo estaba mezclado en todo esto.

		Gavin me habló también de otro miembro del gabinete y de varios gobernadores, entre los que desde luego incluía al de Sinaloa, al de Chihuahua y al de Zacatecas. Incluso llegó a mencionar al de Jalisco, lo que ya me pareció excesivo. Se refirió también a la complicidad de comandantes de zonas militares y procuradores de justicia.

		Su argumentación para acusar al hijo de Arévalo consistía en señalar que éste era muy amigo de Miguel Aldana Ibarra, el ex director de la Interpol en México que huyó a Israel al ser acusado de proteger a narcotraficantes colombianos y mexicanos.

		Cuando Gavin terminó de hablar, le pregunté si contaba con pruebas, enfatizando que estaba abierto a evaluarlas conjuntamente, pues estaba decidido a ir al fondo de este asunto. Le aclaré, sin embargo, que de no tenerlas, no estaba presentándome otra cosa que rumores, que son la forma más usual de iniciar las calumnias. Me respondió que donde hay humo, hay fuego.

		El problema de Gavin es que se rebaja a andar con chismes. Además, su actitud de prepotencia y soberbia es absoluta: se presenta ante mí como si fuera nuestro gran juez. Lo verdaderamente intolerable es que filtra a la prensa recriminaciones de las que no tiene ninguna prueba.

		Siguiendo mis instrucciones, el 30 de marzo García Ramírez insistió en hablar con Gavin sobre la nota aparecida en The New York Times. Morris Busbee, encargado de negocios de la embajada norteamericana, acudió a la Procuraduría a las 11 de la noche, en ausencia de Gavin y, cuando García Ramírez le dijo que la nota periodística los implicaba como fuente, respondió que la embajada no había dado esa información y que el embajador Gavin se encontraba profundamente indignado con el corresponsal del New York Times, pues reconocía el gran esfuerzo que México estaba realizando para combatir el narcotráfico.

		En fin, negaron todo, lo que me molestó mucho, pues yo reconocí en la nota en cuestión giros de expresión que Gavin utilizó durante su última entrevista conmigo.

		El primero de mayo me reuní con García Ramírez y con Sepúlveda para analizar esta situación y le pedí a nuestro procurador, para beneficio de la embajada norteamericana, que hiciera una declaración a los periódicos resaltando la necesidad de que, frente al problema del narcotráfico, nos coloquemos por encima del rumor, de la difamación y de la calumnia, y acreditemos nuestras imputaciones con pruebas. El mensaje era claro: se calificó de injustos e irresponsables los comentarios del periodista del New York Times.

		El hecho es que los norteamericanos se niegan a entender que la muerte de Camarena fue una venganza de los narcotraficantes por la destrucción que hicimos de los plantíos de mariguana en Chihuahua; esto es, que resultó de una acción que demuestra nuestra voluntad por combatir el narcotráfico.

		Las aprehensiones de Caro Quintero y Fonseca son también avances en este sentido. La última, aunque por casualidad, demuestra que no toda la policía es corrupta. Fonseca no escapó a pesar de que llevaba consigo 25 millones de pesos. Gallardo, que es otra de las cabezas, está prófugo, de manera que ya no puede decirse que los narcotraficantes viven tranquilos.

		En cuanto a limpiar a la policía, ya hemos despedido a 300 elementos de la Federal de Seguridad y a otros tantos de la Policía Judicial Federal, por haber indicios, aunque no pruebas suficientes, de su complicidad en el narcotráfico. Cuando ha habido pruebas, hemos consignado a policías y agentes ante los jueces. Lo hemos hecho con base en los nombres que han ido aflorando durante los interrogatorios de Caro Quintero y Fonseca.

		Lo que me preocupa es que las acciones de Gavin están siguiendo una línea; no son independientes de otra serie de factores que también nos agravian. Es claro que Gavin provoca a la Casa Blanca contra México, pero también debemos reconocer que la Casa Blanca está aceptando y avalando esta línea de acción.

		El segundo incidente que resultó muy irritante en los últimos días de abril fue el tono amenazante con el que Gavin se dirigió a Sepúlveda en una carta. En ella le dice que pese a las notas que ha enviado al senador Raúl Castellano Jiménez, y de las que ha mantenido informado al canciller, el legislador ha reincidido en sus críticas al gobierno y al Presidente de los Estados Unidos.

		Afirma Gavin que ha obtenido información en el sentido de que Castellano goza de la confianza del Presidente de la República, lo que le hace suponer que hay una clara voluntad de parte del gobierno mexicano de desacreditar al gobierno norteamericano. Añade que, en caso de que el senador Castellano no sea desmentido, el gobierno norteamericano se verá en la necesidad de reciprocar la crítica, lo que hará de una manera altamente pública.

		El tono de esa carta rebasó el límite de la insolencia. Se trata ya, claramente, de una amenaza. Esto tampoco es aceptable para nosotros. Yo no puedo permitir que el embajador de Estados Unidos escriba cartas de esta naturaleza a mis secretarios de Estado. Y no es ésta la única instancia. He recibido informes del partido y de otros funcionarios de que el trato que reciben de Gavin es frecuentemente ofensivo.

		Tal parece que este señor se siente el procónsul de México y que actúa como si pensara “van a ver estos mexicanitos si no puedo yo con ellos”. Por ello su actitud está llegando al límite que toca nuestra dignidad.

		Esta forma prepotente y soberbia es la tónica general de la actual diplomacia norteamericana en todo el mundo. Concluyo esto no sólo como resultado de mis observaciones, sino también de las quejas que en este sentido me han externado los mandatarios de Colombia, Francia y España.

		Sin embargo, lo que exacerbó mi ánimo, pues significó la apertura de un tercer frente de agresión, fue la petición que hizo el Departamento de Estado para que se removiera al embajador de México ante las Naciones Unidas, Porfirio Muñoz Ledo. Independientemente de la causa, la forma y el momento de hacerlo fueron muy inoportunos.

		Concretamente, las notas periodísticas publicadas los días 2 y 3 de mayo señalaban que fuentes diplomáticas consideraban que los Estados Unidos buscaban la remoción de Muñoz Ledo, como consecuencia del incidente ocurrido el día 5 de abril frente al departamento del embajador en Manhattan. Este asunto resurgió, a pesar de que la Cancillería mexicana había desmentido oficialmente la supuesta participación de Muñoz Ledo, en virtud de que un vocero de la policía neoyorquina sostuvo la versión de que el representante de México ante la ONU había roto con la culata de su pistola, en presencia de su conductor, el parabrisas de un auto que estorbaba su zona exclusiva de estacionamiento. La policía señaló que no detuvo a Muñoz Ledo, pues éste se identificó y manifestó tener fuero diplomático.

		Porfirio Muñoz Ledo niega haber participado en el incidente, señalando que ni siquiera se encontraba en la ciudad de Nueva York cuando supuestamente ocurrió. Dice que la persona que actuó de esa manera fue su chofer y presentó como prueba una carta firmada por éste ante el cónsul de México en Nueva York, en la que reconoce su responsabilidad en el incidente.

		Muñoz Ledo añade que la actitud de su chofer fue defensiva, pues el quejoso se había comportado de manera amenazante. Sin embargo, dice que éste no ha presentado litigio en su contra y pone como prueba una carta firmada por un miembro de la representación de Estados Unidos ante la ONU, la señora Gillian Sorensen, en la que lo felicita por haber resuelto satisfactoriamente el asunto en cuestión. Lo más importante es que yo se lo he preguntado de manera directa y me ha negado que él haya participado en el incidente.

		Por mi parte, y mientras no se demuestre lo contrario, tengo que creer lo que me dice mi embajador, pues no puedo vivir desconfiando de todos los que me rodean. Además, y sobre todo, la forma y el momento en que me lo están exigiendo me hacen imposible quitar a Muñoz Ledo sin perder cara frente a la opinión pública.

		Independientemente de la culpabilidad de Muñoz Ledo, no puedo ignorar que en México subsiste el ánimo de humillación que nos dejó la “operación intercepción” y que, en ese contexto, ceder ante cualquier presión concreta de los norteamericanos sería interpretado por el público mexicano como una clara manifestación de que ya me doblé. Y esto no puede ser, pues en México un Presidente que se dobla es un Presidente que pierde todo su prestigio.

		El problema consiste en que eso es precisamente lo que desean los norteamericanos: desacreditar a mi gobierno para fortalecer su postura en nuestro proceso de negociación. Parece claro que no desean la desestabilización total de México; simple y llanamente quieren que nos ajustemos a los modelos que ellos consideran convenientes y entre los que parece que ya no se encuentra el PRI.

		Yo creo que su abierta simpatía por el PAN, el dinero que están soltando a la prensa para que ataque al sistema político mexicano y desprestigie tanto a mi gobierno como a mi persona forman parte de una compleja cadena que se inició hace ya un año con los artículos de Jack Anderson.

		Parece absurdo que los Estados Unidos quieran tratarnos a patadas. Sin embargo, eso es exactamente lo que están haciendo. Resulta difícil entenderlo, pero hay que aceptar, como propone Barbara Tuchman en su libro The March of Folly, que los grandes acontecimientos de la historia no siempre se fundan en la razón.

		Tengo que responder a su agresividad consciente del peligro que ello implica, esto es, consciente de que en Estados Unidos hay una política dura, respaldada por una opinión pública neoconservadora. Sé que las decisiones del presidente Reagan son un imponderable a considerar, pero quiero que ellos también me consideren un imponderable.

		Mi decisión de ponerles un alto puede elevar peligrosamente el nivel de tensión en las relaciones entre México y Estados Unidos, con un alto costo para nosotros, pero también sería muy costoso para ellos, pues saben que la mayoría de nuestra sociedad apoyaría al gobierno y dejaría fluir con fuerza su antinorteamericanismo.

		Ésas son las únicas fichas con las que cuento en este juego y con las que voy a jugar, pues no quiero que confundan la amabilidad con que he tratado al presidente Reagan y la apertura que he mostrado al diálogo, con una supuesta debilidad de mi gobierno. Sé que con mi respuesta se puede venir una cascada dramática de eventos y, sin embargo, considero más grave no actuar, pues ello nos llevaría a aceptar de manera indefinida que los Estados Unidos se sintieran con la capacidad de empujarnos.

		Yo no niego que tengamos colas que nos pisen; lo he reconocido abiertamente frente a funcionarios norteamericanos, a quienes les he dicho lo difícil que me es trabajar en medio de la corrupción existente en las corporaciones policiacas. Sin embargo, no puedo aceptar que me hagan críticas y recriminaciones públicas, porque la necesidad de una renovación y un cambio han sido precisamente los postulados de mi gobierno. Aceptarlas sería aceptar que me marquen el paso, empujándome a proceder en el sentido que ellos quieren. Esto implicaría que perdiéramos la relativa independencia que tenemos.

		De manera que la pretensión de imponerme la remoción de Muñoz Ledo fue el punto a partir del cual decidí actuar, aun ante las dudas de la Cancillería mexicana, particularmente de Sepúlveda, sobre la veracidad de la defensa de Muñoz Ledo acerca de su incidente en Nueva York.

		El viernes 3 de mayo le hablé telefónicamente al embajador Espinosa de los Reyes y le dije que se entrevistara con el subsecretario del Departamento de Estado, Kenneth Dam, y le dijera: “El Presidente de México considera que la forma en que los Estados Unidos están manejando sus relaciones con México llega al límite de ofender su dignidad. Por ello, la posible solicitud para la remoción del embajador Muñoz Ledo será contestada con una medida simétrica. El Presidente de México está consciente de que una situación de esa naturaleza puede alterar el orden interno en nuestro país, al provocar una situación difícil en el terreno económico, pues no resultaría sorprendente que si las relaciones entre México y los Estados Unidos alcanzan ese nivel de tensión, muchos capitales mexicanos se fuguen. De ser ése el caso, el gobierno mexicano no tendría otra alternativa que suspender el pago de su deuda externa”.

		Quienes escucharon esta conversación, pues yo parto del principio de que mi teléfono es un teléfono público, seguramente interceptado por la CIA y la KGB, se han de haber quedado horrorizados.

		Es difícil tomar decisiones de esta envergadura cuando los factores en que me apoyo son resbalosos: no tengo elementos probatorios de lo que para mí es evidentemente una campaña de prensa promovida por la embajada norteamericana para desprestigiar a México; corro el riesgo de que Muñoz Ledo me haya mentido, pues su temperamento excesivamente nervioso y su enorme autoestima me hacen dudar.

		En cuanto al rumor concerniente al hijo del general Arévalo, ya hablé de ello con el general. Me dijo que no creía que su hijo estuviera involucrado, y me preguntó que si todavía contaba con mi confianza. Yo le dije que sí, que la tenía y que precisamente por ello le encomendaba que realizara una investigación a fondo sobre el particular. Le dije que sobre él quedaba la responsabilidad de guardar el honor del Ejército mexicano.

		Yo no puedo actuar de otra manera, no puedo actuar sin pruebas contra el Ejército. Ésta es una situación en extremo delicada. Pero de nuevo, si no creyera en mi secretario de Defensa, en mi procurador, en mis embajadores, en mi secretario de Relaciones Exteriores, me volvería loco. Tengo que apoyarme en ellos, tengo que creer en lo que me dicen, salvo prueba suficiente en contrario.

		Espinosa de los Reyes me dio cuenta de su entrevista con Dam. Me dijo que había transmitido mi mensaje y la nota elaborada por la Secretaría de Relaciones Exteriores en la que se informaba que el embajador Muñoz Ledo negaba haber tenido parte en el incidente que se le achacaba.

		Durante la conversación, el embajador Espinosa de los Reyes le hizo ver que la solicitud de su gobierno de destituir a Muñoz Ledo podía tener repercusiones en México, dado que éste tenía un currículum distinguido como secretario del Trabajo, presidente del PRI y secretario de Educación. Añadió que si el gobierno de Estados Unidos hacía de este incidente un problema político, obligaría a que México también le diera un tratamiento político, pues el Presidente de la República no quería que pareciera que los Estados Unidos tomaban esta medida como represalia por la actuación de Muñoz Ledo en la ONU. Se le dijo que Muñoz Ledo sería cambiado cuando el gobierno de México lo juzgara oportuno y de acuerdo con el principio de rotación.

		Kenneth Dam aceptó que el asunto debía ser tratado con cuidado por el gobierno de Estados Unidos, pues éste no deseaba ejercer presión sobre México. Sin embargo, aclaró que el Departamento de Estado no podía cerrar el expediente de manera tan simple, ya que estaba obligado y tenía derecho de seguir ese tipo de incidentes penales. De no hacerlo, podía ser sujeto a presiones internas. Por tanto, señaló que México debería acreditar la no participación de Muñoz Ledo en esta disputa. Nosotros insistimos en que el asunto había causado preocupación, pero que en caso de magnificarse nos sería muy difícil retirar al embajador Muñoz Ledo.

		Gavin, por su parte, le manifestó a Sepúlveda en una reunión que para ese efecto tuvieron el 15 de mayo, que él había recomendado al Departamento de Estado no ejercer mayor presión en el caso de Muñoz Ledo, reconociendo que la situación requería un manejo muy hábil.

		Como resultado de mi advertencia hubo un alivio, cuando menos temporal, en la tensión. Ello me recuerda la frase de Tácito que dice: “Cuando se tolera un ultraje, se invita al próximo”. En términos más concretos, hay que reconocer que existen momentos en que se hace necesario poner un alto, un hasta aquí, pues los norteamericanos, entre más blandito encuentran, más se van metiendo.

		Las relaciones entre México y Estados Unidos van a seguir siendo difíciles mientras Reagan esté en el poder. Ya hemos visto cómo su política agresiva no sólo afecta a México, sino a todas las naciones del mundo. Ello es resultado del supuesto que mantiene el actual gobierno de que los Estados Unidos perdieron prestigio internacional por ser demasiado tolerantes. Por ello, ahora se proponen hacer valer su poderío.

		Estamos frente a gente ruda, que no busca un entendimiento, sino imponerse. Ello me hace suponer que nuestras relaciones no van a cambiar demasiado. Sin embargo, y aceptando esa realidad, debemos conservar la serenidad y sostener el esfuerzo por mejorar nuestras relaciones con los norteamericanos, pero sin perder nuestra dignidad.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos:

		ambiente de tensión en la Interparlamentaria

		

		El 10 de mayo inauguré en Querétaro la XXV Reunión Interparlamentaria México-Estados Unidos. El ambiente, como reflejo de los evidentes desacuerdos en nuestra relación con los norteamericanos, era tirante.

		Nuestro malestar se vigorizó al hacerse evidente lo reducido de la delegación norteamericana —14 diputados y un senador— y su escasa influencia en los círculos de poder de Washington. Aun Philip Gramm, el senador texano que encabezó a nuestros visitantes, es una figura poco relevante en la escena política estadounidense.

		Por lo mismo, y al tener conocimiento de ello, Relaciones Exteriores me sugirió que cambiáramos nuestra agenda, a fin de que no inaugurara yo la sesión o, cuando menos, cancelara la nueva modalidad que había decidido darle, consistente en llevar a algunos secretarios de Estado para que intercambiaran ideas con los parlamentarios norteamericanos. Ponderé la sugerencia y decidí que más valía seguir nuestro programa, precisamente para demostrarles nuestra buena voluntad.

		Al inaugurar la reunión pronuncié unas palabras breves pero significativas, buscando influir en el clima general, pero sin abordar asuntos específicos. Manifesté que México desea una relación digna y de respeto recíproco con Estados Unidos. Les enfaticé: “En la dignidad mucho podemos hacer; sin ella, nada”.

		Por su parte, Humberto Lugo Gil, el líder de la mayoría priista en la Cámara de Diputados, hizo un buen discurso en el que dejó ver con claridad la posición de México. Pidió comprensión y respeto a nuestras diferencias como naciones, y abordó con claridad los temas más sensibles de nuestra agenda: Centroamérica, seguridad para los turistas extranjeros y narcotráfico.

		Philip Gramm respondió con un discurso directo en el que demandó que México libere su comercio internacional y advirtió que los Estados Unidos no permitirán el avance del comunismo en América.

		En general, la reunión cumplió su objetivo, pues hubo un intercambio amplio y franco. Los parlamentarios extranjeros tuvieron pláticas con los secretarios de Gobernación, Programación y Presupuesto y Hacienda, así como con el procurador general de la República y con el subsecretario de Comercio Exterior, expresándoles las dudas que ya esperábamos sobre narcotráfico, corrupción y peligros de desestabilización. También cuestionaron la solidez de la recuperación económica y pretendieron medir sus riesgos.

		El diálogo directo, según ellos mismos reconocieron, les ayudó a formarse un criterio, pues en Estados Unidos hay muy poca información sobre México, y la que se proporciona está deformada. El resultado fue que las relatorías tuvieron puntos ventajosos para nosotros en los temas de narcotráfico y seguridad para el turismo. Al respecto, los legisladores norteamericanos se comprometieron a bloquear en su Senado el paso de la advertencia para que el turismo norteamericano no viaje a Guadalajara.

		En general, la delegación norteamericana se fue satisfecha con el nivel alcanzado en el diálogo. Philip Gramm, por su parte, se comprometió a pedir una entrevista con el presidente Reagan para informarle lo ocurrido y manifestarle la conveniencia de que los legisladores de ambas naciones mantengan un contacto más estrecho.

		Cabe mencionar dos incidentes que tuvieron lugar en esos días y que exhiben “la división de poderes” en Estados Unidos. El primero fue que, de manera evidente para todos los participantes, John Gavin se encerró con los diputados demócratas que habían estado criticando ampliamente la política de Reagan; los regañó y éstos le hicieron caso, orientando a partir de entonces sus críticas precisamente a la actuación de Gavin. El segundo fue que, sin argumentar razones, Gavin le manifestó a Lugo Gil su insatisfacción con las relatorías, y le señaló que él debía haber revisado los borradores.

		En fin, el clima de tensión en nuestra relación con Estados Unidos es evidente y preocupante para la opinión pública. Sin embargo, ésta ya parece consciente de que la influencia del neoconservadurismo en el régimen estadounidense lo hace peligroso. Ha permeado la idea de que hay premeditación en la serie de incidentes que han ocurrido en nuestra relación.

		Resulta evidente que nuestro desacuerdo respecto al problema centroamericano no es la causa única de sus ataques; ahora parece que encuentran inadecuado que en México gobierne el PRI. Desde su perspectiva, nuestro gobierno está muy inclinado a la socialización, pues postula una desmesurada intervención del Estado en la economía. Completan la crítica enfatizando el desgaste que para el sistema político mexicano ha significado la corrupción. A estas causas de tensión, hay que sumar la irritación que provoca la insolencia y arrogancia que caracterizan a Gavin.

		Creo que la opinión pública mayoritaria está de acuerdo con el tono de prudencia y serenidad con el que hemos reaccionado a las agresiones norteamericanas. No creo que nadie crea que “nos hemos doblado”, aunque es claro que la izquierda quisiera que respondiéramos con un tono más subido.

		Por su parte, la derecha, que es más tímida y temerosa, piensa que se nos están saliendo de las manos las relaciones con los Estados Unidos y culpa de ello a Contadora. Arguye que estamos cargando pleitos ajenos y quisiera que nos alineáramos más con los Estados Unidos. Quienes encabezan esta postura son los miembros del Partido Acción Nacional, pero también es la actitud de amplios sectores empresariales y de las clases pudientes, de franca filiación pronorteamericana.

		Dentro del gobierno y entre algunos miembros de la “clase política”, hay preocupación por las relaciones de México con Estados Unidos. Sin embargo, los altos funcionarios se dan cuenta de que es difícil mantener otra posición si no queremos dañar nuestra imagen interna.

		Yo buscaré fomentar la comunicación con Estados Unidos y evitar hasta donde sea posible el conflicto. Pero si estamos en conflicto, no pienso doblar las manos, pues ello implicaría tocar la retirada.

		

	
		

		Junio de 1985

		

	
		

		Viaje a Europa:

		contacto directo con mandatarios de cinco países

		

		MI VIAJE A ESPAÑA, GRAN BRETAÑA, BÉLGICA, ALEMANIA FEDERAL Y FRANCIA, realizado del 4 al 23 de junio, obedeció a una estrategia elaborada desde tiempo atrás y orientada a permitirme el establecimiento de contactos directos con mandatarios de distintos países.

		Dentro de esta estrategia se programó que primero visitara América Latina, luego América del Norte y en tercer lugar los principales países de Europa Occidental. El viaje que realicé a la India y Yugoslavia, del 23 de enero al primero de febrero, no estaba dentro de este esquema. Fui, como he explicado, porque me sentí presionado a hacerlo.

		Como parte del programa al que hago referencia se encuentra, para el próximo octubre, una visita a Japón y China. El interés por hacer este viaje proviene de la insistencia de Japón en que lo visitemos, así como de la importancia comercial y financiera que dicho país tiene para nosotros. La visita a China obedece a que este país se está abriendo a las naciones occidentales y nos invita a visitarlo.

		Por otro lado, es clara la necesidad que México tiene de establecer equilibrios internacionales. No podemos limitar nuestras relaciones al área de influencia de Estados Unidos.

		Mi viaje a Europa generó una gran discusión. Dividió a la opinión pública. Los críticos argumentaron que fue inoportuno, señalando que se realizó en un momento muy delicado en términos electorales y cuando el país atravesaba por un periodo de desorden económico interno. Dudaron de su utilidad, con el argumento de que los viajes presidenciales son esencialmente recreativos, pues los arreglos comerciales están establecidos desde antes.

		Yo no comparto estas ideas. Creo que el viaje fue oportuno, pues aprovechamos el renacimiento del interés europeo por América Latina. Además, el mero contacto personal con líderes consolidados y experimentados me benefició; obtuve nuevos puntos de vista que me sirvieron para ver en perspectiva nuestro país.

		Considero también que el intercambio directo entre mandatarios beneficia la relación entre las naciones, pues permite romper formalismos, logrando un mayor acercamiento. Para ello hay que llevar estudiada la personalidad de cada uno de los individuos con quienes se va a tratar, a fin de utilizar todos los elementos posibles para lograr conversaciones fluidas y abiertas. Es indudable que un cambio de actitud en los mandatarios influye en la acción de sus cancillerías, lo que puede incluso hacer variar decisiones financieras y comerciales.

		La recepción que nos brindaron los diversos países de Europa fue cordialísima; se esforzaron porque nos sintiéramos bien. Me resultó muy grato ver que, con sus matices, existe una cierta admiración por la política económica que hemos desarrollado. La califican de ruda en el mejor sentido, esto es, la consideran valiente y correcta.

		La prensa nos trató muy bien, salvo por una nota aparecida en la revista española Cambio 16, en la que se habla de la “mexicanización” de Nicaragua. En general se dijo que el Presidente de México es serio, haciendo con ello una comparación con los dos presidentes anteriores, a los que se calificó de excéntricos. La prensa se ocupó abiertamente de este tema.

		Los comentarios directos que yo recibí en ese sentido fueron pocos y velados, y me parecieron un tanto impertinentes, como el de la Reina de Inglaterra, quien disimuladamente me hizo ver que su imagen de mis antecesores en el cargo era negativa, pues sentía que éstos habían dado rienda suelta a la corrupción. Los planteamientos comparativos, e incluso el que me hayan hecho comentarios directos en este sentido, supone una cierta confianza de su parte, orientada a hacerme sentir que proyecto una imagen muy diferente de la de mis antecesores recientes.

		El viaje me sirvió para darme cuenta de que los europeos también tienen su propia crisis, aunque claro, mucho menor que la nuestra. La preocupación central para ellos es el estancamiento económico, con el consecuente desempleo. El paro, como lo llaman en España, es un problema económico con peso político, pues les impide crecer, salvo que decidieran hacerlo con inflación, lo que les da pánico. Así que la única salida que ven, dado que tienen excedentes exportables, es la de aumentar el comercio exterior.

		Políticamente se preguntan qué van a hacer con la gente desempleada, entre la que hay muchos jóvenes que pueden llegar a representar una bomba política que trastoque su sistema democrático, haciéndolos caer en sistemas más autoritarios. Ellos ubican su crisis en el contexto de la economía mundial y consideran que muchos de los problemas por los que ésta atraviesa son culpa de Estados Unidos.

		En ese sentido, volví a encontrar, como ocurrió en mi viaje a la India, que todos los mandatarios con quienes platiqué le tienen cierto resentimiento a los Estados Unidos. Esto, desde luego, fue más notorio en Francia y España y menos en Inglaterra y Alemania.

		Otra característica general que encontré es que los partidos en el poder son muy criticados. En Francia, la situación llega al extremo de que se piensa que en las próximas elecciones pueden ganar los gaullistas. En ese caso, el presidente Mitterrand se encontraría ante el grave problema de que el gobierno estaría formado por miembros de un partido político distinto del suyo. Esta posible situación es denominada por los franceses como “el problema de la cohabitación”.

		Todos se preguntan si Mitterrand será capaz de cohabitar con un gobierno que pertenezca a otro partido, lo que implicaría tener que negociar todo constantemente. De llegarse a este extremo, resultaría imposible su Presidencia, obligándolo a renunciar. Así que los socialistas franceses se encuentran frente a la posibilidad de la pérdida del poder.

		En Alemania encontré que Helmut Köhl recibe críticas de su propio partido, lo que puede hacer que la elección que está programada para 1987 tenga que adelantarse a 1986.

		En España, Felipe González es criticado por los obreros de su partido, pero en general hay una buena opinión de él; está afianzado y no tiene contrincante. En Bélgica existe un pluripartidismo muy competitivo, y en Inglaterra la señora Thatcher también es muy criticada.

		En el contacto directo con los mandatarios, tuve una impresión favorable de Felipe González, de Mitterrand y de la señora Thatcher. Felipe González es un hombre muy suelto: se franquea. Se me quedó grabada una frase que dijo y que yo también podría decir: “Viendo todo esto, maldito regalo es el poder en este momento”. González tiene carisma, tiene buenas relaciones con el Rey y está tomando las medidas que se necesitan tomar. Sabe que la entrada de España a la Comunidad Económica Europea es un gran reto que hay que enfrentar, pues significa empujar a su país a la modernización.

		González está muy interesado en América Latina. Se siente ligado a lo que pasa en ella, pues finalmente aquí existen 300 millones de seres con los que España tiene alguna relación. Está muy preocupado por nuestra situación económica y por los problemas de Centroamérica. Felipe González está muy decepcionado de los sandinistas. Dice que tienen mentalidad guerrillera: buscan éxitos tácticos que no tienen seguimiento, esto es, que carecen de una estrategia más amplia que dé sentido a dichos éxitos.

		Él observa todo el problema centroamericano partiendo de la clara aceptación de que España es aliada de Estados Unidos. Es dentro de ese marco que busca la máxima independencia política, pero nada más.

		Me platicó la conversación que tuvo con Daniel Ortega cuando éste lo visitó en mayo. Me comentó que lo había enfrentado con toda claridad, diciéndole: “Mira Daniel, están perdidos. Dejaron pasar la oportunidad de negociar con los Estados Unidos; están ensoberbecidos. No han ayudado a Contadora, más bien han dificultado la negociación. Y a cada observación que le hacía —continuó González—, Ortega me contestaba con un discurso patriótico. De manera que yo veía que no le estaba entrando nada de lo que le estaba diciendo. La prueba absoluta de ello fue cuando salimos de nuestra plática y dimos una conferencia de prensa. Cuál no sería mi sorpresa —añadió— cuando Ortega aprovechó esa conferencia de prensa para decir que Reagan es un Hitler redivivo. Su falta absoluta del sentido de la diplomacia me puso en un brete y me obligó, cuando uno de los periodistas me preguntó qué opinaba de lo dicho por el comandante Ortega, a contradecirlo. Así que tengo poca esperanza en los sandinistas —concluyó—, a los que considero unos inmaduros”.

		Por otro lado, el presidente González me advirtió que estaba coincidiendo con mi visita en España la del Vicepresidente nicaragüense Sergio Ramírez, quien lo había buscado insistentemente. Me aclaró que él no había contestado a su llamado, porque temía que los sandinistas estuviesen buscando una maniobra publicitaria, precisamente de ésas que tienen lucimiento momentáneo.

		González me dijo que era probable que Ramírez me buscara, y así fue. La segunda noche que estuve en España recibí un telefonazo urgente de Daniel Ortega desde Nicaragua y también, claro, de Sergio Ramírez, ahí en Madrid. Decidí no contestarles, pues temí que alguno de los dos hiciera declaraciones imprudentes que pudieran ensombrecer la razón de mi viaje a Europa; no quería que mi visita se “contadorizara”. Temí que Ortega fuese capaz de declarar, desde Managua, que había hablado conmigo y que ello fuera resaltado por la prensa internacional, motivando inquietud, principalmente entre los mismos mexicanos.

		Así que España, que en un principio estuvo muy obsecuente con la revolución nicaragüense, ahora siente una desconfianza total hacia los sandinistas. Sin embargo subsiste la pregunta fundamental: ¿qué hacer frente al conflicto centroamericano?

		Yo insistí en que existe una gran rigidez de parte de Estados Unidos ante el problema. Reiteré que, para que no estalle la guerra en Centroamérica, es necesario que todos continuemos buscando un acercamiento y un entendimiento entre Estados Unidos y Nicaragua, aun reconociendo que los Estados Unidos son un país agresivo, dogmático e impositivo y que los nicaragüenses son unos atrabancados e inmaduros. Aunque la situación parezca ser un callejón sin salida, nosotros no tenemos más alternativa que tratar de fomentar y propiciar el diálogo.

		Mitterrand, por su cuenta, está consciente de que los Estados Unidos agreden a Nicaragua y se manifiesta claramente en favor de la no intervención. Sin embargo, desde el punto de vista de la realidad política, ve la torpeza de los sandinistas que cada vez están más alineados con la Unión Soviética, lo que les cierra su margen de negociación.

		Margaret Thatcher me dijo, tan pronto abordamos este problema, que lo malo de los sandinistas es que eran comunistas. Yo le contesté: “Aun suponiendo que lo sean, si los Estados Unidos logran que sean derrotados, éstos no se van a dar por vencidos. Van a huir a la selva, donde van a continuar combatiendo. Y si hemos visto que en El Salvador los norteamericanos no han sido capaces de extinguir la guerrilla, menos podrán hacerlo si ésta se encuentra extendida por toda América Central. Además, el derrocamiento de los sandinistas envenenaría el ambiente contra los Estados Unidos en toda América Latina, provocando la radicalización de posturas y con ello una cierta agitación interna en nuestros países. Algo —añadí— les tocaría también a ustedes”.

		La señora Thatcher se quedó sorprendida de que mi argumento no fuera ideológico, sino pragmático; de que lo que yo pusiera en duda fuera la eficacia de la política norteamericana en América Latina.

		Por su parte, Köhl también me dijo que estaba muy decepcionado de los sandinistas. Se preguntó por qué lo había atacado Ortega durante su viaje a Europa, planteándome sus dudas respecto a lo que debía hacer. Yo le sugerí que, dada la amistad de los alemanes con los norteamericanos, él debería hablarles para tratar de evitar que invadieran Nicaragua, dándole las mismas razones que le di a la señora Thatcher.

		En Bélgica también me manifestaron su preocupación por Centroamérica, aunque ahí quedó claro que Bélgica es un país débil, dependiente del marco de la OTAN.

		Así que de una manera o de otra, en mis conversaciones con todos los mandatarios fui hablando de nuestros problemas con Estados Unidos. La excepción fue la señora Thatcher, pues inmediatamente me percaté de que no quería que abordáramos ese tema. En general existe bastante simpatía hacia nosotros en estos problemas.

		Mitterrand me dijo que él encontraba difícil hablar con Reagan, porque aunque éste es muy amable, opera con base en dos dogmas: el del mercado libre y el del anticomunismo. Me platicó que en su primera conversación con el Presidente norteamericano, le había preguntado cuál era la diferencia entre los comunistas y los socialistas, y que después de habérsela explicado y haberle dicho que en Francia los socialistas pelean contra los comunistas, sintió que Reagan no quedó muy convencido de la explicación, guardando cierto recelo y duda.

		Mitterrand me dijo que Francia se ostenta como el país más independiente de Europa, pues no tiene compromiso ni con los norteamericanos ni con los soviéticos. Habló de que ese margen de autonomía se basa en su poderío atómico. Me hizo saber que la capacidad de destrucción atómica de Francia es suficiente para acabar con un territorio equivalente al suyo.

		Cuando hablé con Köhl sobre los Estados Unidos, me dijo: “Así éramos nosotros cuando éramos potencia imperial”. En Alemania piensan que el mérito de México es enorme, porque siendo vecinos de los norteamericanos no somos un títere suyo. Admiran la actitud de independencia de México y piensan que ésta es fundamental para evitar una mayor penetración de los Estados Unidos en toda América Latina.

		Köhl, que es un cervecero franco, sin pulimento, me dijo: “Yo soy muy amigo de los norteamericanos”, a lo que rápidamente interpuse: “Yo también soy muy amigo de los norteamericanos, no puedo pensar en no serlo. Sin embargo, pienso que hay cierta hostilidad de su parte, cierta falta de entendimiento de nuestro sistema político, de nuestra historia, de nuestra idiosincrasia”. Fue entonces cuando Köhl me ofreció que podría servir como intermediario entre nosotros y los Estados Unidos. Su ofrecimiento me pareció sincero por el contexto en el que lo hizo. Me dijo: “La República Federal Alemana es una potencia media —frase que me hizo preguntarme qué calificación alcanzaríamos nosotros en esa escala—, por lo que tiene que ser selectiva en su política exterior, atendiendo áreas de interés y, dentro de ellas, países determinados. En América Latina, México es el primer interés para Alemania”.

		También con Köhl hablé de algunos asuntos militares. Me aclaró que como resultado de la segunda guerra mundial, ellos no podían tener armas atómicas, pero que en el terreno de las armas convencionales, Alemania era el país más adelantado de Europa. Le pregunté cómo comparaba el poderío alemán de hoy día con el poderío que tuvo Alemania durante el máximo esplendor nazi, a lo que respondió, después de pensarlo, que posiblemente hoy fueran 10 veces más fuertes de lo que fueron los nazis en su mejor momento. Con ello me dio a entender que si hubiese en Europa una guerra convencional, los alemanes triunfarían.

		Cuando pretendí tratar el tema del armamentismo con la señora Thatcher, vi que no había apertura para ello. En Francia, donde pude tratarlo de manera más abierta, me dejaron ver que ellos no van a actuar de manera unilateral en los problemas del armamentismo; que están esperando que haya un entendimiento entre las grandes potencias nucleares. Me dijeron que si las potencias nucleares desecharan su armamento nuclear, ellos con mucho gusto echarían el suyo al mar. Pero que no van actuar de manera unilateral.

		Aunque no me lo dijeron, es sabido que la venta de armas es una importante entrada de divisas para Francia. Sin embargo, y aun en ese contexto, Mitterrand me dijo que consideraba muy útiles las reuniones como las de Nueva Delhi, pues había que hacer permanente el recordatorio de la necesidad de suprimir o limitar el armamentismo.

		Por cierto, los grupos de países se están poniendo de moda. Claude Cheysson, presidente de la Comunidad Económica Europea, me planteó la posibilidad de formar un grupo de opinión dedicado a las cuestiones económicas internacionales, compuesto por Francia, India, México y Argelia. Aparte de que resulta claro que Francia quiere su pandilla para presionar por una reforma monetaria, haciendo con ella evidente su pique con los norteamericanos, el tema es muy importante.

		Ellos me insistieron en la cercanía de enfoques de la Comunidad Económica Europea con América Latina y, por tanto, en la conveniencia de establecer un diálogo sistemático sobre los problemas económicos generales. Se habló de la posibilidad de que buscáramos una convergencia, no un complot, lo que yo creo que puede ser útil, pues ayudará a hacer reflexionar a los Estados Unidos y a los banqueros de Nueva York, quienes, según los franceses, son ahora los más interesados en la posibilidad de un diálogo político, pues saben que en las condiciones actuales no se les va a pagar.

		El problema estriba en que hay que ir definiendo cuál es el contenido y el mecanismo del famoso diálogo político. Yo les dije que lo más importante, en mi opinión, era buscar la forma de influir en la opinión pública norteamericana, cosa que yo no sabía cómo lograr. Sin embargo, añadí, si un asunto no llega a formar parte de la conciencia del pueblo americano no tiene viabilidad, pues a los norteamericanos les importa muy poco lo que piensa el resto del mundo.

		La importancia del tema económico y mi interés por tratarlo ampliamente durante mi viaje me llevaron, al revisar antes de mi partida los discursos que habría de pronunciar, a disminuir el peso relativo que en ellos se le asignaba al tema de Contadora. No quería que el viaje tuviera el sentido de una cruzada proContadora. Sin embargo, fue inevitable que todos los jefes de Estado me tocaran este punto y luego que fueran ellos mismos quienes lo filtraran a la prensa, la que, por su parte, también me obligó a abordar constantemente el tema.

		De cualquier forma, el viaje sirvió para avanzar en otros temas. Yo sentí que los mandatarios que visité estaban razonablemente bien informados sobre nuestra situación económica y sobre el papel que desempeña nuestra política exterior. En general, le dan a México un peso específico muy importante en el mundo.

		Por otro lado, debo reconocer que durante todo mi viaje nunca dejé de estar inquieto por todos los problemas que dejé aquí, particularmente en el aspecto económico. Me fui con la preocupación de la baja en el precio del petróleo y su repercusión en nuestras finanzas públicas, consciente de que estamos en un momento muy difícil, que todavía se puede poner peor.

		Por ello, cuando era recibido en los diferentes países, y mis interlocutores hablaban de México como un país ejemplar que estaba enfrentando y venciendo la crisis económica, pensaba para mis adentros: “Éstos no saben que la cosa se nos puede descomponer de manera grave”. Así que el nivel del prestigio de México y de su gobierno en el extranjero me hacía más evidente nuestra vulnerabilidad.

		Sostuve una conversación interesante con el presidente del Senado francés, Alain Poher, quien es un individuo que tiene 39 años de ser senador, 19 de ser presidente del Senado y ha sido cuatro veces ministro y dos veces Presidente provisional. Al principio nuestra conversación fue medio pastosa, pero luego fueron mejorando las cosas. Comenzó diciéndome que él no estaba de acuerdo ni con Mitterrand ni con Chirac. Luego volteó la conversación hacia México, haciendo evidente que había estado refrescando sus conocimientos al respecto.

		Durante su conversación fue enfocando las cosas al problema de la sucesión presidencial, como un asunto en el que se determina la posibilidad de continuidad de ciertas políticas. Yo le hice ver que no era una decisión libérrima del Presidente, sino que estaba condicionada por muchos factores.

		Entonces me dijo: “Le voy a dar un consejo”. Después de muchas disculpas por haber utilizado la palabra consejo, me lo dio: “Conserven su sistema político lo más que puedan. No vayan a caer en romanticismos sobre la democracia. Es necesario, claro, cierta apertura y flexibilidad, pero no se precipiten demasiado. Recuerdo con horror la etapa en que Francia vivió los gobiernos débiles, los gobiernos de composición”. Sus palabras me dejaron pensando.

		

	
		

		Julio de 1985

		

	
		

		Elecciones de medio periodo: victoria amarga

		

		TRADICIONALMENTE, LAS ELECCIONES PARA RENOVAR LA CÁMARA DE DIPUTADOS a mitad de un periodo presidencial resultaban eventos desangelados. Ahora la situación fue diametralmente opuesta.

		Las expectativas que el proceso generó fueron de tal magnitud que el líder del PRI capitalino, Guillermo Cosío Vidaurri, se sintió en la necesidad de señalar que el Partido Revolucionario Institucional no se encontraba en una encrucijada ni que en las elecciones en cuestión se hallaba en juego su destino. Por su parte, el subsecretario de Gobernación, Fernando Pérez Correa, manifestó ante los corresponsales extranjeros que las elecciones del domingo 7 de julio no constituían una prueba de fuego para el sistema.

		El clima de expectativas, reconocido en estas declaraciones por el aparato partidista y gubernamental, tuvo su origen en los éxitos electorales del PAN en 1983. Éstos alimentaron las esperanzas de triunfo de sus simpatizantes, a la vez que generaron una gran inquietud entre las huestes priistas, poco dispuestas a compartir el poder. El aumento de la votación panista fue resultado de la crisis, en tanto dio curso al sentimiento antigubernamental que ésta generó.

		Otra manifestación del cambio sufrido por la sociedad fue la creciente demanda de una auténtica transparencia electoral. Éste fue el eje sobre el que giraron las expectativas panistas y en el que se apoyó su amenaza de violencia en caso de que no se respetara el voto.

		El temor a la violencia fue dominando el ambiente político. A mí me llegaron rumores del PRI, Gobernación, Defensa, Marina y los gobernadores sobre esta posibilidad. Me dijeron, aunque nunca me lo precisaron, que los panistas estaban preparando brigadas de choque, para lo que introducían ilegalmente armas al país. Poco a poco se fue dando un ambiente de neurosis en el medio político.

		El PAN manejó la idea de que si había fraude electoral, ellos no serían responsables de la violencia que se pudiera desatar. El PRI retomó por razones tácticas este argumento, para señalar que el PAN estaba incitando a la violencia. El resultado fue que rebotaron tantas veces la misma idea, que llegaron a creerla. Naturalmente la prensa la recogió y amplificó.

		Nuestra inquietud en torno al desarrollo de las elecciones fue creciendo cuando vimos que el PAN, con una falta total de escrúpulos, trabó alianzas con el ala derecha del clero, de los empresarios y de los grupos políticos norteamericanos. Por otro lado, es innegable que en ciertos sectores del PRI hubo resistencia, e incluso amenaza de violencia interna, si se dejaba ganar al PAN.

		El eco de los medios masivos hizo que se distorsionara ante la opinión pública el mapa político de la República, en el que de hecho el PAN está circunscrito al Distrito Federal, Nuevo León, Sonora, Chihuahua, Baja California y Sinaloa, luego existen enormes áreas del país donde el PRI no tiene contendientes. Sin embargo, los énfasis estaban puestos en las gubernaturas de Sonora y Nuevo León y en las diputaciones del Distrito Federal.

		La idea de que el sistema viviría en esa jornada electoral su “prueba de fuego” derivaba del supuesto de que la votación panista sería tan significativa, que si el gobierno trataba de soslayarla, detonaría la violencia popular. Los dos supuestos fueron falsos: la votación panista disminuyó y no hubo ni el menor conato de violencia popular.

		Con toda tranquilidad, el domingo 7 de julio se realizaron los comicios para elegir 400 diputados federales, 7 gobernadores, 155 representantes a cámaras locales y 845 presidentes municipales. Contendieron, en una muestra clara del avance de la reforma política, nueve partidos políticos. Con ello culminó un largo y fogoso proceso electoral, sobre todo si se considera desde la etapa de las precandidaturas.

		El resultado fue un triunfo absoluto para el PRI, el cual obtuvo 289 de las 300 diputaciones de mayoría, incluidas las 40 del Distrito Federal; todas las gubernaturas; 98% de las diputaciones locales, y 100% de las presidencias municipales en cuestión.

		El único incidente violento ocurrió en San Luis Río Colorado, Sonora, donde la policía detuvo a 20 panistas que se estaban robando las urnas y los encarceló. Hubo además quema de automóviles y pedradas.

		A instancias mías, el gobernador Ocaña habló con los panistas y les dijo que no podíamos aceptar situaciones como ésas, pero que si se comprometían a que no se repitieran actos de esa naturaleza, soltaría a los detenidos. A medianoche los encarcelados ya estaban en la calle. No se registró violencia de otro tipo; no hubo lesionados y, desde luego, no hubo ningún muerto.

		La razón por la que estas elecciones se desarrollaron sin violencia es que el PAN realmente no la tenía preparada y sus amenazas eran sólo un bluff. Además, yo mismo di la consigna a las fuerzas públicas de que evitaran la provocación, manteniendo una actitud tolerante y aun paciente. Ordené que el Ejército no entrara a resolver ningún conflicto a menos de que yo personalmente lo autorizara, es decir, que no entrara a solicitud de los gobernadores. En cuanto a la policía, pedí que no fuera armada, salvo por sus cachiporras.

		El triunfo del PRI se debe a que atacamos aquella área en la que posiblemente estábamos más débiles: la promoción del voto. En esta ocasión, las campañas desarrollaron tácticas de penetración más eficaces. Fidel Velázquez, que durante el curso de las campañas me mandó recados diciéndome que éstas iban muy mal, al final me dijo que le parecía que en conjunto se había realizado una buena labor partidista. Añadió que estaba seguro de que el PRI iba a ganar y de que no habría violencia.

		La tranquilidad de Fidel Velázquez contrastaba con el ambiente de ebullición e inquietud que caracterizó los días anteriores a las elecciones. Su seguridad de que nuestro triunfo sería absoluto lo llevó a comentarme que tenía preparado un viaje para el martes siguiente a las elecciones y que, salvo que yo se lo solicitara o que se presentara una situación inesperada, continuaría con sus planes.

		La realidad fue que el PAN se desplomó: perdió un millón de votos. La razón de ello, en mi opinión, es que se equivocaron de campaña, porque se limitaron a hablar de los errores del gobierno.

		Por otro lado, la población percibió un cambio significativo en el seno del PAN, que ya no está compuesto fundamentalmente por gente honesta que busca imponer “los valores morales trascendentes” en la política, sino que es un partido de políticos y empresarios que desean el triunfo electoral a cualquier costo.

		El PRI perdió 4.75% de su votación respecto a las elecciones anteriores; el PDM subió 0.66%, y el PST 0.33%. El PMT nos dio una sorpresa, pues alcanzó 1.54% de la votación. En el Valle de México, cuando menos, fue apoyado no solamente por el sector de los trabajadores, sino también por miembros de la clase media. Ello se debe a que su dirigente, Heberto Castillo, es reconocido como un hombre honesto, nacionalista y que critica, e incluso insulta frontalmente al gobierno.

		El PSUM, en cambio, obtuvo menos votos. Bajó 1.62% respecto a la elección anterior. Es probable que el secuestro de su líder nacional, Arnoldo Martínez Verdugo, una semana antes de los comicios, haya afectado su credibilidad. Esta situación trajo desprestigio al PSUM, pues el Partido de los Pobres dijo que había realizado este acto con el fin de recuperar parte del dinero que en 1974 había recibido como rescate del entonces gobernador Rubén Figueroa y que había dejado en custodia del Partido Comunista Mexicano.

		El PRT, el PPS y el PARM apenas alcanzaron la votación necesaria para conservar su registro. Ésta fue, respectivamente, de 1.26, 1.95 y 1.65%. La presencia de estos pequeños partidos nos ayuda, pues fracciona a la oposición. Por eso les ayudamos con nuestra reserva de votos, esto es, pidiendo a nuestros militantes que los apoyen con el voto plurinominal.

		En Ciudad Juárez, Chihuahua, ocurrió algo muy novedoso: un fraude electoral panista. Hay indicios de que en algunas casillas en que se repartieron 1 000 boletas, se encontraron 4 000 votos para el PAN. El 15 de julio, el PAN obtuvo constancia de mayoría en los tres distritos de Ciudad Juárez, pero el PRI pidió la anulación de esas casillas.

		Era claro que resultaría difícil convencer de que esto fue lo que ocurrió, tanto porque el presidente municipal panista, Francisco Barrio, maneja con mucho éxito la mercadotecnia política, como porque la gente está acostumbrada a que exista tolerancia hacia la alquimia priista. Pero yo no puedo frustrar a los miembros de mi partido cuando pueden demostrar que hubo abuso del otro bando. Hacerlo sería peligroso, aunque posiblemente beneficiaría nuestra imagen pública.

		Las elecciones de Sonora y Nuevo León, donde las candidaturas panistas a las gubernaturas fueron más activas, deben analizarse aparte. Cuando hablé con los gobernadores electos de esos estados, me dijeron que efectivamente habíamos ganado. También reconocieron que los priistas tradicionales habían hecho de las suyas, aunque señalaron que sus fraudes fueron de tipo marginal. Los panistas regionales están enardecidos porque no triunfaron sus candidatos, en tanto que los panistas de nivel nacional están dispuestos a negociar.

		De cualquier forma, lo que es un hecho es que cuando los panistas no ganaron lo que pensaban ganar, realizaron una maniobra muy exitosa para magnificar el fraude que realmente tuvo lugar. En esta maniobra contaron con el apoyo tanto de la prensa nacional como de la internacional.

		No es lo mismo ganar el voto, que convencer a la gente de que lo hemos ganado. La prensa internacional recogió y magnificó las denuncias de la oposición relativas a la falta de limpieza en las elecciones. Su unanimidad al respecto es sorprendente y nos hace pensar que es resultado de la influencia de los grupos ultraconservadores de Estados Unidos.

		A este propósito conviene hacer un paréntesis para señalar que siempre que la ocasión me lo permitió, le expliqué a los diversos funcionarios norteamericanos la superficialidad que implicaba proponer para México un bipartidismo de corte norteamericano. Concretamente recuerdo haberlo comentado con Paul Volcker, cuando nos visitó en mayo.

		En dicha ocasión, le aclaré que el PRI es el único partido capaz de mantener la estabilidad política del país en un momento de crisis como éste, pero sobre todo le enfaticé que la oposición en México parte de proposiciones ideológicas y organizativas radicalmente diferentes de las del sistema político existente, por lo que su alternancia significaría, en cada ocasión, severas rupturas.

		La crítica de los periodistas extranjeros no obedeció a que no hayamos querido darles información. Al contrario, montamos centros de prensa en Monterrey y Hermosillo. Lo que sucedió fue que la prensa creó tal expectativa de que el PRI perdería las gubernaturas de los estados de Sonora y Nuevo León, que cuando esto no ocurrió los perdedores fueron los periodistas, quienes se negaron a aceptarlo. La prensa nacional, en una actitud supuestamente muy liberal, le hizo eco a la prensa internacional.

		El escándalo que se armó fue enorme; no hubo articulista o editorialista que no se sintiera obligado a criticar el desarrollo del proceso. En la Comisión Federal Electoral se expidieron 225 constancias de mayoría sin impugnación alguna, 70 se emitieron por mayoría de votos y sólo se negaron cinco casos para dejar su calificación final al Colegio Electoral. Las gubernaturas fueron cuestionadas como táctica política de la oposición, a sabiendas de que no había fundamento real para ello.

		En todo el país se supo que ganó el PRI. Y no me refiero al conocimiento que se obtiene mediante la lectura de periódicos, sino al que adquiere la gente porque quienes trabajaron en las casillas les han dicho que ganó el PRI y esto se pasa de boca en boca. Inevitablemente la realidad tiene que permear, pero eso no quiere decir que hayamos convencido a todos de nuestro triunfo.

		En realidad ni siquiera pudimos evitar que se magnificaran las acusaciones de alquimia y fraude electoral. Suponer que las elecciones fueron inmaculadas es ignorar nuestra historia. Lo que sí podemos sostener, sin embargo, es que la ley electoral ha hecho mucho más difícil el fraude electoral, por lo que éste es, cuando menos en las ciudades, de naturaleza marginal.

		En el campo, donde hay poco control sobre el proceso, es casi inevitable que se infle la votación, tanto para bajar la imagen de abstencionismo, como para contrarrestar los votos que la oposición pueda recibir en la ciudad; pero no porque en el campo haya peligro de que pierda el PRI.

		Las dudas sobre la honestidad del proceso surgen, entre otras cosas, porque el actual sistema electoral no es suficientemente transparente. Necesitamos profundizar la reforma política modernizándolo en todo lo posible. Concretamente creo que mejoraría la credibilidad en el sistema si se acortara el periodo del conteo de votos.

		De cualquier forma, quiero dejar claro que yo no creo en la política de carro completo y así se lo hice saber a Gobernación, pidiéndole que no vacilara en reconocer los triunfos de la oposición. Sin embargo, sé que no puedo birlarle sus triunfos al PRI en aras de una negociación con los partidos de oposición, porque ello dañaría mucho la moral del partido.

		El resultado de las elecciones confirma que, a pesar de la crisis, el PRI sigue atrayendo a la mayoría efectiva de los votantes. Esta continuidad seguramente también se dio en la percepción que la gente tuvo de las elecciones. Ello significa que, independientemente de lo que en realidad ocurrió, quienes consideran que el PRI no necesitaba hacer fraude electoral para ganar, pues de todos modos ganaría, siguen pensando lo mismo, como también ocurre con quienes están convencidos, como resultado de un estado emotivo personal, que el PAN ganó las elecciones, pues seguirán pensándolo.

		Ganar la batalla por el voto, habiendo perdido en buena medida la de la credibilidad, nos dio una victoria amarga. Lo más preocupante es que el proceso propició la radicalización de los ánimos. El PAN está enardecido y los partidos de izquierda desesperados. Éstos se dan cuenta de que su posibilidad de ejercer presión política por la vía electoral es nula.

		En términos optimistas y fríos, lo ocurrido en este proceso electoral refleja que ya contamos con una sociedad más crítica y vigilante. El acicate de esta nueva actitud ha sido la dureza y persistencia de la crisis por la que atravesamos y, por lo mismo, no debemos sorprendernos si esta etapa se encuentra teñida por la rabia y la frustración. Estos sentimientos pasarán, dejando sembrada una actitud más participativa.

		

	
		

		Deuda externa: diálogo multilateral

		

		La conciencia sobre la gravedad del problema de la deuda externa latinoamericana ha ido en constante aumento, tanto entre las naciones deudoras como entre las acreedoras, y no es para menos, si se considera que los pagos de intereses que muchos países latinoamericanos hacemos al exterior son mayores que los créditos que recibimos.

		México es un exportador neto de capitales, lo cual resulta insostenible, porque restringe seriamente el crecimiento de nuestra economía y lastima a la sociedad, que cada vez ve con mayor cansancio que sus esfuerzos son insuficientes y que la recuperación económica es remota. Lo mismo ocurre en un gran número de países, particularmente en América Latina.

		En México, el tema se hizo central a partir de julio, cuando el recrudecimiento de la crisis económica provocó que se cuestionara la viabilidad de nuestra política económica y, especialmente, la viabilidad de seguir pagando la deuda externa en los términos actuales.

		La realidad es que desde que estalló el problema, en agosto de 1982, hemos tratado de replantear los términos de la deuda, buscando soluciones alternativas. Hemos ido trabajando sobre la marcha, renegociando aspectos que parecían imposibles. Hemos tenido logros y continuamos buscando mejores soluciones.

		Un ejemplo de nuestro esfuerzo permanente en este sentido fue la reunión de expertos que, con el auspicio de El Colegio de México, organizamos en Oaxtepec, Morelos, los días 13 y 14 de julio. Invitamos a los economistas que están ligados a los secretarios de Hacienda e incluso a los presidentes de los países latinoamericanos, a gente del Grupo Cartagena y del Banco Mundial. El asunto fue destapado, desgraciadamente, por The Wall Street Journal, lo que puso muy nervioso a Silva Herzog, quien se arrepintió del escándalo que con ello se provocó.

		A mí no me preocupó el asunto, pues aunque yo creo que cualquier negociación seria sobre la deuda tiene que hacerse en términos bilaterales, el camino para generar conciencia sobre la necesidad de modificar sus términos bien puede ser multilateral.

		El problema con este tipo de reuniones es que proponen la realización de un diálogo político entre acreedores y deudores, que es rechazado por los primeros, quienes se preguntan qué se quiere decir con diálogo político. Ellos temen que, tras ese concepto, simple y llanamente haya un conjunto grande de países endeudados que desean pedir a los industrializados que les anulen parte de su deuda o de sus intereses, o que les den plazos de pago de 40 o 50 años. Los Estados Unidos han dejado claro que, en su opinión, el diálogo político ya está teniendo lugar, de hecho, dentro del Fondo Monetario Internacional y del Banco Mundial, pues ahí hay comunicación entre diferentes gobiernos. La verdad es que tienen razón, pues nadie puede precisar qué se quiere decir con diálogo político.

		Sin embargo, también creo que la amenaza de que los países del Tercer Mundo se puedan insubordinar y romper el orden monetario existente sirve para que los norteamericanos tengan una mejor disposición al diálogo y a la renegociación concreta. Así que aunque no veamos con claridad lo que significa ese supuesto diálogo político, sí vemos la conveniencia ocasional de espantarlos con ese argumento. Tal vez ése sea, en última instancia, “el diálogo político”.

		Lo cierto es que ha habido avances en la conciencia internacional de lo que la deuda implica para los países en desarrollo. Una muestra de ello fue la resolución tomada por el FMI el 19 de abril pasado, cuando decidió establecer una estrecha vigilancia sobre los déficit públicos de los países desarrollados. Esta medida es importante, pues contribuye a que los norteamericanos tomen conciencia crítica de la política económica de Ronald Reagan y el daño que ésta hace a los países en desarrollo.

		Más recientemente, la Comunidad Económica Europea ha manifestado su inquietud por el deterioro de las economías de los países deudores, y aprovechado la gravedad de estos hechos para demostrar que también a los países europeos los daña el excesivo déficit norteamericano. Finalmente, hasta George Shultz ha reconocido que es imposible esperar que los países latinoamericanos cancelen su crecimiento para pagar la deuda.

		Internamente, ya no sólo es la izquierda la que pide que renegociemos o suspendamos el pago de la deuda; la iniciativa privada también nos lo solicita. Por ello, aunque no creo que ahora exista la receptividad necesaria entre los banqueros y los gobiernos de los países industrializados para llevar a cabo una nueva renegociación, he considerado conveniente promover declaraciones como la que hizo Héctor Hernández en Washington el 15 de julio. Ahí afirmó que México no conspira contra la banca internacional, pero advirtió al mismo tiempo que las restricciones al comercio internacional y la caída de los precios del petróleo amenazan con crear condiciones intolerables que impedirán a México hacer frente en forma plena a sus compromisos financieros externos. Estas declaraciones, por cierto, irritan mucho a Silva Herzog.

		En julio, el tema de la deuda se volvió candente, porque al tomar posesión, el Presidente peruano Alan García repudió las negociaciones con el FMI y limitó el pago de la deuda externa al 10% de los ingresos que el país pueda obtener por exportaciones. En lo personal, temo que el planteamiento de Alan García sea efímero, pues es insostenible, sobre todo después de que los Estados Unidos le cortaron toda ayuda económica.

		Finalmente, el 30 de julio se inició en La Habana la reunión más numerosa que se haya realizado sobre el tema de la deuda externa. Asistieron más de 1 000 personas de diversos países latinoamericanos, lo que sin duda contribuyó al objetivo fundamental de Fidel Castro: reconquistar una postura significativa en el enfrentamiento entre el Este y el Oeste. Por lo mismo, el gobierno mexicano no asistió.

		Sin embargo, yo considero que todo lo que sirva para sensibilizar a los europeos, y en especial a los norteamericanos, sobre la carga económica y política que nos representa el pago de la deuda es positivo.

		

	
		

		Situación económica: recrudecimiento de la crisis

		

		El lunes 22 de julio, al inaugurar la II Reunión Nacional de la Banca, reconocí la existencia de un clima de preocupación y excesivo nerviosismo de los principales agentes económicos, como consecuencia de la evolución del proceso inflacionario; las desviaciones del déficit público; el debilitamiento de la balanza de pagos, en particular de la balanza comercial; la situación especulativa del mercado libre de cambios; las condiciones de inestabilidad y desorden en el mercado petrolero internacional, y los problemas que derivan de una situación económica internacional desfavorable en lo comercial y financiero.

		Por ello, señalé que resultaba necesario añadir a las medidas que se habían tomado en los últimos meses otras más profundas y enérgicas. A fin de atacar a fondo los problemas, propuse abatir el crecimiento del gasto corriente mediante la reducción de estructuras del gobierno federal y del sector paraestatal, acelerar el proceso de sustitución de permisos previos de importación por aranceles, inducir un tipo de cambio flexible, mejorar la recaudación fiscal y fortalecer la intermediación financiera.

		El dramatismo de estas medidas se hizo evidente dos días después, cuando los secretarios de Estado correspondientes anunciaron las disposiciones específicas para su ejecución. Esto es, la eliminación de 15 áreas con nivel de subsecretarías de Estado y coordinaciones generales, así como de 50 direcciones generales en distintas dependencias gubernamentales; la elevación en 20% del costo del dólar controlado; la eliminación del permiso de importación para 7 159 fracciones, o sea, para 61.4% de las importaciones totales del país; el reconocimiento de un mayor déficit público, y la reducción en 10% de mi sueldo, así como la congelación del sueldo y las prestaciones de los secretarios de Estado, subsecretarios, oficiales mayores y sus equivalentes en el sector paraestatal y la banca.

		Anunciar estas medidas significó, en términos políticos, dar la cara por los errores que cometimos y que permitieron que la economía se desviara. En términos personales, el proceso de reconocer fallas que se hubieran podido evitar me resultó muy doloroso. Concluí, sin embargo, que la falla objetiva de nuestro sistema estriba en la carencia de los instrumentos de diagnóstico adecuados para detectar, de manera oportuna, los problemas que deben plantearse en la mesa del Presidente. Sin ellos, es difícil tomar las decisiones pertinentes. Nuestra única justificación es que se nos escaparon cosas porque estábamos frente a un proceso económico novedoso y desconocido.

		Al hacer un análisis retrospectivo de lo ocurrido, resulta triste admitir que hasta aproximadamente septiembre de 1984, nuestro programa económico marchaba muy bien, lo que significa que no fue sino hasta el segundo semestre de ese año cuando perdimos el control del proceso económico. Creo que ello se debió a que confié demasiado en la racionalidad de mis secretarios de Estado y me equivoqué; vencieron su vanidad y sus temores.

		Las diferencias entre Silva Herzog y Salinas comenzaron en junio de 1984, cuando el primero me expresó su preocupación por el impacto que el aumento de las tasas de interés externas tendría sobre nuestras metas económicas. Le pedí que platicara con Salinas, quien sostenía que contábamos con reservas presupuestales suficientes para absorber dicho impacto. Como no me trajeron el asunto de nuevo, supuse que se habían puesto de acuerdo.

		El segundo episodio fue en octubre, cuando estábamos formulando el presupuesto para 1985. Ahí de nuevo Silva Herzog me expresó su preocupación porque el déficit anual y la inflación fueran mayores a lo presupuestado. Una vez más le pedí que hablara con Salinas, quien después de esa conversación acordó bajar en algo el presupuesto. Cuando posteriormente los interrogué, me dijeron que ya habían arreglado sus diferencias.

		Sin embargo, desde ese mes de octubre el sector privado empezó a hacer críticas muy fuertes en el terreno económico. Yo sospeché que se trataba de una táctica preparatoria ante las próximas elecciones, cosa que Silva Herzog y Salinas me confirmaron, diciendo que la crítica del sector privado era sólo una maniobra política. Así, en noviembre, ante el Congreso de la Unión, los dos secretarios defendieron el paquete presupuestal para 1985.

		En diciembre, la inquietud y las críticas de la iniciativa privada hicieron subir el barullo en torno a nuestro manejo de la economía. En enero, cuando empezamos a conocer las cifras, vimos que efectivamente la inflación y el déficit habían sido mayores a lo programado.

		Para entonces, el sector privado ya estaba molesto, consciente de que el control de la economía se nos estaba saliendo de las manos. Tuvimos que enfrentar, además, las presiones que ejerció el Fondo Monetario Internacional para continuar su acuerdo con nosotros. Para colmo, a partir de enero se perfiló a la baja el precio del petróleo.

		Sólo cuando todas estas cifras salieron a flote, Miguel Mancera me buscó para presentar un panorama de cataclismo y pedir medidas drásticas. De cualquier forma, le reclamé que teniendo acceso a mí, jamás me hubiera buscado para darme a conocer su punto de vista. Él se excusó diciendo que había querido actuar de una manera muy institucional, por lo que se había limitado a intentar influir sobre su cabeza de sector.

		Enero fue un mes de sustos y reacomodos. Yo le pedí a los secretarios de Hacienda y de Programación y Presupuesto que ellos y sus técnicos confrontaran cifras y platicaran entre sí. Antes de partir a mi viaje a Yugoslavia y a la India, del 24 al 31 de enero, pedí al gabinete económico que tuviera lista, a mi regreso, una propuesta de las medidas que necesitábamos tomar. Insistí en que buscaran la forma de que realmente corrigiéramos el déficit, de que no continuáramos por el camino de las podas presupuestales insuficientes y, en fin, que buscáramos el cambio estructural.

		Fue entonces cuando se decidieron las medidas que anuncié el 6 de febrero y que consistieron en la reducción del gasto público en 250 000 millones de pesos, la disminución del tamaño del sector público mediante la liquidación, venta, transferencia o fusión de 236 entidades públicas no prioritarias, cancelando y congelando 80 000 plazas, y la búsqueda de mecanismos que estimularan las exportaciones. Con ello pensamos que evitábamos el riesgo de una recaída en el proceso de la crisis, al tiempo que hacíamos frente a la disminución de 1.25 dólares en el precio internacional del barril del petróleo tipo Istmo, aceptada por México desde el 4 de febrero.

		Sin que se hubiera discutido en este paquete, el Banco de México aumentó en la primera semana de marzo el deslizamiento del peso frente al dólar y subió las tasas de interés, lo que generó un gran malestar en el gabinete económico, pues sus miembros cuestionaron por qué Mancera, que interviene y opina en la política de gasto y en la política comercial, maneja en sigilo los instrumentos del Banco de México.

		La falta de comunicación entre los encargados de ejecutar la política económica era evidente, aunque no el daño que ello significaba en el proceso de integración de información, análisis y toma de decisiones. Aun así, las decisiones se tomaron; el verdadero problema fue que no se ejecutaron eficazmente.

		Después de las medidas de febrero, aparentemente todo el gabinete económico se tranquilizó, aunque al poco tiempo fue resultando que varios de sus miembros habían quedado insatisfechos. Los Dimex, instrumentos que diseñamos para liberalizar la importación de insumos extranjeros, fueron coartados y limitados en el afán de imponerlos por medio del consenso, con lo que a la postre resultaron insuficientemente agresivos. Peor aún, el proceso de su negociación enfrentó a unos secretarios con otros, dando lugar a recelos.

		Como la inflación seguía sin ceder y los precios del petróleo amenazaban a la baja, en marzo redujimos en 150 000 millones de pesos más el presupuesto para 1985. Otro tanto tuvimos que hacer el 5 de junio, cuando anunciamos que el gasto público de junio a diciembre se contraería en 300 000 millones de pesos, que sumados a la reducción de 400 000 millones de pesos ya acordada, totalizarían 700 000 millones de pesos menos para 1985. El recorte del gasto se fue dando de manera escalonada porque cada vez que me presentaban el cálculo del déficit, éste resultaba mayor.

		El mercado petrolero es muy incierto, porque los países miembros de la OPEP han estado vendiendo su petróleo por abajo de los precios acordados, creando una sobreoferta. Nosotros decidimos no entrar a ese juego, firmes en nuestra convicción de que lo único que puede salvar a los países productores de petróleo es su disciplina.

		Como quiera que sea, fuimos víctimas del desorden del mercado. En mayo perdimos las ventas de 300 000 barriles diarios. Todo el gabinete económico quería que bajáramos los precios del petróleo, a fin de evitar la pérdida de ventas. No lo hicimos en espera de las resoluciones que habría de tomar la OPEP en Taif, Arabia Saudita. La junta estaba programada para el 2 de junio y Francisco Labastida conservaba alguna esperanza de que ahí se diese un paso estabilizador. Mario Ramón Beteta estaba más pesimista, pero tampoco quería precipitar una medida que presentara a México como esquirol de la OPEP.

		La realidad es que para entonces la indisciplina de los miembros de la OPEP y la competencia abierta de los productores que no participan en el cartel hicieron que el mercado spot sustituyera al mercado contractual como parámetro de las cotizaciones del petróleo en el mundo. Ello llevó, el 10 de junio, al rey Fahd de Arabia Saudita a amenazar a los demás miembros de la OPEP, si persistía la indisciplina, con aumentar su producción para provocar que los precios mundiales del crudo cayeran. El panorama era aterrador.

		Para precisar las decisiones en un asunto tan delicado, pedí a los directamente involucrados que discutieran la conveniencia de bajar el precio del petróleo en el seno del Consejo de Comercio Exterior del Petróleo, en el que participan los titulares de Pemex, SEMIP, Comercio, Hacienda y Banco de México. Sin embargo, resulta claro que tenían temor de tomar una medida sin que la aprobara el Presidente, sobre todo después del trauma que les dejó el pleito entre Díaz Serrano y Oteyza. Así que ni en mayo ni en junio se animaron a actuar, insistiendo en esperar los resultados de Taif.

		El jueves 6 de junio, Labastida me informó en España que la junta no había cambiado nada y que México ya había perdido en junio la venta de 800 000 barriles diarios, por lo que había que ajustar los precios del crudo pesado sin la OPEP y sin Venezuela. En fin, que había llegado el momento de reconocer que la indisciplina de la OPEP nos desbordaba.

		Sin embargo, en cuanto al crudo ligero, me pidió que esperáramos a que tuviera lugar, a finales de junio, otra reunión de la OPEP, pues todavía tenía la esperanza de que se lograra algún consenso.

		Yo autoricé a Labastida a mover el precio del petróleo hasta en 1.75 dólares, si fuera necesario. El hecho es que el Cocep decidió moverlo en sólo 1.50 dólares, anunciando el 17 de junio que dicho precio se haría retroactivo al primero de junio.

		Para ese momento ya se sabía en México que, además de la baja en el precio del petróleo, habíamos perdido mercado y, si a ello añadíamos el crecimiento del déficit y otros factores como la inflación, era evidente el porqué del clima de especulación. Desde que me fui a Europa sabía que la situación a mi regreso sería tremenda.

		Debo reconocer que antes de comenzar mi viaje, Mancera quería acelerar de nuevo el desliz del peso frente al dólar; sin embargo, aun cuando se desató la especulación, no se animó a mover el tipo de cambio en ausencia del Presidente. Por mi parte, no puedo negar que en mi ánimo contó el proceso electoral. Teníamos encima las tan anticipadas y temidas elecciones del 7 de julio, en que habrían de votarse siete gubernaturas y la diputación federal.

		En julio la situación económica no mejoró. En cuanto al precio del petróleo, la junta de la OPEP propuesta para finales de junio se retrasó al 5 de julio, y de todos modos no se llegó a ningún acuerdo. Por ello, el 10 de julio redujimos el precio del petróleo tipo Istmo en 1.24 dólares por barril, por lo que en el año su valor había descendido en 2.49 dólares. Asimismo, determinamos disminuir en 77 centavos de dólar el precio del crudo tipo Maya, que a su vez durante 1985 mostraba un deterioro de 2.27 dólares.

		Junto a estas medidas hubo que tomar otras. El 8 de julio, el Banco de México informó, por medio del Diario Oficial, que el gobierno federal había determinado dejar fuera del control de cambios las divisas que se negocian en el mercado libre, con lo que su cotización se definiría por el mercado. Ello significó una devaluación inmediata de ese tipo de cambio del orden de 35%. Esta determinación se debió a que decidí no soltar las reservas monetarias del Banco de México, pues temí que, de venirse la avalancha, los especuladores nos pudieran vaciar.

		Esta devaluación, que sólo tuvo efecto en 20% de las transacciones en divisas, afectó el ánimo y, por tanto, la confianza de la gente. El tipo de cambio preocupa mucho a la sociedad, ya que se toma como indicador del éxito o fracaso de todo el programa económico. Por ello, tras la devaluación, inmediatamente surgieron rumores absurdos como los que señalaban que se congelarían los depósitos bancarios o se abrirían las cajas de seguridad.

		A pesar de ello, tuvimos que seguir actuando y, como medida complementaria a dejar que el dólar libre se cotizara de acuerdo con el mercado, el 19 de julio el Banco de México aumentó las tasas de interés bancario hasta el 66%. También en julio cerramos el flujo crediticio, lo que acabó con la liquidez de las empresas y paró en seco la economía, situación que naturalmente contribuyó al ambiente de malestar de los agentes económicos.

		Estos ajustes en la política cambiaria y crediticia fueron la respuesta inmediata a los problemas generados por la especulación, cuya gravedad nos obligó a reconocer que no bastaba con atacar los síntomas del mal, sino que era necesario combatir las causas del problema. Con ese ánimo pedí a los titulares de Hacienda, Comercio y Programación y Presupuesto que se reunieran y prepararan el paquete de medidas fuertes que dimos a conocer a finales de julio, a las que ya he hecho referencia.

		La reflexión nos lleva hoy a la conclusión de que el repetido aumento en las tasas de interés externas durante 1984 distorsionó nuestro presupuesto de egresos por dos razones. En primer lugar, porque nos obligó a aumentar, con el fin de evitar la fuga de capitales, nuestras tasas de interés internas, si bien éstas se determinan también por la inflación interna y por el ritmo de depreciación del tipo de cambio. En segundo lugar, porque acrecentó el costo del servicio de la deuda externa.

		Por otro lado, nuestro presupuesto de ingresos también se vio afectado por la baja en el precio del petróleo, lo que disminuyó nuestra disponibilidad de divisas y deterioró nuestros ingresos fiscales. La razón por la que no se ajustó el presupuesto a tiempo fue, como ya indiqué, la falta de coordinación entre la Secretaría de Hacienda y la de Programación y Presupuesto.

		En este sentido, fallaron no sólo sus titulares, sino todo el sistema de coordinación. Sus puntos de vista, de manera elemental, podrían sintetizarse señalando que mientras unos consideran que el problema se reduce a que no se pudo contener el gasto, los otros señalan que el déficit correspondió exclusivamente al gasto financiero, provocado por tasas de interés internas excesivamente altas.

		Estos problemas de falta de coordinación estuvieron envueltos en un ambiente muy complejo en el que es difícil prever el movimiento de ciertos factores económicos. De hecho, hay que reconocer que estamos inmersos en un proceso deficitario-inflacionario que se alimenta a sí mismo. Por ejemplo, cubrir el déficit nos crea aumentos en la demanda de dinero del sector público, lo que nos obliga, para captar más dinero, a subir las tasas de interés internas, lo que hace que aumente el déficit público.

		Otra trampa en la que parece que estamos apresados es la dependencia de nuestro aparato productivo de insumos importados, pues dada la diferencia en el porcentaje de inflación entre México y Estados Unidos, estamos obligados a deslizar la cotización del dólar, lo que nos hace cada vez más costosos en pesos esos bienes extranjeros, alimentando con ello nuestra inflación.

		Pero junto a la dificultad de manejar instrumentos económicos de manera que se puedan romper los círculos viciosos que mantienen la inflación, nos topamos con el problema de detectar los movimientos de los factores económicos, sobre todo cuando éstos se comportan de manera inesperada. Tal fue el caso de la enorme actividad del sector privado desde el segundo semestre de 1984. Su inversión fue tanto más grande de lo que esperábamos, que no nos dimos cuenta de que el crecimiento del PIB pasaría del 1% estimado a 3.5% con el que concluyó el año.

		Este crecimiento superó la capacidad de ahorro nacional para atender la demanda total de crédito, redujo la producción disponible para la exportación y acrecentó las importaciones, lo que contribuyó a la inflación y demeritó el superávit de la balanza de pagos.

		La dificultad de detectar estos fenómenos en un plazo corto y la resistencia normal al cambio de cualquier estructura nos impidieron tomar medidas correctivas con la suficiente oportunidad. Sin embargo, en 1985, cuando se hizo evidente que las metas económicas para 1984 no se habían cumplido, a lo que se unió la baja en el precio del petróleo, comenzamos a actuar.

		Las decisiones, como expliqué, se fueron haciendo más profundas a medida que fuimos descubriendo el verdadero nivel del déficit público. Sin embargo, la economía siguió creciendo a toda velocidad, por lo que a pesar de las medidas correctivas, las tendencias negativas continuaron. En julio, cuando decidimos cerrar el crédito para enfriar la economía, ya llevábamos un ritmo de crecimiento del 6% anual, lo que significa que aun cuando se parara en seco la economía, ya teníamos asegurado un nivel anual del 3 por ciento.

		Este sistema de arrancones y enfrenones es muy malo. Pero por ahora no hay más alternativa que reconocer los errores y actuar. Confío en que los empresarios volverán a arrancar cuando enderecemos la economía, porque ellos siempre van a actuar cuando piensan que pueden hacer dinero.

		Nuestras metas siguen siendo la reordenación económica y el cambio estructural. El combate contra la inflación, por desgastante que sea, sigue siendo nuestro objetivo central, pues en los niveles en que actualmente se encuentra, además de ser profundamente inequitativa, imposibilita el crecimiento económico. Naturalmente, tampoco deseo bajar la inflación a cualquier costo. Ubico esta meta hasta donde razonablemente se pueda conservar el equilibrio social. La pregunta es, precisamente, dónde está el parteaguas.

		Las medidas de julio profundizaron las que habíamos tomado durante el primer semestre del año. La depuración del sector público resultó dolorosa y traumática, pero necesaria. Debemos continuarla si deseamos elevar la productividad del sector.

		Sin embargo, la única medida de este paquete que significa un cambio estructural fue la sustitución de los permisos previos de importación por un sistema arancelario. Se hizo esto porque el viejo sistema había generado situaciones injustificadas de privilegio, perjudicando al consumidor y tolerando niveles bajos de productividad que desalientan las exportaciones. Además, este sistema evitó un abatimiento mayor de la inflación al propiciar esquemas oligopólicos, así como prácticas de corrupción pública y privada.

		Tomé esta medida porque estoy convencido de que para salir de esos círculos viciosos es necesario cambiar las técnicas del proteccionismo. Al vincular de manera eficaz la actividad productiva del país a las corrientes comerciales y a los procesos de reconversión industrial que internacionalmente se están poniendo en práctica, estamos promoviendo la modernización necesaria de nuestra planta industrial, a fin de mejorar sus niveles de calidad y eficiencia para competir en los mercados del exterior. Esto nos coloca en una situación muy parecida a la que tienen los países miembros del GATT, sin tener sus beneficios.

		Ello me ha llevado a considerar la necesidad de revisar a fondo la conveniencia de que México participe en ese foro, pues en realidad resulta difícil aumentar nuestras exportaciones si no entramos al club en el que se organizan todos los que exportan. Nuestra situación actual es más desventajosa que la de los miembros del GATT, pues tenemos que terminar haciendo arreglos bilaterales que nos imponen las mismas reglas de dureza a las que obliga el GATT, pero no nos dan ninguna de sus ventajas.

		Volviendo al paso que ya dimos, hay que reconocer que creó dudas, pues significó entrar en tierra ignota, en la que el proteccionismo se dará por la combinación de dos factores: el monto del arancel y el tipo de cambio. Por lo pronto, los aranceles salieron con un buen margen.

		Esta medida fue como taparse las narices y echarse al estanque sin saber cómo haremos para nadar. Actuar de manera gradual, como me lo habían pedido los industriales, era imposible ante el cambio de circunstancias y porque, además, el asunto de los Dimex había mostrado que en la búsqueda del consenso terminaríamos por tomar medidas insuficientes. Si nos ponemos a discutir cada arancel, no acabaremos nunca. Tomada la medida, debemos buscar mecanismos de diálogo y concertación con los afectados.

		Todo esto ha creado un ambiente de incertidumbre, porque no sabemos cómo se van a mover las cosas. Lo importante, en este contexto, es mantener una actitud de apertura y de adaptación a circunstancias inesperadas. Todos me piden que les dé certeza económica, pero yo no se las puedo dar. Ello significa que nos mantendremos en el contexto de nuestro sistema político.

		En realidad, en este proceso de la crisis hemos ido creando un marco político que no existía en diciembre de 1982. Entonces se hablaba frecuentemente de que estaba cerca la descomposición del orden social. Todavía a finales de 1983, la gran pregunta era por qué no había ocurrido una revuelta social.

		Aunque ahora el ambiente es distinto, estamos en peligro constante de que ciertos factores económicos se salgan de nuestro control. Hay varios elementos que pueden convertirse en disparadores de una situación muy conflictiva, lo que hace que estemos viviendo un ambiente muy presionante.

		Para sufrir un escalofrío, baste pensar en que suban las tasas de interés internacionales, baje el precio del petróleo o se venga un alza salarial importante. Hay factores por los que yo no puedo responder y, por tanto, no puedo dar la certeza económica que me piden.

		La dificultad estriba en que tenemos que aprender a vivir en medio de esa incertidumbre. Para ello, debemos aprender a actuar con flexibilidad dentro del marco de principios que nos hemos propuesto, a fin de adaptarnos a circunstancias cambiantes e imprevistas.

		Las medidas que anuncié el 22 de julio durante la II Reunión Nacional de la Banca fueron dramáticas. Tuvieron por objeto retomar el mando de la economía y, con ello, tranquilizar a la gente. Tratamos de cuidar su presentación para lograr ese objetivo. Yo las anuncié de manera general, dando la cara a los problemas y, dos días después, el miércoles 24, los secretarios de Hacienda, Programación y Comercio anunciaron en televisión, en una conferencia de prensa conjunta, las especificaciones que las medidas suponían.

		Pensamos con cuidado en el escenario, para evitar que se diera la impresión de que se estaba anunciando la catástrofe nacional. Se acordó que los funcionarios estuvieran en una misma mesa, pero que para exponer su parte fueran pasando al podio uno por uno.

		Las medidas no provocaron reacciones viscerales o escandalosas ni entre los empresarios ni entre los líderes obreros. No hubo declaraciones tajantes al respecto ni se publicaron desplegados. Lo que hubo fue un silencio preocupante.

		Recabé opiniones aisladas que me desconcertaron y, a la postre, me resultaron poco convincentes. Así, el 30 de julio tuve una comida con Agustín Legorreta, Jorge Sánchez Mejorada, Antonio Ruiz Galindo, Fernando Aranguren, Alberto Bailleres y Pablo Deutz. Cuando llegué a casa de Legorreta, éste inmediatamente me dijo que habían destapado una botella de champaña, porque consideraban que no habían visto tanta decisión desde el primero de diciembre de 1982.

		Yo aproveché el ambiente positivo para decirles: “Ustedes tienen que ayudarme a colocar el 34% de las acciones bancarias”. Cuando ellos me dijeron que éstas no tenían ninguna rentabilidad, ni les daban influencia en la toma de decisiones, les contesté:

		—No deben verlo así, sino como una medida para buscar el equilibrio entre el sector público y el sector privado, porque lo que sí quiero dejarles claro es que, si al finalizar mi gobierno no se ha colocado el 34% de las acciones bancarias entre el sector privado, el próximo Presidente estará en una situación muy difícil, en la que es posible que cierre esta opción y, entonces sí, se rompa el equilibrio.

		Si es difícil saber lo que realmente piensan los grandes empresarios, es casi imposible saber lo que piensan los medianos y pequeños. Para ellos, el tipo de cambio es el signo fundamental de lo que está pasando. Advierten que se devaluó y que se efectuó un corte burocrático, pero no se dan cuenta de que la medida más profunda que he tomado es la que refiere a la política comercial, pues es la única que significa un cambio estructural.

		Supongo que si no ha habido reacciones airadas de las diferentes cámaras empresariales, es porque seguramente cada una de ellas está haciendo números para saber cómo le va a ir con los nuevos aranceles. Aquellos empresarios que sientan que no pueden sostener una situación competitiva, inmediatamente querrán irse sobre las cláusulas laborales. Sé que me van a pedir que intervenga, y yo les voy a decir que platiquen con su sindicato. Sin embargo, no tengo ninguna duda de que, en esta coyuntura, los empresarios me echarán encima a los obreros.

		Para conocer la reacción de mi gabinete, lo reuní el lunes 29 de julio. Quise tener con ellos la atención de explicarles lo que estaba pasando, a fin de hacerlos partícipes y pedirles su solidaridad y disciplina. Cuando iba a entrar a la reunión todavía no tenía claro lo que les diría, así que decidí dejar que primero hablaran ellos y se desfogaran.

		La cosa salió bien, aunque en un momento dado tuve que decirles:

		—Señores, lo que ustedes quieren es que yo les dé certidumbres y no se las puedo dar, porque no lo sé. Lo que sí puedo decirles es que estas medidas se toman como resultado de nuestro fracaso relativo. No es un fracaso total, porque hemos logrado algo, pero es un fracaso, como lo prueba la necesidad de tomar medidas correctivas. Es muy duro que hable así, pero no puedo arriesgar mi credibilidad —sobre todo cuando la del gobierno es muy baja y se habla de vacío de autoridad— haciendo declaraciones tajantes y absurdas que no sé si serían apoyadas por los acontecimientos posteriores. Yo no puedo asegurar que ya no va a deslizarse el precio del petróleo o del dólar. No quiero caer en lo que ha hecho Alfonsín en Argentina, que dice que no se va a entender con el Fondo Monetario Internacional, para luego entenderse.

		Durante la reunión, cuando estaban saliendo las dudas, Antonio Enríquez enfatizó que uno de los problemas era que los periodistas estaban manejando mucho el tema de la sucesión presidencial. Inmediatamente intervine señalando que quienes estaban promoviendo que eso ocurriera seguramente lo hacían por ingenuidad, porque les debía quedar claro que en los dos años que faltaban para la toma de esa decisión, podían cambiar muchas cosas y muchas personas. Añadí que, en mi experiencia, el camino para llegar a la Presidencia de la República no consistía en pedirle a los jefes de prensa que se dedicaran a deteriorar la imagen de los contrincantes.

		En fin, habrá que ver qué tanto entienden de esto y qué tanto siguen actuando igual, aunque yo espero que esta conciencia de la crisis, y de la dificultad de salir de ella, cambie su modo de actuar.

		Yo creo que Silva Herzog y Salinas van a cambiar, porque ambos están sufriendo las consecuencias de sus errores en su prestigio personal; tanto el público como sus colegas en el gabinete les reprochan el desorden económico. Por mi parte, les he dicho que no se vale que me propongan soluciones a medias como platillo para la decisión. Deben superar su temor a disentir en mi presencia presentándome sus diferencias en forma de opciones.

		Mi malestar por su actuación se hizo público el 30 de julio, durante el consejo del Banco Nacional de Crédito Rural, cuando les dije que los funcionarios no deben trabajar en aras de sus parcelas de poder, sino en bien del conjunto del gobierno.

		Julio fue un mes muy difícil. Primero hubo que reconocer cabalmente la magnitud del problema y luego tomar decisiones. Pero precisamente cuando me sentí rodeado de problemas, renové mi voluntad de cambio. Entonces me pareció evidente que cuando uno enfrenta muchos problemas a la vez, cada uno de ellos pierde dimensión y, por tanto, añadir uno más al conjunto tampoco es tan grave. En menos palabras, que las crisis son, paradójicamente, las verdaderas oportunidades para el cambio. Ello fue lo que me decidió a volver a plantear, precisamente en ese momento, la posible entrada de México al GATT.

		En general, me siento tentado a ir más a fondo en las medidas que tomé. Me gustaría, por ejemplo, purgar la burocracia de las empresas paraestatales y, en fin, buscar dónde está la improductividad del gobierno y atacarla. También me gustaría arremeter contra otro tipo de problemas de fondo, como el de los empresarios en el área de transporte.

		La gente está dispuesta al cambio, pero quiere la guía de una mano fuerte. Lo mismo ocurre con los secretarios de Estado, quienes me critican las áreas que no son suyas y me piden que actúe en ellas con mayor vigor. La realidad es que todos quieren cambios sin problemas, sin incertidumbres, y eso no es posible. Su petición, de cualquier forma, demuestra lo arraigado del autoritarismo y lo lejos que se encuentran de la democracia quienes no entienden que para que ésta exista, todos tenemos que desempeñar un papel.

		Estos primeros meses de 1985 me han parecido los más difíciles de mi gobierno. A la inmadurez de la sociedad, que espera todas las soluciones de mí, he tenido que añadir las dificultades económicas, la presión del proceso electoral y la situación internacional. De hecho, las últimas semanas de julio y primeras de agosto me resultaron muy deprimentes, pues no pude evitar, al reconocer las fallas y errores de mi gobierno, caer en la autoflagelación.

		

	
		

		Agosto de 1985

		

	
		

		Elecciones: enfrentamiento entre el PRI y la oposición en el Colegio Electoral

		

		EL COLEGIO ELECTORAL, QUE ES EL ÓRGANO PREVISTO POR LA LEY para calificar y sancionar los resultados de los comicios, sesionó del 15 al 30 de agosto. Participaron en él representantes de los nueve partidos involucrados. El PRI, como partido mayoritario, impuso en la presidencia a Píndaro Urióstegui. Tras él se encontraba Eliseo Mendoza Berrueto, quien fue elegido, el 5 de agosto, líder de la fracción priista de la Cámara de Diputados.

		El desarrollo del Colegio Electoral abría la oportunidad para tratar de recuperar la credibilidad perdida en el proceso electoral. Por desgracia, la ocasión fue desaprovechada, pues no supimos adecuar suficientemente los procedimientos tradicionales a la nueva realidad de los partidos opositores, pero sobre todo a la de la sociedad, ahora más vigilante y crítica.

		La agresividad de los partidos de oposición, dispuestos a magnificar cualquier incidente para desprestigiar al PRI y al gobierno, se hizo evidente desde las primeras sesiones. El sábado 17 de agosto, un error de procedimiento del presidente del Colegio Electoral suscitó un acalorado debate en la Cámara de Diputados.

		Al día siguiente, el PAN, el PDM, el PSUM, el PMT y el PRT dirigieron un escrito a los miembros del Colegio Electoral solicitando el remplazo de Píndaro Urióstegui. Señalaron que éste no había sido capaz de mantener el orden y la buena marcha del organismo electoral. Esta solicitud causó tal revuelo en las galerías de la Cámara de Diputados, saturadas de disidentes, que se llegó a ordenar el desalojo del recinto. El hecho fue ampliamente comentado, pues desde 1926 sólo en una ocasión había sido necesario actuar de esa manera.

		Todas las sesiones resultaron tensas y acaloradas, prolongándose con frecuencia más de 12 horas. A guisa de ejemplo, baste recordar que el miércoles 21, el PAN y el PSUM, en boca de Gonzalo Altamirano Dimas y Pablo Pascual Moncayo, respectivamente, tomaron la tribuna para acusar a la mayoría priista de un intento de cancelación del debate político sobre la calificación de los comicios, al negarse a recibir pruebas que demostraban hechos fraudulentos. En tono desmesurado y sentencioso, acusaron al PRI de haber envilecido el sistema político mexicano al consumar el mayor robo electoral de la historia de México.

		Acusaciones como éstas fueron frecuentes y aunque los priistas pasaron a tribuna para defender los casos en cuestión, su capacidad de votar unánimemente, y con ello imponer su decisión, llevó a sus detractores a calificar al PRI como el partido aplanadora.

		Lo novedoso no fue la forma en que actuó el PRI, ni tampoco el que se hayan intercambiado críticas e incluso insultos entre miembros de diferentes partidos políticos, sino la atención con que la sociedad siguió el proceso. Acciones que antes pasaban inadvertidas, ahora fueron motivo de escándalo.

		Cabe reflexionar que la forma precipitada en que la sociedad descubrió que se encontraba sumida en una crisis económica la ha alertado. Esto es un reflejo de ello, como también lo es nuestra oferta de modernizar el proceso político mediante el ejercicio auténtico de una transparencia electoral. En ese contexto, pero sobre todo al evaluar su resultado en la opinión pública, hay que reconocer que hubo fallas en el manejo del Colegio Electoral.

		Sin evadir mi responsabilidad, siento que las decisiones que tomé, y cuya bondad hoy cuestiono, estuvieron muy influidas por la forma en que se me presentaron las cosas. Por ejemplo, Eliseo Mendoza me trajo el caso de un distrito en Chiapas en el que, según los documentos que llegaron al Colegio Electoral, había votado a favor del PRI 92% del padrón electoral. Lo absurdo de la situación hacía evidente la alteración del proceso electoral, pues nadie puede creer que en un distrito rural de Chiapas vote un porcentaje tan alto, y menos aún que todos lo hagan a favor del PRI.

		No obstante, el líder de la mayoría priista me insistió en que para la opinión mayoritaria dentro del partido, lo sustantivo era que el PRI había ganado, pues la oposición no tenía ninguna presencia en ese distrito. Por tanto, me sugirió, y yo lo aprobé, que se sacara adelante ese caso.

		Ahora dudo que la decisión haya sido buena, pues tal vez hubiésemos ganado más al perder distritos como ésos, que en términos de poder no nos significan nada, pero que podrían servir para ejemplificar nuestra voluntad de combatir el fraude y, con ello, recuperar la credibilidad.

		Para tomar decisiones tengo que apoyarme en mis colaboradores; en este caso, en el secretario de Gobernación y en el líder de la mayoría parlamentaria. Sin embargo, de nuevo me asalta la duda sobre la medida en que ellos actúan como instrumentos del Presidente frente a determinados grupos, o como instrumentos de esos grupos políticos frente al Presidente. Reconozco que es legítimo y natural que mis colaboradores representen clientelas y burocracias que requieren, precisamente, representación. El problema es que yo tengo que evaluar su apreciación de la realidad, pues de otra manera estaría en sus manos y en las de sus clientelas, lo que nulificaría mi autoridad.

		Para aclarar dudas de este tipo, que en realidad me surgen en muchas ocasiones, debo abrirme más a escuchar a quienes se encuentran abajo de mis colaboradores directos, para así tener conocimiento de otras percepciones y conservar mi sentido de discrecionalidad. Creo que en este caso me resultará benéfico escuchar la opinión de algunos diputados de mi confianza.

		Como quiera que sea, lo evidente es que el proceso electoral estuvo mal defendido, tanto dentro de la Cámara de Diputados como fuera de ella. Resulta grotesco tanto alboroto para que, a final de cuentas, los casos cuestionables que el PAN amenaza con llevar a la Suprema Corte de Justicia sean sólo seis. En términos fríos, seis casos no representan nada para nosotros, y tal vez por imagen y prestigio hubiese sido más conveniente cederlos. De todos modos, lo que queda claro, y es el argumento que nosotros esgrimiremos, es que la gran mayoría de los casos de diputados priistas, 230, pasaron sin impugnación alguna.

		Si el Colegio Electoral fue una muestra, queda claro que no será fácil la relación entre la fracción priista y la oposición en la LIII Legislatura. En ella habrá poco que legislar, por lo que su meollo será el debate político. Sabemos que los opositores tienen como meta última desprestigiar a cualquier costo el sistema y que, por ello, están dispuestos a demeritar el debate. Por lo mismo, a nosotros nos corresponde tratar de elevar su nivel. Siento que debo darles más tiempo a los legisladores, aunque claro, sin menoscabo de la confianza que tengo en el líder.

		

	
		

		Septiembre de 1985

		

	
		

		Tercer Informe de Gobierno:

		reflexiones sobre la renovación nacional

		

		LA ELABORACIÓN DEL TERCER INFORME DE GOBIERNO me dejó un sabor de boca agridulce, pues si bien me sorprendió gratamente la magnitud de ciertos avances, como que en estos tres años hemos logrado construir 10 000 kilómetros de caminos, también tuve que reconocer nuestros fracasos en el terreno económico, que continúa particularmente embrollado y riesgoso.

		En el mes de agosto destiné mucho tiempo a reflexionar y a escribir el informe. Al principio estaba yo bajo el impacto y la desazón que me causaron las medidas económicas que tuve que tomar a finales de julio, y que me hicieron ver que la falta de coordinación de mi equipo fue la causa de errores que pudieron evitarse. Ello afectó mi ánimo, predisponiéndome a destacar más nuestros errores que nuestros logros.

		Sin embargo, me fui dando cuenta de que no era posible desahogar mi malestar en el Informe de Gobierno, porque ello nos abriría muchos flancos vulnerables, además de ser injusto e ingenuo políticamente. Lo que resultaba pertinente era armar un ambiente de credibilidad, tranquilidad y aliento, y no utilizar el informe como un ejercicio de autoflagelación para satisfacer mis propios requerimientos psicológicos.

		De cualquier forma, concluí que a la postre mi gobierno no será calificado por su éxito o fracaso al enfrentar el reto económico. Sin embargo, éste será sólo el primer paso, pues lo que logremos, por difícil que sea, será poco reconocido, pues la gente supone que ésa es la obligación natural del gobierno. Por tanto, creo que sin perder conciencia de que lo económico es medular, conviene enfatizar aquellos aspectos que, a mi juicio, dan un carácter particular a este gobierno, a fin de articular un proyecto y generar una imagen que refleje la forma en que quiero ser visto en términos históricos.

		Aunque yo estoy convencido de que mi gobierno ha definido con toda claridad su ubicación en el proceso histórico y con ello el rumbo que desea seguir, hay quienes señalan que carecemos de proyecto histórico y nos limitamos a sobrevivir. Esta aparente incapacidad para hacer entender a la gente la situación en que nos encontramos y lo que estamos tratando de hacer me llevó en el Tercer Informe de Gobierno a reiterar la necesidad y el sentido de realizar una renovación nacional.

		Resulta difícil encapsular en sólo dos palabras un proyecto de gobierno, particularmente si incluye la palabra renovación, pues ésta ha sido, de una manera u otra, la propuesta de todos los presidentes de la República. Sin embargo, en mi caso, creo que el término cobra mayor validez tanto por las circunstancias históricas por las que atravesamos como porque yo he actuado, desde el principio, en forma sistemática para lograr ese fin.

		El problema empieza porque se entienden y esperan cosas diferentes del término renovación. En primera instancia se esperan acciones, pero éstas tienen que oponerse precisamente a las tendencias históricas que se desea modificar y, en esa medida, suponen la reafirmación cotidiana de un proyecto histórico. Además, la renovación supone una actitud personal en la que cada quien tiene que analizar su responsabilidad para cambiar aquello que considere inadecuado o inventar aquello que a su juicio es necesario y no existe.

		Así, cuando hablo de la necesidad de una renovación nacional, muchos creen que me estoy limitando a solicitar una actitud nueva y mejor. Si bien esto es cierto, también lo es que, desde el inicio de mi gobierno, he tomado medidas y acciones para lograr el cambio de ciertas tendencias históricas.

		Con ese sentido, actualicé la Constitución y cambié el tipo de personal que ocupa los cuadros administrativos y dirigentes. También modifiqué el marco legal y funcional de mi gobierno. Propuse, en términos más amplios, la institucionalización frente al poder personal, demostrando con mi propia actuación la voluntad de cambio. Promoví la democracia frente al autoritarismo, estimulando para lograrlo cambios en las formas de proceder del PRI. Asimismo, planteé la apertura frente a la endogenia económica; el desarrollo horizontal frente a las decisiones verticales; la gestión administrativa frente a la gestión política del presupuesto; la administración frente al caciquismo; la descentralización frente al centralismo; la renovación moral frente a la corrupción; la disminución del aparato burocrático frente a la ineficiencia y el dispendio.

		El propósito de estos cambios es actualizar el sistema, respetando sus postulados esenciales y su sentido histórico. No deseo modificar los conceptos de democracia política o social de nuestra Constitución, o los referentes a la economía mixta y al sistema presidencialista, pues reconozco que se fundan en una experiencia histórica. Lo que propongo es actualizar las estructuras políticas, económicas y sociales del país, a fin de hacerle frente a las circunstancias nacionales e internacionales de fin de siglo.

		En el terreno económico es indispensable una mayor eficacia, lo que exige una reconversión industrial y comercial, así como la regularización de la tenencia de la tierra. En el terreno social, urge promover y dar cabida a una mayor participación ciudadana, pues la magnitud de las tareas que enfrentamos así lo requiere.

		Un buen ejemplo de las medidas que he tomado para cambiar las tendencias históricas que limitan nuestro desarrollo es la reforma municipal. Al respecto, promoví la modificación del marco legal para establecer, entre otras cosas, la obligación que los estados tienen de entregar a los municipios por lo menos 20% de los recursos que reciban del Fondo General de Participaciones.

		Este fortalecimiento de la vida municipal se complementa con la inclusión de los municipios, por medio del Convenio Único de Desarrollo, en la planeación y programación del gasto federal en los estados.

		Tenemos que renovar actitudes, mecanismos de operación y procedimientos. Para lograrlo, hay que reconocer las limitantes económicas del momento y actuar en consecuencia. Esto significa que ya no podemos proponernos proyectos gigantescos, sino que debemos centrarnos en proyectos medianos y pequeños que se desarrollen con el consenso y la participación de sus posibles beneficiarios. En fin, lo que hoy se requiere es actualizar el proyecto de la Revolución mexicana, no abandonarlo.

		La elaboración del Tercer Informe de Gobierno me hizo reflexionar también, tal vez porque llegaba yo a la mitad del camino, sobre la necesidad de reorganizar mi agenda, para dar cabida a un mayor número de gente de fuera del gobierno. Quiero, adicionalmente, acercarme más a los gobernadores, porque como alguien me dijo: “El Presidente no puede destinar todo su tiempo a los cardenales, olvidando a los obispos…”.

		En cuanto a los secretarios de Estado, les voy a pedir que de ahora en adelante me presenten más asuntos por escrito, para no sentir que todo mi tiempo se me va en hablar. En realidad, quisiera destinar mucho más tiempo a leer.

		En lo que se refiere a la relación con mis colaboradores, siento que tengo que llevarles las riendas más cortas. Debo vigilar con más cuidado el seguimiento de las cosas que se comprometen a hacer, a fin de impulsar lo que esté rezagado y corregir a tiempo lo que se desvíe, pues lo más enervante es ver que habiendo tomado yo las decisiones necesarias, ellos no las ejecutan. A ello se debe, en parte, que la renovación no tenga el ímpetu y la velocidad que yo quisiera.

		Cabe aquí mencionar que decidí suspender el experimento que hice el año pasado de enviar a los secretarios de Estado a presentar personalmente ante las respectivas comisiones del Congreso de la Unión sus informes de labores, pues no fue acogido positivamente. Los diputados, en particular los de los partidos de oposición, manifestaron airadamente su desinterés por escuchar la presentación de los informes de labores y se abstuvieron de analizar los documentos en el seno de las comisiones correspondientes. Por tanto, no fueron debidamente discutidos ni tampoco se elaboraron a partir de ellos cuestionamientos o recomendaciones para los funcionarios del área. Tampoco fue a partir de los informes que las comisiones citaron a los secretarios o subsecretarios a dialogar.

		En fin, la presentación de los informes irritó a los diputados, porque no permitimos que dichas ocasiones se convirtieran en foros para una discusión pública. En menos palabras, para los diputados, lo que no es motivo de lucimiento, no es de su interés. Esto demuestra que los diputados conciben el Congreso como un circo político y no como un contrapeso del Poder Ejecutivo.

		Yo quisiera que los diputados fueran más participativos y analíticos, pero no puedo precipitar artificialmente procesos para los que la sociedad no está preparada. Las cosas suceden dentro del límite de sus posibilidades. Yo no puedo hacer la tarea de otros, por lo que debo resignarme a que muchas de mis iniciativas se desvanezcan sin cobrar cuerpo.

		Muchas cosas cruzaron por mi mente a raíz de las reflexiones que hice en el mes de agosto. Al mirar hacia atrás, tuve la sensación de que los tres primeros años de mi gobierno se me han ido como agua, y la certeza de que los que faltan se me irán todavía más rápidamente. Dentro de dos años tendrá que darse a conocer el nombre de mi sucesor, lo que me obliga a analizar con cuidado la actuación de mis colaboradores.

		Algunos secretarios quieren distinguirse ante mí, en tanto que otros tratan de establecer su propio ámbito de consenso. Estos últimos buscan, más que mi apoyo, que se den en la sociedad las condiciones objetivas para hacerlos elegibles. Mi papel, por ahora, consiste en analizar cómo se mueve cada uno de ellos; medir su temperamento, su personalidad y sus habilidades.

		El gran problema de mis colaboradores es el desgaste político que las circunstancias les han impuesto. Reconociendo este hecho, lo que yo debo analizar con cuidado es la capacidad de cada uno de ellos para manejar su desgaste; ver cuáles se recuperan y cuáles no.

		Inevitablemente, el proceso de reflexión me hizo cuestionarme la imagen que la opinión pública tiene de mí. Concluí que en general me tienen conmiseración por las dificultades objetivas que he encontrado en mi gestión. También creo que me consideran una persona que aborda el trabajo con seriedad. Sin embargo, yo quisiera que también vieran en mí al líder que está llevando las cosas por el camino correcto, al líder acertado. Esto es particularmente importante, pues me parece evidente que la sociedad tiene, dada la gravedad de la crisis, necesidad de un liderazgo fuerte.

		

	
		

		Cambio de gobernador en Chihuahua

		

		El 19 de septiembre, el Congreso del estado de Chihuahua aceptó la solicitud de licencia del gobernador Óscar Ornelas Kuchle para separarse de su cargo por tiempo indefinido. Fue sustituido por el tesorero del estado, Saúl González Herrera.

		Esta remoción se debió a que el establishment priista consideró que la permanencia de Ornelas a la cabeza del estado sería un riesgo para la próxima elección de gobernador y alcaldes, que se va a realizar en julio de 1986, pues tenía al PRI estatal desarticulado y dividido. La Secretaría de Gobernación coincidió con esta apreciación, asegurándome que nada se podía hacer en el terreno del manejo político o de la eficacia administrativa, sin el apoyo del ejecutivo estatal.

		Aprobé la moción de sustituirlo, y Gobernación se ocupó de hablar con él. Ornelas no presentó absolutamente ninguna objeción, de manera que me inclino a creer que vio en su salida un descanso.

		El desastre político del estado se había hecho público a raíz de los siete reportajes que publicó Excélsior entre el 14 y el 20 de agosto. En ellos se ofrecía una imagen de descontrol y debilitamiento general del sistema político en la entidad, como producto de la crisis, de la labor del clero, de pugnas internas en el PRI y, finalmente, del manejo político ineficiente del gobernador Ornelas.

		Dichos reportajes aseguraban que una ola derechista, encabezada por el PAN, el clero y los grupos de poder económico, se había apoderado del estado con la anuencia del gobernador Ornelas. De éste se decía que había colocado a panistas reconocidos en cargos clave de la administración y que su limitada capacidad de negociación y conciliación había propiciado que surgiera entre amplios sectores de la población un sentimiento de abandono político y de vacío de poder, que haría muy difícil el triunfo del PRI en las elecciones para gobernador de 1986.

		Excélsior decidió publicar esa serie de artículos contra el gobernador Ornelas, como periódico que pretende ejercer influencia sobre el desarrollo de la nación. Gobernación no controla, ni puede controlar, a la prensa en ese nivel y, desde luego, no partió de Gobernación la iniciativa de esos artículos. Lo que pasa es que Ornelas estaba tan desprestigiado, que pueden haber sido muchos grupos los que los propiciaron.

		La situación en que había caído el gobierno de Ornelas pone de relieve la importancia que tienen los gobernadores para el buen funcionamiento del sistema. Frecuentemente se oye decir que López Portillo me dejó una herencia nefasta de gobernadores, pero en realidad esto no es cierto, pues hay de todo.

		Hay gobernadores buenos como Alfredo del Mazo, del Estado de México; Enrique González Pedrero, de Tabasco; Enrique Álvarez del Castillo, de Jalisco; Lauro Ortega, de Morelos; Alfonso Martínez Domínguez, de Nuevo León, y Samuel Ocaña, de Sonora, aunque éste lo haya sido sólo en el terreno administrativo y económico, y no en el político. Podría también añadir a Emilio González, de Nayarit; Tulio Hernández, de Tlaxcala; Guillermo Jiménez Morales, de Puebla; Rodolfo Landeros, de Aguascalientes; Pedro Vázquez Colmenares, de Oaxaca, y José Guadalupe Cervantes, de Zacatecas.

		En realidad hay de todo entre los gobernadores, y lo mismo va a ocurrir con los que yo deje, porque uno los selecciona, pero igual no crecen o se descomponen. Así que ése es el riesgo del mando.

		

	
		

		Sismos

		

		El jueves 19 de septiembre, a las 7:19 horas, un terremoto, con duración de 90 segundos y que alcanzó 7.8 grados en la escala de Richter, provocó una de las peores catástrofes naturales ocurridas en la historia de México.

		El epicentro del movimiento sísmico se localizó en las costas de Guerrero y Michoacán, y su área de influencia fue de 800 000 kilómetros cuadrados. El terremoto afectó a los estados de Jalisco, Michoacán, Guerrero, México, Puebla, Veracruz, Oaxaca, Chiapas y el Distrito Federal. La región más dañada, por la naturaleza de su subsuelo, fue la más densamente poblada: la Ciudad de México.

		Yo estaba vistiéndome cuando empezó a temblar. Unos segundos después de iniciado el terremoto me alcanzó mi esposa en el vestidor, donde permanecimos ese minuto y medio que resultaría mortal para tantos. Nosotros no nos dimos cuenta de la magnitud de la catástrofe, pues la residencia presidencial no crujió mayormente ni sufrió desperfectos.

		Tan pronto como pude, bajé al área de la casa donde se encuentra el Estado Mayor, a fin de preguntar si se realizaría la gira de trabajo programada para Lázaro Cárdenas-Las Truchas, Michoacán. Un oficial del Estado Mayor me informó que era necesario cancelar el viaje, pues habían recibido informes de que la pista de aterrizaje en Las Truchas estaba averiada. Añadió que tenía noticias de que también había habido daños serios en la Ciudad de México.

		Inmediatamente me comuniqué con los secretarios de Defensa y Gobernación y con el jefe del Departamento del Distrito Federal. Al tener más información, di instrucciones para que se iniciaran las primeras acciones de emergencia del gobierno federal. Autoricé la puesta en marcha de los planes de rescate del Ejército y la Marina. Cité a Bartlett a las nueve de la mañana y solicité que me organizaran, en compañía del regente, un viaje en helicóptero sobre la Ciudad de México. Todo esto ocurrió antes de las ocho de la mañana.

		El recorrido en helicóptero y después otro que hice en autobús me permitieron percatarme de la gravedad de los daños causados por el sismo en las delegaciones Cuauhtémoc, Venustiano Carranza, Benito Juárez, Gustavo A. Madero y Coyoacán. Ahí la destrucción de edificios públicos y privados, escuelas y casas habitación provocó una gran confusión: miles de personas removían escombros, entre heridos y muertos, tratando de salvar vidas. Al dolor y la desesperación se sumaba el temor por los inmuebles en peligro de caer, por la interrupción del servicio de energía eléctrica y de teléfonos, y por las fugas de agua y de gas. Se mezclaban el polvo y los incendios con el dolor y la angustia. La dimensión de la hecatombe era enorme.

		No obstante, la tragedia se circunscribió a áreas muy específicas, especialmente al México viejo, quedando la mayor parte de la enorme ciudad poco afectada. Allí, la vida cotidiana continuaba, ajena aún a la magnitud del desastre. Para muchos capitalinos el único efecto inmediato de los sismos fue la falta de agua, luz y servicio telefónico. Sin embargo, a través de la radio y la televisión pronto cobraron conciencia de la realidad y se volcaron a las calles de la Ciudad de México en un movimiento sin precedente de solidaridad y auxilio a las víctimas. También de los estados circunvecinos llegó apoyo material y humano.

		En las áreas de desastre la ciudad era un caos: el Metro se detuvo, el tránsito se desquició y en los cruceros grupos de civiles dirigían la circulación de automóviles. Incesantemente se oían las sirenas de patrullas y ambulancias. Los hospitales públicos y privados no se daban abasto para atender a los heridos. La angustia de los sobrevivientes atrapados y el dolor y la desesperación de los familiares que buscaban entre los escombros nos embargaron a todos. La tragedia envolvía a la nación.

		El sismo alcanzó dimensiones de catástrofe, esto es, rebasó la capacidad institucional para hacerle frente. Su magnitud nos tomó por sorpresa y tuvimos que actuar sin el apoyo de un plan de emergencia a la altura de las circunstancias.

		Al ver el desquiciamiento de la ciudad, me di cuenta de que lo primero que tenía que hacer era transmitir la sensación de que había mando, pues lo peor que puede ocurrir ante situaciones como éstas es dejar que cundan la anarquía, la agitación y el desorden. Resultaba necesario conservar la serenidad, pero al mismo tiempo mostrar decisión. Era necesario dar pasos firmes, por lo que decidí crear la Comisión Intersecretarial de Apoyo a la Zona Metropolitana y la Comisión Metropolitana de Emergencia. La primera quedó bajo la presidencia del jefe del Departamento del Distrito Federal y, la segunda, del secretario de Gobernación. Con ellas se trataba de establecer un mecanismo de coordinación de las diferentes entidades públicas, tanto para atender a la zona metropolitana como a las otras áreas afectadas en el resto del país.

		En ambos casos lo primero fue sumar nuestras fuerzas para enfrentar los problemas emergentes, tales como el rescate de sobrevivientes; la reubicación de enfermos; el restablecimiento de la vialidad y de los servicios públicos indispensables, como el agua potable, el drenaje, la electricidad, el teléfono y la seguridad pública; la creación de albergues; la prestación de servicios médicos, y el entierro de cadáveres.

		Todo era insuficiente. A guisa de ejemplo, baste señalar que desde luego no se daban abasto los jueces del Registro Civil para extender las actas de defunción requeridas, por lo que hubo que capacitar rápidamente a más personal, además de simplificar trámites obviando la autopsia y el certificado médico. Naturalmente, en el caos inicial, los problemas se enfrentaron como se pudo y seguramente hubo muchos entierros sin apego a los trámites legales.

		El mismo día 19, la Secretaría de Relaciones Exteriores comunicó a los gobiernos amigos el tipo de ayuda que necesitábamos. La ayuda comenzó a fluir en grandes cantidades, sobre todo de las organizaciones de mexicano-americanos de los Estados Unidos. También recibimos mucha ayuda de los estados de la República.

		El viernes 20 de septiembre a las 7:40 de la tarde tuvo lugar un segundo sismo. La intensidad fue de 6.5 grados en la escala de Richter, con epicentro nuevamente en las costas de Michoacán y Guerrero. El pánico cundió por todas partes. La gente salió de sus casas, desesperada. Muchos durmieron en parques, camellones o jardines. Los servicios públicos, apenas restablecidos en algunos lugares, volvieron a sufrir daños. En el Hospital de la Raza se procedió a la evacuación de pacientes y personal y los edificios del primer cuadro de la ciudad fueron totalmente desalojados.

		A partir de ese momento, y dada la gran cantidad de pequeños temblores que tuvieron lugar en los días siguientes, la población quedó en estado de angustia permanente, temiendo que en cualquier momento la sorprendiera una desgracia mayor. Para tranquilizar a los habitantes de toda la República e infundir aliento a los capitalinos, ese viernes 20 de septiembre les envié un mensaje televisado. En él dije: “La tragedia es grande, pero la capital de México no está arrasada; la capital de México, en grandes segmentos, está volviendo a la normalidad, y si bien lamentamos profundamente los daños y las pérdidas de vidas, tenemos que informar que la mayor parte de la Ciudad de México sigue en pie y sus habitantes siguen también, de la misma manera, en pie afrontando la tragedia con un vigor extraordinario”.

		Tales eran las urgencias, que mis secretarios estaban totalmente saturados e incluso rebasados por los problemas más apremiantes. Sin embargo, la dimensión de la destrucción propició que surgiera entre la opinión pública la convicción de que el sismo abría la posibilidad de un gran cambio. Era, según muchos, la oportunidad de realizar planes ahogados por intereses particulares.

		Esta idea, que si bien era cierta, dio pie a que se hablara de transformaciones radicales. Cada quien imaginaba que lo que deseaba podía ocurrir. Se hablaba de una transformación radical, como si México pudiera renacer, recrearse. Se cayó en excesos y se pensó que todo lo que se necesitaba para cambiar era una decisión, la mía.

		Este ambiente alcanzó a mis secretarios, quienes se dejaron llevar por la idea de que había que tomar medidas dramáticas al calor de los hechos. Por eso llegaron a presentarme planes sin detenerse a considerar todos los efectos de lo que me proponían. Así, por ejemplo, Salinas, Bartlett y Farell insistieron en verme la tarde del domingo 22 de septiembre para plantearme la posibilidad de dar a la Secretaría del Trabajo, para sustituir el edificio que perdió con el sismo, el local de la Universidad Pedagógica, y otorgar a la Secretaría de Comercio, cuyo edificio central se cayó, la antigua Escuela Militar de Popotla. Cuando les pregunté si ya habían consultado su propuesta con el secretario de Educación y si éste había negociado con el sindicato la cesión del edificio de la Universidad Pedagógica, me dijeron que no, como tampoco habían consultado con el secretario de la Defensa la entrega del edificio de la Escuela Militar.

		Irritado, tuve que decirles que era absurdo que me estuvieran presentando alternativas que no estaban suficientemente estudiadas. Les hice ver que yo no podía de un plumazo sacar a la Universidad Pedagógica de su edificio, pues ello podría provocar un problema grave con el sindicato de maestros. Por otro lado, les recalqué que ése no era el momento para provocar diferencias o enfrentamientos con el Ejército, ni siquiera para herir sus sentimientos.

		Éste es un ejemplo, entre muchos, de los intentos que hubo por hacerme tomar decisiones al calor de los hechos. Sin embargo, en todo momento tuve muy claro que, independientemente de la presión de las circunstancias, nadie me iba a empujar a dar de manotazos, porque un manotazo equivocado del Presidente de la República puede ser muy grave.

		En todo momento, pero sobre todo ante las situaciones de emergencia, creo que las cualidades personales más importantes son la serenidad y la decisión. Muchos, muchísimos miembros de la sociedad demostraron su capacidad para enfrentar positivamente las situaciones de emergencia. Su apoyo espontáneo, en forma voluntaria y autónoma, fue determinante para salvar muchas vidas y mitigar el sufrimiento de quienes fueron afectados por el sismo. Claro está, también hubo quienes acudieron a las áreas de desastre por morbo o con el afán de sentirse héroes de película.

		Sea como fuere, los terremotos provocaron una movilización social masiva que, desde nuestro punto de vista, abría la posibilidad de que brotara, en forma espontánea o provocada, la violencia social. En los primeros cinco u ocho días posteriores, percibí esta posibilidad, pues la energía generada por la movilización, al combinarse con los sentimientos de dolor, coraje o insatisfacción por la insuficiencia institucional para atender la situación, creaban el fermento necesario para desatar la violencia.

		Afortunadamente, la realidad fue otra. En el caos surgieron los líderes naturales, pero éstos y sus seguidores se dejaron orientar por las instituciones para prestar su ayuda. La formación institucional del mexicano se hizo evidente en la crisis: la mayoría de los voluntarios acudieron a la institución con la que más se identificaban para organizar su acción. Así, las escuelas, las iglesias, las universidades, los sindicatos, las empresas, la Cruz Roja y las asociaciones civiles, fueron los puntos de reunión y organización de los voluntarios. Los líderes naturales no se opusieron ni se enfrentaron a los representantes de la autoridad; al contrario, los apoyaron y, en caso necesario, los suplieron temporalmente.

		Los sismos movilizaron a la ciudadanía para ayudar, no para protestar. Curiosamente, se dieron situaciones extraordinarias, como que una pandilla de delincuentes robara una pipa de gasolina para llevarla al lugar donde más se requería… En fin, la respuesta de la sociedad frente a la emergencia fue muy positiva.

		Ahora bien, aunque las instituciones quedaron rebasadas por la catástrofe, actuaron de manera acertada dentro de sus límites. Baste analizar la eficiencia con que se trasladó a los enfermos de los hospitales dañados o la capacidad para brindar los servicios médicos indispensables. Creo que el Ejército, la policía, los bomberos y demás instituciones sociales reaccionaron muy satisfactoriamente ante la magnitud de los hechos.

		Yo considero que la actuación del Ejército, que se criticó mucho, fue buena. Lo que pasa es que los daños excedieron en mucho las posibilidades de ayuda del Plan DN-III, que está diseñado para poblaciones más pequeñas.

		Por otra parte, me parece absurdo el reclamo de que el Ejército no fue capaz de organizar a los voluntarios de la sociedad, pues encuentro inaceptable que, en cualquier circunstancia, el Ejército tome el mando sobre la sociedad civil. Por ello limité su participación a determinadas acciones. La principal falla, sin duda, fue la carencia de un plan global de acción civil ante el desastre. De cualquier forma, la elaboración y difusión del plan corresponde a la Secretaría de Gobernación y no a la Secretaría de la Defensa Nacional.

		Para afrontar la situación provocada por los sismos, tuve que tomar decisiones extraordinarias en el terreno económico. Imposible dejar sobrevivientes atrapados, edificios a punto de caerse o la ciudad sin agua. Tuve que ordenar que se imprimiera dinero, dejando para después la necesidad de encontrar una fórmula de sacarlo de circulación. Aun la inflación resultó secundaria en ese momento.

		En cuanto a los enormes gastos que la reconstrucción planteaba, nos propusimos presionar a nuestros acreedores hasta lograr los resultados que necesitábamos. Decidimos que había llegado el momento de marcar, con base en la realidad, el límite de nuestra capacidad de pago. Nos propusimos lograr arreglos que nos permitieran crecer a tasas razonables. La misma situación de emergencia nos obligó a actuar con celeridad.

		El 27 de septiembre, después de haber discutido los problemas económicos de México con el secretario del Tesoro de Estados Unidos y con funcionarios de los organismos financieros internacionales, Silva Herzog anunció que se habían logrado acuerdos de principio con el Banco Mundial y con el BID para reorientar el destino de varios préstamos contratados por México hacia la reparación de los daños ocasionados por los terremotos. El primero de octubre, la Secretaría de Hacienda informó que, de acuerdo con la comunidad financiera internacional, México diferiría el pago de 950 millones de dólares del capital de su deuda pública externa y fijaría en 180 días la nueva fecha para saldar ese compromiso.

		Además, el gobierno mexicano solicitó a la comunidad financiera internacional 500 millones de dólares “frescos”. El FMI puso a disposición de México 300 millones de dólares de ayuda de urgencia para los trabajos de reconstrucción y el Banco Mundial concedió a nuestro país dos préstamos por un total de 225 millones de dólares.

		Las noticias de estos préstamos hicieron que la opinión pública los cuestionara. Se alzaron voces en contra de que México contratara nuevos préstamos pero, sobre todo, se difundió la idea de que deberíamos declarar una moratoria unilateral. A fin de orientar a la opinión pública, haciéndole ver que la moratoria no es tan fácil como se cree, le pedí al Congreso de la Unión que organizara un foro de consulta popular al respecto. También nos propusimos acudir al Congreso del Trabajo con ese fin. Mientras tanto, nosotros seguimos adelante con los arreglos que juzgamos necesarios.

		Del sismo y sus efectos surgieron con gran vigor varias demandas. La más reiterada fue la necesidad de acelerar el proceso de descentralización. Ello nos obligó a modificar el enfoque respecto a ese proceso, al preguntarnos qué era lo que realmente resultaba necesario que permaneciera en la capital, en lugar de qué resultaba deseable sacar de ella. A reserva de recibir los estudios que en ese sentido pedí a cada secretaría, me parece que sólo deben permanecer en el Distrito Federal los estados mayores de cada Secretaría y ciertas direcciones generales básicas. Ello supone forzar un poco el paso de la descentralización, pues de otra manera se vuelve demasiado lenta, sobre todo ahora que se ha convertido en un clamor nacional.

		La primera tentación consistió en descentralizar aquellas entidades que sufrieron severos daños en sus inmuebles, pues las circunstancias hacían deseable que toda nueva inversión se hiciera fuera del Valle de México. Por lo mismo, nuestra primera determinación en los días posteriores al sismo fue buscar la forma de optimizar el espacio disponible en las oficinas públicas y, sólo habiendo agotado esa posibilidad, rentar oficinas nuevas. La adquisición de inmuebles para oficinas públicas en el Distrito Federal quedó prácticamente cancelada.

		Para determinar las posibilidades de la descentralización, debemos ubicarnos en un ritmo y en la realidad. Ésta depende, en mucho, de la capacidad de recepción de las ciudades medias que, en general, es muy limitada. En un primer paso, vamos a ver cuánta gente pueden recibir las ciudades de provincia, y en segunda instancia, cómo podemos aumentar esa capacidad de recepción, lo que implica que antes de enviarles gente, debemos estudiar su localización geográfica, dotarlas de agua, de comunicaciones y de escuelas. En fin, existen muchos factores que tenemos que considerar antes de actuar.

		Por otro lado, hay que acabar con los mitos sobre el centralismo. Por ejemplo, es un clamor que se vaya la Secretaría de Marina a Veracruz, cuando en realidad sólo 4 000 de los 25 000 miembros que componen la Armada Nacional trabajan en el Distrito Federal. Aun haciendo un esfuerzo de descentralización, no creo que se puedan sacar de la capital a más de 500 elementos. Lo que hace falta es que seamos capaces de explicar cuáles son las metas, los logros y los problemas en este proceso tan complejo.

		El meollo para hacerla efectiva es propiciar, en forma paralela a la descentralización física y económica, una mayor descentralización política. Para lograr este objetivo conviene que las secretarías den más funciones y poder a sus delegaciones en los diferentes estados. Por su parte, el gobierno federal tiene que desprenderse de facultades para transferirlas a los gobiernos estatales, y éstos, a su vez, tienen que hacer lo mismo con los gobiernos municipales.

		Sin embargo, es difícil obligar a quienes tienen el poder a cederlo, por lo que esto no va a ocurrir de la noche a la mañana. Las expectativas de que después del sismo se produzca un renacer absoluto, con cambios dramáticos, son simples ilusiones. Nos hacen pensar que es necesario que se calmen las neurosis agitadas por los hechos, y que todos volvamos a nuestra rutina, por odiosa que nos parezca.

		Entre las demandas planteadas por la sociedad con motivo del sismo y que suponían una decisión gubernamental, la más inmediata era la recepción y distribución de la ayuda material que nos llegó del extranjero. Éste era un punto delicado que, si no se organizaba bien, podía traer, como en el caso del régimen de Anastasio Somoza en Nicaragua, el desprestigio e, incluso, la caída de un gobierno. La honestidad en el manejo de la ayuda a los damnificados era de tal importancia que se la encomendé, de manera personal, al secretario de la Contraloría General de la Federación, Francisco Rojas.

		También con un peso moral se encontraba la solicitud de que se investigara la responsabilidad de los constructores de los edificios que se cayeron. Satisfacer este deseo sin caer en la creación de “comités del terror” me parece imposible, sobre todo porque es muy difícil determinar el tipo de impacto sísmico al que estuvo sometido cada edificio. Además, habría que ver si se cumplió con las especificaciones de la época en que fue construido cada edificio, así como muchos otros factores.

		Finalmente, el sismo también revivió la demanda de elegir al gobierno capitalino. Más que de origen popular, esta demanda proviene de los partidos de oposición, que buscan con ello un foro adicional para su acción. Fraccionar al Distrito Federal en municipios resultaría poco eficiente, porque está totalmente interconstruido. Baste preguntarse cómo podría municipalizarse la red de agua potable. Además, veo como inmanejable un Distrito Federal gobernado por distintos partidos políticos. Lo que considero factible es formar consejos delegacionales e, incluso, un Congreso local; esto es, abrir un diálogo político plural de nivel deliberativo.

		La decisión más importante de cuantas tomé consistió en señalar que la prioridad absoluta era salvar vidas, sin escatimar esfuerzo o tiempo. Indiqué que mientras se sospechara que había vida bajo los escombros, éstos serían removidos a mano. La fumigación fue cancelada en los primeros días.

		Esto le llegó a la gente, pues correspondía a sus propios deseos. No cabe duda de que lo que más impacta al ser humano es lo que se relaciona con los sentimientos. Por eso, en la relación entre gobernante y gobernados, hay que atender más esa parte.

		No obstante esa convicción, y mi deseo personal de permanecer lo más cerca posible de quienes sufrían las dramáticas consecuencias de los sismos, tuve que concentrarme en buscar la solución a los problemas más urgentes. Sin embargo, desde que me di cuenta de la magnitud del desastre, decidí visitar, mañana, tarde y noche, las áreas más afectadas.
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		Sismos: reacción gubernamental

		

		PASADOS LOS SISMOS, EL SOLO TRANSCURSO DE LOS DÍAS disminuyó la posibilidad de que la situación de emergencia se tornara violenta, potencialmente generadora de inestabilidad social.

		Los grupos que podían representar un problema político para el gobierno se fueron definiendo. El más importante lo componían quienes se quedaron sin vivienda, divididos a su vez en dos: los habitantes de Tlatelolco y los de Tepito. También hubo que considerar la presión de los médicos afectados por el desalojo y el cierre de los hospitales General de México y Juárez, y el problema que representó el desamparo y las demandas de las costureras del área de San Antonio Abad. Sin embargo, antes de comentar cómo enfrentamos a estos grupos y sus problemas, conviene describir las acciones que tomamos al iniciar el mes de octubre para desahogar el ambiente de inquietud que se había formado.

		La participación de un sector importante de la población en las labores de rescate y apoyo a los damnificados significó, sin lugar a dudas, una experiencia colectiva sorprendente y muy positiva. Sirvió para que todos revaloráramos la voluntad de ayuda mutua que, pese a su dimensión, todavía existe en la Ciudad de México. También demostró la capacidad de organización de una sociedad mayoritariamente joven.

		Esta situación conmovedora y de excepción llevó a ciertos grupos intelectuales a cuestionarse, o mejor dicho a sentenciar, que las circunstancias obligaban a renovar las relaciones entre el gobierno y la sociedad, aunque sin explicar cómo, ni por qué. Su argumento se limitaba a señalar que esto era impostergable porque “la sociedad había rebasado al Estado”.

		Desde el punto de vista del gobierno, lo deseable era conservar, durante la etapa de la reconstrucción, la valiosa voluntad de participación y de servicio mostrada por la sociedad. Para nosotros era importante recalcar que se necesitaba el apoyo de toda la sociedad ante la enormidad del reto. Lo que las circunstancias requerían, desde nuestro punto de vista, era dar un nuevo giro y un mayor énfasis al concepto que manejamos desde mi campaña presidencial: la participación democrática. Necesitábamos crear los foros adecuados para que todo aquel que quisiera participar encontrara la posibilidad de hacerlo, abriendo con ello los canales para que la sociedad pudiera vivir una catarsis.

		Mi propuesta consistió en abrir el diálogo sobre todos los temas que en ese momento angustiaban a la gente, por medio de la Comisión Nacional de Reconstrucción que instalé, en presencia de todo mi gabinete y de aproximadamente 1 000 invitados que representaban a todos los sectores y actividades de la sociedad, el 9 de octubre en el patio del Museo Nacional de Antropología. En dicha ocasión, me esforcé por enmarcar el proyecto de reconstrucción dentro del ámbito más amplio de un movimiento de renovación nacional, ligando así el quehacer posterior al sismo con mi proyecto de gobierno.

		La comisión se integró con seis comités de apoyo, que yo ofrecí presidir personalmente: el Comité de Reconstrucción del Área Metropolitana de la Ciudad de México; el Comité de Descentralización; el Comité de Asuntos Financieros; el Comité de Auxilio Social, con cuatro coordinaciones: salud, educación, empleo y vivienda; el Comité de Auxilio Internacional, y el Comité de Prevención de Seguridad Civil.

		En todos los casos, los comités estarían integrados por miembros distinguidos de la sociedad, provenientes de distintas actividades y filiaciones políticas e ideológicas, y no por servidores públicos. Con ello pretendíamos abrir los canales de diálogo del gobierno, al tiempo que fomentábamos una mayor comunicación entre los miembros de la misma sociedad, que de hecho nunca dialogan entre sí.

		Este ejercicio tenía por objeto facilitar el consenso en torno a las acciones que inevitablemente tendríamos que tomar. Ello no significa que se estuviera buscando, de manera específica, un nuevo equilibrio en la relación entre el gobierno y la sociedad, que, por cierto, siempre es cambiante. Nuestra voluntad de escuchar, y por tanto de formar los comités de la Comisión Nacional de Reconstrucción, tuvo por objetivo último incorporar al sistema a aquellas fuerzas que no hubiesen tenido acceso al marco institucional. En este sentido, no se trató de nada nuevo, sólo se aprovechó la apertura que provocó el sismo.

		Los comités no se plantearon como excluyentes ni impidieron que el debate se diera en otras instituciones, como las universidades o los partidos. El Congreso de la Unión, que parecería el órgano más adecuado para analizar los distintos puntos de vista de la sociedad, resultó profundamente ineficiente, dados sus procedimientos asambleístas. Baste recordar que, al día siguiente del temblor, los diputados abrieron el tema a debate y se inscribieron 64 oradores. Naturalmente, cuando iban en la perorata veintitantos se dieron cuenta de lo grotesco de su procedimiento y lo suspendieron.

		Desgraciadamente, los legisladores fueron incapaces de subdividir los temas para tratarlos en comités. La situación de desorganización del Congreso fue tal, que incluso tuve que insinuarle al líder de la mayoría priista que formara un Comité Pluripartidista de Reconstrucción, así como un Comité de Quejas. También le dije que me gustaría que los diputados propusieran iniciativas, y añadí que si lo requerían, podría mandarles algunos técnicos para que les ayudaran a elaborarlas. De cualquier forma, con diálogo en el Congreso o sin él, yo tuve que seguir actuando; por eso instalé la Comisión Nacional de Reconstrucción.

		Un proceso que afortunadamente se desencadenó en esos días fue el de las aportaciones al Fondo Nacional de Reconstrucción. Para estimularlo, yo mismo recibí muchos cheques, dedicando a ello días enteros y publicando la información en los periódicos, lo que convirtió la entrega de donativos en un acto con relieve político para los empresarios. Llegó el momento en que sentí que aportaban sus donativos como quien compra protección, esto es, para quedar bien con el gobierno y asegurar que, cuando fuese necesario, sus asuntos se atendieran con rapidez.

		Algunos de los que trajeron dinero vinieron auténticamente acongojados, en tanto que otros cayeron en el cinismo. Ése fue el caso de los empresarios de la Volkswagen, quienes después de entregarme su donativo solicitaron que saliera en la prensa y aprovecharon para tratarme la problemática de su empresa. Me pareció una situación tan desagradable como si alguien aprovechara un pésame para tratar un negocio con los deudos. Sin embargo, tuve que aguantarme. ¡Todo sea en aras de la unidad nacional!

		Nuestras acciones para fomentar el diálogo y fortalecer la unidad nacional fueron acompañadas, en todo momento, de un enorme esfuerzo cotidiano por restablecer los servicios básicos y resolver los problemas que impedían el funcionamiento normal de la ciudad. Al cumplirse un mes de ocurrido el sismo, la Comisión Metropolitana de Emergencia informó que, en lo referente al abasto de agua, se habían reparado 4.2 kilómetros de tuberías y seis fuentes de abastecimiento, y que se habían sellado 2 035 fugas, con lo que dicho servicio se normalizó en 95 por ciento.

		En tanto se realizaban estas labores de reparación, tomamos medidas de emergencia para surtir de agua potable a la población. El DDF y la SARH comenzaron, a los dos días del sismo, a distribuir agua por medio de carros-cisterna o de envases diversos a más de 400 000 personas que carecían de ella. El envío solidario de 321 pipas procedentes de los estados circunvecinos facilitó y amplió la enorme labor.

		La capacidad de acción y organización del gobierno fue enorme. Por ejemplo, la pérdida de más de 4 000 camas de hospital en sólo 90 segundos fue subsanada con medidas que optimizaron la capacidad de los servicios de salud que presta el gobierno. En fin, sin entrar en más detalles, sí resulta conveniente resaltar que las acciones del gobierno no fueron sólo de corte político, aunque la adopción de este tipo de medidas fue determinante. Tal vez sería más preciso decir que la estabilidad política pudo mantenerse porque se actuó con celeridad y eficiencia tanto en las áreas operativas como en relación con los problemas políticos.

		El más apremiante, el que sentimos que podría provocar movilizaciones sociales si no lo atendíamos con toda prontitud fue el derivado del desamparo, la inquietud y la agresividad de quienes se quedaron sin vivienda. Algunos demandaban la identificación y el castigo de posibles responsables de construcciones defectuosas que al caer causaron la muerte de miles de personas, y exigían la consecuente indemnización a los deudos y afectados. Otros pedían la protección de la autoridad frente a caseros, sobre todo en vecindades con rentas congeladas, que querían aprovechar el forzado abandono de las viviendas para desalojar legalmente a los inquilinos. Otros más solicitaban peritajes confiables para saber si podían volver a sus viviendas. Muchos pedían ayuda para reconstruir.

		La población damnificada se dirigía al gobierno en forma airada o respetuosa, pero siempre firme, para obtener respuesta al grave problema de la pérdida de su vivienda.

		Esas demandas fueron expresadas por tres grupos principales de damnificados: los de las unidades habitacionales Nonoalco-Tlatelolco y Benito Juárez, administradas por el gobierno; los de colonias de clase media como la Roma, la Juárez, la Narvarte, la Condesa y aledañas, y los de barrios del México viejo, como Tepito, Peralvillo y las colonias Morelos y Guerrero, entre otros, donde habitan familias de escasos recursos y con gran arraigo en esas zonas.

		En la Unidad Nonoalco-Tlatelolco se derrumbaron dos terceras partes del edificio Nuevo León y, según las primeras evaluaciones, de los 102 edificios del conjunto, 23 tendrían que ser desalojados. En total se estimaba que habían quedado inutilizados más de 3 000 departamentos. En el multifamiliar Juárez se produjeron severos derrumbes parciales en tres de los 19 edificios y los demás no ofrecían suficiente seguridad para ser ocupados nuevamente. En total, 745 departamentos quedaron inútiles.

		En las colonias populares del México viejo ubicadas en el centro de la ciudad, a primera vista no se apreciaba la magnitud de los daños, pues allí no había derrumbes espectaculares, sino miles de casas, de por sí muy deterioradas, con grietas y derrumbes internos. Allí donde las vecindades tenían años de abandono y descuido se cayeron trabes, bardas y paredes. Muros y escaleras desprendidas colgaban inútiles o ya no conducían a ningún lado. Según estimaciones posteriores, más de 20 000 viviendas deberían ser derrumbadas o requerirían una reparación mayor.

		En las colonias Roma, Condesa, Narvarte, Doctores, etc., varios edificios se cayeron y muchas viviendas sufrieron daños, algunos irreparables. La colonia Roma ofrecía el 19 de septiembre un panorama desolador.

		Consciente de la gravedad de los daños sufridos por las viviendas en la capital, el 24 de septiembre me reuní con los secretarios de Gobernación, Hacienda y Crédito Público, Programación y Presupuesto, y Desarrollo Urbano y Ecología, así como con el jefe del Departamento del Distrito Federal, con el objeto de afinar nuestra política de vivienda respecto a los damnificados.

		En esta reunión se presentó un primer inventario de 9 146 viviendas inmediatamente disponibles. Posteriormente se agregaron 5 000 viviendas del Infonavit, disponibles en los siguientes tres meses. En la reunión, se puso especial atención en las acciones que se iban a realizar en las unidades habitacionales Nonoalco-Tlatelolco y Benito Juárez.

		La realidad es que muy rápidamente nos dimos cuenta de que Tlatelolco se podía convertir en una bomba política, dada la capacidad de protesta de sus habitantes, que de tiempo atrás estaban organizados en una variedad de asociaciones políticas muy activas. Por ello autoricé, desde esa primera reunión de gabinete, que se indemnizara a las personas cuyos edificios estuvieran asegurados y se les dieran créditos blandos para adquirir las viviendas que ofrecían los organismos del Estado y la banca.

		Lo más importante es que desde el primer momento establecimos los mecanismos para negociar cada caso por separado, pues preveíamos que los demandantes tratarían de lograr un convenio único, lo cual no sólo les favorecería en términos económicos, sino que crearía un frente político muy fuerte.

		Dispuse que fuera la Sedue la que realizara las negociaciones pertinentes con los dueños de departamentos, inquilinos, habitantes de cuartos de azotea, locatarios y demás damnificados de Tlatelolco, pues el Fondo Nacional para la Habitación Popular, organismo encargado de la administración de esa unidad habitacional, estaba totalmente desprestigiado entre sus habitantes. Nuestra meta era negociar con quien fungiese como cabeza de cada edificio, pero tomando en consideración las diferencias de cada caso.

		Empezó el proceso de negociación y, sin embargo, no fue posible evitar que el 27 de septiembre se encaminara a Los Pinos una manifestación relativamente grande. Pudimos detener el avance de los contingentes enviando gente de la Secretaría Particular a negociar con ellos. Los marchistas se detuvieron en Reforma, y sólo una comisión formada por sus líderes fue admitida en Los Pinos para dialogar.

		Esta primera conversación fue bastante fructífera, pues se logró encaminar a los manifestantes a la Sedue. A partir de ese momento se iniciaron diversas entrevistas entre los líderes de los damnificados y las autoridades de la Sedue y de los organismos encargados de atender la demanda de vivienda.

		A partir del primero de octubre se instalaron dos centros de atención a los damnificados, independientemente de que la posesión de la vivienda derivara de renta o propiedad. En realidad se ofrecieron a los damnificados cuatro opciones: recibir una nueva vivienda con el financiamiento correspondiente de los organismos del sector; comprar vivienda a terceros mediante créditos hipotecarios de la banca, del ISSSTE o del Infonavit; reparar su vivienda comprando, con líneas especiales de crédito, materiales a precios inferiores a los del mercado de mayoreo, o, para atender sobre todo a los pensionados o jubilados de escasos recursos, un mecanismo por el cual parte de los pagos de amortización de los créditos fuese cubierta por otro u otros miembros de la familia.

		Creo que la estrategia de brindar soluciones concretas para quienes negociaron dentro de los marcos propuestos por el gobierno fue buena. Sin embargo, surgieron problemas porque el titular de la Sedue, Guillermo Carrillo Arena, trató con brusquedad a los damnificados. En sus negociaciones, según él mismo me dijo, presentó la cara dura, dejando al subsecretario Gabino Fraga la posición conciliadora. Este error, derivado de la incapacidad de Carrillo Arena de reconocer que se encontraba frente a un grupo de gente muy distinta de aquella con la que había negociado en experiencias anteriores, ya que en esta ocasión se trataba de un grupo altamente politizado, terminó por cerrar las instancias del diálogo dentro de Sedue.

		Por ello, el 12 de octubre tuvo lugar una segunda marcha de tlatelolcas a Los Pinos. En esta ocasión, Cuauhtémoc Abarca, su líder, se identificó, cosa que no hizo en la ocasión anterior. Los damnificados exigieron verme, argumentando que era inaceptable que no los recibiera, habiendo ya recibido el día 2 a Plácido Domingo, el conocido cantante de ópera cuya colaboración en el rescate de víctimas del edificio Nuevo León fue muy distinguida y publicitada.

		Accedí a verlos para evitar que el malestar creciera. La entrevista transcurrió en forma respetuosa y les concedí varias de las cosas que me pidieron, como indemnizaciones por mobiliario o por los automóviles destrozados dentro de Tlatelolco como consecuencia del sismo. Ello me permitió suavizarlos y enviarlos de nuevo a la Sedue.

		La percepción de cuándo hay que recibir a un grupo y hasta dónde se puede ceder a sus peticiones ha fallado en algunos de mis colaboradores. Parecen encajonarse en las estrategias que hemos diseñado. Por ejemplo, en este caso, el que estuviéramos negociando por separado las demandas de los damnificados, a fin de desmantelar la base de los grupos de presión, no nos impedía recibirlos y hacer algunas concesiones. En política hay que saber llevar la rienda por los dos lados.

		En fin, creo que el sentido de la oportunidad, que es vital en toda labor política, ha fallado en algunos de mis colaboradores, lo que ha hecho que todos los problemas le lleguen al Presidente.

		De cualquier forma, la negociación con los damnificados de Tlatelolco fue avanzando. Cada día aumentaba el número de edificios en los que se llegaba a un acuerdo, por lo que se logró evitar que explotara la bomba.

		Otra acción determinante para enfrentar el problema de quienes se quedaron sin vivienda en las áreas del México viejo fue la expropiación, el 11 de octubre, de cerca de 5 500 predios, con una superficie de 250 hectáreas, a fin de beneficiar a más de 180 000 habitantes de 111 colonias populares del Distrito Federal. Se trató de una expropiación sin precedente en nuestra historia y de una de las mayores concebible en una metrópoli.

		Los inmuebles afectados por los sismos eran vecindades muy antiguas que no habían recibido mantenimiento, tanto porque los propietarios no tenían un rendimiento adecuado, por tratarse de inmuebles con rentas congeladas, como porque los inquilinos no tenían recursos para sostener sus viviendas. Lo determinante es que sus habitantes estaban profundamente arraigados en sus barrios y se resistían a ser movilizados. Esto hizo que su agresividad fuera en aumento.

		De manera que la expropiación se hizo para contener a las masas dispuestas a salir a asaltar casas y almacenes. Mi consideración fundamental fue la necesidad imperiosa de mantener el orden social. Señalo esto, porque de inmediato la clase media acomodada y los sectores empresariales manifestaron su horror de que “no se hubiesen dejado libres las fuerzas del mercado”, como si esto fuera socialmente posible. De cualquier forma, estos grupos manifestaron que la expropiación inhibía “su confianza”.

		Supe que los grupos más conservadores se estaban preparando para lanzar un fuerte ataque, por lo que decidí llamar el 6 de noviembre a Claudio X. González, presidente del Consejo Coordinador Empresarial, para transmitir por su conducto algunas ideas a quienes norman el criterio de los empresarios. Le pregunté que cuál era el motivo de tanta irritación y me contestó que los empresarios estaban muy dolidos de que no se les hubiese consultado antes de tomar la decisión.

		Entonces le dije irritado, porque me parece inaceptable que los empresarios piensen en el Presidente como si fuera uno de sus gerentes: “Hay razones de seguridad que yo no puedo informar a todos. Ésta fue una situación de emergencia: yo tenía que actuar, no que consultar. Soy el Jefe de la Nación y la iniciativa privada no me va a decir cómo gobernar”.

		Después de guardar silencio, Claudio X. González me aclaró: “Es que el decreto es excesivo”.

		—Sí, se nos pasó la mano —respondí—, y se debe a que la identificación de los predios quedó en manos de los delegados y los técnicos del Departamento del Distrito Federal. Por ello se expropiaron indebidamente predios en las colonias Roma, Narvarte y Cuauhtémoc. Pero no son más de 100 entre los 5 500 y lo vamos a corregir.

		—No es posible seguir aceptando como argumento que haya errores de instrumentación —interpuso.

		—Mira —le dije—, deja la ironía y el cinismo de tus comentarios. A mí no me digas que existe una sola empresa en la que no haya errores de instrumentación. ¿Cómo no va a haberlos en el gobierno, que es infinitamente más complejo?

		Terminé la entrevista diciéndole: “Estoy actuando, y voy a seguir haciéndolo, porque en estas circunstancias me parecería mucho más grave no actuar”.

		La realidad es que la expropiación fue benéfica para los damnificados del área, pero también para los propietarios que, de esta manera, se deshicieron de propiedades entrampadas.

		Otro grupo social que se movilizó a raíz de problemas derivados del terremoto y que pudo llegar a representar un serio problema fue el de los médicos del Hospital General de México. Tanto este nosocomio como el Hospital Juárez y el Centro Médico Nacional del Instituto Mexicano del Seguro Social sufrieron serios daños con el terremoto. Los dos últimos quedaron inutilizados, en tanto que de los 50 edificios del Hospital General sólo se cayeron el de Ginecobstetricia y la residencia médica.

		El 3 de octubre, la Secretaría de Salud planeó la desconcentración del Hospital General, con la construcción de cuatro hospitales en el Distrito Federal y de cinco en las jurisdicciones de mayor densidad demográfica cercanas al Distrito Federal. Ello implicaba que las instalaciones del Hospital General que habían quedado en pie serían desalojadas y sus servicios abiertos en las nuevas edificaciones.

		El 15 de octubre, los médicos y empleados del Hospital General manifestaron su preocupación ante la posibilidad de que se les asignara a diversos planteles, en lugar de que el personal se mantuviera unificado y en un lugar céntrico de la Ciudad de México. El 17 de octubre, como forma de presión para evitar su dispersión, empezaron a dar consultas al aire libre junto a las ruinas de lo que había sido su centro de trabajo. Con biombos y mantas improvisaron consultorios en los que atendían a pacientes.

		Guillermo Soberón, secretario de Salud, insistía en que el Hospital General no era rehabilitable, por lo que la ocasión permitiría, si se consideraba también al personal del Hospital Juárez, la descentralización y desconcentración de unos 5 000 médicos. Soberón se movió para que su proposición fuera recogida por los médicos científicos, que son sus amigos, y no por los médicos burócratas, que eran quienes nos presentaban el problema. Por ello, no se dio cuenta de la dimensión que estaba cobrando el movimiento médico.

		La verdad es que los médicos están organizados desde 1964, y que la coyuntura del sismo, que tenía a la sociedad tan agitada como estuvo en 1968, hacía una combinación explosiva. En todo este proceso yo tuve muy presente a Díaz Ordaz, para asegurarme de no caer, como él, en la tentación de reprimir.

		El martes 22 de octubre, los médicos marcharon por segunda vez a Los Pinos. En esa ocasión decidí recibirlos, pues ya estaba convencido de que era necesario ceder a sus peticiones. Llegué a esta conclusión tras escuchar el peritaje final que los técnicos del Departamento del Distrito Federal realizaron al conjunto del Hospital General, compuesto por 50 edificios.

		El ingeniero Francisco Noreña, a quien yo considero uno de los mejores técnicos en su campo, dictaminó el lunes 21 de octubre, o sea sólo un día antes de la manifestación, que 80% de los edificios del Hospital General eran rehabilitables. Ese mismo día se lo comuniqué a Soberón, pues el dictamen todavía no estaba por escrito, haciéndole ver que sin argumentos sólidos, no podríamos contener la presión de los médicos.

		Soberón, que es muy listo, inmediatamente se dio cuenta de que la situación se le había volteado, y esa misma noche dio una conferencia de prensa, en la que anunció que sería reabierto el Hospital General. Pero el ambiente ya estaba muy caliente y los médicos insistían en que yo me manifestara al respecto.

		La reunión que tuve con ellos la tarde del 22 de octubre resultó muy positiva: el decano de los médicos me solicitó, en forma muy emotiva, refiriéndose a la tradición y eficiencia del hospital, la permanencia de su centro de trabajo. Yo, tras conminarlos a corresponsabilizarse de la decisión, acordé que se reabriera el Hospital General. Con ello se desinfló el problema.

		El 28 de octubre asistí a su reapertura, después de sólo 40 días de permanecer cerrado. Por lo pronto volvieron a funcionar los servicios de consulta externa y las aulas de docencia. La Secretaría de Salud informó que la rehabilitación total del hospital podía tomar unos 90 días. Se decidió reconstruir en el mismo lugar los edificios que se habían caído.

		En cuanto al Hospital Juárez, la Secretaría de Salud tuvo que tomar una decisión idéntica, pues su planta médica secundó a la del Hospital General. Se ofreció que en 20 meses recuperaría su capacidad de servicio. Del Centro Médico Nacional del IMSS se decidió reconstruir sólo cuatro edificios, con una capacidad de 600 a 800 camas, de las 2 300 que tenía; las otras serán desconcentradas.

		El tercer grupo que alcanzó relieve político fue el de las empleadas de los talleres y fábricas de confección de ropa ubicados en el centro de la ciudad, en el área de San Antonio Abad. Ahí, la concentración de empresas en un área limitada y el sobrepeso con el que los empresarios habían cargado los edificios en que laboraban, originalmente construidos para viviendas y no para albergar maquinaria y decenas de trabajadores, hicieron que los efectos del sismo fueran devastadores y causaran gran mortandad entre las trabajadoras. Además, la situación destapó grandes irregularidades en la situación laboral de dicha industria.

		De inmediato, familiares de trabajadoras atrapadas y empleadas de talleres vecinos que no habían entrado a trabajar cuando ocurrió el sismo o que habían resultado ilesas, iniciaron el rescate de sus compañeras con la ayuda de voluntarios. En ese contexto, el lunes 24 de septiembre algunos empresarios llegaron a los lugares de trabajo con la intención de rescatar sus valores y maquinaria. Las trabajadoras sobrevivientes temieron que si los activos de las empresas eran sustraídos, no quedarían valores suficientes para que se les pagaran los adeudos derivados de sus derechos laborales. Así, se produjo frente a los talleres derruidos una dolorosa negociación. Al tiempo que se rescataban los restos de trabajadoras, se trataba de impedir que los dueños de las fábricas se llevaran la maquinaria.

		Ante esta situación, empezaron a surgir las primeras formas espontáneas de organización, y el 25 de septiembre un grupo de costureras marchó al Palacio Legislativo en busca del apoyo y la protección de los diputados. El 5 de octubre, los familiares de las costureras atrapadas y de las trabajadoras sobrevivientes cerraron la circulación de la avenida San Antonio Abad para llamar la atención sobre sus necesidades, y establecieron allí un campamento permanente para los deudos que esperaban el rescate de los cuerpos de sus familiares.

		Mientras tanto, algunos abogados llegaron a la zona y empezaron a encargarse de la defensa de los derechos laborales de las sobrevivientes y de los reclamos de indemnización para los deudos. En ese momento resultaba imposible determinar el número de costureras muertas o desempleadas, pero las estimaciones posteriores indican que había alrededor de 7 000 trabajadores directamente relacionados con la industria de la confección en esa área.

		A medida que los medios de comunicación se acercaban a las costureras, salían a la luz las terribles condiciones de trabajo en las que operaba la industria en general, así como la casi total inexistencia de protección sindical. Se dijo que las costureras trabajaban jornadas de más de ocho horas diarias, pues se les pagaba a destajo, lo que las forzaba a cumplir con cargas de trabajo muy altas; que las sanciones por retardos y faltas eran muy rigurosas, y que, dado que había abundancia de mano de obra disponible, las amenazas de despido eran frecuentes y los salarios que se pagaban en muchas ocasiones eran inferiores al mínimo. También se supo que en muchos casos los empresarios sólo firmaban contratos por una semana, a fin de evitar registrar a sus trabajadoras en el Seguro Social.

		Estas denuncias provocaron serios reclamos a las organizaciones obreras y a las autoridades del Trabajo. Se inició una serie de querellas y acciones entre la CTM, la CROC, la Secretaría del Trabajo, los empresarios, las trabajadoras, los partidos de oposición y algunos medios de comunicación.

		El 11 de octubre se constituyó la Unión de Costureras en Lucha, que agrupó a trabajadoras de 15 fábricas afectadas. Ese mismo día, pedí a la secretaria general de la Federación Obrera de Organizaciones Femeniles de la CTM, Hilda Anderson, que gestionara los reclamos de las costureras. La líder cetemista se presentó el 14 de octubre en los campamentos levantados frente a las fábricas destruidas, donde fue recibida con manifestaciones de rechazo. Lo único que le solicitaron fue una audiencia conmigo.

		El miércoles 16 de octubre se fundó la Organización de Costureras del Centro. En su primera reunión, a la que asistieron 600 trabajadoras de ocho talleres, acordaron marchar a Los Pinos, el siguiente viernes 22, para solicitar mi intervención. Las recibí, pues era evidente que la gestoría de Hilda Anderson no estaba dando resultados, y que si no actuábamos con celeridad, los partidos de oposición tratarían de ganar ese terreno. Lo importante era mantener el diálogo abierto y ayudarlas a resolver sus problemas, para que sus organizaciones no fueran manipuladas por los opositores del Estado, pues su misma circunstancia las había convertido en el símbolo de la tragedia y la injusticia.

		Las escuché, un tanto conmovido por su candor, y les ofrecí mi apoyo. Les expliqué que su problema se tenía que resolver en los términos de ley, y que la Secretaría del Trabajo era la encargada de cuidar sus derechos.

		Le mandé avisar a Farell lo que estaba ocurriendo y se comprometió a ocuparse del asunto en forma inmediata. Su plan —al estilo Farell— consistía en encerrarse con ellas viernes, sábado y domingo, para asegurar que el lunes estuviese constituido un sindicato razonable.

		De inmediato las mandó recoger, se las llevó a la Secretaría y no las quería dejar salir. Como éstas insistieron en la necesidad de ir a sus casas y de consultar con sus compañeras, las soltó con el compromiso de que se volvieran a reunir el domingo a las 12 de la mañana. Como a la hora citada no aparecieron, las mandó buscar, logró que se reunieran y constituyeran el sindicato. También logró que cada uno de los patrones participara en la negociación. En fin, ya puesto en sus manos, resolvió el problema con gran agilidad.

		Fueron las circunstancias de crisis las que hicieron que los diversos grupos de presión que surgieron con el sismo invariablemente buscaran una entrevista conmigo. Es evidente el papel articulador y de válvula de escape que desempeña el Presidente de la República, pero también debe considerarse que este comportamiento estuvo influido por mi presencia recurrente en las áreas del desastre en los días posteriores al sismo.

		Ello provocó que se magnificara la figura del Presidente de la República y que se opacara la de los secretarios, al tiempo que abrió, en forma extraordinaria, la sensación de accesibilidad y cercanía con la cúspide del poder. Finalmente, demostró que la cercanía que guardé con la gente durante mis recorridos por la ciudad en esos días me permitió conservar, en forma más expedita que los secretarios de Estado, ese sentido de la oportunidad que es determinante en la política: el de saber cuándo hay que ceder y en qué.

		Estos hechos, los errores indiscutibles que se cometieron y las críticas que necesariamente surgieron en la sociedad pusieron muy nerviosos a mis colaboradores. En general, creo que tuvieron una respuesta adecuada, aunque claro, cada uno a su estilo: unos son más imaginativos, activos o entregados que otros. Su común denominador, sin embargo, consiste en criticar lo que ellos no hacen. Sus celos en ocasiones son positivos, pues se refieren al deseo de que las instituciones a su cargo cumplan su cometido, pero frecuentemente son personales.

		Indiscutiblemente, el sismo me dio la posibilidad de ver a mis colaboradores como realmente son. La crisis provocó, en ese sentido, un gran striptease.

		Independientemente de los errores individuales, hubo faltas de coordinación graves. En este terreno hubo situaciones que yo calificaría de kafkianas. Tal fue el caso de la falta de comunicación entre las dependencias para resolver el problema de la reconstrucción de escuelas. Los hechos fueron los siguientes. El sismo dañó aproximadamente 1 000 edificios escolares, convirtiendo su reconstrucción en una prioridad nacional. Por ello, pedí a los secretarios de Hacienda y Crédito Público, Programación y Presupuesto, Contraloría General de la Federación y Educación Pública, así como al jefe del Departamento del Distrito Federal, que se coordinaran a la brevedad para obtener del Fondo Nacional de Reconstrucción los recursos necesarios para crear un fondo revolvente, a fin de que el Departamento del Distrito Federal empezara de inmediato la reconstrucción de escuelas.

		A mediados de octubre me di cuenta de que el Departamento del Distrito Federal no había actuado, porque no había recibido el dinero para ello. La situación me sublevó, por lo que decidí investigar dónde se había roto la cadena burocrática necesaria para lograr la consecución de la meta propuesta. Encontré que la Secretaría de Educación sí había pasado a tiempo la lista de prioridades al Departamento del Distrito Federal; que éste, con base en ella, había solicitado el dinero, pero que el Fondo no lo había entregado, porque no había recibido las especificaciones de cada uno de los edificios que se iban a reconstruir…

		El 18 de octubre reuní a los funcionarios involucrados y les dije:

		—Ésta es una reunión de métodos y procedimientos, porque así como soy Presidente de la República y jefe del Estado y del gobierno, soy también el primer burócrata del país.

		Me querían interrumpir para darme sus explicaciones, pero yo no se los permití. Mandé llamar a Leonor Rojas, mi secretaria privada, y le dicté ahí mismo, en presencia de todos, un oficio para que me lo pasara a máquina. A ellos les añadí:

		—Me da pena que el Presidente de la República se tenga que bajar a detalles, pero como seguramente soy muy oscuro en las órdenes verbales que les he dado, puesto que no son ustedes capaces de seguirlas, creo que de hoy en adelante tendré que darles órdenes por escrito, pues veo que ustedes no se hablan; que cada uno de ustedes quiere tener su feudo; que cada uno de ustedes quiere que la sociedad le reconozca que fue quien solucionó su problema. Por eso la gente dice que el gabinete no me hace caso, y tiene razón. De ahora en adelante les voy a dar órdenes por escrito y al que no me obedezca lo ceso. No voy a tolerar que ustedes actúen como jefes de sus respectivas burocracias frente al Presidente, en vez de asegurar que mis órdenes se cumplan frente a la burocracia.

		Finalmente, desesperado, les pregunté: “¿No se dan cuenta de que si no reconstruimos rápidamente las escuelas, puede presentársenos en cualquier momento una manifestación de un millón de personas?”.

		La falta de coordinación que esta situación reveló, así como la indiferencia de algunos funcionarios ante los problemas de la emergencia, me provocaron el enojo más grande que había sentido en el tiempo que he gobernado.

		Esta ineficiencia gubernamental, aunada a los errores visibles como el del decreto expropiatorio, crearon un ambiente de crítica en el que ciertos grupos de la sociedad me pidieron abiertamente que cortara cabezas. Sin embargo, yo tengo que hacer de manera permanente un balance de los aciertos y los errores de los funcionarios de mi gobierno. Tengo que evaluar si son más sus errores o sus aciertos y tengo que estudiar las posibilidades de sustituir a cada uno de los miembros de mi gabinete. No puedo tomar medidas con base en la presión de la opinión pública, pues si esto ocurriera, la sociedad, y en particular ciertos grupos, encontrarían la medida a partir de la cual tratarían de derrocar a diversos funcionarios de mi gobierno.

		Yo tengo que determinar dónde se encuentran los problemas y de dónde provienen las críticas y, con base en ello, tengo que hacer un balance en el que también debo considerar la capacidad de cada funcionario para librar batallas y recuperarse de las críticas. Lo que sí quiero dejar claro es que no creo en los chivos expiatorios. En todo caso, lo que debo hacer es vigilar más de cerca a mis secretarios.

		No puedo negar que los errores o pleitos dentro de mi gabinete bajan mi nivel de tolerancia respecto a cada uno de ellos, sobre todo porque he podido comprobar que los errores no se deben a que el sistema no funcione. Existen los mecanismos adecuados para el diálogo, como son las juntas de gobierno, los consejos de administración y tantas otras instancias. El problema es que los miembros del gabinete no son capaces de dialogar entre ellos hasta el punto en que puedan presentarme disyuntivas viables; por ello caemos en simplismos y errores.

		Mi conclusión al ver la forma en que enfrentamos los problemas del sismo, y ello sólo fue una magnificación de situaciones cotidianas, es que falta profesionalismo tanto entre los políticos como entre los funcionarios públicos. Las estructuras existen; los hombres todavía no están preparados para utilizarlas.

		Ahora bien, la emergencia exacerbó los problemas de comunicación del gobierno, dando paso a la proliferación de rumores y de críticas, particularmente en la capital de la República. Aquí, grupos dirigentes censuraron la labor del gobierno, tanto por su capacidad de respuesta frente al sismo como por las medidas que se tomaron posteriormente.

		Se criticó la persistencia de problemas políticos con los damnificados, los errores del decreto expropiatorio y la forma en que se pretendía solucionar los problemas de la vivienda. Es claro que la derecha representada por el PAN y la Coparmex está muy activa. Su objetivo es, como siempre, desprestigiar al gobierno, pues ellos buscan de manera explícita el cambio del sistema. Tenemos que entender que su actitud crítica sería la misma aunque no hubiera habido errores.

		La ultraizquierda y la izquierda están tratando de agitar, apoyándose en las necesidades reales de los damnificados. Se han encargado de promover la organización de todos aquellos que simpaticen con los damnificados. Actúan, pero no se hacen responsables de los resultados. Cuando les hemos preguntado sobre su participación en determinado grupo que se encuentra en lucha, inmediatamente señalan que dentro de esos movimientos no están actuando como partido, que lo que ocurre es que algunos participantes notables pertenecen a sus partidos políticos, pero que no existe dentro de sus organizaciones la disciplina para controlarlos.

		El caso más notable es la Coordinadora Única de Damnificados dirigida por Cuauhtémoc Abarca, quien sabemos que tiene ligas directas con el PSUM y el PRT. Sin embargo, éstos no se responsabilizan por lo que haga o diga Abarca. Éste tiene una base real de gente con demandas válidas, a quienes mueve, pero también mueve a los grupos de siempre, como la Preparatoria Popular, el Grupo Belvedee, el Grupo 2 de Octubre, etc. De tal manera que la mayor parte de los activistas que moviliza no son damnificados y, sin embargo, sus demandas sí tienen una base real.

		El sismo no cambió las reglas del juego político, pero sí las concentró en el tiempo. Ello trajo un gran desgaste, una neurosis colectiva y provocó un alto riesgo político, lo cual exigió un trato más abierto y flexible con la sociedad. Al mismo tiempo, fue necesario permanecer muy alertas, para no permitir que se rebasara una determinada línea de negociación. Por ejemplo, yo no puedo permitir que Abarca se convierta en el líder máximo de los damnificados y desde ahí sea contestatario del Estado. Lo que hice fue recibirlo al mismo tiempo que tomaba medidas para minar su base de poder.

		En fin, creo que si bien la atención de los damnificados por el sismo requirió una apertura por parte del Estado, es necesario evitar caer en una postura ingenua. De haberlo hecho, yo mismo me habría ahorcado y el fenómeno social del sismo nos hubiera arrasado.

		Cuando comparo la problemática que me ha tocado enfrentar con la que vivieron mis antecesores, no siento que me haya ido peor, pues si bien las circunstancias son más difíciles, los instrumentos del Estado para resolverlos también son mejores. Yo creo que lo que más vale la pena destacar es que logramos atravesar una etapa tan conflictiva y revuelta como la del sismo y sus secuelas sin ninguna ruptura del orden social, y lo conseguimos sin recurrir en ningún momento a la represión.

		En el fondo, me impresiona más la solución de los problemas que las críticas a mis colaboradores o al gobierno en general. En ese sentido, la reacción ante la grave prueba a la que estuvimos sometidos fue satisfactoria.

		

	
		

		Elecciones: equilibrios de poder en Veracruz

		

		El 6 de octubre se efectuaron en Veracruz las elecciones para renovar autoridades en 203 municipios.

		El 7 de agosto anterior se había iniciado el proceso de selección interna de los candidatos del PRI a las alcaldías del estado, con la publicación, por parte del Comité Ejecutivo Estatal, de la convocatoria para el registro de precandidatos.

		Los priistas locales habían detectado en varios lugares importantes divisiones de opinión respecto a los precandidatos a la nominación del partido. Estas diferencias provocaron que, en algunos poblados, se pidiera que la selección de los candidatos fuese por plebiscitos entre los miembros del partido. En algunas localidades del sur del estado las manifestaciones de desacuerdo fueron ordenadas, pero en otras los grupos descontentos provocaron enfrentamientos, bloqueos de calles y carreteras, así como ocupación de oficinas del partido o del gobierno estatal.

		En realidad las elecciones transcurrieron con toda normalidad, pues Veracruz es un estado de caciques. Los diversos hechos de sangre ocurridos a lo largo del año, y que incluyen a familiares del gobernador Agustín Acosta Lagunes, son resultado de la actitud de acomodo de este último, que por cierto ha tenido buen éxito, pues en términos políticos, las fuerzas vivas del estado están totalmente “planchadas”, muy tranquilas. La entidad está caminando, y eso es algo que la prensa no refleja.

		Sin embargo, se produjo una ola de violencia que culminó el 3 de noviembre, cuando se supo del asesinato de 21 agentes de la policía perpetrado en la madrugada del día anterior en la zona de Sánchez Taboada, al sur de Veracruz. Informaciones parciales, en ocasiones contradictorias, proporcionadas por los medios masivos de comunicación, indicaban que desde el 28 de octubre un grupo de miembros de la Policía Judicial Federal, encabezados por el comandante Jesús Cabrera, había preparado un dispositivo para decomisar un cargamento de 600 kilogramos de mariguana, que se sabía iba a ser negociado en el ejido de Sánchez Taboada. Además de los agentes de la PJF, el grupo estaba formado por elementos de la Dirección Federal de Seguridad, la Policía Judicial Estatal y policías municipales.

		Las primeras noticias afirmaban que, al verse sorprendidos por la fuerza pública en el momento de pasar el cargamento de unas camionetas a varias lanchas, los narcotraficantes habían abierto fuego y, después de un tiroteo de tres horas, habían acabado con todos los policías, excepto dos agentes judiciales estatales que lograron huir. Al parecer los narcotraficantes habían sufrido también algunas bajas.

		Poco después se dijo que no habían sido 21, sino 17 los agentes victimados, y que los guías de la expedición habían logrado sobrevivir y dar aviso de los hechos.

		Sobre este “caso”, la explicación que me ha dado el gobernador es que los policías le jugaron rudo a los narcotraficantes, de los que eran socios, y éstos se vengaron.

		La presencia de caciques, con la consecuente corrupción y violencia, es un hecho que será difícil cambiar, pues no existe el equilibrio de fuerzas para lograrlo. Tenemos que acomodarnos a las circunstancias y no darnos de bruces con ellas.

		Mi plan, ante estas circunstancias, consiste en aumentar la importancia relativa de las gubernaturas, haciéndolas puestos más atractivos a los que cada vez aspire más gente. Sólo así encontraremos gobernadores más competentes, que logren modificar situaciones muy arraigadas. Hoy día, yo creo que ya es más importante en términos políticos una gubernatura que una secretaría de Estado.

		

	
		

		Sinaloa: Antonio Toledo Corro y Manuel Clouthier

		

		El lunes 14 de octubre, la Unión Nacional de Obreros y Campesinos del estado de Sinaloa invadió 200 hectáreas en el predio Paralelo 38, propiedad de la familia Clouthier.

		El hecho provocó inmediatamente la reacción crítica del sector empresarial. La Coparmex, de la que había sido dirigente Manuel J. Clouthier, publicó un desplegado solicitando seguridad jurídica en el campo y exigiendo que las autoridades competentes desalojaran a los invasores e investigaran a los autores materiales e intelectuales, para fincar las responsabilidades legales e incluso penales conducentes.

		Los empresarios aprovecharon el desplegado para exaltar la figura de Clouthier como un líder empresarial ejemplar, lo que sin duda éste capitalizó a favor de su precandidatura panista a la gubernatura del estado.

		Diez días después de que tuvo lugar la invasión, el 24 de octubre, y habiendo sido apoyado el empresario agricultor por varios grupos sociales de importancia, entre ellos la Confederación Nacional de la Pequeña Propiedad, se resolvió sorpresivamente el problema. Clouthier se desistió ante la Procuraduría General de Justicia del Estado de la acusación de despojo y daños en propiedad ajena. A cambio, los invasores recibieron 20 hectáreas del campo Korea, dentro del mismo predio Paralelo 38, e inmediatamente abandonaron los terrenos de la familia Clouthier.

		La única explicación que me puedo hacer respecto a esta invasión de tierras es que ocurrió con la tolerancia del gobernador Antonio Toledo Corro, quien odia a Clouthier. Lo increíble es que lo hizo sin consultar con el centro. Esto nos da una idea de los matices que tiene el centralismo en México, pues los gobernadores se atreven a esto y a mucho más.

		

	
		

		Noviembre de 1985

		

	
		

		Colombia: toma del Palacio de Justicia

		

		EL MIÉRCOLES 6 DE NOVIEMBRE, UN COMANDO GUERRILLERO del Movimiento 19 de Abril, el M-19, tomó por asalto el Palacio de Justicia de Bogotá, Colombia. Quedaron como rehenes, además de la totalidad de los empleados, el presidente de la Suprema Corte y nueve magistrados y consejeros de Estado.

		El asalto, según aclaró un líder guerrillero, tenía por objeto denunciar “la traición” de los acuerdos suscritos entre el gobierno colombiano y los guerrilleros en 1984, además de impugnar el acuerdo firmado por Colombia con el Fondo Monetario Internacional.

		Según se supo por la prensa, el mismo miércoles 6, el presidente Betancur informó al Congreso que no negociaría con los guerrilleros a ningún precio, y ordenó al ejército y a la policía recuperar el edificio a sangre y fuego. Poco después se supo que la sede del Palacio de Justicia quedó semidestruida a consecuencia de incendios y bombazos, y que en él murieron 95 personas, incluyendo 44 magistrados y funcionarios subalternos de la Corte de Justicia y del Consejo de Estado.

		El viernes 8 de noviembre envié un mensaje de apoyo al presidente Betancur, felicitándolo por la firmeza y decisión con que el gobierno de Colombia hizo prevalecer el orden constitucional y las instituciones republicanas. Los términos en que le manifesté mi apoyo estaban orientados a fortalecerlo, pues me supuse que cuando el M-19 invadió el Palacio de Justicia, el ejército informó a Betancur que tomaría el edificio, con o sin su apoyo.

		Para imponer su postura, los militares cortaron la comunicación entre el Presidente y el Palacio de Justicia, esto es, imposibilitaron la negociación entre el Presidente y los rebeldes. Esta actitud de los militares debe entenderse en el contexto de su enfrentamiento con Betancur, precisamente porque éste ha mostrado una actitud de apertura y conciliación con los guerrilleros.

		Creo que mi mensaje al Presidente de Colombia fue bien recibido por la mayoría de los mexicanos, exceptuando naturalmente a la izquierda, pues demuestra que aprecio los actos de firmeza. Además, lleva un aviso para quienes pudieran caer en la tentación de desarrollar la guerrilla en México: no toleraré ningún acto de su parte.

		

	
		

		Empresarios: actividad política en Nuevo León

		

		El lunes 11 de noviembre, la Confederación Patronal de la República Mexicana publicó en los principales diarios un desplegado en el que denunció que altos funcionarios gubernamentales habían conminado recientemente a varios importantes empresarios a abstenerse de participar en actividades de índole política. Estas acciones fueron calificadas por la organización empresarial como violaciones a las garantías individuales y como un atentado a la libertad.

		El miércoles 13, el secretario de Gobernación, Manuel Bartlett, envió a diversos diarios capitalinos su respuesta a las acusaciones de Coparmex. En términos generales, Bartlett señaló que el gobierno jamás interviene en las decisiones internas de los sectores, y mucho menos en las de las empresas; que las acusaciones sobre la intimidación a empresarios resultaban vagas e imprecisas, pues no se indicaba ningún dato concreto sobre quiénes, cuándo, en qué circunstancias o por qué, en relación con los supuestos hechos.

		Enseguida, Bartlett recordaba que las cámaras de Industria y Comercio han de servir a las funciones para las que están constituidas, y aclaró que “quien pretendiera utilizar estas organizaciones para fines políticos personales de algún dirigente violaría la ley y atentaría contra la libertad política de los agremiados”.

		Como puede apreciarse, se trató de un intercambio desagradable de acusaciones y amenazas entre la iniciativa privada y el gobierno. Fue un asunto que nunca debió salir a la luz pública, pues destapó conversaciones supuestamente realizadas a puerta cerrada.

		El origen de este episodio se encuentra en la actitud de enfrentamiento de los dirigentes de las cámaras empresariales de Nuevo León a raíz de las elecciones de julio. No sólo apoyaron abiertamente al PAN, sino que se negaban a asistir a la toma de posesión del gobernador electo Jorge Treviño, lo que ya significa un gesto de desafío. Esta hostilidad manifiesta ante el gobierno se exacerbó con el decreto de expropiación posterior al sismo y con las elecciones municipales de Monterrey.

		Como yo sé que los empresarios tienen un doble juego, en el que, por un lado, propician o toleran que los dirigentes de las cámaras empresariales agredan al gobierno y, por otro, ellos se desviven por establecer contactos gubernamentales que beneficien a sus empresas, decidí llamar a Eugenio Garza Lagüera, con quien tengo una buena relación, para aclarar un par de ideas.

		Lo recibí el 10 de septiembre y le dije: “Eugenio, estamos rumbo a una colisión entre el gobierno y los empresarios, que no creo que sea conveniente para ninguna de las partes”. Garza Lagüera, consternado, me contestó que estaba convencido de que deberíamos evitar tal situación, por lo que añadí: “Ustedes me han estado haciendo ataques muy duros por medio de sus cámaras, y ello provoca a la gente de mi lado. Tráeme a un grupo de amigos comunes para que platique con ellos”.

		Mientras tanto, yo sabía que Jorge Treviño y Manuel Bartlett estaban haciendo su labor.

		El 16 de octubre recibí a los hombres que más pesan en Monterrey: Eugenio Garza Lagüera, Bernardo Garza Sada, Gregorio Ramírez, Carlos Maldonado y Adrián Sada Treviño. Empezamos a hablar, y de inmediato me dijeron que ellos no querían un pleito con el gobierno; que en lo básico estaban de acuerdo con las medidas que estábamos tomando. Insistieron en que sus diferencias con el gobierno eran superficiales y no de fondo. Me informaron que los principales empresarios de Monterrey habían llegado a un acuerdo, por cierto muy difícil de alcanzar, por el que los tres primeros niveles de funcionarios de las empresas no participarían directamente en política.

		Al respecto, les comenté:

		—Miren, yo no quiero quitarle a ningún mexicano su derecho de ejercer la política, pero sí quiero dejar claro que no creo que las organizaciones empresariales, o las empresas como tales, deban tomar bandos políticos. Lo que no quiero es que pongan como dirigentes empresariales a panistas, particularmente en la Coparmex, porque cuando colocan a personas así en esos puestos, éstas dejan de ser útiles, pues ya no abogan ni representan los intereses de los empresarios, sino más bien los del PAN, y entonces yo ya no sé si debo tratarlos como representantes empresariales o como agentes del PAN. En lo individual, repito, me parece muy positivo, si ellos lo desean, que participen en política, afiliándose al partido que más les guste, pero no como empresas o como organizaciones empresariales.

		Alguno de los que participó en la reunión rompió la discreción que la plática suponía, y a ello se debió el desplegado de la Coparmex y, más tarde, el artículo en la revista Proceso.

		En el fondo, yo creo que el número de empresarios interesados en la política panista son menos de los que se piensa. La mayoría de los empresarios son indiferentes a la política o, incluso, serían priistas si se les hubiera abierto el camino para ello. Los activistas son los líderes empresariales que, al pugnar por puestos en las organizaciones empresariales, dan muestra de tener una vocación política.

		De cualquier forma, después de las elecciones de julio, el Partido Acción Nacional se desinfló, como lo prueba el resultado de los comicios municipales en los que hubo un alto abstencionismo y un triunfo claro del PRI. Ello se debe, en parte, a que pusimos a una figura muy conocida, como lo es el ex gobernador de la entidad Luis M. Farías, como candidato a la alcaldía de Monterrey. Esto desesperó al candidato panista José Luis Coindreau, quien desarrolló su campaña en un tono agresivo, e incluso grosero, que terminó por molestar a los mismos empresarios.

		El abstencionismo, que alcanzó 62% en las elecciones municipales, frente a 41% en las elecciones para gobernador, tiene varias explicaciones. La primera es que siempre son menos atractivas las elecciones municipales que las estatales; la segunda es que no inflamos el padrón electoral, como se hacía tradicionalmente, y la tercera, que la campaña de desprestigio promovida por el PAN en julio, tanto en la prensa nacional como internacional, para descalificar las votaciones en el sistema electoral, aumentó el abstencionismo.

		El abstencionismo daña más al PAN que al PRI, pues en última instancia deja el campo abierto a la inercia priista. Lo que sí se puede saber es que una población verdaderamente enardecida sí vota; participa políticamente, no se abstiene. Podemos pues concluir que la capacidad del PAN para movilizar gente después de las elecciones de julio bajó sustantivamente.

		Por otro lado, el gobernador Treviño es un hombre limpio, trabajador y eficiente, y eso seguramente nos irá ayudando a combatir el ánimo antipriista en la entidad.

		

	
		

		Situación económica: incertidumbre y especulación cambiaria

		

		Las declaraciones del secretario de Hacienda, Jesús Silva Herzog, el 21 de octubre, durante la instalación del Comité de Financiamiento de la Comisión Nacional de Reconstrucción, dispararon la especulación cambiaria, alcanzando el dólar, el 6 de noviembre, un valor ligeramente superior a los 500 pesos, cuando en las semanas anteriores había estado en 360 pesos.

		En esa ocasión, Silva Herzog habló con mucha crudeza sobre la situación económica por la que atraviesa el país. Señaló que las metas en cuanto a déficit, balanza de pagos e inflación no se podrían cumplir.

		Habló con la verdad, pero con un tono de franqueza que rayaba en un pesimismo sentencioso, sin considerar que su conducta norma la de otros, y sin consultar conmigo la oportunidad de sus pronunciamientos. Sin embargo, sería absurdo suponer que sus declaraciones fueron la causa única del proceso especulativo. Éste se basa en la incertidumbre del público en torno al futuro económico del país.

		No logramos aumentar la credibilidad del gobierno, pues resultan evidentes las dificultades de sanear la economía cuando se tiene que cargar con una deuda externa de la magnitud de la nuestra, al tiempo que bajan los precios del petróleo, nuestro principal producto de exportación. Además, ha habido errores y situaciones imprevisibles; ello ha dificultado nuestra tarea y, por tanto, nuestra capacidad para obtener la confianza del público.

		La historia empieza el año pasado. Hay que recordar que el sector empresarial comenzó a señalar que la política económica se estaba saliendo de cauce desde octubre de 1984. Sin embargo, nosotros tardamos en absorber esa crítica: no lo hicimos hasta principios de 1985. Ahí estuvo nuestro error, provocado por la falta de coordinación y comunicación entre los secretarios de Estado, que nos significó un grave daño.

		Al reconocer esta situación, no deja de resultarme sorprendente que haya ocurrido, pues nunca como en este gobierno se ha dado tanta coordinación en el gabinete. De los dos sexenios anteriores, en los que yo ya estaba en cargos que me permitieron conocer el proceso de toma de decisiones, pude apreciar que Echeverría no tenía interés en coordinar el gabinete, sino en acosar a los funcionarios, y que López Portillo, que al principio quiso establecer un orden mediante reuniones y documentos de trabajo, poco a poco fue cediendo al desorden. Así que nadie como yo ha tratado de obligar a los funcionarios a la colaboración y, a pesar de ello, se nos fue el déficit de 1984.

		Esto, unido a las altas tasas de interés de la deuda interna y externa, así como a las bajas sustantivas en los precios del petróleo, han disparado nuestras proyecciones económicas.

		En enero de 1985, cuando finalmente me informaron de la realidad económica prevaleciente, ordené que se tomaran las medidas correctivas necesarias. Sin embargo, para cuando se anunciaron los primeros recortes presupuestales, también se dio a conocer el descenso del precio del petróleo. Como este producto siguió bajando, nosotros hicimos mayores recortes presupuestales —tres en total— y modificamos las tasas bancarias, en un esfuerzo constante por ajustarnos a una realidad económica cada vez más estrecha. Lo evidente de nuestras dificultades desató la especulación cambiaria.

		A una perspectiva económica sombría se añadieron varios hechos que golpearon el orgullo nacional. Baste mencionar la ofensiva norteamericana contra el narcotráfico, la cual apenó a la sociedad mexicana, golpeándola anímicamente y haciéndola perder confianza en sí misma.

		Por otro lado, el proceso electoral se dio en medio de un ambiente manipulado por Acción Nacional, en el que se partió del supuesto de que habría violencia y fraude, creando la expectativa de que las elecciones se realizarían en un ambiente de violencia. Cuando ocurrieron las elecciones y el PAN no ganó lo que pensaba ganar, sus partidarios realizaron una maniobra muy exitosa para magnificar las inconsistencias que realmente tuvieron lugar, contando para ello con el apoyo tanto de la prensa nacional como internacional.

		Para esto, en junio cayó de nuevo el precio del petróleo, y resurgió con ello el ambiente de especulación. No era difícil prever que enfrentaríamos problemas en nuestra balanza comercial y que aumentaría la inflación. Aguardé a que pasaran las tan esperadas elecciones y de inmediato solté el precio libre del dólar.

		A finales de julio tomé también medidas importantes para contener el gasto, incluyendo el recorte de personal burocrático. Las medidas dieron tranquilidad en el terreno económico, pero provocaron la furia de quienes fueron lesionados por ellas o se sintieron en peligro de serlo.

		El informe presidencial creó un “veranito” de 15 días, que concluyó de manera dramática con el sismo del 19 de septiembre. Considerando que éste ocurrió en un momento de acumulación de tensiones y dificultades, es fácil entender que existiera un terreno fértil para el brote de críticas y rumores. La acción del gobierno frente al sismo, aunque en términos objetivos resultó relativamente eficiente y positiva, fue motivo de reclamo y acusación.

		A esto se agregaron los errores de la expropiación urbana decretada a raíz del terremoto, lo que desató de nuevo la ira y el malestar contra el gobierno y aumentó la desconfianza. Finalmente, los rumores sobre la supuesta deshonestidad del titular de la Sedue, Guillermo Carrillo Arena, y las acusaciones a la procuradora Victoria Adato, por la supuesta tortura de unos colombianos cuyos cuerpos fueron encontrados en los sótanos de la Procuraduría del Distrito Federal, hicieron que la irritación y la frustración del público se volcara contra el gobierno. Para muchos, exacerbar sus críticas al gobierno se convirtió en una forma de desahogo.

		Todo esto fue formando un clima de inquietud e incertidumbre que explica que a principios de noviembre se haya dado una especulación desmesurada contra el peso.

		Pero esto no es todo; habrá que esperar más dificultades en el terreno económico. Tenemos que elevar los precios y tarifas de los servicios estatales; tenemos que seguir pugnando por la apertura comercial, y debemos seguir moderando los salarios. En el terreno de la deuda tenemos que encontrar una negociación que nos permita pagar, lo cual no será fácil, aunque por el momento los norteamericanos muestran una cierta apertura.

		Resulta muy difícil gobernar una sociedad con un ánimo tan marcadamente negativo, dispuesta en todo momento a especular contra su futuro. En fin, espero que algún día se reconozca que tomamos las medidas necesarias para evitar la posibilidad de que las tensiones políticas que conlleva una crisis económica se convirtieran en explosivas al enfrentarse con la catástrofe provocada por los sismos.

		

		
			[1] Se da el nombre de “polkos” a los mexicanos proamericanos. Durante la guerra entre México y Estados Unidos, este término se usaba para designar a aquellos mexicanos que apoyaron al Presidente norteamericano James R. Polk [N. del E.].
		

		
			[2] En alusión a Vicente Lombardo Toledano y su lucha contra el orden capitalista [N. del E.].
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		Recuento de 1985 y perspectivas para 1986.

		Ingreso de México al GATT

		

		MUCHAS DE LAS METAS ECONÓMICAS PLANTEADAS A PRINCIPIOS DEL AÑO no pudieron cumplirse. El déficit financiero propuesto para 1985 fue de 5.1% del PIB y, sin embargo, se estima que al finalizar el ejercicio llegará a 9.8%. En consecuencia, la inflación, que se estimó en 35%, bien podría alcanzar 60 por ciento.

		Aun cuando la disminución del déficit financiero continuó siendo el objetivo central para el saneamiento de las finanzas publicas, el comportamiento desfavorable de las principales variables macroeconómicas registrado desde los inicios del año ocasionó desviaciones importantes en los ingresos y gastos presupuestados para 1985.

		Desde los últimos meses de 1984 se manifestaron evoluciones adversas, tanto internas como externas, que se mantuvieron a lo largo del presente año. En el ámbito interno, la dinámica de la actividad económica durante el último trimestre de 1984 y el inicio de 1985 resultó mayor que lo previsto, provocando un aumento en la demanda de recursos y, en consecuencia, una mayor inflación. Tanto el gasto privado como el público se aceleraron notablemente. El consumo público creció a 6.9%, después de una reducción de 1.3% en 1983, y la inversión privada aumentó a 9%, después de un descenso de 24% el año anterior.

		Este incremento inesperado de la demanda presionó las importaciones, el tipo de cambio, el déficit del gobierno, el sistema financiero nacional y los precios. En suma, modificó el escenario macroeconómico de partida para 1985 y generó una dinámica que no se detectó con oportunidad, y una inercia que se mantuvo hasta bien entrado el segundo cuatrimestre del presente año.

		Por lo que respecta al deterioro del sector externo, éste se explica principalmente por la disminución de las exportaciones petroleras y no petroleras, y por el incremento en las importaciones y el pago de intereses de la deuda externa, así como por la salida de capitales.

		La disminución de los ingresos por exportación de petróleo tuvo su origen en la inestabilidad de los mercados internacionales, en tanto que la reducción de las exportaciones no petroleras se explica por la menor capacidad de las empresas para la generación de excedentes exportables, ante el repunte de la demanda interna, la pérdida de competitividad de las exportaciones y la reaparición del sesgo antiexportador en actividades fuertemente protegidas.

		A esto hay que añadir el recrudecimiento de las prácticas proteccionistas de nuestros principales socios comerciales y las campañas de desprestigio contra México. Los ingresos también se vieron afectados por los efectos del terremoto, que incidieron negativamente en la entrada de turistas al país.

		Otro factor que contribuyó a distorsionar las expectativas de ingresos del gobierno fue el rezago en el aumento de precios y tarifas del sector público. Ello se debió a que no consideré oportuno elevarlos de acuerdo con nuestro programa, dado el ambiente político y social tan complejo que caracterizó el año.

		Los ingresos tributarios no petroleros superaron las metas presupuestales, pero se deterioraron en términos reales debido, sobre todo, a la erosión de la base gravable del impuesto sobre la renta de las empresas, a la protección fiscal a los grupos de menores ingresos y a los estímulos a la inversión privada.

		Por su parte, el gasto aumentó más de lo estimado, tanto por incrementos en el pago de intereses derivados de algunas subestimaciones y la necesidad de mantener tasas internas cada vez más altas, para evitar la fuga de capitales, como por el aumento de las importaciones, el cual se explica fundamentalmente por el repunte de la demanda interna y por las expectativas de una creciente devaluación del peso.

		Sin embargo, es importante apuntar que el déficit, que en el periodo enero-septiembre fue 37.1% superior a lo programado, se compone de un déficit del gobierno federal, excedido a lo programado en 14.3%, y un déficit del sector paraestatal, que había superado en 152.6% lo previsto para todo el año. Ello nos obligó a dar apoyos no presupuestados a la Conasupo, el Banrural, Azúcar, S.A. y Pemex. Las tres primeras empresas gastaron más de lo presupuestado, en buena medida, porque la cosecha fue superior a lo previsto.

		Además, hay que reconocer que no se lograron imponer las medidas tendientes a bajar sus gastos. Pemex sufrió una distorsión en su presupuesto por la baja en el precio del petróleo, la disminución de sus ventas en 1 300 millones de dólares y por un cierto disparo en su contrato colectivo. Nada de ello nos permite negar que hubo falta de coordinación en el gobierno.

		En consecuencia, las reducciones presupuestales que se instrumentaron durante el año, si bien evitaron un mayor deterioro en las finanzas públicas, producirán sus principales efectos en la reducción del gasto a partir del próximo ejercicio fiscal.

		No fue posible disminuir la inflación de acuerdo con lo planeado, porque se perdió control del déficit, al aumentar el circulante y las tasas de interés internas, y también porque no actuamos con suficiente rapidez para combatir el excesivo proteccionismo, el cual permite precios altos ante la ausencia de competencia.

		Pero la inflación es un fenómeno en el que se mezclan factores objetivos y subjetivos. Todos ellos ayudan a mantener un elevado piso inflacionario: la necesidad de elevar los precios y tarifas de bienes y servicios públicos y privados; el incremento de los costos financieros; el excesivo proteccionismo; la especulación cambiaria, y las propias expectativas inflacionarias.

		La situación es tan compleja que ocurren fenómenos que antes se consideraban impensables. Baste como ejemplo señalar que en 1984 la inversión privada creció 9%, sin que hubiera una inversión pública que la estimulara. Movimientos inesperados de esta naturaleza son los que nos desconciertan e incapacitan para actuar con la velocidad debida.

		La realidad es que ya no conocemos cómo funciona la economía. Lo cierto es que, incluso en el ámbito mundial, los reportes hechos por las mejores organizaciones de investigación económica han fallado seriamente en sus pronósticos

		De los problemas económicos que enfrenta el país, dos son los que por el momento angustian más a la población: el de la deuda externa y el ingreso de México al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio, el GATT.

		Sobre la deuda externa, mi punto de vista es que este problema debe ser entendido como el de las reservas técnicas para la seguridad social, esto es, que mientras exista dinero para pagar las pensiones, no importa que no se tenga la reserva técnica. Por tanto, lo que importa es, simple y llanamente, tener los flujos financieros para pagar el servicio de la deuda. En este sentido, el Plan Baker[1] es positivo, pues ayuda a crear conciencia de que necesitamos seguir consiguiendo financiamiento para poder cubrir los servicios de nuestra deuda. Me parece que presentar en este momento la situación de manera más global es inútil, pues no hay una actitud de apertura por parte de los acreedores.

		No obstante, aquí cabe reconocer que en 1985 logramos renegociar con el Comité Asesor de Bancos Acreedores, que representa a 630 instituciones, el vencimiento de 48 000 millones de dólares de la deuda pública externa, ampliando el plazo de pago a 14 años. Aun así, el país tiene que pagar alrededor de 12 000 millones de dólares sólo por concepto de intereses de la deuda, cantidad que representa, aproximadamente, 50% de los ingresos del país por exportaciones, incluyendo el petróleo.

		En términos internos, es importante crear una conciencia del problema y de los límites de nuestra negociación. Hay que hacer ver que la moratoria no es tan fácil como algunos suponen. En este contexto surgió la propuesta de realizar una Consulta Popular sobre Deuda Externa.

		En realidad, Eliseo Mendoza, líder de la mayoría en la Cámara de Diputados, me comentó que existía una gran inquietud en torno al tema, incluso dentro de los diputados priistas. Le sugerí que lo comentara con Silva Herzog, quien consideró que desestimar esta inquietud sólo serviría para aumentarla. De manera que la consulta se inició como un ejercicio pedagógico.

		Yo siento que esta consulta popular sobre la deuda externa puede servir políticamente frente al exterior, para hacer conscientes a las naciones acreedoras de que en México existe efervescencia e inquietud respecto a este problema y que son muchos los grupos que exigen soluciones más radicales que las que el gobierno está dando.

		El tema del GATT cobró fuerza en diciembre, pues el 27 de noviembre México solicitó formalmente ser aceptado como miembro de este organismo.

		El GATT es un acuerdo general sobre relaciones comerciales multilaterales que permite a los países miembros, a cambio de compromisos de reciprocidad, la apertura de nuevas fronteras a los productos de cada país, la reducción de aranceles en otras naciones, una mayor transparencia en las reglas de comercio internacional, y la posibilidad de importar insumos y materias primas que abatan los costos y eleven la competitividad de las industrias nacionales.

		La conveniencia de que México entrara al GATT es para mí evidente desde que este tema se discutió en 1980, y así lo manifesté. No era ningún secreto que los déficit de nuestra balanza comercial, derivados de un crecimiento de las importaciones más rápido que el de las exportaciones de bienes y servicios, indujeron a nuestro país a un alto endeudamiento externo para equilibrar la balanza de pagos, con los graves riesgos que ello implicaba.

		También era bien sabido que el nivel excesivo de protección en que incurrimos, al impedir una razonable competencia, alentó costos excesivos para la propia industria, creó en el sistema económico presiones inflacionarias y le restó al país competitividad en el comercio internacional.

		Por ello, a muchos sorprendió que no promoviera yo este paso desde el inicio de mi gobierno. La explicación es que no creo que hasta el presente momento se haya dado el clima interno requerido para promover el ingreso de México al GATT. Al hacer esta afirmación, quiero destacar la necesidad de tener siempre presente la razón de los tiempos.

		Brevemente, cabe apuntar que cuando asumí la Presidencia de la República tuve que enfocar todo mi esfuerzo a evitar que la situación económica explotara. Para hacerlo, propuse reformas constitucionales que actualizaran nuestra Carta Magna, dejando claros el concepto de sistema de economía mixta con rectoría económica del Estado y el de renovación moral.

		En un terreno más tangible, eché a andar el Programa Inmediato de Reordenación Económica que implicó, entre otras cosas, la modificación inmediata de precios y tarifas del sector público. No puede dejarse de lado en esta primera etapa el choque que produjo la composición de mi equipo, al que designé sin ninguna negociación, pues significaba el desplazamiento de la llamada clase política tradicional.

		Estas medidas, fundamentales en su momento, requirieron un tiempo para ser digeridas y otro para lograr su consolidación. En ello se consumió 1983 y los primeros meses de 1984.

		En la segunda mitad de 1984, como ya he reseñado, se dieron fenómenos que distorsionaron la economía y que, al combinarse con la caída de los precios del petróleo en 1985, nos han vuelto a poner en jaque. Esta situación todavía puede agravarse, dada la inestabilidad y el desorden del mercado petrolero. En septiembre, 10 de los 13 países de la OPEP seguían sin respetar las cuotas fijadas, superando en más de un millón de barriles diarios el tope máximo establecido por el cártel. A esta grave realidad deben sumarse los climas políticos generados por la desconfianza en la economía, la expectativa electoral de 1985 y, finalmente, la problemática derivada del sismo.

		Esta apretada sucesión de problemas hizo necesario postergar hasta finales de 1985 el ingreso de México al GATT, que considero una de las medidas de cambio estructural más importantes que ha tomado mi gobierno, pues supone insertar la economía mexicana, en términos eficaces y competitivos, en el comercio mundial. Ha sido posible porque desde el principio de mi gobierno planteé la necesidad de realizar cambios estructurales en los diversos aspectos de nuestra realidad. Tal propuesta pareció entonces rara, inentendible, lejana. Hoy, en cambio, todos los grupos me piden más velocidad en las transformaciones estructurales.

		De manera que nunca puse en duda la conveniencia de que México ingresara al GATT, como lo prueba el que hayamos venido sustituyendo el permiso previo por el arancel como instrumento de regulación de las importaciones, por considerar que, de esta manera, se transparenta el nivel de protección efectiva y se evitan las distorsiones que habían venido propiciando en nuestra estructura económica las restricciones cuantitativas. Lo que me cuestioné constantemente fue la oportunidad para hacerlo sin que hubiera una reacción social mayoritaria en su contra.

		Con Miguel González Avelar platiqué en varias ocasiones sobre el tema, en el tiempo que fue líder del Senado. En diversas ocasiones me dijo que existía un ambiente propicio para evaluar dentro del Senado la entrada de México al GATT. Le pedí que trabajara la opinión en ese sentido.

		Antonio Riva Palacio, al sustituir a González Avelar en marzo de 1985, me confirmó la opinión que se me había dado y me preguntó cómo quería que me ayudaran en este terreno. Fue entonces cuando le sugerí que lanzara la consulta popular, pues de hecho el debate sobre las posibles ventajas y desventajas de la adhesión de México al GATT había comenzado desde los primeros meses de 1985. Le recomendé que hablara con Héctor Hernández para guiar la consulta por buen camino, preparando un ambiente que propiciara opiniones amplias y suficientes en todos sentidos, a fin de que se culminara en una situación de equilibrio que me permitiera tomar la medida.

		El 15 de noviembre, después de haber realizado en el Senado de la República desde el 28 de octubre la consulta nacional sobre la eventual adhesión de México al GATT, este órgano aprobó el inicio de negociaciones para la incorporación de México a dicho organismo.

		La negociación a partir del próximo enero va a ser difícil, pero ya se tiene un avance muy importante, en la medida en que se ha aceptado que la base de esa negociación sea el protocolo de 1979. Así, podemos afirmar que el periodo que se requerirá para que la intensificación de la competencia externa comience a presionar a los productos mexicanos será bastante largo.

		Hay que dejar claro que el protocolo de 1979 implicaba afectar los aranceles de 300 a 8 000 productos de exportación, es decir, lo que entonces era el 8% y ahora es el 12% del valor total de las exportaciones. Además, esto se haría en el curso de 10, 12 y 14 años.

		Es evidente que existe interés de parte de todo el mundo en que México participe en el GATT, pero también es entendible que la intensificación de la competencia externa tiene que ser gradual. Por lo pronto, al dar el paso definitivo de cambiar permisos previos por aranceles, se ha concedido una protección muy alta. Incluso hay quienes consideran que Héctor Hernández está actuando de una manera engañadora. Sin embargo, él considera que sería imprudente bajar los aranceles antes de que se termine la negociación con el GATT.

		Además, desde el punto de vista de la política interna, si bajamos la protección rápidamente se pueden coaligar empresarios y obreros, obligándonos a dar un paso atrás. Por tanto, prefiero ir gradualmente.

		Por otro lado, hay que reconocer que el mundo está cambiando muy rápidamente, tan rápidamente que sin duda habrá severas presiones de Estados Unidos, Europa y Japón para limitar el proteccionismo, con o sin GATT. Yo tendré que cuidar que esto no ocurra de manera espectacular, a fin de asegurar que no haya riesgo para la planta productiva en el corto plazo. Inevitablemente algunas empresas cerrarán sus plantas. Nuestra meta tendrá que ser que se abran más de las que se cierren.

		En todo caso, hay que dejar bien sentado que el ingreso de México al GATT no puede concebirse como una medida aislada, sino como un instrumento que, al utilizarse, afectará toda la política económica. No puede ir desligado de la necesidad de bajar la inflación, mantener un tipo de cambio realista y desarrollar una política adecuada de inversión extranjera. El GATT es un instrumento que desempeña un papel importante en la congruencia del proceso económico. Nosotros tenemos que estudiar cuáles líneas de producción vamos a apoyar y cuáles no. En realidad, todavía faltan estudios en este sentido.

		He recibido opiniones de funcionarios públicos sobre este tema, que me sorprenden por su increíble simplismo. Por ejemplo, hay quienes me han dicho que México no debe producir azúcar y, cuando yo les hago ver el complejo mundo que existe atrás de la producción azucarera, quedan como atónitos por no haber pensado en ello. Hablan de oídas, sin ninguna experiencia empresarial.

		El ingreso de México al GATT traerá una multitud de repercusiones en todos los ámbitos. Una importante será en el terreno laboral, en el que puede preverse una negociación salarial más compleja, pues los empresarios, para ser competitivos, tratarán de hacer modificaciones a ciertas cláusulas laborales. Esto no se refiere solamente a los salarios, sino también a las cláusulas dentro de los contratos colectivos que afectan la productividad.

		Recientemente, el presidente de la Coparmex habló de esto, calificándolo de “proteccionismo laboral” y solicitando que se revisara la Ley Federal del Trabajo. El respingo de Fidel Velázquez no se hizo esperar.

		Yo creo que el problema realmente existe, pero que fue una medida muy torpe de los empresarios el plantearlo en la forma en que lo hicieron. Considero que, sin hacer anuncios, deben comenzar a trabajar en este problema, por ramas industriales, buscando, para ello, la ayuda del gobierno.

		No me cabe ninguna duda de que al reducirse el proteccionismo comercial, se modificarán muchos aspectos de nuestra vida productiva, causando en el camino choques y presiones. También es claro que se perjudicarán intereses. Al tocar intereses concretos, habrá más descontento, ya no contra la crisis económica en general, sino en particular contra mi gobierno.

		De hecho, eso ya está ocurriendo, pues ya he afectado a muchos grupos. Los empresarios están descontentos porque no les regresé las concesiones bancarias como ellos querían, ni les he permitido una participación política desmedida; los obreros están descontentos porque los he obligado a una contención salarial y he impedido el desarrollo de un sindicalismo independiente; los periodistas, aunque siguen recibiendo dinero, están descontentos porque no les hemos dado los contratos, concesiones y prebendas a las que estaban acostumbrados; los políticos tradicionales y otro tipo de gente que antes tenía acceso al Presidente están descontentos porque no los recibo, pues no he tenido ni tiempo ni interés de hacerlo, cuando no representan un poder político específico.

		Los problemas que enfrento, que me obligan a vigilar de cerca lo que están haciendo mis colaboradores, absorben todo mi tiempo.

		El hecho es que no se pueden realizar los cambios coyunturales y estructurales que la situación exige sin afectar intereses, y no se pueden afectar intereses sin provocar descontentos. Ésa es la tesitura histórica en la que se desarrolla mi gobierno.

		

	
		

		Mis colaboradores:

		relevo en la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal

		

		El jueves 26 de diciembre, Victoria Adato de Ibarra asumió el cargo de ministra numeraria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y, para ello, renunció a la titularidad de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, la cual quedó a cargo de Renato Sales Gasque.

		El error fundamental de doña Victoria fue su incapacidad para comunicar los problemas que enfrentaba en la Procuraduría, y sus esfuerzos y logros al combatirlos. No supo lucir lo que estaba haciendo, y eso es una falla. Es una mujer excesivamente solitaria; no hizo las ligas institucionales que se requerían con el Departamento del Distrito Federal, con Gobernación y con las corporaciones policiales. Como consecuencia de su ensimismamiento, fue objeto de críticas recurrentes, internas y externas, que hicieron insostenible su posición.

		Sin embargo, el balance de su gestión es bueno: conservó su honestidad, trabajó con entusiasmo y logró cosas positivas, entre las que destaca la desaparición de la División de Investigaciones para la Prevención de la Delincuencia en enero de 1983 y el encarcelamiento de aproximadamente 350 elementos corruptos de la Policía Judicial.

		En fin, es claro que la procuradora fue desmantelando la mafia interna que encontró. Pese a ello, la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal no registró los avances en saneamiento y eficiencia logrados en la Procuraduría General de la República, pero esto se debe a que en esta última se encuentran los delincuentes de elite, en tanto que en la Procuraduría del Distrito Federal van a parar los delincuentes que componen el basurero de la sociedad: pandilleros, robachicos, drogadictos, lenones, en fin, los de más baja laya.

		En septiembre decidí separarla de su puesto, pero el escándalo provocado a raíz del derrumbe del edificio de la PGJDF como consecuencia de los sismos del 19 y 20 de septiembre, cuando fueron encontrados entre los escombros los cadáveres de seis colombianos que, según versiones de prensa y de los representantes de diversos partidos de oposición, mostraban huellas de tortura, me impidió hacerlo.

		Al respecto, doña Victoria presentó un dictamen realizado por médicos forenses en el que se señalaba que no había huellas de tortura en los cadáveres. Sin embargo, circularon versiones distintas que hicieron el asunto confuso ante la opinión pública, la cual insistentemente demandó la renuncia de la procuradora. En esas circunstancias su relevo era imposible, pues hubiese sido interpretado como una confirmación de su culpabilidad, de la que nunca tuve pruebas y que, por tanto, no quise juzgar públicamente.

		La procuradora sabía que existía la tortura y la combatía con decisión. En una ocasión me contó que al hacer una revisión en los separos de la Procuraduría encontró a un detenido gravemente golpeado: tenía las costillas rotas. Al verlo, preguntó quién lo había golpeado y, cuando le indicaron que había sido uno de los mismos agentes de la Procuraduría, dio instrucciones a otro elemento de la corporación para que en su presencia le rompiera las costillas a quien había golpeado al detenido. Así que doña Victoria demostró ser una mujer con agallas. Sin embargo, yo siento que su condición femenina influyó en el rechazo de que fue objeto por algunos grupos de opinión.

		En diciembre se presentó la situación ideal para su relevo, al abrirse un puesto en la Suprema Corte de Justicia. Ello me permitió darle una salida decorosa. En realidad, cuando yo era candidato ella me dijo que, después de su larga carrera judicial, la máxima ambición de su vida era ser magistrada de la Suprema Corte. Yo le ofrecí la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y ella aceptó, pero me pidió que no olvidara lo que me había dicho.

		El nuevo procurador tendrá que vencer las dificultades inherentes a la función. Renato Sales Gasque es un jurista prestigiado, ha hecho carrera en el Poder Judicial, tiene prestigio académico, fue presidente de la Comisión de Justicia del Senado; en fin, creo que tiene un buen currículum. Además, tengo la impresión de que posee habilidad política, y es honesto.

		Ahora bien, el mejoramiento de las policías en el país y en la Ciudad de México todavía requiere muchísimo esfuerzo. Hemos hecho purgas considerables; creo que, cuando menos, todos nos reconocerán la importancia de haber acabado con los malandrines que formaban la DIPD. Purgamos la Policía Judicial Federal, separando de su cargo a cerca de 500 agentes. En la Policía Preventiva del Distrito Federal se ha sancionado a cerca de 7 000 elementos. En la Judicial del Distrito Federal se metió a la cárcel a 247 agentes, y de la Federal de Seguridad salieron 553 elementos.

		Por otro lado, hemos tratado de implantar mecanismos de selección y capacitación, en fin, de profesionalización de la policía, pero esto lleva tiempo y es relativo lo que se puede lograr en el corto plazo. También les hemos aumentado los sueldos, a fin de hacer posible una carrera policial. Lo que sí queda claro es que hacía mucho tiempo que no se realizaba un esfuerzo de esta magnitud para mejorar los sistemas de seguridad.

		Los programas de seguridad pública en los estados han avanzado. Es significativo que la seguridad constituye ahora una prioridad en cada uno de los gobiernos estatales, cuando antes no lo era.

		Al empezar mi gobierno había cinco academias de policía; hoy hay 29, es decir, prácticamente una por estado. Esto es la base, el cimiento. De los dirigentes de las policías federales, el único superviviente es el general Mota; los demás han sido sustituidos.

		

	
		

		Negociaciones salariales: acuerdo sin tropiezos

		

		La negociación para determinar el monto de los salarios mínimos se dio sin mayor fricción y concluyó, el 27 de diciembre, con el otorgamiento de un porcentaje menor que el esperado. Ello fue sorprendente, sobre todo después de tres años consecutivos en que ha disminuido el poder adquisitivo de los salarios.

		Considero que esto se debe a que los obreros tienen conciencia de que la economía no aguanta un salario muy alto, como tampoco lo aguanta el gobierno, que no tiene dinero para pagarlo. También se dan cuenta de que las empresas están en una situación muy dispar, por lo que prefieren tomar una posición moderada frente a los salarios mínimos, orientando su lucha a los salarios contractuales y las prestaciones.

		En realidad, los trabajadores organizados saben de sobra que si la economía se desquicia, también ellos serán afectados, pues en un momento de confusión pueden ser rebasados por los sindicatos independientes y perder el control de sus propias bases. Así que por ahora están, simple y llanamente, defendiendo el empleo, que tienen mucho miedo de perder. En estos momentos funciona la ley de bronce, que señala que si la masa laboral es excesiva, necesariamente caen los salarios.

		La actitud política de los trabajadores ha sido de aguantar la fiesta. Sin embargo, creo que las negociaciones contractuales van a estar más difíciles, pues voy a tratar de que los empresarios y los obreros se arreglen solos, aunque cuidando que no haya grandes pleitos o enfrentamientos entre ellos.

		Ya es tiempo de trasladar la lucha salarial a la arena de la negociación directa, porque hasta ahora las partes siempre han pedido a los conciliadores de la Secretaría del Trabajo que determinen el salario. Por ejemplo, en esta ocasión, Fidel Velázquez empezó pidiendo 60% de aumento salarial; cuando se le preguntó si realmente creía que el país aguantaba una sacudida de esa naturaleza, dijo que desde luego que no, pero que México es el país del regateo.

		Por su parte, Claudio X. González, presidente del Consejo Coordinador Empresarial, señaló que si el aumento salarial era superior a 25% se generarían graves problemas. Silvestre Fernández dijo que el aumento de los salarios sería de 30% y los líderes de la Canaco afirmaron que éste no podría ser menor a 40 por ciento.

		Cuando finalmente llegamos a la cifra mágica de 32%, los obreros nos dijeron que nunca pensaron que se lograría un aumento superior a 30%, en tanto que los empresarios reconocieron que jamás pensaron que sería menor de 35%. Aparentemente, las dos partes quedaron satisfechas.

		La realidad es que las cosas no se han violentado más porque todo mundo le tiene miedo al pleito, y eso es natural en circunstancias tan difíciles.

		

	
		

		Enero de 1986

		

	
		

		Elecciones: agitación política en San Luis Potosí

		

		EL PRIMERO DE ENERO, LOS SIMPATIZANTES DE LA COALICIÓN PAN-Frente Cívico Potosino trataron de impedir que el candidato electo del PRI, Guillermo Medina de los Santos, tomara posesión como presidente municipal de la capital del estado, acusándolo de haber fundado su triunfo en el fraude electoral. La manifestación culminó en un enfrentamiento violento con las fuerzas públicas, con saldo de un muerto y varios heridos, y con el incendio del palacio municipal.

		La presencia del PAN en el estado, de acuerdo con la votación del primero de diciembre anterior, fue de sólo 18%, frente a 76% obtenido por el PRI. Aun en la capital del estado, la penetración panista es limitada. El fenómeno que ahí se vive es el navismo, que con el nombre de Frente Cívico Potosino, agrupa a los seguidores del doctor Salvador Nava Martínez. Este grupo es muy fuerte en términos locales. En las elecciones de 1983 obtuvo la votación mayoritaria en la ciudad de San Luis Potosí.

		En estas circunstancias, la elección del primero de diciembre de 1986 fue muy competida. Los resultados fueron dudosos. Según la información oficial dada a conocer el 8 de diciembre, el candidato del PRI obtuvo 42 276 votos, en tanto que el del PAN-FCP obtuvo 38 311. El margen con el que ganó Medina de los Santos fue muy pequeño y, por lo mismo, discutible.

		De inmediato la oposición acusó al PRI de fraude, presentando los correspondientes recursos de queja ante las autoridades electorales. Desde entonces, el doctor Nava, todavía alcalde capitalino, hizo un llamado a sus simpatizantes para que se movilizaran y exigieran públicamente el reconocimiento de sus supuestos triunfos.

		La violencia se inició con la venganza que significa apoderarse del palacio municipal el día de la toma de posesión. Pero los problemas no acabaron ahí. El 2 de enero, el presidente del Comité Directivo Estatal del PRI, Enrique Aguilar Torres, publicó un desplegado que involucraba al ex gobernador y dirigente vitalicio del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación, Carlos Jonguitud, en los disturbios ocurridos.

		Por su parte, el secretario general del PRI en el estado, Julio Hernández López, y un grupo de funcionarios del gabinete estatal presentaron las renuncias a sus respectivos cargos, en rechazo por los hechos violentos ocurridos en la capital estatal.

		Para complicar más el asunto, ese mismo día el gobernador Florencio Salazar Martínez ofreció una conferencia de prensa en la que acusó a los dirigentes de la coalición PAN-FCP de estar coludidos con miembros del clero local y con empresarios acaudalados del estado para “desestabilizar a la nación”.

		Como consecuencia de la torpeza con que se manejó la situación, el 6 de enero se llevó a cabo una manifestación de protesta para exigir la desaparición de poderes, tanto estatales como municipales. Además de unir a los grupos mencionados, la manifestación estuvo apoyada por el PSUM, el PDM, el PRT y la Asociación Nacional de Abogados Democráticos.

		La CTM brindó su apoyo para sacar adelante la situación y ésta empezó a calmarse, aunque en realidad el problema duró todo el mes. El asunto llegó hasta la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, en la que el PAN solicitó formalmente que el gobernador Salazar Martínez fuera sometido a juicio político.

		La respuesta del gobernador a todos estos problemas fue torpe y refleja una falta absoluta de manejo político. Todo empezó con su enfrentamiento abierto con el ex gobernador Jonguitud, quien le respondió creándole un clima muy negativo en el estado y, tal vez, metiendo las manos para promover la violencia política.

		Por otra parte, su decisión de meter a la policía a golpear a los manifestantes el primero de enero provocó la ruptura del pacto que había logrado con Nava. A ello se debieron las renuncias en su gabinete.

		En términos públicos, el incidente le ganó un gran desprestigio, pues días después de la golpiza se vio obligado a reconocer que las fuerzas públicas habían actuado con brutalidad. La presión en su contra fue tan grande que tuvo que consignar a algunos policías que fueron identificados por la televisión o los medios impresos como participantes en los hechos.

		Lo ocurrido en San Luis Potosí me llevó a decirles a los gobernadores, en la tradicional reunión en la que vienen a presentarme sus saludos de Año Nuevo, que yo no creía en la ortodoxia política, si por esto se entiende hacer la política como se hacía hace algunos años. Lo dije, pues me parece que el gobernador de San Luis Potosí cometió errores por aferrarse a fórmulas del pasado.

		Durante esta reunión con los gobernadores, les insistí, pues me preocupa la posibilidad de que se repitan errores que generen violencia, que en las elecciones de 1986 quería legalidad, limpieza y honestidad. Les dejé claro que si bien su deber consistía en trabajar para retener el poder, yo no creía en la política de “carro completo”. Les recomendé que le dejaran sus espacios a los grupos minoritarios, dependiendo de su dinámica real.

		Concretamente me preocupan las elecciones en Chihuahua, donde el panismo es muy fuerte, así como en Sinaloa y Tamaulipas. Creo que estas últimas pueden ser las más difíciles. En Sinaloa, Clouthier se va a presentar como candidato del PAN. Tiene una personalidad fuerte y la solidaridad de grupos de poder en el ámbito nacional. En Tamaulipas existe la posibilidad de un pleito interno, pues se trata de un estado totalmente deshilvanado y abandonado. El doctor Martínez Manautou realmente no lo ha gobernado. Su nominación fue una de esas decisiones emotivas, uno de esos arranques de López Portillo.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos:

		entrevista con el presidente Reagan

		

		El 3 de enero me reuní por cuarta ocasión con el presidente Reagan; esta vez fue en Mexicali, Baja California.

		De este tipo de reuniones no surgen acuerdos importantes; su sentido es crear ambientes, climas que sirvan de base al desarrollo de las relaciones entre los países. En las declaraciones formales no podemos sino repetir lo que hemos dicho muchas veces por radio y televisión. Lo que cuenta es el tono en que se expresan nuestras posturas.

		En esta ocasión, la atmósfera de la plática entre el presidente Reagan y yo fue más cordial que la de Washington, en mayo de 1984. Ello se debió a que coincidieron nuestras actitudes de buscar que el encuentro diera la impresión de que no había ninguna aspereza, lo que refleja que han mejorado las relaciones entre los gobiernos de México y Estados Unidos. Ambos países reconocimos que era insostenible continuar por el camino del deterioro en nuestras relaciones, pues eso no nos conduciría a nada positivo.

		A pesar de nuestros grandes desacuerdos, ambos gobiernos hemos actuado para superar los episodios más irritantes. Por ejemplo, en el terreno del narcotráfico ha habido acciones que objetivamente muestran nuestra voluntad de combatirlo. Sergio García Ramírez ha logrado una relación muy positiva con el procurador Meese. De hecho, García Ramírez ha resultado un gran diplomático. Sus conversaciones con Meese han servido para suavizar mucho nuestra relación con Estados Unidos.

		Por otro lado, retiramos a Porfirio Muñoz Ledo de nuestra embajada en la ONU, pues dada su personalidad y su forma de actuar era indiscutiblemente un elemento de irritación permanente para los norteamericanos. Finalmente, hemos avanzado en nuestros acuerdos comerciales, superando aspectos enfadosos, como el de la industria farmacéutica.

		Sin embargo, quedan situaciones que deberíamos resolver más eficientemente, tales como la presteza con que la Cancillería y Hacienda atienden las solicitudes de privilegios diplomáticos presentadas por la embajada norteamericana. Deberían ser más ágiles, cuando menos para contestar sus oficios.

		Ya en el ámbito de nuestra conversación privada, el primer tema que tocó Reagan fue el centroamericano. Al respecto, le dije que no podía defender la sensatez de los dirigentes nicaragüenses, pero que defendía un propósito objetivo: la conveniencia de evitar la regionalización de la guerra en Centroamérica.

		Luego, Reagan me pidió que hiciera el mayor esfuerzo para lograr un acercamiento entre nuestros dos países en el ámbito de las Naciones Unidas. Me dijo que 9 de cada 10 votos de México en la ONU eran en franca discrepancia con Estados Unidos. Contesté que haría mi mayor esfuerzo por superar esta situación, buscando un acercamiento con el embajador Walter Vernon, quien me había hecho muy buena impresión. Le aclaré, sin embargo, que sus informantes habían exagerado, pues hasta donde yo tenía conocimiento, sólo habían sido dos los votos importantes en los que habíamos tenido diferencias, los relativos a las situaciones de Centroamérica y Namibia.

		Al respecto, cabe reconocer que la actitud de la Cancillería es de una ortodoxia absoluta. Sus miembros se creen los guardianes de la soberanía nacional. Sienten odio por Estados Unidos, porque a lo largo de nuestra historia, los gobiernos de esa nación se han encargado de aprovechar y abusar de la dependencia que de ellos tenemos. Naturalmente, en esta relación no ayuda la posición del actual gobierno estadounidense.

		Sin embargo, le dije a Sepúlveda que hay enfrentamientos necesarios, que asumo y encaro, pero que no me ande provocando ensañamientos con cualquier motivo; por ejemplo, en el proceso de descolonización en África y, concretamente, por los asuntos referentes a la independencia de Namibia.[2] Ya le pedí a Sepúlveda y a Mario Moya Palencia, nuestro actual embajador en la ONU, que ni un voto más que resulte conflictivo con Estados Unidos en la ONU, a menos de que yo lo apruebe personalmente.

		En este periodo de sesiones, lo que ocurrió fue que cuando me trajeron la agenda de lo que pasaría en las Naciones Unidas, yo estaba muy complicado con los problemas de los sismos. Moya continuó la línea de expresión y de voto de Muñoz Ledo, porque trae una carga personal muy fuerte por el ambiente que se le ha hecho, a raíz de que se dice que lo mandé a quebrar nuestra postura tradicional en política exterior.

		Desde antes de que se fuera, le dije a Moya: “Quiero que defendamos los principios generales de la política exterior mexicana y nuestros intereses fundamentales, pero nada más”. Después del voto sobre Namibia, le hablé a Moya Palencia y le pregunté por qué había votado de esa manera, y me dijo que por instrucciones de la Cancillería. Fue entonces cuando le aclaré que no volviera a votar en contra de Estados Unidos, a menos de que fuera con una autorización expresa de mi parte, instrucción que después le informé a Sepúlveda.

		El problema es que Sepúlveda ha caído en la trampa de las relaciones con Estados Unidos. Yo estoy de acuerdo en que Gavin puede ser lo peor, y en que la presión que nos ejercen los norteamericanos tiene línea de Washington. Sé que nos quieren someter, pero precisamente para enfrentar ese tipo de coyunturas existen la malicia y la diplomacia. No podemos, con motivo de cualquier asunto, buscar antagonismos con los Estados Unidos.

		El último punto en que insistió Reagan fue el relacionado con la inversión extranjera. Yo le dije que nuestro problema era de incapacidad para comunicar e informar; que los hechos mostraban que, desde 1976, México había recibido más inversión extranjera que Brasil.

		En mi gobierno, le aclaré, hemos autorizado mucha más inversión extranjera que en los otros periodos, y cuando se rechaza un caso, como fue el de la IBM, se hace para que mejore su proyecto. Acepté que tardamos demasiado en aprobarlo, ocho meses, pero también creo que nos hicieron un escándalo excesivo al respecto. Por otro lado, no se comentaron todos aquellos casos que fueron aprobados inmediatamente.

		Fue entonces cuando me planteó la conveniencia de liberalizar las leyes de propiedad de la tierra en Baja California, a fin de permitir que extranjeros pudieran comprar allí. Me insistió en que eso podría ser un gran emporio y un flujo importante de inversión extranjera. Yo le hice ver que eso era imposible, pues estaba estipulado en nuestra Constitución y no podía modificarse. Él me insistió en que era posible modificar la Constitución, que yo ya la había modificado en otras cosas. Le respondí que había ciertas áreas de nuestra Constitución que eran intocables y la propiedad de la tierra era una de ellas. Insistente me reiteró: “Usted es un líder muy persuasivo, seguramente puede lograrlo”. Tuve que contestarle de manera cortante que eso era imposible.

		Por mi parte, solicité a Reagan que nos ayudara con la prensa de su país, que era exageradamente hostil con México. Le dije que comprendía las limitaciones que él tenía en ese terreno, pero que en la medida en que estuviera a su alcance hacerlo, beneficiaría enormemente nuestras relaciones.

		

	
		

		Contadora: un recuento

		

		A pesar de haber hecho público mi deseo de evitar que el tema central de la entrevista que sostendría con Ronald Reagan el 3 de enero fuera el problema centroamericano, no lo logré, cuando menos en nuestra conversación privada.

		Al iniciar nuestra plática le dije, con toda cortesía, que siendo él mi huésped le pedía que me señalara los temas que quería que tratáramos, porque había tantos en nuestra agenda que sería imposible tratarlos todos. Escogió como primer punto la situación centroamericana. Me planteó el peligro que para toda América significan los sandinistas, con los mismos argumentos que da a la prensa.

		Le respondí que un estallido del problema nicaragüense podría regionalizar el conflicto, afectando el conjunto de las relaciones interamericanas. Insistí en que consideraba necesario continuar buscando una solución al conflicto centroamericano por la vía de las negociaciones.

		Él me replicó que negociar con los sandinistas era imposible, sobre todo ahora que se sabía que tenían relación con la guerrilla colombiana y el narcotráfico. Citó como prueba las armas nicaragüenses encontradas en el Palacio de Justicia de Bogotá, cuando el ejército desalojó a los guerrilleros del M-19 el pasado mes de noviembre.

		Sobra aclarar que Colombia no ofrece ninguna prueba de que los nicaragüenses les dieron las armas a los guerrilleros, en tanto que los sandinistas niegan haberlo hecho y señalan que en un Estado en revolución es imposible tener control sobre las armas.

		El dogmatismo y la necedad caracterizan por igual a Reagan y a Ortega. Por ello, al concluir la conversación con el Presidente norteamericano, le dije que yo comprendía en toda su intensidad el problema de Centroamérica, pero que no tenía una fórmula específica para resolverlo.

		Reflexionando al respecto, cabe afirmar que los Estados Unidos han hecho todo lo posible para lograr el derrocamiento de los sandinistas y, sin embargo, esto no ha ocurrido. Ello se debe a que los sandinistas tienen una fuerza social y militar real, que ha impedido el triunfo de la guerrilla contrarrevolucionaria apoyada desde Honduras. Una situación similar ocurre con el fracaso norteamericano para doblegar a la guerrilla salvadoreña. En realidad, la limitante está en que los Estados Unidos no quieren, por razones de política interna, una participación militar directa en el área.

		De cualquier forma, hay que reconocer que el gobierno norteamericano se mueve solamente por presiones internas, esto es, que las protestas de sus aliados no determinan su acción. Por tanto, si otros países desean ejercer alguna influencia sobre el gobierno norteamericano, necesitan tener la capacidad para influir en la opinión pública de ese país. Ésta ya ve con temor una mayor injerencia militar norteamericana en Nicaragua, lo que explica el esfuerzo constante de Reagan por convencer a sus compatriotas sobre el peligro que representa para su seguridad nacional la existencia de un régimen comunista en Centroamérica.

		Por otro lado, es un hecho que Nicaragua ha perdido simpatías en el mundo, lo que se debe a las torpezas de los sandinistas o, tal vez, a su compromiso con la Unión Soviética. Esta potencia y los Estados Unidos han sostenido la táctica de molestarse mutuamente, situación que en ocasiones parece determinar la conducta de los sandinistas.

		Finalmente, es importante señalar que los propios centroamericanos ya no quieren que aumente la influencia de Estados Unidos en la región, porque ello los hace más dependientes. Los guatemaltecos están más conscientes de esto. Su resentimiento data de la época de Carter, cuando el gobierno norteamericano les retiró la ayuda económica destacando su falta de respeto a los derechos humanos. Los guatemaltecos saben que se tienen que entender con Estados Unidos, pero también saben que la mayor injerencia norteamericana en Centroamérica será en demérito de la soberanía de las naciones del istmo.

		Nuestra búsqueda por encontrar una solución negociada al conflicto centroamericano ha sido extraordinariamente tenaz. Recapitulando sobre el proceso, podemos afirmar que aun en los momentos más críticos hemos insistido en ello. Baste recordar que en mayo del año pasado, justo después de que Nicaragua rechazara el plan de paz formulado por Reagan, de que Ortega realizara un viaje por la Unión Soviética y Europa en el que tachó a Reagan de fascista, y de que los Estados Unidos declararan un embargo total a Nicaragua, se reunieron en Panamá los viceministros del Grupo Contadora y los plenipotenciarios de los países centroamericanos.

		Durante esta reunión se procuró, contra viento y marea, promover un ambiente positivo en el que se pudiera avanzar en la negociación orientada a la firma del Acta de Paz de Contadora.

		Pero los buenos deseos expresados en esa ocasión no sirvieron de mucho, pues entre el 17 y el 31 de mayo ocurrieron varios incidentes militares graves en la frontera de Nicaragua y Costa Rica. Estos hechos son frecuentes y a veces incluyen la muerte de algunos soldados; los provoca la tensión natural existente en las áreas de conflicto, aunque también cabe pensar que en ocasiones son causados por los gobiernos centroamericanos aliados a los Estados Unidos, que de esa manera logran entorpecer el proceso de la negociación.

		Los nicaragüenses, por su parte, tampoco están muy dispuestos a la negociación. Esto se hizo patente a finales de junio del año pasado, cuando señalaron que había aspectos en el Acta de Paz de Contadora que les resultaban inaceptables.

		La postura tiene una base ética fundada en el derecho internacional, pues se les pedían ciertas concesiones que no encontraban su contrapartida en la reducción de la ayuda económica y militar norteamericana a la contrarrevolución. Precisamente los días 6 y 12 de junio, respectivamente, el Senado y la Cámara de Representantes norteamericanos habían autorizado 38 millones de dólares en ayuda no militar para los contrarrevolucionarios nicaragüenses.

		Asimismo, los senadores rechazaron una enmienda que prohibía al presidente Reagan enviar efectivos de combate a Nicaragua, si antes no contaba con la autorización del Congreso. Finalmente autorizaron a la Casa Blanca a que, en caso de que fracasara su búsqueda por impulsar el diálogo entre el gobierno sandinista y los contrarrevolucionarios, proporcionara ayuda militar adicional a estos últimos.

		De manera que el reclamo nicaragüense de que los Estados Unidos ejercen sobre ellos una presión fuerte, irrespetuosa, propia de un imperio, es válida. No obstante, ello sólo exhibe su vulnerabilidad. En términos de Realpolitik, los sandinistas tienen que negociar con Estados Unidos su supervivencia. Yo se los he recalcado, haciéndoles ver que la urgencia es de ellos.

		El ambiente de finales de junio del año pasado estuvo muy caldeado. El día 24, Nicaragua declaró estado de máxima alerta por temor a una invasión norteamericana. La realidad es que esa invasión ya se realizó por medio de mercenarios. La política norteamericana hacia Nicaragua es muy clara: los va a debilitar militarmente con la guerrilla, al tiempo que mina su economía.

		Julio también fue un mes muy pesado. Las diferencias y desacuerdos entre Estados Unidos y Nicaragua hicieron eco en las naciones de la región. Hubo hechos que tensaron aún más la situación. El 12 de julio, la guerrilla salvadoreña liberó presos en una acción espectacular que fue interpretada por el gobierno de esa nación como alentada desde Nicaragua. El día 16, El Salvador envió una nota a Nicaragua en la que acusaba a este país de propiciar el terrorismo en Centroamérica. Esto abonó el malestar de la región, en la que seguían dándose incidentes fronterizos entre Costa Rica y Nicaragua.

		Por su parte, y para dejar clara su rebeldía frente a Estados Unidos, el gobierno de Guatemala declaró que podía convivir con una Nicaragua comunista.

		En ese contexto, el Grupo Contadora tuvo que reconocer el estancamiento de su actividad. Nuestro desacuerdo con la política norteamericana de hostigamiento a Nicaragua se hizo explícito una vez más durante la entrevista que el 25 de julio del año pasado sostuve con George Shultz.

		Los funcionarios norteamericanos, en este caso Shultz, pero lo mismo puedo decir de Harry Shlaudeman o Walter Vernon, abordan conmigo el tema centroamericano con toda franqueza y crudeza, igual que como lo tratan en público. Muestran extrañeza de que México no reconozca el peligro de una Nicaragua comunista en América y me manifiestan, sin ninguna cortapisa, su molestia por nuestro apoyo a Nicaragua.

		En este tipo de reuniones no se llega a nada concreto; ellos exponen su punto de vista y nosotros el nuestro. Lo que cuenta es el clima en el que se da este diálogo, y en esta ocasión la reunión fue amable. El ánimo de Shultz fue constructivo: reconoció la importancia y necesidad de continuar con el proceso de Contadora.

		Por otro lado, y ello seguramente influyó en su ánimo, su visita tuvo lugar al día siguiente de que anunciáramos las medidas económicas que caracterizaron ese mes y que demostraron nuestra voluntad de seguir controlando la política económica. Shultz reconoció la importancia de dichas medidas, así como nuestro avance en el combate contra el narcotráfico y en materia de seguridad turística. De manera que pese a nuestras diferencias respecto al conflicto centroamericano, la entrevista con Shultz destacó que nuestra relación con Estados Unidos navega por aguas más tranquilas.

		El mes de julio concluyó con la formación del llamado “Grupo de Apoyo” a la acción de Contadora, integrado por Argentina, Uruguay, Brasil y Perú. Los propósitos inmediatos eran evitar enfrentamientos de fuerzas en las fronteras de Nicaragua con Costa Rica y Honduras, y promover la reanudación del diálogo entre Estados Unidos y Nicaragua.

		Este grupo se formó por iniciativa de Argentina, y como resultado de que los gobiernos de dichas naciones comparten con nosotros la convicción de que si pasa algo grave en Centroamérica, ello afectará la situación interna de cada uno de nuestros países. Juzgan que los nicaragüenses son imprudentes, pero encuentran inaceptable lo que los Estados Unidos hacen, y realmente lo es.

		Es increíble la relación que existe entre Nicaragua y Estados Unidos: sus presidentes se insultan públicamente llamándose “dictadorzuelo” o “fascista” y, sin embargo, no rompen relaciones diplomáticas. Más singular resulta que los Estados Unidos ventilen en la prensa, en el Congreso y en cuanto discurso público existe, su llamada “guerra secreta”, así como los apoyos económicos que brindan a la guerrilla contrarrevolucionaria. Sin embargo, no rompen relaciones con el gobierno que públicamente tratan de derrocar.

		Yo no me lo explico desde ninguno de los dos lados. Nicaragua ya podría romper con quien es abiertamente su enemigo y, sin embargo, tampoco lo hace. Es como si Kafka se hubiera apoderado de esas relaciones.

		En agosto de 1985, el día 25, se reunieron en Cartagena los ministros de Relaciones Exteriores del Grupo de Contadora y del Grupo de Apoyo, a fin de promover la conclusión y suscripción del Acta de Paz de Contadora. Cuba aprovechó la ocasión para señalar que en el momento de firmarse el Acta, retiraría a sus asesores de Nicaragua. El papel que ha desempeñado Cuba en este conflicto y en las negociaciones relativas ha sido de reserva. Se preocupa por la inmadurez de los sandinistas, pero participa de la táctica soviética de tratar de molestar en todo lo posible a los norteamericanos.

		En agosto, la situación continuó muy tensa. El día 27, el presidente Luis Alberto Monge declaró que Contadora estaba inclinada a favor de Nicaragua. Esta declaración refleja también la opinión de algunos grupos en México. Tiene como fundamento el hecho de que, desde que se inició la revolución sandinista, México le brindó un gran apoyo. Algunas de las acciones del presidente López Portillo fueron demasiado cálidas y, desde luego, lo fueron muchas de sus declaraciones. Mi gobierno ha seguido apoyando a los nicaragüenses por medio del suministro de petróleo, pero de manera más medida, como lo prueba el hecho de que están sentidos con nosotros.

		El problema centroamericano es terriblemente complejo, pues intervienen en él mil factores internos y externos. Por ejemplo, el cambio de gobierno en Panamá, el 27 de septiembre del año pasado, fue promovido por sus militares, quienes tienen tomado el poder. Ardito Barletta les resultó intolerable porque quiso realizar una apertura política interna. Sin embargo, su postura de apoyo a Contadora continúa intacta, pues ellos comparten el miedo de que el incremento del conflicto armado en el área provoque una mayor presencia norteamericana. Ésta podría retraer el proceso de independencia del Canal de Panamá, pues los Estados Unidos podrían argumentar la necesidad de dar una mayor protección al canal para evitar que éste pueda ser objeto de un ataque, lo que en última instancia significaría echar por tierra los Tratados Torrijos-Carter.

		La primera quincena de octubre estuvo “amenizada” por el ingreso y la salida de Ecuador del Grupo de Apoyo a Contadora; el día 3 se unió al Grupo, el día 11 rompió relaciones con Nicaragua y el día 13 se salió del Grupo de Apoyo. Su deseo de participar se explica porque ya ningún país latinoamericano quiere quedar fuera de esta moción, lo cual se debe a que todo mundo teme la posibilidad de verse afectado por el conflicto y, también, a que no participar significa marginarse de la política activa de Latinoamérica.

		La ruptura de Ecuador con Nicaragua obedece a que la posición del Presidente ecuatoriano León Febres Cordero es muy conservadora, francamente filoamericana.

		El 17 de octubre pasado me entrevisté en la ciudad de Tapachula con el Presidente de Guatemala, Óscar Humberto Mejía Víctores. Me pareció un hombre moderado y digno.

		Los guatemaltecos tienen conciencia de que su país es el más grande de Centroamérica, y que eso le da un papel especial. Ellos también temen la posibilidad de que los Estados Unidos se metan más en Centroamérica, pues saben que nunca los podrán sacar. El gobierno guatemalteco ha desempeñado un papel moderado en el conflicto centroamericano. En ello influyó mucho el hecho de que hayan tenido un buen canciller, como lo fue Fernando Andrade.

		Nuestra relación con Guatemala ha mejorado. Mejía Víctores es amigo de México y yo, por mi parte, he tratado de suavizar el problema de los refugiados guatemaltecos, retirándolos de la frontera. También he propiciado múltiples entrevistas ministeriales entre nuestros dos países.

		He actuado así, pues creo que hay que superar la postura purista que se sostuvo en el pasado de no dialogar con ciertos regímenes latinoamericanos, porque eran militares o porque no eran suficientemente democráticos. Yo considero que debemos buscar un acercamiento con Guatemala, pues tenemos que reconocer que nuestra política hacia Centroamérica nos ha traído la antipatía de los hondureños, los salvadoreños y los costarricenses. Con Panamá llevamos una relación más o menos positiva.

		La situación centroamericana se deterioró en forma constante durante todo el año pasado, lo que sin duda alejaba las posibilidades de éxito de una negociación pacífica. Sin embargo, a finales de noviembre y principios de diciembre esto se manifestó de manera inequívoca y dramática; posiblemente de manera irreversible.

		El 22 de noviembre de 1985, México presentó ante la Asamblea General de la ONU, en nombre del Grupo Contadora, un proyecto de resolución sobre la situación en Centroamérica en el que se instaba a los países del área a continuar la negociación para la pronta suscripción del Acta de Paz y Cooperación Económica, y se exhortaba a Nicaragua y los Estados Unidos a reanudar conversaciones en apoyo a la negociación regional. El día 24, la falta de apoyo de los otros países miembros de Contadora obligó a retirar la iniciativa, dejando a México colgado de la brocha.

		La propuesta había sido concertada por los cancilleres del Grupo Contadora durante la reunión que sostuvieron con la Comunidad Económica Europea y los cancilleres de Luxemburgo del 10 al 12 de septiembre. Sin embargo, cuando la presentaron conforme se había acordado, se provocó una reacción violenta por parte del gobierno de Estados Unidos, que presionó a los embajadores en la ONU de los países miembros del Grupo Contadora para que retiraran la iniciativa.

		A principios de diciembre, cuando Sepúlveda estuvo en Cartagena, los cancilleres del Grupo le dijeron que sus embajadores habían actuado sin su conocimiento, y que estaban dispuestos a volver a interponer la iniciativa. Fue entonces cuando Nicaragua dijo que ya no quería que pasara el Acta de Paz del Grupo Contadora, porque insistía que en ella se hiciera una condena expresa a la actitud norteamericana. Eso naturalmente era imposible, porque Contadora tiene que mantener una posición equidistante entre los nicaragüenses y los norteamericanos.

		Todo este asunto nos dejó muy mal sabor de boca, pues dio la impresión de que nuestros socios, los otros miembros del Grupo de Contadora, nos dejaban solos, en tanto que Nicaragua tomaba una decisión drástica sin considerar la forma en que ésta podría afectar a quienes hemos empeñado nuestro prestigio en sacar adelante una paz negociada.

		Todo esto me hace pensar que lo que los nicaragüenses desean es llevar las cosas a sus extremos últimos. No tengo otra explicación. Parece sorprendente que no hayan tenido la cortesía de avisarnos con anticipación que darían a conocer a la prensa su decisión de pedir la suspensión del Acta de Paz e, incluso, de las actividades de Contadora.

		Lógicamente, la suspensión de las actividades fue muy bien recibida por los países centroamericanos aliados a los Estados Unidos. Los próximos cambios de gobierno en Honduras, Costa Rica y Guatemala justifican ampliamente su actitud. En esas condiciones era absurdo seguir insistiendo.

		Desde entonces, la situación de Contadora es difícil, porque ya no se va a lograr ninguna negociación sobre la base de la actual Acta de Paz. Yo le pedí desde hace tiempo a Sepúlveda que haga una miniacta, un acta-tratado y no una enciclopedia, porque entre más largo sea el documento más difícil será su negociación. Sepúlveda me insiste en que los otros quieren que el acta sea larga. En ocasiones dudo de si realmente eso es lo que quieren los otros o si Sepúlveda no puede deshacerse, por razones emotivas, del actual documento.

		Su pasión por Contadora lo llevó a preguntarme, después de todo lo ocurrido, si la próxima reunión del Grupo se podía realizar aquí en México. Le dije que no, que México de ninguna manera sería anfitrión del Grupo Contadora, sobre todo después de lo que acababa de ocurrir en la ONU y de la posición de Nicaragua y de los otros países centroamericanos. Le dije que si los demás miembros del Grupo querían que continuaran las negociaciones de Contadora, Venezuela debía invitar, pues era evidente que Colombia, en vista del asalto al Palacio de Justicia y de la reciente erupción volcánica, no estaba en condiciones de ser anfitrión de nadie, y que Panamá no resultaba el sitio adecuado, dado el reciente golpe de Estado. Sea como fuere, voy a tener que frenar a Sepúlveda. Es necesario bajar el nivel de esfuerzo que invertimos en Contadora.

		Para concluir, puede afirmarse que al terminar 1985 la situación de Contadora y Centroamérica estaba totalmente empantanada. Las perspectivas de negociación eran muy débiles. Todos los involucrados parecían querer el enfrentamiento y, sin embargo, pedían que no desapareciera Contadora. Esto la colocó en un trágico callejón sin salida.

		

	
		

		Banca: críticas por problemas de comunicación

		

		El jueves 9 de enero, Bancomer, BCH y Somex enviaron sendos comunicados a su clientela anunciándole que a partir del primero de febrero cobrarían 250 pesos por cada cheque expedido por los cuentahabientes, así como comisiones por gastos de operación en cuentas de cheques con saldos mensuales menores a 30 000 pesos. Señalaron que esta medida se había acordado en el seno de la Asociación Mexicana de Bancos y que sería adoptada por todas las instituciones.

		El escándalo no se hizo esperar. Los editorialistas se hicieron eco del malestar que produjo este anuncio y acusaron a la banca nacionalizada de ineficiente y “usurera”. Para todos los cuentahabientes resultaba fácil creer que esta medida se daba como resultado de la incapacidad del Estado para administrar los bancos.

		El hecho de que la medida sólo haya sido anunciada por algunas instituciones hacía evidente la descoordinación del sector, y propició que algunos especularan sobre la capacidad de algunos banqueros para actuar con autonomía frente a las autoridades financieras.

		En realidad, el cobro de los servicios bancarios fue un asunto ampliamente discutido por los bancos y las autoridades competentes. La banca mexicana tradicionalmente no los cobra, como forma de mercadotecnia. Carga su costo a la tasa de interés. Sin embargo, la Asociación Mexicana de Bancos está a favor de que se cobren tarifas por ciertos servicios, como de hecho ocurre en otros países.

		La razón de ello estriba en que de esta manera su costo se cubre por el usuario directo y no por toda la clientela. Además, se evita el abuso en su utilización, como ocurre con los cheques que, al no costar, se expiden muchas veces por cantidades nimias, a pesar de que su procesamiento y control tienen un alto costo para las instituciones.

		El Banco de México, Hacienda y yo mismo éramos partidarios de esta medida. El problema estuvo en la forma en que se manejó, tanto internamente como ante el público. Lo más importante fue esto último, pues no se realizó una campaña preparatoria que divulgara las razones y fundamento de una medida que afecta a millones de personas. El rechazo y el desprestigio fue el costo de esta torpeza.

		El manejo interno de la medida fue también singularmente inadecuado. Cuando estalló el escándalo traté de desenredar la madeja. Los banqueros argumentaron que el Banco de México había acordado dejarlos en libertad para actuar sobre este punto como consideraran conveniente. La autorización, en todo caso, no fue por escrito.

		Por su parte, Miguel Mancera me aseguró que los banqueros habían actuado sin autorización. Dijo que aprobaba el fondo de la medida, pero no la forma en que se había actuado. Silva Herzog afirmó que habían actuado sin autorización de la Secretaría de Hacienda, y que había que dar marcha atrás. Dijo que los banqueros habían comprendido su error.

		Yo le pregunté a Silva Herzog que de quién era facultad autorizar esas tarifas, y me respondió que del Banco de México. Pregunté si era materia de la Junta de Gobierno, a lo que respondió que no sabía. Entonces le dije: “Pues que lo sea, para que Hacienda y la gente se enteren de lo que hace el Banco de México y puedan darle una opinión política”.

		El lunes 13 de enero se dio marcha atrás mediante un comunicado de prensa de la Asociación Mexicana de Bancos. Las críticas por este sainete fueron tan severas que Silva Herzog tuvo que negar, en una conferencia de prensa, que existiera desorganización o indisciplina entre las instituciones bancarias.

		Las cosas no pararon ahí. Rafael Reséndiz, director de prensa de Hacienda, filtró a la columna de Francisco Cárdenas Cruz, que es muy amigo suyo, que todo lo ocurrido se debía a que los banqueros eran amigos cercanos del Presidente, quien les daba audiencias privadas, lo que los hacía incontrolables. Aludía a que el director de Bancomer, Ernesto Fernández Hurtado, es mi tío.

		Muy molesto, le hablé a Silva Herzog y le dije:

		—Mira Chucho, ya vi la columna de Cárdenas Cruz y quiero decirte que Reséndiz te hace mucho daño, porque la forma de hacerte lucir no es atacándome. No se vale que para sacarte del problema me lo trate de echar encima a mí. No me resultan agradables esas formas de ser.

		—Tampoco es agradable para el secretario de Hacienda que el Presidente sospeche de él —me contestó irritado.

		—Me resisto a pensar que el secretario de Hacienda sería capaz de una maniobra de este tipo. Pero sí sospecho que hay tolerancia excesiva, pues no es la primera vez que Reséndiz hace cosas de este tipo. La próxima vez yo mismo lo voy a correr —concluí.

		Conozco muy bien a Reséndiz y sé de lo que es capaz. Trabajó con Heriberto Galindo y fue quien le organizó su precampaña a David Ibarra.

		

	
		

		Sindicato petrolero: amenazas y accidentes

		

		El incendio y la explosión de dos plantas procesadoras de gas amargo semiparalizaron, el sábado 11 de enero, las labores del complejo petroquímico Cactus 1, en Reforma, Chiapas, provocando en la quincena siguiente escasez de gas natural en amplias zonas del país.

		Seis días después, el viernes 17, se produjo otro incendio en el complejo petroquímico de Cosoleacaque, Veracruz, que destruyó 1 000 m² de su almacén general. El sábado 25, a menos de 15 días del accidente ocurrido en Cactus, se registró un nuevo incendio en la terminal marítima de Pemex , en el puerto de Salina Cruz, Oaxaca, que se extendió sobre 2 500 m², afectando las bodegas, una parte del patio y las oficinas de la refinería de Pemex en el lugar.

		La opinión pública calificó como profecía autocumplida la coincidencia de los accidentes con las denuncias del líder de los petroleros, José Sosa, durante la salutación que me hicieron los petroleros con motivo del Año Nuevo.

		Dicha ceremonia tuvo lugar tres días antes del primer accidente, el 8 de enero. En ella, Sosa asumió una posición muy agresiva e insolente. Afirmó que Pemex se inclinaba a un colapso desastroso, argumentando el peligro de que se concursaran las obras de mantenimiento, en lugar de dar dichos contratos a los trabajadores, que eran los únicos capaces de realizarlos. Añadió, dirigiéndose a mí: “Si se hunde Pemex, se hunde usted, nos hundimos todos, se hunde el país”.

		Naturalmente, yo también sospeché ante la coincidencia de amenazas y accidentes, pero no tuve ningún indicio de sabotaje en los informes que me presentaron.

		La agresividad de los petroleros es resultado de varios factores. En primer lugar, aunque tal vez no sea ello lo más importante, hay que reconocer que, dadas las dificultades económicas, sí existe rezago en el mantenimiento de las plantas petroleras. Por otro lado, es innegable el resentimiento y enojo del sindicato petrolero por la pérdida de privilegios económicos, como resultado de la nueva legislación sobre obras públicas que obliga a licitar todas las obras públicas, incluso aquéllas por las que se interesan los sindicatos. Los petroleros siguen cobrando comisiones conforme a las nuevas normas; adicionalmente, Pemex ha sido flexible en los contratos de mantenimiento que ellos quieren ejecutar, pero ya no hay reventa de contratos.

		El tercer factor que alimenta su agresividad es el deseo de ejercer presión en la carrera por las gubernaturas. Ya me dijeron que están interesados en Tamaulipas y Veracruz. El control de puestos políticos clave ha sido parte de su estrategia de poder. Creen tener derecho a una cuota siempre creciente de presidentes municipales, diputados locales, agentes aduanales, agentes de migración, etcétera.

		La respuesta que di a sus amenazas e insolencias tuvo también varias facetas. Les respondí: “En los tres años de este gobierno, Pemex se ha saneado financieramente… Debemos dejar muy claro ante el pueblo de México que los concursos de obras de Pemex van en beneficio de Pemex y de su propio sindicato… No debemos caer en catastrofismos alarmistas que a nada conducen. Pemex no se va a hundir, lo vamos a sostener…”.

		El 28 de enero, durante la II Reunión Evaluatoria de Pemex, dije varias cosas claramente destinadas a los líderes sindicales. Entre ellas, expresé después de haber reafirmado que la riqueza de Pemex pertenece a la nación y de enlistar a los grupos que conforman la institución: “Es al gobierno de la República al que le corresponde señalar en qué medida y mediante qué modalidades se produce este delicado pero importante proceso de armonización de intereses sectoriales, a la luz del interés superior de la nación… Tenga el pueblo de México la seguridad de que el Poder Ejecutivo seguirá velando, como hasta ahora lo ha hecho, por la sanidad, por la fortaleza, por la eficiencia y por la honestidad de la primera empresa del país. Es mi responsabilidad, me la dio el pueblo de México y la seguiré ejerciendo con firmeza y con decisión”.

		Además de dar respuesta pública a su agresividad, les apliqué la “técnica del frío”. Ello los asustó y empezaron a buscar un arreglo. Me platicaron que andaban por ahí diciendo: “Qué se trae el Presidente, no era para tanto”. Mario Ramón Beteta, director de Pemex, también veía con temor el pleito con los petroleros, por lo que inició conversaciones con ellos.

		Fue entonces cuando di instrucciones a Beteta y a Bartlett para que hablaran de manera conjunta con los líderes petroleros, haciéndoles ver que de nuestro lado había armonía y decisión. Les pedí que les dijeran de mi parte que no pensaba volver a ninguno de sus actos, a menos de que me dieran una garantía absoluta de que no me faltarían al respeto. Pedí que aclararan que incluso podría yo faltar a su reunión del 18 de marzo, y que para conmemorar la expropiación petrolera habría una ceremonia de la que estarían excluidos. En menos palabras, que me aclararan si querían un pleito frontal.

		Ante mi amenaza, doblaron las manos, cuando menos verbalmente. Lo cierto es que sus palabras o la falta de ellas no me inspiran ninguna confianza.

		

	
		

		Mis colaboradores: necesidad de una perspectiva global

		

		El 14 de enero tuvo lugar la tradicional reunión anual de principios de año con todos los miembros de mi gabinete.

		Esta reunión fue significativamente diferente de las anteriores, en las que había pedido que algunos secretarios tocaran temas aislados, pues en esta ocasión di instrucciones para que cada uno de ellos preparara y leyera tres hojas en las que sintetizara lo que había hecho su dependencia durante los tres primeros años de gobierno y que señalara su perspectiva del futuro. La información que se dio a conocer fue buena; incluso pedí que, con pequeñas modificaciones, se publicara en forma de libro.

		Lo sorprendente fue observar que algunos secretarios no estaban informados de lo que hacían los otros. Al escuchar lo que tenían que decir sus compañeros, muchos de ellos ponían cara de azoro. Esto significa que han incurrido en el error de dejarse absorber por la responsabilidad que tienen, y no ven lo que se hace en otras partes del gobierno ni entienden cómo se articulan todas las acciones. Tal vez ni siquiera les importa.

		La excepción son los secretarios que tienen responsabilidades globalizadoras y, de ellos, el único que tiene una visión realmente panorámica es el de Programación y Presupuesto. De cualquier forma, de la lectura de lo realizado se concluye que ha habido una acción de gobierno muy amplia y profunda.

		Otra diferencia significativa fue mi actitud. En ocasiones anteriores había sido más explícito: les decía cosas que les marcaban rutas y caminos, que les hacían ver cuáles eran mis expectativas. Ahora fui más discreto. Me limité a exhortarlos, a animarlos a seguir trabajando. Este cambio obedece a que quiero que tengan más cuidado con lo que el Presidente les dice; quiero que sientan frío, que sepan que voy a ser menos tolerante a los errores.

		Mi reserva busca provocar la sensación de que estoy decidido a exigirles más disciplina y trabajo, pues de hecho siento que algunos han abusado de mi confianza. No quise hacer comentarios, porque no era mi intención incurrir en expresiones de desaliento; prefiero que mi actitud les dé la pauta, esto es, que me sientan menos cercano. Quiero que se sientan más vigilados; en fin, que quede claro que yo soy el Presidente y ellos mis colaboradores.

		Mi cambio también obedece a la percepción que tengo del tiempo, pues ahora ya tengo la sensación de premura, y quiero que se redoble el esfuerzo al iniciar la segunda mitad de mi gobierno. En estos tres años, el mayor logro ha sido que no se nos ha deshecho el país. Hay instituciones que funcionan y reaccionan eficientemente; no se ha roto en forma brusca la armonía social, y el mecanismo económico, a pesar de las anomalías, sigue moviéndose. La gente sigue igual: comprando, vendiendo, trabajando, invirtiendo. La sociedad se ha adaptado a las circunstancias de la crisis, aunque se ha vuelto más crítica y menos tolerante.

		A finales de 1985, en el periodo posterior al sismo, las críticas al gobierno se exacerbaron. Había un ambiente de hartazgo que se tradujo en exigencia de cambios abruptos. En esa ocasión, como en otras, comprobé lo que yo ya intuía, esto es, que la irritación de la sociedad, por brutal que sea, se suaviza con el tiempo. No hay que preocuparse demasiado por ello, pues la crítica, cuando es tan extensiva, termina por autoanularse al perder enfoque.

		Esto me confirma que la respuesta a situaciones críticas no debe ser brusca, sino serena, dando tiempo a que las acciones cobren cuerpo y se sientan. El punto sensible es evaluar cuál es el límite temporal de cada problema antes de tornarse explosivo, y actuar en consecuencia.

		Por otro lado, lo que más me ha decepcionado en estos tres años de gobierno es ver la magnitud del egoísmo grupal e individual que aqueja a la administración pública.

		

	
		

		Empresarios: visión limitada

		

		El nivel político de los empresarios como grupo es insatisfactorio. Baste analizar sus comentarios, tanto en las reuniones públicas como en las privadas.

		A guisa de ejemplo, los días 24 y 25 de enero se celebró en Hermosillo, Sonora, la Reunión Anual de Comercio con el título “40 Años de Intervención Estatal en la Economía”. En ella, más que aclarar ideas o fomentar el espíritu empresarial, se criticó al gobierno, pues los empresarios se han convencido de que ésta es su labor política fundamental, mejor dicho la única, pues no saben hacer política sectorial de producción o de mercadeo.

		Las representaciones empresariales han definido su tono político. Los más radicales son los de la Coparmex, que buscan el enfrentamiento con el gobierno, pues sus dirigentes son activistas del Partido Acción Nacional. La Concanaco y la Concamin son un poco menos radicales, y el Consejo Coordinador Empresarial es el más moderado de todos los grupos, aunque no por ello deja pasar la ocasión de hacer algún comentario crítico.

		En la reunión de comercio, los empresarios concluyeron que todas las dificultades que atravesamos —inflación, inestabilidad económica e inquietud social— se deben a la excesiva intervención estatal, que ha perdido sus objetivos cualitativos, “alucinada” por los aspectos cuantitativos. Nicolás Madahuar, presidente de la Concanaco, afirmó que la desmedida presencia del poder público en asuntos económicos ha producido un “Frankenstein” que agobia al sistema con burocratismo, corrupción y exceso de recursos canalizados a las paraestatales.

		En fin, se niegan a entender el fundamento histórico de nuestro sistema de economía mixta, e insisten en cuestionar la validez de la rectoría económica del Estado.

		Sus intervenciones, cuando me reúno con ellos en grupos privados, son aún más pobres. Su actitud es verdaderamente lastimera, sobre todo si piensa uno que antes de reunirse conmigo realizan sesiones preparatorias.

		En el caso del grupo Hombres de Negocios, hacen conciliábulos, nombran coordinadores para preparar un pequeño texto que me leen cuando llego y “arreglan” algunas de sus intervenciones para “la conversación”. El 29 de enero comí en casa de Jorge Larrea con este grupo. El diálogo con ellos me decepcionó por lo absurdo y superficial de los temas que decidieron abordar, sobre todo considerando la gravedad de los problemas que enfrenta el país.

		Lo primero fue el chisme. Hicieron referencia a la insolencia del líder del sindicato petrolero durante la salutación de Año Nuevo, que por tradición me hacen diversos grupos sociales. En esa ocasión, efectivamente, los líderes petroleros hicieron una crítica descomedida de la empresa, utilizando para ello un tono irrespetuoso y agresivo con el Presidente de la República. Ese hecho fue objeto de muchos comentarios y conjeturas, en especial de quienes viven de los chismes de Palacio. Naturalmente, el comentario tenía una intención provocadora.

		Les respondí que somos un país libre en el que los sindicatos pueden decir lo que quieran. Les expliqué que los petroleros están muy molestos con mi gobierno porque hemos afectado sus intereses con la reciente legislación sobre obras públicas y porque han encontrado en nosotros actitudes nuevas que nos permiten desenvolvernos con mayor autoridad moral. Enfaticé que ellos seguramente podían entender este fenómeno, pues en la medida en que existe menos complicidad entre empresarios y autoridades, cada quien puede expresar con mayor fuerza su punto de vista. Así, al igual que ellos externaban sus opiniones críticas, también lo hacían los sindicatos. Señalé que, en mi opinión, no debían asustarse de que hablaran los líderes sindicales, como yo no me asustaba de lo que ellos decían.

		Abundé en el tema diciendo que las crisis siempre implican riesgos de polarización, pues cada uno de los actores sociales piensa que es el momento de hacer valer sus posiciones. En ese contexto, el gobierno es el moderador, por lo que a mí me conviene que si se radicaliza un grupo, también se radicalice el otro. Esto vale para empresarios y trabajadores. Concluí diciéndoles: “Si ustedes son más moderados, todos tendremos que ser más moderados; pero si ustedes son más radicales, es natural que los sindicatos también lo sean”.

		De este tema, con el que querían picarme el orgullo, pasaron a otro tan nimio como lo es el tratamiento que en el libro de texto de secundaria del Estado de México se hace del capitalismo y el socialismo, el cual los ofende.

		Les dije que no había fondo en el asunto, que se trataba de un simple error. Lo que fue aprovechado por Juan Sánchez Navarro para interponer socarronamente: “¿Se equivocaron de nuevo?”.

		“Sí —respondí—. El problema es que yo no tengo tiempo de leer todos los libros de texto. No tengo esa capacidad de trabajo. Por tanto, quisiera pedirles que cuando ustedes descubran un sistema para evitar errores en sus empresas, me lo den a conocer”.

		Para concluir el punto, les dije: “No sé si este asunto, por su tamaño, es lo más indicado para la agenda de ustedes con el Presidente de la República”.

		Después llamé a Claudio X. González y le dije que sentía que los participantes en la reunión se habían comportado torpemente. De otra manera, ¿cómo explicarse que trataran temas tan triviales con el Presidente? Yo esperaba que me preguntaran cómo se estaba preparando México para enfrentar el desplome de los precios petroleros, qué podían hacer ellos, cuáles eran los planes de emergencia. Pero nada de esto preguntaron, a pesar de que se trata de una realidad que nos está afectando de manera dramática, poniendo en peligro la viabilidad económica del país.

		Para completar el cuadro sobre estas reuniones, me han platicado que cuando yo me retiro, los hombres de negocios gozan destrozándose mutuamente, burlándose de quienes trataron de pasarse de listos y regodeándose por la forma en que el Presidente los puso en su lugar. Dan rienda suelta, de esa manera, a sus propias rivalidades.

		

	
		

		El campo: problemas económicos

		

		Durante todo el mes de enero, los campesinos productores de maíz se apoderaron de silos y bodegas de la Conasupo en los estados de Chihuahua y Chiapas. Lo hicieron para protestar por el retraso en el pago de sus cosechas y, lateralmente, para exigir un aumento en el precio de garantía del maíz, que en esas fechas era de 53 300 pesos por tonelada.

		El problema se originó porque la Conasupo había agotado su presupuesto de 1985, dado que en ese año la cosecha fue superior a la esperada. El hecho es que se estaban retrasando pagos por falta de liquidez, y que esto ocurrió justamente cuando el gabinete económico consideraba recortes y no aumentos presupuestales.

		Yo ordené que se le diera a la Conasupo el dinero necesario para cancelar sus adeudos con campesinos productores de maíz en los estados de Chiapas, Chihuahua, Durango, México, Jalisco, Michoacán, Nayarit, Tlaxcala y Zacatecas, pues la toma de bodegas podría generalizarse, creando con ello un problema muy grave.

		El reclamo campesino tenía fundamento, pues es injusto retenerles el pago de cosechas que han entregado y, además, el precio de garantía que estábamos pagando era insuficiente. Valga decir que en enero lo subimos a 75 000 pesos por tonelada. Aquí no se trataba de una negociación política, sino de una solución económica.

		

	
		

		Febrero de 1986

		

	
		

		Mercado petrolero: el desplome de los precios

		

		LA CAÍDA DE LOS PRECIOS DEL PETRÓLEO HA SIDO ESTREPITOSA. En los primeros 45 días de este año hemos tenido que disminuir en 8 dólares el valor promedio de nuestro crudo, ubicándolo, al 14 de febrero, en 15.04 dólares por barril.

		Nunca antes en la historia del mercado petrolero había ocurrido una baja tan brusca y de tal magnitud. Lo más grave es que no sabemos hasta dónde va a caer el precio internacional de nuestro principal producto de exportación. Hay expectativas de que baje hasta 10 dólares y, tal vez, hasta 8 dólares por barril.

		El desplome petrolero puede tener implicaciones desastrosas para la economía y el bienestar del país, pues ha disminuido de manera muy importante nuestros ingresos por exportación y por impuestos, y ha demeritado nuestra capacidad de pago de la deuda externa. Constituye una crisis dentro de la crisis.

		La tendencia a la baja en el precio del petróleo nos afectó durante todo el año pasado. En dicho lapso, el movimiento fue de 4 dólares, esto es, bajó de 27 a 23 dólares por barril. Ello nos obligó a hacer varios recortes presupuestales.

		Cuando hicimos el presupuesto de 1986, partimos del supuesto de que iban a continuar los ajustes a la baja. Después de consultar con varios países, calculamos que el descenso sería, en el curso de todo el año, de entre 3 y 3.5 dólares por barril. Lo que no presupuestamos, porque es imposible hacerlo, es la debacle. No se puede presupuestar a partir de un supuesto de desastre, porque en ese caso no se hace nada.

		Ahora la cuestión es qué se puede hacer ante una coyuntura como ésta, en la que hay que enfrentar los problemas objetivos, económicos e internacionales, así como los relativos al estado anímico de la opinión pública interna.

		Lo primero es definir las medidas internas que se tomarán para compensar la disminución de los ingresos del sector público, esto es, hasta dónde se puede recortar el gasto público sin tener rupturas sociales. La situación es muy angustiosa, pues estamos a mediados de febrero y todavía no sé cómo vamos a enfrentar esta nueva crisis. Sé que es ineludible incluir recortes de presupuesto, manejo del tipo de cambio, política comercial, en fin, todo un panorama general de acción. El próximo lunes 17 de febrero tengo una reunión en la que me presentarán los elementos a partir de los cuales tendré que tomar las decisiones necesarias.

		En el terreno externo, el problema del pago de la deuda lo compartimos con nuestros acreedores, quienes también están muy nerviosos. Baste pensar que el Bank of America pierde todo su capital si México deja de pagar. En realidad, lo que nosotros podemos hacer es presentar hipótesis de negociación, para así ir pensando con ellos las soluciones, porque la verdad es que son los acreedores quienes tienen que dar la respuesta. Ésta resultará de un ejercicio de aproximación que tendremos que lograr por partes.

		A primera vista, parecería que sólo se abren tres posibilidades de negociación de nuestra deuda externa. La primera es que nos otorguen más crédito para pagar lo que debemos y poder mantener nuestros gastos en un margen tolerable, opción que nadie quiere, pues es claro que, en las condiciones actuales, seríamos incapaces de pagarles.

		La segunda alternativa implica negociar un arreglo en el que se fraccione la deuda de acuerdo con su naturaleza y origen, y se busquen diferentes soluciones para los diferentes paquetes.

		La tercera opción es la moratoria, la cual no considero realmente viable, pues no es el momento ni están dadas las condiciones para resistir una guerra económica contra los Estados Unidos y los países industrializados, sobre todo ahora que el mundo está inundado de nuestro principal producto de exportación.

		La caída drástica en los precios del petróleo ha generado una gran inquietud, tanto interna como externa, acerca de la viabilidad económica del país. Internamente, muchos han solicitado la moratoria. Por otro lado, aunque todos están inquietos, no ha habido compras de dólares de pánico. En cualquier caso, no soltaría yo las reservas monetarias del país.

		Habrá que ir calmando a la opinión pública. Estoy pensando en la conveniencia de hacer una presentación televisada en la que hable con la mayor claridad posible de lo que podemos y debemos hacer, dentro del marco de incertidumbre en el que nos encontramos.

		Las perspectivas del mercado petrolero para este año son del todo pesimistas. Nos encontramos en la “guerra total de precios del petróleo”, en la que los países del Golfo Pérsico, sobre todo Arabia Saudita y Kuwait, han decidido enviar al mercado grandes cantidades de petróleo para hacer que se reduzca su precio, hasta volver inconveniente su producción para la Gran Bretaña y Noruega, que han boicoteado las decisiones de la OPEP.

		Esta estrategia tiene por objeto obligar a todos los países productores de petróleo a disciplinarse y negociar niveles de producción, para así poder regular el valor del petróleo en el mercado. La pregunta es hasta dónde puede bajar el precio del petróleo. Los árabes han dicho que ellos estiman que el precio descenderá por abajo de los 10 dólares.

		¿Qué apreciaciones tienen los árabes de cuánto petróleo hay que mandar al mercado y por cuánto tiempo, para lograr afectar gravemente a la mayoría de las empresas productoras, a fin de lograr la certeza de que ahora sí se disciplinarán? No lo sabemos. Lo que sí sabemos es que han declarado que a ellos les cuesta 80 centavos de dólar la producción del barril.

		Ahora bien, saber cuánto tiempo puede aguantar Inglaterra, que es la mayor disidente, la nación más convencida de que el precio del petróleo debe ser regulado por el mercado, tampoco lo podemos saber. Las instalaciones para extraer petróleo en el Mar del Norte ya están hechas, de manera que nada más estamos hablando de costos de producción. Pero, ¿cuál es el límite antes de que sea conveniente cerrar un pozo? Esto es algo que cada país maneja a discreción. Lo que sabemos es que Inglaterra ha declarado que aguanta “la guerra” y, por tanto, se niega a negociar. Si tiene esta actitud de manera independiente o con apoyo de los Estados Unidos, es difícil saberlo.

		Lo que sabemos es que no hay condiciones de negociación ni dentro ni fuera de la OPEP. Dentro de la OPEP hay países que no quieren que caigan los precios del petróleo, y Arabia Saudita que, cansada de la falta de respeto de ciertos grupos a las cuotas negociadas en la OPEP para regular el precio del petróleo, ha lanzado esta guerra de precios. Del otro lado están Inglaterra, que se declara partidaria de que el mercado regule el precio, y Noruega, que depende claramente de Gran Bretaña y Estados Unidos.

		A este respecto, no deja de sorprenderme lo que me platicó el secretario de Energía, Francisco Labastida, sobre su viaje a Noruega el pasado 9 de febrero. Me comentó que al día siguiente de haberse entrevistado con el ministro de Energía de Noruega, Kaare Kristiansen, se había sabido por la prensa que el embajador de Estados Unidos en ese país había llamado a Kristiansen para que le informara sobre lo que había hablado con el representante de México. Así que ése es el tamaño de la dependencia de Noruega respecto a los Estados Unidos.

		Lo significativo es que ahora resulta claro que no existe ninguna disciplina, ni perspectiva de disciplina, en el mercado petrolero. Ello significa que estamos en la guerra total. Pero yo no alcanzo a ver cuál es la estrategia política detrás de ella.

		Desde el punto de vista de los norteamericanos, Arabia Saudita es la guardiana del Golfo Pérsico, la aliada de Estados Unidos en el mundo árabe. Pero al mismo tiempo, es cierto que los Estados Unidos temen que Arabia Saudita vuelva a ser la nación dictadora del petróleo, porque eso implica que aun los norteamericanos tendrían que depender de los árabes, situación que los horroriza después del bloqueo petrolero de principios de los años setenta. Entonces, ¿cómo se van a mover las relaciones entre Arabia Saudita y Estados Unidos con motivo de esta guerra de precios del petróleo? La verdad es que no tengo la respuesta.

		La coyuntura tiene ventajas y desventajas para los norteamericanos. Los Estados Unidos quedan en una posición de mayor fuerza ante la URSS, dado que los soviéticos obtienen 60% de sus divisas duras de la exportación del petróleo. Por tanto, desde el punto de vista de la política militar de corto plazo, los Estados Unidos ganan, pero para el mediano y el largo plazos deben surgirles graves preocupaciones.

		En un terreno más concreto, los Estados Unidos tienen que preocuparse por los problemas de sus compañías petroleras y de sus banqueros. También tienen que plantearse cómo afectará la brutal caída de los precios del petróleo a México, a Venezuela, a Nigeria, en fin, qué resultados traerá en el orden político internacional. Tienen que preguntarse cómo reaccionarán ante esto los países árabes, sobre todo aquellos que son considerados dentro de la OPEP como los halcones, esto es, los que no quieren que bajen los precios del petróleo, como Argelia, Libia o Irán.

		Yo creo que no hay nada que no pueda ser considerado en este momento. ¿Cómo saben los Estados Unidos si estos países, enfurecidos con Arabia Saudita y Kuwait, no sean tan locos que puedan, en un momento dado, lanzar guerrilleros argelinos y libios a bombardear los pozos petroleros de Arabia Saudita?

		Se dice que los Estados Unidos, para defender su producción interna de petróleo, van a poner un impuesto a la importación de hidrocarburos. Esto puede generarles un problema, pues si bien defiende la producción interna, se encontrarían en desventaja industrial frente a naciones como Japón o los países de Europa, si éstos no ponen un impuesto similar. Es decir, la medida defendería su producción interna de petróleo, pero mellaría la competitividad industrial, puesto que las naciones con las que compite tendrían energía más barata.

		Por otro lado, se dice que van a exceptuar del impuesto para la importación del petróleo a México, Canadá y Venezuela. Ello se debe a que, por razones de estrategia político-militar, desde hace años los norteamericanos han ido cambiando sus fuentes de abastecimiento de energía al continente americano, es decir, han disminuido su compra a los árabes y han adquirido cada vez más de sus vecinos continentales.

		Sin embargo, si el precio del petróleo baja mucho, ya no va a resultar conveniente invertir en la industria petrolera. En el caso de México, estoy pensando en la posibilidad de disminuir nuestras inversiones en este sector, dejando que bajen nuestras reservas, que actualmente son de 69 años, a sólo 50. Esto significaría un riesgo estratégico también para los Estados Unidos, que importan aproximadamente 40% de su consumo de petróleo. Así que también tiene implicaciones estratégicas para los norteamericanos si nosotros dejamos de producir para la exportación.

		De cualquier forma, no cabe la menor duda de que la drástica caída de nuestra principal fuente de divisas daña mucho la relación entre México y los Estados Unidos. Nos debilita al extremo; nos ubica en una situación de espera y tolerancia ante las negociaciones que quieran plantearnos.

		Ahora bien, ¿qué puede pasar con el petróleo en el mediano plazo? En el supuesto de que su precio se derrumbe, es posible suponer que va a haber una retracción en la inversión para nuevas exploraciones y perforaciones. Por tanto, a cierta altura de la década de los noventa, habrá otra vez escasez y se producirá de nuevo un shock que elevará los precios. Sin embargo, sabemos que la capacidad actual de producción petrolera es suficiente para mantener el abasto por los próximos cinco o seis años, en el caso de que el consumo se conserve igual.

		Ahora bien, es lógico suponer que si el precio del petróleo es más barato, se interrumpirá el esfuerzo por sustituir fuentes de energía y se acelerará la curva del consumo de petróleo. Si el petróleo es más barato, es lógico suponer que se dejarán de hacer inversiones en la búsqueda de energía atómica o en estudios para fomentar el ahorro de energía industrial o doméstica, etcétera.

		Pero, dado que en épocas de crisis los meses se sienten como años y los años como décadas, yo no puedo ocuparme del mediano plazo, sino de la situación de emergencia que enfrentamos. Con ello en mente, concerté una entrevista con el Presidente de Venezuela, Jaime Lusinchi, a fin de coordinar, hasta donde sea posible, nuestras acciones. El objetivo central era conocer sus puntos de vista e intercambiar información, a fin de evitar entre nosotros una competencia adicional que en nada nos beneficiaría.

		Nuestra reunión tuvo lugar en Cancún el 30 y 31 de enero. Los acuerdos a que llegamos fueron más propositivos que concretos. En realidad, nos limitamos a exhortar a las naciones involucradas a considerar la gravedad de los efectos de esta guerra de precios. Igualmente, nos propusimos mantener un contacto más estrecho y proponer de manera conjunta, en la próxima reunión de Cartagena, la necesidad de replantear el problema de la deuda de los países afectados por el descenso del precio del petróleo.

		Lo que más me impactó de esa reunión fue que quedé decepcionado del profesionalismo de los venezolanos. Yo creí que ellos eran muy conocedores de la materia petrolera, porque llevan en esto muchos más años que nosotros. Los encontré, sin embargo, muy flojos. Me pareció que tenían poca información, que había ingenuidad en sus planteamientos y que les faltaba agresividad. Me decepcioné, porque cuando les hacía preguntas, una cosa opinaba Lusinchi y otra su secretario de Energía, Hernández Grisanti.

		Así que los venezolanos no son realmente una gran ayuda en la maniobra internacional; más bien fuimos nosotros quienes fijamos el camino y demostramos tener la iniciativa. Ello se debe, posiblemente, a que nosotros tenemos tres años seguidos de experiencia de crisis. Sea como fuere, me apena no tener en esto un compañero más agresivo.

		Reflexionando sobre esta nueva crisis, vale la pena recordar que desde mediados del año pasado, el ministro de Petróleo de Arabia Saudita, Ahmed Zaki Yamani, dijo que podía ocurrir esta guerra de precios y nadie se lo creyó. Nosotros, que pensamos que el precio del petróleo podía bajar, nos dimos un colchón de tres dólares. Los norteamericanos nos dijeron, cuando hablamos con ellos, que el precio del petróleo bajaría dos o tres dólares. Los árabes están “blofeando” cuando hablan de una guerra de precios, concluyeron. Pero Yamani, autor del bloqueo petrolero, cumplió su amenaza.

		Es interesante, y sin embargo preocupante, que aun Yamani está ahora desconcertado. Él mismo no sabía que bajaría tanto y tan rápidamente el precio del petróleo. Yamani le dijo a Labastida el 8 de febrero, en Riyadh, cuando lo visitó al inicio de la ronda que realizó para platicar con los representantes de los países productores, que le hablara al terminar su viaje, para comentarle cómo había sentido a los otros productores. En esa ocasión, le dijo consternado al despedirse: “Que Dios nos ayude”.

		Así que los árabes, me informó Labastida, sienten que se les está saliendo de las manos la situación, pero están dispuestos a seguir su guerra hasta las últimas consecuencias.

		La incapacidad de los países productores de petróleo de pagar su deuda externa en los términos pactados es la otra cara de esta crisis. En ella estamos inmersos tanto acreedores como deudores. Ambas partes estamos muy nerviosos. Nosotros, porque tenemos que enfrentar una drástica disminución en nuestros ingresos, lo que nos hace muy vulnerables en términos políticos, económicos y sociales. Nuestros acreedores, porque saben que si no llegamos a un arreglo negociado, sobre el que ellos aún no tienen una propuesta concreta, no les podremos pagar. Además, se preocupan intensamente porque no saben si vamos a ser capaces de aguantar la presión interna a favor de la moratoria.

		Efectivamente, yo sé que si en la coyuntura actual suspendiera yo el servicio de la deuda, el pueblo me aplaudiría. Pero también sé que el beneplácito duraría escasos 15 días, al cabo de los cuales se volverían contra mí, al empezar a sentir los efectos de una medida tan drástica. La razón por la que no nos conviene la moratoria unilateral es porque podríamos ser objeto de represalias.

		Si hacemos un repaso histórico, veremos que siempre que se desconoce una obligación internacional han ocurrido guerras o represalias. Ya no es tiempo de guerras, ya no es época en que se tomen las aduanas, en que se arranquen territorios o en que se den ataques frontales, pero sí es una época en que pueden darse las represalias. Éstas podrían ser, por imaginar sólo algunas, que los Estados Unidos decidieran dejar de comprarnos petróleo, sobre todo ahora que es tan abundante la oferta. Podrían hacerlo de tajo, aunque es más lógico que lo hicieran paulatinamente, e indujeran a otras naciones a hacer lo mismo.

		También podrían los norteamericanos cerrarnos los créditos de todo tipo, lo que paralizaría nuestra economía, que es tan dependiente de insumos importados; podrían declarar que México es un país riesgoso, indigno de confianza y frenarnos con ello el turismo.

		Nuestros acreedores saben que si no pagamos se debilita nuestra situación, pues caeríamos en el descrédito, pero sobre todo porque atravesaríamos por una grave falta de liquidez. Confían en que no tomaremos medidas unilaterales, porque saben que si eso les daña a ellos, nos daña mucho más a nosotros. Ésa es la debilidad. Por tanto, debe quedarnos claro que una guerra así, la perderíamos. Por eso no la doy.

		Mi postura sobre cómo debe enfrentarse el problema de la deuda ha sido explícita desde hace meses. En el pasado Informe Presidencial, así como a raíz de los sismos y en múltiples reuniones públicas, he enfatizado que los mexicanos estamos asumiendo nuestra responsabilidad con esfuerzo interno, pero al mismo tiempo tenemos que proclamar que se requiere una contrapartida justa de solidaridad internacional.

		También he dicho repetidamente que la moratoria no es la solución; aunque he reconocido que el costo de la deuda resulta excesivo para nuestro presupuesto, por lo que hay que buscar permanentemente su renegociación; que para pagar hay que crecer, pues de otra manera la situación se vuelve explosiva.

		Recientemente, el 10 de febrero, al hablar ante los integrantes del Consejo Empresarial México-Estados Unidos, insistí en que la deuda externa es una responsabilidad compartida, no sólo entre acreedores y deudores, sino también de los gobiernos que no asumieron su compromiso y dejaron totalmente libre el eurodólar y el petrodólar. Claro, no lo dije de una manera tan abierta, pero creo que no dejé dudas cuando hablé de que los gobiernos abandonaron disciplinas monetarias y financieras y dejaron que se desarrollaran mercados financieros y bancarios no sujetos a normas de previsión y de seguridad.

		Señalé entonces que México no evadía su responsabilidad, pero que lo justo es que ésta fuera compartida por quienes incurrieron en los mismos errores de apreciación sobre la economía mundial, sobre el valor del petróleo y sobre el comportamiento de las finanzas internacionales. “Nos equivocamos todos —les dije— y, en consecuencia, el planteamiento de las soluciones debe partir de un reconocimiento franco de que la responsabilidad es compartida”. Los problemas también son compartidos, aunque desde luego la capacidad de respuesta es variable, en relación con el potencial económico de cada país.

		En los últimos días de enero y los primeros de febrero, las circunstancias han obligado a una importante cantidad de funcionarios mexicanos a hacer declaraciones sobre la deuda. Algunos de ellos han confundido a la opinión interna y externa.

		Jesús Silva Herzog declaró en Londres, el 27 de enero, que “el límite de nuestra responsabilidad para con nuestros acreedores está determinado por la responsabilidad con nuestro pueblo”. Esta frase, vaga y emotiva, buscaba beneficiar la imagen interna de Silva Herzog, más que aclarar conceptos.

		Las declaraciones de Moya Palencia, Héctor Hernández y Bernardo Sepúlveda fueron autorizadas, en tanto yo aprobé sus conceptos centrales. Ahora bien, el tono en que son expresadas es determinante, y eso ya no lo puedo controlar. Les doy una línea a mis colaboradores, y cada uno de ellos interpreta cómo tiene que expresarla. A unos les sale bien, y a otros no tanto.

		Moya declaró, el 31 de enero, que la caída de los precios del petróleo y las altas tasas de interés hacían virtualmente imposible el crecimiento económico. Agregó que seguir pidiendo prestado para pagar la deuda externa sería “autodestructivo” y expresó su esperanza de que la comunidad internacional diera una respuesta positiva a la apertura mexicana para las inversiones extranjeras y trajera un flujo significativo de inversiones al país.

		Héctor Hernández declaró en Davos, Suiza, el primero de febrero, que en México existe el peligro de un estallido social y un panorama incierto para los programas de ajuste y reordenamiento económico nacionales. “No sé cómo hará México para encontrar el dinero necesario destinado a pagar su deuda”, expresó, para después puntualizar que hacía esas afirmaciones “como ciudadano y no como miembro del gobierno”.

		Hernández sostiene que no dijo lo que citaron los periódicos, pero el hecho es que las afirmaciones que se publicaron suscitaron gran revuelo.

		El 11 de febrero, Sepúlveda declaró en Washington que México había descartado la posibilidad de una moratoria unilateral. Esta declaración fue muy tajante, pues cortó opciones en el proceso de negociación. Yo le había dicho que declarara que, de acuerdo con nuestro estilo de buscar soluciones negociadas, habríamos de analizar los problemas que la situación actual planteaba.

		Entiendo que la situación está muy caliente y que ése es el motivo por el que a veces sorprenden a nuestros funcionarios. Las declaraciones de Moya y Hernández hicieron que cundiera el pánico entre nuestros acreedores. A ello hay que añadir que nuestros negociadores exponen la línea dura, como ocurrió durante el viaje del director de Crédito de la SHCP, José Ángel Gurría, a Washington y Nueva York, a partir del día 10 de febrero. El hecho es que ese día corrió el chisme por todo Nueva York, afectando incluso a Wall Street, de que México ya había declarado la moratoria. Fue necesario que funcionarios de la Secretaría de Hacienda desmintieran la versión. Ello explica por qué Sepúlveda fue tan drástico en su declaración.

		La realidad es que tenemos que negociar con el exterior un paquete económico complejo, que resuelva los problemas no sólo por un año, sino por un periodo más largo. No sé si esto se pueda lograr, porque en realidad la comunidad financiera internacional no está preparada para este tipo de emergencias. La verdad es que, a partir de agosto de 1982, el camino de la renegociación lo hemos hecho al andar. No había brechas, no había antecedentes, no había preparación adecuada. Pero el arreglo no puede tardar mucho, porque ello podría tener efectos negativos en la política interna.

		Me están preparando un análisis del margen de absorción interna de este impacto económico, es decir, hasta dónde aguantamos, marcando una línea en la que ya no es posible disminuir más. Una vez determinados nuestros requerimientos mínimos para conservar el orden y la tranquilidad social, tenemos que empezar a buscar la forma y modalidades para un arreglo internacional. Yo veo este proceso de negociación mucho muy difícil. Temo que nos vayan a hacer proposiciones deshonestas…

		Me siento muy preocupado porque las expectativas son inciertas, porque no sé qué voy a hacer, porque no sé qué va a pasar. De cualquier forma, necesito tratar de dar serenidad a la mayor parte de la sociedad que, hasta ahora, afortunadamente no ha reaccionado en forma enloquecida. También tengo que ocuparme de que mis secretarios no me presenten propuestas inviables.

		Todos andan pidiendo la moratoria, hasta los empresarios. El otro día me encontré a Abedrop y le dije: “Carlos, tenemos que platicar”, a lo que me respondió: “Sí señor Presidente, voy a ir a que me regañe”. Cuando vio que asentí, añadió: “No, es que Excélsior me citó mal, porque Excélsior es el abanderado de la moratoria y todo lo que uno diga lo cita en ese sentido”.

		He podido evaluar las opiniones y actitudes de mis secretarios, pues en estos primeros días de febrero he tenido muchas reuniones de Gasto-Financiamiento. Silva Herzog se presentó con la idea de que había que bajar el gasto a troche y moche, es decir, que las ideas que sostuvo en Inglaterra no las avala aquí. Insistió en que había que bajar el presupuesto de Pemex, el Departamento del Distrito Federal, la Conasupo y Banrural. Su postura me pareció inadecuada, porque yo no puedo dejar que Pemex se paralice; porque el Departamento del Distrito Federal ya está en un nivel de subsistencia, y la Conasupo está pagando mal y tardíamente las cosechas.

		Alguien me dijo que Silva Herzog había dicho: “Hay que bajar el presupuesto de la Conasupo, aunque tomen las bodegas”, pero eso sí yo no lo puedo creer. Al tratar el caso de Banrural, Silva Herzog sugirió reducir la superficie de cultivo aprovisionada. El secretario de Agricultura, Eduardo Pesqueira, quien no sé si con razón o sin ella, pero defiende a fondo sus áreas, le contestó: “Quieres que cultive menos superficie Banrural para ahorrar dinero, dinero que después tendrás que dar a la Conasupo para que importe alimentos”. Lo que es claro es que yo no puedo permitir la revuelta campesina y obrera.

		Estamos haciendo nuestro mayor esfuerzo en el ajuste de gastos. La venta de empresas, por ejemplo, demuestra esta actitud. La SEMIP me informa que en 1982 tenía 409 empresas, de las cuales entre 1983 y 1984 se desincorporaron 32 mediante liquidaciones o fusiones, y en 1985 se desincorporaron 25. En dicho periodo se crearon sólo tres, por lo que en la actualidad hay 355. Esto significa 54 empresas menos que hace tres años. Además, se encuentran en proceso de desincorporarse 59 más y próximamente se iniciará dicho proceso en otras 33, lo que dejaría un total de 263.

		En una segunda etapa se buscaría desincorporar 28 empresas más, para dejar un universo de 235 en total. Con esto pasaríamos en el curso de mi sexenio de 409 a 235 empresas en la SEMIP.

		La Comisión de Gasto-Financiamiento habla de suprimir 72 empresas más, pero habrá que estudiar cada caso para conocer las carteras de acciones y de créditos, puesto que muchas dependen de Nacional Financiera. Sin embargo, la directriz está dada.

		Lo más pesado y doloroso es que hay que represupuestar toda nuestra economía. Yo estoy previendo un ajuste del déficit de un billón de pesos, que debe lograrse con una mezcla de política de gasto y de ingreso. Necesitamos cortar gastos autorizados y hacer ajustes reales en cuanto la inflación sea mayor a la presupuestada, esto es, elevar tarifas, recortar subsidios, reducir la participación a los estados.

		En fin, se trata de un ajuste muy duro y, sin embargo, yo creo que es muy posible que el déficit se dispare, con todas las consecuencias que ello implica.

		

	
		

		Mercado petrolero: redefinición de la política económica

		

		El viernes 21 de febrero por la tarde di a la nación un mensaje televisado. Éste se transmitió en vivo desde Palacio Nacional, donde se congregó toda la clase dirigente.

		En él, hice definiciones claras sobre la posición de México ante la caída de los precios del petróleo y la deuda externa. Enfaticé el concepto de corresponsabilidad entre acreedores y deudores, y señalé que México necesitaba crecer para poder pagar, de manera que el tratamiento de la deuda estaría condicionado por nuestra capacidad de pago. Reafirmé los principios políticos y económicos en los que se ha fundamentado mi gobierno. Esto fue significativo porque dejó ver que, aun en momentos de crisis, continuaríamos con la misma política que veníamos siguiendo. Esto es así, pues los problemas no han cambiado; sólo se han profundizado.

		La incertidumbre que provocó la caída de los precios del petróleo hizo necesario que yo hablara a la nación de esa manera. Desde enero ya había una clara conciencia de que se desataría la guerra de los precios del petróleo y, en la medida en que esto se fue convirtiendo en realidad, se hizo imperativa la necesidad de que el Presidente de la República explicara a la nación cómo nos afectaba esta realidad y qué pensábamos hacer al respecto.

		Por eso fui preparando con anticipación mi presentación. Lo primero que me pregunté fue cuáles eran las opciones que podía plantear ante la nación. Éstas no eran claras, puesto que en esas fechas se movió constantemente el precio del petróleo. Por ello diferí la fecha, esperando ver si el panorama se aclaraba, al tiempo que medía la reacción de la gente.

		Fui armando mi discurso con apoyo de los integrantes del gabinete económico. Ellos me preparaban notas que yo matizaba y a las que les iba dando estilo. Para mí era importante que lo que se dijera ese día resultara de un consenso en el gabinete económico. No era posible tomar compromisos en esta área sin estar seguro de que contaba con el apoyo y la lealtad de mis colaboradores en ese terreno. Había que hablar con la verdad y con claridad, pues el objetivo central era tranquilizar a la población.

		La expectativa que durante semanas se vino arrastrando de que se diera algún informe oficial se convirtió en neurastenia, cuando el jueves 20 en la tarde se empezó a invitar para el día siguiente. Nos esperamos hasta la tarde del día anterior para hacer las invitaciones, cuando ya hubieran cerrado el mercado cambiario y los bancos. No era posible posponerlo más.

		Sin embargo, tan pronto como la noticia salió a la prensa, cundió la histeria colectiva. Se suscitaron todo tipo de rumores. Se dijo que yo iba a renunciar; a cambiar a todo el gabinete o a hacer ajustes importantes en su integración; a declarar la moratoria definitiva; a confiscar cajas de seguridad o cancelar cuentas de cheques; a ampliar el control del mercado de cambios; a nacionalizar la industria farmacéutica; en fin, cualquier cantidad de cosas.

		Cuando se vio que en el mensaje no había nada de eso, la gente se tranquilizó enormemente, aunque sólo fuera porque vio que, a pesar de la crisis, nos manteníamos firmes en la política que habíamos diseñado. Se dieron cuenta de que no daríamos bandazos; al contrario, que mantendríamos la misma estrategia, aunque modificando algunos aspectos tácticos.

		Para el público externo, el mensaje dio la plataforma conceptual sobre la que ubicamos nuestras posibles negociaciones con Estados Unidos. Era un momento en que ellos querían definiciones, y yo se las di: México necesita crecer para pagar su deuda, y las negociaciones sobre ésta tendrían que hacerse con base en la capacidad de pago del país.

		Por otro lado, los tranquilicé al decir que no declararíamos la moratoria de manera unilateral, aunque les hice ver nuestras limitaciones. Para mí era importante dar la imagen de mayor agresividad hacia fuera. También quería que, independientemente de lo que lográramos, internamente se sintiera que la batalla se estaba dando.

		Las reacciones externas, según me informaron Silva Herzog y Mancera, que salieron a Estados Unidos inmediatamente después de la reunión, fueron poco halagüeñas. Las autoridades norteamericanas consideraron que el mensaje era poco claro. Allá nos piden reformas estructurales, incluyendo algunas reformas legales. De hecho, nos pidieron locura y media, como por ejemplo cambiar las formas de la tenencia de la tierra en México, modificar la estructura sindical y abrirnos cabalmente a la inversión extranjera.

		Yo no sé que pensar; me pregunto si puede ser así de grande la insensibilidad e ignorancia de los norteamericanos, que creen que pueden imponer su modelo de vida en todo el mundo o si sólo son unos hipócritas y andan pescando para ver qué encuentran.

		Sea como fuere, le aclaré a Silva Herzog, antes de que saliera a este viaje, que si durante la negociación le sacaban a relucir que querían cambios estructurales más profundos o más rápidos, les hiciera ver que realizarlos equivalía a jugarse el pellejo y que, como el pellejo que está en juego es el mío, yo determinaría los ritmos y los riesgos que iba a tomar.

		El nivel de las presiones norteamericanas para renegociar la deuda es excesivo e intolerable. Por ello, mis intervenciones públicas posteriores al 21 de febrero se han encaminado, con frecuencia, a darles respuesta. Quiero dejar en claro que resulta injusto que el esfuerzo interno y el sacrificio de la población de América Latina, que se han traducido en un menor crecimiento y en un deterioro de los niveles de bienestar, sean el único camino para superar la crisis; que ya no podemos solapar el riesgo de las crecientes tensiones sociales para mantener un proceso global de ajuste que ha sido particularmente alto e inequitativo para los países deudores.

		Parto del hecho de que Latinoamérica rechaza las imposiciones extranjeras que pretenden modelar nuestro desarrollo, pues el reclamo de la dignidad en el trato internacional no es retórico ni un acto de arrogancia: es condición indispensable para nuestra subsistencia cotidiana.

		Entendamos bien que no hay pagadores muertos, ni clientes quebrados… Vamos a cumplir nuestras obligaciones financieras de acuerdo con la capacidad real de pago del país, sin ahogar el aparato productivo nacional.

		Cuando los norteamericanos quieren presionarnos, otro de los argumentos que esgrimen con frecuencia es que no nos pueden prestar más dinero, dada la enorme fuga de capitales de nuestra economía. Mi respuesta consiste en preguntarles cómo podrían esperar otra cosa, si tienen sobrevaluado el dólar; cómo esperan que haya confianza de parte de los inversionistas mexicanos, si constantemente vivimos con la espada de Damocles de no saber si México será capaz de pagar su deuda externa y, por tanto, si saldrá adelante económicamente.

		Pero además de esas realidades, añado, ustedes nos critican por la vía de la prensa, critican nuestro sistema político, exageran los problemas de narcotráfico y corrupción, prejuzgan nuestras elecciones, en fin, crean un ambiente precisamente contrario al que se necesita para que exista confianza en el país.

		La pretensión de los norteamericanos de definir cómo deben ser otros países es una cosa que ha ido creciendo. Lo que sucedió en Filipinas, donde ellos se convirtieron en el juez calificador de las elecciones, es realmente apabullante. La forma en que en Haití sacaron del poder a Baby Doc anticipa, según me han dicho, lo que ocurrirá próximamente con Pinochet y Stroessner. Ellos se creen los defensores de la democracia en el mundo, cuando sus actuaciones corresponden al concepto de dominio efectivo.

		La negociación mexicana se ha topado en Estados Unidos con posiciones muy duras. Ellos dicen que no nos conviene pedir cosas que nos cierren canales futuros de financiamiento, pero, por otro lado, no tienen esquemas propios con qué responder a nuestros planteamientos. Además, las personas con las que tenemos que negociar son muchas, aunque en realidad la actitud de todos depende de la del gobierno de Estados Unidos, que la filtra a sus bancos, a los organismos financieros internacionales y a los demás países.

		Al negociar con diferentes organismos y grupos estamos expuestos a que cada uno exponga opiniones y juicios, lo que complica la negociación. Ésta ya ha tomado un cariz político, pues todo depende de hasta dónde quieran presionar los norteamericanos. Así que nuestras posibilidades económicas están directamente ligadas a aspectos políticos.

		A los norteamericanos les conviene que México no se caiga en el precipicio, pero sí que esté lo más cerca posible del borde. Ello les permite presionar a nuestro gobierno en beneficio de sus intereses. Quieren que nuestro gobierno no sea tan bravero, que esté más dominado. Lo cierto es que la independencia manifiesta en nuestra política externa les duele.

		No tenemos expectativas de lograr arreglos independientes con Japón o las naciones de Europa, ya que existe un juego combinado entre los Estados Unidos y ellos. Se ponen de acuerdo en el más alto nivel, porque en el fondo sus objetivos políticos fundamentales son similares. Pueden pelearse aparentemente, competir por mercados, pero coordinan sus estrategias a muy alto nivel, porque reconocen, particularmente Alemania e Inglaterra, que dependen de Estados Unidos para su seguridad frente a la Unión Soviética.

		Desde nuestro punto de vista, reconocemos que no podemos dejar de pagar, por lo que resulta indispensable renegociar. La parte negociable de los 10 000 millones de dólares que pagamos anualmente es aproximadamente la mitad, pues 4 000 o 5 000 millones de dólares corresponden al servicio de créditos refaccionarios y créditos comerciales que no podemos dejar de pagar, porque nos suspenderían de inmediato las líneas operativas, lo que doblaría a nuestra economía.

		Para poder cubrir el servicio de nuestra deuda, necesitamos reestructurar plazos y obtener cierta reducción en su costo. Esperamos que estas concesiones o facilidades financieras nos signifiquen una disminución de 2 500 millones de dólares. Aparte de ello, requerimos 4 000 millones de préstamos adicionales. Esto es sólo para hacer soportable la caída en los precios del petróleo y estar en condiciones de servir nuestra deuda. De cualquier manera, habrá que ajustar nuestro presupuesto y resignarnos a que el déficit y la inflación aumentarán.

		Para darle perspectiva a la circunstancia que enfrentamos, conviene recordar que en 1981 la crisis se desató cuando el precio del petróleo cayó aproximadamente 10%, lo cual significó una reducción de ingresos de alrededor de 2 000 millones de dólares.

		El panorama es muy negro y no hay ninguna expectativa de que las cosas mejoren, porque el mercado petrolero sigue a la baja. Si no ha habido mayor especulación interna es porque no hay dinero para pedir dólares y porque el deslizamiento es muy rápido.

		La crisis que estamos atravesando es la más grave del siglo XX. Antes, por ejemplo durante la Gran Depresión, la sociedad era menos dependiente. Ahora tenemos cinco veces más población, y nuestra interdependencia con el resto del mundo es infinitamente mayor.

		

	
		

		Marzo de 1986

		

	
		

		Sindicato magisterial: rebelión contra el liderazgo de Jonguitud

		

		EL CONFLICTO MAGISTERIAL OAXAQUEÑO REBASÓ EL ÁMBITO LOCAL el 3 de marzo, cuando 30 000 maestros provenientes de diversas regiones del estado de Oaxaca llegaron a la Ciudad de México, congestionaron las principales calles del centro de la ciudad y acamparon en las calles de Venezuela, Brasil y Argentina, como medida de presión para que los líderes del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación emitieran la convocatoria al congreso para elegir al Comité Ejecutivo de la Sección XXII. Se trataba —dijeron— de realizar un “plantón indefinido” frente al edificio de la Secretaría de Educación Pública.

		Con la marcha a la Ciudad de México, la sección XXII del SNTE culminó sus protestas. Se habían iniciado en esta ocasión desde el 10 de enero, cuando 38 000 maestros oaxaqueños suspendieron labores, dejando sin clases a partir de esa fecha a un millón de escolares. Otros recursos de protesta fueron dos huelgas de hambre, una en Oaxaca y otra en el atrio de la Catedral Metropolitana de la Ciudad de México. En ellas participaron 29 maestros y duraron 28 y 25 días, respectivamente. Asimismo, fueron bloqueadas en diferentes ocasiones diversas carreteras de acceso a Oaxaca y en el interior de la entidad. Finalmente, fue secuestrado temporalmente el director de la Unidad de Servicios Educativos a Descentralizar del estado, Sergio Martínez Aguilar.

		El problema del magisterio en Oaxaca, y para el caso también en Chiapas, lo heredamos del gobierno anterior y lo hemos arrastrado durante los tres años de mi gobierno. Resulta que la mayoría de los maestros en esas entidades están controlados por la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación, aliada del Partido Socialista Unificado de México, por lo que el SNTE, que es mayoritario y está controlado por Carlos Jonguitud Barrios, quiere impedir a toda costa que se realicen congresos que reconozcan que la disidencia es mayoritaria en esos estados.

		Jonguitud, por medio de todas las marrullerías posibles, ha evitado que ese congreso tenga lugar. Ha concedido y denegado alternadamente la convocatoria para que se realice la convención seccional de Oaxaca, en la que debe elegirse un nuevo Comité Ejecutivo. Esto ha dado lugar a un sinfín de conflictos, cuyo resultado más lamentable es la frecuente paralización de las escuelas.

		El problema es complejo tanto en términos políticos como en términos sociales. Políticamente, resulta claro que el grupo disidente tiene metas que rebasan los intereses sindicales. El desarrollo de las negociaciones durante el episodio en cuestión así lo demuestra. Los hechos fueron éstos.

		Cuando vi que la marcha de los maestros efectivamente llegaría a la Ciudad de México, pedí al secretario de Educación Pública, Miguel González Avelar, y al secretario de Gobernación, Manuel Bartlett, que iniciaran las negociaciones con Jonguitud. Les dije: “Ya no es posible seguir deteniendo ese congreso. Es necesario que se realice, aunque ganen los del PSUM. Después buscaremos la forma, por las buenas, de atraer a la gente a nuestro lado”.

		La negociación era difícil, tanto por los términos concretos de los que se partía como por el peso político de Jonguitud. El escollo evidente consistía en que los maestros pedían que el congreso se realizara en 15 días, cuando los estatutos del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación señalan que se requieren 30 días a partir de la convocatoria. El problema de fondo estriba en que Jonguitud controla al 80% del magisterio nacional, por lo que es muy importante no provocarlo.

		Concretamente, había que evitar que en el curso de las negociaciones pensara que lo que impresiona a los secretarios de Estado son las manifestaciones, pues él puede organizar una, no de 30 000, sino de 100 000 maestros; también era necesario evitar que sintiera que los secretarios se impresionan con la suspensión de labores, pues él puede promover suspensiones de labores masivas. En fin, la negociación requería mucha sutileza y buen oficio.

		Eso fue lo que hicieron los secretarios, pues cuando le plantearon el problema a Jonguitud, éste dijo que necesitaba 120 días para realizar el congreso. Los secretarios le hicieron ver que era excesiva la diferencia entre 15 y 120 días. Finalmente, y después de mucho trabajo, lograron que se fijara en 90 días, esto es, que se emitiera la convocatoria al congreso en 60 días y se celebrara 30 días después. Este acuerdo se dio a conocer mediante un boletín de prensa de Gobernación el viernes 7 de marzo, cuatro días después de que los maestros entraron a la capital.

		Lo sorprendente fue que cuando González Avelar y Bartlett informaron a los dirigentes de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación sobre el acuerdo logrado, éstos dijeron que ya no querían el congreso, pues no creían en Jonguitud. Señalaron que volverían a Oaxaca a proseguir su lucha, a recuperar el tiempo de clases y a bloquear los métodos represivos del SNTE.

		Como es difícil entender su rechazo a un acuerdo por el que vienen luchando desde hace años, no cabe otra explicación que, en su afán de desestabilización política, los maestros de Oaxaca quieren una movilización permanente.

		El problema del magisterio oaxaqueño es también social, pues si dejamos de pagar a los maestros cuando suspenden labores, cerramos la principal fuente de ingresos del estado, lo que moviliza el reclamo de toda la sociedad oaxaqueña.

		Por otro lado, es insoslayable el daño que la suspensión constante de labores causa en la educación y formación de los niños. En realidad, la única posible explicación de que la paralización de las escuelas no provoque verdadera agitación social se encuentra en el hecho de que afecta a la población más pobre y, por tanto, la más incapaz de organizarse para protestar.

		Esta situación me ha llevado a pedirle a González Avelar que mueva a la gente, que use a la Confederación Nacional Campesina y a la Confederación Nacional de Organizaciones Populares para impulsar una demanda social que permita al gobierno intervenir. He insistido en que no podemos limitarnos a apaciguar los problemas. Hay momentos en que es necesario promover las soluciones, pues de otra manera los maestros nos van a tomar la medida y, dentro de poco, cualquier cosa que no les guste, en cualquier estado, será motivo de paro de labores.

		Cuando llegó a la Secretaría de Educación Pública, González Avelar se propuso orientar su esfuerzo a crear un clima de entendimiento con el SNTE, pues Reyes Heroles dejó la relación con ese sindicato a punto de reventar. Ahora que hay un mejor clima en esa relación, debemos actuar.

		

	
		

		Abril de 1986

		

	
		

		Renovación moral: caso de Arturo Durazo

		

		EL PRIMERO DE ABRIL EL EX JEFE DE LA POLICÍA CAPITALINA, Arturo Durazo Moreno, fue trasladado a territorio mexicano, después de perder en Estados Unidos una larga batalla para evitar su extradición.

		Durazo fue entregado por las autoridades norteamericanas a las de México en la ciudad de Tijuana. Inmediatamente fue trasladado al Reclusorio Oriente de la Ciudad de México para ser juzgado por los delitos de acopio ilegal de armas y amenazas cumplidas.

		El 5 de abril se le decretó formal prisión, y el Ministerio Público presentó nuevas pruebas que presuntamente refuerzan el delito de amenazas cumplidas. El 7 de abril, Sergio García Ramírez, procurador general de la República, declaró que, pese a los términos que establece el convenio de extradición con Estados Unidos, el gobierno de México puede incrementar la lista de ilícitos que deban ventilarse en el juicio.

		El 18 de abril, el procurador de Justicia del Distrito Federal, Renato Sales Gasque, informó que se abrirá una nueva averiguación por los asesinatos múltiples conocidos como el caso del río Tula, para conocer la presunta participación de Durazo en ellos. Advirtió que para hacerlo pediría autorización al gobierno de Estados Unidos, de acuerdo con lo estipulado en el tratado de extradición.

		Los comentarios públicos no se hicieron esperar, sobre todo porque mucho se había dicho que el gobierno mexicano nunca ganaría la extradición, pues tener a Durazo en México “resultaría muy peligroso por lo que pudiera decir”. El hecho de que hayamos comprobado lo contrario produjo comentarios positivos.

		Sin embargo, el ambiente de desconfianza y malestar contra el gobierno opacó nuestro éxito y pronto surgieron críticas. Se dijo que Arturo Durazo y Jorge Díaz Serrano, este último ex director de Pemex , sólo fueron apresados para dar credibilidad a una renovación moral por demás superficial. Aquellos decididos a encontrar fallas en las autoridades señalaron que Durazo pronto saldría de la cárcel, pues no había capacidad para comprobar sus múltiples delitos.

		Lo más sorprendente fue que un asunto que había obsesionado a la población durante meses, dando lugar a películas, libros e historietas de gran venta, dejó de comentarse en unos cuantos días.

		Este desarrollo demuestra que nunca hay que tenerle mucha fe a la opinión pública: es veleidosa, cambia rápidamente. Sobre todo, deja claro que cuando el ánimo es contrario, y ahora lo es, existe una voluntad colectiva de criticar todo lo que hace el gobierno. No hay ninguna cosa aislada que podamos hacer para revertir esta actitud. Tenemos que esperar a que la suma de muchos hechos positivos individuales se sedimente en la conciencia pública. Por ahora trabajamos a contracorriente.

		

	
		

		Sismos: destrabando el problema habitacional

		

		El primero de abril, Manuel Aguilera sustituyó a José Parcero López en la Dirección de Renovación Habitacional Popular.

		Este organismo, de naturaleza temporal, fue creado por Decreto Presidencial en octubre de 1985, a fin de levantar un censo de las viviendas damnificadas por los sismos de septiembre de ese año, así como para organizar la construcción o rehabilitación de 44 437 viviendas. La trascendencia política de este organismo deriva de que atiende a cerca de 200 000 personas. Esta enorme población golpeada, irritada y politizada se encuentra concentrada en áreas muy específicas del Distrito Federal.

		El Programa de Renovación Habitacional Popular es sumamente complejo, pues supone una negociación específica en cada vecindad o conjunto de casas, ya que no es posible avanzar sin el apoyo de los damnificados. Actualmente existen 900 frentes de trabajo efectivos, que involucran a 30 000 obreros de la construcción, lo que también crea un problema administrativo colosal. Construir o rehabilitar más de 40 000 viviendas en un periodo breve equivale a construir una ciudad dentro de otra.

		La negociación es lo más complicado, pues las condiciones y circunstancias de los damnificados son el caldo de cultivo perfecto para los opositores del sistema. Por fortuna, los partidos y organizaciones políticas han tenido hasta ahora una participación marginal. Sin embargo, como el peligro de violencia social existe, hemos procurado, con bastante buenos resultados, que el PRI participe en el proceso.

		No obstante, a partir del jueves 27 de marzo hubo una serie de incendios provocados en las casas provisionales donde se ha ubicado a los habitantes de las construcciones en las que se está trabajando. Las casas provisionales eran de cartón enchapopotado y madera, así que prendieron en un segundo. La razón por la que utilizamos ese material inflamable es porque era el menos costoso y porque es el que utiliza la gente de escasos recursos para construir sus casas. Además, si hacemos las casas provisionales de mejor calidad, se convierten en permanentes, creándonos un problema urbano adicional.

		El inicio de actos de violencia subrayó el hecho de que el programa no había caminado con la rapidez deseada y de que existían problemas serios en la negociación. El programa es responsabilidad del Departamento del Distrito Federal y de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología. Su Junta de Gobierno es presidida por el jefe del Departamento del Distrito Federal, y el titular de la Sedue es el vicepresidente. Parcero López fue nombrado de común acuerdo por Ramón Aguirre y Carrillo Arena.

		Al sustituir Manuel Camacho a Guillermo Carrillo Arena en la titularidad de la Sedue, manifestó que Parcero no le merecía la confianza requerida. En esas condiciones, Ramón Aguirre estuvo de acuerdo en su cambio.

		Ocho días después de que Manuel Aguilera tomara posesión de su cargo, informó que la primera fase del programa concluiría en febrero de 1987 y no en diciembre de 1986, como estaba programado. Anunció también que participarían 400 compañías constructoras y que las viviendas serían entregadas bajo el régimen de condominio.

		El 24 de abril dio a conocer que los damnificados beneficiarios del programa que no quisieran habitar las viviendas provisionales podrían optar por un convenio de ayuda de renta, consistente en 50 000 pesos para gastos de mudanza y 90 000 pesos para tres meses de renta. Con esto se acabaron los incendios provocados.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos:

		renuncia de John Gavin

		

		El 7 de abril, John Gavin, quien fuera embajador de Estados Unidos en México durante cinco años, renunció a su cargo. En la carta que con ese fin envió al presidente Reagan y que dio a conocer a la prensa, señaló que se trataba de una decisión personal, pues deseaba retirarse a California para dedicarse a los negocios. La renuncia se hizo efectiva a partir del 15 de mayo.

		Mucho se especuló en la prensa mexicana sobre las verdaderas causas de su renuncia. Yo creo que ésta obedeció a las razones esbozadas por Gavin. No obstante, cabe suponer que el desencanto del ex embajador deriva de la frustración de sus expectativas de alcanzar un mayor desarrollo político dentro de su país, como consecuencia de la reelección del presidente Reagan.

		No creo que la renuncia de Gavin signifique un cambio en la política de los Estados Unidos hacia México, aunque tal vez haya algo de cierto en el supuesto de que George Shultz estaba a favor del cambio, porque no simpatiza con los embajadores políticos que ha nombrado Reagan, en su mayoría ultraconservadores y muy combativos. Es sabido que Gavin no tenía una relación muy buena con el Departamento de Estado, como tampoco la tenía con otras dependencias públicas en Estados Unidos.

		En cuanto a nosotros, partimos del supuesto de que casi cualquier persona será más fácil de tratar que Gavin, quien en mi opinión, por falta de inteligencia, actuó de manera arrebatada, torpe y ofensiva.

		

	
		

		Realismo económico:

		liberación de precios de productos básicos

		

		El 9 de abril, la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial informó que el precio de la tortilla sería liberado en todo el país en los próximos seis meses. De hecho, el precio de la tortilla tuvo un aumento de 43%. También disminuimos el subsidio al pan y al aceite. Estos productos registraron aumentos de 137 y 26.7%, respectivamente.

		La medida provocó críticas severas entre los partidos de oposición e, incluso, el PRI se sintió en la necesidad de reclamar. El señalamiento consistía en destacar que la medida hundía en la miseria a millones de mexicanos, para quienes la tortilla es un alimento básico.

		Desde luego que la medida fue muy dura, pues según datos de la Confederación Nacional Campesina, en los últimos cinco años ha bajado el consumo de maíz por persona en 20.5%, dado que el precio del kilogramo de tortilla aumentó de 3.4 a 10% en relación con el salario mínimo diario. Sin embargo, desde otro ángulo, el sacrificio financiero que significaban los subsidios era demasiado elevado. Tan sólo el destinado a la tortilla era de más de 200 000 millones de pesos anuales.

		De igual o mayor peso que los aspectos financieros es el hecho de que el subsidio no estaba llegando a la población más necesitada, pues el maíz subsidiado tenía muchos desvíos. Por tanto, en éste como en otros casos, tratamos de trasladar el subsidio del intermediario al consumidor.

		En el caso de la tortilla, establecimos un sistema de distribución de bonos a la gente más necesitada, los cuales permiten comprar la tortilla a precios más bajos. Los “tortibonos” son cupones canjeables por tortillas que se ofrecen a 32 pesos el kilogramo, en lugar de los 130 pesos que cuesta en el mercado. En este año pensamos beneficiar a cinco millones de personas. Para ello nos apoyamos en el sistema de la Conasupo de distribución de leche en las zonas urbanas marginadas.

		Además, un hecho que no se publicitó suficientemente fue que el subsidio existía esencialmente en los grandes centros urbanos, lo que creaba la paradoja de que era más cara la tortilla en el campo que en las ciudades de México, Monterrey o Guadalajara.

		Antes de tomar la medida estudiamos los riesgos de descontento social que podía provocar, y llegamos a la conclusión de que no habría respuestas violentas, sobre todo si actuábamos con celeridad para atender a la población más afectada. Además, estamos previendo una política compensatoria, consistente en liberar un poco más los salarios. En junio buscaremos fijar los aumentos salariales en 25%, esto es, en la franja alta de la solicitud, pues Fidel Velázquez arrancó pidiendo el 35 por ciento.

		

	
		

		Universidad Nacional Autónoma de México: diagnóstico de Carpizo

		

		El miércoles 16 de abril, el rector de la Universidad Nacional Autónoma de México presentó al Consejo Universitario un diagnóstico de la situación que guarda esa casa de estudios. En su discurso, titulado “Fortaleza y debilidad de la Universidad Nacional”, señaló en 30 puntos los problemas que aquejan a la institución a su cargo, invitando a la comunidad universitaria a manifestarse sobre las cuestiones expuestas antes del 31 de julio, a fin de que en el curso del año se adopten medidas para la solución de los problemas.

		En su análisis, dio a conocer los bajos promedios de calificación que obtienen los aspirantes que realizan concursos de oposición para ingresar a bachillerato y licenciatura (de 3.8 y 4.5 en la escala de 10, respectivamente); el hecho de que en 25 años se haya titulado menos de la tercera parte de la matrícula de nivel superior, y la interpretación de que, al no aprovechar los servicios que se les brindan, muchos alumnos defraudan a la sociedad y a sí mismos.

		El documento también se refirió de manera concreta al ausentismo de académicos, a que en varias dependencias ni siquiera se lleva control de asistencia de los maestros e investigadores, ya que ocurren muchas contrataciones en términos de clientelismo, hechas por funcionarios que van desde directores hasta jefes de área. Sobre este último punto, hizo notar que mientras en los últimos cinco años la matrícula escolar no ha variado, se han hecho 6 236 nombramientos académicos.

		Asimismo, señaló el hecho de que las líneas de investigación a veces responden a intereses o vocaciones muy particulares, lo que impide la coordinación y dificulta el fomento de proyectos multi e interinstitucionales, como también limita su orientación hacia la resolución de los grandes problemas nacionales.

		Del personal administrativo indicó que su compromiso y su productividad no siempre son los deseables. Impreparación, ausentismo, falta de supervisión, interrupción de labores y carencia de responsabilidad “no son fenómenos infrecuentes”, al igual que el escudarse en el sindicato para no hacer tareas.

		Por otra parte, Carpizo aseveró que la planeación y la evaluación en muchas dependencias se contempla como un mero trámite burocrático, y la segunda “parece hacerse más por una actitud de desconfianza o promoción política, que por una genuina preocupación por el desarrollo integral” de la UNAM.

		Su discurso me pareció valiente y eficaz. Eficaz porque permitirá imponer, tal vez por consenso, los cambios que Carpizo desea hacer.

		El análisis del rector delata una situación muy compleja, pues demuestra las fallas del sistema educativo en su conjunto, así como problemas del entorno nacional. No obstante, creo que hizo bien en destapar esta situación.

		Carpizo me consultó, trayéndome su discurso una semana antes de presentarlo. Me dijo que estaba dispuesto a enfrentar las consecuencias de abrir a la luz pública la situación interna de la UNAM, pero que quería mi apoyo para hacerlo. Se lo ofrecí, porque para mí es positivo que exista un buen rector en la Universidad Nacional.

		El análisis autocrítico de Carpizo dió lugar a innumerables comentarios en la prensa, pues muchos de los periodistas están muy ligados a la UNAM. Nadie se atrevió a censurar la franqueza del rector, aunque algunos calificaron de incompleto el análisis o atribuyeron la problemática a la escasez de recursos. En general, todo el mundo concordó en que había sido un ejercicio crítico muy saludable.

		

	
		

		Mis colaboradores: arribo de Alfredo del Mazo al gabinete

		

		El 17 de abril Alfredo del Mazo, hasta entonces gobernador del Estado de México, se incorporó a mi gabinete como titular de la Secretaría de Energía, Minas e Industria Paraestatal. Sustituyó en el cargo a Francisco Labastida Ochoa, quien fue nombrado candidato del PRI a la gubernatura de Sinaloa.

		El arribo de Del Mazo al gabinete abrió frontalmente el tema de la sucesión presidencial. No hubo periódico, articulista o caricaturista que no encontrara en este movimiento tema suficiente para especular. Silva Herzog, Salinas, Bartlett y Del Mazo fueron señalados por la opinión pública como los precandidatos evidentes, aunque en las caricaturas aparecía siempre un grupo más numeroso de “tapados”, como popularmente se identifica a los precandidatos.

		La incorporación de Del Mazo al gabinete fue entendida como el banderazo de arranque del juego de augurios y pronósticos que caracteriza la segunda mitad de todo sexenio. La clase política se regodea en él, aun cuando sabe que el tiempo que falta es suficiente para fortalecer o debilitar cualquier precandidatura.

		El afloramiento del tema de la sucesión presidencial tiene, en mi opinión, aspectos positivos y negativos. Abrir las barajas es bueno en cuanto genera competencia y estimula a trabajar mejor, pero es malo en cuanto hace de la sucesión un tema constante, que afecta tanto los procesos administrativos como las relaciones entre los miembros del gabinete. No obstante, era inevitable, pues siempre es al final del tercer año cuando se inicia este proceso.

		Tal vez las circunstancias de cambio de la sociedad hagan que el proceso de la sucesión sea más abierto, esto es, que el rejuego en la opinión pública sea más intenso. Yo creo que la gente se va a animar más a mostrar sus opiniones, si no en la prensa, cuando menos ante mí.

		Otro factor que puede propiciar esa apertura deriva del hecho de que, cuando yo tomé el poder, no castigué ni eliminé a quienes fueron precandidatos al mismo tiempo que yo, ni a sus seguidores. Baste ver que a Pedro Ojeda lo tengo en una secretaría de Estado, que Jorge de la Vega tiene una comisión importante, que Fernando Solana está en Banamex y que Olivares Santana es embajador. Además, autoricé a Francisco Labastida y a Francisco Rojas a contratar los servicios de asesoría de David Ibarra.

		

	
		

		Centroamérica: comentario a las entrevistas realizadas por Excélsior a los presidentes de la región

		

		El 21 de abril, Regino Díaz Redondo, director del periódico Excélsior, inició la publicación en ese diario de una serie de entrevistas con los presidentes de Honduras, El Salvador, Nicaragua, Guatemala y Costa Rica.

		Éstas resultaron interesantes y permitieron al público conocer la opinión y el sentir de quienes están directamente involucrados en el conflicto centroamericano. Las entrevistas traslucieron características de dichos gobernantes.

		La entrevista con el Presidente de Honduras, José Azcona, fue lamentable. Se exhibió como un títere de los norteamericanos y a Honduras como un país invadido. Baste recordar la forma en que defendió el derecho moral de los Estados Unidos de apoyar a los contrarrevolucionarios nicaragüenses, así como el descaro con el que reconoció que cuantas veces los nicaragüenses se metieran en territorio hondureño, pediría ayuda a Estados Unidos.

		Finalmente, su obsesión por México fue verdaderamente grotesca. Calificó al gobierno mexicano de ser revolucionario por fuera y derechista por dentro; más derechista que el gobierno hondureño. Señaló que los funcionarios del PRI constituían una verdadera oligarquía. Su insistencia en criticar a México fue inusitada y absurda.

		La entrevista al Presidente de El Salvador, José Napoleón Duarte, reflejó una mayor dignidad y madurez. Duarte destacó, seguramente con mucha razón, que tiene que trabajar en el filo de la navaja entre derechistas e izquierdistas. Su postura, aunque sólo fuera verbal, fue de defensa de la soberanía nacional.

		En su exposición hubo varias ideas que vale la pena acotar. En primera instancia, Duarte rechazó abiertamente la conveniencia de un diálogo directo entre Nicaragua y Estados Unidos, argumentando que es injustificable que dos naciones decidan el destino del conjunto de naciones que se encuentran en la región ístmica.

		Formalmente tiene razón. Sin embargo nosotros hemos promovido ese diálogo bilateral porque pensamos que es la forma más pragmática de proceder, ya que la realidad nos demuestra que El Salvador, Honduras y Costa Rica siguen muy de cerca la opinión de Estados Unidos. Dicho de otra manera, un arreglo entre Nicaragua y sus vecinos no es posible sin la anuencia norteamericana, por lo que el primer paso es la negociación entre Nicaragua y Estados Unidos. Hecho esto, deben realizarse todas las formalidades del caso.

		Otro asunto que Duarte manejó abiertamente fue que, en el seno de las reuniones de Contadora, ha habido discrepancias entre México y Nicaragua. Esto no se ha manejado de manera tan explícita en México, pero no cabe duda de que muchos han apreciado una moderación en nuestra actitud respecto a Nicaragua. Ello ha resultado tranquilizador, e incluso grato, para sectores importantes de la opinión pública interna.

		Una discordancia central entre la postura de Duarte y la nuestra radica en su insistencia en que, para que se firme el Acta de Paz de Contadora, es necesario el inicio de un proceso de democratización interna en Nicaragua. Uno puede entender que los países vecinos sientan que un proceso de apertura interna es la única forma de lograr que los nicaragüenses refugiados en sus países, que aparentemente son muchos, regresen a su país.

		Nicaragua, por su parte, asegura que existen opciones políticas para los antisandinistas en los siete partidos políticos registrados. A lo que los sandinistas se niegan abiertamente es a negociar con los contras. Esto último es lógico, pero surgen bastantes dudas sobre la efectividad con que pueda darse cabida a la acción política de sus opositores.

		Los nicaragüenses han cometido errores que irritan a amplios sectores de su población, como esa locura de formar una Iglesia Católica Nacional. De cualquier forma, la postura de México es de respeto a la autodeterminación de los pueblos. Por ello nosotros no hemos presionado, en ningún momento, para modificar la política interna nicaragüense, ni aceptamos que ése sea un requisito para firmar el Acta de Paz de Contadora.

		La entrevista con Daniel Ortega, Presidente de Nicaragua, reflejó la posición nicaragüense ante el conflicto, ampliamente difundida con anterioridad. Ortega habló de la agresión norteamericana por medio de mercenarios; de que el sandinismo es un movimiento enriquecido por el marxismo y la experiencia cubana, pero en esencia nacionalista, no expansionista. Dijo que había democracia interna y economía mixta, y que Nicaragua buscaba relaciones de respeto, en tanto que los Estados Unidos sostenían una política prepotente, peligrosa y violatoria del derecho internacional.

		El Presidente de Guatemala, Marco Vinicio Cerezo, sostuvo una postura de autonomía relativa frente a Estados Unidos. Enfatizó la necesidad de un acuerdo para evitar la regionalización del conflicto centroamericano. Señaló que había demasiada presión sobre el gobierno sandinista, corriéndose el peligro, al dejarlos solos, de que se desencadenara un proceso de terrorismo. Afirmó que Guatemala puede convivir con un régimen marxista en la región, a condición de que éste no agreda.

		El Presidente de Costa Rica, Óscar Arias, también insistió en la necesidad de que se inicie un proceso de democratización en Nicaragua. Calificó al gobierno de ese país de arrogante, soberbio y prepotente. Señaló que no había condiciones para concertar un diálogo bilateral entre Costa Rica y Nicaragua. Sin embargo, se manifestó opuesto a la existencia de los contras y reiteró la neutralidad costarricense.

		El sabor de boca que dejaron estas entrevistas fue que la solución del conflicto centroamericano es aún muy remota.

		

	
		

		Sindicato petrolero: entrevista con Fidel Velázquez

		

		El 22 de abril, Fidel Velázquez vino a visitarme. Uso esa palabra, porque en realidad no traía una agenda con temas específicos. Se trataba sólo de conversar y mantenerse en contacto. Inició la plática informándome que tenía programado un viaje a China. Después, y de manera suave, pasamos a otros temas.

		Se manifestó satisfecho por los resultados de la última ronda de negociaciones salariales. No obstante, me pidió que hiciera el máximo esfuerzo por cuidar el estómago de los trabajadores. Por otro lado, estuvimos de acuerdo en la conveniencia de sentar en la misma mesa de negociaciones a los obreros y a los empresarios. Esto es importante, porque algunos empresarios aparentemente prefieren aumentar los sueldos, en lugar de aceptar la miscelánea fiscal que se les impuso o las nuevas cuotas al Seguro Social. Todo, antes que fortalecer al gobierno.

		Fidel Velázquez entiende la política económica que estamos siguiendo y, por tanto, tiene una actitud positiva. Cree que la crisis va a durar 10 años y actúa en consecuencia.

		Tratamos el tema de los petroleros, pues don Fidel traía el encargo de Hernández Galicia de solicitarme una cita. Desde luego ésta no fue la razón principal de su visita; sólo aprovechó la ocasión. Para mí resulta conveniente hacerle un favor a don Fidel, pues de cualquier forma, tarde o temprano, hubiera tenido que recibir a “La Quina”, quien a través de diferentes intermediarios me había hecho saber que deseaba una entrevista conmigo.

		Cuando don Fidel me tocó el tema, le respondí que los petroleros se estaban portando mal, pues estaban muy resentidos por la Ley de Obras Públicas, que afecta su participación en contratos y adquisiciones. Aceptó mi punto, como también aceptó que el trato con Hernández Galicia era difícil, pues éste desdecía su palabra con hechos. Don Fidel me comentó que les había informado a los petroleros que si volvían a meter el cántaro en el agua, ya no los iba a ayudar. Este dato fue lo más importante de nuestra entrevista, pues me reafirmó la lealtad del viejo líder obrero.

		

	
		

		Sindicato petrolero: insolencia de“La Quina”

		

		El 29 de abril tuve la entrevista más incómoda e ingrata de cuantas he sostenido con el líder de los petroleros, Joaquín Hernández Galicia. El tono insolente y retador de “La Quina” ahondó el distanciamiento entre ese gremio y el gobierno. Él me expuso las críticas que ya había hecho explícitas a la prensa, y yo le respondí con dureza. Esto desató su soberbia.

		El tono de la plática fue muy diferente del de las reuniones anteriores. En dichas ocasiones, él buscaba la conciliación mediante un acercamiento efectivo, que procuraba disparar partiendo de actitudes de supuesta humildad y autodenigración. Así, por ejemplo, en febrero lo recibí en compañía de Mario Ramón Beteta, a solicitud de este último.

		En esa ocasión, “La Quina” deseaba suavizar su relación conmigo, tirante por el desplante de los petroleros en la salutación de Año Nuevo. Comenzó el diálogo “explicándome” que las palabras de José Sosa, el dirigente sindical que había pronunciado el discurso durante la salutación, se debían exclusivamente a su inexperiencia política, ya que se trataba de un líder de buena voluntad.

		Le respondí: “Mira Joaquín, no soy un hombre de piel delgada, pero soy el Presidente de la República y tengo que defender la imagen presidencial”.

		“La Quina” me concedió la razón y señaló que había hecho yo muy bien en responderle con dureza a José Sosa. Añadió:

		—Si yo ya no sirvo, si yo ya no te soy de utilidad, dímelo y me voy a mi rancho. Pero, pues a ver qué haces con la caterva de líderes corruptos que yo más o menos les controlo. Fulano de tal es un bandido, zutano es un asesino, y yo, pues ahí como puedo, se los voy controlando —concluyó, teniendo a Beteta a un lado—. Yo soy tu amigo, lo que pasa es que me intrigan tus gentes, no me hacen caso.

		—Lo conveniente —respondí— es que platiquen entre ustedes a ver si se arreglan. Díganse abiertamente cuál es el origen de sus problemas; pero háganlo de buena fe. Si no se arreglan, vengan conmigo y yo les digo cómo pueden entenderse. Por otro lado, tú me dices que hay líderes corruptos; aclárame quiénes son, y nosotros los echamos fuera.

		Éste era el tono usual de nuestras pláticas. En ellas, “La Quina” acostumbraba reiterarme su amistad y pedirme confianza, haciendo una larga relación de cómo todos los presidentes habían comenzado desconfiando de él, pero con el paso del tiempo se habían ido dando cuenta de que era un verdadero amigo del gobierno. Éste es un discurso que ya tiene muy hecho y que refleja la concepción grandiosa que tiene de sí mismo.

		El argumento implícito de su discurso, que ciertamente ha esbozado en todos los gobiernos, es que si él cae, existe el riesgo de que la oposición se apodere del control del sindicato petrolero. Él ofrece, a cambio de concesiones, apoyo irrestricto al gobierno, asegurando que sus porras serán las más fuertes y sus acarreos los más numerosos.

		Alejado de su tradicional afán seductor, el día 29 Hernández Galicia actuó en forma descomedida. Comenzó planteándome la atrofia que el exceso de personal de confianza le significa a Pemex. Mi respuesta consistió en señalarle que la contratación de personal de confianza está dentro de los límites de lo pactado en el contrato colectivo, ya que no excede el 10% de la planta de empleados. Añadí que así como él encontraba criticable la existencia de trabajadores de confianza, yo encontraba que en ocasiones el sindicato abusaba del personal de base. Le recordé que había 2 500 empleados de la empresa comisionados al sindicato. Este comentario debió irritarlo, pues él sabe bien que la obsecuencia y el boato de los que tanto se jactan los líderes sindicales están apoyados en sueldos que paga la empresa.

		Hablando de los problemas de personal, me dijo que el sindicato quería combatir la corrupción eliminando a los líderes vendeplazas, pero no encontraba el apoyo necesario entre los agentes del Ministerio Público.

		Le respondí:

		—Joaquín, lo que vale la pena es que aclaremos dónde empezamos y dónde terminamos, porque yo tengo entendido que hay muchos líderes venales. Además, ese problema no se va a resolver si no revisamos el régimen de trabajo de los trabajadores transitorios.

		Yo sabía que este punto tendría que afectarlo, pues la base de poder del sindicato estriba precisamente en la posibilidad de mantener un grupo importante de empleados como eternamente transitorios. De cualquier forma, me sorprendió su reacción. Me dijo:

		—Eso afectaría el empleo…

		—Sí —le contesté.

		—Es una cosa muy seria —me respondió.

		Desde luego que para ellos lo es, por lo que añadió:

		—Mira, yo no quiero que me devuelvan plazas, lo que quiero es que no haya más personal de confianza.

		El siguiente tema que me trató fue el relativo a la falta de mantenimiento de las plantas, insistiendo en que existe un descuido criminal. Su argumento consiste en señalar que los únicos capaces de mantener adecuadamente las plantas son los trabajadores petroleros, que las conocen a fondo. Por tanto, son ellos quienes deben suscribir los contratos de mantenimiento.

		Yo le hice ver que los accidentes en Pemex habían disminuido, lo que me hacía pensar que el mantenimiento era adecuado, dentro de los límites presupuestales que tenemos. Pero le dije que si tenía duda en ese terreno, había que estudiar el problema de manera conjunta. Le sugerí que analizara con Beteta la situación de cada una de las plantas.

		El tercer aspecto que abordamos fue el de los barcos de Pemex. Hernández Galicia se quejó de las bajas rentas que se estaban pagando por ellos. El transporte marítimo de Pemex es un negocio multimillonario en el que ellos tienen una fuerte participación por medio de la empresa Petroflota, así que seguramente también le molestó que yo enfatizara que lo que se estaba haciendo era tratar de racionalizar el gasto, porque no era posible desatender un área en la que se erogaban divisas de manera tan significativa.

		Le dije que era inevitable que nosotros contratáramos las cargas con quienes nos dieran mejores precios, por lo que si ellos deseaban participar en el transporte marítimo, tendrían que concursar para ganar los fletamentos.

		Lo más tenso de la entrevista tuvo lugar cuando aludí a los mítines que organiza el sindicato en las oficinas administrativas, al apoderamiento de ciertos locales y a los insultos a los funcionarios de Pemex. Le dije:

		—Joaquín, no me generes violencias en Pemex, porque si insistes, me vas a obligar a tomar medidas legales.

		—Qué, ¿me vas a mandar al Ejército? —contestó.

		—No —respondí— voy a hacer uso de la ley.

		—Pues si vas a mandar al Ejército —interpeló en tono de reto—, ya mándamelo.

		—Voy a instrumentar la ley —le dije en tono seco y duro—. Al Ejército yo sabré cuándo moverlo.

		Con esto Hernández Galicia se quedó callado.

		Yo creo que Hernández Galicia ya tiene síntomas de desequilibrio mental. Incluso algunos de sus allegados se han acercado a gente del gobierno y le han hecho saber que están preocupados por su forma de actuar. Nosotros estamos estudiando esto con cuidado, para ver si realmente existen fisuras en el sindicato, pues de ser éste el caso, se abriría un espacio ideal para nuestra acción.

		Lo cierto es que “La Quina” cree que se puede dar el lujo de enfrentarse al Presidente de la República. La cantidad de dinero que maneja, los cacicazgos regionales que controla, su capacidad de colocar gente en las aduanas, en servicios migratorios, en las presidencias municipales y en las diputaciones, así como la de comprar algunos funcionarios, ha desatado su megalomanía, lo ha desbordado.

		La insolencia con que se comportó durante la entrevista referida me obliga a hacer un intento por ponerlo en su lugar. Estoy empezando a preparar un plan de acción. No es posible que México llegue a finales del siglo XX con estructuras sindicales tradicionales y corruptas. No es posible que el sindicato petrolero se sienta dueño del petróleo. No es posible que los petroleros reten y amenacen al Presidente de la República.

		

	
		

		Mayo de 1986

		

	
		

		Día del Trabajo: participación de un millón de trabajadores

		

		ESTE PRIMERO DE MAYO TUVIMOS EN EL ZÓCALO de la Ciudad de México el mejor desfile obrero de los cuatro que han ocurrido durante mi gobierno. Fue el mejor organizado y el más ordenado. Participaron en él más de un millón de trabajadores, de los cuales 80% desfilaron en un tono festivo. No existía temor de represión o enfrentamiento, como lo prueba el hecho de que muchos de ellos fueran acompañados por sus hijos. Tampoco hubo zacapelas, violencias o grupos insultantes.

		Sin embargo, el desfile fue objeto de críticas, porque por segundo año consecutivo el Congreso del Trabajo no permitió la participación de sindicatos ajenos a ese organismo. Así lo aclaró el 25 de abril en una circular que envió a las 33 organizaciones que lo conforman, en la cual dio instrucciones para impedir “la infiltración de agitadores que buscan inquietar a las bases con el simple propósito de provocar enfrentamientos”.

		Nosotros estuvimos de acuerdo con esta actitud, pues sentimos que los fenómenos violentos son escalatorios por naturaleza. No podemos ignorar los enfrentamientos que se provocaron en este día en 1983, o las bombas molotov de 1984. Es claro que si queremos que siga existiendo un desfile obrero masivo el primero de mayo, tiene que darse en forma ordenada.

		Nuestro apoyo al Congreso del Trabajo se basa en el hecho determinante de que representa a la mayoría de los trabajadores organizados y de que se comporta como sostén del sector público. Su disciplina y organización se derivan de la conciencia de que esta forma de actuar lo beneficia. En una evaluación real, hoy día todavía pueden obtener más los líderes obreros que actúan como amigos del gobierno, que aquellos que buscan el enfrentamiento. En este sentido, Fidel Velázquez está cumpliendo plenamente su papel como líder obrero ante sus bases.

		El error de la gente de izquierda que critica la falta de agresividad del movimiento obrero organizado durante el desfile, calificando de inaudita la ausencia de gritos y de pancartas exigiendo mejoras salariales o protestando por el descenso del salario real de los trabajadores en estos años de crisis, consiste en no entender que la capacidad de movilizar 11 millones de trabajadores en todo el país es la mejor arma de negociación de Fidel Velázquez.

		Los sindicatos independientes desfilaron del Monumento a la Revolución a la Columna de la Independencia. Las escaramuzas entre obreros y fuerza pública fueron intrascendentes. El único enfrentamiento a golpes ocurrió frente al Palacio de Bellas Artes, donde algunos grupos se trataban de colar al desfile oficial. Los belicosos eran fundamentalmente estudiantes de la Preparatoria Popular, aunque había algunos miembros de sindicatos independientes. Hubo aproximadamente 50 lesionados entre manifestantes y policías, lo que fue un saldo insignificante dada la enorme cantidad de gente que salió a la calle ese día.

		

	
		

		Deuda externa:

		estancamiento en la renegociación y peligro de moratoria

		

		El proceso de negociación de la deuda externa no ha evolucionado favorablemente. Jesús Silva Herzog ha visitado Washington dos o tres veces después del discurso del 21 de febrero y, sin embargo, no ha logrado sacar nada en claro. La actitud de los norteamericanos sobre este problema es muy cerrada y fría. No se han mostrado comprensivos. Su táctica parece ser la de defenderse ante nuestras proposiciones.

		Hemos pedido reducciones de las tasas de interés, y ellos nos contestan que éstas están bajando, pero de manera natural. Insistimos en que se dé una mayor apertura comercial, y nos responden que eso es difícil, porque requiere un juego interno en el Congreso.

		La realidad es que necesitamos que nos presten 6 000 millones de dólares para manejar nuestra economía y lograr un servicio razonable de la deuda, que en este año es de aproximadamente 10 000 millones de dólares.

		Para realizar las renegociaciones que les pedimos o para concedernos los préstamos que necesitamos, los norteamericanos nos exigen un ajuste interno más fuerte en las finanzas públicas, una mayor liberalización comercial, una apertura a la inversión extranjera y que disminuyamos la intervención del Estado en la economía. Alegan que mientras siga la fuga de capitales mexicanos no hay posibilidad de recuperación, y que la única forma de parar esa fuga es tomando las medidas que nos piden.

		De manera que nos han volteado las cosas, pues ahora son ellos quienes nos exigen los cambios estructurales que yo he propuesto. El problema está en que ellos pretenden marcarnos la pauta y el ritmo con que debemos realizarlos. Quieren que aceleremos nuestro proceso de cambio.

		Como ya comenté, le he pedido a Silva Herzog que les diga a los negociadores norteamericanos que los cambios estructurales implican arriesgar el pellejo, y que como el pellejo es mío, yo marcaré la pauta con que se pueden desarrollar.

		La cosa no para ahí. Los gringos han tenido la osadía de sugerirnos que consideremos vender participaciones de Pemex o que modifiquemos el sistema de propiedad en México. Sobra decir que nuestra negativa ha sido siempre rotunda. Ello explica mis constantes y reiteradas declaraciones sobre la no negociabilidad de la soberanía, mismas que parecen no oír o entender.

		Esto pinta el ambiente de estancamiento en el que se encuentra el proceso de la renegociación de la deuda externa. Y mientras subsista este ambiente en las instancias del gobierno norteamericano, es imposible pensar que los demás países industrializados van a cambiar. No deja de ser sorprendente cómo, de manera milagrosa, las opiniones del secretario del Tesoro, James Baker, y del presidente de la Junta de la Reserva Federal, Paul Volker, se cuelan a la prensa con exactamente los mismos argumentos y prácticamente las mismas frases con que nos las dicen a nosotros.

		Más frustrante todavía es que la opinión del gobierno norteamericano permea de manera directa en las instituciones financieras internacionales, los bancos privados norteamericanos y el resto de los gobiernos de los países industrializados. La opinión del gobierno norteamericano es el elemento determinante en el proceso de negociación. Así se lo hicieron ver los directivos de las instituciones financieras japonesas a Silva Herzog durante el viaje que éste realizó a Japón en la segunda quincena de abril. En dicha ocasión, quedó claro que los japoneses no tomarían ninguna medida en tanto el gobierno norteamericano no hubiera definido su posición.

		El estancamiento en el proceso de renegociación de la deuda ha creado un clima político muy pastoso. La prensa extranjera se hace eco de las posiciones de los acreedores, criticando la situación mexicana y culpando al gobierno de corrupción e ineficiencia. Esto influye sobre la opinión pública mexicana, agresiva y molesta por las perspectivas económicas para 1986.

		Al respecto, los pronósticos más optimistas señalan que en este año la inflación será del orden de 80% y que la economía decrecerá en 5.5%, como resultado de la disminución de la inversión pública. En estas circunstancias, no es sorprendente que el gobierno esté muy desprestigiado, no sólo ante la prensa y los partidos políticos, sino también ante todos los sectores sociales: obreros, campesinos y empresarios. En este momento nadie está a gusto. Yo tampoco lo estoy.

		La prensa norteamericana también promueve nuestro desprestigio comparándonos desfavorablemente con Argentina y Brasil. Nos presionan señalando que los planes Austral y Cruzado son “medidas imaginativas” para resolver los problemas económicos internos de las naciones endeudadas. Sin embargo, cuando analizo lo que está pasando en esas naciones, no siento ninguna tentación de imitarlos, pues dudo que sus medidas imaginativas den resultados.

		En Argentina el Plan Austral está alcanzando sus límites, y pronto tendrá Alfonsín problemas serios con el sindicalismo. Brasil, independientemente del Plan Cruzado, tiene condiciones objetivas que permiten suponer que logrará una mejora real: el descenso de los precios del petróleo los beneficia, pues son importadores netos de hidrocarburos; han bajado las tasas de interés, y tienen, de partida, una infraestructura orientada a la exportación.

		El glamour de Argentina y Brasil hace parecer más desafortunada nuestra situación. Al tiempo que crece la demanda de acciones fuertes en torno a la deuda externa, se vuelve un lugar común decir que el problema en México consiste en que el Presidente de la República es tibio y no es capaz de tomar medidas drásticas. La izquierda pide el repudio total a la deuda externa, aunque también hay posiciones más moderadas. El gobierno busca una moratoria negociada, porque en el fondo ésa es la situación en la que estamos desde 1982. De entonces a la fecha ha habido, de hecho, varias suspensiones de pagos.

		Actualmente estamos en parte en esa situación, pues a raíz del sismo se detuvo el pago de 950 millones de dólares de capital. No es una auténtica suspensión de pagos, pues sólo hemos dejado de pagar a la banca privada; hemos seguido pagando al Banco Mundial, al Eximbank, al BID y a otras agencias financieras internacionales.

		Sin embargo, lo que yo quisiera que todos comprendieran es que aun si no existiera la deuda externa estaríamos en problemas. Son varios los fenómenos que se conjugan para hacer crítica nuestra situación. Lo primero es reconocer que no podemos absorber en un año el impacto de la baja de los precios del petróleo, ya que ésta significó el descenso de una tercera parte de nuestros ingresos por exportación y 12% de todos los ingresos públicos. Un golpe de esta magnitud sólo podrá resolverse gradualmente.

		Lo segundo es que efectivamente estamos ahogados por la deuda, pero vale la pena resaltar, y éste es mi argumento, que aun si lográramos que nuestros acreedores nos prestaran suficiente dinero para realizar todos los pagos por concepto de servicio de la deuda y, por tanto, pudiéramos actuar como si ésta no existiera, no nos alcanzarían las divisas obtenidas por exportación para manejar nuestra economía.

		Ello significa que nuestra economía tiene problemas estructurales que, con o sin deuda, tenemos que afrontar. Los recortes presupuestales y el aumento de los ingresos fiscales y de los precios y servicios del sector público, que tanto irritan a todos, no obedecen exclusivamente a la necesidad de obtener dinero para pagar la deuda externa, sino a la necesidad inaplazable de sanear las finanzas públicas para evitar que vayamos de crisis en crisis. Lo mismo podría decir de la necesidad de continuar con los procesos de descentralización, liberalización del comercio exterior, reconversión industrial y reducción del tamaño del Estado.

		La necesidad de realizar estas reformas estructurales obedece a la existencia de desequilibrios acumulados por décadas, por lo que no es posible revertirlos súbitamente. Ahora todos me piden que acelere el paso, pero tan pronto tomo alguna medida con ese fin, empieza la gritería.

		Recientemente di un apretón al calendario de pago de los impuestos y realicé un primer ajuste arancelario, lo que provocó un escándalo en la prensa. De manera que tengo que ir midiendo la capacidad de la sociedad para el cambio y, con base en ello, ir determinando la dosis y la forma en que podemos proceder.

		Todas estas consideraciones me llevan a reafirmar la orientación que he dado a la política económica. Lo que tengo que hacer es revisar su instrumentación y hacer algunos cambios de énfasis; por ejemplo, actuar con mayor dureza en el trato de la deuda externa: tenemos que hacer ver a los norteamericanos la lógica de nuestra postura.

		Sin embargo, si la situación sigue atorada, y no encontramos la manera de obtener la prórroga o la negociación que necesitamos, tendremos que suspender más pagos, porque lo único que no puedo permitir es que nos quedemos sin reservas monetarias. Hasta la fecha, la astringencia con la que he manejado la economía ha hecho posible, en los primeros cuatro meses del año, acrecentar nuestras reservas monetarias internacionales. La pregunta es hasta cuándo va a ser sostenible esta política restrictiva, porque hay que reconocer que es imposible mantener por mucho tiempo el atraso en los pagos de las entidades públicas, la reducción artificial del déficit o la congelación total del crédito. Esto no puede continuar, pues seguramente se presentarán presiones internas que hagan insostenible esta situación.

		En lo que va de este año, con grandes esfuerzos, he logrado contener la situación evitando el desordenamiento total de nuestra economía. Sin embargo, veo que mis esfuerzos no son apreciados fuera de México, y desde luego no lo son dentro.

		Por ello, tal vez me resulte inevitable tomar medidas más agresivas en lo que se refiere al pago de la deuda, esto es, dejar que llegue la crisis. Y sí que será crisis, porque si suspendo más pagos es casi inevitable que ocurra una represalia por parte de los países acreedores, lo que afectaría nuestro comercio exterior, nuestra capacidad de importación y seguramente nos desquiciaría el mercado cambiario. Lo grave es que no veo que me estén dejando otra alternativa.

		

	
		

		Mis colaboradores: problemas con Silva Herzog

		

		No deja de sorprenderme el cambio en la disposición de los secretarios de Estado hacia mí. Cuando se inició el sexenio, su actitud era de docilidad y agradecimiento por el honor de haber sido nombrados secretarios de Estado. Pero según ha ido pasando el tiempo, hay quienes sienten que me están haciendo el favor de permanecer en mi gobierno. Esto me irrita profundamente, sobre todo cuando parecen querer demostrarme que no están de acuerdo con las políticas que estoy siguiendo. Su actitud es equivocada.

		En mi experiencia como ministro, siempre pensé que si el Presidente me pedía alguna cosa que me creara una crisis de conciencia por ser contraria a lo que yo creía que se debería hacer, la opción era renunciar. Si no quería renunciar, entonces tenía que aguantarme y cumplir las instrucciones del Presidente, pero no arrastrar los pies. Tengo problemas en este sentido con Jesús Silva Herzog.

		La paradoja es que Silva Herzog tiene fama de ser un muy buen negociador internacional y, sin embargo, es muy mal negociador interno. Todos sus colegas se sienten agredidos por él. Yo también estoy molesto, porque Silva Herzog sigue pensando que la política económica que estoy siguiendo no funciona. Él quisiera que Salinas apretara más el gasto y que Hernández liberalizara más el comercio.

		Por otro lado, no puedo dejar de considerar que está muy decaído. Un ejemplo de su estado emotivo es que no ha realizado la conferencia de prensa que le pedí, a fin de explicar el avance de la renegociación de la deuda. Yo quería que expusiera lo que ha propuesto, lo que le han contrapropuesto, cuáles de sus propuestas se han aceptado y cuáles se han rechazado. No lo hace, porque no le sale.

		Silva Herzog está callado porque se le fue el prestigio. En el mundo financiero internacional había merecido el calificativo de Ministro de Finanzas del Año en dos ocasiones consecutivas, y ahora es maltratado por los acreedores de México y no logra avanzar en el proceso de la renegociación de la deuda. En síntesis, Silva Herzog me está dando problemas por su actitud frente a la política económica, en la que quisiera medidas drásticas que no son posibles; por su mala relación con sus colegas, y, finalmente, por lo negativo de su estado anímico.

		Respecto a los otros secretarios, tengo el problema de que se han dado resentimientos, odios, rivalidades entre ellos. No se comunican, sino que se agreden. Es increíble como casi todos vienen y se quejan conmigo de que los demás no están cumpliendo con su parte, y que a ello se debe que la labor que les he encomendado no salga bien. Cuando personalizan su queja en alguno de sus colegas, aprovechan para decirme lo que éste debería hacer. Más frecuentemente, lo hacen de manera genérica, sin preocuparse por exponer cómo se puede lograr aquello que plantean.

		En otras ocasiones, proponen que se hagan determinadas cosas, pero sin especificar quién tiene que hacer qué y, desde luego, suponiendo que no les corresponde a ellos. Por ejemplo, se quejan de que existe una mala comunicación del gobierno con la sociedad. Añaden que “hay que” controlar mejor a la prensa y filtrar nuestras ideas en la televisión, pero no me dicen que en su campo ellos se van a ocupar de hacerlo ni, en todo caso, cómo puede esto lograrse de manera general.

		En suma, los secretarios me transmiten el mensaje de que si las cosas no salen como sería deseable, es porque no se les está haciendo caso. Justifican sus fallas, errores y ausencias, porque el Presidente no los apoya o porque los demás secretarios impiden el desarrollo de su labor. Esto es un ciclo natural, en el que el siguiente paso es pensar que si ellos llegaran a ocupar la Presidencia de la República, resolverían la situación y sacarían el país adelante.

		Para mí el proceso es a la inversa. Ahora que soy Presidente, pienso que no puedo lograr lo que me he propuesto por la falta de entusiasmo y creatividad de mis colaboradores. De manera que esto parece un círculo vicioso: si se está abajo, se piensa que al llegar arriba se logrará todo y, cuando se está arriba, se sabe que no se puede hacer nada sin el apoyo de los de abajo.

		

	
		

		Visita del Presidente de Uruguay, Julio María Sanguinetti:

		Latinoamérica frente a la deuda externa

		

		El Presidente de la República Oriental del Uruguay, doctor Julio María Sanguinetti, realizó una visita de Estado a México del 5 al 7 de mayo.

		Los temas de nuestra conversación se dieron a conocer en un comunicado conjunto. En él acordamos apoyar el fortalecimiento de la democracia en América, impulsar la integración económica latinoamericana y estimular la labor pacificadora del Grupo Contadora.

		Al tocar el tema de la deuda externa, el documento insiste en la urgencia de un diálogo político entre países acreedores y deudores, así como en la necesidad de adecuar el servicio de la deuda externa a la capacidad real de pago de los países en desarrollo.

		En la conversación privada que tuve con Sanguinetti pude apreciar el creciente consenso latinoamericano sobre la inmanejabilidad de la deuda externa. El consenso de fondo es que la deuda es impagable. Por ello, la única forma de enfrentarla es convenciendo a nuestros acreedores de que debe ser tratada como un problema político. Las concesiones que solicitamos, mayores plazos y menores costos, deben entenderse como concesiones políticas indispensables, pues pretender seguir limitando nuestra capacidad de crecimiento económico conlleva graves riesgos políticos y sociales.

		Toda la América Latina está muy afectada por la deuda. Tal vez en este momento nosotros enfrentemos la situación más difícil por el desplome de los precios del petróleo, aunque Argentina también anda mal como resultado del descenso en los precios de los granos y los productos cárnicos. Brasil, en cambio, lleva viento de cola: la caída de los precios del petróleo lo favorece y tiene capacidad real de exportación. Uruguay, que es un país de sólo tres millones de habitantes, tiene una deuda pequeña en números absolutos, pero que para ellos resulta abrumadora.

		Los mexicanos no tenemos divisas suficientes para pagar el servicio de la deuda, por ello pedimos concesiones. Los norteamericanos, a pesar de que están nerviosos por nuestra situación, se cierran a nuestras solicitudes e insisten en la necesidad de que restrinjamos más nuestra economía. En última instancia, creo que estarán dispuestos a prestarnos el dinero necesario para que paguemos el servicio de la deuda.

		Esta solución es poco satisfactoria, pues cada vez tendremos más dificultades para justificar ante la opinión pública las razones por las que aceptamos más préstamos, los cuales son vistos como una creciente carga que parece condenarnos para siempre. No podemos olvidar que la deuda, aparte de económica y política, es también psicológica.

		

	
		

		Quiebra de la Fundidora de Monterrey

		

		El 8 de mayo, la empresa siderúrgica paraestatal Fundidora de Fierro y Acero de Monterrey, S.A., fue declarada en estado de quiebra.

		La Fundidora de Monterrey era la empresa siderúrgica más antigua de América Latina. Fundada por empresarios privados el 5 de mayo de 1900, constituyó un pilar importante de la industrialización del norte del país. Desde 1971 enfrentó graves problemas financieros, como resultado de la recesión económica por la que atravesaba el país y de la sobreexpansión de la empresa. Para preservar las fuentes de trabajo y apoyar el avance de la industrialización nacional, el gobierno federal capitalizó 300 millones de pesos de pasivos de la Fundidora por conducto de Nacional Financiera, con lo que pasó a ser dueño de 25% del capital social.

		En 1976 y 1977, el gobierno le otorgó cuantiosos créditos a la empresa para evitar que se declarara en suspensión de pagos. En 1978, la deuda contraída con el gobierno volvió a ser capitalizada, lo cual convirtió a la Fundidora de Monterrey en una empresa de participación estatal mayoritaria. A partir de ese momento el gobierno se hizo cargo de la administración y la empresa pasó a formar parte del grupo Siderúrgica Mexicana, S.A., Sidermex. Al 31 de diciembre de 1985, el gobierno federal poseía 89% del total de las acciones de la empresa.

		Ya como empresa de participación estatal, los serios problemas financieros de la Fundidora de Monterrey continuaron y se agravaron durante los años siguientes, a pesar de que sus pasivos se mantuvieron prácticamente constantes: 595 millones de dólares en 1978 y 622 millones de dólares en 1985. La crisis se agudizó notoriamente entre 1982 y 1986, debido, por un lado, a la baja de la demanda de los productos de acero al contraerse la inversión en el país y, por otro, a las dificultades para reducir los costos de operación.

		Una parte del problema se originó en que, a lo largo de los años, el contrato colectivo de trabajo se fue tornando cada vez más desventajoso para la compañía, lo que trajo como consecuencia altos costos y baja productividad de la mano de obra.

		Además, algunos departamentos de producción contaban con tecnologías y procesos productivos cada vez más obsoletos, lo cual también redundaba en costos crecientes. Efectivamente, comparando el trienio 1982-1985 con el de 1978-1981, puede observarse que la producción de acero líquido disminuyó 17%, y el volumen de productos terminados se redujo 24%. En esos años, los costos de producción y comercialización pasaron de 85% del valor de las ventas totales en 1978 a 98% en 1984 y 112% en 1985. Esto es, la empresa registraba pérdidas en sus operaciones de fabricación y venta, incluso sin considerar los gastos financieros correspondientes. Si a ello se añaden todas las implicaciones de la deuda, la empresa perdía 1.17 pesos por cada peso vendido.

		Por estas causas, a partir de que el Estado se convirtió en accionista mayoritario de la Fundidora, las actividades de la empresa constituyeron una carga económica cada vez más pesada para el erario público. Los apoyos del gobierno totalizaron 52 700 millones de pesos entre 1978 y 1985, equivalentes a 50% del valor de la producción total de acero líquido producido por la empresa en el periodo.

		Algo similar ocurría al mismo tiempo con la industria siderúrgica en el ámbito internacional. En 1982, catalogado como el peor año de la siderurgia en el mundo, la producción mundial cayó 14% respecto al nivel récord alcanzado tres años antes, y siguió decreciendo todavía durante 1983. En 1984 y 1985, la industria acerera mundial mostró sólo un ligero repunte. No obstante, 40% de la capacidad instalada de los países industrializados permaneció ociosa, y se suprimieron más de 600 000 plazas en Estados Unidos, la Comunidad Económica Europea y Japón. Ante este panorama, las naciones industrializadas adoptaron medidas proteccionistas en el comercio internacional del acero.

		Estos factores no dejaban de afectar el futuro de la industria siderúrgica mexicana en general, y de la Fundidora en particular, pues, por un lado, sus procesos productivos se tornaban relativamente obsoletos y costosos y, por otro, el exceso en el mundo de capacidad instalada y el proteccionismo de los demás países dificultaban la colocación de sus productos en los mercados internacionales.

		En términos políticos, la quiebra de la Fundidora de Monterrey afectó las relaciones del gobierno con el movimiento obrero, pues si bien los obreros habían aceptado que las compañías privadas cerraran sus puertas en caso de quiebra, sentían que las empresas públicas representaban, en toda circunstancia y necesariamente, un seguro de empleo.

		En este sentido, la quiebra de la Fundidora de Monterrey crea un precedente sano, pues demuestra que las empresas públicas que no tengan viabilidad económica también pueden ser liquidadas.

		La declaración de quiebra de la Fundidora el 8 de mayo provocó intensas reacciones en la sociedad mexicana, pues los 8 800 trabajadores de la empresa perdían sus fuentes de ocupación precisamente en una de las regiones geográficas más azotadas por la crisis económica y el desempleo.

		El cierre acarreaba, además, diversos trastornos indirectos, pues la decisión afectó a 36 empresas filiales; a aproximadamente 150 talleres maquiladores; a unos 500 proveedores, a quienes la Fundidora adeudaba cerca de 15 000 millones de pesos, y, en general, al comercio local, cuya clientela eran las familias de los trabajadores de la empresa.

		En las conversaciones que los trabajadores sostuvieron con las autoridades federales en la semana siguiente, representantes de la SEMIP y del grupo Sidermex reiteraron el carácter definitivo del cierre de la Fundidora. No obstante, ofrecieron a los trabajadores, en presencia del gobernador Jorge Treviño y de la prensa, la posibilidad de analizar la reapertura del área de aceros planos si se llevaban a cabo modificaciones al contrato colectivo de trabajo existente.

		Esta propuesta, enviada posteriormente por escrito al sindicato de mineros, fue rechazada de entrada por su dirigente, Napoleón Gómez Sada, quien la calificó de “abuso” por proponer cambios inaceptables al contrato colectivo. Como contrapropuesta, el líder sindical planteó la continuación de pláticas tendientes a evitar el cierre definitivo de la Fundidora de Monterrey.

		Mientras tanto, en la ciudad de Monterrey se vivió un ambiente de tensión e intranquilidad social por frecuentes declaraciones, marchas y mítines para protestar por el cierre de la Fundidora. A los cuatro días de haberse declarado la quiebra, 6 000 trabajadores realizaron la primera marcha en demanda de la reapertura de la empresa. Tres días después se efectuó una segunda marcha de 30 000 personas en apoyo a los trabajadores de la empresa, que culminó en un plantón de tres horas en la explanada frente al Palacio de Gobierno. Una semana más tarde, 400 industriales y comerciantes recorrieron las calles de Monterrey en demanda del pago inmediato de sus adeudos. Las manifestaciones de protesta continuaron.

		Entre tanto, trabajadores y autoridades sostuvieron innumerables conversaciones, en las que los primeros rechazaban el cierre de la empresa y las autoridades federales insistían en lo definitivo de la decisión. El 30 de mayo, el gobierno federal propuso a los trabajadores, por medio de las secretarías del Trabajo y Previsión Social y de Energía, Minas e Industria Paraestatal, en presencia del gobernador Jorge Treviño, un arreglo para poner fin al conflicto en los siguientes términos esenciales: el pago inmediato de la indemnización legal y 40 000 pesos mensuales de sueldo por un año para cada trabajador.

		El éxito y la rapidez de la negociación con los trabajadores se logró gracias a la firmeza de la posición del gobierno, al apoyo que Fidel Velázquez nos dio durante todo el proceso de negociación y a que las indemnizaciones fueron superiores a las establecidas por la ley.

		Todo esto significó un reto difícil para Alfredo del Mazo, quien apenas iniciaba su gestión en la SEMIP. Alfredo tiene ángel con don Fidel. Su éxito consiste en haber sacado adelante la negociación sin haber perdido la simpatía y el afecto del máximo líder de los trabajadores.

		El proceso de la Fundidora culminó en el éxito, porque todos los funcionarios que intervinieron actuaron de manera concertada. Yo tuve el cuidado de reunirlos en mi oficina, a fin de planear conjuntamente la operación.

		La comunidad empresarial de Nuevo León entendió el cierre de la Fundidora como un acto de firmeza del gobierno. Las razones, para ellos, eran obvias. No creo que la decisión haya generado resentimiento en este grupo, pues sentían que el subsidio a la Fundidora creaba una competencia desleal para HYLSA, que es una empresa de su grupo.

		La decisión de cerrar la Fundidora se enmarca en un proyecto conjunto para la industria siderúrgica, que implica ajustes en Altos Hornos, posiblemente el cierre de algunas de sus empresas filiales y, sobre todo, la reestructuración del conjunto Lázaro Cárdenas-Las Truchas.

		Yo creo que la empresa pública más conflictiva de todas es Sidermex, no solamente por sus problemas tecnológicos, sino por la situación mundial de la siderurgia. No somos competitivos en términos internacionales, y la verdad es que nos resultaría más barato comprar acero que producirlo. Pero, si adoptamos la política de cerrar todo aquéllo en lo que no somos competitivos, creo que podríamos terminar por cerrar el país.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos: deterioro

		

		Los días 12 y 13 de mayo, la Subcomisión del Hemisferio Occidental del Comité de Relaciones Exteriores del Senado de Estados Unidos celebró en Washington dos audiencias sobre las relaciones con México, convocadas por el senador Helms.

		A pesar de que las audiencias eran supuestamente secretas, la prensa estadounidense dio cuenta detallada de lo que se trató en ellas. Así, en varios medios se reseñó que el subsecretario de Estado para Asuntos Interamericanos, Elliot Abrams, había presentado un documento de seis páginas en el que señalaba que el PRI mantenía un monopolio político nacional valiéndose del “continuado fraude electoral”, y que ello podría “erosionar seriamente la habilidad de ese partido para gobernar, y llevar a una crisis general de gobierno”.

		Asimismo, el representante de la Agencia Antidrogas, David Westrate, y el de los Servicios de Aduanas del Departamento del Tesoro, William von Raab, dijeron que habían entregado a las autoridades mexicanas evidencia de que el gobernador de Sonora daba refugio a un importante narcotraficante, y de que poseía cuatro ranchos, que eran resguardados por el Ejército, en los cuales se cultivaba amapola.

		Por su parte, el senador Helms afirmó que México había caído en una “espiral descendente”; que sus problemas de drogas, corrupción, fuga de capitales, desempleo y una política económica ineficiente representaban una amenaza para Estados Unidos.

		Al término de las audiencias, los senadores asistentes señalaron que México necesitaba la crítica pública para que su gobierno se sensibilizara sobre los múltiples problemas que afectaban no sólo al país, sino también a Estados Unidos.

		El gobierno de México presentó ante las autoridades de Estados Unidos una nota diplomática de protesta por el contenido y la orientación de las audiencias, lo que fue considerado como un recurso enérgico en los términos de las relaciones bilaterales. En la nota se señaló, entre otras cosas, que “el gobierno de México no acepta que funcionarios estadounidenses se pronuncien sobre cuestiones de política interna que solamente conciernen a los mexicanos y respecto de las cuales ningún gobierno puede arrogarse derechos para emitir juicios de valor acerca de los mismos… Asimismo, rechaza categóricamente las calumnias y acusaciones que se emitieron en contra de México durante las citadas audiencias. Es sorprendente la capacidad difamatoria y la irresponsabilidad política que implican algunos de los juicios divulgados”.

		Al día siguiente, el secretario de Estado norteamericano, George Shultz, contestó a la nota mexicana de protesta en los siguientes términos: “Entendemos y tomamos seriamente en consideración sus preocupaciones sobre tales audiencias. Puedo asegurarle que el objetivo de la política de los Estados Unidos hacia México sigue siendo el de mantener relaciones constructivas, amistosas y de beneficio mutuo entre ambas naciones… En conclusión, deseamos señalar mi intención y la del gobierno de los Estados Unidos de mantener y ensanchar el clima de confianza, dignidad y respeto, que hemos trabajado tan arduamente para lograr”.

		Según fuentes periodísticas, la Casa Blanca informó el 29 de mayo, en Washington, que su embajada en México había ofrecido disculpas al gobernador de Sonora, Rodolfo Félix Valdés, por las acusaciones formuladas en su contra. Edward Djerejian, vocero de la Casa Blanca, declaró que tanto John Gavin, embajador de Estados Unidos, como el cónsul en Sonora, le comunicaron al gobernador que no tenían informaciones que respaldaran las acusaciones de Von Raab.

		Este intercambio de notas diplomáticas dio lugar a un serio deterioro en las relaciones entre ambos países, sobre todo porque éstas ya habían pasado por varios momentos difíciles y porque provocaron sentimientos profundos de animadversión hacia Estados Unidos entre amplios sectores de la población mexicana.

		El Departamento de Estado se justificó ante nosotros señalando que lo ocurrido en las audiencias se debió a su imposibilidad de controlar las declaraciones de funcionarios menores. Yo no lo creo. En realidad, me inclino a pensar que fue una acción orquestada por el gobierno norteamericano, como parecería probar la participación de miembros del Poder Ejecutivo, como lo son Elliot Abrams y William von Raab.

		En ese contexto, resultó positiva la nota que Shultz envió a Sepúlveda, pues dentro de la tradición diplomática es frecuente que sólo se acuse recibo de las notas de protesta, sin que sean objeto de contestación. También fue positivo que el procurador Edwin Meese haya hecho público, tanto en un programa de televisión como hablando telefónicamente con Sergio García Ramírez, su desacuerdo con la información vertida en las citadas audiencias.

		De lo dicho en las audiencias, lo que me pareció de mayor significado intervencionista fue la crítica a nuestro sistema político y a nuestros procesos electorales, aunque bien puede decirse que también la forma y el tono en que se realizaron las audiencias constituyeron una absoluta falta de respeto a nuestra soberanía. Así lo entendió la mayoría de la población. El 22 de mayo se llevó a cabo una marcha convocada por intelectuales y partidos políticos en repudio a las declaraciones sobre México expresadas en el Senado estadounidense. Se estimó que tuvo una participación de entre 10 000 y 20 000 personas. Las expresiones nacionalistas unificaron a muchos sectores en torno al gobierno.

		La actitud de los norteamericanos molestó a todos los sectores, aun a la derecha; sin embargo, el daño estriba en que a pesar del desagrado, muchos mexicanos creen que lo dicho ahí es esencialmente cierto. El aparato de difusión norteamericano es tan fuerte que muchos no aprecian el endurecimiento real de la política exterior estadounidense. Su política de agresión ha afectado las relaciones internacionales de todas las naciones, como lo muestra claramente, entre otras cosas, el bombardeo norteamericano a Libia el pasado 15 de abril.[3]

		La dificultad en nuestras relaciones se hizo de nuevo evidente durante la XXVI Reunión Interparlamentaria México-Estados Unidos, celebrada en Colorado Springs del 28 de mayo al 2 de junio. La delegación mexicana fue presidida por el senador Antonio Riva Palacio y la norteamericana por el senador Philip Gramm. En todos los temas que se tocaron hubo controversia.

		El tono de discordancia se dio desde el inicio de la reunión. Riva Palacio expresó que las reuniones interparlamentarias eran el único foro válido y legítimo para examinar con objetividad los aspectos de la relación bilateral, por lo que desaprobaba audiencias como las convocadas por Helms. Philip Gramm respondió que en su país había plena libertad de expresión, y que las audiencias quizá eran el reflejo de la frustración del gobierno de su país ante la creciente corrupción de los servicios policiacos en México.

		Al analizar la situación económica tampoco llegaron a ningún acuerdo, pues la delegación norteamericana se negó a considerar la posibilidad de una solución política a la deuda externa, en la que deudores y acreedores compartieran la responsabilidad. En materia de migración, la parte estadounidense justificó la militarización de la frontera y aseguró que la única solución era aprobar la Ley Simpson, por lo que en ese tema tampoco fue posible avanzar. En cuanto al narcotráfico, se reconocieron los avances logrados por México, pero sin que los estadounidenses dejaran el tono acusatorio.

		En fin, las marcadas diferencias que se expresaron en las sesiones impidieron, por primera vez en la historia de esas reuniones, que se emitiera una declaración conjunta. El fracaso de la reunión bilateral llevó al presidente Reagan, para suavizar las cosas, a entrevistarse con los parlamentarios mexicanos. Esto fue un gesto positivo, tal vez en respuesta a mi participación en la reunión interparlamentaria realizada en Querétaro el año pasado.

		El 4 de junio, dos días después de concluida la reunión, me visitó Riva Palacio. Entre otras cosas me comentó que Philip Gramm se acercó a él para hablarle muy positivamente del dirigente de la diputación del Partido Acción Nacional, Jesús González Schmall. Estos datos hacen cada vez más evidentes las conexiones del PAN con políticos de derecha de Estados Unidos.

		Puede concluirse que el gobierno de Estados Unidos nos critica y desprestigia públicamente, al tiempo que alienta a nuestros opositores internos. Esto de alguna manera es percibido por la opinión pública, lo que puede afectar la votación a favor de ese partido en las elecciones de Chihuahua.

		

	
		

		Empresarios: agresividad injustificada

		

		El 26 de mayo fui a Acapulco a inaugurar una asamblea general ordinaria de la Confederación de Cámaras Nacionales de Comercio. Durante la reunión, el secretario de Comercio y Fomento Industrial, Héctor Hernández, fue abucheado cuando habló de la importancia y de la permanencia de la Compañía Nacional de Subsistencias Populares. La falta de respeto que ello implicó me obligó a doblegar la insolencia de los comerciantes, quienes tuvieron que pedirnos una disculpa pública tanto a Héctor Hernández como a mí.

		El episodio comenzó un día antes de la reunión, el 25 de mayo, cuando el presidente entrante de la Concanaco, Jorge Chapa Salazar, pronunció un discurso en el que pidió la desaparición de la Impulsora del Pequeño Comercio, de la Conasupo y de otras entidades públicas destinadas a la distribución de alimentos. Ello no resultó sorprendente, porque la Concanaco es una de las organizaciones empresariales más conservadoras en términos ideológicos. Podría ser calificada como la prima más cercana de la Coparmex. Sin embargo, la reiteración de posturas rebatidas una y mil veces siempre resulta irritante, sobre todo cuando atacan los fundamentos mismos de nuestro pacto social.

		En ese contexto tan poco atractivo, cumplí mi compromiso de asistir a la inauguración de su asamblea.

		La ceremonia en cuestión se inició con la proyección de un audiovisual que tenía por objeto caldear los ánimos, ya que en él se hablaba del exceso de burocracia, de la iniquidad implícita en la distribución pública de alimentos y otros temas afines. Al concluir la proyección hizo uso de la palabra, de manera breve, el presidente de la Concanaco de Acapulco.

		El siguiente orador fue el presidente saliente de la Confederación, Nicolás Madahuar. Su discurso, con una curiosa mezcla de elementos de catolicismo y capitalismo liberal, fue bastante agresivo. Criticó la baja productividad de las empresas paraestatales, y pidió que, salvo las estratégicas, todas sean privatizadas. Criticó los mecanismos oficiales para regular el abasto y, en general, todo el sistema oficial de comercialización.

		Mientras hablaba, y era frecuentemente interrumpido por aplausos, le envié una nota a Héctor Hernández pidiéndole que en su discurso reafirmara la importancia de la Conasupo y, por lo tanto, de su permanencia.

		Cuando Hernández tomó la palabra y entró en el tema, fue abucheado en tres ocasiones por un grupo que se encontraba en la parte superior del teatro. Hernández siguió su discurso, dijo lo que tenía que decir y al final censuró a quienes preferían abuchear que sentarse en la mesa de las negociaciones. Al terminar, sólo 60% del auditorio le aplaudió.

		Al tiempo que esto ocurría, tomé la determinación de hacer sentir a esta gente que no es posible actuar de esa forma sin pagar un costo por ello. Por tanto, orquesté una pequeña maniobra para darles un calambre. Lo primero consistió en no mandarles un representante oficial a la clausura de su reunión, para que empezaran a sentir el frío.

		El segundo paso lo di a los dos días, el 28 de mayo, fecha en que estaba programada mi asistencia a la comida de clausura de la asamblea anual de la Cámara Nacional de Comercio, que es una cámara comercial más moderada, menos dogmática. Pues bien, esa mañana le pedí a mi secretario particular, Emilio Gamboa, que le hablara por teléfono a José González Bayló, que es el presidente de la Canaco, y le dijera que estaba yo dudando, después de lo ocurrido en Acapulco, si debía o no asistir a la comida de clausura de su organismo. Le dijo que para tomar mi decisión necesitaba considerar varios factores, uno de los cuales era el discurso que se pronunciaría en dicha ocasión.

		González Bayló ofreció enviarlo de inmediato, aclarando de manera enfática que los líderes de la Canaco eran muy diferentes de los de la Concanaco. En fin, prácticamente se dio por ofendido con la comparación.

		Leí el discurso y encontré que era adecuado y, sin embargo, le pedí a Gamboa que hablara de nuevo con González Bayló y le dijera que yo condicionaba mi asistencia al acto a que añadiera a su discurso un párrafo en el que manifestara su claro rechazo a lo ocurrido en Acapulco. González Bayló aceptó enseguida.

		Satisfechas mis condiciones asistí al acto, y González Bayló se manejó bien. Afirmó que la crítica “amarga y agria denigra y deprime a todos, y sólo sirve a los extremos delirantes”, y luego de lamentar el “incidente que provocó un grupo minoritario”, añadió que “la falta de respeto no es el camino del diálogo”. Terminó por demandar unidad para combatir las dificultades y “no crear asperezas que siempre son estériles”.

		Como me gustó el tono de González Bayló, decidí dirigirles unas palabras. Hablé del tipo de empresario que se requería. Dije que las sociedades no salen de las crisis con conflictos, con luchas ni con enconos, sino anteponiendo a sus intereses particulares o de grupo los intereses supremos de la nación. Aclaré que las crisis no deben ser oportunidades para los que pretenden aprovecharlas para ahondar conflictos y diferencias entre los mexicanos.

		Mis palabras, pero sobre todo el que les haya enfrentado a la Canaco debieron haber afectado fuertemente a los líderes de la Concanaco. No obstante, decidí seguir adelante, pues también quería que sintieran que hay posiciones diferentes de las suyas. Le hablé a Adolfo Lugo Verduzco, presidente del PRI, y le dije que quería que el partido se moviera. Pronto surgieron declaraciones de la Confederación Nacional Campesina y de la Confederación Nacional de Organizaciones Populares, de senadores, diputados, en fin de todas las fuerzas que el partido puede movilizar rápidamente.

		Por su parte, Adolfo Lugo ya se había manifestado desde el día 27 de mayo, es decir, al día siguiente del famoso episodio. A guisa de ejemplo, cabe recordar sus declaraciones. Afirmó que algunos representantes de la cúpula patronal se adjudican facultades que no les corresponden y, en una actitud de franca irresponsabilidad ante el destino del país, con desplantes arrogantes, pretenden enmendar la plana al Estado mexicano, sin ofrecer nada a cambio.

		Agregó que algunos miembros del sector empresarial, como Nicolás Madahuar, revelan que prefieren mantenerse pontificando insolentemente mientras buscan ampliar sus beneficios personales y de grupo. No se suman al pueblo en sus tareas urgentes de reconstrucción nacional. “Los priistas —dijo Lugo— no aceptamos que las organizaciones de comerciantes, industriales y prestadores de servicios sean usadas con propósitos ajenos a los de la defensa gremial que ha establecido nuestro Estado de derecho”.

		Todo esto, más los editoriales que salieron en la prensa y que prácticamente en todos los casos les fueron muy adversos, aterró y doblegó a los miembros de la Concanaco. Con gran nerviosismo se comunicaron a mi oficina, solicitando una entrevista, pues los 10 ex presidentes vivos de la Confederación deseaban pedirme una disculpa por lo ocurrido en Acapulco.

		Le dije a Gamboa que les comunicara que estaba dispuesto a recibirlos, en compañía de Héctor Hernández, siempre y cuando con anticipación le hubieran pedido una disculpa a este funcionario. Los obligué a tragarse su orgullo y su insolencia y el miércoles 4 de junio los recibí en Los Pinos. Llegaron con la cola entre las patas, totalmente agachados.

		Reconozco que me causó placer obligarlos a venir de manera humilde a pedir mi perdón. Desde luego ello ha provocado que en privado manifiesten estar furiosos conmigo y que señalen que el problema está en que el gobierno es socialista. De cualquier forma, les enseñé su debilidad relativa y el costo de sus expresiones públicas.

		En una óptica política más amplia, esta polémica no le hizo ningún daño al gobierno. Las acusaciones de la Concanaco de que somos un gobierno de malvados socialistas contrastan con las que nos hacen otros sectores de la sociedad, en el sentido de que somos un gobierno de extrema derecha. Ello nos ubica, y esto es una buena cosa, en el centro del espectro político.

		

	
		

		Imagen del gobierno. Rechifla en el Mundial de Futbol

		

		El 31 de mayo inauguré el campeonato de la Copa Mundial de la Federación Internacional de Futbol en el Estadio Azteca. Al hacerlo fui objeto de una notoria rechifla. El hecho fue impactante y desagradable. Sin embargo, debo analizarlo sin dejarme llevar por los sentimientos.

		Lo primero que hay que puntualizar son las circunstancias mismas del evento. El público era de clase media y media alta, como resultado del alto costo de los boletos para asistir a dicha inauguración. Los asistentes se encontraban enervados por el enorme tráfico para llegar al Estadio Azteca, la revisión minuciosa de que fueron objeto para entrar al partido, que seguramente sintieron como medida excesiva de seguridad, y, finalmente, porque antes de mi discurso tuvieron que escuchar otros tres relativamente largos.

		No quiero dejar esta reflexión en lo anecdótico. Reconozco que existe inquietud social y que conformamos un gobierno impopular. Entiendo que no podría ser de otra manera, dada la magnitud y duración de la crisis económica por la que atraviesa el país. Sin embargo, hay que ubicar la importancia relativa de la rechifla, pues me parecería un grave error entenderla como un referéndum negativo al gobierno.

		Lo ocurrido en la inauguración del Mundial de Futbol nos obliga a reflexionar sobre la recomposición de la sociedad mexicana a partir de la crisis. Particularmente, sobre la aparición en pleno de una nueva burguesía mexicana. La característica más notable de este grupo es su determinación por mostrarse insatisfecho ante la realidad que vivimos. Es, por tanto, mucho más exigente que cualquier otro grupo de la sociedad o de lo que era la misma burguesía hace sólo unos años.

		La nueva burguesía empezó a gestarse con el desarrollo económico que México experimentó a partir de 1940. El avance de la industrialización hizo crecer la importancia relativa de este grupo a lo largo del tiempo. Sus diferencias con el gobierno surgieron durante el mandato de Luis Echeverría, quien utilizó un tono agresivo al dirigirse a la elite económica, como parte de su respuesta al fenómeno de agitación nacional derivada del conflicto estudiantil de 1968. Su reacción, en un sentido más amplio, se caracterizó por dar gran énfasis a los aspectos sociales y por la búsqueda de incorporar al sistema a los jóvenes, a los obreros y a los campesinos. Así surgió la idea de formar comisiones tripartitas integradas por representantes de los sectores gubernamental, obrero y empresarial.

		Durante su gobierno se tomaron algunas medidas para afectar a los grupos económicamente poderosos, como la Ley de Asentamientos Humanos, pero en general, la burguesía siguió creciendo y haciéndose más poderosa y rica. No obstante, su malestar se fue ahondando, tanto porque la agresividad verbal del gobierno iba en aumento como porque estaban presenciando un incremento importante del tamaño del Estado, con el consecuente desbordamiento del gasto público y el endeudamiento externo.

		En 1976 surgió el Consejo Coordinador Empresarial, con el objeto de crear armas ideológicas y pragmáticas para enfrentar a un gobierno que sentía adverso. Este temor de los grupos cúpula de la burguesía no correspondía a la realidad, pues de hecho nada había inhibido el acrecentamiento de su fortuna.

		En los últimos meses del régimen de Echeverría, el pique entre el gobierno y la iniciativa privada aumentó. Mientras el Presidente utilizaba en discursos públicos términos como “pobres riquillos” y “riquillos sacadólares”, la economía enfrentaba graves problemas. A partir de las fiestas patrias de 1976 arrancó un periodo de inestabilidad cambiaria que culminó en la devaluación del peso.

		En ese periodo se rumoraba con insistencia sobre la posibilidad de un golpe de Estado. Echeverría respondió a quienes veía como sus adversarios con una estocada final al expropiar, unos días antes de dejar el poder, importantes predios agrícolas en el estado de Sonora.

		José López Portillo inició su gobierno con un tono conciliatorio. Propuso la alianza para la producción y habló de alentar la inversión privada. Con diversas medidas fue limando las asperezas que le había heredado Echeverría en esta relación.

		El auge petrolero acalló las críticas, en tanto los grupos económicos se fortalecieron políticamente e incrementaron sustantivamente sus capitales.

		El prestigio de López Portillo comenzó a decaer cuando se hizo evidente el fracaso de su política económica. La devaluación de febrero de 1982, junto con las absurdas medidas de aumento salarial inmediato, los anuncios de recortes presupuestales nunca realizados y el reconocimiento de una deuda externa exorbitante, gestaron malestar y críticas entre las clases medias y altas. La nacionalización de la banca, que fue entendida por estos grupos como la violación de sus derechos esenciales, produjo una reacción enfurecida de quienes se sintieron traicionados. El golpe causó reacciones emotivas, dándose una verdadera ruptura entre la iniciativa privada y el gobierno.

		El inicio de mi sexenio coincidió con el momento en el que el país entró de lleno en la crisis económica. El evidente fracaso del Estado en el terreno económico acrecentó el malestar y la insatisfacción de la burguesía, y la actitud de ésta ha venido cobrando cuerpo y fuerza. Desafortunadamente no he podido superar esta situación, dada la imposibilidad de sacar al país de la crisis con más rapidez.

		El descontento supone una voluntad de cambio, aun cuando ésta no esté bien definida. En el terreno económico, la capacidad propositiva de la burguesía es casi nula, pues se trata de un fenómeno por demás complejo. Por tanto, su deseo de modificar las cosas se hace más explícito en el terreno político. La señal más evidente es que ahora se preocupa por los procesos electorales, los cuales antes veía como un mero trámite. Pero su interés es selectivo; se orienta sólo a aquellas elecciones en las que siente que puede ganar la oposición, y que son, en el conjunto del país, poco significativas en términos numéricos.

		La inconformidad e incredulidad cuando el PRI gana en las áreas en que la burguesía deseaba el triunfo de la oposición no se deben a los defectos del sistema electoral, que nadie ignora, sino al hecho de que no obtenga el triunfo que representa la tan deseada venganza. A veces reacciona en forma frenética, pues está auténticamente convencida de que se le robó la victoria. Ello se debe a que conforma un grupo endógeno que no se relaciona con otros sectores sociales, sino que funda su opinión en lo que escucha de otros miembros del mismo grupo. Así, cuando todos los componentes de la comunidad social a la que pertenecen reconocen haber votado por el PAN, les resulta imposible creer que otros votaron por el PRI. Lo que pasa es que extrapolan la experiencia de su grupo a toda la sociedad.

		Su fracaso la llena de amargura. Ello me ha hecho considerar, a fin de evitar que se amargue más, la conveniencia de identificar aquellos municipios en que sería posible reconocer el triunfo de los candidatos del PAN, aun cuando éstos no sean plenamente comprobables.

		La importancia de la burguesía o clase media alta es, independientemente de su número o potencial económico, que controla en buena medida la transmisión de valores a través de la televisión, la radio y la prensa. En el caso de la radio, pero sobre todo de la televisión, esto es clarísimo. Sus programaciones están dirigidas a quienes tienen capacidad de compra y, sin embargo, sus puntos de vista permean a toda la sociedad.

		La prensa en México, como me comentaba hace poco el director del periódico El Nacional, Mario Ezcurdia, más que portadora de información es vehículo para que diferentes capillas de la clase media y media alta envíen mensajes al gobierno. Hay una amplia variedad de periódicos, lo que permite que los diferentes lectores encuentren aquel que les es más afín, es decir, el que vocea mejor lo que el lector quiere que el gobierno sepa, lo que refuerza su sentido de lo cierto.

		Los altos funcionarios enriquecen el proceso, pues pagan para que se escriba a favor de su gestión y, con frecuencia, para que se ataque la de otros.

		Éstos son algunos de los fenómenos que acompañan a la nueva burguesía. La rechifla, lejos de invitarme a una retracción, me hace pensar que debo hacerme más presente ante la opinión pública, exponiendo y reforzando por medio de entrevistas la información que yo considero fundamental.

		

	
		

		Junio de 1986

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos:

		protesta ante la agresividad norteamericana

		

		EL 2 DE JUNIO CONCLUYÓ LA XXVI REUNIÓN Interparlamentaria México-Estados Unidos sin que, por primera vez en la historia de estas reuniones, se emitiera una relatoría o declaración conjunta. Las marcadas diferencias que se expresaron en las sesiones pusieron en evidencia el deterioro de la relación bilateral.

		Los legisladores mexicanos rechazaron la tendencia intervencionista encabezada por el senador Jesse Helms, señalando la inconveniencia de que autoridades estadounidenses expresaran opiniones sobre asuntos internos que sólo competen a nuestro país. Por su parte, la delegación norteamericana se negó a considerar una solución política a la deuda externa, en la que deudores y acreedores compartieran la responsabilidad.

		No es que nuestros legisladores hayan optado por la confrontación; sólo respondieron, marcando una pauta de protesta, a la agresividad norteamericana, que en los últimos meses se ha exacerbado.

		Para reforzar la actitud de nuestros legisladores, el mismo día en que se clausuró la Reunión Interparlamentaria pronuncié un discurso fuerte en Hermosillo. Respecto a la deuda externa, señalé: “Vamos a cumplir nuestras obligaciones financieras de acuerdo con la capacidad de pago real del país y sin ahogar el aparato productivo nacional. Esta capacidad de pago —hay que hacerlo entender a nuestros acreedores— solamente puede mantenerse y aun elevarse, y con ello coincidir con sus intereses, en la medida en que a México se le permita seguir creciendo. No hay pagadores muertos ni clientes quebrados”.

		En relación con sus críticas y presiones permanentes, dije: “No estamos para recibir lecciones de qué es el cambio estructural y menos que se pretenda interpretar el cambio estructural para los mexicanos de tal manera que México pierda su esencia nacional”.

		Mis declaraciones asustaron a aquellos grupos que siempre se atemorizan cuando ven que les alzamos la voz a los norteamericanos, pero, en general, fueron bien recibidas, pues el pueblo de México ya llegó a su límite de tolerancia a las críticas norteamericanas.

		Lo desmedido de las críticas de Helms y de Gavin ha resultado muy irritante, tanto que ya enfadaron incluso a algunos grupos norteamericanos. Sin embargo, hay quienes señalan que la embestida de Helms nos ha ayudado, pues no habíamos logrado en los últimos años tanta simpatía interna, como a partir de las declaraciones de ese facineroso.

		De cualquier forma, el temor por el deterioro de la relación binacional, con el consecuente crecimiento del sentimiento antinorteamericano en México, seguramente influyó en la invitación que me hizo el presidente Reagan el 9 de junio para que lo visitara el próximo agosto.

		Tal es el exceso de las críticas norteamericanas a México, que yo espero que la moción de Reagan al invitarme sea el inicio de un esfuerzo por suavizar las tensiones. Sin embargo, voy preparado a todo, aunque ya nada podría tener el efecto dramático de aquel artículo de Jack Anderson durante mi primera visita, cuya principal fuerza consistió en tomarnos por sorpresa. Anderson está totalmente desprestigiado y la prensa norteamericana ha perdido impacto en México, al mostrar sus prejuicios.

		

	
		

		Deuda externa: fase crítica

		

		El 2 de junio, en Hermosillo, cuando dije: “No hay pagadores muertos ni clientes quebrados”, dejé entrever a nuestros acreedores internacionales que se están agotando las posibilidades de que México siga sirviendo su deuda externa.

		Ésa es la realidad: estamos al borde de caer en una situación de incapacidad de pago. Nuestra posición es realmente crítica, porque a estas alturas, y como consecuencia de la falta de una comunicación adecuada dentro del gabinete económico, todavía subsisten diferencias e imprecisiones respecto a nuestra verdadera capacidad de pago.

		Vivimos el peor de los mundos, pues en nuestra indefinición, nos limitamos a sufrir la ofensiva. Tenemos meses en que los norteamericanos pretenden darnos lecciones de cómo realizar los cambios estructurales que nosotros mismos hemos propuesto. Hay ocasiones en que llegaron a pedirnos cosas tan absurdas como que les vendiéramos parte de Pemex.

		Entramos, pues, en una situación verdaderamente angustiosa. Hay que elaborar con sentido de urgencia los trabajos técnicos necesarios para precisar nuestra capacidad de pago. Tan sólo en junio hubo cuatro reuniones del gabinete económico y otras tantas de la Comisión Gasto-Financiamiento. Para ello, trabajamos incluso sábados y domingos.

		Desde el 21 de febrero expresé públicamente que sólo si la economía mexicana crecía, podría el país pagar su deuda. Ello significaba que había que negociar en un solo paquete las condiciones del pago de la deuda y nuestros requerimientos de financiamiento fresco.

		Para determinar el monto de ese financiamiento, la SPP había hecho un ejercicio para estimar el flujo neto de recursos que necesitábamos recibir del exterior para mantener el programa de crecimiento que nos habíamos propuesto. Este ejercicio se hizo con diferentes escenarios en cuanto al posible precio del petróleo. Cuando finalmente éste se desplomó, cuantificamos en términos anuales una pérdida de divisas de aproximadamente 6 000 millones de dólares. Por tanto, ésa era la cantidad de recursos que según la SPP necesitábamos.

		La Secretaría de Hacienda y el Banco de México también hicieron un ejercicio en este sentido. Sin embargo, señalaban que no requeriríamos tanto financiamiento fresco. Suponían que se abaratarían las importaciones y que aumentarían nuestras exportaciones; ellos afirmaban que necesitábamos alrededor de 2 000 millones de dólares.

		Naturalmente, me quedé sorprendido con esta diferencia y pedí otras opiniones. La SPP, al analizar el estudio de Hacienda, me hizo ver que ese cálculo suponía un crecimiento económico de cero. Ello me molestó, pues al regresar de sus viajes, Jesús Silva Herzog y Miguel Mancera me decían que no se necesitaba tanto dinero, pero no me hacían explícito que ello conduciría al estancamiento.

		En junio realizamos un nuevo ejercicio en el que calculamos lo requerido para que México creciera 3% en 1987 y 4% en 1988. A partir de entonces se habló de la necesidad de 6 000 millones de dólares en 1986 y de aproximadamente 9 000 millones de dólares para 1987 y otro tanto para 1988. Claro, se entiende que estos cálculos necesariamente tendrán que ser ajustados de acuerdo con las variaciones en el precio del petróleo.

		Otro factor para determinar la capacidad de pago reside en la posibilidad de hacer recortes en los gastos gubernamentales. Llegamos a una conclusión tentativa: lograr un paquete de recortes del orden de medio billón de pesos. Éstos se pretendían realizar fundamentalmente en los siguientes renglones:

		1] En Pemex, del orden de 300 000 millones de pesos. Sin embargo, a mí me pareció poco viable, pues la empresa ya no tiene dinero para invertir e incluso está perdiendo capacidad tributaria. 2] En la Conasupo, bajando subsidios. Ahí dimos algunos pasos. 3] En el Banrural se pretendía recortar 150 000 millones de pesos. Este punto se discutió mucho. Después de escuchar todas las posiciones al respecto, decidí que no se realizara ese recorte, porque implicaba recortar también la cantidad de hectáreas por habilitar. 4] En Comunicaciones y Transportes, ámbito en el que tampoco era claro que se pudieran realizar dichos recortes.

		El proceso de estudio sobre dónde y qué tanto se podía recortar, y cuánto dinero fresco necesitábamos, trajo fricciones y desacuerdo entre mis colaboradores. Jesús Silva Herzog estaba obsesionado con la necesidad de disminuir el gasto, aun cuando en sus declaraciones fuera de México señalara que el principal acreedor era el pueblo mexicano. Ahí empezó la gran discusión entre Hacienda y Programación y Presupuesto, que no se resolvió.

		En cuanto al proceso mismo de negociación de la deuda, se plantearon varias opciones. La primera fue ligar los pagos de intereses a los ingresos de divisas por exportación, fundamentalmente del petróleo. La segunda fue la posibilidad de reducir la tasa de interés sobre la deuda contraída. También apuntamos la posibilidad de encontrar mecanismos para pagar en pesos o de sólo pagar el valor de mercado de la deuda externa. Encontramos una gran resistencia a todas estas propuestas. Naturalmente, en forma paralela se consideró la reestructuración de plazos y pagos.

		La posición de los acreedores era la de ofrecernos más financiamiento, pero sin hacernos concesión alguna. De hecho, nos dieron a conocer su disposición de facilitarnos apoyos crediticios hasta por 6 500 millones de dólares, si México lograba suscribir un acuerdo con el Fondo Monetario Internacional.

		El punto que nos impedía llegar a ese acuerdo era nuestra discrepancia sobre la magnitud de las medidas de ajuste necesarias para reducir el déficit público. Sin embargo, en el curso de las negociaciones, el FMI fue cambiando su énfasis. Dejó de presionar a favor de la reducción del gasto, para insistir en la necesidad de tomar medidas tributarias más fuertes.

		En el mes de junio delimité con mayor claridad nuestros requerimientos de crecimiento. Hice especificaciones precisas al respecto, aclarando que si éstas no se cumplían, estaríamos incapacitados para pagar. Los norteamericanos aceptaban que necesitábamos crecer, pero se cuestionaban que pudiéramos lograrlo. Sin embargo, para ese momento ya había yo decidido que si los norteamericanos no recorrían la mitad del camino, hasta encontrarnos, no tendríamos más remedio que declarar una moratoria obligada.

		Nunca vi con ligereza la moratoria ni la consideré una opción deseable. Sé que la opinión publica rechaza la idea de tomar más dinero prestado, pero no por ello dejo de ver que la moratoria traería represalias del exterior. Nunca creí, como nos lo afirmó Argentina y lo insinuó Brasil, que realmente se pudiera formar una cadena latinoamericana de moratorias. Nadie quiere ser el primero; nosotros tampoco, pues quién nos asegura que los otros países realmente nos seguirían.

		Lo que en realidad ocurre es que cada país está negociando con el Fondo sus respectivos paquetes financieros, atentos a las concesiones que dicho organismo pudiera hacer a otros países. Es indiscutible que la negociación mexicana, dada su magnitud, crearía un precedente; por ello el FMI estaba tan reacio a hacer concesiones.

		En realidad era una situación paradójica, porque el Fondo y el Banco Mundial habían venido insistiendo en que no querían una negociación global, sino caso por caso, y cuando nosotros les presentamos el nuestro, y les pedimos que consideraran las circunstancias tan particulares por las que atravesamos, nos dijeron que no podían hacerlo, porque el concedernos ciertos puntos crearía precedentes.

		La inflexibilidad del FMI nos colocó al borde de la suspensión de pagos. Nunca hablamos públicamente de moratoria, pero sí anticipamos nuestra posición en pláticas privadas. Al entrar a la fase crítica, y puesto que albergaba dudas sobre la convicción con que Silva Herzog defendía nuestro programa económico en el extranjero, sentí la necesidad de definir mi posición frente a la opinión pública externa e interna. Fue por ello que en Hermosillo dejé entrever la posibilidad de caer en una moratoria involuntaria.

		Ello inevitablemente dio lugar a un ambiente de especulación cambiaria. Ésta se disparó los días 5 y 6 de junio, seguramente como consecuencia de mis declaraciones, que hacían evidente que no se estaba llegando a un arreglo con los acreedores.

		A diario aparecían noticias que no podían sino alarmar a la opinión pública. El 9 de junio se filtró a la prensa la noticia de que existía la posibilidad de que México cayera involuntariamente en la suspensión de pagos y de que Paul Volcker estaba en México. No sé si esa filtración salió de los funcionarios norteamericanos, quienes usualmente utilizan este método para informar a la opinión pública, o si fue producto de la Secretaría de Hacienda.

		La situación era tan crítica, que empezaron a aparecer noticias positivas para nosotros, pues dejaban ver la inquietud sentida en diversas partes del mundo ante el posible quebranto financiero de México. Se dijo que Japón anunciaba la posibilidad de otorgar créditos puente a México, aun antes de que éste firmara con el FMI.

		France Press informó que la Casa Blanca actuaría entre bastidores para facilitar el acuerdo entre México y el Fondo Monetario Internacional. Incluso aparecieron en la prensa norteamericana, por primera vez, editoriales que pedían comprensión hacia los esfuerzos realizados por México. De cualquier forma, estas noticias angustiaban a la opinión pública interna, pues hacían evidente la gravedad de nuestra situación.

		El desgaste que todo este proceso significó afectó mi imagen interna. Por ello, decidí que el 10 de junio se transmitiera por televisión una entrevista especial que concedí a dos conocidos reporteros. La entrevista fue positiva y sirvió, de manera lateral, para calmar la especulación. No obstante, el ambiente estaba muy cargado. El estancamiento en las negociaciones desdibujaba mi personalidad y propiciaba todo tipo de presiones externas e internas.

		El miércoles 11, Ronald Reagan condicionó la ayuda financiera a México a la realización de reformas económicas. Ese mismo día, Paul Volcker aseveró que la solución de los problemas de México residía en una combinación de ajustes internos —como la reducción del tamaño del Estado, la reprivatización de activos públicos y mayores concesiones a la inversión extranjera— y la ayuda crediticia internacional.

		A fin de poder cambiar los términos de la negociación, removí de su cargo, el 17 de junio, a Jesús Silva Herzog. Con ello pude asentar ante nuestros acreedores nuestro rechazo absoluto a la posibilidad de que México continuara en un estancamiento económico. Silva Herzog no hizo ver a las autoridades financieras internacionales los esfuerzos del ajuste interno y del cambio estructural, y no lo hizo porque él no estaba convencido de que estuvieran ocurriendo, es decir, porque él no tenía la convicción necesaria para esgrimir estos argumentos.

		Con su remoción se acabó la ambigüedad y ambivalencia que caracterizaron su gestión y se abrió la posibilidad de un auténtico intercambio de información en el seno del gabinete económico. A partir de ese momento pudimos plantear en términos específicos y concretos lo que entendíamos por crecimiento, y con ello nuestra decisión de que México no podía pagar si no crecía.

		A partir de ese momento los márgenes de negociación se abrieron. La combinación que dio el hecho de encontrarnos en la fase crítica y la decisión de relevar a quien no defendiera cabalmente la postura de que era necesario crecer para pagar modificó la actitud de nuestros acreedores, quienes sintieron la necesidad de demostrarnos su interés por llegar a un acuerdo, aceptando que para ello era necesaria la recuperación económica de México.

		Al ver esto, la conclusión era evidente: la actitud de Silva Herzog hizo que perdiéramos mucho tiempo, tiempo precioso, en el avance de la negociación. La realidad es que a pesar de que desde el 21 de febrero di los lineamientos generales a seguir en este proceso, Silva Herzog llevó las negociaciones por el carril de los acreedores, al fundar la solicitud de créditos en la aceptación de un crecimiento económico de cero.

		Entonces me di cuenta de que pudimos haber sido más claros y más duros en las negociaciones. Creo que incluso el FMI y las autoridades norteamericanas vieron como positivo el que hubiera mayor precisión y determinación de nuestra parte.

		Fue, pues, en la última semana de junio, cuando vi una auténtica posibilidad de que alcanzáramos un acuerdo con el Fondo Monetario Internacional.

		

	
		

		Mis colaboradores: renuncia de Silva Herzog

		

		El martes 17 de junio, en un momento que a todas luces parecía inadecuado, pues nos encontrábamos en la fase crítica del proceso de negociación de la deuda externa, Jesús Silva Herzog dejó el cargo de secretario de Hacienda y Crédito Público. Tomé esa decisión porque nuestra relación había llegado a un nivel de deterioro intolerable.

		El desarrollo de Silva Herzog en los meses anteriores a su salida me resultó muy insatisfactorio. Desde finales de mayo de 1985 empecé a notarlo nervioso, decepcionado. Indiscutiblemente atravesábamos por momentos difíciles, pues ante la perspectiva de que se disparara el déficit público, tuvimos que reconocer que las medidas de ajuste tomadas en los primeros meses de 1985 eran insuficientes para contener las desviaciones originadas en el segundo semestre de 1984, las cuales se habían agravado por el descenso del precio del petróleo. Silva Herzog asumió, durante las reuniones que tuvimos para discutir las medidas que tomaríamos, una actitud de “hemos fracasado”.

		En el curso de dichas reuniones, comenté la necesidad de que reconociéramos los errores de instrumentación de la política económica. Sin embargo, nunca imaginé que Silva Herzog incluiría esa frase en el discurso que pronunció durante la reunión de la banca de julio de 1985. Se trató de un reconocimiento explícito innecesario. Daba la impresión de que Silva Herzog creía que, al unirse a la crítica, se lavaba las manos.

		El hecho es que la frase nos ha causado problemas desde entonces, y aún ahora nos la restriegan constantemente en la cara.

		Lo grave de la actitud de Silva Herzog era que, en las reuniones que teníamos para discutir la situación económica, no presentaba una posición articulada. En todos los casos se limitaba a pedir que hubiera mayores recortes en el presupuesto de gastos de cada una de las áreas.

		Durante nuestras reuniones aventaba ideas, como la necesidad de fusionar la Secretaría de Hacienda y la Secretaría de Programación y Presupuesto o la conveniencia de desaparecer las secretarías de Pesca y de Turismo, pero sin jamás argumentar razones de fondo suficientemente válidas como para tomar decisiones de esa magnitud. Se limitaba a decir que requeríamos medidas dramáticas, para demostrar que había voluntad de ajuste.

		A partir de julio de 1985, Silva Herzog comenzó a hacer comentarios, de manera abierta, tanto dentro como fuera del gobierno, en el sentido de que no estaba de acuerdo con la política económica. Ello me resultaba inaceptable, porque los secretarios, por lealtad al Presidente, no deben ser críticos del gobierno. Si tienen diferencias, deben manifestárselas exclusivamente al Presidente. En el fondo, esta forma de hablar de Silva Herzog estaba ligada a su actitud general de inconformidad y desazón.

		También a partir de mediados de 1985, empecé a notar en él displicencia frente al trabajo. No asistía a las reuniones de Gasto-Financiamiento realizadas entre Hacienda y la SPP, limitándose a mandar representantes, pero sin instrucciones precisas, de manera que éstos no sabían lo que debían hacer, y, cuando actuaban, con frecuencia los desautorizaba posteriormente.

		Por otro lado, dejó de interesarse y, por tanto, de tener conocimiento sobre la política financiera interna. Estaba demasiado metido, obsesionado, con los problemas de la deuda externa. Por ello, y en comparación, cada vez me iba resultando más evidente la superioridad del análisis que sobre política interna realizaba la Secretaría de Programación y Presupuesto.

		La falta de dedicación al trabajo llevó a Silva Herzog a presentarse a diferentes reuniones sin haber realizado la tarea necesaria para estar informado. Su desinterés propició una falta de cohesión en la misma Secretaría de Hacienda, en la que proliferaron los divisionismos. Surgieron críticas dentro del sector bancario, y su clientela en general empezó a quejarse de que no tenía acceso a él.

		En mi opinión, todo esto exhibía un deterioro emocional, cuyas manifestaciones más evidentes fueron su arrogancia e irritabilidad.

		En septiembre y octubre de 1985, durante el proceso de elaboración del presupuesto para 1986, se produjo un ambiente de gran tensión entre los funcionarios de la Secretaría de Hacienda y los de Programación y Presupuesto. Hacienda no aportaba ningún esquema ni abría opciones; sólo manifestaba dudas y críticas.

		A pesar de ello, el 5 de noviembre Silva Herzog y Salinas de Gortari me informaron que habían alcanzado un consenso en la elaboración del presupuesto para 1986, aunque me aclararon que lo veían como un presupuesto muy apretado.

		El 13 de noviembre, cuando sólo faltaban dos días para la fecha en que teníamos que enviar el Presupuesto de Ingresos y Egresos al Congreso, Silva Herzog me pidió, al término de la reunión en que me entregaron el texto final de dicho documento, hablar conmigo en privado.

		Cuando estuvimos solos, me señaló su inconformidad con el documento “Criterios de política económica para 1986”. Añadió que no se sentía en la disposición de seguir colaborando en mi gobierno, porque —me dijo— no le era posible defender una política económica en la que no creía.

		Como no sustanció su posición, le pregunté con qué aspectos del documento no estaba de acuerdo. Después de dar varias vueltas, me dijo que no era precisamente con lo dicho en el documento con lo que no estaba de acuerdo, sino que sentía que no había la voluntad necesaria para realizar el ajuste económico que el presupuesto y el documento proponían; por lo menos, no un ajuste como él lo entendía.

		Cuando me dijo esto, le pregunté en qué fundamentaba sus dudas de que no se realizaría lo ahí propuesto, a lo que contestó que no sentía que los demás secretarios fueran a cumplir con lo que se planteaba. Entonces le dije que si ése era el caso, de quien estaba dudando era de mí. Le aclaré que yo sí tenía la decisión de realizar el ajuste y que su obligación, en lugar de aventarme la toalla de esa manera, consistía en quedarse y ayudarme a asegurar que se realizara el ajuste propuesto.

		En realidad fue él quien en algún momento me dijo que no quería que yo entendiera su renuncia como que estaba aventando la toalla, a lo que yo respondí que justamente así lo entendería, porque dos días antes de enviar el Presupuesto de Ingresos y Egresos de la Federación al Congreso de la Unión, no se valía dejar las cosas tiradas.

		Lo convencí de seguir. Le pedí más trabajo, haciéndole ver las fallas en que estaba incurriendo la Secretaría de Hacienda. También le pedí que se abstuviera de hacer críticas públicas sobre la política económica, ya que acababa de reconocer que no tenía objeciones o desacuerdos con el documento que íbamos a presentar.

		En ese momento yo todavía abrigaba esperanzas de que se corrigiera. Lo digo, porque visto en retrospectiva, pienso que tal vez debí aceptar su renuncia en noviembre. Me detuvo el que sólo faltaran unos días para que entrara al Congreso el presupuesto para 1986, esto es, me pareció que era un momento sumamente inadecuado para aceptar la renuncia.

		Sin embargo, vistas las cosas como resultaron, no era aquél un momento más inadecuado que éste en el que finalmente acepté su salida. De haber aceptado su renuncia en ese momento, hubiera podido ahorrar el deterioro en nuestra relación y, con ello, un fin de fiesta tan desagradable como el que tuvimos.

		Lo que me hizo pensar que Silva Herzog se podía corregir fue que su forma de ser no era consistente. Igual tenía arrebatos de vanidad extralimitada, que momentos en que cambiaba y adoptaba una actitud más razonable. En ocasiones sentí, incluso, que se me presentaba con el ánimo de realizar una negociación personal. Ejemplo de ello fue la ocasión en que me dijo que estaba consciente de que su personalidad era un activo para México en las negociaciones internacionales, dadas sus buenas relaciones con los banqueros internacionales. Este tipo de afirmaciones, además de mostrarme su fatuidad, hacían evidente que me estaba vendiendo la importancia de su participación.

		Su popularidad con los banqueros internacionales es cierta, como también lo es que éstos, de alguna manera, lo tenían capturado en términos emocionales. Los halagos que le hicieron nombrándolo Ministro de Finanzas del Año en dos ocasiones consecutivas, indiscutiblemente lo predispusieron a su favor. Ésa es la razón por la que muchos se atrevieron a considerarlo proyanqui.

		Baste como muestra de las buenas relaciones que logró establecer, el que ahora, con motivo de su salida, recibió cartas de simpatía de Ronald Reagan y de George Shultz. Cartas que si bien alimentan su vanidad, me imagino conservará con discreción, por temor a que cunda entre la opinión pública el concepto de que estaba demasiado allegado a los norteamericanos.

		A partir de enero de 1986, cuando cayó el precio del petróleo, la posición de Silva Herzog respecto a la deuda externa se volvió contradictoria y ambivalente. En ocasiones me hablaba de la necesidad de que llegáramos a la moratoria y en otros momentos me decía que la única solución era el ajuste interno, que él siempre entendía como la disminución del gasto público. Ya nunca quiso considerar alternativas de naturaleza fiscal, hasta que recientemente se le demostró que la carga fiscal global se había deteriorado en tres puntos del PIB, lo que es muy grave.

		Con motivo del mensaje del 21 de febrero, para cuya preparación se trabajó en equipo, en el que él participó, tuve nuevas reacciones de su inconformidad. Al día siguiente del mensaje, me reuní con él y con Miguel Mancera, en vísperas de un viaje que ambos iban a hacer a Washington.

		En esa ocasión, Silva Herzog me manifestó, en un tono molesto, su desacuerdo con mi mensaje. Dijo que yo había echado todo el peso por el lado del ajuste de los acreedores y que no había insistido suficientemente en la necesidad de un ajuste interno; esto es, que él sentía que toda la carga se la echaba a él. Se sentía presionado, agobiado por esa carga. Mancera, que es un hombre ecuánime, dijo que no compartía su punto de vista.

		Por otro lado, los informes que Silva Herzog me daba después de sus viajes a Washington distaban de ser claros. Yo lo sentía intimidado, urgido de que se realizara la negociación con el FMI. Ello lo llevaba a no medir las implicaciones de una firma precipitada. En un momento dado, me pidió plenos poderes en la negociación con el Fondo y con Estados Unidos, pero ello hubiera implicado convertirlo en jefe de la política económica y esto, desde luego, era inaceptable para mí.

		Yo pienso que el Presidente debe tomar decisiones en todas las cuestiones fundamentales, pues de otra manera estaría evadiendo su responsabilidad. A sus secretarios de Estado les corresponde ampliar sus puntos de vista y su información para el proceso de toma de decisiones, y luego instrumentar las decisiones. Además, en aquellas determinaciones que afectan todas las áreas del gobierno, como las relativas a la deuda externa, es necesario comentar y discutir conjuntamente las diversas opiniones en el seno del gabinete económico.

		Creo que en un país del tamaño y la complejidad del nuestro, ya no es posible que el Presidente de la República sostenga exclusivamente acuerdos bilaterales, porque como muchos asuntos están tan interrelacionados, el Presidente tendría que ser una especie de computadora que almacenara toda la información, para pasarla a los diferentes secretarios y, al escuchar sus diversos argumentos, determinar la influencia de las decisiones de unos sobre otros. Esto ya no es posible. Por ello se hacen necesarios los acuerdos multilaterales, en los que en una reunión se expresan los diferentes puntos de vista y se llega a acuerdos de grupo.

		Uno de los errores de Silva Herzog era que en las reuniones de gabinete económico se quedaba callado. Prácticamente no participaba, haciendo sentir su malestar por tener que asistir y su desdén por personas a quienes él consideraba sus inferiores y ante quienes no tenía por qué informar sobre el proceso de renegociación de la deuda externa. La verdad es que a mí tampoco me tenía bien informado.

		La gota que derramó el vaso y me llevó a la decisión de relevar a Silva Herzog se dio la semana anterior a su salida, cuando se realizaron dos juntas de gabinete económico, el 8 y el 10 de junio, con objeto de tocar diversos temas de política financiera, tasas de interés y negociación de la deuda. Yo les había pedido a los miembros del gabinete, particularmente a los titulares de la Secretaría de Hacienda, de Programación y Presupuesto y del Banco de México, que realizaran entre ellos una serie de reuniones preparatorias para reunir toda la información necesaria para la toma de decisiones. Supe que Silva Herzog sólo asistió a la primera reunión y que después envió a sus colaboradores.

		Además, en esa única junta a la que asistió, se mostró por demás altanero con sus colegas; señaló que él no estaba de acuerdo con lo que yo estaba pidiendo e, incluso, llegó a declarar que de hacerse cualquier revisión a las tasas de interés, él no estaría dispuesto a ejecutarla.

		El día anterior a su salida, el lunes 16 de junio, tuvo lugar la junta de gabinete económico para la que había solicitado la información. Cuando le pedí a Silva Herzog que expusiera su parte, hizo un reporte sumamente escueto, lo que provocó comentarios muy duros de los demás participantes, quienes arguyeron que no se habían reunido los datos que yo había solicitado, porque no se habían realizado las juntas.

		Mi conclusión fue que no me era posible tomar decisiones sin información, por lo que les pedía que realizaran un nuevo ensayo. Insistí en que trabajaran juntos Hacienda, Programación y Banco de México. Después supe que Silva Herzog había dicho que él ya no iría a ninguna junta porque las consideraba trabajo estéril.

		La realidad es que desde la semana anterior yo ya había decidido remover a Silva Herzog y sustituirlo con Gustavo Petricioli, pero había obtenido información de que Petricioli se encontraba en Nueva York, para asistir a la graduación universitaria de un hijo suyo. Sabía que Petricioli regresaría a México en la noche del lunes 16, por lo que ya lo había citado para el martes 17 a las 10 de la mañana.

		Me había inclinado por Petricioli porque tiene los antecedentes profesionales para el trabajo. En términos curriculares, era evidente que difícilmente podría encontrar una persona más calificada para el cargo, ya que Petricioli tiene más de 35 años de trabajar en el sector financiero y ha ocupado casi todos los cargos, con excepción del de secretario de Estado. En ese momento fungía como director de Nacional Financiera.

		Por otra parte, en diversas ocasiones había hablado con él y me había manifestado su preocupación por la política hacendaria, de ingresos, de crédito y de tasas de interés. Además, sabía que Petricioli podría controlarme la algarabía e incertidumbre que pudiera generar la salida de Silva Herzog, como de hecho ocurrió.

		El martes 17 de junio, a las 10 de la mañana, recibí a Gustavo Petricioli y le comuniqué mi decisión. A eso de las 10:30 le pedí a Emilio Gamboa que mandara llamar a Silva Herzog, quien llegó a las 11 de la mañana. Lo curioso es que a las 10:20, esto es, algunos minutos antes de que yo le solicitara a Gamboa que mandara llamar a Silva Herzog, éste habló por su propia iniciativa y le dijo a Gamboa que le era urgente hablar conmigo, que se trataba de algo personal e importante. El hecho es que cuando llegó a las 11 de la mañana ya traía su renuncia en la mano.

		Ello demuestra que entre el lunes en la tarde y el martes en la mañana, él reconoció que el deterioro de nuestra relación era intolerable y que su separación de mi gobierno era la única solución.

		De manera que Silva Herzog renunció y Silva Herzog fue removido. Las dos cosas son ciertas porque coincidieron en el tiempo.

		El episodio me resultó doloroso, porque Silva Herzog fue mi amigo por muchos años; hicimos una vida juntos como funcionarios públicos. Pero en estos momentos yo no puedo tener consideraciones de naturaleza personal, porque creo que él no las tuvo cuando actuó; porque no estamos hablando de dos amigos, sino del Presidente de la República y del secretario de Hacienda. Mi obligación es actuar como jefe de Estado, independientemente de mis sentimientos personales. Además, la actitud de Silva Herzog logró irritarme profundamente.

		Finalmente el resultado fue confuso, pues hubo muchos editoriales, sobre todo en el terreno económico, positivos para Silva Herzog. Esto se debe —como nos lo explicó Televisa cuando le preguntamos por qué, si nosotros le habíamos solicitado que el cambio de mando en la Secretaría de Hacienda se hiciera destacando la personalidad de Petricioli, Jacobo Zabludovsky dedicó 20 minutos de su noticiario a leer el currículum de Silva Herzog y dos minutos al de Petricioli— a que le debían muchos favores a Silva Herzog. Esto es verdad: Silva Herzog hizo muchos favores como secretario de Hacienda a los medios de comunicación, por lo que no es sorprendente que lo hayan despedido pagando el adeudo.

		Cuando reflexiono sobre este asunto, pienso que perdí un tiempo del que no disponíamos al aguantar durante varios meses el malestar de ser informado de manera demasiado parca de lo que estaba ocurriendo en las negociaciones externas, y al tardarme tanto en darme cuenta de que Silva Herzog no lograba hacer ver a nuestros acreedores los enormes esfuerzos realizados por el gobierno y el pueblo de México por ajustar su economía.

		Los hechos demuestran el bajo control que tiene el Presidente de la República sobre las negociaciones que realizan sus colaboradores en el exterior. Parecería fácil enviar a otro funcionario, fuera del control del negociador, con el solo fin de que trajera informes al Presidente. Sin embargo, yo creo que en toda negociación, sobre todo si es difícil, el negociador tiene que estar en una posición muy firme, pues si aquéllos con quien tiene que enfrentarse perciben que éste es objeto de desconfianza, se debilita su posición y, por tanto, su capacidad negociadora. Ésta es la razón por la que no hice vigilar a Silva Herzog. Éste es el costo de la confianza, pero sin confianza no hay gobierno, sólo habría paranoia.

		

	
		

		Programa de Aliento y Crecimiento

		

		El 23 de junio, Carlos Salinas y Gustavo Petricioli dieron a conocer, en una conferencia de prensa conjunta, el Programa de Aliento y Crecimiento, con el fin de hacer explícito el rechazo definitivo del gobierno al estancamiento económico como medio para enfrentar la crisis. Plantearon, en cambio, la posibilidad de lograr un moderado crecimiento económico con control de la inflación.

		El PAC propuso una estrategia para recuperar el crecimiento económico, fundada en una mayor cooperación de los países acreedores. Planteó que el servicio de la deuda sólo podría cubrirse una vez que estuviera asegurada una tasa moderada de crecimiento de la economía, lo que suponía un aumento de los recursos financieros disponibles para el sistema, disminuyéndose así las tasas de interés nacionales y liberalizando el crédito al sector privado, lo que a su vez alentaría la inversión de este grupo.

		En cuanto a los ingresos públicos, el PAC anunció que se procedería a revisar la política tributaria para evitar que la inflación disminuyera la recaudación real. Sugirió también una reorientación selectiva del gasto público, a fin de aumentar los recursos destinados a la inversión.

		Por otro lado, el PAC reafirmó la política de reordenación económica y cambio estructural, esto es, el control de la inflación, la protección de la planta productiva y el empleo, el saneamiento de las finanzas públicas, la disminución del tamaño del Estado, la reconversión industrial y la promoción de las exportaciones.

		El programa fue, en general, bien recibido. En términos psicológicos, su sola presentación dio aliento. Este aspecto es fundamental, sobre todo si reconocemos el ambiente depresivo que reinaba en el país y, en consecuencia, la necesidad imperante, en términos políticos y económicos, de abrir una esperanza al futuro, de reanimar a la población.

		El estancamiento económico era insostenible, tanto porque significaba un descenso en los ingresos reales de la población como porque desprestigiaba la acción del gobierno, que ya no le podía dar nada a nadie. Ello nos llevó a reconsiderar los términos de nuestras obligaciones financieras internacionales, pues además de llevar cuatro años de transferir recursos al exterior, ahora teníamos que enfrentar la dramática caída de los precios del petróleo. La conjunción de estos fenómenos auguraba una profundísima contracción económica, con el consecuente malestar político.

		Fue por ello que la sola enunciación del Programa de Aliento y Crecimiento resultó muy positiva. Además, dio a la población, después de meses en que sólo oían que las negociaciones con los acreedores estaban estancadas, la idea de que tenemos un plan de acción y que éste no ignora sus problemas. Así, abrimos una esperanza al hablar de “aliento sólido al proceso de recuperación económica”, “satisfacción mínima de necesidades” y otros conceptos que permitían apreciar un enfoque positivo en la acción del gobierno.

		Otra consideración importante fue la necesidad de crear un ambiente adecuado para la sucesión presidencial. El candidato necesitará espacio y tiempo para buscar sus fórmulas y soluciones, y a mí me corresponde creárselo.

		Para los conocedores de temas económicos, el PAC plantea dilemas aparentemente irreconciliables, como lo es el crecimiento sin generar más inflación; en todo caso, abre el cuestionamiento de hasta dónde se permitirá que aumente la inflación en aras del crecimiento económico.

		La realidad es que no hay una respuesta clara. Simple y llanamente concluimos que el fantasma de la recesión es tan amenazante como el de la inflación y, en consecuencia, asumimos la necesidad de buscar un espacio intermedio para nuestra supervivencia.

		Por otro lado, quienes habían seguido de cerca los planteamientos económicos de los diversos secretarios de Estado entendieron que el PAC acababa con las distintas posturas dentro del gabinete económico, al definir que el gasto público ya no se contraería más, y que el crecimiento económico era un requisito para servir a la deuda. Sin Silva Herzog, el gabinete económico volvió a funcionar en equipo, lo que necesariamente trajo efectos tranquilizantes en la coyuntura de emergencia que vivimos.

		

	
		

		Julio de 1986

		

	
		

		Visita del Presidente de Guatemala, Vinicio Cerezo

		

		LOS DÍAS 2, 3 Y 4 DE JULIO EL PRESIDENTE DE GUATEMALA, Marco Vinicio Cerezo Arévalo, realizó una visita oficial a México.

		El retorno de Guatemala a la vida democrática, mediante las elecciones realizadas el 3 de noviembre y el 8 de diciembre de 1985, marcó el inicio de un periodo de cordialidad y entendimiento entre México y ese país. Vinicio Cerezo acercó significativamente su política exterior a la de México. Postuló la tesis de “neutralidad activa” en Centroamérica, insistió en la decisión de convocar a un parlamento centroamericano y de apoyar las gestiones de Contadora, así como en la disposición de los guatemaltecos de convivir con el régimen sandinista de Nicaragua.

		En el terreno interno hizo explícito su propósito de dialogar con la guerrilla para lograr la reconciliación, lo que abría la posibilidad de que el problema de los refugiados guatemaltecos que ingresan a nuestro país huyendo de la guerra civil pudiera resolverse.

		La postura de Vinicio Cerezo ha propiciado una etapa de cooperación entre los dos países. Por ello, a partir de que nos visitó como Presidente electo el 22 de diciembre de 1985 y antes de esta visita oficial de Estado, envié a nuestros secretarios de Pesca, Pedro Ojeda Paullada, y de Educación Pública, Miguel González Avelar, a instalar comisiones mixtas de cooperación.

		El problema que más directamente afecta nuestra relación con Guatemala es el de los refugiados. Éstos empezaron a entrar en nuestro país para establecerse aquí a partir de 1980, como consecuencia de la creciente violencia que imperaba en su país. En 1984, con el fin de asegurar sus vidas y evitar conflictos fronterizos, comenzamos a reubicarlos en campamentos situados en Chiapas, Campeche y Quintana Roo. Una de las principales preocupaciones al efectuar su reubicación consistió en crear las condiciones necesarias para que pudieran ser autosuficientes.

		La realidad es que, pese a la voluntad del actual gobierno guatemalteco, existen pocas perspectivas de que los asilados regresen a su país, pues para ello sería necesario garantizarles una supervivencia segura y digna. El obstáculo para ello consiste en que las tierras de quienes se vinieron a México ya fueron dadas a otros grupos, lo que hace que su reincorporación abra una perspectiva amplísima de conflictos. De cualquier forma, establecimos para ese efecto una comisión compuesta por los dos países y con intervención de Naciones Unidas.

		Ahora, al menos, podemos dialogar con apertura y sinceridad, como buenos vecinos.

		

	
		

		Elecciones: Chihuahua y Durango, visión distorsionada

		

		El 6 de julio se realizaron los comicios para renovar la totalidad de los puestos de elección popular en los estados de Chihuahua y Durango, y para elegir gobernador y Congreso estatal tanto en Michoacán como en Zacatecas. En Baja California se votó para renovar las autoridades de los cuatro ayuntamientos y el Congreso del estado, mientras que en Campeche sólo se eligió Congreso local.

		Sin embargo, el interés despertado por los comicios en Chihuahua rebasó con mucho la atención suscitada por la actividad electoral en los otros estados. Esta gran expectación se debió a que el aumento de la fuerza y representatividad del PAN, que en 1983 triunfó en los municipios más densamente poblados de la entidad, abría la posibilidad de que, por primera vez en la historia, el PAN alcanzara una gubernatura.

		En 1983, el panismo prendió en Chihuahua como resultado de la interacción de varios factores. El primero fue que el PAN tenía un verdadero arraigo en la entidad. Baste recordar que en ese año su candidato a la presidencia municipal de la ciudad de Chihuahua fue Luis H. Álvarez, quien desde 1958, cuando fue candidato del PAN a la Presidencia de la República, había mostrado su convicción y activismo.

		Esta presencia real del panismo en el estado permitió a sus líderes capitalizar políticamente el descontento que produjo la crisis económica por la que atraviesa el país. Los errores del gobierno dieron pie a que los panistas calificaran al sistema de corrupto e ineficaz. La crítica fue alimentada por aquellos empresarios deseosos de vengar la nacionalización bancaria y por quienes sienten que existe una creciente y desmesurada participación del Estado en la vida económica.

		La Iglesia también alentó las tendencias críticas, e incluso hizo proselitismo panista, porque deseaba la revisión de su estatus político, con todas las cuestiones anexas que esto implica, principalmente en el terreno educativo.

		Todo ello dio resonancia y recursos al PAN. La victoria de 1983 y la perspectiva de una gubernatura en 1986 desataron la ambición de muchos. La preocupación fundamental del PAN dejó de ser la consecución política de “los valores morales trascendentes” y pasó a ser la búsqueda del triunfo electoral. Todos los métodos le parecieron válidos, incluso el de solicitar apoyo de los grupos norteamericanos más conservadores, como la Fundación Heritage.

		Otro factor que favoreció el crecimiento del PAN en 1983 fue la abulia del gobernador Óscar Ornelas y la división interna del PRI estatal, que terminó por anular su acción.

		En este contexto, nuestro primer paso, con miras a la elección de 1986, consistió en propiciar que el 19 de septiembre de 1985 el gobernador Ornelas pidiera al Congreso local una licencia por tiempo indefinido para dejar su cargo. Saúl González Herrera, quien a la fecha era tesorero general de la entidad, fue nombrado gobernador sustituto.

		Además, tuvimos mucho cuidado al seleccionar al candidato del PRI a la gubernatura de Chihuahua. Consideramos la personalidad y el desempeño de Fernando Baeza, José Ernesto Costemalle, Enrique Soto Izquierdo y del general Aguirre Ramos. Los dos finalistas fueron Costemalle y Baeza. Optamos por el último, por ser el de más arraigo en la entidad.

		Baeza había sido secretario particular del gobernador Óscar Flores Sánchez hasta 1974 y más tarde presidente municipal de Delicias, su lugar de origen. Como funcionario federal, fue oficial mayor y subprocurador en la Procuraduría General de la República de 1976 a 1982, y a la sazón era diputado por el VI distrito de Chihuahua, con cabecera en Ciudad Juárez. El 20 de diciembre de 1985 se dio a conocer que el PRI lo favorecía y el 7 de enero fue nominado oficialmente.

		Fernando Baeza anunció su intención de revitalizar al PRI en Chihuahua. Reconoció que el partido había llegado desorganizado a los comicios de 1983, sin capacitar debidamente a sus cuadros y, en muchas ocasiones, con candidatos impopulares entre los chihuahuenses.

		Para corregir estas deficiencias, el CEN del PRI nombró cuatro delegados especiales para coordinar la reestructuración del partido y el trabajo de promoción política en el estado. Ello significó la renovación de dirigentes priistas locales, desde niveles seccionales hasta mandos superiores. Así, la selección de candidatos a presidentes municipales y diputados locales se llevó a cabo con gran cuidado y tomando en consideración la popularidad y el arraigo de los candidatos, más que su origen sectorial.

		Finalmente, se hizo un esfuerzo de movilización titánico. Durante los siete meses que duró la campaña, 36 000 promotores, apoyados en las seccionales del partido, hicieron proselitismo a favor del PRI, al tiempo que los candidatos realizaban campañas exhaustivas y populares. Ésta fue la diferencia sustantiva con las elecciones de 1983. Aquéllas se caracterizaron por la inactividad del PRI y éstas por la gran movilización a que dieron lugar.

		Por su parte, el PAN eligió, el 26 de enero, al entonces alcalde de Ciudad Juárez, Francisco Barrio, como su candidato a gobernador. Su campaña pregonó la necesidad de un cambio del sistema de gobierno del país. Atacó al PRI, a sus candidatos y al gobierno, responsabilizándolos de la crisis y de estar preparando un fraude electoral en su contra. Éste fue sin duda el punto central de su campaña.

		El PAN centró sus esfuerzos en movilizar a sus simpatizantes contra las reformas electorales aprobadas. Se empeñaron en convencer a amplios grupos de la ciudadanía —y lo lograron— de que las elecciones serían fatalmente fraudulentas, soslayando con ello la responsabilidad de exponer sus programas de gobierno.

		La violencia verbal de Barrio se sustentó en una mezcla irracional de religión y política. Algunas actitudes de Barrio fueron carismáticas precisamente por estar teñidas de un verdadero mesianismo. Barrio proyectó la imagen de que había sido elegido por Dios para salvar a Chihuahua del PRI o, más ampliamente, para modificar el curso de la historia de México. Tuvo arrastre, porque muchos lo veían como un hombre “iluminado”. Otros lo siguieron porque, habiendo caído en el nivel emotivo, dejaron que su malestar se tornara en odio al sistema político.

		Esto polarizó a la sociedad chihuahuense. La división entre panistas y priistas se caracterizó por el encono y la rivalidad, creando un ambiente general de enfrentamiento.

		Los empresarios se dividieron —la mitad con Baeza y la mitad con Barrio—, aunque los más importantes estuvieron con el PRI. La jerarquía eclesiástica, en cambio, se alió abiertamente con el PAN. Su activismo, que incluía juzgar durante las homilías la política electoral del gobierno, estuvo en clara contraposición con lo establecido en la Constitución. Tuvimos que ser muy tolerantes al respecto, pues de haber realizado acciones penales, podríamos haber provocado un gran conflicto religioso.

		Nuestra verdadera respuesta fue la movilización priista. Durante la campaña, la parte más importante correspondió a Baeza, quien como candidato recibió el apoyo del PRI nacional, estatal y local, así como de los líderes y organizaciones aderidos al PRI. También recibió el apoyo del gobierno federal, que por medio de sus diferentes brazos ejecutivos realizó obras y acciones que permitieron realzar la candidatura de Baeza. Esto es usual, pues en México y en todos lados los gobiernos brindan apoyo y toman decisiones para favorecer a los candidatos del partido que los llevó al poder. Lo extraordinario fue la magnitud de la movilización.

		En ese contexto, se dieron los conflictos normales cuando se interrelacionan tantos agentes. Los jalones surgieron en la selección de candidatos a presidentes municipales y diputados locales, pues dado el temor a perder las elecciones, no se respetaron las cuotas sectoriales, sino que se trató de escoger a los individuos más populares en cada localidad. Sin embargo, las negociaciones internas pudieron realizarse sin que se requiriera la intervención del Presidente de la República.

		En la organización del proceso electoral como tal, la Secretaría de Gobernación, por conducto de la Comisión Federal Electoral y del Registro Nacional de Electores, fue la que más intervino, aunque también participaron el PRI nacional, estatal, municipal y seccional, así como el gobernador y el candidato.

		Al iniciarse el mes de julio la tensión en Chihuahua había llegado a su clímax. Mientras los panistas insistían en denunciar los preparativos de un “gigantesco fraude” y anunciaban el envío a Chihuahua de un gran número de observadores para vigilar el proceso, entre ellos los 41 diputados federales de su partido, los priistas reiteraron su confianza en que recuperarían las posiciones perdidas en 1983 y rechazaron la presencia de observadores extranjeros promovida por el PAN.

		Ante la expectativa de que habría violencia, el despliegue de la prensa nacional y extranjera fue extraordinario. Sin embargo, la jornada electoral transcurrió en orden y completa calma, aunque panistas y priistas se acusaron mutuamente de cometer un sinnúmero de irregularidades.

		En la noche del 6 de julio, y con base en el recuento realizado con las actas recibidas por el PRI, el delegado general del partido en el estado, Manuel Gurría Ordóñez, informó que el PRI había recuperado los municipios perdidos en 1983 y triunfado en la elección para gobernador.

		Al día siguiente, el coordinador de la fracción panista en el Congreso de la Unión, Jesús González Schmall, denunció ante la Comisión Permanente la supuesta supresión en el padrón de electores identificados con la oposición, el relleno de urnas antes de la votación, el tortuguismo premeditado en la votación y la desorganización calculada en la composición de las casillas.

		Los diputados priistas Santiago Oñate y Fernando Ortiz Arana presentaron testimonios notariales sobre lo ocurrido en cerca de 200 casillas que, sostuvieron, refutaban los argumentos del PAN. Insistieron en que los panistas deberían acudir a las instancias electorales adecuadas, si es que tenían las pruebas suficientes para ello.

		El hecho es que los resultados de las elecciones rebasaron nuestras expectativas más optimistas. El candidato priista obtuvo casi el doble de votos que el candidato panista y, con excepción de Nuevo Casas Grandes, que quedó en manos del PAN, y Gómez Farías, donde triunfó la coalición PPS-PST, al PRI le correspondieron el resto de los puestos de elección.

		Yo mismo me quedé muy sorprendido por estos resultados. En realidad, meses antes le había manifestado al secretario de Gobernación y al presidente del PRI que yo veía conveniente, desde la óptica política, que el PRI perdiera algunos municipios.

		Esta elección reveló que el PRI es un organismo vivo que, una vez que se echa a andar, no puede controlarse como si fuera una máquina. Iniciado el proceso, la capacidad de control del centro es relativa, pues cada municipio e incluso cada casilla se mueven solos. Ante la posibilidad de perder, el PRI mostró su verdadera capacidad de movilización y su voluntad de poder. Esto se tradujo en una mayor votación a favor del PRI, en tanto que el PAN conservó el mismo número de votantes.

		En este contexto, resulta imposible garantizar que no hubo actos de distorsión de la votación. En todo caso, lo que se puede asegurar es que no hubo un proyecto coordinado en ese sentido, y que, como la alquimia electoral es cada vez más difícil de realizar, su influencia resulta mucho menos significativa en los resultados. No obstante, hay que entender que una tradición tan arraigada como ésta no se supera totalmente de un día para otro, sobre todo porque entran en juego niveles de intereses locales que buscan su propio beneficio.

		La composición de cada casilla es diferente y quienes cometen fraude electoral lo hacen de manera clandestina, sin comunicárselo siquiera a sus compañeros de partido. La acción de estos “topos” es imposible de cuantificar.

		Ahora bien, de lo que no hay duda es de que no hubo una voluntad centralizada de cometer fraude, de que se cuidó la elaboración adecuada del padrón electoral y de que acudió una enorme cantidad de observadores de la oposición e independientes a vigilar el proceso electoral. Por tanto, puede afirmarse que si se dieron irregularidades durante la elección, éstas no fueron significativas para los resultados.

		El PAN nunca pudo comprobar la existencia de alquimia electoral. No obstante, los panistas se atrincheraron en la noción de que había habido un “fraude gigantesco”. Organizaron protestas públicas para solicitar la anulación de las elecciones, que tuvieron mucha resonancia, incluso en el ámbito internacional, porque de hecho los panistas en la entidad son muchos. De 650 000 votos emitidos, ellos recibieron aproximadamente 230 000.

		Además, como sus simpatizantes conforman grupos que se identifican entre sí y cuya acción opositora los lleva a reunirse para organizarse, es natural que al platicar sólo entre ellos, lleguen a convencerse de que son mayoría. Esto es, como no se relacionan con otros grupos sociales, llegan a creer que todos piensan como ellos y, por tanto, que “todo el mundo” votó por el PAN.

		Ahora bien, su beligerancia nos hizo daño, porque alimentó la incredulidad de los chihuahuenses respecto a la validez de las elecciones y reforzó la desconfianza generalizada en el país en torno a los procesos electorales. También afectó la credibilidad de México y del gobierno en el exterior.

		El PAN ejerció presión de muchas maneras. Organizó manifestaciones, paros, actos de desobediencia civil, denuncias ante individuos y organismos extranjeros. Un elemento que ayudó a mantener vivo el ambiente de polarización postelectoral fue la huelga de hambre que sostuvieron Luis H. Álvarez y otros dos panistas entre el 30 de junio y el 16 de agosto. La posibilidad de que alguno de ellos, particularmente Luis H. Álvarez, falleciera durante la huelga representó un riesgo político muy alto, pues indiscutiblemente me hubieran responsabilizado de ello.

		No obstante, yo no mandé ningún emisario directo a hablar con Álvarez, pues no podía entrar en un juego del que no sabía si me dejarían salir. Estoy seguro de que cualquier participación mía hubiera alentado a Álvarez a prolongar más su huelga de hambre, con la esperanza de convencerme de anular las elecciones.

		Afortunadamente se movieron otros: Heberto Castillo, el clero, los mismos panistas e incluso Baeza le mandó un emisario. Lo importante fue que finalmente los huelguistas desistieron.

		Otro episodio empezó el domingo 13 de julio, cuando los fieles que asistieron a las iglesias escucharon algo insólito: el anuncio de que el domingo 20 no se ofrecerían misas en ninguno de los templos del estado, como protesta “por los hechos vergonzosos de la jornada electoral del 6 de julio”. Esta decisión del episcopado chihuahuense provocó desconcierto y malestar entre muchos creyentes, pues a la mayoría de los católicos no les gusta que los sacerdotes se metan abiertamente en política. La prueba de esto es que el PRI recogió votos en Chihuahua, donde la mayoría, como en todo el país, es católica.

		Además, la decisión de suspender el culto recordaba claramente la medida que en 1926 dio inicio a la guerra cristera. El desenlace fue que el sábado 19 el arzobispado de Chihuahua emitió un comunicado según el cual, por disposición del papa Juan Pablo II, se celebrarían las misas como de costumbre.

		Esta orden fue transmitida al episcopado chihuahuense por el delegado papal Girolamo Prigione. Manuel Bartlett intervino de manera indirecta en este asunto, pues se entrevistó con los jerarcas católicos; les hizo ver la inconveniencia de una politización excesiva por parte del clero, y les recordó que todavía hay muchos jacobinos[4] en este país. Sin embargo, en ningún momento solicitó la intervención papal. Yo incluso dudo que Prigione pidiera instrucciones al Papa; más bien creo que emitió esta disposición en un acto de prudencia, y después de haber consultado con otros jerarcas.

		Este incidente hizo apreciable que actualmente hay una menor disciplina interna dentro de la Iglesia mexicana que cuando existía un arzobispo primado de México, esto es, un primero entre pares. Al no haber nadie en esa situación, la Iglesia actúa de manera colegiada a través del episcopado, con las diferencias inevitables del caso.

		Otro aspecto irritante de la actuación de los panistas fue que acudieron a la Corte Internacional de Derechos Humanos, a la prensa norteamericana y ante senadores de aquel país, para denunciar las supuestas irregularidades en las elecciones de Chihuahua. Su acción tuvo impacto, pues hubo personalidades extranjeras, como el senador Dennis DeConcini, que recogieron las expresiones del PAN y las hicieron suyas. Ello fue preocupante, pues afectó negativamente la credibilidad del gobierno mexicano.

		Por ello, durante mi visita a Washington, en el mes de agosto, acepté platicar con DeConcini. Cuando me habló del fraude en Chihuahua, le dije que el PAN no tenía pruebas de ello; cuando pidió mi intervención para anular las elecciones, le aclaré que ello implicaba violar las leyes estatales. Aproveché para decirle que si yo no podía intervenir, menos debía hacerlo él.

		Mi conversación con DeConcini fue fácil, porque es un hombre de buenas maneras, pero no sirvió para nada, pues al día siguiente de que salí de Washington introdujo en el Senado norteamericano una resolución pidiendo que este órgano solicitara al presidente Reagan, y éste a mí, que asegurara la limpieza de los procesos electorales en México.

		Después de haber conversado con DeConcini me arrepentí de haberle dado la entrevista, pues pensé que iba a ser negativo que ésa fuera la primera noticia que se tuviera en México de mi viaje a Washington. Sin embargo, la cosa salió bien, porque proyectó la imagen de que le salía al paso, esto es, que no temía hablar con él o enfrentármele. De cualquier forma, no es nada cómodo que nos estén imputando fraudes.

		El ambiente previo y posterior a las elecciones estuvo muy cargado. Sin embargo, sólo en casos aislados la agresividad se convirtió en violencia. Los grupos críticos estaban conformados esencialmente por las clases medias y altas económicamente, aunque ya tenían prosélitos entre las clases bajas. En Ciudad Juárez, éste era el caso: existía entre la población una conciencia de protesta y de insatisfacción básica, la cual tendía a afirmarse, pues el gobierno no era capaz de satisfacer las demandas de la sociedad.

		Lo emotivo de la contienda llevó a los panistas, después de la elección, a una actitud de “todo o nada”, que hizo imposible el diálogo. Su frustración ante la disparidad en la capacidad organizativa y en el manejo de recursos entre el PRI y el PAN hizo que les hirviera la sangre. Por eso, la única salida al malestar existente era el tiempo y el trabajo de Baeza. Éste empezó de inmediato a penetrar con bastante éxito al sector empresarial y a dialogar con todos los grupos de la sociedad.

		Lo vivido en Chihuahua me llevó a reflexionar, o mejor dicho a tratar de imaginar, cómo podría ser la alternancia del poder en México. No pude lograrlo, porque los partidos de oposición en México proponen un cambio de sistema, pero sin aclarar cuáles serían sus objetivos concretos, sus énfasis o sus políticas.

		Yo creo que si hubiera una alternancia entre el PRI y el PAN en el nivel estatal, y el PAN cumpliera sus promesas de cambios, se suscitarían conflictos importantes. Una administración panista pretendería modificar la forma de tenencia de la tierra, “sanear” las organizaciones sindicales, modificar las relaciones de éstas y el Estado, entre otras muchas cosas. Ello provocaría graves rupturas.

		La otra opción es que el PAN, al llegar al poder, actuara en forma parecida a como lo hace el PRI. Considero que esto tiene más posibilidades de ocurrir, porque en el fondo no hay alternativa súbita a la cultura política existente. Dicho de otra manera, la alternancia de partidos en el poder no puede suponer una alternancia de culturas políticas y, por tanto, las modificaciones fundamentales tendrían que ser mínimas, o bien abrirían la posibilidad de rupturas violentas. Así que en México la alternancia de poder terminaría siendo tan intrascendente como lo es en Colombia, donde en el fondo da lo mismo ser conservador que liberal.

		El problema de las elecciones en Durango fue totalmente distinto, pues en la capital de esa entidad sí hubo fraude. Al conocer la situación, Gobernación trató de que se anularan las elecciones de la ciudad de Durango, pero en un claro acto de insurrección, el Colegio Electoral se adelantó y determinó el triunfo del candidato priista. Esto ocurrió mientras el gobernador electo se hacía el desentendido. Así que en el caso de Durango enfrentamos un fenómeno diferente, importante, peligroso: el de la indisciplina.

		Estos hechos dan una clara muestra de que el centralismo político, que algunos suponen hace omnipotente al Presidente de la República, es falso. Éstos son los límites reales del poder central. Vale también aclarar que el padrón electoral, que en muchas ocasiones es mencionado como el mecanismo e instrumento fundamental para la alquimia, no está tan centralizado como la gente cree, sino que depende del delegado estatal, quien desde luego tiene más lealtad al gobernador que a la Secretaría de Gobernación. Los candidatos siempre tienen la posibilidad de influir en esto.

		José Ramírez Gamero fue el candidato priista a la gubernatura de Durango. Su nominación obedeció a que Fidel Velázquez me lo pidió. Ramírez Gamero era el coordinador de los senadores obreros. Para aceptarlo como candidato, puse como condición que don Fidel retirara al padre de éste, Margarito Ramírez, del liderazgo cetemista en Durango. Margarito Ramírez, además de tener mala fama, estaba enfrentado con su hijo. Fidel Velázquez, previendo lo que le iba a solicitar, ya había movido a Margarito Ramírez a Chihuahua. No obstante, yo exigí que renunciara a la CTM para nominar a su hijo, y don Fidel se encargó de que lo hiciera.

		El cambio de generación no acerca a la CTM a la modernización de los procesos electorales. Sigue siendo el sector más reacio a los cambios en el PRI y, en esa medida, constituye su ala conservadora.

		En Michoacán y Zacatecas, los candidatos priistas, Luis Martínez Villicaña y Genaro Borrego, triunfaron con muy amplios márgenes y en un ambiente de total tranquilidad. En esos estados el problema sigue siendo el abstencionismo.

		El triunfo en Chihuahua alentó la combatividad de todos los priistas. La ola azul había sido vulnerada y el PRI había mostrado su capacidad de acción. Sólo los cuadros más sensibles mostraron preocupación por las críticas de fraude. Aun así, hay que reconocer que fue una victoria amarga, pues no logró convencer al país ni a los observadores extranjeros.

		Los panistas, por su parte, quedaron desinflados, heridos y radicalizados. El costo de su derrota y del escándalo que organizaron para negar esta realidad seguramente abundará en su desprestigio.

		

	
		

		Fondo Monetario Internacional: finalmente el acuerdo

		

		El 22 de julio el gobierno mexicano suscribió una nueva carta de intención con el Fondo Monetario Internacional, mediante la cual ese organismo se comprometió a entregar al país nuevos créditos por 1 600 millones de dólares para permitir su desenvolvimiento económico.

		El acontecimiento revistió especial importancia, tanto por lo novedoso de las condiciones estipuladas en el acuerdo como por el hecho de que el país se encontraba al borde de la insolvencia financiera, como consecuencia de que el precio de exportación de nuestro petróleo había caído en más de 50%, estando ahora en cerca de 9 dólares.

		La originalidad del acuerdo consistió en la incorporación de mecanismos de apoyo contingentes en caso de que la recuperación económica no fuera lo suficientemente dinámica, así como de mecanismos de compensación crediticia en caso de fluctuaciones exageradas en el precio internacional del petróleo. También de mucha importancia fue la incorporación del concepto de “déficit operacional”, que no incluye los pagos de intereses que resultan meramente por el aumento de la inflación, lo que permite medir mejor el avance en la corrección de las finanzas públicas.

		Estos aspectos significaron un triunfo importante para México, el cual logró el primer acuerdo con el FMI que no supone la aceptación de una política económica restrictiva absoluta. Fue, por tanto, la primera ocasión en que los organismos financieros internacionales apoyaron la tesis de que para pagar es necesario crecer.

		Por otro lado, este acuerdo significaba el aval necesario para iniciar la negociación con los bancos comerciales por un total de 12 000 millones de dólares, suma que habíamos estimado necesaria para lograr un crecimiento de la economía mexicana de 3 o 4% en 1987 y 1988.

		El Fondo Monetario Internacional modificó su disposición respecto a México por varias razones. La más aparente fue que se asustaron ante el cambio de nuestro secretario de Hacienda durante la fase más crítica de la negociación, pues pensaron que el Presidente podría cambiar de tono y, con ello, abrir la posibilidad de un conflicto.

		Su temor era fundado, pues ya había yo decidido que si no se lograba el acuerdo con el Fondo en los términos solicitados, tendríamos que suspender los pagos de la deuda e iniciar negociaciones directas con nuestros acreedores. De hecho eso fue lo que Brasil hizo el 25 de julio, ante la rigidez del FMI y por contar entonces con una posición de balanza de pagos más desahogada, dado el ahorro de su cuenta petrolera y los éxitos iniciales del Plan Cruzado.

		Otro factor importante para lograr el acuerdo con el FMI fue que Petricioli supo resaltar el esfuerzo realizado por México para sanear nuestra situación financiera. Los funcionarios del FMI y del gobierno de Estados Unidos se quedaron sorprendidos al conocer los detalles de la reducción del gasto público programable, la racionalización del sector público y la apertura comercial. Estos esfuerzos no habían sido reconocidos, según ellos mismos nos filtraron, porque Silva Herzog no había sido capaz de transmitírselos. Esto demuestra la trascendencia que una persona puede tener en un proceso que afecta a toda una nación.

		El aspecto más determinante para que el FMI flexibilizara su postura fue la presión que el Departamento del Tesoro norteamericano ejerció sobre este organismo internacional para que, en el caso de México, privaran las consideraciones políticas sobre las técnicas. No hay duda de que el gobierno norteamericano tuvo interés en evitar la moratoria mexicana, sobre todo cuando la sintió inminente. Los riesgos económicos y políticos que tendría que enfrentar su vecino del sur en tal coyuntura los atemorizaron por las repercusiones que podrían acarrear para ellos.

		La magnitud de la presión norteamericana sobre el Fondo Monetario Internacional llegó a crear problemas entre su director, Jacques de Larosière, y los técnicos que ahí trabajan. Para estos últimos, como es bien sabido, las consideraciones políticas son inaceptables. Ello me lleva a pensar que sólo si se da una realineación de facto del FMI respecto al Departamento del Tesoro y el Banco de la Reserva Federal, aceptará aquel órgano la tesis de que, para poder pagar, un país necesita crecer. En otras palabras, creo que el caso de México fue excepcional.

		El apoyo norteamericano fue significativo, pero de ninguna manera incluyó aceptar modificaciones que los afectaran directamente. La defensa encabezada por el presidente del Banco de la Reserva Federal, Paul Volcker, de los intereses patrimoniales de los bancos privados, impidió, según reveló Franz Ludolf, vicepresidente del comité de 600 bancos que maneja la deuda de México, la condonación total del pago de los intereses de la deuda mexicana por un periodo de dos a cinco años, como supuestamente lo habían propuesto 25 instituciones financieras asiáticas y europeas. Los norteamericanos se niegan a asentar en libros la descapitalización real de los bancos; prefieren continuar con la simulación frente a los ahorradores.

		De cualquier forma, es muy importante que los norteamericanos hayan aceptado, cuando menos en algunos casos, los aspectos políticos de las deudas latinoamericanas. Otro caso es Perú, que aunque ha sido declarado inelegible para nuevos créditos por el FMI, dado que ha dejado de servir su deuda, recibe, a través del Banco Mundial y del Banco Interamericano de Desarrollo, apoyos que tienen por objeto evitar que caiga el gobierno de Alan García. Es evidente que los norteamericanos temen que ese país regrese a un gobierno militar, cuyo signo político no pueden prever. También temen que se fortalezcan grupos comunistas, como Sendero Luminoso.

		La realidad es más compleja de lo que suponen los técnicos del FMI, lo cual explica que este organismo esté sujeto a problemas de credibilidad en muchos países. Existen ya amplias críticas académicas que sugieren que el Fondo Monetario Internacional necesariamente tendrá que superar sus criterios monetaristas.

		

	
		

		Agosto de 1986

		

	
		

		Desarme: reunión del Grupo de los Seis

		

		EL 6 Y EL 7 DE AGOSTO ME REUNÍ EN IXTAPA-ZIHUATANEJO, Guerrero, con el Grupo de los Seis, integrado por los presidentes de Argentina, Raúl Alfonsín, y de Tanzania, Julius Nyerere, así como por los primeros ministros de Grecia, Andreas Papandreu, de la India, Rajiv Gandhi, y de Suecia, Ingvar Carlsson. El objeto de la reunión fue estimular la concertación de nuevos instrumentos en materia de paz y desarme en el ámbito internacional.

		En términos más concretos, el sentido de esta reunión, y de otras actividades del Grupo de los Seis, es crear un ambiente que pueda llegar a influir sobre la opinión pública norteamericana. Sólo una fuerza moral interna podrá frenar el belicismo del gobierno de Estados Unidos.

		Esta suposición parte del reconocimiento de que la Unión Soviética desea el desarme, porque para modernizar el país requiere urgentemente los recursos que hoy destina al sector militar. Los Estados Unidos, en cambio, no dan ninguna muestra de tener interés en el desarme.

		De las pláticas privadas que sostuve con los diversos jefes de Estado que vinieron a la reunión, me impresionó la que tuve con Gandhi. Cuando le comenté lo difícil que debía ser gobernar un país con problemas raciales, religiosos, regionales y de toda naturaleza, me contestó de manera bastante filosófica que la India es tan grande que absorbe sus problemas. Ello me dejó reflexionando.

		Desafortunadamente, nosotros no podemos decir lo mismo, pues aunque nuestra sociedad es cada vez más densa y compleja y, por tanto, más capaz de responder a nuestros problemas internos, conservamos la vulnerabilidad fundamental de nuestra cercanía con Estados Unidos. La India está en una posición en que las superpotencias le permiten mantenerse flotando, en tanto que nosotros tenemos que partir del supuesto de que la Unión Soviética acepta y respeta que México se encuentra en la esfera de influencia de los Estados Unidos.

		

	
		

		Contadora: estado de hibernación

		

		Las negociaciones del Grupo Contadora están en estado de hibernación. Nadie quiere que mueran, todos quieren que continúen, pero el problema está en que cada quien las concibe de manera distinta. Para Estados Unidos y sus aliados centroamericanos, Contadora debe servir para presionar al gobierno de Nicaragua. Para este último, Contadora debe presionar a Estados Unidos y a sus aliados.

		Las gestiones del Grupo Contadora quedaron formalmente empantanadas durante la reunión de cancilleres de los países miembros, del Grupo de Apoyo y de representantes plenipotenciarios de las naciones centroamericanas en conflicto, realizada en Panamá los días 6 y 7 de junio. En la invitación a la reunión que el grupo negociador hizo en abril a los gobiernos de la región, se había sugerido que Contadora podría suspender su gestoría si en dicha ocasión no se suscribía el Acta de Paz.

		En su afán por avanzar en el proceso hacia la paz, el Grupo Contadora se reunió varias veces en Panamá y Costa Rica, solo y con los plenipotenciarios de los cinco países.

		Asimismo, y con el objeto de facilitar el proceso negociador, el Presidente de Guatemala, Vinicio Cerezo, convocó a una reunión cumbre a los presidentes de la región. Ésta se celebró los días 24 y 25 de mayo en el poblado de Esquipulas. La reunión, aunque positiva, no tuvo ninguna trascendencia, pues sin voluntad para ello, no había acercamiento posible. Así, la reunión del 6 y el 7 de junio tuvo lugar sin que ninguno de los países centroamericanos accediera a firmar el Acta.

		En realidad, el Acta de Paz no se firmó por falta de voluntad política de los Estados Unidos y de sus aliados. Nicaragua puso como única condición que los norteamericanos dejaran de apoyar a la contrarrevolución nicaragüense. Esta condición resultó totalmente inaceptable para el gobierno estadounidense, que continuó en su empeño por obtener dinero y apoyo para los “contras”.

		La paz empezó a hacerse más remota tanto con el fracaso de la reunión de Panamá de junio como con la aprobación en la Cámara de Representantes estadounidense, el 25 de ese mes, de la solicitud del presidente Reagan de otorgar un apoyo por 100 millones de dólares a la contrarrevolución nicaragüense.

		Para conseguir este apoyo, Reagan subió de tono sus andanadas verbales contra los sandinistas. Ello aumentó la tensión, aunque en mi opinión resultaba claro que, a pesar de sus amenazas, Reagan no pensaba invadir Nicaragua, pues no cuenta con el apoyo popular para ello. Además, tal acción parecía poco probable ante la perspectiva de las próximas elecciones en el Congreso norteamericano.

		Por otro lado, el arribo de Virgilio Barco al gobierno de Colombia, el 7 de julio, le dará un matiz diferente al Grupo Contadora, porque difícilmente el nuevo Presidente mantendrá el entusiasmo que Betancur tuvo en el proceso. La realidad es que no creo que Barco tenga el entusiasmo de Betancur en nada.

		De manera que las gestiones del Grupo Contadora no tienen grandes perspectivas. Posiblemente Contadora sea llamada a intervenir en conflictos fronterizos o en situaciones de emergencia de diversa índole, pero difícilmente podrá resolver el problema centroamericano en su conjunto.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos:

		entrevista con Reagan. Actuación de la DEA en México

		

		El 13 de agosto me reuní, por quinta ocasión, con el presidente Ronald Reagan. El encuentro tuvo lugar en Washington, D.C. El ambiente que prevaleció, desde las reuniones preparatorias, fue sorprendentemente positivo.

		Tengo la impresión de que Reagan se preocupó por el grado de tensión alcanzado en las relaciones entre México y Estados Unidos. Concluyo esto por una serie de gestos que van desde la forma que el Presidente norteamericano empleó al hacerme la invitación para reunirme con él en Washington, hasta el tono de los diversos mensajes captados por nuestra embajada, y por Sepúlveda y por Petricioli durante sus viajes preparatorios.

		Lo positivo de la actitud norteamericana contrastó con la gran tensión vivida entre ambas naciones en el curso del año. Baste recordar que las audiencias convocadas en mayo por el senador republicano Jesse Helms, en las que criticó abiertamente el sistema político mexicano, así como la aparición de varios artículos en la prensa norteamericana en los que funcionarios norteamericanos censuraban a México suscitaron una nota formal de protesta del gobierno mexicano, y una larga y acre polémica al respecto.

		Por otro lado, a raíz de las elecciones en Chihuahua, la prensa estadounidense puso una atención desusada en nuestro país, lo cual volvió a provocar comentarios encontrados entre México y Estados Unidos. Sin embargo, y dentro de la complejidad de nuestras relaciones, también hay que destacar que en el mes de julio, en buena medida con el apoyo de las autoridades norteamericanas, México pudo renegociar las condiciones de la carta de intención que firmó con el Fondo Monetario Internacional, vital para nuestra subsistencia económica.

		El sentido fundamental de la reunión que sostuve con Reagan fue darle publicidad a acuerdos que de antemano habíamos alcanzado. Entre ellos destaca, por su trascendencia, el aval norteamericano a nuestra política económica.

		Otro punto importante, ya en el ámbito de lo concreto, fue el anuncio del levantamiento, después de seis años, del embargo que impedía el acceso del atún mexicano al mercado estadounidense, con la consecuente aceptación de las 200 millas de mar patrimonial. En la reunión también dimos a conocer convenios sobre comercio, tecnología, inversiones y cooperación fronteriza.

		En realidad, mi reunión con Ronald Reagan duró 15 minutos. En ese lapso, me esforcé por hacer un planteamiento breve, escueto, sobre la situación económica por la que atraviesa México, lo que no pareció interesar demasiado al Presidente norteamericano. Tenía una actitud de que ya lo sabía, y no necesitaba más información.

		Al cabo de los 15 minutos, me invitó a que nos uniéramos al trabajo de la delegación compuesta, del lado estadounidense, por el secretario de Estado, George Shultz; el procurador general, Edwin Meese; el secretario de Estado adjunto para Asuntos Interamericanos, Elliot Abrams; el secretario del Tesoro, James A. Baker, y John M. Poindexter, asesor presidencial. Por la parte mexicana, participaron el secretario de Relaciones Exteriores, Bernardo Sepúlveda; el secretario de Hacienda, Gustavo Petricioli, y el de Comercio, Héctor Hernández, así como el procurador general de la República, Sergio García Ramírez.

		Durante la comida que nos ofrecieron después se llegó al tema de Nicaragua, que yo abordé de inmediato, a fin de reorientar la plática hacia la problemática latinoamericana, en sentido más amplio. Con ello evité que nos empantanáramos una vez más en nuestra discusión de siempre. Se trataba, y yo cooperé en ello, de propiciar un ambiente menos tenso en nuestras relaciones.

		El cambio en la política de Reagan hacia México comenzó a hacerse evidente desde principios de junio, entre otras cosas cuando se dio a conocer que el embajador de los Estados Unidos en México, John Gavin, sería sustituido por Charles Pilliod. Con la predisposición de que cualquier persona sería un mejor embajador que Gavin, encontré, durante mi viaje a Washington, que Pilliod es un hombre de trato suave y positivo. En contraste con Gavin, quien podría ser calificado de “grillo” al estilo mexicano, Pilliod parece tener las características de un All American.

		El tema del narcotráfico, dada la magnitud del problema del consumo de drogas en los Estados Unidos, fue abordado con amplitud. Acordamos crear un programa bilateral al respecto, lo que significará una mayor comunicación e información entre ambos países, así como la posibilidad de realizar maniobras conjuntas. Sin embargo, de ninguna manera, como lo aclaré públicamente, supuso la autorización para que aviones norteamericanos se internaran en territorio mexicano, aunque ello nos haya sido reiteradamente solicitado.

		El problema del narcotráfico será una fuente de fricción permanente entre nuestros dos países, dada la incapacidad del gobierno norteamericano de combatir y erradicar el consumo de drogas dentro de su territorio. Esta situación, ampliamente criticada por la sociedad norteamericana, lleva a las autoridades de ese país a buscar la salida fácil que supone transferir la culpa a las naciones productoras.

		Eso es lo que explica, en mi opinión, que a pesar del clima amistoso que se dio durante mi encuentro con Ronald Reagan, al día siguiente de mi regreso a México, el jueves 15 de agosto, el procurador de Justicia de los Estados Unidos, Edwin Meese, armara un escándalo porque un agente de la DEA, Víctor Cortez, había sido detenido y supuestamente torturado el 13 de agosto en Guadalajara. El 18 de agosto, la embajada de Estados Unidos presentó una nota de protesta por estos hechos a la Secretaría de Relaciones Exteriores.

		El incidente ocasionó una ola de protestas tanto en Estados Unidos, como en México. Allá se habló de los supuestos peligros que sufrían sus agentes en México, mientras que aquí se cuestionó el beneficio y aun la legitimidad de la actuación en nuestro país de dichos agentes.

		Mi interpretación del evento consiste en suponer que Meese, quien en diversas ocasiones ha mostrado su simpatía por México, y que por lo mismo ha sido considerado como demasiado blando por los grupos ultraconservadores en el poder, se sintió obligado a reaccionar en forma dura ante el incidente Cortez, a fin de recuperar prestigio internamente.

		La actuación de la DEA en México se deriva de acuerdos y convenios entre los dos países. Sin embargo, es claro que sus agentes se están extralimitando en sus funciones, creándonos más problemas de los que nos resuelven. Como no podemos prohibir su presencia en México sin que ello nos traiga severos problemas con los Estados Unidos, lo que estamos haciendo es estudiar la forma de acotar su acción.

		Todo esto muestra la fragilidad del clima de confianza entre México y los Estados Unidos. Nuestra relación está preñada de riesgos y conflictos. Es, en el fondo, una relación crecientemente difícil, porque México es un país crecientemente débil, en términos relativos, frente a Estados Unidos.

		

	
		

		Partido Revolucionario Institucional:

		surgimiento de la Corriente Democrática

		

		El 13 de agosto apareció la noticia de que se había formado una corriente prodemocrática en el PRI, encabezada por Porfirio Muñoz Ledo y Cuauhtémoc Cárdenas.

		Se trata de un movimiento de prensa organizado por Muñoz Ledo, quien se siente marginado políticamente. Él me ha pedido en diversas ocasiones que lo incorpore a mi gabinete. Me ha pedido la Secretaría de Relaciones Exteriores, la de Educación Pública, la SEMIP y la presidencia del PRI. Es un hombre que está muy preocupado por su vida política. Desayuna, come y cena con gente. Se reúne para hablar del “proyecto nacional”, de “la estrategia nacional”, de la moratoria de la deuda externa, de la necesidad de actualizar el concepto del Tercer Mundo; en fin, todo el tiempo está creando y recreando ideas, haciendo conceptualizaciones, teorizando. Es, como alguien me dijo, un jefe sin grupo. Por eso, él mismo filtró a la prensa, concretamente a Unomásuno, la existencia de dichas reuniones.

		El PRI reaccionó con bastante rapidez. A los pocos días, también en el Unomásuno, Jesús Salazar Toledano, dirigente del PRI capitalino, dejó clara la inconveniencia de un movimiento que pretendía singularidad, promoviendo una discusión ideológica fuera de los ámbitos y mecanismos del partido.

		De las personas que fueron mencionadas como simpatizantes de la nueva “corriente”, la mayoría empezó a matizar las ideas o definitivamente a desligarse del grupo. Así, gente como Víctor Flores Olea e Ignacio Ovalle llamaron a Los Pinos para asegurar que no tenían nada que ver con la corriente, aprovechando la ocasión para calificar a Muñoz Ledo de loco.

		Por mi parte, di instrucciones de no satanizar al nuevo grupo, ya que ello serviría para excluir, en lugar de incorporar, a quienes dentro del partido dudan de las acciones del gobierno. Un rechazo frontal abriría el riesgo de una fractura.

		No me extraña que Cuauhtémoc Cárdenas se amarre con Muñoz Ledo, pues él también tiene el deseo de una mayor injerencia política. De hecho, cuando se presentó la necesidad de seleccionar al candidato del partido a la gubernatura del estado de Michoacán, del cual él era gobernador, me sugirió que los precandidatos fueran a visitar la entidad, a fin de foguearse y de que nosotros pudiéramos ver cómo eran recibidos por la gente.

		Esta supuesta apertura, que me presentó como una democratización en la selección del candidato, significaba dejar la sucesión en sus manos, pues es clara la capacidad que tiene un gobernador para quemar a un precandidato. Además, yo sabía que él favorecía claramente al presidente municipal de Morelia.

		Así que Cárdenas anda viendo cómo le hace para influir, pues es claro que la Corriente Democrática tiene sus miras puestas en la sucesión presidencial. Posiblemente, en sus delirios de grandeza, Muñoz Ledo piensa que puede lograr un arrastre suficiente para ser postulado candidato a la Presidencia de la República. En cuanto a Cárdenas, yo creo que simple y llanamente se dijo: “Así le hacía mi apá”.

		

	
		

		Situación económica:

		la semiindización de precios

		

		El 21 de agosto se introdujeron los Pagarés de la Federación al mercado financiero mexicano, como instrumentos que garantizan un rendimiento superior al de la tasa de devaluación del peso.

		Esta medida y los frecuentes ajustes que hemos tenido que hacer a las tasas de interés responden a la necesidad de atender el mercado de dinero, el cual es muy susceptible a la inflación y a la incertidumbre. Si no actuamos con agilidad en este terreno, no seremos capaces de retener el capital mexicano dentro de nuestra economía.

		De igual manera, el reconocimiento de la inflación nos ha llevado a ajustar, mediante el mecanismo de deslizamiento, nuestro tipo de cambio. Los efectos de este proceso, así como los del ajuste frecuente y sistemático de los precios y tarifas del sector público, nos han llevado inevitablemente a una semiindización de la economía.

		Lo grave de la inflación es precisamente su tendencia a interconstruir círculos viciosos. Así, por ejemplo, nosotros estamos conscientes de que los aumentos de los precios de los bienes y servicios del Estado disparan los precios de los bienes que produce el sector privado. Sin embargo, no existe otra alternativa que su ajuste frecuente, pues de otra manera aumentaría el déficit público o tendríamos que reducir el gasto en áreas estratégicas.

		De hecho, nuestros ajustes han estado siempre rezagados respecto a la inflación, ya que, por razones políticas o económicas, no hemos podido cumplir los programas que al respecto preparan las secretarías de Hacienda y Crédito Público y de Programación y Presupuesto.

		Otro factor que alimenta la inflación es el de los ajustes salariales. Aquí empiezan a surgir más problemas, pues recientemente los representantes del sector obrero han manifestado la posibilidad de exigir aumentos emergentes de salario y de proponer medidas tales como la revisión bimestral tanto de los salarios mínimos como de los contractuales. Sin aceptar la propuesta obrera, tenemos que reconocer que la situación actual nos obliga a aceptar, como la única forma de evitar un crítico deterioro del salario, revisiones anticipadas del salario mínimo y negociaciones contractuales más altas.

		Como ya comenté, estas realidades ubican a nuestra economía en una situación de semiindización, pues la inflación nos obliga a vivir un proceso constante de ajuste de precios. Sin embargo, rechazamos el concepto técnico de indización de precios, pues consideramos negativo que los ajustes se hagan de manera automática. Cuando esto ocurre, se vuelve prácticamente imposible romper el círculo vicioso de la inflación.

		Las dificultades por las que atravesamos nos obligan a seguir con detalle lo que pasa en otras naciones que han vivido circunstancias parecidas. La atención de muchos mexicanos, incluidos algunos técnicos del gobierno, se ha volcado sobre los tratamientos de choque para combatir la inflación iniciados en Argentina y Brasil en junio de 1975 y febrero de 1986, respectivamente. Yo encuentro poco atractivos los planes Austral y Cruzado, porque ambos parten de la congelación de precios, la cual sólo puede aplicarse por un plazo breve, antes de que desaliente la producción.

		Por otro lado, la congelación de precios supone, para evitar una elevación dispar de los mismos, una concertación social muy difícil de lograr, por lo que posiblemente se tenga que recurrir a controles burocráticos que no sólo funcionan mal, sino que aumentan la corrupción.

		Además, y esto es también determinante, la situación de Brasil y Argentina es muy diferente de la nuestra, pues ellos tienen más diversificada su dependencia. México no puede olvidar que nuestros 3 000 kilómetros de frontera con Estados Unidos han creado un intercambio tan estrecho, que resultaría muy difícil imponer un plan económico de choque. No obstante, es imposible alejar el fantasma sudamericano de la congelación de precios.

		La verdad es que yo no puedo declarar de manera tajante que México no impondrá un plan de esa naturaleza, porque no sé a qué puedan obligarme a mí o a mis sucesores las circunstancias cambiantes. Lo que si sé es que yo creo más en el gradualismo que en los tratamientos de choque.

		

	
		

		Empresarios: crítica a la política económica

		

		En las semanas anteriores al Cuarto Informe de Gobierno, prácticamente todos los líderes del sector privado se alternaron para criticar la política económica que estamos siguiendo. Ello nos obligó a llamarlos y preguntarles a qué se debían esas campañas de prensa, cuestionando si lo que deseaban era un enfrentamiento con el gobierno. Su respuesta consistió en echarle la culpa a los periodistas, quienes, según ellos, los habían malinterpretado.

		Tras este incidente se encuentra el problema fundamental de convencer a los empresarios de que vamos por el camino correcto y de que la situación económica va a mejorar. La expectativa de ingresos que el acuerdo con el Fondo Monetario Internacional supone es un gran aval, aunque también crea entre los empresarios la inquietud de moverse para obtener alguna parte de ese pastel. Tenemos que calmarlos, pero, sobre todo, tenemos que inducirlos a invertir.

		De fondo, yo creo que los empresarios entienden y apoyan nuestro esquema económico. Considero también que ya aceptaron las razones que tuvimos para entrar al GATT y, finalmente, ya dejaron de pedirme la lista de empresas públicas que serán puestas a la venta. Esto último fue resultado de una reunión en la que les aclaré que no las teníamos suficientemente estudiadas, y que muchas de ellas representaban casos fronterizos en los que, por estrategia política, resultaba inadecuado avanzar en su venta. Les informé que nos encontramos organizando paquetes de lo que estamos seguros de que se puede vender sin provocar reacciones violentas.

		Los empresarios esperan que el ingreso de recursos con motivo de la reestructuración de la deuda les signifique un respiro, aunque saben que el cambio no será dramático. Cuentan con que se liberalizarán ciertos factores de la política crediticia y que se ayudará a las ramas industriales que estén en más dificultades.

		Ello supone la realización, sobre la marcha, de ciertos acuerdos y concertaciones que, en principio, deben permanecer durante los próximos dos años de gobierno. Tenemos que hacer sentir a los empresarios que esto será así, a fin de inducir cuanto antes la inversión privada. Ésta es la razón que nos obliga a frenar las críticas irreflexivas que sólo sirven para alimentar el pesimismo.

		

	
		

		Septiembre de 1986

		

	
		

		Cuarto Informe de Gobierno: optimismo moderado

		

		LO FUNDAMENTAL PARA REDACTAR UN INFORME DE GOBIERNO es determinar el tono que se le quiere imprimir. Ello supone evaluar la situación por la que atraviesa el país.

		En términos objetivos, en agosto de 1986 seguimos viviendo momentos muy difíciles, porque no hay perspectivas claras, lo que crea altos riesgos de descomposición. Sin embargo, y en contraste con mi percepción, detecté en la población un cambio de actitud muy significativo: la gente tiene ganas de reanimarse y quiere que el gobierno la estimule.

		Por ello, si bien mi mensaje central consistió en señalar que requeríamos combinar la voluntad de persistir en las reformas de fondo con la necesidad de adecuarnos a una situación incierta y cambiante, lo ubiqué en un tono de optimismo moderado.

		Visto en retrospectiva, el Cuarto Informe de Gobierno fue largo. La temática forzó su extensión y, además, dadas las circunstancias tan difíciles por las que estamos pasando, no tuve ni tiempo ni humor para apretar más el texto. Creo que quedó razonablemente bien.

		El procedimiento para elaborar el informe fue similar al de años anteriores. Programación y Presupuesto me pasó un borrador, con base en el cual di instrucciones para que se enfatizaran ciertos temas y se recortaran otros. Finalmente, apoyado en el trabajo que se me presentó, procedí a reescribir buena parte del texto.

		Utilicé la introducción para contextualizar el momento por el que atravesamos, y señalé que teníamos que aprender a vivir en un ambiente de incertidumbre, en el que los riesgos de la inacción son mayores que los de la acción. Aproveché para darle su debida dimensión a la caída de los precios del petróleo, haciendo ver que no se trataba de un recrudecimiento de la crisis, sino de una crisis nueva.

		En el texto expliqué por qué había inquietud al respecto, el desarrollo de las negociaciones de la deuda externa y el significado de que México entrara al GATT. En la conclusión enfaticé que el gobierno estaba trabajando y seguiría haciéndolo, al tiempo que refrendé mi decisión irrevocable de gobernar hasta el último día de mi mandato. Ello fue importante, pues dejé claro que no estaba agobiado por los problemas y, sobre todo, que ante el embate no soltaría, ni permitiría que otros soltaran, las riendas del gobierno y del quehacer cotidiano.

		Las críticas que se hicieron al informe fueron esencialmente de dos tipos. Por un lado, hubo quienes consideraron que se puso un énfasis exagerado en el peso de los factores externos para explicar nuestros problemas y, por otro, quienes juzgaron que no se había tratado con suficiencia temas que preocupan profundamente a la población, como la inflación, el deterioro real de los salarios y el desempleo. Ambos suponían una autocrítica insuficiente.

		Respecto al primer señalamiento, creo que nadie en sus cinco sentidos puede negar el impacto que el desplome de los precios del petróleo tiene sobre nuestro desarrollo. No se trató de una justificación demagógica, sino del reconocimiento de una realidad.

		En cuanto a la segunda crítica, debo admitir que hubo temas a los que deliberadamente les di la vuelta. No es que haya dejado de reconocer su problemática, sino que no les di un tratamiento analítico especial, porque no quise dar pie a factores adicionales de pesimismo.

		En realidad, el informe requirió establecer un equilibrio entre el tratamiento amplio y objetivo de aquellas cuestiones que inevitablemente alentarían el nerviosismo existente y la necesidad de satisfacer la exigencia de la sociedad para que abandonáramos el tono de pésame y autocondolencia, haciendo lícita y deseable la convicción de que los mexicanos podíamos superar la conjunción de adversidades por las que estábamos atravesando.

		En realidad, y como parte del mismo proceso que me llevó a buscar el relevo de Silva Herzog, decidí que era necesario cambiar el énfasis del discurso político. Silva Herzog, en una actitud que él consideraba de franqueza, destacó demasiado los aspectos negativos de nuestra situación. Con frecuencia subrayó que nos habíamos convertido en un país más pobre, y que el problema de nuestra deuda externa era insoluble.

		Asimismo, en un afán autoexpiatorio, Silva Herzog insistió en hacer públicos los errores del gobierno. Dichas expresiones, en boca de uno de los secretarios de Estado más importantes, causaban desasosiego y desesperanza en la sociedad, e inhibían las expresiones de quienes temían ser vistos como poco realistas o demagogos.

		La autocrítica, como elemento central del discurso político, necesitaba ser superada, sobre todo si el pesimismo de la sociedad parecía haber tocado fondo.

		El cambio de tono irritó profundamente a los opositores del gobierno, aunque yo creo que la mayoría de la gente agradeció el optimismo moderado que caracterizó al Cuarto Informe.

		En ese momento me resultaba muy difícil precisar por qué la corriente generalizada de opinión se habría tornado positiva; por qué había una actitud más animosa. Sin embargo, lo percibí con claridad, tanto en las palabras como en la cara y el comportamiento de la gente. Evalué factores que iban desde los comentarios que me llegaban de lo que decían los empresarios en privado, hasta el calor con el que veía que “los acarreados” aplaudían a mi paso.

		Sentía que en mi posición como gobernante conservaba el respeto y la consideración de los distintos grupos sociales. Sabía que ellos valoran la magnitud de los problemas que el Presidente enfrenta, que están conscientes de que, independientemente del desempeño de los diferentes funcionarios y sectores del gobierno, todos trabajamos en medio de una horrible escasez de recursos.

		El ejercicio de reflexión al que obliga la elaboración del informe de gobierno me dejó, como conclusión, el reconocimiento de lo tremendamente difícil que resulta cambiar la realidad. Como esto no puede hacerse en el corto plazo, lo único a lo que puede aspirar un Presidente de la República es a imprimir ajustes a las tendencias históricas.

		

	
		

		Sonora: problemas del Poder Judicial

		

		El 8 de septiembre, 12 jueces de Sonora presentaron su renuncia en masa, como protesta contra el presidente del Supremo Tribunal de Justicia del estado, Raúl Valderrain Otero, a quien acusaron de dictar consignas y tomar represalias contra los jueces que no acataran sus mandatos.

		Esta rebelión, según me explicó el gobernador Rodolfo Félix Valdés, se debió al esfuerzo que el Ejecutivo estatal realizó, a través precisamente del juez Valderrain, para obligar a otros jueces a elevar su nivel de eficacia y honestidad en la administración e impartición de justicia. Sin embargo, cabe reconocer que el asunto también tuvo un sesgo político, pues algunos de los jueces involucrados conformaban un grupo panista.

		El gobierno federal no participa en la integración de los poderes judiciales estatales. El predominio en dicho proceso corresponde a los gobiernos estatales, los que de esta manera aseguran el ejercicio de su influencia en ese terreno.

		Desde el centro se tiene conocimiento y control de lo que ocurre en las diferentes regiones del país de manera indirecta, ya que, como lo establece la ley, el Poder Judicial Federal atiende constantemente los amparos contra decisiones de los poderes judiciales locales. Sin embargo, en casos excepcionales como éste, interviene la Secretaría de Gobernación por medio del gobernador.

		

	
		

		Narcotráfico: chismes sobre el general Arévalo y otros funcionarios

		

		El 16 de septiembre un diario estadounidense, el San Diego Union, publicó supuestas afirmaciones de un funcionario no identificado del FBI, en el sentido de que 45 funcionarios y ex funcionarios mexicanos, incluido el secretario de la Defensa Nacional, general Juan Arévalo Gardoqui, estaban involucrados en el narcotráfico.

		La noticia hizo que se desplomara el general Arévalo.

		Tan pronto tuvo conocimiento de la noticia, Arévalo vino a verme y con toda emotividad me dijo:

		—¿Ya vio lo que dijeron de mí los periódicos extranjeros? Yo creo que en estas condiciones ya no sirvo, ya no puedo prestarle mis servicios como yo quisiera. Por ello, quiero decirle que mi relevo está a su disposición.

		El estado de alteración en que se encontraba el general Arévalo me obligó a tratarlo con gran consideración. De manera afectiva le dije que tenía que hacerse de piel más gruesa. Le recordé que las críticas de la prensa norteamericana también me habían tocado a mí, a Sepúlveda y a otros secretarios de Estado. Le hice ver que lo que los norteamericanos deseaban, precisamente, era desmoralizarlo. Concluí arengándolo:

		—No deje que los norteamericanos logren su objetivo. No se desanime, general; resista, manténgase firme. Tenemos que salir adelante. Los hechos son los que mandan, no los chismes.

		Con estas palabras, como parte de la actitud paternal que asumí frente a “su situación”, el general Arévalo se reanimó de inmediato. Esto fue muy importante para pautar el ambiente en todo el Ejército, ya que los mandos dependientes de Arévalo se sentían inseguros, golpeados y nerviosos, a pesar de que desde el mismo día 16 de septiembre las autoridades norteamericanas negaron tener evidencia para sustentar lo publicado en el periódico.

		El general Arévalo me aseguró de manera contundente que no estaba involucrado en el negocio del narcotráfico. Respecto a su hijo, a quien también aludía la prensa, deploró que “no le había salido muy bien”. Dijo que era difícil y algo tarambana, dadas las malas compañías y el ambiente en que se había desarrollado como agente del Ministerio Público y de la Policía Judicial. Sin embargo, el general me insistió en que lo tenía vigilado, y que no creía que estuviera involucrado en el narcotráfico.

		La certeza de qué es realmente lo que está ocurriendo, esto es, de si el hijo del general Arévalo está o no involucrado en el narcotráfico, no puedo tenerla. Por un lado, debo reconocer que el general Arévalo ha sido criticado, desde el principio de mi gobierno, por ser un hombre que no le entra a los problemas. Se menciona, entre otras cosas, que cuando ha habido sospechas de que un militar participa en el tráfico de drogas, en lugar de tomar medidas severas, simple y llanamente lo cambia de plaza.

		Por otro lado, aunque parezca sorprendente, no cuento con cuerpos de información y seguridad suficientemente amplios y confiables para conocer las actividades privadas de cualquier ciudadano. La Dirección de Estudios Políticos de Gobernación me da alguna información, pero en general se puede decir que el atraso de nuestros cuerpos de seguridad e información es fenomenal.

		El problema es estructural, pues de los aproximadamente 1 500 elementos que tiene la Federal de Seguridad, muchos son corrompibles, otros son imbéciles y la mayoría no tiene ninguna educación. Así, además de ser totalmente insuficientes para una población de más de 80 millones, los agentes de seguridad son fácilmente identificables para aquellos grupos a los que supuestamente están investigando, quienes se encargan de corromperlos. Por tanto, la información que tenemos es poco confiable y, con frecuencia, sólo incluye datos recogidos al azar y de los que no se tiene ningún seguimiento.

		Las autoridades de Estados Unidos, por su parte, nunca han aportado pruebas significativas contra funcionarios del gobierno mexicano que pudieran estar inmiscuidos en el narcotráfico. Se han limitado a chismes. Éstos me empezaron a llegar por Samuel del Villar, quien fue mi asesor y seguramente tenía contactos en la embajada norteamericana que le ponían la cabeza bomba. Samuel tenía cada idea… Como ejemplo, sugería que para limpiar a la policía había que hacer una noche de San Valentín.

		Por otro lado, Del Villar me manifestaba sospechas sobre Sergio García Ramírez y Manuel Bartlett, al tiempo que se metía con los petroleros en forma tal que realmente hacía peligrar su vida. Tuve que separarlo por impráctico y catastrofista. Ya después, Gavin mismo fue el portador de los chismes.

		En una ocasión, el embajador de Estados Unidos vino a verme con ese objeto. Habló de que el general Arévalo o su hijo estaban involucrados en el narcotráfico. Mencionó al gobernador de Sinaloa, Antonio Toledo Corro, y al gobernador de Durango, Armando del Castillo. Sobre este último cabía más posibilidad de establecer presunciones serias, puesto que desde mi campaña presidencial insistió, cuando visité el estado de Durango, en llevarme al rancho de unos señores Herrera, que resultaron ser conocidos narcotraficantes.

		Bartlett no quería que fuera, y dio un pleito en ese sentido, pero como en esa etapa de la campaña el que da forma a la visita del candidato es el gobernador, llegué al rancho. El hecho es que ya durante mi gobierno pudimos darle un golpe serio a esta gente.

		Otro de los gobernadores que me mencionó Gavin fue el de Jalisco, Enrique Álvarez del Castillo. Al escuchar su nombre en dicha lista me pareció que las afirmaciones del embajador rayaban en el exceso, pues francamente no creo, en absoluto, que Álvarez del Castillo esté metido en el narcotráfico. Entre otros, también mencionó al gobernador de Zacatecas, José Guadalupe Cervantes Corona.

		Cuando le pedí pruebas ante acusaciones que me parecieron increíbles, me contestó: “Señor Presidente, donde hay humo hay fuego”. Tuve que responderle que yo no podía actuar de esa manera, que las leyes mexicanas exigen que, antes de perseguir a alguien, demostremos su culpabilidad.

		En todas las ocasiones en que Gavin vino con esos chismes, yo cuidé que García Ramírez remitiera oficios a la embajada norteamericana pidiendo información precisa sobre los comentarios que me había hecho el embajador. Lo malo fue que Gavin no solamente me hacía a mí esos comentarios, sino que seguramente los circulaba entre las autoridades norteamericanas y los filtraba a la prensa.

		También en esos días se manejó mucho en la prensa el rumor de que un primo mío, Edmundo de la Madrid, estaba ligado al narcotráfico. Yo no siento que ello haya dañado demasiado mi imagen personal dentro o fuera del país, aunque es claro que a los críticos y a los resentidos les da gusto señalar que el Presidente de la República tiene un pariente enviciado.

		Los hechos, según me los confirmó posteriormente el procurador general de la República, señalan que después de haber realizado una investigación de muchos meses en torno a la posible culpabilidad de Edmundo de la Madrid, las autoridades no tienen indicio alguno de que esté involucrado en el tráfico de drogas.

		Como quiera que sea, el problema del narcotráfico va a continuar generando presiones crecientes en las relaciones entre México y Estados Unidos, porque el narcotráfico es un problema muy serio para los norteamericanos. Iremos manejando las presiones, pero serán siempre motivo de conflicto. El hecho, por otro lado, es que en México el narcotráfico también es creciente.

		

	
		

		El campo: movimientos de protesta por precios de garantía

		

		El 18 de septiembre, 5 000 pequeños propietarios productores de cebada marcharon a la Ciudad de México a bordo de 1 100 tractores, trilladoras y camiones. En el trayecto, bloquearon el tráfico de la carretera Los Reyes-Texcoco-Veracruz, e incomunicaron al estado de Hidalgo. Su protesta tenía por objeto demandar el aumento del precio de garantía de la cebada maltera, el cual tuvimos que incrementar de 75 000 a 112 000 pesos por tonelada.

		Ésta no fue la única protesta por precios de garantía ocurrida en el año. En el mes de enero, en Chihuahua, Nayarit y Chiapas, grupos de productores agrícolas se apoderaron de bodegas de la Conasupo en demanda de aumento en el precio de garantía del maíz y del pago de cosechas entregadas.

		La razón del surgimiento de estas protestas, aun cuando el gabinete agropecuario acababa de fijar precios de garantía, fue la magnitud de la inflación. Todos querían, en todo momento, mejores precios. Ello se debía a que, en consideración a sus costos, encontraban insuficiente el pago que recibían por sus productos. En ocasiones, la falla era nuestra. Tal fue el caso cuando la Conasupo, por falta de dinero, pagó tardíamente las cosechas.

		Esta realidad creó un caldo de cultivo adecuado para los partidos de oposición, los cuales encontraron la posibilidad de realizar acciones políticas con los productores de diferentes materias primas en distintas áreas del país. Nuestra solución fue remendar caso por caso.

		En ocasiones, cuando no pudimos subir los precios de garantía, pues ello nos hubiera causado mayores problemas, dimos bonificaciones por productividad, ofrecimos la nivelación de tierras y, en fin, fuimos buscando soluciones para cada grupo.

		Los gobernadores, por su parte, al verse presionados por los agricultores, los apadrinan, pues como es natural, ellos quieren que esos problemas se canalicen a la Federación. Esto les resulta más conveniente que tener que negociar localmente con sus gobernados.

		Las causas de fondo de estas protestas son muy variadas. Hay precios de garantía que son suficientes para un área y no lo son para otra; incluso dentro de las mismas áreas, hay zonas que salen adelante y otras que no. Ello se debe a mil factores, que van desde la diferente naturaleza de la tierra o la disponibilidad de agua dentro de la zona, hasta una mayor eficiencia o ineficiencia de quienes trabajan la tierra. Por tanto, no es probable que las protestas por precios de garantía disminuyan; al contrario, tenderán a aumentar en tanto siga la inflación.

		La mayor frecuencia de los problemas en Chiapas se debe esencialmente a factores estructurales. Los funcionarios estatales y los de las diferentes dependencias federales se echan la culpa entre sí y todos culpan al gobernador Absalón Castellanos. Sin embargo, yo considero que el gobernador es un hombre fajado, activo, valiente y trabajador. Es mucho mejor que otros gobernadores que ha tenido esa entidad.

		La realidad es que en Chiapas hay problemas muy resistentes, derivados de pleitos que se han cuajado a lo largo de siglos y en los que están involucrados todos los grupos: los partidos de izquierda, el clero y diversos sectores del PRI. En fin, el problema de la tierra en Chiapas es realmente muy complejo.

		

	
		

		Sismos: primer aniversario

		

		La ausencia de recriminaciones, oleadas de críticas o manifestaciones masivas el día 19 de septiembre prueba que a un año del sismo la población ha revalorado la actuación del gobierno en esa emergencia.

		Nuestra capacidad de organización, movilización y respuesta en verdad fue extraordinaria. Con ello me refiero al esfuerzo que realizó el gobierno para replantear el orden de prioridades de su quehacer, a fin de reconstruir aquello que de golpe perdimos: la mitad de los planteles de educación básica y la tercera parte de la infraestructura hospitalaria que habíamos construido en los últimos 30 años.

		También tuvimos que hacer frente al hecho de que la Ciudad de México dejó de recibir la quinta parte de su caudal de agua, cuyo costo de reposición fue equivalente al de la construcción del acueducto subterráneo más largo del continente americano. Padecimos también el mayor desastre de la telefonía mundial y perdieron sus viviendas aproximadamente medio millón de personas.

		Responder a tantas y tan apremiantes urgencias, en medio de la tragedia que significó la muerte de más de 5 000 capitalinos, requirió y demostró las mejores cualidades del pueblo mexicano. El gobierno hizo su parte, lo que pudo demostrarse en el balance de acciones que hicimos durante la ceremonia que con ese fin realizamos en el Museo de Antropología.

		En dicha ocasión resalté que el terremoto había ocurrido en una situación extraordinariamente difícil para la economía nacional y cuando se realizaba un gran esfuerzo de renovación nacional para superarla. Por eso —agregué— la reconstrucción se había planteado como parte del esfuerzo general, de manera que trascendía el solo propósito de reponer lo destruido por los sismos.

		Expliqué que se había podido avanzar en la reconstrucción porque había acuerdos fundamentales y porque la sociedad y el gobierno habían sabido complementarse. Por un lado, la sociedad había respondido a la catástrofe con organización, había aportado trabajo, ideas y recursos, y había definido paulatinamente sus demandas para recobrar lo perdido. Por el otro, el gobierno había sido receptivo a la actitud social participativa, había encontrado mecanismos de diálogo flexibles y ágiles, y había evitado la polarización social. En suma, logró concertar con las organizaciones sociales las decisiones y los mecanismos de la reconstrucción.

		En realidad, la mayor dificultad que enfrentamos en el proceso de reconstrucción fue la falta de dinero, que nos impidió avanzar más rápidamente, ya que el aspecto de negociación política se resolvió de manera acertada. La prueba más clara está en las negociaciones que se realizaron para poder construir una ciudad dentro de otra, con la participación de la gente afectada.

		El Programa de Renovación Habitacional Popular fue un éxito. Después de un lapso de retraso, la sustitución de José Parcero por Manuel Aguilera permitió alcanzar las metas. Esta sustitución está ligada al inicio de labores de Manuel Camacho al frente de la Sedue. A partir de entonces, las negociaciones políticas fueron más ágiles, aunque ello haya provocado diferencias entre el regente Ramón Aguirre y el titular de la Sedue.

		La cuestión es que Camacho es más proclive a la concertación, en tanto que Aguirre se indigna y considera que Camacho sólo le está haciendo el caldo gordo a los opositores. Un ejemplo de estas discusiones se dio a raíz de la solicitud que la Coordinadora Unida de Damnificados, dirigida por Cuauhtémoc Abarca, conocido miembro del PSUM, hiciera al Departamento del Distrito Federal para marchar el 19 de septiembre de Tlatelolco al Zócalo. En primera instancia, Aguirre les negó la autorización para hacer su marcha, después concedió que ésta se hiciera y finalmente tuvo que aceptar que llegara hasta el Zócalo. Camacho sostenía la idea de que negarles la autorización para realizar su marcha como ellos querían sólo serviría para magnificar su protesta, y yo estuve de acuerdo.

		Así, el 19 de septiembre organizaron marchas tanto la CUD como el PRI. A diferentes horas entraron al Zócalo y en ningún momento hubo problemas. En realidad ésa fue la tónica del primer aniversario del sismo: hubo conmemoraciones, pero no problemas.

		

	
		

		San Luis Potosí: conflicto en la universidad estatal

		

		El viernes 19 de septiembre el Consejo Directivo de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí expulsó al rector de esa casa de estudios, José de Jesús Rodríguez Martínez, porque —según el dictamen realizado— era culpable de la violencia prevaleciente entre los grupos estudiantiles, de desvío de recursos económicos y de mantener en la nómina a “gente extraña”.

		Resulta lamentable que el rector se haya valido de porros para mantenerse en el poder. Sin embargo, lo grave políticamente es que era gente del gobernador Florencio Salazar.

		Este conflicto, como los otros que han surgido durante el gobierno de Salazar, demuestran la incapacidad del gobernador para conciliar e incluso para dialogar. No creo, como algunos suponen, que el ex gobernador y líder vitalicio del magisterio, Carlos Jonguitud, esté provocando de manera activa los problemas que enfrenta el gobierno de San Luis Potosí. Yo pienso que los causa la torpeza misma de Salazar. Ahora bien, como el gobernador no es gente de Jonguitud, éste lo deja resbalar.

		La realidad es que existe consenso en calificar a Florencio Salazar, de entre los gobernadores que tomaron posesión durante mi mandato, como el más inepto. Sin embargo, y por el momento, no me parece conveniente promover su retiro, pues según la legislación estatal, todavía no ha pasado el tiempo suficiente para nombrar un gobernador sustituto, lo que significa que tendríamos que convocar nuevamente a elecciones. El ambiente no es propicio para ello, pues todavía está fresca la herida que dejaron las elecciones de Chihuahua.

		Por otro lado, en San Luis Potosí, cuando menos en la capital, los partidos de oposición son muy fuertes y, seguramente a raíz del rosario de errores que a diario comete Salazar, se han fortalecido. El horno no está para bollos.

		

	
		

		Contadora: diálogo con los cancilleres del Grupo y con los del Grupo de Apoyo en Naciones Unidas

		

		El 24 de septiembre pronuncié en la Asamblea de las Naciones Unidas un discurso en el que reiteré las tesis básicas de la política exterior mexicana. No pretendía ser un discurso espectacular, ya que en Naciones Unidas sólo pueden serlo aquellos pronunciados por los presidentes de las grandes potencias. Mi objetivo era cumplir con un protocolo, pues ya se ha hecho costumbre que el Presidente de México asista a dicho foro alguna vez durante su sexenio.

		Aproveché la presencia en Nueva York de los cancilleres de Contadora y del Grupo de Apoyo para reunirme con ellos en la misión de México. La situación era preocupante, no sólo por lo infructuoso de los esfuerzos de Contadora, sino por el serio estado de tensión existente en toda la región centroamericana. Baste recordar que el 17 de junio los Estados Unidos calificaron de insatisfactoria la última propuesta de paz de Contadora. Phillip Habib señaló que no era suficientemente amplia o verificable. Además, el veredicto de los países de la región quedó suspendido ante la aprobación, el 25 de junio, por parte de la Cámara de Representantes estadounidense, de la solicitud del presidente Reagan de otorgar 100 millones de dólares a la contrarrevolución nicaragüense.

		Ante el deterioro de la relación entre Estados Unidos y Nicaragua, nuestra capacidad de acción se reducía. Por ello, en mi plática con los cancilleres latinoamericanos fui, de manera discreta y sutil, más allá de la problemática centroamericana. Hablé de la conveniencia de ir dando pasos graduales en la institucionalización de las actividades de la comunidad latinoamericana. Ello supone encontrar fórmulas para que los múltiples organismos latinoamericanos ya existentes trabajen de manera más coordinada.

		Concretamente, se trataría de que las labores de la Asociación Latinoamericana de Integración, la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio, el Sistema Económico Latinoamericano —con su grupo de pesca y su grupo de energía—, el Grupo Contadora, el Grupo de Apoyo y el Grupo Cartagena, entre otros, fueran más coherentes entre sí. Insistí en que mientras todos estos organismos actuaran de manera autónoma, no avanzaríamos en la formación de un concepto de comunidad latinoamericana. Propuse que se avanzara en la vieja idea de crear un parlamento latinoamericano, al tiempo que establecíamos un consejo de ministros de relaciones exteriores, para vigilar el desarrollo regional y apoyar a las diferentes instituciones.

		Brasil, que conserva el deseo de ser la potencia hegemónica en Suramérica, se manifestó reticente a nuestro planteamiento, como después pudimos saber por medio de ciertos oficios internos de la Cancillería brasileña que Sepúlveda obtuvo de manera extraoficial. En ellos se señalaba que había que tener cuidado con México, el cual pretendía colocarse en una posición de liderazgo. Parece que los brasileños sienten que su participación en el Grupo de Apoyo a Contadora se dio de manera forzada. Estiman que fueron víctimas de un albazo cuando se creó este Grupo en la reunión de Lima de julio de 1985. También ven con recelo al Grupo de Cartagena. Por ello, precisamente, fue que propusimos que la siguiente reunión para hablar de la integración latinoamericana se realizara en Río de Janeiro.

		Ésa ha sido nuestra política: tratar de involucrar a los países que sentimos que tienen una actitud más resbaladiza. Ejemplo de ello fue la reunión de Caraballeda, Venezuela, los días 11 y 12 de enero de 1986, con la que logramos impulsar significativamente la voluntad del país anfitrión de participar más activamente en el Grupo Contadora.[5]

		

	
		

		Viaje a Nueva York

		

		Durante mi viaje a Nueva York, del 23 al 26 de septiembre, que giró en torno a la presentación de un discurso en la XLI Asamblea General de la ONU, también me reuní con el Consejo de las Américas. En él tienen una participación muy importante el grupo Rockefeller y Henry Kissinger.

		Ellos simpatizan con nosotros, pues piensan que no se ha reconocido el esfuerzo y la seriedad con que México ha trabajado en estos años; están convencidos de que Estados Unidos no está cuidando adecuadamente sus relaciones con México. Así me lo manifestó Kissinger, quien fue muy afectuoso. David Rockefeller me condecoró con la Insignia de Oro, que desde 1932 conceden la Sociedad Panamericana y la Sociedad de las Américas a líderes sobresalientes de las naciones democráticas del continente.

		Nosotros tenemos que aceptar ese tipo de apoyos e incluso fomentarlos, ya que la única forma de modificar la política norteamericana es mediante los grupos de influencia internos.

		Durante mi estancia en Nueva York sostuve entrevistas esencialmente de cortesía. El 23 de septiembre con el Rey de España; el 24, con el canciller británico Geoffrey Howe y con el primer ministro de Francia, Jacques Chirac. Este último me manifestó la necesidad de estrechar relaciones entre Francia y México, destacando su admiración por la valentía con que los mexicanos estábamos actuando para resolver nuestros problemas. Fue una entrevista muy grata.

		Ese mismo día vi a George Shultz, quien con gran amabilidad me manifestó su preocupación personal porque la prensa norteamericana no destacaba las cosas positivas que estaban ocurriendo en México. Es difícil saber cuánto creer de sus puntos de vista, ya que al poco tiempo criticó severamente a Sepúlveda por la actuación de México en los foros multilaterales. Juzgarlo no es fácil, sobre todo ahora que los problemas del “Irangate” nos han hecho ver que realmente no controla la política exterior norteamericana.

		El 25 de septiembre me reuní con el ministro de Asuntos Exteriores de la URSS, Eduard Shevardnadze, quien me causó muy buena impresión. El tema central de nuestra conversación fue el desarme, aunque también aprovechó para reiterarme que en la Unión Soviética me están esperando. En fin, dio una muestra de verdadero profesionalismo.

		Él, en lo personal, es muy distinguido. Tiene el perfil del nuevo funcionario soviético, esto es, el de un individuo totalmente occidental. Tan elegante como un canciller francés, su trato es fino, suave; no dice una palabra de más o de menos. Esto es un contraste con los norteamericanos, que en sus formas siempre son rudos, elementales, arrogantes, y que jamás tienen una palabra de aliento o de cortesía.

		

	
		

		Octubre de 1986

		

	
		

		Visita del canciller soviético, Eduard Shevardnadze

		

		EL VIERNES 3 DE OCTUBRE RECIBÍ AL CANCILLER SOVIÉTICO, Eduard Shevardnadze, con quien sostuve una amplia conversación sobre las relaciones bilaterales y las propuestas de desarme formuladas por el Grupo de los Seis, conformado por Argentina, Grecia, India, México, Suecia y Tanzania. Se trató de una visita de cortesía, con el fin de estrechar los lazos entre la Unión Soviética y México.

		Este viaje forma parte de la política de apertura y diálogo que ha iniciado el presidente Mijail Gorbachov. El dinamismo del nuevo mandatario soviético contrasta con la debilidad y enfermedad de sus dirigentes anteriores, quienes tenían prácticamente congeladas las relaciones externas de la URSS.

		Shevardnadze insistió en que en su país se aprecia mucho nuestro esfuerzo por propiciar el desarme. A diferencia de los Estados Unidos, los soviéticos tienen una diplomacia profesional. Gorbachov contesta las cartas que le manda el Grupo de los Seis, alentando el esfuerzo que realizamos por promover la paz. Ello contrasta con los norteamericanos, que nunca han contestado o manifestado aprecio por el esfuerzo de otros. La arrogancia norteamericana es extrema, tanto que yo la califico de impericia, pues se puede tener la misma posición de fuerza y, cuando menos, guardar las formas. No es que yo sobrevalore la importancia del Grupo de los Seis; sé que es simbólica y marginal. No obstante, estoy convencido de que contribuye a crear un ambiente propicio a la negociación.

		Por otro lado, Shevardnadze me invitó a visitar la URSS y cuando yo le dije que era el turno de su Presidente de visitar nuestro país, se mostró atraído por la idea. Parece que Gorbachov está considerando la posibilidad de visitar México, Argentina y Brasil.

		Horacio Flores de la Peña, que es nuestro embajador en la URSS, nos informa que en la Cancillería soviética se tiene la idea de que México es el único país latinoamericano digno de respeto. Ello se debe a nuestra consistencia, ya que las otras naciones de la región son imprevisibles: han dado bandazos de la ultraderecha a la ultraizquierda y viceversa. Por otra parte, también nos informa que allá se tiene una muy buena opinión de la Cancillería mexicana. Consideran que nuestra previsibilidad es muy alentadora.

		Nuestro acercamiento con los soviéticos disgusta a los norteamericanos, quienes quisieran que fuéramos coto exclusivo suyo. Van a tener que aguantarse su malestar, así como nosotros tendremos que sufrir sus efectos. De cualquier forma, ello es preferible al sometimiento.

		Respecto a la reunión que Reagan y Gorbachov tuvieron en Reykjavík, Islandia, el 11 y 12 de octubre, no tengo información de primera mano. Parece que estuvieron cerca de llegar a un acuerdo, pero que la insistencia de Reagan en continuar con el programa “Guerra de las Galaxias” lo impidió. Las negociaciones del desarme quedaron de nuevo en un impasse.

		Lo curioso fue la forma en que el equipo presidencial norteamericano manejó la información. Primero se anunció que la reunión había sido un fracaso y, cuando se vio que ello generaba una reacción negativa, señalaron que en realidad sí se habían dado algunos pasos significativos hacia adelante. Hay muchas versiones, entre ellas una que sostiene que Reagan estaba caminando a un entendimiento y que el establishment norteamericano le puso un alto.

		De fondo, la posición de ambos países es de querer entenderse, lo que pasa es que no saben cómo hacerlo. Reagan no quiere quedar como el Presidente más belicista desde Theodore Roosevelt. Desea restaurar su prestigio en ese terreno y, por ello, ve el entendimiento como una necesidad. La Unión Soviética quiere el desarme, porque el armamentismo le significa una carga económica que impide su desarrollo en otros terrenos. La duda es cuándo y cómo van a lograr ese acuerdo que a todos nos afecta.

		

	
		

		Elecciones: cambios en 13 estados

		

		Mil novecientos ochenta y seis fue un año muy intenso en términos electorales. Además de Chihuahua, Durango, Michoacán y Zacatecas, hubo comicios para elegir gobernadores en Aguascalientes, Guerrero, Hidalgo, Oaxaca, Puebla, Sinaloa, Tamaulipas, Tlaxcala y Veracruz. La competencia por obtener las candidaturas del PRI provocó, durante todo el primer semestre, agitación y expectativas en los diferentes estados.

		El primero de abril se dio a conocer que el PRI postularía a Heladio Ramírez como candidato a la gubernatura del estado de Oaxaca. El 4 de abril, los tres sectores del partido reconocieron su larga trayectoria política. Entre los cargos que ocupó destacan la Secretaría de Acción Sindical de la Confederación Nacional Campesina, la Secretaría General de la Federación de Jornaleros Agrícolas y la representación de la CNC en diferentes estados. Asimismo, fue diputado federal por el sexto distrito de Oaxaca de 1976 a 1979.

		Heladio Ramírez trabajó afanosamente para lograr su postulación; no fue un hombre inventado. Además, fue un buen candidato. Su máximo reto era triunfar electoralmente en los municipios de la región del Istmo, donde tiene mayor injerencia la COCEI; concretamente, había que recuperar Juchitán. Pasada la elección, el reto sería implantar programas de desarrollo para la población oaxaqueña, brindándole oportunidades de trabajo.

		La elección tuvo lugar el 3 de agosto. En la región del Istmo, la jornada electoral fue muy accidentada, lo que obligó posteriormente a anular la votación en 10 municipios. En Juchitán ganó el PRI, pero con regidurías a favor de la COCEI, situación que dejó insatisfechos a todos, por lo que finalmente se tuvo que instalar un Concejo Municipal integrado por todas las corrientes regionales.

		De los 550 municipios de Oaxaca, la coalición formada por el PSUM, el PMT, el PRT y la COCEI triunfó en seis, el PAN en siete y el PST y el PPS en uno cada uno. Los restantes 535 municipios quedaron en manos del PRI. En realidad el problema de Oaxaca es el abstencionismo, que fue de 47.36%. El candidato panista al gobierno estatal obtuvo el segundo lugar con menos de 5% de la votación obtenida por el candidato del PRI.

		En Sinaloa estimamos que el proceso electoral podría ser complejo, tanto porque ahí el PAN había obtenido índices de votación por arriba del promedio nacional, como por el desprestigio en que había caído el gobernador Antonio Toledo Corro. Ambas situaciones inevitablemente estaban ligadas, pues son precisamente las fallas de los gobernadores las que propician el crecimiento de la oposición. Así, después de Chihuahua, Sinaloa era el estado en el que el PAN se preparaba para dar el mayor combate por la gubernatura estatal.

		El problema central de Sinaloa es el narcotráfico, con sus secuelas de corrupción, violencia e inseguridad. Los narcotraficantes, además de tener cotos privados en la sierra sinaloense y manejar las principales inversiones estatales, provocan, con sus pleitos y rivalidades, situaciones de violencia urbana intolerables. Su flujo de dinero es tal, que con facilidad corrompen a las autoridades locales. La tolerancia o complacencia del gobernador Toledo Corro con ellos hizo que su honestidad fuera ampliamente cuestionada.

		Por otro lado, las elecciones municipales de octubre de 1986 fueron muy reñidas. Los resultados oficiales concedieron al PRI la victoria en los 18 municipios y en 22 distritos electorales, esto es, que el PAN sólo obtuvo una diputación de mayoría y tres de representación plurinominal, y el PSUM las tres restantes de representación plurinominal.

		Sin embargo, los panistas insistieron en que sus candidatos para alcaldes en los principales municipios de la entidad —Ahome, Mazatlán y Culiacán— habían sido despojados de sus triunfos.

		La efervescencia política había comenzado desde principios del año. Las críticas al gobernador cobraron fuerza en el mes de marzo. Se le acusó de ocupación ilegal de terrenos en beneficio propio, lo cual hizo que saliera de nuevo a la luz su supuesto vínculo con narcotraficantes. En el Congreso de la Unión, seguramente como parte de las maniobras preelectorales, los legisladores de los ocho partidos de oposición pidieron que Toledo Corro fuera sometido a una investigación política y judicial.

		En estas circunstancias resultó conveniente adelantar un poco la nominación de Francisco Labastida Ochoa como candidato del PRI al gobierno estatal. El 17 de abril se hizo público este hecho, aunque las elecciones no tendrían lugar hasta el 26 de octubre. Labastida era el candidato evidente, ya que no hubo otras pre-candidaturas que cobraran peso.

		Esto se debió no sólo a que contaba con presencia nacional por ser secretario de Estado, sino también al hecho de que su cercanía conmigo era ampliamente conocida, pues formaba parte de mi equipo de trabajo desde tiempo atrás. Esto le dio gran fuerza a su candidatura, pues todos sabían que una vez nominado, yo no lo dejaría solo.

		Ello le permitió crear, desde el principio, la sensación de triunfo, lo cual propició que esto se convirtiera en realidad, pues desalentó a sus opositores. No obstante, el 18 de mayo, el empresario Manuel Clouthier del Rincón, ex dirigente de la Coparmex y fundador del Consejo Coordinador Empresarial de Sinaloa, fue elegido candidato del PAN a la gubernatura del estado.

		La expectativa de que la campaña electoral de Sinaloa fuera tan movida como la de Chihuahua pronto se desinfló. La candidatura de Clouthier no activó grandes movilizaciones, tanto porque el aparato panista de Sinaloa era menor que el de Chihuahua como porque Clouthier demostró ser un líder de grupos cerrados y no de masas, a diferencia de Francisco Barrio. La realidad es que la campaña panista nunca logró levantar vuelo.

		Las campañas políticas se iniciaron en el mes de junio, siguiendo su curso normal. Labastida propuso continuar con el ideario de la Revolución, en tanto que Clouthier planteó la necesidad de cambiar el sistema político. De fondo, lo más novedoso fue el empeño de Labastida, justo después de las elecciones en Chihuahua, de asegurar que el PAN no empañara el proceso electoral sinaloense calificándolo de fraudulento.

		Para ello, Labastida propuso la utilización de urnas transparentes, insistió en que se actualizara debidamente el padrón electoral, que se entregaran oportunamente las credenciales de elector a todos aquellos ciudadanos que tuvieran derecho a votar, que se realizara un escrupuloso y oportuno escrutinio, que todas las etapas del proceso fueran ampliamente difundidas y que se exigiera que cualquier inconformidad de los partidos fuera probada con elementos suficientes para evitar controversias y dudas.

		Las propuestas de Labastida pusieron en evidencia la seguridad adquirida por los priistas después del triunfo en Chihuahua. Finalmente, cabe también mencionar que el PRI seleccionó a sus candidatos a las presidencias municipales mediante el sistema de convenciones con votación de representantes de los sectores. De igual manera que en Chihuahua, la promoción del voto fue realmente exhaustiva.

		Labastida triunfó sobre Clouthier en todos sentidos, pues logró popularidad sin recurrir, a diferencia del panista, al insulto o al menosprecio de sus opositores. El triunfo priista fue competido en Culiacán, Mazatlán y Ahome, y contundente en la gubernatura estatal, los demás municipios y el Congreso local.

		Clouthier acabó por desprestigiarse cabalmente por el berrinche público que hizo, cuya culminación consistió en acudir al consulado norteamericano en Culiacán, para demandar que el gobierno norteamericano negara financiamiento al gobierno mexicano, a fin de no convertirse en “cómplice de un régimen corrupto y represor”.

		De cualquier forma, cabe reconocer que el aumento de votos del PAN fue proporcionalmente mayor que el del PRI, respecto a las elecciones estatales de 1980. Con un incremento del padrón electoral de 56.9% de ese año a la fecha, el PAN creció 851%, en tanto que el PRI lo hizo sólo 107%. Esto es así, porque en 1980 el PAN había obtenido 0.77% de la votación, mientras que el PRI había alcanzado 80% de los sufragios. En esta elección de 1986, el PRI obtuvo 56.5% de los votos, en tanto que el PAN sólo alcanzó 27.9 por ciento.

		En Veracruz, Fernando Gutiérrez Barrios fue nominado por el PRI el 9 de mayo. Gutiérrez Barrios ingresó a la Dirección Federal de Seguridad en 1952. Durante el gobierno de Díaz Ordaz fue titular de la Dirección Federal de Seguridad y con Echeverría fue ascendido a subsecretario. López Portillo encargó la seguridad a Javier García Paniagua, quien a su vez se apoyó en Nazar. Gutiérrez Barrios quedó como una figura decorativa al ser ratificado como subsecretario de Gobernación. Posteriormente, García Paniagua también fue nombrado subsecretario y Nassar quedó en la Dirección Federal de Seguridad, en la que corrompió más a la policía de lo que ya estaba.

		Cuando yo llegué a la Presidencia de la República, Gutiérrez Barrios me dijo que ya estaba cansado de la seguridad, que llevaba 30 años de trabajar en eso y que quería una posición administrativa. Por eso le di la dirección de Caminos y Puentes Federales de Ingresos. La corrupción en la policía siguió mientras estuvo ahí José Antonio Pérez Zorrilla, quien fuera secretario particular de Gutiérrez Barrios. Cuando interrogué a éste sobre la conducta de Pérez Zorrilla, me dijo: “Se volvió loco, señor Presidente”.

		Gutiérrez Barrios es un hombre inteligente y cauto. Durante su estancia en Caminos y Puentes Federales se mantuvo informado de lo que pasaba en el país y me enviaba reportes semanales con comentarios interesantes. Su nominación en Veracruz fue bien recibida, pues se consideró que enfrentaría con éxito el caciquismo y la violencia que caracterizan al estado. También se comentó positivamente el que no tuviera alianzas ni perteneciera a ningún grupo político o económico de Veracruz.

		La jornada electoral del 7 de septiembre transcurrió en calma y sin incidentes, situación que fue reconocida en un desplegado público por todos los partidos de oposición.

		En Aguascalientes, el proceso de selección del candidato a la gubernatura estatal fue similar al seguido en los casos anteriores: el PRI realizó una auscultación para saber cuáles precandidatos tenían más apoyo personal y mejor ambiente en el estado. Así, quedaron al final los nombres de Miguel Ángel Barberena, Arturo Romo y Héctor Hugo Olivares. Finalmente se consideró que la mayoría de las opiniones se inclinaban por Barberena, quien en ese momento era diputado federal por el segundo distrito de Aguascalientes.

		Como existía el rumor de que Barberena había cometido actos ilícitos en su gestión como subsecretario de Comunicaciones y Transportes en el sexenio pasado, pedí información a la Procuraduría General de la República. El informe que recibí señalaba que no había nada en su expediente, e incluso que Barberena tenía una carta del entonces procurador de Justicia, Óscar Flores, liberándolo de toda acusación.

		Amplié mi investigación preguntando sobre el particular a Rodolfo Félix Valdés y a Daniel Díaz Díaz, quienes fueron sus compañeros de trabajo. Ambos señalaron que no conocían la existencia de elementos que sirviesen de base para fincar responsabilidades. El único que manifestó tener dudas sobre el comportamiento de Barberena fue Emilio Mújica, entonces secretario del ramo. Sin embargo, como Mújica es una persona malhumorada y rencorosa, consideré que no era posible tomar muy en serio su punto de vista, sobre todo porque lo que manifestó fue una simple sospecha. No puedo limitar los nombramientos a funcionarios ajenos a toda suspicacia, porque en muchas ocasiones no los hay.

		Lo importante fue que el tema no tomó vuelos durante su campaña. El 4 de octubre el candidato del PRI obtuvo 60.70% de los votos emitidos.

		El 4 de julio, el PRI dio a conocer que su candidata para la gubernatura de Tlaxcala era Beatriz Paredes Rangel, a la sazón diputada federal. Mujer de 33 años, proveniente del sector campesino del partido, fue objeto de ataques durante su precandidatura. El entonces gobernador, Tulio Hernández, los toleró, pero una vez tomada la decisión, se disciplinó, lo que permitió que la candidatura de Beatriz Paredes se desarrollara normalmente.

		El 15 de julio se hizo público que Mariano Piña Olaya era el candidato del PRI al gobierno de Puebla. En la auscultación fue quien recibió el mayor número de opiniones a favor. Esto se debió a que Mariano trabajó durante mucho tiempo su candidatura; iba constantemente a Puebla, platicaba con los grupos agrarios y obreros; en fin, se movió mucho.

		Yo creo que ésta es la característica que deben tener todos los aspirantes a gobernador: trabajar su candidatura. Quien sea gobernador no debe crear la sensación de haber caído del cielo. Por tanto, la candidatura debe recaer en quien se haya dedicado a crear un consenso a favor de su nominación dentro del estado.

		Piña Olaya hizo una buena campaña, negoció con los sectores y no tuvo que enfrentar, como temíamos, una campaña de oposición fuerte. El PAN, que tiene tradición en las ciudades de Puebla, Tehuacán y Teziutlán, no presentó mayor problema, pues después de Chihuahua se “agüitó”. En Sinaloa metió la energía que le quedaba y a Puebla ya ni siquiera le puso empeño. Su candidato, Ricardo Villa Escalera, es un hombre muy conflictivo, con tendencias fascistas y gansteriles, por lo que ni siquiera contó con el apoyo del Comité Ejecutivo Nacional del PAN.

		El 31 de julio, Américo Villarreal fue postulado por el PRI como candidato a gobernador del estado de Tamaulipas. Se escogió a Villarreal porque era el precandidato menos comprometido con los cacicazgos locales. Manuel González Garza, quien fue el otro finalista, era una pieza de ajuste de los diferentes cacicazgos, particularmente del de los petroleros. Esto era inaceptable, como lo es que el gobernador Emilio Martínez Manautou haya “nadado de muertito”, dejando todas las decisiones a los caciques del estado.

		El 11 de agosto, José Francisco Ruiz Massieu fue nominado para la gubernatura de Guerrero. Ello obedeció a su trabajo y al consenso que obtuvo a su favor dentro del estado.

		En Hidalgo, el 7 de octubre se dio a conocer que Adolfo Lugo Verduzco era el candidato a la gubernatura estatal. Me incliné por él, porque a través de terceras personas supe que se quería ir a Hidalgo, pues ya la presidencia del PRI le estaba pesando mucho. La coyuntura era propicia, porque en el año anterior a la nominación de candidato a la Presidencia de la República, es importante que el PRI esté lleno de vigor y energía. Adolfo ya había cumplido con el partido y merecía lo que deseaba.

		En general, creo que todas las campañas electorales del PRI fueron dinámicas. Ello se debe a que como el PRI está consciente del riesgo de perder, trabaja más activamente. Nuevas modalidades y más dinero para la promoción del voto dieron resultados positivos.

		El elemento básico en el éxito de la selección de candidatos a las gubernaturas estatales ha sido que el nombre del aspirante sea mencionado como resultado de la presencia e imagen que haya logrado imponer en la localidad. Para las candidaturas a las presidencias municipales, ha habido una gran apertura mediante la votación directa. Los sectores, particularmente el sector obrero, han quedado molestos por la selección directa de candidatos a presidentes municipales. Ello nos ha obligado a compensarlos con las diputaciones locales, las cuales también deberían sujetarse a un proceso más abierto.

		Finalmente, cabe señalar que en Sinaloa, Tamaulipas y Oaxaca, diversos partidos y asociaciones políticas de izquierda establecieron alianzas para enfrentar al PRI y al PAN en las elecciones. Estas alianzas no representan una tendencia de unificación de la izquierda, pues los diversos organismos son muy diferentes en su composición y sus plataformas teóricas están alejadas. Realmente la única razón de su alianza es atacar al gobierno, lo que supone una debilidad inherente.

		

	
		

		Partido Revolucionario Institucional:

		renuncia Lugo Verduzco y entra De la Vega

		

		El 7 de octubre, Adolfo Lugo Verduzco renunció a la presidencia del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Revolucionario Institucional, para aceptar su postulación como candidato del partido a la gubernatura del estado de Hidalgo. Al día siguiente, los tres sectores del PRI eligieron a Jorge de la Vega Domínguez como nuevo presidente de su Comité Ejecutivo Nacional.

		Relevé a Lugo Verduzco de la presidencia del PRI porque de manera prudente, por medio de terceras personas, me hizo saber que deseaba irse a Hidalgo. La razón que esgrimió para pedirme dicho cambio fue que se sentía anímicamente agotado por el peso del partido. Aproveché la coyuntura, pues pensé que dado que el PRI es un centro natural de desgaste, tanto porque su función es la negociación permanente como porque debe ser manejado como un pararrayos político, era inconveniente mantener allí a una persona que se sentía agobiada. Por el contrario, ante la perspectiva de la sucesión presidencial, necesitaba ahí a alguien que se sintiera lleno de fuerza y vigor.

		La candidatura al gobierno de Hidalgo abrió la posibilidad de retribuir a quien me había servido con gran lealtad, y se presentaba en un momento muy adecuado.

		Como presidente del partido, Lugo Verduzco enfrentó una etapa difícil, que supo librar bien. Para evaluar su gestión hay que recordar que cuando se inició mi candidatura a la Presidencia de la República, el PRI estaba totalmente desarticulado. Baste recordar que para julio de 1983 ya habíamos perdido las elecciones en las ciudades de Chihuahua, Durango, Guanajuato y San Luis Potosí. Esta importante ola de fracasos hizo que se creara la sensación de que el PRI podía perder todo el norte del país.

		A cuatro años de distancia hemos recuperado todas las posiciones. Lo logramos porque se hizo un gran trabajo. Nuestro triunfo, aunque no impoluto o inmaculado, es indiscutible.

		El PRI avanzó tanto en el terreno doctrinario como en el pragmático. Lo primero fue reconocer la necesidad de cambio. En la XII Asamblea, que tuvo lugar en agosto de 1984, se habló con franqueza sobre la necesidad de hacer una mejor selección de candidatos. En dicha ocasión también se actualizaron los textos básicos del partido, incorporándoles mi pensamiento político.

		En la práctica, ello significó iniciar una serie de experiencias en diferentes estados de la República, en las que las candidaturas a las presidencias municipales fueron consultadas con las bases priistas. El objetivo es seleccionar candidatos realmente populares, esto es, rescatar a los verdaderos líderes naturales.

		El experimento, inevitablemente, se ha realizado de manera selectiva y en forma orientada, pero no por ello deja de ser un cambio significativo que implicó muchas negociaciones muy complejas. No se puede minusvaluar el esquema sectorial del partido, ni los intereses de sus operadores o de los gobernadores.

		Avanzamos dentro del gradualismo necesario para evitar rupturas que pondrían en peligro la estabilidad del país o que propiciarían la desarticulación o desunión del partido. Por ello, los logros alcanzados por Adolfo Lugo Verduzco no han penetrado plenamente en la conciencia del público. Hizo más de lo que supo lucir, o tal vez de lo que la gente estuvo dispuesta a aceptar, dada la deslegitimación política provocada por la misma crisis.

		La realidad es que rompimos una inercia de pasividad dentro del partido, que se inició durante el gobierno de Manuel Ávila Camacho y se consolidó durante el gobierno de Adolfo Ruiz Cortines. A partir de ese momento, el partido se sintió seguro de sus triunfos y dejó de esforzarse por adecuarse a la sociedad. Por ello, estos primeros pasos de renovación, si bien son pequeños, requirieron una enorme energía y desgaste, pues hubo que vencer inercias espectaculares.

		Escogí a Jorge de la Vega porque lo conozco bien. Es un político sereno, moderado y conciliador, que tiene el respeto de la llamada clase política. Es, sobre todo, un hombre leal.

		Le fijé como línea de acción preparar al partido para la sucesión presidencial, esto es, movilizarlo, afianzarlo, tratar de meter al redil a todos y empezar a dar esperanzas, pues ya es el momento de hacerlo. En fin, yo necesito que el PRI sea un aparato actuante, organizado, que esté lo mejor aceitado para el momento de la sucesión. Ello supone la organización de diferentes tipos de reuniones y acercamientos.

		Tenemos que ir buscando nuevas formas, pero respetando los hábitos políticos de los diferentes segmentos sociales. No es el momento para dar maromas experimentales que no sabemos a dónde nos puedan conducir. Tenemos que darle calor a los líderes populares que encuentran en las manifestaciones masivas la oportunidad de ejercer su pequeño poder de acarreo y dominio. Hay que mover todos los resortes del partido.

		De la Vega llegó al partido lleno de brío. Generó expectativas y trató de reclutar y acercar a todo aquel que se dejara, incluso a la Corriente Democrática. Su arribo a la presidencia del PRI fue bien recibida por todos los grupos políticos.

		No creo que existiera ninguna liga entre Jorge de la Vega y aquellos que la opinión pública señala como presidenciables. No lo creo, porque Jorge es un hombre muy frío. Por otro lado, su supuesta vinculación con Carlos Hank González es tan cierta como que De la Vega es “muy amigo” de Echeverría, de López Portillo, de Díaz Ordaz y, en fin, de todo el mundo: ésa es su habilidad como político.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos: Ley Simpson-Rodino

		

		El 8 de octubre la Cámara de Representantes de los Estados Unidos aprobó el proyecto de reformas a la Ley de Inmigración promovido por el senador republicano Alan Simpson y por el diputado demócrata Peter Rodino.

		Las partes centrales del proyecto eran el establecimiento de un sistema nacional de identificación ciudadana; la imposición de sanciones a patrones que emplearan trabajadores extranjeros sin registro legal o indocumentados; el otorgamiento de residencia temporal, con opción a hacerse permanente, a indocumentados con determinado tiempo de residencia en Estados Unidos; la regulación del programa de trabajadores huéspedes, y el reforzamiento de la patrulla fronteriza.

		Después de haberse aprobado el proyecto de los legisladores el 8 de octubre, el 14 la Comisión Bicameral aprobó una versión que conciliaba enmiendas de las dos cámaras. Al día siguiente, fue aprobada por los diputados, y los senadores hicieron lo mismo el 17 de octubre, con lo que el proyecto pasó al presidente Ronald Reagan, quien finalmente lo firmó el 6 de noviembre.

		La Ley Simpson-Rodino emergió en un contexto favorable para la aprobación de medidas restrictivas, pues la cuestión de la migración se ligó a otros dos aspectos considerados también riesgosos para la seguridad nacional de los Estados Unidos: el terrorismo y el narcotráfico. Sin embargo, el argumento central fue, como siempre, que los trabajadores mexicanos quitaban a los norteamericanos oportunidades de trabajo.

		La verdad es que los norteamericanos realmente están preocupados por la enorme migración de mexicanos a su país, que ellos califican como la “pérdida de control de las fronteras”. Por ello, la aprobación de la Ley Simpson-Rodino se convirtió en una necesidad preelectoral, esto es, que su aprobación antes de noviembre, fecha en que se llevaría a cabo el proceso electoral para renovar parte del Senado y elegir algunos gobernadores, daba la oportunidad a los candidatos, sobre todo a los republicanos, de dar durante sus campañas gran peso a la acción del gobierno en torno a la “recuperación de las fronteras”.

		En México, la aprobación de la Ley Simpson-Rodino desató una honda preocupación. En un primer momento, casi toda la opinión pública supuso que se iniciaría de inmediato una expulsión masiva de trabajadores mexicanos indocumentados, lo que representaría un grave problema para el país, especialmente por la situación crítica de la economía y las dificultades que pasamos para mantener los niveles de empleo.

		En los estados fronterizos del norte se extendió una gran inquietud ante la posibilidad de que los expulsados, que se suponía serían cientos de miles, presionaran sus economías. Entre los comentaristas de prensa hubo quienes previeron caos en el norte y posibles desórdenes sociales en las regiones de donde habían salido tradicionalmente los braceros, al cerrarse lo que se consideraba como una válvula de escape. Además, la disminución en el ingreso de divisas al país que ello significaría también se consideraba grave.

		Ante el temor a los efectos negativos que esta ley podría acarrear a México, las autoridades norteamericanas nos habían ofrecido mantener una estrecha comunicación y, sobre todo, no proceder de manera drástica, esto es, nos aseguraron que no habría deportaciones masivas.

		Reconocido el derecho soberano de Estados Unidos a legislar en materia de migración y control de sus fronteras, las posibilidades de acción del gobierno mexicano se limitan a insistir en la necesidad de respetar los derechos sociales y humanos de los mexicanos en el extranjero y a tratar de minimizar el sufrimiento de nuestros compatriotas.

		Así, el 21 de noviembre, la Secretaría de Relaciones Exteriores giró instrucciones a los cónsules situados en la frontera y otras zonas de emigración en los Estados Unidos, para reforzar sus acciones de protección de los derechos de los indocumentados.

		Además, como continuación de juntas iniciadas en 1983 con el mismo propósito, el 10 de diciembre los subsecretarios de Gobernación, Jorge Carrillo Olea; de Relaciones Exteriores, Alfonso de Rosenzweig Díaz, y de Trabajo, Emilio Lozoya, se reunieron con funcionarios de los gobiernos de Baja California, Sonora, Chihuahua, Nuevo León y Tamaulipas. Aunque ahí se advirtió que las reformas a la Ley de Inmigración no se aplicarían de inmediato, se discutieron posibilidades de alojamiento y empleo de los trabajadores nacionales que más adelante pudieran ser deportados por las autoridades estadounidenses.

		En lo personal, no caí en una actitud alarmista ante esta ley, pues como lo había expresado con anterioridad, siempre he estado convencido de que, independientemente de las leyes que se expidan, la realidad manda. Con ello quiero decir que mientras la economía norteamericana requiera trabajadores mexicanos, la ley no será aplicada.

		Además contaba yo con información que indicaba la resistencia de los gobernadores fronterizos norteamericanos, así como de los alcaldes y empleadores que supuestamente tenían a su cargo vigilar su cumplimiento.

		Naturalmente, el ambiente antinorteamericano creció en México. La Ley Simpson-Rodino no fue considerada como un hecho aislado, sino como parte de una campaña concertada contra el país. Esto fue así, porque en el marco de la frecuente crítica a México, desatada por periodistas y funcionarios desde 1985, el presidente Reagan aprobó durante ese mes de octubre otras dos leyes que afectan a México. El día 17 se fijó un impuesto adicional de 11.7 centavos de dólar por cada barril de petróleo importado, y el 27 de octubre se aprobó la ley antinarcóticos que busca frenar la distribución masiva de drogas ilegales, la cual prevé que el Senado puede recomendar la aplicación de sanciones económicas específicas a México, si nuestro país no demuestra en el corto plazo avances significativos en la lucha contra el narcotráfico.

		En mi opinión, la coincidencia en el mes de octubre de tres disposiciones norteamericanas que nos afectan negativamente fue fortuita y obedeció a que los Estados Unidos enfrentan problemas reales en esas áreas. La angustia que al gobierno norteamericano le significa la dimensión de la drogadicción entre su población es entendible; sin embargo, nunca creí que el Senado norteamericano impusiera sanciones económicas a México, porque ellos saben que hemos trabajado con seriedad.

		Por otro lado, parecía evidente que tendríamos que pagar, al igual que los demás vendedores de petróleo, el impuesto de importación que pedían los norteamericanos para favorecer a sus propias compañías petroleras. Finalmente, el impuesto no se aprobó.

		De cualquier forma, e independientemente de sus motivaciones, las disposiciones norteamericanas a que he hecho referencia afectaron e inquietaron profundamente a la opinión pública.

		

	
		

		Noviembre de 1986

		

	
		

		Iniciativas de ley: reforma política

		

		EL 3 DE NOVIEMBRE ENVIÉ A LA CÁMARA DE DIPUTADOS una iniciativa de reforma a los artículos 52, 53, 54, 56, 60 y 77 de la Constitución y una iniciativa de Código Electoral Federal para sustituir a la Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales.

		Desde el inicio de mi gobierno me comprometí a hacer una evaluación del avance de la reforma política de 1977. Este deseo de perfeccionar los procesos electorales se fue difiriendo por la complejidad de las circunstancias que en todo momento hemos tenido que enfrentar. Sin embargo, por razón de los tiempos políticos, en 1986 surgió la conciencia de que nos encontramos ante la última oportunidad de actuar en este terreno.

		En julio y agosto realizamos audiencias públicas sobre renovación política electoral. A partir de ellas hicimos un balance de qué se podía hacer y qué no se podía hacer. Lo cierto es que la evolución política del electorado mexicano hacía necesario crear mecanismos más ágiles, flexibles y eficaces de participación política.

		Para fortalecer el sistema mixto de representación y mitigar en términos de una proporcionalidad directa la sobrerrepresentación del PRI, modificamos el artículo 52 para elevar de 400 a 500 el número de miembros de la Cámara de Diputados; 300 elegidos por el principio de mayoría relativa, mediante el sistema de distritos uninominales, y los 200 restantes elegidos por el de representación proporcional, mediante el sistema de listas regionales en circunscripciones plurinominales.

		La iniciativa propone también modificaciones al artículo 54, para establecer que el partido mayoritario no podrá alcanzar más de 350 curules, lo que representa 70% del total de la diputación. Esto significa que a los partidos minoritarios les corresponderán, como mínimo, 150 diputaciones de representación proporcional o sea 30% de la integración total de la Cámara, en lugar del 25% en vigor.

		Para asegurar el predominio de una mayoría efectiva capaz de gobernar, abrimos la posibilidad de que el PRI obtenga plazas de representación proporcional, lo que no sucedía antes, siempre que las diputaciones logradas por medio de los dos sistemas no sean más de 350. Ello baja la compulsión del PRI por ganar todas las curules de mayoría relativa, al tiempo que aumenta las oportunidades de representación de los partidos minoritarios.

		El sistema favorece más al pluripartidismo que al bipartidismo, porque el reparto de las diputaciones plurinominales se hace mediante una fórmula que beneficia más a los partidos más pequeños.

		En cuanto al Senado, se propuso la reforma al artículo 56, a fin de que, en lugar de que éste cambie totalmente cada seis años, haya una renovación de la mitad de sus integrantes cada tres, como estaba establecido en la Constitución de 1917 y como ocurre en otros países.

		El cambio busca que el Senado se someta a una consulta electoral más frecuente y que dé a sus integrantes más frescura en la percepción de las demandas de la sociedad. La mayor frecuencia de las campañas para obtener posiciones en el Senado servirá también para darle más presencia a este órgano.

		Por otro lado, este calendario permite la carrera permanente del legislador, quien podrá alternar sus puestos entre la Cámara Alta y la Cámara Baja. Finalmente, ayudará a romper la idea de que el Senado es servil al Presidente de la República en turno, pues todo Presidente comenzará su gestión con diputados y senadores nombrados por el gobierno anterior.

		Otro de los objetivos de la reforma política es buscar una participación más amplia de los partidos políticos en cada uno de los pasos del proceso electoral, esto es, desde la integración del padrón electoral hasta la calificación de las elecciones. Para ello se propuso una iniciativa de Código Federal Electoral, que contiene la reglamentación de la legislación en la materia y que sustituye a la Ley de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales de 1977.

		También modificamos el artículo 60 constitucional, a fin de que todos los presuntos diputados y senadores participen en la integración del Colegio Electoral para la calificación de sus elecciones, en lugar de sólo 100 de ellos, como ocurría en ese momento.

		Entre las propuestas del código se encuentra la adopción de un nuevo sistema de financiamiento público de los partidos políticos, según el cual el Estado les distribuirá recursos en proporción a su representatividad política. Aquí hay un avance, porque hasta ese momento la distribución de recursos se venía manejando en forma muy discrecional por la Secretaría de Gobernación.

		Otra modificación importante fue la eliminación del registro condicionado de los partidos políticos, esto es, de aquellos que obtuvieran 1.5% o más en una votación, manteniendo el registro de afiliación con un mínimo de 65 000 ciudadanos repartidos en, cuando menos, la mitad de las entidades federativas. Ello se hizo para limitar la multiplicación de aquellos partidos que no tengan una verdadera representación y fortalecer así a los ya existentes.

		El nuevo Código Electoral también introdujo cambios tendientes a mejorar el sistema para elaborar y actualizar el padrón electoral, entre los que destacan la descentralización de las funciones del Comité Técnico de Vigilancia del Registro Nacional de Electores en comisiones estatales y comisiones distritales de vigilancia, y la ampliación de los plazos para que los ciudadanos y los partidos puedan solicitar la inclusión o exclusión de electores en dicho Comité.

		El nuevo código también distingue las diferentes etapas en los procesos electorales, desde su inicio hasta su calificación, lo que le permite precisar las normas y procedimientos adecuados en cada una de ellas.

		Otra de las innovaciones propuestas consistió en el establecimiento de procedimientos que permitan acortar los tiempos entre la elección y los cómputos.

		Un aspecto fundamental fue la derogación del recurso de reclamación por supuestas violaciones electorales ante la Suprema Corte de Justicia y la creación, en su lugar, de un Tribunal de lo Contencioso Electoral, integrado por magistrados designados por el Congreso de la Unión a propuesta de los partidos políticos.

		Ello significa la creación de un tribunal autónomo encargado de controlar los procesos electorales y de resolver sobre los recursos de apelación y queja, respecto tanto a la preparación como a la celebración de los comicios. Con ello se superaba la crítica de que la Comisión Federal Electoral actuaba a la vez como juez y parte.

		Todos estos cambios representan, sin duda, avances reales en el perfeccionamiento del sistema electoral.

		

	
		

		Iniciativas de ley: reforma fiscal

		

		El 15 de noviembre presenté a la Cámara de Diputados las iniciativas de Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 1987, y de la ley que establece, reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones fiscales, conocida como Miscelánea Fiscal. Estas dos leyes conforman una importante reforma que modifica radicalmente varios aspectos fundamentales del sistema tributario mexicano.

		En realidad, a todo lo largo de 1986 la Secretaría de Hacienda y Crédito Público estudió y formuló un conjunto de reformas impositivas. Desde tiempo atrás se había venido hablando de la necesidad de realizar esas reformas, pero no con un esquema claro.

		El proyecto de ley fue elaborado, fundamentalmente, por Jaime Serra Puche, aunque también intervino en él Guillermo Prieto. De hecho ya me lo había presentado Jesús Silva Herzog, pero lo hizo de manera poco convincente y en un momento inoportuno, en octubre de 1985, esto es, a un mes de que se tuviera que presentar en el Congreso. Me da la impresión de que el mismo Silva Herzog no le había dado el golpe. Petricioli empezó a preparar este proyecto de ley desde que entró a la Secretaría de Hacienda en junio, y trabajó en él de junio a noviembre.

		El Fondo Monetario Internacional ya nos había hecho ver que se nos estaban erosionando las cargas impositivas, y que esto era un problema estructural. También había destacado las fallas de nuestra capacidad de recaudación. El FMI nos pidió que tomáramos medidas, aunque naturalmente sin aclarar de qué tipo o cómo deberíamos implantarlas. Lo que es claro es que dicho organismo dejó de insistir en la necesidad de recortar el gasto, reconociendo que éste ya se había apretado lo más posible, para subrayar la necesidad de aumentar nuestros ingresos por la vía fiscal y por la vía tarifaria.

		La realidad es que efectivamente se había bajado dramáticamente la recaudación y ya teníamos muchas declaraciones en ceros. Esto ocurrió porque la inflación deteriora el valor real de las contribuciones, como consecuencia del tiempo que transcurre entre la causación y el pago del impuesto. Además, y con igual importancia, porque disminuye la base gravable de las empresas y alienta el endeudamiento, en tanto que, como ocurría con la legislación anterior, se permita la deducción de los intereses nominales, y no solamente de los reales.

		Al hacer atractivo el endeudamiento para las empresas, también se desalentaba la reinversión de utilidades. Así, al subir las tasas de interés junto con la inflación, aumentaban las deducciones y caía la recaudación. En suma, se había perdido el principio de equidad básica: la carga fiscal de la empresa era inversamente proporcional a su grado de endeudamiento y prácticamente independiente de sus utilidades reales.

		Por ello, lo medular de la reforma corresponde al impuesto sobre la renta en lo que se refiere a las deducciones de intereses de las sociedades mercantiles, ya que la iniciativa permite deducir únicamente el componente real de los intereses, esto es, aquel que resulta de restar a la tasa de interés el porcentaje de inflación observado en el periodo.

		En un lapso de cuatro años, la tasa impositiva disminuirá gradualmente de 42 a 35%. Este periodo de transición fue propuesto para evitar que las nuevas disposiciones afectaran a las empresas muy endeudadas que, al no poder deducir en adelante el valor nominal de los intereses, podrían enfrentar escasez de recursos para seguir operando. De suerte que a lo largo de los cuatro años se calculará el impuesto sobre la base del sistema anterior y sobre la nueva base, y el impuesto que deba pagarse resultará de un promedio ponderado de ambos, en el que la proporción del sistema anterior será inicialmente más alta y disminuirá paulatinamente hasta que, en el quinto año, la totalidad del impuesto se calculará con el nuevo sistema.

		Por otro lado, la tasa de las personas físicas se reducirá en este periodo de transición de 55 a 50%, con el propósito de contrarrestar los mayores impuestos que venían pagando los individuos. Efectivamente, al depender las tasas de los ingresos nominales, la inflación había llevado a los causantes a estratos superiores de la escala impositiva.

		La carga fiscal al capital y al trabajo en nuestro país ha sido históricamente inequitativa. Sin embargo, en la coyuntura actual, lo único que buscamos fue restaurar el nivel histórico de carga impositiva. El empresariado mexicano estuvo de acuerdo en esta necesidad; lo que pidieron fue un mayor plazo de ajuste. Petricioli, como posición de negociación, empezó diciendo que las modificaciones se realizarían en dos años, pero cedió hasta cuatro. Por otro lado, los empresarios ponían énfasis en que la tarifa impositiva bajara de 42 a 25% y, sin embargo, se logró establecer ésta en 35 por ciento.

		Nuestra negociación siempre tuvo presente el peligro de una reacción negativa de la actividad privada, pues aunque la carga impositiva para las empresas no rebasa el nivel histórico, definitivamente resultará mayor ahora que inmediatamente antes de la reforma fiscal. Sin embargo, su implantación va a ser lo suficientemente gradual como para no desestimular la inversión de las empresas, propiciar la asignación de ahorro a inversiones no productivas o fomentar la fuga de capitales. De otra manera, el tiro nos saldría por la culata.

		Nuestra propuesta es incrementar la recaudación fiscal, pero sin desalentar la productividad del país. Petricioli me ha manifestado que está satisfecho con lo logrado y, en esa medida, me siento tranquilo.

		Nuestras metas para el futuro consisten en realizar un gran esfuerzo de simplificación legal y reglamentaria. Hay que modernizar la administración tributaria, que es una verdadera maraña. La complejidad del aparato fiscal nos hace prácticamente incapaces de administrarlo. También quisiéramos avanzar eliminando bases especiales de tributación.

		

	
		

		Deuda externa:

		negociaciones con la banca comercial

		

		El 19 de noviembre se anunció que 90% de los bancos comerciales con quienes estamos negociando nuestra deuda externa, es decir, lo que en términos hacendarios se denomina la masa crítica, había aceptado las condiciones solicitadas por México, que en lo esencial consistían en una reestructuración de plazos y costos de la deuda vigente, así como en un paquete adicional de financiamiento por 6 000 millones de dólares.

		Ello nos significaba un respiro, pues semanas después de que se logró el acuerdo con el Fondo Monetario Internacional —el 22 de julio— se hizo claro que sería muy difícil obtener de los bancos comerciales los recursos esperados. Con ello, se oscurecieron de nuevo nuestras perspectivas económicas.

		Las circunstancias se volvieron tan apremiantes que, alrededor del 20 de septiembre, México planteó la posibilidad de suspender el pago de intereses correspondientes a más de 50 000 millones de dólares de su deuda. Hicimos esto no como un método de presión, sino como la manifestación de una realidad. Dejamos claro que si no nos prestaban el dinero que estábamos pidiendo, no habría divisas para pagar.

		Lo que hicimos fue manifestar la realidad: sin el apoyo externo de la banca comercial, la estrategia de recuperación económica no funcionaría y México no podría continuar pagando el servicio de su deuda.

		Las contrapropuestas que ellos nos hicieron consistieron en solicitar un mayor ajuste de política económica, principalmente en los terrenos comercial, de inversión extranjera y de reprivatización. Nuestra respuesta consistió en señalar que ya se habían hecho enormes avances en esos aspectos y que no podíamos ir más allá de cierto ritmo y cierto límite.

		Esta ingrata y ardua labor de convencer a nuestros acreedores de los avances realizados, haciéndoles ver el tamaño de las dificultades que enfrentamos y el nivel real de peligro de vernos obligados a suspender el pago de nuestra deuda, correspondió, fundamentalmente, a las secretarías de Hacienda y de Programación y Presupuesto, en sus diferentes niveles. En ocasiones los secretarios, en ocasiones los subsecretarios dialogaron con el Banco Mundial, los gobiernos extranjeros y los bancos privados.

		Fue una labor constante, difícil, desgastante, pues México se encontraba en el banquillo de los acusados y, a partir de ahí, tenía que defender la eficiencia relativa de su política económica.

		La negociación con los bancos comerciales fue muy larga y compleja. Los obstáculos fueron particularmente grandes con los bancos pequeños y regionales de Estados Unidos y, en general, con todos los de Europa. Ellos tenían dudas sobre la viabilidad del arreglo que nosotros pretendíamos, pues en el fondo dudaban de nuestra capacidad para salir adelante. Presentaban resistencias a la posibilidad de dar más dinero a México, porque sentían que, en buena medida, era echar dinero bueno al malo.

		Sin embargo, a partir del 19 de noviembre, cuando se anunció que ya se había obtenido la masa crítica, nuestra perspectiva mejoró. Al día siguiente, el Fondo Monetario Internacional se dio por enterado, por lo que pudimos continuar con el arreglo. Una declaración similar hizo el Banco Mundial. Esto nos hizo pensar que posiblemente se firmaría con el total de los bancos en el mes de diciembre.

		El problema de la deuda externa nos ha resultado sumamente agobiante, tanto por el retraso en este arreglo, que habíamos estado esperando desde mediados de octubre y que no salió hasta mediados de noviembre, como porque en el fondo el problema de la deuda es el cuento de nunca acabar. Hay que hacerse a la idea de que cada vez que los bancos tengan que hacer un desembolso, tendrá que haber negociaciones.

		El punto es que, puesto que nos prestaron dinero, vamos a tener que estar permanentemente sometidos a su vigilancia. Ellos estarán, todo el tiempo, cuidando el movimiento de nuestra economía, y darán opiniones, presionarán y se quejarán. Eso nos obliga a vivir bajo su escrutinio.

		En el caso del Fondo Monetario Internacional, en el que el acuerdo se obtuvo por la presión política de Estados Unidos, el staff, resentido, se encargará de escudriñarnos para encontrar cualquier mosca que haya en la sopa y solicitar la suspensión de la entrega de dinero a México.

		En el seno de la Comunidad Económica Europea hubo declaraciones exhortando al Fondo Monetario Internacional y a los bancos comerciales a aligerar la carga de la deuda para América Latina. Lo único que ello demuestra es que los europeos son muy buenos para las posiciones retóricas en grandes foros, aunque en el terreno de los hechos sus banqueros son iguales que los norteamericanos y los japoneses.

		El mes de retraso en la firma del acuerdo de estos bancos comerciales nos afectó, obligándonos a mantener una política muy rígida en el terreno monetario, crediticio y fiscal. Pudimos sobrevivir sin tener una pérdida peligrosa en nuestras reservas monetarias, gracias al retorno de capitales, que fue de entre 1 000 y 1 500 millones de dólares en los últimos meses del año, así como a la disminución de las importaciones, el aumento de las exportaciones y la recuperación del turismo. Estos resultados se debieron, precisamente, a que mantuvimos una política rígida de astringencia, obligando a la sociedad a responder para sobrevivir.

		El éxito de la negociación fue completo. Además de que aceptaron otorgarnos el financiamiento fresco, logramos reestructurar a 20 años una cuantiosa parte de la deuda externa. También obtuvimos reducción en las sobretasas y comisiones cargadas por los bancos, lo cual afectó mucho a los bancos pequeños. Ésa fue una de las causas por la que algunos se manifestaron tan reacios a firmar el acuerdo.

		Los bancos pequeños nos pidieron que reconsideráramos nuestra solicitud de disminución en los costos de la deuda, pero nosotros nos mantuvimos firmes, y pudimos sacar el acuerdo adelante. No dudo que esos bancos ya estén formando una reserva para la deuda mexicana, es decir, preparándose para las pérdidas que les pueda significar en sus contabilidades.

		Por otro lado, sabemos que algunos de los bancos más pequeños venden a otros intermediarios parte de nuestra deuda, y lo hacen con un descuento enorme. Sin embargo, nosotros no podemos considerar ese mecanismo como la solución para comprar parte de nuestra deuda a valor de mercado, pues aunque hemos realizado algunas operaciones marginales, no tenemos la cantidad de dinero que se requiere para ello.

		Lo que los bancos sí han visto como conveniente es intercambiar deuda por acciones patrimoniales de empresas mexicanas. Esto ya ha venido ocurriendo, sobre todo en el caso de la deuda privada. Ha sido decisión de los empresarios privados, y el gobierno los ha apoyado por medio del Banco de México y de la Comisión de Inversión Extranjera. Incluso se han creado normas y reglamentos para proceder en esos casos.

		En cuanto a las empresas públicas, el interés de los compradores se ha orientado exclusivamente a las estratégicas, como Pemex, que no estamos en disposición de vender; y no se han acercado al tipo de empresas del que nosotros quisiéramos deshacernos.

		La aceptación por parte de la banca comercial del “seguro contra fluctuaciones en el precio del petróleo” y el “seguro para el crecimiento” generó especulaciones y equívocos. En realidad se pactó que, en principio, en el caso de que el precio del petróleo disminuyera por abajo de nueve dólares, o México no lograra cierto crecimiento de su economía, podríamos solicitar 500 millones de dólares adicionales.

		Fue un acuerdo en principio, lo que no crea obligación alguna. No podía ser de otra manera, pues de lo contrario todos los acreedores solicitarían que en sus préstamos se incluyera un seguro contra la depreciación del producto que representa su mayor ingreso. La confusión estuvo en que se tomó como definitivo lo que sólo era una idea.

		De cualquier manera, lo más significativo de la última ronda de negociaciones fue que al acordar una reestructuración de plazos y costos de la deuda existente y obtener un paquete adicional de financiamiento, logramos un margen de maniobra para manejar la economía. Nuestro máximo logro fue que no incurrimos en el caos que hubiera significado dejar de pagar la deuda. Por otro lado, sin dinero fresco, nos hubiéramos obligado a un presupuesto ultrarrestringido, con los conflictos consiguientes.

		A la luz de esta negociación se entiende más claramente la importancia del Programa de Aliento y Crecimiento, ya que lo anunciamos como puntal a partir del cual realizar la negociación. Ahora tendremos que esperar que lleguen los recursos y camine la economía para cumplir con sus puntos específicos.

		Por ello, el escenario económico más probable para 1987 consiste en un primer semestre muy difícil, pues no habrá una reactivación económica rápida ni será posible bajar la inflación. Por lo mismo, continuarán las tensiones del desempleo y del déficit público.

		Dado que tardaremos en recibir dinero del extranjero o en aumentar nuestra recaudación fiscal, en el primer semestre de 1987 estaremos obligados a sobrevivir con los recursos que obtengamos por la venta de bienes y servicios públicos, esto es, por precios y tarifas.

		En el segundo semestre esperamos que la mayor liquidez produzca el repunte de la actividad económica, con un descenso de la inflación. El déficit será más controlable, porque los requerimientos de financiamiento del gobierno serán menores, lo que nos permitirá bajar intereses y soltar un poco el crédito. Confiamos en que continúe creciendo la exportación y se mantenga la recuperación del turismo. En fin, las perspectivas para el segundo semestre de 1987 son mejores.

		

		
			[1] El Plan Baker, propuesto por el secretario del Tesoro norteamericano James Baker el 8 de octubre de 1985, reconoce que, dadas las dificultades de algunos países para pagar el servicio de su deuda externa, éstos requieren mayores apoyos por parte de las entidades acreedoras, de los organismos financieros internacionales y de los bancos privados. En esencia, sostiene la tesis de “crecer para pagar”.
		

		
			[2] Los Estados Unidos valoraron la independencia de Namibia en el contexto del conflicto Este-Oeste y temieron que, a semejanza de Angola, Namibia se alineara con la URSS. México la valoró en el contexto del derecho que toda nación tiene a su autodeterminación.
		

		
			[3] Este bombardeo fue en represalia por dar refugio y asistencia a grupos terroristas.
		

		
			[4] Se da el nombre de jacobinos a los anticlericales radicales, en alusión al grupo encabezado por Robespierre durante la Revolución francesa [N. del E.].
		

		
			[5] El 18 de diciembre, al terminar la reunión de los grupos de Contadora y de Apoyo en Río de Janeiro, se divulgó un comunicado sobre la creación de un mecanismo de consulta permanente que fue llamado Grupo de los Ocho; cuatro miembros del Grupo Contadora y cuatro del de Apoyo.
		

		

	
		

		_____ QUINTO AÑO _____

		

	
		

		Diciembre de 1986

		

	
		

		Viaje a China y Japón

		

		DEL 28 DE NOVIEMBRE AL 11 DE DICIEMBRE VISITÉ JAPÓN y la República Popular China. La necesidad de viajar a Japón estaba presente desde el principio de mi gobierno, pues esa nación es el segundo socio comercial de México; ocupa el tercer lugar entre las inversiones extranjeras en nuestro país, y es, también, el segundo país acreedor de México.

		Mi visita a Japón había sido originalmente planeada para llevarse a cabo en septiembre de 1985, pero los trágicos terremotos ocurridos en ese mes me lo impidieron. De hecho, ya para entonces los japoneses estaban resentidos, porque había yo viajado a Estados Unidos y a Europa, y todavía no había ido a su país: había ahí una sensibilidad que atender.

		Por otra parte, mi viaje a China fue resultado de la invitación que me hicieron, y tuvo como fin consolidar nuestra relación en el largo plazo. Asimismo, buscó marcar un equilibrio político en nuestras relaciones con el exterior.

		En ambos casos, los propósitos del viaje fueron tanto de carácter económico como político, ya que el acercamiento económico depende de que exista contacto político. Esto es particularmente cierto en Japón, donde existe un sistema corporativo que implica una relación muy estrecha entre gobierno y empresarios. Ello hace indispensable, si se desea consolidar arreglos financieros y establecer más intercambios comerciales, mantener una buena relación con el gobierno.

		Hay aspectos en los que ya nos hemos beneficiado de la relación con Japón: ha aumentado la inversión japonesa en México y existen varios proyectos en desarrollo. Japón tiene actualmente una gran solvencia y liquidez económica y ha demostrado en el curso de las negociaciones sobre deuda externa su buena disposición hacia nosotros. Ello ha influido en la negociación, aunque Japón no sea el país líder en este terreno.

		La delegación mexicana incluyó un reducido grupo de funcionarios públicos de alto nivel y representantes de los empresarios privados de nuestro país. La participación de estos últimos fue muy positiva, pues hicieron ante sus contrapartes un elogio de la política económica de México y se manifestaron muy solidarios con mi gobierno.

		Es claro que no hemos sabido aprovechar el potencial de la Cuenca del Pacífico. Nuestra limitada capacidad dentro de las relaciones exteriores nos obliga a ser selectivos y, por lo pronto, tenemos que orientar nuestro esfuerzo hacia Japón, que es el país más importante del área.

		

	
		

		Negociaciones salariales: desempleo y salarios reales

		

		El 10 de diciembre tuvo lugar una reunión interinstitucional, pues existía gran confusión respecto a la magnitud del desempleo en el país. Las estimaciones realizadas por el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, por una parte, y por el Congreso del Trabajo y el sector patronal, por la otra, presentaban grandes discrepancias. Mientras el primero hablaba de 50% de desempleo, los segundos lo evaluaban entre 14 y 18 por ciento.

		En realidad resulta muy difícil, en las circunstancias en que nos encontramos, conocer las cifras reales del desempleo, sobre todo porque ha crecido de manera espectacular el subempleo. Además, las formas de medición del empleo también se han vuelto más imperfectas, ya que la gente dejó de registrar adecuadamente a los trabajadores en el Seguro Social o en alguna otra instancia administrativa. Sin embargo, lo que hay que reconocer es que en el segundo semestre de 1986 hubo un decrecimiento del empleo.

		La magnitud del desempleo y la disminución de los salarios reales están provocando una situación muy difícil en el país. Cada día las tensiones se hacen mayores, porque el deterioro del salario real es enorme. Yo aprecié el crecimiento de esas tensiones tanto en declaraciones públicas como en las opiniones que me expresaron empresarios, líderes obreros y funcionarios gubernamentales. Estamos llegando a una situación crítica: la lumbre nos está llegando a los aparejos.

		La posibilidad de aumentar el nivel del empleo o el salario real en el próximo año depende de cómo se mueva la economía, esto es, de si realmente logramos un crecimiento. En todo caso, sabemos que éste no ocurrirá sino hasta el segundo semestre de 1987. De cualquier forma, la reactivación económica permitirá el repunte del empleo, pero difícilmente hace previsible la recuperación del salario real; en todo caso, su demérito será menor.

		Esto nos demuestra que la capacidad del Estado para redistribuir el ingreso por medio del salario y otros instrumentos como los impuestos, los subsidios o el gasto social, es mucho menor si hay estancamiento de la economía y peor todavía si hay decrecimiento. Por eso, hemos llegado a una situación en la que es indispensable volver a crecer, pues, en última instancia, el principal elemento de redistribución del ingreso es el empleo. Tenemos que reconocer que aunque la expansión de los servicios de salud, educación, vivienda o infraestructura física beneficia al conjunto de la sociedad, la mayoría de las prestaciones están relacionadas con el grupo que tiene empleo.

		De manera que la situación de decrecimiento económico que hemos vivido este año limita tremendamente el margen de maniobra del gobierno para redistribuir el ingreso. Concretamente, tenemos que reconocer que esta crisis ha significado una redistribución negativa del ingreso.

		La situación nos ha obligado a tratar de racionalizar los beneficios de la política social. Hemos actuado sobre el área de los subsidios, porque tal como existían no siempre beneficiaban a aquellas personas a quienes estaban destinados. Por tanto, hemos transferido los subsidios de los intermediarios a los consumidores. Un buen ejemplo de ello es el de la tortilla. Ahora, en lugar de subsidiar a los nixtamaleros, subsidiamos directamente a los consumidores de tortillas, mediante los bonos que se distribuyen a la población de las áreas marginadas.

		Otro fenómeno igual es el de la leche rehidratada que manejamos por medio de la Conasupo. Sin embargo, vale la pena destacar que entre 1981, el momento de mayor auge de nuestra economía, y el año pasado, el nivel de subsidios de la Conasupo ha disminuido en 10 por ciento.

		Ahora bien, ante la pérdida de su poder de compra, los trabajadores han tratado de ampliar su gama de prestaciones económicas y sociales. Esta medida me parece aceptable sólo de manera transitoria, pues encuentro en ella dos efectos negativos: en primer lugar, erosiona la base fiscal, puesto que estas prestaciones no están sujetas a impuestos. En segundo, quienes son capaces de conseguir estos beneficios forman parte de un grupo muy limitado de trabajadores que pertenecen a los grandes sindicatos.

		También hemos actualizado y tratado de agilizar el proceso de toma de decisiones para fijar los salarios mínimos. Eliminamos las 67 subcomisiones regionales de la Comisión Nacional de Salarios Mínimos, porque jamás actuaron de manera autónoma, sino que se mantenían pendientes de las consignas obreras, empresariales y del gobierno, esto es, no eran más que un trámite ocioso que retrasaba las cosas.

		La forma y la sustancia del último proceso de revisión de salarios mínimos, que nos condujo a fijar un aumento de emergencia el 20 de octubre, me demostraron que los líderes tanto de las organizaciones obreras como de las patronales tienen una actitud de colaboración. Esto es cierto a pesar de que, al final, los patrones fueron demasiado rígidos y centraron sus discusiones en décimas de puntos.

		En resumen, puede decirse que los patrones quisieron dialogar directamente con los trabajadores, en tanto que los trabajadores querían la intervención del gobierno. La realidad es que la falta de práctica en el diálogo directo entre patrones y trabajadores es de tal magnitud que finalmente tienen que recurrir al gobierno, porque sus intentos no los conducen a ninguna parte. De cualquier forma, yo aprecié que, en general, el liderazgo empresarial es de menor calidad que el de los trabajadores.

		

	
		

		Enero de 1987

		

	
		

		Recuento de 1986 y perspectivas para 1987

		

		TODOS LOS AÑOS DE MI GOBIERNO HAN SIDO DIFÍCILES. Haciendo memoria, baste recordar que en 1983, en medio del desprestigio que nos legó el gobierno de López Portillo, tuvimos que enfrentar la espantosa necesidad de reconocer la dimensión de la crisis económica en que estábamos inmersos, con la consecuente desmoralización. Atravesamos ese año en medio de resquemores y dudas sobre la viabilidad del gobierno. Enfrentamos la presión obrera, con su amenaza de huelga general, así como manifestaciones constantes en la calle. Fue un año que vivimos en estado de sobresalto permanente y en el que, sin embargo, enderezamos significativamente la economía del país: el déficit público bajó de 18 a 8 por ciento.

		Mil novecientos ochenta y cuatro empezó bien, pero, sin darnos cuenta, en el segundo semestre perdimos el control de la economía. Por ello, empezamos 1985 con una economía descompuesta. Desde los primeros meses tuvimos que comprimir el gasto público, tanto para controlar el proceso inflacionario como para hacer frente a los primeros descensos en los precios del petróleo. En julio, junto con otras medidas económicas muy difíciles, redujimos el tamaño del sector público.

		Éstas no fueron las únicas dificultades en ese año; también tuvimos que enfrentar las expectativas de un gran triunfo panista en las elecciones para diputados federales, con la consecuente necesidad de luchar contra el supuesto debilitamiento del PRI. A ello se añadieron los trágicos sismos de septiembre, con su secuela de muerte, desánimo y problemas por resolver.

		Entramos a 1986 habiendo doblegado el crecimiento panista, autodenominado desde 1983 “la ola azul”. Los panistas vieron frustradas sus expectativas de éxito en la contienda electoral por la gubernatura de Chihuahua.

		Mil novecientos ochenta y seis fue un año que requirió muchas decisiones importantes. Las más trascendentes fueron las relativas al manejo de la crisis económica, la cual se vio agravada por la dramática caída de los precios del petróleo y la cerrazón inicial del mundo financiero internacional, que nos secó la fuente de préstamos.

		Además de enfrentar en este terreno decisiones difíciles sobre gasto, precios y tarifas, tipo de cambio y tasas de interés, tuve que soportar el problema derivado de la rebeldía del secretario de Hacienda, Jesús Silva Herzog. Su relevo fue importante en el proceso de renegociación de la deuda, pues los norteamericanos vieron que estaba yo dispuesto a ser firme y los secretarios de Estado tomaron nota de que la sangre podía llegar al río.

		Otras situaciones en extremo conflictivas fueron las negociaciones para mantener la contención salarial, las nominaciones y elecciones de 13 gobernadores, el manejo de nuestra relación con Estados Unidos, el avance de la reconstrucción posterior al sismo, así como la necesidad de seguir empujando la apertura comercial y el ingreso de México al GATT.

		En 1986 la relación con los diversos grupos sociales fue tirante, pero nunca explosiva. Nuestra relación con los obreros no se salió de cauce: no tuvimos ningún conflicto obrero grave. En el campo vivimos problemas en algunas zonas, como las protestas activas para obtener mejores precios de garantía, que nunca nos permitieron olvidar que la situación del campo podría volverse explosiva si dejamos de canalizarle dinero. Sin embargo, el hecho es que no tuvimos ningún conflicto agrario mayor.

		La relación con los empresarios fue mixta. Siguió habiendo derechistas que manifestaron una oposición radical al gobierno, lo que no dejó de ser irritante. Para los voceros de la Coparmex y de alguna manera los de la Concanaco, los avances de la reprivatización son insignificantes. Los otros empresarios han sido más moderados. No tuvimos ningún conflicto regional con este sector, y sabemos bien que los dirigentes nacionales no reflejan la actitud de los empresarios de provincia, que están más dispuestos a reconocer que hemos salvado en gran medida la planta productiva.

		Los medios de comunicación continuaron su intento de escandalizar a la opinión pública para vender más, pues el hecho es que venden menos. Yo creo que la circulación de los periódicos ha bajado 50% aproximadamente. Ello se debe a que los insumos para una circulación amplia son muy costosos y también a que la gente compra menos.

		Nuestras relaciones con Estados Unidos fueron tirantes, pero realmente en ningún momento explosivas. Nosotros, por táctica, a veces exageramos el nivel de conflicto. La realidad es que esa relación conflictiva con Estados Unidos es permanente. Vale la pena comentar que, en el curso del año pasado, sobre todo después de que se fue Silva Herzog, los norteamericanos reconocieron que hemos avanzado mucho en el saneamiento de nuestras finanzas. Sin embargo, su actitud, también por táctica, es la de presionarnos para que hagamos más, lo que sin duda creó momentos muy desagradables.

		Los partidos de oposición siguieron caracterizándose por su incapacidad para el diálogo. El PAN se radicalizó en este año. Creció el neopanismo con propensión a la violencia. Su discurso se hizo más agresivo y duro. Por ello, a pesar de ser la segunda fuerza electoral del país, no puede ejercer influencia sobre el sistema político, ya que cuando sus dirigentes vienen a verme, lo único que hacen es recetarme lo mismo que dicen en la calle.

		El acercamiento del PAN a los grupos conservadores de Estados Unidos es evidente. Sin embargo, ese partido tuvo un avance importante en la votación en Chihuahua, donde logró grandes movilizaciones. En Sinaloa no ocurrió lo mismo, porque su candidato Manuel Clouthier se desgastó con una actitud muy grosera.

		El PDM, que es la otra fuerza de derecha, sólo tiene influencia regional. Sus militantes son auténticamente violentos, pero no lograron aumentar la votación a su favor. La izquierda continúa con su agresión sistemática a todo, salvo a la política exterior. De hecho sus partidos tuvieron una pérdida electoral, pues han sido incapaces de hacerse más atractivos. En el fondo, y afortunadamente, los partidos de oposición desaprovecharon la crisis.

		El PRI se reanimó mucho con la victoria de Chihuahua. Está más consciente de los nuevos retos, se ha movilizado más y está actuando con más cuidado. Sin embargo, como durante años la oposición creció a costa del PRI y éste perdió prestigio y credibilidad en esa entidad, el resultado de las elecciones fue puesto en duda. La polarización entre panistas y priistas en Chihuahua requiere urgentemente una reconstrucción política a fondo, a fin de evitar problemas en las elecciones federales de 1988.

		Otro problema que debemos enfrentar en Chihuahua es la alianza abierta del clero y el PAN. No cabe la menor duda de que los obispos de Chihuahua y Ciudad Juárez son abiertamente militantes panistas. Para comprobarlo baste leer los documentos básicos que han firmado, como “talleres para la democracia”. En ellos, además de los argumentos panistas tradicionales, atacan los artículos 3º y 130 constitucionales.

		La Iglesia es heterogénea: está dividida. Sin embargo, el común denominador entre la Iglesia del norte y la del sureste, que es de izquierda, consiste en que ambas promueven temas que son conflictivos frente al Estado, esto es, que conciben la denuncia como parte de su “misión”.

		En Veracruz la campaña del PRI se desarrolló bien. En Puebla, muy bien. En Aguascalientes estuvo bien manejado el proceso, aunque en Calvillo tuvimos un problema con los sinarquistas. En Durango sí ocurrieron cosas indebidas: la CTM se hizo cargo del proceso electoral y el centro fue incapaz de controlar la situación. En Tamaulipas tuvimos conflicto por plazas, particularmente con el PARM, pero nada muy grave. Como diría el profesor Olivares Santana, en Laredo y Matamoros tuvimos situaciones “desaseadas”.

		No puedo negar que hay muchos aspectos de lo ocurrido en 1986 que me dejaron insatisfecho. En primera instancia, el alza de la inflación y la reducción del salario real y del consumo. Sin embargo, en conjunto, terminó el año con un sabor de boca positivo, ya que ante una situación dramática que pudo habérsenos escapado de las manos, haciendo que el país cayera en bancarrota, supimos manejar con gran habilidad las circunstancias. Demostramos con ello que los años de crisis nos han enseñado a manejar situaciones por demás conflictivas. La prueba es que la inflación, si bien subió a 105%, no se disparó de manera incontrolada, como tampoco se dieron quiebras en cascada con el consecuente desempleo masivo. Incluso, aumentaron las reservas del Banco de México.

		La mejor forma de medir lo logrado en 1986 es el espíritu con el que empieza 1987; es decir, que tanto a finales de 1986 como al inicio de este año estamos viviendo un fenómeno importante: el regreso de capitales mexicanos radicados en el extranjero. Si bien esto todavía es incipiente, ha regresado el capital necesario para mantener la economía caminando y están aumentando las inversiones. Vemos en ello un signo de confianza, un signo de reconocimiento al hecho de que pudimos superar circunstancias dramáticas y logramos encaminar el país por un sendero de recuperación.

		La perspectiva para 1987 es borrosa, aunque hay signos positivos como el aumento del precio del petróleo, la resolución del paquete financiero externo y una mejor relación con Estados Unidos. Además, ya existe mayor aceptación del concepto de cambio estructural, que al principio era tan poco entendido. Ahora hay más apoyo a la reconversión, la descentralización y la apertura comercial. Finalmente, el proceso sucesorio se está manejando en un ambiente de adaptabilidad y trabajo.

		En esta última cuestión yo he querido ser más ortodoxo y sobrio que otros presidentes. La consecuencia es que la gente está más animada. Ha habido un gran movimiento en la Bolsa de Valores y las acciones patrimoniales de los bancos se han vendido sin ningún problema. Nuestra meta para 1987 es que la inversión privada aumente 15% y que el gobierno también dé un impulso real a la inversión en otro 15 por ciento.

		

	
		

		Partido Revolucionario Institucional:

		cambios en preparación para la sucesión presidencial

		

		El 8 de enero de 1987, durante una reunión extraordinaria del Consejo Nacional del PRI, se anunciaron importantes nombramientos en el Comité Ejecutivo Nacional del partido. Entre ellos destacaron el de Humberto Lugo Gil, quien fue elegido para la Secretaría General; Carlos Torres Manzo, en la dirección del IEPES, y Alejandro Carrillo Castro, en la presidencia de su Consejo Consultivo.

		También se dio a conocer la creación del Consejo Consultivo como nuevo órgano de asesoría del CEN, para el que se nombró a algunos ex gobernadores como Tulio Hernández, José Guadalupe Cervantes Corona y Griselda Álvarez, así como a otros antiguos consultores del partido, como José Iturriaga, Javier Wimer Zambrano, José Andrés de Oteyza, Enrique Díaz Ballesteros y Fernando Rafful.

		Durante la reunión del consejo priista también se anunció que Jorge de la Vega y su nuevo grupo de colaboradores realizarían un recorrido por todo el país en un proceso de auscultación y consulta, que serviría de base para la selección del candidato priista. Por último, se aprobó la convocatoria a la XIII Asamblea, cuyos trabajos reforzarán los preparativos del partido para el inminente cambio de gobierno.

		Estos cambios fueron resultado de pláticas que sostuve con Jorge de la Vega desde que tomó posesión. En esa ocasión, sólo hizo los cambios que consideró necesarios para su desarrollo: puso en la Dirección de Prensa a Dionisio Pérez Jácome y en la Oficialía Mayor a Antonio Murrieta.

		Sin embargo, como es tradicional cuando entra un nuevo presidente del partido, De la Vega comenzó a tratarme la conveniencia de realizar ciertos cambios en sus cuadros fundamentales. Yo veía que él los entendía como necesarios para demostrar su fortaleza y el apoyo que tenía del Presidente, pero los pospuse unos meses, pues sabía que destaparían la idea de la movilización para la sucesión presidencial.

		Durante esas pláticas, yo le señalé a Jorge algunas directrices generales. Le dije que quería políticos jóvenes y viejos, que quería la incorporación de ex gobernadores, en fin, que quería un partido en el que se diera una gran composición política, pues había llegado el momento de dar esperanzas a todos aquellos que quieran tenerlas.

		Abrir las puertas del partido en el año preelectoral tiene por objeto sumar en torno suyo a distintos grupos y tipos de gente. Es el momento de hacerlo, para contrarrestar las críticas que se me han hecho en el sentido de que mi gobierno está cerrado a la gente que no es de mi grupo. La propuesta no incluía abrir mi gabinete o mi agenda, en los que seguí y seguiré la línea de acción que encuentro más eficaz.

		Es importante despertar las esperanzas de todos para evitar cualquier conato de rebeldía, porque es cierto, como dicen, que “los políticos desocupados son más peligrosos que los guerrilleros en armas”. Puedo abrirme a todas las corrientes y a todos los grupos, porque ya se ha consolidado mi poder; además, ya han pasado la mayoría de los procesos electorales.

		Esta decisión fue la que me llevó a escoger a Jorge de la Vega cuando tuve que sustituir a Adolfo Lugo Verduzco, ya que Jorge tiene conocimientos muy amplios de la clase política. Así, en cada momento y de acuerdo con los objetivos que me he propuesto, me resulta útil gente de diferente naturaleza.

		Jorge, además, es mi amigo desde que éramos estudiantes. Caminamos las mismas veredas y en ellas nos encontramos muchas veces, sin que jamás hubiera entre nosotros conflictos personales o políticos. Por ello tengo confianza en De la Vega en este momento.

		Espero que con estos cambios se ponga en movimiento el partido, esto es, que sus dirigentes provoquen una gran movilización que lo prepare para la próxima elección. Espero también que el partido siga apoyando al gobierno.

		Sin embargo, ello no significa que nos apartemos del curso ideológico o estatutario que hemos seguido hasta ahora. En la XII Asamblea se modificaron los documentos fundamentales del partido para incorporarles mis tesis políticas, y se dio un paso significativo al revisar la forma en que se seleccionarían los candidatos a las presidencias municipales. Para la XIII Asamblea, el trabajo ideológico y doctrinario será menor. Aparte de ciertos ajustes al programa de acción y a los estatutos, pensamos dar un segundo paso al ampliar a las diputaciones locales el mecanismo de selección de candidatos mediante consultas entre los miembros del partido.

		Es difícil prever qué problemas se le pueden presentar al próximo candidato por iniciar su campaña con un PRI muy fuerte y consolidado. Lo que sí sé es que conviene evitar los problemas que yo tuve cuando fui nominado candidato y encontré a un presidente del partido enojado, porque se habían frustrado sus propias expectativas presidenciales, y a un PRI bofo y desorganizado.

		No existen reglas que determinen la relación entre el partido y el candidato. Esto varía en cada caso. Así, Luis Echeverría hizo su campaña con Alfonso Martínez Domínguez, quien estaba en la presidencia del partido desde antes de la nominación de Echeverría. José López Portillo eliminó a Jesús Reyes Heroles del partido, sustituyéndolo por Porfirio Muñoz Ledo; a Augusto Gómez Villanueva lo ubicó en la Secretaría General, y a Julio Rodolfo Moctezuma en la dirección del IEPES.

		Como preparación para la XIII Asamblea, el partido organizó, entre el 21 y el 23 de febrero, 32 reuniones de trabajo en toda la República, así como una “Jornada de información y análisis” de la política social del gobierno, cuyas sesiones tuvieron lugar los días 21 de enero y 3, 10, 11 y 24 de febrero. Durante dicha jornada, los titulares de las secretarías de Educación Pública, Salud, Agricultura y Recursos Hidráulicos, Desarrollo Urbano y Ecología, así como del Instituto Mexicano del Seguro Social, Miguel González Avelar, Guillermo Soberón, Eduardo Pesqueira, Manuel Camacho Solís y Ricardo García Sáinz, respectivamente, comparecieron ante un grupo de miembros del PRI para informarles sobre la problemática de sus sectores.

		En estas reuniones de trabajo, los expositores también contestaron diversas preguntas e inquietudes de sus copartidarios respecto a los avances en las áreas de su competencia.

		Esta jornada de información, que constituyó una innovación en la actividad del PRI, tuvo por objeto abrir la baraja de los funcionarios manejados como posibles precandidatos a la Presidencia de la República, ya que desde el año pasado el abanico se había cerrado a sólo cuatro nombres: Bartlett, Del Mazo, González Avelar y Salinas. De éstos, González Avelar no había comparecido públicamente, lo que le restaba presencia frente a los otros. Desde mi punto de vista, entre más nombres se manejaran, mejor.

		El objetivo central no se cumplió, pues no se amplió el número de “presidenciables”. De cualquier forma, el esfuerzo sirvió para que se viera que el PRI está en movimiento. Lateralmente, me pareció conveniente aprovechar esta jornada para destacar la política social de mi gobierno, que ha sido criticado como demasiado “economicista”.

		El tema de la sucesión presidencial ya está presente en el ánimo de todos. Así, el 19 de enero, durante la Asamblea de la CTM, varios líderes obreros declararon que el candidato debía ser un político que protegiera el salario y el empleo. Esta estrategia de la CTM para conseguir más puestos de elección para sus miembros es tradicional. Ellos consideran que ha llegado el momento de hacerse sentir lanzando críticas y presionando.

		Este método les ha funcionado. En el Senado han ganado plazas; actualmente cuentan con cerca de 17 senadores. También tienen dos gobernadores, número similar al que yo encontré cuando llegué a la Presidencia. López Portillo me dejó a Rafael Camacho Guzmán en Querétaro y a Emilio González Martínez en Nayarit, y yo dejo a Abelardo Carrillo Zavala en Campeche y a José Ramírez Gamero en Durango.

		

	
		

		Mis colaboradores: reunión del gabinete

		

		El 12 de enero me reuní, como es rutina a principios de año, con todos los miembros de mi gabinete. La reunión sirve para darle cohesión al grupo y para informar a la opinión pública. Sin embargo, lo más importante es crear un espíritu de cuerpo, la sensación de que hay un verdadero diálogo entre el Presidente y los secretarios.

		La diseñé, al igual que el año pasado, de manera que cada uno de los secretarios informara sobre lo realizado en su área y sobre sus perspectivas para el año que iniciamos. Es importante que los secretarios proyecten, tanto entre ellos como hacia afuera, la sensación de que estamos trabajando, en especial en este año preelectoral.

		Lo dicho en la reunión se publicó cabalmente en un folleto de la Dirección de Comunicación Social de la Presidencia de la República. Realmente no lo expurgamos, salvo por los halagos que me hicieron y que pedí a Manuel Alonso que eliminara para no dar una mala impresión.

		Percibo entre los secretarios un fenómeno muy especial: todos quieren darle ánimos y fortaleza al Presidente en el año preelectoral. Ello se debe a que quieren que siga manejando con claridad y firmeza el país, y que pueda tomar la decisión requerida en el contexto de un proceso sucesorio ordenado.

		También es evidente que los “interesados” del gabinete están haciendo todo lo posible por mejorar su imagen ante el Presidente de la República. Sin embargo, por la experiencia que yo tuve en los dos sexenios anteriores, en los que pude estar cerca del proceso de toma de decisiones, siento que en esta ocasión los secretarios están más tranquilos y más disciplinados que en ocasiones anteriores.

		El mensaje central de mi participación fue que tenemos que continuar trabajando en equipo, mantener un gobierno activo y perseverar en las políticas que nos hemos propuesto. En general, creo que los secretarios quedaron contentos con la reunión.

		

	
		

		Gobernadores: reunión con el gabinete legal

		

		El 21 de enero me reuní con los gobernadores y el gabinete legal. La reunión fue buena. Publicamos un folleto al respecto. En ella hablaron los siguientes funcionarios: Manuel Bartlett, de Gobernación; Carlos Salinas, de Programación; Gustavo Petricioli, de Hacienda; Arsenio Farell, del Trabajo; Eduardo Pesqueira, de Agricultura; Miguel González Avelar, de Educación; Manuel Camacho Solís, de Desarrollo Urbano, y Rafael Rodríguez Barrera, de la Reforma Agraria. Yo pedí, fuera de programa, que hablaran también Héctor Hernández, de la Secofi, y Alfredo del Mazo, de la SEMIP.

		En cuanto a los gobernadores, cuatro intervenciones fueron inducidas. Esto se preparó así porque a veces se inhiben y no hablan. Después de los oradores programados, otros intervinieron de manera espontánea. La reunión permitió que se expresaran con bastante soltura. En ese sentido fue agradable y quedaron contentos.

		Propusimos para que hablaran a Genaro Borrego, de Zacatecas, sobre el tema de la política interior; a Francisco Labastida, de Sinaloa, sobre política económica; a Fernando Baeza, de Chihuahua, que hizo mal su papel porque sólo habló de su entidad; a Elías Zamora, de Colima, quien se limitó a dar las gracias por todo lo que se ha hecho por Colima, y a Heladio Ramírez, de Oaxaca, que se refirió a la política social.

		Se soltaron después Guillermo Rosell, de Hidalgo, quien se limitó a halagarme, aunque apuntó algunas ideas; Alejandro Cervantes, de Guerrero, para despedirse; Rodolfo Félix Valdés, de Sonora, quien hizo una propuesta muy concreta y efectiva sobre el reparto de participaciones a los estados.

		Además, Rafael Corrales Ayala, de Guanajuato, comentó, porque yo se lo sugerí, que había inquietud en los estados sobre la reconversión industrial; Abelardo Carrillo, de Campeche, pidió más dinero; Fernando Gutiérrez Barrios, de Veracruz, manifestó su solidaridad absoluta con el Presidente de la Republica; Miguel Ángel Barberena, de Aguascalientes, hizo una intervención bastante bien armada, al igual que el michoacano Luis Martínez Villicaña.

		Al terminar la reunión, les dije que se habían tratado muchos temas, por lo que no me era posible responder a todos. Señalé que tomaba nota de lo que ahí se había dicho y, como pensaba que la pregunta en torno a la reconversión industrial era interesante, pedí a Héctor Hernández y a Alfredo del Mazo que hicieran uso de la palabra.

		Héctor Hernández fue muy corto y Alfredo del Mazo fue bastante más extenso, aprovechando el foro para promoverse. Mi mensaje final consistió en señalar que teníamos que activarnos políticamente para preparar los procesos electorales. Les dije que quería una gran movilización, para lo que les pedía su cooperación.

		En general, el promedio de los gobernadores es bueno. Destacan Rodolfo Félix Valdés y Fernando Baeza. Lo está haciendo bien Jorge Treviño, de Nuevo León, aunque es un poco mañoso y tiene un tono medio suave. Genaro Borrego lo está haciendo muy bien y Heladio Ramírez también. Alfredo Baranda, del Estado de México, ha hecho muy buen interinato. El tabasqueño Enrique González Pedrero es un buen elemento. Enrique Álvarez del Castillo es habilísimo para resolver el problema de los jaliscienses. Lauro Ortega, con todo y sus cosas pintorescas, tiene a Morelos moviéndose, y el hidalguense Guillermo Rosell, contra todas las expectativas, ha resultado activo.

		Mariano Palacios también lo ha hecho muy bien en Querétaro. Tulio Hernández lo hizo bien en Tlaxcala, aunque con algunas fallas. Luis Martínez Villicaña está resolviendo conflictos que le heredó Cuauhtémoc Cárdenas, quien duplicó la burocracia y le dejó las finanzas en pésimo estado.

		Alejandro Cervantes es cumplidor; se mantuvo los seis años, lo que ya es un récord en Guerrero. Pedro Joaquín Coldwell, de Quintana Roo, es muy bueno. Guillermo Jiménez Morales fue un buen gobernador, aunque ya Mariano Piña Olaya está encontrando problemas de descuido en la administración de justicia, así como una atención desequilibrada entre la capital poblana y el resto del estado. Rodolfo Landeros, de Aguascalientes, fue un buen gobernador. Xicoténcatl Leyva inició fallando, pero ahora tiene bien a Baja California, lo tiene progresando. Alberto Alvarado Arámburu, de Baja California Sur, ha sido un buen gobernador, ha realizado cosas como el Plan Hidráulico y el de comunicaciones; ha arreglado La Paz y ha impulsado Los Cabos.

		Nuestro lunar es el potosino Florencio Salazar. Antonio Toledo Corro, que acaba de dejar la gubernatura de Sinaloa, tiene sus claroscuros y los oscuros son muy oscuros. José de las Fuentes, de Coahuila, ya no está tan mal como antes. En general, hay muchos que van más allá de un mero cumplimiento de su deber. Yo les pondría una calificación promedio de 8.5 sobre 10.

		El que tengamos buenos gobernadores es fundamental, porque éstos son cada vez más importantes y, en consecuencia, determinan el clima de la entidad.

		

	
		

		Centroamérica:

		contexto para el surgimiento del Plan Arias

		

		Los días 19 y 20 de enero, el Grupo de los Diez, compuesto por los cancilleres de Contadora, los cancilleres del Grupo de Apoyo y los secretarios generales de la ONU y la OEA, realizaron una gira por el istmo centroamericano, para mantenerse en contacto directo con la región.

		Esta gira se acordó en noviembre de 1986, durante la reunión del Grupo de los Ocho en Río de Janeiro. Su objetivo fue reanimar el proceso de Contadora e involucrar más a la ONU y a la OEA. Aglutinar y concientizar para acelerar el proceso pacificador era nuestra meta. Cabe decir que el secretario general de la OEA, João Bahena, actuó con valor al aceptar la invitación, pues todo el esquema irritaba mucho a los norteamericanos.

		La impresión general que obtuve de este grupo, por lo que me comentaron durante una cena que les ofrecí en mi casa, fue que los gobiernos centroamericanos tienen una calidad lamentable, que no existe voluntad política de arreglo, que algunos grupos de poder en estos países están lucrando con la guerra, sea política o económicamente.

		Añadieron que los gobiernos de Costa Rica, Honduras y El Salvador se portaron de una manera muy engañosa, pues una cosa les platicaban en los salones y otra aparecía en los boletines de prensa. A los sandinistas los calificaron, de nuevo, de rígidos e inmaduros. Esta consideración se funda en que han desaprovechado oportunidades para abrir espacios de negociación, han exagerado la retórica y el insulto, y han caído en pleitos que, cuando menos vistos a cierta distancia, parece que hubieran podido matizarse: pleitos con los empresarios, con la prensa, con la Iglesia. La pretensión de los sandinistas de formar una Iglesia Nacional tiene, desde luego, la oposición de la jerarquía eclesiástica, pero aparentemente cuenta con cierta simpatía entre el clero medio. Me comentaron que Guatemala es el país más digno de todos.

		El sabor de boca de los cancilleres es muy pesimista; piensan que tal vez se trate de una situación como la del Medio Oriente, en que se mantiene de manera prolongada una violencia baja. Sin embargo, todos coincidieron en la necesidad de continuar con el esfuerzo del Grupo Contadora, para que, cuando las cosas sean propicias, ya que por el momento parecían no serlo, se conservasen abiertas posibilidades de diálogo. Esto podría dilatar uno, dos o tres años.

		Resultó muy impresionante la dureza con que el Grupo de los Diez calificó a los gobiernos centroamericanos. También hablaron de los graves niveles de pobreza en las calles de Nicaragua, Honduras y El Salvador. Encontraron que el peor de los gobiernos es el de Honduras. José Azcona incluso cometió groserías de tipo personal, como no saludar al representante de la OEA.

		Comentaron que José Napoleón Duarte es un hombre bien intencionado, pero que está muy débil políticamente. En general, percibieron en Honduras, Costa Rica y El Salvador un fuerte rechazo al gobierno de Managua. Le tienen desconfianza, porque lo consideran comunista.

		Al respecto, el presidente Óscar Arias me expresó durante su visita a México, el 26 y 27 de febrero, que Costa Rica se sentía defraudada por los sandinistas, pues después de ayudarlos a derrocar a Somoza, habían formado un gobierno dictatorial totalmente alineado con la Unión Soviética y Cuba. Se quejó amargamente de que los países vecinos están sufriendo las consecuencias, dada la enorme cantidad de emigrantes nicaragüenses que les llegan, creando problemas sociales, económicos y de seguridad.

		La conclusión de la gira realizada por el Grupo de los Diez fue reconocer que la carencia de voluntad política de Estados Unidos impide alcanzar el entendimiento necesario para lograr la paz. También se reconoció que la capacidad de Contadora y del Grupo de Apoyo para modificar en el corto plazo esa voluntad política es prácticamente nula. Contadora no influye sobre la opinión del gobierno norteamericano; ahí sólo cuentan las fuerzas internas y la situación real. Contadora tiene cierto peso entre algunos miembros del Partido Demócrata y de los sectores más liberales de la sociedad norteamericana. Ya en estos momentos son los mismos norteamericanos quienes están llegando a la conclusión de que la estrategia de Reagan en Centroamérica no está dando resultados.

		La irritación norteamericana por nuestra acción en Centroamérica se hizo evidente el 23 de enero, con la acusación que hizo Elliot Abrams, el subsecretario para Asuntos Latinoamericanos del Departamento de Estado, en el sentido de que los gobiernos de México y de Perú son de tendencias izquierdizantes. Cómo surgió esta declaración es confuso. Abrams dijo que lo citaron mal y Shultz aseguró que no autorizó que se hiciera una declaración de esa naturaleza.

		Cuando a los pocos días se efectuó la reunión binacional México-Estados Unidos, el señor Abrams no participó en ella, pues había sido enviado a Costa Rica. Esto se entendió como un esfuerzo de los norteamericanos por suavizar la situación. Fue como si nos hubieran dado una rama de olivo.

		El martes 21 de enero salió Sepúlveda hacia Estados Unidos, unos días antes de la reunión binacional, a fin de platicar con Walter Vernon, embajador en las Naciones Unidas, y con George Shultz. Yo impedí que la Cancillería mexicana enviara una nota de protesta con motivo de las declaraciones de Abrams, que ya tenía preparada, porque me pareció que no creaba un buen piso para la reunión binacional. Consideré que era mejor tratar este asunto en forma personal.

		El resultado fue positivo, porque las conversaciones de Sepúlveda con Shultz y con Vernon se dieron en un tono suave y positivo. No se trataron con rigidez los asuntos relativos a la votación de México en las Naciones Unidas o a su posición respecto a Centroamérica.

		Los norteamericanos, como resulta evidente, están buscando impulsar negociaciones entre Honduras, El Salvador y Costa Rica, a fin de formar un bloque centroamericano que excluya a Nicaragua y se enfrente a Contadora. Se trata de crear un bloque centroamericano consolidado que obligue a Nicaragua a ceder.

		Este objetivo norteamericano se ha logrado con Honduras y El Salvador. El presidente Arias de Costa Rica ha tomado una vertiente diferente. Ya manifestó su repudio a los “contras”: acepta que es imposible negociar con ellos. Naturalmente, esto ha irritado —según me comentó el mismo Arias— a los Estados Unidos.

		Nuestra diferencia fundamental con el Presidente de Costa Rica consiste en que él piensa que Contadora debe presionar a Nicaragua para que se democratice, y nosotros no podemos aceptar eso, porque, como le expliqué, la tradición de la política exterior mexicana se fundamenta en la no intervención y el respeto a la autodeterminación de los pueblos. Además, sobreestima la influencia de México, pues en muchas ocasiones les he hecho recomendaciones a los sandinistas que ellos han ignorado. En Costa Rica ven las cosas de una manera diferente; ahí no existen sentimientos antinorteamericanos y el resentimiento que hay es contra los sandinistas.

		Entre el 6 y el 9 de febrero Philip Habib, embajador especial de los Estados Unidos para Centroamérica, hizo un viaje por Europa con el fin de disuadir a los miembros de la Comunidad Económica Europea de enviar delegados a la reunión de cancilleres que tendría lugar en Guatemala los días 9 y 10 de febrero. Habib logró que muchos europeos no vinieran, lo que debilitó aún más el proceso de pacificación promovido por el Grupo Contadora.

		Sin embargo, la reunión sirvió para mantener viva la idea de Contadora en la Comunidad Europea. Si bien esto no tiene resultados concretos, cuando menos mantiene el principio de que los europeos deben tener una actitud comprometida frente al problema centroamericano.

		El 15 de febrero, el mandatario costarricense se reunió en la ciudad de San José con los presidentes de El Salvador, Guatemala y Honduras, para presentarles oficialmente su propuesta de paz para Centroamérica, que desde entonces sería conocida como el Plan Arias. En esa reunión, los cuatro dirigentes expresaron su convencimiento de que la solución a los problemas de la región debía provenir de ella misma y manifestaron su disposición de llegar a un acuerdo.

		Para entonces la propuesta costarricense, que llevó el título de “Procedimiento para establecer la paz firme y duradera en Centroamérica”, había evolucionado y generalizaba para todos los países centroamericanos los compromisos que originalmente planteaba sólo para Nicaragua.

		En la reunión de San José, los países participantes aceptaron que no sería posible la pacificación regional sin la presencia de Nicaragua, que no había sido invitada al encuentro. Por tanto, decidieron convocar a otra reunión en Esquipulas, Guatemala, a fin de discutir el Plan Arias con el presidente Daniel Ortega. Además, acordaron que los foros internacionales como la ONU y la OEA, así como los grupos de Contadora y de Apoyo serían invitados a participar en el proceso pacificador que estaban emprendiendo.

		En ese momento no estaba claro si la convocatoria para reunirse en Esquipulas era sólo una salida elegante para no firmar el Plan Arias, ya que éste proponía el cese al fuego, el retiro de los “contras” y la democratización interna de Nicaragua. Parecía cuestionable que los norteamericanos permitieran a Honduras y El Salvador apoyar el retiro de los “contras”. Yo llegué a dudar que la reunión tuviera lugar.

		Las divisiones dentro de la “contra” nicaragüense, patentizadas por la renuncia de Adolfo Calero el 16 de febrero a la dirección de la Unidad Nicaragüense Opositora, se deben a varias causas, según he podido enterarme por los medios impresos norteamericanos. Por un lado, a que existen fenómenos de corrupción y, por otro, a que los norteamericanos están tratando de manipular para que la dirigencia de la “contra” pase a manos menos rígidas, es decir, buscan destituir de su dirección a quienes tienen mando militar, a fin de ponerla en manos de civiles más negociadores.

		Su esfuerzo tuvo poco éxito: el nuevo líder de la UNO, Arturo Cruz, al cabo de un mes renunció a su cargo, acusando a la organización de ser “una camarilla excluyente” sin credibilidad ante la comunidad internacional y, por tanto, de ser incapaz de convertirse en una alternativa al Frente Sandinista de Liberación Nacional. Esta situación forzó una nueva reestructuración del directorio de los grupos “contras”, misma que se anunció el 6 de mayo en Miami. Así, casi todas las fuerzas quedaron unificadas en una organización que se denominó Resistencia Nacional.

		El Comité de Relaciones Exteriores del Senado norteamericano votó a favor de suspender la ayuda militar a la “contra” el 18 de febrero, al parecer motivado por información proveniente del escándalo “Irán-Contras”.[1] El 11 de marzo la Cámara de Representantes aprobó una resolución en el mismo sentido. Ahí los demócratas, que son quienes controlan esta Cámara, sabían que aunque ellos negaran el apoyo a la “contra”, éste podría salir más tarde con el veto de Reagan. Sin embargo, decidieron seguir adelante precisamente para vulnerar la política de Reagan.

		La visita a México del presidente Arias los días 26 y 27 de febrero hizo evidentes ciertas diferencias en nuestra apreciación sobre Centroamérica. Sin embargo, lejos de oponerme a la presentación del Plan Arias o a la posible reunión en Esquipulas, señalé que me parecía muy positivo que los centroamericanos se responsabilizaran de sus problemas.

		Lo que sí me pareció muy desafortunado fue lo declarado por Arias sobre el proceso de negociación de la deuda externa durante una entrevista televisada a su llegada a México, así como las críticas al sistema político mexicano que externó durante el viaje extraoficial que realizó al estado de Oaxaca. Sus imprudencias obligaron al gobernador Heladio Ramírez a callarlo públicamente en un par de ocasiones.

		La verdad es que ello sólo nos demuestra una torpeza. Sin embargo, creo que es válido decir que Arias y, en general, los presidentes, corresponden al nivel de sus países. Yo diría que cualquiera de los gobernadores de los estados de la República mexicana es superior a Arias.

		

	
		

		Deuda externa: planteamiento en la CEPAL

		

		El 22 de enero encabecé la ceremonia de inauguración de la conferencia extraordinaria de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe de la Organización de las Naciones Unidas. Habíamos convocado esta reunión con el fin de ventilar los problemas de la deuda externa y como preámbulo al esfuerzo de integración latinoamericana que veníamos preparando.

		Al hablar de deuda externa destaqué las transferencias netas de recursos de la región al exterior, con el consecuente deterioro en el nivel de vida de la población; la necesidad de vincular en forma integral la deuda, el financiamiento y el comercio; la corresponsabilidad de acreedores y deudores; la necesidad de evitar a los países la incertidumbre y parálisis que causa el negociar cada año nuevos financiamientos, y la tesis de que para pagar es necesario crecer.

		El problema de la deuda sigue siendo agobiante para nosotros. A pesar del acuerdo firmado con el FMI en julio de 1986, que nos permitirá obtener 1 600 millones de dólares mediante un convenio de crédito contingente con duración de 18 meses, así como el respaldo técnico necesario para iniciar negociaciones con las demás instituciones financieras a fin de reunir los 12 000 millones de dólares de apoyo a México para 1987 y 1988, no hemos logrado que los bancos privados firmen los convenios correspondientes, indispensables para que México reciba los primeros 6 000 millones. De hecho, al terminar 1986, el Banco Mundial nos había prestado 600 millones de dólares, pero éstos no han entrado al país, como tampoco lo han hecho los créditos refaccionarios y de proveedores.

		Cuando firmamos el acuerdo de julio de 1986, pensamos que podríamos obtener las firmas de los cerca de 400 bancos involucrados en el curso de aproximadamente dos meses, pero ello fue un error de cálculo. Seis meses después, en enero de 1987, todavía no lo logramos.

		Esto resulta desesperante, porque desde noviembre teníamos la llamada “masa crítica”, esto es, la aceptación de 90% de los bancos involucrados, y en los 50 días posteriores sólo hemos avanzado 2%. Los bancos pequeños son los remolones: no quieren oír de invertir en México ni en ningún país subdesarrollado.

		El hecho es que no podemos esperar mucho más la llegada de recursos del exterior. Hemos resistido el retraso gracias al regreso de capitales privados. Nuestra reserva monetaria es de 1 500 millones de dólares y, sin embargo, estamos sometidos a una política presupuestal muy restringida y a una escasez de financiamiento interno para el sector privado, factores ambos que redundan en una notable disminución de la inversión y la actividad productivas. El desempleo y la inflación aumentan, esta última como consecuencia de las crecientes tasas de interés necesarias para financiarnos con deuda interna, lo cual a su vez dispara el déficit. El panorama es asfixiante.

		Nuestros esfuerzos por concretar el acuerdo son apoyados por los Estados Unidos. De hecho, los norteamericanos le han sugerido a Petricioli la posibilidad de que los grandes bancos completen el monto faltante en la misma proporción de sus inversiones. A fin de evitar otra renegociación, nuestro secretario de Hacienda obtuvo de las autoridades norteamericanas la promesa de que presionarían a los bancos pequeños para que firmaran.

		Nuestra capacidad de resistir la crisis económica sin proponer planes de emergencia como el Austral o el Cruzado se debe a que tenemos un sistema político que nos permite tomar medidas restrictivas fuertes. Por ello, a pesar de la crisis, no aflojamos el saneamiento financiero del país: el sistema político impide que se dé el desorden social.

		En la CEPAL, un tema a discusión fue la crisis que está viviendo el Plan Cruzado, cuya situación es mucho peor que la del Plan Austral. Yo siempre pensé, y ahora lo he confirmado, que esas políticas de choque solamente funcionan por unos cuantos meses, ya que se basan en congelar precios y aumentar el consumo mediante importaciones.

		Así, los brasileños se gastaron 6 500 millones de dólares de los 9 000 que componían su reserva. Se comieron su reserva y, sin embargo, les brotaron problemas sociales. Ello se debió a que fueron muy descarados y sólo esperaron a que pasaran las elecciones para anunciar —esa misma tarde— medidas de austeridad. Durante el lapso en el que impusieron el Plan Cruzado, el crecimiento de Brasil fue de 12%, pero ahora tendrán que pagar la factura.

		Creo que los norteamericanos ya se dieron cuenta de que nuestro programa gradualista con cambio estructural es mejor. Así me lo dijo el vicepresidente George Bush cuando me entrevisté con él hace poco en Baja California. Él insistió en que sólo los grupos ultraconservadores seguían criticando el sistema político mexicano. Cabe apuntar que encontré a Bush más moderado, abierto, flexible y cauteloso que Reagan.

		Charles Pilliod, el embajador norteamericano en México, me comentó que en su opinión el PRI es la única opción viable para México en los próximos 60 años. Me dijo que cuando lo habían buscado los del PAN para platicarle lo que querían, él les había preguntado qué ofrecían ellos que fuera diferente del PRI. Su respuesta se limitó a señalar que combatirían la corrupción, a lo que Pilliod interpuso: “Eso se dice más fácil cuando no se está en el poder”.

		Todas estas pequeñas señales me hacen pensar que los norteamericanos empiezan a entender que hemos podido sobrellevar una crisis económica de gran envergadura gracias a nuestro sistema político.

		

	
		

		Universidad Nacional Autónoma de México: la huelga del CEU

		

		El 29 de enero a las cero horas se paralizaron las actividades de la Universidad Nacional Autónoma de México, al estallar un movimiento de huelga convocado por el Consejo Estudiantil Universitario. El paro de labores, cuyo antecedente más inmediato se remontaba a 19 años atrás, conmovió a la opinión pública y al medio intelectual y académico del país.

		La posibilidad de un conflicto universitario se fue haciendo evidente entre septiembre y diciembre de 1986, aunque desde el 16 de abril de 1986 el rector Jorge Carpizo había dado a conocer el documento “Fortaleza y debilidad de la Universidad”, en el que se exponían con claridad los problemas del deterioro académico de la Universidad Nacional.

		Entre abril y el 11 de septiembre de 1986, fecha en que el rector sometió al Consejo Universitario 21 puntos para elevar el nivel académico de la Universidad, se recibieron 1 700 ponencias de cuya lectura y análisis derivaban los puntos en cuestión.

		La aprobación de las medidas propuestas fue impugnada por los representantes estudiantiles, quienes protestaron porque no se cumplió el estatuto que indicaba que debían transcurrir 15 días entre la presentación de las modificaciones y su aprobación. La mayoría de los consejeros se apoyó en la posibilidad de declarar “de obvia resolución” todos los puntos, lo que restó legitimidad a la sesión.

		Tres de los puntos propuestos por el rector resultaron particularmente delicados, y de inmediato provocaron reacciones de oposición dentro de la Universidad. El primero se refiere a la elevación de cuotas para los cursos universitarios; el segundo a la propuesta de realizar exámenes departamentales que permitan asegurar que los cursos impartidos tengan un mínimo de nivel académico, y el tercero consiste en limitar el pase automático de las preparatorias de la Universidad a sus licenciaturas.

		La consideración del costo económico de la educación superior inmediatamente fue atacada como la evasión del Estado, en detrimento de las clases populares, de su deber de ofrecer educación gratuita. Los exámenes departamentales dividieron de inmediato a la comunidad universitaria, pues como las clases se imparten a partir de ideologías tan diferentes, resulta muy difícil conciliarlas en la elaboración de un examen único por departamento, particularmente en el área de las humanidades. El punto orientado a limitar el pase automático ocasionó grandes protestas entre los preparatorianos.

		El hecho es que la discusión universitaria que no se dio durante el periodo abierto por el rector a la consulta brotó de manera violenta después de esa reunión del Consejo Universitario. Un grupo de estudiantes denominado Consejo Estudiantil Universitario empezó a organizar la protesta contra estas reformas para promover su derogación. El 27 de octubre organizó su primer mitin en la explanada de la Ciudad Universitaria y el 4 de noviembre publicó su primer desplegado.

		El CEU comenzó su organización con la formación de brigadas de estudiantes para auxiliar durante el sismo. Esa experiencia organizativa le permitió avanzar su postura hasta convertirse en el interlocutor único de la Rectoría.

		El gobierno federal apoyó al rector. Yo di instrucciones a los titulares de Gobernación, Educación Pública y el Departamento del Distrito Federal para que le brindaran todo su apoyo. Nos preocupaba la reacción de los rechazados por la Universidad, que necesariamente incrementarían su número. Teníamos pocas expectativas de que el personal académico adoptara actitudes de mayor responsabilidad, pues se encontraba desalentado por la baja sensible de sus salarios, aunque me informaron que la mayoría apoyaba al rector.

		En noviembre y diciembre, las protestas del CEU fueron tomando fuerza. El 6 de noviembre se dio la primera marcha fuera de Ciudad Universitaria: aproximadamente 20 000 estudiantes marcharon del Monumento a Álvaro Obregón, en San Ángel, a la Universidad. La presión surtió efecto y el 11 de noviembre la Rectoría se manifestó abierta al diálogo.

		El día 18 propuso algunas medidas que matizaban las disposiciones impugnadas. Ofrecía a los alumnos que no alcanzaran el promedio requerido de ocho para el pase automático diversos mecanismos para mejorarlo; anunciaba la posibilidad de un programa de becas para estudiantes de bajos recursos, y contemplaba la posibilidad de un instructivo para el diseño de los exámenes departamentales, de manera que se garantizara la libertad de cátedra.

		El 24 de noviembre, el CEU publicó un desplegado en el cual rechazaba categóricamente la propuesta de la Rectoría e insistía en la derogación inmediata de la reforma. Al día siguiente, y para refrendar su postura, organizó una marcha exitosa del Parque Hundido a Ciudad Universitaria.

		El 4 de diciembre la Rectoría propuso crear una comisión especial para revisar las reformas, con representantes del Consejo Universitario, del STUNAM y de las AAPAUNAM, de grupos de estudiantes y del CEU. Este último rechazó la oferta e hizo una contrapropuesta: la comisión debería incluir un mayor número de representantes del CEU y sus simpatizantes, de manera que la relación CEU-Rectoría fuera paritaria.

		El 11 de diciembre hubo otra muestra del apoyo estudiantil con que contaba el CEU: decenas de miles de alumnos, maestros y trabajadores universitarios participaron en una marcha del Parque de los Venados a Ciudad Universitaria.

		El 17 de diciembre se pudo llegar finalmente a un acuerdo, en buena medida porque la Rectoría aceptó la mayoría de las exigencias planteadas por el CEU, en un gesto que —en general— fue interpretado como una demostración del espíritu conciliador y negociador que animaba al rector, aunque no faltó quien lo calificara de debilidad.

		El 24 de diciembre se publicó un comunicado conjunto en el que se anunciaba la creación de una comisión especial formada por 10 representantes de cada una de las partes, quienes tenían opción de recurrir a asesores previamente establecidos. Se acordó que se realizarían dos rondas de conversaciones. La primera se fijó del 6 al 12 de enero. Si se llegaba a un acuerdo, se le comunicaría al rector, quien convocaría el 28 de enero al Consejo Universitario, y se daría una segunda ronda de pláticas del 17 al 21 de febrero.

		En diciembre tuve dos reuniones con Carpizo. El día 16 conversamos: yo le di orientaciones generales, pues no soy un experto en la Universidad que pudiera definirle qué hilos jalar en qué momento. Como lo sentí muy presionado e incluso deprimido, decidí convocarlo para el día 22 a una reunión en la que también participaran los titulares de Gobernación, Programación y Presupuesto, Educación Pública y el Departamento del Distrito Federal, a fin de brindarle el mayor apoyo posible.

		En dicha ocasión señalé que todos teníamos que trabajar para que el problema universitario se quedara en la Universidad. Enfaticé, porque hubo sugerencias en otro sentido, que debíamos evitar cualquier medida represiva. También me opuse a la sugerencia de que sacáramos del país a las cabecillas del movimiento. Reiteré instrucciones para que las marchas universitarias fueran cuidadas, procurando que los estudiantes se condujeran en orden, pero sin que ello implicara caer en sus provocaciones.

		Hasta ahora, el respeto a la autonomía universitaria ha impedido que el gobierno elabore un programa para enfrentar los problemas de la UNAM y de otras universidades del país. Esa autonomía hace que los rectores vean con recelo la asesoría del secretario de Educación, quien por su parte considera que le corresponde normar la educación superior del país. Este conflicto se hace evidente en la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior.

		El 6 de enero se inició el diálogo público entre el CEU y la Rectoría en el auditorio Justo Sierra de la Facultad de Filosofía y Letras, que da cabida a miles de personas, al tiempo que se difundió por Radio Universidad. Carpizo se abrió, pues confió en que la opinión pública mayoritaria, tanto dentro como fuera de la UNAM, estaba de su lado: se sintió muy seguro. Su forma de manejar el conflicto, flexibilizando sus posiciones, derivó de que le hizo mella el argumento del CEU en el sentido de que había pasado las reformas de manera rápida, autoritaria, y que las consultas anteriores habían sido superficiales.

		A la luz de sus resultados, Carpizo se encuentra relativamente arrepentido de haberse abierto tanto. Le echa la culpa a Bartlett, quien dice que lo animó a actuar de esa manera. El problema estriba en que durante el diálogo se hizo evidente que la burocracia universitaria no tiene el adiestramiento polémico ni el conocimiento de las tácticas de masa que demostraron tener los líderes estudiantiles. Por tanto, fue claro en el curso del diálogo que los estudiantes ganaron la partida.

		Yo vi, por ejemplo, un programa televisado en el que se enfrentaron los representantes del CEU con Ignacio Burgoa. Fue evidente que los líderes estudiantiles tenían una mejor capacidad de expresión e ideas más claras. Además, no dejó de sorprenderme que el rector pusiera a una persona tan discutible en términos políticos como Burgoa a representar los intereses de la Universidad.

		Cabe anotar que Carpizo no autorizó expresamente que el diálogo fuera radiodifundido, sino que este hecho determinante se le escapó; ocurrió por decisión e impulso de autoridades menores. A pesar de estos errores, creo que la realización de un diálogo muy abierto fue positiva, pues existía en el ambiente un trauma derivado del movimiento de 1968, en el que la opinión compartida es que en ese episodio faltó diálogo. Naturalmente, Carpizo ha sido criticado por los sectores más reaccionarios de la Universidad, de la burocracia gubernamental y de la sociedad.

		En el curso del diálogo, los estudiantes impugnaron la política económica gubernamental, implicando con ello una confrontación con el gobierno. En realidad, varios de mis colaboradores veían este movimiento como uno de agitación política con fines ulteriores. Los miembros del CEU, con habilidad, fueron pasando el meollo de la discusión de las reformas propuestas por Carpizo al cuestionamiento sobre la naturaleza del proyecto universitario, buscando, sin duda, rematar en la supuesta necesidad de elaborar un nuevo proyecto de Estado.

		El análisis de los curricula de los dirigentes y de aquellos que los asesoraron, así como su pericia en la agitación y el apoyo abierto que recibieron del PSUM y del PRT, hicieron que naciera la sospecha de que buscaban algo más que la superación académica y la reforma de la UNAM.

		El gobierno siempre tiene que partir de la hipótesis más negativa. En este caso, de que los ceuistas buscaban el autogobierno, el asambleísmo, el consejo paritario, la elección popular de directores y aun del rector y, en fin, imponer el modelo de la Universidad de Guerrero que, de alguna manera, se ha extendido, con sus diferencias, a Sinaloa, Oaxaca y Puebla. Una universidad demagógica significa la destrucción de la Universidad; significa convertirla en un foro para tratar temas extrauniversitarios.

		Por otro lado, es innegable que muchos estudiantes, profesores e investigadores se sienten asfixiados y frustrados por el ambiente prevaleciente en la Universidad. También es cierto que el deterioro del salario real de los profesores constituye un problema. Un análisis cabal de los resentimientos y frustraciones que en este conflicto afloraron debe incluir la actuación de varios rectores en el pasado. Habría que analizar todo lo que en su momento soltaron Barrios Sierra, González Casanova, Soberón y Rivero. El hecho es que existe el caldo necesario para que se dé un movimiento de agitación dentro de la Universidad.

		El rector tiene que enfrentar el hecho de que los universitarios, directores, investigadores y maestros son muy cobardes; se niegan a hacer frente a la problemática, pues temen comprometerse pensando que el rector puede caer. De hecho, la autoselección de quienes prefieren permanecer en la Universidad congrega a las personas con menos capacidad de enfrentamiento.

		Por su parte, los estudiantes que no son agitadores no están dispuestos a enfrentarse a golpes y empujones con la minoría organizada, de manera que por pequeña que ésta sea determina los eventos. Al CEU se unieron, por la naturaleza de sus demandas, todos aquellos que querían que la Universidad siguiera igual.

		Todo ello hizo difícil que quienes estaban a favor del rector se pronunciaran. Sin embargo, era indispensable lograr que lo hicieran. El consejo gubernamental al rector fue que evitara la bilateralidad del conflicto, que propiciara el pronunciamiento de terceros. Resultó evidente que Carpizo necesitaba hacer más maniobras políticas.

		Cuando el diálogo entre el CEU y la Comisión de Rectoría llegó a la disyuntiva de convocar o no, por plebiscito, a la formación de un congreso universitario resolutivo, yo le comenté al rector, quien me habló para consultarme, que ello era absolutamente inaceptable, pues implicaba destrozar el orden jurídico de la Universidad.

		Roto el diálogo, vino la huelga. A partir de ese momento, el rector sólo podía recuperar el liderazgo con ideas y acciones políticas. Carpizo tenía que crecer políticamente o caer. Hablé con él varias veces y le mandé recados con los secretarios de Estado que por la naturaleza de su trabajo tienen que estar en contacto frecuente con él.

		Mi mensaje consistió en sugerirle que dejara ver su programa a futuro, pero que lo hiciera con sutileza. Para ello, debía empezar por lucir los puntos de su programa de reforma que eran aceptados por todos y destacar que en aquéllos en los que había diferencia de opiniones, él había estado abierto.

		Esto debía hacerse en un contexto que refrendara la noción de que las reformas propuestas sólo eran la primera de una serie de etapas para mejorar la situación en la Universidad. Carpizo tenía que crear conciencia de la necesidad de acabar con un inmovilismo que sólo abundaría en el deterioro de la Universidad.

		Sin embargo, la necesidad de buscar la conciliación entre las intenciones de elevar el nivel académico y la existencia de un conflicto masivo dentro de la Universidad obligaba a caminar de puntitas. Por ejemplo, si bien era necesario plantear la separación del sistema de educación media de la Universidad, esto no podía ser propuesto por el rector, pues provocaría inmediatamente reacciones de violencia en las preparatorias, colegios de ciencias y humanidades y colegios de bachilleres de todo el país. Pero podía promoverse que algún académico lo planteara, a fin de que el tema empezara a ventilarse. Sólo así podrá algún día ser abordado por las autoridades universitarias.

		El programa de Carpizo debía dibujarse a varias manos, a fin de sondear el ambiente, dejando que el rector recogiera aquello que ya estuviera maduro. Eso es entrar con cuidado.

		A mí la huelga no me asustó. Dadas las alternativas, me pareció que la paralización de las actividades en la UNAM pesaba más en contra del CEU que del rector, pues propiciaba la dispersión de los estudiantes y el desgaste de sus líderes. Nuestro temor consistía en que se llegara a afectar el trabajo de otras universidades, pues sabíamos que el CEU mandaba comisiones a los diversos estados e invitaba a agitadores locales a participar en sus asambleas. De cualquier forma, la huelga debilitaba a los líderes del CEU y ellos lo sabían. Carpizo recobró su brío durante la huelga; en esos días lo encontré casi emocionado.

		Desde que estalló la huelga se sabía que el Consejo Universitario se reuniría el 10 de febrero. La expectativa en torno a esa fecha fue creciendo, pues los líderes del CEU se presentaron ante la opinión pública como dispuestos a llegar a un arreglo del conflicto si la propuesta del rector recogía de manera razonable las inquietudes de la comunidad. Amplios segmentos de la sociedad que habían seguido el conflicto universitario también se mantenían atentos al desarrollo de dicha reunión, pues sabían que de ella dependería la prolongación de una situación que podría volverse peligrosa.

		El 10 de febrero, a propuesta del rector Jorge Carpizo, el Consejo Universitario de la UNAM aceptó la realización de un congreso universitario, comprometiéndose a “asumir” sus resoluciones. También aceptó suspender las tres medidas más objetadas por los estudiantes: la reglamentación del pase automático, la elevación de cuotas y la implantación de exámenes departamentales.

		Aunque la capacidad del rector para resolver un conflicto que por sus posibles dimensiones preocupaba a todo el país lo prestigió dentro de la Universidad, sobre todo entre los grupos académicos más tradicionales y en los sectores más conservadores de la sociedad, en general se le tachó de debilidad. La conciencia de ello golpeó severamente su estado de ánimo.

		Unos días después del 10 de febrero me habló por teléfono y me dijo que sentía que ya no tenía la capacidad para servir adecuadamente como rector. Dijo que se sentía moralmente descalificado y que había perdido capacidad de convocatoria. Comentó que estaba pensando en renunciar, para que otro pudiera hacer frente de manera más eficiente a los líderes ensoberbecidos del CEU.

		Yo le contesté que no coincidía con esa apreciación. Le hice ver que la opinión pública le tenía respeto, porque había logrado resolver el conflicto. Le pedí que no tomara una medida precipitada, sino que lo pensara bien y que dentro de unos días me hablara.

		Para mí era evidente que lo peor que podía ocurrir en ese momento era que renunciara, porque la persona que pudiera sustituirlo tendría que radicalizarse, tomando una actitud muy dura, que haría resurgir el conflicto, o bien condescender hasta entregar la Universidad al CEU. Por ello, tan pronto terminé de hablar con Carpizo telefoneé a Bartlett, a González Avelar, a Carlos Salinas y a Ramón Aguirre, que son las personas dentro del gobierno que tienen más contacto y cercanía con el rector, y les pedí que lo animaran, haciéndole ver que resultaría muy inoportuno que renunciara.

		Por otro lado, le envié recados a Fidel Velázquez, a Claudio X. González, a Fernando Solana y a Guillermo Soberón, para que también me ayudaran a fortalecer al rector. Todos coincidieron en que lo peor sería su renuncia.

		A los pocos días, Carpizo vino a comer conmigo. Cuando llegó, insistió en su actitud, señalando que en el medio universitario era calificado de débil. Tuve que hacer un verdadero esfuerzo de reafirmación psicológica para convencerlo de que se quedara en la Rectoría. Le sugerí que me presentara un documento con las reformas académicas que él sentía que se podían sacar adelante y aquellas que eran deseables, pero que en este momento consideraba imposibles. Le ofrecí que personalmente lo ayudaría a planear una estrategia y una táctica para lograr los objetivos deseados, y que para conseguirlos podía contar con el apoyo de todo mi gobierno. Insistí en que, si organizaba con cuidado el congreso, podría encabezar el impulso reformista.

		Mi decisión de apoyar al rector también nacía de la convicción de que, así como los problemas de la Universidad no se pueden resolver trabajando sólo desde dentro, tampoco pueden resolverse trabajando sólo desde fuera. Nada se puede hacer sin el apoyo de un rector que esté convencido y dispuesto a tomar la bandera de la renovación universitaria.

		Carpizo estaba muy dolido porque había corrido por la Universidad la versión de que Gobernación lo había obligado a ceder a las peticiones del CEU. Quienes criticaron lo ocurrido señalaron que el gobierno no había querido entrar al fondo del problema. Estas posturas implicaban que hubiera sido deseable el uso de la fuerza pública para reprimir a los estudiantes, la deportación de sus líderes o medidas similares.

		El 16 de marzo Carpizo, ya recuperado anímicamente, me trajo un documento en el que se exponía el mapa político de la Universidad. Me explicó la postura y distribución de los distintos grupos ante la reforma y el conflicto. Lo que me impactó fue lo ingenuo de algunos de sus planteamientos. Por ejemplo, me pidió que pusiera en orden a los partidos políticos. Tuve que hacerle ver que eso ya es imposible. Baste señalar que ni las directivas de los partidos políticos pueden controlar a los grupos que dentro de la Universidad actúan en su nombre.

		También me pidió que hiciera una denuncia penal contra el rector de la Universidad de Guerrero. Le expliqué que un asunto así lo tenía que hablar con el gobernador, pero que, como José Francisco Ruiz Massieu tomaría posesión el primero de abril, me era muy difícil crearle un problema a los pocos días de que hubiera tomado el poder.

		Los planteamientos de Carpizo me hicieron evidente, una vez más, la paradoja de que todos piden, para fortalecer la democracia, que se limite el poder presidencial y, sin embargo, en la realidad, cuando surgen problemas, esas mismas personas o grupos vienen a solicitarme que les dé la mano a fondo, que les resuelva los problemas, que les plantee la forma de salir adelante.

		El movimiento de la UNAM, en el contexto social y político actual, resulta un fenómeno complejo. Las inquietudes que se manifestaron tienen diferentes orígenes y fueron de distinto tipo. Yo creo que el CEU puede ser entendido como una confederación de los grupos de izquierda. Participaron en su movimiento todos los partidos de izquierda. El más activo y radical fue el Partido Revolucionario de los Trabajadores. El Partido Socialista Unificado de México lo fue menos; incluso alguno de sus subgrupos, como el MAP, que dirigen Rolando Cordera y los hermanos Eduardo y Pablo Pascual, le dio su apoyo al rector, al igual que Carlos Monsiváis y Martínez Soriano, quien fue un radical como rector de la Universidad de Oaxaca.

		Hubo muchos rumores de que Gobernación había hecho movimientos subterráneos. Esto no es exacto, pues tuvimos buen cuidado de vigilar con atención esa posibilidad. Puedo estar prácticamente seguro de que no hubo mano negra del gobierno.

		Ahora bien, dada la ideología de los estudiantes movilizados y de una parte de los profesores, es difícil pensar que el Congreso Universitario limitará su discusión a cuestiones académicas. Ello dependerá de cómo se integre el congreso, pero yo creo que será inevitable que se plantee el tema de la Universidad como motor de la transformación del país. Empezarán por preguntarse cuáles son los problemas del país, para entonces definir qué tipo de Universidad se requiere para lograr la transformación. Este tipo de discusiones, aunque nos incomoden, son sanas.

		Yo creo que la Rectoría debe preparar un programa integral que se discuta abiertamente. Se debe permitir que en el congreso universitario se dialogue lo que se quiera dialogar, sea sobre temas políticos o académicos. El rector debe plantear, de manera hábil y no siempre directa, los asuntos que considera medulares, como el gigantismo de la institución, la posible autonomía de las Escuelas Nacionales de Estudios Profesionales de la UNAM, etcétera.

		Carpizo se asustó cuando le insistí en que debería ir a fondo, esto es, que debía lanzar ideas y esperar a conocer la reacción de los distintos grupos, para ver así cómo podría moverse. Nuestros científicos e intelectuales frecuentemente pecan de timidez y abulia. Prueba de ello fue la comida que el 2 de marzo tuve con los miembros de El Colegio Nacional, y que se realiza más o menos una vez al año.

		Normalmente, en esa comida los llamados “sabios” lo único que hacen es pedirme dinero; me plantean el problema de sus salarios y sus requerimientos para más publicaciones. El año pasado, al terminar la reunión, les comenté a Soberón y a González Avelar lo poco atractivo que me resultaba reunirme con este grupo, si su actitud consistía en tratarme como si fuera el oficial mayor de la Secretaría de Educación Pública.

		Por eso, este año, los orientaron para que me trataran temas de fondo. Dada la coyuntura, el tema que escogieron fue el de la UNAM. Tristemente, se limitaron a preguntarme qué pensaba hacer con la Universidad. Les di mi visión. Les dije que habíamos logrado salir del conflicto, importante tanto por sus implicaciones directas como por su posible influencia sobre el resto del sistema universitario del país. Reconocí que todavía había signos de riesgo, pero añadí que la postura del gobierno era ayudar a la Universidad.

		Al terminar mi explicación, irritado por su pasividad, cuestioné su actitud frente al problema universitario. Les dije que se movilizaran, que hicieran valer sus puntos en presentaciones televisivas. En fin, traté de hacerles ver que yo no puedo aceptar que vean el problema universitario como si fuera un problema personal mío.

		Desilusionado por esta reunión, confirmé la experiencia derivada de la cena que González Avelar me organizó el 27 de febrero con un grupo de intelectuales. El resultado fue el mismo: tampoco hubo propuestas.

		La enorme timidez o apatía de estos grupos es francamente decepcionante. Comprendo que la investidura presidencial en ocasiones inhiba a los expositores, pero más a fondo creo que la sociedad en general reacciona con pasividad frente a sus problemas. Todo el mundo trata de evitar asumir posturas que lo comprometan.

		Lo que ha vivido la Universidad hasta este momento es sólo un episodio de algo que va a seguir. Por ello, le insistí al rector que no se confíe del tiempo; no conviene echarle tierra a lo ocurrido con el deseo de que se diluya en la nada, porque tarde o temprano el conflicto volverá a surgir. No es paciencia y pasividad lo que se necesita, sino ideas e iniciativas.
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		Gobernadores: diferencias entre el norte y el sur

		

		EL 28 DE ENERO ME REUNÍ CON LOS GOBERNADORES del norte y el 12 de febrero con los del sur. La primera reunión tuvo lugar en Tijuana. Asistieron los mandatarios de los estados de Baja California, Baja California Sur, Coahuila, Chihuahua, Durango, Nuevo León, Sinaloa, Sonora y Tamaulipas. Durango y Sinaloa entraron en este grupo, aunque geográficamente es difícil considerarlos como del norte del país.

		Comoquiera que sea, y a pesar de las peculiaridades de cada estado, su común denominador es que tienen más recursos y que hay más participación política y más descentralización efectiva en las decisiones que en las otras entidades de la República. Durante la reunión tratamos los problemas de los migrantes, del narcotráfico, del desarrollo urbano de la frontera norte y de los desajustes fiscales.

		Políticamente, todos me manifestaron gran solidaridad. La reunión fue conveniente porque me permitió ver con más detalle los problemas, ya que sólo eran nueve gobernadores y no los 32 que se reúnen en el Distrito Federal una vez al año.

		En Tapachula me reuní con los gobernadores de los estados de Campeche, Chiapas, Guerrero, Oaxaca, Tabasco, Quintana Roo y Yucatán, así como con el gobernador electo de Guerrero. También entre estos estados hay grandes diferencias. Sus planteamientos corresponden a los problemas del atraso: falta de comunicación, conflictos de tierras y problemas con las sectas religiosas.

		Es claro que los problemas del norte son los problemas del desarrollo y los problemas del sur son los del subdesarrollo. En el sur, el estado más rico es Tabasco. Esto demuestra que sí existe una federación, pues cada uno de estos estados es muy diferente, cada uno tiene su propia identidad.

		Cabe destacar que el subdesarrollo del sur es tan grave, que aun el dinero generado localmente no es absorbido en la zona, sino que sirve, paradójicamente, para desarrollar más la zona ya desarrollada, ampliando con ello nuestra inequidad regional.

		Por ello es tan importante asegurar las participaciones estatales y municipales. Tenemos que seguir fortaleciendo el esfuerzo descentralizador que, para mí, tiene su eje en la reforma municipal. En estas fechas estamos llegando a su tercera fase, con la firma de importantes convenios relativos a la reglamentación municipal.

		

	
		

		Situación económica: solicitud obrera de indización de precios

		

		El 2 de febrero, el presidente del Congreso del Trabajo amenazó con un emplazamiento general a huelga para pedir que el ajuste de 23% que se otorgó a finales de año al salario mínimo se diera automáticamente a todos los salarios contractuales.

		El secretario del Trabajo les hizo ver a los líderes obreros que esto no era posible, que los salarios mínimos y los contractuales son cosas diferentes, y que estos últimos tienen fechas específicas para su ajuste. Además, les recalcó que ellos ya sabían que las empresas no podían dar esos aumentos. Los dirigentes obreros reconocieron el hecho, pero señalaron que estaban haciendo su promoción con la esperanza de que algunas empresas accedieran a su petición.

		El deseo de los trabajadores de que se indizara la economía se había expresado ya en varias ocasiones. Los incrementos constantes de los precios lo hacen entendible. El aumento de los precios oficiales también presiona en este sentido. Así, a mediados de 1986 se informó que los ajustes a los precios de las gasolinas comenzarían a ser automáticos cada mes, aunque luego no se volvió a hablar del asunto. Sin embargo, las tarifas eléctricas se incrementaron en esa forma desde antes. En noviembre del año pasado se anunció, asimismo, que el impuesto predial también se iría aumentando en forma frecuente y sistemática. De manera semejante, en diciembre se notificó que las tarifas aéreas empezarían a incrementarse diariamente en 0.15% a partir de enero de 1987.

		La posición de mi administración en materia de precios y tarifas del sector público ha consistido en evitar el concepto técnico de indización, es decir, no aceptamos que los ajustes sean automáticos, aunque reconocemos que tenemos que ir adecuando los precios públicos y privados. Los precios públicos se ajustan para recuperar o mantener su valor; el tipo de cambio, en reconocimiento a la inflación; las tasas de interés, para retener el dinero en el país y, en cuanto a los salarios, mantenemos una política de gran contención salarial. Se trata, en todo caso, de una semiindización.

		El ajuste frecuente y sistemático de precios y tarifas se coordina por medio de una comisión intersecretarial que, a su vez, coordina la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Todos los prestadores de servicios públicos solicitan aumentos ante esta comisión; ella dictamina y le presenta sus conclusiones al Presidente de la República. En la realidad, son Hacienda y Programación las que van configurando los esquemas de aumento de precios y tarifas.

		El movimiento obrero insistía en la indización, y hablaba de que para proteger el salario real era necesario efectuar revisiones salariales mensuales. Nosotros nos oponíamos a esto, pues sabíamos que ello desbocaría la economía. Logramos un compromiso, señalando que cuando la inflación rebasara ciertos porcentajes, y no dijimos cuáles, se haría un ajuste salarial. Yo consideré que tendríamos que realizar uno en marzo o abril, porque el hecho es que sí queremos evitar el deterioro del salario real, que ya está muy golpeado, como se hace evidente en el descenso de los niveles de consumo.

		Respecto al desarrollo de 1987, estudiamos políticas de contingencia, pero, en general, nos negamos a creer que no se arreglará el paquete financiero pactado con el exterior, porque de ser ése el caso, se tendrían que tomar medidas drásticas. En realidad, hay condiciones económicas positivas. Sin embargo, para lograr el crecimiento deseado para 1987, necesitamos que el sector privado cumpla la meta de invertir 15%, y que nosotros también aumentemos la inversión pública en términos reales a 15%. Ésa es nuestra meta y nos proponemos lograrla.

		

	
		

		Pemex: cambio de director y relación con el sindicato

		

		El nombramiento de Francisco Rojas como director general de Pemex, en sustitución de Mario Ramón Beteta cuando éste fue nominado el 3 de febrero como candidato del PRI a la gubernatura del Estado de México, no obedeció al hecho de que el primero fuera secretario de la Contraloría General de la Federación. Escogí a Rojas porque tiene una experiencia acumulada de muchos años sobre lo que es Pemex. Cuando fui secretario de Programación le encomendé que viera los asuntos relacionados con Pemex y, desde la Contraloría, se mantuvo cerca de sus problemas.

		Por otro lado, es muy importante que Rojas sea alguien de mi confianza personal y política. Rojas conoce a los líderes sindicales desde hace tiempo. Cuando fui candidato presidencial, ellos se acercaron a él y él me los acercó. Su contacto ha sido amistoso, positivo. Rojas tendrá que mantener el orden que hemos introducido en Pemex. Lo que deseo es que lo haga por las buenas y que, en la medida de lo posible, avance.

		Las relaciones entre Pemex y el sindicato estaban muy tensas. De hecho, podría decirse que ya estaban interrumpidas, como lo prueba el que los líderes sindicales no asistieran a la última evaluación anual de Pemex. En realidad, el problema entre los petroleros y mi gobierno se hizo abierto desde el mensaje de salutación de 1986. Ellos traían tres temas que los preocupaban: el de los empleados de confianza, el mantenimiento de las instalaciones de Pemex y el problema de los barcos.

		Para los dos primeros puntos pedí la intervención de Farell. En lo que se refiere a los empleados de confianza, se demostró que su porcentaje no excedía de 10%, que es lo que permite el contrato colectivo. Por otra parte, se estableció un mecanismo para que se revisaran los supuestos beneficios extraordinarios que éstos reciben. Respecto al mantenimiento de las instalaciones, el estudio demostró que efectivamente hay carencias diferidas por muchos años, pero que, dentro de las limitaciones presupuestales, se estaba actuando de una manera razonable. Así que estos dos puntos encontraron cauce por conducto de Farell, porque eran de naturaleza laboral.

		Ahora bien, en lo que toca a los barcos, las manifestaciones y alharacas que se han hecho tienen una explicación. Así, el 7 de enero, en una asamblea de dirigentes sindicales petroleros, éstos acordaron exigir a Petróleos Mexicanos una explicación clara sobre la asignación de contratos a empresas privadas para el transporte de petróleo por barco, y denunciaron el caso de la compañía Hermanos Rodríguez. Según ellos, esta empresa compró dos navíos con apoyo de Pemex y del Banco Nacional Pesquero y Portuario.

		Todo proviene de que los petroleros tienen interés en participar directamente en el arrendamiento de barcos. Ellos quieren comprar barcos para arrendarlos; lo hacen por medio de la empresa Petroflota, cuya cabeza formal es Sergio Bolaños. Así lo hicieron el sexenio pasado, obteniendo un sobreprecio de 30% en dichos arrendamientos.

		Beteta me presentó esta situación y me señaló que no era posible que la empresa comprara todos los barcos que se requerían, por lo que debíamos buscar como meta que Pemex contara con 60% de la flota en propiedad y arrendara 40%. Se decidió entonces fomentar que empresas privadas mexicanas adquirieran los barcos para arrendarlos, de manera que este negocio no quedara exclusivamente en manos de extranjeros o del sindicato.

		Yo aprobé este programa, que fue el que permitió el arreglo con Isidoro Rodríguez, a fin de que ellos crearan una compañía. Rodríguez es un líder más moderno y tratable que “La Quina”, aunque sin duda tiene aspectos criticables.

		La realidad es que no hubo otros grupos en el sector empresarial que nos brindaran una alternativa. Las empresas muy grandes, como ICA y Bufete Industrial, están entrampadas en sus problemas y deudas, y los grupos medianos apenas están saliendo adelante. En el terreno del transporte, solamente hay dos grupos fuertes, el de Rodríguez y el de Carlos Hank. Fueron los Rodríguez quienes armaron la posibilidad de comprar estos barcos y se llegó al acuerdo. “La Quina” decía que los barcos se habían comprado más caros de lo debido y que, con base en ello, se les estaban pagando tarifas superiores a las del mercado. Agregaba que Pemex había favorecido con ello a un grupo específico, y destacaba que el subdirector de Transportes de Pemex, Armando Loaizaga, era un ex empleado de Rodríguez.

		La Contraloría se puso a investigar el caso. Contrató firmas extranjeras de prestigio para que evaluaran si la compra de los barcos se había hecho a un precio justo. La respuesta fue que el precio había sido adecuado.

		Lo que explica que este asunto haya cobrado un cariz político, llegando hasta la Cámara de Diputados, es que “La Quina” tiene acercamientos con los líderes de la oposición para obtener su simpatía. Ha estado dándole dinero al PST, así es que Aguilar Talamantes también se sintió en la necesidad de actuar en este terreno. Sin embargo, con los informes que envió la Contraloría se exoneró a Pemex de la acusación que se le había hecho y se creó un comité para vigilar la política tarifaria de la empresa.

		Hubo varios incidentes en el camino. Por ejemplo, el 11 de enero, la Secretaría de Hacienda me informó que agentes del resguardo aduanal habían detenido en Reynosa, Tamaulipas, un avión al servicio del sindicato petrolero que transportaba contrabando. Ésta no fue una operación preconcebida que nosotros hayamos realizado con el fin de llamarle la atención a los líderes petroleros. Lo que ocurrió fue que me llamó Petricioli, me dijo que habían detenido este avión y me preguntó lo que debía hacer. Yo le dije que procediera conforme a la norma.

		Esto “La Quina” no lo cree; piensa que fue una acción deliberada. La gravedad de la situación puede medirse en que “La Quina” quería seguir adelante con este pleito, y ya estaba pensando en comprar tiempos de televisión para seguir agitando.

		En el sindicato petrolero existen fracturas. “La Quina” no tiene un control absoluto. Los líderes del sur no lo ven con buenos ojos. Concretamente, tiene sus diferencias con los líderes de Veracruz, Sebastián Guzmán, y uno muy pintoresco llamado “Chico” Balderas, que por cierto me dicen que va diario a misa y reza muy fervorosamente.

		El hecho es que “La Quina” está convencido de que estos líderes lo quieren matar, porque la verdad es que en el sindicato cada región es un feudo. Este temor hace que ya no vaya a ningún sitio si no está rodeado de muchísimos hombres armados, y no puede probar bocado, si antes no lo hace uno de sus ayudantes. Sale poco, porque siempre se siente desprotegido.

		Me platicó el general Arévalo que le había hablado “La Quina” o le había mandado recado, no recuerdo, para decirle que quería desayunar con él. El general Arévalo respondió que lo esperaba en la Secretaría de la Defensa. “La Quina” le mandó decir que no iba, porque temía que si entraba ya no pudiera salir. Incluso cuando viene a Los Pinos, pretende entrar acompañado de 20 o 30 hombres armados, situación que desde luego no permitimos. “La Quina” está desbordado, está loco: tiene verdaderas obsesiones paranoicas.

		Mi huella respecto al sindicato petrolero consiste en haber frenado la tendencia, que ya tenía muchos años, de que el sindicato ganara cada vez más terreno. Yo recuerdo que el licenciado Echeverría les soltó mucho: les concedió la sindicalización del personal técnico. En ese tiempo trabajaba yo en Pemex con Antonio Dovalí, y sé que él estaba en contra. Sin embargo, la negociación con los líderes la hizo Echeverría y él fue quien cedió.

		En el sexenio de López Portillo se les dieron grandes concesiones económicas, tanto porque era la época de crecimiento y de auge petrolero como por el hecho de que Díaz Serrano estaba manejando desde Pemex su precandidatura a la Presidencia de la República.

		De manera que, cuando menos, será necesario reconocer que yo frené la tendencia de cederle más y más al sindicato. Además, corregí lo más obvio, lo más importante: la licitación de las obras públicas.

		

	
		

		Ecologistas: lucha contra la nucleoeléctrica de Laguna Verde

		

		El 13 de febrero los titulares de la SEMIP, Alfredo del Mazo, la Sedue, Manuel Camacho, y la CFE, Fernando Hiriart, se reunieron con los representantes de todos los grupos ecologistas y acordaron que no se cargaría el reactor de la planta nucleoeléctrica de Laguna Verde hasta agotar las conversaciones respecto al peligro que ésta representa. Para entonces la construcción de la nucleoeléctrica, dividida en unidades 1 y 2, tenía un avance en la primera de 98.3%, y en la segunda de 47.1 por ciento.

		México hizo su incursión en el uso de la energía nuclear en la segunda mitad de los años sesenta. A ello contribuyeron varios factores. Uno fue la preocupación del sector energético por la declinación de las reservas petroleras nacionales ante un consumo creciente de productos petrolíferos, lo que hacía aconsejable buscar nuevas fuentes de energía que contribuyesen a disminuir la dependencia del país respecto de los hidrocarburos.

		También fue significativa la campaña de promoción de la energía nuclear realizada por el Organismo Internacional de Energía Atómica, que publicó estudios de planeación energética para varios países en vías de desarrollo, entre ellos México, en los que se asignaba un papel importante a la energía nuclear de fisión para satisfacer las necesidades pronosticadas de electricidad en lo que resta del siglo.

		En 1968 se seleccionó, de entre 14 posibilidades, la zona geográfica de Laguna Verde, situada en la costa del Golfo de México, a 70 kilómetros al noroeste del puerto de Veracruz y a 60 kilómetros al noreste de la ciudad de Jalapa, en el municipio de Alto Lucero. Se escogió este sitio principalmente por la disponibilidad suficiente de agua de enfriamiento, que se tomaría del mar; la facilidad de acceso de piezas muy grandes y pesadas, como la vasija del reactor, que se harían llegar por vía marítima, y la relativa cercanía de los principales centros de consumo de energía eléctrica.

		Las vicisitudes del proyecto, cuya construcción empezó en 1973, hicieron que en varias ocasiones el gobierno evaluara la conveniencia de continuarlo. La decisión de seguir adelante se apoyó en la convicción de que la energía nuclear representaría para México una diversificación oportuna de sus fuentes energéticas de primer orden y la oportunidad de que el país ingresara en “la revolución tecnológica de nuestro tiempo”.

		Sin embargo, fue en 1986, cuando se iniciaron las pruebas preoperacionales, que diversas fuerzas sociales, partidos políticos, agrupaciones ecologistas, grupos científicos y numerosas comunidades veracruzanas generaron un nutrido debate respecto a la conveniencia de cargar el reactor de la nucleoeléctrica de Laguna Verde. Ello se debió, en parte, a los accidentes de los últimos años en los países desarrollados, particularmente el ocurrido el 26 de abril de 1986 en Chernobyl, en la URSS.

		Este accidente, que se resintió en países que se encontraban a más de 2 000 kilómetros de distancia, se debió a errores humanos, lo que hizo cuestionable la confiabilidad de los dispositivos de seguridad que supuestamente detectan a tiempo este tipo de fallas.

		Aparte de los problemas de seguridad, que hoy se suponen superados por la existencia de nuevos sistemas, también se ha cuestionado mucho el costo del proyecto. Éste ha sido, en efecto, muy elevado, de alrededor de 2 191 millones de dólares. Una termoeléctrica de la misma capacidad —1 300 MW— hubiera costado aproximadamente 844 millones de dólares. Sin embargo, si se suman los costos de operación y mantenimiento, el resultado neto es que el costo total de generación de energía eléctrica en Laguna Verde será similar al de una termoeléctrica convencional, esto es, cerca de 5.6 centavos de dólar por kilovatio/hora.

		En fin, siempre se supo que el costo de inversión era altísimo, pero que éste se compensaba con los bajos costos de operación y mantenimiento. El gasto está hecho, por lo que no será esto lo que determine si debe o no operarse Laguna Verde.

		Nuestra decisión de continuar con el proyecto es firme. La necesidad de desarrollar tecnología nuclear en México no puede ser pospuesta. No podemos quemar nuestro petróleo para ampliar el suministro eléctrico, y desgraciadamente no tenemos posibilidades hidrológicas para crear electricidad.

		La resistencia al proyecto puede llegar a crear un movimiento de gran envergadura, pero será como en todo el mundo: los ecologistas se tirarán al suelo, armarán manifestaciones y pintarán muros, pero su movimiento no cobrará dimensión nacional.

		

	
		

		Situación económica:

		diferencias entre la apreciación de los empresarios y la de los obreros

		

		A principios de 1987 coexisten en los diversos grupos sociales de nuestro país estados de ánimo encontrados. Mientras los empresarios tienen expectativas favorables, los obreros expresan una creciente inquietud.

		Ello se debe a que la iniciativa privada funda su optimismo en la información económica que demuestra la capacidad del gobierno para enfrentar la crisis derivada del desplome de los precios del petróleo ocurrida en 1986. Esta información, aunque positiva en sí misma, es irrelevante para los trabajadores, quienes sólo pueden apreciar el grave deterioro real de sus salarios.

		La mayoría de los empresarios se encuentran esperanzados, de manera que cuando se acercan al gobierno es para hacer planteamientos casuísticos relativos a su grupo industrial o rama de trabajo, y evitan el enfrentamiento ideológico; sin embargo, no pierden por ello su inclinación a la prepotencia. Un ejemplo de esto fue el intento del Grupo de Hombres de Negocios México-Estados Unidos de someterme a un interrogatorio de 14 preguntas en el desayuno que tuvo lugar el lunes 16 de febrero. Pretendían obligarme a responder lo que se iba a hacer en el corto plazo en materias como la Ley de Inversiones o la desincorporación de empresas. Los temas propuestos no me molestaron, lo que me irritó fue la forma.

		No fue sino hasta un día antes, el domingo, que tuve tiempo de leer sobre el formato de la reunión. Le hablé a Héctor Hernández y le dije que no era posible que estos individuos pensaran que podían dirigirme a su gusto. Señalé que debían plantear sus inquietudes y que, según se desarrollara la reunión, definiría yo qué secretario intervendría y que, para terminar, dependiendo del ambiente que se generara, podría yo hacerles un comentario final.

		De hecho, así sucedió. Ellos cambiaron su tono inquisitorial, los secretarios respondieron a sus preguntas y yo intervine al final. Destaqué que cualquier política económica debe tener viabilidad política. Puntualicé, con toda intención, que la transacción y la negociación caracterizan el proceso político norteamericano, que no siempre se acomoda a la ortodoxia de la teoría económica. En seguida hablé del cambio estructural que nos hemos propuesto, y llevé el asunto hasta la disparidad de opiniones de los empresarios.

		Puse esto de relieve, porque las preguntas demostraron que no existía concertación entre los empresarios mexicanos y los norteamericanos sobre lo que se iba a preguntar. Tampoco hubo interés específico de los mexicanos por dar una semblanza positiva de lo que está ocurriendo en México.

		La preparación de las reuniones, o su carencia, depende de quién maneje el organismo. En este caso frenamos el tono propuesto por Enrique Madero Bracho, quien es un liberal a ultranza, pero no pudimos evitar las diferencias. La actitud de que cada quien lance la pregunta que se le ocurre, a ver cómo la torean el Presidente o sus secretarios, es lo que hace muy difícil que se dé una verdadera discusión.

		Cada cámara empresarial tiene una dinámica interna muy diferente. Sin embargo, su común denominador es la dificultad para que sus componentes se pongan de acuerdo, pues cada uno tiene intereses muy particulares. Por ello, los grandes empresarios me han manifestado en muchas ocasiones que no se sienten representados por dichos organismos. Sea como fuere, resulta claro que el diálogo con ellos siempre es difícil.

		Los obreros, por su parte, están inquietos por el deterioro salarial acumulado. A ello se debe que Fidel Velázquez haya lanzado la idea de que los salarios contractuales debían aumentar en la misma proporción en que lo hiciera el salario mínimo emergente. Le dijimos que esto no es posible y, no obstante, el Congreso del Trabajo emplazó a huelga.

		La verdad es que el número de sindicatos de empresas que participaron en el emplazamiento fue mínimo. Francisco Hernández Juárez, líder del sindicato de Teléfonos de México, lo hizo, porque él es el presidente del Congreso del Trabajo y se siente obligado. También lo hicieron los sindicatos de la aviación.

		El nombramiento de Hernández Juárez como presidente del Congreso del Trabajo es interesante. Su primera implicación es que don Fidel ya logró meterlo al redil. Hernández Juárez ya es mucho más tratable y sensato de lo que era antes. En realidad, tenía una actitud cercana al gobierno, aunque conservara entre los otros líderes sindicales la fama de ser progresista, limpio, organizado y atento a sus bases.

		Hernández Juárez habló en el aniversario del Congreso del Trabajo el 18 de febrero. En esa ocasión inició su discurso con un diagnóstico complejo de la situación internacional y la situación nacional. Lo interesante fue que mencionó la necesidad de que en México se diera la reconversión sindical. Esto me llamó la atención y me pareció importante. Reflejó, de alguna manera, la conversación que tuve con él el 11 de febrero.

		Esa vez vino a saludarme y a manifestarme su apoyo. Me aclaró que, como líder, tenía que sostener ciertas banderas. Yo le dije que así lo entendía y que sobre el camino nos iríamos entendiendo. Él me manifestó su satisfacción por el respeto de mi gobierno a la autonomía sindical y me dijo que estaba consciente de que en el medio sindical había graves problemas internos, problemas de moralidad.

		Asentí y le dije: “Ya que me tocó usted el tema, ojalá haga algo, porque en los sindicatos se dan prácticas gansteriles: hay formas inaceptables de ganar los contratos colectivos o de vender seguridad, y esto en connivencia con los patrones. Ustedes tienen que arreglar ese problema, porque el gobierno está obligado a aplicar la ley, y no puede en muchos casos quedarse de brazos cruzados cuando la ilegalidad es flagrante. Sin embargo, es difícil que el gobierno pueda sanear esto sin el apoyo de la cúpula sindical”.

		Él me ofreció que trataría de ir componiendo las cosas, a lo que yo interpuse: “Mire, Francisco, no trate de agarrarla toda y pronto; haga su estrategia y manténgase en comunicación con nosotros. Si no, se va a ir de bruces. Hay que buscar un camino gradualista”. Hernández Juárez me agradeció que lo cuidara.

		La verdad es que sí existe riesgo de que, si no se adelanta en la organización y en la moralidad sindicales, empecemos a tener problemas, puesto que los vicios del sindicalismo son ya muy evidentes. Definitivamente, creo que es necesaria la reconversión sindical.

		

	
		

		Deuda externa latinoamericana: suspensión de pagos de Brasil

		

		El 20 de febrero nos desayunamos con la noticia de que los brasileños habían declarado de manera unilateral la suspensión de pagos de su deuda externa y solicitaban el inicio de negociaciones con el Fondo Monetario Internacional.

		Esta situación me preocupó porque podía asustar a los banqueros internacionales. Ellos tenían dos formas de considerar este hecho respecto al proceso de negociación de la deuda mexicana. La primera consistía en tratar de acelerar el arreglo con México, que de hecho estaba convenido en principio para el 19 de marzo; la segunda sería dudar del arreglo y entorpecer su conclusión.

		La primera era más lógica, pues los acreedores sabían que si no obteníamos pronto los recursos negociados, nosotros también tendríamos que declararnos en suspensión de pagos. Entendían que ésta no sería una opción voluntaria, sino un camino inevitable.

		La situación de las deudas latinoamericanas es muy compleja. Argentina ya logró un acuerdo con el Fondo Monetario Internacional, pero los demás países no. En Brasil, el gran problema es de naturaleza política. El presidente José Sarney entró, en marzo de 1985, en una situación de gran debilidad. La imposición del Plan Cruzado, el 28 de febrero de 1986, tuvo, inicialmente, resultados espectaculares en cuanto a crecimiento, lo que le dio al partido en el poder el prestigio político necesario para ganar el 15 de noviembre de 1986 las elecciones para gobernadores y para formar una Asamblea Constituyente. Sin embargo, al día siguiente de las elecciones, el gobierno tomó severas medidas de ajuste económico, porque el Plan Cruzado había vaciado sus reservas monetarias.

		Su fracaso y la necesidad de declarar una minimoratoria son, sin duda, píldoras muy amargas para los brasileños, quienes además se encuentran en el complejo proceso de elaborar una nueva Constitución nacional. Lo grave, según me han dicho, es que no tienen un proyecto claro de cómo debe ser esa Constitución, sino que la Asamblea Constituyente está abierta a la discusión. Esto siempre es peligroso, pues propicia que se caiga en asambleísmos e ineficiencias, sobre todo en las circunstancias por las que atraviesa Brasil, donde incluso existen riesgos de desestabilización.

		Atenúa la situación el hecho de que los Estados Unidos no quieren que vuelvan los militares, sobre todo cuando se ha hablado tanto del proceso de democratización en América Latina. No es previsible que lo deseen, salvo que las circunstancias se vuelvan verdaderamente caóticas. Me parece, incluso, que los militares mismos no buscan el poder en este momento, dado su desprestigio. Ellos desean mantenerse como una fuerza detrás del poder.

		La complejidad de la coyuntura y los peligros por los que atraviesa Brasil cambiaron mucho su situación relativa frente a México. En 1986, cuando impusieron el Plan Cruzado, fueron motivo de admiración por muchos, dentro y fuera de su país. Aquí, en México, se habló con frecuencia de que otras naciones estaban tomando medidas imaginativas para resolver la crisis, mientras que nosotros continuábamos por un camino ortodoxo. En ese entonces, como alguien me dijo, la situación de Brasil era vista como “sexy”, en tanto que la de México era “porno”.

		Hoy las cosas han cambiado, pues nosotros, a pesar de haber enfrentado circunstancias más adversas, estamos empezando a reactivarnos económicamente y tenemos una buena cantidad de reservas en el banco central.

		Otra nación que se encuentra en una situación difícil es Perú; yo creo que no tarda en explotar. También los peruanos tuvieron resultados preciosos en 1986: su economía creció el 9% del PIB, bajaron la inflación, aumentaron el empleo y el consumo, y no pagaron la deuda. Lo malo es que el esquema en que apoyaron esas medidas se ha agotado. Ya no pueden crecer en términos industriales, porque están trabajando a plena capacidad y, sin embargo, no hay inversión privada y se les ha ido la mitad de su reserva monetaria. Hay quienes dicen que es cosa de dos a cuatro meses para que estalle la situación peruana.

		Ellos tienen, además, problemas de violencia, pues Sendero Luminoso ha seguido creciendo. El factor que sostiene esta curiosa situación es la personalidad de Alan García, quien visitará México próximamente. Estoy seguro de que para entonces tendrá una actitud más ponderada que la que tuvo al inicio de su gobierno.

		

	
		

		Iglesia católica: búsqueda de mayor participación política

		

		El 25 de febrero, los obispos de la Iglesia católica que están agrupados en la Conferencia Episcopal Mexicana publicaron un desplegado de prensa en el que manifestaron públicamente su inconformidad con el artículo 343 del nuevo Código Federal Electoral. Este artículo dispone una sanción de 500 a 1 000 días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal a todo aquel ministro de culto religioso que, por cualquier medio, influya en el electorado para votar a favor o en contra de un determinado partido o candidato, fomente la abstención o ejerza presión sobre los votantes.

		Días después, me reuní con los obispos y les expliqué que dichas sanciones no formaban parte de la iniciativa de ley presentada por el Ejecutivo, sino que habían sido propuestas por el PPS y el PST, y aprobadas una madrugada sin objeción de ningún partido.

		Me dijeron que quedaban más tranquilos al saber que había sido un error, que por grave que fuera, no reflejaba una intención del Presidente de la República. Les confesé que no me había dado cuenta cuando pasó la modificación de ese artículo, pero les dije que, aun si me hubiera dado cuenta, no lo hubiera vetado, pues ello hubiera provocado una gran controversia que, sin duda, hubiera despertado de nuevo los ánimos de los jacobinos. Les dije, sin embargo, que estaba dispuesto a revisar este punto cuando se reformara de nuevo la ley electoral.

		Añadí que era muy explicable que, ante la actitud de los obispos de Chihuahua, hayan surgido actitudes de este tipo entre ciertos miembros de los grupos políticos. Comenté que había leído el documento denominado “Talleres para la democracia” y que había encontrado en él frases intolerables para el gobierno, en las que se le acusaba de ser, entre otras cosas, corrupto y antidemocrático. Les hice ver que si ellos eran los que querían la reconciliación entre el Estado y la Iglesia, tenían que tratar de que el ambiente de agresividad provocado por el obispo de Chihuahua se modificara.

		De cualquier forma, el texto final del artículo 343 es malo, porque resulta evidente que los sacerdotes continuarán interviniendo en política, y que nosotros no vamos a poder hacer nada al respecto. La legislación no cumplida es negativa para todos. No tenemos más alternativa que seguir dialogando, madurando y esperando un ambiente propicio para regularizar esta situación.

		Sin embargo, los obispos no dejan de sorprenderme. Me volvieron a salir con que van a canonizar al padre Pro.[2] El delegado papal, Girolamo Prigione, que es el más político de todos, me preguntó qué pensaba al respecto. Le dije que era una provocación. Él contestó que ya había pasado mucho tiempo, y que no podíamos seguir atados a la historia. Le dije que era un caso muy controvertido, de manera que su canonización provocaría problemas y sólo serviría para deteriorar la relación entre el Estado y la Iglesia.

		Me informaron que querían hacer pública su intención en noviembre de 1987. Les respondí que me parecía muy poco oportuno anunciarla en esa fecha, pues inevitablemente convertirían el asunto de las relaciones entre el Estado y la Iglesia en un tema de la campaña política del próximo candidato a la Presidencia de la República. Entonces me preguntaron si sería conveniente proceder después de la campaña. Les respondí que tampoco lo era, pero que, en fin, sería menos malo.

		Ellos fingen ingenuidad, pero en realidad andan provocando, porque quieren, como lo han hecho evidente en todo el mundo, mayor participación política.

		

	
		

		Huelga del Sindicato Mexicano de Electricistas

		

		Las negociaciones entre las autoridades laborales y los dirigentes del Sindicato Mexicano de Electricistas antes del estallamiento de la huelga, el 27 de febrero, fueron difíciles e intermitentes. Esto se debió a que el SME no tiene un liderazgo fuerte: está compuesto por una serie de facciones de extrema izquierda. Así, cada vez que se negocia con su líder, Jorge Tapia, éste tiene que regresar a discutir con el conjunto de los electricistas, quienes con frecuencia desconocen sus acuerdos.

		De hecho, Tapia me mandó decir que Farell no quería negociar con él en corto, que sólo lo recibía en grupo y que, en esas circunstancias, él tenía que radicalizarse. Farell me explicó que no quería hablar en privado con Tapia, porque no sabía qué podía pasar después.

		La participación de los dirigentes del Congreso del Trabajo en este conflicto fue confusa. Ellos empezaron la agitación en diciembre de 1986, cuando don Fidel pidió revisiones mensuales de salarios. Desde entonces empezó a crecer la presión, pues surgió la idea de hacer extensivo a los salarios contractuales el aumento logrado para los mínimos. La presión se exacerbó el 16 de diciembre del año pasado, cuando anunciaron que las empresas paraestatales emplazarían a huelga. Las que realmente emplazaron fueron el Sindicato de Telefonistas, el Sindicato Mexicano de Electricistas y la Asociación Sindical de Pilotos Aviadores.

		El 24 de febrero todas las empresas estatales prorrogaron el estallido de su huelga, menos el SME, que se siguió de frente. Si el Congreso del Trabajo lo toleró, o incluso lo utilizó de punta de lanza para tantear el terreno, no lo sabemos. La versión del Congreso del Trabajo fue que el SME actuó por su cuenta. El hecho es que cuando el 27 de febrero el gobierno decretó la intervención e inexistencia de la huelga, el Congreso del Trabajo se rasgó las vestiduras.

		Sabemos que hace muchos años que el gobierno no permite huelgas en los servicios públicos, y que cada vez que estas empresas son intervenidas o requisadas, los sindicatos hacen un gran escándalo. Respecto a este problema, el país no ha querido enfrentar la realidad. La única solución es legislar para dejar claro que no se pueden tolerar huelgas en ciertos servicios públicos básicos. La cosa es que esto se ha ido dejando, y ahora tampoco es el momento adecuado para actuar.

		El hecho es que ese tipo de sainetes nos dañan a todos. El gobierno queda como el villano que requisa, rompiendo con ello el derecho de huelga. Los obreros también pierden, porque finalmente tienen que aguantarse y ajustarse a las decisiones del gobierno, lo que los hace perder cara.

		Inevitablemente, como todo lo que ocurre en estos días, la agitación laboral levantó sospechas sobre su posible liga con la sucesión presidencial. Se trata de suspicacias excesivas, pues si bien puede ser cierto que ante la coyuntura los sindicatos quieran hacer acto de presencia, es mucho más importante el demérito real del salario y el enfrentamiento de los obreros con el gobierno, porque éste no les quiere soltar las riendas.

		La huelga del Sindicato Mexicano de Electricistas debe entenderse como resultado de la crisis económica, que está orillando a los trabajadores a emprender acciones más radicales para recuperar parte de su poder adquisitivo. Desde 1983 hemos tenido el peligro de que la crisis rebase los mecanismos de control social que han permitido pasar estos años de transición sin conflictos sociales mayores.

		Por ello, y dada la combatividad del movimiento obrero, resultaba muy deseable lograr una negociación válida para todo el año. Sabíamos que en abril habría otro aumento de emergencia para el salario mínimo, y no queríamos que de nuevo pidieran ese aumento en la negociación contractual, así como otros beneficios, porque entonces sí se nos descontrolaría la inflación.

		Finalmente, el Sindicato Mexicano de Electricistas se disciplinó y levantó la huelga. Esto sucedió porque, en su momento, les mandé decir a los trabajadores por conducto de Farell que iba en serio, que si hacía falta estaba dispuesto a liquidarlos. Fue un “volado”, porque indiscutiblemente había un gran riesgo en actuar de esa manera. El mensaje que mandé no fue una simulación, era definitivo, porque todo es posible menos que se le pierda el respeto al gobierno.

		En la negociación trabajaron de manera conjunta Farell y Salinas, este último en calidad de maestro de economía: explicó con qué dinero cuenta el gobierno y cómo pensaba distribuirlo, así como por qué no se podían aumentar los salarios. Los líderes aparentemente entendieron, pero, como es lógico, continuarán exigiendo mayores salarios.

		

	
		

		Marzo de 1987

		

	
		

		Partido Revolucionario Institucional:

		presencia de la Corriente Democrática

		

		LOS DÍAS 2, 3 Y 4 DE MARZO, EN EL AUDITORIO NACIONAL de la Ciudad de México, se llevó a cabo la XIII Asamblea Nacional Ordinaria del Partido Revolucionario Institucional. La asamblea, órgano supremo de decisión del PRI, tenía por objetivo central preparar al partido, mediante la movilización de todos sus sectores y organizaciones, para iniciar el proceso de selección del próximo candidato priista a la Presidencia de la República.

		Para lograrlo, era indispensable fortalecer la unidad del partido. Con ese fin se tomaron dos medidas, una un tanto anecdótica y la otra trascendente. La primera consistió en invitar a la ceremonia de clausura a los ex presidentes Luis Echeverría y José López Portillo, y la otra implicó abrir fuego contra la llamada Corriente Democrática.

		La presencia de los dos ex presidentes en la clausura de la asamblea causó un gran impacto. La idea de que asistieran fue de Jorge de la Vega, quien desde hacía semanas o meses sostenía que yo tenía que invitarlos a un acto público, a fin de mostrar que no había entre nosotros distanciamientos innecesarios, esto es, que los ex presidentes demostraran públicamente su adhesión al Presidente de la República.

		El hecho es que dos días antes de que tuviera lugar la XIII Asamblea, De la Vega me propuso que aprovecháramos la ocasión, y me pidió que le respondiera ese mismo día, pues necesitaba un tiempo mínimo para invitar y confirmar la presencia de los dos ex presidentes.

		Yo hice un análisis de costo-beneficio. El costo era que aquellos segmentos sociales todavía irritados por los ex presidentes, particularmente la iniciativa privada, esto es, aquellos que habían sido afectados u ofendidos por la nacionalización bancaria, reprobaran abiertamente el acto. La ganancia buscada era hacia dentro del partido, en el que la gran mayoría de los políticos y administradores que lo conforman habían trabajado para uno u otro de los ex presidentes, y a todos les molestaba la posibilidad de ser excluidos por ese solo hecho. A partir de esa premisa, valía la pena intentar la ortodoxia de reconocer que todos somos parte de “la gran familia revolucionaria”.

		Cuando acepté la sugerencia de De la Vega, le dije que lo hacía a condición de que asistieran los dos ex presidentes. De la Vega me dijo que, por antigüedad, avisaría primero a Echeverría, dejando claro que la invitación estaba condicionada a que también aceptara López Portillo.

		Así, la invitación a los ex presidentes se realizó con el deseo de sumar. Su presencia quitó temores y, sobre todo, vacunó a sus grupos de amigos, para que no anduvieran tratando de actuar fuera del partido o fuera de la línea marcada por el gobierno. Hay que recordar que más peligrosos que los ex presidentes son sus grupos de amigos, y que el comportamiento de éstos depende de la prudencia y de la orientación que reciban de sus ex jefes, a quienes, por tanto, hay que tener tranquilos.

		Sé que la presencia de Echeverría y López Portillo en la asamblea del partido fue muy controvertida. Algunos consideraron que me manché, que sumé lastre al partido, que les di un perdón que no merecían. Otros me dijeron que qué bueno que los hubiera metido al redil y controlara de manera adecuada la sucesión presidencial.

		Como destacaron las “notas de color” de los periódicos, cabe comentar que en las actitudes y en las personalidades de cada uno de estos hombres no ha pasado un día. Luis Echeverría llegó acompañado de su esposa y de algunos miembros de la familia Zuno. Estuvo de buen humor, juguetón, y aprovechó las oportunidades que tuvo para hablar del tercermundismo. López Portillo, en una actitud típica, afirmó que regresaba con la frente en alto. Entró escoltado por Carlos Hank González y por Francisco Galindo Ochoa.

		Otra cosa curiosa fue —según me comentaron quienes estuvieron todo el tiempo ahí— que era notable ver cuáles grupos saludaban a cada uno de los ex presidentes, y cuán pocos eran los que saludaban a los dos.

		Si bien la imagen que se transmitió de la XIII Asamblea fue de unidad partidista, también trascendieron varias divisiones en el seno del partido. La más notable fue la de la Corriente Democrática, autoconstruida por sus dos líderes, Porfirio Muñoz Ledo y Cuauhtémoc Cárdenas.

		Esta corriente es resultado de un problema de personalidad, puesto que estos dos individuos quieren destacar hasta donde sea posible, pero también es un problema conceptual, porque ellos pertenecen a la corriente populista dentro del partido. Nuestras diferencias ideológicas traen como resultado diferentes líneas de política, distintas ideas de lo que es y lo que debe ser la Revolución mexicana y, por tanto, diferentes metas dentro del partido. Ellos quisieron tomar el poder desde dentro; por ello De la Vega los enfrentó en su discurso. Se resolvió a hacerlo, porque ya se habían agotado los caminos de la conciliación.

		En octubre de 1986, cuando se iba a hacer el cambio en la presidencia del partido, reuní a Jorge de la Vega y a Adolfo Lugo Verduzco. Cuando se mencionaron los pendientes que Lugo le dejaba a De la Vega, apareció el tema de la Corriente Democrática. Lugo dijo que había intentado un acercamiento con sus dirigentes, pero que éstos habían sido escurridizos, difíciles. Señaló que no veía una solución clara para este problema y que, desde luego, sentía que Cuauhtémoc Cárdenas y Porfirio Muñoz Ledo no querían acercarse a la institucionalidad del partido.

		Jorge de la Vega me dijo que, dado que su temperamento era conciliador, deseaba intentar de nuevo el acercamiento con los dirigentes de la Corriente Democrática. Yo le dije que lo hiciera, independientemente del escepticismo de Adolfo Lugo, pues tal vez él podría encontrar una vía de solución.

		Posteriormente, De la Vega me dijo que se había reunido 19 veces con los miembros de la Corriente Democrática; que había tenido desayunos, comidas, cenas, y que incluso Porfirio Muñoz Ledo le hablaba a su casa a las seis y media de la mañana. Sin embargo, su esfuerzo no fructificaba.

		En el esfuerzo de conciliación, le dije a Jorge de la Vega que yo lo iba a apoyar: que recibiría, por separado, a los dirigentes de la Corriente Democrática cuando él me lo pidiera. El 20 de enero recibí a Cuauhtémoc Cárdenas y el 10 de febrero, a Porfirio Muñoz Ledo. Ambos, a su manera, me hablaron de que los partidos modernos requerían corrientes diversas. Incluso me señalaron que la existencia de corrientes impediría que la responsabilidad de la sucesión presidencial recayera exclusivamente en el Presidente, pudiéndose dar la imagen de que era una acción del partido.

		A los dos les dije que la impresión que daban con sus palabras y sus acciones era que querían delimitar la intervención del Presidente en el proceso de sucesión, así como vulnerar a sus colaboradores. Ellos, desde luego negaron esto, señalando que lo que deseaban era colaborar.

		Les respondí que me daba mucho gusto que ésa fuera su intención, porque de no ser así, estaba seguro de que llegaría un momento en que nos tendríamos que enfrentar. Ellos aseguraron que no sería el caso, pero insistieron en la necesidad de que hubiera corrientes dentro del partido. Yo sabía que tanto Adolfo Lugo como Jorge de la Vega ya les habían explicado que la existencia de corrientes es contraria a la estructura del partido.

		Porfirio, durante su entrevista, me pretendió dar una clase sobre la estructura moderna de los partidos políticos. Me habló del Partido Socialista Obrero Español, del Partido Laborista. En fin, tuve que decirle que aquí estábamos en una situación distinta y que no podíamos copiar lo que ocurría en otros países. Le hice ver que si aceptábamos la existencia de esta Corriente Democrática, podrían surgir otras, y le pregunté a dónde iríamos a parar entonces.

		Porfirio me insistió en que mucha gente se acercaba a él para pedirle que perseverara, pues era necesario dar nueva vida al partido. Yo le dije: “Mira Porfirio, ni que fuéramos nuevos en la política para creernos todo lo que nos dicen. Aquellos que van a hablarte mal de mí, estimulando tu trabajo, son los mismos que después vienen conmigo para hablar mal de ti. Esa gente, en última instancia, te va a jalar el tapete”.

		Porfirio, con su barroquismo intelectual, me expuso toda su teoría sobre la Corriente Democrática. Insistió en que era importante que los secretarios de Estado que ambicionaban la Presidencia de la República se separaran de sus cargos y lanzaran sus precandidaturas. Uno de los argumentos que utilizó para tratar de convencerme consistió en señalar que las células del cuerpo social también pueden sufrir necrosis, es decir, que aquellos individuos que no alcanzan la nominación presidencial se quedan acremente resentidos por ello.

		Lo sano, según su teoría, es que renuncien desde antes, lo que permite disciplinar a todos los demás. Es la última renovación de miembros de gabinete que hace el Presidente, obligando a los que se quedan al compromiso de trabajar con entusiasmo. De esta manera el Presidente no tiene que enfrentar, después del destape, un gabinete resentido.

		Este aspecto es fundamental, me explicó Porfirio, porque el tener que trabajar en esas circunstancias es lo que amarga y vuelve locos a los presidentes. Ésa fue la razón —me dijo— por lo que tanto Echeverría como López Portillo se habían salido de sus cabales. Me aseguró que con el sistema que él proponía todo esto podría evitarse.

		Cuando le señalé que muchas de sus afirmaciones eran subjetivas, aprovechó para decir que efectivamente requería más información. Le pregunté que cuáles eran los temas que le preocupaban, y me contestó que a los miembros de su corriente les interesaría tener entrevistas con ciertos secretarios de Estado.

		Respondiendo a su urgencia, le dije que estaba de acuerdo, pero que, seguramente por mi falta de imaginación, era proclive a las instituciones, por lo que consideraba que lo adecuado era que él le señalara a Jorge de la Vega su interés de entrevistarse con determinados secretarios de Estado. Aseguré que cuando el PRI me lo solicitara, yo lo autorizaría, y vería que esos secretarios concedieran las entrevistas. Le dije que no podía saltarme a Jorge de la Vega, dándoles a ellos una primacía política que no tenían otros priistas.

		Porfirio y Cuauhtémoc llegaron a hablar con De la Vega sobre este asunto, pero por entonces fue cuando De la Vega se desesperó con ellos, sobre todo a raíz de un discurso que pronunció Porfirio Muñoz Ledo el 21 de octubre del año pasado en Nayarit.

		En dicha ocasión, De la Vega le insistió en que fuera institucional y Muñoz Ledo contestó que lo sería. El hecho es que, en el discurso de Nayarit, Muñoz Ledo enfatizó la necesidad de que los secretarios de Estado renunciaran a sus puestos para competir de manera abierta en la contienda presidencial. Además, en forma heterodoxa, lo distribuyó por adelantado a los diferentes periódicos, haciendo con ello gala de su capacidad publicitaria.

		Cuauhtémoc tiene otro tono: es más terco, más perseverante. Él me pidió durante su entrevista que le brindara a la corriente la oportunidad de participar en la asamblea. Yo lo escuché y le sugerí que platicara con Jorge.

		Cuauhtémoc estaba preocupado porque su grupo era perseguido. Incluso me pidió puestos para algunos de sus partidarios, como el licenciado Robles Garnica o el licenciado Francisco Xavier Ovando. Yo accedí a ayudarlo. Le pregunté qué puestos quería. Contestó que cualquier cosa, que puestos sencillos, por ejemplo, delegados del PRI en los estados. Yo le aclaré que desde luego en Michoacán no y él lo aceptó.

		Entonces le ofrecí que lo iba a ayudar. Le dije: “Vamos a entendernos: no le lleves la contra al gobernador Luis Martínez Villicaña”, y él estuvo de acuerdo. Sin embargo, fue y se metió al estado de Michoacán, precisamente a llevarle la contra a Martínez Villicaña.

		Por todo eso, Jorge de la Vega me dijo que era necesario decir cosas fuertes contra la Corriente Democrática durante la XIII Asamblea. Yo le pregunté si ya las había medido, y me contestó que sí. Entonces lo autoricé para que las dijera.

		Todavía en esa asamblea, y de acuerdo con lo que habíamos acordado, participaron en diferentes mesas Armando Labra, Ifigenia Martínez y Cuauhtémoc Cárdenas, pero sus voces no se oyeron demasiado, porque las mesas, como era natural, las teníamos controladas.

		El hecho es que a partir de la clausura de la XIII Asamblea, el 4 de marzo, cuando Jorge de la Vega exigió a los priistas inconformes que renunciaran al partido, señalando que no había cabida para una quinta columna ni para caballos de Troya, se desató públicamente un pleito campal entre los dirigentes de la corriente y Jorge de la Vega.

		El domingo 8 de marzo, Cuauhtémoc Cárdenas advirtió que el PRI vivía una etapa de retrocesos y criticó severamente la conducción de Jorge de la Vega. El miércoles 11, el CEN del PRI publicó un escueto comunicado en el que se informaba a dirigentes y militantes del PRI “la decisión personal del ingeniero Cuauhtémoc Cárdenas de ya no colaborar más con el partido”. A este anuncio respondió Cárdenas en el sentido de que no había salido, ni saldría, del PRI.

		De cualquier forma, la orden a los priistas de “hacerle el frío” a la corriente estaba dada. El jueves 12, Porfirio Muñoz Ledo dirigió una carta a los priistas apoyando la postura de Cuauhtémoc. El 17 de marzo, algunos dirigentes del Frente Juvenil Revolucionario del PRI se unieron a la Corriente Democrática, y al día siguiente fueron removidos.

		Algunos editorialistas sienten que las palabras de De la Vega, lejos de desprestigiar a la corriente, le dieron nuevo aliento y relevancia. Sin embargo, como ya le he perdido el respeto a los periódicos, no me interesa ese punto de vista. La carta agresiva que Cuauhtémoc Cárdenas publicó, y en la que acusó de autoritario y antidemocrático a De la Vega, señalando que bajo su liderazgo no había condiciones dignas para militar, lo autoeliminó del partido.

		A partir de ese instante, realmente se polarizó la situación. La parte externa de este enfrentamiento es la que aparece en la prensa: ha sido ampliamente reseñada. La parte menos visible, pero no por ello menos trascendente, es que se han ido cerrando filas dentro del partido; éste me ha manifestado claramente su apoyo.

		Así las cosas, yo creo que, en un plazo no muy largo, los dirigentes de la Corriente Democrática sólo tienen tres opciones. Por un lado, presentarse como candidatos del Partido Social Demócrata de Moreno Sánchez, el cual sólo es un cascarón; la segunda opción es trabajar con los partidos de izquierda, y la tercera, crear una nueva asociación política. Su meta será obtener la candidatura presidencial para Muñoz Ledo.

		Esta separación, en caso de ocurrir, tendrá lugar cuando se haga la designación del candidato. La verdad es que al partido le conviene que se separen, y el número de militantes que pueden llevarse es realmente mínimo. He preguntado, y gente del partido me ha informado que no serían más de 500. Yo pienso que aunque se lleven 30 000 vale la pena, pues qué puede eso significar cuando la militancia del PRI oscila entre 10 y 15 millones de votantes.

		La existencia de esta Corriente Democrática ya ha provocado una mayor unidad dentro del partido; se ha convertido en una vacuna contra cierto tipo de críticas. El partido se ha galvanizado alrededor del Presidente de la República; las fuerzas de apoyo son mucho mayores que las fuerzas de resistencia. Los tres sectores, de manera independiente, se han acercado a mí para decirme que ellos aceptan y respetan que sea el Presidente quien tenga la última palabra en la sucesión presidencial.

		Yo siempre les digo que consideraré las opiniones del partido, las circunstancias por las que atraviesa el país, y ellos me interrumpen para decirme que estarán esperando la indicación que yo les dé. La Corriente Democrática ha acrecentado el sentido de lealtad, de unidad, de disciplina al Presidente de la República.

		Claro que yo sé que en el quinto año en nuestro sistema todos tratan de fortalecer al Presidente de la República. Lo siento en detalles. Por ejemplo, en la reunión de gobernadores que tuvo lugar en Tlaxcala el 29 de marzo, el gobernador de Morelos, Lauro Ortega, les preguntó a los gobernadores si venían de pedigüeños o venían de apoyadores. Naturalmente todos contestaron que venían de apoyadores, y así me lo manifestaron.

		El deseo de fortalecerme lo percibo también en las giras que he estado realizando en estos meses por todo el país: me apoyan y no me solicitan nada. Sentí cómo la Corriente Democrática espoleó al sistema para que se agrupara alrededor del Presidente de la República.

		La Corriente Democrática corresponde a las fuerzas que tienen que desatarse en toda sucesión presidencial, porque las sucesiones son complejas. No niego que en el proceso hubo cosas que me resultaban irritantes, como los artículos de Manuel Moreno Sánchez en el Unomásuno, los días 30 y 31 de marzo y primero de junio. En ellos, más o menos decía: “Cuidado con el Presidente, es un muchacho que tiene cara de que va a misa todos los domingos, pero en el fondo lo que quiere es consolidar su poder. Quiere ejercer un verdadero maximato a través del eje Salinas-Camacho”.

		Hay muchas cosas que se están moviendo en la sucesión; yo no puedo evitar que se muevan todos aquellos que están angustiados porque piensan que no van a obtener trabajo en el próximo sexenio. Es lógico que Muñoz Ledo piense: “Si no logré una posición importante con el presidente De la Madrid, que es mi amigo, menos la voy a lograr con su equipo”. Lo mismo pueden pensar otras personas que se sienten marginadas. Sin embargo, los rumores y las críticas que organicen son intrascendentes, porque no representan fuerzas reales. A mí lo que me conviene es ir tratando de hacer nítido quiénes son y qué dicen, para irlas reduciendo a su verdadero núcleo.

		Yo no puedo evitar, sobre todo después de la línea que se estableció con las palabras de De la Vega durante la XIII Asamblea, que en todos los estados los gobernadores, los senadores, los diputados, en fin, los diferentes priistas ataquen a la Corriente Democrática. Lo que sí puedo, y voy a tratar de promover, es que este ataque no se quede en el nivel personal, sino que se eleve a nivel ideológico, para que los miembros de la llamada Corriente Democrática aclaren cuál es su pensamiento económico y político y, en ese campo, discutamos, pero sobre hechos e historias, no sobre individuos.

		La verdadera división dentro del partido, la que podría considerarse como una división estructural, es el regateo permanente entre la estructura sectorial y la estructura territorial. Esto se hace evidente en la selección de los candidatos a las presidencias municipales, en la que la competencia entre los grupos de poder locales y los sectoriales es tremenda.

		Cada vez más la lucha de los sectores nacionales se está trasladando al ámbito local. Ahí los políticos sectoriales tienen que enfrentar a los políticos profesionales del partido, que no están encuadrados en ninguno de los sectores. Lo mismo ocurre con los administradores públicos locales.

		La lucha de los sectores tiende a perder su fuerza centralista y a aumentar su localismo. Sabemos que para las elecciones de presidentes municipales primero surgen las ternas locales, que luego son aprobadas por los sectores, y después por el Comité Ejecutivo Nacional del PRI.

		Sin embargo, no hay que olvidar el tremendo primitivismo que impera en México: no hay que olvidar que al aumentar el localismo tenemos que ponernos en guardia frente al feudalismo. Hay que recordar que, hoy por hoy, el centro sirve para moderar a los caciques locales, y que éstos no han desaparecido de nuestro país.

		Tal vez lo que haya surgido son neocacicazgos, fomentados por los sindicatos y por los poderes económicos. Un buen ejemplo de la vigencia del caciquismo en nuestro país está en Veracruz. Fernando Gutiérrez Barrios, al poco tiempo de haber tomado posesión como nuevo gobernador de Veracruz, asestó un duro golpe al caciquismo en ese estado con la aprehensión, el 23 de febrero, de Cirilo Vázquez Lagunes. Esta persona, señalada como uno de los caciques más fuertes del estado, amenazó con que miles de ganaderos del sur de Veracruz lo apoyarían activamente, entre otras cosas, bloqueando las carreteras de la región.

		Este deseo de combatir el caciquismo es una de las misiones fundamentales que se ha propuesto Gutiérrez Barrios. Es necesario hacerlo, a pesar de que los caciques veracruzanos tienen los medios para efectivamente ocasionar un problema político fuerte en la entidad, más allá de la violencia con que puedan responder de inmediato.

		El gobierno está apoyando estas acciones, porque hay que corregir problemas de inseguridad pública y asegurar el predominio gubernamental. Estos caciques son capaces de sustraerse a la acción del gobierno. No dejan que en sus áreas de dominio entre el gobierno; conforman verdaderos feudos, verdaderos islotes dentro del estado. Cabe mencionar que Cirilo Vázquez tiene 35 años y se sospecha que también está metido en el narcotráfico.

		

	
		

		Pemex: recorte del personal de confianza

		

		El 16 de marzo el nuevo director de Pemex, Francisco Rojas, firmó un convenio mediante el cual canceló 1 281 plazas de confianza, esto es, aproximadamente 10% del total. Este hecho hizo que la prensa malinterpretara su forma de actuar, suponiendo que estaba cediendo terreno fundamental en nuestro combate por moderar las canonjías del sindicato.

		El esfuerzo de mi gobierno en este sentido dio lugar a un pleito abierto entre el sindicato y la administración de Mario Ramón Beteta en Pemex. El enfrentamiento había llegado a un extremo tal, que la administración de Beteta había dejado de ser funcional y política. Por ello, cuando el 6 de febrero Beteta fue sustituido por Francisco Rojas, yo le indiqué a éste que necesitaba paz en el sindicato. Le dije que quería que se mantuviera firme en lo fundamental y que cediera en lo accesorio, y que, en lo personal, tratara de acercarse a los líderes sindicales.

		En realidad, Rojas se mantuvo firme en la postura que yo le había indicado, pues el hecho que el público no conoce es que desde diciembre del año pasado, Beteta había firmado con el sindicato un acuerdo para quitar 3 500 empleados de confianza. Rojas negoció el asunto, y logró que fueran poco menos de 1 300 los empleados removidos.

		El segundo punto que desconcertó a la opinión publica resultó del anuncio que el 18 de marzo hizo el nuevo director de Pemex en el sentido de crear un programa de mantenimiento de las instalaciones, con un presupuesto de hasta 315 000 millones de pesos, que manejaría la organización gremial. Este punto, que también había sido motivo permanente de fricción entre Beteta y el sindicato, se derivó del golpe que asestamos a los sindicatos el 31 de diciembre de 1984 con la nueva Ley de Obras Públicas, que les quitó la posibilidad de subcontratar.

		El malestar que provocó esta medida hizo que Beteta me planteara la posibilidad de concederles obras de mantenimiento. Le respondí que si no abusaban en el precio, les diera algo de obra. Rojas lo único que hizo, en este afán por lograr un acercamiento con ellos, fue lucir ese presupuesto, que de cualquier forma ya estaba a disposición del sindicato.

		En lo que se refiere a la fricción permanente entre Beteta y el sindicato por la contratación de la flota petrolera, Rojas mantuvo la decisión que habíamos tomado de que 60% de ésta debía ser propiedad de Pemex y 40% pertenecería a los sectores social y privado.

		

	
		

		Visita del Presidente de Perú, Alan García

		

		Invité a Alan García a México el 24 y el 25 de marzo, para demostrar que estoy abierto a tratar con todos los mandatarios latinoamericanos, excepción hecha de los chilenos. García es una figura carismática que, incluso en ciertos momentos, puso en tela de juicio la calidad de la presencia que los demás mandatarios latinoamericanos tenemos en nuestros respectivos países. Por eso pensé que era mejor que de una vez viniera a México; quise enfrentar a quien representa las tendencias populistas en América Latina.

		Alan García gobierna un país difícil en su integración social, en su aparato político y en su organización económica. Pretende superar esta dificultad a partir de una actitud personal, esto es, que Alan García se siente un iluminado capaz de transformar, con su sola actitud, la realidad. Esta convicción le da una fuerza, una seguridad a su carácter que, inevitablemente, lo hace atractivo a los populistas de todas las latitudes.

		En el terreno personal, es agradable de trato, es un hombre que sabe ser simpático, hábil para trabar relaciones personales, habla con franqueza; en fin, que se sabe hacer atractivo como individuo. Sin embargo, esta actitud de iluminado lo ha llevado a diseñar un esquema económico fundado en la convicción de que las cosas saldrán bien si se hacen con el empeño y el entusiasmo debidos. Tuvo un año bueno, pero ahora los hechos demuestran que la situación económica se le está desmoronando.

		En términos ideológicos, Alan García me dijo que aspiraba a que Perú adoptara una ideología similar a la de la Revolución mexicana. Como parte de sus convicciones, me mencionó que deseaba crear un continuismo en su país. Me dijo, con toda franqueza, que aspiraba a crear un maximato. Incluso me preguntó: “¿Qué haría usted con un ministro que siendo de su grupo trata de separarse a fin de cobrar fuerza, pero del que tiene usted la certeza de que si llegara a la Presidencia de la República seguiría un rumbo distinto?”. Le contesté: “Córralo”, y eso fue lo que hizo.

		Alan García tiene conciencia de ser un líder demagógico, pero siente que esa es la única forma de gobernar Perú, un país en el que existe un equilibrio muy difícil entre tres grupos: la extrema izquierda, la extrema derecha y el APRA.

		Yo creo que un líder demagógico jamás será un buen gobernante o un verdadero estadista. Por otro lado, considero que su actuación en México, cargada de gestos como cantar en la Plaza Garibaldi o frente al Departamento del Distrito Federal investido con la banda presidencial, demeritaron su figura entre los mexicanos. Somos un pueblo acostumbrado a esperar un alto nivel en nuestros mandatarios.

		

	
		

		Izquierda: fusión de partidos

		

		El 29 de marzo, los dirigentes nacionales de los partidos Socialista Unificado de México, Mexicano de los Trabajadores y Patriótico Revolucionario, las organizaciones políticas Movimiento Revolucionario del Pueblo y Unidad de Izquierda Comunista firmaron públicamente un convenio de fusión. Con este hecho se inició, de manera formal, el proceso que culminaría, tentativamente en el segundo semestre del año, con la constitución de un nuevo partido político: el Mexicano Socialista.

		La creación del PMS constituye, a la fecha, el más ambicioso proyecto unificador de la izquierda mexicana, pese a que permanecen al margen del mismo tres partidos registrados de la misma tendencia, el Popular Socialista, el Revolucionario de los Trabajadores y el Socialista de los Trabajadores, así como algunos sin registro, como el Revolucionario Socialista y el Obrero Socialista, entre otros.

		En términos de política nacional, es difícil precisar el significado de la fusión. En este primer instante, antes de que dé a conocer su organización, plataforma o candidato, lo único que parece predecible es que, como partido de izquierda, tenderá más hacia el centro.

		La búsqueda de un socialismo más moderado, menos dogmático, se inició desde hace algún tiempo. Prueba de ello es la integración de Heberto Castillo, quien ha pedido mayor democracia, abandono de actitudes antirreligiosas y que se cante el himno nacional en lugar de La Internacional. Lo demás está por verse.

		

	
		

		Abril de 1987

		

	
		

		Negociaciones salariales: salarios mínimos y movimiento obrero

		

		EL 8 DE ABRIL, 37 000 TRABAJADORES DE TELÉFONOS DE MÉXICO iniciaron su huelga, pese a que horas antes el gobierno había requisado la empresa. Al momento de estallar la huelga, el sindicato de la empresa se encontraba negociando con ésta el contrato colectivo de trabajo, mismo que vencía el 25 de abril.

		Los trabajadores pretendían obtener 87% de incremento salarial, así como el 23% correspondiente a los salarios mínimos acordados en enero y 20% por el aumento correspondiente a abril. Al no lograr el apoyo de los demás trabajadores de las empresas paraestatales y ser presionados por el gobierno mediante la requisa y por la sociedad debido al mal servicio, desistieron de su huelga el 16 de abril, y aceptaron un incremento de 38% por revisión de contrato, 18% por el aumento de abril a los salarios mínimos y 2% en prestaciones.

		En general, las revisiones de los salarios mínimos y contractuales realizadas en marzo y abril fueron tensas, porque la relación con el movimiento obrero se encontraba tirante desde el 3 de diciembre pasado, cuando Fidel Velázquez propuso la revisión mensual de salarios.

		A principios de marzo, el Sindicato Mexicano de Electricistas y otras 30 empresas demandaron un aumento salarial de 23%, amenazando para lograrlo con lanzarse a la huelga. En realidad, sólo el Sindicato Mexicano de Electricistas y la Asociación Sindical de Pilotos Aviadores se fueron con la finta y suspendieron sus labores. La huelga de los electricistas fue declarada inexistente por la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, lo que creó un ambiente lleno de tensiones y obligó al Congreso del Trabajo a manifestar que tal acción era un duro golpe al movimiento obrero y un precedente funesto para las negociaciones laborales subsecuentes.

		Pudimos resolver con cierta facilidad las cosas gracias a las viejas discrepancias entre el SME y el Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana, que nos permitieron sacar a relucir, con toda mala intención, el tema de la liquidación del SME, pendiente desde 1967.

		Durante las negociaciones con los telefonistas, el gabinete económico ofreció un incremento de 7 500 pesos mensuales a todos los trabajadores por contrato, y ellos no aceptaron. Farell y Salinas ofrecieron ese dinero sin consultarme, así que cuando Hernández Juárez se negó a aceptarlo, hice que retiraran la oferta. Yo no quería que se fijara un monto determinado igual para todas las negociaciones contractuales. Mi propuesta consistió en aumentar los salarios mínimos en alrededor de 20%, y dejar la negociación contractual abierta. Así fue como se estableció finalmente, lográndose conjurar casi todas las huelgas.

		La dirigencia obrera nacional solicitó aumentos salariales y nos presionó con emplazamientos a huelga, porque la intensidad de la inflación lo hacía necesario. Dimos los aumentos salariales, pero no aceptamos amarrar los salarios contractuales con los mínimos. Tampoco permitimos huelgas en empresas públicas estratégicas.

		Estos episodios causaron malestar tanto a los obreros como al gobierno, pero no alteraron nuestras relaciones de fondo, ni significaron realineaciones dentro del movimiento obrero.

		El desempeño del presidente del Congreso del Trabajo y líder de los telefonistas, Francisco Hernández Juárez, fue, a juicio del movimiento obrero, acelerado. Su objetivo era lograr un liderazgo destacado, fuerte. Falló su gambito, pero logró consolidar su situación dentro del sindicato de telefonistas.

		Yo me di cuenta de ello el primero de mayo, cuando aprovechando que estuvimos juntos durante el desfile obrero, Hernández Juárez me manifestó su agradecimiento por la forma en que se había desarrollado la negociación dentro de su sindicato. Al escucharlo, me pregunté para mis adentros en qué habíamos cedido de más.

		Posteriormente, el director de Teléfonos de México, Emilio Carrillo Gamboa, me explicó que si el gobierno se hubiera empeñado en darle un porcentaje menor al aumento salarial, el sindicato hubiera tirado a Hernández Juárez. En un primer momento, la alternativa les pareció atractiva tanto a Emilio Carrillo como al mismo Farell. Sin embargo, después de preguntarse quién podría sustituir a Hernández Juárez, y de pensar en la agitación que esto podría traer, decidieron apoyarlo. Así, de manera deliberada, decidieron darle uno o dos puntos arriba de lo estrictamente necesario, lo que le permitió afianzarse.

		Como nota al margen, el relevo de Emilio Carrillo de la dirección de Teléfonos de México, y su nombramiento como embajador en Canadá respondió al deseo que en ese sentido me externó. Él me lo pidió en febrero, pero yo le dije que tenía que esperar a que pasara la revisión de los contratos colectivos de la empresa.

		Ante el deterioro del poder adquisitivo de los salarios, la meta política que nos propusimos para 1987 consistió en mantener los salarios reales. Por eso aceptamos hacer revisiones trimestrales de los salarios mínimos y, en forma alterna, revisión de los salarios contractuales.

		No creo que este ajuste salarial desquicie nuestro combate general contra la inflación, porque no creo que en este momento el salario sea un componente determinante. Existe una inflación inercial de costos, dificilísima de quebrar. Nos encontramos en una situación en que las tasas de interés reciclan el déficit público, potenciándolo como factor inflacionario.

		Algunos editorialistas criticaron la actitud de los trabajadores durante el desfile del primero de mayo, señalando que había una clase obrera tan debilitada que ya ni siquiera protestaba. La explicación de que ni las marchas independientes fueran concurridas se encuentra en que los trabajadores han dado prioridad al mantenimiento del empleo y la planta productiva, y han logrado su objetivo.

		Por otro lado, las negociaciones salariales reales son tolerables y existe una política social que hace posible sobrellevar esta etapa de crisis.

		Yo creo que a pesar de las deficiencias de la política de comunicación social, la gente ha entendido qué es la crisis y cuáles son las políticas que aplicamos. Además, es innegable que el excedente de mano de obra hace que los sindicatos pierdan fuerza.

		Finalmente, también podría mencionarse que el liderato obrero ha comparado la situación por la que atravesamos nosotros con aquella que viven otros países latinoamericanos. Baste recordar que ya desde hace un año Fidel Velázquez reconocía que no saldríamos de esta crisis en menos de una década.

		

	
		

		Iniciativas de ley: Suprema Corte de Justicia de la Nación

		

		El 18 de abril la Cámara de Diputados aprobó las reformas propuestas a diversos artículos de la Constitución encaminadas a asignar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación la función de intérprete de la Constitución, dejando a los Tribunales Colegiados de Circuito el control de la legalidad.

		El problema del Poder Judicial viene desde el siglo XIX, cuando se estableció la Ley de Amparo. Ésta se configuró como un control constitucional sobre los actos de los poderes de la Unión. Esto es así porque la Constitución señala requisitos de legalidad, y cuando se falta a esta garantía, hay motivo de amparo.

		En otros países quedó claramente demarcado el control de la legalidad y el de la constitucionalidad. En México, con razón, se le tuvo desconfianza a los poderes judiciales regionales y, por tanto, se le dio la última palabra a la Suprema Corte de Justicia en ambos aspectos. Esto hizo que aumentara el número de asuntos que tenían que tratarse ante ella, y congestionó su labor. A su vez, desnaturalizó a la Suprema Corte de Justicia como el gran órgano constitucional.

		Desde hace tiempo se había venido preparando una forma de limitar la tendencia de que hasta los asuntos más nimios fueran a dar a la Suprema Corte de Justicia. Hace tres décadas se crearon los Tribunales Colegiados de Circuito, precisamente para descargar a la Suprema Corte de Justicia. Sin embargo, consideramos que ya se había llegado a la etapa en que podía darse el paso definitivo, limitando la competencia de la Suprema Corte de Justicia a la interpretación de la Constitución, mientras que el control de la legalidad queda en instancias inferiores. De esta manera es posible descargar el rezago y hacer una administración de justicia más eficaz.

		Al poco tiempo se hizo la reforma de los poderes judiciales locales. Esto fue importante porque la Constitución era omisa en lo que se refería a la organización del Poder Judicial. La carencia de un marco normativo para el funcionamiento del Poder Judicial en las entidades federativas se había traducido en una disparidad en la forma de impartir justicia.

		Por ello, fue necesario reestructurar los artículos 115 y 116, en los que se establecen las bases mínimas para la organización de los poderes locales y, al mismo tiempo, se da inamovilidad al Poder Judicial local, tal y como ocurre con el federal.

		En este sexenio se ha impulsado el crecimiento del Poder Judicial federal, que es ahora 50% mayor. Éstas son de las cosas que dejarán mayor huella conforme pase el tiempo.

		

	
		

		Centroamérica: Estados Unidos frente al Plan Arias

		

		El 18 de abril el gobierno de Estados Unidos declaró que apoyaría el Plan Arias como continuación de la actividad del Grupo Contadora. Sin embargo, a mí me pareció dudosa la sinceridad del apoyo, dado que el plan explícitamente solicitaba que se suspendiera la ayuda a la “contra”. Este punto, de hecho, ya estaba causando divisiones entre Costa Rica, por una parte, y El Salvador y Honduras, por la otra, ya que estos últimos dos países comparten el esquema norteamericano que considera necesario mantener la presión militar sobre los nicaragüenses, a fin de obligarlos a negociar.

		La simpatía norteamericana por el Plan Arias resulta poco creíble, pues es evidente lo difícil que sería para Reagan retractarse de su compromiso con los “contras”. De hecho, su debilitamiento, dado el escándalo “Irán-Contras”, hace temer de nuevo la invasión norteamericana a Nicaragua. Ésta es poco probable, aunque resulta impredecible lo que haría Reagan si se siente acorralado.

		La posición de México respecto al Plan Arias es de simpatía, porque representa un esfuerzo de paz surgido del ámbito mismo de Centroamérica. Sin embargo, entendemos que su viabilidad, como la del Grupo Contadora, depende de que exista la voluntad política necesaria para ello.

		Nuestra diferencia con el Plan Arias deriva de su exigencia de buscar la democratización interna de Nicaragua. Ella supone que los sandinistas levantaran el estado de emergencia, ampliaran la amnistía a los “contras” y mejoraran sus relaciones con la jerarquía religiosa. Estas peticiones constituyen, desde nuestro ángulo, una violación al principio de autodeterminación de los pueblos. Por ello, nosotros no podemos apoyar este punto.

		

	
		

		Iniciativas de ley: Asamblea de Representantes del Distrito Federal

		

		El 23 de abril, la Cámara de Diputados, tras 12 horas de debate, aprobó la iniciativa presidencial para la formación de una Asamblea de Representantes del Distrito Federal, enviada al Congreso de la Unión el 28 de diciembre de 1986.

		La historia de este nuevo órgano arranca con el compromiso que adquirí, durante mi campaña electoral a la Presidencia de la República, de democratizar el gobierno capitalino. Fue la respuesta al ofrecimiento que en tal sentido hice en mi discurso de toma de posesión.

		La demanda, aunque tenía cierto arraigo popular, era esencialmente una petición de los partidos de oposición, que deseaban nuevos espacios políticos. Por ello, siempre se acompañaba de la propuesta de darle una composición pluripartidista al Senado. Ambas cuestiones se plantearon muchas veces a lo largo de mi sexenio.

		Por eso, cuando se determinó que el jefe del Departamento del Distrito Federal iría al Congreso el 29 de noviembre de 1985, yo le anticipé, dado que el tema había reverdecido con los sismos, que los partidos de oposición lo cuestionarían al respecto. Por lo mismo, le señalé que había que tener una posición clara en este asunto. Ello fue lo que le permitió ofrecer, en dicha ocasión, que se formaría un foro sobre renovación política y participación ciudadana en el Distrito Federal, en los meses de julio y agosto de 1986, para recoger las opiniones y sugerencias de los distintos grupos.

		Al abrirnos sobre un tema tan difícil como éste, partíamos del supuesto de que iba a ser necesario realizar una reforma política, pero deseábamos medir hasta dónde la presión era real y hasta dónde era autoconstruida. Además, si bien estábamos dispuestos a escuchar y atender las demandas populares, no nos sentíamos en la obligación de satisfacer plena y cabalmente las solicitudes de los partidos de oposición. No se trataba de todo o nada. Se trataba de abrirnos, pero dentro de los límites de lo que estábamos capacitados a enfrentar. No podíamos, en aras de una imagen, perder el sentido de las proporciones.

		Durante la consulta popular sobre la democratización del Distrito Federal, se hizo claro que los partidos de oposición no quedarían satisfechos con lo que podíamos ofrecer, pues ellos solicitaban la creación del estado del Valle de México o estado de Anáhuac, con plena autonomía para que sus habitantes eligieran a su gobernador, a su Congreso local y a los presidentes de los municipios en que éste se dividiría. Esta propuesta era inaceptable, porque haría inmanejable la capital desde un punto de vista administrativo pero, sobre todo, porque crearía un desequilibrio en las relaciones de poder, al existir un supergobernador.

		El estado que pretendían crear en el Distrito Federal sería, por mucho, el más rico de la Federación, lo que no sólo desajustaría su relación con los otros estados, sino que crearía una figura que rivalizaría con el mismo Presidente de la República, lo cual sería grave, aunque perteneciera al mismo partido que el Presidente.

		La consulta popular dio pie a un desfogue brutal de todos los partidos contra el PRI. En ocasiones también entre ellos se lanzaban ataques bastante sórdidos. Mi expectativa al respecto consistía en afinar el mapa de opiniones, para determinar dónde había coincidencias y dónde disidencias. Me encontraba dispuesto, en caso de que surgiera una propuesta razonable, a añadirla a mi proyecto.

		Sin embargo, poco fue lo que salió de la consulta popular, a no ser por las catarsis personales de los miembros de la oposición, que con frecuencia recurrían al insulto o a la grosería, con el fin de desprestigiar al gobierno. Ello fue también reflejo del nivel lamentable en que había caído el diálogo dentro de la Cámara de Diputados.

		La iniciativa para crear la Asamblea de Representantes del Distrito Federal me resultó satisfactoria, porque en ella logramos innovar, sin contar para ello con ningún precedente. Se apoya en dos ideas fundamentales: una gran desconcentración de las facultades del Departamento del Distrito Federal a sus delegaciones, y la posibilidad de una mayor participación ciudadana en el ámbito delegacional.

		Llegar a esta propuesta implicó un largo camino, pues se presentaron divergencias técnicas significativas entre el Departamento del Distrito Federal y Gobernación. El problema consistió en determinar el catálogo de facultades que tendría la Asamblea. Destaca, por su importancia, la participación de la Asamblea en la formación del presupuesto del Distrito Federal, que fue limitada a la de supervisión y control, ya que, dada la magnitud de los recursos necesarios para atender los problemas del Distrito Federal, se hacía necesario que éstos se encuadraran en el presupuesto federal que revisa y aprueba el Congreso de la Unión.

		Destaca también la posibilidad misma de establecer un Congreso local. La idea fue recogida por el Departamento del Distrito Federal, pero rechazada por una comisión del Congreso de la Unión, que señaló la importancia de mantener en este último organismo todas las facultades legislativas, ya que frecuentemente la legislación que se hace para el Distrito Federal es adoptada por toda la Federación.

		Después de trabajar con Gobernación y el Departamento del Distrito Federal, y definida la tónica de la iniciativa, la discutí con el líder del Senado y con representantes de la Cámara de Diputados. La adecuamos y procedimos a convencer a los miembros del PRI de su conveniencia, porque aun para éstos resultaba dudosa.

		Así, la Asamblea adquirió facultades de carácter normativo, ya que podía establecer reglamentos sobre más de 50 materias relacionadas con las actividades y problemas más importantes de la convivencia en la capital, tales como educación, salud, seguridad pública, vialidad, uso del suelo, servicios públicos de transporte, agua y drenaje, por ejemplo.

		Se le otorgaron también atribuciones de supervisión y control de la administración del Distrito Federal. Sus miembros realizarán labores de consulta, promoción, gestoría y supervisión de los problemas de sus respectivos distritos, que hasta ese momento habían asumido los diputados.

		Otra facultad que fue otorgada a la Asamblea es la de aprobar los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior del Distrito Federal que hace el Presidente de la República, función que hasta ese momento correspondía al Congreso de la Unión.

		La Asamblea de Representantes crea una gran oportunidad para que las demandas ciudadanas encuentren el foro adecuado para ejercer la presión política necesaria para ser atendidas. Su funcionamiento dependerá de la capacidad de maniobra de los representantes. Tal vez por ello no sea la primera asamblea la que funcione plenamente, sino que habrá que esperar a la segunda o la tercera, pero ya queda ahí un instrumento importante.

		Los partidos de izquierda, en su infantilismo, reconocen en privado que la Asamblea de Representantes del Distrito Federal significa un gran avance, pero se niegan a declararlo públicamente.

		La ciudadanía jamás tuvo demasiadas expectativas sobre este proceso, que más bien afectaba a los partidos políticos. Éstos, desde luego, se negaron a avalar la iniciativa, por lo que tuvo que ser aprobada por la mayoría priista. Sin embargo, creo que con eso cumplí con mi ofrecimiento de ampliar las posibilidades de participación democrática en el Distrito Federal.

		

	
		

		Comercio internacional: aumento del proteccionismo

		

		En los últimos meses, los problemas del comercio internacional se han agravado notablemente, como consecuencia del creciente proteccionismo de los países industrializados.

		En abril, Estados Unidos y Japón, particularmente, han tenido serios conflictos a causa de la fuerte baja del valor del dólar, que favorece el acceso de los productos norteamericanos a Japón y frena la entrada de productos japoneses a Estados Unidos. Los efectos que la devaluación internacional del dólar tendrá en el comercio exterior de México no son todavía apreciables.

		Estamos preocupados, dada la importancia que el crecimiento de las exportaciones no petroleras tiene para nuestra economía, por el aumento de las presiones proteccionistas de Estados Unidos y de Europa, así como por la preservación de esta tendencia en Japón. Sin embargo, hasta ahora, no ha habido repercusiones claras, como lo prueba el hecho de que siguen creciendo las exportaciones mexicanas.

		Ante el creciente proteccionismo, las únicas acciones concretas que podemos emprender para la defensa de nuestros mercados externos son de tipo rutinario. En Estados Unidos tenemos que defendernos en forma cotidiana del gobierno, del Congreso y de los lobbies. En este sentido, el ingreso de México al GATT nos ha beneficiado. Por ejemplo, ganamos cierta ventaja en la reciente legislación norteamericana relativa a la importación de petróleo.

		Formalmente, la lucha contra el proteccionismo debía darse en el seno de la UNCTAD, en la que México participa. Sin embargo, cabe reconocer que éste es un foro muy debilitado al que ya nadie toma en serio.

		Para frenar la caída del dólar, los norteamericanos subieron sus tasas de interés, lo que hace más atractiva su moneda, a la vez que los japoneses redujeron sus propias tasas, buscando con ello que el aumento de las tasas estadounidenses no fuera tan grande que desestimulara el crecimiento económico mundial.

		Ello pone en evidencia que, aunque en la superficie no existe una gran coordinación política entre los países industrializados, en la realidad ésta sí se da. No hay duda de que hubo importantes movimientos de diversos bancos centrales para evitar una mayor devaluación del dólar, pues ésta deterioraba la capacidad competitiva de las naciones, al mermar sus posibilidades de exportar a Estados Unidos.

		La realidad reconocida es que si a los Estados Unidos les va mal, a todos nos va mal. Por eso nadie quiere la caída drástica del dólar. Todo esto ha alterado la situación de nuestra deuda externa, encareciendo los pagos contratados en marcos y yenes, y también como consecuencia de las variaciones de las tasas de interés norteamericanas.

		De cualquier forma, nosotros estamos buscando renegociaciones que nos permitan disminuir el servicio de nuestra deuda. No tenemos capacidad, como creo que nadie la tiene, para diseñar un plan económico que nos permita plantear a la comunidad financiera internacional soluciones de largo plazo. Nuestra realidad es que vivimos esperando que se abra una rendija para poder penetrar.

		Por ahora, la mejora en los precios del petróleo nos da un respiro. Además, después de un desesperante compás de espera, en el que el país tuvo que vivir por más de 18 meses sin recursos frescos del exterior, hemos finalmente concluido las firmas con el Comité Asesor de Bancos, el cual se había comprometido a aportar un total de 12 000 millones de dólares en 1986 y 1987.

		

	
		

		Mayo de 1987

		

	
		

		Partido Acción Nacional: diversos grupos

		

		EL 10 DE MAYO, EL Miami Herald INFORMÓ que funcionarios estadounidenses entraron en contacto con los panistas Ricardo Villa Escalera, Alfredo Corella y Alejandro Gurza, para solicitarles apoyo para los “contras” nicaragüenses. Ello motivó en la prensa un fuerte escándalo político.

		La existencia de un grupo definido dentro del PAN dispuesto a considerar esta demanda fue aprovechada por el PRI para debilitar la fuerza electoral de Acción Nacional.

		El PAN atraviesa por una crisis de desubicación en varios sentidos. No resultan claras las metas o las estrategias de su liderazgo, lo que provoca la impresión de que existen diversos grupos dentro de su seno dispuestos a actuar de manera autónoma.

		Un incidente insólito ocurrió el martes 12 de mayo, cuando un grupo de panistas regiomontanos, encabezado por Fernando Canales Clariond y compuesto por conocidos empresarios de Monterrey, fue desalojado de la oficina del secretario general de Gobierno de Nuevo León, Lucas de la Garza. Los panistas tuvieron que ser sacados en vilo, pues se negaban a desalojar el lugar hasta dialogar con el gobernador del estado, Jorge Treviño, quien se encontraba fuera del país. Su objetivo era solicitar la derogación de la Ley Electoral del estado.

		También cabe mencionar que el 24 de octubre de 1986, Manuel J. Clouthier, en su calidad de candidato panista al gobierno de Sinaloa, encabezó a un grupo de simpatizantes que, ante el consulado norteamericano en Culiacán, solicitó que los Estados Unidos no prestaran más ayuda económica al gobierno de México.

		Los actos de protesta del PAN tienden a hacerse más agresivos y espectaculares. Resulta difícil saber qué postura sostiene frente a éstos su presidente, Luis H. Álvarez, quien encabeza a su partido desde el 22 de febrero. Este político, con 31 años de militancia en el PAN, es conocido por su inclinación hacia la democracia cristiana, la cual condena el capitalismo liberal que abanderan los neopanistas. Sin embargo, Álvarez ha alentado en ellos la resistencia civil como táctica de protesta. En diferentes ocasiones, ha promovido que no se paguen impuestos o que se realicen huelgas de hambre, participando en dichos actos él mismo.

		No es clara la imagen que el PAN quiere proyectar a todo el país. Sin embargo, y por el momento, parece que se inclinarán en la sucesión presidencial por alguien rudo, como el chihuahuense Francisco Barrio.

		

	
		

		Empresarios: sucesión en el Consejo Coordinador Empresarial

		

		El 22 de mayo, en el avión, cuando regresaba de inaugurar la LI Asamblea General Ordinaria de la Confederación Nacional Ganadera en Mérida, Jacobo Zaidenweber me platicó que ya estaba todo arreglado para que el próximo presidente del Consejo Coordinador Empresarial fuera Juan Sánchez Navarro.

		Este comentario supuestamente era un corolario a una plática anterior en la que me habían preguntado qué características me gustaría que tuviera el nuevo dirigente del CCE, a lo que yo había respondido que deseaba que fuera alguien ideológicamente moderado, a fin de hacer fácil el diálogo durante la sucesión presidencial. Había señalado entonces que no quería radicalismos, y menos todavía a un partidario conocido de Acción Nacional.

		Para cuando Zaidenweber me hizo el comentario en el avión, yo tenía conocimiento de que la terna había estado compuesta por Nicolás Madahuar, propuesto por el Grupo Monterrey y a quien Andrés Marcelo Sada quería usar como títere, y por Silvestre Fernández y Juan Sánchez Navarro, ambos de la Concamin. Este último grupo presentó dos candidatos, alegando que tanto la Coparmex como la Concanaco y el Grupo de Hombres de Negocios ya habían colocado a alguno de sus miembros en la presidencia del organismo cúpula.

		Respondí al comentario de Zaidenweber preguntando si ya se le habría quitado lo doctrinario a Sánchez Navarro, lo que llevó a mi interlocutor a preguntarme por qué lo calificaba así. Contesté que aunque Sánchez Navarro es un hombre muy respetable, en ocasiones era poco pragmático. Añadí que se orientaba por ideas preconcebidas con las que yo no coincidía, aunque desde luego respetaba…

		Zaidenweber entendió y a los tres días me informaron que en realidad la designación recaería en Agustín Legorreta, quien antes había sido descartado por considerarse que no había sabido defender la banca durante su nacionalización, por dirigir una de las malqueridas casas de bolsa y por ser amigo del Presidente. Esto último era desde luego una exageración, pues mi “amistad” con Legorreta derivaba de cuando trabajé en el sector financiero. El hecho es que sí me pareció un candidato más adecuado, porque a diferencia de Sánchez Navarro, es un hombre joven interesado en cuidar su futuro.

		Antes de tomar posesión, Legorreta me explicó que se sentía obligado a señalar en su discurso inaugural que la nacionalización de la banca había sido un error y una injusticia. Le respondí que si su afirmación era moderada, mi respuesta también lo sería, pero que si enfatizaba demasiado el asunto, yo también tendría que hacerlo.

		Otro incidente que ilustra la forma en que fui arredrando a los empresarios tuvo lugar con motivo de la inauguración de la asamblea anual de la Concanaco en Chihuahua, el 18 de mayo. En dicha ocasión, y como respuesta a los silbidos que en las asambleas anteriores habían dirigido al secretario de Comercio y Fomento Industrial, Héctor Hernández, decidí no asistir.

		Ellos me pidieron, por conducto de Emilio Gamboa, que enviara en mi lugar al secretario de Turismo, Antonio Enríquez Savignac. Mi respuesta fue que, como no estaba dispuesto a jalarle el tapete a Héctor Hernández, mandaría a uno de sus subsecretarios. Finalmente, acepté darles una reunión de trabajo en Los Pinos, a la que llegaron más moderados.

		

	
		

		Cambio de gobernador en San Luis Potosí

		

		El día 25 de mayo el gobernador de San Luis Potosí, Florencio Salazar, solicitó licencia para separarse de su cargo por un periodo de 10 meses. Durante los casi 20 meses de su gobierno, Salazar Martínez tuvo una serie de dificultades con diferentes sectores de la población y hasta con sus propios colaboradores. Por último, los incidentes ocurridos en el penal capitalino, donde supuestamente se había suicidado un reo, dieron pie al descontento generalizado que culminó con su salida.

		Florencio Salazar fue seleccionado como candidato del PRI a la gubernatura del estado por su experiencia política. Ésa era su fama. Sin embargo, desde que tomó el poder actuó de manera equívoca. Nada le salió bien: se peleó con todos los grupos y, como en el caso de Guanajuato con Velasco Ibarra, provocó un clamor de todas las fuerzas políticas del estado y del partido mismo para su destitución. Se temió que si la decisión no se tomaba pronto, podría meter a todos en un lío formidable y desprestigiar al partido en ese estado.

		Yo me estuve resistiendo a que saliera. Mandé a diferentes personas a platicar con él, a tratar de orientarlo, de ayudarlo, pero no hubo forma. Finalmente, autoricé a Gobernación y al PRI a que le pidieran su renuncia. En su lugar designamos a un potosino con prestigio local, a un hombre hábil: Leopoldino Ortiz Santos.

		

	
		

		Junio de 1987

		

	
		

		Banca: situación a cinco años de su nacionalización

		

		ENTRE EL 8 Y EL 11 DE JUNIO TUVO LUGAR EN GUADALAJARA la III Reunión Nacional de la Banca, en la que los principales representantes del sistema financiero nacional evaluaron la situación de los bancos a cinco años de su nacionalización.

		En ella, varios dirigentes de la Asociación Mexicana de Bancos hicieron referencia a la reglamentación oficial que pone en desventaja a los bancos frente a las casas de bolsa. Concretamente, mencionaron que el rígido control que las autoridades centrales tienen sobre las tasas de interés que la banca paga a los ahorradores va en contra del desempeño adecuado de los bancos, pues genera una situación de “represión financiera” que les impide captar un mayor flujo de ahorro.

		Estas expresiones, destacadas con alarmismo por la prensa, recogen el espíritu de las críticas expuestas. A mí no me sorprendió, como ocurrió con el gran público, que los dirigentes de los bancos pidieran mayor flexibilidad a las autoridades, porque una semana antes de que tuviera lugar la reunión en cuestión, durante una comida que tuve con algunos de ellos, me comentaron sus puntos de vista.

		Yo les dije que los plantearan abiertamente, para que el público viera que existían diferencias dentro del mismo sector público, esto es, entre banqueros y autoridades, ya que ésta es una cosa natural que se debe manejar con libertad.

		Ahora bien, la idea de liberalizar las tasas de interés de modo que sean los mismos bancos los que las determinen, según perciban la oferta y la demanda de fondos prestables, no me resulta convincente, porque no tenemos suficientemente desarrollados los mecanismos de mercado como para dejar que éstos fijen los precios del dinero. La banca central debe seguir fijando las tasas de interés.

		En la reunión, también se planteó el argumento de que los bancos no pueden generar las utilidades necesarias para financiar su propio crecimiento, porque el control existente sobre las tasas de interés de los instrumentos bancarios limita su captación de ahorro, al tiempo que los fuertes requerimientos financieros del gobierno restringen el monto de recursos de que disponen para hacer préstamos redituables. Este planteamiento ignora que después de la nacionalización, los bancos no tienen como función única la generación de utilidades.

		Los banqueros también se quejaron de que 70% de las transacciones de las casas de bolsa se realizan con instrumentos del Estado —Cetes y Petrobonos—, los cuales producen más y son a la vista. Hemos dado esos instrumentos privilegiados a las casas de bolsa, porque queremos desarrollar el mercado de valores, separando a los intermediarios financieros. Ésta es la tendencia fijada por la ley desde 1975. No queremos que todo esté en los bancos. Éstos, de cualquier forma, siguen captando 70% del ahorro nacional.

		

	
		

		Situación económica: balance del primer semestre de 1987

		

		Al terminar el primer semestre de 1987 existían expectativas mucho más positivas respecto al futuro del país que en 1986. En la opinión de los agentes productivos ya no pesaba tanto el factor inflacionario como la voluntad de recuperación económica, lo que demostraba la plena aceptación de mi política gradualista. El fracaso de los planes de choque en Brasil había disuadido todo ánimo estridente.

		Esta nueva conciencia existe, a pesar de una compleja combinación de factores positivos y negativos. De hecho, el optimismo de los agentes económicos se hizo evidente con la repatriación de capitales iniciada a finales de 1986. Ésta antecedió a los otros elementos que ayudaron a mejorar la situación, lo que demuestra que el factor que le dio una inflexión a la grave situación en que nos había colocado el desplome petrolero de 1986 fue la política económica que aplicamos.

		Para entender el desarrollo de la economía durante el primer semestre de 1987, resulta necesario repasar lo ocurrido en 1986, pues ello marcó nuestra tendencia de recuperación.

		Indiscutiblemente, 1986 fue un año muy difícil; lo iniciamos en un ambiente negativo, resultado del deterioro de nuestras reservas internacionales y, sobre todo, de la depresión en que nos dejaron los terremotos de 1985. Al pesimismo de arranque hubo que añadir el que provocó el derrumbe de los precios del petróleo. Muchos llegaron a cuestionar la viabilidad económica del país; otros, nuestra capacidad política para sortear condiciones tan adversas.

		Para tranquilizar a la opinión pública pronuncié, el 21 de febrero de ese año, un discurso que sentó una plataforma de definiciones consistente con el conjunto de mis propuestas económicas. Ello nos dio un respiro. No obstante, yo mismo me preguntaba qué más deberíamos hacer para salir adelante.

		El problema más inmediato entonces era nuestra incapacidad de servir la deuda, realidad que hizo que su renegociación comenzara a patinar. Aunque ello creó un ambiente muy pesimista, no nos paralizó internamente. Supimos actuar: deslizamos con rapidez el tipo de cambio y elevamos las tasas de interés. Con estas medidas conservamos el ahorro dentro del país.

		Al mismo tiempo, tomamos las medidas fiscales necesarias para apoyar nuestros ingresos mediante la elevación de precios y tarifas del sector público. Así, logramos mantener la economía, durante el primer semestre, sin que se saliera de cauce: sobreviviendo, flotando.

		El primer cambio significativo fue el del secretario de Hacienda. Ello modificó el clima en el gabinete, que pronto trasminó. También significó un cambio en el tono del discurso económico, pues Silva Herzog, en su afán de sinceridad, alimentaba el pesimismo de muchos. Con su relevo, empezó realmente la renegociación de la deuda.

		Así, llegamos a un acuerdo con el Fondo Monetario Internacional, en principio, el 20 de julio. Ello significó un alivio a nuestras tensiones, porque sabíamos que implicaba el aval norteamericano a nuestra política económica. Esto me lo confirmaron los funcionarios del Tesoro y de la Reserva Federal durante mi visita a Washington, el 13 de agosto.

		Sin embargo, el repunte de nuestra situación se dio el 30 de septiembre de 1986, cuando firmamos un convenio con el Comité Asesor de Bancos, el cual nos autorizaba a recibir créditos por casi 1 700 millones de dólares tan pronto se completara la masa crítica de bancos. A partir de este momento empezó a aflojar la presión que recibíamos tanto del exterior como del interior.

		Un tercer factor positivo, que en ese momento no resultó muy perceptible, fue que dejó de caer el precio del petróleo.

		El año terminó con la repatriación de capitales, lo que no puede explicarse exclusivamente con base en el manejo de la política económica: todos sabemos que hay ciertas piezas psicológicas y políticas que son fundamentales en el desenvolvimiento de la economía. Al respecto, es importante mencionar que el Campeonato Mundial de Futbol, pese a los augurios negativos, salió limpio, y que las elecciones en Chihuahua no cayeron en la violencia anunciada, sino que transcurrieron en calma. También sirvió el Informe Presidencial, que ayudó a tranquilizar los ánimos.

		La combinación necesaria de rendimientos atractivos y un clima político ascendente transformó el pesimismo de principios de año en optimismo al finalizar éste. Así empezó 1987.

		Las tendencias negativas al inicio del año eran las de una inflación muy elevada y las de una actividad económica disminuida, particularmente en el terreno industrial y agrícola. Para ese momento, la inflación que vivíamos era por costos, entre los que destacaban los financieros. Esto era resultado de la falta de recursos del exterior, tanto por la baja de nuestras exportaciones petroleras como por el retraso en el ingreso de los préstamos internacionales, lo que obligó al gobierno a compensar su déficit apoyándose en el mercado interno.

		De esta forma, al recabar dinero en pesos, que además eran más caros, dadas las tasas de interés, el gobierno caía en un círculo vicioso, en el que aumentaba su déficit cada vez que tomaba dinero para pagarlo.

		Pero junto a estos fenómenos negativos, existían otros de tipo positivo. En primer lugar, mejoró el precio del petróleo, lo cual fue significativo a partir de enero. Ello alentó al gobierno, porque le dio más recursos para gastar, y a la iniciativa privada, porque le dio la señal de que habría más dinero en la economía.

		El segundo aspecto positivo fue que logramos un arreglo salarial satisfactorio para los trabajadores, demostrando además, como tercer factor positivo, capacidad para manejar los amagos de huelga que tuvimos a principios de año. En este punto podría incluirse también el buen manejo del problema político de la Universidad Nacional Autónoma de México. El cuarto aspecto positivo fue el auge turístico que vivíamos, como resultado del abaratamiento del peso frente a otras monedas, que se dio a lo largo de 1986. Las costas mexicanas estaban saturadas de visitantes.

		El quinto punto fue la bonanza de las zonas fronterizas. Aquí debo reconocer que quedé profundamente sorprendido durante la gira que realicé a principios de julio por la frontera norte, pues me di cuenta de que no sólo no había problemas con motivo de la Ley Simpson-Rodino —que es lo que yo había ido a ver— sino que la frontera estaba en pleno auge, dando trabajo no únicamente a su gente, sino también a personas de otras partes de la República. El crecimiento fronterizo va más allá del comercio, de las maquiladoras y de la prestación de servicios.

		El sexto elemento que alentaba la economía era la exitosa dinámica de las exportaciones no petroleras. Todo ello permitió que en el primer semestre de 1987 viéramos una curva suave de descenso en los problemas de baja de producción y un repunte en el empleo.

		El ingreso de los recursos crediticios del exterior a partir de la segunda quincena de marzo llevó al gabinete económico a analizar lo que se debía hacer. Dada la gran liquidez inyectada a la economía por el retorno de capitales del extranjero y el elevado nivel de la inflación, tuvimos que reconsiderar cómo gastar dichos recursos.

		Evidentemente había grupos dentro del gabinete económico que pedían que ampliáramos el gasto público, y otros que señalaban que si eso se realizaba, la inflación aumentaría considerablemente. Ello me llevó a realizar ajustes en dicho gasto: aumenté los rubros de Pemex, de la Comisión Federal de Electricidad y los relativos al campo, y congelé los demás.

		Como me es imposible meterme a analizar caso por caso las erogaciones que justifican una solicitud de ampliación presupuestal, tengo que apoyarme en las evaluaciones que me traen las comisiones de trabajo. Así, por ejemplo, si Pemex solicita 350 000 millones de pesos, pido que su solicitud sea estudiada de manera conjunta por la SPP, la SEMIP y el propio Pemex. En el caso de que la solicitud sea avalada, yo decido, tomando en consideración los elementos macroeconómicos, si le otorgamos todo el dinero que solicita o si le damos una cantidad menor.

		A raíz de la liquidez del gobierno se discutió la posibilidad de bajar el ritmo con el que se venían elevando los precios y tarifas del sector público. Yo no acepté que esto ocurriera, porque equivaldría a aceptar que dichos precios y tarifas perdieran su valor real. Básicamente he conservado, aunque a veces con desfases de semanas, el calendario que nos habíamos fijado. Las modificaciones que he hecho a ese calendario se deben más a una sensibilidad política que a una decisión económica, sin llevar este criterio a extremos. Por ello tampoco acepté la propuesta de subir de golpe todos los precios y tarifas, a fin de evitar movimientos en los meses anteriores a la elección de 1988.

		La sociedad tiene una determinada capacidad de digestión de estos ajustes y no podemos violentarla. El movimiento de precios y tarifas tiene que ser gradual, tiene que irse decidiendo semana por semana. Por ejemplo, cuando originalmente me señalaron que aumentaríamos los precios del petróleo en el mes de julio, sugerí que lo pospusiéramos para agosto, pero cuando después me enseñaron el calendario de precios que tendríamos para agosto, estuve de acuerdo en que se elevaran a finales de julio.

		Estas variaciones obedecen a la sensibilidad que yo voy teniendo con base en las opiniones que escucho, en lo que oigo en juntas de trabajo, y en las reacciones que observo a las hipótesis que lanzo. Finalmente, tengo que tomar una decisión: éste es el ámbito de discrecionalidad del Presidente de la República, pues no siempre se puede llegar por consenso a decisiones de este tipo. Desde luego, apruebo tentativamente los aumentos de precios y tarifas con meses de adelanto, pero sujeto la ratificación a la información que me ofrece la coyuntura.

		El no gastar los recursos provenientes del exterior contribuye a aumentar las reservas que tenemos en el Banco de México. No debemos temer que nuestras reservas sean altas, aunque ello signifique una cierta ineficiencia en la utilización de recursos escasos, ya que en los meses previos al “destape” necesitamos un ambiente de confianza. Además, la gente no piensa como los economistas; simple y llanamente se siente más segura de saber que nuestras reservas internacionales son altas.

		Por otro lado, no quiero bajar las reservas, porque no sé cuánto tiempo va a durar la confianza. Ésta es efímera y, en un momento dado, se puede voltear.

		Para el segundo semestre, el principal reto que avizoro es el de la terquedad de la inflación. Sé que se debe matizar nuestro esfuerzo en su combate, porque es importante evitar que ello afecte la recuperación económica. De manera activa, considero necesario mantener tranquila a la opinión pública, a fin de que pueda florecer la actividad económica. Por ello, decidí orientar mi discurso político a asegurar que habrá un final de gobierno sensato, sin locuras.

		Durante el quinto año de gobierno, y como parte de nuestra cultura política, los mexicanos exhiben su deseo de que el Presidente tenga la fortaleza necesaria para conducir con firmeza la sucesión presidencial. Por ello, le manifiestan su reconocimiento.

		Los precandidatos, como parte de su esfuerzo por obtener la nominación, se dedican a exaltarme. Yo, deliberadamente, a todos devuelvo los halagos. Cuando hablan de mi esfuerzo y de lo logrado durante mi gestión, yo insisto en que se debe al esfuerzo común, particularmente del grupo con el que estoy hablando. Esta etapa podría denominarse “guerra florida de cebollazos”.

		

	
		

		Julio de 1987

		

	
		

		Situación económica: persistencia de la inflación

		

		AL TERMINAR EL PRIMER SEMESTRE DEL AÑO, el Banco de México informó que la inflación acumulada desde diciembre, medida por el índice de precios al consumidor, era de 45.9%. Lo más grave es que la inflación va en aumento. Medida como el crecimiento de los precios en los últimos 12 meses, llegó a 113.7% en marzo, 120.9% en abril, 125.0% en mayo y 126.7% en junio.

		Si bien la inflación es resultado en buena medida de la inercia, la alimentan los mismos factores que impulsan la recuperación económica. La principal complicación para la economía es la alta liquidez provocada por la monetización excesiva de reservas, resultado de los extraordinarios flujos de divisas que los inversionistas ingresan al país.

		En el curso del primer semestre de 1987 han regresado aproximadamente 3 000 millones de dólares. Algunos capitales se remitieron a especular en la Bolsa de Valores, otros fueron a dar a los bancos o sirvieron para abatir el endeudamiento externo de las empresas, y otros más se utilizaron como capital de trabajo. De cualquier forma, significaron mayor poder de compra de la producción nacional, sin que ésta hubiera aumentado en ese lapso.

		Nuestra preocupación respecto a la inflación ya nos había llevado a un ejercicio apretado del presupuesto. A finales de marzo recortamos el gasto público. El gasto corriente, excluyendo intereses, se mantenía por debajo del registrado un año antes, medido sin inflación. En abril suspendimos todo gasto de capital, específicamente en obras públicas.

		Estudiamos la posibilidad de comprar barata nuestra deuda, con el deseo de reducir así su servicio y las obligaciones a futuro. Esto no es fácil, porque las reservas internacionales pertenecen a la nación y no al gobierno.

		Finalmente, abrimos la válvula de presión al acelerar la apertura comercial con el exterior. El 20 de julio se anunció que se derogaba la aplicación de precios oficiales de importación en 528 fracciones aduaneras, y que en las 55 restantes esta práctica también se eliminaría a partir de diciembre de 1987. Ese mismo día se dio a conocer que se suprimía el requisito de permiso previo en 72 de las fracciones arancelarias en las que aún se conservaba este control cuantitativo de las importaciones.

		La liberalización comercial ayudaría a combatir la inflación, al complementar las políticas económicas dirigidas a reprimir la demanda de bienes y servicios de la economía, en tanto los precios de los productos del exterior, fijados en el mercado internacional y expresados en moneda nacional, tendrían un efecto regulador sobre los precios internos. Esto es, que los productos mexicanos no podrían costar más que los de origen extranjero, pues ello los pondría fuera del mercado.

		Conscientes de que la liberalización comercial exige una gran sincronización con el ritmo de desliz del peso, el nivel de las tasas de interés y la determinación de los salarios, hicimos los ajustes necesarios. Hubo que tocar todas las teclas: política de ingresos, de gasto, cambiaria, salarial, etc. Se trató en realidad de un paquete antiinflacionario y no de una medida aislada.

		Nuestros actos provocaron enérgicas reacciones de reclamo por parte de los grupos sociales que se veían más afectados en sus intereses, sobre todo algunas agrupaciones de industriales y organizaciones obreras. Estos sectores temían que la entrada más libre de las importaciones al país pusiera en serios aprietos a los productores mexicanos, quienes podrían perder sus mercados internos, quizá hasta llegar a la situación extrema de verse precisados a cerrar sus establecimientos, con la consecuente desaparición de fuentes de ocupación para los trabajadores.

		Nuestra respuesta consistió en señalar que la apertura comercial evitaría que el mercado interno estuviera cautivo, lo que contribuiría a que los empresarios mexicanos buscaran orientar más sus ventas al extranjero. Asimismo, la disponibilidad en el país de ciertos insumos importados de mejor calidad y costo que los correspondientes de fabricación nacional podía favorecer el desarrollo de empresas exportadoras eficientes, las cuales en ese momento se veían impedidas para alcanzar los estándares de calidad y precios internacionales en los casos en que los insumos nacionales resultaban insatisfactorios.

		La proliferación de compañías mexicanas exportadoras y la diversificación resultante de las exportaciones mexicanas traerían a la economía nacional mayor estabilidad, pues las actividades productivas no dependerían únicamente de la demanda interna. Además, la mayor competencia de los productos mexicanos con los del extranjero coadyuvaría a acelerar la modernización tecnológica de la industria nacional.

		Atrás de todos los argumentos había miedo de parte de los empresarios de que el gobierno tomara medidas bruscas, “de choque”. Pronto vieron que éste no era el caso. Los obreros armaron bullicio, porque de eso viven: si los líderes no se movieran, sus bases no se sentirían representadas.

		A ambos grupos les aclaré que la situación económica del país me exigía hacer ajustes todos los días, según se movieran los diversos factores que la componen. Es imposible saber por adelantado lo que va a ocurrir y preparar un esquema rígido. Al contrario, según van ocurriendo las cosas, voy abriendo y cerrando válvulas.

		

	
		

		Situación económica: auge bursátil

		

		En este momento existe la opinión generalizada de que las acciones cotizadas en la Bolsa Mexicana de Valores están valuadas en exceso, por lo que se espera un ajuste de precios a la baja. La posición del gobierno consiste en dejar que rija la economía de mercado, aunque en este caso sabemos que la bolsa es tan pequeña que su control está en manos de unas cuantas personas, que seguramente se intercambian información privilegiada.

		Nuestra capacidad para desalentar la especulación se limita a tratar de propiciar una mayor oferta de valores de renta variable, pues resulta evidente que la bolsa es demasiado delgada. El movimiento de las casas de bolsa es en 70% producto de valores gubernamentales y sólo en 30% resultado del movimiento de valores privados.

		

	
		

		Septiembre de 1987

		

	
		

		Quinto Informe de Gobierno: momento de optimismo

		

		TRADICIONALMENTE SE HA DICHO QUE EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA llega a su Quinto Informe de Gobierno con la fuerza acumulada durante su gestión, aunada al poder que le da la proximidad de la nominación del candidato del PRI a la Presidencia de la República.

		Esta fortaleza presidencial en el quinto año de gobierno es un fenómeno complejo. Tiene que cimentarse en factores objetivos que den al país bases para sentirse más optimista y prestigien al Presidente, pero adicionalmente su fuerza se ve incrementada en forma deliberada como resultado de los hábitos políticos de nuestro sistema. Esto es, que los distintos grupos sociales muestran adhesión al Presidente de la República, pues desean que éste tenga el poder necesario para evitar que la sucesión presidencial se le salga de las manos, ya que todos reconocen que ello equivaldría a generar fracturas dentro del sistema político, dentro del partido y dentro del país.

		Todos desean evitar los conflictos que puedan romper la cohesión nacional o, incluso, alterar el proceso de toma de decisiones. En suma, la idiosincrasia política mexicana exige un Presidente fuerte durante el quinto año de su gobierno. Existe, sin embargo, una minoría que, como en toda familia, desea que haya bulla, acción, movimiento, agitación.

		Por ello, algunos personajes políticos, cuando sienten que el quehacer político se está dando de manera tranquila, hablan de falta de vitalidad social. Estos individuos son por naturaleza y vocación agitadores y, como todos dentro de la sociedad, también tienen un papel.

		Nosotros evaluamos la intensidad, la forma y la oportunidad de sus comentarios y de sus acciones. Cuando sentimos que cobran cierto vuelo, actuamos para evitar que una tendencia minoritaria se vuelva mayoritaria. Así entiendo el intento de la Corriente Democrática encabezada por Cuauhtémoc Cárdenas y Porfirio Muñoz Ledo de trastocar el proceso de la sucesión presidencial.

		El Quinto Informe de Gobierno, como todo informe, buscó reflejar y responder a lo que podría denominarse los sentimientos de la nación, así como crear un clima a futuro. En dicha ocasión partí de la apreciación de que existía en la sociedad un ánimo ascendente. Se reconocía el éxito relativo de mi gobierno, dadas las gravísimas situaciones por las que habíamos atravesado.

		En el terreno económico había una tendencia a la recuperación, que hacía tolerable la persistencia de la inflación. Esto es, que la economía no era juzgada exclusivamente en términos de la inflación, sino también de otros indicadores, y que el balance era positivo.

		En el terreno político se nos reconocía que, pese a las dificultades vividas, el país se desarrollaba en paz y libertad, y que se había mantenido y aun acrecentado el poder del gobierno.

		Nuestras explicaciones habían calado, recuperándonos legitimidad. Habíamos trabajado con un cuchillito de palo hasta dejar una huella; habíamos horadado piedras, cambiando brocas cuando éstas se rompían. Esa perseverancia había cuajado. La penetración del lenguaje presidencial era tal, que con frecuencia se oía en voz de otros.

		La sociedad empezaba a admitir los cambios que a principios de este sexenio no quería entender o que incluso le causaban repulsión. Las razones de nuestras acciones eran aceptadas, como consecuencia de los hechos, el diálogo y la publicidad. Por ejemplo, el rechazo unánime e irreflexivo, tanto de la derecha como de la izquierda, a las reformas constitucionales que en materia económica propuse en diciembre de 1982 se había revertido ahora en consenso: las habíamos acreditado en el curso de cinco años.

		Este caso ejemplifica cómo la derecha y la izquierda extremas no supieron aprovechar los espacios que el desprestigio y la deslegitimación en que encontré al gobierno crearon a su favor. No solamente no ampliaron sus ámbitos de pensamiento y acción, sino que los perdieron. El gobierno del PRI demostró ser el gran centro capaz de mantener a las minorías en los extremos.

		Al hacer un prebalance de mi gobierno y evaluar sus esfuerzos y logros, también realicé un inventario mental de las áreas que más se han resistido al cambio. Ellas son: en primer lugar, los partidos políticos, pues la inercia de sus hábitos e idiosincrasias los hace impermeables. El PRI se ha modificado más que los de derecha e izquierda, pero desde luego en forma insuficiente. En segundo lugar, el movimiento obrero, cuya resistencia a modernizar sus ideas y organización es casi total. En el tercer sitio estaría el sector educativo, cuyos componentes —maestros, instituciones y universidades— son reacios al cambio. Trabajan y viven en la cultura de la impunidad. Luego, viene la prensa, que sigue igual de corrupta, amarillista y superficial. Finalmente, está la burocracia relacionada con la procuración de justicia, en la que policías y jueces parecen incapaces de superar viejos hábitos.

		Con el Quinto Informe de Gobierno procuré fortalecer el ánimo positivo de la sociedad, a fin de que el candidato del PRI a la Presidencia de la República pueda apoyarse en una espiral ascendente. Usé el informe para crear una plataforma adecuada a la campaña política en ciernes. En lo político, mi meta es llegar a la sucesión presidencial con un gobierno acreditado y un sistema político cohesionado y fuerte. En el terreno económico y social busqué recoger el mejor ánimo e incrementar las expectativas.

		Con estas ideas en mente, reiteré, lo largo de todo el discurso, el sentido y la importancia de la renovación nacional. Procuré, en la introducción del informe, acentuar y proyectar, de manera consciente, los logros de mi gobierno. Por eso empleé reiteradamente palabras como proeza, perseverancia, firmeza, serenidad, claridad. También intercalé en el informe un apartado denominado “Grandes líneas de estrategia”, en el que hablé del avance en los cambios propuestos.

		Finalmente, en el mensaje político aclaré aquello que a todos angustiaba: mis metas para el sexto año de gobierno. Dije que en esa última etapa buscaría consolidar lo ya iniciado, sin caer en la tentación de hacer todo lo que no se había logrado en el curso del sexenio. Esto es, que mis metas serían cualitativas y no cuantitativas. No es que desconozca lo mucho que falta por hacer, pero no creo que el último año deba ser una carrera desbocada con el fin de dejar una huella específica. Yo considero que ya dejé mi marca, que ya cumplí. Esto es importante para mí mismo; me da la tranquilidad de espíritu necesaria para dedicarme a consolidar la renovación nacional que inicié.

		

	
		

		Octubre de 1987

		

	
		

		Sucesión presidencial

		

		EL DOMINGO 4 DE OCTUBRE, A LAS 10 DE LA MAÑANA, en medio de una gran expectación nacional, el presidente del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Revolucionario Institucional, Jorge de la Vega Domínguez, anunció en conferencia de prensa transmitida por radio y televisión que, por su probada capacidad política e intelectual, el precandidato único del partido a la Presidencia de la República sería el licenciado Carlos Salinas de Gortari. Este acto estuvo avalado por la presencia de los dirigentes de los sectores obrero, campesino y popular, los presidentes de los comités directivos estatales y del Distrito Federal, así como los líderes priistas de las cámaras de Senadores y Diputados.

		Cuando escuché por televisión este anuncio oficial pude liberarme plenamente de la angustia que durante todo el proceso de sucesión presidencial me causaron sus imponderables. Su dirección es compleja, pues existe una relación directa y simultánea entre el surgimiento en la opinión pública de los nombres de quienes pueden aspirar a la Presidencia de la República y su exposición al escrutinio público.

		El mayor riesgo de este proceso es que los prospectos contemplados por el Presidente cometan errores que los descalifiquen. En ese sentido, realmente sale el mejor, aquel que comete menos errores o hace lucir más sus cualidades durante la etapa decisiva.

		La historia parece mostrar que las figuras que inicialmente Lázaro Cárdenas o Miguel Alemán hubieran querido que los sucedieran resbalaron en el camino o se toparon con la oposición de fuerzas reales de poder que les impidieron el acceso. Dado que esto llegó a ocurrirles a dos presidentes muy fuertes, nunca deseché la posibilidad de que a mí también pudiera ocurrirme, lo que inevitablemente me intranquilizaba.

		Con el anuncio oficial terminó para mí una etapa muy presionante emocionalmente. Hacia el final, todo se volvió difícil. Se transformaron las relaciones de los precandidatos conmigo y entre ellos; el menor gesto de mi parte era interpretado como una señal, lo que frecuentemente trastocaba el ánimo de los aspirantes.

		Por otro lado, también resultó molesto ver cómo empezaba a darse una inacción administrativa, ya que los secretarios involucrados no querían traerme asuntos problemáticos, y yo mismo me cuidé de no exigirles ciertas cosas. No obstante, no sentí haber llegado a los extremos que López Portillo me comentó haber vivido, cuando tuvo la sensación de no contar ni con un gobierno ni con un partido. Yo sí tuve, aun en los momentos finales, gobierno y partido. No puedo negar, sin embargo, que en la medida en que se acercaba el momento de hacer público el nombre del precandidato escogido, sentí un enrarecimiento creciente del ambiente.

		La decisión final es producto de una observación larga y decantada, en la que todo lo que trasciende un mero incidente influye en el criterio del Presidente de la República, y nada, a menos de que sea realmente grave, resulta determinante.

		En la vida pública toda acción o inacción deja un sedimento, bueno o malo. Por ello, a pesar de que al inicio de un gobierno todos los secretarios de Estado, los procuradores y el regente capitalino tienen su boleto de entrada al proceso, pocos llegan a ser considerados por el público como precandidatos a la Presidencia de la República.

		Los gobernadores tienen, para este efecto, la desventaja de carecer de una visión o una imagen nacional. Sin embargo, en la medida en que se está ensanchando su ámbito de trabajo y sus personalidades son más destacables, se está abriendo la puerta para que en un futuro se pueda acceder desde una gubernatura a la Presidencia de la República.

		El Presidente sólo puede considerar como precandidatos a aquellos que la opinión pública menciona. Por ello, para llegar a ser, hay que haber sonado. Naturalmente, el Presidente puede impulsar o proyectar intencionalmente a algunas personalidades, pero éstas sólo cuajarán en la opinión pública si hay madera para ello. Tal vez por eso lo más significativo para llegar a ser visto como contendiente es considerarse capaz de contender y moverse en consecuencia.

		La validez de la acción del contendiente dependerá, en primera instancia, del cumplimiento eficaz de las labores encomendadas por el Presidente de la República y, posteriormente, de la habilidad, prudencia, discreción y ritmo del movimiento. De ninguna manera se trata de hacer proselitismo.

		Lo primero que el contendiente tiene que hacer es establecer una buena relación con el Presidente de la República. Más aún, debe psicoanalizar al Presidente, esto es, saber cómo es, qué siente, qué aprecia, qué no le gusta, cómo opera.

		También es importante que establezca una relación funcionalmente eficaz y humanamente amistosa con sus iguales. Debe aprender a manejar los conflictos, sin esquivarlos, pues ello supondría dejar de cumplir la responsabilidad que se le ha encomendado, pero evitando que éstos entorpezcan su labor.

		Todo secretario de Estado sabe que los otros secretarios pueden, con mayor o menor sutileza, con mayor o menor buena fe, hacer del conocimiento del Presidente cierta información tendiente a influir en la imagen que éste tiene de sus colaboradores. También saben que, de acuerdo con la personalidad del Presidente, éste propiciará o sancionará los chismes palaciegos.

		De cualquier forma, conviene hacer el mayor número posible de amigos y el menor de enemigos. En este sentido, debe cuidarse la relación con gobernadores, diputados, senadores, líderes del partido, funcionarios, empresarios, obreros, campesinos, Ejército, Armada y prensa.

		Finalmente, y de manera fundamental, el contendiente debe manejar su imagen frente a la opinión pública. Ésta, aunque veleidosa y cambiante, termina por recoger un sedimento informativo veraz. Esto es así, porque la prensa, a pesar de sus pasiones, corruptelas y análisis baratos, termina por recoger las emociones y experiencias que fluyen de muy diversos ámbitos. Con los filtros adecuados es posible llegar a captar por ese medio el sentir de la sociedad.

		La opinión pública percibe como precandidatos a los secretarios políticamente más fuertes y a los que considera más cercanos al Presidente. Varias son las correas de transmisión para saber cuáles secretarios manifiestan seguridad en sí mismos y quiénes gozan de la confianza del Presidente.

		La reputación de un secretario de Estado comienza a transmitirse por medio de los otros secretarios de Estado, quienes observan en las reuniones de gabinete el comportamiento del Presidente, esto es, a quién le pregunta, a quién escucha con más atención, a quién le brinda mayor apoyo o le demuestra mayor cercanía, y se lo comunican de una manera u otra a sus diferentes equipos y amigos.

		La segunda fuente de información sobre la situación de los secretarios de Estado son sus subordinados, quienes saben muy bien cuándo y qué asuntos lleva el secretario a acuerdo presidencial, y si éstos se resuelven positiva o negativamente. También saben cuándo el secretario, por instrucciones presidenciales, se retracta o corrige una determinada decisión. Todo ello les permite evaluar qué tan bien parado está su jefe, conocimiento que filtrarán a sus parientes y amigos, y éstos, naturalmente, a otros grupos.

		Finalmente, todo secretario de Estado tiene una determinada clientela, la cual, por necesidad o conveniencia, sigue sus pasos y es capaz de percibir si ese secretario demuestra confianza en sí mismo o si exhibe inseguridad al tomar decisiones. También les resulta evidente si el secretario puede o no obtener del Presidente resoluciones positivas a determinados asuntos. Este conocimiento permeará y, como las clientelas normalmente se encuentran dispersas a todo lo ancho y largo del país, servirá para conformar la imagen nacional de cada secretario.

		Estas mismas correas transmitirán a la opinión pública quiénes son los secretarios más amigos del Presidente. Respecto a este punto, lo importante es conocer lo suficiente al Presidente para saber qué le significan sus diferentes tipos de amigos. Yo puedo decir que de los precandidatos, mi amigo más antiguo es Miguel González Avelar, con quien coincidí en la Facultad de Derecho, de quien fui sinodal en su examen profesional y a quien posteriormente frecuenté en plan familiar y social. Además, lo invité a que trabajara conmigo en la Secretaría de Programación y Presupuesto, y más tarde lo llevé a mi campaña electoral. Esa relación de amistad es de un tipo, y de otro la que me une a Carlos Salinas, a quien conocí y traté en el trabajo.

		Por tanto, no basta con saber quiénes son amigos del Presidente, también hay que saber ponderar el efecto que dichas amistades puedan tener en sus decisiones.

		Finalmente, existen eventos o desarrollos específicos que la opinión pública interpreta como positivos o negativos para las precandidaturas de los secretarios. Por ejemplo, cuando Alfredo del Mazo fue nombrado secretario de Energía, Minas e Industria Paraestatal, en abril de 1986, todo mundo consideró que iniciaba su carrera presidencial. Por su parte, el desarrollo de las elecciones en Chihuahua en 1986 fue considerado por algunos la tumba política de Manuel Bartlett, en tanto que otros creyeron que había servido para fortalecer su candidatura. Los problemas económicos que sufre el país hicieron que muchos consideraran muy impopular la candidatura de Carlos Salinas, mientras que otros vieron en él al único capaz de afrontar un futuro incierto en el terreno económico.

		Estos hechos significativos, así como otros menores, tales como el éxito o fracaso de un discurso, fueron sumándose hasta conformar la opinión del público sobre cada uno de los secretarios.

		El público puede reconocer en un secretario capacidad y eficiencia y, sin embargo, no considerarlo precandidato a la Presidencia de la República. Un buen ejemplo es el caso del secretario de Salud, Guillermo Soberón, quien al inicio del gobierno destacó por sus cualidades y por su supuesta ambición. Muchos pensaron que orientaría todo su esfuerzo a alcanzar la Presidencia de la República y, sin embargo, esto no fue así. El doctor Soberón jamás participó en la carrera presidencial. Se movió, pero para figurar en los organismos internacionales de salud.

		Baste comentar que hacia mediados de 1986, cuando estaba por decidirse quién sería el candidato del PRI a la gubernatura de Guerrero, el doctor Soberón me pidió, al terminar una reunión rutinaria de acuerdo, autorización para tratarme un asunto político. Me dijo que puesto que estaba siendo mencionado como posible candidato a la gubernatura del estado de Guerrero, me quería decir que no le interesaba el puesto. Añadió, señalando que aprovechaba el que estuviéramos tratando asuntos políticos, que le gustaría ser considerado como prospecto de senador.

		Yo le hice ver que las candidaturas para senadores y diputados que se iban a votar en 1988 serían determinadas por el candidato presidencial, pero le dije que registraba su inquietud.

		Esto demuestra que el factor más importante para ser considerado precandidato es sentirse capaz de serlo y actuar en consecuencia. El Presidente no puede tomar en cuenta a quien no se ha colocado en posición de ser considerado.

		Otra anécdota que ejemplifica el peso de este aspecto subjetivo me ocurrió a mí cuando fui precandidato. Ya cerca del final del proceso, y como era fácil de deducir, por instrucciones de López Portillo, Francisco Galindo Ochoa me visitó y me dijo que tenía la costumbre de conocer a los precandidatos y de acercarse a ellos para saber cómo eran. Me preguntó:

		—¿Sabe usted que es precandidato?

		—Sí, lo sé —respondí.

		—¿Se siente usted capaz de ser Presidente de la República?

		—Me siento capaz de ser y de no ser —contesté.

		—¿Se está usted preparando para ser?

		—Mire —le dije— es más importante prepararse para no ser, porque si uno es, va a recibir apoyo de todo tipo. En cambio, para no ser, si acaso, se cuenta con la familia.

		Me contaron que López Portillo le hizo la misma pregunta a Emilio Mújica, quien tuvo el valor de responder que no se sentía capaz. La respuesta sorprende por su honestidad, aunque en realidad es objetivamente difícil sentirse capaz de enfrentar tanta responsabilidad.

		Volviendo al tema de la imagen pública, hay que reconocer que es fundamental, pero no está desligada de una valoración objetiva de la capacidad y el desempeño de cada secretario. El Presidente contribuye a formar la imagen pública de sus colaboradores, tanto por la forma en que se relaciona con ellos, y que pronto se hace pública, como por el impulso deliberado que da a cada uno.

		Sin embargo, no debe perderse de vista que esos factores subjetivos son resultado de la apreciación que el Presidente tiene de la capacidad objetiva de sus colaboradores. El Presidente impulsa a quien siente capaz, y sólo quien es capaz aprovecha la plataforma que le da el Presidente.

		El Presidente cuenta con una gran cantidad de mecanismos para saber si sus colaboradores están o no cumpliendo con su deber y si pueden o no con la carga que se les encomendó. De manera directa, el Presidente conoce y evalúa las grandes cuerdas que mueven cada secretaría. Coteja su apreciación del desempeño del secretario con la opinión de otros secretarios, así como con la de las clientelas correspondientes; hace un seguimiento de acuerdos y recibe reportes elaborados por las secretarías globalizadoras, entre otras cosas.

		A partir de su evaluación personal, el Presidente impulsa a ciertas figuras. Esto se logra, entre otras cosas, exponiéndolas como oradores ante grandes foros. Tal sería el caso de los actos conmemorativos del 5 de febrero, 15 de septiembre o 20 de noviembre, o de las representaciones en los informes de gobierno de los mandatarios estatales. También cuenta el ser visto con el Presidente en giras y actos públicos. Todo suma.

		En el curso de los cuatro primeros años de mi gobierno envié a la palestra a diversos funcionarios, con el fin de que proyectaran la imagen de políticos fuertes, pero en su calidad de secretarios de Estado. El prestigio que pudieron lograr sirvió para fortalecer la imagen del gobierno en su conjunto, pues inicialmente hasta mi capacidad política fue puesta en duda. Se cuestionaba si sería capaz de cumplir mi sexenio apoyado en “un grupo monolítico de novatos inexpertos”. De manera que mi primer objetivo, al promover a los secretarios de Estado, fue demostrar que sí teníamos capacidad política.

		El proceso sucesorio tiene lugar entre el cuarto y el quinto informe de gobierno; en este caso, entre septiembre de 1986 y septiembre de 1987. En este periodo el tema se vuelve muy vivo entre quienes están interesados en política y, finalmente, se expande a amplios sectores de la sociedad, lo cual naturalmente se refleja en la prensa. Así, la actuación de los posibles contendientes se va convirtiendo en determinante para fortalecer o debilitar sus precandidaturas.

		En realidad, en los últimos meses, quienes ya lograron ser considerados públicamente como precandidatos tienen más posibilidades de perder puntos en la carrera que de ganarlos. Esto es así, porque son considerados sólo aquellos que han logrado sumar en el conjunto de su actuación pública la imagen requerida, misma que sería muy difícil mejorar en sólo unos meses y que, sin embargo, fácilmente puede descalificarse por un error o por el solo hecho de ser estudiada minuciosamente.

		Por lo tanto, en la recta final se trata de no perder puntos. En este periodo el Presidente considera cuidadosamente las posibilidades objetivas de cada uno de los contendientes.

		El 8 de octubre de 1986, el relevo de Adolfo Lugo Verduzco por Jorge de la Vega Domínguez en la presidencia del CEN del PRI hizo evidente que nuestro partido político se aprestaba a dar inicio a los cambios y movilizaciones necesarios para llegar a la sucesión presidencial con un brío y una energía renovados. Los comentarios y las especulaciones no faltaron. Cobraron dimensión el 17 de octubre, cuando el presidente del PRI en el Distrito Federal, Jesús Salazar Toledano, “destapó” como precandidatos a la Presidencia de la República a cuatro secretarios de Estado: Manuel Bartlett, Miguel González Avelar, Alfredo del Mazo y Carlos Salinas.

		En realidad, como él mismo me lo explicó en una carta que me envió para disculparse, Salazar Toledano, al responder de esa manera a una pregunta hecha por una reportera, sólo estaba repitiendo lo que decía una buena parte de la opinión pública. Nunca imaginó el efecto de sus palabras.

		Comoquiera, su declaración causó sensación y fue ampliamente comentada en el país, alcanzando algún eco internacional. Algunos interpretaron este hecho como una novedad política programada, cosa que desde luego no fue, pero que ya reflejaba el deseo colectivo de que hubiera cambios en el proceso sucesorio.

		El siguiente episodio que acaparó la atención pública fueron las comparecencias ocurridas el año pasado ante el pleno de la Cámara de Diputados, los días 11, 13 y 25 de noviembre, de los secretarios Del Mazo, Bartlett y Salinas, respectivamente. La opinión pública las siguió con gran atención, porque las consideró como una posibilidad de conocer mejor a los tres precandidatos más sonados. El secretario de Hacienda, Gustavo Petricioli, quien compareció el 19 de diciembre de 1986, no llamó la atención, porque no era considerado presidenciable.

		En mi opinión, hubo un empate entre Bartlett y Salinas. Del Mazo quedó más abajo, porque dañó su imagen el gran aparato político y publicitario que movió. Cometió errores como traer a su sucesor, el gobernador interino del Estado de México, Alfredo Baranda, con un enorme contingente que cubrió puntos desde la casa de Del Mazo hasta el Palacio Legislativo. Con ello descubrió un flanco de vulnerabilidad, por el que siguieron atacándolo constantemente.

		Bartlett fue quien más ganó en términos relativos, ya que la naturaleza de su trabajo lo había mantenido más a la sombra. Supo revelarse como un gran conocedor de su tema y un polemista sagaz. Salinas, aunque también se desempeñó muy bien, ya había ocupado esa tribuna en tres ocasiones, por lo que su pensamiento y capacidad para el debate no resultaron tan novedosos.

		El 8 de enero de 1987 se realizaron cambios en la dirigencia del PRI. Aprovechando que De la Vega es un político capaz de convocar grupos de diferentes orígenes, le pedí que abriera el partido a la mayor pluralidad posible. De la Vega me fue proponiendo nombres, y yo estuve de acuerdo en la inclusión de personas tan diversas como Humberto Lugo Gil, Carlos Torres Manzo, José Andrés de Oteyza y Pedro Joaquín Coldwell.

		Ello era necesario, porque si la nueva directiva del PRI hubiera sido integrada por una sola tendencia, se hubieran presentado de inmediato las reacciones negativas correspondientes.

		Estos cambios fueron ampliamente comentados y cumplieron su función: abrieron esperanzas en muchos grupos. Por tanto, la configuración de la directiva del PRI fue un acto preparatorio en el proceso de la sucesión presidencial, y su diversidad me facilitó las cosas.

		Con el fin de matizar la trascendencia que habían tenido las comparecencias de Bartlett, Del Mazo y Salinas en la Cámara de Diputados, promovimos a finales de enero y en febrero de 1987 las jornadas informativas del PRI. Los titulares de la SEP, la SSA, la SARH, la Sedue y el IMSS, Miguel González Avelar, Guillermo Soberón, Eduardo Pesqueira, Manuel Camacho y Ricardo García Sáinz, respectivamente, concurrieron en diversas fechas a exponer los temas de política social en los que son expertos.

		Con ello tratamos de evitar que la baraja de contendientes a la Presidencia de la República se cerrara a sólo tres, como era la tendencia. El éxito no fue total, pero cuando menos reanimó la precandidatura de González Avelar, demostrando que nuestros esfuerzos por ampliar la baraja de precandidatos pronto se desinflaban si no tenían fundamento y peso en la opinión pública.

		En febrero de este año tuvo lugar otro acontecimiento que el público entendió como indicativo de lo que habría de ocurrir en el proceso sucesorio: la postulación, informalmente el día 3 y formalmente el 20 de febrero, de Mario Ramón Beteta como candidato del PRI a la gubernatura del Estado de México. La realidad es que yo no consideré el caso en función de la sucesión presidencial. Me incliné por Beteta por sus propios méritos. Sabía que algunos interpretarían esto como negativo para Del Mazo, pues era público que habían existido fricciones entre ambos funcionarios.

		Este tipo de indicios, que todos consideran evidentes, rara vez tienen fundamento. Sé que hace seis años, cuando Del Mazo fue nominado candidato para el Estado de México, muchos lo interpretaron como indicativo de que López Portillo pensaba favorecer mi candidatura. Yo no sé que éste haya sido el caso. Sé que Del Mazo me pedía consejo, y que yo se lo daba. Sé que yo y varios amigos en común, como Alejandro Carrillo o Gustavo Carvajal, veíamos como muy deseable que Del Mazo fuera postulado, pero no sé que esto haya determinado la opinión de López Portillo.

		Yo no tengo por qué pensar que, en su momento, López Portillo no tomó esa decisión por su propio peso, es decir, que quiso poner a Del Mazo para evitar el continuismo del grupo Jiménez Cantú-Hank, sobre todo después del escándalo con motivo del rancho que éstos le habían regalado.

		Otro asunto que ocupó a la opinión pública fue el desarrollo de la llamada Corriente Democrática, encabezada por Cuauhtémoc Cárdenas, Porfirio Muñoz Ledo e Ifigenia Martínez, que surgió en 1986, pero cobró auge en los primeros meses de 1987. Su objetivo central consistió en tratar de sacar de las manos del Presidente de la República el proceso de sucesión presidencial, pues les resultaba evidente, y con razón, que de no ser así, la designación del candidato recaería sobre alguien con quien el Presidente tuviera afinidad ideológica, ya que los contendientes más mencionados pertenecían a su grupo.

		Muñoz Ledo y Cárdenas vieron con claridad que si llegaba a la Presidencia de la República alguien que no compartiese sus ideas de populismo, tercermundismo y expansión estatal, volverían a quedar fuera de los puestos de mando, cosa que les resultaba poco atractiva. Su lucha encontró un terreno fértil en la búsqueda colectiva de mecanismos más democráticos, más abiertos en el quehacer político.

		Su propuesta de que los contendientes priistas hicieran campañas de proselitismo para obtener su nominación como precandidatos del PRI a la Presidencia de la República era y es, como ellos bien lo saben, inviable, pues supondría la división del partido. No obstante, trataron de promover esta moción desde las filas del PRI, en primer lugar para ver si lograban calificar como competidores y, en última instancia, para tratar de promover a alguien que les resultara más afín o, cuando menos, no tan distante.

		Evaluaron a los tres precandidatos más sonados de la siguiente manera: el peor era Carlos Salinas de Gortari, porque no veían la posibilidad de tentarlo en el terreno ideológico; Manuel Bartlett ocupaba el segundo lugar, porque en su opinión no estaba tan comprometido con la política económica, y el más deseable de los tres era Alfredo del Mazo, a quien sentían más susceptible de abrirse a su pensamiento.

		Hacia el final del proceso, cuando vieron que no lograban quitarle la decisión al Presidente, buscaron la transacción; empujaron en junio y julio la candidatura de Sergio García Ramírez. Éste fue visto por echeverristas y lopezportillistas como el gran conciliador que los recogería a todos. La Corriente Democrática se promovió activamente por medio de la prensa, logrando una buena acogida en el medio intelectual y académico, lo cual tiene sus repercusiones en la clase media “ilustrada”.

		Por otro lado, en marzo, durante la XIII Asamblea del partido, Jorge de la Vega desmintió públicamente que tuviera aspiraciones presidenciales, lo que también tuvo su peso y resonancia. Su candidatura era vista como posible, porque en la sucesión anterior el presidente del partido, Javier García Paniagua, fue uno de los finalistas.

		En mi opinión, el presidente del partido no debe contender por la Presidencia de la República, porque al hacerlo arrastra tras de sí a todos los funcionarios del partido, quienes pueden utilizar la maquinaria partidista en un esfuerzo de proselitismo indebido y difícilmente sabrán trabajar con lealtad en caso de que su jefe no obtenga la candidatura. Por ello, era necesario que De la Vega disipara cualquier esperanza que albergaran los cuadros priistas, haciéndoles entender que su deber consistía en moverse como políticos profesionales, dispuestos a apoyar a quien resultase nominado.

		Para junio, el ambiente ya estaba candente. Dos actos le echaron leña al fuego. Los días 22, 23 y 24, Alfredo del Mazo organizó en Ixtapa, Guerrero, el I Seminario Latinoamericano de Reconversión Industrial, y los días 25 y 26, Carlos Salinas convocó, en la Ciudad de México, al Seminario de Modernización Económica y Cambio Estructural. Ambas reuniones fueron vistas por la opinión pública como foros de promoción de las precandidaturas de los dos funcionarios mencionados.

		Ellos me propusieron, y yo acepté, que se organizaran estas reuniones, porque los temas me interesaban. Naturalmente, estaba consciente de que para esas fechas todo lo que hacían o dejaban de hacer los precandidatos afectaba el proceso sucesorio.

		Las dos reuniones fueron exitosas, pues cumplieron sus propósitos. En lo personal, ya no me revelaron mucho de la personalidad de cada uno de ellos, aunque registré la reacción que produjeron en la opinión pública, en el sentido de que la de Ixtapa fue una reunión ostentosa, en tanto que la de la Ciudad de México fue austera.

		En junio, pero sobre todo en julio, la lista de cuatro precandidatos se abrió a seis, con el ingreso de Ramón Aguirre y de Sergio García Ramírez. El primero se logró meter a base de realizar actos y, sobre todo, de mover a la prensa. A García Ramírez lo metieron quienes, como ya expliqué, tenían interés en destacar su “ecumenismo”.

		Lo que resulta importante destacar es que yo no manipulé a la prensa o al partido para que considerara como precandidato a determinada persona. Ellos fueron quienes se pusieron en situación de ser considerados.

		En lo personal, di muestras de estar dispuesto a ampliar la lista de precandidatos lo más posible y, una vez mencionados, los defendí a todos. Así, cuando el Consejo Mexicano de Hombres de Negocios me pidió autorización para reunirse con los cuatro secretarios mencionados por Salazar Toledano, yo pregunté que por qué sólo con ésos. Sugerí que también platicaran con Ramón Aguirre y con Sergio García Ramírez.

		Entonces, algún miembro del grupo me preguntó si también debían platicar con Ricardo García Sáinz y yo respondí que sí. Finalmente, alguien sugirió a Guillermo Soberón, y yo respondí que también debían platicar con él. Mi posición consistía en aceptar todos los nombres que me mencionaran. Entre más, mejor.

		Por otro lado, cuando alguien se acercaba a mí para criticar a alguno de los contendientes, yo lo defendía. Por ejemplo, si me decía que Bartlett era autoritario, le preguntaba qué actos de violencia o represión se le podían imputar, y lo invitaba a que fuera objetivo en su evaluación. Ello hacía que mi interlocutor se fuera convencido de que aquella persona a quien había criticado era, en realidad, el favorito o, cuando menos, “estaba muy fuerte”.

		El equilibrio entre las precandidaturas es una acción deliberada del Presidente, que realiza mediante múltiples manifestaciones, tales como la frecuencia de los acuerdos, los actos a los que se hace acompañar y su participación en eventos de una determinada dependencia. En fin, se trata de un tejido cotidiano en el que el Presidente actúa según amanecen las inclinaciones, el ambiente y la opinión pública.

		En las giras que Jorge de la Vega realizó en cada uno de los estados de la República a fin de promover la unidad partidista, y que tuvieron lugar entre el 25 de marzo y el 28 de julio, dialogó con los gobernadores, los delegados del partido, los presidentes de los comités estatales, los líderes sectoriales, los políticos tradicionales, en una actitud de apertura y con el fin evidente de conocer su opinión sobre los diversos precandidatos. Las opiniones recabadas ayudaron a sedimentar y configurar mi visión de los contendientes.

		Lo más significativo de estas giras fue que los priistas, en reacción contra el divisionismo encabezado por la Corriente Democrática, se volcaron a manifestar su unidad partidista. Hay que entender, como parte de una cultura política producto de la experiencia histórica, que los conceptos de unidad y disciplina están profundamente arraigados en los priistas.

		Todos los mexicanos sabemos que en el siglo XIX perdimos la guerra frente a Estados Unidos y que nos invadieron los franceses como resultado de nuestra división interna. También recordamos el sufrimiento y los muertos que trajeron las guerras faccionarias de la Revolución. Nuestra cultura popular refleja terror ante el enfrentamiento y valora la paz que da la unidad. La gran mayoría de los mexicanos prefieren los resultados de una negociación que, aunque imperfecta, los deja razonablemente satisfechos.

		El lunes 20 de julio, cuando De la Vega estaba por concluir su serie de giras estatales, comió conmigo y me informó que a partir de ese momento y hasta la nominación del candidato, pensaba seguir organizando reuniones para mantener activo al partido. Yo sugerí que, para darle mayor relevancia a nuestro instituto político, promoviera en cada estado y con la participación de los representantes de los comités seccionales, una discusión en torno a la plataforma electoral. Así, todos los grupos priistas podrían aportar sus ideas.

		Sentí que las circunstancias exigían darle nuevas modalidades al proceso de sucesión. La inquietud levantada por la Corriente Democrática se aunaba al malestar que en ciertos segmentos de opinión provocaron las pláticas del Consejo Mexicano de Hombres de Negocios con algunos secretarios. Había que resarcir el prestigio del partido en este proceso, tratando de superar la impresión de que la sucesión presidencial es un acto del exclusivo resorte del Presidente de la República y que el PRI es simple y llanamente el instrumento ejecutor.

		Esta visión simplista de las cosas es producto de la forma en que se desarrollaron las dos sucesiones anteriores. Echeverría le hizo la descortesía al entonces presidente del partido, Jesús Reyes Heroles, de dejarlo proclamar que primero se elaboraría el programa y después se escogería al hombre, para finalmente dar a conocer el nombre del candidato antes de que se hubiera terminado la elaboración del programa y sustituir sin más a Reyes Heroles por Muñoz Ledo.

		Por su parte, López Portillo, al promover mi nominación, también rompió muchas formas. No informó directamente a Fidel Velázquez, sino que le mandó recado con Joaquín Gamboa Pascoe. A la CNC y al presidente del partido y precandidato, Javier García Paniagua, se les informó el mismo día en que la noticia fue dada a conocer.

		Yo creo que en cualquier sistema es necesario cuidar los procesos y las formas, manteniendo eficacia y presencia. Yo estaba escribiendo la partitura, pero quería que el partido llevara la batuta en el proceso de sucesión.

		Por ello, cuando decidimos la conveniencia de hacer participar al mayor número de grupos en la elaboración de la plataforma electoral, analizamos la prudencia de motivar a sus representantes mediante una reunión con los precandidatos, a fin de que éstos les dieran sus puntos de vista.

		La primera idea consistió en realizar reuniones más o menos cerradas, de las que emanaría un boletín de prensa. Fue desechada, porque si de cualquier modo se pretendía dar a conocer los puntos de vista de los diversos miembros del gabinete, no existía razón para no difundir el acto lo más posible, esto es, televisarlo. Entonces decidimos que la única forma de presentar las reuniones era diciendo la verdad, esto es, que el partido había invitado a quienes la opinión pública mencionaba como precandidatos, a fin de escuchar sus propuestas en la elaboración de la plataforma electoral del partido.

		Al programar estas presentaciones, Jorge de la Vega y Humberto Lugo Gil cayeron en la cuenta, y me lo hicieron ver, que no debíamos privilegiar a la cúpula partidista nacional sobre la dirigencia territorial, al tiempo que señalábamos que la razón de haber invitado a determinadas personas a comparecer ante la dirigencia priista era que habían sido mencionadas como posibles precandidatos a la Presidencia de la República en la auscultación nacional realizada por el partido. Ello supondría no invitar a quienes avalaron las precandidaturas. Así fue como se abrió el foro, hasta incluir a la dirigencia nacional, sectorial y territorial del partido.

		Consideramos con mucho cuidado el riesgo de que a partir de estas comparecencias se pronunciaran libremente los sectores nacionales, los gobernadores o cualquier otra fuerza política. De la Vega y yo ponderamos el sentir de la dirigencia del partido, su grado de cohesión, su disciplina al Comité Ejecutivo Nacional, así como la capacidad de acción independiente de los sectores, y llegamos a la conclusión de que había muy poco peligro de algún pronunciamiento indisciplinado.

		El formato específico que escogimos consistió en organizar entre el 17 y el 28 de agosto un desayuno en el PRI para cada uno de los denominados “distinguidos priistas”, que en orden alfabético fueron Ramón Aguirre, Manuel Bartlett, Alfredo del Mazo, Sergio García Ramírez, Miguel González Avelar y Carlos Salinas de Gortari. En cada caso, y antes de que éstos pronunciaran discursos de aproximadamente 30 minutos, se dieron a conocer sus curricula, destacando los méritos que los acreditaban como posibles precandidatos oficiales del PRI.

		La instrumentación de este esquema se empezó a trabajar realmente a partir del mes de agosto, y lo decidimos de manera muy rápida, porque yo ya tenía la disposición de buscar formas de ventilar más el proceso. Además, de esa manera evitaríamos que al cerrarse prematuramente la baraja, Bartlett, Del Mazo y Salinas, que eran los precandidatos más mencionados, se lastimaran demasiado entre sí o fueran agredidos abiertamente por los enemigos del PRI.

		El gran riesgo de este procedimiento consistió en que alguno de los precandidatos cometiera un error que lo descalificara. Esto era posible, porque cualquiera tiene un mal día. Sin embargo, todas las presentaciones fueron buenas, todas estuvieron por encima de la línea de flotación. Las mejores comparecencias, por su contenido y su capacidad teatral, fueron las de Carlos Salinas, Manuel Bartlett y Sergio García Ramírez.

		Bartlett mostró dominio de las circunstancias, pero tuvo una actitud demasiado avanzada: sacó mucho el pecho. García Ramírez fue quien en términos relativos subió más, pues hasta ese momento no tenía un perfil claro ante la opinión pública. Del Mazo y González Avelar hicieron presentaciones muy decorosas y Ramón Aguirre, aunque cometió algún desliz, salió adelante razonablemente.

		El interés del público en estos eventos fue notable. Directivos de Televisa calcularon en 25 millones los televidentes que observaron las comparecencias. La impresión más general fue que el Presidente contaba con un buen equipo de trabajo, compuesto por hombres capaces y preparados.

		Carlos del Río, el presidente de la Suprema Corte de Justicia, me comentó que el embajador inglés le había dicho, con cierta envidia, que resultaba notable que México tuviera tantas opciones para la sucesión presidencial, añadiendo que el Partido Conservador no tenía con quién sustituir a la señora Thatcher, en caso de que algo le ocurriera. Charles Pilliod, el embajador norteamericano, hizo un comentario similar, al reconocer que en Estados Unidos ya quisieran tener tantos precandidatos viables.

		Para el PRI las comparecencias fueron buenas, pues los precandidatos se comprometieron pública y definitivamente con el partido. Esto lo represtigió, como también lo hizo el hecho de que desempeñara un papel protagónico en todo el proceso. Naturalmente, esto fue muy apreciado por los miembros del PRI, para quienes el solo hecho de haber sido convocados a asistir al recinto donde los precandidatos expondrían sus tesis, les dio la satisfacción de “ser considerados”. A la cúpula priista le quitó el sabor de boca de sólo ser transmisores de órdenes.

		Es indiscutible que las comparecencias caldearon el ambiente político. Todas las personas politizadas calificaron a los contendientes y, con frecuencia, manifestaron sus opiniones en público. Las circunstancias me obligaron a serenar las cosas. Para ello, pedí a mi director de Comunicación Social, Manuel Alonso, que se reuniera con los jefes de prensa de todas las secretarías de Estado y les dijera que entre el primero de septiembre y las fiestas patrias no quería ver en la prensa otra cosa que referencias a mi Quinto Informe de Gobierno.

		Por otro lado, le pedí a Jorge de la Vega que, para evitar equivocaciones, hablara con cada uno de los precandidatos y les hiciera ver que su expediente estaba completo, esto es, que el nuevo proceso de ninguna manera implicaba que debían hacer proselitismo. Le pedí que les advirtiera la inconveniencia de hacer campañas contra sus contrincantes, así como que tuvieran mucho cuidado de no presionarme, comentando que sin duda reaccionaría mal.

		Sobre la sucesión y los precandidatos, transmiten su opinión al Presidente, en conversaciones privadas, todos aquellos que tienen peso político. En ese sentido, la auscultación es real. Sin embargo, ésta no se da de manera abierta, dada la inhibición natural que provoca la investidura presidencial.

		El Presidente se tiene que acostumbrar a leer entre líneas y a recibir recados. En este caso, fungieron como intermediarios mi secretario particular, Emilio Gamboa, y el presidente del partido, Jorge de la Vega Domínguez. El primero por estar identificado como mi hombre de confianza; el segundo, por ser el canal institucional para ello.

		Dejé que se desarrollara el sistema de recados, porque me resultó funcional. Al hacerlo, obtuve la información que deseaba, sin romper la distancia que nuestro sistema político requiere se mantenga con el Presidente de la República. Esta distancia debe conservarse mientras sigamos asignando al Presidente el carácter de pivote social, esto es, mientras no se modifique el conjunto de nuestro sistema político.

		Nuestra cultura política da un peso tan significativo a la investidura presidencial, que cuando el Presidente se ve obligado a inhibir o a responder ciertos comentarios, las consecuencias resultan excesivas. Las palabras son entendidas como determinantes, lo que en muchos casos conduce más a la desinformación que a la apreciación del sentido en que fueron dichas. Por tanto, la asimetría de poder entre el Presidente y las demás personas hace deseable evitar una falsa confianza.

		Asimismo, la gente no quiere expresarse libremente frente al Presidente, porque teme equivocarse en la forma o en el contenido, provocando su ira, que sabe puede ser grave. No quiere expresarle abiertamente su opinión sobre los precandidatos, porque prevé las consecuencias negativas de hacer pública su alineación con un posible perdedor. Estos y otros factores de inhibición hacen que la recepción oblicua de información sea funcional.

		Emilio Gamboa desempeñó un papel crucial como transmisor de información. Es una persona que sabe suscitar la confianza de otros, por lo que pudo obtener confidencias que siempre me comunicó. Mantuvo la confianza de sus interlocutores hasta el final, lo que demuestra que lo consideraban imparcial y discreto. Sabían que yo era el único receptor de sus mensajes, pues con frecuencia le confiaron información delicada que involucraba a terceros, quienes evidentemente nunca se enteraron de ello.

		Al utilizar como ducto central de información a otra persona, estaba consciente de la necesidad de filtrar lo que se me decía. Esto significa que no ignoro que Gamboa, como todo ser humano, tiene cargas ideológicas, afectivas y personales. No podía ser de otra manera. Su lealtad consiste en no tratar de ocultarlas.

		Por otro lado, Gamboa sabe que tengo muchas formas de validar la información que me pasa, por lo que no correría el riesgo de desinformarme. Su lealtad consistió en informarme de todo, tal como él lo veía o entendía. Una prueba de que así fue se encuentra en el hecho de que hizo de mi conocimiento cuando alguno de los precandidatos trató de inclinarlo a su favor. Éste fue el caso de Bartlett y Aguirre y, con mejor estilo, de Del Mazo.

		Gamboa me informó las simpatías de cada uno de los miembros del gabinete. De ahí pude recoger que González Avelar no demuestra tener el empeño necesario para obtener la Presidencia, que García Ramírez es visto como valioso, pero sin voluntad de poder, y que Ramón Aguirre se consume en deseos de alcanzar la Presidencia, pero no le es reconocida por los otros la capacidad para desempeñarla.

		Muy significativo para mí fue que Fidel Velázquez le dijera a Gamboa que él no se oponía a ninguno de los seis precandidatos, aunque mostraba ciertos resquemores respecto a Bartlett. Gamboa desempeñó un papel muy importante, y lo desempeñó bien.

		Otro informante fundamental fue Jorge de la Vega. Sin embargo, mi relación con De la Vega fue muy diferente, porque éste siempre estuvo muy consciente del papel imparcial que le correspondía. En todas nuestras entrevistas percibí en él el temor de que yo lo encontrara inclinado por alguno de los precandidatos. Se mantuvo siempre como observador, siempre a la expectativa, siempre esperando indicaciones mías. Yo me cuidé de no darle pautas. Así que la comunicación entre nosotros se dio mediante insinuaciones. Los dos nos manejábamos con tanto cuidado que había que valorar el tono y el gesto con que se decía cada palabra.

		Platiqué también con los líderes sectoriales y territoriales del partido, con los gobernadores, recibí a varios políticos tradicionales como Alfonso Corona del Rosal o Francisco Galindo Ochoa y escuché a los líderes empresariales. En prácticamente todos los casos tuve que leer entre líneas, pues si bien expresan sus puntos de vista de manera genérica, pretenden no estar inclinados por ninguno de los precandidatos. Sin embargo, para el final yo sabía con quién simpatizaba cada uno de ellos.

		Aunque no se manifestaran a favor de algún precandidato, para mí era fundamental saber que tampoco se oponían a nadie. Por ello fue un descanso cuando Fidel Velázquez y Héctor Hugo Olivares me hicieron explícito que apoyarían a quien yo eligiese. Yo sabía que los petroleros no querían a Salinas, pero no se opusieron abiertamente a él. También sabía que Salinas había sabido aprovechar las negociaciones salariales, a las que siempre acompañó a Arsenio Farell, para establecer una buena relación con muchos líderes obreros.

		El Consejo Mexicano de Hombres de Negocios me informó, después de sus múltiples reuniones, que consideraba que todos los precandidatos son capaces, que ninguno les da miedo y la mayoría se inclinaba, de manera muy dividida, por Bartlett, Salinas o Del Mazo.

		Otras personas se animaron a decirme su opinión, aunque fueron pocas. En algunos casos, recibí con preocupación las actitudes torpes con que se movieron algunas de ellas. Sin embargo, lo significativo fue que ningún factor real de poder se acercó al Presidente de la República para vetar a alguno de los candidatos.

		Hacia el final de la contienda, en los últimos 15 días, dejé de recibir gente, porque sentí que ya había un ambiente morboso. No podía yo ignorar lo difícil que esta etapa resultaba para los precandidatos. Sabía que estaban sometidos a una verdadera licuadora de emociones; que a veces veían su candidatura como muy viable y que en otros momentos se sentían totalmente fuera. Éste fue el caso de Manuel Bartlett, quien en las últimas semanas tuvo la debilidad de expresar frente a gente indiscreta su desaliento. Ello bastó para que muchos dejaran de considerar su candidatura, señalando que los dos finalistas eran Del Mazo y Salinas. Así que hasta el último momento, para ser considerado por la opinión pública, hay que proyectar la imagen correspondiente.

		A mediados de septiembre de 1987 llegué a la conclusión de que el precandidato más adecuado para la responsabilidad que tendría que enfrentar era Carlos Salinas de Gortari. De manera preliminar, sujeta siempre a comprobaciones, pendiente siempre de cualquier movimiento, había llegado yo a esta conclusión desde finales de 1986.

		Ponderé las características de cada uno de los precandidatos buscando al hombre que tuviera el conocimiento más amplio del país —de su circunstancia y de su perspectiva—, así como un proyecto para afrontar sus problemas. También contemplé los atributos personales: capacidad de liderazgo y de ejecución, capacidad de formar equipos y de comunicarse con los sectores, inteligencia, don de gentes y aplomo emocional.

		La nominación tuvo lugar el 4 de octubre, lo que hizo que muchos sintieran muy largo el periodo transcurrido después de las comparecencias. De hecho, todos sabían y aceptaban que entre el informe del primero de septiembre y las fiestas patrias no habría “novedades”, pero éstas comenzaron a esperarse con desesperación a partir del 17 de septiembre. Retrasé el anuncio 15 días porque quise demostrar, contrariamente a los rumores desatados desde el año anterior, que auguraban que no podría yo resistir la presión y tendría que dar a conocer el nombre del candidato en forma anticipada, que tenía tanta o más capacidad política y fuerza que otros gobernantes. Fue un reto que no podía ignorar sin mostrar debilidad.

		Existían otros factores que aconsejaban retrasar “el destape”. En primer lugar, para que el gobierno trabajara más; en segundo lugar, para acortar la campaña, y, en tercer lugar, para empezar a acostumbrar a la población al nuevo calendario electoral. En la próxima sucesión, lo ideal es que el nombre del candidato no se dé a conocer hasta enero.

		El viernes 2 de octubre, dos días antes de que se hiciera público, le informé a Carlos Salinas de Gortari que había fuertes corrientes dentro del partido a su favor. Le dije que la decisión tendría lugar el domingo siguiente, a las ocho y media de la mañana, y que yo juzgaba que él tenía grandes posibilidades de obtener la nominación. Le sugerí que no considerara esta información como determinante hasta el domingo y que procurara actuar de manera que no se hiciera público lo que le estaba diciendo. Luego le informé cuál sería el procedimiento y cómo sería la ceremonia. Le dije que dejara todo en mis manos.

		Ese mismo viernes por la tarde recibí a Jorge de la Vega y le dije que, con el fin de hacer una auscultación final, reuniera al día siguiente al Consejo Nacional Extraordinario del PRI y después a la Comisión de Coordinación Política, asegurando la presencia del Comité Ejecutivo Nacional, de los dirigentes de los tres sectores, los presidentes de los comités directivos estatales y del Distrito Federal y los representantes de los diputados y de los senadores. Le pedí que me informara el resultado de dicha reunión en el desayuno que con ese fin estaba convocando para el domingo a las ocho de la mañana.

		De la Vega me preguntó qué era lo que debía decirme en ese desayuno, y yo le respondí, en pocas palabras, que debía informarme que los precandidatos más mencionados eran, en estricto orden alfabético, Bartlett, Del Mazo y Salinas. Le dije que añadiera que la dirigencia partidista, reconociendo mi calidad de jefe natural del partido, quería conocer mi punto de vista. Le señalé que al término de esa reunión se debía hacer pública la decisión, y luego invitar al seleccionado a la sede del partido, a fin de que aceptara formalmente su precandidatura.

		El domingo 4 de octubre, a las ocho de la mañana recibí en el Salón Carranza al presidente del partido, Jorge de la Vega; al líder del sector obrero, Fidel Velázquez; al líder del sector campesino, Héctor Hugo Olivares Ventura; al líder del sector popular, Guillermo Fonseca. También se invitó al representante del Senado, Antonio Riva Palacio; al representante de la diputación priista, Nicolás Reynés Berezaluce, y, en representación de los comités territoriales, a Guillermo Jiménez Morales. Su arribo fue televisado. Minutos después nos dirigimos a la residencia Lázaro Cárdenas, donde tuvo lugar el desayuno.

		De la Vega tomó la palabra. Señaló con toda formalidad que los seis “distinguidos priistas” que habían comparecido ante la dirigencia de nuestro partido tenían muy buena imagen ante la opinión pública, pero que Manuel Bartlett, Alfredo del Mazo y Carlos Salinas de Gortari eran los que inspiraban mayor simpatía. Conforme a lo acordado, terminó solicitando mi punto de vista al respecto.

		Le respondí, de acuerdo con la solemnidad de la ocasión, con unas palabras que ya tenía preparadas mentalmente. Después de felicitar al partido por la amplia auscultación realizada tanto en el nivel sectorial como en el territorial, dije que, en mi opinión, la persona más adecuada para abanderar al PRI en la próxima contienda electoral es Carlos Salinas de Gortari.

		Acto seguido, le pedí a cada uno que expusiera su punto de vista sobre quién podía ser el candidato ideal de nuestro partido. Todos fueron tomando la palabra y cada uno de ellos dijo que Carlos Salinas de Gortari es el mejor.

		Yo estaba preparado —porque siempre opero con las peores hipótesis para evitarme sorpresas desagradables— por si alguno de ellos se manifestaba de otra manera, en cuyo caso yo estaba dispuesto a razonar el asunto hasta convencerlo. Esto no ocurrió: todos se manifestaron a favor de Salinas.

		El arbitraje del Presidente de la República es acatado por los dirigentes del partido porque, conociendo sus diferencias, desean evitar la división de nuestro instituto político. Existe un consenso muy amplio a favor de la preservación de un sistema fuerte, porque tememos hundirnos en conflictos internos que, además, nos harían muy vulnerables a las presiones externas. Por cierto, durante todo el proceso sucesorio, no percibí presiones externas, incluido el gobierno de Estados Unidos. Tampoco de la Iglesia católica.

		A las nueve y cuarto, al concluir el desayuno, me comuniqué telefónicamente con Carlos Salinas. Le informé que en unos minutos le hablaría Jorge de la Vega; le anuncié que le estaba enviando elementos de seguridad y, sobre todo, le deseé éxito.

		Enseguida, les informé a Luis Echeverría y a José López Portillo la decisión del partido. El ex presidente Echeverría me felicitó, señalando que Salinas era la mejor opción. Fue entonces cuando me comuniqué con mi esposa para darle la noticia. Me desconcertó profundamente que Paloma se sorprendiera: me aclaró que Federico, el cuarto de mis hijos, le había dicho que Emilio Gamboa le había comentado el día anterior que sería Sergio García Ramírez. Le pedí a Paloma que inmediatamente me enviara a Federico para hablar con él.

		Continué con mis llamadas telefónicas. Informé tanto al general Arévalo Gardoqui, como al almirante Gómez Ortega, a fin de que los cuerpos armados supieran cuál era la decisión.

		Aproximadamente a las nueve y veinticinco, Emilio Gamboa y Manuel Alonso irrumpieron en mi oficina para informarme que la radio estaba dando prácticamente como un hecho que el candidato sería Sergio García Ramírez, apoyada en un comunicado de prensa expedido por el director de Comunicación Social de la SEMIP, en el que señalaba que, desde temprana hora, Alfredo del Mazo había felicitado al procurador general de la República. Peor aún, Del Mazo fue entrevistado, y radiofónicamente reiteró su felicitación.

		De inmediato le pedí a Gamboa que hablara con De la Vega para evitar cualquier equívoco y acelerar el anuncio oficial. A Alonso le pedí que se comunicara con los directivos de las estaciones de radio y con el líder de los trabajadores de la radiodifusión, a fin de desalentar la noticia que estaban transmitiendo.

		Recibí a mi hijo Federico y le pregunté dónde, cuándo, a quién y por qué había dicho que el candidato sería Sergio García Ramírez. Me contestó que la noche anterior, en una fiesta en casa de su novia, y en respuesta a una pregunta del padre de ésta, Jaime Camil, quien quería saber qué había oído, le dijo que parecía que no sería su amigo, aludiendo con ello a Alfredo del Mazo —íntimo del señor Camil y de Federico—, y que había que cuidarse del procurador, quien estaba muy fuerte. Según Federico, su convicción de que García Ramírez estaba muy fuerte se debía a que esa tarde le había hablado el subprocurador Luis Porte Petit —quien lo busca con frecuencia— para decirle que “ya la habían hecho”.

		Federico asegura que eso fue todo lo que dijo. Según su versión, Alfredo Elías, amigo del señor Camil y asesor de Alfredo del Mazo, le habló a Camil para preguntarle lo que había oído e informó de la respuesta a Alfredo del Mazo. Eso bastó para dispararlo.

		De acuerdo con la información que he podido recabar posteriormente, el asunto alcanzó dimensiones peligrosas. Esa misma noche, al abandonar la sede del partido, Alejandro Carrillo Castro, quien se encontraba en compañía de Heriberto Galindo, le habló a Del Mazo para comentarle que en el partido el día había cerrado con marcados rumores a favor de la candidatura de Carlos Salinas de Gortari. Del Mazo le respondió que su información era equivocada, pues él sabía de buena fuente que sería Sergio García Ramírez.

		Del Mazo insistió en que Carrillo Castro le hablara al procurador para felicitarlo. Cuando lo hizo, García Ramírez le agradeció el apoyo, pero le dijo claramente que no había motivo para ello, pues no tenía ninguna comunicación en ese sentido. Carrillo Castro, influido por Galindo, concluyó que la negativa era una táctica política del procurador.

		Lo grave fue que esa noche Heriberto Galindo le habló a sus amigos de El Universal y La Jornada para darles esa información. Por otro lado, desató una ola de telefonemas. Parece que incluso alguien, probablemente Gustavo Carvajal, le habló a López Portillo.

		Desde temprana hora hubo gran barullo afuera de la casa de García Ramírez e incluso algunos se presentaron en la explanada del partido con pancartas a favor del procurador.

		Nunca consideré entre los posibles imponderables que uno de los seis precandidatos “destapara” a otro. El hecho es que pasó, y de una manera absurda. Fue grave, aunque no creo que se nos pudiera haber ido de las manos el proceso. Sin embargo, lo enturbió de manera irreparable. Descompuso una estrategia que había caminado como un reloj de precisión.

		A las diez de esa larga mañana del domingo 4 de octubre, vi en la televisión, en compañía de Emilio Gamboa, el anuncio de la postulación. Atendí, todavía con inquietud, las palabras de Jorge de la Vega. Poco después me habló Del Mazo, pero no tomé el teléfono, porque estaba esperando el discurso de Salinas, que escuché con satisfacción.

		A las doce de la mañana, aproximadamente, me reporté con Del Mazo, quien me dijo que ya conocía la decisión del partido, que reconocía que había cometido un error, pero que éste se debía a información que había recibido de mi hijo Federico. Le respondí que me apenaba que atribuyera a uno de mis hijos su equivocación, y le pregunté si alguna vez le había dado elementos para creer que yo comentaba las decisiones políticas con mi familia. Le dije que yo sólo había hablado del asunto con el interesado.

		Alfredo me preguntó qué debía hacer, y yo le dije que fuera al partido y felicitara al candidato. Él no tenía deseos de hacerlo, pues sentía que perdería cara. Estaba muy confundido; reconoció que no sabría qué responder si alguien lo interrogaba. Le indiqué que dijera la verdad: que se había equivocado con base en una información a la que injustificadamente había dado crédito.

		Engañé a todos con la verdad. A todos se informó que el sábado se reuniría el Consejo Nacional Extraordinario del partido, así como una comisión de coordinación política, y que el domingo, después de desayunar conmigo, el presidente del partido daría a conocer la noticia. Sin embargo, todos creyeron en el rumor.

		Yo creo que la forma en que conduje el proceso significó mayor respeto al partido y a sus líderes, a quienes di mayores posibilidades de participación en la decisión. Del desayuno salieron todos muy satisfechos. Fue la primera vez que el Presidente de la República expresa su opinión frente a todos y se abre a la posibilidad de escuchar la de otros. Si el proceso democrático no es más real, es porque nuestra cultura política no lo permite. Desgraciadamente, esto no fue lo que permeó.

		

	
		

		Candidato a la Presidencia

		

		El 4 de octubre en la mañana, tan pronto como el presidente del PRI anunció oficialmente quién sería el candidato del partido a la Presidencia de la República, vino a saludarme el general Juan Arévalo Gardoqui. Lo hizo exclusivamente con el deseo de manifestarme su beneplácito y de reiterarme que el Ejército sería leal a mi gobierno hasta el último día de mi mandato.

		Por la tarde de ese domingo recibí la visita de varios de mis colaboradores. El primero en llegar fue Francisco Rojas, quien dada su larga relación de amistad con Salinas de Gortari venía a expresarme, con toda autenticidad, su júbilo. Después fueron llegando prácticamente todos los que fueron precandidatos a la Presidencia de la República.

		Vino Sergio García Ramírez a manifestarme su adhesión y comentarme el incidente relativo a su supuesto destape. Me explicó que en el curso de toda la noche entre sábado y domingo recibió muchos telefonemas; me detalló quiénes le hablaron y quiénes lo visitaron. Insistió en que en todo momento él conservó una clara conciencia de que solamente había dos personas que podían comunicarle su futura nominación: el Presidente de la República y el presidente del PRI, y que, como no recibió esos llamados, él se comportó con plena discreción. En pocas palabras, vino a decirme que él no había sido culpable del incidente.

		Manuel Bartlett se presentó para manifestarme su adhesión, su lealtad y su disciplina. De igual manera lo hicieron Miguel González Avelar y Ramón Aguirre. Aparte de los precandidatos, me visitaron Bernardo Sepúlveda, Gustavo Petricioli y Fernando Gutiérrez Barrios. Vi con simpatía el acercamiento de estos colaboradores, pues lo sentí como una auténtica manifestación de adhesión.

		Sé, sin embargo, que si otros no me buscaron ese día fue porque temieron ser inoportunos. En realidad, fuera de los precandidatos, lo que determinó la presencia de algunos fue la seguridad en sí mismos.

		En ese contexto destacó la ausencia de Alfredo del Mazo, quien no vino a visitarme sino hasta el día siguiente, temprano en la mañana. Alfredo también quiso manifestarme su disciplina y lealtad, así como explicarme los motivos de su equivocación. Desde luego, se encontraba profundamente abochornado por lo ocurrido.

		En los días posteriores pude apreciar cómo la gran mayoría de los que fueron precandidatos lograron superar la situación. Manuel Bartlett manifestó su aplomo y profesionalismo; no he tenido de su parte ninguna demostración de resentimiento. Sergio García Ramírez y Miguel González Avelar han actuado impávidamente, como no dándose por enterados de que habían sido precandidatos.

		Ramón Aguirre al principio estuvo tristón, desanimado, pero se compuso con rapidez. El que Salinas lo haya invitado a comer un día y a tomar unas copas otro y, sobre todo, el que haya invitado a uno de sus hijos a participar activamente en la campaña en el Distrito Federal han bastado para contentar a Ramón Aguirre, quien de nuevo trabaja sin ningún problema.

		El que no pudo recuperarse fue Alfredo del Mazo. El viernes 23 de octubre vino a decirme que no quería seguir ejerciendo sus funciones como secretario de Estado, pues ya no se sentía capacitado para ello. Se encontraba profundamente desanimado. En ese momento yo consideré que, si lo impulsaba, saldría adelante. Le sugerí que tomara unas vacaciones, convencido de que con darle cierto tiempo recobraría el aliento suficiente para enfrentar su situación.

		Al volver de su viaje, Alfredo insistió en que ya no se sentía con la capacidad de ejercer su función como secretario de Estado, porque, según él, la gente ya no le hacía caso. Esto naturalmente denotaba una situación más psicológica que real. Hablé con él, le traté de hacer ver que el cumplimiento de una tarea, por sí mismo, conlleva una satisfacción. Pero él no respondía, no tomaba aire, no se animaba.

		También me reiteró que su familia había resentido mucho lo ocurrido. Por ello me pidió, y tuve que acceder, que le diera una salida a través de una embajada. Para mí también era un problema tener una secretaría acéfala.

		Reflexionar sobre lo que le ha ocurrido a Alfredo es doloroso para quienes lo estimamos. No puede negarse que su acción entre el sábado 3 y el domingo 4 de octubre fue un grave error político; no solamente actuó de manera desbocada, sino que lo hizo públicamente. Yo puedo entender que, en cierto momento, haya creído que la designación se inclinaría a favor de Sergio García Ramírez, pero lo que no resulta comprensible es que lo haya manifestado mediante boletines de prensa y de viva voz en el radio.

		

	
		

		Desplome de la Bolsa de Valores

		

		El 19 de octubre se desplomó la Bolsa Mexicana de Valores. En un día perdió 52 671 puntos, esto es, 16.5%. Dicha tendencia continuó en los días siguientes hasta volverse un fenómeno dramático. En el curso de un mes llegó a perder 70% y seguía a la baja, generando un clima de histeria entre los inversionistas. Miles de personas se vieron afectadas, lo que creó un ambiente de incertidumbre y malestar muy negativo. De hecho se trató de una muerte anunciada. No obstante, la intensidad de la caída nos sorprendió a todos. La historia es ésta.

		Desde los últimos meses de 1986 empezó a darse un dinámico crecimiento del índice de precios de las acciones cotizadas en la Bolsa Mexicana de Valores. Entre el 31 de diciembre de 1986 y el cierre de mayo de 1987, la bolsa había subido 148%, por lo que muchos analistas consideraban que su auge no se prolongaría demasiado. Sin embargo, el mercado accionario tuvo incluso una apreciación más rápida, que continuó hasta octubre, cuando alcanzó niveles sin precedente. Luego del inicio de la jornada bursátil excepcionalmente activa ocurrida el lunes 5 de octubre, día siguiente a la postulación de Carlos Salinas de Gortari, las autoridades financieras ordenaron la suspensión de las actividades de la bolsa por unas horas.

		En los días posteriores, la tendencia de los precios de las acciones fue a la baja, pero sin que hubiera aún conciencia de que esto llegaría a convertirse en un desplome. La caída fundamental ocurrió a finales de la tercera semana de octubre, al mismo tiempo en que se derrumbaban las bolsas de valores de los principales centros financieros mundiales.

		Antes de entrar a analizar los aspectos que pudieron influir sobre la caída, vale la pena subrayar que el 5 de octubre la suspensión de las actividades de la bolsa fue de sólo hora y media. Como a las 11 de la mañana, Gustavo Petricioli me llamó para decirme que la Bolsa se estaba comportando de una manera sumamente irregular, desquiciada; que la gente quería comprar todo, a cualquier precio, y que este movimiento era tan severo que ya ni siquiera se podía atender físicamente a la clientela dentro de las casas de bolsa.

		Petricioli me dijo que después de platicarlo con la Comisión Nacional de Valores y con la directiva de la Asociación de Casas de Bolsa, habían llegado a la conclusión de que era necesario suspender temporalmente sus actividades. Aprobé la medida, y cuando volvió a abrir el mercado bursátil, ya con más orden, hubo un pequeño descenso en el índice, aunque la jornada terminó muy alta.

		Estas aclaraciones vienen a cuento, porque resultó sumamente injusto que personas ligadas a las casas de bolsa atribuyeran el desplome a la suspensión de labores del 5 de octubre. Su argumento consistió en señalar que a raíz de la suspensión se perdió definitivamente la confianza, pues el incidente demostró la capacidad del gobierno para alterar cabalmente el movimiento del mercado bursátil, exhibiendo la vulnerabilidad del mercado frente a la fuerza del gobierno. Esta explicación soslaya que fue una decisión concertada entre las autoridades y los directivos de las casas de bolsa, y no explica por qué pasó una semana entre esta acción y el desplome.

		En mi opinión, la caída de la Bolsa de Valores fue un fenómeno que se dio, en buena medida, como contagio por lo ocurrido en Wall Street, donde el crack tuvo lugar el mismo día y siguió después una tendencia paralela. La repercusión que los movimientos de Wall Street tuvo sobre todo el mundo capitalista se debió a las consideraciones —evidentes para las personas versadas en materia financiera— de que la caída de la bolsa de Wall Street alteraba la relación económica interna de ese país, lo cual obligaría al gobierno a contraer su economía para hacer frente a su déficit financiero y comercial. La recesión podría modularse sólo con inflación, fenómenos que inevitablemente, dada la fuerza y preeminencia de la economía norteamericana, dañarían a todas las demás economías.

		Para México era posible suponer que resultaría más difícil exportar y que disminuiría el turismo. Además, podría darse un alza en las tasas de interés norteamericanas, lo que aumentaría el servicio de nuestra deuda, y disminuiría la capacidad de inversión del Estado. Por otro lado, en esos días empezaron a verse señales de la posible caída de los precios internacionales del petróleo.

		Todo ello hizo que los inversionistas mexicanos, al analizar tal panorama y mirar hacia dentro del país, se preguntaran sobre nuestra capacidad para resistir una perspectiva tan sombría.

		El temor de que los problemas de la economía norteamericana obligaran al gobierno de México a hacer otro ajuste que incrementara la inflación y que ello condujera a la baja de sus acciones, llevó a los inversionistas a vender de manera precipitada.

		A raíz del desplome empezamos a preguntarnos qué debíamos hacer. Tuvimos algunas reuniones en las que se habló de promover medidas de apoyo para que no se derrumbara plenamente la bolsa. Se dijo que había que hacerlo cuando ésta ya estuviera cerca de su punto más bajo, para que no se perdiera mucho dinero. Se hablaba de inyectar a la bolsa un billón de pesos. De éstos, la mitad la aportarían las casas de bolsa, una cuarta parte los bancos comerciales y la otra el Banco de México por medio de Nacional Financiera.

		Con gran irresponsabilidad salió esto a la prensa, porque la realidad es que nunca se pudo concertar ese apoyo. Su anuncio, sin embargo, sirvió para crear una gran irritación entre muchos sectores de la sociedad.

		Hubo falta de previsión y análisis por parte de los funcionarios públicos, así como una gran irresponsabilidad de los agentes de bolsa y una locura colectiva. Es difícil puntualizar el peso relativo que en este desplome tuvieron las tendencias macroeconómicas nacionales e internacionales y los fenómenos especulativos, pero desde luego fue una combinación nefasta de ambos.

		Hablar del futuro del mercado accionario en la economía mexicana parece imposible, aunque en esencia sigue siendo válida la tesis que llevó a su desarrollo, o sea, que el mercado accionario es necesario como instrumento para capitalizar sanamente a las empresas. Sin embargo, después de lo ocurrido, el mercado de valores ha quedado muy tocado. No me atrevo a pronosticar por cuánto tiempo va a estar en ese estado. Lo lógico sería pensar que por lo menos cinco años, pero, dada la volatilidad con la que se está moviendo la opinión pública, no sé lo que pueda ocurrir. Tal vez, si logramos enderezar un poco la situación económica, en cosa de meses vuelva a subir.

		Realmente es difícil saber cómo se comportarán los mercados de capital o de riesgo en el país. Lo que ahora tenemos que hacer es estudiar el marco legal reglamentario del mercado bursátil en México. Tenemos que perfeccionar los ordenamientos jurídicos de la intermediación bursátil. Están en estudio ciertas medidas, y ya hemos tomado algunas acciones, como la suspensión de ventas a plazo de acciones y un análisis a fondo de las facultades de la Comisión Nacional de Valores.

		La Secretaría de Hacienda carece de ideas. No me han presentado alternativas, por ejemplo, para evitar que en el futuro la especulación bursátil siga contribuyendo a acentuar la polarización de los ingresos y la concentración personal de la riqueza. No me han sugerido formas de dar mayor equidad al proceso, por ejemplo, mediante reformas impositivas. Creo que con todo esto Gustavo Petricioli recibió un mazazo en la cabeza y no ha podido reaccionar a la altura de las circunstancias.

		

	
		

		Noviembre de 1987

		

	
		

		Situación económica: devaluación y caos

		

		ANTE UN ATAQUE ESPECULATIVO CONTRA EL PESO, el 18 de noviembre el Banco de México se retiró del mercado libre de cambios, a fin de evitar una rápida desacumulación de reservas monetarias. De inmediato, el valor de mercado del peso cayó, en promedio, 40%, pasando momentáneamente de 1 712 pesos por dólar a 2 500 y 2 700 pesos en la Ciudad de México y hasta 3 200 pesos por dólar en las casas de cambio de la frontera.

		Las razones que tornaron pesimistas las expectativas del público sobre el futuro de nuestra economía fueron muchas. En el ámbito externo se reforzaron las tendencias alcistas de las tasas de interés internacionales; el dólar estadounidense siguió devaluándose ante el yen y las principales monedas europeas, pero no ante el peso mexicano, y continuó hablándose de un creciente proteccionismo en Estados Unidos.

		Estos elementos plantearon varios problemas para México: menores exportaciones hacia el vecino país —por su menor crecimiento y las políticas proteccionistas— y mayores pagos del servicio de la deuda por el alza de los intereses y la revaluación de las monedas de varios de nuestros acreedores.

		En el ámbito interno, ante el desplome de la Bolsa Mexicana de Valores y la tendencia al aumento de las tasas extranjeras, fue necesario elevar las tasas de interés nacionales para evitar la fuga de capitales. Sin embargo, esto contribuía a aumentar la inflación, por presión de los costos financieros para las empresas, y desestimulaba el repunte de la inversión privada.

		El temor de un futuro con recesión e inflación se basaba en el hecho de que efectivamente existía un déficit público muy alto, y en que la expectativa de una mayor inflación hacía imposible reducirlo.

		Un fenómeno subyacente y otro complementario también influyeron en la coyuntura. Por un lado, existía una altísima liquidez como consecuencia del regreso de capitales y, por otro, la presión sobre el mercado de divisas coincidió con una demanda extraordinaria de dólares, dados los arreglos que se estaban haciendo para pagar anticipadamente la deuda privada mexicana contratada por medio del Ficorca.

		Esto último fue posible porque los banqueros internacionales prefirieron castigar al 50% sus créditos a cargo de empresas privadas mexicanas, con tal de no tener que esperar 20 años para su amortización, a lo que estaban obligados como resultado de los acuerdos con la banca internacional sobre la deuda externa del país. Como había liquidez privada y pública, muchos empresarios decidieron adelantar sus pagos para aprovechar el descuento. Éste fue un fenómeno paralelo que presionó al mercado cambiario, aunque naturalmente lo central fue resultado del retiro de dinero de la Bolsa de Valores.

		Estas consideraciones, de hecho, sólo son el conjunto de los pronósticos más negativos. Cobraron sentido como una amenaza real, porque los inversionistas creyeron en ellos. El desquiciamiento de la economía fue una profecía autocumplida.

		Lo que no deja de impresionarme es que entre el 19 de octubre y el 17 de noviembre, Miguel Mancera y Gustavo Petricioli me estuvieron insistiendo en que la demanda de dólares no era tan preocupante. Sin embargo, el 18 de noviembre, de pronto, me informaron que estaban saliendo del país diariamente entre 100 y 200 millones de dólares, y que se trataba de una tendencia afianzada.

		No recuerdo si fue un lunes o un martes, pero con toda informalidad Miguel Mancera me habló por teléfono y me dijo que consideraba necesario que el Banco de México se retirara del mercado libre de cambios para evitar una rápida desacumulación de nuestras reservas internacionales. Sorprendido, le pregunté si ya había consultado la decisión con Petricioli. Me dijo que sí, que tanto él como Pedro Aspe habían hablado con Petricioli, quien se encontraba en Oaxtepec preparando su comparecencia ante la Cámara de Diputados, y que éste había estado de acuerdo.

		Le pregunté a Mancera en qué fecha aplicaría la medida, a lo que me respondió, con toda naturalidad, que ese mismo día. Desconcertado, le hablé a Petricioli a Oaxtepec y, medio en clave, le pregunté si habían consultado con él Mancera y Aspe. Petricioli respondió que sí, que lo habían ido a ver y que él estaba de acuerdo.

		Finalmente, un rato después, me habló Mancera para decirme que ya no era posible tomar la medida ese día, pero que se tomaría al día siguiente.

		Visto en retrospectiva, me parece increíble que el director del Banco de México me haya informado por teléfono una medida de tal trascendencia. Esta anécdota demuestra cómo los altos funcionarios financieros fueron sorprendidos por los dramáticos desarrollos de esos días. Al igual que en el manejo del mercado bursátil, hubo errores de previsión, análisis y actuación.

		

	
		

		Integración latinoamericana

		

		Del 26 al 28 de noviembre tuvo lugar, en Acapulco, la I Reunión del Mecanismo Permanente de Consulta y Concertación Política en América Latina, también conocido como Grupo de los Ocho, que incluye a los países de Contadora —Colombia, México, Panamá y Venezuela— y a los del Grupo de Apoyo —Argentina, Brasil, Perú y Uruguay.

		Los antecedentes de esta reunión son de diversa naturaleza. Destaca el restablecimiento de las democracias en Perú, Brasil, Argentina y Uruguay, así como el resurgimiento del espíritu latinoamericanista, que arranca de la guerra de las Malvinas.[3] Esa guerra hizo ver a Argentina, en circunstancias críticas, la falta de solidaridad de Europa y de Estados Unidos. Surgió ahí un nuevo espíritu latinoamericanista, que permitió el arribo a la Presidencia de Raúl Alfonsín en octubre de 1983.

		Por su parte Brasil, que asume la postura de gran potencia y desdeña a sus vecinos, también se dio cuenta, por las dificultades económicas que padece, de que es útil volver los ojos hacia América Latina. Esto ya lo había yo apuntado desde mi reunión con el presidente João Baptista Figueiredo en 1983; lo sentí con el presidente electo Tancredo Neves en 1985, y, de manera más clara, con el presidente José Sarney en 1987.

		Asimismo, el restablecimiento de la democracia en Uruguay en 1985, al igual que el acercamiento regional en el Cono Sur, que incluso ya empieza a dar pasos para su integración económica, fortaleció la idea.

		Finalmente Perú, que vive desde 1985 una revolución populista, tiene en Alan García un Presidente con actitud mesiánica que desea convertirse en el líder de América Latina.

		Estos cambios fueron haciendo que las diversas naciones latinoamericanas se solidarizaran con México y con el Grupo Contadora en su posición respecto a Centroamérica. Perú, en la reunión de Lima que tuvo lugar el 30 de julio de 1985, lanzó la idea de formar un Grupo de Apoyo al Grupo Contadora. Esta idea fue muy buena. Nosotros inmediatamente la acogimos, porque nos interesaba tener la mayor multilateralidad posible en nuestra política hacia Centroamérica. Fue aceptada por los países invitados, aunque de alguna manera sabemos que Brasil se sintió sorprendido, “madrugado”.

		El Grupo de Apoyo ha sido fundamental para la subsistencia del Grupo Contadora, pues le dio mayor base en sus negociaciones. Aparte de esta reunión de Lima, hubo otros antecedentes: primero la reunión de Quito, en enero de 1984, y después la de Cartagena, en junio de ese mismo año, cuyo objeto fue buscar una posición coordinada frente al problema de la deuda externa. Todo ello fue conformando este nuevo mecanismo de concertación.

		Yo me he preocupado por impulsar la integración latinoamericana, sin pretender un liderazgo personal, porque sé que ello daría al traste con el proyecto. Con ese sentido, realicé en 1984 un viaje a América Latina y he sostenido múltiples contactos con presidentes latinoamericanos. De igual manera, he favorecido acuerdos de alcance parcial y convenios de todo tipo con dichas naciones.

		En todas las ocasiones en que he platicado con mis contrapartes, he encontrado la inquietud por organizar una reunión conjunta. Sin embargo, siempre surgía la pregunta: ¿Con qué propósito concreto? Sabíamos que una reunión exclusivamente protocolaria sería inconducente. Por mi parte, yo sentía cierta resistencia a impulsar la reunión, por temor a ser visto como quien desea ocupar un papel protagónico. Sin embargo, la frecuencia con que surgía el tema no dejaba de ser significativa.

		En vísperas a mi participación en Naciones Unidas en 1986, tuve una reunión con los cancilleres del Grupo Contadora y los del Grupo de Apoyo que se encontraban en Nueva York. Ahí impulsé la idea de la integración latinoamericana, esto es, de buscar una mayor coherencia en las acciones de nuestros organismos comunitarios.

		En enero de 1987 México fue sede de una reunión extraordinaria de la CEPAL. En ella impulsé el espíritu latinoamericano. El discurso que pronuncié en esa ocasión buscó abarcar todos los problemas estratégicos del área. Con estas dos acciones, di base a la Cancillería para gestar una reunión de presidentes.

		Era claro, sin embargo, que no podíamos invitar a todos los presidentes de América Latina, tanto porque equivaldría a hacer una OEA sin Estados Unidos, como porque no tiene sentido una reunión con 30 presidentes. El propósito era crear una mayor comunicación política, buscar la forma de coordinar los organismos que integran la acción latinoamericana, así como nuestra acción frente al mundo y frente al avance tecnológico.

		La idea fue prendiendo: el país más reticente era Brasil. Por ello, la primera reunión tuvo lugar en Río de Janeiro en diciembre de 1986. Lo hicimos así, a fin de que los brasileños se sintieran padrinos de la idea. La segunda reunión se realizó en Bariloche, Argentina, en aquella Semana Santa de abril de 1987, cuando Alfonsín fue víctima del primer intento de golpe militar.

		Para entonces el mecanismo ya estaba constituido, por lo que le dije a Sepúlveda que organizara la reunión de los presidentes. Le insistí en que yo iría a donde quisiera el grupo, de modo que cuando tuviera lugar la reunión no hiciera de la sede una cuestión de principios.

		La realidad es que Sanguinetti tenía ganas de que la reunión tuviera lugar en Uruguay, y prueba de ello es que obtuvo el acuerdo de que la segunda sea allá. Sin embargo, como los otros países vieron que México tenía la propuesta más articulada y que nosotros éramos quienes presentábamos los mejores documentos de trabajo, poco a poco fue cayendo por su propio peso el acuerdo de que México fuera sede de la primera reunión. Ello nos permitió fijar la agenda y organizar las reuniones preparatorias.

		Este mecanismo de coordinación, de comunicación, por sí mismo no representa nada. Lo primero que puede cuestionarse es qué tanto va a durar y si va a trabajar en términos efectivos. En esta primera reunión de los ocho presidentes, quedamos en que habría una reunión anual. En términos económicos, lo único que podemos hacer es dar aliento a la política de integración latinoamericana, que hoy por hoy no avanza. Ésta es la única forma de abrir sus perspectivas a futuro.

		En términos políticos más amplios, se trata de ver cuáles son los problemas comunes del área, a fin de estudiar de manera conjunta lo que podemos hacer. Éste es un punto muy delicado. Nosotros sabemos que Brasil tiene reticencias respecto a este proyecto, porque siente que tarde o temprano México se va a integrar a Estados Unidos, en tanto que Suramérica formará su propio bloque.

		Nosotros, por nuestro lado, no queremos quedar separados de América Latina. De hecho ya estamos en una situación de por sí incómoda: tenemos al norte a Estados Unidos y al sur estamos rodeados de protectorados. En Centroamérica, la influencia norteamericana sobre Honduras, El Salvador y Costa Rica compite con la soviética en Nicaragua y Cuba. El resto del Caribe está conformado por protectorados ingleses y canadienses. En esa condición, nosotros nos sentimos cercados.

		América Latina quiere mantener viva la llama de su integración, porque sabe que si no lo hace puede pasar a formar, toda ella, un protectorado norteamericano. Esto significa que hay un reconocimiento de que si no formamos un bloque de poder político y económico suficientemente sólido, seremos siempre muy vulnerables. Los ejemplos centroamericanos y caribeños son dramáticos. Tras ello se encuentra una realidad insoslayable: esos países ya no son viables en el contexto internacional.

		Lo mismo puede decirse de varios países de América del Sur. Las escasas posibilidades de algunas naciones para sobrevivir en el futuro hacen pensar que necesariamente tendrá lugar una recomposición geopolítica. Varios países tendrán que confederarse o bien convertirse en protectorados norteamericanos. Éste sería evidentemente el caso de las naciones centroamericanas, pero pudiera ser también el de Uruguay, que tarde o temprano tendrá que integrarse a Argentina. Paraguay tal vez se divida, al igual que Bolivia. Chile difícilmente podrá subsistir de manera independiente, si no logra confederarse con Argentina y Uruguay.

		En fin, creo que en el siglo XXI tendremos una verdadera reorganización política. Baste ver el mapa para entender que Europa Occidental forma un bloque con la Comunidad Económica Europea, que Europa Oriental forma una unidad con la URSS, que China es independiente por sí misma, que Japón tiene control de todas las naciones asiáticas no comunistas y que en América está el área natural de influencia de Estados Unidos. Es ahí donde cabe preguntarse si necesariamente América Latina será un protectorado norteamericano o si, al conformar un bloque de poder separado, puede mantener una soberanía relativa frente al “coloso del norte”.

		Esto nos invita a replantear todo el concepto de soberanía, pues vivimos en un mundo en el que las leyes y los principios tradicionales ya no corresponden a la realidad. La soberanía ha dejado de ser algo absoluto para convertirse en un valor relativo. Ya no hay ningún país del mundo que sea autónomo, que pueda subsistir de manera autárquica.

		La interrelación crea diferentes grados de soberanía. México, por ejemplo, es más soberano que El Salvador, pero menos que Francia, porque la soberanía está condicionada, en mucho, por factores económicos. Nuestra vulnerabilidad económica compromete nuestra soberanía. Creo que será necesario reflexionar y escribir sobre el concepto de soberanía limitada, que hoy todavía es tabú.

		Estos temas, aunque no de una manera totalmente abierta, son enfrentados por los presidentes latinoamericanos. También hay que enfrentar problemas más concretos, como el posible repudio concertado a la deuda externa, que cada vez se vuelve más asfixiante e irrita más a nuestras poblaciones. Sin embargo, hemos concluido que, por lo pronto, la confrontación con Europa, Estados Unidos y Japón, que son nuestros acreedores, no puede conducirnos sino a males mayores de los que sufrimos al pagar la deuda.

		Tenemos que ir ganando terreno paso a paso. Así, aunque algunos presidentes como Alan García, Alfonsín o Sarney verbalicen grandes retos, a la hora de la verdad no se animan a dar el paso, porque saben que el horno no está para bollos. La prueba más clara de ello la tenemos en las declaraciones del nuevo ministro de Hacienda de Brasil, Mailson Ferreira da Nóbrega, publicadas el 22 de febrero de 1988 en The New York Times: “Pienso que la moratoria fue un error porque creó incertidumbre económica, desanimó la inversión y afectó los flujos de crédito externo. Pienso que pagamos un precio por hacerlo”. Brasil ya ha empezado a pagar.

		La conciencia de que la confrontación resulta inconducente es tan clara que, cuando Sarney declaró la moratoria, yo le hablé por teléfono para decirle que México se solidarizaba con su determinación en tanto él la juzgara conveniente para su nación. Sarney me respondió que él pensaba que era mejor que Brasil asumiera solo su problema; esto es, me dejó claro que no quería llevar la confrontación más lejos de lo estrictamente necesario.

		El hecho es que le ocurrió a Brasil aquello que yo siempre he supuesto que pasa con una moratoria: le cortaron las líneas revolventes de crédito, las líneas de crédito de corto plazo para el comercio exterior, se dio una notable fuga de capitales y hubo amenazas comerciales veladas. Por ello tuvo que ceder Sarney.

		Volviendo a la reunión de los presidentes en Acapulco, quedé satisfecho de la forma en que se realizó y con el documento final que se produjo. Tal vez aquí lo único que cabría apuntar es que Argentina quería que este documento fuera más fuerte en lo relativo a poner un tope al pago de los intereses por la deuda externa.

		Internamente, la reunión coincidió con un momento muy difícil para mí, pues apenas una semana antes había devaluado nuestra moneda. No era el momento en el que yo hubiera querido que tuviera lugar el encuentro. Fue como ir a una tertulia cuando acaba de morir un pariente cercano. Sin embargo, creo que de alguna manera sirvió para cambiar el ánimo en México, aunque la población le dio una atención muy limitada, por estar totalmente sumergida en la psicosis económica.

		

		
			[1] Nombre con el que la opinión pública conoció una operación militar norteamericana clandestina. En diciembre de 1986, el Ejecutivo estadounidense creó una comisión para investigar si el producto de la venta de armas a Irán se había destinado a apoyar las actividades de los contrarrevolucionarios nicaragüenses, en contravención a las disposiciones del Congreso de los Estados Unidos [N. del E.].
		

		
			[2] Miguel Agustín Pro Juárez fue un sacerdote católico fusilado sin juicio. Se le acusó de ser el autor intelectual del intento de asesinato del presidente Álvaro Obregón ocurrido en noviembre de 1927 [N. del E.].
		

		
			[3] Las islas Malvinas o Falkland se encuentran en el Atlántico Sur bajo la jurisdicción de la Corona británica. Argentina las reclamó como propias e inició una guerra contra la Gran Bretaña por su dominio. La guerra, que perdió Argentina, tuvo lugar del 26 de marzo al 14 de junio de 1982.
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		Diciembre de 1987

		

	
		

		Pacto de Solidaridad Económica: formación

		

		LA CAÍDA DE LA BOLSA DE VALORES EN OCTUBRE y la devaluación del peso en noviembre tornaron muy difíciles las perspectivas económicas para 1988. El comportamiento psicólogico caracterizado por expectativas muy volátiles se agudizó en las primeras semanas de diciembre.

		El panorama económico y político había cambiado dramáticamente entre principios de octubre y principios de diciembre. De hecho, el trastocamiento ocurrió en una semana, cuando se desplomó la Bolsa de Valores. Después, sólo fue la profundización de ese ambiente, que se caracterizó porque las expectativas positivas se volvieron sumamente negativas. Ello hizo que, en el terreno económico, pasáramos de una inflación alta a otra mucho más alta. Las bases de la economía, que en 1987 parecían desarrollarse de manera sana, se descompusieron. Se ahogaron las expectativas de reactivación de la inversión privada y pública y, con ellas, las de crecimiento económico.

		En el terreno político surgieron mayores posibilidades de conflictos y de radicalización de la discusión política. Las nuevas circunstancias complicaban la campaña electoral y las elecciones de 1988, así como el final de mi gobierno. Lo único que podía salvarnos era el temor al conflicto.

		Si valoramos los factores objetivos que llevaron a esta situación crítica tenemos: la alta inflación, el déficit público no controlado y una protección excesiva al aparato productivo. Había medidas previstas para ir superando todo esto, pero con un gradualismo que resultó insuficiente. En el Gabinete Económico hay diversas interpretaciones. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la de Programación y Presupuesto y la del Trabajo piensan que hemos ido demasiado lentos en la apertura comercial, pero yo considero que hacen hincapié en esto para fugarse de sus propios problemas. Este enfoque evita que se haga el énfasis suficiente en los instrumentos financieros, que tampoco se han manejado idóneamente.

		El hecho es que a principios de diciembre la inflación había recibido un fuerte impulso por la combinación de mayores tasas de interés, devaluación del tipo de cambio libre —que daba excusa para aumentos de precios, algunos injustificados— y depreciación del peso, respecto al dólar y frente a otras monedas. Nos encontrábamos en el peligro de caer en una hiperinflación.

		Debido a ello, el Congreso del Trabajo pidió, el 23 de noviembre, aumentos salariales de emergencia enormes, de 46%, retroactivos al día de la devaluación, el 18 de noviembre, los cuales deberían repetirse en enero. Para defender su poder adquisitivo, el sector laboral amenazó al gobierno con la huelga general.

		Todo ello creó una situación explosiva en la primera semana de diciembre. La desorientación surgió, en parte, por las declaraciones pesimistas que estuvieron haciendo los distintos líderes empresariales, así como por un cierto vacío de opinión entre las figuras prominentes del gabinete.

		Por ello, en mi discurso del 4 de diciembre ante la Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado, di una explicación de lo ocurrido e informé sobre las medidas que habíamos tomado. Destaqué nuestra voluntad de encontrar una solución concertada.

		Al respecto cabe aclarar que, desde finales de noviembre, el gobierno había convocado a los líderes de las fuerzas productivas organizadas del país, a fin de que propusieran medidas para hacer frente a la situación. Nosotros les planteamos una serie de opciones de política económica para su estudio y comentario.

		En mi discurso aproveché la ocasión para sentenciar: “Queremos lograr esta concertación, pero ello no quiere decir que si no hay concertación el gobierno se paralice. Cuando veamos que no existe consenso entre los factores de la producción, el gobierno de la República asumirá su responsabilidad y tomará las medidas que justifiquen los intereses superiores de la nación”, lo que estoy seguro que les hizo mella.

		También influyó la posición de lealtad asumida el 3 de diciembre por el candidato priista a la Presidencia de la República, en un discurso que pronunció ante miembros de la Confederación Nacional de Organizaciones Populares.

		Curiosamente, la idea del pacto surgió de un desayuno con Luis Echeverría en el mes de noviembre. Para ese momento, la situación era ya muy tensa; ya estábamos emplazados a la huelga general. En el desayuno, Echeverría me dijo: “Mire, lo que usted tiene que hacer es poner a las partes a platicar. Forme una gran asamblea en Palacio Nacional, en la que invite a todos los que tienen algún peso. Cuando estén reunidos, les dice: ‘Señores, aquí los dejo para que dialoguen entre sí; cuando se pongan de acuerdo, me vienen a ver’, y los deja usted ahí, con Farell. Luego, que lo vayan a visitar, a ver qué propuestas le traen”.

		La idea inmediatamente me hizo efecto. Sentí que tenía que desarrollarla, no con el estilo echeverrista, sino de una manera más discreta, más efectiva. Le pedí a Farell que convocara a las partes y que les dijera que tenían que dialogar entre sí hasta llegar a un acuerdo que evitara la huelga general.

		Mientras tanto, Pedro Aspe y Gustavo Petricioli me presentaron la parte teórica del pacto. Se incorporaron a su discusión Héctor Hernández y Arsenio Farell. Se trataba de un planteamiento complejo, bien estudiado, producto del seguimiento que venía haciendo Programación y Presupuesto de los planes de choque en todo el mundo. Incluso, tiempo atrás, ya me lo habían presentado Gustavo Petricioli y Carlos Salinas, pero yo había optado por soluciones más graduales. De manera que no se trataba de una propuesta sacada de la manga, sino de una prueba de la capacidad del Estado para prever circunstancias extraordinarias.

		El documento base planteaba tres opciones. La primera suponía seguir como íbamos, y dejaba ver el horror que nos esperaba; por tanto, se autoeliminaba. La segunda opción proponía tomar medidas de manera gradual; consistía esencialmente en una indización total de la economía. La tercera opción, la radical, proponía fijar el tipo de cambio y, a partir de él, todo lo demás.

		Después de revisar el planteamiento y sus implicaciones, les pedí a los secretarios que se las llevaran a Fidel Velázquez y a los empresarios, empezando la negociación con base en la solución más radical. Para mi sorpresa, ambos grupos estuvieron de acuerdo con ella, lo que fue una clara muestra de su hartazgo de la situación de descontrol inflacionario.

		Ya en la negociación, los diferentes sectores no fueron capaces de proponer nada valioso; su participación consistió en matizar nuestras propuestas, lo que hizo que termináramos en una opción intermedia entre la radical y la gradual.

		Nuestra capacidad de propuesta los impactó; fortaleció nuestro liderazgo al hacer evidente que ningún grupo de la sociedad tiene la posibilidad técnica y el marco de referencia necesarios para plantear las soluciones globales. También se hizo evidente que sólo el gobierno puede lograr una concertación nacional. La actitud positiva de los sectores estuvo determinada por su temor de que se agravara la situación, con el riesgo de llegar a la anarquía.

		Ahora bien, si analizamos la forma en que las diferentes cabezas de sector concertaron con sus representados, nos topamos con que Fidel Velázquez lo hacía muy relativamente. Él tiene un grupo en el que se apoya, pero finalmente toma solo las decisiones y, aunque después le cuesta trabajo manejar a ciertas personalidades, su autoridad se impone. Esto también se debe a que el gobierno le da todo el lugar y el papel para ello.

		La negociación con los empresarios es mucho más difícil, porque Agustín Legorreta no tiene ese reconocimiento de su parte, pues no sienten que él tenga capacidad de decidir aspectos fundamentales por ellos. Como presidente actual del Consejo Coordinador Empresarial fungió esencialmente como un intermediario ante los empresarios. Propuesta que hacíamos, propuesta que tenía que llevar a los empresarios, consultar y traernos la respuesta. En los momentos fundamentales, los empresarios vinieron en grupo. Por lo tanto, negociar con ellos requiere una maniobra mayor.

		Para llegar al acuerdo definitivo, yo tuve que intervenir. Cité a Fidel Velázquez y en 40 minutos pude platicar y resolver el problema con él; el Consejo Coordinador Empresarial, que vino completo, me llevó dos horas de trabajo.

		Así, el 15 de diciembre por la tarde dimos a conocer el Pacto de Solidaridad Económica. Con él quedó conjurada la huelga general y, sobre todo, propusimos una fórmula para evitar que la inflación pusiera en peligro la armonía social y lo ya alcanzado en el proceso de renovación nacional.

		El pacto fue suscrito por el gobierno, los trabajadores, los campesinos y los empresarios. Fue, en sí mismo, un gran logro. Baste pensar en las resistencias y fricciones sociales y políticas que el gobierno hubiera encontrado de haber tenido que actuar solo.

		Para abatir la inflación en 1988, procurando reducirla con rapidez a partir del segundo semestre, el gobierno hizo varios compromisos. En primer término, se comprometió a fortalecer de manera sustancial las finanzas públicas, mediante una disminución significativa del gasto público programable, la eliminación de los rezagos de los precios y tarifas del sector público y diversas adecuaciones tributarias.

		Concretamente, en el terreno del gasto público se propuso que se enviarían modificaciones a los proyectos de Presupuesto de Egresos de la Federación y del Departamento del Distrito Federal sometidos por el Ejecutivo Federal a la consideración de la Cámara de Diputados, para disminuir el gasto programable a 20.5% del PIB, en lugar del 22% inicialmente presupuestado.

		En cuanto a los precios y tarifas del sector público se determinó su ajuste a partir del 16 de diciembre, para recuperar el rezago acumulado en los últimos meses y alcanzar un nivel real adecuado. Una vez realizados estos ajustes, los precios y tarifas públicos permanecerían constantes durante enero y febrero.

		También en el terreno de los ingresos se propusieron modificaciones al impuesto sobre la renta, para que los Certificados de Promoción Fiscal se eliminaran, con excepción de los asignados al sector agropecuario. Asimismo, se suspendió el estímulo planeado para la depreciación acelerada y el impuesto adicional a la importación. Finalmente, se propuso un combate frontal contra la elusión y la evasión fiscales.

		En segundo término, el gobierno se comprometió a la ampliación y ejecución más rápida del programa de desincorporación de empresas públicas; en tercero, a la disminución o supresión de subsidios de dudosa justificación social y económica. Finalmente, se propuso realizar un esfuerzo adicional en la racionalización de las estructuras administrativas del Estado.

		Los trabajadores, por su parte, aportaron su actitud de moderación salarial. Concretamente, en el pacto se acordó un aumento inmediato de 15% a los salarios mínimos vigentes, extensivo a los salarios contractuales, y otro de 20%, exclusivo para los salarios mínimos, que entraría en vigor a partir del primero de enero de 1988.

		La clave del acuerdo consistió en que, al concluir el primer bimestre de 1988, se determinarían con periodicidad mensual los nuevos aumentos salariales, de acuerdo con la evolución previsible del índice de precios de una canasta básica. Ésta se definiría con el concurso de todas las partes involucradas, y su evolución posterior estaría coordinada con la evolución de los salarios y los precios y las tarifas del sector público.

		La solidaridad del sector campesino se manifestó en su aceptación de que los precios de garantía tendrían, durante 1988, el mismo valor real que durante 1987.

		La aportación de los empresarios al pacto consistió en aceptar que se disminuyeran las barreras al comercio exterior, pues la liberalización comercial permite que la competencia externa obligue a una mayor disciplina en la fijación de los precios internos y, además, alienta en forma permanente y no artificial al sector exportador. En estas circunstancias, el pacto condujo a una racionalización de los apoyos a la exportación, lo cual, a su vez, tendrá un impacto favorable en las finanzas públicas.

		En los últimos años se habían efectuado importantes avances en la sustitución de permisos de importación por aranceles. Se trata ahora de ahondar estas medidas. Los empresarios también acordaron amarrar los precios, a partir de marzo, al índice de inflación esperada, confiando en que con ello se liquidaría la inflación por expectativas.

		En el Pacto de Solidaridad Económica quedó estipulado que la política cambiaria tiene que operar de manera que contribuya a disminuir las presiones inflacionarias, así como a mantener las condiciones de competitividad para la planta productiva nacional y a conservar la fortaleza de la balanza de pagos.

		En el terreno de la política monetaria se acordó que habría diferentes etapas. Al principio, se aclaró, las tasas de interés nominales podrían subir, porque subiría la inflación. Posteriormente, y a medida que disminuyeran las necesidades de financiamiento del sector público, éste recurriría en menor grado al crédito, lo cual, aunado a la baja de la inflación, propiciará reducciones en las tasas de interés. En congruencia con la política antiinflacionaria, se aplicarán políticas crediticias restrictivas, tanto en la banca comercial como en la de desarrollo.

		El centro del programa económico avalado por el pacto consistía en dar un golpe muy fuerte que permitiera el ajuste de los precios relativos, aunque propiciara el aumento de la inflación en diciembre, enero y febrero. Este ajuste era necesario para sanear las finanzas públicas. Después se trataría de contener el aumento de los precios por expectativas de inflación.

		Aquí cabe enfatizar el gran peso que tiene el fenómeno inercial del proceso inflacionario, en el que los agentes económicos elevan sus precios rutinariamente, como forma de no salir perdiendo ante los demás, lo cual termina por convertir a la inflación misma en causa de más inflación. La gente lo percibe en el interminable proceso de reetiquetación de precios.

		Por ello, aunque los recortes del gasto y del crédito bancario hagan insuficiente el dinero circulante para que todos sigan vendiendo sus productos más caros, el acuerdo evita desajustes en el crecimiento y el empleo y acorta, de forma muy significativa, el tiempo para controlar la inflación. De manera que la concertación y el acatamiento de los compromisos contraídos desempeñan un papel decisivo en el éxito del programa antiinflacionario.

		Sin embargo, sigo estando convencido que el detonador de la inflación es el déficit público. Por ello creo que si el gasto público es más sano, si los precios no se desbordan —porque las mercancías externas los regulan—, si continúa la moderación salarial, debemos empezar a sentir a principios de marzo una baja en la inflación. Además, al estar saneadas las finanzas públicas, el gobierno recurrirá menos al crédito, lo que hará que bajen las tasas de interés, con el resultado de que, a su vez, disminuirán los gastos de financiamiento del gobierno y, por tanto, su déficit, pudiéndose así cambiar un círculo vicioso por uno virtuoso.

		Las posibilidades de éxito de este pacto dependen de que todos cumplamos. Lograrlo será sumamente difícil. Para el gobierno, la disminución del gasto público y los recortes de personal van a significar una guerra interna tremenda. Habrá desánimo en todos los sectores, vamos a requerir mucho esfuerzo para salir adelante. Sólo en la medida en que estemos conscientes de ello tendremos alguna posibilidad de éxito.

		Ahora pienso en la necesidad de que todos estimulemos el cumplimiento de este pacto. Para ello, habrá que concertar un esfuerzo de comunicación social que arranque en enero.

		

	
		

		Enero de 1988

		

	
		

		Contadora: compás de espera

		

		EL 15 DE ENERO SE LLEVÓ A CABO EN SAN JOSÉ DE COSTA RICA la cumbre de presidentes centroamericanos en la que, con base en el informe de la Comisión Internacional de Verificación y Seguimiento —integrada por los Grupos de Contadora y de Apoyo, la OEA y la ONU—, se analizaron los avances en el cumplimiento de los acuerdos de Esquipulas II. La reunión fue muy confusa y estuvo permeada por el desánimo ante la falta de avances. En sí fue un éxito que la reunión se realizara, pues incluso esto había sido puesto en duda.

		Los presidentes centroamericanos reconocieron que los avances en el logro de una paz duradera en el área habían sido insuficientes. Sin embargo, acordaron dar por terminada la función de la Comisión Internacional de Verificación y Seguimiento.

		Esta decisión obedece al interés norteamericano por eliminar la multilateralidad en este proceso pacificador. Honduras y El Salvador siguen obedientemente la posición norteamericana, y Costa Rica, aunque con más dignidad, también lo hace. Guatemala es más cercana a México, aunque ahora el presidente Cerezo se encuentra muy presionado tanto por los militares como por la oposición empresarial y el recelo de Estados Unidos.

		El Presidente costarricense, Óscar Arias, recibió el Premio Nobel de la Paz en 1987 con el fin, creo yo, de comprometerlo a impulsar la pacificación centroamericana, y como resultado de la conciencia mundial sobre el drama de este conflicto. De cualquier forma, el Plan Arias trasluce un arreglo importante con Estados Unidos, pues parte de que se buscará la democratización interna de Nicaragua, lo que en menos palabras significa la eliminación de los sandinistas. Sin embargo, y para mostrar una aparente dignidad, el plan propone el fin del apoyo norteamericano a los contrarrevolucionarios.

		Nosotros simpatizamos más con la propuesta de Esquipulas que con el Plan Arias, porque éste, al exigir la democratización interna de Nicaragua, desdeña, desde nuestro punto de vista, el principio de la autodeterminación de los pueblos. De cualquier forma, el Plan Arias y el Acuerdo de Esquipulas representaron para mí un alivio, porque el Grupo Contadora dejó de ser el pivote para la pacificación centroamericana.

		Visto en retrospectiva y haciendo un balance sobre la acción de Contadora, creo que hemos logrado retrasar la exacerbación de la violencia y aumentar la conciencia tanto de América Latina como de ciertos grupos dentro de Estados Unidos sobre el problema centroamericano. Nuestra postura siempre se ha basado en buscar la solución del conflicto mediante la negociación diplomática.

		El rechazo de la Cámara de Representantes, el 3 de febrero, a dar la ayuda económica que el presidente Reagan solicitó para los contrarrevolucionarios es una prueba de la conciencia que existe en ese país sobre la problemática centroamericana. Sin embargo, también apreciamos que el 21 de febrero Jim Wright, presidente de la Cámara de Representantes, anunció que pediría ayuda humanitaria para los contrarrevolucionarios. En el fondo, no podemos negar que la inmensa mayoría de los norteamericanos está decididamente en contra de una Nicaragua comunista. Sus dudas se plantean en torno a cómo arreglar el problema, pero su meta es expulsar a los soviéticos de Nicaragua y, de ser posible, también de Cuba.

		En esta coyuntura, la única opción real para Nicaragua es la negociación. Tienen que arriar sus banderas comunistas; tienen que lograr una separación razonable de la Unión Soviética; tienen que buscar su democratización interna, y, sobre todo, tienen que diversificar su dependencia. Indiscutiblemente los nicaragüenses han cedido mucho: no tienen alternativa. Pero, entre más ceden, más les pide Estados Unidos.

		Contadora quedó en stand by, pero si el mecanismo de Esquipulas o el Plan Arias no funcionan, serán los mismos centroamericanos quienes llamarán a Contadora o, tal vez, los mismos norteamericanos sean quienes lo hagan. Mientras tanto, nosotros debemos orientar la energía que destinábamos al Grupo Contadora a otros temas, como la integración latinoamericana o el Grupo de los Seis. Tenemos que dejar de estar, como se nos decía, “contadorizados”.

		

	
		

		Desarme: acuerdos Reagan-Gorbachov

		

		Del 18 al 20 de enero se llevó a cabo en Estocolmo, Suecia, la III Reunión Cumbre del Grupo de los Seis, que tuvo su origen en el deseo de promover el desarme mundial, creando conciencia sobre la necesidad de destinar al desarrollo económico y social los enormes recursos que absorbe el armamentismo. El sentido de esta reunión fue darle vigencia al Grupo.

		Nuestros planteamientos se hicieron en el marco de referencia del tratado para eliminar los misiles de alcance intermedio firmado por Reagan y Gorbachov en Washington, después de siete años de negociaciones, el 8 de diciembre pasado.

		El propósito de nuestra reunión fue seguir presionando a favor del desarme, sobre todo ahora que se avanza en ese terreno. La reunión tuvo el éxito relativo que tiene el grupo, y que consiste en representar una fuerza moral. Hay que reconocer que no tenemos influencia en las negociaciones reales. Las cartas que enviamos a las potencias nucleares, en las que asentamos nuestras demandas, son contestadas por la Unión Soviética solamente porque tiene una diplomacia más formal; los Estados Unidos ni siquiera se molestan en contestarnos.

		La realidad es que ambas potencias parecen ignorar la presión que hacemos. Una prueba de ello es que nada de lo que hemos dicho o hacemos de manera conjunta aparece en la prensa. México tiene que seguir su política exterior de principios éticos, precisamente porque no tiene la fuerza política necesaria para influir en el proceso de toma de decisiones. El romanticismo de nuestra política exterior prueba que algo nos queda de soberanía.

		El concepto de soberanía es ahora relativo y sólo tiene sentido si se está consciente de que el margen de maniobra de cada nación es diferente. La gran dicotomía que vive el mundo actual es que, por un lado, están las leyes y el derecho y, por el otro, la vida real. Pensemos, por ejemplo, cuán relativo y limitado es el cambio de la política exterior en el mundo por el hecho de que haya aparecido la Organización de las Naciones Unidas. Desde luego, ésta ha sido incapaz de evitar las guerras y los conflictos armados.

		El acuerdo de Reagan y Gorbachov significa un alivio. Es un aliento para la distensión entre las grandes potencias. Se da, porque forma parte del interés real de ambas naciones. Gorbachov lo tiene que realizar dentro de su esquema de perestroika y de saneamiento económico, y Reagan lo necesita para combatir su fama de belicoso y también porque el armamentismo está pesando ya demasiado sobre la economía norteamericana. De manera que existen intereses reales de parte de ambas naciones que hacen posible prever que se llegará a otro acuerdo a mediados de 1988.

		El 2 de febrero desayuné con Henry Kissinger, quien no cree que el acuerdo para eliminar los cohetes de alcance intermedio sea muy importante. Lo considera de maquillaje, pues piensa que la distensión entre las naciones no se va a dar hasta que no se dé una negociación real, esto es, una negociación en el área de los conflictos regionales. Él duda que el tratado en cuestión modifique en algo la realidad.

		Kissinger insistió en que ni Gorbachov ni Reagan saben a ciencia cierta lo que implica cumplir este acuerdo, pues no existe una logística viable para verificar su cumplimiento. Esto es así, porque resulta poco probable que en todos los puntos donde pudiera desarrollarse o instalarse este tipo de armamento haya un control de la potencia contraria; por tanto, el cumplimiento de este acuerdo se hará más en función de un interés interno, que por temor a la supervisión del otro.

		Cuando planteó esto, yo le pregunté qué significaba, desde su perspectiva, abordar los conflictos regionales. Respondió, sin ningún empacho, que consistía en definir las áreas de influencia y defender y respetar lo acordado. Esto encaja dentro del concepto expresado por él de que el mundo tiende a una situación multipolar en la que todos los países forman parte de algún bloque de poder.

		Es claro para Kissinger que tanto los Estados Unidos como la Unión Soviética tienen que ubicar sus posiciones a partir de sus intereses nacionales. Entre los intereses norteamericanos está que los soviéticos respeten América Latina como su área natural de influencia. Por eso sienten y sentirán una irritación permanente por el apoyo soviético a Cuba, Nicaragua y a los grupos guerrilleros latinoamericanos.

		

	
		

		Pacto de Solidaridad Económica: primeros pasos

		

		En diciembre y enero, el Pacto de Solidaridad Económica produjo sentimientos encontrados. Algunos sectores de la opinión pública se manifestaron optimistas, y otros pesimistas. Pocos, sin embargo, fueron constantes en sus apreciaciones. La mayoría fue arrastrada por la incertidumbre reinante en un proceso de emociones encontradas: alternaron el optimismo con el desánimo. Estos altibajos se reflejaron en la prensa, en la que líderes obreros y empresariales apoyaron o renegaron del pacto de una manera bastante errática.

		La táctica de todos consistió en señalar que el principal responsable era el de enfrente. El gobierno expresó que el éxito del pacto dependería de que los empresarios y los obreros cumplieran sus compromisos. Los empresarios cuestionaron que el gobierno estuviera ejecutando su parte, y sugirieron que ésta podría ser la causa de que no se alcanzaran las metas, mientras que los trabajadores directamente culparon a los empresarios de traicionar lo acordado, como según ellos demostraba el alza de precios. Las acusaciones mutuas produjeron un ambiente de tensión, pero fueron útiles en tanto crearon conciencia en el gobierno y en los empresarios de que estaban siendo vigilados y podrían llegar a ser considerados culpables por la opinión pública.

		Una queja que salió a la luz en esos días, de manera constante y reiterada, tanto en el sector obrero como en el empresarial, era que quienes suscribieron el pacto en nombre de sus respectivos sectores no habían consultado con sus representados, por lo que éstos no se sentían comprometidos. Naturalmente, la queja fue mucho más frecuente entre los empresarios, aunque también se escuchó entre los líderes obreros. El malestar en este sentido fue mayor en provincia.

		Este hecho indica que, si el pacto funciona y se realizan otros acuerdos de esta manera, surgirá dentro de los sectores un cuestionamiento sobre la forma de elegir representantes, lo cual sin duda fortalecerá su democracia interna. Sin embargo, y precisamente en la medida en que sea más compleja y diversa la sociedad, será necesario que el gobierno concierte con organismos intermedios, pues medidas de la trascendencia y complejidad del pacto nunca podrán tomarse consultando con todo tipo de asambleas locales y sectoriales a lo largo y ancho del país.

		Esto último supone una pulverización absoluta del proceso de toma de decisiones, que inevitablemente conduciría a la parálisis. Los líderes nacionales son necesarios. La revalorización del ciudadano, que tanto postulan los intelectuales, debe orientarse a la democratización interna de los organismos que lo representan.

		Volviendo al ámbito de lo concreto, fue motivo de preocupación generalizada el hecho de que, contrario a lo esperado, la inflación de enero no bajó respecto a la de diciembre, pues en ambos casos fue de 15%, aproximadamente. A principios de febrero supimos que la diferencia en la inflación entre la primera y la segunda quincena de enero fue notable, pasando de 13 a 3.5 por ciento.

		Sin embargo, como nunca se había hecho una medición quincenal, surgió la duda de si éste sería el patrón usual, esto es, si siempre la inflación de la primera quincena es superior a la de la segunda. En ese caso resultaba poco probable esperar que la de la primera quincena de febrero fuera menor que la de la última de enero. Este dato podría influir sobre las expectativas del público: podría hacer que algunos lo consideraran como indicativo del fracaso del pacto.

		Todo el mes de febrero sería de incertidumbre respecto a la viabilidad del pacto. Yo también compartí ese sentimiento, por lo que decidí vigilar personalmente todos los aspectos de su desarrollo. Temía que los empresarios, ante la perspectiva de que se indizaran los precios al pasar a la segunda fase del pacto, los aumentaran por adelantado, en lo que ellos llaman “acolchonarse”, pues esto podría elevar la inflación, destruyendo todas las metas propuestas.

		Así, el área de donde podía surgir el desorden, por ser la más amorfa y difusa, era precisamente la política de precios. La realidad es que el gobierno sólo controla 30% de los precios del mercado. Por ello, y a fin de evitar que los miles de pequeños empresarios se movieran de manera irracional o abusiva, el 10 de enero dimos un paso significativo al lograr que las 100 empresas líderes se solidarizaran con las propuestas del pacto. Con su gran penetración en el mercado, estas empresas servirían como agentes reguladores de los precios, al tiempo que pautarían la actitud de los pequeños y medianos empresarios.

		Nuestra labor en ese contexto consistió en ver que los compromisos se cumplieran, pues detectamos que algunos estaban subiendo precios de manera injustificada. Decidimos que en los casos en que se comprobara que los aumentos de sus precios eran excesivos, se les llamaría a cuentas, invitándolos a corregir su error. En caso de que se obstinaran, se les dejaría ver la autoridad del Estado para controlar precios, reducir aranceles o realizar auditorías fiscales. Finalmente, se les haría saber que si no estaban dispuestos a cooperar con el pacto, el gobierno tampoco tendría disposición de ayudarlos en sus negociaciones laborales.

		Otra área muy difícil o sensible es la relativa a la política monetaria, aunque ahí el gobierno tiene el control de los instrumentos y, por tanto, de las decisiones. En el pacto no aclaramos cuál sería la política monetaria, precisamente porque no nos queríamos comprometer. Se habló de una manera vaga de que se requería que hubiera estabilidad cambiaria, pero no se dijo que ello significaría la congelación de la paridad. Yo apunté que no podíamos establecer en el pacto un tipo de cambio fijo, porque aunque estoy de acuerdo con el planteamiento técnico que hace el Banco de México en ese sentido, veo que las expectativas de la gente son diferentes.

		Por ello, y tomando en consideración que el aspecto psicológico es muy importante, acepté que el 25 de enero se iniciara un desliz de tres pesos por día hábil, esto es, un desliz muy moderado. Yo seguí muy de cerca el proceso. Diariamente recibí información sobre la entrada y salida de divisas. Aun después del desliz no hubo salida de dólares. Esto fue importante, porque yo temí que, precisamente por lo moderado, empezaran a salir dólares. Temiendo lo peor, nos mantenemos muy alertas, pues considero que febrero es clave. Cada día vemos si se modifican las tendencias, porque sabemos que puede ocurrir en cualquier momento. Yo estoy decidido, si aumenta excesivamente la salida de dólares, a acelerar el desliz.

		Las tasas de interés se fueron para arriba, como era de esperarse. Pasaron de 99 a 159 puntos de interés para los Certificados de la Tesorería a siete días. Sin embargo, no alcanzaron los precios demenciales de 172 puntos que querían las casas de bolsa el 13 de enero. Intervinimos: yo pedí que se revisara el proceso de subasta, que hubiera mayor control. El Banco de México colocó en el mercado secundario 90% de los 13.2 billones de pesos emitidos en Cetes.

		Los créditos bancarios se limitaron. Se estableció un encaje de 90% en diciembre y de 85% en enero, lo cual restó liquidez al mercado. Nuestras reservas internacionales se mantuvieron estables: entre 13 000 y 13 500 millones de dólares.

		Sobre comercio exterior no tuve datos precisos, pero todo parecía indicar que las exportaciones iban bien, aunque se habían abatido las importaciones.

		Lo más significativo, porque así lo planteamos desde el principio, es que se está logrando el superávit primario de 3.5%. Ello nos alienta en el sentido de que, al disminuir el déficit público, es posible esperar que se limite la inflación.

		Aun teniendo toda la información posible en la mano, tuve dudas sobre el futuro del pacto. Por ello, me resulta fácil entender el escepticismo de quienes no conocen otro dato que el aumento de los precios. Los trabajadores están haciendo un sacrificio mayor y no es sorprendente que sus líderes culpen a los empresarios y protesten contra las medidas que toma el gobierno, y que ellos interpretan como negativas para el éxito del pacto.

		Concretamente, se enfurecieron por el alza del precio del aceite comestible, que el 19 de enero se incrementó 40%. Igualmente, interpretaron como una concesión a los empresarios el desliz, ya que con él se encarecían los productos que habrían de competir con los hechos en México.

		Los líderes obreros están, además, presionados por la actitud de otras organizaciones de trabajadores, sobre todo de los universitarios, que han manifestado un abierto repudio al pacto. Además, las compañías aseguradoras enfrentan una huelga en demanda de aumentos salariales y existen varios emplazamientos en otras ramas de la actividad económica. Todo ello menoscaba la cohesión que fundamenta el PSE, y debilita la alianza entre obreros y gobierno.

		Muchos de los que están en esta actitud son personas ligadas a los partidos políticos de oposición. Éstos quieren que fracase el pacto; sienten que ello les beneficiaría, por lo menos de manera inmediata.

		No cabe duda que estamos cabalgando en el lomo de un venado. La tensión del ambiente no hace aconsejable volver a reunir a todos los signatarios del pacto ni modificar nuestra campaña de comunicación social; lo que estamos haciendo es actuar sobre las variables fundamentales, esto es, sobre las personas que toman decisiones. Tenemos que tratar de ejercer presión para que el pacto se cumpla, porque si los grupos se nos disgregan, si deja de haber la solidaridad que cimienta el pacto, tendríamos que liquidarlo a finales de febrero.

		En ese caso, simple y llanamente se habría tenido que señalar que, al no existir la solidaridad suficiente para seguir, el gobierno fijaría las pautas de política que considerara convenientes. Previendo todos los escenarios, he pedido a mis colaboradores que me preparen opciones en caso de que fracase el pacto.

		Las semanas de la segunda mitad de febrero son cruciales. Resulta inevitable pensar que el éxito o el fracaso del pacto no tendrá sólo un valor económico, sino también una consecuencia política muy significativa. Si tiene éxito, podríamos concluir que se ha organizado en torno a la autoridad moral del gobierno. Esto es, que el gobierno, y concretamente el Presidente, recuperarían liderazgo al demostrar su capacidad de representar al conjunto de la sociedad y de proponer opciones en su beneficio. Ello haría evidente la reconstitución de la autoridad presidencial, tan deteriorada justamente hace seis años. El éxito del pacto representaría, en este terreno, mi cosecha después de seis años de esfuerzos.

		Por otro lado, si el pacto funciona, demostrará que la política de participación ciudadana, esto es, la democratización de la sociedad mediante la participación de sus diversos grupos en los procesos de toma de decisiones, que nace como un proyecto durante mi gobierno, logra cuajar al final del mismo. Ello nos permitiría rescatar nuestro aprendizaje en este sentido. Baste mencionar las experiencias de los distritos de riego, de la concertación ecológica y, sobre todo, de la concertación para la reconstrucción de la vivienda después de los sismos de 1985. Si el pacto tiene éxito, habremos dado un paso determinante en el sistema político mexicano, pues se abrirá el camino a muchos más procesos de concertación, esto es, a una mayor participación ciudadana.

		Sin embargo, si el pacto fracasa, se pone en entredicho la forma en que concluirá este gobierno, las elecciones presidenciales y el inicio de la próxima administración. El fracaso del pacto podría tener consecuencias políticas graves, porque desprestigiaría de manera inevitable no solamente al Presidente de la República, sino a todos los dirigentes de los sectores, dejando una sociedad sin liderazgo. Ello haría previsible que, en el futuro, se tuviera que pasar a un ejercicio político más autoritario.

		Por ello, estamos conscientes de que el éxito del pacto será, esencialmente, un éxito político. El éxito económico será sólo una consecuencia de ello.

		

	
		

		Candidatura de Salinas

		

		La candidatura de Carlos Salinas de Gortari ha sido bien recibida por los empresarios, porque significa la continuación de una política económica con la que ellos, en principio, están de acuerdo. La dirigencia obrera, concretamente Fidel Velázquez, la ha recibido bien, porque Salinas logró el respeto y la simpatía de este líder máximo de los trabajadores. Los petroleros, en cambio, la tomaron muy mal. “La Quina” no ha cesado de manifestar su desconfianza e incomodidad por la nominación de Salinas, pues le atribuye la paternidad de las medidas que mi gobierno tomó para moderar la fuerza del sindicato petrolero. Concretamente, les molesta el acuerdo de obras públicas que los afectó tan severamente.

		En realidad, desde antes de la nominación, “La Quina” se la pasó vociferando que no quería que la candidatura recayera en Carlos Salinas. Ahora, además de criticar al gobierno y a la política económica con la que no está de acuerdo, actúa, lo que es peligroso. Según información que hemos recibido, ayuda económicamente a los partidos de oposición. A Cuauhtémoc Cárdenas le da dinero y lo apoya con movilizaciones.

		El sindicato petrolero cuenta con aproximadamente 150 000 miembros, pero “La Quina” tiene además áreas de influencia significativas. En el peor de los casos, su rebelión, si llegara a ser absoluta, podría significar hasta medio millón de votos. Lo grave es que también auspicie a la oposición y pague notas periodísticas para que se critique a Salinas.

		Formalmente, “La Quina” ha manifestado su disciplina al PRI, aunque no le guste el candidato. El problema es que anda criticando y moviéndose por abajo del agua. Dicen que amenaza con que su sindicato no aceptaría candidaturas del PRI a diputados y senadores, si el partido lo “despoja” de una sola. Dudo que la amenaza sea cierta, porque el sindicato requiere esas posiciones.

		Sabemos que estas acciones de “La Quina” preocupan a los demás líderes petroleros. “La Quina” no tiene un apoyo unánime a su acción, aunque no podemos negar que tiene el control del sindicato.

		La clase media y los intelectuales han recibido de manera dividida la candidatura de Salinas, ya que es el área en que la sociedad está más politizada y, por tanto, existían simpatías divididas entre todos los precandidatos. La prensa, en general, ha recibido bien a Salinas. El clero, que anda muy activo haciendo política desde el púlpito y es, en conjunto, muy antigobiernista, habría recibido mal a cualquier candidato del PRI.

		Los políticos tradicionales son acomodaticios y saben que no se puede dar una eliminación total de su sector. Sin embargo, se dan cuenta de que Salinas continuará con la tendencia iniciada en este sexenio, que ha implicado desplazar a los políticos tradicionales de los puestos de mando y decisión. Saben que necesariamente el candidato hará con ellos una transacción, pero no creo que tengan grandes expectativas. Me refiero al conjunto de la llamada clase política tradicional, porque desde luego Salinas tuvo buen cuidado de ganar la simpatía de algunos de los viejos políticos, como es el caso de Alfonso Corona del Rosal o de Francisco Galindo Ochoa.

		La oposición está furibunda con la candidatura de Salinas. Es, de todos los precandidatos, el que más les pudo molestar. Tal vez sentían que con los otros había más áreas para la composición, para el arreglo, y que con Salinas es con quien podrán encontrar menos puntos de transacción.

		La personalidad del candidato no ha variado desde su nominación. Conmigo sigue igual de atento, muy cuidadoso de no lastimarme. Sin embargo, noto en él una tendencia a reacciones nerviosas. Responde al “bote-pronto” y esto es peligroso; tiene que ser más pausado. Por otro lado, siento que se ha ido soltando, aprendiendo, como lo hacemos todos en el curso de una campaña.

		Respecto a las diferencias que pudiera haber entre su campaña presidencial y la mía, encuentro, en primer término, que le falta una armazón ideológica, como pudiera ser la que yo logré con las siete tesis. No sé por qué haya ocurrido esto. No es, ni mucho menos, que le falte capacidad a Salinas; además, él vio y vivió la utilidad que en mi campaña tuvo el haber conformado las siete tesis. Tal vez no lo ha hecho porque no quiere hacer las cosas de la misma manera que las hice yo, porque tal vez todos, cuando iniciamos una campaña, queremos ser diferentes de nuestros antecesores. Sin embargo, luego llega uno a la conclusión de que no se puede ser muy novedoso, cuando menos en el fondo.

		El candidato debe tener un discurso conceptual que vaya dirigido a las elites, que si bien son una minoría, tienen mucha influencia. Igualmente, la campaña tiene que estar llena de lemas muy sencillos, dirigidos a la mayor parte de la población, y orientados a responder a las demandas de los diversos segmentos.

		Entiendo que las circunstancias de su campaña son distintas de las mías, que a mí me tocó hacer campaña al final de una etapa de auge y que a él le toca hacer la suya después de seis años de crisis. Por otro lado, a mí me tocó hacer mi campaña cuando la gente demandaba la reafirmación de valores fundamentales, porque había vivido una etapa en que los aspectos mundanos que caracterizaron el régimen de López Portillo parecían asfixiarlos. Éste no es el caso ahora.

		También comprendo que tal vez la actitud de decepción e incredulidad en que vive hoy la gente hace más difícil la creación de una ideología que la satisfaga. Sin embargo, y aunque esto sea así, el candidato no puede limitarse a recoger demandas, porque éstas son de naturaleza muy variada. Por ello, la tarea del candidato es recoger las demandas y articularlas; crear una oferta política articulada. Para ello es necesario tener una armazón ideológica. Yo recuerdo que ante la necesidad de responder a la multiplicidad de ideas que se me expusieron, lo primero que hacía era ubicarlas en el contexto de una de mis tesis de campaña.

		Para crear una estructura capaz de sistematizar mis respuestas, lo primero que hice fue “machetearme” los principios ideológicos del partido, documento que, por cierto, poca gente conoce. Con esa base pude ubicar mis respuestas. Por ello siento que, mientras no haya una armazón ideológica, la campaña no toma forma.

		Por otro lado, fue mi convicción, y lo es todavía, la necesidad de reiterar sistemáticamente ciertas ideas para que penetren en la conciencia de la sociedad. Solamente repitiendo a lo largo de toda mi campaña las siete tesis, logré hacerlas conocidas. De la misma forma he reiterado, durante todo mi gobierno, la necesidad del cambio estructural.

		Creo que, por decepcionada que se encuentre la sociedad, hay ciertos principios que siguen estimulándola. Hay que buscar aquellas áreas de consenso. ¿Quién puede estar contra el nacionalismo revolucionario? Tal vez los timoratos se asustan de la palabra revolucionario. Pero, ¿quién puede estar contra el nacionalismo?, ¿quién puede no desear una democratización integral de la sociedad?, ¿o una sociedad más igualitaria?, ¿quién puede ir contra la renovación moral?, ¿o contra la descentralización?, ¿o contra la planeación democrática?, finalmente, ¿quién puede estar contra el enunciado que pide desarrollo, empleo y combate a la inflación?

		De hecho, los cuatro temas esenciales siempre han sido los mismos: nacionalismo y soberanía, democracia, justicia social y desarrollo económico. Sobre ellos hay que seguir bordando. Salinas de Gortari tiene campo suficiente para hacerlos suyos. Realmente, ni siquiera es necesario decir cosas nuevas, simplemente hay que saber reformularlos, darles un nuevo vocabulario.

		Eso fue lo que yo hice. Las siete tesis que yo presenté, en el fondo, no son más que los mismos principios ideológicos de la Revolución mexicana, de nuestro partido, que por razones mercadotécnicas, expuse de esa manera.

		Creo que Salinas debe crear su armazón y así se lo he dicho. Le he comentado que, puesto que ya arrancó con el término “modernización”, ahora simple y llanamente aclare en qué consiste la modernización económica, en qué consiste la modernización social, en qué consiste la modernización cultural, en qué consiste la modernización de la política exterior y, de esa manera, vaya creando los conceptos necesarios. Sin embargo, hasta ahora, las respuestas de Salinas han sido más a problemas concretos, relacionados con los públicos locales, lo que ha terminado por confundir al público nacional.

		Yo estoy seguro de que próximamente arrancará Salinas con estas ideas a las que ha denominado “retos de la modernización”. Le dije hace poco: “Mire, lo que necesita es ponerle apellido a la palabra modernización. Defina qué es y luego póngale apellido; con eso sale su plataforma doctrinaria”.

		En términos operativos, me parece que al principio Salinas arrancó con campañas demasiado cortas en los estados: ya lo ha corregido. Por otro lado, creo que su campaña ha dado la imagen de mayor cercanía con la gente, esto es, que saluda al niño, que habla con la viejita, en fin, toda una serie de cosas que yo también hice, pero a las que no se les dio tanto peso al transmitir mi imagen. Creo que el enfoque es positivo.

		Por otro lado, las entrevistas que concede por teléfono les gustan a unos y a otros no. En todo caso, la crítica de más peso es que ha faltado explicar cuál es la estructura o mecánica de su campaña.

		La aceptación pública de la campaña de Salinas ha sido mucho más difícil de lo que fue la mía, porque la población está muy escéptica. Me parece muy bien la invitación de Salinas para que la gente hable. Sin embargo, es difícil en las circunstancias actuales convencer a la opinión pública, porque en una campaña no se puede hablar con mucha franqueza de los temas que más afectan a la sociedad, tales como la estructura sindical, la soberanía limitada, la politización del empresariado, la relación con la Iglesia, el neoimperialismo norteamericano, la inconsistencia de los partidos políticos, la necesidad de modernizar el partido, las deficiencias de la educación, la inmanejabilidad de las concentraciones urbanas.

		En fin, hay temas que no se pueden abordar a fondo y que, por tanto, impiden realmente llegar al corazón de lo que interesa a la gente, de lo que todos sabemos que es determinante.

		En esta contienda electoral van a estar mucho más peleados los votos para elegir diputados y senadores, e incluso para Presidente de la República. Esto se debe a que existe malestar, los partidos opositores son más agresivos y el PRI se encuentra en desventaja respecto a campañas anteriores, entre otras cosas porque cuenta con menos dinero. Ya se acabó el momento en que las elecciones eran un trámite. Son, cada vez más, una disputa real.

		Además, ahora se presentan problemas adicionales, como la invitación que el PAN ha estado haciendo a la desobediencia civil. No veo imposible que este movimiento llegue a prender, porque el PAN está organizando seminarios y cursos de capacitación con base en experiencias extranjeras. El clero, por su parte, también está invitando a la desobediencia civil, lo que amplía el peligro real de que ésta se dé.

		Clouthier, el candidato del PAN, habla a partir de la desesperación, la ofensa, la desesperanza y la rabia. Invita a desestabilizar el Estado. El mismo camino están tomando los otros partidos políticos. Esto puede ser una ventaja, porque la gente votará por quien le brinde más seguridad.

		Sin embargo, es indiscutible que estamos ante un momento peligroso. La sociedad está golpeada por el deterioro en su nivel de vida y se vuelve cada vez más demandante, más exigente. Le pide al gobierno que le resuelva problemas que el gobierno no tiene capacidad de resolver y, en la medida en que esta actitud se autoalimenta, todos pretenden convertirse en contestatarios del Estado. Se corre el peligro de que la inconformidad, la visceralidad, el malestar y la rabia superen la capacidad de control del Estado y caigamos en una especie de situación anárquica.

		Hay peligro de inestabilidad si la sociedad se vuelve contestataria sin ser propositiva. No es posible reclamar respuestas cuando no se está dispuesto a ser propositivo. La participación es compromiso y no nada más agitación.

		

	
		

		Febrero de 1988

		

	
		

		Universidad Nacional Autónoma de México: protestas del CEU

		

		DURANTE EL MES DE FEBRERO SE VOLVIÓ A RECRUDECER EL AMBIENTE en la UNAM. El 3 de febrero, tan sólo dos días después de que se iniciaron los trabajos preparatorios para el congreso universitario, alrededor de 300 ceuistas tomaron las oficinas de la dirección de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales y dejaron el escritorio y el sillón del doctor Ricardo Méndez Silva frente a la Torre de Rectoría, para subrayar su repudio a la designación de esta persona como nuevo director de la facultad, ya que —según argüían los ceuistas— había sido una imposición del rector Jorge Carpizo.

		Una semana después, ocho miembros de la Comisión Organizadora del Congreso Universitario decidieron retirarse de ese organismo en protesta por las calumnias y ofensas del CEU y del CAU —la facción de maestros que simpatiza con el CEU— contra comisionados y autoridades de la UNAM, quienes habían denunciado el propósito ceuista de apoderarse de la Universidad para imponer un interés político partidista, ajeno al propósito académico.

		En comunicados que aparecieron durante los días siguientes, los representantes de la Rectoría condicionaron su regreso a la COCU a un cambio de actitud de los miembros del CEU, tanto en relación con lo sucedido en la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales como en la Escuela de Trabajo Social, donde se estaba anunciando un proceso similar, así como también en relación con los trabajos preparatorios del congreso universitario, para los cuales exigían un clima más académico.

		El retiro del COCU del grupo de comisionados de la Rectoría imposibilitó que se continuaran los trabajos preparatorios del congreso y provocó otra ola de protesta por parte del CEU, que incluyó una huelga de hambre de sus principales líderes durante seis días, un paro de actividades el día 23 de febrero y una manifestación sobre la avenida Insurgentes el día 24, en la que participaron 50 000 personas.

		El rector Carpizo exhortó a los comisionados que se habían retirado de la COCU a que analizaran la situación, y el primero de marzo se llegó a un acuerdo que permitió retomar la organización del congreso. Sin embargo, a pesar de que la primera junta en el pleno de la COCU, programada para el 2 de marzo, era esperada con gran expectación por todos los contratiempos que habían surgido, tuvo que ser suspendida por falta de quórum.

		Esta situación se repitió cuatro veces a lo largo del mes de marzo. Fue especialmente notoria la ausencia de los representantes del FAU —el brazo académico del rector—, quienes alegaron que el CEU y el CAU no habían cumplido con las garantías exigidas para iniciar los trabajos de la comisión. A su vez, el STUNAM anunció el 18 de marzo que retiraba a sus nuevos representantes de ese organismo, en señal de protesta por la ausencia del FAU. A la semana siguiente, los representantes del FAU declararon que regresarían a las sesiones.

		El principal objetivo del CEU y del CAU es la implantación del concepto de universidad popular. Ellos tienen metas extrauniversitarias, es decir, desean un juego más político que convierta a la UNAM en una palanca de poder político. Su fin último es, desde la Universidad, enjuiciar la acción completa del gobierno. Su método es el predominio del asambleísmo. No creo que éstas sean sus únicas consideraciones, pero sí las esenciales. Resulta innegable que encuentran en el burocratismo y en el mal aprovechamiento de recursos banderas que esgrimir.

		La Rectoría, por medio del FAU, desea mantener la reforma iniciada por el rector Carpizo en el terreno académico. No quiere que el conflicto universitario se convierta en un conflicto nacional; trata de evitar que el problema de la universidad populista se extienda al Estado.

		De manera concreta, el rector se ha propuesto como objetivo bloquear las metas del CEU y del CAU y diferir el congreso universitario hasta después de las elecciones federales. El CEU y el CAU, por su parte, parecen haber aceptado que el congreso se realice después de las elecciones, lo que indiscutiblemente permitirá que se enfríen los ánimos.

		Pasadas las elecciones federales, pudiera volver a surgir el conflicto universitario en toda su extensión. Me preocupa que no he visto un proyecto global de la Rectoría para enfrentar este conflicto. Así se lo he dicho a Carpizo, quien me respondió que por táctica no quiere mostrar todas sus cartas.

		De ser éste el caso, me parece que está siguiendo una estrategia peligrosa, aunque no puedo negar que me causa cierta duda el hecho de que no me muestre o me explique cuál es su proyecto y cuáles son las etapas en que lo piensa desarrollar. Ello me hace sospechar que no lo tiene y que solamente se está moviendo por reacción a los hechos que están ocurriendo.

		De cualquier forma, yo creo que la comunidad universitaria tradicional debería ser capaz de crear, dar a conocer y convencer con un proyecto global. Esto, desde luego, no ha ocurrido.

		Ahora bien, los factores más determinantes para que el congreso universitario se pueda llevar a feliz término consisten en la posibilidad de desarrollar una transacción razonable entre las partes. Para ello, se necesita la buena fe de ambas, y yo dudo que ésta exista en el CEU y en el CAU.

		Respecto a las repercusiones que el proceso universitario ha tenido sobre el resto de la sociedad, parece que su empantanamiento, esto es, que el aplazamiento constante de logros concretos, termina por hacer decreciente su influencia. Por tanto, yo no veo que las formas de negociación que se han empleado en la UNAM estén haciendo escuela en otros grupos sociales. Yo creo que ese sistema de asambleísmo no lleva a ninguna parte.

		Ha transcurrido más de un año desde que se acordó la realización del congreso universitario. Ahora es evidente que no se llevará a cabo antes de las elecciones. También es claro que el congreso tiene poco sentido después de las elecciones, pues se efectuaría con un rector saliente y un gobierno a punto de terminar su mandato.

		Carpizo podría reelegirse, pero —por temperamento— no creo que lo haga. Él se contenta con haber iniciado el proceso de reformas de la UNAM y no haber entregado el poder a alguno de los grupos de interés.

		

	
		

		Relaciones entre México y Estados Unidos: entrevista con Reagan

		

		El 13 de febrero, en la ciudad de Mazatlán, Sinaloa, me entrevisté por sexta ocasión con el Presidente de los Estados Unidos. El encuentro se realizó para cumplir un rito. En realidad, no había un objetivo especial, sino solamente cumplir con el acuerdo de efectuar una reunión por año.

		Esta vez se dio en un ambiente muy positivo, porque previo a ella y durante las entrevistas de prensa que concedimos, el presidente Reagan y yo nos enviamos ramos de flores. En dichas declaraciones y en sus discursos, Reagan tuvo para mí sorprendentes alabanzas personales. Expresó: “…quisiera decir públicamente que yo creo, de verdad, que la historia le honrará por la manera sabia y políticamente valiente en que usted guía a México… es un esfuerzo digno de nuestra admiración, nuestro respeto y nuestro apoyo, y sé que su perseverancia se verá coronada por el éxito”.

		Yo no pude irme a alabanzas personales, porque no las siento; pero, sobre todo, porque hubieran producido una reacción muy negativa en la sociedad mexicana.

		Los resultados concretos de estas reuniones son muy relativos. Creo que hubo un acuerdo sobre comercio, pero nada muy significativo. Lo importante fue que, en términos políticos, nos salió bien a las dos partes. En México, la derecha tenía expectativas de pleito y fue muy positivo que vieran que no era el caso. La izquierda mantiene al respecto una posición tan absurda que ni siquiera querían que recibiera al presidente Reagan. Ésa fue la postura de Cuauhtémoc Cárdenas. La muestra más clara de que esa reunión resultó positiva está en que dos días después ya ni siquiera era comentada.

		Mantuve, durante la conversación privada, la estrategia de conducirla. Antes, me esperaba a que Reagan arrancara, para medirlo y reaccionar en consecuencia. Ahora llevé yo la iniciativa. Empecé con el tema del narcotráfico, traté después los problemas comerciales, los de financiamiento, los de migración y los de cooperación técnica. En realidad, en todos hay entendimiento. Las posiciones se han suavizado y hay una búsqueda de cooperación.

		Nuestras discrepancias serias, como todo el mundo sabe, son en el terreno de Centroamérica y de nuestros votos en las Naciones Unidas. Sobre Centroamérica, cada quien mantuvo su posición. Reagan insistió en que la presión es lo que está haciendo cooperar a los sandinistas, por lo que no dejará de ejercerla. Yo insistí en que nosotros seguiremos apoyando las negociaciones diplomáticas encabezadas por los presidentes centroamericanos.

		Respecto al narcotráfico, la posición de Reagan fue bastante más ponderada. No tocamos el tema del proceso político interno de México.

		Las tensiones han disminuido, en buena medida, gracias a la actitud positiva del nuevo embajador norteamericano en México, Charles Pilliod. Ha sido un muy buen embajador, precisamente porque no hace declaraciones, no se mueve, no es activista. Desde finales del año pasado existe este clima y espero que llegue así, cuando menos, hasta finales de mi gobierno, aunque hay que estar alertas, pues nunca sabe uno por dónde puede saltar la liebre, sobre todo porque Estados Unidos es una confederación de intereses sectoriales. Para mantener ese ambiente positivo, voy a cuidar que nuestros diplomáticos no vayan a echar a perder las cosas con actitudes de valentía o provocación innecesarias. Se trata de mantener un ambiente de cordialidad.

		

	
		

		Pacto de Solidaridad Económica: cuidando su desarrollo

		

		En la segunda semana de febrero me buscaron Aspe, Petricioli y Farell, para comentarme que sentían que el pacto no se estaba cumpliendo, pues muchos empresarios estaban subiendo precios más allá de lo justificable. Pensaban que había un descontrol de parte de la Secretaría de Comercio y, concretamente, de Héctor Hernández. Me insistieron en que si los precios seguían elevándose al mismo ritmo, se iba a venir abajo el pacto. Venían clamando por un mayor control de precios y por una mano más firme.

		Quien intervino en forma sensata sobre este aspecto fue Javier Bonilla, presidente de la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos y secretario técnico de la Comisión de Seguimiento del Pacto de Solidaridad Económica, quien señaló: “Las cosas se concertaron sin fijar límite al alza de precios, por lo que ahora no podemos reclamar a los empresarios lo que no se concertó con ellos. Además, si nos metemos a un control de precios más drástico, vamos a perder de manera definitiva el apoyo de la iniciativa privada, que hasta ahora ha visto con buenos ojos el pacto, porque no supone una mayor intervención estatal. Si cambiamos en este punto, vamos a perder de conjunto el apoyo de ese grupo”.

		Ante estos planteamientos y, sobre todo, al ver que los otros tres secretarios relacionados con el pacto se unían para informarme su descontento respecto a la actuación de Hernández, hice que éste regresara de Suiza, donde se encontraba en la reunión anual del European Management Forum. Le expuse las críticas que había oído, e hice de su conocimiento las inconformidades de los otros secretarios sobre a su quehacer. Le pedí que se reuniera con ellos y que actuara en consecuencia.

		A partir de ese momento comenzó a reunirse con aquellos grupos empresariales que se sabía estaban elevando sus precios por encima de lo razonable. El objetivo era hacerles ver el peligro de que fracasara el pacto, y advertirles que, si no actuaban de una manera que beneficiara a todos, difícilmente podrían ser considerados como amigos del régimen…

		El trabajo de Hernández está dando resultados, y prueba de ello es que los otros secretarios están satisfechos. Parece que el único sector que se ha mantenido muy reacio es el de la industria químico-farmacéutica.

		Por otro lado, les pedí que realizaran estas concertaciones por escrito, porque los documentos dan seriedad al trabajo del gobierno, pues impiden que después cada uno diga que entendió los acuerdos de la manera que más le convenga.

		Tenemos, sin embargo, dos problemas que pueden afectar de manera negativa la inflación. Por una parte, está la fijación de precios de garantía y, por la otra, el salario universitario. Ambos pueden alterar la paz social.

		En lo que se refiere a precios de garantía, me trajeron inicialmente una fórmula que implicaba subirlos todos de golpe y de inmediato. Ello repercutiría mucho en la inflación del mes de marzo, por lo que yo pedí que se hiciera una calendarización. La SPP, que sostiene la posición dura, pidió que la tonelada de maíz se aumentara a 290 000 pesos y que, a partir de ese parámetro, se derivaran los precios correspondientes de los demás productos agrícolas. La CNC pedía 340 000 pesos por tonelada y el gabinete agropecuario propuso una situación intermedia de 310 000 pesos. Aun así, el efecto sobre los precios al consumidor o sobre las finanzas públicas puede ser grande.

		Héctor Hernández se opuso muy vehementemente a esta última alternativa, ya que ha trabajado mucho para ir disminuyendo los subsidios. Claro, la otra fórmula es bajar las utilidades de los industriales, pero ésta, desde luego, es la más difícil: requiere más trabajo y concertación.

		Yo pedí que el importe de los precios de garantía se distribuyera en el tiempo. Pregunté cuál era la necesidad de anunciar ahora los precios de los productos de todas las cosechas. Señalé que yo consideraba mejor esperar a cada cosecha para anunciar su precio. Por ahora, lo único que urge definir es el precio del frijol. Les pedí a los secretarios del pacto que me estudiaran las fórmulas.

		La fijación del salario universitario también se consideró como un tema explosivo, dado el ambiente prevaleciente en los centros de estudio y, particularmente, en la UNAM. Allí, el 3 de febrero, 300 ceuistas expulsaron físicamente al director de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales y una semana después insultaron al rector en el seno de la Comisión Organizadora del Congreso Universitario, provocando el retiro de una parte de sus integrantes. El CEU respondió con huelgas de hambre. A ello tiene que añadirse que el malestar de los académicos por sus sueldos los ha llevado incluso a hacer manifestaciones.

		Sabemos que hay maniobras para producir agitación. Sin embargo, no quise dar pie a la ruptura del pacto. Por ello, aprobé la fórmula de otorgarles 38% de aumento salarial, esto es, lo correspondiente al 15 de diciembre y al 20 de enero, y cuatro puntos más.

		González Avelar me manifestó sus reservas sobre la posibilidad de arreglar los problemas. Yo le sugerí que estudiara caso por caso y que, en aquéllos en los que pudiéramos otorgar alguna cosa distinta del salario, buscáramos hacerlo.

		Por otra parte, el lunes 15 de febrero recibí a Agustín Legorreta, para oír de él cómo veía el desarrollo del pacto. Me dijo estar satisfecho en lo fundamental. Señaló que entendía las fallas que inevitablemente tenía un proceso tan complejo como éste. Me comentó que tenía conocimiento de que había posiciones en el gobierno en contra de Hernández, e insistió en que la persona que actuaba de manera desafortunada era el subsecretario de Comercio Interior, Jesús Sánchez Jiménez. También me dijo que él veía como un riesgo muy alto el remover, en este instante, a Héctor Hernández, pues, como quiera que sea, contaba con la confianza básica de los empresarios.

		Legorreta me manifestó que tenía miedo de que ciertas fallas del pacto dieran pie a que el gobierno tomara medidas drásticas. Me pidió que les callara a Fidel Velázquez, quien se la ha pasado declarando contra los empresarios, señalando que es culpa de ellos que no se cumpla el pacto.

		Yo le dije: “Ustedes hablen entre sí, no me pidan siempre que los triangule”. Sugerí que le pidiera a Farell que organizara unas reuniones entre Fidel Velázquez y él, a solas, para que pudieran platicar con claridad. Sé que la primera tuvo lugar el miércoles 17, y que salió bien. Ahora piensan realizar una comida semanal.

		Durante mi entrevista, le dije a Legorreta que si los empresarios lo consideran necesario, yo les organizaría la reunión. Naturalmente dijo que no, que era preferible dejar al Presidente como última instancia. Sin embargo, insistí en que, en el momento en que me necesitaran, me avisaran.

		También me reuní la tercera semana de febrero con Fidel Velázquez. Capté de él la opinión de que no hay más alternativa que el pacto. Naturalmente, siente que los empresarios están fallando. Yo le insistí en que unos sí, pero otros no, y que lo que estábamos haciendo, en lugar de agredirlos de conjunto, era concentrándonos en aquellos que no están colaborando.

		Para completar este comentario sobre el avance del pacto, cabe señalar que, hasta la tercera semana de febrero, la entrada de divisas había sido positiva y no había fuga de capitales sino, por el contrario, un claro superávit.

		Me preocupó el alza de la Bolsa de Valores en el mes de enero. Temí que fuera excesiva. Me propuse moderarla para evitar que vuelva a ocurrir un alza y una caída precipitada, porque ello arrastraría otra vez la confianza de la sociedad.

		En resumen, la opinión que he captado, tanto de obreros como de empresarios, es que aunque el pacto no vaya tan rápido como nos lo propusimos, no hay otra alternativa; no quedaría más que la anarquía que todos tememos.

		

	
		

		Pacto de Solidaridad Económica: efectos políticos

		

		Si el Pacto de Solidaridad Económica tiene éxito, puede llegar a marcar un momento determinante en el proceso político mexicano. Sería la culminación del esfuerzo que el gobierno ha ido realizando en diferentes áreas, aunque sea de manera inicial, regional o temática, para propiciar la participación de la sociedad en los procesos fundamentales de toma de decisiones y en las acciones más significativas que la comprometan.

		Si el pacto funciona, las organizaciones de la sociedad cobrarán un nuevo vigor y, al vivificarse, sus liderazgos volverán a ser muy competidos. De ser éste el caso, inevitablemente las bases de estas organizaciones tendrán mayor interés y cuidado en la selección de sus dirigentes, pues sabrán que éstos participarán en procesos importantes para todos. Si bien esto pudiera parecer que tiende a fortalecer el corporativismo tradicional de la estructura política mexicana, creo que no tendría que ser necesariamente así. Es decir, si por un lado dudo que la sociedad contemporánea, dada su densidad y complejidad, pueda revalorar al ciudadano de manera independiente, prescindiendo de estas organizaciones intermedias, por otro estoy convencido de que estas organizaciones, en el contexto de una mayor participación en la toma de decisiones, vivirán un proceso de democratización interna. Además, y esto es significativo, surgirán organizaciones que no fueron concebidas y estructuradas por el Estado, sino que serán el resultado de la voluntad libre de los ciudadanos. En la medida en que tales organizaciones cobren poder y fuerza, se estará ahondando en la democracia. Por ello, creo que el pacto será un acelerador de tendencias que ya vienen manifestándose en la sociedad mexicana. Su fracaso, por el contrario, necesariamente traerá un endurecimiento y un ejercicio gubernamental autoritario.

		Sin embargo, no podemos soslayar que junto a estas tendencias novedosas, subsisten de manera significativa las corporaciones en su sentido más tradicional y con sus métodos oscuros. No puede dejar de sorprenderme que hace unos días, Sergio Bolaños, que es el agente financiero de “La Quina”, le dijo al general Carlos Bermúdez, jefe del Estado Mayor Presidencial, que el gobierno tiene en su contra a los líderes obreros, porque les ha quitado negocios. Esta forma de hacer explícito lo que todos sabemos, este abandono de los formulismos y de las danzas rituales de acercamiento entre los obreros y el gobierno, en que los obreros siempre tratan de encubrir sus maniobras, demuestran una angustia que torna descarnadas y brutales sus demandas.

		Sabemos que estos líderes están molestos porque les hemos quitado negocios, sabemos que les duele la Ley de Obras Públicas y sabemos que tienen capacidad de reacción. Tenemos información de que “La Quina” está financiando la campaña de Cuauhtémoc Cárdenas. Por ello, en pocas palabras, pidieron negocios a cambio de votos. Su malestar es, cuando menos, una victoria moral para nosotros.

		

	
		

		Crisis en Panamá

		

		El viernes 25 de febrero, la Asamblea Legislativa de Panamá destituyó al presidente Erik Arturo del Valle, aduciendo que éste se había extralimitado en sus funciones al separar de su cargo al general Manuel Antonio Noriega, jefe de las Fuerzas Armadas de ese país. Esos sucesos han sumido a Panamá en una grave crisis política que tiene repercusiones de carácter internacional. El intervencionismo cínico de Estados Unidos en el proceso es lamentable, doloroso y vergonzoso.

		Noriega era el factótum en Panamá, quien ponía y quitaba presidentes. Durante mucho tiempo recibió el apoyo de los Estados Unidos. Sin embargo, en la reunión de Acapulco en noviembre pasado, el presidente Erik del Valle me comentó que los Estados Unidos querían presionar la salida de Noriega, pero que él buscaba una situación más negociada, menos radical. Los hechos recientes hicieron evidente que los norteamericanos le torcieron el brazo a Erik del Valle, y que ello fue un error de cálculo; no sopesaron debidamente el apoyo interno que Noriega tiene dentro del ejército.

		A pesar del desconocimiento que el Poder Legislativo hizo del presidente Del Valle, sustituyéndolo por Manuel Solís Palma, y de la solidaridad del ejército panameño en torno al general Noriega, yo creo que los Estados Unidos van a lograr su propósito, pues tienen ahorcada la economía panameña.

		Los norteamericanos se sienten el árbitro del destino de, cuando menos, toda América. Ése es nuestro riesgo permanente. Por eso yo nunca dejé de considerar, en los momentos de mayor crisis de mi gobierno, que una confrontación directa con los Estados Unidos podría llevarlos a buscar nuestra desestabilización.

		Los países de América Latina, al ver lo que ocurre en Panamá, tenemos un profundo sentimiento de impotencia: no solamente no podemos hacer nada para enfrentar objetivamente el intervencionismo norteamericano, sino que resulta muy cuesta arriba defender a Noriega, quien está totalmente desprestigiado por corrupto, por estar ligado al narcotráfico internacional.

		Tenemos que tener cuidado de no apoyar a regímenes como el de Noriega, porque la extensión del narcotráfico traerá mayor descomposición interna de todas las autoridades. Ya hemos visto los estragos que ha provocado en Colombia. Sólo nos queda indignarnos, ya que, en este caso, es tan malo el pinto como el colorado.

		El Grupo Contadora se ve afectado por la crisis panameña, ya que se inhabilitó a uno de sus miembros. Afortunadamente, ahora el Grupo Contadora se amplió con el Grupo de Apoyo, lo que le da peso y estabilidad en esta coyuntura.

		Por otra parte, los hechos en Centroamérica se mueven de manera independiente al proceso panameño, como lo demuestra el reciente acuerdo de Sapoa entre Nicaragua y los contrarrevolucionarios. Sin embargo, no deja de ser bochornoso y humillante para todos los latinoamericanos lo que ocurre en Panamá.

		

	
		

		Marzo de 1988

		

	
		

		Pacto de Solidaridad Económica: modificación en la mecánica

		

		EL 28 DE FEBRERO, CONTRA LO ORIGINALMENTE ANUNCIADO, dimos a conocer que, dentro de la estrategia del Pacto de Solidaridad Económica, los compromisos acordados para el mes de marzo consistían en no aumentar los precios y en mantener fijo el tipo de cambio.

		El factor que motivó la aceleración del proceso de desinflación, abandonando el planteamiento original de indización gradual a la baja, fue el temor de que alguna de las múltiples variables que afectan al pacto no evolucionara de manera adecuada, alterando a todas las demás. Concretamente, nos preocupó la posible caída del precio del petróleo. Había en el aire, además, como elemento objetivo que permitió esta aceleración, el éxito obtenido en el curso del mes de febrero.

		A finales de marzo volvimos a dejar en crecimiento cero los precios y logramos ampliar a dos meses el plazo para una nueva negociación. Este cambio en la mecánica del pacto fue posible porque logramos convencer a los otros sectores de que la negociación mensual, en sí misma, se estaba convirtiendo en un factor de riesgo, al desatar la incertidumbre y el ánimo especulativo antes de cada acuerdo. Un claro ejemplo de ello se encontraba en las premoniciones catastrofistas que desde enero se hicieron sobre la negociación que tendría lugar a fines de febrero.

		El acuerdo que logramos a finales de marzo cubría los meses de abril y de mayo, lo que nos evitaba que hubiera negociaciones antes del primero de mayo. Con este mismo sentido político, buscaremos una sola negociación para junio y julio, evitando elementos de inquietud o distracción antes de las elecciones. Sería deseable lograrlo también para agosto y septiembre, aunque eso ya es menos importante. Lo idóneo, sin embargo, sería lograr una sola negociación para octubre, noviembre y diciembre. De esa manera, el nuevo gobierno contaría con un mes para organizarse antes de tener que sentarse a negociar por primera vez.

		Los compromisos adquiridos en el sentido de no aumentar precios y tarifas, de dejar fija la paridad y de tratar de evitar el aumento de los precios, por su mismo carácter ambicioso, hacen vulnerable al pacto, ya que en algún momento podría ser necesario adoptar una política menos rígida en materia antiinflacionaria, lo que podría afectar la credibilidad del programa.

		El pacto de ninguna manera es un mecanismo asegurado. En todo momento habrá que estar pendiente de los riesgos que se puedan presentar. Sin embargo, buscaremos evitar ajustes que estimulen de nuevo la inflación. Esperamos que el proceso mismo traiga implícitos ajustes compensatorios. Por ejemplo, que el rezago de los precios se compense con la baja en las tasas de interés y la apertura selectiva de la economía.

		El tipo de cambio es el problema más difícil. Por ahora es notable la forma en que se han incrementado las reservas en el Banco de México. Actualmente se encuentran en el orden de los 17 000 millones de dólares, que es una cantidad elevadísima. Ello ayuda a controlar el tipo de cambio, pero lo definitivo es el mejoramiento de las expectativas, pues en la medida que la gente oye que otros traen dólares, ellos también los traen.

		De cualquier forma, hay que reconocer que existen muchos puntos delicados. Uno de ellos consiste en que, si para el mes de abril o mayo logramos que la inflación baje a 2%, la gente comenzará a clamar por una reactivación económica. En ese caso, aparecerán escollos peligrosos. De momento, lo único que puedo decir es que afrontaremos las circunstancias dependiendo de cómo se vayan moviendo los factores de la economía.

		Por ahora las cosas van por buen camino. La actitud de la gente es positiva y esto se fundamenta en los resultados obtenidos. El hecho más significativo es que la inflación va declinando. Esto alienta al sector productivo, como también lo hace la baja en las tasas de interés y el fortalecimiento de nuestras reservas internacionales. Por ello hemos podido evitar prácticas especulativas o contrarias al pacto, tales como el acaparamiento de productos con su secuela de desabasto, o movimientos cambiarios que busquen un beneficio rápido y que ejerzan presión sobre las reservas internacionales.

		En términos objetivos, hay que reconocer que la persistencia de un déficit financiero del sector público genera cierta presión inflacionaria, que es absorbida en el corto plazo con las reservas internacionales, situación que no puede mantenerse por tiempo indefinido. Nos satisface pensar que el año pasado el déficit del sector público fue de 16% y que este año esperamos que sea de 10%, siendo mucho más pequeño en los últimos meses del año que al principio.

		Para combatir este déficit estamos ajustando el presupuesto nominal, a fin de que no sea inflacionario. Lo más significativo es que estamos logrando la meta del superávit primario que nos propusimos.

		El Pacto de Solidaridad Económica demostró la capacidad de conciliación de la sociedad bajo la rectoría del Estado. Fue trascendente, porque dio al gobierno margen de maniobra para hacer frente a la crisis y, en general, a los problemas de la coyuntura.

		La concertación se logró precisamente por las circunstancias críticas por las que atravesaban la sociedad y los factores de la producción. El desarrollo de la economía, que parecía ir muy bien hasta octubre, y que se trastocó severamente en el curso de un mes, creó la angustiante sensación de no saber cómo salir del remolino. Había temor, deseo de asirse de algo concreto, necesidad de encontrar un esquema lógico en que apoyarse.

		Este esquema surgió del Estado, el cual además pudo ofrecer a los diferentes factores de la producción la posibilidad de un diálogo que, entre ellos, es inexistente. Es decir, la coyuntura dramática hizo evidente que ninguno de los factores de la producción, por sí mismo y de manera independiente, tenía la capacidad de propuesta y de diálogo que tiene el gobierno. Por ello aceptaron y se apegaron al esquema que les propusimos.

		El factor intangible, subjetivo, que permitió la aceptación del pacto fue la oportunidad psicológica que la misma crisis creó: la gente estaba asustada, temía el conflicto social y el endurecimiento político. Por ello estuvo dispuesta a realizar un esfuerzo extraordinario. En la segunda y tercera fases de negociación, esto es en las realizadas a finales de febrero y a finales de marzo, lo fundamental para lograr la continuación del pacto fueron los resultados que ya se estaban dando.

		Implícita en la aceptación del pacto y en el desarrollo mismo de su mecánica estuvo la confianza alcanzada por mi administración. Yo creo que el gobierno actual ha sido calificado de serio, sensato, trabajador, conciliador, ponderado, sereno, confiable, tolerante, paciente e institucional. Para crear esa imagen he necesitado cinco años y medio. He trabajado con la voluntad explícita de evitar lucimientos superficiales. Por ejemplo, ante los numerosos cambios que recientemente he tenido que hacer para sustituir a los funcionarios que fueron nominados por el partido para puestos de elección popular, me he movido de manera lenta, suave, sin publicidad, buscando siempre que se mantenga el ambiente de tranquilidad, evitando grandes movimientos. Este tipo de discreción en la forma de actuar transmite la sensación de estabilidad en la integración del gobierno, que yo juzgo muy positiva.

		Por otro lado, hubo factores objetivos que permitieron la implantación del pacto, que no existían al inicio de mi gobierno y que nos llevó tiempo construir. Destaca el saneamiento de las finanzas públicas, la corrección de la balanza de pagos, la reestructuración de la deuda pública y el acrecentamiento de las reservas internacionales.

		Sin embargo, yo siento que envuelta en todo este proceso se encuentra la forma específica en que he realizado la tarea política, a la que concibo como la necesidad de dar una directriz de conciliación con propósitos definidos.

		Yo no invito a la conciliación en abstracto, buscando resolver problemas de manera salomónica; invito a objetivos definidos, porque creo en la eficacia política. Considero que siempre deben evaluarse los resultados de acuerdo con las metas propuestas, por lo que hay que tener metas concretas. Sólo así puede evaluarse la capacidad real de acción del gobierno. Tanto en la teoría como en la praxis debe existir un equilibrio entre el qué y el cómo, es decir, entre el objetivo que nos proponemos y la forma de lograrlo.

		

	
		

		Situación latinoamericana

		

		El 23 de marzo, en la población de Sapoá, el gobierno de Nicaragua y la dirigencia de la “contra” llegaron a un primer acuerdo con objeto de lograr un cese definitivo al fuego. Esta resolución fue hábilmente promovida por el gobierno sandinista. Aunque puede ser entendida como una derivación de los Acuerdos de Esquipulas, ha cobrado su propia dinámica.

		El 24 de marzo vino a visitarme, con un propósito meramente informativo, el Vicepresidente nicaragüense Sergio Ramírez. En esa conversación yo lo sentí optimista respecto a los Acuerdos de Sapoá, ya que pusieron en evidencia el deseo de los propios nicaragüenses de llegar a un arreglo, así como la gran flexibilidad con que actuaron.

		Si este nuevo esquema no funciona es porque los norteamericanos lo boicotean. El principal obstáculo para lograr un cese definitivo al fuego en Nicaragua estriba en la persistencia del gobierno norteamericano en su esfuerzo por sacar al gobierno sandinista del poder.

		La posibilidad de una intervención militar estadounidense en Nicaragua no ha sido eliminada. El riesgo ha disminuido, pero en cualquier momento los norteamericanos podrían dar un golpe sorpresa. Si no lo han hecho es por temor a no lograr un éxito inmediato y determinante.

		La terquedad y dureza de la postura norteamericana, que insiste en eliminar a los sandinistas, han alimentado el rechazo de los países centroamericanos al Grupo Contadora, ahora ampliado al Grupo de los Ocho. Una prueba más de esta creciente animadversión se dio en San José de Costa Rica los días 15 y 16 de enero, cuando los presidentes centroamericanos resolvieron dar por terminada la labor de la Comisión Internacional de Verificación y Seguimiento, en la que precisamente participábamos las ocho naciones que formamos el Grupo Contadora y el de Apoyo. Los centroamericanos argumentaron que querían ser sujetos y no objetos de la política en el área.

		La desaparición de la Comisión de Verificación y Seguimiento no afectó el cumplimiento de los Acuerdos de Esquipulas II, propuestos por los mismos centroamericanos, porque estos acuerdos de cualquier manera están totalmente paralizados.

		Un claro ejemplo de la presión que los Estados Unidos meten en el área fue el envío de cuatro batallones de marines a Honduras el 16 de marzo, situación que después tuvo que formalizar el presidente José Azcona mediante una petición. Naturalmente, estos hechos causan malestar, y no sólo entre los nicaragüenses.

		Así, a raíz de la extradición fuera de la ley del narcotraficante Ramón Mata Ballesteros, el 5 de abril, se organizó una manifestación espontánea, principalmente de grupos universitarios, que culminó en el incendio de parte del consulado de Estados Unidos en Tegucigalpa. Las consecuencias fueron cinco muertos, la suspensión de las garantías individuales durante 15 días y seguramente una terrible sensación de impotencia por parte de la sociedad hondureña.

		Por el momento no existe ninguna estrategia para reactivar la labor del mecanismo pacificador latinoamericano. Éste se encuentra flotando, en espera de los desarrollos que puedan tener los acuerdos de Sapoa.

		En Centroamérica sólo dos países, Guatemala y Nicaragua, no quieren que muera la acción del Grupo Contadora. Ambos temen que si desaparece Contadora, la amenaza norteamericana será incontrolable.

		Yo creo que la labor del Grupo Contadora durante los últimos cuatro años ha servido para evitar el crecimiento del conflicto centroamericano, para evitar una intervención norteamericana directa, para impulsar la responsabilidad de los gobiernos centroamericanos y para crear una conciencia del problema tanto en los Estados Unidos como en todo el mundo. No ha logrado, sin embargo, la pacificación definitiva que se propuso.

		Desgraciadamente, la situación latinoamericana es muy inestable y la situación centroamericana lo es aún más. Ahora se habla de que en El Salvador puede caer el gobierno de Napoleón Duarte que, frente a otros grupos de extrema derecha, parece moderado y conciliador. En Honduras ya surge una reacción contra el servilismo que caracteriza a su gobierno. Costa Rica tiene pretensiones infundadas de democracia que resultan grotescas. Nicaragua está sumida en una grave crisis y Panamá está en una crisis total. Guatemala vive presiones entre los esfuerzos democratizadores de su presidente Vinicio Cerezo y la oposición encabezada por los terratenientes y los militares.

		En América Latina también existen situaciones muy preocupantes. Perú se encuentra al borde de la quiebra económica y, desgraciadamente, muy cerca de la violencia. Argentina atraviesa una situación muy difícil: existe la amenaza de que en las próximas elecciones ganen los peronistas. Ello se debe a que el país sufre hoy una inflación mensual de 18%. Brasil tiene una inflación de 25% mensual y su proyecto constitucional no parece surgir por ningún lado.

		Al ver esto, uno se pregunta qué va a pasar. El panorama es bastante negro. En la coyuntura actual Perú, Argentina y Brasil tienen riesgos de volver a caer en regímenes militares, al igual que Colombia, aunque ahí se trate de un caso de descomposición provocado por el narcotráfico.

		La única opción para enfrentar los intereses hegemónicos de Estados Unidos en el hemisferio radica en la fortaleza interna de las diversas naciones. Esto es, en la capacidad que demuestren para conducir su propio proceso político y económico. Por desgracia, esto no parece estar ocurriendo.

		

	
		

		Visita del Presidente de Guatemala, Vinicio Cerezo

		

		El 25 de marzo me reuní en Cancún, Quintana Roo, con el Presidente guatemalteco Vinicio Cerezo. La entrevista fue promovida por él. Se trató de una reunión que en algún momento convinimos que debería ser anual. Cerezo buscó que ésta se diera y yo asistí con mucho gusto. Nuestro objetivo esencial era cambiar impresiones y fortalecer la relación personal entre los presidentes, pues sabemos que esto da un acercamiento entre los gobiernos.

		Respecto a la seguridad fronteriza, quedamos en que, cuando haya algún conflicto, cuando cualquiera de las dos partes tenga una queja, lo comunique con franqueza al otro país, usando para ello el nivel que corresponda, esto es, la Secretaría de Relaciones Exteriores, la Secretaría de la Defensa o, si el caso lo amerita, el nivel presidencial. Nuestra meta en este terreno fue buscar una mecánica para prevenir conflictos. Cabe aclarar que en esta reunión no hubo ninguna reclamación.

		Yo he respaldado el programa gubernamental guatemalteco y ello, según me dice el mismo presidente Cerezo, le sirve en el ámbito interno. Actualmente tiene a dos sectores de la sociedad en su contra: la oligarquía y los grupos radicales de derecha dentro del ejército. La insurgencia, según él, es muy limitada; la calcula en no más de 1 500 guerrilleros. Yo creo que el esfuerzo de Cerezo debe calificarse como de reconciliación interna. Por lo mismo, se oponen a su esfuerzo tanto la ultraderecha como la ultraizquierda.

		Al mismo tiempo que tuvo lugar la reunión de presidentes, dialogaron los directivos de la Comisión Mexicana de Ayuda a los Refugiados, y su equivalente guatemalteco, la Comisión Especial para Ayuda a Repatriados. En esta reunión se reiteró que el problema es de ambos gobiernos, y que no existe una solución inmediata para los refugiados.

		Sabemos y entendemos que la repatriación tiene que ser gradual. Los mexicanos no podemos exigir que se apresure ese proceso, porque sostenemos que la repatriación debe ser libre. Por ello, mientras los refugiados no sientan plena seguridad al volver a su país, no lo harán. Además, he sabido que muchas de las tierras que desocuparon ya fueron dadas a otros campesinos.

		En cuanto a Contadora, el presidente Cerezo pidió la reactivación de las labores de los grupos Contadora y de Apoyo. Yo, por mi parte, tengo la impresión de que no debemos presionar para brindar apoyo por medio de Contadora. Creo que, por el momento, todo plan en este sentido debe quedar pendiente.

		Los resultados de esta entrevista fueron positivos, tanto en el terreno bilateral como en el regional. La reunión se dio en un ambiente de cordialidad. Nuestra relación con Guatemala es importante para atender el ambiente que en torno nuestro existe en Centroamérica, y que no siempre es muy positivo.

		

	
		

		Recomposición de las fuerzas políticas

		

		La unión del PARM, el PPS, el PST y el Movimiento al Socialismo en torno a la candidatura presidencial de Cuauhtémoc Cárdenas significa una recomposición de fuerzas políticas en el país. Creo que se trata de una alianza temporal, de un fenómeno previo a las elecciones, que se desintegrará después de ellas. Sabemos que algunos de estos partidos se unieron a Cárdenas sólo para conservar sus registros.

		La candidatura de Cuauhtémoc Cárdenas ha cobrado mayor fuerza de la que originalmente previmos. Incluso hoy día está en duda quién obtendrá más votos, si Cuauhtémoc Cárdenas o Heberto Castillo. En el caso de Morelos, donde las elecciones tuvieron lugar el viernes 25 de marzo, se me informó que Acción Nacional obtuvo 25 000 votos, en tanto que Cuauhtémoc Cárdenas y Heberto Castillo obtuvieron, cada uno, 16 000 votos aproximadamente. De manera que no parece haber duda de que la segunda fuerza electoral será el PAN, pero sí hay duda sobre quién ocupará la tercera posición.

		El éxito de Cárdenas Solórzano se debe a dos elementos: a la imagen de su padre y al descontento de los sectores del PRI. Sin embargo, creo que todo el panorama político se modificará en la medida en que mejore la situación económica del país. Si yo logro entregar el gobierno con una inflación de 1% mensual y un crecimiento anual de 2%, y Salinas continúa mejorando el panorama, indiscutiblemente perderán mucho sentido las críticas que hasta ahora se han centrado en la crisis económica que atravesamos.

		El país todavía tiene muchos problemas que podrían capitalizar los partidos de oposición, pero dada su lentitud tardarán tiempo en buscar y desarrollar nuevos temas. De manera que el panorama preelectoral puede modificarse tan rápidamente como lo haga la situación económica.

		

	
		

		Abril de 1988

		

	
		

		Quiebra en Aeroméxico

		

		EL 12 DE ABRIL, LOS TRABAJADORES DE AEROMÉXICO iniciaron una huelga por violaciones al contrato colectivo. Tres días después, la empresa fue declarada en quiebra. Llegamos a la conclusión de que la aerolínea no era viable, como tampoco lo es Mexicana de Aviación, dados sus estados financieros crecientemente deficitarios, producto de un sistema organizativo ineficiente y de condiciones laborales absurdas.

		El deterioro acelerado de las empresas de aviación civil del país nos obligaba a aumentar su subsidio. Por ello, desde hace más de un año pusimos a la venta Mexicana de Aviación. Sin embargo, diferentes circunstancias, aunadas a la complejidad de los problemas que hemos tenido que afrontar en los últimos meses, hicieron imposible la operación. En nuestro esquema original, pensábamos primero vender Mexicana y después Aeroméxico.

		La huelga de los trabajadores de tierra fue el elemento catalizador para hacernos tomar la decisión de que Aeroméxico quebrara. Lo hicimos, al igual que en el caso de la Fundidora de Monterrey, porque sólo aprovechando la coyuntura de la huelga podríamos evitar que los trabajadores hicieran uso del recurso denominado conflicto económico. La conveniencia de que Aeroméxico quebrara estaba presente desde finales del año pasado. No se había concretado por falta de oportunidad.

		Desde que yo colaboro en el gobierno, he asistido a tres planes para reestructurar Aeroméxico. En todos los casos se ha partido del supuesto de que el gobierno absorbería los pasivos, daría los créditos necesarios y brindaría el aval requerido. Las profundas implicaciones de la decisión habían hecho que nunca se llevara a cabo.

		En esta ocasión, el secretario de Comunicaciones y Transportes se resistía a aceptar la conveniencia de la quiebra. En su afán por defender a la empresa, realizó diversos estudios en los que me presentó varias hipótesis. Una de ellas consistía en unificar Mexicana y Aeroméxico. Yo me opuse, no sólo porque me parecía absurdo abundar en el gigantismo de las empresas públicas, sino porque me resultaba inaceptable la posibilidad de que una huelga de trabajadores paralizara el país.

		Participaron en el proceso de toma de decisión los secretarios de Comunicaciones y Transportes, del Trabajo, de Programación y Presupuesto, de Hacienda y, en una etapa, el de Turismo. Quienes llevaron el empuje a favor de la quiebra fueron Aspe y Farell. Sólo al final, cuando ya no vio otra opción, aceptó Daniel Díaz Díaz.

		El plan que ahora tenemos consiste en diseñar una nueva empresa que sea viable. Ello supone una nueva organización, un tamaño adecuado, una red y un equipo diseñados para ser funcionales y económicos. Desde luego, como factor sustantivo, se habla de un nuevo contrato colectivo de trabajo. En un sentido más amplio, pensamos que es necesario que subsistan dos empresas troncales capaces de dar un servicio internacional rentable y que se fortalezcan las compañías regionales.

		Las acciones de la nueva empresa que sustituya a Aeroméxico se ofrecerán hasta en un 30% a los pilotos. De las restantes, la mayoría quedará en manos privadas, para que este sector se ocupe de la dirección, y sólo una parte simbólica quedará en manos del gobierno.

		Consolidado este esquema, nos basaríamos en él para reestructurar Mexicana. Esperamos poder realizar la transformación sin tener que apoyarnos en el mecanismo de quiebra.

		Cuando declaramos la quiebra, y a fin de evitar las molestias posibles a la ciudadanía, pusimos a volar aviones con pilotos de Transporte Aéreo Federal. Primero rentamos un avión del Banco de México y pusimos también en servicio otro de la Fuerza Aérea. En todo momento estuvimos muy conscientes del daño que la quiebra causaría a determinadas empresas y personas, concretamente en las áreas turísticas.

		Afortunadamente pudimos llegar a un acuerdo con los pilotos de Aeroméxico, y el 3 de mayo se restableció, por medio de la Sindicatura de la Quiebra de Aeroméxico, el servicio básico necesario para conservar tranquila a la ciudadanía, sirviendo a las 12 principales ciudades del país. Unos días después aumentamos ciudades y número de vuelos. Esto fue fundamental para que la opinión pública, que yo siento que apreció nuestra decisión, no se revirtiera en contra nuestra.

		Sólo encontrando este espacio de tranquilidad, tanto en el medio sindical como entre la ciudadanía, pudimos diseñar con la calma necesaria la empresa requerida. Buscamos que no quedaran ciudades marginadas del servicio. Una de las cosas que haremos es ampliar las concesiones a las líneas regionales.

		Los factores que más influyeron en la consecución del arreglo con los sindicatos fueron la perspectiva de que se formara una nueva empresa y la mala conciencia que tenían, esto es, que se dieron cuenta de que en una batalla frente a la opinión pública ellos perderían. También es importante destacar que, en el caso de los pilotos, 80% de sus ingresos derivan de prestaciones y sólo 20% del salario y, como la liquidación se hace con base en el salario sin prestaciones, ellos podrían salir muy afectados si los hubiésemos liquidado conforme a la ley.

		Estaban conscientes de los abusos cometidos. Aeroméxico está tan sobrada que con muchos menos aviones se va a poder cubrir la misma red. Por otro lado, los pilotos estaban obligados a volar 70 horas al mes, lo cual es razonable en términos internacionales. Sin embargo, en la realidad solamente estaban volando 30 horas, aduciendo siempre diferentes excusas o razones.

		Yo creo que el impacto de la liquidación de Aeroméxico en la opinión pública ha sido positivo, y que se ha apreciado el valor que se requirió para tomar la decisión. Para evitar reacciones negativas con las otras organizaciones sindicales, le dimos aviso, con unos días de anticipación, a Fidel Velázquez. Él entendió. Nos avisó que no aplaudiría, pero que tampoco se opondría.

		

	
		

		Cuauhtémoc Cárdenas y el Frente Democrático Nacional

		

		El frente cardenista ha cobrado más impulso del que nosotros suponíamos que iba a lograr. Nuestra decisión de llevar a la quiebra a Aeroméxico ha tenido un valor simbólico importante, ya que al sumarse con actos anteriores como la quiebra de la Fundidora de Monterrey, ha hecho que penetre más claramente en la conciencia de los ciudadanos nuestra decisión de disminuir el tamaño del Estado.

		Este planteamiento, que yo anuncié desde el inicio de mi gobierno como uno de los cambios estructurales que realizaría, no provocó de inmediato la reacción que uno supondría, sobre todo si partimos de la aceptación de que en la cultura política de nuestro país se ha educado a la población a pensar que el Estado debe ser siempre más grande, pues sólo así será más fuerte. Apenas ahora está permeando en la población que el cambio ideológico que propuse iba en serio.

		De hecho, resulta sorprendente que no haya sido sino hasta finales del quinto año de mi gobierno cuando surgió una oposición frontal a mis planteamientos. Yo entiendo que el Frente Democrático Nacional encabezado por Cuauhtémoc Cárdenas abandere a los grupos que se resisten a aceptar la necesidad de modificar el tamaño y la naturaleza del Estado.

		Estamos rodeados de funcionarios que durante sus gestiones en el gobierno actuaron a favor de un crecimiento estatal, y que hoy encuentran inentendible que estemos dando marcha atrás a esa política. Para ellos, como lo ha expresado Porfirio Muñoz Ledo, nuestra propuesta sólo puede entenderse como una posición neoliberal entreguista, que tiende a desmantelar un Estado que costó muchos años armar. Para ellos, mayor tamaño significa más fuerza. Se niegan a aceptar que, pese a que en la teoría no hay ninguna dificultad para entender la conveniencia de que el Estado maneje empresas, en la práctica se ha fracasado; ha habido enormes abusos de la administración y de los sindicatos.

		Mi propuesta, que parte del reconocimiento de la inviabilidad económica de los estados populistas y, por ende, exige redefinir la función del Estado, supone, inevitablemente, una revolución en nuestra cultura política. Hoy es difícil saber cuántos piensan de una manera y cuántos de otra.

		Tenemos que aceptar que si la educación impartida por el Estado ha tenido éxito, serán muchos quienes opongan resistencia a las nuevas concepciones. No es fácil que entiendan que para el Estado es más difícil controlar a sus propias dependencias que a los grupos que le son externos.

		Lo fundamental para el éxito de nuestra propuesta será el éxito que tengan medidas como la quiebra de Aeroméxico. Sabemos que la gente está harta de la ineficiencia y del abuso, pero tenemos que comprobar con hechos que podemos brindar una mejor alternativa. Ello pesará más que cualquier ideología.

		La votación de julio será un termómetro para darnos cuenta de qué opina la sociedad mexicana. Es posible suponer que muchos grupos sindicales se orienten por aquel lado. También será interesante el análisis regional de la votación.

		

	
		

		Mayo de 1988

		

	
		

		Pacto de Solidaridad Económica: éxito

		

		EL 22 DE MAYO, DENTRO DEL MARCO DE CONCERTACIÓN del Pacto de Solidaridad Económica, se acordó prolongar los compromisos contraídos en el acuerdo del 28 de febrero. El éxito del pacto consiste en mantener la inflación bajo control. En mayo será de cerca de 2%, cuando apenas en enero pasado llegó a más de 15 por ciento.

		Sin embargo, nada ocurre de manera automática. Días antes de este acuerdo, parecía haber diferencia entre los sectores respecto al curso de acción que se iba a tomar. El sector obrero estaba totalmente convencido de que el pacto no debía sufrir ninguna modificación, en tanto que los empresarios deseaban hacerle ajustes en varios terrenos. Algunos estaban inquietos por los precios y otros por el tipo de cambio. Aspe, Farell y Petricioli se manifestaron en coincidencia con el sector obrero. Héctor Hernández se mantuvo atrás, a la expectativa de lo que hicieran los otros secretarios.

		Tengo la impresión de que metimos el pacto con calzador. Lo logramos con el apoyo de Fidel Velázquez, pero con gran escepticismo de parte de los empresarios. Por tanto, tengo dudas de hasta dónde lo podremos sostener. Lo que más me inquieta son los precios de garantía y de los derivados agrícolas, aunque también existe en el ambiente la idea de que se debe modificar el tipo de cambio, porque se ha dado un crecimiento muy fuerte de las importaciones, a pesar de que estamos en recesión. De inmediato no es grave, porque tenemos reservas, pero esta situación no es sostenible.

		Sea como fuere, tenemos que sostener a como dé lugar el pacto por varios meses, solucionando problemas específicos. La pregunta que desde ahora surge es: ¿qué vamos a hacer en agosto?

		La modificación del pacto en el mes de agosto nos traería las críticas de muchos, en el sentido de que con ello se comprueba que sí fue un instrumento electoral. El pacto es de naturaleza económica, pero no podemos negar su contenido político. El abatimiento de la inflación ha cambiado la situación preelectoral y, en la medida en que esto es cierto, adquiere un significado político. Es innegable que de haberse desbocado la inflación, la situación política del país y las expectativas respecto a las próximas elecciones serían totalmente distintas.

		Tengo alguna esperanza de que la situación se pueda contener por la baja significativa de las tasas de interés. Ello hace que sólo algunos de los precios queden rezagados. Sin embargo, en estos meses voy a tener la atención puesta en todo el proceso, porque estoy convencido de que en la política económica se necesita tener una gran sensibilidad en la punta de los dedos.

		Los tiempos cuentan mucho: no hay duda de que el mes de junio estará dominado por las próximas elecciones, que serán una distracción. Julio, a su vez, estará dominado por los resultados de las elecciones y las propuestas que generen.

		De cualquier forma, habré de mantenerme muy pendiente de los indicadores económicos. Si siento que la situación puede descomponerse, mi meta sería lograr un ajuste concertado, esto es, no permitir que la situación nos dé un chicotazo. De hacerlo, no sólo se afectaría el pacto, sino de manera irremediable, mi prestigio personal. La diferencia significativa está en que desde ahora concertemos el ajuste. En todo esto hay mucho de azar, dadas las tremendas vulnerabilidades de la economía mexicana.

		Al sector obrero le gusta el pacto, porque la concertación le permite influir en la política económica. A los empresarios les causa preocupación y los pone nerviosos, porque les quita libertad. Se cuestionan las perspectivas del pacto; se preguntan si siempre se les van a vigilar los costos, los precios y las utilidades. Ellos sienten, y con razón, que una economía concertada no es una economía de mercado libre, que es lo que ellos postulan y ambicionan.

		El presidente del Consejo Coordinador Empresarial, Agustín Legorreta, pronunció un discurso en la Universidad Anáhuac, el 18 de mayo, en donde cometió un grave error. Tuvo la debilidad, de señalar que el pacto había sido promovido y concertado por los empresarios.

		Esta versión absurda le valió de inmediato las críticas de diversos grupos de la sociedad, entre los que se distinguen quienes por origen o ideología de por sí abominan a los empresarios. El sector obrero también se molestó y, dentro del gobierno, su afirmación también causó malestar. La consecuencia fue que los otros empresarios inmediatamente le reclamaron su impertinencia, que sin duda los debilitó.

		En lo personal, Legorreta me mandó ofrecer disculpas; tan apenado estaba por lo ocurrido, que incluso me mandó preguntar si podía asistir al proceso de concertación del pacto.

		Este incidente cobró peso en la medida en que vulneró enormemente la posición de los empresarios, que en esta tercera ronda de negociaciones se mostraron muy suaves. De manera que el incidente Legorreta ayudó a amarrar el pacto.

		Cuando vinieron a verme varios empresarios para decirme que Legorreta no había dicho lo que la prensa decía que había dicho, yo les contesté que si no lo había dicho, lo pensaba. Esto es cierto, porque los empresarios están decididos a cambiar el país y creen que lo pueden hacer.

		Baste ver el discurso que pronunció Eduardo García Suárez el 24 de mayo, durante su toma de posesión como presidente de la Canaco, para saber cómo piensan. En este discurso exhibe con claridad el rencor que le tienen al gobierno, a la Revolución, y lo decididos que están a dar la lucha para evitar que lleguen gobiernos que ellos consideran socializantes.

		Otro ejemplo claro de esta perspectiva está en una publicación hecha por la Coparmex en noviembre de 1987, en la que se habla sobre modernización. En ella, los empresarios exponen su filosofía con toda candidez y franqueza. Todavía, por ejemplo, critican los cambios constitucionales que realicé a principios de mi mandato. Están convencidos de que sigo una línea maquiavélica que llevará a México a la socialdemocracia.

		Durante la firma de esta nueva etapa del pacto expuse la conveniencia de utilizar la concertación para llevar adelante tareas distintas del combate contra la inflación. Creo que es una metodología que se puede aplicar a muchas acciones de tipo económico. Hay que convencer a la gente de ello.

		Hasta ahora no se ha dado una concertación plena, ya que la que se realiza para el pacto es relativa. En ella no hay un libre juego de ideas, ni siquiera un verdadero diálogo. Sólo al final, para aparecer en la televisión, nos reunimos los participantes.

		De hecho, el gobierno presenta una propuesta que, en primera instancia, conoce Fidel Velázquez. Una vez negociada con él, se le presenta a los empresarios. Lo que se da es un proceso de negociación por separado, que permite a los representantes del gobierno afinar las cosas hasta llegar a una situación aceptable para todas las partes.

		Este proceso está lejos de ser una concertación auténtica. Sin embargo, tanto obreros como empresarios la encuentran positiva. Los campos en los que podría funcionar la concertación son muchos; puede mencionarse la posibilidad de crear un plan industrial, un plan de productividad, o la de coordinar inversiones complementarias.

		Es interesante ver que la concertación ya está empezando a penetrar en los estados. Ahí se logran ciertos acuerdos. Algunos gobernadores sí actúan y, al reunir a los diferentes grupos, crean un ambiente positivo. No obstante, siempre están atentos al proceso de concertación nacional.

		A la fecha se ha logrado un importante abatimiento de la inflación y del desequilibrio financiero del sector público. Para asegurar la consolidación y permanencia de estos logros, lo básico es abatir el déficit público. Hay que hacer otras cosas también, pero, sin el abatimiento del déficit público, nada resultaría.

		Tenemos que avanzar en la renegociación de la deuda, aunque en ese terreno soy poco optimista, ya que no veo un ambiente propicio para que se logren grandes cosas. No veo cómo se pudieran dar avances que representaron concesiones significativas para los deudores, sin que ello condujera a una severa retracción del financiamiento privado. El hecho es que no existe un esquema de financiamiento alternativo. Si no se paga una deuda, pierde el banco y pierden los fiscos.

		A la fecha ya ha habido un retraimiento tremendo del financiamiento privado. Por ello, aunque sea monstruoso que haya transferencia neta de recursos al exterior, tenemos que seguir pagando. Nuestra meta es renegociar hasta lograr un refinanciamiento neto, aunque sea moderado.

		Las pruebas que tendrá que vivir el pacto antes de probar su éxito definitivo son severas. Incluyen el ajuste a los precios de garantía, la corrección del rezago de los precios y tarifas oficiales, el paso de la desinflación a la reactivación económica y el sostenimiento de la expansión de las exportaciones. Si movemos los precios de garantía en una proporción mayor, se afectarán todos los precios derivados.

		Por otro lado, es cierto que se están rezagando los precios y tarifas del sector público y que esto es grave al conjuntarse con la caída del precio del petróleo y la caída de ventas de servicios del Estado en una etapa de recesión. Ello nos obliga a cortar cada vez más el presupuesto, y cada recorte en este terreno es ya muy doloroso. A corto plazo, el punto más delicado son los precios de garantía.

		La apertura comercial ha servido para combatir la inflación en algunos aspectos. Ha sido importante en sectores como el del vestido, el calzado o el papel. No ha dado pie a una importación de lujo excesiva; más bien ha propiciado la importación de prendas de muy mala calidad, causando malestar entre los compradores.

		Nuestro indicador más importante, la inflación, sigue bajando. Hasta ahora hemos logrado que el pacto funcione bien.

		

	
		

		Julio de 1988

		

	
		

		Elecciones del 6 de julio

		

		ENTRE LOS PREPARATIVOS PARA LAS ELECCIONES destaca la reunión que tuve con el grupo de seguridad, compuesto por los titulares de las secretarías de Gobernación, de la Defensa Nacional, de Marina, las dos procuradurías y el Departamento del Distrito Federal. En ella, les di instrucciones para que el día de las elecciones salvaguardaran el orden, mantuvieran prudencia en el uso de la fuerza pública y, sobre todo, que no utilizaran fuerza militar sin una autorización expresa de mi parte. Les pedí también que me mantuvieran informado de manera constante.

		El día de las elecciones estuve acuartelado. Como a las 10 de la mañana fui a votar en compañía de mi familia y después regresé a mi oficina. Ahí estuve recibiendo los partes de los miembros del grupo de seguridad.

		También me mantuve en contacto con los gobernadores, para saber cómo se estaba desarrollando el proceso en los distintos estados. Recibí información de que sólo hubo incidentes menores, escaramuzas, pero no lo que podría llamarse auténtica violencia. A guisa de ejemplos, cabe mencionar que en Ciudad Juárez hubo un enfrentamiento entre 70 priistas y panistas, quienes fueron dispersados. En León, Guanajuato, a las 9:17 de la mañana se presentaron los representantes del PAN en una casilla y señalaron que querían abrir las urnas, porque estaban seguros de que se encontraban llenas. A las 11 de la mañana, esas mismas personas trataron de quemar las urnas y fueron dispersadas por la policía, la cual consignó a dos de ellas, mismas que fueron liberadas ese mismo día.

		Como a las cinco y media o seis de la tarde, Manuel Bartlett me habló por teléfono y me dijo: “Estoy enterado de que se reunieron Clouthier, Cárdenas y Rosario Ibarra, con el fin de declarar que hubo un fraude generalizado en las elecciones. Ya me pidieron cita y los voy a recibir a las siete y media de la noche. Pienso decirles que considero su actuación como una gran irresponsabilidad, pues es increíble que aun antes de que cierren las casillas, ellos hablen de fraude”.

		Un par de horas después llegó Francisco Rojas, de manera espontánea, para acompañarme. Por mi parte, mandé llamar a Miguel González Avelar y a Sergio García Ramírez. Estuve platicando con ellos y esperando a que se dieran los resultados preliminares de las elecciones que, como se había anunciado, todos esperábamos para las 11 de la noche.

		Como a las diez y media le hablé a Manuel Bartlett y le pregunté, ahora veo que con toda ingenuidad, si ya había información. Califico de ingenua mi actitud, como la de todos los que creíamos —y me parece que fuimos la mayoría de los interesados— que habría información hacia las 11 de la noche, pues posteriormente he tenido conocimiento de que si bien las casillas cerraron a las seis o siete de la noche, en promedio no concluyeron sus actas sino hasta la una o dos de la mañana.

		Así que fue un acto de candidez creer que la ciudadanía está lo suficientemente capacitada para poder realizar el recuento y llenar las actas, así como transportarlas a los puntos de acopio, en sólo un par de horas.

		Este error de cálculo nos ha costado mucho, pues como todo el mundo esperaba información, Gobernación tuvo a bien decir que se había caído el sistema de cómputo, lo que hizo que aumentara enormemente la suspicacia de quienes de por sí consideraban que habría fraude.

		A las diez y media de la noche la información que me dio Bartlett me resultó escalofriante. Me dijo: “Lo que tengo es poco, pero señala que el Valle de México viene en contra y fuerte. No tengo datos suficientes, y no quiero dar a conocer los que tengo hasta que la información sea más representativa”.

		Sentí que me caía un cubetazo de agua helada. Me surgieron temores de que los resultados fueran similares en todo el país, esto es, que el PRI perdiera la elección presidencial.

		Más tarde establecí contacto con Jorge de la Vega y le pregunté:

		—¿Cómo andamos en cifras?

		—No tengo —me respondió.

		—¿Cómo, Gobernación no te ha informado?

		—No, y el sistema de cómputo del PRI no sirve.

		Entonces le expliqué lo que me había dicho Bartlett, y escuché su sorpresa. Le pregunté qué pensaba al respecto, y me contestó:

		—Hay que proclamar el triunfo del PRI: es una tradición que no podemos romper sin causar gran alarma en la ciudadanía. Es seguro, con base en las conversaciones que he tenido con los gobernadores, que la votación nacional le dará el triunfo a Salinas; pero si no lo declaramos ahora, después será imposible convencer a la ciudadanía de su victoria.

		—¿Y el candidato? —pregunté.

		—Espera información. Todavía no quiere proclamar su triunfo ante el auditorio y las cámaras de televisión que lo esperan.

		Hablé entonces a la oficina de Carlos Salinas para preguntarle lo que pensaba hacer. Salinas se encontraba encerrado con Manuel Camacho, haciendo con ello evidente la distancia y la tensión en su relación con el presidente del partido. Me contestó que no tenía información y que, por tanto, pensaba esperar.

		Pasado un tiempo, hablé de nuevo con Jorge de la Vega, quien me insistió en que si esa misma noche Salinas no declaraba su triunfo, al día siguiente no habría forma de componer las cosas. Además, existía información de que Cárdenas y Clouthier pensaban proclamar sus respectivos triunfos.

		De nuevo hablé con Salinas, quien me dijo que si no había cifras no haría declaraciones públicas.

		Me comuniqué entonces con Bartlett y le comenté lo que opinaba el candidato. En principio le dio la razón, pues no había cifras y las que existían eran muy negativas, pero cuando le expliqué el punto de vista de De la Vega, se manifestó de acuerdo. Reconoció que era necesario que Salinas se proclamara triunfador.

		Para esto, todos teníamos los nervios de punta. Yo me preguntaba qué iba a pasar si no declarábamos nada, sobre todo porque los partidos de oposición ya habían hecho pública su acusación de fraude. Me imaginé encabezados de periódico aterradores, que dijeran algo así como: “Cárdenas proclama su triunfo y el PRI calla”.

		Entonces decidí que era necesario dar la tan esperada noticia. Sabía que había grandes riesgos. Uno de ellos era que los miembros de los partidos de oposición se retiraran de la Comisión Federal Electoral, irritados porque el PRI, sin cifras oficiales, proclamara su triunfo. No obstante, y a pesar de ello, concluí que si no actuábamos, existía el riesgo de que al día siguiente cundiera un peligroso desconcierto general entre la ciudadanía. Esto podría convertirse en pánico si los otros candidatos se declaraban triunfadores.

		Además, no había más que de dos sopas: habíamos ganado o habíamos perdido. En este último caso, ya lo de menos sería una declaración anticipada. Con estas ideas en mente, le hablé de nuevo a Salinas. Le pregunté si pensaba anunciar su triunfo.

		“Señor Presidente, ¿cómo salgo así?”, me contestó. Le respondí que si él no quería salir, Jorge de la Vega podía declarar su triunfo, como de hecho ocurrió.

		Yo creo que Manuel Camacho negoció con los partidos de oposición que Salinas se declararía vencedor en el momento de contar con cifras oficiales. Todos deseábamos evitar lo ocurrido en elecciones anteriores, cuando se daban resultados de zonas más o menos amplias con base en las proyecciones sobre la tendencia histórica de la votación. Sin embargo, en esta coyuntura tampoco podíamos paralizarnos frente a la actividad de la oposición. De cualquier forma, la acción se justificaba, porque la declaración sería del partido, que en todo momento debía mantener una actitud combativa.

		El 7 de julio tuve conocimiento de cómo estaba la votación en el Valle de México. Sentí horror al enterarme del tamaño de la debacle priista en el área. Hablé con Bartlett, quien me dio información que ayudó a tranquilizarme, aunque no demasiado.

		Hablé entonces con Salinas y le pregunté lo que pensaba hacer. Le reiteré que podía cundir el desconcierto entre la opinión pública, por lo que de nuevo le recomendé que él personalmente se proclamara vencedor. Me dijo que estaba de acuerdo, que ya estaba preparando su discurso en ese sentido; ya no estaba tan dubitativo.

		Durante ese día y los siguientes, Bartlett fue proporcionando, según acordamos, información que diera una perspectiva más nacional y, por tanto, una visión de ascenso del PRI.

		El vuelco electoral fue para nosotros como un terremoto político. Como en toda emergencia, tuvimos que actuar para ir salvando los cortos plazos. No era un momento para grandes meditaciones, requeríamos agilidad de respuesta para consolidar el triunfo del PRI.

		Los responsables administrativo y político del Distrito Federal, Ramón Aguirre y Guillermo Jiménez Morales, no me buscaron en los días siguientes a la elección para darme una explicación de lo que había ocurrido. Su desconcierto debió haber sido total, ya que unos días antes de la elección Ramón Aguirre me comentó que el trabajo político que se estaba realizando en el Distrito Federal era tan bueno que había posibilidades de que ganáramos los 40 distritos del área. Fidel Velázquez me dijo lo mismo. Guillermo Jiménez Morales pronosticó que no perderíamos más de siete u ocho distritos.

		Las diferencias entre Ramón Aguirre y Jiménez Morales eran muy profundas, de hecho existió una gran fricción entre ellos. Ramón Aguirre no quería que Jiménez Morales siguiera como presidente del partido en el Distrito Federal cuando se anunció que éste sería candidato a diputado. Le parecía que ambas posiciones eran incompatibles. Así, Ramón Aguirre reestructuró el CEN del Distrito Federal y metió a seis personas.

		La desavenencia entre Aguirre y Jiménez Morales era de tal magnitud que consideré necesario informársela a Jorge de la Vega y a Carlos Salinas, quienes los llamaron y, aparentemente, los metieron al orden.

		Pero volviendo a los resultados electorales, el único que tenía conciencia de lo mal que estaba el Distrito Federal era Carlos Salinas, quien había mandado hacer encuestas. Mi explicación sobre la pérdida de la capital se limita a considerar que existe una gran irritación en la Ciudad de México por la situación económica que atravesamos, la cual se ve acrecentada por otros factores, como la insuficiencia de servicios públicos, la politización creciente y la voluntad de protesta social.

		En los otros territorios en que ganó Cárdenas, caben las siguientes apreciaciones. En el estado de Michoacán, yo creo que se votó a favor de Cárdenas por razones emotivas, al igual que en Morelos, donde, según me explicó el gobernador Riva Palacio, los campesinos no pueden moralmente votar contra el hijo de Lázaro Cárdenas. Según Riva Palacio, algunos campesinos creían estar votando por el mismísimo Lázaro Cárdenas. En estos dos estados cobra particular sentido el mote que Porfirio Muñoz Ledo le puso a Cuauhtémoc Cárdenas: “El Mito Encarnado”.

		En el Estado de México se dio el fenómeno de la gran urbe: malestar por las insuficiencias en las zonas conurbadas y una clase media y media alta que votó por Cárdenas para lavar su conciencia. Lo hizo sintiendo que con ello nos daba un golpe más fuerte, y donde más nos podía doler.

		La explicación de que los estados del norte favorecieran a Salinas sobre Clouthier se encuentra en que ésa es la región más moderna del país y, también, en que allí la crisis no fue tan fuerte. Las maquiladoras y la permanencia de la actividad industrial suavizaron su malestar.

		También es de considerarse que Clouthier no fue el candidato que ellos hubieran querido. En general, el que por fin haya aparecido, después de seis años de crisis, la posibilidad de protestar por la vía de la izquierda, explica que el PAN no haya podido mejorar su votación respecto a las elecciones de 1982.

		No deja de sorprenderme que, cuando inicié mi gobierno, la derecha estaba crecida, en tanto que la izquierda estaba muy debilitada y, ahora que terminó, la relación se ha invertido. La inflexión se dio con el surgimiento de Cárdenas. Tal vez haya influido en ello la pirámide demográfica: ahora tenemos más jóvenes entre 18 y 25 años que, muy probablemente, votaron contra el gobierno, pues es natural que cuando los jóvenes conocen el mundo no les guste y traten de cambiarlo.

		El peligro más inmediato después de la elección es la pérdida de la estabilidad social. Cuauhtémoc Cárdenas y Manuel Clouthier están organizando la gran agitación, y ello nos tiene a un tris del rompimiento de la paz social. Bastaría un incidente desafortunado para concluir con muertos.

		Un ejemplo del peligro en que nos encontramos es que, con motivo de la manifestación que Cuauhtémoc Cárdenas y el Frente Democrático Nacional organizaron el sábado 16 de julio en el Zócalo, el general Bermúdez, jefe del Estado Mayor, me informó que tenía conocimiento de que había grupos que se proponían tomar Palacio Nacional, y me pidió autorización para apostar soldados frente a él. Tuve que decirle que de ninguna manera lo hiciera, pues la presencia de los soldados, por sí misma, resultaría provocadora. Le di instrucciones de que mantuviera a las Fuerzas Armadas dentro de Palacio Nacional y de que, si los manifestantes llegaban a entrar, me avisara.

		Por su parte, Ramón Aguirre ubicó en sótanos, a tres cuadras del Zócalo, refuerzos de granaderos, tanquetas y policía preventiva. Realmente temimos que se desatara la violencia.

		Después de las elecciones, me reuní con el grupo de seguridad y le dije: “Ganamos las elecciones, y voy a defender el triunfo. Voy a actuar con prudencia, pero con firmeza. Les pido a ustedes que hagan lo mismo”.

		Existe la posibilidad de que los grupos radicales que componen el cardenismo se salgan del control de sus líderes. Esto lo sabemos, porque el mismo Muñoz Ledo se lo dijo a Jorge Carrillo Olea, el subsecretario de Gobernación encargado de seguridad. Cárdenas jaló a los grupos de marginados urbanos. Su táctica, hábil pero irresponsable, fue pepenar inconformidades y agitadores.

		Hay quienes creen que el fin justifica los medios y están dispuestos a provocar la violencia. Una de sus tácticas consiste en fabricar mártires que den banderas a su movimiento. Por ejemplo, en el caso de Francisco Xavier Ovando, amigo y colaborador de Cuauhtémoc Cárdenas, éste y Porfirio Muñoz Ledo reconocen como muy improbable que haya sido el gobierno el que lo asesinó y, sin embargo, lo utilizan como bandera y elemento de presión.

		El gobierno no puede denunciar la agitación que se ampara en el cardenismo, aunque ello le permitiría desprestigiarlos, porque tal conocimiento causaría pánico entre los dueños del capital y podría provocar la ruina de la economía. Por ello, mi estrategia consiste en desmontar gradualmente su actividad. Por su parte, Carlos Salinas realiza una intermediación informal con dicho grupo por conducto de Manuel Camacho.

		Cabe comentar que cuando Porfirio Muñoz Ledo estableció contacto con Jorge Carrillo Olea, también le comentó que había tratado de negociar con el PAN para que este partido reconociera la victoria de Cárdenas, a cambio de lo cual el FDN reconocería una mayoría panista en el Congreso…

		Todo lo que está ocurriendo nos va a obligar a replantear a fondo la vida política. En la Cámara de Diputados, la representación es casi perfectamente proporcional al total de la votación. Esto es, la mitad del PRI, una tercera parte del FDN y un porcentaje menor del PAN. Ello le va a dar un gran foro a la oposición. Dibuja un mapa político más real, lo que es bueno, aunque más difícil de manejar. La elección demuestra que el poder no sólo se ha fragmentado, sino también se ha regionalizado.

		El PRI se tendrá que reformar, pero no debe hacerlo de golpe, pues podría perder a sus viejas clientelas antes de ganar nuevas. Habrá que actuar de manera gradual. Tendremos que luchar municipio por municipio, entendiendo que, para fines electorales, lo que más funciona dentro del partido es la vertiente territorial, pero para apoyar al gobierno constituido lo significativo es el área sectorial.

		Cuauhtémoc Cárdenas irá tan lejos como sienta que puede hacerlo. Lo hará hasta donde le sea posible dentro de la ley y el orden. No creo que aspire a la Presidencia de la República, pero sí a permanecer como un gran líder de la política nacional.

		Cárdenas va a tratar de apropiarse de alguno de los partidos políticos que lo apoyan. Éstos son negocios, formas de vida, por lo que será difícil que quienes los controlan cedan. El Partido Popular Socialista y el Partido Mexicano Socialista sólo apoyarán a Cárdenas si éste acepta sus plataformas ideológicas, que en todo caso son excluyentes. El antiguo PST, ahora Partido del Frente Cardenista de Reconstrucción Nacional, difícilmente va a ser cedido por su presidente, Rafael Aguilar Talamantes. Por tanto, el partido más vulnerable es el PARM. Temo que Cárdenas lo pueda comprar con dinero contante y sonante.

		Una vez que se haya apropiado de un partido o, en su caso, creado uno, lo que le sería más complicado, buscará mantener el Frente Democrático Nacional, esto es, la unidad de los partidos que ahora lo apoyaron. Lo logrará mientras le sirva para obtener mayores triunfos.

		La respuesta de Clouthier es un tanto impredecible. Parece clara su vocación al martirio, su deseo de trascender a cualquier costa. Clouthier quiere que lo maten. Ello satisfaría la imagen que tiene de sí mismo. Lo que nosotros tenemos que asegurar es que esto no ocurra.

		A mí me toca cuidar todo lo que pase entre ahora y el primero de diciembre. Se trata de varias etapas. Durante el próximo mes y hasta el 15 de agosto, lo principal será impedir que haya violencia. Por ello, mi postura frente a las manifestaciones públicas que puedan hacer los panistas o los cardenistas consiste en tolerarlas y aun cuidarlas, para evitar el rompimiento del orden público.

		Por otro lado, la Comisión Federal Electoral dará las constancias de mayoría, lo que sin duda provocará discusiones eternas entre los partidos políticos, con frecuencia en un tono ríspido que fácilmente cae en el insulto.

		La línea que he dado a la comisión es que limite los recuentos de votos al mínimo posible. No sé si existan elementos suficientes para comprobar algunos fraudes, pero ya no quiero sorpresas. Además, a estas alturas, nada de lo que hagamos nos quitará el sambenito del fraude, por lo que el recuento de votos no nos ofrece ningún beneficio.

		Ante el Tribunal de lo Contencioso Electoral se han presentado muchas impugnaciones que no tienen fundamento y se apoyan exclusivamente en testimonios personales. De cualquier forma, ahí el tono de la discusión será muy distinto, pues sólo participan los jueces que manejan los asuntos.

		Después vendrán los colegios electorales, que serán verdaderamente tormentosos. Habrá discusiones agresivas y aun groseras. Mi responsabilidad será ver que caminen, a pesar de los arrebatos coléricos de sus participantes.

		Temo que el primero de septiembre, durante mi Sexto Informe de Gobierno, haya algún sainete. Debo prepararme por si hay gritos, escándalos o por si las oposiciones abandonan el recinto mientras estoy hablando. Luego vendrá la calificación de la elección presidencial, que tendrá lugar entre el 1 y el 15 de septiembre, y que seguramente también será violenta.

		De septiembre a noviembre voy a tener que torear al nuevo Congreso, lo que no será fácil. Para entretenerlos, voy a tener que mandar un paquete legislativo abundante, que todavía no he diseñado. En noviembre, además, voy a tener que enfrentar a la flamante Asamblea de Representantes del Distrito Federal. Supongo que ellos también se pondrán flamencos.

		Es claro que no voy a tener un minuto de reposo o tranquilidad hasta que concluya mi mandato. Sólo después de la ceremonia de transmisión de poder podré aflojar el cuerpo, pues no deja de causarme malestar la posibilidad de que un incidente haga deslucir la ocasión. Finalmente, tanto Salinas como yo debemos reforzar nuestras medidas de seguridad personal. Vivimos tiempos peligrosos.

		

	
		

		Descrédito postelectoral

		

		El resultado de las elecciones del 6 de julio quedó, para grandes sectores de la población, en entredicho. Ello se debió a que la oposición no cejó de afirmar, antes y después de las elecciones, que se preparaban o habían realizado fraudes masivos que invalidaban el triunfo de los candidatos priistas, incluyendo el presidencial.

		Tres factores nutrieron la credibilidad de la oposición. En primer término, el tardío, pero rápido ascenso de la popularidad de Cárdenas en el Valle de México. En segundo, la ausencia de cifras que sustentaran las declaraciones de triunfo del PRI. Y, por último, la lentitud con que se dieron a conocer las cifras oficiales.

		La popularidad de Cárdenas en el Valle de México creció de manera sorprendente en el último mes y medio previos a la elección. Su visita a la Ciudad Universitaria en los primeros días de julio, como lo atestiguaron editoriales y encuestas publicadas en el diario La Jornada, demuestra su éxito en el medio académico-liberal. Sus miembros se fueron convenciendo de que el PRI estaba atrapado por los sectores más tradicionales del partido.

		Esta percepción resulta paradójica, pues en realidad fue Cárdenas, y no Salinas, quien arrancó su campaña proponiendo mayor solidaridad con el sindicalismo y las organizaciones campesinas, y sólo la falta de apoyo de éstas lo llevó a desarrollar una política dirigida a los individuos.

		El hecho es que permeó más la forma que el fondo. Esto es, que mientras las propuestas reales de cambio las sustentó Salinas —quien propuso la modernización de la relación entre el Estado y la sociedad, así como la consolidación de una economía orientada al futuro—, los grupos medios urbanos identificaron el cambio con Cárdenas, quien no logró articular ninguna propuesta concreta, pero desarrolló su campaña fuera de los medios tradicionales.

		Una muy buena parte de su éxito derivó de su franco enfrentamiento con el PRI y el gobierno. Ello se reflejó en la prensa capitalina, que lo difundió a todo el ámbito nacional, comprobando que el Valle de México sigue siendo una gran caja de resonancia.

		La declaratoria de triunfo del PRI, sin datos sólidos, dio pie a un gran malestar. No creo, ni aun viendo los resultados, que hubiera sido conveniente posponer este pronunciamiento. Necesitábamos darlo por sentado el día 7, ante el peligro de que cundiera la convicción de que Cuauhtémoc había ganado en todo el país y no sólo en ciertas regiones.

		La falla estuvo en que se declaró el triunfo del PRI sin ninguna base en cifras. Otro hubiera sido el resultado si el PRI hubiera sido capaz de decir que, con base en un muestreo de 30% de las casillas, concluía que Salinas había obtenido más de 50% de los votos. El problema fue que el PRI se confió plenamente en Gobernación y no armó su propio aparato de captura de datos.

		Otra falla objetiva del PRI fue su desatención a la acción electoral. Baste señalar que en el Distrito Federal hubo 1 700 casillas sin representantes del PRI. Esto fue totalmente injustificado.

		Finalmente, hay que reconocer que, ante su derrota en el Distrito Federal, Morelos y Michoacán, el PRI se quedó sorprendido e inmovilizado. No fue capaz de dar una respuesta rápida, lo que permitió a sus opositores armar una maniobra inteligente para denunciar el supuesto fraude.

		Estas fallas provinieron de la falta de entendimiento entre Carlos Salinas de Gortari y el CEN del PRI. La tensión en las relaciones entre Carlos Salinas y Jorge de la Vega resulta de su falta de empatía.

		Cabe mencionar que, desde el inicio de su campaña, Salinas me pidió que nombrara a Camacho presidente del partido. En esa ocasión le dije que no lo juzgaba conveniente para la estructura del partido. Añadí que sería pagarle mal a un partido que había recibido bien su candidatura. Insistí en que el CEN del PRI se había preparado para realizar la campaña y que no sería conveniente dejarlos fuera.

		También debo reconocer que, ya avanzada la campaña, Jorge de la Vega vino a verme para decirme que existía el rumor de que Camacho sería nombrado secretario general del partido. Me dijo que, en tal caso, él ofrecía su renuncia, pues dicho nombramiento a favor de Camacho, quien tenía fama de ser la persona más cercana a Salinas, haría que él perdiera todo ascendiente dentro del PRI.

		Yo le di la razón y hablé con Salinas, a quien le dije que yo consideraba inoportuno que a mitad de la campaña se diera un cambio en la dirigencia del partido, pues ello mandaría una señal muy inquietante a la mayoría de los cuadros del partido. Salinas aceptó mi punto de vista.

		Sabemos que el día de la elección, mientras Salinas se encontraba encerrado en su oficina con Camacho y creo que con alguna otra persona, el CEN del PRI se mantenía a la expectativa. De la Vega iba y venía, pero no tenía, ni podía transmitir a sus compañeros, un sentido de participación. Esta falta de identificación de Salinas y su grupo con el partido resultó muy negativa. La capacidad de amalgamar es la capacidad de mando.

		En mi opinión, ante circunstancias como las vividas por el PRI la noche del 6 de julio, lo que se requería era reunir a todos los dirigentes priistas, hacerlos sentirse cercanos, interrogarlos, escuchar sus opiniones y, en presencia de todos, tomar decisiones conjuntas entre el equipo de Salinas y el equipo del partido.

		Estas diferencias trascendieron entre los dirigentes de los tres sectores y entre los gobernadores, quienes no se entendieron ni lograron un acercamiento con la gente que acompañó a Salinas durante su campaña. Ellos hacen un claro distingo entre Salinas y su gente, manifestando simpatía por Salinas. La honestidad de sus expresiones es difícil de conocer, lo que abre la posibilidad de que, si las cosas no se desarrollan en forma que los satisfaga, se pueden ir enfriando con Salinas. Dudo que se le retiren, pero es posible que se enfríen. Habrá que ver cómo se desarrollan las cosas.

		Esta situación me hace cuestionar si fue o no un error el que yo hubiese impedido que, como me lo solicitaba Salinas, Manuel Camacho dirigiera el partido desde mayo. Aún ahora, creo que eso no era conveniente, pues la presencia de Camacho hubiese lesionado mucho a diversos grupos internos del partido, en un momento en que la escisión de Cárdenas y Muñoz Ledo creaba la posibilidad de que otros priistas se fueran con ellos. Temí entonces, y lo creo ahora, que la conmoción del cambio hubiera conducido a resultados peores de los que recogimos.

		El tercer factor que ayudó a que la oposición ganara credibilidad y la perdieran el PRI y el gobierno fue la lentitud con la que se dieron a conocer las cifras oficiales. Inicialmente fue una estrategia deliberada de la Comisión Federal Electoral, pues los primeros resultados, los de la Ciudad de México, eran claramente contrarios al PRI. Organizamos cocteles informativos ponderados, a fin de dar a conocer información que se acercara más a nuestra expectativa en el ámbito nacional.

		Después de la primera etapa, la lentitud ya no fue deliberada; no era posible acelerar la producción de información, ni creo que en un futuro pueda variar mucho, dado el factor humano.

		De cualquier forma, la lentitud de la información acrecentó la incredulidad en la honestidad del proceso electoral. No obstante, logramos impedir que se afianzara la idea de un triunfo de Cuauhtémoc Cárdenas en la elección presidencial en todo el país, que luego hubiera sido imposible acotar a su verdadera medida.

		Además de lentitud en la información, hubo un manejo sumamente torpe de la comunicación social. Resulta absolutamente increíble que hayamos dejado las acusaciones de fraude de la oposición sin contestaciones inmediatas, directas y frontales. Es claro que faltó la estrategia necesaria para dar respuesta a sus ataques, los cuales se iniciaron de manera concertada desde el mismo 6 de julio.

		En dicha ocasión, y en los días subsecuentes, los candidatos a la Presidencia de la República de los partidos de oposición declararon de manera conjunta, y por separado, que había existido fraude masivo en las elecciones, y que la Comisión Federal Electoral no daba las cifras porque las estaba “maquillando”. Ello hizo evidente que la oposición tuvo mayor capacidad para capitalizar y manipular los errores del gobierno de la que tuvimos nosotros, que dejamos pasar inadvertidos ante la opinión pública los errores de nuestros contrincantes.

		

	
		

		Radicalización del ambiente político

		

		El 13 de julio, la Comisión Federal Electoral dio a conocer los resultados oficiales de los comicios federales, con base en la información entregada por los 300 comités distritales del país. Anunció que de una votación efectiva de 19.1 millones de sufragios —lo cual arrojaba un abstencionismo de 48%—, a Carlos Salinas de Gortari, del PRI, le correspondía 50.36%, a Cuauhtémoc Cárdenas, del FDN, 31.12% y al aspirante presidencial del PAN, Manuel J. Clouthier, 17.07 por ciento.

		Los candidatos del PDM y del PRT habían obtenido, respectivamente, 1.03 y 0.42%, lo que significaba que sus partidos perdían el registro oficial.

		Para analizar los comicios del 6 de julio, revisar los resultados de cada uno de los 300 distritos electorales en que se divide el país y entregar las constancias de mayoría a los presuntos diputados ganadores, la Comisión Federal Electoral inició sus trabajos el 21 de julio. Debía concluir su tarea antes del 15 de agosto, pues en esa fecha se tenía que integrar el Colegio Electoral de la Cámara de Diputados con los representantes que hubieran obtenido su constancia de mayoría, a fin de dar el dictamen final sobre su propia elección en la segunda quincena de agosto.

		A su vez, cuando este Colegio Electoral hubiera calificado como válidas sus elecciones, y se hubiera integrado como LIV Legislatura, podía proceder a la calificación de la elección presidencial y a la declaración de Presidente electo.

		Al tiempo que sesionaba la Comisión Federal Electoral, tuvieron lugar los trabajos del flamante Tribunal de lo Contencioso Electoral. Este órgano analizó, entre el 13 de julio y el 10 de agosto, las quejas de los partidos políticos por supuestas desviaciones de la ley durante las elecciones para Presidente, diputados, senadores y representantes de la Asamblea del Distrito Federal. El TCE debía decidir si las quejas presentadas ameritaban la nulidad de la elección de un distrito o de la votación de una o varias casillas, y notificar su resolución a los organismos electorales competentes.

		Otro foro, en estos días, fue la calle. Los panistas, pero sobre todo los cardenistas, radicalizaron el ambiente con movilizaciones populares en las que se hacían declaraciones temerarias, pues de hecho el mayor riesgo consistía en que grupos de “acelerados” desbordaran a sus dirigentes. Los cardenistas, cuyas huestes están formadas por una mezcla muy heterogénea de marginados y radicales, presentaron una tendencia creciente a la violencia. Los panistas, en cambio, se fueron desinflando al ver que su candidato había quedado en tercer lugar.

		Ante los problemas que esto podía suscitar puse en estado de alerta general a las fuerzas públicas, de manera que estuvieran preparadas e, incluso, acuarteladas por si fuera necesario. Di como lineamiento la tolerancia. Di instrucciones para que jamás iniciaran ellas la agresión; señalé que se mandara a las manifestaciones a policías no armados. Pedí, por encima de todo, prudencia. A diario recibí informes y a diario insistí en que se “cuidaran” las manifestaciones públicas, evitando a toda costa un “mártir”. Sabía que el solo paso del tiempo jugaba a nuestro favor.

		Todos estos foros se convirtieron en arenas para la controversia, y lo que en ellos pasaba fue, a su vez, muy comentado por la sociedad. El tono varió, pero en todos hubo pasión. El país entero estaba sorprendido y conmovido por los resultados de las elecciones, y en todos los foros, incluyendo de manera significativa las movilizaciones y mítines populares, la oposición siguió afianzando la idea de que se había producido un gran fraude electoral.

		En la Comisión Federal Electoral, el PRI quedó a la defensiva, pues la oposición habilidosamente se unió para atacarlo. Por desgracia, la bancada del PRI no fue muy fuerte. Patricio Chirinos, que llevaba la batuta con la representación de Carlos Salinas de Gortari, hizo un papel bastante gris. José Córdoba y él fueron los enlaces de Salinas con Bartlett.

		

	
		

		Agosto de 1988

		

	
		

		Calificación de las elecciones

		

		LA COMISIÓN FEDERAL ELECTORAL CONCLUYÓ SUS TRABAJOS a mediados de agosto. Para entonces, había dado información desglosada de lo ocurrido en 30 000 casillas y dejado pendiente el desglose de la información de otras 25 000, de las que sólo se dieron resultados agregados por distrito. Ello propició que el Frente Democrático Nacional argumentara, desde el 29 de julio, que se ocultaba esa información, pues en dichas casillas el PRI había cometido fraude.

		Esta crítica carece de sustento, pues los partidos de oposición recibieron una copia firmada de las actas de todas las casillas en las que estuvieron presentes. Además, en los cómputos distritales volvieron a tener acceso a las actas originales de todas las casillas. De manera que no tenían argumentos para invitar a dudar del triunfo de Salinas.

		Sin embargo, la falta de una respuesta inmediata, clara, amplia y satisfactoria por parte de la Comisión Federal Electoral dañó enormemente nuestra credibilidad. A mí me resultó verdaderamente enervante que, a pesar de mis solicitudes, Bartlett no aclarara el asunto en una conferencia de prensa. Tardó un mes en hacerlo. No fue sino hasta el 26 de agosto cuando dio una entrevista a Zabludovsky en el canal 2 de televisión.

		Allí, Bartlett aclaró que la Comisión Federal Electoral había dado a conocer en forma preliminar los resultados de 30 000 de las 55 000 casillas existentes en el país, mientras se reunían en sus respectivos distritos la totalidad de las actas. Cuando esto ocurrió, tres días después de las elecciones, se dejó de dar dicha información, pues los funcionarios de los comités distritales se dedicaron de lleno a analizar y computar las casillas que les correspondían, a fin de llegar al resultado oficial.

		Precisó que los partidos de oposición participaron en los recuentos de las casillas y de los distritos, por lo que su denuncia sólo podía entenderse como un eslogan de desorientación, utilizado con fines políticos.

		De cualquier forma, la actitud de Bartlett nos hizo perder tiempo valiosísimo. Un manejo diferente de la información indiscutiblemente habría hecho más creíbles los resultados de las elecciones. Si no presioné más a Bartlett para que se abriera al público, fue porque lo sentí muy tenso y no quise romper su equilibrio en un momento en que estaba realizando una tarea tan sustantiva como presidir la Comisión Federal Electoral.

		Este órgano concluyó sus labores el 13 de agosto. De los 300 distritos electorales, entregó 287 constancias de mayoría —234 al PRI, 32 al PAN y 21 al FDN— y retuvo las 13 restantes para que las resolviera el Colegio Electoral de la Cámara de Diputados, pues consideró que se podía presumir fundadamente que existían vicios e irregularidades en la elección, en sus respectivos distritos.

		La labor del Tribunal de lo Contencioso Electoral fue muy cuestionada por la oposición y por algunos conocidos juristas, que lo calificaron de parcial y de formalista. Uno de sus miembros, Emilio Krieger, apuntó que mientras dicho tribunal se limitara a estudiar los casos cuya documentación fuera impecable, su función sería muy reducida.

		El tribunal actuó dentro del marco legal establecido para un tribunal de derecho, ante el cual sólo se pueden interponer recursos con las pruebas necesarias. Sin embargo, hay que reconocer que el TCE enriqueció mínimamente el proceso electoral, porque no se le entendió ni aprovechó.

		De hecho, su influencia fue mínima, pues de las 558 quejas sobre las elecciones federales, desechó 500 por ser “notoriamente infundadas” o simplemente infundadas, y declaró “fundados”, o “parcialmente fundados”, 58 recursos de queja relativos a la votación en 366 casillas distribuidas en 56 de los 300 distritos del país. Al aceptar la procedencia de la nulidad en esas casillas, las resoluciones del TCE modificaron la decisión sobre quién había sido el candidato ganador en dos distritos: el XXXIII del Distrito Federal y el VII de Sinaloa, computados originalmente a favor del PRI.

		No obstante, en ningún distrito el TCE resolvió que los organismos electorales competentes retuvieran la constancia de mayoría respectiva, puesto que, según la ley, para anular o repetir la elección de todo un distrito es necesario probar la nulidad de la votación en 20% de sus casillas, lo que, a juicio del tribunal, no llegó a suceder. De cualquier forma, mientras subsista la autocalificación de los legisladores, no pueden imponerse las decisiones del Tribunal de lo Contencioso Electoral.

		El 15 de agosto se instaló el Colegio Electoral de la Cámara de Diputados, luego de un largo y acalorado debate que duró 15 horas y que, según la prensa, se caracterizó por la intolerancia de los presuntos diputados. La actitud tomada por las diversas fuerzas políticas en el Colegio Electoral hizo evidente que existía una estrategia deliberada para manchar el proceso electoral.

		También resultó claro que la oposición deseaba retardar lo más posible la instalación de la Cámara de Diputados, con el fin de erosionar al régimen. Hubiera querido retrasarla al 31 de agosto, o más tarde, de ser posible. Su estrategia fue la del maximalismo, esto es, la de tratar de sacar absolutamente todas las ventajas.

		La estrategia del PRI fue la de integrar el Congreso a la brevedad posible. Esa indicación la di yo, aunque el manejo directo del Colegio Electoral quedó bajo la responsabilidad de Salinas, quien se apoyó para ello esencialmente en Camacho.

		La instalación de las comisiones de mayoría priista en el primer día fue determinante, aunque se logró con la sola votación de los priistas. Era totalmente inaceptable permitir otra cosa. Las comisiones interparlamentarias que se integraron y que no están contempladas en el reglamento interior fueron esencialmente intrascendentes.

		Lo determinante de la negociación fue que la primera comisión del Colegio Electoral —la más importante, formada por 20 miembros y que debía calificar la elección de los presuntos diputados electos por mayoría relativa en los distritos electorales uninominales—, que originalmente se había planteado que estuviera integrada por 8 diputados de oposición y 12 del PRI, se integró con 9 y 11, respectivamente.

		El ambiente del Colegio Electoral fue tan caldeado, tanto en el pleno como en las comisiones, que llegué a temer que hubiera golpes entre los miembros de los diversos partidos. En este contexto, la mayoría priista actuó bien: asistió, se comportó de manera disciplinada y resistió estoicamente los insultos de sus adversarios. Sin embargo, el resultado general fue el desprestigio de la Cámara de Diputados ante la opinión pública.

		Ni siquiera a la luz de estos hechos considero que fue un error la reforma electoral. La existencia de 100 diputados más nos sirvió como colchón para absorber el golpe real que significó la votación del 6 de julio.

		Además, en las condiciones que vivimos, me pareció muy positivo haber dejado puesto el tan criticado candado de 51%, esto es, que la ley estipula que el partido con mayor número de votos debe contar con una mayoría real dentro del Congreso, obteniendo para ello el número necesario de diputaciones plurinominales para tener 51% de las curules en la Cámara de Diputados.

		

	
		

		Cambios en el PRI

		

		El gobierno ha realizado negociaciones con los partidos de oposición de manera permanente, por conducto del secretario de Gobernación. El PRI inició negociaciones con los partidos de oposición antes del 6 de julio, cuando Camacho acordó que ninguno de los candidatos presidenciales declararía su triunfo hasta contar con cifras de la Comisión Federal Electoral.

		A pesar de ello, los candidatos presidenciales de la oposición se reunieron a las cinco de la tarde del 6 de julio para hacer su manifiesto de denuncia de fraude electoral y, por otro lado, el PRI declaró esa madrugada el triunfo de su candidato.

		Los intermediarios en las negociaciones han sido, por el PRI y Salinas, Manuel Camacho y, ocasionalmente, Luis Donaldo Colosio, y por el gobierno, Manuel Bartlett, aunque también hubo algún contacto con el subsecretario de Seguridad, Jorge Carrillo Olea.

		A partir del 6 de julio, las negociaciones tras bambalinas fueron frecuentes. Recuerdo, por ejemplo, que el 20 de julio, a eso de las ocho y media de la noche, me habló Jorge de la Vega para transmitirme la información que había recabado sobre la posición de los cardenistas en la negociación respecto a Salinas. Se trataba, desde luego, de una posición inicial, pues de hecho estaban por dar comienzo, al día siguiente, los trabajos de la Comisión Federal Electoral destinados a revisar los resultados de los 300 distritos electorales y entregar las constancias de mayoría de los presuntos diputados ganadores.

		Esta negociación ocurría cuando ya habían tenido lugar varias movilizaciones masivas de protesta por el supuesto fraude, y cuando existía el peligro de que en cualquier momento se desatara la violencia.

		Los cardenistas solicitaban: más posiciones en el Legislativo; la congelación de la venta de empresas paraestatales; mayor participación política en el Distrito Federal; la elección de delegados políticos en el Distrito Federal; presencia en el Poder Judicial del Distrito Federal; participación en el Gabinete Presidencial, y bases nuevas de participación electoral. Además, ya no querían intermediarios, sino negociar directamente con Salinas. En menos palabras, pedían su cogobierno. Evidentemente, sus puntos eran inaceptables.

		El 2 de agosto, Manuel Camacho sustituyó a Humberto Lugo Gil en la Secretaría General del partido. Este cambio se debió a que Salinas quiso que Camacho pasara a la Secretaría General y a que se presentaba la oportunidad política, dado que Humberto Lugo Gil ya había sido elegido como senador. Además, cada vez se hacia más difícil la posición dual en que vivía Camacho, al fungir como secretario de Desarrollo Urbano y Ecología en mi gobierno y como principal consejero y negociador del candidato.

		El partido se convierte, desde el momento en que se nomina al candidato a la Presidencia de la República, en un condominio en el que cohabitan el Presidente y el candidato, y en el que el candidato va ocupando progresivamente más espacio. El partido no se controla como a una secretaría de Estado, sino que se exhorta, invita y orienta a muchos dirigentes.

		Aclaro esto, porque el arribo de Camacho a la Secretaría General del PRI ha sido manejado, porque así lo ha querido Salinas, como si ello supusiera su liderazgo automático. Esto no es una realidad, porque no se es líder por nombramiento; para serlo, se tiene que ganar la adhesión de la organización respectiva, y Camacho entró sin la simpatía de los dirigentes sectoriales o de los gobernadores.

		Jorge de la Vega, que abandera los puntos de vista de la mayoría de los priistas, no se siente cerca ni de Salinas ni de Camacho; hay que entender que dentro del partido existen personas que sienten que se ha cedido de manera innecesaria terreno a la oposición. Ello explica por qué De la Vega, en sus discursos, se tira a fondo contra la oposición.

		Esta división interna dentro del PRI genera desconfianza recíproca. La falta de cohesión en el PRI es y puede ser muy grave.

		La prensa insistió en que en el PRI existen duros y blandos. Los primeros, también llamados “dinosaurios”, se niegan a compartir el poder, en tanto que los segundos, conocidos también como “renovadores”, buscan la apertura democrática. Se trata de una apreciación excesiva, pero con cierto fundamento en la realidad.

		Yo encuentro que los llamados duros son aquellos que desean un partido más belicoso, un partido que defienda de manera más directa y abierta los intereses de sus agremiados, en tanto que los blandos son aquellos que desean la negociación. Los duros están encabezados por Jorge de la Vega, por los dirigentes de los tres sectores y por todos los gobernadores; a los blandos los dirigen Salinas y Camacho.

		Un caso que ejemplifica por qué existe una convicción generalizada, sobre todo entre los gobernadores, de que Manuel Camacho cedió mucho en el Colegio Electoral es el relativo a Nuevo Laredo. Ahí, el gobernador Américo Villarreal seleccionó con mucho cuidado a un candidato proveniente de un ámbito diferente al del cacique Pérez Ibarra, y su candidato ganó. Sin embargo, como ésa es un área de triunfo tradicional del PARM, Camacho lo cedió en una negociación. Su defensa es que logró instalar el Congreso a tiempo.

		Indiscutiblemente, la vena negociadora de Camacho es muy profunda. En ocasiones va demasiado lejos: llegó a proponerme, a fin de lograr que el Congreso se comportara bien durante la lectura del Sexto Informe de Gobierno, que yo me comprometiera a promover, en dicha ocasión, la reforma del Código Electoral y de la Constitución. Esto es totalmente inaceptable para mí, porque significa reconocer que las leyes que yo envié al Congreso no funcionan.

		Otra propuesta que me hizo Camacho fue aceptar la oferta de paz de los cardenistas a cambio de que quitáramos del gobierno de Michoacán a Luis Martínez Villicaña. Esto es absolutamente inadmisible, porque si cedo en ello, pronto los cardenistas estarían indicándome a quién tengo yo que quitar o poner para que se tranquilicen.

		Las propuestas de Camacho a veces me resultan profundamente inaceptables. Por ello, en la reunión que tuvimos en mi oficina Salinas, Bartlett, Camacho, Chirinos y yo, el 29 de agosto por la tarde, y en la que me hizo estas propuestas, le respondí que no. En un tono áspero, añadí: “Hasta el 30 de noviembre voy a gobernar; el poder no lo suelto hasta el primero de diciembre. Después de esa fecha, el licenciado Salinas ya sabrá”. Sé que mi comentario los dejó helados, aunque Salinas se mostró impávido.

		En dicha reunión concluimos que cada uno debía tener un negociador. Yo, desde luego, aclaré que mi negociador sería mi secretario de Gobernación, y Salinas dijo que el suyo sería Manuel Camacho. Ahí también acordamos que no habría ninguna negociación seria sin que estuviéramos de acuerdo tanto Salinas como yo.

		La realidad es que Salinas me manda a Camacho con ideas muy difíciles de aceptar, y cuando yo me pongo fuerte con Camacho y desecho lo que me propone, Salinas me dice que qué bueno que se lo dejé “más centradito”. Así que en esta difícil etapa de la “diarquía”, resulta que incluso tengo que mediar entre Salinas y Camacho. Esta situación de intensa comunicación entre nosotros terminará cuando se califique la elección presidencial.

		Mientras sea mi responsabilidad, no puedo permitir que se concedan cosas que me parecen inaceptables. El problema actual de Camacho se da en su relación con el partido. Parece que ha dedicado toda su atención a negociar con los partidos de oposición y no a negociar con las fuerzas internas del PRI.

		Esta actitud puede traer serias consecuencias. Ya le he dicho a Camacho que cuide su posición interna. Se ha vuelto el héroe de la clase media ilustrada, pero el villano de los grupos tradicionales. Más les vale a Salinas y a Camacho hacer en ése, y en cualquier otro terreno, un calendario, pues si se pelean con todos al mismo tiempo, perderán.

		Por ello, es claro que Salinas trabaja su alianza con Fidel Velázquez; a ella ha dedicado mucho tiempo, es una alianza profunda. Es importante que cultive a este último grupo, pues si los obreros piensan que Salinas no está con ellos, ellos tampoco querrán estar con él.

		Salinas cuenta también con la confianza del sector privado y ha tenido buen cuidado de no meterse con los norteamericanos. Conmigo tiene una actitud de atención y respeto.

		En esta curiosa situación por la que estamos atravesando, he apreciado con frecuencia posiciones distintas en Camacho y en Salinas. Uno me dice una cosa y el otro, otra. Camacho también se queja conmigo de que Salinas está enviando a Donaldo Colosio a negociar con los partidos de oposición. Ante esto, yo le he estado aconsejando que le pida a Salinas ser el único negociador.

		También le he advertido: “Mire, Manuel, cuando le encarguen que negocie cosas gordas, asegúrese de que estén de acuerdo tanto Salinas como De la Vega. Y, cuando esas cosas gordas tengan que ver conmigo, también pregúnteme, porque si no, le jalo el tapete”.

		Yo creo que Carlos Salinas juega por los dos rieles. Por un lado, lanza a Camacho con sus ideas de negociación y arreglo, para ver hasta dónde pega; pero si éste no logra su objetivo, Salinas camina por el otro riel.

		La opinión pública habla, y el mismo Salinas lo hace, de la necesidad de reformar el PRI. Todavía no se define claramente qué supone esta afirmación; estamos en un periodo de recapitulación. Sin embargo, no hay nada nuevo bajo el sol.

		Yo creo que el PRI deberá hacer aquello que yo postulé hace seis años y que se encuentra publicado en un librito al respecto. Esto es, fortalecer las organizaciones sectoriales; hacer que los líderes atiendan más a sus bases y cuiden con mayor esmero la selección de sus candidatos; fortalecer la estructura territorial y llegar incluso hasta las seccionales, haciendo que realmente funcionen; cooptar a las clases medias modernas, y atender y organizar a los jóvenes.

		Creo que algunos de estos puntos se lograron durante mi sexenio y, sin embargo, se perdieron en el curso de la campaña electoral de Salinas. Ello me ha llevado a reflexionar que el partido es muy maleable, que puede mejorar o empeorar en muy poco tiempo. Es como una novia a la que hay que enamorar: hay que hablarle por teléfono, hay que llevarle flores, hay que visitarla; en fin, hay que atenderla para asegurarla.

		Yo creo que he sido un Presidente que ha atendido mucho al PRI, y me parece que logré aceitar su maquinaria y fortalecer sus cuadros. La prueba es que, salvo el incidente de Del Mazo, logré sacar sin ningún problema la nominación presidencial que me propuse. Creo haberle entregado a Salinas un partido en buen estado. Sin embargo, en el curso de la campaña, el PRI sufrió cierta descomposición. Pienso que la situación es reversible y que hay que trabajar en ello.

		Considero que el partido deberá ser en el futuro más autónomo del Presidente de la República, aunque sin serlo demasiado. Su independencia deberá ser relativa y manejada como un valor entendido. El día que el Presidente pierda el liderazgo de su partido, se encontrará en un verdadero brete.

		Las circunstancias han afectado a Salinas. Aprecio cierto cambio en su carácter: lo siento enojado. Está enojado con la oposición y consigo mismo, porque falló el PRI. Yo le sugerí que se quitara ese enojo antes del primero de diciembre.

		Por lo demás, lo encuentro entero en lo fundamental. Entiende que la votación estuvo determinada por la situación económica, por el mito de Cárdenas y por los errores del PRI, de los que él tiene que reconocer su parte.

		Yo no creo que haya hecho una mala campaña. Lo malo fue la votación; falló la organización electoral de Chirinos, pero también fallaron los gobernadores y los encargados de llevar a la gente del partido a votar. Así, por ejemplo, en el Valle de México, la organización de Ramón Aguirre y Guillermo Jiménez Morales —que estaban enfrentados— definitivamente no funcionó.

		Salinas escogió a Jiménez Morales para dirigir la Cámara de Diputados, según me explicó, para revivir un muerto que, por lo mismo, le metería toda la carne al asador. La verdad es que tampoco había mucho más de dónde escoger.

		La situación que hoy enfrenta Salinas es radicalmente distinta de la que enfrenté yo hace seis años. Salinas asumirá el gobierno con la mancha de las elecciones, pero recibirá en cambio, porque yo se lo endosaré, el apoyo del poder económico, de los obreros, de los campesinos, de la Iglesia, del Ejército y de los Estados Unidos. Salinas luchará contra los partidos de oposición, pero no contra los factores reales de poder.

		Los partidos son importantes en las elecciones y éstas tendrán lugar en todo momento; serán determinantes dentro de tres años, cuando cambie la Cámara de Diputados. Yo creo que la meta a la que debe aspirar el partido en ese momento es ganar no 50, sino 60% de la votación. Considero que es posible lograrlo.

		Otra ventaja que tiene Salinas es que el PRI está asustado y ello lo hace más receptivo a las ideas nuevas. No obstante, no debe perder de vista que en su interior existen dos mundos y que hay que ir montado en dos caballos, arreándolos a los dos. Tiene que aceptar que su gente no se entendió con los gobernadores y que Manuel Camacho está creando muchas inquietudes dentro del partido.

		Como ya comenté, Salinas cuida sus relaciones con los viejos líderes, particularmente con Fidel Velázquez. Sin embargo, debe manejar las cosas con mucho cuidado para que no se le vayan a ir los viejos antes de que le lleguen los nuevos.

		

	
		

		Septiembre de 1988

		

	
		

		Sexto Informe de Gobierno

		

		EL PRIMERO DE SEPTIEMBRE RENDÍ ANTE EL CONGRESO DE LA UNIÓN mi Sexto y último Informe de Gobierno. Las circunstancias postelectorales causaron una gran expectación sobre lo que habría de ocurrir durante su lectura. Mucho se dijo que sería yo objeto de agresiones por parte de los legisladores de la oposición, pues su deseo de erosionar al régimen es evidente.

		Por ello, me preparé psicológicamente, analizando los diversos escenarios que se podían presentar. La noche anterior me reuní con Miguel Montes, quien preside la Cámara de Diputados durante el mes de septiembre, y, por tanto, presidió la sesión del Congreso en la que rendí mi informe. En ella discutimos lo que podía ocurrir.

		Quedamos en que si era yo interpelado por los legisladores, él no les daría la palabra; en que si la protesta de los legisladores era silenciosa —como de hecho ya había ocurrido en ocasiones anteriores durante las sesiones del Colegio Electoral, cuando éstos se ponían en pie y daban la espalda al estrado—, continuaría yo mi lectura, y que sólo en el caso de que se diera una verdadera batahola incontrolable —en la que surgieran golpes, empujones u otras manifestaciones de violencia—, saldría yo del recinto legislativo para dirigirme a Palacio Nacional. Ahí, ya tenía yo un podio y las cámaras de televisión necesarias para continuar dirigiendo mi mensaje a la nación. Así, desde un punto de vista legal, habría yo cumplido con mi obligación al presentar por escrito el informe. Desde el punto de vista de la costumbre, lo habría hecho con sólo intentar leer uno o dos párrafos.

		El primero de septiembre, la oposición efectivamente estableció una táctica deliberada de hostigamiento, pretendiendo interpelarme de forma constante durante la lectura de mi informe. En 12 ocasiones fui interrumpido. La última vez por el senador Muñoz Ledo, quien causó tal excitación que me obligó a suspender la lectura por un lapso de 10 minutos aproximadamente.

		Esto fue así, porque al pretender interpelarme, se levantó de su curul y caminó hacia el podio; de inmediato fue asediado por fotógrafos y reporteros y, naturalmente, por personal del Estado Mayor Presidencial, que dejó claro que le impediría el acceso a la tribuna. Entonces, Muñoz Ledo trató en varias ocasiones de llamar mi atención y, como no lo logró, decidió abandonar el recinto. Esto ocurrió en medio de gritos de apoyo de sus seguidores, los legisladores del Frente Democrático Nacional. Esa gritería fue ahogada por los gritos de “México, México” y después de “traidor”, con los que los priistas lo despidieron del salón.

		La intensidad del incidente fue realmente impactante. Sin embargo, ante sus interpelaciones, al igual que frente a las que me hicieron los demás miembros de su grupo político, me mostré imperturbable. La capacidad que tuve para mantenerme sereno, distante, fue resultado del hecho de haber considerado todos los posibles escenarios.

		Así, cuando estaba yo leyendo y escuché la voz de Muñoz Ledo interpelarme, la reconocí. Por lo mismo, y como esperaba de él un gran escándalo, decidí no voltear. Lo hice no tanto por el deseo de despreciarlo, como por la convicción de que en todas circunstancias debía mantener yo la serenidad.

		Me había propuesto, ante una situación como ésta, mirar hacia el frente y no voltear a ver lo que estaba ocurriendo, a fin de mantenerme firme, derecho, con un mínimo de movimientos en la cabeza o en la cara. Necesitaba proyectar la sensación de aplomo y dignidad que corresponden a la investidura presidencial.

		Por ello, cuando Montes me preguntó si deseaba yo continuar con la lectura o si prefería suspenderla, valoré las cosas y señalé que esperaría un poco más. Al ver que Muñoz Ledo se salía, comprendí que era un triunfo para mí, ya que podría continuar la lectura del informe sin ningún problema.

		El texto de mi mensaje fue bueno, pero estoy seguro de que para la mayoría de los mexicanos, lo memorable será mi actitud de seriedad y dignidad. Esto es positivo para mí, porque indiscutiblemente penetran más las imágenes que las palabras, las actitudes que las ideas.

		La estrategia de la oposición estuvo perfectamente planificada, como lo demuestra el artículo que publicó al día siguiente Leopoldo Mendívil en El Heraldo. Muñoz Ledo, estoy seguro, gozó con el incidente. Su similitud con El gesticulador de Usigli lo convierte en una especie de hechicero. Su cinismo y la fuerza con la que afirma las cosas hacen que su mensaje resulte convincente para muchos.

		Lo increíble es que me ha mandado decir, por conducto de dos amigos en común, que él espera que yo comprenda que una cosa es el mundo de la política y otra, el de la amistad. Insiste en que sigue siendo mi amigo, y da como prueba que recientemente visitó a mi hermana.

		Muñoz Ledo tiene el descaro de decir que jamás me ha insultado. Esto resulta sorprendente. Baste leer la revista Siempre! del 27 de abril de 1988, la cual publicó una entrevista de Beatriz Pagés con Muñoz Ledo, en la que éste señaló que era yo un Presidente desnacionalizado, interesado en vender el país a los norteamericanos, etcétera.

		Recientemente me visitó Ignacio Ovalle, que es un político avezado y culto, y me hizo una sugerencia que ilustra la forma en que conceptúa a Muñoz Ledo. Me dijo que lo que más había que cuidar era que Porfirio no asesinara a Cuauhtémoc Cárdenas, logrando con ello el doble propósito de echarle la culpa al gobierno y quedarse él como cabeza del movimiento.

		En realidad, sí me preocupa la seguridad personal de Cuauhtémoc Cárdenas. Por ello, en su momento le sugerí la posibilidad de enviarle escoltas y él la rechazó, pues cuenta con cuatro elementos propios. Recientemente, por medio del general Arévalo, le ofrecí a su esposa apoyo de seguridad. La señora Cárdenas le manifestó al general Arévalo que sí tenía temor, sobre todo en las noches, por lo que aceptó y agradeció la seguridad que se le pudiera brindar.

		Vivimos tiempos difíciles en que a todos nos corresponde evitar la violencia.

		

	
		

		Calificación presidencial

		

		El 10 de septiembre, luego de más de dos días de acalorada sesión, la Cámara de Diputados, erigida en Colegio Electoral, declaró Presidente electo de México para el sexenio 1988-1994 a Carlos Salinas de Gortari.

		El dictamen relativo, que en mi opinión es un buen documento, resume la historia del proceso electoral. Fue elaborado por un equipo mixto, formado por gente de Gobernación y por Santiago Oñate y Fernando Ortiz Arana, en representación de Salinas. Ya integrado se discutió con la fracción priista, lo que según la prensa causó cierto malestar, aunque yo no veo la razón de ello, pues los dictámenes siempre se han elaborado con apoyo en las dependencias del Poder Ejecutivo.

		Lo que resultó lamentable fue la forma en que se leyó el dictamen, ya que ni siquiera pudo discutirse. La toma de la tribuna por parte de las fracciones de la oposición, y después por el PRI, es preocupante. Demuestra una falta de civilidad política y de urbanidad parlamentaria que mucho ha dañado la imagen de la Cámara ante la opinión pública.

		El comportamiento de la oposición puede calificarse de filibusterismo, pues trata de evitar, por la vía del agotamiento, la resolución de cualquier asunto. Es, en realidad, parte de la cultura del asambleísmo —característica de la dirigencia estudiantil y obrera, y de la izquierda en general—, la cual propicia reuniones interminables que nunca concluyen en algo concreto. En ellas se deforma la democracia, permitiendo la participación de todos, durante todo el tiempo que quieran y para cualquier asunto.

		Finalmente, cuando llegó el momento de la votación, las fracciones del Frente Democrático Nacional abandonaron la sala y se abstuvieron de participar en la calificación presidencial, en tanto que la mayoría de los panistas se quedaron para hacerlo. Esto fue resultado de las negociaciones que realizó Camacho para evitar riesgos a la hora de contar votos. No creo que haya sido difícil lograrlo, pues de cualquier manera la izquierda ya había manifestado que deseaba abstenerse de participar en un acto que calificaba de ilegítimo.

		Acción Nacional, que quiso aparecer ante la opinión pública como un partido político más formal, votó en contra. Testimonio de su actitud fue la última intervención de uno de sus miembros, Abel Vicencio Tovar. Desde mi punto de vista, la postura del PAN es más adecuada y sólida que la del Frente Democrático Nacional.

		Sea como fuere, el resultado final de la calificación de la elección presidencial fue de 263 votos a favor y 85 en contra.

		

	
		

		Límites del cardenismo

		

		El miércoles 14 de septiembre, cuatro días después de la calificación presidencial, en el Zócalo capitalino, Cuauhtémoc Cárdenas convocó a la población y a los partidos que lo habían apoyado, a organizarse políticamente para integrar una coalición, federación o partido. Hizo, además, un llamado a Carlos Salinas de Gortari para que renunciara a ocupar la Presidencia de la República.

		Yo entiendo que la actitud de Cárdenas fue en atención a sus clientelas radicales, las llamadas “maximalistas”, que están tratando de imponer las posiciones más extremas. Sin embargo, seguramente Cárdenas se dio cuenta en algún momento de que no había ganado y de que no le íbamos a regalar la Presidencia de la República; sabía que estábamos dispuestos a defenderla a como diera lugar. Ello lo ubica en una situación muy difícil, pues, como le dijo Pablo González Casanova, o termina de héroe o de traidor.

		Al respecto, yo le reconozco a Cárdenas visión de Estado, pues no ha tratado de romper el orden constitucional.

		Lo cierto es que Cárdenas necesita buscar una salida a la fuerza política que ha ganado. Sus posibilidades consisten en encuadrarse en un partido político. El problema estriba en que todos los partidos que componen el Frente Democrático Nacional quieren apoderarse de él, como estandarte, lo que a él no debe gustarle.

		Cárdenas tendrá que enfrentar tanto la indefinición y la crisis de identidad que sufre el socialismo en el mundo, como el divisionismo que siempre ha caracterizado a la izquierda mexicana.

		

	
		

		Balance y reflexiones

		

		ESTAMOS ANTE UN MOMENTO HISTÓRICO EXCEPCIONAL. Seis años de crisis han erosionado los márgenes políticos y económicos que durante mucho tiempo permitieron el mantenimiento del statu quo priista tal como lo conocíamos. La elección puso en evidencia una verdad descarnada: la temida escisión del PRI es una posibilidad real. Esta ruptura pudiera ocurrir en el curso de un par de años, porque las propuestas de mi gobierno —que Salinas ofrece llevar un paso más adelante— causan horror a muchos priistas tradicionales: significan un cambio de ideología que les resulta muy difícil de aceptar.

		La disyuntiva entre las dos vías tuvo lugar al inicio de mi gobierno, aunque sólo ahora se está haciendo evidente a un público más amplio. Cuando llegué al poder, el país estaba inmerso en una crisis alarmante. Su causa, para mí, era incuestionable: México ya no podía soportar manejos económicos erráticos, que atendían más a necesidades políticas que al sano desenvolvimiento de la economía nacional. Esta terrible forma de proceder —que caracterizó a los gobiernos de Luis Echeverría y de José López Portillo— estaba llevando al país al despeñadero.

		Salvé entonces la apremiante situación de recibir un gobierno en bancarrota, convulsionado por una inflación galopante y en el que la desconfianza había paralizado el ingreso de divisas y provocado un enorme debilitamiento de la actividad productiva. El crecimiento del desempleo era lo más preocupante, pues llegó a generar dudas sobre la capacidad del país para sortear la crisis de manera pacífica.

		Por ello, y precisamente con el fin de conservar e incrementar el empleo, logré superar los principales obstáculos del sector productivo y acordar con los afectados las medidas para aumentar los ingresos públicos y contener los salarios. Ello implicó grandes esfuerzos del sector público, como renegociar favorablemente la deuda externa, resolver el problema cambiario, sanear las finanzas públicas y consolidar la confianza de los usuarios del sistema bancario.

		Tenía que rectificar el modelo de desarrollo seguido hasta entonces, que se basaba en el crecimiento acelerado de la economía con inflación y una deuda pública creciente. Debía sustituirlo por un modelo de crecimiento menos apresurado, pero con estabilidad de precios, así como establecer concepciones fiscales y financieras novedosas, que permitieran mantener un tipo de cambio realista, y adoptar medidas tendientes a elevar los ingresos públicos en concordancia con los mayores gastos gubernamentales.

		Para todo eso, fue necesario dar cabida a otro tipo de gente. Me allegué un grupo capaz en el terreno económico no sólo de instrumentar las medidas que yo proponía, sino de entender las razones de fondo que exigían desechar políticas económicas que durante un largo periodo se habían aplicado en nuestro país.

		Concebir este cambio significaba reconocer que lo que había funcionado en otros momentos históricos no permitía sentar las bases de un México viable en el siglo XXI. El mundo es cada vez más interdependiente, y los mexicanos no estamos siendo competitivos, dado el anacronismo de nuestros métodos y nuestras organizaciones.

		Para hacer frente a esta realidad, propuse cambios estructurales que marcan una inflexión en nuestro desarrollo. Promoví el saneamiento económico, la disminución del tamaño del Estado y una política de apertura comercial.

		Pero la economía no es ajena a la política. Independientemente de por cuál puerta se entra a la realidad, se está siempre en un todo. Por ello, las modificaciones de fondo tienen que ser integrales. Yo entré por el camino del saneamiento económico y, al hacerlo, observé las profundas necesidades de cambio político.

		Lo primero fue restablecer el prestigio y el liderazgo presidencial. Para ello, limité a quienes querían imponer sus intereses a los de la nación. Promoví la renovación moral mediante la creación de la Secretaría de la Contraloría.

		Más adelante, y como producto de la consulta popular y el análisis, realicé una reforma política que modificó la composición de la Cámara de Diputados para darle mayor presencia a los partidos de oposición; se creó un código electoral que agilizó y flexibilizó la participación política, y estableció, en respuesta a la demanda ciudadana, la Asamblea del Distrito Federal. Asimismo, logré devolver a la Suprema Corte de Justicia su papel de tribunal constitucional.

		También emprendí una reforma para consolidar los municipios mediante leyes que les devuelven fuentes de ingresos que les corresponden, y les confieren facultades para impulsar el desarrollo local y la pluralidad política.

		En términos de la política internacional, actué en atención a nuestros principios, pero también a nuestros intereses. Me ocupé con diligencia de la seguridad nacional. Ante la crisis centroamericana, promoví una instancia diplomática para auxiliar en la pacificación de la zona: el Grupo Contadora.

		Afronté los problemas de la deuda externa de manera bilateral, pero también impulsé consensos multilaterales. Amplié las posibilidades de crecimiento de nuestro país al fomentar el comercio exterior mediante la participación de México en el GATT.

		Con los Estados Unidos busqué siempre un diálogo franco y constructivo, pero enfrenté con dignidad la presión que en diversos momentos ejercieron sobre nuestro país. Siempre me esforcé en promover un mayor diálogo con y entre los presidentes de América Latina.

		Mi política social se centró en la defensa del empleo y el abasto, porque a ello me obligó la crisis. Busqué reorientar los subsidios para que llegaran más directamente al consumidor, evitando los abusos tradicionales. Sostuve, a pesar de los problemas económicos, los apoyos compensatorios que han caracterizado nuestro desarrollo y que se han encauzado tradicionalmente a la educación, la salud y, durante mi gobierno, incluso a la defensa del medio ambiente.

		Todo ello permitió esquivar el desorden social y mitigar la magnitud de nuestras carencias. En un país como el nuestro, siempre es mucho más lo que falta por hacer que lo logrado.

		Además, no faltaron tropiezos en lo que fui proponiendo y realizando. Visto en retrospectiva, inicié mi gestión en un cuarto oscuro. Tomé posesión de mi cargo en diciembre de 1982 en medio de lo que se llamó la crisis de la deuda, pues efectivamente nos encontrábamos en una situación en la que su renegociación resultaba urgente, aunque el problema era, como ya lo he explicado, mucho más complejo.

		En 1986 se desplomaron los ingresos petroleros de nuestro país, como consecuencia de la guerra de precios provocada por Arabia Saudita. Su deterioro nos ubicó al borde de la moratoria. Logramos entonces firmar un acuerdo con el Fondo Monetario Internacional en el que este organismo aceptó el criterio de “crecer para pagar”. Esto ocurrió al tiempo que nuestra relación con Estados Unidos entró en un periodo crítico, como resultado del endurecimiento norteamericano y de los problemas del narcotráfico.

		Finalmente, en 1987 sufrimos, al igual que todo el mundo, el colapso de nuestra Bolsa de Valores. Esta caída bursátil fue incluso más grave que la vivida en 1929. Se trató del estallido de una “burbuja especulativa” que había venido creciendo por algún tiempo. Para nuestro país, este fenómeno resultó catastrófico: alentó la desconfianza, la fuga de capitales y nos obligó a una devaluación.

		Estas crisis fueron muy destructivas. Sin embargo, mi gobierno demostró que su capacidad de respuesta ante lo inesperado estuvo siempre normada por un proyecto general amplio, que le permitió ser consistente. Después de los desvíos coyunturales, volvió sobre las metas trazadas. No logré totalmente el saneamiento económico que me propuse debido al desplome de nuestra principal fuente de ingresos, el petróleo. Sin embargo, después de la última crisis pude capitalizar todo el esfuerzo con los diferentes sectores de la sociedad y, conjuntamente, construir el Pacto de Solidaridad Económica.

		Este acuerdo representa un distinto grado de colaboración de la sociedad y una prueba de que en este momento los diversos grupos sociales están dispuestos a seguir los lineamientos que hemos propuesto. Ello demuestra la capacidad de liderazgo que hemos alcanzado y también la dimensión de nuestras vicisitudes.

		En ese sentido, cabe destacar que enfrenté situaciones inéditas, pues la profundidad y la diversidad de la crisis eran desconocidas, como también lo eran, necesariamente, las reacciones que desencadenaría en distintos grupos sociales y la forma en que éstos interactuarían, modificando con ello nuestro entorno político y económico. El hecho es que la crisis provocó reacciones exacerbadas e inmediatas, pero también dio lugar a procesos sordos, cuyo afloramiento siempre es sorpresivo.

		Nuestro desgaste fue formidable, lo que hizo que muchos cuestionaran la conveniencia de seguir adelante, como si realmente existiera una alternativa.

		Todo ello me fue inclinando en la sucesión presidencial por la persona que, en mi opinión, mejor entendía el sentido de los cambios que yo había propuesto. No quise un sucesor de transición que tuviera como meta contentar a todos aquellos a quienes las medidas de mi gobierno estaban molestando o marginando.

		Procedí como lo hice, porque se acabó el tiempo de ecumenismos o componendas. Llegó la hora de definirse y de actuar a fondo para cambiar el país. Me incliné por Carlos Salinas, porque su convicción en el proyecto de nación que sostuvo mi gobierno es sólida. Precisamente por ello, muchos políticos lo veían como el menos deseable de los precandidatos. Al escogerlo, precipité el desenlace del enfrentamiento que hoy vivimos.

		La selección de Salinas resulta muy poco atractiva para muchos dentro del PRI y dentro de la burocracia. Sin embargo, ante la perspectiva de recibir con el cambio de gobierno un puesto que les resulte satisfactorio, todavía se mantienen agazapados. Esto se terminará cuando pase el primero de diciembre. Poco a poco encontrarán que son más afines al grupo encabezado por Cuauhtémoc Cárdenas.

		Cuauhtémoc es una alternativa real, ya que postula la política que durante años sostuvo el Estado mexicano, y que ha sido asimilada por muchos. Consiste en la expansión económica del Estado, en una posición internacional de principios —totalmente alejada del pragmatismo— y en una política de apoyo al corporativismo. Ésos fueron, sin lugar a dudas, los pilares sobre los que se fundó el Estado mexicano. Sin embargo, hoy inhiben las modificaciones necesarias para crear una economía viable en el concierto internacional.

		Es innegable que las circunstancias que encara Salinas —después de seis años de crisis— son diferentes de las que yo enfrenté: ya no hay entusiasmo, ni siquiera hay paciencia. El gobierno de Salinas ya no tendrá tiempo para probarse, deberá dar resultados inmediatos, pues la gente considera, y con razón, que el tiempo de preparación correspondió a mi gobierno.

		La única posibilidad de éxito político para Salinas consiste en lograr el avance económico de la nación. Si el proyecto que hemos propuesto no consigue mejorar la economía, va a ser políticamente imposible mantenerlo. Sólo un crecimiento no inflacionario puede hacer popular la postura que nosotros hemos sostenido. Sólo con éxito económico y mayor eficiencia pública podremos hacer cambiar ideas profundamente arraigadas.

		El proyecto de nuestro grupo resulta difícil de entender. Para muchos implica un entreguismo a la derecha, porque efectivamente, aunque por razones distintas de las que ellos esgrimen, hemos coincidido en que es grave el déficit público y en que se necesita reducir el tamaño del Estado. Esta coincidencia envalentona a ciertos grupos empresariales y, sin embargo, los acerca al gobierno.

		Salinas tiene una clara conciencia de que sólo con el apoyo de la iniciativa privada el país podrá volver a crecer sin caer en un proceso inflacionario. Por ello, ha buscado un acercamiento con los empresarios, lo cual ofende a muchos grupos políticos.

		Finalmente, cabe anotar, con un tono un tanto anecdótico, pero no por ello sin preocupación, que ciertos sectores tradicionales del partido consideran a Salinas y a su gente como un grupo elitista. Para ellos, se trata no sólo de un cambio de generación, sino también de clase social. Esto puede causar un repudio peligroso.

		Salinas deberá buscar una transición que evite el enfrentamiento, pero una vez que éste se haya dado, tendrá que ser tajante. Esto no resulta contrario a su naturaleza, pues es menos conciliador que yo. Su grupo, por su parte, deberá estar bien preparado para librar un combate ideológico. Su ventaja relativa será que ya no entran a un cuarto oscuro: ahora conocemos con claridad los problemas y la politización que han causado en la sociedad. Con este conocimiento podrán desarrollar estrategias efectistas y efectivas.

		En estos días el PRI ha vivido momentos desconcertantes. Los discursos de sus dirigentes, concretamente los de su presidente, Jorge de la Vega Domínguez, y de su secretario general, Manuel Camacho Solís, manejan lenguajes distintos, lo que refleja concepciones diferentes del quehacer político. Jorge de la Vega tiene una línea más tradicional y, por tanto, cuida el sentimiento de quienes han compuesto las filas del partido por muchos años. Cuando él habla, los líderes de los sectores y los priistas de viejo cuño se sienten identificados. Camacho Solís, al ser profundamente autocrítico del sistema político del PRI, atrae a los posibles votantes que han escapado a las estructuras cerradas del partido. Sin embargo, sus palabras hieren y ofenden a los priistas tradicionales.

		Ambos representan concepciones esencialmente distintas de la política. Mientras que para De la Vega el quehacer político consiste en tener satisfechos a los líderes de los grupos organizados que históricamente han dado, y todavía dan, el principal sustento al PRI, Camacho habla para el lector o el televidente no partidario, al que procura captar o recapturar para el voto priista.

		Es necesario que ambos grupos, viejos y jóvenes, tradicionales y modernos, dinosaurios y renovadores, se encuentren representados en el partido. Sin embargo, en mi opinión, la forma en que se desenvuelve Camacho resulta ingenua. Al ser tan autocrítico, hiere innecesariamente. Yo creo que se podría presentar la posición renovadora sin que ello signifique lastimar a quienes hoy por hoy sostienen el partido.

		Todo ello me permite prever que el verdadero problema surgirá en las filas del partido. La realidad es que no existe un esquema alternativo al del apoyo corporativo. Aunque el sindicalismo en el mundo está en un proceso declinante, no tenemos otras formas para conducir una sociedad tan heterogénea como la nuestra. El manejo de grupos de interés difícilmente podrá sustituir en nuestro país a la fuerza de los sindicatos. No podemos calcar los modelos de naciones más desarrolladas. Tenemos que ser más realistas.

		Debemos reconocer que sin los que se interesan en la reflexión y sin los priistas tradicionales no hay PRI, y que si bien es deseable buscar la modificación o recreación del partido, ésta no puede ocurrir en el vacío. Se tienen que tomar en cuenta las fuerzas existentes y conseguir su apoyo. Sólo así se podrá lograr la renovación del partido.

		Reitero mi convicción de que sólo el Partido Revolucionario Institucional tiene los cuadros necesarios para promover la renovación del país con miras a seguir a la vanguardia internacional y para entender e impulsar a los grupos de mexicanos que se encuentran en situación de menor desarrollo. La izquierda no entiende el proyecto y la derecha no entiende el país.

		

		Ciudad de México, noviembre de 1988

		

	
		

		Siglas y acrónimos

		

		
			
				
				
			
			
					AAPAUNAM
					Asociaciones Autónomas del Personal Académico de la UNAM
			

			
					ABC
					American Broadcasting Company
			

			
					Aladi
					Asociación Latinoamericana de Integración
			

			
					Alalc
					Asociación Latinoamericana de Libre Comercio
			

			
					ANUIES
					Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior
			

			
					APRA
					Alianza Popular Revolucionaria Americana (Perú)
			

			
					Banrural
					Banco Nacional de Crédito Rural
			

			
					BID
					Banco Interamericano de Desarrollo
			

			
					Canacintra
					Cámara Nacional de la Industria de Transformación
			

			
					Canaco
					Cámara Nacional de Comercio de la Ciudad de México
			

			
					CAU
					Consejo Académico Universitario
			

			
					CBS
					Columbia Broadcasting System
			

			
					CCE
					Consejo Coordinador Empresarial
			

			
					CEAR
					Comisión Especial para Ayuda a Repatriados (Guatemala)
			

			
					Ceestem
					Centro de Estudios Económicos y Sociales del Tercer Mundo
			

			
					CEN
					Comité Ejecutivo Nacional
			

			
					CEPAL
					Comisión Económica para América Latina y el Caribe
			

			
					Ceprofis
					Certificados de Promoción Fiscal
			

			
					Cetes
					Certificados de la Tesorería
			

			
					CEU
					Consejo Estudiantil Universitario
			

			
					CFE
					Comisión Federal de Electricidad
			

			
					CIA
					Agencia Central de Inteligencia (Estados Unidos)
			

			
					CIOAC
					Central Independiente de Obreros Agrícolas y Campesinos
			

			
					CNC
					Confederación Nacional Campesina
			

			
					CNOP
					Confederación Nacional de Organizaciones Populares
			

			
					CNTE
					Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación
			

			
					COCEI
					Coalición Obrero Campesina Estudiantil del Istmo
			

			
					Cocep
					Consejo de Comercio Exterior del Petróleo
			

			
					COCU
					Comisión Organizadora del Congreso Universitario
			

			
					Comar
					Comisión Mexicana de Ayuda a los Refugiados
			

			
					Conasupo
					Compañía Nacional de Subsistencias Populares
			

			
					Concamin
					Confederación de Cámaras Industriales
			

			
					Concanaco
					Confederación de Cámaras Nacionales de Comercio
			

			
					Condeca
					Consejo de Defensa Centroamericano
			

			
					Conoco
					Continental Oil Company
			

			
					Coparmex
					Confederación Patronal de la República Mexicana
			

			
					Coplamar
					Coordinación General del Plan Nacional de Zonas Deprimidas y Grupos Marginados
			

			
					COR
					Confederación Obrera Revolucionaria
			

			
					COTSA
					Compañía Operadora de Teatros, S.A.
			

			
					Crea
					Consejo Nacional de Recursos para la Atención de la Juventud
			

			
					CROC
					Confederación Revolucionaria de Obreros y Campesinos
			

			
					CROM
					Confederación Regional Obrera Mexicana
			

			
					CRT
					Confederación Revolucionaria de Trabajadores
			

			
					CT
					Congreso del Trabajo
			

			
					CTM
					Confederación de Trabajadores de México
			

			
					CUD
					Coordinadora Unida de Damnificados
			

			
					DDF
					Departamento del Distrito Federal
			

			
					DEA
					Drug Enforcement Agency (Estados Unidos)
			

			
					Dimex
					Permisos abiertos para que las empresas puedan importar libremente insumos por el equivalente a 40% del valor de sus exportaciones
			

			
					Dina
					Diesel Nacional
			

			
					DIPD
					Dirección de Investigaciones para la Prevención de la Delincuencia
			

			
					ENEP
					Escuela Nacional de Estudios Profesionales
			

			
					FAU
					Frente Académico Universitario
			

			
					FDR
					Frente Democrático Revolucionario
			

			
					Ficorca
					Fideicomiso para la Cobertura de Riesgos Cambiarios
			

			
					FIRA
					Fideicomisos Instituidos en Relación con la Agricultura
			

			
					FMI
					Fondo Monetario Internacional
			

			
					FMLN
					Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (El Salvador)
			

			
					Fonacot
					Fondo Nacional de Fomento y Garantía para el Consumo de los Trabajadores
			

			
					Fonhapo
					Fondo Nacional para la Habitación Popular
			

			
					FSLN
					Frente Sandinista de Liberación Nacional (Nicaragua)
			

			
					FSTSE
					Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado
			

			
					GATT
					Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio
			

			
					HYLSA
					Hojalata y Lámina, S.A.
			

			
					IBM
					International Business Machines
			

			
					ICA
					Ingenieros Civiles Asociados
			

			
					IEPES
					Instituto de Estudios Políticos, Económicos y Sociales
			

			
					Imcine
					Instituto Mexicano de Cinematografía
			

			
					INEGI
					Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática
			

			
					Infonavit
					Instituto del Fondo Nacional para la Vivienda de los Trabajadores
			

			
					ISSSTE
					Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
			

			
					IVA
					Impuesto al valor agregado
			

			
					M-19
					Movimiento 19 de Abril (Colombia)
			

			
					MAP
					Movimiento de Acción Popular
			

			
					MAS
					Movimiento al Socialismo
			

			
					MRP
					Movimiento Revolucionario del Pueblo
			

			
					NBC
					National Broadcasting Company
			

			
					OEA
					Organización de los Estados Americanos
			

			
					OIEA
					Organismo Internacional de Energía Atómica
			

			
					ONU
					Organización de las Naciones Unidas
			

			
					ONUDI
					Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial
			

			
					OPEP
					Organización de Países Exportadores de Petróleo
			

			
					OTAN
					Organización del Tratado del Atlántico del Norte
			

			
					PAN
					Partido Acción Nacional
			

			
					PARM
					Partido Auténtico de la Revolución Mexicana
			

			
					PCM
					Partido Comunista Mexicano
			

			
					PDM
					Partido Demócrata Mexicano
			

			
					Pemex
					Petróleos Mexicanos
			

			
					PIB
					Producto interno bruto
			

			
					PIRE
					Programa Inmediato de Reordenación Económica
			

			
					PJF
					Policía Judicial Federal
			

			
					PMT
					Partido Mexicano de los Trabajadores
			

			
					PND
					Plan Nacional de Desarrollo
			

			
					POS
					Partido Obrero Socialista
			

			
					PPM
					Productos Pesqueros Mexicanos
			

			
					PPR
					Partido Patriótico Revolucionario
			

			
					PPS
					Partido Popular Socialista
			

			
					PRI
					Partido Revolucionario Institucional
			

			
					Pronafice
					Programa Nacional de Fomento Industrial y Comercio Exterior
			

			
					PRS
					Partido Revolucionario Socialista
			

			
					PRT
					Partido Revolucionario de los Trabajadores
			

			
					PSD
					Partido Social Demócrata
			

			
					PSE
					Pacto de Solidaridad Económica
			

			
					PST
					Partido Socialista de los Trabajadores
			

			
					PSUM
					Partido Socialista Unificado de México
			

			
					SAM
					Sistema Alimentario Mexicano
			

			
					SAR
					Secretaría de la Reforma Agraria
			

			
					SARH
					Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos
			

			
					Secofi
					Secretaría de Comercio y Fomento Industrial
			

			
					Secogef
					Secretaría de la Contraloría General de la Federación
			

			
					Sedue
					Secretaría de Desarrollo Urbano, Vivienda y Ecología
			

			
					SEMIP
					Secretaría de Energía, Minas e Industria Paraestatal
			

			
					SEP
					Secretaría de Educación Pública
			

			
					SME
					Sindicato Mexicano de Electricistas
			

			
					SNTE
					Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación
			

			
					SPP
					Secretaría de Programación y Presupuesto
			

			
					SSA
					Secretaría de Salud [antes, de Salubridad y Asistencia]
			

			
					STRM
					Sindicato de Telefonistas de la República Mexicana
			

			
					STUNAM
					Sindicato de Trabajadores de la UNAM
			

			
					SUNTU
					Sindicato Único Nacional de Trabajadores Universitarios
			

			
					SUTERM
					Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana
			

			
					SUTIN
					Sindicato Único de Trabajadores de la Industria Nuclear
			

			
					TCE
					Tribunal de lo Contencioso Electoral
			

			
					Telmex
					Teléfonos de México
			

			
					UAM
					Universidad Autónoma Metropolitana
			

			
					UIC
					Unidad de Izquierda Comunista
			

			
					UNAM
					Universidad Nacional Autónoma de México
			

			
					UNCTAD
					Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo
			

			
					UNO
					Unión Nacional Opositora (Nicaragua)
			

			
					UPN
					Universidad Pedagógica Nacional
			

			
					Uramex
					Uranio Mexicano
			

		

		

		

	
		Apéndice I.

		

		Cifras citadas en pesos o en dólares corrientes,

		convertidas a dólares del año 2000

		

		
			
				
				
				
				
				
				
			
			
					Pág.
					Cantidad
					Denominación
					Fecha
					Tipo de cambio[*] (pesos por dólar)
					Equivalente en dólares de 2000
			

			
					53
					500 000 000
					dólares
					01-1983
					
					766 792 585.87
			

			
					60
					12 000 000
					pesos
					01-1983
					120
					153 358.52
			

			
					101
					112 000 000
					pesos
					05-1983
					120
					1 431 346.16
			

			
					102
					39 000 000
					pesos
					05-1983
					120
					498 415.18
			

			
					102
					10 000 000
					pesos
					05-1983
					120
					127 798.76
			

			
					126
					1 700
					pesos
					06-1983
					120
					21.73
			

			
					146
					5 000 000 000
					pesos
					07-1983
					120
					63 899 382.14
			

			
					172
					80 000 000
					dólares
					10-1983
					
					122 686 813.71
			

			
					180
					3 000 000 000
					pesos
					10-1983
					120
					38 339 629.29
			

			
					180
					958 000 000
					pesos
					10-1983
					120
					12 243 121.62
			

			
					181
					20 000 000 000
					pesos
					10-1983
					120
					255 597 528.56
			

			
					184
					800 000
					dólares
					10-1983
					
					1 226 868.14
			

			
					186
					14 000 000 000
					pesos
					10-1983
					120
					178 918 269.99
			

			
					186
					130 000 000 000
					pesos
					10-1983
					120
					1 661 383 935.62
			

			
					197
					12 000 000
					pesos
					11-1983
					120
					153 358.52
			

			
					200
					500 000 000 000
					pesos
					11-1983
					120
					6 389 938 213.92
			

			
					223
					1 500 000
					pesos
					01-1984
					167
					13 276.32
			

			
					223
					500 000
					pesos
					01-1984
					167
					4 425.44
			

			
					223
					750 000
					pesos
					01-1984
					167
					6 638.16
			

			
					223
					6 000 000
					pesos
					01-1984
					167
					53 105.26
			

			
					224
					20 000 000 000
					pesos
					01-1984
					167
					177 017 537.44
			

			
					224
					30 000 000 000
					pesos
					01-1984
					167
					265 526 306.17
			

			
					238
					200 000 000
					pesos
					02-1984
					167
					1 770 175.37
			

			
					238
					500 000 000
					pesos
					02-1984
					167
					4 425 438.44
			

			
					247
					800 000 000 000
					pesos
					03-1984
					167
					7 080 701 497.77
			

			
					247
					1 160 000 000 000
					pesos
					03-1984
					167
					10 267 017 171.77
			

			
					247
					347 000 000 000
					pesos
					03-1984
					167
					3 071 254 274.66
			

			
					247
					2 000 000 000
					dólares
					03-1984
					
					2 956 192 875.32
			

			
					247
					16 517 000 000
					dólares
					03-1984
					
					24 413 718 860.83
			

			
					247
					5 000 000 000
					pesos
					03-1984
					167
					44 254 384.36
			

			
					272
					1 000 000 000
					dólares
					05-1984
					
					1 478 096 437.66
			

			
					272
					500 000 000
					dólares
					05-1984
					
					739 048 218.83
			

			
					288
					350 000 000
					dólares
					06-1984
					
					517 333 753.18
			

			
					288
					3 800 000 000
					dólares
					06-1984
					
					5 616 766 460.57
			

			
					290
					500
					dólares
					06-1984
					
					739.05
			

			
					326
					4 000
					pesos
					09-1984
					167
					35.40
			

			
					330
					3 000 000 000
					pesos
					09-1984
					167
					26 552 630.62
			

			
					330
					4 000 000 000
					pesos
					09-1984
					167
					35 403 507.49
			

			
					330
					48 000 000 000
					dólares
					09-1984
					
					70 948 628 975.60
			

			
					337
					87 000 000 000
					pesos
					09-1984
					145[1]
					886 857 862.20
			

			
					337
					76 000 000 000
					pesos
					09-1984
					145[1]
					774 726 408.35
			

			
					337
					7 000 000 000
					pesos
					09-1984
					167
					61 956 138.11
			

			
					337
					20 000 000 000
					pesos
					09-1984
					167
					177 017 537.44
			

			
					337
					1 500 000 000
					pesos
					09-1984
					167
					13 276 315.31
			

			
					338
					80 000 000 000
					pesos
					10-1984
					1 550[2]
					70 513 665.12
			

			
					355
					36 000 000
					pesos
					11-1984
					167
					318 631.57
			

			
					359
					600 000 000 000
					pesos
					11-1984
					167
					5 310 526 120.92
			

			
					386
					1.25
					dólares
					02-1985
					
					1.79
			

			
					386
					29
					dólares
					02-1985
					
					41.60
			

			
					386
					27.75
					dólares
					02-1985
					
					39.81
			

			
					386
					25.50
					dólares
					02-1985
					
					36.58
			

			
					386
					300 000 000
					dólares
					02-1985
					
					430 333 377.41
			

			
					386
					1.35
					dólares
					02-1985
					
					1.94
			

			
					386
					2
					dólares
					02-1985
					
					2.87
			

			
					387
					29
					dólares
					02-1985
					
					41.60
			

			
					387
					25.50
					dólares
					02-1985
					
					36.58
			

			
					388
					28
					dólares
					02-1985
					
					40.16
			

			
					388
					1.30
					dólares
					02-1985
					
					1.86
			

			
					388
					1.60
					dólares
					02-1985
					
					2.30
			

			
					388
					1.25
					dólares
					02-1985
					
					1.79
			

			
					389
					100 000 000 000
					pesos
					02-1985
					280
					512 301 639.77
			

			
					389
					250 000 000 000
					pesos
					02-1985
					280
					1 280 754 099.42
			

			
					389
					300 000 000
					dólares
					02-1985
					
					430 333 377.41
			

			
					412
					14 000 000
					dólares
					05-1985
					
					20 082 224.29
			

			
					420
					25 000 000
					pesos
					05-1985
					280
					128 075.41
			

			
					446
					250 000 000 000
					pesos
					07-1985
					280
					1 280 754 099.42
			

			
					447
					1.25
					dólares
					07-1985
					
					1.79
			

			
					447
					150 000 000 000
					pesos
					07-1985
					280
					768 452 459.65
			

			
					447
					300 000 000 000
					pesos
					07-1985
					280
					1 536 904 919.31
			

			
					447
					400 000 000 000
					pesos
					07-1985
					280
					2 049 206 559.08
			

			
					447
					700 000 000 000
					pesos
					07-1985
					280
					3 586 111 478.39
			

			
					448
					1.75
					dólares
					07-1985
					
					2.51
			

			
					448
					1.50
					dólares
					07-1985
					
					2.15
			

			
					449
					1.24
					dólares
					07-1985
					
					1.78
			

			
					449
					2.49
					dólares
					07-1985
					
					3.57
			

			
					449
					0.77
					dólares
					07-1985
					
					1.10
			

			
					449
					2.27
					dólares
					07-1985
					
					3.26
			

			
					470
					950 000 000
					dólares
					09-1985
					
					1 362 722 361.79
			

			
					470
					500 000 000
					dólares
					09-1985
					
					717 222 295.68
			

			
					470
					300 000 000
					dólares
					09-1985
					
					430 333 377.41
			

			
					470
					225 000 000
					dólares
					09-1985
					
					322 750 033.05
			

			
					494
					500
					pesos
					11-1985
					280
					2.56
			

			
					500
					1 300 000 000
					dólares
					12-1985
					
					1 864 777 969.43
			

			
					502
					48 000 000 000
					dólares
					12-1985
					
					68 853 340 409.60
			

			
					502
					12 000 000 000
					dólares
					12-1985
					
					17 213 335 102.40
			

			
					518
					38 000 000
					dólares
					01-1986
					
					53 333 375.63
			

			
					523
					250
					pesos
					01-1986
					650
					0.54
			

			
					523
					30 000
					pesos
					01-1986
					650
					64.78
			

			
					531
					53 300
					pesos
					01-1986
					650
					115.09
			

			
					531
					75 000
					pesos
					01-1986
					650
					161.94
			

			
					532
					8
					dólares
					02-1986
					
					11.23
			

			
					532
					15.04
					dólares
					02-1986
					
					21.11
			

			
					532
					10
					dólares
					02-1986
					
					14.04
			

			
					532
					4
					dólares
					02-1986
					
					5.61
			

			
					532
					27
					dólares
					02-1986
					
					37.89
			

			
					532
					23
					dólares
					02-1986
					
					32.28
			

			
					532
					3
					dólares
					02-1986
					
					4.21
			

			
					532
					3.50
					dólares
					02-1986
					
					4.91
			

			
					534
					10
					dólares
					02-1986
					
					14.04
			

			
					534
					0.80
					dólares
					02-1986
					
					1.12
			

			
					537
					3
					dólares
					02-1986
					
					4.21
			

			
					542
					1 000 000 000 000
					pesos
					02-1986
					650
					2 159 245 976.75
			

			
					546
					10 000 000 000
					dólares
					02-1986
					
					14 035 098 844.34
			

			
					546
					4 000 000 000
					dólares
					02-1986
					
					5 614 039 537.74
			

			
					546
					5 000 000 000
					dólares
					02-1986
					
					7 017 549 422.17
			

			
					546
					2 500 000 000
					dólares
					02-1986
					
					3 508 774 711.09
			

			
					546
					2 000 000 000
					dólares
					02-1986
					
					2 807 019 768.87
			

			
					552
					50 000
					pesos
					04-1986
					650
					107.96
			

			
					552
					90 000
					pesos
					04-1986
					650
					194.33
			

			
					553
					200 000 000 000
					pesos
					04-1986
					650
					431 849 195.21
			

			
					553
					32
					pesos
					04-1986
					650
					0.07
			

			
					553
					130
					pesos
					04-1986
					650
					0.28
			

			
					564
					6 000 000 000
					dólares
					05-1986
					
					8 421 059 306.61
			

			
					564
					10 000 000 000
					dólares
					05-1986
					
					14 035 098 844.34
			

			
					566
					950 000 000
					dólares
					05-1986
					
					1 333 334 390.21
			

			
					571
					300 000 000
					pesos
					05-1986
					650
					647 773.79
			

			
					571
					622 000 000
					dólares
					1985
					
					892 224 536.14
			

			
					573
					15 000 000 000
					pesos
					05-1986
					650
					32 388 689.64
			

			
					573
					40 000
					pesos
					05-1986
					650
					86.37
			

			
					586
					6 000 000 000
					dólares
					06-1986
					
					8 421 059 306.61
			

			
					586
					2 000 000 000
					dólares
					06-1986
					
					2 807 019 768.87
			

			
					587
					6 000 000 000
					dólares
					06-1986
					
					8 421 059 306.61
			

			
					587
					9 000 000 000
					dólares
					06-1986
					
					12 631 588 959.91
			

			
					587
					500 000 000 000
					pesos
					06-1986
					650
					1 079 622 988.03
			

			
					587
					300 000 000 000
					pesos
					06-1986
					650
					647 773 792.82
			

			
					587
					150 000 000 000
					pesos
					06-1986
					650
					323 886 896.41
			

			
					587
					6 500 000 000
					dólares
					06-1986
					
					9 122 814 248.82
			

			
					609
					1 600 000 000
					dólares
					07-1986
					
					2 245 615 815.09
			

			
					609
					9
					dólares
					07-1986
					
					12.63
			

			
					610
					12 000 000 000
					dólares
					07-1986
					
					16 842 118 613.21
			

			
					613
					100 000 000
					dólares
					08-1986
					
					140 350 988.49
			

			
					627
					75 000
					pesos
					09-1986
					650
					161.94
			

			
					627
					112 000
					pesos
					09-1986
					650
					241.84
			

			
					645
					11.70
					dólares
					10-1986
					
					16.42
			

			
					651
					6 000 000 000
					dólares
					11-1986
					
					8 421 059 306.61
			

			
					651
					50 000 000 000
					dólares
					11-1986
					
					70 175 494 221.71
			

			
					653
					1 000 000 000
					dólares
					11-1986
					
					1 403 509 884.43
			

			
					653
					1 500 000 000
					dólares
					11-1986
					
					2 105 264 826.65
			

			
					654
					500 000 000
					dólares
					11-1986
					
					701 754 942.22
			

			
					675
					1 600 000 000
					dólares
					01-1987
					
					2 185 923 618.90
			

			
					676
					12 000 000 000
					dólares
					01-1987
					
					16 394 427 141.76
			

			
					676
					6 000 000 000
					dólares
					01-1987
					
					8 197 213 570.88
			

			
					676
					600 000 000
					dólares
					01-1987
					
					819 721 357.09
			

			
					676
					1 500 000 000
					dólares
					01-1987
					
					2 049 303 392.72
			

			
					677
					6 500 000 000
					dólares
					01-1987
					
					8 880 314 701.79
			

			
					677
					9 000 000 000
					dólares
					01-1987
					
					12 295 820 356.32
			

			
					694
					2 191 000 000
					dólares
					02-1987
					
					2 993 349 155.63
			

			
					694
					844 000 000
					dólares
					02-1987
					
					1 153 074 708.97
			

			
					694
					0.056
					dólares
					02-1987
					
					0.08
			

			
					711
					315 000 000 000
					pesos
					03-1987
					1 550
					277 647 556.43
			

			
					714
					7 500
					pesos
					04-1987
					1 550
					6.61
			

			
					722
					12 000 000 000
					dólares
					04-1987
					
					16 394 427 141.76
			

			
					728
					1 700 000 000
					dólares
					06-1987
					
					2 322 543 845.08
			

			
					730
					350 000 000 000
					pesos
					06-1987
					1 550
					308 497 284.93
			

			
					732
					3 000 000 000
					dólares
					07-1987
					
					4 098 606 785.44
			

			
					762
					1 000 000 000 000
					pesos
					10-1987
					1 550
					881 420 814.07
			

			
					765
					100 000 000
					dólares
					11-1987
					
					136 620 226.18
			

			
					765
					200 000 000
					dólares
					11-1987
					
					273 240 452.36
			

			
					783
					13 200 000 000 000
					pesos
					01-1988
					2 881
					6 053 002 821.64
			

			
					783
					13 000 000 000
					dólares
					01-1988
					
					17 174 478 377.83
			

			
					783
					13 500 000 000
					dólares
					01-1988
					
					17 835 035 245.70
			

			
					795
					290 000
					pesos
					02-1988
					2 881
					132.98
			

			
					795
					340 000
					pesos
					02-1988
					2 881
					155.91
			

			
					795
					310 000
					pesos
					02-1988
					2 881
					142.15
			

			
					800
					17 000 000 000
					dólares
					03-1988
					
					22 458 933 263.32
			

		

		

		

		
			[*] Promedio de cada año.
		

		
			[1] Tipo de cambio citado en el texto.
		

		
			[2] En la fecha de vencimiento de ese documento (octubre de 1987), el tipo de cambio era de 1 550 pesos por dólar, y el índice de precios de Estados Unidos (considerando el año 2000=1) era de 0.731956042.
		

		

	
		Apéndice II.

		

		Personas cuyo cargo, ocupación o actividad política

		no se mencionan explícitamente en el texto

		

		
			
				
				
				
			
			
					Nombre
					Pág.
					Cargo u ocupación
			

			
					Aguirre, Manuel Bernardo
					51
					Gobernador de Chihuahua (1974-1980)
			

			
					Alanís Fuentes, Agustín
					21
					Procurador de Justicia del DF (1976-1982)
			

			
					Alegría, Rosa Luz
					34
					Secretaria de Turismo (1980-1982)
			

			
					Andropov, Yuri
					76
					Presidente del Soviet Supremo (1983-1984)
			

			
					Aranguren Castiello, Fernando
					453
					Empresario jalisciense secuestrado y asesinado en 1973
			

			
					Aspe Armella, Pedro
					765
					Secretario de Programación y Presupuesto (1987-1988)
			

			
					Azcárraga Milmo, Emilio
					290
					Principal accionista y presidente de Televisa (1972-1997)
			

			
					Basagoiti, José María
					59
					Empresario, presidente de la Coparmex (1982-1984)
			

			
					Baylón Chacón, Óscar
					103
					Senador de la República por Chihuahua (1976-1982)
			

			
					Borunda, Teófilo
					51
					Gobernador de Chihuahua (1956-1962)
			

			
					Broz, Josip (Tito)
					385
					Presidente de Yugoslavia (1974-1980)
			

			
					Burgoa Orihuela, Ignacio
					71
					Abogado litigante; maestro emérito de la UNAM
			

			
					Cabañas, Lucio
					133
					Jefe guerrillero en la sierra de Guerrero, fundador del Partido de los Pobres. Murió en 1974
			

			
					Camarena Adame, Lidia
					102
					Directora de Admón. y Finanzas de PPM (1979-1982)
			

			
					Camil, Jaime
					757
					Empresario
			

			
					Carrillo Marcor, Alejandro
					368
					Periodista, director de El Nacional (1968-1975); gobernador sustituto de Sonora (1975-1979)
			

			
					Carvajal Moreno, Gustavo
					127
					Secretario de la Reforma Agraria (1981-1982)
			

			
					Casillas Hernández, Roberto
					71
					Secretario particular del presidente López Portillo (1976-1982); senador por Aguascalientes (1982-1988)
			

			
					Castellano Jiménez, Raúl
					420
					Senador por Coahuila (1982-1988)
			

			
					Castellanos, Milton
					103
					Gobernador de Baja California (1971-1977)
			

			
					Chamorro, Fernando
					75
					Periodista nicaragüense, director del diario Barricada (1979-1994)
			

			
					Chirinos Calero, Patricio
					827
					Director general de Delegaciones, SPP (1982-1987)
			

			
					Chumacero, Blas
					110
					Secretario general de la CTM (1980-1997)
			

			
					Colosio Murrieta, Luis Donaldo
					830
					Diputado federal (1985-1988)
			

			
					Córdoba Montoya, Joseph-Marie
					827
					Director general de Política Económica y Social, SPP (1985-1987)
			

			
					Corona del Rosal, Alfonso
					753
					Jefe del Departamento del Distrito Federal (1966-1970)
			

			
					DeConcini, Dennis
					607
					Senador por Arizona (Estados Unidos)
			

			
					Deutz, Pablo
					453
					Empresario
			

			
					Díaz Díaz, Daniel
					639
					Secretario de Comunicaciones y Transportes (1985-1988)
			

			
					Dornbierer, Manú
					314
					Periodista y escritora
			

			
					Dovalí Jaime, Antonio
					693
					Director general de Pemex (1970-1976)
			

			
					Duvalier, Jean-Claude (Baby Doc)
					545
					Dictador de Haití (1971-1986)
			

			
					Echeverría Ruiz, Rodolfo
					87
					Embajador en Cuba (1982-1984)
			

			
					Elías Ayub, Alfredo
					757
					Secretario particular del gobernador del Estado de México (1985-1986)
			

			
					Enders, Thomas Ostrom
					78
					Subsecretario de Estado adjunto para Asuntos Interamericanos (Estados Unidos)
			

			
					Escofet Artigas, Alberto
					241
					Director general de Uramex (1983-1985); subsecretario de Minas e Industria Básica, SEMIP (1985-1988)
			

			
					Espino, Everardo
					101
					Director general del Banco Nacional de Crédito Rural (1976-1982)
			

			
					Espinosa Yglesias, Manuel
					72
					Presidente del Consejo de Administración del Banco de Comercio (1962-1982)
			

			
					Fernández, Silvestre
					510
					Presidente de la Concamin (1981-1987)
			

			
					Figueroa Figueroa, Rubén
					145
					Gobernador de Guerrero (1975-1981)
			

			
					Flores Olea, Víctor
					617
					Subsecretario de Asuntos Multilaterales, SRE (1982-1988)
			

			
					Fonseca Álvarez, Ernesto
					420
					Narcotraficante
			

			
					Fuentes Rodríguez, José de las
					299
					Gobernador de Coahuila (1982-1988)
			

			
					Galbraith, John Kenneth
					169
					Economista norteamericano
			

			
					Galindo Ochoa, Francisco
					102
					Jefe de prensa del presidente Díaz Ordaz (1965) y del presidente López Portillo (1981-1982)
			

			
					Galindo Quiñones, Heriberto
					525
					Director del Crea (1982-1986)
			

			
					Gamboa Pascoe, Joaquín
					21
					Secretario general de la CTM (1977-1982)
			

			
					Gandhi, Indira
					382
					Primera ministra de India (1980-1984)
			

			
					García Paniagua, Javier
					21
					Titular de la Dirección Federal de Seguridad; secretario de la Reforma Agraria (1980-1981)
			

			
					Garza Lagüera, Eugenio
					492
					Empresario regiomontano
			

			
					Garza Sada, Bernardo
					493
					Empresario regiomontano
			

			
					Goicoechea Luna, Emilio
					59
					Empresario, presidente de la Concanaco (1982-1984)
			

			
					Gómez Ortega, Miguel Ángel
					756
					Secretario de Marina (1982-1988)
			

			
					González Cosío, Arturo
					25
					Oficial mayor del PRI
			

			
					Gromiko, Andrei
					154
					Presidente del Soviet Supremo (1985-1988)
			

			
					Hank González, Carlos
					24
					Regente del Distrito Federal (1976-1982)
			

			
					Herrera Campins, Luis
					141
					Presidente de Venezuela (1979-1983)
			

			
					Ibarra de Piedra, Rosario
					815
					Candidata del PRT a la Presidencia de la República (1982)
			

			
					Jackson, Jesse
					311
					Precandidato del Partido Demócrata a la Presidencia de Estados Unidos (1984)
			

			
					Labra Manjarrez, Armando
					55
					Coordinador regional del Programa de Protección al Empleo en varios estados de la República (1983-1986)
			

			
					Larrea, Jorge
					529
					Empresario
			

			
					López, Prudencio
					120
					Empresario, presidente del Consejo Coordinador Empresarial y de la Concamin
			

			
					López Mateos, Adolfo
					108
					Presidente de México (1958-1964)
			

			
					Loret de Mola, Carlos
					236
					Periodista y escritor
			

			
					Madero Bracho, Enrique
					696
					Empresario
			

			
					Maldonado, Carlos
					493
					Empresario
			

			
					Mancera Aguayo, Miguel
					29
					Director general del Banco de México (1982-1997)
			

			
					Manzanilla Schaffer, Víctor
					236
					Senador de la República por Yucatán (1982-1988)
			

			
					Margáin, Hugo B.
					39
					Secretario de Hacienda (1970-1973)
			

			
					Martínez Corbalá, Gonzalo
					44
					Senador de la República por San Luis Potosí (1982-1988)
			

			
					Martínez de la Vara López Portillo, Roberto
					101
					Secretario particular del presidente López Portillo (1982)
			

			
					Mejías, José Luis
					138
					Periodista
			

			
					Michelena, Margarita
					314
					Periodista y escritora
			

			
					Moctezuma Cid, Julio Rodolfo
					42
					Secretario de Hacienda y Crédito Público (1976-1977); director general de Pemex (1981-1982) y director del Banco Mexicano Somex (1982-1988)
			

			
					Monsiváis, Carlos
					686
					Escritor y periodista
			

			
					Navarrete López, Jorge Eduardo
					52
					Subsecretario de Asuntos Económicos, SRE (1979-1985)
			

			
					Noreña Casado, Francisco
					481
					Secretario general de Obras, DDF (1985)
			

			
					Olivares Santana, Enrique
					556
					Secretario de Gobernación (1979-1982)
			

			
					Oteyza Fernández, José Andrés de
					24
					Secretario de Patrimonio y Fomento Industrial (1976-1982); embajador en Canadá (1982-1987)
			

			
					Ovalle Fernández, Ignacio
					617
					Secretario de la Presidencia (1975-1976); embajador en Argentina (1982-1987)
			

			
					Ovando, Francisco Xavier
					707
					Miembro del equipo electoral de Cuauhtémoc Cárdenas (1982)
			

			
					Palme, Olof
					383
					Primer ministro de Suecia (1982-1986)
			

			
					Pandal, Alfonso
					60
					Empresario
			

			
					Pastora, Edén
					75
					Dirigente de la Alianza Revolucionaria Democrática Nicaragüense
			

			
					Pinochet, Augusto
					545
					Dictador de Chile (1973-1988)
			

			
					Portes Gil, Emilio
					234
					Presidente de México (1928-1930)
			

			
					Prieto, Guillermo
					649
					Subsecretario de Ingresos, SHCP (1978-1986)
			

			
					Puente Leyva, Jesús
					87
					Diputado federal por Nuevo León (1976-1979); embajador en Venezuela (1981-1986) y en Perú (1986-1989)
			

			
					Ramírez, Gregorio
					493
					Empresario regiomontano
			

			
					Reyes Medrano, Alfonso
					91
					Funcionario de la CTM
			

			
					Rico, Miguel
					345
					Contador mayor de Hacienda, Cámara de Diputados
			

			
					Riva Palacio, Antonio
					504
					Senador de la República por Morelos (1982-1987)
			

			
					Robles Garnica, Roberto
					707
					Presidente municipal de Morelia (1983-1986)
			

			
					Rockefeller, David
					32
					Banquero y filántropo norteamericano
			

			
					Rodríguez Alcaine, Leonardo
					286
					Secretario general del Suterm
			

			
					Rojo Lugo, Jorge
					51
					Secretario de la Reforma Agraria (1976-1978)
			

			
					Romo Gutiérrez, Arturo
					87
					Senador por Zacatecas (1982-1988)
			

			
					Roosevelt, Theodore
					635
					Presidente de Estados Unidos (1901-1908)
			

			
					Rubio Lara, Enrique
					55
					Periodista, cofundador de La Jornada
			

			
					Ruiz Galindo, Antonio
					453
					Empresario
			

			
					Sada, Andrés Marcelo
					724
					Empresario regiomontano
			

			
					Sada Treviño, Adrián
					493
					Empresario regiomontano
			

			
					Sáenz Arroyo, José
					31
					Director general de Asuntos Jurídicos de la Presidencia de la República (1982-1988)
			

			
					Sánchez Mejorada, Jorge
					453
					Empresario, presidente del CCE (1974-1979)
			

			
					Sánchez Navarro, Juan
					530
					Empresario
			

			
					Scherer García, Julio
					314
					Periodista, director general de la revista Proceso
			

			
					Serra Puche, Jaime
					649
					Subsecretario de Ingresos, SHCP (1986-1988)
			

			
					Serrano, Irma
					184
					Actriz, cantante y política
			

			
					Servitje, Lorenzo
					69
					Empresario
			

			
					Shlaudeman, Harry
					263
					Embajador especial de Estados Unidos para Centroamérica (1984-1986)
			

			
					Solana Morales, Fernando
					556
					Secretario de Educación Pública (1977-1982); director general de Banamex (1982-1988)
			

			
					Soto Izquierdo, Enrique
					601
					Director del Imcine (1986-1988)
			

			
					Stroessner, Alfredo
					545
					Dictador de Paraguay (1954-1989)
			

			
					Tello Macías, Carlos
					26
					Secretario de Programación y Presupuesto (1977); director general del Banco de México (1982); embajador en Portugal (1987-1988)
			

			
					Thomas, John
					402
					Funcionario del Departamento de Estado encargado del control del tráfico de estupefacientes (Estados Unidos)
			

			
					Tinoco, Víctor Hugo
					348
					Vicecanciller de Nicaragua
			

			
					Trudeau, Pierre Elliot
					273
					Primer ministro de Canadá (1968-1984)
			

			
					Tuchman, Barbara
					422
					Historiadora norteamericana
			

			
					Usigli, Rodolfo
					837
					Dramaturgo
			

			
					Valle, Erik Arturo del
					798
					Presidente de Panamá (1985)
			

			
					Vázquez Rojas, Genaro
					133
					Miembro de la guerrilla en la sierra de Guerrero. Murió en 1972
			

			
					Villar, Samuel del
					229
					Asesor del Presidente de la República (1983-1985)
			

			
					Zabludovsky, Jacobo
					357
					Conductor del noticiero de Televisa
			

			
					Zaidenweber, Jacobo
					120
					Empresario, presidente de la Cámara de Comercio México-Estados Unidos (1983-1985)
			

			
					Zamacona, Guillermo
					72
					Empresario
			

			
					Zapata Loredo, Fausto
					35
					Subsecretario de la Presidencia (1970-1976); embajador en China (1987-1988)
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Cambio de Rumbo

Testimonio de una Presidencia,
1982-1988

Penetrar en los espacios incimos del poder, descubrir s intenciones y Tos proce-
505 de toma de decisiones en ¢l mis o nivel, mirar desde el balcdn presiden-
cial la realidad que entre 1982 y 1988 conocimos como ciudadanos son los
privilegios que offece este fibro.

Miguel de la Madrid, en un gesto sin precedente, expone su visién y su ac-
cién como Presidente de la Repiblica. Narra, con el detalle de un texto escrito
sobre la marcha, los momentos mis significarivos de su gobierno.

Lo notable es que el ibro brinda una visién de conjunto que explica por qué
consideré necesario romper con ¢l modelo econémico de sus antecesores y dar-
le un nuevo rumbo al pais. Sin embargo, lo que resulta fascinante es conocer los
detalles que describen los mecanismos del poder y que dan cuerpo a hechos o
circunstancias coneretas como su "destape” y su relacién con el presidente Lépez.
Porillo ante la nacionalizacién de la banca, ¢l mancjo de l criss de la deuda o
Ia negociacion con los sindicatos para establecer su politica de austeridad. Tam-
bién resulta muy ilustrativo ver c6mo lo recibid una iniciativa privada llena de
rencor y hostilidad que, sin embargo, terming brindindole su apoyo.

Descubrir ¢6mo vio y vivié el presdente De la Madrid fos sismos de 1985,
el desplome de los precios petroleros, la crsis bursdly, desde luego, las eleccio-

nes de 1988, es tan interesante como entender las complejidades del poder, in-
cluida la relacion nima entre el PRy el gobierno o entre el PAN, el lero y fa
iniciativa privada.

Finalmente, el libro descubre, sn tapujos, los retos de nuestro pas para evi-
tar l guerra en Centroamérica y nuestra siempre difcl convivencia con Estados
Unidos.

Este testimonio, que no excluye il provocaci6n i la autocritica, abre las
puercas a que otros protagonistas de I vida mexicana comparan su perspectiva
y sus vivencias con el piblico. Al hacerlo, Miguel de la Madrid contribuye a la
apertura politica y con ello al proceso de democratizacion de nuestro pais.
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